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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Contienda negativa de competencia


    Indemnización por despido. Empleo público. Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La resolución del planteo exige desentrañar si el actor es un trabajador tercerizado del Ministerio de Agricultura, que habría suscripto sucesivas locaciones de servicio que encubrirían otra relación jurídica, lo que supone esclarecer la naturaleza del vínculo que lo unió con el Estado y su eventual encuadre en el régimen de empleo público. Al ser ello así, el fuero federal en lo contencioso administrativo es el competente para intervenir, dado que para la resolución de la controversia es clara la relevancia que asumen aspectos privativos del derecho administrativo, cuyos principios y normas deberán aplicarse, sin perjuicio de que puedan también regir, subsidiariamente, normas e institutos propios del derecho del trabajo.

  


  
    Giorgio Agustín Benini c/ Fundación Argen INTA y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57406/2012/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Diferencias salariales. Estado Nacional. Falta de legitimación para obrar. 


    De las constancias de la causa resulta que los actores interpusieron demanda ante el fuero contencioso administrativo federal únicamente contra el Estado Nacional, de moto tal que, al haber quedado firme y consentida la decisión del juez de grado que hizo lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por el único demandado en estos autos, el presente proceso ha concluido, razón por la cual no corresponde dirimir una cuestión de competencia.


    Fernández, Mabel Noemi y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de  Educación s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 76100/2018/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Concesión de uso. Estado Nacional. Monumento nacional. Contratos. Obligaciones. Buena fe contractual. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    No se advierte arbitrariedad en la decisión, toda vez que nada de lo expresado en la cláusula quinta del convenio celebrado el 5 de diciembre de 2017 entre la AABE y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, autoriza a sostener que mediante la celebración de ese convenio el Estado Nacional -a través de la AABE- hubiera desobligado a la demandada de realizar los trabajos anteriormente comprometidos en el contrato de concesión de uso.  El compromiso de incluir en los pliegos de bases y condiciones obligaciones vinculadas a la restauración y puesta en valor del Pabellón Centenario ubicado en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires –excluido, de la autorización de venta otorgada a la AABE- tiene que ver con la condición de bien protegido que ostenta el inmueble, la que subsiste más allá de la relación jurídica que une a las partes.  Los contratos deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo con lo que verosímilmente las partes entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principio que es aplicable al ámbito de los contratos administrativos, por lo que es exigible a los contratantes un comportamiento coherente, ajeno a los cambios de conductas perjudiciales, y debe desestimarse toda actuación que implique un obrar incompatible con la confianza que se ha suscitado en la otra parte. Es que el principio cardinal de la buena fe informa y fundamenta todo nuestro ordenamiento jurídico, tanto público como privado, al enraizarlo en las más sólidas tradiciones éticas y sociales de nuestra cultura. Dicha premisa sirve de base, a su vez, a otras dos. Por un lado, hace exigible a la administración que no incurra en prácticas que impliquen comprometer los intereses superiores que ella está obligada a preservar y como contrapartida, el contratista debe comportarse con diligencia, prudencia y buena fe, habida cuenta de su condición de colaborador de la administración en la realización de un fin público.  Desde esa perspectiva, ni la posterior declaración de inmueble como monumento histórico nacional ni el convenio celebrado entre la AABE y GCBA el 5 de diciembre de 2017, modifican las obligaciones contractuales oportunamente asumidas por la demandada, la que deberá sujetar la ejecución de los trabajos de mantenimiento y restauración a las recomendaciones efectuadas por la Comisión Nacional de Monumentos, de Lugares y de Bienes Históricos, de acuerdo con lo previsto por la ley 12.665 y su reglamentación, y por la autoridad de aplicación local.  Respecto de los agravios dirigidos a cuestionar el tipo de condena impuesta, cabe recordar que la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal ajenos a la instancia extraordinaria, y sólo cabe hacer excepción a esta regla cuando la sentencia impugnada traduce un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional, con menoscabo de garantías constitucionales.  Asimismo ha dicho el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales pues, para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.  La doctrina de la arbitrariedad no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  Para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican tan excepcionalísima conclusión. En tal sentido, la arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino que requiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de argumentación jurídica, extremos que no aparecen configurados en autos.  De las constancias de la causa surge que el Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) persigue como objeto principal de la demanda obtener el cumplimiento específico de la obligación pactada en el punto d) de la cláusula décimo séptima del contrato de concesión de uso referido al reciclado del “Gran Pabellón Central de la Exposición Internacional Ferroviaria y de Transportes Terrestres”.  La pretensión subsidiaria de la actora vinculada a la cuantificación de los materiales y de la mano de obra para la eventual realización de los trabajos por intermedio de terceros, no habilita a la demandada a escoger en el pleito el modo en que ejecutará la obligación contractual incumplida.


    Recurso queja N° 1 – Estado Nacional – Estado Mayor General del Ejército c/ CENCOSUD S.A. s/ Varios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29528/2014/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.   No se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.   A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Recurso queja N° 3 – Bio Ledesma S.A.U. c/ Estado Nacional – Secretaría de Gobierno de Energía s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 6073/2019/3/RH2, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Expropiación irregular. Indemnización expropiatoria. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar la jurisprudencia de la Corte que señala que las cuestiones de hecho, prueba y derecho público local son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48, así como aquella que indica que la apreciación de la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, cuando deciden sobre cuestiones de hecho y derecho público local.  Si bien tales principios no son absolutos y admiten excepciones cuando las decisiones judiciales prescinden de efectuar un tratamiento adecuado de la cuestión de acuerdo con las constancias de la causa y con las disposiciones legales vigentes, o cuando afectan el derecho de defensa de las partes por falta de adecuada fundamentación, en la especie no se halla configurado ninguno de aquellos supuestos de excepción.  En efecto, los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia apelada por el modo en que resolvió los intereses aplicables a la indemnización expropiatoria no resultan aptos para suscitar la apertura de la instancia extraordinaria, toda vez que ella cuenta con fundamentos fácticos y jurídicos mínimos que, más allá de su acierto o error o lo opinable de lo decidido, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que las divergencias de la apelante tengan entidad suficiente para demostrar lesión alguna de carácter constitucional.  La decisión apelada cuenta con fundamentos suficientes basados en argumentos no federales que autorizan a descartar la tacha de arbitrariedad invocada por la recurrente, pues no se advierte una aplicación irrazonable del ordenamiento local ni una decisiva carencia de fundamentación.


    Siete de Diciembre S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación inversa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1266/2019/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Inmigrantes. Admisión y permanencia de extranjeros. Residencia de extranjeros. Extranjeros residentes. Residentes transitorios. Ley de residencia. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible por cuanto en el caso se ha puesto en tela de juicio la interpretación de la ley 25.871, de carácter federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que en ella fundó el apelante.  Al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado.  En la causa CAF 46527/2011, “Apaza, León Pedro Roberto c/ EN-DNM”, en ocasión de establecer una interpretación plausible del art. 29, inc. c, de la ley migratoria, la Corte dispuso que “de acuerdo con este inciso quien en el país o en el exterior haya sufrido condena penal […] por delitos cuya pena mínima en la legislación argentina esté prevista en tres o más años de prisión, encuadraría en la causal impediente reglada en la norma”.  En la medida en que el art. 62, inc. b, contiene una expresión similar a aquella del art. 29, inc. c, dicho criterio es aplicable mutatis mutandi al caso de autos, ya que no resulta razonable interpretar dichas previsiones de una manera más estricta para el supuesto de quienes ya cuentan con una residencia otorgada respecto de quienes no.


    Recurso queja N° 2 – Valeriano Villarroel, Víctor Hugo c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72980/2018/2/RH1, 15 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Extranjeros residentes. Residentes transitorios. Ley de residencia. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible por cuanto en el caso se ha puesto en tela de juicio la interpretación de una norma federal –ley 25.871- y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que en ella fundó el apelante.  Al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado.  Los tribunales no están obligados a examinar todas las cuestiones propuestas, ni a considerar los argumentos desarrollados por las partes que, en su criterio, no sean decisivos para la resolución del litigio.  En la causa CAF 46527/2011, “Apaza, León Pedro Roberto c/ EN-DNM”, en ocasión de establecer una interpretación plausible del art. 29, inc. c, de la ley migratoria, la Corte dispuso que “de acuerdo con este inciso quien en el país o en el exterior haya sufrido condena penal […] por delitos cuya pena mínima en la legislación argentina esté prevista en tres o más años de prisión, encuadraría en la causal impediente reglada en la norma”.  En la medida en que el art. 62, inc. b, contiene una expresión similar a aquella del art. 29, inc. c, dicho criterio es aplicable mutatis mutandi al caso de autos, ya que no resulta razonable interpretar dichas previsiones de una manera más estricta para el supuesto de quienes ya cuentan con una residencia otorgada respecto de quienes no.


    Recurso queja N° 2 – Godo Quispe, Henry Valentín c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 42007/2018/2/RH1, 15 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Ley de residencia. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 42007/2018/2/RH1, “Godo Quispe, Henry Valentín c/ EN-M. Interior s/ Recurso de directo DNM”.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible por cuanto en el caso se ha puesto en tela de juicio la interpretación de la ley 25.871, de carácter federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que en ella fundó el apelante.  Al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado.  Los tribunales no están obligados a examinar todas las cuestiones propuestas, ni a considerar los argumentos desarrollados por las partes que, en su criterio, no sean decisivos para la resolución del litigio.  Resultan ajenas a la cuestión de determinar el alcance de la expresión “delito doloso que merezca pena privativa de libertad mayor de cinco años” contenida en la primera parte del art. 62, inc. b., de la ley migratoria, las argumentaciones vertidas en la sentencia apelada fundadas en la remisión contenida en la segunda parte de dicha norma a lo dispuesto en el art. 29 de la ley migratoria que condujeron al a quo a considerar que “la potestad de la DNM para cancelar su residencia no se hallaba anudada a la ponderación de la pena que merezca el delito”.  El art. 62, inc. b., prevé como causal de cancelación de residencia el supuesto del “residente que hubiese sido condenado judicialmente en la República por delito doloso que merezca pena privativa de libertad mayor de cinco (5) años o registrase una conducta reiterante en la comisión de delitos”. En el primer supuesto cumplida la condena, deberá transcurrir un plazo de dos (2) años para que se dicte la resolución definitiva de cancelación de residencia, la que se fundamentará en la posible incursión por parte del extranjero en los impedimentos previstos en el artículo 29 de la presente ley. En caso de silencio de la Administración, durante los treinta (30) días posteriores al vencimiento de dicho plazo, se considerará que la residencia queda firme”.  Para determinar si se configura o no un supuesto de cancelación de la residencia debe resolverse primero la cuestión relativa al alcance de la expresión citada supra respecto del piso de 5 años allí exigido, despejada la cual –y sólo en el caso de verificarse dicho extremo- corresponderá avanzar sobre lo previsto en la segunda parte de la norma en punto al transcurso del plazo de dos años y la posible incursión por parte del extranjero en los impedimentos previstos en el art. 29.  En cuanto al agravio vinculado con el rechazo de la intervención del Defensor Público de Menores e Incapaces, dicho planteo no debería prosperar, sin perjuicio de que la Corte considerase conveniente dar vista al Ministerio Público de la Defensa a los fines de resguardar los derechos de rango constitucional de los hijos menores de edad que pudieran eventualmente verse afectados.


    Recurso queja N° 2 – Velázquez Cano, Faustina c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63480/2017/2/RH1, 15 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Equiparación salarial. Fuerzas de seguridad. Gendarmería Nacional. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 29.886/2015/CA1-CS1, “Camejo, Ricardo Esteban y otros c/ E.N. - M° Seguridad - PNA s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad.”


    Si las asignaciones otorgadas al personal con estado militar de gendarme en actividad por el decreto 1307/12 y sus modificatorios deben formar parte de su haber mensual, forzoso es concluir en que, por aplicación del régimen de proporcionalidad establecido por el art. 1° del decreto 2046/04 (modificado por su similar 1024/13), aquellas asignaciones deben ser tenidas en cuenta para determinar la remuneración del personal de la Dirección Nacional de Inteligencia Criminal dependiente de la Secretaría de Seguridad el Ministerio de Seguridad, según los porcentajes de la remuneración base (es decir, el haber mensual –debidamente integrado con los suplementos creados por el decreto 1307/12 y sus modificaciones– del grado de comandante mayor de la Gendarmería Nacional) que correspondan a cada categoría; ello, a partir de la entrada en vigencia del decreto 1024/13.  Ahora bien, toda vez que la declaración de la existencia de ese derecho no puede conducir a que la remuneración base de la categoría 1 del personal de la Dirección Nacional de Inteligencia Criminal dependiente de la Secretaría de Seguridad del Ministerio de Seguridad (a partir de la cual se calcula la remuneración de las veinte categorías de ese personal en los porcentajes que surgen del anexo I del decreto 1024/13) supere el haber mensual del grado de comandante mayor de la Gendarmería Nacional –integrado también por las sumas que correspondan como consecuencia del reconocimiento del carácter remunerativo y bonificable de los suplementos otorgados por el decreto 1307/12-, resulta que, para el caso de que los actores perciban una suma fija transitoria en los términos del art. 6º del decreto 1024/13, este último monto deberá ser absorbido por el incremento de sus remuneraciones que implica el acogimiento de la pretensión de autos, y –en consecuencia– descontado al momento de efectuar la liquidación.


    Recurso Queja Nº 1 – Portela, Tamara Lorena y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Dirección de Inteligencia Criminal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 312/2014/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Migraciones. Extranjeros. Admisión y permanencia de extranjeros. Expulsión de extranjeros. Denegatoria del recurso. 


    Reunificación familiar. Remisión al dictamen de la causa CAF 52989/2017, “F. L., C. c/ EN - Mrio. Interior DNM s/ Recurso de directo DNM”.


    Recurso queja N° 2 – D., F. F. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior, Obras Públicas y Viviendas – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 50732/2017/2/RH1, 25 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Puertos. Medida cautelar autónoma. Resoluciones equiparables a definitiva. Licitación pública. División de poderes. Facultades del Poder Ejecutivo. Sentencia ultra petita. 


    Es doctrina reiterada de la Corte que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Sin embargo, la resolución apelada puede ser equiparada a definitiva en sus efectos, toda vez que los argumentos esgrimidos por el a quo para disponer la exclusión de la oferta presentada y la reanudación del trámite licitatorio, ordenando que continuara según su estado de acuerdo a las ofertas presentadas, frustra todo replanteo posterior sobre el tema, a la vez que produce un menoscabo a los derechos constitucionales invocados por el recurrente.  Ha señalado el Máximo Tribunal que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando la cautelar altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa. Ese criterio restrictivo, en este caso, cobra mayor intensidad en razón de que la cautelar ha sido deducida de manera autónoma sin plantearse la demanda, de modo que no se accede a una pretensión de fondo cuya procedencia sustancial pueda ser esclarecida en un proceso de conocimiento. En esas circunstancias, la concesión de la medida cautelar constituye una suerte de decisión de mérito sobre cuestiones que no hallarán, en principio, otro espacio para su debate.  Lo actuado por el a quo aparece como un exceso de jurisdicción, pues resulta claro que la justicia carecía de competencia para adoptar por sí la decisión de excluir a oferentes de una licitación en curso, en la medida que tal atribución correspondía al Consorcio.   El Máximo Tribunal ha señalado que siendo un principio fundamental de nuestro sistema político la división del Gobierno en tres departamentos, el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, independientes y  soberanos en su esfera, se sigue forzosamente que las atribuciones de cada uno le son peculiares y exclusivas; pues el uso concurrente o común de ellas haría necesariamente desaparecer la línea de separación entre los tres altos poderes políticos, y destruiría la base de nuestra forma de Gobierno.   Asimismo en Fallos: 329:3966, indicó que cuando la ley delega en las autoridades del Poder Ejecutivo la determinación de las políticas y el dictado de las regulaciones que a su juicio resulten más adecuadas para cumplir los cometidos preestablecidos por aquél, los jueces no pueden ex-post facto sustituir el criterio adoptado por las autoridades administrativas, al considerarlas inconvenientes, juzgarlas según su propia discreción sustituyendo indebidamente la que es propia del Poder Ejecutivo Nacional.   La sentencia apelada interfirió indebidamente en el ámbito de la Administración en la selección de la oferta más conveniente pues, al excluir directamente, la propia cámara, a la más ventajosa en precio, dio lugar a que se adjudicara y contratara una oferta que supera en un 16% a las excluidas, lo cual impacta en forma directa en el interés público comprometido.  Es que debe distinguirse, por un lado, el control jurisdiccional sobre las actuaciones llevadas a cabo por el Consorcio, como autoridad de aplicación de la ley, que corresponde al Poder Judicial y, por otro, el ejercicio mismo de la potestad para excluir oferentes de licitaciones en curso, que no compete a los jueces. Esta última situación es la que se presenta en el sub examine, razón por la cual la decisión de la alzada implicó una intromisión indebida en cuestiones propias de la autoridad administrativa.  La Corte ha señalado reiteradamente, en ese sentido, que la misión más delicada de la justicia radica en mantenerse dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que le incumben a los otros poderes.  En tales condiciones, el a quo ha interferido indebidamente en el ejercicio de poderes y funciones atribuidos a las autoridades administrativas por las leyes que las instituyen y les confieren sus competencias respectivas, sustituyendo al poder administrador, lo cual importó un significativo grado de injerencia en las facultades del Consorcio.


    Recurso queja N° 1 – Compañía Sud Americana de Dragados S.A. c/ Consorcio de Gestión del Puerto Bahía Blanca s/ Medida cautelar


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 11986/2019/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Juicios contra el Estado. AFIP. Procesos de conocimiento. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que los pronunciamientos que deciden asuntos de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.  Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso Queja Nº 1 - Correa, Federico Mateo y otros c/ Estado Nacional – Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17455/2020/1/RH1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Colegio de Martilleros y Corredores de Comercio. Ejercicio profesional. Código de Ética. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Como principio, las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria por su carácter fáctico y procesal, máxime cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, pues en estos casos la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación particularmente restringida.  Si bien tal principio admite excepción en ciertos supuestos en los cuales se advierte una violación a la garantía del debido proceso consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional, en la especie no cabe apartarse de la regla establecida, toda vez que los agravios del recurrente no alcanzan a demostrar la arbitrariedad de la sentencia impugnada, ni la configuración de un grave menoscabo a derechos o garantías protegidos por la Ley Fundamental.  Por lo que, resulta aplicable al sub lite la doctrina sentada por la Corte en el sentido de que son extraños a la vía excepcional prevista por el art. 14 de la ley 48 los pronunciamientos por los cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de recursos extraordinarios de carácter local interpuestos ante ellos, máxime cuando las quejas planteadas sólo traducen la mera disconformidad del apelante con lo resuelto por el a quo sobre la base de las normas locales que consideró aplicables al sub lite, sin que se observen defectos graves de razonamiento o fundamentación que puedan merecer amparo en la doctrina de la arbitrariedad.  Por lo tanto, corresponde rechazar la queja interpuesta.


    Gerez, Mario Gabriel c/ Colegios de Martilleros y Corredores Públicos de La Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión anulatoria – recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2343/2018/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Acceso a la información pública. Juicios contra el Estado. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 72376/2017/CA3-CS1, “AMX ARGENTINA c/ EN – Mº PRODUCCION – SC s/ Amparo Ley 16.986”.


    Robledo, Guillermo c/ Estado Nacional - Cámara Nacional de Defensa de la Competencia s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 82142/2018/CS1-CA1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Veterinarios. Matrícula profesional. Estado Nacional. Control sanitario. Aplicación de la ley. Servicio Nacional de Sanidad Animal. Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria. Facultades no delegadas. Poder de policía. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    En el marco de la potestad del Estado de reglamentar el ejercicio profesional de la medicina veterinaria en el ámbito federal, la ley 14.072 estableció, por su art. 1º, que el ejercicio de la medicina veterinaria en cualquiera de sus ramas o especialidades se regirá, en la Capital de la República, territorios nacionales y lugares sujetos a jurisdicción nacional por las disposiciones de la presente ley, creando, a los fines de resguardar, en ese ámbito, los intereses que se derivan de la actividad profesional, un Consejo Profesional de Médicos Veterinarios para que funcionara en jurisdicción de la Capital Federal, territorios nacionales y lugares de jurisdicción nacional.  En dicha ley se determinaron los requisitos personales para el ejercicio de la profesión, el alcance de la medicina veterinaria, las disposiciones relativas al uso del título y en lo que aquí interesa, en el art. 8º se dispuso que es requisito indispensable para ejercer la profesión que se reglamenta, la inscripción en la matrícula profesional que a tal efecto se crea por la presente y de modo enfático se estableció que el ejercicio de la profesión sin la inscripción correspondiente será reprimido con multa.  También es pertinente poner de resalto las atribuciones del CPMV previstas en el art. 19, según las cuales le corresponde proyectar el Código de Ética Profesional y del arancel, aplicando sanciones disciplinarias a los que no cumplan sus disposiciones, vigilar y controlar el cumplimiento de la ley, sus reglamentaciones, del Código de Ética Profesional y del arancel, aplicando sanciones disciplinarias a quienes no cumplan sus disposiciones, actuar como tribunal de honor cuando la conducta de los profesionales o sus actitudes atenten contra el prestigio y buen nombre de la profesión. Cabe resaltar, además, que el CPMV se halla bajo la fiscalización del Estado Nacional en todo lo que se refiere al desarrollo de sus actividades, pudiendo el Poder Ejecutivo Nacional intervenirlo cuando a su juicio no llene en debida forma las funciones asignadas por la ley.  En definitiva, el CPMV está destinado a cumplir fines públicos que originariamente pertenecían al Estado y que éste, por delegación circunstanciada normativamente, transfirió a la institución creada para el gobierno de la matrícula y el régimen disciplinario de todos los médicos veterinarios que se desempeñan en el ámbito de jurisdicción nacional.  Dicho cuerpo legislativo, destinado a regir en el ámbito federal, se dictó en consonancia con la Ley de Policía Sanitaria 3.959, cuyos arts. 1º y 2º disponen que la defensa de los ganados en territorio de la República contra la invasión de enfermedades contagiosas exóticas y la acción de epitzootias ya existentes en el país se debe hacer efectiva por el Poder Ejecutivo en la Capital Federal, Territorios Nacionales y lugares sujetos a la jurisdicción exclusiva del Gobierno Nacional, en lo relativo, entre otras, a las operaciones de importación y exportación de ganado del extranjero o para el extranjero, en lo pertinente al tráfico y comercio de ganados interprovincial, para lo cual el Poder Ejecutivo podrá valerse de personal propio, revistiéndolo de toda autoridad necesaria para la realización de sus fines.  Por su parte, el art. 10 establece que el Poder Ejecutivo reglamentará todo lo relacionado con la habilitación, fiscalización sanitaria integral e inspección de los mercados de ganado, tabladas, ferias, mataderos, frigoríficos, saladeros, mataderos de aves, acopio, comercialización e industrialización de huevos, industrialización de la caza y de la pesca, y en general de todos los establecimientos donde se elaboren o depositen productos de origen animal, cuando los lugares donde se efectúen las ventas o el sacrificio de animales o donde estén ubicados los establecimientos en que se fabrican, depositan o de que se extraen productos, correspondan a la jurisdicción federal, o si están situados en una provincia, los animales o los productos proceden de otra nación, de otra provincia o de otro territorio o se destinen al comercio internacional, interprovincial o al de una provincia con territorios de jurisdicción federal o viceversa. Los productos mencionados precedentemente transitarán con la correspondiente documentación sanitaria el Poder Ejecutivo requerirá de los gobiernos de provincia que adecuen sus actuales normas a las exigencias de la presente ley y su reglamentación y formalizará con las provincias, municipios y demás autoridades provinciales los acuerdos y convenios que considere necesarios para el logro de los fines enunciados.  Puede apreciarse, así, que la aplicación de la ley 3.959 abarca los territorios de estricta jurisdicción federal, como aquellos situados en provincias cuando están involucradas operaciones interjurisdiccionales o internacionales, resultando de tal modo, primordialmente, competencia del Estado Nacional, mediante sus órganos, la fiscalización sanitaria.  Cabe reparar que al Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, según el art. 20 ter de la Ley de Ministerios 22.520, con la incorporación introducida por el decreto 532/2019, le compete asistir al Presidente de la Nación y al Jefe de Gabinete de Ministros, en orden a sus competencias, en todo lo inherente a los productos primarios provenientes de la agricultura, la ganadería y la pesca, incluida la primera transformación, y en particular, entre otras, entender en la elaboración, aplicación y fiscalización de los regímenes de las actividades relacionadas con la producción primaria agropecuaria, forestal y pesquera, incluida la primera transformación; entender en la fiscalización sanitaria de la producción agropecuaria, forestal y pesquera; entender en la normatización, registro, control y fiscalización sanitaria, de inocuidad y calidad agroalimentaria, en el ámbito de su competencia; entender en la tipificación, certificación de calidad y normalización para la comercialización de los productos primarios de origen agropecuario, forestal y pesquero, incluida la primera transformación; ejercer el control tutelar del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, del Instituto Nacional de Vitivinicultura, del Instituto Nacional de Semillas, del Instituto Nacional de Investigación y Desarrollo Pesquero y del Instituto Nacional de la Yerba Mate; intervenir, en materia de agricultura, ganadería y pesca, en la elaboración de las políticas para el desarrollo de las áreas y zonas de frontera; entender en la defensa fito y zoosanitaria de fronteras, puertos, aeropuertos y en la fiscalización de la importación de origen agropecuario, forestal y pesquero como así también en el monitoreo de las negociaciones sanitarias y fitosanitarias, junto con el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria; entender en el ámbito de su competencia, en lo referido a la coordinación de las acciones de las Consejerías Agrícolas de la República Argentina en el exterior, en coordinación con las distintas áreas competentes.  También, el SENASA por decreto 1585/1996 tiene la responsabilidad de ejecutar las políticas nacionales en materia de sanidad y calidad animal y vegetal, verificando el cumplimiento de la normativa vigente y fiscalizando la calidad agroalimentaria en el área de su competencia. Al mismo tiempo, tiene competencia sobre el control del tráfico federal, importaciones y exportaciones de los productos, subproductos y derivados de origen animal y vegetal, productos agroalimentarios, fármaco-veterinarios y agroquímicos, fertilizantes y enmiendas. Cabe recordar al respecto, que el Tribunal ha reconocido a dicho organismo el poder de policía sanitario animal o en materia agroalimentaria a nivel nacional.  El INTA, por su parte, es un órgano autárquico del Estado Nacional destinado a impulsar, vigorizar y coordinar el desarrollo de la investigación y extensión agropecuaria y acelerar con los beneficios de estas funciones fundamentales la tecnificación y el mejoramiento de la empresa agraria y de la vida rural, pudiendo desarrollar su acción en todo el territorio nacional.  En todos los casos, tanto el Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca de la Nación, como el SENASA y el INTA emplean o contratan, entre otros, médicos veterinarios para desarrollar las tareas indicadas, teniendo estos organismos, según da cuenta el actor y no controvertido por los demandados, delegaciones situadas en numerosos territorios provinciales del país.  De allí que, existe una relación jurídica innegable entre el CPMV con los médicos veterinarios que se desempeñan en aquellas reparticiones del Estado Nacional, aun en dependencias situadas en las provincias, por el hecho de ejercer funciones de competencia federal.  De ello se deriva, un doble orden de conclusiones. Por una parte, la necesidad de que esos dependientes se hallen afiliados, con la consecuente registración en la matrícula, al CPMV, debido a su sujeción al poder de policía del Estado Nacional para desempeñarse en jurisdicción nacional y en la Capital Federal y por la otra, la improcedencia de su sometimiento al ejercicio del poder de policía profesional que llevan a cabo las provincias, cuyos órganos de control de esa naturaleza tienen otras finalidades y ámbitos de aplicación.  En efecto, con arreglo al art. 121 de la Constitución Nacional, las provincias conservan como facultad no delegada, el ejercicio del poder de policía local. Es decir, que las entidades deontológicas provinciales podrán controlar a los profesionales que actúen en el ámbito exclusivamente local, como también a quienes se desempeñen en instituciones locales, pero no a aquellos que desarrollan sus actividades en jurisdicciones nacionales y federales o que sean dependientes de órganos o entidades de esta naturaleza, aun cuando dicha actividad la desarrollen en establecimientos o en ejercicio de funciones federales en jurisdicción de las provincias.  El Máximo Tribunal ha sostenido que si bien es cierto que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, también lo es que uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma es su congruencia con el resto del sistema al que está engarzada.  Es decir que, cuando en el art. 16 de la ley 14.072 creó el Consejo Profesional de Médicos Veterinarios, compuesto de doce miembros, que funcionará en la Capital Federal, con jurisdicción en la aquélla, territorios nacionales y lugares de jurisdicción nacional, así como cuando el decreto 2399/71 estableció que todos los profesionales de las Ciencias Veterinarias comprendidos en esa ley que ejercieran funciones en organismos del Estado Nacional o de entes autárquicos privados o mixtos en aquella jurisdicción debían inscribirse en el Registro de la Matrícula Profesional de Médicos Veterinarios, se lo hizo con plena coherencia dentro del régimen legal en el que se engarzaba, pues se lo creó como un ente, que en el ámbito de la delegación de las funciones estaduales, fue revestido de naturaleza federal. Ello, con la finalidad de llevar adelante el cumplimiento de un cometido público, cual es el de controlar el ejercicio de la profesión de los funcionarios médicos veterinarios que se desempeñen en las jurisdicciones de carácter nacional en resguardo de los intereses de esa naturaleza, no de carácter local.  En ese entendimiento, el art. 8º bis agregado a la ley 14.072 por su similar 25.996, al posibilitar que los médicos veterinarios que ejerzan actividades en organismos del Estado Nacional, ente autárquico o mixto, situados en territorios de alguna provincia, cuyas leyes exijan la matriculación para el ejercicio de dicha profesión en su jurisdicción podrán eximirse de la matrícula, se opone al plexo normativo descripto anteriormente, pues sustrae del control del CPMV a quienes, habiendo optado exclusivamente por la matrícula provincial, se desempeñen en esos ámbitos de naturaleza federal.  Ello denota una insalvable contradicción entre el art. 8º bis introducido por la ley 25.996 con el resto de los artículos de la ley 14.072 y de las demás disposiciones indicadas anteriormente.  Por otra parte, la contribución regulada en la ley 14.072 resulta indispensable para la subsistencia del ente y el cumplimiento de sus fines, de allí que el agregado introducido por la ley 25.996 pueda suponer la supresión del CPMV y de sus funciones de control en lugares sujetos a jurisdicción nacional.  De acuerdo con el art. 19 incs. 1º y 10 de la ley 14.072, el CPMV es el ente encargado de llevar y administrar el registro de la matrícula profesional creada por la ley para el ámbito de aplicación federal y dicho registro es lo que provee de medios al CPMV para afrontar todas las atribuciones legalmente asignadas, de modo tal que el art. 8º bis agregado a la ley 14.072 ocasionará una merma de afiliados sostenida en el tiempo y por consiguiente la restricción del ejercicio de sus competencias.  La solución aquí propiciada no importa desconocer al Estado Nacional la atribución de ejercer potestades legislativas para regular el poder de policía en su ámbito, la que incluye la selección de los medios que considere más convenientes para su cometido. No obstante ello, la modalidad elegida por la ley cuestionada resulta irrazonable y, en tal sentido, violatoria del art. 28 de la Ley Fundamental, porque la opción que introduce en el art. 8º bis de la ley 14.072 torna inoperante el ejercicio de las atribuciones y obligaciones asignadas al CPMV en el marco de una actividad previamente autorizada por el propio Estado Nacional y respecto de la cual el control de los matriculados resulta indispensable para que pueda llevar a cabo sus cometidos públicos sobre los profesionales veterinarios que desarrollan funciones públicas en ámbito de la jurisdicción nacional.  En efecto, el CMPV tiene entre sus atribuciones la de vigilar y controlar el cumplimiento de la ley 14.072, sus reglamentaciones, las normas del Código de Ética Profesional, aplicando las sanciones disciplinarias a los médicos veterinarios que se desempeñen en la Capital Federal y ámbitos de jurisdicción nacional que no cumplan sus disposiciones y responde ante el Estado Nacional en todo lo referido al desarrollo de sus actividades, pudiendo el Poder Ejecutivo intervenirlo cuando no cumpliera con las funciones asignadas. No obstante ello, atendiendo a la modificación introducida por la ley 25.996, el logro del buen ejercicio de sus funciones en los ámbitos de jurisdicción federal, según le encomienda la ley 14.072, se vería entorpecido, o cuanto menos dificultado, al impedirle sancionar a los profesionales incumplidores que no se hallen bajo su matrícula.  El poder de policía ha sido definido como la potestad reguladora del ejercicio de los derechos y del cumplimiento de los deberes constitucionales de las personas, la que para asumir validez constitucional debe reconocer un principio de razonabilidad que disipe toda iniquidad y que relacione los medios elegidos con los propósitos perseguidos. En el presente la irrazonabilidad aparece manifiesta, pues el requisito de la supresión de la exigencia en la obligatoriedad de la matrícula en el CPMV, según la ley 25.996, importa para aquél una dificultad insoslayable para ejercer las legítimas atribuciones otorgadas, de modo tal que gravita negativamente sobre el legítimo control de la matrícula que debe efectuar al punto de obstaculizarlo, en contradicción con las finalidades de la ley 14.072.


    Recurso Queja Nº 1 - Consejo Profesional de Médicos Veterinarios c/ Estado Nacional - Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 59570/2015/1/RH1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Migrantes. Personas refugiadas. Interpretación y aplicación de la ley. Nulidad de la resolución. 


    Dada la condición de refugiado del migrante y la ratificación de su vigencia por la CONARE, aplicable al presente la norma del art. 8° de la Ley General de Reconocimiento y Protección al Refugiado 26.165, en cuanto dispone, en la parte pertinente, que la expulsión de un refugiado no puede resolverse sino de manera excepcional, cuando razones graves de seguridad nacional o de orden público lo justifiquen. Esta medida deberá adoptarse conforme a los procedimientos legales vigentes, ser razonable y proporcionada asegurando un balance adecuado entre los derechos afectados por la medida y el interés de la sociedad.  En tales circunstancias, y más allá de lo previsto en ley migratoria en punto a la causal de expulsión invocada por la DNM, la cuestión aquí planteada exige, de manera ineludible, interpretar, aplicar y establecer el alcance de las disposiciones de ambos regímenes y sólo a partir del resultado que se obtenga de dicha labor hermenéutica será dable determinar si se cumplen o no los recaudos fijados en la norma del citado art. 8° de la ley 26.165.  En las disposiciones cuestionadas, sin embargo, la DNM se limitó tan sólo a invocar la causal de expulsión prevista en el citado art. 29, inc. c, sin siquiera mencionar la condición de refugiado.  Con tal proceder, la autoridad migratoria no sólo prescindió de todo análisis respecto de la verificación en el caso de las razones graves de seguridad nacional o de orden público establecidas en el citado art. 8° de la ley 26.165 como único supuesto capaz de justificar la medida excepcional de expulsión de los migrantes a los que les ha sido reconocida la condición de refugiados, sino que tampoco tuvo en consideración lo expresado en el caso concreto por la CONARE al manifestar que la comisión del delito bajo análisis no integra ninguna de las dos categorías señaladas por la norma como causales de expulsión; en razón de todo lo cual asiste razón al recurrente en cuanto a que corresponde declarar la nulidad absoluta de los actos impugnados.


    L., C. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso Directo - Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72651/2017/CA1-CS1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    AFIP. Certificado de deuda. Presunción de legitimidad. Interpretación de la ley. Interpretación sistemática. Revocación de sentencia. 


    Cabe puntualizar que la presunción de legalidad de los actos administrativos, que es garantía de seguridad y estabilidad, sólo cede cuando la decisión adolece de vicios formales o sustanciales o ha sido dictada sobre la base de presupuestos fácticos manifiestamente irregulares, reconocidos o fehacientemente comprobados. Entonces, la particular naturaleza de los actos administrativos cuestionados, que revestían de presunción de legitimidad por ser el resultado del ejercicio legítimo de la autoridad administrativa, obligaba a los jueces a ponderar primordialmente las normas y principios administrativos que específicamente los rigen, e impedía realizar una remisión simplista y mecánica a las normas sobre la carga probatoria de las disposiciones procesales civiles.  Bajo ese prisma, cabe concluir que el a quo se apartó de estos principios de derecho público, pues si bien reconoció que las certificaciones de deuda efectuadas por la AFIP en los términos de la ley 11.683 gozan de presunción de legitimidad, conforme dispone el artículo 12 mencionado, y que no se había cuestionado la legalidad de los procedimientos administrativos que sostenían esa certificación, sostuvo luego sin fundamento jurídico que “[e]llo, de modo alguno significa ubicar al Fisco en mejor situación que aquella ocupada por cualquier otro acreedor, en punto a la carga de la prueba para verificar su crédito”.  En efecto, al resolver de tal forma, el tribunal confrontó indebidamente el régimen de carga probatoria del código de procedimientos civil y comercial (art. 377) con la presunción de legitimidad consagrada por el artículo 12 de la Ley de Procedimientos Administrativos de naturaleza federal, en desmedro de esta última norma, cuando las pautas de valoración de la prueba debieron interpretarse con un criterio que conciliara ambas disposiciones.  Procede señalar que los textos normativos no deben ser considerados, a los efectos de establecer su sentido y alcance, de manera aislada, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia, como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura •sistemática considerada en su conjunto y teniendo en cuenta la finalidad perseguida por aquéllos.


    Incidente n° 7- Incidentista: AFIP y otro. Concursado: General Tomás Guido S.A.C.I.F. s/ Incidente de Revisión de Crédito


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19032/2012/7/CS1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Docentes. Fondo Nacional de Incentivo Docente. Estado Nacional. Legitimación pasiva. Litisconsorcio pasivo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 31928/2011/1/RH1, “Varela, Laura Karina y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Educación – Ley 25.053 y otro s/ Empleo público”.


    Mitre Celia Sara y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación - Secretaría General Consejo Federal de Cultura y Educación s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47610/2010/CS1-CA2, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Domicilio fiscal. Interpretación y aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario resulta formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de normas federales (art 3° de la ley 11.683 y resolución general AFIP 2109/2006) y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la recurrente ha sustentado en ella (art. 14, inc. 3° de la ley 48).  A los fines de interpretar las normas sobre domicilio fiscal es del caso recurrir a las pautas de hermenéutica establecidas por esa Corte en punto a que, cuando la ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo no cabe sino su directa aplicación, así como también que cuando la letra de la ley no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, sin atender a otras consideraciones.  Sobre la base de estas asentadas pautas hermenéuticas, que el art. 3° de la ley 11.683 especifica que el domicilio fiscal de los responsables será el legal de carácter general, legislado en el Código Civil pero, añade, ajustado a lo que establece el presente artículo y a lo que determine la reglamentación.  Agrega también dicho precepto que, en el caso de las sociedades, cuando el domicilio legal no coincida con el lugar donde esté situada la dirección o administración principal y efectiva, este último será el domicilio fiscal.  Al reglamentar dicho precepto legal, el art. 3° de la resolución general AFIP 2109/06 aclara que se entiende por dirección o administración principal y efectiva de los sujetos comprendidos en el art. 3°, tercer párrafo, de la ley 11.683 el lugar donde se ejerce la administración superior, ejecutiva o gerencial y que, de existir más de una unidad de explotación se considerará que se ejerce en la sede de la explotación principal.


    HCI S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 51464/2015/CA1-CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Medidas cautelares. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 22336/2014/CA1-CS2, “Giménez, Alicia Fany y otros c/ EN – Ministerio de Agroindustria y otros s/ Medida cautelar (autónoma)”.


    Recurso queja Nº 5 – Giménez, Alicia Fany y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Agroindustria y otros s/ Medida cautelar (autónoma)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22336/2014/5/RH5, 30 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Legitimación pasiva. Estado Nacional. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Fondo Nacional de Incentivo Docente. Litisconsorcio pasivo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 31928/2011/1/RH1, “Varela, Laura Karina y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Educación – Ley 25.053 y otro s/ Empleo público”.


    Nalmpantis Elizabeth Teresa y otros c/ Estado Nacional– Ministerio de Educación - Ley 25.053 y otro s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 28616/2011/CS1-CA2, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Energía eléctrica. Mercado eléctrico mayorista. Compensación. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravedad institucional. Revocación de sentencia. 


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario; pero esa regla cede cuando la resolución impugnada puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general, dictadas en ejercicio de facultades privativas de uno de los poderes del Estado, o cuando causan un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o se configura un supuesto de gravedad institucional.  El Tribunal ha entendido que la gravedad institucional alude a aquellas situaciones que exceden el interés de las partes y atañen al de la comunidad o cuando la cuestión incide en la prestación de un servicio público.  La medida dispuesta, al ordenar la suspensión del procedimiento de ahorro de energía exigido a la cooperativa, acarrea una potencial afectación en el abastecimiento de energía eléctrica a los usuarios de todo el país y ocasiona, por ello, un perjuicio irreparable al interés público representado en el caso por el Estado Nacional.  En consecuencia, la decisión apelada es equiparable a definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48 y debe ser revocada.  Si bien, como lo ha sostenido la Corte, el dictado de medidas cautelares no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de acreditar prima facie la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen.  Asiste razón al apelante en cuanto sostiene que la medida cautelar concedida por el a quo no logra satisfacer plenamente esos requisitos.  Es exigible el máximo grado de prudencia en la verificación de los recaudos de procedencia de la medida cautelar, de modo que lo actuado por el a quo aparece como un exceso jurisdiccional en menoscabo de las atribuciones que la resolución 124/02 de la Secretaria de Energía le otorga a CAMMESA a fin de resguardar la cadena de pagos para un correcto funcionamiento del MEM.  En el mismo sentido, el a quo se limitó a afirmar que la medida dispuesta por CAMMESA afectaba a los vecinos de las localidades a los que la cooperativa suministra el servicio. Tal aserto omitió, sin embargo, toda referencia a las circunstancias concretas de la causa y a las razones por las cuales arribó a esa conclusión, lo cual era necesario máxime teniendo en cuenta que la norma exige al distribuidor moroso que efectivice por sí mismo el ahorro de energía “en base a una mejor gestión de la misma y/o ahorros en el uso de requerimientos energéticos no imprescindibles para posibilitar el abastecimiento de la población”.  Los fundamentos dados por la cámara para tener por acreditado el requisito de verosimilitud del derecho resultan dogmáticos y no son suficientes para sostener la procedencia de la medida cautelar, con arreglo a la especial regla de ponderación seguida consistentemente por la Corte.  Si bien la falta del requisito indicado trae aparejada la imposibilidad de acceder a la medida cautelar requerida por la actora, cabe señalar que la decisión de la cámara omitió cualquier consideración vinculada al periculum in mora, razón por la cual también carece de sustento válido.  La Corte ha dicho que el requisito del peligro en la demora debe examinarse de acuerdo con un juicio objetivo, o derivar de hechos que puedan ser apreciados incluso por terceros, y debe considerarse configurado si aparece con suficiente claridad que si no se accediese al pedido formulado, y finalmente le asistiese razón al actor, se podrían generar afectaciones que deben ser evitadas, por lo que la situación denunciada requiere el dictado de medidas que resguarden los derechos invocados, hasta tanto exista la posibilidad de dirimir los puntos debatidos y de esclarecer los derechos que cada una de las partes contendientes aduzca.


    Incidente Nº 1 -Actor: Cooperativa Eléctrica, Vivienda y otros Servicios de Villa Gesell - Demandado: Poder Ejecutivo Nacional Secretaría de Energía de la Nación s/ Incidente de apelación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 572/2019/1/CS1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Migraciones. Expulsión de extranjeros. Comisión de delitos. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 52989/2017/CS1-CA1 “Fúnez López, Charles c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso de directo Dirección Nacional de Migraciones”.


    Recurso queja Nº 2- C. G., A. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 59609/2017/2/RH1, 19 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 52989/2017/CS1-CA1 “F. L., C. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso de directo Dirección Nacional de Migraciones”.


    F. A., P. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35749/2015/CA1-CS1, 19 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Resolución administrativa. Nulidad de la resolución. Migraciones. Expulsión de extranjeros. Comisión de delitos. Interpretación de la ley. Facultades discrecionales. Derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cabe recordar la doctrina de la Corte según la cual la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los preceptos; desde esa comprensión, el Máximo Tribunal ha destacado que a primera fuente de interpretación de la leyes es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de ella, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su texto o de su espíritu.   En consecuencia, el ejercicio de la facultad conferida a la Dirección Nacional de Migraciones por el art. 62 de la ley 25.871 de cancelar la residencia que se hubiese otorgado cualquiera fuese su antigüedad, categoría o causa de la admisión, sólo puede entenderse respecto de extranjeros que hubieran sido admitidos como residentes en alguna de las categorías legales y siempre que tal encuadramiento se encuentre vigente; de lo contrario, no existiría residencia susceptible de ser cancelada por la autoridad migratoria.   Habida cuenta de los términos en los que ha sido formulada la normal del art. 29 in fine de la ley 25.871, y toda vez que la dispensa por reunificación familiar constituye una facultad discrecional de la Administración de carácter excepcional y restrictivo,  el órgano administrativo, en uso de sus facultades legales, no hizo más que aplicar la ley migratoria sin que se avizore ningún rasgo de arbitrariedad en su decisión; antes bien, la Dirección Nacional de Migraciones motivó, con suficiencia, el rechazo de la excepción allí prevista.   En cuanto al agravio vinculado con el rechazo de la intervención del Defensor Público de Menores e Incapaces, cabe advertir que el recurrente no se hace cargo de que es el propio precepto del art. 12 de la Convención de los Derechos del Niño, por él invocado como fundamento de su pedido, el que consagra el derecho del niño a ser oído en todo procedimiento judicial o administrativo que lo afecte, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional y que la ley 25.871 no prevé la participación necesaria de los hijos menores del interesado ni que posean una pretensión autónoma para oponerse a la validez de los actos dictados por la Dirección Nacional de Migraciones.   Las normas invocadas en la apelación consagran a favor del niño la oportunidad de ser escuchado en todo procedimiento judicial o administrativo que lo afecte, pero asiste la razón al a quo en cuanto a que este proceso no afecta de manera inmediata intereses de los niños, lo cual no quiere decir que aquélla no merezca una primordial tutela por parte del Estado a través de las vías legales pertinentes, sino simplemente que el derecho federal alegado carece de relación directa e inmediata con la decisión que causa agravio.


    F. L., C. c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior Obras Públicas y Viviendas - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo - Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 52989/2017/CS1-CA1, 19 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Resoluciones. Nulidad de la resolución. Transporte de pasajeros. Dirección Nacional de Transporte. Sistema único de boleto electrónico. Multa. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    Comisión Nacional de Regulación del Transporte.


    Tiene dicho la Corte que son válidas las reglamentaciones que se expiden para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con los que la ley haya sido sancionada. Asimismo, el Tribunal sostuvo que la potestad reglamentaria habilita a establecer condiciones o requisitos, limitaciones o distinciones, aun cuando no hayan sido contemplados por el legislador de una manera expresa, cuando se ajustan al espíritu de la norma reglamentada o sirven, razonablemente, a la finalidad esencial que ella persigue, son parte integrante de la ley reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que esta.  La resolución 655/2012 de la CNRT no presenta los defectos que le atribuye la actora, ya que su contenido reglamentario armoniza con el texto de las normas de rango superior, no contraría su espíritu ni su finalidad y fue dictada por el organismo de control -encargado de aplicar multas y percibir el cobro de la tasa nacional fiscalización del trasporte- para la mejor ejecución de las leyes, de modo que no se configura exceso reglamentario susceptible de invalidar la resolución cuestionada.  En efecto, en función de la creación de una tarifa diferenciada para determinados usuarios del sistema de transporte público detallados en el art. 5° de la res. 975/2012 y sus modificatorias, el ente demandado precisó que el valor del “boleto mínimo” al que aluden las leyes 21.844 (art. 2°) y 17.233 (art. 9°), se correspondía con el precio mínimo de la tarifa sin SUBE.  Resulta razonable la reglamentación en cuanto dispuso que el beneficio económico que supone la tarifa con atributo social (descuento sobre el importe total del boleto mínimo) no alcanzara a las empresas operadoras de transporte público a los fines de pagar un menor monto en concepto de multas por infracciones y tasa de fiscalización, máxime si se tiene en cuenta que la aludida tarifa se implementó como mecanismo de tutela del Estado Nacional a los sectores de la población con mayor vulnerabilidad social.  La conclusión arribada no varía con el dictado del decreto 811/19 que, con posterioridad a la interposición de la demanda, sustituyó el art. 11 del decreto 253/95 en el sentido aquí pretendido por la actora. Es que, tal como se desprende de sus considerandos, el dictado de la norma refleja un cambio de criterio del Poder Ejecutivo Nacional sobre el punto que, como tal, no puede aplicarse a casos regidos por la reglamentación anterior.   Resulta inoficioso, ante la falta de un agravio concreto y actual de la recurrente, pronunciarse sobre la incompetencia de la CNRT para regular lo atinente a la actualización de los montos mínimos y máximos de la tasa nacional de fiscalización del transporte. Ello así, dado que con posterioridad al dictado de las resoluciones impugnadas la Secretaría de Transporte de Nación, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el art. 9° de la ley 17.233, dictó la resolución 1242/2013 mediante la cual fijó los montos de la referida tasa para el año 2013 en función del importe de la tarifa mínima sin SUBE.


    Asociación Argentina de Empresarios de Transporte Automotor c/ Estado Nacional – Comisión Nacional de Regulación del Transporte s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5632/2014/CA1-CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Universidades nacionales. Discriminación. Igualdad ante la ley. Procesos de conocimiento. Impugnación del acto administrativo. Procedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio un acto emanado de autoridad nacional y, asimismo, se encuentra en  juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal.  En su tarea de establecer la correcta interpretación de normas de aquella naturaleza, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado según la inteligencia que rectamente les otorgue.  Cabe recordar que mediante la resolución (CS) 3960/89 se estableció un régimen de excepción para aprobar el Ciclo Básico Común (CBC) a fin de contemplar la situación de aquellos graduados de carreras universitarias que iniciaban una nueva carrera. En cuanto a las asignaturas “Introducción al Conocimiento de la Sociedad y el Estado” e “Introducción al Pensamiento Científico” –comunes y obligatorias para todas las orientaciones- dicha reglamentación expresa que tienen un “valor propedéutico para los que todavía no han completado estudios universitarios de grado” y, por ello, el Consejo Superior dispuso que tales materias “se dan por aprobadas” a los estudiantes inscriptos en el CBC con título universitario de carrera no inferior a cuatro años de duración o dos mil (2.000) horas.  Mediante la resolución (CS) 4471/96 se modificó el art. 74 de la Ordenanza General de Premios Universitarios disponiendo que “Los alumnos que hayan cursado y aprobado todas las materias de su carrera en esta Universidad y que hubiesen obtenido como mínimo un promedio de ocho (8) puntos, tomados en consideración todos sus exámenes, recibirán un diploma de honor en que se hará constar este resultado”. Dicha reforma tuvo en miras reconocer a todos los efectos las calificaciones obtenidas por los alumnos de la UBA en cualquiera de sus facultades, incluyendo el otorgamiento de premios, al considerar que los criterios de evaluación y el nivel académico de las distintas facultades “no han de entenderse como sustancialmente distintos”.  Por su parte, la resolución (CS) 4571/08 modificó la reglamentación de los premios universitarios y, según se dispuso en su anexo, el diploma de honor se otorga anualmente por los consejos directivos de las facultades a los ex alumnos que hubieran obtenido durante su carrera un promedio general igual o mayor de ocho (8) puntos. Asimismo, establece que los ex alumnos que, en el curso de sus estudios hubieran cambiado de carrera, o los de una segunda carrera cursada en esa universidad y a quienes se les hubieren reconocido equivalencias de asignaturas aprobadas en la primera, podrán recibir el premio teniendo en cuenta las calificaciones.  Cabe recordar que la Corte ha sostenido que el principio de igualdad consagrado por el art. 16 de la Constitución Nacional requiere que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en idénticas circunstancias, mas no impide que la legislación contemple en forma diferente situaciones que considere distintas, cuando la discriminación no es arbitraria ni responde a un propósito de hostilidad contra determinados individuos o clase de personas, ni encierra un indebido favor o privilegio, personal o de grupo, aunque su fundamento sea opinable.


    Chaparro, Miguel Ángel c/ Universidad de Buenos Aires - Facultad de Derecho s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37601/2013/CS1-CA1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Ambiental


    Cuestiones de competencia


    Amparo colectivo. Amparo ambiental. Pesca. Buques pesqueros. Derecho del mar. Zona económica exclusiva. Recursos naturales. Recursos vivos marinos. Calamar. Estado Nacional. Responsabilidad del Estado. Partes del proceso. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Pesca ilegal. Depredación marina.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  La Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.   No corresponde que intervenga la Corte de manera originaria, toda vez que, la parte actora demanda al Estado Nacional, que sólo es aforado al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal.   El objeto del litigio demuestra que es el Estado Nacional el sujeto pasivo legitimado que integra la relación jurídica sustancial, en tanto es el único que resultaría obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado, en el supuesto de admitirse la demanda, al ser el titular exclusivo del dominio y la jurisdicción de los recursos vivos marinos existentes en las aguas de la ZEE y, con potestades de adoptar medidas de conservación en aquella zona y en el área adyacente a ella sobre los recursos transzonales y altamente migratorios, o que pertenezcan a una misma población o a poblaciones de especies asociadas a las de la ZEE.   Con relación a la citación como terceros de las Provincias de Buenos Aires, del Chubut, de Santa Cruz y de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, es menester señalar que la actora, más allá de sostener que la omisión del Estado Nacional de llevar a cabo políticas eficientes y efectivas a fin de detener la captura masiva e ilegal de recursos marinos de nuestro país y su gravísimo fenómeno depredatorio, repercute, al menos, en las primeras doce millas marinas que se cuentan desde las costas de nuestro país, no aporta elemento probatorio alguno que prima facie brinde apoyo a su afirmación de que la pesca ilegal llevada a cabo en la zona límite entre la ZEE y su área adyacente tenga los mencionados efectos sobre los recursos vivos que se encuentran en el mar territorial argentino adyacente a sus costas, bajo jurisdicción de las provincias con litoral marítimo, razón por la cual no puede sostenerse que se configura en el caso una comunidad de controversia que justifique su incorporación a la causa en la calidad pretendida.  Sobre quien pide la citación del tercero pesa la carga de acreditar que se trata de alguno de los supuestos que la habilitan, y que la aplicación del instituto procesal de citación de tercero es de interpretación restrictiva, especialmente cuando mediante su resultado podría quedar librado al resorte de los litigantes la determinación de la jurisdicción originaria de la Corte, que es de carácter excepcional.  El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Ferrara, Pablo y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 281/2021/16 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Medida de no innovar. Juicios en que es parte una provincia. Protección del medio ambiente. Daño ambiental. Convocatoria a audiencia pública. Evaluación del impacto ambiental. Facultades del gobierno provincial. Principio de legalidad. Policía ambiental. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Resulta aplicable al sub lite el art. 6, inc. 4º, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas preliminares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal.  En los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales.  Asimismo, a través de distintos precedentes el Máximo Tribunal ha delineado los criterios que se deben tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires, nacional o internacional.  En el sub lite, no se cumplen dichos recaudos, según surge de los términos del escrito de inicio y de la prueba documental agregada al expediente, puesto que la materia sobre la que versa el pleito tiene manifiesto contenido local, en la medida en que la futura demanda que ha de entablar la asociación actora estará dirigida contra la Provincia de Buenos Aires, entre otros, a fin de obtener que se convoque a una audiencia pública que garantice la participación ciudadana integral y se elabore una evaluación de impactos ambientales acumulativos y una evaluación ambiental regional respecto de las obras públicas que está llevando a cabo a través de la Subsecretaría de Recursos Hídricos, a fin de lograr la rectificación del cauce del Río Luján, por lo que el factor degradante que se denuncia se encuentra ubicado en jurisdicción de esa provincia y el recurso natural respecto del cual se solicita la tutela ambiental también está situado en dicho territorio.  En efecto, en el precedente de Fallos: 318:992 ya citado, el Máximo Tribunal dejó bien establecido que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión procede de la Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas.  La ley General del Ambiente 25.675 establece en su art. 6° los presupuestos mínimos que el art. 41 de la Constitución Nacional anticipa, fija los objetivos y los principios rectores de la política ambiental, y los instrumentos de gestión para llevarla a cabo.  La referida ley ha instaurado un régimen jurídico integrado por disposiciones sustanciales y procesales, y ha consagrado principios ordenatorios y procesales aplicables al caso, y que deben ser estrictamente cumplidos, resguardando y concretando así la vigencia del principio de legalidad que impone a ciudadanos y autoridades la total sujeción de sus actos a las previsiones contenidas en la ley.  Al respecto, el art. 32, primera parte, ha establecido que la competencia judicial ambiental será la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia.  Las disposiciones constitucionales y legales citadas encuentran su razón de ser en que el ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce la autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción, que es lo que ocurre en autos.  En efecto, no se desprende de los elementos aportados al expediente algún estudio o comprobación que justifique el pedido de la actora y que las obras tengan un impacto negativo en algún recurso ambiental que pertenezca a otra jurisdicción estatal, por lo que el planteo debe ser ventilado, en las circunstancias actuales, ante la justicia provincial.  El examen de la determinación de la naturaleza federal del pleito “la determinación del carácter interjurisdiccional del daño denunciado” debe ser realizado con particular estrictez de acuerdo con la excepcionalidad del fuero federal, de manera tal que si no se verifican los supuestos que la determinan, el conocimiento del proceso corresponde a la justicia local.  La declaración de inconstitucionalidad del art. 18 de la ley 11.723 provincial que se solicita no transforma a la materia del pleito en exclusivamente federal, ya que el proceso está directa e inmediatamente relacionado con el poder de policía ambiental de derecho público provincial y con las facultades reservadas por las provincias dentro de su territorio, por lo que el cuestionamiento de dicha norma suscita un planteamiento conjunto con uno de orden local, como el que se expuso, y su impugnación no es suficiente para motivar la competencia originaria de la Corte.  La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  Por último, es dable recordar la índole restrictiva de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte desde la causa "Sojo", publicada en Fallos: 32:120.


    Organización de Ambientalistas Autoconvocados - Asociación Civil c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 968/2021/14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Facultades del Ministerio Público Fiscal


    Vista al fiscal. Presentación de las propuestas. Daños y perjuicios. Contaminación de aguas. Servicio de limpieza de aguas. Saneamiento de la cuenca hídrica Matanza Riachuelo. Sentencia condenatoria. Ejecución de sentencia. Incumplimiento de la sentencia. 


    Pasados más de 12 años de la sentencia definitiva que condenó al Estado Nacional, a la Provincia de Buenos Aires, a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y a la ACUMAR a cumplir con el PISA, y a 8 años del sistema de delegación de la ejecución de esa sentencia instituido por la Corte, se advierte un estancamiento del proceso de ejecución, que se evidencia en sucesivos y notorios incumplimientos de las mandas judiciales y un creciente descontento de la población afectada.   La Corte ha manifestado las deficiencias, inejecuciones y alarmantes retrasos en el cumplimiento del PISA: excesivo retraso en el cumplimiento del Plan de Villas y Asentamientos precarios del año 2010; deficiencias estructurales en el funcionamiento de la ACUMAR y en el sistema de medición de cumplimiento de la sentencia y la carencia de información actualizada; así como también la falta de continuidad en la ejecución de los proyectos.  Este Ministerio Público Fiscal viene realizando un conjunto de acciones relativas a la presente causa: la conformación de una Mesa Interinstitucional entre distintos organismos y representantes de la sociedad civil; la firma de un convenio con el CONICET; el análisis presupuestario con la colaboración de la DAFI; y presentaciones para que se reformule el Plan Sanitario de Emergencia.  Se han detectado una serie de obstáculos que repercuten en la deficiente ejecución de las decisiones judiciales, que inciden también en el mantenimiento de las condiciones de precariedad ambiental que agravan las desigualdades sociales y afectan el derecho a un hábitat digno, a la salud, y a un nivel de vida adecuado.   Sería beneficioso que la Corte:  a) Adecúe el mecanismo de seguimiento y fiscalización del cumplimiento de las mandas judiciales, para alcanzar una dinámica más eficiente y adecuada que dé cuenta de la pluralidad de intereses de las personas involucradas en la causa. La Corte debe fijar reglas claras y precisas respecto del mecanismo de seguimiento de las mandas judiciales que permitan realizar una evaluación periódica y tener un mayor control sobre su cumplimiento.   En este sentido, el principio de tutela judicial efectiva depende de la posibilidad de hacer valer el resultado de un proceso, en el sentido que la tutela jurisdiccional no es efectiva si el mandato que se encuentra contenido en la sentencia no se cumple. La tutela judicial efectiva se encuentra estrechamente vinculada con el efecto útil de las sentencias, las cuales deben dictarse en tiempo y forma.  La Corte ha entendido que “el derecho de ocurrir ante un órgano judicial en procura de la tutela de las garantías que se consideran vulneradas no culmina con el dictado de una sentencia definitiva, sino que además exige por parte de los operadores la implementación de mecanismos que garanticen la efectiva ejecución de las sentencias. Así pues, la falta de previsión de un modo de ejecución idóneo para superar los problemas que se puedan presentar en esta instancia procesal vulnera, en definitiva, el derecho a la tutela judicial efectiva”.  Ha señalado también que, en asuntos concernientes a la tutela del daño ambiental, las reglas procesales deben ser particularmente interpretadas con un criterio amplio, que en estos casos se presenta como una revalorización de las atribuciones del Tribunal al contar con poderes que exceden la tradicional versión del juez espectador. “Los jueces deben buscar soluciones procesales que utilicen las vías más expeditivas, a fin de evitar la frustración de derechos fundamentales”.  A efectos de agilizar el control se sugiere:   1) Generar un mecanismo especial de seguimiento en la Corte Suprema concentrado en la Secretaría Ambiental de la CSJN y en un ministro de la Corte, o bien que se cree un grupo de trabajo dedicado a ese efecto, de manera de agilizar e impulsar el procedimiento.   2) Aumentar la frecuencia y periodicidad de audiencias públicas con información previa, que podrían desarrollarse ante el grupo o mecanismo indicado en el punto anterior y, eventualmente, ante el pleno de la Corte Suprema.   Esas audiencias deberían adoptar un esquema contradictorio, que incluya la facultad de todos los actores relevantes de presentar información previa, con espacio de preguntas y repreguntas. Para ello, es necesario definir con claridad los asuntos puntuales que serán materia de examen en cada audiencia informativa y correr traslado de la información relevante presentada por los organismos responsables del cumplimiento con suficiente antelación a la celebración de las audiencias para su revisión. También debería autorizarse la presentación de observaciones y pliegos de preguntas para formular a los órganos responsables.  3) Instituir un sistema adecuado de indicadores de cumplimiento e indicadores de resultado para medir el cumplimiento de las mandas judiciales por parte de ACUMAR, para definir el marco de la litis y el grado de cumplimiento de la sentencia que es materia del proceso de ejecución. Es fundamental que la Corte intervenga en la supervisión periódica de la marcha del proceso de revisión completa de los indicadores, hasta verificar que se alcance un sistema de indicadores consolidado, fiable y efectivo, que sirva a esa Corte como herramienta de monitoreo de los avances en el proceso de ejecución.  4) Desarrollar un mecanismo de revisión judicial adaptado a las particularidades del caso. Se sugiere implementar un sistema de revisión de sentencias del juez delegado, ágil, sencillo, amplio y ordinario, que garantice el acceso a la segunda instancia de revisión, y atienda la finalidad y propósitos de este proceso de ejecución.   5) Desarrollar un dispositivo que permita contar con recursos técnicos periciales. La complejidad técnica de los asuntos que se abordan en el marco de la causa torna necesario contar con saberes técnicos especializados en diversas materias. Si bien instituciones como las Defensorías del Pueblo han suscripto Convenios Marco y específicos de asistencia técnica con universidades y disponen de recursos humanos con formación para abordajes interdisciplinarios, no se cuenta con una fuente de recursos técnicos amplia y accesible para la elaboración de informes y pericias y existen dificultades para acceder a asistencia técnica en temas que requieren de una alta especialización como los medioambientales, sanitarios, urbanísticos, etc. Resulta fundamental contar con un cuerpo técnico pericial de consulta en temas complejos ambientales, hidrográficos, topográficos, urbanísticos o sanitarios u otros que surjan, que sean independientes y no tengan vinculación directa con las entidades a cargo de la ejecución del caso. Ello podría llevarse a cabo a través de la creación de un cuerpo de peritos específico o mediante convenios o acuerdos con universidades públicas y centros/institutos académicos, y/o designación de peritos para esta causa en particular y sus necesidades específicas.  b) Garantizar la legitimación procesal de las defensorías públicas actuantes con el fin de resguardar la representación de los vecinos en las decisiones relevantes que se tomen en el proceso.  Resulta fundamental reconocer la legitimación procesal autónoma de las defensorías públicas actuantes ante los juzgados delegados, y contar con el patrocinio jurídico gratuito del Ministerio Público de la Defensa de la CABA.  c) Impulsar un dispositivo adecuado de participación de la comunidad afectada. La perspectiva de la comunidad afectada completa el análisis de la situación, puede dar cuenta del impacto real de la ejecución a nivel social y comunitario, y promueve la adopción de medidas puntuales y concretas. La Corte determino´ “que en todos los casos deberá asegurarse la debida participación procesal de quienes invoquen conforme a derecho, la calidad de afectados”. Además, en materia de relocalización involuntaria, resaltó la necesidad de la debida participación de las personas afectadas e indicó el profuso marco normativo específico del que surge esa obligación.  Resulta imprescindible que esa Corte Suprema convoque a las partes y al cuerpo colegiado para discutir un modelo y mecanismo de participación que asegure la consulta y participación de la población afectada en el marco del proceso de ejecución.


    Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios (daños derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza - Riachuelo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1569/2004/(40-M)/CS2, 22 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Amparo colectivo. Derecho ambiental. Protección de la flora y fauna silvestre. Biodiversidad. Patrimonio arqueológico y paleontológico. Cuestiones de competencia. Cuestión de derecho público local. Protección del medio ambiente. Autonomía provincial. Patrimonio cultural. Competencia federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La Corte tiene dicho que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva, estando a cargo de quien la invoca demostrar que se dan los presupuestos necesarios para hacerla surtir.  Asimismo, la Corte tiene dicho reiteradamente que la competencia federal prevista por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2º inc. 1º de la ley 48 procede cuando el derecho que se pretende hacer valer se funda directa e inmediatamente en uno o varios artículos de la Constitución Nacional, en leyes federales o en tratados con las naciones extranjeras, es decir, que lo medular de la disputa debe versar sobre el sentido y los alcances de preceptos de aquella naturaleza, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución del litigio.  Sobre la base de tales parámetros, la resolución apelada se ajusta a derecho y esta causa debería tramitar ante los estrados judiciales locales pues, más allá de que los actores nunca citaron al proceso al Estado Nacional, el objeto de la pretensión consiste en la revisión de los actos administrativos municipales que otorgaron las concesiones, por colisionar con el propio régimen municipal, la ley provincial 11.723 Integral del Medio Ambiente y los Recursos Naturales y las leyes 25.743 de Protección del Patrimonio Arqueológico y Paleontológico y 22.344, que ratifica el acuerdo CITES y 22.421 de Conservación de la Fauna, circunstancia que pone en evidencia que la materia del pleito no es exclusivamente federal, sino que involucra un planteamiento conjunto de una cuestión local con otra de orden federal.  En efecto, en el caso, además de perseguirse la tutela jurídica de yacimientos arqueológicos y paleontológicos que forman parte del Patrimonio Cultural de la Nación y de las especies protegidas por las leyes 22.344 y 22.421, se incluyen también temas de índole local y de competencia de los poderes locales, como son los atinentes al cumplimiento del procedimiento administrativo reglado por la ley 11.723 y la protección ambiental dentro de la jurisdicción municipal, cuestión que debería ser atendida y resuelta por las autoridades locales, de conformidad con los arts. 41, párrafo 3º, y 121, 122, 123, 124, siguientes y concordantes de la Constitución Nacional.  La Corte ha resuelto que corresponde reconocer a dichas autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo aquéllas, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido.  Tal conclusión es la que debe extraerse de la propia Constitución Nacional, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente las jurisdicciones locales en tal materia, las que no pueden ser alteradas.  En tales condiciones, la causa debería continuar su trámite ante los órganos judiciales locales. Ello, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  No obstante, cabe destacar el largo tiempo que ha transcurrido desde la iniciación de este proceso de amparo, que lleva casi diez años sustanciándose ante el fuero federal, desde la resolución del 6 de enero de 2011 del juez de primera instancia, que le otorgó trámite sumarísimo, declaró la competencia del fuero federal y dictó la medida cautelar suspendiendo las obras.  Además, se trata de preservar y proteger los yacimientos paleontológicos y arqueológicos existentes en la zona de “Punta Hermengo”, de interés público nacional e internacional y la existencia de especies incluidas en el acuerdo CITES y tuteladas por la ley nacional 22.421 de Conservación de la Fauna.  En cuanto a los yacimientos paleontológicos y arqueológicos, cabe agregar que gozan de un régimen jurídico especial, pues integran el Patrimonio Cultural de la Nación, según la ley 25.743, cuyo art. 4°, inc. a, establece como facultades exclusivas del Estado Nacional ejercer su "tutela", y el Poder Ejecutivo de la Nación, al reglamentar esa legislación, dispuso que deberá entenderse por "tutela ejercida por aquél, la protección jurídica o legal de todo el patrimonio arqueológico y paleontológico del territorio argentino, más allá del derecho de dominio, protección y preservación que correspondan a las autoridades competentes de cada jurisdicción" .  Asimismo, el Patrimonio Cultural goza de protección constitucional en el art. 41, párr. 2°, en cuanto a que las autoridades proveerán a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, el cual está vinculado con el art. 75, inc. 19, que indica que le corresponde al Congreso, la de dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y circulación de las obras del autor, el patrimonio artístico y los espacios culturales. A su vez, el Código Civil y Comercial de la Nación, en el Libro I, Título III “Bienes”, Capítulo I, Sección 2, califica a los yacimientos arqueológicos y paleontológicos como bienes del dominio público, al incluirlos en el inc. h).  En tales condiciones, a la luz del principio precautorio y con la finalidad de evitar la profusión de trámites, situación que va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, así como de impedir la perduración de situaciones que, de mantenerse en el tiempo, podrían llegar a configurar un caso de privación jurisdiccional para las partes la Corte podría decidir mantener la competencia de la justicia federal para dictar sentencia definitiva en este asunto, a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes, ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial que ponga fin a la controversia.


    Recurso queja N° 6 – Godoy, Alejandro David Domingo y otro c/ Santi, Alejandro Luis y otro s/ Sumarísimo


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21091802/2010/6/RH1, 23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Asentamientos urbanos. Adjudicación de viviendas. Construcción de viviendas. Vicios de la construcción. Archivo del expediente. Oposición del fiscal. Derechos de incidencia colectiva. Participación ciudadana. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Derecho a la vivienda digna. Derecho a la salud. Derecho a un medio ambiente sano. Derecho a ser oído. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuenca hídrica Matanza Riachuelo. Derecho a la participación de los pobladores. Relocalización. Remisión al dictamen de la causa FSM 52000001/2013/14/2/RH2, “Acumar y otros c/ Asentamiento Lamadrid”.


    La Corte Suprema en ''Mendoza”, estableció la vía del recurso extraordinario para las apelaciones contra las decisiones de los jueces que tienen delegada la ejecución de la sentencia. En este singular contexto, los requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario deben ser evaluados con especial cautela, tomando en consideración las particulares características del caso a fin de asegurar la tutela judicial efectiva de las personas afectadas.  La decisión apelada fue emitida por el tribunal superior de la causa y es definitiva. La Corte Suprema ha dicho que son equiparables a definitivas las decisiones que producen un agravio de difícil o imposible reparación ulterior. La decisión apelada no brinda una solución adecuada para el acceso a la vivienda de un grupo de habitantes de la cuenca Matanza Riachuelo, colocándolos en una situación de privación de justicia que afecta de manera directa e inmediata las garantías de defensa en juicio y el debido proceso. Tal situación no se ve subsanada por la existencia del legajo “Acumar s/ Urbanización de Villas y Asentamientos Precarios y otro", toda vez que la urgencia provocada por la grave situación del complejo habitacional que requirió el inicio del presente legajo no ha desaparecido y el tratamiento de estos planteos en el marco de aquellas actuaciones podría tornar ilusorios los derechos de los habitantes relocalizados al mencionado complejo habitacional.  Los agravios del recurrente suscitan cuestión federal en tanto ponen en tela de juicio el alcance del derecho a una vivienda digna, a la salud, a gozar de un ambiente sano, y a ser oído lo cual se encuentra arraigado en las garantías de debido proceso y defensa en juicio, que forman parte del bloque de constitucionalidad federal, y la sentencia ha sido contraria a las pretensiones que los recurrentes fundan en ellas.  La Corte entendió que, en materia de relocalización involuntaria, debe resguardarse el derecho de las personas afectadas a participar en las decisiones que las autoridades encargadas adopten en el curso del proceso de reubicación. De igual modo, se indicó que la Corte determinó que en todos los casos deberá asegurarse la debida participación procesal de quienes invoquen conforme a derecho, la calidad de afectados, así como el reconocimiento de las atribuciones constitucionales y legales del Ministerio Público Fiscal, del Ministerio Público de la Defensa y del Defensor del Pueblo de la Nación, especialmente en lo atinente a la tutela de derechos de incidencia colectiva se destacó que el derecho a una vivienda digna y el derecho a ser oído contemplados en la Constitución Nacional y en los instrumentos internacionales, se implementan de acuerdo con el marco normativo establecido en el Plan Integral de Saneamiento Ambiental (PISA), el Convenio Marco 2010, el Acuerdo General para el Cumplimiento del Plan de Urbanización de Villas y Asentamientos Precarios en Riesgo Ambiental de la Cuenca Matanza Riachuelo, Segunda y Última Etapa y el Protocolo Base para el Diseño e Implementación Socialmente Responsable de Procesos de Relocalización Involuntaria de Población, adoptado por el Instituto de la Vivienda de la Ciudad. Sobre esa base normativa, se concluyó que las obligaciones asumidas por las autoridades en materia de vivienda, se integran necesariamente con la debida participación de las personas que van a ser relocalizadas en todo proceso de reubicación.  La ACUMAR dictó la Resolución 420/E 2017, que establece un “Protocolo para el Abordaje de Procesos de Relocalización y Reurbanización de Villas y Asentamientos Precarios en la Cuenca Matanza Riachuelo”, que establece que “las autoridades deberán garantizar el derecho a la información y la participación por parte de las personas afectadas en cada una de las instancias de los procesos de relocalización y reurbanización, incluyendo las etapas pre y post intervención. La información relativa al proceso debe ser completa, adecuada, veraz, oportuna, y accesible en cualquier momento…”.  La resolución apelada que dispone el archivo del presente legajo de control significó en la práctica una afectación al derecho a la participación efectiva de los habitantes del complejo habitacional, en un proceso que atañe directamente la integridad personal, la salud, la vivienda y la educación.  Según la información brindada por el IVC, y de la asistencia técnica brindada por el CONICET, se constata que el estado de situación del Barrio Mugica, los vicios, defectos constructivos, y cuestiones relativas a la seguridad, salubridad y puesta en valor de los espacios comunes, no se han solucionado.  Las características específicas de la población impone que, al adoptar medidas o tomar decisiones sobre el acceso a la vivienda, deba considerarse no sólo la vulnerabilidad fáctica y social que atraviesa a los niños y niñas y las personas con discapacidad, sino también la protección jurídica especial prevista por los instrumentos internacionales de derechos humanos.  Las cuestiones de hecho constatadas evidencian una situación de riesgo inminente que no ha encontrado una solución adecuada en este proceso. En tanto la omisión de adoptar una respuesta integral a los problemas de vivienda producirá un agravamiento de las actuales condiciones, es imperativo mantener abierta y activa la supervisión judicial, de modo que la decisión del a quo de cerrar el legajo resulta prematura e infundada.  Ante la afectación al derecho a participar en un proceso de relocalización involuntaria que les incumbe a los pobladores, y en consideración de la prueba informativa y el informe técnico, que dan cuenta de los vicios y defectos constructivos que afectan las condiciones básicas de habitabilidad del complejo, lo que incluye riesgos actuales y ciertos para la seguridad, la vida y la salud de los vecinos, es necesario mantener y profundizar la supervisión judicial, por lo que procede admitir el recurso y revocar la resolución recurrida.


    Legajo N° 20 - Actor Civil: Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Legajo de control


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 298/2013/20/CS1, 22 de marzo de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    CapítuloIII



    Derecho Civil  y Comercial


    Derecho Civil


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de clases. Consumidores. Gastos del proceso. Honorarios del perito. Gastos del perito. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho común. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. 


    Beneficio de justicia gratuita.


    El recurso es formalmente admisible pues la resolución recurrida obstruye el acceso a la justicia de la asociación de consumidores al someterla al pago de los gastos del proceso y, por ello, ocasiona un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior que la asimila a una sentencia definitiva.   Si bien las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y de derecho procesal, no justifican la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a esa doctrina cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio.  Si bien las objeciones que trae el recurrente se vinculan con cuestiones procesales y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando el pronunciamiento no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.  El a quo incurrió en arbitrariedad al declarar inapelable por el monto la decisión sobre el pago de gastos del proceso en el marco de una acción judicial iniciada en defensa de intereses de incidencia colectiva en los términos de la ley 24.240.   La Corte Suprema ha considerado que son revocables con base en la doctrina de la arbitrariedad las decisiones que alteran el sentido y el objeto de lo dispuesto por el artículo 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con la consecuente frustración de una vía apta para el reconocimiento de los derechos que se pretenden tutelar.  La decisión recurrida tiene virtualidad para obstar la continuación de un proceso colectivo.  Los artículos 42 y 43 de la Constitución Nacional imponen la obligación de establecer mecanismos idóneos y efectivos para compensar las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia.  Esta Procuración General tuvo oportunidad de pronunciarse sobre el alcance del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva. Postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.   La Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores.  En el precedente registrado en Fallos: 338:1344, la Corte señaló que la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo. El otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos. Una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores —y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses— a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos.  Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.  En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia —similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos— configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.


    Consumidores Libres Cooperativa de Provisión de Servicios de Acción Comunitaria c/ Swiss Medical Group S.A. s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25889/2011/2/RH1, 26 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Programa de televisión. Libertad de expresión. Derecho a la intimidad. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cabe recordar que, respecto de la emisión de opiniones, ideas o juicios de valor, la Corte Suprema ha expresado que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. En tal sentido, precisó que “el criterio de ponderación deberá estar dado (…) por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan.  En otras palabras, no hay derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada. De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de “voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia.  En base a lo expuesto, las opiniones y juicios de valor a los que alude la parte actora no constituyen, manifestaciones ofensivas y guardaban vinculación con la materia de interés público que fue debatida, por lo que no resultan aptas para responsabilizar a su emisor.  En relación con la divulgación de ciertos aspectos de la vida familiar de los actores, tal como se expuso en el dictamen de la causa “B. M.”, el ejercicio del derecho a la libertad de expresión no autoriza al desconocimiento del derecho a la intimidad. En aras de armonizar ambos derechos, en el citado caso “Ponzetti de Balbín” la Corte Suprema advirtió que puede justificarse la intromisión a la vida privada cuando “medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen” (considerando 8°).  En línea con lo anterior, la Procuración General ha expuesto que los actos privados están protegidos de la intromisión de terceros, especialmente cuando no se hallan implicados asuntos institucionales o de interés público, ni son atinentes a funcionarios o figuras públicas. Tal como ya ha sido expresado, la situación aquí entra en la esfera de un debate público e involucra aspectos de la vida privada de una funcionaria pública y su familia.  Ahora bien, el problema presenta aristas propias cuando está en juego el derecho a la intimidad de los niños, que exige una protección constitucional reforzada (arts. 3.1 y 16, Convención sobre los Derechos del Niño).  En concordancia con dichos preceptos convencionales, la ley 26.061 consagró en su artículo 22 la prohibición de exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan identificar al niño, por parte de un tercero no autorizado, cuando “se lesionen su dignidad o la reputación de las niñas, niños o adolescentes” o que “constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar”.  Asimismo, para el examen de los derechos en disputa, cabe tener particularmente en cuenta el precedente registrado en Fallos: 324:975, “S.,V.”, donde la Corte Suprema examinó la procedencia de una medida de tutela preventiva que restringía la libertad de expresión, dictada a efectos de resguardar la esfera de intimidad de un niño que estaba involucrado en un juicio de filiación.  En dicho pronunciamiento la Corte Suprema resaltó que, a fin de conciliar la protección de la libertad de prensa con la tutela del derecho de los menores contra injerencias arbitrarias en su intimidad, la protección judicial del interés del menor “debe estar estrictamente ceñida a lo que resulta indispensable, para evitar así una injustificada restricción de la libertad de prensa, ya que como esta Corte ha señalado, el derecho de prensa, reconocido como derecho de crónica en cuanto a la difusión de noticias que conciernen a la comunidad como cuerpo social y cultural, requiere para su ejercicio que las restricciones, sanciones o limitaciones deban imponerse únicamente por ley y su interpretación deba ser restrictiva”.  En ese marco interpretativo, en el presente caso no se vislumbra una intromisión en la esfera de intimidad de los actores y de las niñas de suficiente entidad para que deba prevalecer frente al interés público involucrado en la difusión de esos contenidos.  A efectos de realizar esa ponderación, cabe considerar las expresiones en su totalidad y no de manera fragmentada, así como el contexto general en el que se insertaron. En este sentido, se debe valorar que las expresiones cuestionadas fueron vertidas al tiempo que distintos medios de comunicación divulgaban diversas conjeturas sobre la supuesta desaparición de la niña recién nacida.  Tampoco deben prosperar los agravios vinculados al uso de la imagen.  En el sub lite la divulgación de las imágenes fue realizada a fin de contextualizar las expresiones brindadas sobre un tema de trascendencia pública, en el que las niñas se vieron involucradas.  Los recurrentes no lograron acreditar que la utilización de las imágenes de las niñas haya sido realizada con un propósito que exceda el de contribuir a un debate público. Tampoco han probado que en la modalidad de la divulgación los demandados hayan soslayado los deberes de diligencia y cuidado que pesan sobre quienes participan de la difusión de imágenes que pueden resultar intrusivas de la esfera privada de los niños o niñas.  En conclusión, las expresiones y las imágenes propaladas, en las particulares circunstancias del caso, y en atención a la modalidad con que fueron difundidas, no exceden el legítimo interés social que ampara la libertad de expresión.


    B., L. B. y otros c/ Grondona, Mariano y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 84116/2005/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Plan de parentalidad. Denegatoria del recurso. 


    El actor no logra acreditar el carácter definitivo de la sentencia recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.  Por lo demás, en conflictos análogos al debatido, esa Corte ha ponderado que resulta aplicable la doctrina erigida sobre la base, principalmente, de los artículos 610 y 616 de la ley 20.094 y 116 de la Ley Suprema, que atribuye competencia a los tribunales federales para entender en las acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional; y en este proceso se acciona a raíz del supuesto siniestro sufrido por el actor mientras prestaba tareas a bordo de una embarcación destinada a la navegación interjurisdiccional.  Sentado ello, es necesario señalar que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.  Ninguna de esas circunstancias excepcionales se configuran en el caso pues, por un lado, la decisión no deniega el fuero federal, ni la parte actora solicitó su intervención.   Además, la decisión recurrida no clausura la vía procesal promovida y, en consecuencia, las partes quedan sometidas a la justicia con competencia específica ordinaria donde podrán ejercer su derecho de defensa respecto de las controversias que se susciten en relación con el pedido de reintegro del niño.


    G., P. G. c/ V., A. K. s/ Reintegro de hijo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2489/2021/RH1, 23 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa CIV 84116/2005/1/RH1, “B., L. B. y otros c/ Grondona, Mariano y otros s/ Daños y perjuicios”.


    B., L. B. y otros c/ Grondona, Mariano y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 84116/2005/2/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


    Derecho Comercial


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Concesión para la venta de automotores. Obligación de seguridad. Derechos del consumidor. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios traídos involucran cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria; salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional, lo que no sucede en estos autos.  Si bien el excepcional supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a la Corte Suprema a revisar decisiones de los jueces de la causa en materia de derecho común, la intervención en esos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que, como el indicado, le son privativos ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales. En virtud de ello, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes. Esas circunstancias excepcionales no concurren en el presente caso.  La recurrente centra sus agravios en la arbitraria valoración de los hechos y en la errada aplicación del artículo 1502 del Código en lo Civil y Comercial de la Nación.  La sentencia apelada no desconoció la independencia del concesionario en los términos del artículo 1502 del Código Civil y Comercial de la Nación ni el principio del efecto relativo de los contratos. Sin embargo, consideró que en este caso la falta de entrega del vehículo era imputable al concedente puesto que ésta incumplió su obligación de actuar de buena fe y de garantizar la seguridad del sistema de comercialización que creó y controla. Sustentó esas obligaciones en los artículos 1710 y 961 del Código en lo Civil y Comercial de la Nación, y en los artículos 901 y 1198 del entonces Código Civil de la Nación. Estos argumentos, sustentados en la interpretación de normas y principios del derecho común, no fueron objetados debidamente en el recurso bajo estudio.   En relación con la responsabilidad que emerge de la apariencia de representación, cabe destacar que de la prueba documental agregada a la causa surge que el concesionario se presenta frente a los consumidores como concesionario oficial de la concedente, comercializa en forma exclusiva productos elaborados o importados por ese fabricante, así como utiliza en su folletería comercial y en el local de ventas el logo y la marca de la fabricante. Estas condiciones de venta generan confianza en los consumidores sobre la profesionalidad y solvencia del concesionario. Más precisamente, estas circunstancias, creadas por la concedente, generan una expectativa sobre la seguridad del intercambio económico realizado con el concesionario, así como sobre la cadena de comercialización implementada por el fabricante.  El deber de seguridad comprende no solo el cumplimiento de las obligaciones sino también el respeto por los derechos del consumidor, en especial, la protección de sus intereses económicos y las condiciones de trato equitativo y digno. En este punto, la expectativa de solvencia resultó defraudada con la presentación en concurso preventivo del concesionario, lo cual incrementó la situación de vulnerabilidad del consumidor. Ante la apariencia creada por el concedente, éste tenía el deber de adoptar medidas para evitar la consumación del daño y, al menos, de informar en forma adecuada y veraz sobre las condiciones de solvencia del concesionario, más aún considerando sus amplias facultades de control sobre la situación económica y comercial del concesionario.   El razonamiento jurídico que exhibe la sentencia para llegar a la conclusión de que la recurrente es responsable por los daños sufridos por el actor supera la tacha de arbitrariedad, constituyendo las críticas ensayadas un reflejo de su propia disconformidad personal con lo decidido en una materia que, valga reiterarlo, es propia de los jueces de la causa y ajena, como regla, a la instancia de revisión federal. En atención a lo expuesto, deviene innecesario expedirse sobre la aplicación del artículo 40 de la ley 24.240 al caso. Toda vez que la condena se encuentra sustentada, sin arbitrariedad, en una causal autónoma de responsabilidad, los agravios planteados en relación a esa norma carecen de idoneidad para desvirtuar la decisión apelada.


    Andrioli, Sergio Gustavo c/ Volkswagen Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 42468/2014/1/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Concesión comercial. Obligación de seguridad. Derechos del consumidor. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios traídos involucran cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria; salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional, lo que no sucede en estos autos.  Si bien el excepcional supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a la Corte Suprema a revisar decisiones de los jueces de la causa en materia de derecho común, la intervención en esos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que, como el indicado, le son privativos ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales. En virtud de ello, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes. Esas circunstancias excepcionales no concurren en el presente caso.  La sentencia apelada no desconoció la independencia del concesionario en los términos del artículo 1502 del Código Civil y Comercial de la Nación, ni el principio del efecto relativo de los contratos. Sin embargo, consideró que en este caso la falta de entrega del vehículo era imputable al concedente puesto que ésta incumplió su obligación de actuar de buena fe y de garantizar la seguridad del sistema de comercialización que creó y controla. Sustentó esas obligaciones en los artículos 1710 y 961 del Código en lo Civil y Comercial de la Nación, y en los artículos 901 y 1198 del entonces Código Civil. Estos argumentos, sustentados en la interpretación de normas y principios del derecho común, no fueron objetados debidamente en el recurso bajo estudio.  En relación con la responsabilidad que emerge de la apariencia de representación, cabe destacar que de la prueba documental agregada a la causa surge que la concesionaria se presenta frente a los consumidores como concesionario oficial de la concedente, comercializa en forma exclusiva productos elaborados o importados por ese fabricante, así como utiliza en su folletería comercial y en el local de ventas el logo y la marca de la fabricante. Estas condiciones de venta generan confianza en los consumidores sobre la profesionalidad y solvencia del concesionario. Más precisamente, estas circunstancias, creadas por la concedente, generan una expectativa sobre la seguridad del intercambio económico realizado con el concesionario, así como sobre la cadena de comercialización implementada por el fabricante.  El deber de seguridad comprende no solo el cumplimiento de las obligaciones sino también el respeto por los derechos del consumidor, en especial, la protección de sus intereses económicos y las condiciones de trato equitativo y digno. En este punto, la expectativa de solvencia resultó defraudada con la presentación en concurso preventivo del concesionario, lo cual incrementó la situación de vulnerabilidad del consumidor. Ante la apariencia creada por el concedente, éste tenía el deber de adoptar medidas para evitar la consumación del daño y, al menos, de informar en forma adecuada y veraz sobre las condiciones de solvencia de la concesionaria, más aún considerando sus amplias facultades de control sobre la situación económica y comercial del concesionario.  El razonamiento jurídico que exhibe la sentencia para llegar a la conclusión de que la recurrente es responsable por los daños sufridos por la actora supera la tacha de arbitrariedad, constituyendo las críticas ensayadas un reflejo de su propia disconformidad personal con lo decidido en una materia que, valga reiterarlo, es propia de los jueces de la causa y ajena, como regla, a la instancia de revisión federal. En atención a lo expuesto, deviene innecesario expedirse sobre la aplicación del artículo 40 de la ley 24.240 al caso. Toda vez que la condena se encuentra sustentada, sin arbitrariedad, en una causal autónoma de responsabilidad, los agravios planteados en relación a esa norma carecen de idoneidad para desvirtuar la decisión apelada.


    Sorrentino, Daniela Priscila c/ Volkswagen Argentina S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 33306/2014/1/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Compraventa. Incumplimiento del contrato. Concesión para la venta de automóviles. Derechos del consumidor. Denegatoria del recurso. 


    El recurrente centra sus agravios en la arbitraria valoración de los hechos y en la errada aplicación del artículo 1502 del Código en lo Civil y Comercial de la Nación.  Por un lado, la recurrente enfatiza que la situación financiera del concesionario no tuvo relación con el origen del conflicto, sino que se trató de un desacuerdo de precios entre el concesionario y el consumidor.  Al respecto, la cámara consideró que el conflicto excedió el mero desacuerdo de precios, toda vez que se comprobó una práctica abusiva del concesionario, en tanto pretendió hacer valer cláusulas no suscriptas por el consumidor, mediante las cuales el precio podía ser válidamente modificado por el vendedor sin notificación previa, y el plazo de entrega era meramente informativo. El tribunal destacó que el contrato establecía, en el supuesto de que el comprador no integrara el nuevo precio, la pérdida de todo lo abonado hasta ese momento.  Las condiciones de comercialización predispuestas en el contrato en cuestión no escapan a las amplias facultades de control del concedente, de conformidad con el artículo 1505, inciso e, del Código Civil y Comercial de la Nación y con el Reglamento para Concesionarios diseñado por la empresa automotriz.  Por otro lado, la recurrente centra sus críticas en relación a la independencia jurídica y económica que tiene el concedente respecto del concesionario, en el marco de un contrato de concesión comercial, pero sin hacerse cargo del resto de las particularidades del caso que han llevado a la cámara a hacerla responsable por el incumplimiento contractual del concesionario.  En efecto, la sentencia apelada no desconoció la independencia del concesionario en los términos del artículo 1502 del Código Civil y Comercial de la Nación ni el principio del efecto relativo de los contratos. Sin embargo, consideró que en este caso la falta de entrega del vehículo era imputable a la empresa automotriz puesto que ésta incumplió su obligación de actuar de buena fe y de garantizar la seguridad del sistema de comercialización que creó y controla. Sustentó esas obligaciones en los artículos 1710 y 961 del Código en lo Civil y Comercial de la Nación, y en los artículos 901 y 1198 del entonces Código Civil de la Nación. Estos argumentos, sustentados en la interpretación de normas y principios del derecho común, no fueron objetados debidamente en el recurso bajo estudio (art. 15, ley 48).  Cabe señalar que el deber de seguridad comprende no solo el cumplimiento de las obligaciones -en especial, la entrega del auto en tiempo y forma- sino también el respeto por los derechos del consumidor, en especial, la protección de sus intereses económicos y las condiciones de trato equitativo y digno (arts. 8 bis y 37, ley 24.240 y art. 42, Constitución Nacional). En este punto, la expectativa de solvencia resultó defraudada con la presentación en concurso preventivo del concesionario, lo cual incrementó la situación de vulnerabilidad del consumidor. Ante la apariencia creada por el concedente, éste tenía el deber de adoptar medidas para evitar la consumación del daño (art. 1710, Código en lo Civil y Comercial de la Nación) y, al menos, de informar en forma adecuada y veraz sobre las condiciones de solvencia del concesionario, más aún considerando sus amplias facultades de control sobre la situación económica y comercial del mismo.


    Ferreyra, Rafael c/ Volkswagen Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22783/2014/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Concurso preventivo. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso extraordinario fue correctamente denegado y por ende, la queja no puede prosperar.  Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.  Además, las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia.  En primer lugar, en el caso no hay denegación del fuero federal, ya que la recurrente pretende la competencia de la justicia con competencia ordinaria con asiento en Rosario y la resolución apelada establece la competencia de un juez local con asiento en Reconquista. De tal forma, la cuestión debatida atañe a las reglas que dirimen el conocimiento y distribución de los juicios entre magistrados de los tribunales de la provincia de Santa Fe.  En segundo lugar, la sentencia no coloca a la recurrente —a los efectos de la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 14 de la ley 48— en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio. En efecto, la decisión recurrida no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, las partes quedaron sometidas a la justicia con competencia comercial con asiento en Reconquista ante quien pueden ejercer su derecho de defensa en el marco del juicio universal.  Bajo esas premisas, el planteo relativo a la ausencia de imparcialidad del juez que interviene en el proceso resulta ajeno a la determinación de la competencia concursal, y debe ser formulado a través de las vías procesales pertinentes. La decisión respecto de la competencia para entender en el concurso preventivo no frustra la posibilidad de deducir sus pretensiones por otros canales jurisdiccionales aptos, y en todo caso, solicitar la recusación del magistrado actuante, por lo que no le ocasiona un agravio a su derecho de defensa.  A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.  Ello es así, en particular cuando la resolución cuestionada halla un básico sustento en el artículo 3, inciso 3 de la Ley de Concursos y Quiebras que establece, respecto de las personas de existencia ideal de carácter privado y regularmente constituidas, la competencia del juez del lugar del domicilio, que se refiere a la sede social requerida para las sociedades conforme el artículo 11, inciso 2, de la Ley 19.550 General de Sociedades. Además, la Corte Suprema tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia de la ley de concursos son de orden público y contienen criterios claros de aplicación, por lo que no pueden ser soslayadas por las partes ni por los tribunales. En los supuestos en los que excepcionalmente se apartó de esa posición, valoró la existencia de un domicilio ficticio o una doble inscripción registral, extremos que no que se verifican en este caso.


    La Clementina S.A. c/ Vicentin S.A.I.C. s/ Recurso de queja por denegación de recurso de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1368/2021/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Concurso preventivo. Proceso de verificación. Incidente de revisión. Gravamen irreparable. Sentencia definitiva. Interpretación de la ley. Declaración jurada. AFIP. Presunción de legitimidad. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Verdad jurídica objetiva. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 


    La Corte atribuyó el carácter de sentencias definitivas a aquellas decisiones recaídas en incidentes de revisión y de verificación de créditos en los procesos concursales cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o difícil reparación ulterior.  La solución brindada por el a quo se traduce en una incorrecta interpretación de lo establecido en el art. 11 de la ley 11.683, su similar 21 del decreto 507/93 y el art. 12 de la ley 19.549, en el que se prevé la presunción de legitimidad de los actos administrativos.  Ello es así porque, si bien la Cámara valoró que las declaraciones juradas presentadas por la empresa fueron la base sobre la que el organismo recaudador se sustentó para efectuar los cálculos de los créditos pretendidos, al mismo tiempo, prescindió de considerar dos cuestiones atinentes a ellas, que eran fundamentales, por imperio de las normas federales aquí aplicables, para la correcta solución de la controversia.  En primer lugar, omitió valorar que, con base en las declaraciones juradas presentadas por la contribuyente, el Fisco había liquidado las acreencias cuya verificación pretendía, lo cual plasmó en los certificados de deuda y las liquidaciones administrativas acompañadas. De tal manera, no consideró, sin brindar razones plausibles para ello, la presunción de legitimidad de tales actos administrativos.   En este punto, las resoluciones emanadas regularmente de la AFIP gozan de presunción de legitimidad, por lo que no resulta fundado admitir, siquiera prima facie, que ellas respondan a un obrar injustificado o abusivo.   En segundo lugar, la cámara ignoró el carácter de declaración jurada: i) que poseían los documentos en los que la contribuyente había plasmado la posición por ella asumida frente a los tributos y los aportes y contribuciones con destino al régimen nacional de la seguridad social aquí en discusión; como así también, ii) de los formularios mediante los cuales la concursada adhirió al plan de facilidades de pago ya mencionado.  La peculiar naturaleza de las declaraciones juradas presentadas por el contribuyente obligaba a tener en cuenta las normas que específicamente las reglan y los principios propios de la rama del derecho a la que pertenecen. Ello, impide una remisión simplista y mecánica a las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, máxime cuando la decisión se traduce en una violación a lo establecido en normas federales.   La Corte ya tiene reiteradamente dicho que el procedimiento fiscal para la percepción de gravámenes regulado en la ley 11.683, establece que las declaraciones juradas presentadas por los contribuyentes constituyen la base sobre la cual se determinan los tributos y hacen responsable al declarante por el gravamen que en ellas se base o que de las mismas resulte.  En conclusión, la decisión apelada no tuvo en cuenta la peculiar naturaleza de los títulos con los que la AFIP pretendía causar sus pedidos de verificación tardía de créditos. Ello se tradujo en un notorio apartamiento de las normas federales aplicables al caso en desmedro del derecho de defensa y propiedad del apelante, con grave menoscabo de la verdad jurídica objetiva.


    Incidente N° 1 – Actor: Diego Deportes s/ Concurso Preventivo y otros - Concursado: Diego Deportes S.A. s/ Incidente de revisión de crédito


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 4387/2019/1/CS1, 23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Constitucional


    Acción de amparo


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 5150/2021, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria".


    Fundación Centro de Estudios en Políticas Públicas c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 637/2021/30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 5150/2021, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria".


    Ortiz Romero, Lucía Concepción y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 635/2021/30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Educación. Educación presencial. Establecimientos educacionales. Coronavirus. Control sanitario. Decretos nacionales. Decretos de necesidad y urgencia. Poder Ejecutivo Nacional. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Estado Nacional. Facultades del Gobierno Nacional. Facultades concurrentes. Derecho a la salud. Derecho a la educación. 


    Decreto 241/21 del Poder Ejecutivo Nacional.


    La Constitución Nacional realiza un reparto de atribuciones que determina la existencia de básicamente dos bloques de competencias: el de las esferas de gobierno local y el del Estado Federal, y establece facultades exclusivas, delegadas, reservadas y concurrentes.   La Corte ha puesto de resalto las especiales características con que la Constitución Nacional ha revestido la configuración política institucional de naturaleza federal; la regla consiste en la existencia de jurisdicciones compartidas entre la Nación y las provincias, debiendo en consecuencia ser interpretadas las normas de aquélla de modo que las autoridades de la una y de las otras se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en desmedro de las facultades provinciales, incluso del GCBA, y viceversa, y procurando que actúen para ayudarse y no para destruirse.  La realización de las competencias concurrentes no implica enervar los ámbitos de actuación de ninguna órbita del gobierno, sino que importa la interrelación, cooperación y funcionalidad en una materia común de incumbencia compartida, como es el caso de la salud pública, sin perjuicio del poder de policía de salubridad que, en primer término, está en cabeza de las provincias. La Corte expuso que es un hecho y también un principio constitucional, que la policía de las provincias está a cargo de sus gobiernos locales, entendiéndose incluido en los poderes que se han reservado, el de proveer lo conveniente a la seguridad, salubridad y moralidad de sus vecinos.  Las obligaciones que atañen a la Nación en materia sanitaria no son exclusivas ni excluyentes de las que competen a sus unidades políticas en sus esferas de actuación. Es que, en la dinámica de la distribución de competencias en el campo de la salud, entre ambas jurisdicciones, la tendencia que prevalece es el abandono de la técnica de la separación absoluta de aquéllas entre el Estado central y sus miembros, para afianzar el esquema de las compartidas o concurrentes.  No puede prescindirse del contexto en el cual se desenvuelven las tensiones entre los gobiernos locales y la Nación, como rasgo propio del proceso federal, que implica reconocer que el federalismo no es ya estático, sino que permite avanzar en la concreción de políticas interjurisdiccionales y una línea de gestión intergubernamental. Las relaciones y convergencias entre distintos niveles de gobierno resignifican las políticas públicas en orden a la protección de derechos fundamentales, en áreas tales como la salud.  La tutela del derecho a la salud es una manda consagrada por la Constitución Nacional, y por los tratados internacionales con jerarquía constitucional.  La Corte ha dicho que la salud está íntimamente relacionada con el derecho a la vida, siendo éste el primer derecho de la persona humana que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional.  En relación con estos derechos (salud y vida), si bien los conflictos normativos e interjurisdiccionales son inevitables en el concierto de competencias concurrentes o compartidas en este campo, en la materia cabe seguir la regla pro homine que da preferencia a la aplicación de aquella norma que mejor garantiza la plena realización del derecho en cuestión.   Este ámbito presenta dos perfiles delimitables: el primero, integrado por algunas obligaciones tendientes a evitar que la salud sea dañada, -obligaciones negativas-, el segundo por otros factores controlables -obligaciones positivas-.   La relación entre el Estado, el GCBA y las provincias, o indistintamente entre cada uno de ellos, en lo que hace a la protección de la salud, debe estar fundada en la cooperación, atendiendo, primordialmente, a la dinámica de los cambios que se producen día a día en la evolución de las enfermedades.   El poder de policía en materia de salud, si bien debe ser ejercido en principio por los entes locales, es una competencia concurrente entre Nación, provincias y CABA en determinadas circunstancias. De ello se deriva que la primera puede regular en materia de salud para un ámbito interjurisdiccional (en el caso, el AMBA), cuando existan razones de emergencia como las que se viven actualmente debido a la pandemia del virus COVID 19 por motivos fácticos, tales como el uso del transporte entre jurisdicciones y la misma forma de propagación del virus, que no reconoce fronteras territoriales, lo que conduce a que sea el Estado Nacional el competente para regular la materia en cuestión en estas circunstancias, de tal modo que no se viola por ello la autonomía de la CABA, que conserva su competencia concurrente en materia de salud en lo que se limita a su jurisdicción y no tiene efectos más allá de ella.   No obsta a esa conclusión el hecho de que esté en juego la regulación de la educación pues, al tratarse en este caso de la primacía de la conservación de la salud y a la vida como derechos que posibilitan el disfrute de otros, debe prevalecer la competencia del Estado Nacional para su regulación, sin que se afecte por ello la autonomía de la CABA. La ley 26.206, de Educación Nacional, establece que el Estado Nacional, las Provincias y la CABA, de manera concertada y concurrente, son los responsables de la planificación, organización, supervisión y financiación del Sistema Educativo Nacional. Garantizan el acceso a la educación en todos los niveles y modalidades, mediante la creación y administración de los establecimientos educativos de gestión estatal. En el artículo 121 se dispone que los gobiernos provinciales y de la CABA, deben: a) Asegurar el derecho a la educación en su ámbito territorial. Cumplir y hacer cumplir la presente ley, adecuando la legislación jurisdiccional y disponiendo las medidas necesarias para su implementación; b) Ser responsables de planificar, organizar, administrar y financiar el sistema educativo en su jurisdicción, según sus particularidades sociales, económicas y culturales. Ni de la Constitución ni de la ley surge que la CABA pueda abstenerse, al momento de organizar y regular la educación en el ámbito de su jurisdicción, de cumplir con normas nacionales dictadas en una situación de emergencia para atender a la preservación de la salud y de la vida, por lo cual el ejercicio del poder de policía de salud en estas circunstancias no altera su autonomía.  Esta competencia regulatoria, limitativa de derechos, corresponde, según el orden constitucional, al Congreso de la Nación, pero el Poder Ejecutivo Nacional fundó su competencia para dictar el decreto 241/2021 en las facultades que excepcionalmente le confiere la Constitución Nacional en el artículo 99, inciso 3°.   La Corte tiene dicho que, en el ámbito de la legislación de emergencia, la validez constitucional de un decreto de necesidad y urgencia se encontraba condicionada a la existencia de una situación de grave riesgo social frente a la cual haya existido la necesidad de adoptar medidas súbitas cuya eficacia no es concebible por el trámite ordinario previsto en la Constitución para la sanción de las leyes.  El principio que organiza el funcionamiento del estatuto del poder es la división de funciones y el control recíproco. No puede sostenerse que el Poder Ejecutivo puede sustituir libremente la actividad del Congreso o que no se halla sujeto al control judicial.  El artículo 99, inciso 3°, explicita estándares judicialmente verificables respecto de las situaciones que deben concurrir para habilitar el dictado de disposiciones legislativas por parte del Presidente de la Nación. El Poder Judicial deberá evaluar si las circunstancias invocadas son excepcionales, o si aparecen como manifiestamente inexistentes o irrazonables, en cuyo caso la facultad ejercida carecerá del sustento fáctico constitucional que lo legitima.  Cabe descartar de plano los criterios de mera conveniencia del Poder Ejecutivo que no justifican nunca la decisión de su titular de imponer un derecho excepcional a la Nación en circunstancias que no lo son. El texto de la Constitución Nacional no habilita a elegir discrecionalmente entre la sanción de una ley o la imposición más rápida de ciertos contenidos materiales por medio de un decreto.  La Corte tiene dicho que para que el Ejecutivo pudiera ejercer válidamente las facultades legislativas excepcionales era necesaria la concurrencia de alguna de estas dos circunstancias: a) que sea imposible dictar la ley mediante el trámite ordinario previsto en la Constitución, o b) que la situación que requiere solución sea de una urgencia tal que deba tratarse inmediatamente en un plazo incompatible con el trámite normal de una ley.  El examen de la necesidad y urgencia exigidos por la Constitución Nacional para habilitar el dictado de decretos en los términos del artículo 99, inciso 3°, se basa también en Declaración de la Corte IDH titulada “COVID-19 y Derechos Humanos: Los problemas y desafíos deben ser abordados con perspectiva de Derechos Humanos y respetando las obligaciones internacionales”, a fin de instar a que la adopción y la implementación de medidas, dentro de la estrategia y esfuerzos que los Estados Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos están realizando para abordar y contener esta situación que concierne a la vida y salud pública, se efectúe en el marco del Estado de Derecho, con el pleno respeto a los instrumentos interamericanos de protección de los derechos humanos y los estándares desarrollados en la jurisprudencia de ese Tribunal. Entre las consideraciones particulares incluidas en dicha declaración, la Corte destacó, por su atinencia al caso y en tanto la compartía, que: “Todas aquellas medidas que los Estados adopten para hacer frente a esta pandemia y puedan afectar o restringir el goce y ejercicio de derechos humanos deben ser limitadas temporalmente, legales, ajustadas a los objetivos definidos conforme a criterios científicos, razonables, estrictamente necesarias y proporcionales, y acordes con los demás requisitos desarrollados en el derecho interamericano de los derechos humanos”.  Los argumentos expuestos en el Decreto 241/21, mediante el cual se estableció en el AMBA la suspensión del dictado de clases presenciales y las actividades educativas no escolares presenciales en todos los niveles y en todas sus modalidades, desde el 19 de abril hasta el 30 de abril de 2021, inclusive, no alcanzan para fundar un estado de necesidad que permita legitimar la suspensión de la concurrencia a los establecimientos educativos en todos sus niveles.  No ha sido debidamente acreditado que el dictado de clases presenciales haya sido la causa del agravamiento de la situación sanitaria, sin precisar adecuadamente la supuesta relación directa e inmediata entre las actividades de educación presencial y el crecimiento exponencial de casos en la región.   Tampoco permite tener por acreditada la necesidad de restringir el acceso a los establecimientos educativos sin cumplir con el trámite legislativo pertinente, lo afirmado en cuanto al incremento de la representación en los casos confirmados de los menores entre seis y diecisiete años, ni que los menores de trece a dieciocho años y de veinte a veintinueve años son los que mayor aumento relativo presentaron en las últimas semanas.   El decreto no alude ni demuestra que los aumentos de los contagios en esas franjas etarias hayan obedecido a la realización de clases presenciales. La ocurrencia del aumento de casos en los menores, puede ser la consecuencia de una pléyade de causas o concausas y no necesariamente derivar de la asistencia a los establecimientos educativos. La necesidad de suspender la presencialidad escolar requería un análisis más profundo sobre este último punto.   No cambia lo expuesto, el motivo referido al acrecentamiento de la utilización del transporte público de pasajeros, pues la norma no discierne entre la situación imperante en la Provincia de Buenos Aires y en la CABA.  Una decisión restrictiva de derechos como la adoptada requería un estudio pormenorizado en el que se analizara si, con el fin de disminuir el uso del transporte público de pasajeros, la suspensión de la presencialidad era necesaria en todo el AMBA o en algunas zonas determinadas de este aglomerado.   Aun cuando es cierto que no hay derechos absolutos, no lo es menos que el poder del gobierno para recortarlos de acuerdo con sus necesidades, sean o no de emergencia, es mucho menos que absoluto. Los tribunales deben examinar con creciente rigor las intervenciones en los derechos individuales, a medida que estas se tornan más intensas y prolongadas, para establecer no solo si está justificada la validez en general de la medida, sino también su alcance.  Desde el regreso a la modalidad presencial del dictado de clases, siempre se les confió a los gobiernos locales su eventual suspensión temporaria así como su reinicio, de acuerdo con la evaluación que sus titulares realizaran del riesgo epidemiológico. Sin embargo, ese criterio fue modificado por el mismo Estado Nacional sin que se apreciaran fundamentos acerca de los motivos por los cuales asumió facultades en relación con una actividad que antes había dejado en manos de las provincias y la CABA, y sólo en relación con una región que comprende a esta última.   El derecho vulnerado por la norma impugnada es el acceso a la educación, reconocido por el artículo 14 de la Constitución Nacional a todos los habitantes del país.   Mediante el artículo 75, inciso 19, de la Constitución Nacional, se confirió al Congreso de la Nación la competencia para sancionar leyes de organización y de base de la educación.  Por mandato de la Constitución Nacional, el Congreso está obligado a definir el modelo institucional de manera que asegure la vigencia de determinados principios y garantías que también se hallan insertos en dicha Carta y en los tratados que ella prevé. En función de dicho cometido, el Congreso Nacional sancionó la Ley de Educación Nacional que, entre otros principios, establece que el Estado Nacional, las provincias y la CABA “tienen la responsabilidad principal e indelegable de proveer una educación integral, permanente y de calidad para todos/as los/as habitantes de la Nación, garantizando la igualdad, gratuidad y equidad en el ejercicio de este derecho, con la participación de las organizaciones sociales y las familias”. Asimismo, dispone que el Estado debe garantizar el ejercicio del derecho constitucional de enseñar y aprender y que son responsables de las acciones educativas el Estado Nacional, las provincias y la CABA; los municipios, las confesiones religiosas reconocidas oficialmente y las organizaciones de la sociedad; y la familia, como agente natural y primario.  La tutela preferente de los menores recibe reconocimiento expreso en un conjunto de instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, conforme al artículo 75, inciso 22, de la norma fundamental nacional.   La educación es la base del desarrollo personal del ser humano, por ello el Estado tiene el deber indelegable de garantizar el pleno ejercicio de ese derecho y estructurar un sistema educativo permanente.   Las medidas adoptadas mediante el artículo 2°, último párrafo, del decreto 241/21, en lo que concierne a la suspensión del dictado de clases presenciales y las actividades educativas no escolares presenciales en todos los niveles y en todas sus modalidades en el aglomerado denominado AMBA, no fueron adecuadamente fundadas puesto que, sin desconocer la situación epidemiológica por la que se atraviesa, tienen por objeto restringir el derecho fundamental a la educación que la actora debe garantizar en atención a las normas vigentes que así lo disponen.  No es posible concluir en que fuera necesaria la adopción de medidas inmediatas que tengan por efecto suspender la concurrencia a los diferentes establecimientos educativos ubicados en el AMBA, pues no se ha demostrado el riesgo existente en ese sector ni cómo, en su caso, eso podría comprometer el interés general.   Los documentos del Ministerio de Educación de la Nación muestran las dificultades que enfrenta la virtualidad en el proceso educativo para garantizar efectivamente el derecho de niños, niñas y adolescentes a acceder a la educación en sus diversos niveles, derivadas especialmente de la falta de medios tecnológicos disponibles para docentes y alumnos, lo cual constituyen un enorme obstáculo para que la enseñanza virtual reemplace en forma eficaz a la presencialidad escolar, de modo de garantizar el derecho a la educación.  No cabe tener por configurada la existencia de circunstancias fácticas que el artículo 99, inciso 3°, de la Constitución Nacional, describe con rigor de vocabulario, lo cual deja manifiesto la invalidez constitucional del decreto 241/21.  La ley 26.206 establece la responsabilidad concertada y concurrente del Estado nacional, las provincias y la CABA en la planificación, organización, supervisión y financiación de un sistema educativo nacional capaz de proveer una educación integral, permanente y de calidad para todos los habitantes de la Nación.  El hecho de que esta decisión se haya tomado primordialmente por motivos sanitarios y en ejercicio de facultades que también ejerce de manera concurrente la CABA, no impide apartarse del paradigma del federalismo concertado que debe primar en las relaciones interjurisdiccionales.  Muchas de las cuestiones sanitarias vinculadas con el sistema educativo fueron consideradas en el marco del Consejo Federal de Educación, lo que permitió incorporar la necesaria perspectiva de las jurisdicciones locales en la delicada tarea de armonizar el interés superior del estudiante con los aspectos generales de la salud pública.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 567/2021/29 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1 “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Favicur I.C.S.A. c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 376/2017/13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Transporte ferroviario. Transporte de combustibles. Transporte de carga. Alcohol metílico. Política ambiental. Acumulación de procesos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Rechazo de la demanda. 


    La Corte debe continuar entendiendo en este proceso pues, aun cuando se resolvió el desistimiento con respecto al Estado Nacional, es la única forma de conciliar la prerrogativa de los entes nacionales demandados al fuero federal y el de la provincia actora a la competencia originaria, quienes son titulares de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión.  La acción de amparo se encuentra prevista contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, un tratado o una ley.  No se ha acreditado debidamente la existencia de un acto ni una omisión por parte de los organismos nacionales demandados que provoque una lesión a los derechos de las actoras cuya protección se pretende en autos. La CNRT no ha emitido acto alguno que impida la circulación de metanol por ferrocarril desde Plaza Huincul (Provincia del Neuquén) hasta el puerto de Ensenada (Provincia de Buenos Aires). Por el contrario, se han emitido los certificados habilitantes de los vagones tanques que fueron modificados para el transporte de aquella sustancia y se presentó un Plan de Contingencias que no mereció objeciones según la propia Comisión.  El INV ha autorizado la inscripción y el alta de Y.P.F. S.A. en sus registros como fábrica de alcohol metílico. Asimismo, se realizaron las diligencias de cubicación de los vagones tanques y se emitieron los certificados correspondientes para que la empresa Ferrosur Roca S.A. estuviera en condiciones legales de desplegar su actividad industrial y comercial.  No se da por satisfecho el necesario presupuesto de que se verifique con suficiente probabilidad el dictado de una medida restrictiva o lesiva ni la omisión en el ejercicio de sus funciones.  No se configuran en autos los requisitos necesarios para que proceda la acción de amparo iniciada con respecto a los organismos nacionales demandados (CNRT e INV), toda vez que, tanto la provincia actora como las sociedades que adhirieron a la demanda señalaron que se han otorgado las autorizaciones correspondientes para que el metanol pueda ser transportado por ferrocarril, habiéndose adoptado las medidas tendientes a evitar eventos dañosos para las poblaciones por donde debe atravesar el producto hasta arribar al puerto de Ensenada en la Provincia de Buenos Aires. Tales extremos ponen de manifiesto la inexistencia de un acto lesivo o una omisión por parte de las autoridades nacionales que afecten los derechos y garantías constitucionales de los peticionarios con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta.  Las autoridades locales competentes tampoco han dictado actos ni han incurrido en omisiones que restrinjan, alteren o amenacen los derechos de quienes promovieron el presente proceso, sino que se limitaron a interponer amparo ante los juzgados federales con competencia en las respectivas jurisdicciones con fundamento en la protección del derecho a la vida de los habitantes y a un medio ambiente sano y equilibrado.  No corresponde acceder a lo solicitado por los municipios Lomas de Zamora y de Almirante Brown, en la acción de amparo iniciada en la causa CSJ 453/2003 (39-M)/CS1, “Municipalidad de Lomas de Zamora y otra c/ Ferrosur Roca S.A. y otros s/ Amparo”, y acumulada a este proceso, con el objeto de que se ordene el no ingreso a la jurisdicción territorial de ese tribunal de la formación ferroviaria que transportará metanol desde Plaza Huincul hasta el Puerto de Ensenada, con fundamento en que se configuraría una transgresión flagrante de los arts. 33 y 41 de la Constitución Nacional y 4° y 5° de la CADH. La Corte ha resuelto reiteradamente que la acción de amparo es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta y la determinación de la eventual invalidez del acto requiere una mayor amplitud de debate y prueba, requisitos cuya demostración es imprescindible para la procedencia de aquélla. Este criterio no ha variado con la sanción del art. 43 de la Constitución Nacional pues reproduce el art. 1° de la ley 16.986, imponiendo idénticos requisitos para su procedencia.  El carácter excepcional de la acción de amparo ha llevado al Tribunal a señalar que la existencia de una vía legal para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, su admisibilidad, pues este medio no altera el juego de las instituciones vigentes; regla que ha sostenido en casos en los cuales las circunstancias comprobadas en la causa evidencian que no aparece nítida en la especie una lesión cierta o ineludible causada por la autoridad con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, en tanto el asunto versa sobre una materia opinable que exige una mayor amplitud de debate o de prueba para la determinación de la eventual invalidez del acto.  La Corte ha sostenido que la acción de amparo únicamente procede para la tutela inmediata de un derecho constitucional violado en forma manifiesta y resulta inadmisible, en cambio, cuando el vicio que comprometería garantías constitucionales no resulta con evidencia de manera que la dilucidación del conflicto exige una mayor amplitud de debate y prueba. Ello es así, pues los jueces deben extremar la prudencia para no resolver materias de complejidad fáctica y técnica por la vía expedita del amparo a fin de no privar a los justiciables del debido proceso mediante pronunciamientos dogmáticos. Si bien el proceso de amparo no es excluyente de cuestiones que necesitan demostración, sí descarta aquellas cuya complejidad o difícil comprobación requiere de un aporte mayor de elementos de juicio de los que pueden producirse en el proceso previsto por la ley 16.986.  Del examen de la causa iniciada por los municipios de Lomas de Zamora y Almirante Brown, no surge la configuración de un supuesto de “ilegalidad manifiesta” que autorice a hacer lugar al amparo, toda vez que el planteo formulado por las actoras se encuentra reglado por una diversidad de disposiciones legales y reglamentarias que impiden examinarlo desde una única perspectiva vinculada a la peligrosidad del metanol y a la magnitud de los volúmenes a transportar por ferrocarril atravesando zonas urbanas densamente pobladas, pues este modo de abordar las cuestiones debatidas puede eventualmente sostenerse en el marco de la concesión de una medida cautelar, más resulta insuficiente cuando se trata de resolver lo que en definitiva corresponda.  La complejidad de las cuestiones involucradas –materia ambiental, seguridad en el transporte, red ferroviaria, características del producto, entre otras- descarta la posibilidad de dilucidar en este proceso si la travesía del ferrocarril que transportará el alcohol metílico dentro de la jurisdicción territorial del juzgado que intervino al inicio constituye una lesión inaceptable para los habitantes de los municipios involucrados.  Tampoco se presenta en autos la “arbitrariedad manifiesta” que exige la prosecución de esta vía excepcional, pues debe tenerse en cuenta que la reglamentación del comercio de las provincias entre sí es una de las facultades exclusivas reconocidas al Congreso por la Constitución y, según ha resuelto la Corte, el transporte de cargas o pasajeros que une puntos situados en más de una provincia —excediendo así el ámbito exclusivamente reservado de cada una de ellas— es de las actividades alcanzadas por el poder regulatorio federal. Asimismo, señaló que la interpretación de la Constitución Nacional revela que, por aplicación de la "cláusula de comercio" prevista en el art. 75, inc. 13, la competencia corresponde al Congreso de la Nación y que el transporte interjurisdiccional resulta alcanzado por los poderes que la referida disposición constitucional confiere al gobierno central.  Lo actuado por las demandadas en el marco del ordenamiento aplicable podrá ser debatido y dilucidado por la vía pertinente, debiendo atenderse en la causa CSJ 453/2003 (39-M)/CS1 a la reiterada doctrina de la Corte según la cual el remedio excepcional del amparo no configura una alteración de las instituciones vigentes ni justifica la extensión de la jurisdicción legal y constitucional de los jueces.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía e Infraestructura - Secretaria de Transporte – Comisión Nacional de Regulación del Transporte) s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 413/2002/(38-N)/CS1, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Conflicto negativo de competencia


    Acción de amparo. Clases presenciales. Decreto de necesidad y urgencia. Nulidad del decreto. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Lamuedra, Agustina c/ Poder Ejecutivo s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 621/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Rogers, Alejandro c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4620/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Agentes del seguro de salud. Estado Nacional. Medicina prepaga. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento, y en la tarea de esclarecerlas ha de considerarse, principalmente, el relato de los hechos incluido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión y la relación existente entre las partes.  Tratándose la accionada de un agente del seguro de salud, y puesto que no se controvierte acerca del alcance de obligaciones nacidas de un contrato de la medicina prepaga sino que se persigue la remoción de condiciones administrativas impuestas por la empresa que, en el caso, impedirían la prestación del servicio y pondrían en riesgo la salud de menores de edad, la causa debe tramitar en sede federal pues lo medular de la disputa conduce a indagar sobre la procedencia de recaudos que comprometen la plena vigencia del sistema de salud estructurado por el Estado Nacional y que involucra, entre otras, a las asociaciones privadas de servicios médicos.  Y es que, más allá de cuál sea el tenor de la relación jurídica que los familiares beneficiarios entablan con la prestadora, y que esa relación esté mediada por el afiliado titular, lo cierto es que se integran al sistema de servicios que organiza la institución, cuentan con él para planificar el cuidado de su salud y establecen relaciones de confianza con los profesionales de la cartilla, de lo que se sigue que, en casos como éste, que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, debe conocer el fuero respectivo.  Luego, valorando además que la competencia de los jueces de familia bonaerenses se encuentra acotada a las cuestiones referidas en el artículo 827 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia, el proceso debe tramitar ante la justicia federal.


    S., V. E. c/ OSDE s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 13031/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Clases presenciales. Decreto de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Resolución ministerial. Inconstitucionalidad. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.  Ese requisito no se encuentra prima facie cumplido en autos, toda vez que no justifica la intervención del Estado Nacional el mero hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda; supuesto que sí se verifica respecto del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, quien sería el único obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio de derechos que se denuncian como vulnerados, en el eventual supuesto de admitirse la presente demanda.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.   El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Desarrollos Educativos S.A. c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4573/2021/CS1, 12 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Nulidad. Inconstitucionalidad. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Adamo, Cecilia Lujan y otros c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 722/2021/CS1, 12 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.   Cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.  No justifica la intervención del Estado Nacional el mero hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda; supuesto que sí se verifica respecto del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, quien sería el único obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio de derechos que se denuncian como vulnerados, en el eventual supuesto de admitirse la presente demanda.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial y/o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Arboit, Nidia c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 6244/2021/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Juicio en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Municipalidad de San Isidro y otro c/ Estado Nacional de La República Argentina s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4403/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Peydro, Gonzalo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4389/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Quinzano, Esther Yael s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 927/2021/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Nulidad del decreto. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Jofre, Carlos Martín c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4393/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    López, Ramiro Alonso y otro c/ Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 657/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    O., C. E. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 783/2021/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Cernadas, Pedro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4539/2021/CS1, 19 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Decretos provinciales. Resolución ministerial. Decreto de necesidad y urgencia. Inconstitucionalidad. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Brautigam, Verónica Sabrina c/ Gobernación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 894/2021/CS1, 21 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Resolución ministerial. Decreto de necesidad y urgencia. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.   El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Carbonell, Javier Marcelo (En Representación de sus hijos menores) c/ Estado Provincial s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 6254/2021/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Coronavirus. Derecho de enseñar y aprender. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Política sanitaria. Cuestión de derecho público local. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Clases presenciales.


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La acción de amparo promovida con el fin de  hacer cesar las conductas que imposibilitan el retorno de las clases presenciales, no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.  Ese requisito no se encuentra prima facie cumplido en autos, toda vez que no justifica la intervención del Estado Nacional el mero hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda supuesto que sí se verifica respecto del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, quien sería el único obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio de derechos que se denuncian como vulnerados, en el eventual supuesto de admitirse la presente demanda.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial y/o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Guillot, Sebastian y otros c/ Gobernación de la Provincia de Buenos Aires - Poder Ejecutivo de la Nación s/ Amparo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37628/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Educación presencial. Decreto de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Colombo, Ana Clara y otros/as c/ Provincia de Buenos Aires y Dirección General de Escuelas de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo colectivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1410/2021/CS1, 05 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Derecho de enseñar y aprender. Educación presencial. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Dado que en este proceso se encuentra demandada la Provincia de Buenos Aires, se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla. En ese sentido, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  Sentado ello, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  En tales condiciones, la causa debe continuar su trámite ante la justicia de la Provincia de Buenos Aires, que previno en este caso.


    Padilla, Ignacio y otro c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1026/2021/CS1, 16 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Decreto de necesidad y urgencia. Educación presencial. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Sistema federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Se debe poner de resalto que, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  Sentado ello, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires (decretos provinciales 132/20 y 106/21; resoluciones de la Dirección General de Cultura y Educación 554/20, 759/20, 854/20 y 935/20; y resoluciones conjuntas del Ministerio de Jefatura de Gabinete de Ministros, del Ministerio de Salud y de la Dirección General de Cultura y Educación 63/20 y 415/21), sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48 y Fallos: 328:68).  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    López Medrano, Santiago y otros c/ Estado Nacional de la República Argentina s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4523/2021/CS1, 16 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En primer término, el juez federal interviniente –en el mismo pronunciamiento por el cual declaró la incompetencia de la justicia federal para conocer en este caso–, resolvió en cuanto aquí interesa destacar: “1) Declarar la falta de legitimación pasiva respecto del Estado Nacional, porque la litis debe integrarse exclusivamente con la Provincia de Buenos Aires”.  Para así decidir, sostuvo, en lo esencial, que resolvió acciones de amparos “donde se ventilaban controversias análogas a la presente, declarando la incompetencia de la justicia federal, en razón de la materia y las personas”.   Sentado lo anterior, dado que en este proceso se encuentra demandada una provincia,  se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla.  En ese sentido, se debe poner de resalto que, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  Sentado ello, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la provincia (decretos provinciales 132/20 y 106/21; resoluciones de la Dirección General de Cultura y Educación 554/20, 759/20, 854/20 y 935/20; y resoluciones conjuntas del Ministerio de Jefatura de Gabinete de Ministros, del Ministerio de Salud y de la Dirección General de Cultura y Educación 63/20 y 415/21), sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48 y Fallos: 328:68).  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Naifuino, María Laura c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4667/2021/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal,  las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina de la Corte para que proceda su competencia originaria.   Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia sanitaria, lo que determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc.1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.  Según lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Club Deportivo Chascomús c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1077/2021/CS1, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Modalidades educativas. Educación presencial. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia provincial. 


    En primer término, dado que en este proceso se encuentra demandada la Provincia de Buenos Aires, se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla.  En ese sentido, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial y/o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.   Según lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Desarrollos Educativos S.A. c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 6263/2021/CS1, 16 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Amparo ambiental. Servidumbre de electroducto. Energía eléctrica. Transporte de energía eléctrica. Evaluación del impacto ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.   A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito —ya sea como actora, demandada o tercero— y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  La Provincia del Chubut, a través del Ministerio de Ambiente y Control del Desarrollo Sustentable, tiene un interés directo en el pleito, según surge de la realidad jurídica materia de debate, pues es quien emitió los actos administrativos que ordenaron la paralización de los trabajos a TRANSPA S.A. y de ella es parte el órgano ante quien la empresa codemandada debió presentar el estudio de impacto ambiental que se le reclama.   El juicio reviste manifiesto contenido federal pues, las medidas medioambientales que exige la actora deben cumplirse respecto de un concesionario nacional que presta un servicio público de transporte de energía eléctrica, que se encuentra regido por el marco regulatorio eléctrico nacional, de carácter federal, y su autoridad de aplicación es el Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE), lo que asigna esa naturaleza federal a la materia en examen.  La ley 19.552 regula la Servidumbre Administrativa de Electroducto, y expresamente dispone la competencia del fuero federal que corresponda en virtud del territorio donde se encuentre el inmueble afectado, y que también es de carácter federal.  La Corte ha sostenido que si la solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal debe tramitar ante la justicia federal, y cuando la competencia de ésta surge en razón de la materia es improrrogable, privativa y excluyente de los tribunales provinciales, sin que el consentimiento ni el silencio de las partes sean hábiles para derogar esos principios.  La acción se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y la Nación, dado que el asunto exige dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere o invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia de transporte de energía eléctrica, que se inscribe en un marco de regulación federal, incorporado al concepto abarcativo de comercio, que supone la interpretación del art. 75, incs. 13 y 30.  Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal –cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora–, el proceso debe tramitar ante la competencia originaria de la Corte.


    Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas de La Patagonia c/ Provincia del Chubut y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 1075/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Habeas corpus. Servicio penitenciario provincial. Competencia provincial. 


    El presente habeas corpus interpuesto se fundamenta en actos lesivos emanados de autoridad provincial, específicamente el Servicio Penitenciario de la provincia de Misiones. Por consiguiente, corresponde declarar la competencia de la justicia local para continuar el trámite de estas actuaciones conforme lo establece el artículo 2° de la ley 23.098.


    Principal en Tribunal Oral TO01 – Beneficiario: B., Jose Luis y otros s/ Hábeas corpus


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 3559/2021/TO1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.


    Salsa, Guadalupe y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4522/2021/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Modalidades educativas. Educación Presencial. Establecimientos educacionales. Distanciamiento social, preventivo y obligatorio. Juicios en que es parte una provincia. Facultades no delegadas. Cuestión de derecho público local. Competencia por la persona. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.   El sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.   No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Máximo Tribunal para que proceda su competencia originaria.   Es preciso recordar que para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.   Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.  Según lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    I., H. A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 365/2021/CS1, 18 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Acción meramente declarativa. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O.459, L.XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E.230, L.XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015 “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Máximo Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.  A ello, cabe agregar que se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.   Por lo expuesto, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal.


    Outokumpu Fortinox S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Administración General de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 66301/2017/CA3-CS1, 23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 (ratificado por ley 14.467), y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por ella en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.   Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Rizobacter Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19457/2019/CA1-CS1, 28 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 (ratificado por ley 14.467), y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por ella en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.   Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Roemmers S.A.I.C.F. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 70977/2017/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 (ratificado por ley 14.467), y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por ella en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.   Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Torres e Hijos S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 89154/2017/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Según lo dispuesto por el art. 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, las cuestiones de competencia sólo pueden promoverse – por vía de declinatoria o de inhibitoria, en forma excluyente entre sí– “antes de haberse consentido la competencia de que se reclama”.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 (ratificado por ley 14.467), y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por ella en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.  Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Amcor Rigid Plastics de Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 70542/2017/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Ley provincial. Control difuso de constitucionalidad. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires sólo puede y debe ser demandada en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, aquélla debe ser demandada ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La actora efectúa un planteamiento conjunto de cuestiones locales y federales, ya que el asunto está directa e inmediatamente relacionado con el análisis e interpretación de normas locales, en principio, dictadas en ejercicio de las facultades previstas en el art. 129 de la Constitución Nacional.  Al respecto, cabe recordar la doctrina del Tribunal según la cual contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.  En el sub lite se configura el último de los supuestos enunciados, por lo que las cuestiones aquí esgrimidas deben tramitar ante la justicia local de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.   Ello, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías locales.  La solución propiciada es la que mejor se engarza con el debido respeto del sistema federal, en cuanto éste exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprenden esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario, regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Milkaut S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72445/2017/CA3/CS1, 23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Alícuota. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L.XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.a


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La Corte ha resuelto en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, (Fallos: 342:533), que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Así como la Corte, como órgano supremo de la magistratura, goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.  Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Vates S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 80217/2017/CA3-CS1, 17 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.   Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Ingredion Argentina S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 71647/2017/CA2-CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Según lo dispuesto por el art. 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, las cuestiones de competencia sólo pueden promoverse –por vía de declinatoria o de inhibitoria, en forma excluyente entre sí– “antes de haberse consentido la competencia de que se reclama”.  De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal” (Fallos: 342:533), la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Así como la Corte —como órgano supremo de la magistratura— goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.  Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.  Al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Molinos Río de La Plata S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3581/2017/CS1-CA2, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Tarifas. Convenio Multilateral. Juicios en que es parte una provincia. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y sus respectivas citas.


    Conforme a lo resuelto por el Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    RPB S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 47697/2018/CA1-CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa O.459, L.XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E.230, L.XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015 “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Máximo Tribunal.  Al respecto, así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.  A ello, cabe agregar que se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    VMC Refrigeración S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 76979/2017/CS1, 30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Coronavirus. Control sanitario. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Competencia provincial. 


    Personas alojadas en los centros de atención y aislamiento por Covid. Programa de Ingreso Ordenado y Administrado de Personas a la Provincia de Formosa.


    Es criterio de la Corte que las contiendas de competencia tienen por base necesaria la existencia de procesos en trámite y es improcedente plantearlas respecto de juicios terminados.  Esta doctrina fue aplicada muchas veces para rechazar planteos de competencia dirigidos a los tribunales ante los cuales la causa había fenecido, en protección de la cosa juzgada y el derecho de defensa, y siempre que hubiera mediado la tramitación de un proceso judicial en el que los interesados hubieran tenido la oportunidad de audiencia y prueba ante el tribunal requerido.  Distinto es el caso cuando el planteo ha sido realizado por el mismo tribunal que dice haber dictado la sentencia firme contra otro tribunal que desafía la cosa juzgada, pues ello encierra la contradicción de reclamar una competencia cuando al mismo tiempo reconoce que su jurisdicción está agotada. Atendiendo a su sustancia, ese pedido guarda en realidad bastante afinidad con aquellos que los códigos procesales admiten como artículos de previo y especial pronunciamiento y para el que se encuentra legitimado únicamente el titular de la relación jurídica sustancial, es decir, la parte cuyos derechos de defensa y propiedad resultan afectados ante la inobservancia de la cosa juzgada.  Esta situación marcadamente excepcional es aún más difícil encuadrar si se tiene en cuenta que el juzgado federal al que se le solicita la inhibición conocía en la causa desde antes de la primera intervención del tribunal provincial que ahora se reclama competente para entender en un proceso, desde su punto de vista, fenecido. Por ello, resulta necesario que la Corte haga uso de sus facultades empleadas excepcionalmente en situaciones análogas y deje sin efecto lo actuado irregularmente en el fuero provincial y la decisión adoptada en consecuencia.  El presupuesto de la garantía de la cosa juzgada es la tramitación anterior de un proceso regular, lo cual no ocurrió en el presente caso por la señalada razón de haber asumido prematuramente su competencia, circunstancia que también impide afirmar la existencia de una sentencia “consentida”, pues fue dictada cuando las partes no estaban obligadas a aceptar la jurisdicción del tribunal provincial.  La regla de competencia fijada por el artículo 2° de la ley de hábeas corpus 23.098 establece que la aplicación de esta ley corresponderá a los tribunales nacionales o provinciales, según el acto denunciado como lesivo emane de autoridad nacional o provincial. Si el acto lesivo de la libertad se le imputa a una autoridad provincial, por aplicación lisa y llana de esa regla, la competencia es de la justicia provincial.  Esta Procuración General sentó su criterio en la causa FRE 2774/2020, “Lee, Carlos Roberto y otro” según el  cual, una acción referida a esa materia no constituía una causa de contenido federal predominante, pues para ello la pretensión debía fundarse directa y exclusivamente en normas de carácter nacional. Esa condición no se verifica en las causas en que resulte necesario para su solución la aplicación de normas de naturaleza local o el examen o revisión de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  Las cuestiones del derecho público local y la forma en que fue implementado por los oficiales públicos competentes constituye la materia predominante del caso y, en consecuencia, no existen motivos para apartarse de la regla que determina la jurisdicción de la provincia. Ello tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean, eventualmente, susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48, pues es sabido que la nuda violación de cláusulas constitucionales por parte de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal.  La causa debe continuar en el fuero provincial y, en tutela de la garantía de imparcialidad y de la propia independencia de criterio de los magistrados, ante jueces distintos de los que ya tomaron intervención en el caso, cuyas decisiones deben dejarse sin efecto.


    Incidente n° 2 - Presentante: Petcoff Naidenoff, Luis s/ Incidente de inhibitoria


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 36/2021/2/CS1, 08 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa 0.459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E.230, L.XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015 “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por el Máximo Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.  A ello, cabe agregar que se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.  Por lo expuesto, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal.


    Gador S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Administración Gubernamental de Ingresos Públicos - Dirección General de Rentas s/ proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 91527/2017/CS1, 09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa 0.459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E.230, L.XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015 “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por el Máximo Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.  Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.  En consecuencia, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Dutch Starches International S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 61759/2018/CS1-CA2, 09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Comptencia originaria. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015 “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    Conforme a lo resuelto por el Máximo Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.   Cabe agregar que se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Romi S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires  y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 26866/2018/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Medidas cautelares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa CSJ 714/2020/1, “CAPEX S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar”.


    Incidente nº 1 – Actor: Capex S.A. Demandado: Río Negro, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1717/2020/1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Al resultar de las constancias del expediente que el nombrado reviste status diplomático, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte intervenir a su respecto, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.


    N.N.: N.N. s/ Abuso sexual - Artículo 119 3° párrafo. Denunciante: Fiscal c/ K., expediente N° p-30299/21


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 2947/2021/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Decretos de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Coronavirus. Control sanitario. Educación presencial. Juicios en que es parte una provincia. Facultades no delegadas. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  Cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  No corresponde a la competencia originaria de la Corte, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.   Para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.   Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Gómez, María de los Ángeles c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 4749/2021/CS1, 07 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Decretos nacionales. Decretos de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Educación presencial. Coronavirus. Control sanitario. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.   De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   No corresponde a la competencia originaria de la Corte, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.   Asimismo, para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria.   Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.   Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade el ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.   Según lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Romero Armesto, María Eugenia y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 976/2021/07 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Educación presencial. Coronavirus. Control sanitario. Decretos nacionales. Decretos de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Facultades no delegadas. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria de la Corte, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.   Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Cáceres, Yamila Lorena c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 959/2021/CS1, 07 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Ley provincial. Autorización para ejercer el comercio. Control sanitario. Coronavirus. Pandemia. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Derecho de trabajar. Derecho de comerciar. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.   Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  El planteamiento que efectúan los actores exige, en forma ineludible, interpretar medidas y disposiciones sancionadas y dictadas por las autoridades de la provincia de Formosa, que reglamentaron, en el ámbito de su jurisdicción, el régimen de aislamiento social, preventivo y obligatorio establecido a partir del DNU 297/20, prorrogado sucesivamente –y modificado– por sus similares 325/20, 355/20, 408/20, 459/20, 493/20, 520/20, 576/20, 605/20, 641/20, 677/20, 714/20, 754/20, 792/20, 814/20, 875/20, 956/20, 1033/20, 67/21, 125/21 y 168/21.  Si bien la pretensión se funda en que las normas cuestionadas y el accionar de las autoridades locales son violatorios de la Constitución Nacional y de diversos instrumentos internacionales sobre derechos humanos en tanto restringen de manera irrazonable los derechos de trabajar y ejercer el comercio, la cuestión bajo examen no solo involucra la interpretación de normas federales, sino que conlleva también la inteligencia de las normas y actos locales.   Al respecto, se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte.   Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la pretensión esgrimida, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  No obsta a lo expuesto el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos.  No obstante, siempre le asiste a la Corte la posibilidad de decretar la medida urgente que estime pertinente, según lo previsto en los arts. 196 y 204 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y tal como efectivamente lo ha dispuesto en Fallos: 330:1915 y 341:1854 y, más recientemente, en la causa FRE 2237/2020/CS1, “Maggi, Mariano c/ Corrientes, Provincia de s/ Medida autosatisfactiva”, cuando ha constatado las excepcionalísimas circunstancias del caso.


    Evans, Guillermo Patricio y otros c/ Formosa, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 456/2021/13 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Aislamiento social preventivo y obligatorio. Actividades exceptuadas. Servicios esenciales. Médicos. Interpretación de leyes federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 373, L. XLII, “A.F.I.P. c/ Neuquén, Provincia del s/ Ejecución fiscal”.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  El actor, invocando su condición de personal de salud, cuestiona ciertas normas locales de la Provincia de Formosa, que le exigirían ciertas conductas, como condición para ingresar a la Provincia de Formosa a fin de desarrollar su actividad de médico y residir, junto con su familia, en la ciudad de Formosa. Su planteo se funda en que esas normas provinciales resultan contrarias a lo dispuesto en el decreto (PEN) 297/20 y sus sucesivas prórrogas y modificaciones y, en consecuencia, también a lo establecido por la Constitución Nacional (art. 31), en tanto establecen restricciones a la circulación y al cumplimiento de tareas que se encontrarían alcanzadas por una de las excepciones al ASPO, en razón de desarrollar –la actora– una actividad considerada esencial por las normas nacionales dictadas como consecuencia de la pandemia de coronavirus.  Más allá de que la demanda promovida por la actora tenga su origen en normas y actos de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la Provincia de Formosa, al dictar las normas aquí discutidas, invade un ámbito que es propio de la Nación, que ha establecido, mediante numerosas normas, excepciones a la prohibición de circular a las personas afectadas a actividades y servicios declarados esenciales en la emergencia, entre ellas, el personal médico, y ha implementado el “certificado único habilitante para circulación – emergencia COVID-19”, para toda persona que encuadre en los supuestos de excepción al ASPO previstos hasta entonces y los que se establecieran en el futuro.  Tal circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Cima, Ramiro Sebastián c/ Provincia de Formosa y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 595/2021/13 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Clases presenciales. Decreto de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.   Cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial y/o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.   El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Miller, Rubén Eduardo c/ Poder Ejecutivo de La Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 6741/2021/CS1, 07 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.   De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Sosa, Norma Beatriz c/ Gobernación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1063/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.   De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar si la Nación o una entidad nacional participan nominalmente en el pleito –ya sea como actores, demandados o terceros– y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria.  Tal extremo debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.  No justifica la intervención del Estado Nacional el mero hecho de que sea demandado por su actividad legislativa, lo cual sólo determina el marco jurídico aplicable, sin pasar por ello a integrar la relación jurídica sustancial sobre la base de la cual se entabla la demanda; supuesto que sí se verifica respecto del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, quien sería el único obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio de derechos que se denuncian como vulnerados, en el eventual supuesto de admitirse la presente demanda.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial y/o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.   El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Cardoso, Mirta Susana c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires – Dirección General de Escuelas s/ Recurso de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1112/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.   No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.   El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Bonorino, Adolfo y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 8021/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. Cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Carlome, Gabriela Alejandra y otros c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 749/2021/CS1, 28 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde la intervención del Tribunal en su competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Domenech, Ana y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1057/2021/CS1, 16 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde la intervención del Tribunal en su competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Herrera, Eduardo Adrián y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 902/2021/CS1, 16 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.   El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Prado, Juan Pablo y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 869/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  No corresponde la intervención del Tribunal en su competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial y/o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Cornejo Alsina, Emilia y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 7832/2021/CS1, 16 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe recordar que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte Suprema.  En tales condiciones, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los artículos 1 de la ley 48, 2 de la ley 4055 y 24, inciso 1, del decreto-ley 1285/58. Ninguno de estos requisitos se presenta en este caso.  Tampoco se presentan aquí las circunstancias excepcionales que ponderara esa Corte Suprema en el caso “Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina c/ Estado Nacional – Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ juicio sumarísimo”, para habilitar la competencia originaria en un supuesto no previsto por la Constitución Nacional. En dicho precedente, la Corte consideró que un magistrado intervino en una causa en apartamiento manifiesto de su competencia, lo que importó una cuestión institucional de suma gravedad y autorizó a la Corte Suprema a intervenir con prescindencia de la existencia de una vía específica.  Nada de ello sucede en el sub lite, donde no constan agotados los recursos ordinarios locales contra las sentencias de los tribunales provinciales respecto de las pretensiones que resultan reeditadas en este amparo.  En atención a que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte Suprema ejercerá su competencia originaria y exclusiva, y que no se configura aquí ninguno de esos supuestos específicos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Churrarín, María de los Ángeles y otro c/ Mabiway International S.A. s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2548/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Coronavirus. Juicios en que es parte una provincia. Decretos provinciales. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Interpretación de normas y actos locales. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Máximo Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986.   Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub lite, pues según se desprende de los términos de la demanda el planteamiento que efectúan los actores exige, en forma ineludible, interpretar disposiciones dictadas por las autoridades de la Provincia de Formosa que reglamentaron, en el ámbito de esa jurisdicción, el régimen de aislamiento social, preventivo y obligatorio establecido a partir del DNU 297/20, sus prórrogas y normas modificatorias.  En consecuencia, al fundarse la pretensión en que los actos cuestionados son violatorios de la Constitución Nacional y de normas convencionales en tanto restringirían de manera irrazonable los derechos de transitar, trabajar y estudiar, entre otros, la cuestión bajo examen no solo involucra la interpretación de normas federales, sino que conlleva también la inteligencia de las normas y actos locales citados.  En virtud de lo expuesto, la cuestión federal no es la predominante en la causa, por cuanto los actores efectúan un planteamiento conjunto de un asunto de orden local con uno de naturaleza federal, lo que priva al pleito de la instancia originaria del Alto Tribunal.  Al respecto, se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte.  Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos.  Sin perjuicio de ello, si la Corte considera que existen justificadas razones que lo ameriten, siempre le asiste la posibilidad de decretar la medida urgente que estime pertinente, según lo previsto en los arts. 196 y 204 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación cuando ha constatado las excepcionalísimas circunstancias del caso.  En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción de amparo intentada resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


    Lee, Carlos Roberto y otros c/ Provincia de Formosa - Consejo de Atencion Integral de la Emergencia Covid 19 - Dr. Enrique Servián s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2650/2021/CS1, 09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Decreto de necesidad y urgencia. Educación. Modalidades educativas. Clases presenciales. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o  por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Blousson, Bárbara y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1011/2021/CS1, 13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Modalidades educativas. Educación presencial. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Decreto 241/21. Remisión al dictamen de la causa CSJ 5150/2021/CS2-CS1, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria".


    La competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional es de índole taxativa y no es posible que sea extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente “Sojo”, publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642.  Sin perjuicio de lo expresado, habida cuenta de que las demandas deberían haberse dirigido contra el Estado Nacional y tramitado en el fuero federal de baja instancia, si la Corte estima que concurren en el caso circunstancias excepcionales, vinculadas fundamentalmente con la necesidad de conjurar el riesgo de decisiones contradictorias y evitar el escándalo jurídico que originaría el tratamiento autónomo de pretensiones que se encuentran vinculadas por la causa o por el objeto, podría evaluar la concurrencia de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de este proceso a la causa CSJ 567/2021 “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, facultad que resulta exclusiva de esa Corte en su carácter de juez de la causa.


    Asesoría Tutelar Nro. 3 ante los Juzgados de Primera Instancia del Fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 626/2021/30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Educación presencial. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Dado que en este proceso se encuentra demandada la Provincia de Buenos Aires, se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla.  En ese sentido, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.   Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Alende Serra, Diego Aníbal y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1144/2021/CS1, 15 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Decreto de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las d índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Angeleri, Erica Silvia y otros c/ Estado de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 817/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Alsina, Teresa María y otros c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1409/2021/CS1, 05 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.   No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Ali, Jimena Noemí y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1645/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Decretos provinciales. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Dado que en este proceso se encuentra demandada la Provincia de Buenos Aires, se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla.  En ese sentido, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.   Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Binotti, Francisco Manuel c/ Poder Ejecutivo Provincia de Buenos Aires y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1789/2021/CS1, 15 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Dado que en este proceso se encuentra demandada la Provincia de Buenos Aires, se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla.  En ese sentido, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.   Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Sánchez Martínez, Leire Mariela y otros c/ Estado Provincial s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 741/2021/CS1, 15 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Dado que en este proceso se encuentra demandada la Provincia de Buenos Aires, se debe examinar si la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema, en atención a la prerrogativa jurisdiccional de la que goza aquélla.  En ese sentido, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata. No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.   Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Aloia, Sandra Mariel y otros c/ Gobernación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1229/2021/CS1, 15 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   No corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Tampoco se advierte que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local (provincial y/o municipal) invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que –de ser así– determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Bonorino, Abel María y otros a/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1291/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Establecimientos educacionales. Escuela pública. Educación a distancia. Pandemia. Coronavirus. Situación de vulnerabilidad. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    En principio, el Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  En este orden de ideas, para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Igual criterio cabe adoptar con relación a la Ciudad  Autónoma de Buenos Aires, pues, según surge de la doctrina del Tribunal a partir del citado precedente publicado en Fallos: 342:533, “tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar la presunta omisión de las autoridades educativas locales en proceder a la entrega, a sus pares del orden nacional, del listado que incluya la geolocalización y caracterización de los alumnos de escuelas de gestión pública radicadas en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, desprovistos de los instrumentos y condiciones tecnológicas necesarias para acceder a la educación “virtual”, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Por último, en el estado actual del trámite, no media decisión en torno de la citación del Estado Nacional-Ministerio de Educación de la Nación solicitada por la parte actora en la demanda.  En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Celayes, Yanina Ruth y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Educación de la Nación y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13159/2020/CS2, 13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Estado Nacional. Derecho a la salud. Cuestión de derecho público local. Sistema federal. Autonomía provincial. Carácter taxativo. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Máximo Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Por consiguiente, la cuestión radica en determinar si en autos se presentan los requisitos que habilitan la instancia originaria de la Corte, dado lo resuelto por la Corte en su sentencia de Fallos: 342:533, y toda vez que la demanda se dirige tanto contra la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como contra el Estado Nacional, pues sería la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de los citados artículos de la Constitución Nacional.  En ese entendimiento, para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades locales.  En este orden de ideas, en la causa se presenta esta última hipótesis, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la actora promueve juicio contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y, en subsidio, contra el Estado Nacional, a fin de obtener la tutela de su derecho a la salud, que no postula de modo exclusivo una materia de carácter federal sino concurrente con el derecho público local.  Tampoco procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Estado Nacional es inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías locales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  Es, por ello, que la actora deberá interponer su pretensión ante el fuero que corresponda en cada caso según la persona que se optare por demandar: ante la justicia federal de emplazar al Estado Nacional y ante los propios tribunales locales de emplazarse a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional, pues le son extensivas dichas prerrogativas provinciales.  Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.  Sin perjuicio de ello, a la Corte, si considera que existen justificadas razones que lo ameriten, siempre le asiste la posibilidad de decretar la medida urgente que estime pertinente, según lo previsto en los arts. 196 y 204 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y tal como efectivamente lo ha dispuesto en Fallos: 330:1915, 341:1854 y, más recientemente, en la causa FRE 2237/2020/CS1, “Maggi, Mariano c/ Corrientes, Provincia de s/ medida autosatisfactiva”, cuando ha constatado las excepcionalísimas circunstancias del caso.


    Pereda, Mónica Haydee c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6393/2021/10 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986.  Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.   Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  La cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.  La parte actora pretende que la Corte declare la inconstitucionalidad del decreto 321/21 de la Provincia de Santa Cruz por considerarlo contrario a la Constitución Nacional, a los tratados internacionales con jerarquía constitucional y a la Constitución de la mencionada provincia, para lo cual se deberá, ineludiblemente, examinar y revisar actos de autoridades de la Provincia de Santa Cruz desplegados en ejercicio de sus propias facultades, a la luz de las disposiciones de la Constitución provincial en primer lugar y, posteriormente, de la Constitución Nacional y los tratados internacionales invocados en la demanda.   El planteamiento conjunto de cuestiones locales y federales, priva al pleito de la instancia originaria de la Corte, ya que el asunto está directa e inmediatamente relacionado con el análisis e interpretación de normas locales, en principio, dictadas en ejercicio de las facultades provinciales previstas en los arts. 121 y 122 de la Constitución Nacional y, por ende, no delegadas al Estado Nacional.   La Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.  Las cuestiones esgrimidas deben tramitar ante la justicia local de la Provincia de Santa Cruz, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales.  Esta solución es la que mejor se engarza con el debido respeto del sistema federal, en cuanto éste exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario, regulado por el art. 14 de la ley 48.  No obsta a lo expuesto la circunstancia de que la actora tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales.  Tampoco hace variar la solución propiciada, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos.  La competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional es de índole taxativa y no puede ser extendida por persona o poder alguno.


    Suárez, Mariel Alejandra c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Santa Cruz s/ Amparo Ley 16.986


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3255/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Sistema federal. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1 “Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986”.


    La adhesión de la Provincia de Misiones mediante la ley XVIII-N° 29 (antes ley 4.511) a la ley nacional 24.449 y a la ley 26.363, involucrada en este caso, supuso la incorporación de esa legislación nacional al orden local, de modo que su alegada violación colisiona, en primer término, con el plexo normativo provincial, y tal circunstancia excluye la cuestión de la materia exclusivamente federal.  La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender estos pleitos –incluida la alegada violación de los principios y garantía tutelados por los arts. 14, 14 bis, 16, 17, 18 y 75, inc. 22 de la Constitución Nacional– sean susceptible de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  En virtud de lo allí expuesto y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Cardozo, Juan Ramón C/ U.A.C.I. (Unidad Administrativa Control de Infracciones) de la Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4445/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Resolución administrativa. Prensa. Control sanitario. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Libertad de circulación. Derecho de trabajar. Libertad de expresión. Derecho a la información. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Ingreso a una provincia. Resolución del Consejo de Atención Integral de la Emergencia Covid-19. Programa de Ingreso Ordenado y Administrado de Personas a la Provincia de Formosa.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986.  Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  El planteo de la actora no reviste cuestión federal pues exige, en forma ineludible, interpretar disposiciones dictadas por las autoridades de la Provincia de Formosa que reglamentaron, en el ámbito de esa jurisdicción, el régimen de aislamiento social, preventivo y obligatorio establecido a partir del decreto 297/20 y prorrogado sucesivamente por sus similares.  Si bien la pretensión se funda en que la resolución cuestionada y el accionar de las autoridades locales son violatorios de la Constitución Nacional y de diversos instrumentos internacionales sobre derechos humanos en tanto restringirían de manera irrazonable los derechos de ingresar, permanecer y transitar en territorio provincial y el derecho de libertad de expresión, la cuestión bajo examen no solo involucra la interpretación de normas federales, sino que conlleva también la inteligencia de las normas y actos locales.  Se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte, lo cual se fundamenta en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  No obsta a lo expuesto el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal.  Si la Corte considera que existen justificadas razones que lo ameriten, siempre le asiste la posibilidad de decretar la medida urgente que estime pertinente, según lo previsto en los arts. 196 y 204 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y tal como efectivamente lo ha dispuesto en Fallos: 330:1915, 341:1854 y, más recientemente, en la causa FRE 2237/2020/CS1, “Maggi, Mariano c/ Corrientes, Provincia de s/ Medida autosatisfactiva”, cuando ha constatado las excepcionalísimas circunstancias del caso.  El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Fundación LED (Libertad de Expresión Democracia) c/ Formosa, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 140/2021/08 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Ingreso sobre los ingresos brutos. Retenciones impositivas. Percepción de impuestos. Direcciones provinciales de rentas. Resoluciones administrativas. Inconstitucionalidad. Derechos y garantías constitucionales. Ley convenio. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso cuál es la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el pleito. Y, por ende, aptitud de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda.  El objeto de la pretensión esgrimida se vincula con actos locales relativos a la potestad tributaria local y la correlativa obligación de pago por parte de la empresa, aspectos que exceden lo inherente a la función recaudadora asignada a la Dirección General de Rentas Provincial, por lo que dicha provincia tiene interés directo en el pleito, razón por la cual se le debe reconocer el carácter de parte en sentido sustancial.  Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  La cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, pues el objeto central de la acción consiste en que se le restituyan a la actora las retenciones y percepciones en concepto del impuesto sobre los ingresos brutos que sufrió en sus acreditaciones bancarias y, a esos fines, requiere que se declare la inconstitucionalidad de la R.G. (DGR) 35/02 y de cualquier norma o acto administrativo emanado de la Provincia en los que se pretenda fundar dicho accionar.  No es óbice a lo expuesto, el hecho de que la demandante invoque la afectación de las garantías constitucionales, puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquel sea lesionado por o contra una autoridad nacional o, en razón de la materia, cuando “versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación” en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales. Tampoco lo es la justificación de sus planteos en el régimen establecido en las normas del Convenio Multilateral, según resulta de la doctrina de la Corte resultante de la causa "Papel Misionero”, en la cual señaló que las leyes-convenio, en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales, hacen parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía.   Ello es así, en atención a que el respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Microcon Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Amparo


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21780/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Despenalización del aborto. Inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Por su parte, la facultad de acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  En virtud de ello, la Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  Sobre tales bases el caso en examen no corresponde a la competencia originaria de la Corte pues no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente y en las normas antes citadas, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados de la Corte.  Cabe recordar que, para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, ya sea como actora, demandada o tercero, y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.  Se debe atender a la exposición de los hechos de la demanda se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230.  En virtud de todo lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el  art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente "Sojo", este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Carranza Latrubesse, Gustavo Leonardo c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 126/2021/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Decretos de necesidad y urgencia. Decretos provinciales. Educación presencial. Coronavirus. Control sanitario. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde a la competencia originaria de la Corte, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.      Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Brusa, María Cecilia y otros c/ Gobernación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 958/2021/CS1, 07 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Elecciones provinciales. Constitución Provincial. Cuestión de derecho público local. Facultades no delegadas. Interpretación de la constitución. Autonomía provincial. Carácter taxativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  Esta última hipótesis es la que se configura en el sub lite. En efecto, surge del escrito inicial que el presente amparo es interpuesto por los actores a fin de solicitar la declaración de inconstitucionalidad de actos de naturaleza local vinculados a la convocatoria a elecciones de convencionales constituyentes dispuesta por el decreto 192/21, en el marco de lo prescripto por la ley 8239 que declaró la necesidad de reformar la Constitución provincial y de conformidad con el régimen electoral establecido por la ley 6444.   En tales circunstancias, el pleito es de naturaleza electoral y, por lo tanto, se rige por el derecho público local, lo cual impide la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte en esta instancia originaria. El asunto a resolver se relaciona con el procedimiento jurídico político de organización   de dicho Estado provincial, es decir, con un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local.   El art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal, con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra "Gobierno" incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional, tal como sostuvo la Corte en oportunidad de expedirse en Fallos: 177:390 al debatirse la validez de la Constitución de Santa Fe de 1921. Ello es así, en razón de que conservan su soberanía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental.  Asimismo, el Alto Tribunal sostuvo que es por ello que una de las más importantes misiones de la Corte consiste en interpretar la Constitución Nacional de modo que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se desenvuelvan armoniosamente. Del logro de ese equilibrio debe resultar la adecuada coexistencia de dos órdenes de gobierno cuyos órganos actuarán en dos órbitas distintas, debiendo encontrarse sólo para ayudarse.  No obsta a lo expuesto la circunstancia de que los actores funden su pretensión en disposiciones de la Constitución Nacional y de instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, toda vez que la cuestión federal no es la predominante en la causa. En efecto, la nuda violación de garantías constitucionales proveniente de autoridades provinciales no resulta suficiente para suscitar la competencia originaria de la Corte ni sujeta por sí sola las causas que de ellas surjan al fuero federal, pues la solución del pleito exige el tratamiento de instituciones de derecho público local y el examen en sentido estricto de actos de igual naturaleza.  Por lo tanto, corresponde a la justicia de la Provincia de Salta expedirse acerca de las cuestiones  planteadas, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno al conocimiento de la Corte.


    Zapata, Carlos Raúl y otros c/ Salta, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 484/2021/23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FPA 5218/2019/CS1, “Nosiglia Curzzio, Mariana Alejandra c/ Provincia de Misiones s/ Amparo ley 16.986”.


    De Los Santos, Malvina c/ Gobierno de La Provincia de Misiones s/ Amparo Ley 16.986


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4850/2020/CS1, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cabe señalar que, para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Por lo tanto, quedan excluidos aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  En mérito a lo expuesto, en el sub lite, la materia del pleito no reviste manifiesto contenido federal y tampoco constituye una causa civil, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda —a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230—, el actor pretende por esta vía de amparo la revisión de hechos, actos y omisiones de las autoridades locales, desplegados en el marco de sus funciones, para lo cual se deberá ineludiblemente interpretar y aplicar las normas infraconstitucionales de derecho público local que las regulan, materia que no es del resorte de la Corte.


    Rengel, Federico Tulio c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 81/2021/12 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Morosidad del proceso. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986.  Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  La cuestión constitucional que se invoca en esta causa no reviste un manifiesto contenido federal, toda vez que se presenta esta última hipótesis, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.  Para resolver lo medular de las cuestiones planteadas por la actora, vinculadas con el régimen provincial de coparticipación de impuestos (ley local 9782),  y la denuncia de que, en ese contexto que denomina “de asfixia financiera”, la policía de la Provincia de La Rioja omitió tomar intervención ante diversos hechos de violencia provocados por personas que manifestaron ser empleados municipales, y sufridos por bienes y personal del municipio y por vecinos de la ciudad; que la justicia local tampoco ha dado respuesta alguna a las demandas de amparo y medidas cautelares que promovió ante el tribunal superior provincial; y que las autoridades provinciales asumieron la prestación de servicios públicos y el ejercicio de potestades que estima propias del municipio, tendrá que acudirse, necesaria e ineludiblemente, a las normas provinciales que conforman el régimen propio del asunto debatido, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la autonomía local ha querido darles, cuestión que no es del resorte de la Corte, ya que no es apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional.  Los conflictos entre autoridades locales deben hallar solución en el ámbito provincial, sin injerencia de la justicia de la Nación.  El proceso debe tramitar ante la justicia de la Provincia de La Rioja, ante cuyo Tribunal Superior de Justicia el municipio actor ha planteado varias de los temas que trae a conocimiento de la Corte mediante la demanda de autos, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en las que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.  Para el caso de que se considere que lo manifestado por la actora acerca de la actuación del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja en el marco de la causa 3087/2021, “Municipalidad del Departamento Capital de La Rioja s/ Amparo”, del registro de la Secretaría de Juicios Originarios, constituye una denuncia por retardo de justicia, la Corte podría intervenir adoptando las medidas que considere procedentes.


    Municipalidad del Departamento Capital de La Rioja c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2661/2021/17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cabe tener presente que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, de modo que no se planteen también cuestiones de derecho público local.  En mérito a lo expuesto, en el sub lite, la materia del pleito no reviste manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda —a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y la doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230—, los actores cuestionan resoluciones de los magistrados integrantes del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Formosa, que fueron dictadas, en principio, en ejercicio de las competencias provinciales previstas en los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional no delegadas al Estado Nacional.  En efecto, quedan excluidos de la competencia originaria de la Corte aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.


    Martínez, Alexis Nicolas y otros c/ Formosa, Provincia de (Poder Judicial de Formosa) s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 841/2021/31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Diputados provinciales. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Facultades no delegadas. Carácter taxativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts.116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.   Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.   Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.   Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  En el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.   Para solucionar el pleito se deberá, ineludiblemente, examinar y revisar actos u omisiones de autoridades provinciales desplegados en ejercicio de sus propias facultades, e interpretar y aplicar las normas infraconstitucionales de derecho público local que las regulan, confrontándolas, primero, con las disposiciones de la Constitución provincial y otras normas locales y, posteriormente, con la Constitución Nacional y los tratados internacionales invocados en la demanda.   En efecto, el asunto a resolver se relaciona con el procedimiento jurídico político de organización de dicho Estado provincial, es decir, con un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local.   El art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal, con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra “Gobierno” incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional. Ello es así, en razón de que aquellas conservan su autonomía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental.  No obsta a lo expuesto la circunstancia de que el actor funde su pretensión en disposiciones de la Constitución Nacional y de instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, toda vez que la cuestión federal no es la predominante en la causa. En efecto, ello no resulta suficiente para suscitar la competencia de la Corte, pues la solución del pleito exige el tratamiento de instituciones de derecho público local y el examen, en sentido estricto, del procedimiento seguido por las autoridades provinciales en relación con los hechos que se relatan en la demanda.  Por lo tanto, corresponde a la justicia de la Provincia de Jujuy expedirse al respecto, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.   Asimismo, tampoco la causa tiene un manifiesto contenido federal, en tanto, si bien la parte actora calificó como discriminatorio el proceder de la Legislatura de la Provincia de Jujuy, su planteo no es exclusivamente federal, como lo requiere una antigua jurisprudencia de la Corte para que procesa su instancia originaria.   Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno al conocimiento de la Corte.


    Remy, Gastón Alejandro y otro c/ Jujuy, Provincia de y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 392/2021/23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Educación presencial. Cuestión de derecho público local. Interpretación y aplicación de la ley. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  Sentado ello, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.   No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Máximo Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Por lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Ballester, Macarena s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1183/2021/CS1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Libertad de circulación. Ley provincial. Control sanitario. Coronavirus. Pandemia. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.   Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  El planteamiento que efectúa el actor exige, en forma ineludible, interpretar medidas y disposiciones adoptadas por el Poder Ejecutivo provincial que impedirían al actor transitar desde la ciudad de Resistencia (Provincia del Chaco) hasta la ciudad de Corrientes (provincia homónima) a través del Puente General Manuel Belgrano, que une a ambas provincias, con fundamento en que no forma parte de los grupos considerados “esenciales”.   Toda vez que el caso planteado por el actor no encuadraría en el supuesto de excepción al cumplimiento del ASPO previsto por el art. 6° del decreto 297/20, el planteo impone interpretar el alcance de las atribuciones de la Provincia de Corrientes para implementar lo dispuesto en aquellas normas nacionales; para establecer los requisitos que deben cumplirse para acreditar aquella condición de exceptuado; y, en la actualidad, para los lugares alcanzados por el distanciamiento social, preventivo y obligatorio, en cuanto a la exigencia de poseer el “Certificado Único Habilitante para Circulación – Emergencia COVID-19”, para transitar por fuera del límite del aglomerado, departamento o partido donde se resida.  Se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte.  Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la pretensión esgrimida, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  No obsta a lo expuesto la circunstancia de que el actor tenga distinta vecindad con la provincia demandada, toda vez que el fuero federal por las personas cede frente a las causas regidas por el derecho público local, ya que de otra forma se violaría la preeminencia de las autonomías provinciales.  Tampoco hace variar la solución propiciada, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos.


    Estado de la Provincia de Corrientes c/ Dahlgren Eric c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Inhibitoria


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 3015/2020/CS1, 13 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Modalidades educativas. Educación presencial. Decretos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias solo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y actos emanados de autoridades de la Provincia de Buenos Aires, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.   No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales porque, tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia educativa, lo que determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional, de acuerdo con la doctrina de Fallos: 325:479 y 327:3883.  Según lo expuesto, el proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Campos Carles, Ignacio Pablo y otros c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo Ley 16.986


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 8745/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Decreto 241/21. Remisión al dictamen de la causa CSJ 5150/2021/CS2-CS1, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria".


    La competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional es de índole taxativa y no es posible que sea extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente “Sojo”, publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642.  Sin perjuicio de lo expresado, habida cuenta de que las demandas deberían haberse dirigido contra el Estado Nacional y tramitado en el fuero federal de baja instancia, si la Corte estima que concurren en el caso circunstancias excepcionales, vinculadas fundamentalmente con la necesidad de conjurar el riesgo de decisiones contradictorias y evitar el escándalo jurídico que originaría el tratamiento autónomo de pretensiones que se encuentran vinculadas por la causa o por el objeto, podría evaluar la concurrencia de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de este proceso a la causa CSJ 567/2021 “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, facultad que resulta exclusiva de esa Corte en su carácter de juez de la causa.


    Aragone Bargo, Juan Manuel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 634/2021/30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Nulidad del despido. Entes autárquicos nacionales. Juicios en que es parte una provincia. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 01139/2019/CS1, “Menghi, Andrés Sebastián c/ Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción de amparo”.


    Para que surta la competencia originaria de la Corte Suprema en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una disputa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –esto es, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería– las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, y que, según los artículos 121, siguientes y concordantes de la Ley Suprema, esa potestad no ha sido delegada al gobierno federal.  Corresponde que este proceso sea dirimido por los tribunales provinciales, toda vez que requiere necesariamente para su solución un examen previo del alcance de normas dictadas por la provincia en el contexto del proceso de transferencia de los servicios públicos ferroviarios al Estado Nacional, interpretándolas con el alcance que la soberanía local ha querido darles.  Tampoco procede la jurisdicción originaria ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por el actor contra la provincia y las entidades nacionales deviene inadmisible, toda vez que ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a la instancia, ni existen motivos suficientes, dentro del limitado marco cognoscitivo inherente a la contienda, para concluir que el litisconsorcio pasivo resulte necesario (art. 89 del CPCCN), pudiendo demandar a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente, local o federal, según el caso.


    Salinas, Carlos Ariel c/ Administradora de Recursos Humanos Ferroviarios S.A.C.P.E.M. y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39885/2018/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Servicio de agua corriente. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Competencia federal. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.   En el sub lite la materia en debate no es de competencia de la justicia federal, toda vez que en el pleito se reclama la tutela del derecho al acceso al agua potable, garantía que no es exclusivamente federal sino concurrente con el derecho público local por estar prevista en las constituciones y normas provinciales, tal como surge –en lo que al caso interesa– de los arts. 28 y 36, inc. 8°, de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y las leyes provinciales 14.449 (en especial, arts. 26 al 36) y 14.782.


    Defensoría General Departamento Judicial de Azul y otro c/ Municipalidad de Tandil s/ Amparo 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1770/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Suministro de energía eléctrica. Falta de servicio público. Incendio de bosques. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión no federal. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.   Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  El planteamiento que efectúan los actores exige, en forma ineludible, interpretar y analizar conductas y medidas que no habrían sido adoptadas prioritariamente por el Poder Ejecutivo provincial, a quien se le reprocha responsabilidad, en forma expresa, por el abandono en el mantenimiento y la prestación del servicio público de electricidad a su cargo. Por lo tanto, la materia del pleito versa sobre un presunto supuesto de responsabilidad extracontractual por “falta de servicio”, cuestión de índole provincial y de competencia de los poderes locales, materia regida por su derecho público que no ha sido delegada a la Nación, lo cual determina que su conocimiento y resolución competa a los jueces provinciales.   La tutela del derecho al acceso al agua, es una garantía que no es exclusivamente federal sino concurrente con el derecho público local por estar prevista en las constituciones y normas provinciales, tal como surge del art. 101 de la Constitución de la Provincia del Chubut, de la ley provincial XVII N° 53 y normas concordantes.  No hace variar lo expuesto el hecho de que también se demande a las Municipalidades de El Hoyo y de Lago Pueblo, toda vez que la Corte tiene dicho que los municipios provinciales, ya sea que se los caracterice como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con las provincias respectivas a los fines de la competencia originaria.  Queda descartado que el Estado Nacional revista la condición de parte sustancial en el presente caso.  No obstante, siempre le asiste a la Corte la posibilidad de decretar la medida urgente que estime pertinente, según lo previsto en los arts. 196 y 204 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y tal como efectivamente lo ha dispuesto en Fallos: 330:1915 y 341:1854 y, más recientemente, en la causa FRE 2237/2020/CS1, “Maggi, Mariano c/ Corrientes, Provincia de s/ Medida autosatisfactiva”, cuando ha constatado las excepcionalísimas circunstancias del caso.


    Smit, Gabriela y otros c/ Chubut, Provincia del y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 490/2021/14 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Vacunación. Enfermedades poco frecuentes. Grupos de riesgo. Derecho a la salud. Derecho a la integridad física. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Se encuentra firme la decisión del juez federal de declarar la falta de legitimación pasiva respecto del Estado Nacional – Ministerio de Salud de la Nación, por no haber sido apelada por la parte interesada.  Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  Cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.   A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No corresponde que proceda la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente la omisión de las autoridades de la Provincia de Buenos Aires en proceder a su vacunación contra el virus causante de la enfermedad “Covid-19”, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    B., J. A. c/ Ministerio de Salud s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 784/2021/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Calidad de parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Industrias John Deere Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1891/2020/11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Honorarios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.  La actora pretende repetir de la demandada la mitad de lo abonado en concepto de los honorarios regulados a los letrados del actor, por lo que la Provincia de Santa Fe es parte nominal y sustancial, y, por lo tanto, integra la relación jurídica que da sustento al reclamo de la actora; aquélla tiene interés directo en el conflicto y, por ende, aptitud de cumplir con el mandato restitutorio del derecho solicitado en el supuesto de admitirse la demanda.


    Caja de Previsión Social de los Profesionales de la Ingeniería de la Provincia de Santa Fe c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1898/2020/21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas 0. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Industrias John Deere Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1893/2020/11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Provincia de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Industrias John Deere Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1890/2020/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Provincia del Chaco en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Industrias John Deere Argentina S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1894/2020/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Industrias John Deere Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1892/2020/11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Coparticipación de impuestos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Siendo que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Incidente Nº 1 – Actor: Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1865/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Tiene dicho la Corte que es parte sustancial quien tiene un interés directo en el litigio debiendo descartarse, en cambio, los supuestos en los que la intervención provincial no tiende al resguardo de sus propios intereses sino de terceros.  Ello supone que la provincia a quien se demanda debe ser titular de la relación jurídica en la que se basa la pretensión en sentido sustancial, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento, extremo que se verifica en el sub lite.


    R.P.B. S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad – repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1887/2020/17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.  En efecto, toda vez que es demandada la Provincia de Córdoba, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, y la actora es una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.  En tales condiciones, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Correo Oficial de La República Argentina S.A. c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 226/2021/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Ley provincial. Decretos provinciales. Coronavirus. Control sanitario. Cuestión de derecho público local. Facultades no delegadas. Carácter taxativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.   En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  En el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.  La Corte tiene dicho que contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.   Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno que el proceso resulta ajeno al conocimiento de la Corte.


    Amarilla, Juan Carlos y otros c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 971/2021/08 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Ley provincial. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    El Máximo Tribunal tiene dicho en reiterados precedentes que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa, esto es que ella sea de manifiesto contenido federal es decir, que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima.  En el sub lite, el planteamiento que efectúa la parte actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos del escrito introductorio, los accionantes cuestionan la legitimidad del art. 100 de la ley local 15.170 y las disposiciones de la resolución ARBA 031/2020 en cuanto establecen un gravamen a la carga, descarga y removido de mercaderías en puertos ubicados en la Provincia de Buenos Aires cuando la mercadería tenga destino o procedencia fuera del país por entender que tales normas resultan contrarias a la Constitución Nacional en cuanto afectan facultades exclusivas del Congreso Nacional en materia de aduana, comercio interjurisdiccional, importación y exportación de mercadería, colisionar con la jurisdicción nacional en materia de actividades portuarias, los intereses del Estado Nacional protegidos por la Ley Nacional de Puertos 24.093, su decreto reglamentario y el Régimen sobre Navegación y Comercio de Cabotaje Nacional.  En tales condiciones, aun cuando el planteo de los actores se dirige a cuestionar normas locales, lo medular de él remite necesariamente a dilucidar si lo legislado por la autoridad local interfiere en un ámbito que es propio de la Nación, llevando a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.  Así las cosas, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2º, inc. 1º de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.  En atención a lo expuesto, al ser parte una Provincia en un pleito de naturaleza federal, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Cámara de Puertos Privados Comerciales y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 991/2021/09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1281/2017, “Laboratorios Bernabo S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Vanoli y Compañía S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2352/2017/13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas 0. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467).


    Petroquímica Cuyo S.A.I.C. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1436/2021/25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L.XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”,; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Australtex S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1569/2021/20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas 0. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 2254/2016, “Roemmers S.A.I.C.F. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte -por mayoría- en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116, 117 y 129 de la Constitución Nacional; art. 1°, inc. 1°, de la ley 48; y art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467).


    BGH S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2004/2021/05 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Elecciones. Interpretación de la ley. Proceso electoral. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub lite, pues según se desprende de los términos de la demanda —a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230— el planteamiento que efectúa la parte actora exige en forma ineludible interpretar las normas constitucionales de la Provincia de Santiago del Estero vinculadas con el régimen establecido para la elección de gobernador y vicegobernador, asunto que concierne a su procedimiento jurídico político de organización, es decir, a un conjunto de actos que deben nacer desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local.  Al respecto, debe ponerse de relieve que el art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias “Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal”, con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra “Gobierno” incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe “discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme al art. 105 de la Constitución Nacional”. Ello es así, en razón de que conservan su soberanía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental.  Bajo estos términos, resulta claro que la cuestión federal que propone el actor, no es exclusiva ni es la predominante en la causa, toda vez que se deduce en el marco de un proceso electoral que se rige por las normas de derecho público local, a las que para la solución del pleito el intérprete deberá acudir ineludiblemente.  Por lo tanto, corresponde a la justicia de la Provincia de Santiago del Estero expedirse al respecto, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno al conocimiento del Tribunal.


    Cavallotti, Francisco Alberto y otro c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1336/2021/13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Entidades bancarias. Impuestos provinciales. Impuesto sobre los ingresos brutos. Facultades tributarias provinciales. Declaración de inconstitucionalidad. Código tributario. Juicio en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1.285/58, se da cuando es parte una provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, en los casos en que la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Sólo cabe discutir en esta instancia la validez de un tributo cuando es impugnado como contrario a la Constitución Nacional.  Aunque la acción de inconstitucionalidad se dirige contra normas locales, la resolución del planteo esgrimido exige dilucidar si la demandada pretende ejercer sus facultades tributarias de modo tal que sean susceptibles de afectar la regulación de la actividad bancaria, que constituye una atribución del Gobierno Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que aquí se alega.  La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2225/2021/28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CAF 54508/2018/CS1, “Toyota Argentina S.A. c/ GCBA - AGIP s/ Proceso de conocimiento”.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte —por mayoría— en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Microsules Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1665/2021/04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas 0.459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E.230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Accióndeclarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CAF 54508/2018/CS1, “Toyota Argentina S.A. c/ GCBA - AGIP s/ Proceso de conocimiento”.


    Basso S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1831/2021/05 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1323/2020, “Litoral Gas S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Naturgy Ban S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 150/2021/17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Almirantazgo y jurisdicción marítima. Cabotaje marítimo. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que el Tribunal tiene dicho en reiterados precedentes que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa, esto es que ella sea de manifiesto contenido federal, es decir, que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia (art. 116 de la Ley Fundamental), lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima.  En el sub lite, el planteamiento que efectúa la actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos del escrito introductorio -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4º y 5º del C.P.C.C.N. –la actora cuestiona la legitimidad del art. 100 de la ley local 15.170 y las disposiciones de la resolución ARBA 031/2020 en cuanto establecen un gravamen a la carga, descarga y removido de mercaderías en puertos ubicados en la provincia demandada “cuando la mercadería tenga destino o procedencia fuera del país” por entender que tales normas resultan contrarias a la Constitución Nacional en cuanto afectan facultades exclusivas del Congreso Nacional en materia de aduana, comercio interjurisdiccional, importación y exportación de mercadería (arts. 4º, 9º, 10, 11, 14, 17, 28, 31, 33 y 75 incs. 1º y 13, y 126), colisionar con la jurisdicción nacional en materia de actividades portuarias, los intereses del Estado Nacional protegidos por la Ley Nacional de Puertos 24.093, su decreto reglamentario y el Régimen sobre Navegación y Comercio de Cabotaje Nacional  En tales condiciones, se advierte que, aun cuando el planteo de la empresa se dirige a cuestionar normas locales, lo medular de él, remite necesariamente a dilucidar si lo legislado por la autoridad local interfiere en un ámbito que es propio de la Nación, llevando a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.  Así las cosas, se considera que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2º, inc. 1º de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.  Corresponde tener en cuenta que el Ministerio Público se ha expedido por la competencia originaria de la Corte en casos análogos a éste.


    Terminal de Servicios Portuarios Patagonia Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1765/2020/13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 611/2017, “González Tarabelli S.R.L. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”;  y sus citas: C. 1540, L. XLIV, "Compañía MicroómnibusLa Colorada S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (ingresos brutos)", (Fallos: 332:1624); T. 21, L. XLVIII, "Transportes Don Otto S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad; CSJ 2574/2014, "La Costera Criolla S.R.L. c/ Santa Fe, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Proc.)”; CSJ 4325/2015, "Derudder Hermanos S.R.L. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; y CSJ 335/2016, "Expreso Tigre Iguazú c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad".


    González Tarabelli S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2374/2021/20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 92/2017, “Axion Energy Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Dolores Gas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 735/2021/13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Sistema federal. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Uno de los presupuestos que suscita la competencia originaria de la Corte (art. 117 de la Constitución Nacional), si es parte una provincia, se verifica cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en aquellos supuestos en que la demanda deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Este caso, en el que procede la justicia federal en razón de la materia (conf. art. 116 de la Ley Fundamental), lleva el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución Nacional, los tratados y las leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. Se debe tener presente que dentro de las atribuciones del Congreso de la Nación, y de los distintos tipos de leyes que sanciona, se encuentra la de dictar las que se denominan de “derecho común”, cuya aplicación corresponde a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones, tal como expresamente lo establece el artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  El propósito seguido por el constituyente al conferir al Poder Legislativo Nacional tal atribución no fue otro que el de lograr la uniformidad de las instituciones sustantivas o de fondo, salvaguardando al propio tiempo la diversidad de jurisdicciones que corresponde a un sistema federal de gobierno.  .Sólo podría hablarse de una cuestión predominantemente y exclusivamente federal, si se presentase una abierta contradicción o colisión entre la ley provincial con las disposiciones de esos códigos comunes, de modo tal que resulte una manifiesta incompatibilidad entre ambas, que se traduzca en una cuestión de especie constitucional por afectación directa e inmediata de los principios consagrados por los arts. 67 inciso 11, 108 (actuales arts. 75 inc. 12 y 126) y 31 de la Ley Fundamental (Fallos: 155:156).  De tal manera si no se presenta esa “especie constitucional”, la jurisdicción originaria que nacería en razón de la materia debe ser admitida en forma muy restringida. De lo contrario, si mediante ella se pudiesen juzgar los casos vinculados con actos de los poderes públicos provinciales, con relación a los cuales, en ejercicio de los deberes y facultades administrativas provinciales, las autoridades han hecho una determinada aplicación de la legislación común, se habría establecido una subordinación de aquéllas con respecto al gobierno central, en desmedro de las autonomías locales que constituyen la esencia del sistema federal de gobierno adoptado por nuestra Constitución.  En el marco antedicho es dable poner de resalto que el art. 31 de la Ley Fundamental consagra expresamente el principio según el cual la Constitución Nacional, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan las leyes o Constituciones provinciales.  Esa disposición constitucional, que rige en el ámbito de toda la Nación, es la que determina asimismo la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia locales de examinar las leyes en los casos concretos que se plantean, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si se encuentran en oposición con ella.  Tal estado de cosas trae aparejado que no exista óbice para que todo magistrado argentino, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia, se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen proponerse en los asuntos que deba juzgar, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos los jueces del país.  La correcta aplicación de esos principios guarda los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal, dentro de su normal jerarquía, dado que carece de objeto llevar a la justicia nacional el cuestionamiento de una ley o un decreto que, en sus efectos, puede ser rectificado por la magistratura provincial.  No obsta a lo expuesto que la pretensión persigue la declaración de inconstitucionalidad de una resolución ministerial y de un decreto provincial por violar el régimen federal vigente y afectar los derechos constitucionales de la actora contemplados en los arts. 14, 17 y 18 de la Constitución Nacional, ya que dicha argumentación no sujeta por sí sola al asunto a la competencia del art. 117 en examen.  La Corte reiteradamente ha decidido que la violación de las garantías constitucionales relativas a la propiedad, libertad y vida de los habitantes de la República no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, porque aquéllas “deben respetarse y hacerse efectivas por ambos Gobiernos, Nacional y Provincial, con entera independencia, pues de lo contrario el Gobierno Nacional sería superior al provincial y la Justicia Nacional tendría que rever los actos de las autoridades de Provincia, siempre que se alegase que éstos habían violado en sus procedimientos algunas de esas garantías; pero evidentemente esto contrariaría y destruiría el sistema de gobierno establecido por la misma Constitución y por esta razón la interpretación constante que se ha dado a los artículos de la Constitución, que acuerdan garantías, es que ellos no constituyen a los Jueces Nacionales en autoridades superiores para reparar cualquier violación de ellas”.  La interpretación contraria -según lo dijo el Tribunal en otro antiguo precedente- extendiendo la jurisdicción federal a los casos en que estuvieran en cuestión las disposiciones de la Constitución que garanten los derechos relativos a la propiedad- y en los que la cuestión federal no sea la predominante o exclusiva-, limitaría considerablemente la jurisdicción provincial para la interpretación y aplicación de los códigos comunes, por ser materia propia de estos códigos la reglamentación de tales derechos.  Tal limitación sí importaría alterar las jurisdicciones locales, en abierta violación a la restricción constitucional impuesta por los arts. 75 inciso 12 y 116 de la Ley Fundamental.  Ello no obsta a la tutela que la Corte eventualmente pueda dar a los aspectos federales que el litigio pudiere comprender, la que debe procurarse por la vía del recurso extraordinario y en la medida que la decisión de los jueces provinciales afecte el interés de las partes.  En consecuencia, y toda vez que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Arauco Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1017/2021/04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Pretensión fiscal. Impuesto sobre los ingresos brutos. Servicio de vigilancia. Central Nuclear Atucha. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Conforme a lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia –o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires– se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Más allá de que la demanda promovida por la parte actora tenga su origen en normas y actos de naturaleza local, lo medular del planteo exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la pretensión tributaria de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la prestación de servicios de seguridad, protección física y vigilancia de la empresa actora, invade un ámbito que es propio de la Nación.   Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  Resultará esencial desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales, en particular, las del art. 75, incisos 13, 18 y 30, de la Constitución Nacional, así como las de las leyes 15.336 y 26.566, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito.   Al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Federal Service S.R.L. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 470/2021/10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Regalías petrolíferas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 714/2020/1, “CAPEX S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar”.


    Incidente Nº 1- Actor: Compañía de Hidrocarburos No Convencional S.R.L.  Demandado: Neuquén, Provincia del s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1886/2020/1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Tributos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas C. 253, L. XLIX., "Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar"; I. 2, L.L., "Integración EléctricaSur Argentina S.A. c/Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza”; y, más recientemente, en CSJ 1553/2016, "Transportadora del Norte S.A. y otra c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    YPF Energía Eléctrica S.A. c/ Chubut s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 970/2021/14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Amparo ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Contaminación ambiental. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Ante todo, cabe recordar que el Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Al respecto, corresponde señalar que en los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7º, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales”.  Asimismo, a través de distintos precedentes el Tribunal ha delineado los criterios que se deben tener en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo, en primer término que hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, como lo ha previsto el legislador nacional, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que tiene que tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional.  En el sub lite, se cumplen dichos recaudos, según surge de los términos de la demanda y de la prueba documental agregada al expediente, puesto que los actores pretenden tutelar mediante esta acción de amparo por sí y en representación de todos los habitantes de la República Argentina, el derecho al agua potable respecto de un recurso ambiental interjurisdiccional e indivisible.  Por lo tanto, se configura en principio el presupuesto del art. 7°, segundo párrafo, de la ley 25.675 que prevé la competencia federal cuando se trata de la degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales, hipótesis que se verifica en el caso en la medida en que, por un lado, están involucradas más de una jurisdicción estatal, y en que, por el otro, la pretensión promovida tiene en mira ese presupuesto atributivo de competencia, -la degradación o contaminación de recursos ambientales— al perseguir la recomposición y el resarcimiento del daño de incidencia colectiva.  En consecuencia, dado el manifiesto carácter federal de la materia del pleito y al ser demandada una provincia junto con el Estado Nacional, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en análisis, que cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.  Cabe agregar que esta solución satisface la prerrogativa jurisdiccional del Estado Nacional de litigar ante los tribunales federales, de conformidad con el art. 116 de la Ley Fundamental.


    Cabaleiro, Luis Fernando y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo ambiental


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 322/2021/13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Amparo colectivo. Amparo ambiental. Incendio. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Humedal del Delta del Paraná. Cuestión análoga al dictamen de las causas M. 853, L. XLIV, “Municipalidad de Rosario c/ Entre Ríos, Provincia de y otro s/ Amparo [daño ambiental]”, FRO 70952/2018/CS1, “Favario, Iván Leopoldo y otro c/ Provincia de Entre Ríos y otro s/ Medidas preliminares”, CSJ 468/2020, “Equística Defensa del Medio Ambiente Aso. Civ. c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental”, CSJ 487/2020, “Cesanelli, Valentín y otros c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Amparo ambiental”, y FRO 11327/2020, “Peyrano, Marcos Lisandro c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Amparo colectivo”.


    Asociación Civil con Persona Jurídica Objetivos Rosario c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1578/2020/03 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Coronavirus. Juicios en que es parte una provincia. Decretos provinciales. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Interpretación de normas y actos locales. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Máximo Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional  porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986.  Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub lite, pues según se desprende de los términos de la demanda el planteamiento que efectúan los actores exige, en forma ineludible, interpretar disposiciones dictadas por las autoridades de la Provincia de Formosa que reglamentaron, en el ámbito de esa jurisdicción, el régimen de aislamiento social, preventivo y obligatorio establecido a partir del DNU 297/20, sus prórrogas y normas modificatorias.  En consecuencia, al fundarse la pretensión en que los actos cuestionados son violatorios de la Constitución Nacional, de normas convencionales y de la Constitución local en tanto restringirían de manera irrazonable los derechos de transitar y trabajar, entre otros, la cuestión bajo examen no solo involucra la interpretación de normas federales, sino que conlleva también la inteligencia de las normas y actos locales citados.  En virtud de lo expuesto, la cuestión federal no es la predominante en la causa, por cuanto los actores efectúan un planteamiento conjunto de un asunto de orden local con uno de naturaleza federal, lo que priva al pleito de la instancia originaria del Alto Tribunal.  Al respecto, se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte.  Lo anterior tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  No obsta a lo expuesto, el hecho de que en la demanda se invoque el respeto de cláusulas constitucionales, pues su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en autos.  Sin perjuicio de ello, si la Corte considera que existen justificadas razones que lo ameriten, siempre le asiste la posibilidad de decretar la medida urgente que estime pertinente, según lo previsto en los arts. 196 y 204 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuando ha constatado las excepcionalísimas circunstancias del caso.  En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, la acción de amparo intentada resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


    Villaggi, Fabrizio y otros c/ Provincia de Formosa - Consejo de Atencion Integral de la Emergencia Covid 19 - Dr. Enrique S. s/ Amparo Ley 16.986


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2625/2021/CS1, 09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Decreto de necesidad y urgencia. Derecho de enseñar y aprender. Educación presencial. Cuestión de derecho público local. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. Juzgado de familia. Competencia provincial. 


    Se debe poner de resalto que, por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  Sentado ello, corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar prioritariamente conductas y/o actos emanados de autoridades de una provincia, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, porque tal como fue planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.  El proceso debe tramitar ante la justicia provincial, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Soruco, Aldo Roque c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 813/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Municipalidad. Ambulancia. Cuestión de derecho público local. Sistema federal. Autonomía provincial. Competencia provincial. Competencia contencioso administrativa. 


    Cabe recordar que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.  En tales condiciones, la materia a debatir en estos autos es propia del derecho público local. En efecto, según se desprende de los términos del escrito inicial, la actora cuestiona hechos y omisiones de las autoridades municipales relacionadas con el marco de sus responsabilidades primarias, sin que se advierta, en el delimitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia, que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  Por consiguiente, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el artículo 14 de la ley 48.  Por otro lado, es prematura la declinación del fuero ordinario pues, cuando el fuero federal surte en razón de la persona, puede ser declinado de manera expresa o tácita por el titular del privilegio, de tal modo que si el Estado Nacional aún no compareció a juicio, conserva la prerrogativa de invocar, o no, el derecho que le atañe en su calidad de aforado.  En esos términos, no se encuentran argumentos suficientes como para atribuir el conocimiento del asunto a la justicia federal, máxime teniendo en cuenta que esa jurisdicción, por su naturaleza, es restrictiva y de excepción.


    Alonso, Kanki y otros c/ Municipalidad de General Pueyrredon s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1816/2021/CS1, 05 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al  dictamen de la causa CSJ 1966/2019, "San Juan, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Cumplimiento de convenio y cobro de sumas de dinero".


    San Juan, Provincia de c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Cumplimiento de convenio y cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2162/2019/04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa T.277, L.XLVIII, “Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Nortelevisa S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1829/2021/05 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa T.277, L.XLVIII, “Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Telesistema S.R.L. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1828/2021/04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Incompetencia. Competencia provincial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CNT 1139/2019/CS1, “Menghi, Andrés c/ Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción de amparo”, del 02/09/19; CNT 17874/2019/CA1-CSl, “Montonatti, Marta C. c/ Desarrollo del Capital Humano Ferroviario SA y otros s/ Acción de amparo”; y CNT 1129/2019/CS1, “González, Hugo A. c/ Administradora de Recursos Humanos Ferroviarios y otros s/ Acción de amparo”.


    En cuestiones regidas por el derecho público local o por el derecho común, sin que exista vecindad o extranjería, como en este pleito, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, dado que la prerrogativa del artículo 121 de la Constitución Nacional no ha sido delegada al gobierno federal. A lo anterior se añade que la solución del pleito exige un examen previo del alcance de normas dictadas por la provincia, interpretándolas con el sentido y alcance que la soberanía local ha querido darles.


    Galeano, Horacio Ramón c/ Administradora de Recursos Humanos Ferroviarios S.A. y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 46291/2019/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSJ 1015/2019, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ YPF S.A. s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ YPF S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1157/2021/14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cónsules extranjeros. Locación. Depósito en garantía. Devolución de saldos. Prórroga de la competencia. Pacto de jurisdicción. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros.  Al detentar el actor el cargo de Cónsul del Paraguay en el Consulado de la provincia de Formosa, éste tendría "status diplomático" y se encontraría encuadrado en el art. 11, inc. "e", de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, por lo que el proceso debería tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.  Del "contrato de locación", cláusula vigésimo primera, se desprende que las partes expresamente pactaron someterse a la “jurisdicción y competencia de los Tribunales del Fuero Ordinario de la Primera Circunscripción Judicial de la provincia de Formosa, renunciando a cualquier otro fuero o jurisdicción” que pudiera corresponder.  Resulta aplicable la doctrina de la Corte sentada a partir de Fallos: 315:2157, "Flores", de acuerdo con el dictamen del entonces Procurador General de la Nación, en el sentido de que el privilegio constitucional de litigar ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación puede ser prorrogado, ya sea en forma expresa o tácita, cuando ésta corresponda ratione personae, esto es, siempre que no existan razones institucionales o federales que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva.  La causa resulta ajena al conocimiento del Tribunal por considerar admisible la prórroga de jurisdicción pactada por las partes a favor de los tribunales de la Primera Circunscripción Judicial de la provincia.


    Consulado de la Republica de Paraguay en Formosa c/ Massa, Edgardo Daniel y otro s/ Prepara Vía Ejecutiva


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3842/2020/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Estado Nacional. Asistencia médica. Programa federal de salud. Competencia por la persona. Distinta vecindad. Causas civiles. Cuestión de derecho público local. Carácter taxativo. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, “B., E. N. c/ Estado Nacional-Presidencia de la Nación Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud”.


    No procede la competencia originaria del Máximo Tribunal, pues la acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional resulta inadmisible a la luz de lo resuelto en el precedente "Mendoza". Ello es así, en la medida en que ninguno de ellos es aforado de manera autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir en que se configura un litisconsorcio pasivo necesario en los términos del art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  En primer lugar, según los términos en los que ha sido formulada la demanda los actores pretenden obtener una indemnización por los daños y perjuicios causados por el fallecimiento de quien fuera su conviviente y padre a raíz del incumplimiento del Programa Federal Incluir Salud en la entrega de un equipo marcapasos que debió haber sido implantado mediante una cirugía programada. Señalaron que tal incumplimiento por parte de las demandadas provocó el desenlace fatal que pudo haberse evitado si se hubiera atendido adecuadamente la patología que padecía. Alegaron una grave lesión a los derechos a la vida y a la salud y fundaron su pretensión en el art. 14 bis de la Constitución Nacional.  En ese marco, si bien el Programa Federal Incluir Salud fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, adhirieron al régimen para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica.  Señaló la Corte que si bien el PROFE fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al régimen para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica, situación que se configura en el caso al haberse transferido el sistema a la órbita provincial. En ese sentido, el decreto local 880/04 aprobó el convenio celebrado entre la Nación y el gobierno de la Provincia de Buenos Aires, por medio del cual éste asume la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al PROFE, residentes en el ámbito territorial de la Provincia de Buenos Aires. En ese marco, se creó la Unidad Ejecutora del programa por decreto provincial 796/07, que fue transferido recientemente a la órbita de la Subsecretaría de Atención y Cuidados Integrales en Salud, dependiente del Ministerio de Salud de la provincia.  En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación jurídica resulta ser la unidad de gestión de la jurisdicción de la provincia (UGP) y no el Ministerio de Salud de la Nación ni la Agencia Nacional de Discapacidad que, por ende, no es parte sustancial en el juicio, criterio que se ve convalidado por el artículo 7° del decreto 160/2018.  De lo expuesto se desprende que la intervención en el pleito del Estado Nacional sólo tiene carácter nominal y no sustancial, máxime cuando la actora no individualiza ni precisa conducta alguna u omisión de las autoridades nacionales que se vinculen con los hechos que dan lugar al reclamo.  Se incumple así con un recaudo esencial para la procedencia de la competencia originaria ratione personae que supone la existencia de un interés directo en el pleito de las partes, de manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. Ello debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, ya que lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria del Máximo Tribunal.  En segundo lugar, tampoco procede dicha instancia originaria por ser parte una provincia, puesto que es sabido que a tal fin resulta imprescindible examinar la materia sobre la que versa el pelito, la cual debe revestir naturaleza exclusivamente federal o civil, requiriéndose en este último caso, además, la distinta vecindad de la contraria, hipótesis que no se verifica en autos. La referida materia federal, tampoco puede darse por configurada, dado que se reclama un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habría incurrido un organismo provincial por el irregular cumplimiento de las obligaciones a su cargo en materia de salud.  En este sentido, el Alto Tribunal sostuvo que se excluye del concepto de “causa civil” a los supuestos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los perjuicios derivados de la presunta “falta de servicio” de un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación concierne al derecho administrativo y es del resorte exclusivo de los gobiernos locales, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria normas de derecho común o principios generales del derecho.  En razón de los expuesto, y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida por persona o poder alguno este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Robledo, María Alicia y otros c/ Programa Federal Incluir Salud (ex Programa Federal de Salud) – Ministerio de Salud de La Nación y otros s/ Daños y perjuicios


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62817/2016/CS1, 30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Declinatoria de la competencia. Consulados. Personal dependiente de consulados. Patente del automotor. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que su competencia originaria respecto de los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versan sobre los privilegios y exenciones de aquéllos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal.  Los escasos elementos de prueba reunidos en el legajo elevado no son suficientes para atribuir la competencia, en tanto no constan las diligencias preliminares para comprobar las acreditaciones actuales ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación.  En este contexto, y sin perjuicio de lo que pudiera resultar como consecuencia del avance de las investigaciones, los extremos invocados en apoyo de la incompetencia adoptada son prematuros para determinar si se trata de un caso de los previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: B., Ximena


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3468/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Educación. Modalidades educativas. Educación presencial. Establecimientos educacionales. Coronavirus. Control sanitario. Decretos nacionales. Decreto de necesidad y urgencia. Poder Ejecutivo Nacional. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Jerarquía constitucional. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Toda vez que en el caso, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires demanda al Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Incidente N° 1 - Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Demandado: Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 567/2021/1, 16 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Empresas del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a una entidad que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Administración de Infraestructura Ferroviaria Sociedad del Estado s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1888/2021/15 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Prefectura Naval. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Prefectura Naval Argentina que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad De Buenos Aires c/ Estado Nacional (Prefectura Naval Argentina) s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1924/2021/30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión Para La Actividad Docente c/ Provincia de Santa Cruz y otro s/ Ejecución fiscal – varios


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24557/2018/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión Para La Actividad Docente c/ Provincia de Santa Cruz y otro s/ Ejecución fiscal – varios


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24560/2018/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión Para La Actividad Docente c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Ejecución fiscal – varios


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3160/2019/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Provincia de Santa Cruz y otro s/ Ejecución fiscal – varios


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24555/2018/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 76, L. XLV, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Provincia de Santa Cruz y otro s/ Ejecución fiscal – varios


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24559/2018/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Embajadas. Hurto. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del Decreto-Ley n° 1285/58, por lo que no habilita su jurisdicción originaria la sustracción de un bien perteneciente a su legación.  No existe manifestación alguna que autorice a concluir que el suceso haya afectado el desempeño de sus actividades oficiales, así como tampoco que el delito pudiere haber interferido en las funciones propias de la embajada o de sus funcionarios -ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso-, sin que baste la mera posibilidad de tal afectación para hacer surtir su competencia excepcional.


    Incidente N° 1. Damnificado: S., Silvia Inés. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43195/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Excepción de pago. Acción de inconstitucionalidad. Ley provincial. Determinación de oficio. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.  La revisión del pronunciamiento dictado el 15 de diciembre de 2008 en el marco del expediente administrativo N° 2306-133010/04 del registro de la Agencia de Recaudación de Buenos Aires por el Tribunal Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, y sus actos antecedentes, promovida por la actora ante la justicia provincial por la vía prevista en los arts. 104 -inc. b)-, 109, 110 y concordantes del Código Fiscal y 12 -inc. 1°- de la ley provincial 12.008, debe sustanciarse ante dichos estrados pues el respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  El artículo 31 de la Ley Fundamental, que rige en el ámbito de toda la Nación, es el que determina la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia locales de examinar las leyes en los casos concretos que se plantean, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si se encuentran en oposición con ella.  Por lo tanto, no existe óbice para que todo magistrado, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia, se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen proponerse en los asuntos que deba juzgar en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad que ejercen todos los jueces del país, de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales.  De esa forma se guardan los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal, dentro de su normal jerarquía, dado que carece de objeto llevar a la justicia nacional el cuestionamiento de un acto local que, en sus efectos, puede ser rectificado por la magistratura provincial.   El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión anulatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 740/2021/04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A. 47, L. XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y, en CAF 54508/2018/CS1, “Toyota Argentina S.A. c/ GCBA - AGIP s/ Proceso de conocimiento”, y sus respectivas citas.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Enod S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1570/2021/04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1304/2020, "Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S. A. (EDENOR) c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza".


    Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. (Edenor S.A.) c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2278/2021/28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; E. 230, L. XLVII, "ENOD S.A. c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; "Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)"; CSJ 4084/2015, "Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; y CSJ 1657/2017, “Frigolar S.A. c/ Jujuy, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Maincal S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1266/2021/14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas O.459, L.XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E.230, L.XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.   Cabe agregar que se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 43558/2018/CA2-CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O.459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E.230, L.XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    Conforme lo resuelto por el Máximo Tribunal en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Aqualaf S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos - Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 91758/2017/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al fallo de la causa O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.   No obstante la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Máximo Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.   Asimismo, se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.   Por ello, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal.


    Federal Service S.R.L. y otro c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -Administración Gubernamental de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 74955/2018/CS1-CA1, 04 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa O.459, L.XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con los resuelto por la Corte en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Máximo Tribunal.  Así como la Corte goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.   Cabe agregar que se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.


    Unilever de Argentina S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48348/2018/CS1, 04 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Estado Mayor General de la Fuerza Aérea. Procesos de ejecución. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte, por mayoría, en la causa CSJ 2084/2017; la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema  normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Fuerza Aérea Argentina (Estado Nacional) que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia,  cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Estado Mayor General de la Fuerza Aérea Argentina) s/ Ejecución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2308/2021/28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte, por mayoría, en la causa CSJ 2084/2017; la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema  normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia,  cualquiera sea la materia del pleito.  En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente, Secretaria de Desarrollo Sustentable y Política Ambiental) s/ Ejecución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2418/2021/29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte, por mayoría, en la causa CSJ 2084/2017; la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema  normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda al Estado Nacional que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia,  cualquiera sea la materia del pleito.  En consecuencia, el proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Desarrollo Social) s/ Ejecución penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2687/2021/28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Causas regidas por normas federales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos de las causas 0. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    En autos no se ha cumplido estrictamente con el trámite de la inhibitoria que se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Razones de economía procesal y la necesidad de dar pronta respuesta al conflicto planteado justifican superar posibles ápices formales y dictaminar en la contienda positiva de competencia, que corresponde dirimir a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.  Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  No obstante que la causa fue elevada a la Corte en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, y toda vez que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte  en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”; la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por lo que, la causa debería continuar su trámite ante los estrados de la Corte.  Así como la Corte - como órgano supremo de la magistratura - goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.  A ello, cabe agregar que se configura en autos un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en favor de los tribunales federales de baja instancia.  Por lo expuesto, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en una causa de manifiesto contenido federal.


    Loma Negra Compañía Industrial Argentina S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 61156/2017/CS1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Habeas corpus colectivo. Coronavirus. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Desde el célebre caso ‘Sojo’ el Máximo Tribunal ha declarado que son ajenos a su competencia los pedidos de habeas corpus, salvo que se trate de alguna de las personas mencionadas en el art. 117 de la Constitución, pues la jurisdicción que asigna la Carta Fundamental a la Corte es taxativa y no puede ser ampliada por ley ni por vía interpretativa.   En consecuencia, tal como este Ministerio Público sostuvo en una causa análoga a la presente esta acción resulta ajena a la competencia de la Corte.


    Arrieta, Romina Isabel y otros c/ Formosa, Provincia de s/ Amparo - Hábeas corpus


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1303/2021/09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Habeas data. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Multa. Infracciones de tránsito. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia.  De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  Sentado ello, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de eminente derecho público local.  En efecto, la pretensión del actor se dirige centralmente a obtener que se rectifique la base de datos local de multas por infracciones de tránsito que registra la Provincia de Santa Fe y, que es consultada “on line” por los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios, al momento de autorizar el trámite de transferencia de motovehículos, siendo la Provincia la responsable de la recolección, exactitud y actualización de los datos contenidos en la mencionada base.  En tales condiciones, la situación jurídica de la persona a tutelar se relaciona en este supuesto con el ejercicio de la función administrativa y los registros o bases de datos que pertenecen a la autoridad pública. Ello determina que se esté ante un caso en el que toda la actividad judicial a realizarse se vinculará, tanto en el procedimiento como, en su caso, en la etapa de rectificación, con datos o actos administrativos llevados a cabo por autoridades públicas del Estado provincial o que se encuentran bajo la jurisdicción directa de ellas.  Estas circunstancias imponen que el proceso no deba tramitar en la instancia prevista en el art. 117 citado, con el propósito de resguardar el respeto debido a las autonomías provinciales reservando a sus jueces el conocimiento y decisión de los procesos que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de la actividad de la administración pública local. Ello sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender estos procesos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  Sentado lo anterior, no se observa en este caso aspectos que pudieran importar cuestiones federales en el marco de los arts. 36 y 44, último párrafo, de la ley 25.326.  En virtud de lo expuesto y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Zorzi, Fernando Javier c/ Gobierno de la Provincia de Santa Fe s/ Habeas data


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 10733/2020/CS1, 30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Hidrocarburos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde señalar que uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda —a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4º y 5º del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230— se desprende que la actora, quien alega representar –en los términos previstos por su estatuto– los intereses de las compañías hidrocarburíferas y de energía con operaciones en la República Argentina que la integran, cuestiona disposiciones legales de las Provincias de  Córdoba y Santa Fe por ser contrarias a la política energética federal diseñada mediante las leyes nacionales 17.319, 26.093, 26.197 y 26.741 (y sus respectivas normas reglamentarias) e interferir en competencias específicas otorgadas al Estado Nacional por el art. 75, incs. 12 y 13, de la Constitución Nacional, en cuanto atribuyen al Congreso de la Nación el dictado de las leyes que regulen la actividad hidrocarburífera y el comercio interjurisdiccional.


    Cámara Argentina de la Energía c/ Córdoba, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 302/2021/31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Hurto. Embajadores y ministros extranjeros. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º, del decreto-ley 1285/58, por lo que no habilita su jurisdicción originaria la sustracción de un bien perteneciente a su legación.  Por otra parte, no surge de las constancias incorporadas al legajo que el hecho tuviera entidad para afectar las actividades propias de la misión o de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso.  De esta forma, no se aprecia de lo actuado, ni existe manifestación alguna que autorice a concluir que el suceso haya afectado el desempeño de sus actividades oficiales, así como tampoco que el delito pudiere haber interferido en las funciones propias de la embajada, sin que baste la mera posibilidad de tal afectación para hacer surtir su competencia excepcional.


    N.N. s/ Hurto. Damnificado: M., Fabrizio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 95914/2019/CS1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.  En el sub judice se presenta la primera de las hipótesis señaladas, pues -según se desprende de la exposición de los hechos descriptos en la demanda, a la que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 328:2811; 329:2796 y 339:353-, la actora funda su pretensión fundamentalmente en cláusulas de la Constitución Nacional, en las disposiciones federales que regulan la actividad de las sociedades de capital y ahorro (en cuanto rigen el mecanismo mediante el cual CISA requiere dinero al público con la promesa de adjudicación o entrega de bienes -vehículos-, de acuerdo con lo establecido en el art. 9° de la ley 22.315) y en las atribuciones de fiscalización que le corresponden a la IGJ respecto de tales entidades (conf. ley 22.315, decreto 142.277/43 y resolución general IGJ 8/2015, en la que se aprueban las “Normas sobre Sistemas de Capitalización y Ahorro para Fines Determinados”, cuyo Capítulo II del Anexo A regula los “Planes de Ahorro Previo por Círculos o Grupos Cerrados para la Adjudicación Directa de Bienes Muebles”).  Así entonces, aunque la actora dirige la acción contra disposiciones locales, se advierte que su pretensión exige - esencial e ineludiblemente- dilucidar si lo dispuesto en ellas interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación (IGJ), en lo relacionado con la fiscalización de las actividades que realizan las sociedades de capital y ahorro, reguladas por normas federales; cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se invoca.


    Incidente Nº 1 – Actor: Círculo de Inversores S.A. Unipersonal de Ahorro para Fines Determinados. Demandado: Administradora Tributaria de Entre Ríos y otro s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1806/2020/1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Ingresos públicos. Medidas cautelares. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Resulta aplicable al sub examine el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Por ende es necesario determinar, en primer lugar, si el proceso principal corresponde a la instancia originaria de la Corte.  A esos efectos, cabe recordar que uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  En la misma línea, corresponde tener presente también que sólo cabe discutir en esta instancia la validez de un tributo cuando es impugnado como contrario a la Constitución Nacional, circunstancia que, se presenta en el sub lite.  Para determinar la competencia se debe acudir de modo principal a los términos de la demanda.   Por lo que, la presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Constitución Nacional, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  En razón de lo expuesto al ser parte la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en un pleito de manifiesto contenido federal el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Incidente Nº 1 – ADEBA Asociación Civil de Bancos Argentinos y otros c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y otro s/ Incidente de medida cautelar


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18156/2020/1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Acción meramente declarativa. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los fallos: O. 459, L. XLI, “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, Fallos: 329:3890; E. 230, L. XLVII, “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y, más recientemente, en la causa CAF 72915/2017/CS1, “Angiord SACI c/ GCBA – AGIP - DGR s/ Proceso de conocimiento”.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  De acuerdo con lo resuelto en la causa CSJ 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal”, (Fallos: 342:533), la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, desde mi punto de vista la causa debería continuar su trámite ante los estrados del Tribunal.  Al respecto, así como la Corte —como órgano supremo de la magistratura— goza de la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda, también tiene la prerrogativa, en ese marco, de declararse competente para entender en instancia originaria en la causa en la que se suscitó el conflicto, si en ella se verifican los requisitos que surten dicha competencia.


    Frigolar S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 84318/2016/CS1-CA1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Decreto de necesidad y urgencia. Educación. Modalidades educativas. Educación presencial. Acumulación de procesos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Decreto 241/21.


    Cabe señalar que no se configura, en sentido estricto, una contienda positiva de competencia entre dos tribunales que corresponda zanjar a la Corte en los términos de lo establecido por el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, ya que es necesario que ambos afirmen su competencia para entender en la causa, excluyéndose recíprocamente.  El magistrado del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal N° 2 no admitió el planteo de inhibitoria en los términos en que fue formulado por el Estado Nacional (Jefatura de Gabinete de Ministros), en tanto este último pretendía que el juez en lo contencioso administrativo federal se declarara competente para entender en las causas 108081/2021-0 “Ortiz Romero, Lucía Concepción c/ GCBA s/ amparo – educación – otros”; 108437/2021-0 “Palacios, María Soledad y otros c/ GCBA y otros s/ amparo – educación – otros” y 108441/2021-0 “Fundación Centro de Estudios en Políticas Públicas c/ GCBA y otros s/ amparo – educación – otros” y sus incidentes, sino que resolvió declarar la incompetencia del fuero en lo contencioso administrativo, tributario y de las relaciones de consumo de la Ciudad de Buenos Aires para conocer en ellas y dispuso que fueran remitidas a esa Corte, a la que atribuyó competencia en instancia originaria.   Para que una provincia o, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, ya sea como actora, demandada o tercero, y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.   Ese requisito, en principio, no se encuentra cumplido respecto del GCBA en las causas “Fundación”, “Palacios” y “Ortiz Romero” a las que se refiere el titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal Nº 2 en su resolución, en tanto, según se desprende de los términos de las respectivas demandas, los allí actores plantearon la inconstitucionalidad del decreto 241/21 del Poder Ejecutivo Nacional, por medio del cual se dispuso para el aglomerado denominado Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) la suspensión del dictado de clases presenciales y las actividades educativas no escolares presenciales en todos los niveles y en todas sus modalidades, desde el 19 de abril hasta el 30 de abril de 2021, inclusive.  El alcance de tales pretensiones no permite atribuirle a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el carácter de parte adversa, pues el objeto de los litigios demuestra que es el Estado Nacional el único sujeto pasivo legitimado para integrar la relación jurídica sustancial que da base a aquellas, pues es quien tiene un interés directo en el pleito y sería el alcanzado por las sentencias que recaigan en aquellos autos.   Por el contrario, las actoras de las respectivas actuaciones no logran individualizar ni concretar los hechos o las omisiones de carácter antijurídico en que habrían incurrido las autoridades del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de los que se derive el alegado daño que ellos intentan evitar mediante la promoción de sus demandas, por lo que no se advierte que el GCBA esté sustancialmente demandado en esas causas, esto es, que tenga un interés directo en dichos pleitos que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica expuesta.   El alcance de las pretensiones determina que el Estado Nacional es el único que resultaría obligado y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado, en el supuesto de admitirse las demandas.  Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente “Sojo”, publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, los procesos “Fundación”, “Palacios” y “Ortiz Romero” a las que se refiere el titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal Nº 2 en su resolución, resultan ajenos a la competencia originaria de la Corte.


    Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación c/. s/ Inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5150/2021/29 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Interdicto de recobrar. Bienes inmuebles. Juicios en que es parte una provincia. Servicio Nacional de Sanidad Animal. Organismos del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.  Toda vez que es demandada la Provincia de Catamarca –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional– y la actora es una entidad nacional, que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA) c/ Catamarca, Provincia de s/ Interdicto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2137/2021/17 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Agentes diplomáticos. Renuncia a la competencia. Prórroga de la competencia. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Ello responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar, para sus representantes diplomáticos, las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.   Asimismo, el art. 24, inc. 1º in fine, del decreto-ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afectan a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático.   El demandado tiene status diplomático y se encuentra encuadrado en el art. 1º, inc. e, de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, por lo que el proceso debería tramitar ante los estrados de la Corte en instancia originaria.   No obstante, las partes pactaron expresamente someterse a la jurisdicción de los tribunales nacionales en lo civil, renunciando a cualquier otro fuero o jurisdicción que pudiera corresponder. En tales condiciones, resulta aplicable al sub judice la doctrina de la Corte sentada a partir de Fallos: 315:2157, in re “Flores”, de acuerdo con el dictamen del entonces Procurador General de la Nación, en el sentido de que el privilegio constitucional de litigar ante la instancia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación puede ser prorrogado, ya sea en forma expresa o tácita, cuando ésta corresponde ratione personae, esto es, siempre que no existan razones institucionales o federales que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva.


    Haendler, Marcela c/ Abdulaziz, Ali M.M. Al-Nuaimi s/ Ejecución de alquileres


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 65196/2019/CS1, 04 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Certificado de deuda. Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -“Tallarico”- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.  Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución de sentencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1726/2021/23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -“Tallarico”- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.  Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1730/2021/23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Hospitales públicos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte tiene dicho que la oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por las correspondientes disposiciones procesales, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, igual condición revisten los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  El planteo de incompetencia formulado en razón de la materia resulta extemporáneo, ya que nada obstaba a que el Fiscal de Estado de la Provincia de La Pampa, en virtud del principio de eventualidad procesal, lo introdujera al momento de fundar la incompetencia en razón de la persona demandada, junto a las restantes excepciones opuestas.  El criterio adoptado y mantenido por el Tribunal con anterioridad a la sentencia publicada en Fallos: 342:533 tampoco resultaba valladar para plantear en aquella oportunidad lo que se estimara pertinente en lo que concierne a la competencia en razón de la materia.   La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.  La decisión de la Corte de asumir su competencia originaria se basó en la calidad de las personas intervinientes, con independencia de la materia en debate.  La profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados en torno a los temas de competencia vulnera los principios de preclusión y estabilidad de los actos procesales, con evidente desmedro del buen servicio de justicia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ La Pampa, Provincia de s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2027/2017/14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Obras sociales. Seguro de salud. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.  Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, se entiende que esa es la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales.  Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1725/2021/23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Acumulación de procesos. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Ante todo, cabe recordar que el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.  Sobre tales bases, el sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos del escrito de inicio -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230- los actores demandan al Estado Nacional, que sólo es aforado al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal.  En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.  Sin perjuicio de lo expuesto, en cuanto a la eventual procedencia de la conexidad a la que se refiere el magistrado que intervino con respecto a la causa que tramita en instancia originaria, cabe recordar que en reiteradas oportunidades este Ministerio Público ha sostenido que la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte en su carácter de juez de la causa.  En tales condiciones, corresponde que el Tribunal evalúe si se presentan en el sub lite los recaudos que establece la ley para que proceda la acumulación de los procesos.


    Ocantos, Jorge y otros c/ Estado Nacional – DNU 241/21 s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5027/2021/CS1, 26 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Medida cautelar autónoma. Carácter taxativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y procesa, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.   Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.  No procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional es inadmisible, toda vez que ninguna de las partes que conforman el litisconsorcio pasivo resulta aforada en forma autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes, para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.   La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Máximo Tribunal en el precedente “Sojo”, publicado en Fallos: 32:120, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    De Amorrortu, Francisco Javier c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y otros s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1406/2020/21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Elecciones provinciales. Diputados provinciales. Facultades del gobierno provincial. Facultades no delegadas. Jerarquía constitucional. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Carácter taxativo. Comptencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que este versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.   Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.   Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales.   Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub lite, pues según se desprende de los términos de la demanda el planteamiento que efectúa la actora exige en forma ineludible interpretar varias cláusulas constitucionales y legales de la Provincia de Salta vinculadas con el régimen establecido para la elección de diputados provinciales, el cual, por expresa disposición legal, resulta de aplicación para la elección de convencionales constituyentes locales, asunto que concierne a su procedimiento jurídico político de organización, es decir, a un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local.   El art. 122 de la Constitución Nacional dispone que las provincias “Se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas. Eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, sin intervención del Gobierno federal”, con la obvia salvedad de que en este precepto la palabra “Gobierno” incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe discutir la forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme la art. 105 de la Constitución Nacional. Ello es así, en razón de que conservan su soberanía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados de la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental.   El planteamiento que efectúan los coactores no resulta exclusivamente federal, puesto que involucra no solo una cuestión federal sino otra de orden local, ya que sostienen las normas cuya constitucionalidad discuten violan, además de lo dispuesto por los arts. 5º, 16, 28, 37 de la Constitución Nacional, lo establecido por los arts. 1º, 2º, 13 y 16 de la Constitución de la Provincia de Salta y que, de esa manera, se vulnera el principio de supremacía constitucional consagrado por los arts. 31 de la primera y 86 de la segunda; tal circunstancia, impide la competencia originaria de la Corte en razón de la materia.    La cuestión federal que propone la parte actora no es exclusiva ni es la predominante en la causa, toda vez que se deduce en el marco de un proceso electoral que se rige por las normas de derecho público local, a las que para la solución del pleito el intérprete deberá acudir ineludiblemente.  Por lo tanto, corresponde a la justicia de la Provincia de Salta expedirse al respecto, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.   Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno al conocimiento de la Corte.


    PRO – Propuesta Republicana (Distrito Provincia de Salta) y otros c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 465/2021/23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En cuanto a la competencia originaria de la Corte, uno de los supuestos que la suscita se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.   El planteamiento que efectúa la actora reviste un manifiesto contenido federal y por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte.   Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra una norma local, se advierte que lo medular del planteamiento que se efectúa exige desentrañar el sentido y los alcances de la cláusula comercial consagrada en el art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional así como dilucidar, en forma previa, si la actuación de las autoridades provinciales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación.  Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2º, inc. 1º), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las provincias y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1563/2020/21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 1862/2019, "Cañuelas Gas S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; CSJ 1353/2018, "Cañuelas Gas S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 1355/2018, "Cañuelas Gas S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza”


    Sin perjuicio de lo mencionado en referencias, esta Procuración General no desconoce que recientemente la Corte, mediante su sentencia del día 4 de noviembre de 2021, declaró su incompetencia para entender en las causas mencionadas. Empero, este Ministerio Público mantiene su opinión allí vertida, por lo que la presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Cañuelas Gas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2254/2021/29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 253/2013 (I.01), "Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar"; cuyos términos la Corte compartió e hizo suyos.


    Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, esta controversia corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Pampa Energía S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2543/2021/28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Impugnación del acto administrativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que en autos la Provincia de San Luis dirige su pretensión contra una entidad nacional, al cuestionar actos emanados de dicho organismo recaudador, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o a una entidad nacional, al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.  No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9° de la ley 23.473, modificado por el art. 27 de la ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1.285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito por ser la actora una Provincia.


    San Luis, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) s/ Impugnación de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1271/2021/04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cargos docentes. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Por mandato constitucional expreso, las provincias sólo pueden y deben ser demandadas en la jurisdicción federal diagramada por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en única instancia. De ello se desprende que cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal –o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería–, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.  Dicho criterio es extensivo a la aquí demandada, pues mediante el precedente registrado en Fallos: 342:533, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, la Corte Suprema reconoció que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción y ocupa el mismo puesto que las provincias en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales, a la par de que posee, en su caso, el mismo derecho a la competencia originaria de ese Tribunal.  A partir de lo expuesto, se advierte que la habilitación de la competencia originaria de esa Corte en los juicios en los que un estado aforado es parte, exige examinar la materia sobre la que versa el pleito; es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraparte, quedando excluidos de la instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho local.  Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, el sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema, en tanto la relación jurídica sustancial que dio lugar al presente reclamo es de eminente derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar actos emanados de autoridades de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, mediante las cuales se decidió el cese en el cargo del accionante.


    Franco, Horacio Gustavo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 453/2021/CS1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"; CSJ 5321/2014, "Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Procesal)"; CSJ 1155/2016 "Frigorífico Paladini S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza"; CSJ 93/2018 “Refinería del Centro S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, y CSJ 1832/2019 “Avex S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.


    Por ser parte una provincia en una causa que reviste manifiesto contenido federal, este caso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Miguel Peiretti S.R.L. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 519/2021/04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Entes autárquicos nacionales. Carácter taxativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.   Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.   En el supuesto en estudio, según se desprende de los términos de la demanda si bien el actor dirige nominalmente su acción, entre otros, contra la Provincia de Buenos Aires y el CONICET, que es una entidad autárquica nacional, según el decreto 1661/96, no logra individualizar ni especificar de algún modo cuál es la conducta u omisión de las autoridades administrativas provinciales y nacionales relacionadas con los hechos que dan lugar a su reclamo. Tampoco surge claramente el modo en que la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, como órgano de la provincia, podría cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia violado, en el supuesto de admitirse la demanda.   La Provincia de Buenos Aires, no aparece como parte sustancial en el proceso, y por lo tanto, no integra la relación jurídica que da sustento al reclamo del demandante. Como obvia consecuencia, tampoco se verifica un supuesto de litisconsorcio pasivo necesario con alguna entidad nacional que pudiere hacer surgir la competencia originaria ratione personae.    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.   Además, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58.   Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte en el precedente “Sojo”, publicado en Fallos: 32:120, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    De Amorrortu, Francisco Javier c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1532/2020/21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Buques. Prefectura Naval. Terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En primer lugar, en el caso particular de los terceros, resulta exigible a quien solicita dicha citación la carga de demostrar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla, esto es, la afectación de un interés propio o la presencia de una comunidad de controversia con las partes, que pueda traer aparejada una futura acción de regreso contra el tercero.  Dada la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, éste corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.  En efecto, toda vez que la actora es la Provincia del Chubut, a quien se le asigna la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, y fue citado al pleito el Estado Nacional-Prefectura Naval Argentina, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Provincia del Chubut c/ Dufour, Gabriela Marisa y otros s/ Daños y perjuicios


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 10777/2020/CS1, 05 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Decreto de necesidad y urgencia. Educación. Modalidades educativas. Educación presencial. Acumulación de procesos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Decreto 241/21.


    En autos no se configura, en sentido estricto, una contienda positiva de competencia entre dos tribunales que corresponda zanjar a la Corte en los términos de lo establecido por el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58, ya que, para que se trabe un conflicto de esa especie, es necesario que ambos afirmen su competencia para entender en la causa, excluyéndose recíprocamente.  El magistrado federal no admitió el planteo de inhibitoria en los términos en que fue formulado por el Estado Nacional (Jefatura de Gabinete de Ministros), sino que resolvió declarar la incompetencia del fuero en lo contencioso administrativo, tributario y de las relaciones de consumo de la Ciudad de Buenos Aires para conocer en ellas y dispuso que fueran remitidas a esa Corte, a la que atribuyó competencia en instancia originaria.  A los efectos de que una provincia o, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Ese requisito se encuentra cumplido, toda vez que los actores pretenden que se ordene al GCBA que disponga el acatamiento de las medidas sanitarias dictadas por las autoridades nacionales y locales, en particular de aquellas que suspenden en forma temporal las clases presenciales.  Sin embargo, aun encontrándose nominal y sustancialmente demandada en autos la Ciudad de Buenos Aires, ello no implica per se que este proceso deba tramitar en instancia originaria. Ello es así, pues aun cuando los demandantes se fundan en una norma de carácter federal, lo cierto es que esta jurisdicción procede tan sólo cuando la acción entablada se basa “directa y exclusivamente” en prescripciones constitucionales de carácter nacional, ley del congreso o tratados, de tal suerte que la cuestión federal sea predominante en la causa, pero no cuando, como sucede en el caso, se incluyen también temas de índole local y de competencia de los poderes locales.  En relación con la cuestión de la presencialidad escolar la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha dictado, en el ámbito de su competencia, el decreto 125/21 mediante el cual estableció que las cuestiones educativas son de máxima esencialidad e imprescindibles durante la vigencia de la pandemia COVID-19.  Las presentes actuaciones deben continuar su trámite ante los tribunales de la Ciudad de Buenos Aires, en tanto las partes intervinientes y el objeto perseguido en la presente causa justifican la adopción de un temperamento diferente del que se siguió en el dictamen del día de la fecha emitido en los autos CAF 5150/2021, “Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ inhibitoria” respecto de los expedientes remitidos conjuntamente con la presente causa a la Corte, pues allí los actores plantearon la inconstitucionalidad del decreto 241/21 del Poder Ejecutivo Nacional, por medio del cual se dispuso para el aglomerado denominado Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) la suspensión del dictado de clases presenciales y las actividades educativas no escolares presenciales en todos los niveles y en todas sus modalidades.  Sin perjuicio de ello, habida cuenta de que las demandas deberían haberse dirigido contra el Estado Nacional y tramitado en el fuero federal de baja instancia, si la Corte estima que concurren en el caso circunstancias excepcionales, vinculadas fundamentalmente con la necesidad de conjurar el riesgo de decisiones contradictorias y evitar el escándalo jurídico que originaría el tratamiento autónomo de pretensiones que se encuentran vinculadas por la causa o por el objeto, podría evaluar la concurrencia de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de este proceso a la causa CSJ 567/2021 “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, facultad que resulta exclusiva de esa Corte en su carácter de juez de la causa.


    Bovcon, Luciano Martín y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 638/2021/30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Medida de no innovar. Impuesto sobre los ingresos brutos. Reajuste de impuestos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Interpretación de normas y actos locales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de las causas CSJ 332/2020, “Delta Dock S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; FBB 8631/2020/CS1, “Terminal Bahía Blanca S.A. c/ Pcia. de Buenos Aires s/ Medida cautelar”, y CSJ 1765/2020 “Terminal Bahía Blanca S.A. c/ Pcia. de Buenos Aires s/ Medida cautelar”, y CSJ 1765/2020 “Terminal De Servicios Portuarios Patagonia Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 Cód. Procesal).


    El Tribunal tiene dicho en reiterados precedentes que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa, esto es que ella sea de manifiesto contenido federal es decir, que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima.  El planteamiento que efectúa la parte actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos del escrito introductorio, la actora, mediante la medida cautelar anticipatoria planteada, cuestiona la legitimidad de diversas disposiciones locales por ser contrarias, en forma directa, a la Constitución Nacional en cuanto afectan facultades exclusivas del Congreso Nacional en materia de aduana, comercio interjurisdiccional, importación y exportación de mercadería, colisionar con la jurisdicción nacional en materia de actividades portuarias, el Régimen Federal de Puertos y la Ley de Navegación y Comercio de Cabotaje Nacional.  Aun cuando el planteo de la actora se dirige a cuestionar normas locales, lo medular de él remite necesariamente a dilucidar si lo legislado por la autoridad local interfiere en un ámbito que es propio de la Nación, llevando a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.  La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2º, inc. 1º de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Complejo Portuario Euroamerica S.A. c/ Provincia de Buenos Aires y otro s/ Medida cautelar


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 13104/2021/CS1, 17 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de las causas CSJ 332/2020, “Delta Dock S.A. C/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; FBB 8631/2020/CS1, “Terminal Bahía Blanca S.A. c/ Pcia. de Buenos Aires s/ Medida cautelar”, y CSJ 1765/2020 “Terminal Bahía Blanca S.A. c/ Pcia. de Buenos Aires s/ Medida cautelar”, y CSJ 1765/2020 “Terminal De Servicios Portuarios Patagonia Norte S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa (Art. 322 Cód. Procesal).	


    El Tribunal tiene dicho en reiterados precedentes que no basta con que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa, esto es que ella sea de manifiesto contenido federal es decir, que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Esta hipótesis, en la que procede la justicia federal en razón de la materia, lleva el propósito de afirmar las atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima.  El planteamiento que efectúa la parte actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos del escrito introductorio, la actora, mediante la medida cautelar anticipatoria planteada, cuestiona la legitimidad del art. 126 de la ley provincial 15.226 por ser contraria, en forma directa, a la Constitución Nacional en cuanto afecta facultades exclusivas del Congreso Nacional en materia de aduana, comercio interjurisdiccional, importación y exportación de mercadería, y el Régimen Federal de Puertos.  Aun cuando el planteo de la actora se dirige a cuestionar normas locales, lo medular de él remite necesariamente a dilucidar si lo legislado por la autoridad local interfiere en un ámbito que es propio de la Nación, llevando a desentrañar el sentido y los alcances de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.  La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2º, inc. 1º de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Vitco S.R.L. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Medida cautelar


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 13120/2021/CS1, 17 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Ejecución fiscal. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.  Es que, tal como ya lo ha sostenido esta Procuración General en sus dictámenes en las causas CSJ 28/2013 (49-O), “Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD)”; entre otras, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: “Tallarico”- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.  Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2503/2021/20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Policía federal. Procesos de ejecución. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con lo resuelto por la Corte, por mayoría, en la causa CSJ 2084/2017; la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema  normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  Sentado lo anterior, toda vez que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demanda a la Policía Federal Argentina (Estado Nacional) que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto por el Artículo 116 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, cualquiera sea la materia del pleito.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Policía Federal Argentina) s/ Ejecución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2600/2021/20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas O.459, L.XLI “Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; E.230, L.XLVII “ENOD S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; A.47, L.XLVIII, “Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 2872/2015, “Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 del CPCCN)”; CSJ 4084/2015, “Torres e Hijos S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza” y CSJ 893/2017, “Frigorífico Morteros S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Monteverde S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 65816/2017/CS1-CA1, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Alimentos. Cuota alimentaria. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros.  Ello responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar, para sus representantes diplomáticos, las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.  El art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas “… que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático”.  Asimismo, los sujetos titulares de ese privilegio son sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status diplomático en los términos del art. 1°, inc. e) de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961.  El demandado goza de rango diplomático y se encuentra acreditado como Primer Secretario de la Embajada de la República Federativa de Brasil en la República Argentina, por lo que, de continuar en ese cargo diplomático en nuestro país, la causa es de la competencia originaria de la Corte.


    A., L. G. c/ R. G. F., F. s/ Alimentos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 39088/2020/CS1, 25 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Sindicatos. Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa R. 764, XLII, “Rebull, Gustavo Prion c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo”.


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  En el pleito se ventila un asunto que, como la tutela del derecho a la vida y a la salud, no postula de modo exclusivo una materia de carácter federal sino concurrente con el derecho público local.  Por otro lado, no existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  En tales condiciones, la Provincia de Buenos Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán ser emplazadas ante sus propios jueces, pudiendo ser demandado el Estado Nacional ante la justicia federal, donde encontrará satisfecho su privilegio.   La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por la Corte, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.  No obstante lo expuesto, si la Corte considera que existe peligro en la demora puede disponer la medida cautelar solicitada, según lo previsto en el art. 196 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Sindicato Unidos Trabajadores Custodios Argentinos c/ Estado Nacional – Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8282/2021/CS1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Suspensión de obra pública. Riberas. Licitación pública. Protección del medio ambiente. Inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  El Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.  No corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, el actor no especifica contra quién dirige su pretensión, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan su tramitación ante los estrados de la Corte.  La competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional es de índole taxativa, y de imposible extensión por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros.


    De Amorrortu, Francisco Javier c/ Ministerio de Transporte y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 794/2020/24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de esa instancia originaria.  Igual criterio cabe adoptar con relación a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires pues, según surge de la doctrina del Tribunal a partir de Fallos: 342:533, “tiene el mismo puesto que las provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.  El actor en ningún caso dirige sus pretensiones contra alguna provincia argentina y tampoco contra la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, tampoco concurren en el juicio alguna de ellas y el Estado Nacional, de resultas de lo cual podría, eventualmente, suscitarse la competencia originaria de la Corte en razón de las personas, más bien pretende que se declare la inconstitucionalidad de varias normas y actos nacionales y dirige su demanda contra ex funcionarios y organismos tanto de jurisdicción nacional como internacional y funcionarios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En tales condiciones, tampoco esta última es parte nominal y sustancial y, por lo tanto, no integra la relación jurídica que da sustento a las pretensiones del actor.   La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.  El Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia o la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1º de la ley 48, 2º de la ley 4055 y 24, inc. 1º, del decreto-ley 1285/58.   La competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional es de índole taxativa, y de imposible extensión, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros.


    De Amorrortu, Francisco Javier c/ Ministerio de Transporte y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 770/2020/24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Incidentes


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa  CSJ 5150/2021, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria".


    Incidente N° 2 – Actor: Palacios, María Soledad y otros Demandado: Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Incidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 620/2021/2, 30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  CSJ 5150/2021, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria".


    Palacios, María Soledad y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 620/2021/30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  CSJ 5150/2021, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria”.


    Incidente N° 1 – Actor: Palacios, Maria Soledad y otros. Demandado: Gobierno De La Ciudad De Buenos Aires y otro s/ Incidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 620/2021/1, 30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 5150/2021, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria".


    Incidente N° 1 – Actor: Fundación Centro de Estudios en Políticas Públicas Demandado: Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 637/2021/1, 30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 5150/2021, "Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria".


    Incidente N° 2 – Actor: Fundación Centro de Estudios en Políticas Públicas. Demandado: Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 637/2021/2, 30 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 2 – Maldo Ritcha, Lorna c/ Estado Nacional – Ministerio del interior y T. – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36321/2015/2/RH1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Acceso a la información pública. Ministerio Público. Debido proceso. Nulidad procesal. Intervención de terceros. Falta de fundamentación autónoma. Agravio extemporáneo. Inadmisibilidad del recurso. 


    Entre las funciones de este Ministerio Público se encuentra la de velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal. En ese entendimiento, resultan aplicables al sub lite las consideraciones formuladas en el precedente publicado en Fallos: 335:1412 y en la sentencia U.39, L.XLVIII, “Utrera, Gastón Ezequiel c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ Artículo 32 - Ley 24.751”.  Cabe destacar que el presente proceso tramitó sin la participación de cada una de las sociedades que suscribieron los contratos que han sido requeridos por los actores. De ese modo, más allá de la calidad en la que aquéllas hubieran debido participar, corresponde darles la posibilidad de intervenir en las actuaciones para que manifiesten lo que estimaren pertinente en defensa de sus derechos, habida cuenta de que ellos podrían verse afectados, eventualmente, por los efectos de la resolución final de la causa.  Debido a la deficiencia en la integración del proceso, debe declararse la nulidad de las actuaciones en los términos de la doctrina sentada por la Corte en los precedentes antes citados.  No escapa lo resuelto por esa Corte en la sentencia registrada en Fallos: 338:1258, en la que sostuvo, sobre este punto, que no corresponde entonces dar intervención en el marco de la presente causa a un tercero que ninguna alegación podría formular en un pleito en el que, en definitiva, se debate el derecho de una persona a acceder a información de interés público. Máxime cuando ese tercero, al momento de suscribir el contrato materia de la litis, conocía, o cuanto menos debió conocer, el régimen de publicidad al que se encontraba sometida la actuación de la sociedad con la que concluyó el negocio jurídico.   A raíz de ello, y para el supuesto de que la Corte mantenga lo resuelto en el precedente anterior, el recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible porque no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige la jurisprudencia del Máximo Tribunal.  Al respecto, tiene dicho la Corte que la fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario traiga un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.   El recurso extraordinario no cumple con dicha exigencia, en la medida que no alcanza a refutar el argumento principal que sustenta la decisión del a quo.  Valga reiterar la jurisprudencia inveterada de la Corte, con arreglo a la cual para la procedencia del remedio federal no basta con la invocación genérica y esquemática de agravios o sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso formular una crítica prolija, concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella.  En este sentido, El Alto Tribunal ha dicho que no basta la expresión de una determinada solución contraria a la escogida en la sentencia sobre la base de la interpretación de normas federales, cuando ella no atiende y controvierte los argumentos que sustentan la decisión apelada.  Aun cuando lo expuesto resulte suficiente para desechar tal objeción, vale agregar, además, que ella constituye un agravio tardío por intentar introducir una cuestión no alegada ni probada en la instancia anterior. En efecto, se trata de una manifestación desarrollada por primera vez en el recurso extraordinario, lo que de por sí habilita su rechazo, conforme a la tradicional doctrina de la Corte que sostiene que, al no haber sido sometida la cuestión al conocimiento de los tribunales de las instancias anteriores, el planteo formulado en el remedio procesal previsto en el art. 14 de la ley 48, constituye sólo el fruto de una reflexión tardía, que no puede ser considerado en esta instancia.  La mera invocación abstracta y genérica de normas y documentos internacionales referidos al acceso a la información pública sin un mínimo análisis razonado de los hechos de la causa y de las disposiciones legales, concretas y específicas, que la cámara aplicó para rechazar la acción, no constituye un agravio con entidad suficiente para poner en crisis lo resuelto en la anterior instancia y, en este sentido, el recurso también evidencia decisiva falta de fundamentación.  Por todo lo manifestado, los agravios del recurrente no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la cámara para resolver del modo en que lo hizo, toda vez que no controvirtió el argumento central de la decisión, la aplicación del art. 8° inc. m) de la ley 27.275, cuya revocación pretende.


    Recurso queja N° 1 – Solanas, Fernando Ezequiel y otro c/ YPF S.A. s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 73736/2016/1/RH1, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Servicios de inteligencia. Acceso a la información pública. Solicitud de información. Incumplimiento del deber de informar. Publicidad de los actos de gobierno. Desclasificación de documentación. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que en ellas fundó el apelante.   Aun cuando el recurso fue concedido sólo en este sentido, corresponde que atienda los agravios con la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio, toda vez que ambos aspectos -la exégesis de normas federales y la arbitrariedad endilgada- aparecen en el caso inescindiblemente unidos entre sí. Ello autoriza a prescindir del recaudo de la presentación directa para su tratamiento por la Corte.  El pronunciamiento de la alzada resulta arbitrario, pues prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa, a la vez que se funda en afirmaciones dogmáticas que no dan respuesta a los planteos de los afectados.  De los términos del art. 16 ter de la ley 25.520, se advierte que la norma prevé dos cuestiones distintas a reglamentar. Por un lado, aquella vinculada con las condiciones de desclasificación de la información producida por los organismos de inteligencia; y por el otro, las cuestiones atinentes a la tramitación (forma, plazos y vías administrativas) del pedido de información por parte de los sujetos interesados.  La cámara, para revocar parcialmente la sentencia de grado, basó su decisión exclusivamente en la negativa de la AFI de dar acceso a la parte actora a “la reglamentación a la que se halla sometida el procedimiento de desclasificación de la información”. Ello, con fundamento en que ese accionar importó la anulación del derecho de los actores a instar el procedimiento reconocido por la ley 25.520.   Consideró que el conocimiento de dicha reglamentación versa sobre “un nivel previo de información, correspondiente a un plano formal sobre los requisitos y condiciones en la tramitación del pedido”, y, en tal sentido, afirmó que sin esos datos ningún procedimiento de desclasificación y acceso a la información podría llevarse adelante “por desconocimiento del modo y de los plazos para efectuarlo”.  No se desprende que la AFI hubiera rechazado el requerimiento de información formulado por los actores por incumplimiento de cuestiones de índole formal ni que estos se hubieran visto impedidos de tramitar las solicitudes efectuadas por desconocimiento de los modos, plazos o vías para hacerlo.  Por el contrario, los demandantes tramitaron el pedido de información ante la AFI, la que finalmente se expidió sobre el fondo del asunto denegando los requerimientos realizados.  De esta manera, las afirmaciones del a quo en cuanto a que ningún procedimiento de desclasificación y acceso a la información podría llevarse adelante por escollos de índole formal, resultan dogmáticas y no encuentran sustento suficiente en las constancias de la causa.   La sentencia en crisis, sobre la base de una premisa errada que obliga a los actores a tramitar un nuevo procedimiento, omitió examinar argumentos conducentes para la correcta solución del litigio, lo que exigía en el caso analizar si resultan válidas las razones dadas por el organismo demandado con invocación en la ley 25.250 para justificar la denegación de la información requerida.   La sentencia apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tiene defectos en la consideración de cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio, por lo que, al guardar el planteo de la apelante relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, sin que lo dicho implique abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto.


    Centro de Estudios Legales y Sociales y otros c/ Estado Nacional – Administración Federal de Inteligencia s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63523/2017/CA1-CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Ciudadanía por naturalización. Circunstancias sobrevinientes. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde recordar la doctrina de la Corte según la cual sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean posteriores a la interposición del recurso extraordinario, de modo que, si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de la litis, el pronunciamiento de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por estos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir.   Mediante el decreto 138/2021 se restituyó el texto anterior del art. 2, inc. 1°, de la Ley de Ciudadanía 346, norma que, por consiguiente, en su actual redacción establece que son ciudadanos por naturalización los extranjeros mayores de 18 años, que residiesen en la República dos años continuos y manifestasen ante los jueces federales de sección su voluntad de serlo, eliminándose así el requisito incorporado en su oportunidad por el referido decreto en punto a la exigencia del carácter permanente o temporario de la residencia en cuestión.  En caso de que la Corte lo considere aplicable al caso, cabe traer a colación aquí lo resuelto en el precedente de Fallos 332:1466 respecto de la interpretación de la norma del citado art. 2, inc. 1°, de la ley 346 en su redacción original, en cuyo contexto esa Corte sostuvo que no hay elementos que permitan concluir que las categorías establecidas en la ley de migraciones resulten determinantes en orden a la configuración de la residencia, en cuanto requisito fundamental para la obtención de la ciudadanía por naturalización.


    Recurso queja N° 2 – García Vidal, Raúl s/ Solicitud de carta de ciudadanía


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7917/2017/2/RH1, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Libertad de expresión. Derecho al honor. Derecho a la intimidad. Interés público. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En primer término, corresponde destacar que la noticia difundida aborda un asunto de interés público.  La Corte Suprema otorgó una fuerte protección a la libertad de expresión en materias de interés colectivo en atención a la necesidad de fomentar en una sociedad democrática el debate desinhibido, robusto y amplio sobre esos asuntos. Tanto la doctrina “Campillay” como la doctrina de la “real malicia” constituyen estándares que brindan una protección intensa a la libertad de expresión y que resguardan un espacio amplio para el desarrollo de un debate público robusto.  De acuerdo con el estándar de la real malicia, los que se consideran afectados solo pueden recobrar daños generados por la divulgación de información de interés público si prueban la falsedad de la información, y que su difusión fue realizada con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad.  En autos, el actor no cumplió con la carga de acreditar, según el estándar de la real malicia, que la información de interés público haya sido divulgada con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación al respecto. De hecho, las postulaciones de la recurrente encontraban sustento en las correcciones irregulares del plano municipal y en las diferencias de ese documento con el provisto en el ámbito provincial. En este sentido, el actor no logró controvertir la existencia de un plano catastral provincial del inmueble que no condice con el plano municipal de esa misma propiedad.  Respecto de la emisión de opiniones, ideas o juicios de valor, la Corte Suprema dijo que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. En tal sentido, precisó que “el criterio de ponderación deberá estar dado (…) por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada”. De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de “voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia”.  La Corte Suprema ha tenido ocasión de expedirse afirmando que, como modo de expresión de ideas, aunque distinto de la exteriorización directa de ellas, la sátira social o política no está excluida de la tutela constitucional a la libertad de expresión y que no quedan dudas acerca de la importancia del ejercicio de la crítica satírica, muchas veces ligada a la provocación, para la existencia de un amplio debate democrático respecto de los temas de interés público.  Finalmente, el ejercicio del derecho a la libertad de expresión no autoriza al desconocimiento del derecho a la intimidad. En aras de armonizar ambos derechos, en el caso “Ponzetti de Balbín” la Corte Suprema advirtió que puede justificarse la intromisión a la vida privada cuando “medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen”. En línea con lo anterior, esta Procuración General expuso que los actos privados están protegidos de la intromisión de terceros, especialmente cuando no se hallan implicados asuntos institucionales o de interés público, ni son atinentes a funcionarios o figuras públicas.


    Gómez, Julio c/ Productora Eyeworks Cuatro Cabezas y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45415/2008/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Libertad de prensa. Menores. Derecho a la intimidad. Derecho a la imagen. Publicación de fotografías. Homicidio, Interés público. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario federal interpuesto contra la sentencia definitiva que condenó a indemnizar a los actores, con más intereses, por los daños y perjuicios ocasionados por la publicación de artículos periodísticos, fue mal denegado, en la medida en que ponen en tela de juicio la interpretación de las cláusulas constitucionales que garantizan la libertad de expresión, el derecho al honor, a la intimidad, a la imagen, la protección de la vida familiar y el interés superior de las niñas y niños, y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que el recurrente fundó en ellas.  En virtud de las trágicas circunstancias en que sucedió el crimen, existió una particular atención de la sociedad sobre la actuación de los funcionarios en el marco de la investigación penal del caso, y el análisis de las diferentes hipótesis delictivas, lo cual es de innegable interés público.  Sobre el enjuiciamiento de opiniones, ideas o juicios de valor, la Corte Suprema de Justicia de la Nación expuso que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. Precisó que “el criterio de ponderación deberá estar dado (…) por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay un derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada”. De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de “voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia”.  Los juicios de valor efectuados por la demandada con relación al actor no configuran un insulto o vejación gratuita, sino que se relacionan con la crónica del acontecimiento periodístico, razón por la cual no alcanzan para justificar la responsabilidad de la demandada.  Las opiniones y juicios de valor contenidos en las notas periodísticas guardan vinculación directa con la materia de interés público debatida, por lo cual no exceden el ejercicio regular de la libertad de expresión.  El ejercicio del derecho a la libertad de expresión no autoriza al desconocimiento del derecho a la intimidad. En aras de armonizar ambos derechos, en el caso “Ponzetti de Balbín” la Corte Suprema advirtió que puede justificarse la intromisión a la vida privada cuando “medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen”.  Esta Procuración General ha expuesto que los actos privados están protegidos de la intromisión de terceros, especialmente cuando no se hallan implicados asuntos institucionales o de interés público, ni son atinentes a funcionarios o figuras públicas.  Con el objeto de asegurar el derecho a la intimidad de una persona adolescente, la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes expresamente prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esa ley, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus padres, cuando se lesionen su dignidad o reputación o cuando constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar. Del texto de la disposición citada se deriva que la norma pretende tutelar a los niños, niñas y adolescentes de publicaciones que configuren intrusiones a su vida privada en la medida que sean arbitrarias o ilícitas.  De acuerdo con diversos instrumentos internacionales, los niños, niñas y adolescentes acusados de un delito gozan de un mayor grado aún de protección de la intimidad.  No se vislumbra una intromisión en la esfera íntima de los actores de suficiente entidad para que deba prevalecer frente al interés público involucrado en la difusión de los contenidos periodísticos.  En orden al examen de esos derechos en disputa, resulta particularmente relevante el precedente registrado en Fallos: 324:975, “S., V.”, en el que la Corte Suprema examinó la procedencia de una medida de tutela preventiva que restringía la libertad de expresión, dictada a efectos de resguardar la esfera de intimidad de un niño que estaba involucrado en un juicio de filiación. En dicho pronunciamiento el máximo tribunal resaltó que, a fin de conciliar la protección de la libertad de prensa con la tutela del derecho de los menores contra injerencias arbitrarias en su intimidad, la protección judicial del interés del menor “debe estar estrictamente ceñida a lo que resulta indispensable, para evitar así una injustificada restricción de la libertad de prensa, ya que como esta Corte ha señalado, el derecho de prensa, reconocido como derecho de crónica en cuanto a la difusión de noticias que conciernen a la comunidad como cuerpo social y cultural, requiere para su ejercicio que las restricciones, sanciones o limitaciones deban imponerse únicamente por ley y su interpretación deba ser restrictiva”.  A efectos de realizar esa especial ponderación, cabe considerar las expresiones en su totalidad y no de manera fragmentada, así como el contexto general en el que se insertaron. En este sentido, se debe valorar que las expresiones cuestionadas fueron vertidas al tiempo que distintos medios de comunicación divulgaban diversas conjeturas sobre el crimen y se analizaba el papel de las autoridades judiciales que tenían a cargo la investigación. Ha sido en el marco de ese debate público que fueron difundidos ciertos datos de la vida familiar de los actores a fin de examinar en términos periodísticos una de las principales hipótesis de la investigación judicial.  Aún partiendo de una protección reforzada en razón de la edad de los actores, la mención de algunos aspectos de la vida personal está estrictamente ceñida a los contenidos de interés público propios de la cobertura periodística del crimen, y de su investigación judicial, por lo que no configura una injerencia arbitraria en la privacidad.  Tampoco deben prosperar los agravios vinculados al uso de la imagen. La difusión de fotografías, con la finalidad de ilustrar la noticia sobre la relación intrafamiliar, estaba relacionada con hechos de trascendencia pública, por lo que no puede considerarse violatoria del derecho a la imagen.  Los recurrentes no lograron acreditar que la utilización de las imágenes haya sido realizada con un propósito que exceda el de contribuir a un debate público.  El precedente “Sciammaro” no resulta aplicable al presente caso toda vez que, en aquella oportunidad, se encontraba en juego una prohibición concreta de publicar información de la persona menor de edad, lo cual no se encuentra discutido en el presente caso.  Las expresiones y las imágenes divulgadas, en las particulares circunstancias de este caso, y en atención a la modalidad con que fueron difundidas, no exceden el legítimo interés social que ampara la libertad de expresión.


    M., M. E. y otros c/ Vaca Narvaja, Hernán s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1618/2019/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Nota periodística. Libertad de expresión. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Con respecto a la divulgación de información de interés público, la Corte Suprema ha adoptado la doctrina de la real malicia que resulta aplicable cuando la información refiere a funcionarios públicos o particulares que hubieran intervenido en cuestiones de esa índole.  Según esa doctrina, esos sujetos deben tener un margen de tolerancia mayor frente a los dichos inexactos e injuriantes en aras de garantizar la circulación de información sobre cuestiones de interés público. Tal como recordó la Corte Suprema recientemente en el citado caso “Boston Medical Group”, “la investigación periodística sobre los asuntos públicos desempeña un rol importante en la transparencia que exige un sistema republicano. El excesivo rigor y la intolerancia del error llevarían a la autocensura lo que privaría a la ciudadanía de información imprescindible para tomar decisiones. Estas afirmaciones forman parte del acervo común de los jueces de importantes tribunales que han adoptado una línea de interpretación amplia, admitiendo incluso el error sobre los hechos.  En este sentido, la Corte Suprema de Estados Unidos consideró que “las afirmaciones erróneas son inevitables en un debate libre, y este debe ser protegido si la libertad de expresión ha de tener el espacio que ella necesita para sobrevivir”.   Además, frente a información de asuntos de interés público —como la del sub lite—, la Procuración General ha destacado que quien pretende obtener un resarcimiento civil debe acreditar, ante todo, la falsedad de la información difundida.  Allí se expuso que “pues, como lo ha establecido la Corte, el estándar constitucional en juego 'presupone obviamente la existencia de una información objetivamente falsa', requisito al que se aplica la regla general de que cada parte debe probar los presupuestos de su propia pretensión.  Con respecto a esto último, la Corte tiene dicho que “en el contexto del derecho argentino y, en particular, de la legislación aplicable por los tribunales nacionales (art. 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), se trata precisamente de seguir lo que es norma, esto es, que la carga de probar un hecho recae sobre quien lo alega. En el régimen jurídico de la responsabilidad civil, no se discute que cada parte debe probar los presupuestos de su pretensión”.  En ese orden de ideas, el accionante no ha producido prueba suficiente dirigida a determinar la falsedad de la noticia impugnada, presupuesto esencial para la procedencia de la responsabilidad civil tanto bajo la doctrina de la real malicia como según los estándares previstos en el Código Civil.  El accionante no alcanzó a cumplir la carga procesal de acreditar la falsedad de la información difundida por el diario, asunto que según los parámetros constitucionales reseñados en esta especial materia, resulta un presupuesto básico de su pretensión resarcitoria.  En relación al enjuiciamiento de opiniones, ideas o juicios de valor la Corte Suprema expuso que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. Precisó que “el criterio de ponderación deberá estar dado (…) por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay un derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada”. De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de “voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia”.  Cabe señalar que en el debate sobre temas de interés público no sólo se protege la emisión de expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión pública, sino también la de aquéllas que chocan, irritan o inquietan a los funcionarios públicos o la población.  En ese marco interpretativo, los juicios de valor efectuados por la demandada con relación al actor no configuran un insulto o vejación gratuita sino que se relacionan con la crónica del acontecimiento periodístico, por lo que no alcanzan para justificar la responsabilidad de la demandada.  En suma, las notas periodistas cuestionadas se encuentran amparadas por el ejercicio de la libertad de expresión.


    Fontán, Luis Enrique c/ Payne S.A. s/ Daños y perjuicios - Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 968/2018/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Difusión periodística. Daños y perjuicios. Daño moral. Daño psicológico. Trabajo prohibido. Real malicia. Interés público. Derecho a la imagen. Derecho a la intimidad. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Libertad de expresión. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En el precedente “Costa”, la Corte adoptó el estándar de la “real malicia” en aras de garantizar un debate libre y desinhibido sobre asuntos de interés público. De conformidad con dicho estándar, el agraviado sólo puede recobrar los daños generados por la divulgación de información de trascendencia pública si prueba la falsedad de la información, y que su difusión fue realizada con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad.  En “Vago”, la Corte expresó que “el punto de partida [de la doctrina de la real malicia] está en el valor absoluto que debe tener la noticia en sí, esto es, su relación directa con un interés público y su trascendencia para la vida social, política o institucional”. En “Melo”, se refirió a los temas de interés público como las “áreas que preocupan, importan o interesan a toda la sociedad”. La Comisión Interamericana señaló que merecen una protección especial los discursos sobre asuntos de interés público que afectan a la sociedad.  La doctrina citada no sólo se ha aplicado en casos referidos a la difusión de informaciones que afecten a funcionarios públicos o figuras públicas, sino que la Corte ha admitido que también puede ser de aplicación a noticias e informaciones que involucran a particulares, siempre que exista una conexión con cuestiones de interés público o que posean una trascendencia especial.  Asimismo, ha reconocido el importante papel que desempeña la investigación periodística sobre asuntos públicos en la transparencia que exige un sistema republicano y, en concordancia con ello, ha expresado que “el excesivo rigor y la intolerancia del error llevarían a la autocensura lo que privará a la ciudadanía de información imprescindible para tomar decisiones”. La prensa cumple un papel fundamental al investigar y divulgar informaciones y opiniones que enriquecen el debate público, y fomentan la fiscalización de situaciones sospechosas de explotación y condiciones denigrantes de trabajo.  La investigación periodística se centra en una cuestión de indudable interés público, orientada a alertar sobre la existencia de los llamados talleres de costura “clandestinos” o “irregulares” en Argentina, y a registrar las condiciones en que se trabajaba en el interior de dos domicilios sospechados de albergar este tipo de talleres, sobre la base de información aportada por la autoridad administrativa, lo cual conduce a la aplicación de la doctrina de la real malicia adoptada por la Corte. La problemática abordada ocupa un lugar relevante en la agenda pública y en los medios de comunicación, ya sea por las malas condiciones laborales presentes en esos lugares, o por la detección de situaciones de explotación laboral y hasta de reducción a la servidumbre, problema que afecta especialmente a trabajadores que se encuentran en condición de irregularidad y con un elevado grado de vulnerabilidad.  La Corte ha establecido que en los casos en que se difunde información potencialmente difamatoria, el medio de prensa puede eximirse de responsabilidad mediante la atribución directa de su contenido a una fuente identificable pues, al dar a conocer su origen, se permite a los destinatarios relacionarla no con el medio a través del cual la han recibido, sino con la específica causa que la hubiera generado.  Las afirmaciones y juicios de valor que dieron origen a estos actuados deben ser ubicados en el marco de la actuación de la autoridad administrativa de la seguridad social, de modo que, la versión que planteaba que en el lugar funcionaría en verdad un taller clandestino fue introducida por una fuente identificada.  No está acreditado que el medio hubiera difundido información falsa con conocimiento de su falsedad, o bien que hubiera actuado con una notoria despreocupación acerca de la veracidad de los hechos sobre los cuales comunicaba, toda vez que realizó una cobertura periodística del operativo de control de la agencia estatal y, en esa labor, entrevistó a la titular del taller acerca de la denuncia referida, se registraron imágenes del lugar y de las personas allí presentes, y se interrogó a la inspectora sobre los hechos que eran materia de verificación.  Las expresiones efectuadas por el conductor del programa, en las que caracterizó a los talleres de costura como “talleres donde se esclaviza gente” e indicó que del informe surgía la comisión de varios delitos, gozan de protección constitucional, amparadas por la libertad de expresión, pues reflejan la opinión del periodista con relación a los hechos que fueron objeto del informe y guardaban relación con la materia de interés público que fue abordada en la emisión. Al anteponer la expresión “para mi gusto”, el conductor remarcó que sus afirmaciones se trataban de una valoración personal, que sustentó además en las sospechas que la propia autoridad administrativa tenía respecto de esos establecimientos.   Tales expresiones resultan genéricas, de modo tal que tampoco pueden ser entendidas como la imputación a los actores de la comisión de un ilícito concreto.  Respecto del enjuiciamiento de opiniones, ideas o juicios de valor, la Corte sostuvo que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. Precisó que “el criterio de ponderación deberá estar dado (…) por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada”. De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de “voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia”.  La estrecha relación entre el derecho a la imagen y el derecho a la intimidad ha sido reconocida por la Corte en autos “Ponzetti de Balbín” y “Rodríguez, María Belén c/ Google”. En estos pronunciamientos se consideró que la imagen de las personas integra el ámbito de la privacidad, el cual se encuentra protegido en el artículo 19 de la Constitución Nacional. Por su parte, la Corte IDH ha señalado que el derecho a la propia imagen se encuentra implícitamente incluido dentro del ámbito de protección de la vida privada, que deriva del artículo 11 de la CADH.  En "Ponzetti de Balbín", la Corte ha advertido que las intromisiones a la privacidad pueden estar justificadas si se encuentran avaladas por ley y media un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen. En “Franco” puntualizó que no se puede interferir en el ámbito de las acciones privadas, salvo que ofendan el orden y la moral pública o perjudiquen a terceros.   Con particular referencia al derecho a la imagen, en “Lambrechi” indicó que el legislador ha prohibido como regla la reproducción de la imagen en resguardo del correlativo derecho a ella, de modo que sólo cede si se dan circunstancias que tengan en mira un interés general que aconseje hacerlas prevalecer por sobre aquel derecho.  La difusión de la imagen de los actores se enmarca en una investigación periodística de hechos de trascendencia pública en los cuales se encontraban involucrados, motivada en la sospecha de que en el lugar se ejercía una actividad en condiciones que perjudican a terceros. Aun cuando la grabación y posterior exhibición de las imágenes no hubiera sido autorizada por quienes aparecen en ellas, concurren circunstancias particulares que justifican otorgar prevalencia al derecho a informar sobre asuntos de interés social.  Los niños constituyen sujetos de derecho que gozan de una protección constitucional reforzada. Pesan deberes de diligencia y cuidado sobre quienes participan de la difusión de expresiones o imágenes que pueden resultar intrusivas de la esfera privada de los niños o niñas.  La exposición de la imagen de quienes al momento de los sucesos eran niños, estuvo fundamentalmente dirigida a constatar si en el lugar donde funcionaba el taller se encontraba también la vivienda de los trabajadores, coexistencia que resulta frecuente en los denominados talleres clandestinos. Esa exposición estaba vinculada con la divulgación de información sobre hechos de trascendencia pública, por lo que no existió una injerencia en la vida privada ni en su imagen que exceda el legítimo interés social que ampara la libertad de expresión.


    C., Matilde Alicia y otros c/ Rolando, Luis Graña y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 36408/2008/1/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Habeas corpus. Libertad de circulación. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la Corte sobre hábeas corpus exige que el procedimiento agote las diligencias tendientes a hacer efectivo su objeto y afirma que si bien el alcance que debe tener en cada caso la investigación constituye, en principio, materia ajena a la instancia extraordinaria, corresponde admitir esa vía cuando el criterio adoptado sobre el punto por los jueces de la causa pueda llegar a frustrar la finalidad del instituto, como garantía para la protección del derecho a la libertad ambulatoria, consagrado en el artículo 43, último párrafo, de la Constitución Nacional.  En el caso bajo examen no se presenta esta última situación, ya que el propósito de la acción interpuesta se superpone con el de la causa penal, en la que se han realizado las diligencias tendientes a encontrar a la víctima, más allá de que en el marco de esas actuaciones de conocimiento más amplio se persiga no sólo determinar las circunstancias de su ausencia sino también, en su caso, la existencia de un delito y sus responsables.  No es acertado afirmar que la decisión impugnada supone una privación arbitraria al recurso rápido y efectivo que prevén el artículo 43 de la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales concordantes, porque ese pronunciamiento no fue un rechazo liminar y dogmático, ni se limitó a verificar la existencia formal de otros procedimientos con el mismo objeto, sino que fue sustentado en el examen concreto de lo actuado en la causa penal y la consecuente valoración fundada acerca de si las diligencias llevadas adelante por las autoridades judiciales, con la debida intervención de los representantes de la víctima, más allá de no haber alcanzado el resultado esperado, constituyeron un esfuerzo serio e idóneo para satisfacer la mencionada garantía. La derivación lógica de ese juicio fundado, en la medida en que se ha referido a las constancias de una causa cuyo objeto coincide parcialmente con el del hábeas corpus intentado, sumada a que pese al empeño puesto por el a quo en éste último, no ha logrado comprobarse hasta el momento la existencia de alguna hipótesis para la procedencia de esta vía excepcional no podía ser otra que el rechazo de la acción, sin perjuicio de que sea prioritario para el Estado la investigación penal en trámite y dar respuesta a los reclamos de las víctimas por la vía correspondiente.  Cabe afirmar que al hallarse en curso los procedimientos pertinentes para dilucidar el paradero de una persona, la interposición de un hábeas corpus con el mismo objeto, fundado en la subsistencia de la incertidumbre sobre la suerte corrida por el beneficiario, desnaturaliza la finalidad del instituto. La resolución impugnada que, por consiguiente, rechazó la acción encuentra por ello justificación en la doctrina según la cual el hábeas corpus no autoriza a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que le incumben, respecto de las cuales, en caso de existir agravio constitucional, cabe la interposición de los recursos de ley.  Así pues, la apelación federal no sostiene con la debida fundamentación la tacha de arbitrariedad alegada, ni puede advertirse que lo resuelto por el tribunal implique una efectiva privación de justicia apta para habilitar la revisión por la vía extraordinaria de lo decidido por el a quo con respecto al alcance de la acción de hábeas corpus interpuesta.


    S., Norma Beatriz y otro s/ Hábeas corpus


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1282/2019/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Ministerio Público Fiscal. Partes del proceso. Demandado. Principio de legalidad. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    La circunstancia de que este Ministerio Público Fiscal haya sido demandado y condenado en ambas instancias en este proceso, constituye un obstáculo para que esta Procuración General pueda expedirse en los términos de los arts. 33, inc. a), apartado 5°, de la ley 24.946 y 2°, inc. a), de la ley 27.148, según la doctrina que surge de Fallos: 233:60 y 243:258.  Ello se compadece con la estricta defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad que el art. 120 de la Constitución Nacional y las leyes 24.946 y 27.148 le encomiendan a este Ministerio Público Fiscal. Un temperamento distinto podría ser objetado por poner en riesgo los derechos de defensa y debido proceso legal que le asisten a la actora (art. 18 de la Ley Fundamental), ya que el dictamen se produciría una vez clausurado el debate y cuando la causa se encuentra sometida al pronunciamiento del Tribunal.


    Recurso Queja Nº 1 – López Arean, Gustavo c/ Estado Nacional - Procuración General de la Nación s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36402/2013/1/RH1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Publicación de la ley. Ordenanzas municipales. Publicidad de los actos de gobierno. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1150/2016/RH1, “Municipalidad de Junín c/ Akapol S.A. s/ Apremio”.


    Municipalidad de Alberti c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A.Y G. s/ Apremio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1831/2018/RH1, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Voto por correo postal. Votantes residentes en el extranjero. Decretos nacionales. Reglamentación de la ley. Inconstitucionalidad. Poder Ejecutivo Nacional. Existencia del agravio. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Revocación de sentencia. 


    El Tribunal ha declarado que las sentencias de la Corte deben ceñirse a la situación existente al momento de ser dictadas y que si lo demandado carece de objeto actual su decisión es inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inútil la resolución pendiente. Por tal motivo, se impone atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, máxime cuando la propia apelante esgrime que resulta inadmisible modificar las reglas cuando se encuentra en curso un proceso electoral en referencia a las elecciones que se realizaron en octubre de 2019.   Si bien es doctrina del Tribunal que el requisito de gravamen no subsiste cuando el transcurso del tiempo lo ha tornado inoperante, cuando éste ha desaparecido de hecho o ha sido removido el obstáculo legal en que se asentaba, tales supuestos no se configuran en el sub lite. En efecto, la realización periódica de elecciones de presidente de la Nación, vicepresidente, senadores y diputados nacionales surge de las previsiones de la Constitución Nacional y es una disposición consustanciada con los principios del gobierno representativo y republicano que ella sostiene, por lo que se trata de un evento recurrente cuya desaparición fáctica o pérdida de virtualidad no es imaginable mientras se mantenga la vigencia del orden instaurado en la Ley Fundamental.  Los asuntos de naturaleza electoral entrañan cuestiones susceptibles de reiterarse y, por el tiempo que habitualmente demandan los trámites, muchas veces no es posible que sean resueltos en tiempo apropiado. La Corte ha reconocido en varios pronunciamientos la necesidad de brindar una respuesta jurisdiccional oportuna ante conflictos en materia electoral y ha dicho que, si bien el derecho electoral tiende a garantizar la efectiva vigencia del principio democrático de la representatividad popular, también tiene como finalidad conducir regladamente el conflicto que toda competencia por el poder supone, a través de medios pacíficos y ordenados según el imperio de las leyes. En este aspecto, la normativa electoral busca dar certeza y poner fin a las disputas mediante la rápida definición de situaciones jurídicas que trascienden el interés de los partidos y afectan el normal desenvolvimiento institucional.  El hecho de haberse completado el cronograma electoral de 2019 en nada impide la subsistencia del agravio invocado por la actora en su escrito inicial, máxime cuando se avecina el acto eleccionario que corresponde realizar en 2021 que se encuentra estructurado en diversas etapas integradas con plazos breves y perentorios, lo que actualiza la pretensión y torna procedente un pronunciamiento sobre el punto en debate.  La actora ha logrado demostrar la trascendencia del gravamen que le produce la norma impugnada en el marco de un proceso electoral y en la fiscalización de los comicios que se realiza en los consulados y sedes diplomáticas ubicados en el exterior.   Nuestra Constitución Nacional expresa en su art. 38 que los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático y la Corte ha dicho que constituyen organizaciones de derecho público no estatal, necesarios para el desenvolvimiento de la democracia representativa y, por tanto, instrumentos de gobierno cuya institucionalización genera vínculos y efectos jurídicos entre los miembros del partido, entre estos y el partido en su relación con el cuerpo electoral; y dentro de la estructura del Estado, como órganos intermedios entre el cuerpo electoral y los representantes. Coexisten para el mantenimiento de la vida social, a cuya ordenación concurren participando en la elaboración y cristalización de normas jurídicas e instituciones y, vinculados al desarrollo y evolución política de la sociedad moderna, materializan en los niveles del poder las fases de integración del conflicto.  El decreto 45/19 modificó la reglamentación de la ley 24.007, aprobada por el decreto 1138/93. Incorporó el Título II denominado “Del voto opcional por correo postal de los electores argentinos residentes en el exterior” que regula esta opción para emitir el sufragio, debiendo inscribirse tal universo de electores personalmente en la representación diplomática o consular correspondiente a su domicilio o en el registro on-line que la Cámara Nacional Electoral habilite a tal fin, hasta noventa (90) días antes de la fecha de la elección en la República Argentina.  Es sabido que cuando un decreto reglamentario desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada otorga, o de cualquier modo subvierte su espíritu y finalidad, ello contraría la jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la propia Constitución concede al Poder Ejecutivo. Sin embargo, reiteradamente el Tribunal ha sostenido que la conformidad que debe guardar un decreto respecto de la ley no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu, y que, en general, no vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2°, de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada.   En concordancia con esta doctrina, se sostuvo que la invalidez de un decreto no se configura necesariamente porque su texto sea distinto al de la ley objeto de reglamentación, sino porque aquél es contrario al espíritu y a los fundamentos de la ley en sentido formal. Al respecto, la Corte también tiene dicho que es misión del intérprete indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador, pues sea cual fuere la naturaleza de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente en cuenta la finalidad de aquélla.  Resulta claro que el Poder Ejecutivo se encontraba habilitado a dictar la reglamentación pertinente en virtud de lo dispuesto por el art. 5° de la ley 24.007, previendo las facilidades necesarias para asegurar un trámite sencillo, rápido y gratuito a quienes deseen acogerse a sus prescripciones, tanto en lo que se refiere a la inscripción en el registro creado por su art. 2° como al acto de emisión del sufragio. No obstante, los propósitos definidos por el legislador y la finalidad de lograr una mayor concurrencia de electores no justifica la implementación de un sistema como el diseñado por el decreto 45/19, pues importa una alteración sustancial de los procedimientos previstos por el marco legislativo al que debe subordinarse y complementar en atención a su carácter reglamentario.   El art. 44 crea un padrón conformado sólo por electores argentinos residentes en el exterior que hubieran optado por emitir el sufragio por correo postal, quienes son eliminados o anulados del padrón general mencionado en el art. 7° del decreto 1138/93, mientras que la ley 24.007 crea un único Registro de Electores Residentes en el Exterior en el cual deben inscribirse los ciudadanos que se encuentren comprendidos en el art. 1° de la ley citada.  El reglamento impugnado se aparta notoriamente de los criterios sentados por el Código Electoral Nacional –aplicable en forma supletoria en todo lo no previsto por la ley 24.007- al determinar que la comprobación de la identidad se realice mediante una declaración jurada que suscribe el elector que emite su voto por correo postal e introduce en el sobre de devolución. Cabe recordar que el art. 88 del código citado prevé detalladamente un trámite que se realiza en forma presencial al establecer que “todo aquel que figure en el padrón y exhiba su documento cívico tiene el derecho a votar y nadie podrá cuestionarlo en el acto del sufragio. Los presidentes no aceptarán impugnación alguna que se funde en la inhabilidad del elector para figurar en el padrón electoral”. Asimismo, se dispone que, una vez comprobado “que el documento cívico presentado pertenece al mismo elector que aparece registrado como elector, el presidente procederá a verificar la identidad del compareciente con las indicaciones respectivas de dicho documento, oyendo sobre el punto a los fiscales de los partidos”.  Otra cuestión que importa una alteración del espíritu de la ley se vincula con la obligación del elector de enviar la documentación que contiene su voto o depositarlo personalmente en los buzones que se instalen en la representación diplomática o consular correspondiente “a más tardar el miércoles anterior a la jornada electoral a llevarse a cabo en la República Argentina”, produciéndose de esta manera una suerte de desdoblamiento de la fecha del acto eleccionario que no se encuentra prevista en el ordenamiento al que dice reglamentar.  Aun cuando el decreto impugnado pretende dar cumplimiento a lo dispuesto por el art. 5° de la ley 24.007 y tiene en cuenta la imposibilidad de ciertos electores residentes en el exterior de presentarse en el lugar de votación y la necesidad de garantizar su derecho al voto, lo cierto es que implementa un sistema de votación que resulta incompatible con los criterios fijados por normas de jerarquía superior que regulan la materia electoral y atañen a la organización de nuestro sistema de gobierno. La envergadura de tales cuestiones llevó a los constituyentes de 1994 a requerir una mayoría absoluta del total de los miembros de ambas cámaras del Congreso Nacional cuando se trata de aprobar una modificación al régimen electoral y de partidos políticos, circunstancia que habilita a sostener que una modalidad de voto no presencial debe ser establecida por el legislador dejando que el Poder Ejecutivo ejerza su facultad reglamentaria fijando condiciones, requisitos, limitaciones o distinciones sobre aquella base legal contemplada de manera expresa.  La declaración de inconstitucionalidad constituye la más delicada de las funciones en encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del orden jurídico, por lo que solo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y requiere de manera inexcusable un sólido desarrollo argumental y la demostración de un agravio en el caso concreto.  Las disposiciones del decreto 45/19, al implementar el sistema opcional de voto postal para los argentinos residentes en el exterior, modifican una cuestión sustancial de la normativa electoral, lo que pone de manifiesto que se ha configurado un exceso reglamentario susceptible de invalidar la norma cuestionada.


    Recurso Queja Nº 1 – Incidente Nº 2 – Partido Justicialista Capital Federal y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Recurso de apelación


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 1081/2019/2/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Acción de amparo. Medidas cautelares. Derecho a la salud. Personas con discapacidad. Hemodiálisis. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien las cuestiones de competencia no habilitan –por norma– la vía del artículo 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de la sentencia definitiva, esa regla admite excepción cuando, como en el caso, media una denegatoria del fuero federal.  El asunto debe ventilarse ante el fuero de excepción. Es que, en primer lugar, el amparo se dirige contra el Estado Nacional, ANDIS –organismo descentralizado inserto en la órbita de la Secretaría General de la Presidencia, a cuyo ámbito se transfirió el Programa “Incluir Salud” dependiente del Ministerio respectivo; arts. 1, dec. 698/17; y 1° a 4°, dec. 160/18– y contra el Programa Federal Incluir Salud.  En segundo lugar, si bien la demanda persigue el suministro de prestaciones concretas, pone en debate, en esencia, la actuación de la Agencia Nacional y requiere que se salvaguarde el pleno financiamiento de las prácticas de hemodiálisis.  En concreto, critica la limitación a la cobertura integral que afecta a las personas con discapacidad que padecen de insuficiencia renal crónica terminal –al delegar a la provincia la prestación de la hemodiálisis y la facultad de establecer el valor del módulo, como así también de regular el valor y el servicio de transporte– mediante la resolución 453/2018.  En consecuencia, solicita que se deje sin efecto o se decrete la nulidad de la norma, así como de la dictada por la entidad gestora como correlato de ella.  En esos términos, el reclamo conduce -prima facie- al estudio de las obligaciones de financiamiento impuestas al Estado Nacional, así como a la determinación de la validez de una regla dictada por la administración federal, de lo que se desprende que la solución del caso conlleva la interpretación de preceptos correspondientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, en tanto se cuestiona las obligaciones de la Agencia con relación a la ley 24.901, entre otras.


    P., R. F. c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 24036/2019/2/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Excepción de incompetencia. Juicios en que es parte una provincia. Sociedad anónima. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Es necesario resaltar que, si bien para fijar la competencia procede atender de modo principal a la exposición de los hechos que la parte actora hace en la demanda y después, en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como sustento de la acción, también se ha expresado que, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes.  La Corte tiene reiteradamente dicho que las sociedades anónimas que ejercen su actividad en una provincia se hallan en las mismas condiciones en que puede encontrarse un vecino de igual provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo ante el fuero federal.  En ese entendimiento, no cabe determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar de su domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio donde se desarrollaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen al litigio.  Así, toda vez que no se encuentra controvertido en autos que la sociedad apelante realiza actividades económicas en la provincia demandante y que la acción versa sobre bienes inmuebles ubicados en esa provincia cuya titularidad se registra a nombre de la sociedad co-demandada, la actora se encontraba facultada para promover la demanda ante el juez provincial.  En ese contexto fáctico, es necesario agregar que en el supuesto de existir pluralidad de litigantes que conformen un litisconsorcio activo, pasivo o mixto, es preciso para que proceda el fuero federal que cada uno de los actores y demandados, individualmente considerados, puedan reclamar respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, el fuero de excepción ya sea por la distinta vecindad o nacionalidad, extremo que no se presenta si tanto la actora como alguno de los accionados son vecinos de la misma jurisdicción.  No se verifica en el caso el requisito exigido para la procedencia del fuero federal en razón de las personas, consistente en que cada uno de los litigantes pueda alegar esa calidad respecto de las personas alineadas en la parte contraria, puesto que la sociedad demandada se encuentra avecindada en la provincia demandante.


    Estado Provincial de Santiago del Estero c/ Herederos de Culasso, Santiago Domingo y/u otros s/ Declaración de inexistencia de actos y/o subsidiariamente nulidad de actos, etc. - recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1379/2020/RH1, 23 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. AFIP. Contribuyentes. Acceso a la información pública. Solicitud de información. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de normas federales –ley 27.275 y art. 101 de la ley 11.683- y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que en ellas fundó el apelante.  Al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado.  La ley 27.275, cuyo objeto es “garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública”, se rige, en cuanto aquí interesa, por los siguientes principios: “presunción de publicidad”; “transparencia y máxima divulgación”; “alcance limitado de las excepciones”; “in dubio pro petitor”: “facilitación”; “buena fe”.  A partir de una interpretación armónica de las normas involucradas, lo requerido por la ACIJ reviste la naturaleza de información pública, y no se halla incluido en la excepción del art. 8°, inc. i, de la ley 27.275, invocada por la demandada.  Tal como quedó planteado el litigio, la solicitud efectuada por la ACIJ no pretende indagar indiscretamente en la esfera privada de las personas físicas y jurídicas que accedieron al beneficio fiscal ni acceder a datos sobre el modo en que se compone el patrimonio de los beneficiarios, sino conocer el aspecto referido a los montos individualmente percibidos por cada uno de ellos en concepto de reembolsos adicionales a las exportaciones previstos en la ley 23.018 y en el decreto 2229/2015.  En esa línea, no puede perderse de vista que el otorgamiento de tales beneficios por parte del Estado Nacional se relaciona, en definitiva, con el manejo de recursos públicos, cuestión que reviste innegable interés público. Por tal razón, resulta claro que, aun cuando pudieran hallarse vinculados a datos personales de los beneficiarios, el acceso a esa información resulta necesario para poder ejercer un adecuado control social sobre la regularidad con que los funcionarios competentes ejecutaron dicha política fiscal.  Resulta ilustrativo lo dispuesto por el art. 7°, inc. j, de la ley 27.275 en cuanto incluye como sujetos obligados a brindar información pública a las “organizaciones empresariales, partidos políticos, sindicatos, universidades y cualquier entidad privada a la que se le hayan otorgado fondos públicos, en lo que se refiera, únicamente, a la información producida total o parcialmente o relacionada con los fondos públicos recibidos”.  La justificación ensayada por la AFIP para restringir el derecho de la actora a acceder a esta información sobre la base del resguardo del secreto fiscal previsto en el art. 101 de la ley 11.683, tampoco puede prosperar, pues se desprende de ese artículo que el secreto fiscal regulado en la ley 11.683 es un instituto que ha sido consagrado para resguardar las documentaciones, manifestaciones y declaraciones que presenten y formulen los contribuyentes ante el organismo fiscal. Así, al interpretar tal precepto, la Corte ha establecido que el sentido de la previsión consagrada en el actual art. 101 de la ley 11.683 es llevar tranquilidad al ánimo del contribuyente, con la ineludible consecuencia de que cualquier manifestación que se formule ante la DGI será secreta. Se trata, pues, de la seguridad jurídica como medio decisivo establecido por el legislador para facilitar la adecuada percepción de la renta pública.  En este sentido, la Corte señaló que tal previsión legal alcanza no sólo a las declaraciones o manifestaciones que hayan podido formular los contribuyentes ante el órgano administrativo competente sino que comprende, asimismo, a los expedientes, actas, resoluciones o documentos en los que consten o puedan constar tales declaraciones o manifestaciones.  Ahora bien, en el presente caso la cámara ordenó a la demandada informar la nómina de personas físicas y jurídicas que accedieron al beneficio promocional y los montos individuales percibidos en tal concepto. A tenor de lo expuesto, no se requiere al organismo recaudador que divulgue informaciones, manifestaciones, datos o declaraciones del contribuyente a la AFIP, o bien documentos o actas en las que aquéllas puedan constar de modo que la información peticionada no implica develar ningún dato o contenido referente a la situación económico y financiera del contribuyente ni tampoco a declaraciones o manifestaciones que hubieran efectuado las beneficiarias al organismo recaudador.  La privacidad y secreto de las presentaciones que las beneficiarias hubieren podido efectuar ante la AFIP para la asignación no resultan afectados por lo ordenado en la sentencia apelada. En estas condiciones, no se advierte que la postura asumida por la AFIP encuentre sustento, como pretende, en los términos del mencionado art. 101 de la ley 11.683, con el alcance fijado por la Corte.


    Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ) c/ Estado Nacional – Administración Federal de ingresos Públicos s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40994/2019/CS1-CA1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Bloqueo de sitios de Internet. Libertad de prensa. Libertad de expresión. Derecho al honor. Derecho a la intimidad. Derecho al olvido. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    La libertad de expresión tiene un lugar preeminente en nuestro marco constitucional. Comprende el derecho de transmitir ideas, hechos y opiniones a través de internet, y ello ha sido establecido por el legislador nacional en el artículo 10 de la ley 26.032.  La Corte ha destacado la indudable importancia del papel que desempeñan los motores de búsqueda en el funcionamiento de internet en tanto su actividad es decisiva en la difusión global de datos ya que facilita su acceso a todo internauta que lleva a cabo una exploración.  Toda restricción a la libertad de expresión por cualquier medio, incluido Internet, únicamente resulta válida cuando cumple con los estándares constitucionales e internacionales: debe ser definida en forma precisa y clara a través de una ley en sentido formal y material; perseguir objetivos autorizados por la Constitución Nacional y los tratados de derechos humanos; y ser necesaria en una sociedad democrática para el logro de fines imperiosos, estrictamente proporcionada a su finalidad, e idónea para lograr tales objetivos.  La Corte ha puntualizado que toda restricción, sanción o limitación de la libertad de expresión debe ser de interpretación restrictiva y que toda censura previa que sobre ella se ejerza padece de una fuerte presunción de inconstitucionalidad.   La libre circulación de información no puede impedirse si es el resultado del ejercicio legítimo de la libertad de expresión, aun cuando ella pueda molestar u ofender al sujeto de la información difundida.   La Corte ha dicho que el bloqueo del acceso a contenidos digitales por parte de quienes ofrecen servicios de búsqueda en Internet, debe estar precedido del examen respecto de la licitud del contenido.   Ha postulado que las medidas preventivas de filtro o bloqueo de vinculaciones para el futuro implican un acto de censura que interrumpe el proceso comunicacional pues, al vedar el acceso a dicha información, se impide la concreción del acto de comunicación, lo dificulta sobremanera, con independencia de que en relación con sus potenciales receptores sea su primera manifestación o su repetición. Desde ese enfoque, configura una medida extrema que importa una grave restricción a la circulación de información sobre la que pesa una fuerte presunción de inconstitucionalidad que sólo puede ceder frente a casos absolutamente excepcionales. Esta doctrina se encuentra en consonancia con el criterio expuesto por la Comisión IDH.  Un elemento clave para el examen de la razonabilidad de la medida en este caso es que se propone vedar el acceso a información especialmente protegida por la libertad de expresión, tanto en su dimensión individual como colectiva, pues los contenidos atañen a una figura pública y a un asunto de interés público.  La información que busca restringirse se refiere a la actora en tanto figura pública, esto es quien, por razón de su fama, tiene gran influencia en áreas que preocupan, importan o interesan a toda la sociedad.  Los contenidos cuestionados revisten indudable interés público en tanto permiten informarse sobre las distintas aristas de una reconocida causa penal, con relación al comportamiento de los funcionarios públicos involucrados y la investigación criminal, sino también respecto del tratamiento del caso en los medios de comunicación. Estos asuntos constituyen “áreas que preocupan, importan o interesan a toda la sociedad” o “a gran parte de ella” según el criterio interpretativo adoptado por la Corte.  Cuando están involucradas figuras públicas se debe realizar un examen descriptivo de cuáles son los asuntos sobre los cuales el público tiene interés en mantenerse informado, sin que proceda introducir consideraciones sobre el valor cultural, periodístico o estético de esa información. Ello por cuanto este tipo de razonamiento, basado en gustos o puntos de vista particulares, introduce en el estándar una variable extremadamente subjetiva que abre la puerta a la arbitrariedad, y por ende, debilita la protección de la expresión.  Al revestir la información aquí impugnada un indubitable interés público, cualquier medida de bloqueo o filtrado de vínculos que se imponga a una herramienta de búsqueda en internet, importará en la práctica una medida extrema de censura sobre la que pesa una fuerte presunción de inconstitucionalidad, y que sólo podrá justificarse en circunstancias absolutamente excepcionales.  El contenido objetado no resulta palmariamente ilícito o dañoso, no es discriminatorio, ni incita a la violencia o la comisión de delitos; tampoco importa lesiones injuriosas, ni excede el ejercicio regular de la libertad de expresión.  No se ha identificado un interés imperativo basado en la preservación del honor, pues la información cuestionada no tiene un sentido difamatorio, o dirigido a atacar arbitrariamente la reputación de la actora. La Corte ha sostenido que el derecho al honor se refiere a la participación que tiene el individuo dentro de la comunidad, amparando a la persona frente a expresiones o mensajes que lo hagan desmerecedor en la consideración ajena al ir en su descrédito. El derecho a la honra protege a la persona, bajo determinados requisitos, de la difusión de información agraviante emitida de manera infundada por terceros, pero no la ampara ante el daño a la reputación que resulta de sus propias acciones. No existe un remedio jurídico dirigido a contrarrestar la valoración social negativa de las figuras públicas.   Tampoco se ha identificado una grave afectación de la privacidad, derecho que comprende la esfera doméstica, el círculo familiar y de amistad así como otros aspectos de la personalidad espiritual o física de las personas como la integridad corporal o la imagen, ni tampoco del derecho a la autodeterminación informativa, es decir, a controlar la difusión de información sobre sí mismo.  La protección de la privacidad informativa no alcanza a aquellos aspectos de la vida personal que el titular consiente libremente revelar al público, en especial cuando lo hace en los medios masivos de comunicación. En este punto, un aspecto dirimente es que ese consentimiento ha sido brindado de forma libre y voluntaria, y no resulta afectado por la inexperiencia o juventud de la actora al momento de participar de esas emisiones.  No corresponde equiparar la situación de la actora con el supuesto de protección de la autonomía informativa establecida en la normativa europea sobre protección de datos personales, y en particular del que surge del caso “Google Spain, S.L. y Google Inc. contra Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) y Mario Costeja González”, del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en tanto en ese procedente se discutía el bloqueo de información sobre una persona privada relativa a una subasta inmobiliaria vinculada a un embargo por deudas a la seguridad social, ocurrida varios años antes. Aquí se trata de una persona pública que generó de modo voluntario la información que ahora objeta y los contenidos revisten interés público. El Tribunal de la Unión Europea excluye expresamente de la posibilidad de bloqueo supuestos en que la persona peticionante fuera una persona pública.  La legislación argentina reconoce supuestos excepcionales en los que restringe la circulación de información personal y sensible por el transcurso del tiempo, como antecedentes penales o deudas financieras. En estos supuestos existen normas positivas que disponen un límite temporal a su difusión, con fundamento en la reinserción social de la persona o en la agilidad del tráfico mercantil.  No se configuran los supuestos absolutamente excepcionales que en nuestro orden constitucional autorizan a vedar la circulación de información especialmente protegida.   El régimen constitucional argentino no reconoce un derecho a reservar información de interés público relativa a una persona por el sólo transcurso del tiempo, para forzar por vías legales a la sociedad a su olvido. En todo caso, la memoria social como la individual es selectiva, y el derecho colectivo a la información se ejerce con variada intensidad, entre otros factores, debido al paso del tiempo, por lo que es posible que un asunto que en determinado momento suscita gran atención en las audiencias, pierda luego su interés.  No existe fundamento constitucional que justifique el bloqueo de los vínculos referidos a la información de interés público cuestionada, y que la medida dispuesta por el a quo vulnera el derecho a la libertad de expresión.  En causas de esta índole no procede diferir para la etapa de ejecución de sentencia la determinación de los contenidos ilícitos que serán materia de bloqueo, pues una medida extrema que importa limitar la circulación de información de interés público, debe incluir el análisis de los contenidos específicos de las publicaciones a restringir, de modo de garantizar un adecuado examen de razonabilidad y el derecho de defensa.


    Denegri, Natalia Ruth c/ Google INC s/ Derechos personalísimos: Acciones relacionadas


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50016/2016/CS1, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Libertad de expresión. Interés público. Privación ilegal de la libertad. Torturas. Dictadura militar. Responsabilidad civil. Doctrina de la real malicia. Funcionarios públicos. Interpretación amplia. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En virtud de la íntima relación que existe entre la libertad de expresión y la democracia republicana, la protección constitucional de ese derecho es particularmente intensa en materias de interés público.  Las expresiones aquí cuestionadas abordan asuntos que revisten ese carácter. En efecto, se refieren a la privación ilegal de la libertad y los tormentos sufridos en su juventud por una figura pública como el accionante, en el marco de la represión ilegal llevada a cabo en nuestro país durante la última dictadura militar.   Dichas expresiones no pueden ponderarse de forma aislada sino que deben analizarse de manera integral, considerando la estructura de la obra literaria o el medio periodístico en que se formulan, en este caso, el libro y el blog del demandado.  En el libro y en el blog se abordan asuntos de interés público vinculados principalmente al proceso político de la última dictadura, a las violaciones a los derechos humanos cometidas durante esa época y a sus múltiples derivaciones posteriores. Cabe recordar al respecto que, como ha sostenido esta Procuración General, el debate amplio y desinhibido sobre tales acontecimientos tiene un valor instrumental para garantizar la dimensión colectiva del derecho a la verdad que ha sido consagrado por los distintos sistemas de protección de derechos humanos. Este derecho, ha sido reconocido en diversos precedentes por Corte Suprema de Justicia de la Nación. Por su parte, también se ha destacado la importancia de garantizar la amplitud del debate público sobre las circunstancias que rodearon la comisión de esos hechos.  Con relación al marco jurídico que rige la responsabilidad civil por la divulgación de información de interés público, la Corte Suprema ha adoptado la doctrina de la real malicia, que resulta aplicable cuando la información refiere a funcionarios públicos, o figuras públicas.   Según esa doctrina, esos sujetos deben tener un margen de tolerancia mayor frente a los dichos inexactos e injuriantes, en aras de garantizar la circulación de información sobre cuestiones de trascendencia social. Tal como recordó ese tribunal recientemente en el caso “Boston Medical Group”, la investigación periodística sobre los asuntos públicos desempeña un rol importante en la transparencia que exige un sistema republicano. El excesivo rigor y la intolerancia del error llevarían a la autocensura lo que privaría a la ciudadanía de información imprescindible para tomar decisiones. Estas afirmaciones forman parte del acervo común de los jueces de importantes tribunales que han adoptado una línea de interpretación amplia, admitiendo incluso el error sobre los hechos.  En primer lugar, respecto de las expresiones referidas a las circunstancias del secuestro y detención ilegal del accionante durante la dictadura militar, no se desprende que el demandado haya negado o puesto en duda la privación ilegal de la libertad del accionante, ni los tormentos a los que fue sometido.  Es necesario destacar inicialmente que estos crímenes se encuentran acreditados. El Juzgado Federal de Rosario, en la sentencia dictada en la causa Nº 367/03, caratulada “Guerrieri, Pascual Oscar y otros s/ privación ilegal de la libertad, amenazas, tormentos y desaparición física”, consideró probado que el actor fue secuestrado en esa ciudad el 29 de junio de 1977, que en un principio creyó que el lugar en que lo mantuvieron cautivo era la “Quinta de Funes” pero que finalmente se comprobó que era el centro clandestino de detención denominado “La Calamita”, que en ese sitio fue torturado y sometido a simulacro de fusilamiento, y que fue liberado el 7 de julio del mismo año.  El autor reproduce en el libro fragmentos de las declaraciones testimoniales del demandante y puntualiza aspectos que indicarían contradicciones respecto de la ubicación del lugar de cautiverio, subrayando que no fue sobreviviente del centro conocido como la “Quinta de Funes”, pero sin que esas acotaciones puedan leerse, en el marco general de la obra, como una negación de los crímenes de lesa humanidad de los que el actor resultó víctima. Por el contrario, el demandado refiere en el libro que dos prisioneras de “La Calamita”, reconocieron haber compartido cautiverio con el actor. En ese mismo sentido, el accionado manifestó al contestar la demanda que sus expresiones apuntaron a poner de relieve que el accionante no estuvo detenido en la “Quinta de Funes” sino en “La Calamita”, lo que reitera en la absolución de posiciones refiriendo los testimonios de las mencionadas sobrevivientes.  Corresponde observar que la dificultad de las víctimas para identificar el sitio de la detención es una consecuencia lógica de la modalidad de los secuestros en razón de que la dictadura buscó preservar la clandestinidad de sus prácticas, y el avance en su efectiva localización fue resultado del desarrollo de los procesos judiciales. En ese sentido, el propio autor sostiene en el libro que esas contradicciones “no condenan a Bielsa”.  El demandado, tanto en la nota de su blog titulada “Mi respuesta a Bielsa” como en la publicada en diciembre de 2014 en el medio digital LaCapital.com.ar, sostuvo que nunca cuestionó el hecho de que el actor fue secuestrado durante la dictadura, postura que además ratificó en diferentes etapas de este proceso.   Esa aclaración del sentido del texto realizada por el propio autor, antes y durante el juicio, y que es además consistente con el significado del lenguaje que emplea, y el análisis integral de la información que brinda en la obra, resulta dirimente para establecer que no ha realizado una aseveración de hechos falsos que pueda originar responsabilidad civil.  A su vez, el demandado reprocha al actor haber ocupado un cargo público, al regresar de su exilio, mientras aún se encontraban en el poder las autoridades militares. Este cuestionamiento se sostiene en la interpretación de datos que surgen del currículum oficial del propio accionante, en donde consta que retornó al país en 1980 y trabajó como funcionario en el Ministerio de Justicia con anterioridad al retorno de la democracia. De modo que se trata de una valoración acerca de hechos que no se han reputado inexactos.  Por lo expuesto, en este punto el demandado no ha realizado afirmaciones que excedan la esfera de la libre expresión.  En segundo lugar, con respecto a los enunciados referidos a la gestión del accionante en la SEDRONAR y a la filtración de información reservada, de acuerdo con el estándar de la real malicia, los que se consideran afectados solo pueden recobrar daños generados por la divulgación de información de interés público si prueban la falsedad de la información, y que su difusión fue realizada con conocimiento de su falsedad o bien con notoria despreocupación por su veracidad.  En este punto, el demandado explicó el origen de la información cuestionada, refiriendo incluso hechos de notoriedad pública, mientras que el actor no alcanzó a cumplir el deber probatorio que impone esa doctrina constitucional.  En tercer lugar, el actor se agravia de una serie de expresiones que estima difamatorias referidas a su actuación pública. La única expresión que se dirige de manera directa a la persona del actor es la que alude a la invención de “un pasado revolucionario”, y se trata de una valoración de sus antecedentes de militancia política, que tiene resguardo constitucional. La referencia a “los líderes de este gobierno” que “se atracan a manos llenas” reviste carácter genérico e impersonal, y no puede entenderse como una imputación directa al actor de una conducta de enriquecimiento indebido.  Similares consideraciones resultan aplicables a los términos en que el demandado, tanto en el libro como en el blog objeta la forma en que el accionante, siendo Canciller, gestionó el caso de la médica cubana, y relata que el propio actor intentó explicarle “por qué había conspirado (…) para romper o al menos dañar las relaciones Argentina- Cuba”.  Esta frase contiene apreciaciones subjetivas del autor acerca del episodio, incluso sus impresiones respecto del sentido de un diálogo mantenido entre las partes, y configura un cuestionamiento de la actuación del actor en la conducción de un asunto de política exterior que reviste interés general.  En relación al enjuiciamiento de opiniones, ideas o juicios de valor, la Corte Suprema sostuvo que solo la forma de la expresión, y no su contenido, es pasible de reproche, pues la opinión es absolutamente libre. Precisó que el criterio de ponderación deberá estar dado por la ausencia de expresiones estricta e indudablemente injuriantes y que manifiestamente carezcan de relación con las ideas u opiniones que se expongan. En otras palabras, no hay un derecho al insulto, a la vejación gratuita e injustificada. De este modo, la tutela constitucional de las opiniones críticas únicamente se pierde ante el empleo de voces o locuciones claramente denigrantes y fuera de lugar, cuya prohibición en nada resiente las condiciones que dan base a la amplia discusión acerca de temas sobre los que descansa un interés público, que toda sociedad democrática exige como condición de subsistencia.  Al respecto, en el debate sobre temas de interés público no sólo se protege la emisión de expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión pública, sino también la de aquéllas que chocan, irritan o inquietan a los funcionarios públicos o la población.  En ese orden de ideas, se encuentran amparadas, de igual manera, las expresiones del demandado que incluyen los términos “oscuro”, “despreciable”, “mitómano” y otros similares para referirse a la persona del accionante. Esas expresiones, aun formuladas de manera hiriente y ofensiva, resultan juicios de valor del autor del libro que se integran al análisis crítico del desempeño público del recurrente, por lo que no puede sostenerse que carezcan manifiestamente de relación con las ideas y opiniones expuestas.  Por análogas razones, no genera un deber de reparar la difusión en el blog de internet del demandado de una imagen del rostro del actor junto a la del ex agente de inteligencia. Esa publicación persiguió la finalidad de ilustrar una nota sobre asuntos de interés general y trascendencia pública. El autor de la nota expresa en ella opiniones e ideas que gozan de protección constitucional, proyectándose esa misma protección al uso de las imágenes de las figuras públicas que la ilustran.  En suma, las expresiones cuestionadas referidas a la actuación pública del actor se encuentran amparadas por la libertad de expresión.


    Bielsa, Rafael Antonio c/ Bonasso, Miguel y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 18430/2015/CS1-CA1, 13 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Periodismo. Libertad de prensa. Doctrina de la real malicia. Derecho a la intimidad. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Libertad de expresión. Revocación de sentencia. 


    La Corte adoptó el estándar de la real malicia en aras de garantizar un debate libre y desinhibido sobre asuntos de interés público. De conformidad con ella, el agraviado sólo puede recobrar daños generados por la divulgación de información de trascendencia pública si prueba la falsedad de la información, y que su difusión fue realizada con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad.  A fin de analizar la concurrencia de la real malicia, se debe tener en cuenta la información disponible al momento de la divulgación, sin que los resultados posteriores de la investigación penal puedan alterar, en forma retroactiva, la verificación de la real malicia.  Esta Procuración apuntó que “podría ocurrir que ex post, con un mejor conocimiento de los hechos, las afirmaciones publicadas no se condigan con la realidad y, por lo tanto, de alguna manera comprometan el honor de ciertas personas. Sin embargo, una buena parte de los tribunales superiores de diversos países han decidido que es preferible proteger la libertad de informar sobre hechos aun cuando todavía no se tratara de verdades inconmovibles. Si posteriormente la información resultara incorrecta, ello no generaría el deber de reparar, porque de lo contrario, el proceso de comunicación padecería restricciones incompatibles con la vida republicana: sólo podrían informarse cosas que por su carácter inmutable tienen escasa trascendencia para su discusión pública. Sólo se genera el deber de reparar si ex ante, es decir, al momento de publicar la noticia, el diagnóstico sobre su veracidad no se había hecho en base a la información disponible en ese momento de manera diligente”.  Los accionantes no lograron acreditar que la editorial demandada divulgó información falsa con conocimiento de la falsedad o con notoria despreocupación sobre la verdad o falsedad, al momento en que las notas periodísticas cuestionadas fueron publicadas.  Las hipótesis judiciales informadas por la editorial demandada y en particular, las que involucraban a la actora, tenían, al momento de su publicación, sustento suficiente en las investigaciones y actuaciones tramitadas en sede penal. Esa valoración no es alterada por los resultados posteriores del proceso penal. La circunstancia de que la actora no fuera finalmente procesada penalmente no modifica, en forma retroactiva, la concurrencia de la real malicia. Tal como apuntó esta Procuración en el caso “Moslares”, una interpretación diversa inhibiría que se divulgue información de trascendencia pública aun cuando todavía no se tratara de verdades inconmovibles.  Los actores no cumplieron con la carga de acreditar que la editorial, al momento de publicar las notas cuestionadas, conocía la falsedad de la información u obró con notoria despreocupación al respecto. La cobertura de la causa no reflejó una versión parcializada y, menos aún, falsa de los hechos, sino que relató el devenir de las investigaciones judiciales elaboradas en relación con una cuestión tan sensible como la sustracción y el tráfico de niños.  El ejercicio del derecho a la libertad de expresión no autoriza al desconocimiento del derecho a la intimidad. En aras de armonizar ambos derechos, en el caso “Ponzetti de Balbín” la Corte advirtió que puede justificarse la intromisión a la vida privada cuando “medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen”.  Esta Procuración ha expuesto que los actos privados están protegidos de la intromisión de terceros, especialmente cuando no se hallan implicados asuntos institucionales o de interés público, ni son atinentes a funcionarios o figuras públicas.  La situación aquí entra en la esfera de un debate público e involucra aspectos de la vida privada de una funcionaria pública y su familia. Pero, el derecho a la intimidad de los niños, exige una protección constitucional reforzada.  Con el objeto de asegurar ese derecho, el art. 22 de la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes expresamente prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esa ley, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus padres, cuando se lesionen su dignidad o reputación o cuando constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar. La norma pretende tutelar a los niños, niñas y adolescentes de publicaciones que configuren intrusiones a su vida privada en la medida que sean arbitrarias o ilícitas.  En Fallos: 324:975 la Corte resaltó que, a fin de conciliar la protección de la libertad de prensa con la tutela del derecho de los menores contra injerencias arbitrarias en su intimidad, la protección judicial del interés del menor “debe estar estrictamente ceñida a lo que resulta indispensable, para evitar así una injustificada restricción de la libertad de prensa, ya que como ella misma ha señalado, el derecho de prensa, reconocido como derecho de crónica en cuanto a la difusión de noticias que conciernen a la comunidad como cuerpo social y cultural, requiere para su ejercicio que las restricciones, sanciones o limitaciones deban imponerse únicamente por ley y su interpretación deba ser restrictiva”.  No se vislumbra en el caso una intromisión en la esfera de intimidad de los actores y de las niñas de suficiente entidad para que deba prevalecer frente al interés público involucrado en la difusión de esos contenidos.   Ha sido en el marco de ese debate público que fueron difundidos ciertos datos de la vida familiar de las hijas de los actores a fin de sostener una de las hipótesis que eran investigadas por la justicia.  La exposición de esos datos se ciñó a lo estrictamente necesario para explicar una teoría acerca de un asunto de interés general y, en consecuencia, contribuía a un debate público sobre esa cuestión. Tampoco se advierte que haya mediado una falta de cuidado respecto de la preservación de los aspectos básicos de la intimidad de las niñas. Las notas no contienen imágenes de las niñas, éstas no fueron mencionadas por su nombre y apellido, y sólo podían ser identificadas en forma indirecta a través de la mención del nombre y apellido de su madre.   La información propalada no excedió el legítimo interés social que ampara la libertad de expresión y justifica cierta intromisión en la vida privada, de modo tal que no se vislumbra la concurrencia de una conducta por la que los demandados deban responder.


    B., M. y otros c/ Editorial La Página S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75332/2008/CS1, 11 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Derecho electoral. Inhabilitación absoluta. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    La cámara electoral, al resolver la apelación mediante su pronunciamiento exiguo y formalista, omitió dar a las partes una respuesta a la cuestión federal que habían planteado oportuna y francamente y, de esa manera, incumplió con la misión que le incumbía como autoridad judicial en el aseguramiento de la supremacía constitucional que impone el artículo 31 de la Constitución Nacional y la jurisprudencia de la Corte que lo ha interpretado.  Las partes plantearon entonces abiertamente la cuestión al a quo, mediante sus recursos de apelación. Postularon lisa y llanamente su posición, en cuanto a que el reconocimiento de los derechos fundamentales invocados sería incompatible con la inhabilitación dispuesta, pues esta implicaría negar a tales derechos la protección judicial eficaz que les es inherente. Éste era el asunto, de incuestionable naturaleza federal, que la cámara estaba llamada a resolver. Y, sin embargo, apenas se limitó a afirmar que el precedente del 24 de mayo de 2016 no había tratado el tema de las inhabilitaciones derivadas de condenas fundadas en cláusulas como las de los artículos 144 bis y 144 ter del Código Penal; y, en un paso igualmente formalista, modificó la cláusula pertinente para la inhabilitación que confirmó, para fundarla en la regla genérica del artículo 3, inciso m, del Código Electoral Nacional en lugar de la del inciso e, referida a “los condenados por delitos dolosos a pena privativa de la libertad, y por sentencia ejecutoriada, por el término de la condena”, que entendió implícita en la sentencia de primera instancia.  Para completar la descripción de la arbitraria omisión en la que incurrió el a quo, la inhabilitación electoral debatida en estas actuaciones, en contra de lo expresado en la sentencia impugnada, resultó precisamente de la “aplicación genérica y automática” del artículo 19, inciso 2°, del Código, que habría sido una de las reglas explícitamente consideradas y declaradas inconstitucionales en el precedente invocado por las partes.  A los fines del recurso del artículo 14 de la ley 48, las cámaras nacionales de apelación han de cumplir en la jurisdicción federal el papel que los tribunales superiores de provincia cumplen en las jurisdicciones locales. Por lo tanto, como la Corte lo ha establecido expresamente para los superiores tribunales de provincia y para las cámaras nacionales de casación penal, cada vez que se invoquen agravios de naturaleza federal, capaces de habilitar la intervención extraordinaria de la Corte, éstos deben ser tratados por las cámaras nacionales de apelación, en su función de tribunales intermedios en el sentido de esa doctrina que la Corte ha derivado del artículo 31 de la Constitución.  Así, cuando tales tribunales intermedios omiten el tratamiento de una cuestión federal oportunamente planteada por las partes, tanto si lo hacen en virtud de una norma procesal que lo impide como cuando ello resulta de una elusión arbitraria, la ausencia de ese pronunciamiento interfiere en el normal ejercicio de la competencia apelada de la Corte, tal como ella ha sido configurada por las leyes que la regulan, y la jurisprudencia que las interpreta, y es menester, de conformidad con esa doctrina, anular el fallo y ordenar el dictado de uno nuevo en el que el a quo se expida sobre el asunto eludido.


    Incidente N° 1 – Ciudadano: D., Luis Juan s/ Recurso de apelación


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7809/2016/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Parlamento del Mercosur. Convocatoria a elecciones. Decretos nacionales. Inconstitucionalidad. Poder Ejecutivo Nacional. Facultades del poder ejecutivo. Observancia de tratados internacionales. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Revocación de sentencia. 


    Declaración Conjunta de los Estados que conforman el Mercosur. Protocolo Constitutivo del Parlamento.


    La Declaración Conjunta fue suscripta por los cancilleres de los Estados partes en abril de 2019, y en nuestro país, otorgó fundamento a la decisión del Poder Ejecutivo Nacional de omitir la categoría parlamentario del Mercosur al convocar a elecciones mediante el decreto 343/19,   Si bien este instrumento no constituye un tratado ni debería ser sometido internamente al procedimiento constitucional previsto para los tratados internacionales, tampoco quedarían adecuadamente resueltas las cuestiones planteadas si se lo considera simplemente como un acto de jerarquía inferior no vinculante para las partes signatarias, pues ello importaría soslayar que los Estados partes manifestaron su voluntad en el sentido de suspender parcialmente dos disposiciones transitorias del Protocolo Constitutivo del Parlamento del Mercosur  en lo que se refiere a la elección de los parlamentarios a través del sufragio directo, universal y secreto: a) el párrafo segundo de la Disposición Transitoria Tercera y b) el párrafo segundo de la Disposición Transitoria Quinta.   La suspensión de un tratado debe ser examinado desde la perspectiva del derecho internacional, que se rige por sus propios principios y exige que los tratados sean interpretados de buena fe.  Dilucidar si los compromisos asumidos en el marco de los tratados del Mercosur tienen un alcance pleno, es decir si crean verdaderos derechos y obligaciones para los Estados, cuyo incumplimiento acarrearía responsabilidad internacional, reviste particular importancia. Ello es así, toda vez que el Parlamento del Mercosur es un órgano de representación de sus pueblos, cuyos parlamentarios deben ser elegidos por los ciudadanos de los Estados partes a través del sufragio directo, universal y secreto. De este modo, si se ha considerado que la integración del Parlamento con representantes elegidos de la forma indicada debe guardar simultaneidad entre todos los Estados partes, no parece razonable desconocer en el ámbito interno la decisión de adecuar las Disposiciones Transitorias del Protocolo Constitutivo con el objeto de resguardar el equilibrio en la representación ciudadana y garantizar, al mismo tiempo, la continuidad de las actividades del Parlamento del Mercosur.  La declaración que aquí se cuestiona constituye un acuerdo ejecutivo de aplicación provisional suscripto por los países que conforman el Mercosur en la inteligencia de que debía evitarse la frustración del objeto y fin del Protocolo Adicional al cual su existencia se encuentra vinculada, motivo por el cual sólo rige hasta tanto cada uno de los Estados partes finalice el trámite interno que corresponde otorgar al Protocolo Adicional que se suscribió el mismo día para que se produzca su entrada en vigor.  Ello es así, pues la decisión adoptada por consenso de todos los Estados partes con el objeto de evitar desequilibrios en la representación ciudadana hasta que el Parlamento se integre con miembros elegidos en forma directa guardando simultaneidad cuando se establezca el “Día del MERCOSUR Ciudadano”, perdería virtualidad si las partes pudieran unilateralmente desligarse de su vinculatoriedad, lo que podría ocurrir mediante el simple artilugio de no tratar en el Congreso el proyecto de ley aprobatorio, postergando sine die su entrada en vigencia.   Esta conclusión no sólo tiende a dar cumplimiento a las condiciones de reciprocidad e igualdad en que deben aprobarse los tratados de integración que deleguen competencias y jurisdicción a organizaciones supraestatales, sino que también concuerda con el art. 38 del Protocolo de Ouro Preto, que establece que los Estados partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias para asegurar, en sus respectivos territorios, el cumplimiento de las normas emanadas de los órganos del Mercosur.  La responsabilidad por el cumplimiento de los tratados y obligaciones internacionales recae sobre el presidente en cuanto tiene a su cargo el ejercicio de los poderes para el mantenimiento de buenas relaciones con las organizaciones internacionales y naciones extranjeras. Ello es así, toda vez que las obligaciones internacionales están sujetas al deber del presidente para su ejecución, pues ante él reclamarán los gobiernos extranjeros cuando haya un incumplimiento de la Nación Argentina.  La solución que se propugna de manera alguna importa desconocer las facultades conferidas en forma privativa al Congreso Nacional para regular lo atinente al derecho electoral, ni la importancia de que el Parlamento del Mercosur cuente con la debida representación política para coadyuvar al proceso integrador. Sin embargo, tampoco debe soslayarse que, en atención a la imperatividad de los compromisos asumidos por nuestro país en el marco de los instrumentos suscriptos para la conformación del Mercosur, no es posible asumir una conducta que se encuentre en abierta colisión con las normas comunitarias. La aplicación por los órganos del Estado argentino de normas internas en materia electoral que se oponen de modo manifiesto a la voluntad expresada en el Protocolo Adicional vulneraría el principio de supremacía de los tratados internacionales sobre las leyes internas.  La Corte sostuvo que la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados confiere primacía al derecho internacional convencional sobre el derecho interno, prioridad de rango que integra el ordenamiento jurídico argentino. Asimismo, señaló que una parte no puede invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado y que su art. 27 impone a los órganos del Estado argentino asignar primacía al tratado ante un eventual conflicto con cualquier norma interna contraria o con la omisión de dictar disposiciones que, en sus efectos, equivalgan al incumplimiento de un tratado internacional. Expresó también que lo expuesto resulta acorde con las exigencias de cooperación, armonización e integración internacionales que la República Argentina reconoce y previene la eventual responsabilidad del Estado por los actos de sus órganos internos que no se ajusten a los compromisos internacionales.  La Declaración Conjunta suscripta por los Estados partes del Mercosur en abril de 2019 con el objeto de manifestar la voluntad de suspender parcialmente dos disposiciones transitorias del Protocolo Constitutivo del Parlamento del Mercosur constituye un instrumento que adquiere operatividad en forma inmediata y otorga sustento suficiente a la decisión del Poder Ejecutivo de omitir la convocatoria a elecciones de parlamentarios ante el Mercosur al dictar el decreto 343/19.


    Partido Justicialista Orden Nacional y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional – Estado Nacional s/ Amparo - solicita acción de inconstitucionalidad


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 3059/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Partidos políticos. Convocatoria a asamblea partidaria. Acción de nulidad. Acreditación de la personería. Agotamiento de la vía partidaria. Habilitación de instancia. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 


    La cámara Nacional Electoral rechazó la acción, entre otros argumentos, por entender que el actor no había acreditado el agotamiento de las instancias partidarias previas a la intervención del poder judicial, tal como dispone el art. 57 de la ley 23.298.   Específicamente señaló que “el agotamiento de la vía interna no es una mera formalidad sino un requisito de cumplimiento ineludible para habilitar el conocimiento de la justicia electoral que tiene por objeto provocar la solución de los diferendos en el seno de las agrupaciones políticas, reservándose la intervención de la justicia como última ratio.   Entendió que si el actor consideraba que la reunión del Consejo Provincial del 27 de febrero de 2021 adolecía de “múltiples irregularidades”, debió dirigirse a los órganos superiores del partido a fin de promover una solución al respecto en el ámbito interno. Añadió que de la carta orgánica del partido surge que es “el Congreso Provincial […] la máxima autoridad partidaria en el orden provincial”.  La decisión de la cámara se sustenta, primordialmente, en un argumento que no es de carácter federal y que resulta suficiente para rechazar la acción, sin perjuicio de que también fueron tratadas otras cuestiones planteadas por el demandante.  El a quo determinó que el actor no había cumplido la exigencia prevista por el artículo 57 de la ley 23.298 en lo que atañe al agotamiento de la vía partidaria interna, aspecto que conlleva la aplicación y valoración de un precepto de derecho procesal y, por lo tanto, ajeno a las cuestiones federales que habilitan la vía extraordinaria del artículo 14 de la ley 48.  No obsta a lo expuesto el carácter federal de la ley 23.298, pues tiene dicho la Corte que resulta improcedente el recurso extraordinario si los agravios se vinculan a cuestiones de orden procesal, aun cuando se encuentren regidas por leyes federales, ya que su solución se encuentra reservada a los jueces de grado, con exclusión de la vía extraordinaria.  Si bien la Corte ha hecho excepción a este principio en aquellos casos en los cuales se encontraba gravemente afectado o restringido el derecho de defensa en juicio, esa no es la situación que aquí se presenta.  En lo atinente a la gravedad institucional denunciada por el recurrente, la Cámara destacó que el examen sobre su configuración “en un caso de esa heterodoxia correspondería, de todos modos, a la Corte Suprema de Justicia de la Nación y no a este Tribunal”.  Ello no obsta a la solución que aquí se propicia pues, según jurisprudencia de la Corte, la ausencia de cuestión federal –toda vez que la sentencia recurrida cuenta con fundamentos no federales suficientes para sustentarla- no puede ser suplida por la alegada gravedad institucional.


    Gray, Fernando Javier y otro c/ Partido Justicialista Nro. 2- Distrito Buenos Aires s/ Impugnación de acto de órgano o autoridad partidaria


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 572/2021/22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Senadores nacionales. Gobernador. Elecciones primarias. Incompatibilidad de cargo. Inhabilidad de título. Cargos electivos. Candidatos. Oficialización de listas. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible cuando se halla en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, tales como los arts. 31, 55 y 73 de la Constitución Nacional, Código Electoral Nacional, ley 23.298, entre otras, y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a las pretensiones que la apelante funda en ellas.  La Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes en la tarea de establecer la inteligencia de normas de la índole mencionada, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  Es doctrina de la Corte que la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos utilizados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los preceptos; desde esa comprensión, el Tribunal ha destacado que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir de ella, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su texto o de su espíritu.  Ni el artículo 55 de la Constitución Nacional, ni los artículos 60 y 60 bis del Código Electoral Nacional contemplan la posibilidad de que las normas provinciales establezcan condiciones adicionales para ser senador nacional, o precandidato o candidato a ese cargo, o inhabilidades o incompatibilidades no previstas en la legislación nacional, sea de rango constitucional o legal. La redacción del artículo 60 bis del Código Electoral Nacional da a entender que la enumeración de normas que realiza, en las que se prevén inhabilidades para ser candidato a un cargo electivo (“…en la Constitución Nacional, en este Código, en la Ley Orgánica de los Partidos Políticos, en la Ley de Financiamiento de los Partidos Políticos y en el Protocolo Constitutivo del Parlamento del Mercosur”) resulta de carácter taxativo, sin dejar margen para que las provincias fijen otros requisitos o supuestos de inhabilitación o incompatibilidad.  En cuanto a las inhabilidades previstas en la Ley Orgánica de los Partidos Políticos, la referencia que el inciso a) del artículo 33 de la ley 23.298 hace respecto de “los excluidos del padrón electoral como consecuencia de disposiciones legales vigentes” remite a lo dispuesto por el art. 3º del Código Electoral Nacional, el cual, en sus incisos actualmente vigentes, establece quienes están excluidos del padrón electoral.  Una cláusula de inhabilitación o incompatibilidad establecida por una Constitución provincial, como la dispuesta por el último párrafo del artículo 115 de la de Mendoza, según el cual “el gobernador tampoco podrá ser electo senador nacional hasta un año después de haber terminado su mandato”, no constituye un impedimento contemplado en las normas nacionales para postularse a ocupar un cargo cuyos requisitos para el acceso, incompatibilidades e inhabilidades para ser candidato son fijados únicamente por la Constitución Nacional y por las leyes de ese carácter.  Es cierto que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 122 de la Constitución Nacional, las provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por ellas y, entonces, establecen su régimen electoral, eligen sus gobernadores, sus legisladores y demás funcionarios de provincia, “sin intervención del Gobierno federal”, precepto en el que la palabra “Gobierno” incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe discutir las formas en que las provincias organizan su vida autónoma. Sin embargo, la Constitución Nacional, que garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones, el ejercicio de ellas y la elección de sus autoridades, sujeta a aquéllas y a la Nación al sistema representativo y republicano de gobierno, impone su supremacía sobre las constituciones y leyes locales y encomienda a la Corte el asegurarlo como custodio de la Ley Suprema.  La Corte tiene dicho que “este Tribunal, desde sus primeros pronunciamientos, jamás ha descuidado la esencial autonomía y dignidad de las entidades políticas por cuya voluntad y elección se reunieron los constituyentes argentinos, y ha sentado el postulado axiomático de que la Constitución Federal de la República se adoptó para su gobierno como Nación y no para el gobierno particular de las Provincias, las cuales según la declaración del art. 105, tienen derecho a regirse por sus propias instituciones, y elegir por sí mismas sus gobernadores, legisladores y demás empleados; es decir, que conservan su soberanía absoluta en todo lo relativo a los poderes no delegados a la Nación, como lo reconoce el artículo 104.  También ha recordado que “la misión más importante de la Corte consiste en interpretar la Constitución Nacional de modo que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se desenvuelva armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa. Del logro de ese equilibrio debe resultar la adecuada coexistencia de dos órdenes de gobierno cuyos órganos actuarán en dos órbitas distintas, debiendo encontrarse sólo para ayudarse”.  En lo que se refiere al cargo de senador nacional, es evidente que no integra ninguna de las instituciones locales; en ese entendimiento, es el constituyente nacional quien fijó las condiciones exigibles y las incompatibilidades para ocupar ese cargo en los arts. 55 y 73 de la Constitución Nacional, mientras que las leyes nacionales establecen las diversas inhabilidades para ser elegible como tal.  No puede postularse, en esta materia, la existencia de facultades concurrentes de la Nación y de las provincias pues, así como las provincias diseñan sus propias instituciones y se rigen por ellas, también se entiende que la Nación lo hace con las suyas, de conformidad con sus normas constitucionales y legales, sin interferencias por parte de las provincias, pues la Nación Argentina adoptó para su gobierno la forma representativa republicana federal “según lo establece la presente Constitución”, y de sus disposiciones no resulta que se hubiera reservado, para las provincias, la potestad de determinar requisitos, inhabilidades o incompatibilidades para ser senador nacional, distintos de los previstos en las cláusulas constitucionales nacionales o en las leyes de esa índole que las reglamenten.  Al ser ello así, la supremacía de la Constitución Nacional y de las leyes nacionales dictadas en su consecuencia conlleva que lo dispuesto por el artículo 115 –último párrafo– de la Constitución de la provincia de Mendoza, jerárquicamente inferior a aquéllas, resulte inoponible a la precandidatura a senador nacional del gobernador de esa provincia, en tanto ni la Constitución Nacional ni las leyes nacionales impiden que se postule a dicho cargo por el hecho de ostentar actualmente la titularidad del Poder Ejecutivo provincial.  La prohibición impuesta por el artículo 73 de la Constitución Nacional impide el ejercicio simultáneo de ambos cargos (gobernador de provincia y diputado o senador nacionales), pero no veda la posibilidad de que un gobernador se postule como precandidato o candidato a miembro del Congreso Nacional.  En la doctrina existen divergencias interpretativas respecto del alcance de esta cláusula constitucional. Algunos distinguidos constitucionalistas sostienen que se trata de una causal de inelegibilidad para el cargo. Esta Procuración General comparte la opinión de quienes consideran que constituye un supuesto de incompatibilidad funcional, que prohíbe ejercer, al mismo tiempo, las funciones de gobernador y de diputado o senador –ambos de la Nación–, mas no impide que un gobernador se postule para ser elegido miembro del Congreso Nacional, ni que resulte efectivamente electo, en cuyo caso, si pretende asumir el cargo de legislador nacional, deberá renunciar, previamente, al de gobernador de provincia.  En los precedentes de Fallos: 317:1195, 336:1756 y otros, el Tribunal examinó e, incluso, consideró válidas diversas cláusulas constitucionales provinciales que limitaban la posibilidad de reelección del gobernador y vicegobernador de ciertas provincias. Sin embargo, las circunstancias que dieron lugar a dichos pronunciamientos no resultan análogas a las del presente caso, en tanto las disposiciones constitucionales provinciales involucradas en aquellas causas fijaban condiciones y límites para el ejercicio de cargos locales, es decir, regulaban instituciones locales; en cambio, el precepto contenido en el artículo 115, último párrafo, de la Constitución de la provincia de Mendoza se dirige a establecer una inhabilidad o incompatibilidad para ser elegido para un cargo nacional.


    Alianza Vamos Mendocinos c/ Lista Juntos por Mendoza – Alianza Cambia Mendoza s/ Impugnación de precandidatos elecciones primarias 2021. Senador Nacional Suplente de la Alianza Cambia Mendoza


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 5483/2021/CS1, 31 de agosto de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Contienda negativa de competencia


    Accidentes de trabajo. Comisiones médicas. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 44843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente - Ley especial”.


    Mansilla, Clara Estela c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 3002/2020/CA1-CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Enfermedad profesional. Daños y perjuicios. Indemnización. Responsabilidad civil. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de Fallos: 340:620 “Faguada”, resuelto de conformidad por la Corte.


    Gohringer, Osvaldo c/ Arauco Argentina S.A. y otro s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 52552/2017/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización. Instancia administrativa previa. Comisiones médicas. Competencia laboral. 


    Corresponde acudir al dictamen de la causa CNT 44843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente - ley especial”, al que remitió la Corte.


    Moreyra, Rocío Yanet c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 12464/2020/CS1-CA1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Ley de accidentes de trabajo. Comisiones médicas. Instancia administrativa previa. Agotamiento de la instancia administrativa. Competencia laboral. 


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción.


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento y, a esos fines, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión.  Resulta aplicable la regla territorial prevista en el segundo párrafo del artículo 2 de la Ley 27.348, en cuanto establece que corresponde entender a la justicia laboral del domicilio de la comisión médica que intervino previamente sin que ello implique apartarse de las normas de procedimiento locales.


    Paniagua, Rubén Avelino c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Interrumpe prescripción


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11593/2020/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Despido. Competencia por la materia. Acumulación de procesos. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Corresponde estar a lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, en cuanto prevé que “la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y “se requerirá… que el juez que deba entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia”.


    Gorosito, Luis Alberto c/ Magiana S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 12950/2018/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Rubros indemnizatorios. Contrato de trabajo. In dubio pro operario. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar, inicialmente, el relato de los hechos efectuado en la demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.  Resulta aplicable la regla del artículo 24 de la ley 18.345 –según la cual, será competente, a elección del actor, el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado–, la que está inspirada en el propósito de tutelar a los empleados que, en la casi totalidad de los casos, son los accionantes a los que se refiere la norma.  No cabe conferir preeminencia a la aseveración del empleador, en cuanto al lugar de la prestación de servicios, por sobre la aseveración del actor, expuesta al reclamar y al oponerse a la declinatoria, porque ese proceder supondría ignorar que, en este estado del juicio, dicho lugar es un extremo pendiente de esclarecimiento, ni tampoco soslayar la opción efectuada por el actor en favor del fuero provincial, avalada tanto por la normativa local como nacional.  El criterio contrario conduciría a radicar el expediente en una jurisdicción ajena al lugar de trabajo invocado por el actor –que no fue desvirtuado hasta aquí– donde, por lo demás, se asienta su domicilio, lo que posibilitará realizar el propósito del artículo 24 de la ley 18.345 de que los tribunales ante los que se sustancia el proceso se encuentren a una razonable proximidad del domicilio del trabajador interesado.  La Corte ha declarado que, cuando el lugar de trabajo cae bajo jurisdicciones diversas, el trabajador puede optar válidamente por uno u otro tribunal, sin perjuicio de aplicar al mismo objeto, el principio del derecho laboral in dubio pro operario, decidiendo por la competencia del juez que ha elegido el actor.  No existen razones atendibles para desplazar la competencia del fuero elegido por el trabajador, por lo que corresponde conocer en la causa al Juzgado Laboral de Eldorado (provincia de Misiones), al que deberá remitirse, a sus efectos.


    Hummel, Emanuel Matías c/ Vía Bariloche S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32546/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Empleo público. Excepción de incompetencia. Competencia laboral. 


    De las constancias de la causa no surge que ha quedado debidamente trabada en este caso una contienda negativa de competencia, que corresponda a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7, del decreto ley  1285/58.  Cabe advertir que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  En atención a que los actores resultan personal “contratado”, es decir, aquel que cumple funciones en el Registro de la Propiedad Inmueble en virtud de haber sido contratado por el Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires en el marco del convenio de colaboración financiera y técnica al que se refiere la ley 17.050, resulta de aplicación lo expuesto por la Corte en la causa CNT 64061/2013/CA2-CS1, al considerar de aplicación, en lo pertinente, los fundamentos y conclusiones expuestos ese mismo día en autos CNT 74007/2014/CS1-CS2.  La materia del pleito atañe al derecho laboral común, pues debe determinarse si al personal contratado, en el marco de la relación contractual ajena al régimen de empleo público conforme a lo dispuesto en el art. 7° de la ley 17.050, le resulta aplicable el aumento salarial aquí reclamado.


    Pinillos, Cristina Teresa y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Empleo público


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 22099/2016/CS1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Registros laborales. AFIP. Asignaciones familiares. Competencia laboral. Competencia nacional. 


    A los fines de dilucidar las cuestiones de competencia debe atenderse a los hechos que se relatan en la demanda, y en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  El tratamiento del planteo bajo análisis atañe a la justicia ordinaria, toda vez que el reclamo se entabla contra la última empleadora de la accionante, con quien se encuentra en litigio judicial ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo y, si bien en esta causa alega una afectación en la percepción de los planes asistenciales, la pretensión se dirige a cuestionar una conducta reprochable de la demandada a la que solicita se condene a abonar los beneficios no cobrados como consecuencia de la inscripción errónea.  De conformidad con lo dispuesto por el artículo 6, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta juez competente para entender en las medidas cautelares el que deba conocer en el proceso principal y, en el caso, el objeto de este último es el reclamo de un crédito que surge como consecuencia de los devenires de la relación laboral entre la actora y la demandada, por lo que resulta indudable la competencia del fuero del trabajo.   Para dilucidar la pretensión de autos se deberá establecer el momento exacto a partir del cual feneció la relación laboral entre las partes, asunto que se encuentra en debate en la causa “López, Valeria Natalia c/ Andyg SRL s/ despido”, que fuera iniciado con anterioridad a la interposición de la presente demanda ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo, el cual se encuentra actualmente en plena etapa de producción de prueba. Concurren elementos comunes que hacen aconsejable que sea un solo juez el que conozca en ambos litigios.


    López, Valeria Natalia c/ Andyg S.R.L. s/ Medidas cautelares


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 16376/2020/CA1-CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Nulidad del despido. Domicilio del demandado. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento; lo que lleva a considerar el artículo 7° del Código Procesal, que establece que una vez elegida una vía declinatoria o inhibitoria, no puede en lo sucesivo emplearse la otra.  Las actuaciones se encuadraron en los artículos 47 y 63 de la ley 23.551 y 498 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y, en ese marco adjetivo, el artículo 5, inciso 3°, del Código citado establece que: “Cuando se ejerciten acciones personales [será juez competente], el del lugar en que deba cumplirse la obligación expresa o implícitamente establecido conforme a los elementos aportados en el juicio y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el demandado se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, en el momento de la notificación.  En el caso, lo concreto es que, según surge de las presentaciones efectuadas, al menos una de las codemandadas se encuentra domiciliada en la Ciudad, razón suficiente para admitir la competencia territorial del juzgado nacional, a la luz de la opción del artículo 5, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establecida en favor de la parte actora.  Similar solución se alcanza de estar a la regla del artículo 24 de la ley 18.345, según la cual, será competente, a elección del actor, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del accionado, la que está inspirada por el objeto de tutelar a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, son los demandantes a que se refiere el precepto.


    Boggia, Alberto Martín y otros c/ ARCOR S.A. y otros s/ Juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48078/2019/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Asegurador de riesgos de trabajo. Accidentes de trabajo. Agotamiento de la instancia administrativa. Competencia provincial. 


    Si bien la correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia y el conocimiento por parte del tribunal que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado para que declare si mantiene su posición, razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo y dirimir el conflicto.  Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de leyes nacionales de procedimiento y, a esos fines, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión.  Toda vez que el actor agotó el procedimiento administrativo ante la comisión médica con sede en Lanús y eligió, por su domicilio, accionar ante el foro de Quilmes, ambos en la provincia de Buenos Aires, atañe a la justicia del trabajo local el trámite de la acción intentada y resulta ajeno a esa Corte Suprema un eventual conflicto de competencia entre los jueces provinciales de esas jurisdicciones.


    Urbina, Norberto David c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2368/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 44843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente – ley especial”; fallado concordantemente por la Corte.


    Si bien para la correcta traba del conflicto de competencia es necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de los fundamentos brindados por el otro magistrado para que declare si mantiene su posición, y ello no ha ocurrido aquí, razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo formal y expedirse sobre el conflicto.


    Vera, José María c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5665/2019/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Ayala, Néstor Adrián c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47787/2018/CA2-CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Herrera, Viviana Vanesa c/ A.R.T. Interacción S.A. s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2586/2019/CA2-CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Consignación judicial. Despido. Acumulación de procesos. Competencia por la materia. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia suscitados entre magistrados de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, incumbe estar a los hechos expuestos en la demanda y, en tanto se ajuste a ellos, al derecho invocado.  El artículo 44 de la Ley de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo n° 18.345, prevé que "la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y se requerirá que el juez que deba entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia.


    Aegis Argentina S.A. c/ Ducant, Ana Soledad s/ Consignación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1434/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Comisiones médicas. Domicilio. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos y, a esos fines, debe estarse a los hechos relatados en la demanda y, en tanto se adecúe a ellos, al derecho alegado en apoyo de la pretensión.  Al solo efecto de dirimir la contienda, resulta aplicable la regla territorial prevista en el segundo párrafo del artículo 2 de la ley 27.348, en cuanto dispone que debe entender la justicia laboral del domicilio de la comisión médica que intervino.


    Rindel, Matías Oscar c/ Experta A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20112/2020/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Comisiones médicas. Instancia administrativa previa. Admisibilidad del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 014604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente – ley especial”, fallada de conformidad por el Tribunal.


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa, previsto en la ley 27.348, no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.


    González, Marina Alejandra c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7631/2018/1/RH1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización por accidentes de trabajo. RIPTE. Base indemnizatoria del accidente. Recurso extraordinario local. Cuestión federal. Presentación extemporánea. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Suprema ha reiterado en numerosas oportunidades que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales provinciales deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.  Corresponde denegar el recurso extraordinario cuando la cuestión federal se introduce de manera tardía.   Si bien puede entenderse que el remedio federal se agravia de la declaración de inconstitucionalidad de la redacción original del artículo 12 de la LRT, ello resulta fruto de una reflexión tardía ya que el recurrente pretende someter a conocimiento de la Corte Suprema cuestiones resueltas por la alzada laboral que no fueron adecuadamente rebatidas en el recurso extraordinario local.  La Cámara del Trabajo de Mendoza sostuvo que la redacción original de esa norma dispuesta por la ley 24.557, en tanto no preveía ningún método de actualización sobre las remuneraciones consideradas para el cálculo de la base indemnizatoria, provocaba un severo daño en los derechos de los trabajadores y afectaba los principios constitucionales de indemnidad y protección.  La demandada no cuestionó en el recurso local los argumentos que fundaron la tacha de invalidez, más bien, en su escrito recursivo convalidó la necesidad de actualizar la base remuneratoria y sostuvo que resultaba de aplicación obligatoria, a ese fin, la modificación establecida por la ley 27.348 al referido artículo 12, en tanto impone como fórmula de ajuste la variación del índice RIPTE.   Esa misma postura emerge implícita del recurso extraordinario en estudio, pues la accionada cuestiona que se adopte como base indemnizatoria una remuneración posterior al accidente de trabajo, en lugar de aplicar el mecanismo previsto por el artículo 11 de la ley 27.348. Si bien la recurrente afirma que el cálculo de las prestaciones no puede apartarse de lo dispuesto en el artículo 12 de la LRT, transcribe luego su texto modificado por la ley 27.348, y a ello agrega que no se atendió a la letra del art. 12 de la LRT a fin de aplicar el índice RIPTE como factor de actualización. Esta argumentación resulta ambigua y conduce a un encuadre inadecuado de la cuestión federal pues, en el caso, los tribunales provinciales no se pronunciaron sobre ese precepto legal, sino que se limitaron a declarar la invalidez del artículo 12 de la LRT en su versión original, que no preveía la aplicación del índice que se propone.  El agravio que cuestiona el método de actualización confirmado por el a quo para suplir la norma invalidada remite a aspectos de hecho y cuestiones regidas por el derecho común que, como regla, resultan ajenos a esta instancia extraordinaria, máxime cuando la sentencia en estudio cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan e impiden su descalificación como acto jurisdiccional válido.  No se encuentra cuestionado en autos que la ley 27.348 no resulta temporalmente aplicable al presente caso en tanto el accidente ocurrió en el año 2013 y la ley fue publicada en el Boletín Oficial el 24 de febrero de 2017. Si bien la norma que la recurrente invoca de forma tácita prevé un método de actualización de los salarios basado en la variación de las remuneraciones de los trabajadores estables, de ello no puede derivarse que los magistrados estén obligados a disponer su aplicación retroactiva a relaciones o situaciones jurídicas anteriores a la fecha de su entrada en vigencia.   El recurso no logra evidenciar el grave perjuicio económico que alega, ni la ausencia de fundamento de la sentencia impugnada, toda vez que no explica cuál es el resultado que arrojaría el método que sugiere, ni en qué medida diferiría del cálculo realizado por el a quo.


    Pereyra, Rafael Oscar c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1124/2020/RH1, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Despido. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente-ley especial”.


    En primer término, si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, debe considerarse equiparable a ella, por sus efectos, pues de acuerdo a lo que ha sostenido oportunamente esta Procuración General, la tutela del derecho que invoca la recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.  No obsta a la solución propiciada que la demanda se base en normas de derecho civil y la actora pretenda la reparación integral del daño por la enfermedad profesional que denuncia pues las partes no han cuestionado la validez del artículo 15 de la ley 27.348, que impone el agotamiento de la vía administrativa bajo estudio también para este tipo de acciones, ni la sentencia en crisis se ha pronunciado al respecto. Además, la presente acción reclama a la recurrente, en forma subsidiaria, las prestaciones sistémicas de la LRT.  Por último, no se encuentra controvertida la competencia del fuero para entender en el reclamo por despido y deficiencia registral, incoado en forma conjunta, y que la solución propuesta ut supra exime de tratar, en esta instancia, los agravios que cuestionan la competencia material respecto a la enfermedad profesional denunciada. No obstante ello, en acciones en las que se atribuye responsabilidad con fundamento en normas civiles y en otros sistemas de naturaleza laboral, la Procuración General y la Corte Suprema se han pronunciado en favor de la competencia de la justicia del trabajo.


    Pérez, Amilcar Oscar c/ Cruceros Bayres S.R.L. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 35706/2018/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Enfermedad profesional. Comisiones médicas. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART SA s/ Accidente-ley especial”.


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues el trámite de la instancia administrativa previa prevista por la ley 27.348 no podría hacerse efectivo en una oportunidad procesal posterior.


    Álvarez, Martiniano Darío c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 31823/2018/1/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Accidentes de trabajo. Comisiones médicas. Agotamiento de la instancia administrativa. SECLO. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de Fallos: 344:692, “Carrio”.


    Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa. La decisión recurrida declaró la falta de aptitud jurisdiccional de la justicia nacional del trabajo y clausuró la vía procesal promovida.


    Ibáñez, Juan Marcelo c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 28618/2017/1/RH1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Jornada de trabajo. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiterado que la primera fuente de interpretación de las leyes es su letra y que, cuando ésta no exige un esfuerzo para determinar su sentido, debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso contempladas por la regla ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal, equivalga a prescindir de ella.  De la normativa nacional aplicable se desprende en forma clara y precisa que existen dos límites de jornada, uno diario y otro semanal, independientes y autónomos entre sí. A su vez, la norma reglamentaria prevé que en caso de distribución desigual de horas, modalidad en la que se desempeñaba la recurrente, el límite diario de jornada es de 9 horas y no se encuentra condicionado por el límite semanal.


    Cardone, Lorena de los Ángeles c/ BE Enterprises S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7728/2015/1/RH1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario local. Procedencia del recurso. Enfermedad profesional. Determinación de la incapacidad. Baremo. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Los pronunciamientos de los más altos tribunales provinciales que deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local no justifican, por regla, el otorgamiento de la apelación extraordinaria.  El recurso extraordinario fue bien denegado pues los agravios referidos a la naturaleza laboral de la enfermedad, la determinación de la incapacidad, el cálculo y el cómputo de los factores de ponderación y el baremo utilizado a tales efectos remiten a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando las decisiones confirmadas por el a quo se fundan en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla, e impiden su descalificación como acto judicial.  La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  La pericia médica determinó que el actor padece una incapacidad psicofísica del 65,60% de la total obrera en virtud de la tabla de evaluación, aún sin aplicar los factores de ponderación, de modo que la situación examinada difiere del supuesto de incapacidad parcial que menciona el decreto 659/96 y, por ende, no procede reducir su valor. En ese marco, la sentencia que omitió aplicar el tope del baremo luce fundada y ello alcanza para sellar la suerte del recurso.  El régimen de riesgos de trabajo tiene el propósito de reparar la pérdida de capacidad laboral de cada trabajador, que es un concepto específico que difiere de la mera incapacidad psicofísica establecida en base a la tabla estandarizada, pues abarca una serie de aspectos particulares tales como la edad, las tareas habituales y la calificación profesional, que determinan la disminución funcional definitiva. Estos aspectos, propios de cada persona damnificada, se definen a través de los “factores de ponderación” que contempla esa tabla. Bajo ese prisma, el grado de incapacidad laboral permanente debe ser el resultado de la aplicación de las tablas de evaluación y de los factores de ponderación que permiten establecer diferencias caso a caso.  En cuanto al examen de los topes de incapacidad fijados en la norma reglamentaria, el artículo 9 de la ley 26.773 dispone la aplicación de los parámetros del decreto 659/96 y sus normas modificatorias, lo que incluye el decreto 49/2014, como una garantía de igualdad de trato en favor de los trabajadores damnificados y no como un límite de cobertura en favor de los obligados al pago de las prestaciones.  El sentido de la norma reglamentaria invocada, al disponer la reducción a un valor máximo del 65%, es evitar evaluaciones médicas abusivas que transformen una incapacidad parcial en absoluta por la sola aplicación discrecional de los factores de ponderación, lo que no se acreditó en el caso. No corresponde interpretar las reglas del baremo en función de las supuestas consecuencias de su aplicación sobre el contrato de trabajo o el derecho previsional. Ello es así, pues el alcance de la incapacidad laboral en el régimen de riesgos del trabajo difiere de la invalidez que puede causar la extinción del vínculo y de la que origina un derecho a retiro. Para distinguir estos conceptos basta con señalar que la incapacidad reparable en la LRT es sólo la que deriva de un accidente laboral o una enfermedad profesional, mientras que en los otros supuestos resulta irrelevante el origen de la minusvalía.  Tampoco resultan procedentes los agravios relativos a la violación de la prohibición de indexar pues la tasa de interés aplicada fue determinada por el juzgado de primera instancia en base a criterios fundados en la jurisprudencia local que la recurrente no rebatió adecuadamente. A su vez, la doctrina de la Corte Suprema sentada en Fallos: 339:781, “Esposito”, que determinó los límites de aplicación temporal de la ley 26.773, no guarda relación con el agravio que cuestiona la tasa de interés aplicable. Por ello, en sentido concordante con la sentencia apelada y con el dictamen de la causa CNT 14860/2013/2/RH2, “Medina, Pablo Ezequiel c/ Gestión Buenos Aires SA y otro s/ accidente”, los  planteos introducidos en este punto carecen del requisito de adecuada fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48.  El a quo, al rechazar el recurso local interpuesto por falta de fundamentación, confirmó una interpretación de las normas de derecho común aplicables y de la prueba producida en el presente caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Magariños, Amalia Rosa c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente de trabajo - recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2018/2019/RH1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Ley de accidentes de trabajo. Inconstitucionalidad. Obligaciones de dar sumas de dinero. Indemnización por accidente de trabajo. Ingreso base mensual. RIPTE. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La LRT tiene entre sus objetivos reparar los daños derivados de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales y, en tal sentido, asegura de manera directa las condiciones dignas y equitativas de trabajo a las que se refiere el derecho constitucional laboral.  El artículo 19 de la Constitución Nacional establece el principio general que prohíbe a los hombres perjudicar los derechos de un tercero -alterum non laedere-, que ello se encuentra entrañablemente vinculado a la idea de reparación y que este principio general regula cualquier disciplina jurídica.   La Corte ha precisado que si bien, contrariamente a lo que ocurre con el régimen civil, el sistema de la LRT se aparta de la concepción reparadora integral, ello no justifica el abandono ni la simple atenuación de dicha doctrina constitucional. En esa línea, la modalidad indemnizatoria que escoja el legislador para cumplir con la protección constitucional del empleado frente a los daños derivados de accidentes o enfermedades laborales bajo un régimen tarifado no puede válidamente dejar de satisfacer, al menos, la pérdida de ingresos o de capacidad de ganancia de la víctima.   El artículo 12 de la LRT, que determina la composición del ingreso base mensual que articula la prestación resarcitoria, ha devenido inconstitucional pues al disponer que el resarcimiento se calcule sobre la base del salario nominal correspondiente a los doce meses anteriores al infortunio, sin considerar el contexto inflacionario de ese período, frustra su finalidad reparatoria y torna ilusorios los derechos constitucionales en juego.  La normativa sancionada posteriormente, evidencia que el perjuicio económico que representa el artículo 12 de la ley 24.557 fue advertido y conjurado por el legislador. Así, la ley 26.773 dispuso ajustar semestralmente los importes por incapacidad laboral según la variación del índice RIPTE. Además, el artículo 17.6 de la ley complementó esa disposición estableciendo que “las prestaciones en dinero por incapacidad permanente previstas en la ley 24.557 y sus modificatorias, y su actualización mediante el decreto 1694/09, se ajustarán a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley conforme al índice RIPTE desde el 1 de enero del año 2010”.  Por su parte, el decreto reglamentario 472/2014 explicitó que el ajuste previsto en las normas citadas se refiere a los importes de las prestaciones adicionales de suma fija que habían sido incorporadas al régimen por el decreto 1278/2000, y de los pisos mínimos establecidos por el decreto 1694/2009 y por el artículo 3 de la propia ley reglamentada. En consecuencia, la Secretaría de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social emitió, durante el período en estudio, las resoluciones 34/2013, 3/2014, 22/2014, 6/2015, 28/2015, 1/2016 y 387/2016, por las que se actualizaron los valores de las compensaciones dinerarias adicionales de pago único determinadas en el artículo 11 de la ley 24.557 y sus modificatorias, y los pisos mínimos establecidos en el decreto 1694/2009, de acuerdo a las variaciones del RIPTE.   En cuanto a su aplicación, el artículo 17.5 de la ley 26.773 deja en claro que “las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero” entran en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplican únicamente “a las contingencias previstas en la ley 24.557 y sus modificatorias cuya primera manifestación invalidante se produzca a partir de esa fecha”.  La ley 27.348 sustituyó el artículo 12 de la ley 24.557 y dispuso que los salarios mensuales tomados a fin de establecer el promedio para calcular el valor del ingreso base se actualizarán mes a mes, aplicándose la variación del índice RIPTE.  Si bien las indemnizaciones cuyo monto se calcula sobre la base de fórmulas se actualizan a través del ingreso base mensual del trabajador, la normativa fue modificada en varias oportunidades con el objeto de adecuar los montos resarcitorios a la situación socioeconómica vigente y permitir, de ese modo, que la reparación cumpla con la finalidad de recomponer la integridad patrimonial, psíquica y moral del trabajador.   La Corte ha establecido que las leyes son susceptibles de cuestionamiento constitucional “cuando resultan irrazonables, o sea, cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran o cuando consagren una manifiesta iniquidad”. Conjuntamente, el principio de razonabilidad exige que deba cuidarse especialmente que los preceptos mantengan coherencia con las reglas constitucionales durante todo el lapso que dure su vigencia, de suerte que su aplicación no resulte contradictoria con lo establecido por la Constitución Nacional.  En relación con el sistema de reparación tarifada en caso de accidentes o enfermedades laborales, el máximo tribunal ha sostenido que lo que debe evaluarse es si la indemnización consagra una reparación equitativa, o sea, que guarde el sentido reparador en el caso concreto. Esta doctrina está en línea con la postura del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas que, al interpretar este aspecto del derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias, señala que “en particular, los Estados partes deberían velar por que los trabajadores que sufran un accidente o se vean afectados por una enfermedad y, cuando proceda, las personas a su cargo, reciban una indemnización adecuada”.  El cálculo de la indemnización realizado según los términos del artículo 12 de la LRT en su redacción original, es decir, a partir de los salarios devengados por el actor durante los doce meses anteriores al accidente y sin ajuste alguno, afecta el valor económico de la reparación que corresponde al trabajador y desnaturaliza el sentido de la protección social que estructura la ley de riesgos de trabajo. Por todo ello, la aplicación al caso de la norma cuestionada resulta inconstitucional.


    Luna, Pablo Nicolás c/ La Caja A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 5286/2014/CS1-CA1, 26 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Comisiones médicas. Exceso ritual manifiesto. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    En autos, el pronunciamiento relativo a la habilitación de instancia por el eventual incumplimiento del procedimiento reglado por el artículo 1 de la ley 27.348 ha devenido inoficioso. Ello es así pues la actora fue sometida durante el trámite judicial a un examen médico por profesionales competentes, y la demandada, al no presentar el recurso de queja, ha consentido y dejado firme la decisión de fondo que estableció el grado de incapacidad y su vínculo con el riesgo laboral, de modo que se agotó integralmente la finalidad del referido procedimiento administrativo.  Al respecto, cabe señalar que el tratamiento de la cuestión de la habilitación de la instancia judicial por el agotamiento del trámite ante las comisiones médicas debe abordarse como de previo pronunciamiento, y no corresponde diferir su estudio al momento de la sentencia definitiva en los términos del artículo 110 de la ley ritual. Pues, al dilatarse su resolución, pueden consolidarse etapas procesales que tornen inútil la actuación de las mencionadas comisiones. En tal sentido, cabe recordar que el propósito de ese mecanismo es precisamente agilizar la evaluación médica de la persona accidentada para logar el acceso eficaz a la reparación económica y a las prestaciones establecidas en el régimen, bajo la premisa de que la persona que trabaja debe ser sujeto de preferente tutela en una materia de eminente cariz social como la protección de la salud frente a los riesgos laborales.


    Delvalle Ayala, Florencia Belén c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente – Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45078/2017/CA1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Ley de accidentes del trabajo. Comisiones médicas. Instancia administrativa previa. Habilitación de instancia. Defensa en juicio. Debido proceso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien es jurisprudencia de la Corte Suprema que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa.  La apelación resulta procedente pues, si bien es cierto que las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal son ajenas, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicho principio cuando el tribunal a quo no ha dado un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y la normativa aplicable.  Con anterioridad a la interposición de la demanda, el actor había agotado la instancia administrativa previa que imponía la ley 24.557 en su redacción original. La Comisión Médica Jurisdiccional dictaminó que el actor padece una incapacidad laboral permanente parcial del 3,5% de la total obrera, que la Comisión Médica Central, ante la apelación del actor, ratificó ese dictamen, y que la demandada abonó una suma de dinero calculada en base a dicho porcentaje.  Esos extremos fácticos lucen relevantes y conducentes para resolver la cuestión en debate pero no fueron ponderados por la sentencia en crisis, que se limitó a declarar la validez constitucional de las leyes 27.348 y 14.997, remitiendo a diversos precedentes del tribunal, sin brindar fundamentos, y declaró inhabilitada la vía procesal ante la justicia laboral local.  La resolución 298/17 de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo, dictada el 23 de febrero de 2017, que reglamenta el procedimiento previo y obligatorio ante las Comisiones Médicas estipulado por la ley 27.348, prevé que las disposiciones allí contenidas “sólo resultarán aplicables al trámite de las actuaciones y los procedimientos administrativos iniciados a partir del 1 de marzo de 2017”. Por lo tanto, la administración decidió que el nuevo procedimiento será aplicable a las actuaciones administrativas iniciadas a partir del 1 de marzo de 2017. A su vez, la provincia de Buenos Aires adhirió a ese procedimiento en virtud del dictado de la ley local 14.997, promulgada el 2 de enero de 2018, y publicado el día 8 de ese mes.  En ese marco, el procedimiento instaurado por la ley provincial 14.997 no resulta temporalmente aplicable al presente caso. En consecuencia, la sentencia en crisis, en tanto obliga al actor a transitar una nueva instancia administrativa ante las comisiones médicas, sin ponderar que ya había agotado un procedimiento administrativo similar, y que tenía expedita la vía judicial, se aparta de las constancias de la causa y la normativa aplicable, por lo que debe ser descalificada con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.  La naturaleza de los derechos discutidos en el presente caso, el tiempo transcurrido desde que el accionante inició la vía administrativa, y el prolongado procedimiento recursivo que se ha desarrollado hasta esta instancia extraordinaria, conducen a que esa Corte Suprema, en resguardo de un buen servicio de justicia, haga uso de la facultad conferida por el artículo 16, segunda parte, de la ley 48, y se expida de forma definitiva sobre el punto en disputa.  Al respecto, en atención a la doctrina que resulta de Fallos: 327:3610 (“Castillo”), corresponde declarar la inconstitucionalidad del artículo 46, inciso 1, de la ley 24.557 -texto vigente al inicio de las actuaciones administrativas ante la CMJ 13 de Bahía Blanca-, planteada en el escrito de inicio y ordenar que el proceso continúe su trámite ante la justicia laboral local.


    Saavedra, Marcelo Eduardo c/ Galeno Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente de trabajo - acción especial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1081/2021/CS1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Instancia administrativa previa. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 68714/2017, “Robledo, Margarita del Carmen c/ Asociart ART SA s/ Accidente - ley especial”.


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella, por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca la recurrente, vinculada a los efectos del cumplimiento de la instancia administrativa previa prevista por la ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Reig Gil, Francisco Emanuel c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 73233/2017/CS1-CA1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Comisiones médicas. Habilitación de instancia. Cuestiones procesales. Falta de fundamentación autónoma. Concesión errónea del discurso. 


    Ha explicitado el Tribunal que las decisiones en materia de habilitación de instancia configuran cuestiones de orden procesal ajenas al recurso federal y que ello admite excepciones en los casos en los que se provoca un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior al vedar al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringir sustancialmente su derecho de defensa.  Esos supuestos no se configuran en las actuaciones ya que la sentencia apelada no clausuró la vía procesal promovida ni colocó a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata su defensa, en tanto quedó sujeta a la jurisdicción del Tribunal del Trabajo de La Matanza, donde podrá seguir ejercitando sus pretensiones.  Tampoco se acredita vulnerado el debido proceso ni el derecho de la accionada a que se transite la instancia administrativa ante las comisiones médicas.  El remedio carece de una crítica concreta y razonada de la sentencia pues las cuestiones fácticas vertidas en los agravios no coinciden con las del proceso, por lo que, además de no acreditar el carácter definitivo del fallo, no cuenta con la fundamentación autónoma requerida por el artículo 15 de la ley 48.


    Santucho, Hernán Luis c/ La Segunda Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente de trabajo – acción especial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1438/2021/CS1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Instancia administrativa previa. Homologación administrativa. Plazos administrativos. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La extensión del plazo de apelación que establece el artículo 16, segundo párrafo, de la Resolución 298/2017 SRT no debe ser analizada en forma aislada, sino a partir de una adecuada ponderación de la naturaleza de los asuntos sociales que se dirimen y del marco procesal en el cual se establece ese recurso. Esto último requiere considerar la finalidad y el diseño del sistema de reclamo por riesgos de trabajo en su conjunto, que comprende el examen de las características del proceso administrativo previo, las vías y el alcance de la intervención de las partes en dicha etapa, así como los medios previstos para la revisión judicial de las decisiones administrativas.   Este Ministerio Público y la Corte en Fallos: 344:2307, “Pogonza”, convalidaron el procedimiento administrativo previo previsto en la ley 27.348. Allí, se destacó que la norma incorporó al sistema diversos resguardos del debido proceso, tales como la gratuidad en sede administrativa a favor del trabajador (que incluye el patrocinio letrado gratuito y obligatorio), el plazo perentorio de 60 días hábiles para que la comisión se pronuncie y la revisión judicial amplia y suficiente ante un juez especializado en la materia. A ello, agregó que ese régimen tiene como objetivo específico la cobertura de los daños derivados de los riesgos del trabajo con criterios de suficiencia, accesibilidad y automaticidad. En ese sentido, destacó que el propósito del procedimiento ante las comisiones médicas es que el acceso de los trabajadores enfermos o accidentados a las prestaciones del régimen de reparación sea rápido y automático, para lo cual se asigna la tarea de calificación y cuantificación de las incapacidades derivadas de los riesgos del trabajo a especialistas en la materia que actúan siguiendo parámetros preestablecidos.   La Corte avaló también la vía recursiva prevista en el artículo 2 de la ley 27.348, es decir, aceptó la validez del mecanismo de revisión a través de un recurso de apelación presentado y sustanciado en la instancia administrativa contra el dictamen de la Comisión Médica Jurisdiccional. Ese recurso fue reglamentado por la SRT en ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 3 de la ley 27.348.   El procedimiento administrativo previsto en la ley 27.348 puede ser iniciado por el trabajador sin otro límite temporal que el plazo de prescripción de la acción, es decir, cuenta con 2 años desde la toma de conocimiento de la incapacidad o desde el despido para instar la acción administrativa. De modo que los trabajadores pueden, ante el padecimiento de una contingencia contemplada en la ley 24.557, preparar su caso y, luego, iniciar las actuaciones administrativas dentro del término de prescripción de la acción.  A su vez, si existe una divergencia en la determinación de la incapacidad, se le impone a las aseguradoras y a los empleadores autoasegurados, en beneficio de los damnificados, el plazo de 20 días desde el cese de la incapacidad laboral temporaria para instar el procedimiento administrativo. Es decir, sólo en ese supuesto puntual están habilitados los eventuales responsables para iniciar la actuación administrativa. Sin embargo, ello implica el reconocimiento del carácter laboral de la contingencia, lo que acota el marco probatorio del debate a la sola determinación del daño y el quantum indemnizatorio.   El trámite administrativo configura la primera etapa del proceso, en cuyo marco las partes deben delimitar su pretensión procesal, presentar sus argumentos y la prueba de la que han de valerse. En efecto, los artículos 1 y 3 de la Resolución SRT 298/2017 establecen los requisitos para iniciar dicho trámite, debiendo el trabajador acreditar identidad e incorporar la documental requerida según el supuesto fáctico del caso y presentar petición fundada que contenga diagnóstico, argumentación y constancias sobre la patología denunciada y los agentes de riesgo laborales.  A su vez, los planteos son abordados por el secretario técnico letrado quien, cuando esté controvertida la naturaleza laboral del accidente, emitirá un dictamen jurídico previo que, de ser favorable a la pretensión, ordenará la intervención de los profesionales médicos. Estos determinarán el porcentaje de incapacidad que padece el damnificado o cualquier otra cuestión médica relevante que se presente en el caso.  La comisión médica tiene la potestad de disponer la producción de prueba de oficio y solicitar la asistencia de servicios profesionales u organismos técnicos para que se expidan sobre áreas ajenas a su competencia profesional. Durante la sustanciación del proceso se garantiza la gratuidad en la producción de la prueba y el patrocinio letrado gratuito y obligatorio para el trabajador. Además, se establece un plazo perentorio de sesenta días hábiles administrativos para que la comisión médica se pronuncie, como garantía del debido proceso adjetivo. Finalmente, el servicio de homologación se pronuncia sobre el fondo del asunto ya sea homologando el acuerdo al que arribaron las partes o dejando expedita la vía recursiva para el trabajador y para la aseguradora. De este modo, concluye la etapa administrativa.   En el nuevo sistema la preparación y formulación completa del reclamo indemnizatorio no se realiza al momento de la presentación de la acción judicial como en el régimen previo, sino que se anticipa en la instancia del trámite administrativo.  Esta instancia no es un mero requisito formal sino la primera etapa del proceso de reclamo que puede terminar o no en sede judicial. Se garantiza la determinación y acreditación de los hechos en que se fundamenta la pretensión y, a su vez, que la parte actora se encuentre preparada para seguir el trámite, controlarlo y reaccionar adecuadamente ante las diversas circunstancias del proceso, como por ejemplo, la inacción prolongada de la administración, el rechazo de medidas probatorias, o bien ante la desestimación del reclamo por los servicios de homologación.   Por otro lado, el diseño procesal del sistema, como lo resaltara la Corte en “Pogonza”, responde al propósito de facilitar el acceso automático y rápido a la cobertura social por riesgos del trabajo, por lo que, además de establecerse plazos perentorios para la duración del trámite ante las comisiones médicas, se disponen también, de forma coherente con ese objetivo, plazos breves para la interposición de los recursos por ambas partes involucradas.  A partir de una valoración integral del sistema de la 27.348, no hay elementos para determinar que el plazo de apelación de 15 días hábiles para recurrir ante la justicia nacional del trabajo resulte palmariamente arbitrario e incompatible con la garantía de acceso a la jurisdicción.   Al respecto procede recordar que no corresponde a los tribunales analizar el mérito de las normas ni la conveniencia de las políticas públicas, en tanto esas cuestiones no están sujetas al control judicial, y que la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones del Poder Judicial, considerada como última ratio del orden jurídico que sólo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y de incompatibilidad inconciliable.  No se advierte en el caso bajo estudio, que los términos de la apelación hubieran afectado la posibilidad del trabajador de presentar su reclamo y actuar en defensa de sus derechos. De las constancias de autos surge que el trabajador contó con la asistencia letrada prevista en la ley, y no alegó que se hubiera afectado su derecho a ser oído.  Los plazos que afrontan las partes durante el trámite del proceso judicial laboral son igual de acotados con el fin de brindar mayor celeridad al procedimiento. El plazo para contestar demanda es de 10 días hábiles, y para interponer apelación contra la sentencia de primera instancia es de 6 días hábiles.   No existen en el caso elementos que permitan concluir que el plazo de 15 días hábiles para apelar las decisiones del Servicio de Homologación de las comisiones médicas jurisdiccionales resulte incompatible con la garantía de acceso a la justicia.


    Robledo, Margarita del Carmen c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 68714/2017/20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Contribuciones a obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Revocación de sentencia. 


    El artículo 18 de la ley 23.660 establece que “A los fines del artículo 16 de la presente ley, se entiende por remuneración la definida por las normas del régimen nacional de jubilaciones y pensiones para trabajadores en relación de dependencia”. A su vez, el artículo 6 de la Ley 24.241, Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJP), prevé que “Se considera remuneración a los fines del SIJP todo ingreso que percibiere el afiliado en dinero o en especie susceptible de apreciación pecuniaria, en retribución o compensación o con motivo de su actividad personal en concepto de sueldo, sueldo anual complementario, salario, honorarios, comisiones, participación en las ganancias, habilitación, propinas, gratificaciones y suplementos adicionales que tengan el carácter de habituales y regulares, viáticos y gastos de representación excepto en la parte efectivamente gastada y acreditada por medio de comprobantes, y toda otra retribución, cualquiera fuere la denominación que se le asigne, percibida por servicios ordinarios o extraordinarios prestados en relación de dependencia”.  En ese marco, las asignaciones abonadas por la demandada en concepto de presentismo y horas extra no proporcionan elemento alguno que permita distinguirlos del salario sino que, por el contrario, constituyen sumas remuneratorias en los términos del artículo 18 de la ley 23.660 que tienen por fin retribuir el trabajo de los empleados municipales. En efecto, el “presentismo”, o “bonificación no retributiva por presentismo” conforme la denominación plasmada por la demandada, representa un premio a la asistencia perfecta de los trabajadores y las horas extra una compensación por la prestación de tareas en exceso de la jornada legal. Ello permite concluir que esos rubros son abonados como contraprestación por motivo del empleo.  El remedio federal, en cuanto cuestiona el rechazo del planteo por aportes, fue bien concedido pues se encuentra en juego la interpretación y el alcance de los artículos 16 y 19 de la ley federal 23.660 y la decisión ha sido contraria a la pretensión que la recurrente funda en ella.  En primer término, corresponde remarcar que la cámara concluyó que los rubros “bonificación retributiva no bonificable”, “bonificación no retributiva por  presentismo”, “gratificación de carácter excepcional por única vez, no remunerativa no bonificable” y “horas extra” forman parte de la remuneración de los dependientes de la demandada en los términos del artículo 18 de la ley 23.660 y, en consecuencia, devengan aportes y contribuciones en favor de la actora.  En ese razonamiento, corresponde determinar si, además de las contribuciones patronales, corresponde condenar a la demandada al pago de aportes por los rubros reclamados.  Al respecto, el artículo 16 de la ley 23.660 establece “los siguientes aportes y contribuciones para el sostenimiento de las acciones que deben desarrollar las obras sociales según la presente ley:  a) una contribución a cargo del empleador equivalente al seis por ciento (6%) de la remuneración de los trabajadores que presten servicios en relación de dependencia.  b) Un aporte a cargo de los trabajadores que presten servicios en relación de dependencia equivalente al tres por ciento (3%) de su remuneración. Asimismo, por cada beneficiario a cargo del afiliado titular, a que se refiere el artículo 9 último apartado, aportará el uno y medio por ciento (1,5%) de su remuneración”.  Además, el artículo 19 de la ley 23.660 prevé que “Los empleadores, dadores de trabajo o equivalentes en su carácter de agentes de retención deberán depositar la contribución a su cargo junto con los aportes que hubieran debido retener –al personal a su cargo–, dentro de los quince (15) días corridos, contados a partir de la fecha en que se deba abonar la remuneración”.  De la normativa reseñada surge con claridad que sobre todos los rubros abonados por los empleadores a los trabajadores en relación de dependencia cuya naturaleza es remuneratoria corresponde el pago, en lo que aquí interesa, tanto de contribuciones patronales como de aportes laborales en los porcentajes indicados. Este deber de pago a la obra social se impone por la sola condición salarial de dichos rubros y desde el momento en que se originan, más allá de la denominación con que se los consigne en las nóminas, y aún cuando el empleador los califique expresamente como “no remuneratorios”.  En efecto, si bien la normativa impone a los trabajadores el pago de aportes destinados a la obra social, pone en cabeza de los empleadores, como agentes de retención, la obligación de depositar esos aportes. En ese marco, corresponde a la demandada cumplir con esa obligación legal, de orden público, respecto de la totalidad de las sumas remuneratorias que fueron materia de la disputa, desde el momento en que se originaron, pues resultaron eximidas de forma impropia e infundada de la base de cálculo de los respectivos aportes a la entidad social.  Por todo ello, la sentencia en crisis, en este punto, contradice la normativa federal aplicable.  Por último, estimo improcedentes los agravios basados en la doctrina de la arbitrariedad que cuestionan la tasa de interés impuesta por el a quo, pues ello no constituye cuestión federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, sino que queda ubicada en el espacio de la razonable discreción de los jueces de la causa, en la medida que no resulten afectadas garantías constitucionales, situación que no se evidencia en el caso.


    Obra Social del Personal Municipal de Avellaneda c/ Municipalidad de Avellaneda s/ Cobro de pesos s/ Sumas de dinero


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 76002120/2011/CA1-CS1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación de la ley. Régimen de consolidación de deudas. Ley de orden público. Interpretación restrictiva. Voluntad del legislador. Revocación de sentencia. 


    Esa Corte ha reiterado en numerosas oportunidades que, sin perjuicio de la naturaleza federal de algunas cuestiones planteadas, corresponde tratar, en primer lugar, los argumentos que atañen a la arbitrariedad, dado que de existir ésta no habría, en rigor, sentencia propiamente dicha.   Ahora bien, la doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.  En el caso, las críticas de la parte citada en garantía, relativas a la cuantificación del daño, reflejan meras discrepancias de la ponderación de la prueba efectuada por los jueces de la causa, y devienen insuficientes para modificar las consideraciones en las que se apoya el pronunciamiento recurrido.  Cabe precisar que son formalmente admisibles los recursos en cuanto se ha puesto en cuestión la interpretación de normas de carácter federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que las apelantes fundan en ellas.  También es oportuno recordar que, en la tarea de establecer la inteligencia de normas federales, la Corte no está limitada por las posiciones de las partes o del tribunal apelado, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue, sin necesidad de abordar todos los temas propuestos, sino aquéllos que sean conducentes para la correcta solución del caso.  Es necesario destacar que el régimen de consolidación establecido en las leyes de emergencia 23.982 y 25.344, es de orden público, y su interpretación debe ser de carácter restrictiva.  El Máximo Tribunal ha dicho que conforme al artículo 377 de la ley 19.550, la unión transitoria de empresas es un contrato y no un sujeto. Con la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial de la Nación, ese criterio ha sido mantenido en los artículos 1441 y 1463, que establecen que las uniones transitorias de empresas son contratos asociativos y no se les aplican las normas sobre la sociedad, no son, ni por medio de ellos se constituyen, personas jurídicas, sociedades ni sujetos de derecho.  En este sentido, la Corte ha sostenido que si bien la voluntad del legislador que sancionó la ley 23.982 fue la de abarcar un amplio universo de deudas, tal apreciación de manera alguna autoriza a extender su ámbito de aplicación a entes que, como ocurre en el sub lite, no constituyen uno de los sujetos mencionados en el artículo 2 de dicha ley, ni en el artículo 13 de la ley 25.344, que remite a la primera.  Por ello, teniendo en cuenta que la empresa privada no forma parte del ámbito de aplicación personal de las leyes 23.982 y 25.344, resulta improcedente la consolidación de su deuda.


    Benítez Andrés, “Hoy Smit María Blanca” c/ Eriday UTE s/ Accidente de trabajo


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 81007789/2009/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Falta de acción. Ley sobre riesgos del trabajo. Indemnización. Concesión errónea del recurso. 


    El recurso fue mal concedido pues la declaración de inconstitucionalidad del artículo 1° de la ley 27.348 constituye un fundamento subsidiario de la juzgadora para rechazar el planteo de falta de acción y el remedio federal no rebate en forma suficiente y circunstanciada el argumento principal del pronunciamiento.  Sin perjuicio de eventuales deficiencias técnicas en la excepción opuesta por la demandada, lo cierto es que la aplicación de la ley 27.348 fue postulada en la contestación de demanda, pero con posterioridad a ese planteo la parte interesada nada más requirió sobre el particular y la jueza de grado, sin emitir pronunciamiento previo, sustanció el proceso, ordenó la producción de la prueba, abordó los planteos de los litigantes y dictó sentencia sobre el fondo del asunto. En esos extremos se fundó la cámara para considerar abstracto el planteo de falta de acción y, como se destacó, ese razonamiento no fue cuestionado por la recurrente, quien no formuló, como era imprescindible, una crítica concreta y razonada de los fundamentos del resolutorio en crisis.  Basta para la improcedencia de la apelación extraordinaria, ha declarado esa Corte, la circunstancia de que el fallo apelado tenga fundamentos irrevisables por el Tribunal y suficientes para sustentarlo, ya sean ellos de índole no federal o aun de naturaleza federal, si no hubieran sido objeto de agravio.


    Sánchez Sánchez, Ángel c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39505/2017/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Habilitación de instancia. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Comisiones médicas. Dictámenes. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 


    Es jurisprudencia de la Corte que la decisión en materia de habilitación de instancia resulta una cuestión de índole procesal ajena al recurso del artículo 14 de la Ley 48. No obstante, se han exceptuado de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o inoportuna reparación ulterior, pues se veda al recurrente el acceso a la jurisdicción de los tribunales y se restringe sustancialmente su derecho de defensa.  Las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal son ajenas, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48. Corresponde hacer excepción a dicho principio cuando el tribunal a quo no ha dado un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y la normativa aplicable.  La ley local 14.997 establecía que los dictámenes de las CMJ podían ser revisados por la justicia laboral a través de un recurso de apelación, cuyo plazo fue fijado por la Superintendencia de Riesgos del Trabajo en 15 días hábiles. La ley 15.057 modificó ese aspecto del procedimiento y la forma de acceso a la justicia, y mediante el artículo 2, inciso j, confirió al trabajador la potestad de interponer una acción laboral ordinaria contra las resoluciones dictadas por las Comisiones Médicas Jurisdiccionales, dentro del plazo de 90 días hábiles judiciales desde su notificación. A ello, cabe agregar que el artículo 103 estableció, como disposición transitoria, que “Desde la sanción de la presente ley y hasta tanto se pongan en funcionamiento los Juzgados y Cámaras de Apelación del Trabajo previstos en la presente, la revisión establecida en el artículo 2 para las resoluciones dictadas por las Comisiones médicas jurisdiccionales así como el recurso de apelación establecido para las resoluciones dictadas por la Comisión Médica Central deberán interponerse ante los actuales Tribunales del Trabajo que resulten competentes”.  El actor inició las actuaciones administrativas y agotó ese procedimiento durante la vigencia de la ley 15.057. A su vez, presentó demanda dentro del plazo previsto por el artículo 2, inciso j, de esa norma, pero dichos extremos fácticos y jurídicos, relevantes y conducentes para resolver la cuestión en debate, no fueron ponderados por el a quo.  Debe ser descalificada con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad la sentencia que, con remisión a precedentes que no resultan análogos al caso de autos, se limitó a declarar la validez constitucional de las leyes 27.348 y 14.997, y declaró inhabilitada la vía procesal ante la justicia laboral local, clausurando la vía procesal promovida, sin brindar fundamentos adicionales que justifiquen su postura.


    Armani, Rafael Ariel c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente de trabajo - Ley especial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1184/2021/CS1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Gravamen irreparable. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. Accidentes de trabajo. Riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Declaración de inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Competencia laboral. 


    Si bien las decisiones en materia de habilitación de instancia configuran cuestiones procesales ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48, han sido exceptuados de ese principio aquellos casos en los cuales se causa un agravio de imposible o dificultosa reparación ulterior, al vedarse al apelante el acceso a la jurisdicción de los tribunales y restringirse sustancialmente su derecho de defensa. Ello es lo que acontece en el sub lite pues la decisión recurrida declaró la falta de aptitud de la justicia provincial del trabajo y, de tal forma, clausuró la vía procesal intentada.  Sentado ello, y habiéndose formulado agravios con apoyo en la existencia de cuestión federal y en la doctrina de la arbitrariedad, corresponde atender primero a estos últimos pues, de verificarse ese vicio, no habría sentencia propiamente dicha. En tal aspecto, la apelación resulta procedente pues si bien es cierto que las cuestiones fácticas y procesales son ajenas, como norma, a la vía del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a ese principio cuando, como aquí, la a quo no ha provisto a la cuestión de un tratamiento ajustado a las constancias de la causa y a la normativa aplicable.  Luego de que el tribunal del trabajo de La Plata acogiera los planteos de la actora, la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires declaró la falta de aptitud de la justicia local apoyada en la validez y aplicación al caso de la ley 14.997, en tanto adopta un procedimiento ante las comisiones médicas que, en su criterio, la actora debe transitar.  Tal conclusión omite, por un lado, que la provincia de Buenos Aires adhirió al procedimiento administrativo de la ley 27.348 a partir del dictado de la ley 14.997, promulgada el 02/01/2018 y publicada el 08/01/2018, es decir, con posterioridad al inicio de las actuaciones.  Por otro lado, también omite que en autos no se controvierte que la actora concurrió a la Comisión Médica Jurisdiccional de Paso del Rey, la que determinó que padece una incapacidad del 17% de la total obrera.  Tales extremos fácticos lucen relevantes y conducentes para resolver la cuestión debatida, pero no fueron ponderados por la sentencia en crisis, que por remisión a antecedentes propios, se limitó a establecer la validez de las leyes 27.348 y 14.997 y a declarar inhabilitada la vía ante la justicia laboral local.  En esas condiciones, y en tanto impone a la actora un nuevo tránsito por las comisiones médicas, sin valorar que ya agotó un trámite similar y que tenía expedita la vía judicial, la sentencia recurrida no guarda relación con las constancias del caso y la normativa aplicable, por lo que debe ser descalificada con sustento en la doctrina de la arbitrariedad.  Finalmente, la naturaleza de los derechos controvertidos, el tiempo transcurrido desde que se promovió la vía administrativa y el prolongado procedimiento impugnativo que se ha desarrollado hasta esta instancia, autorizan a que esa Corte, en resguardo del buen servicio de justicia, haga uso de la facultad conferida por el artículo 16, 2ª parte, de la ley 48, y se expida de manera definitiva sobre el punto disputado.  Al respecto, y atendiendo a la doctrina que resulta de Fallos: 327:3610, “Castillo”, corresponde declarar la inconstitucionalidad del artículo 46, inciso 1, de la ley 24.557, en su redacción original, y ordenar que el pleito continúe su trámite ante el fuero laboral local.


    Silveira, Viviana Paola c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Accidente in itinere


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1461/2021/CS1, 13 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Relación de dependencia. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación de la ley. Discrepancia del recurrente. Ley de contrato de trabajo. Declaración de inconstitucionalidad. Declaración de oficio. Iura novit curia. Jerarquía constitucional. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


    Las objeciones planteadas por el recurrente remiten al estudio de cuestiones ajenas a la instancia federal pues lo relativo a la existencia o inexistencia de un vínculo laboral entre las partes y a la apreciación de los elementos demostrativos de aquel remiten al análisis de temas de hecho, prueba y derecho común y procesal que, como regla, son propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso previsto por el artículo 14 de le ley 48, máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial.  La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  La cámara realizó una interpretación de las normas de derecho común aplicables y de los elementos probatorios del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta irrazonable sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.  Respecto al agravio del recurrente sobre el carácter oficioso de la declaración de inconstitucionalidad del artículo 245 de la LCT, la Corte sostuvo que si bien los tribunales judiciales no pueden efectuar declaraciones de inconstitucionalidad de las leyes en abstracto, es decir, fuera de una causa concreta en la cual deba o pueda efectuarse la aplicación de las normas supuestamente en pugna con la Constitución, no se sigue de ello la necesidad de petición expresa de la parte interesada, pues como el control de constitucionalidad versa sobre una cuestión de derecho y no de hecho, la potestad de los jueces de suplir el derecho que las partes no invocan o invocan erradamente incluye el deber de mantener la supremacía de la Constitución aplicando, en caso de colisión de normas, la de mayor rango, la constitucional, desechando la de rango inferior.  Si bien la Corte convalidó la declaración oficiosa de invalidez de una norma, estableció límites procesales para ello. Puntualmente destacó en “Rodríguez Pereyra” que la descalificación constitucional de un precepto normativo se encuentra supeditada a que en el pleito quede palmariamente demostrado que irroga a alguno de los contendientes un perjuicio concreto en la medida en que su aplicación entraña un desconocimiento o una restricción manifiestos de alguna garantía, derecho, título o prerrogativa fundados en la Constitución; es justamente la actividad probatoria de los contendientes así como sus planteos argumentales los que debe poner de manifiesto tal situación.  En este sentido se impone subrayar que cuanto mayor sea la claridad y el sustento fáctico y jurídico que exhiban las argumentaciones de las partes, mayores serán las posibilidades de que los jueces puedan decidir si el gravamen puede únicamente remediarse mediante la declaración de inconstitucionalidad de la norma que lo genera.  A su vez, en “Mansilla” la Corte consideró que la declaración de inconstitucionalidad de oficio del articulo 245 LCT importó un claro apartamiento de los términos en que había quedado trabada la litis, lo cual es inconcebible dentro de una racional administración de justicia. Ello, en virtud de que el allí actor había consentido y solicitado en la demanda la aplicación de un tope para la base indemnizatoria. Sobre esa base, la Corte estimó que el pronunciamiento allí impugnado ha traspuesto, así, el campo de actuación que le es propio, sustituyéndose en la voluntad de una de las partes, con la consecuente alteración del balance procesal, en detrimento de la contraria.  A la luz de la doctrina sentada por la Corte Suprema en Fallos: 335:2333, “Rodríguez Pereyra” y 337:179, “'Mansilla”, entre otros, la declaración de inconstitucionalidad no importó en el presente un claro apartamiento de los términos en que fue trabada la relación procesal.


    Cisneros, Luis Eduardo c/ Hospital Británico de Buenos Aires s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34056/2012/1/RH1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Pedido de extradición


    Asociación ilícita. Calificación legal. Non bis in ídem. Aplicación de tratados internacionales. 


    Es doctrina de la Corte que el examen de la doble incriminación no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan el pedido de extradición, sino que lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal.  También lo es que los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del Estado requirente. Para ello debe confrontarse su descripción del hecho con el ordenamiento argentino, a fin de determinar si aquél es subsumible en algún tipo legal conminado con una pena, sin que para esta constatación el juez de la extradición esté afectado por el nomen iuris del delito.  Dicho criterio responde a que la tarea de subsunción en la legislación nacional presenta ciertas características peculiares, específicas de los procesos de esta naturaleza. En efecto, la doble subsunción no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que ese país pretende probar, el examen de su adecuación a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo su ley. Es decir, "mientras que para el país requirente la existencia del hecho es hipotética, para el país requerido lo hipotético es que el hecho caiga bajo su jurisdicción".  Resulta oportuno recordar que ante la existencia de un tratado, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las que rigen el pedido de extradición, ya que lo contrario importaría apartarse del texto de un acto emanado del acuerdo de dos Estados.


    B., Damián Carlos y otros s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12114/2018/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio. Cumplimiento de la pena. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    Condena en ausencia.


    En lo vinculado con la alegada condena en ausencia –punto sobre el cual la Corte consolidó el criterio adverso a la procedencia de la extradición a partir del precedente “Nardelli”, las características del sub judice permiten afirmar que aun cuando el sujeto no haya estado presente en la audiencia ante el jurado y al dictarse la sentencia, los presupuestos en que se fundó ese criterio no resultan extensibles a la especie aquí tratada.  Se arriba a tal conclusión porque la improcedencia de la extradición por tal causa no es una regla absoluta, pues lo relevante es determinar –como lo puso de resalto el a quo– si en el procedimiento en concreto se han violado las garantías del debido proceso y la defensa en juicio; y esta afectación no se acredita con la mera ausencia del imputado en algún tramo del proceso.  Así, la Corte ha establecido que tales garantías demandan que el requerido haya sido puesto en conocimiento de la acusación en su contra, que sea oído y que tenga la ocasión de hacer valer sus medios de defensa. Por ello, cuando el proceso llega a la condena sin que el imputado haya tenido activa intervención, la única manera de remediar esta afectación es mediante una revisión amplia; pero no es esto lo que ha ocurrido en el caso.  Asimismo, el caso de autos guarda cierta analogía con la situación que contempla el artículo 366 del Código Procesal Penal de la Nación, que –aunque, como describe la defensa, no admite el juicio en ausencia– prevé la realización de la audiencia aun cuando el imputado no desee asistir o continuar haciéndolo, y que en tal situación “se procederá en lo sucesivo como si estuviere presente, y para todos los efectos será representado por el defensor”.


    Requerido: D. S., César Javier s/ Extradición


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 8756/2019/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Oposición a la extradición. Aplicación de tratados internacionales. Cooperación internacional. 


    Se han cumplido en el caso las disposiciones de los incisos b) y c) del artículo 12 del acuerdo que rige el presente trámite, pues el país requirente ha remitido las sentencias donde se describen detalladamente los hechos y su calificación jurídica, como así también las disposiciones legales pertinentes para resolver sobre el pedido de extradición. Cabe destacar en igual sentido, que al recibir la solicitud la autoridad del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto también estimó satisfechos los requisitos del artículo 12.  La conclusión que antecede no pasa por alto que, como sostiene la defensa, se ha omitido acompañar el texto del artículo 56 del Código Penal de Italia. Sin embargo, lo presentado basta para la acreditación del requisito de doble subsunción que exige el artículo 2 del convenio bilateral, en cuanto sujeta la admisión de la extradición a que se refiera a “los delitos punibles, según las leyes de ambas Partes”. Esta circunstancia desvirtúa este aspecto del agravio, máxime cuando no se han introducido –ni se advierten– objeciones acerca de la verificación de ese recaudo sustancial. Sin perjuicio de contarse con los preceptos relevantes a tal fin, se observa que una razón meramente numérica, a partir del tenor de los artículos 110 y 112 de ese cuerpo legal recién citados, permite inferir que el omitido integra su parte general y por lo tanto –al igual que estos últimos – no sería dirimente para el cumplimiento del recaudo en cuestión.  La Corte ha tenido oportunidad de sostener que el tráfico ilícito de estupefacientes, que afecta a la comunidad de las naciones, requiere razonablemente de un proceso multijurisdiccional basado en la cooperación internacional atento que, dada la modalidad en que se lleva a cabo, es común la presencia de jurisdicciones concurrentes para juzgar un mismo hecho o tramos típicos de un mismo hecho.  En tal dirección, agregó que la aplicación de una regla sobre la concurrencia de jurisdicciones, lejos de atentar contra la cooperación penal la refuerza ya que procura, en definitiva, hacer frente con mayor eficacia a los diversos aspectos del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas que tengan una dimensión internacional, desde que la declaración de la competencia está basada en la proximidad con el hecho.  Ése ha sido, además, el propósito explícito que proclamó en su artículo 4 la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, suscripta en Viena el 20 de diciembre de 1988, que prevé que cada Estado parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos tipificados por su artículo 3, párrafo 1), como la participación en la comisión de alguno de ellos, la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa de realizarlos, y la asistencia, la incitación, la facilitación o el asesoramiento en relación con su comisión, cuando se cometa fuera de su territorio con miras a perpetrar en él alguno de los injustos prohibidos por el instrumento internacional (arts. 3.1.c. iv y 4.1.b. iii, énfasis agregado).


    M., Giancarlo s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 141291/2018/CS1, 01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Abuso sexual. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte Suprema ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal. El sub judice es uno de esos supuestos que justifican la intervención de la Corte, en tanto la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada por la acusación pública.  La arbitrariedad invocada encuentra razonable sustento en las circunstancias reseñadas en el recurso que acreditan la autoría del imputado y, a partir de ello, que la decisión exculpatoria no cumple con la exigencia que las sentencias deben estar fundadas y constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas, configurando una excepción que habilita la intervención del Tribunal que se reclama con base en la doctrina aludida.  Así, en el caso, se ha cercenado de manera arbitraria la vía recursiva intentada por la acusación pública, y si bien ello involucra la inteligencia de normas procesales locales, las razones invocadas por el magistrado recurrente lucen atendibles en la medida que lo resuelto ha significado una apariencia de examen de sus razonados planteos, circunscripto a la mera mención –mediante la aplicación de una fórmula estereotipada– de que la cuestión había sido resuelta conforme a derecho en la anterior instancia, más sin efectuar consideración alguna para justificar la inobservancia del trámite de la audiencia entre las partes que determina el artículo 385, segunda parte, del Código Procesal de la provincia.  Los fundamentos del a quo frente a la reseña de los agravios que el procurador general local efectúa, han obturado una adecuada respuesta jurisdiccional, cuya consecuencia directa es la afectación de la garantía del debido proceso tal como se reclama en esta instancia, la cual también ampara al Ministerio Público Fiscal.  En tal sentido, se ha limitado arbitrariamente el derecho al recurso de la parte acusadora en contra de la doctrina de la Corte que, en la causa “Garipe” determinó –con remisión al dictamen de esta Procuración General– que “…todo aquel a quien la ley le reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ella garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento -civil o criminal- de que se trate”.  Lo expuesto adquiere mayor entidad si se tiene en cuenta que, en el suceso investigado, el accionar del acusado tuvo lugar en un claro contexto de violencia de género contra su ex pareja, conforme los artículos 1º de la Convención de Belém do Pará y 4° de su ley reglamentaria n° 26.485 de Protección Integral de las Mujeres. A ese respecto, la citada Convención obliga a los Estados Partes a actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia de género (art. 7º); a la vez que establece en su artículo 16 que la mujer tiene derecho a obtener una respuesta oportuna y efectiva, y a la amplitud probatoria teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos.  Por otra parte, y con base en las consideraciones expuestas, en el caso existe a su vez una injustificada y arbitraria privación de la garantía de la doble instancia, la cual si bien a criterio de la Corte no reviste jerarquía constitucional en tanto el adecuado respeto a la garantía del debido proceso sólo exige que el litigante sea oído con las formalidades legales y no depende del número de instancias que las leyes procesales –reglamentando esta garantía– establezcan según la naturaleza de las causas, ha hecho excepción a esa regla cuando la ley procesal aplicable confiere ese derecho, supuesto en el cual le ha reconocido aquella jerarquía, pues en tales casos no puede suprimirse arbitrariamente.  Por lo tanto, al haberse prescindido de ella con base en los argumentos meramente formales, y así vedarse en la instancia local respectiva el iter recursivo tendiente a ingresar al análisis de los agravios expresados por el recurrente contra la sentencia absolutoria, corresponde que la inadmisibilidad cuya revisión se pretende sea descalificada como acto jurisdiccional válido.  Bajo tales premisas, corresponde declarar procedente la queja, dejar sin efecto la resolución impugnada y devolver las actuaciones a su origen para que se dicte una nueva conforme a derecho.


    C., I. s/ Abuso sexual – Artículo 119, primer párrafo, del Código Penal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2215/2018/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Tratados internacionales. Violencia de género. Admisibilidad del recurso. 


    Es pertinente recordar que la conducta atribuida configura un supuesto de violencia contra la mujer en los términos de los artículos 1° de la Convención de Belem do Pará y 4° de su ley reglamentaria n° 26.485 (art. 5.3). En esta ley el principio de libertad probatoria ha sido expresamente consagrado por su artículo 16, que establece que la mujer víctima de violencia de género tiene el derecho y la garantía “a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos” (inciso i), y en su artículo 31 que dispone que en las resoluciones “regirá el principio de amplia libertad probatoria para acreditar los hechos denunciados, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo con el principio de la sana crítica”. Cabe mencionar que a través de la ley de la provincia de La Rioja n° 8.561 se dispuso la adhesión en todos sus términos a la ley nacional 26.485.  Esas previsiones legales otorgan un resguardo específico a la declaración de la mujer que alega haber sido víctima de violencia de género, que debe ser especialmente atendida por los jueces en consideración a que los hechos de esta naturaleza habitualmente se cometen en un ámbito de privacidad y sin la presencia de testigos directos.  Asimismo, la Corte ha establecido que la revisión en casación tiene como único límite aquello que surja directa y únicamente de la inmediación –principio inseparable de la oralidad y publicidad del juicio– es decir, se exige el análisis de cuanto no esté exclusivamente reservado a la experiencia perceptiva de quienes hayan estado presentes como jueces en el juicio oral, limitación fáctica impuesta por la naturaleza de las cosas y que debe apreciarse en cada caso.  Resulta, entonces, que la duda invocada como fundamento de la absolución no constituye obstáculo para la descalificación del fallo, pues al no haber surgido como consecuencia de la debida consideración de los elementos de juicio esenciales, y conducentes para la solución del litigio, la sentencia no reconoce otra razón más que la voluntad de quienes la pronunciaron. Ha dicho el Máximo Tribunal que la tacha de arbitrariedad resulta de aplicación particularmente restringida cuando hay una situación de duda, toda vez que el estado de incertidumbre al que se refiere la ley se desarrolla en el fuero interno de los magistrados como consecuencia de la apreciación de los elementos del proceso en su conjunto; empero la falta de valoración integral de la prueba reunida no se cohonesta con la invocación de la situación de duda, en otros términos, cuando la arbitrariedad radica precisamente en la falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio. Es que el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad; por el contrario, aquel especial estado de ánimo debe derivarse de la racional y objetiva evaluación de las constancias del proceso.


    V., D. R. s/ Abuso sexua l- Artículo 119 1


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1191/2018/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Declaración de reincidencia. Falta de fundamentación. Interpretación de la ley. Apartamiento de la doctrina de la corte. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. 


    A partir de la sentencia de Fallos: 308:1938, la Corte ha desechado reiteradamente por arbitrarias las lecturas del requisito de cumplimiento parcial de la pena que establece el artículo 50 del Código Penal que resultan infundadamente restrictivas. En aquel precedente, el Tribunal consideró la propuesta según la cual sólo el cumplimiento efectivo de encierro carcelario por un lapso equivalente, al menos, a las dos terceras partes del total de la pena impuesta podría justificar la agravación por reincidencia de la condena por un delito posterior. Amén de la total carencia de apoyo en el texto legal o en su historia legislativa, la Corte observó que tal interpretación conduciría prácticamente a eliminar la reincidencia de nuestro derecho positivo, en abierta contradicción con la pauta hermenéutica que indica que no corresponde dar a las leyes un alcance que, sin un asiento textual, las desvirtúe o vuelva inoperantes.  La tesis que sostiene la mayoría del a quo en las presentes actuaciones se ve afectada por un déficit de fundamentación semejante. Ciertamente, en primer lugar, la inteligencia propuesta, al exigir que el condenado haya completado satisfactoriamente todas las fases del tratamiento penitenciario que se le haya determinado para que pueda decirse de él que ha cumplido parcialmente pena en el sentido en el que esta expresión figura en el artículo 50 del Código Penal, no se ciñe a la letra de esa regla, que no alude más que a que se haya cumplido una parte de la pena impuesta, sin cualificar ni cuantificar en modo alguno esa fracción.  Los antecedentes de esa norma, a su vez, como lo ha puesto de manifiesto la Corte en su reiterada jurisprudencia en la materia, muestran un margen de discreción judicial que permitiría omitir la declaración formal de reincidencia sólo en ciertas situaciones intermedias, límites o excepcionales cuando, por ejemplo, el tiempo de cumplimiento parcial es muy breve, casi insignificante.  El pronunciamiento en examen no sólo no se ajusta al tenor literal de la regla del artículo 50, ni a su historia legislativa, sino que tampoco da cuenta de la doctrina más reciente del Tribunal de acuerdo con la cual es la mayor culpabilidad que cabe razonablemente atribuir a quien comete un nuevo delito después de haber experimentado pena por la comisión de un crimen anterior lo que da soporte constitucional al régimen de agravación punitiva por reincidencia que regula el Código Penal.  La decisión mayoritaria presenta defectos de fundamentación tales que la privan de la capacidad de dotar de validez al pronunciamiento impugnado; pues ha consagrado una exégesis infundada del texto legal aplicable que se aparta, a su vez, de precedentes, como los de Fallos: 308:1938 y 337:637, a cuya doctrina los jueces deben conformar sus decisiones.


    Recurso queja N° 2 – Incidente N° 4 – Imputado: M., Cristian Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9679/2017/TO1/4/2/RH3, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Apartamiento de la doctrina de la corte. Facultades del fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    Con su recurso de casación, la fiscalía llevó a conocimiento del a quo un asunto que indiscutiblemente era idóneo para habilitar, en última instancia, la jurisdicción extraordinaria ante la Corte. En efecto, la interpretación del artículo 50 del Código Penal que suscribió el juez del tribunal de juicio, y que objetó el Ministerio Público en su impugnación ha sido reiteradamente considerada por la Corte como motivo de arbitrariedad a partir del precedente, que invocó el recurrente, registrado en Fallos: 308:1938, en razón de que ella conduciría prácticamente a eliminar la reincidencia de nuestro derecho positivo, lo que viola la pauta hermenéutica que indica que no corresponde dar a las leyes un alcance que, sin un asiento textual, las desvirtúe o vuelva inoperantes.  La crítica a la decisión del tribunal de juicio ponía de manifiesto, de esa manera, un irrefutable defecto fatal de argumentación en el pronunciamiento que se impugnaba, el que consagraba una exégesis infundada del texto legal aplicable al caso, lo que por sí lo descalifica como arbitrario, que se apartaba, a su vez, de precedentes, como los citados de Fallos: 308:1938 y 337:637, a cuya doctrina los jueces deben conformar sus decisiones.  El recurrente planteó ante la sala de casación un agravio incuestionablemente capaz de motivar la apelación del artículo 14 de la ley 48, por lo que resultaba de obvia aplicación la doctrina de la Corte según la cual, sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público según lo decidido en el precedente de Fallos: 320:2145 respecto de cuestiones de derecho común o meros errores in procedendo, cuando está en juego el examen de un agravio de carácter federal, no es posible soslayar la intervención de las cámaras que, como el a quo, cumplen la función procesal de tribunal intermedio. Precisamente, en el considerando 9° del aludido precedente de Fallos: 320:2145, el Tribunal dejó a salvo que esa limitación recursiva del Ministerio Público cede ante la existencia de gravámenes de esa naturaleza.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: S., Cristian Gabriel y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 91829/2019/TO1/3/1/1/RH3, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia extra petita. Mantenimiento del recurso. 


    Los jueces de la causa se limitaron a declarar una calidad adquirida por el condenado al cometer el segundo delito, impuesta por la ley con independencia de la petición de las partes y que no requiere siquiera de declaración formal, pues es un estado que adquiere la persona cada vez que se encuentra en la situación del artículo 50 del Código Penal. Asignar a ese pronunciamiento la capacidad de violar el derecho de defensa en juicio comparte el mismo tipo de dogmatismo que el que motivó la sentencia de la Corte en el precedente de Fallos: 343:168.  En ese sentido, la simple declaración de reincidencia en un caso como el presente —que resulta de la mera comprobación objetiva de las condiciones formales descriptas en el artículo 50 del Código Penal— se distingue de otras decisiones, como la tenida en cuenta en la sentencia registrada en Fallos: 331:2343, que “hacen evidente el interés de las partes en introducir debidamente los argumentos fácticos y jurídicos que sustentan su posición antes del dictado de la decisión”.


    Recurso queja n° 1. Incidente N° 5. Imputado: I., Roberto Adrián s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 2471/2020/TO1/5/1/RH1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio criminis causa. Robo seguido de homicidio. Falta de fundamentación. Coautoría. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La atribución de arbitrariedad que ensaya en su impugnación la defensa gira alrededor de la tesis de que las sentencias condenatorias en cuestión son inconciliables entre sí; y, esa tesis carece de la fundamentación suficiente para dar apoyo a la pretensión desarrollada a partir de ella.  En la hipótesis en juego en el presente caso, la imputación del delito del artículo 80, inciso 7°, exige del autor que haya obrado con el fin de “procurar la impunidad para sí o para otro”, intención que no es requerida para la responsabilidad a la luz del artículo 165 del Código Penal.  En atención a que dos coautores de un mismo delito básico pueden resultar cada uno de ellos diferencialmente responsables en virtud de la aplicación individual de distintas circunstancias calificantes, no se encuentra fundamento para la asignación de una contradicción, por sí misma insostenible, entre las dos sentencias recaídas en cada una de las causas a las que dio lugar el asalto en el que la víctima perdió la vida.  La diferencia entre los dos fallos judiciales en discusión no expresa contradicción alguna, sino sólo la aplicación aparentemente consistente del derecho común a las circunstancias semejantes, pero no análogas, de dos acusados distintos por un hecho criminal que los ha tenido a ambos como responsables principales.  El planteo intentado carece de la fundamentación mínima exigida por el artículo 15 de la ley 48 que permita juzgar la arbitrariedad que se alega.   La doctrina de la arbitrariedad de sentencias es de carácter excepcional, máxime cuando la resolución impugnada está vinculada con la admisibilidad de recursos locales ante los tribunales superiores provinciales. A todo evento, frente al agravio de la defensa, este criterio también resulta aplicable en cuanto a la inteligencia que el a quo juzgaría adecuada respecto de las normas procesales locales que regulan el recurso de revisión. No se puede pretender con la doctrina invocada sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni corregir en una instancia federal fallos locales que una parte reputa equivocados. Sólo admite el control de desaciertos u omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional, lo que, como ha quedado dicho, no ocurre en el presente caso.


    B., Maximiliano Ezequiel s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1170/2018/RH1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio. Sobreseimiento. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Ministerio Público Fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    La apelación federal resulta formalmente admisible pues, aun cuando el planteamiento del recurrente pueda ser considerado de hecho y prueba, materia regularmente ajena a esta instancia, ello no es óbice para que la Corte conozca en los casos que, como el sub examine, constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: D. V., Eduardo d. C. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 24000733/2012/1/1/1/RH1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    La presente queja plantea una cuestión apta para ser sometida a la consideración del Tribunal por la vía del artículo 14 de la ley 48, tal como lo ha entendido la Procuración General en el dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S , Alan s/ Causa n° 13590”.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: K., Joaquín Isidoro y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1652/2014/102/1/1/RH40, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Menores. Responsabilidad penal. Régimen penal de la minoridad. Tratados internacionales. Declaración indagatoria. Derecho a ser oído. Defensa en juicio. Debido proceso. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Recientemente la Corte señaló que desde hace casi un siglo, la legislación penal de menores de nuestro país ha mantenido, de modo invariable, la decisión de excluir del régimen punitivo a aquellos individuos que aún no alcanzaron determinada edad, a partir de la adopción de un criterio de política criminal que descansa en la consideración de una presunción irrefutable, juris et de jure, de inexistencia de los requisitos intelectuales y volitivos necesarios que habilitan a fundar un juicio de responsabilidad a su respecto.  Añadió allí que dicho esquema se encuentra en el régimen previsto en la ley 22.278, cuyo artículo 1° establece que no es punible el menor que no haya cumplido dieciséis años de edad; y explicó que desde la óptica del derecho procesal, el límite etario de responsabilidad penal es examinado entre el conjunto de los denominados presupuestos procesales, cuya ausencia impide la formación del proceso como consecuencia de la regulación del derecho de fondo en la materia.  El Máximo Tribunal agregó que ese límite se encuentra también comprendido dentro del marco constitucional a partir de la incorporación de la Convención sobre los Derechos del Niño a nuestro sistema normativo, cuyo artículo 40, parágrafo tercero, insta a los Estados Partes a adoptar todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular: a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales; b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales.  Conforme lo destacó la Corte en el pronunciamiento de Fallos: 344:1509, la reciente Observación General n° 24 relativa a los derechos del niño en el sistema de justicia juvenil, que sustituye a la anterior, mantiene este rumbo al precisar que los niños que no han alcanzado la edad mínima de responsabilidad penal en el momento de la comisión de un delito no pueden ser considerados responsables en procedimientos penales y que los niños que no han alcanzado la edad mínima de responsabilidad penal deben recibir asistencia y servicios de las autoridades competentes, según sus necesidades, y no deben ser considerados como niños que han cometido delitos penales.  En ese precedente, y en concreta referencia a la actuación que corresponde desarrollar respecto de los menores que no han cumplido dieciséis años de edad, la Corte explicó que la ley 22.278 a diferencia del mecanismo establecido para el tratamiento de los jóvenes que integran la franja etaria de responsabilidad penal, donde opera una remisión al régimen procesal general, en lo que respecta al grupo de los menores excluidos del sistema punitivo, la norma citada se ordena de manera autosuficiente, combinando los elementos que definen la naturaleza de las medidas que eventualmente corresponde adoptar a partir de la infracción cometida, con aquellos otros relativos al modo de reunir la información pertinente para decidir sobre la necesidad y, en su caso, el alcance de la intervención estatal. Acerca de este último aspecto, el precepto legal exige a los magistrados proceder a la comprobación del delito, articulando mecanismos autónomos para tomar conocimiento del menor y de sus padres, o de quienes ejerzan su tutela, y establece el método para estudiar su personalidad y las condiciones familiares y ambientales en las que se encuentre.  Tales consideraciones distinguen en la citada ley dos clases de actos que el juez puede llevar a cabo en un caso con un menor que no ha alcanzado la edad de punibilidad: por un lado, medidas que, sin involucrar a éste, permitan proceder a la comprobación del delito, de acuerdo con las disposiciones del ordenamiento procesal; por el otro, y ahora sí atendiendo exclusivamente al niño, mecanismos autónomos para tomar conocimiento de él, de su madre y de su padre o de quienes ejerzan su tutela, estudiar su personalidad y las condiciones familiares y ambientales en que se encuentre y, en caso de ser necesario, las medidas de derecho tutelar tendientes a su protección integral.  Tal entendimiento, se ajusta a la conclusión expuesta por el Máximo Tribunal en el sentido de que para el niño no pasible de sanción, en consecuencia, cobra toda su magnitud el art. 40.4 de la Convención relativo a las diversas medidas ajenas a los procedimientos judiciales, y a otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, que debe prever el Estado.  Sin embargo, pese a la claridad con que los pronunciamientos hasta aquí mencionados explican que, de acuerdo con las referidas normas nacionales, constitucionales e internacionales, el límite de edad en cuestión impide la formación del proceso respecto del niño o la niña, y que constituye un presupuesto irrefutable que los menores comprendidos en esa franja etaria no pueden ser formalmente acusados, el a quo omitió interpretar de manera estricta dicha regla, y afirmó dogmáticamente, por el contrario, que aquellas disposiciones permitían la promoción de la acción penal respecto del menor, su imputación formal, incluyendo su convocatoria a prestar declaración.  Aunque el superior tribunal provincial añadió, que “de lo que se trata es la sustanciación de una investigación a los fines de determinar la comprobación de la existencia de la figura delictiva enunciada y la participación o no, que le cupo al menor”, y que ello “en modo alguno significa someterlo a un pleito criminal”, en lo que se podría ver como un intento por minimizar el alcance del proceso a su respecto, las circunstancias concretas del sub lite no se ajustan a ese supuesto, desde que conforme lo reconoció en el pronunciamiento apelado, el fiscal de menores “promovió acción penal en contra del menor” y la juez de menores “se avocó al conocimiento de la causa y tuvo por promovida acción penal en el sentido supra aludido”.  En consecuencia, la decisión impugnada no se corresponde en este aspecto con las concretas constancias del expediente y, por consiguiente, no puede ser considerada como acto jurisdiccional válido.  No se advierte en el pronunciamiento apelado alguna fundamentación para sostener que para tener acabadamente este conocimiento sobre la comisión del hecho y la participación del menor, se impone escuchar al niño en un marco de respeto a las garantías de defensa en juicio y debido proceso. Sin perder de vista que del fallo no surgen las condiciones bajo las que el a quo planteó escuchar al niño, dicha aseveración es meramente dogmática y no cuenta con sustento en un previo análisis de las circunstancias de la causa que permita percibir la concreta utilidad que tal acto tendría para la situación de aquél.  A tal punto ello es así, que esas consideraciones pasan por alto que de los autos principales incorporados en formato digital, surge que el menor ya fue citado por la juez interviniente, ocasión en la cual no sólo pudo tomar ese conocimiento directo, sino también, en presencia de sus padres y del defensor oficial, le informó el hecho por el que viene acusado y su calificación legal, conforme la imputación efectuada por el Agente Fiscal de Menores. En ese acto, el menor hizo uso de su derecho a abstenerse de prestar declaración indagatoria. Estas constancias del proceso abonan la descalificación del fallo recurrido.  Sin perjuicio de lo dicho, aquél temperamento tampoco habría facultado a los magistrados a omitir el régimen autónomo descripto por la Corte en el pronunciamiento antes reseñado, en el que no se reconoció a esa situación como una posible excepción a los pasos allí trazados. El a quo, no obstante, tomó otro camino, contrario al dispuesto en la citada convención internacional y la ley 22.278, y confirmó el impulso de la acción penal contra un menor de catorce años de edad que lo involucró directamente en ese procedimiento, al punto que sostuvo que en el marco de la investigación para determinar la existencia del delito se imponía escuchar al niño, en lugar de circunscribir la actuación de la juez, respecto del menor, a tomar conocimiento de él, realizar nuevos informes conducentes al estudio de su personalidad y sus condiciones familiares y ambientales y, en su caso, disponer otras medidas ajenas al procedimiento judicial, en protección de sus derechos.  No se pierde de vista que el superior tribunal provincial también invocó en sustento de su decisión el derecho del menor a ser oído, en los términos del artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.   Sin embargo, el criterio del a quo en el sub examine no se corresponde con el alcance de ese derecho en los términos de esa cláusula pues, sin perjuicio de que ningún detalle brindó sobre la recepción de la declaración del menor no punible, la imposición de escucharlo resulta contraria a la caracterización como una garantía cuyo ejercicio está condicionado por la opinión de aquél. Por lo demás, el propio texto del citado artículo 12 condiciona ese derecho del menor a ser oído, a las normas de procedimiento de la ley nacional y, en las condiciones del sub judice, ellas, precisamente, desautorizan el temperamento aplicado.  Al respecto, el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, órgano de vigilancia del tratado cuyas pautas han servido de guía al Tribunal en diversas oportunidades, en su Observación General n° 12/2009 precisó que “el niño, sin embargo, tiene derecho a no ejercer ese derecho. Para el niño, expresar sus opiniones es una opción, no una obligación”, y “el niño tiene el derecho de expresar su opinión libremente. Libremente significa que el niño puede expresar sus opiniones sin presión y puede escoger si quiere o no ejercer su derecho a ser escuchado”.   El criterio sostenido en el sub examine en las diversas instancias locales acerca de la persecución penal contra el menor y su declaración en tales actuaciones resultó contrario a la expresa oposición de quienes ejercieron, en cada etapa, su defensa técnica y solicitaron de manera continua su sobreseimiento en razón de la edad que tenía al momento del hecho.  En tales condiciones, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, y debe entonces ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.


    B., P. H. E. s/ Abuso sexual – Artículo 119 1° párrafo y amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2552/2019/RH1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Ocultamiento del menor. Unificación de penas. Sentencia arbitraria. Delito continúo. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FGR 83000804/2012/TO1/79/1/1/RH15, “C., Néstor Rubén y otros s/ Incidente de recurso extraordinario”. Acto jurisdiccional inválido. Fundamento aparente.


    La decisión impugnada debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.   En efecto, la parte planteó que en casos como el sub examine, en los que el interesado resulta condenado por delitos de carácter permanente, a los efectos de la unificación de penas prevista en el artículo 58 del Código Penal se debe tener en cuenta la fecha en que tales delitos cesaron de cometerse, por lo que carecería de relevancia que, los ilícitos por los que fue condenado el imputado en los otros procesos previos se hayan consumado cuando aquéllos ya habían comenzado a cometerse pero sin haber cesado aún. En consecuencia, cabe descartar la aplicación al caso del artículo 58 del Código Penal, pues entre los delitos por los que fue condenado en los procesos previos y los de retención y ocultamiento de un menor de diez años por los que fue condenado en esta causa no se da un supuesto de concurso como el previsto en esa norma, ya que las penas que se le impusieron por los primeros se extinguieron antes de que cesaran de cometerse los últimos.  El a quo no puso en discusión esas circunstancias fácticas, sino que afirmó la existencia de un concurso real entre todos los delitos aludidos, con base en que aquellos por los que fue condenado en los otros procesos previos se cometieron cuando todavía no habían cesado de cometerse los que se le imputaron en esta causa. Al resolver de ese modo, empero, omitió responder a la objeción de la querella que, contradice su fundamento.  Ese déficit de la decisión impugnada resulta particularmente criticable ya que, según la doctrina de la Corte, son conocidas las dificultades interpretativas y de aplicación concreta que genera el artículo 58 del Código Penal, y que hacen evidente el interés de las partes en introducir debidamente los argumentos fácticos y jurídicos que sustentan su posición antes del dictado de la decisión.  En suma, lo resuelto por el a quo no cumple con los requisitos de un acto jurisdiccional válido, según la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, en tanto omite un argumento relevante para la adecuada solución del caso, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – G., Víctor Alejandro s/ Incidente de revisión de cómputo de pena


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3692/2011/TO1/1/1/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia absolutoria. Terrorismo de Estado. Ejecución de órdenes. Participación criminal. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. 


    Al resolver como lo hizo, como lo ha señalado el recurrente, el a quo desconoció que, en el contexto de la ejecución del citado plan sistemático, cada integrante del aparato organizado de poder constituyó un engranaje esencial de su funcionamiento, al contribuir a la concreción exitosa de las operaciones criminales. En particular, lo determinante para fundar la vinculación del imputado con los hechos, de acuerdo con el recurrente, es que la decisión de cometerlos fue adoptada, según se tuvo por probado, desde la jefatura que integró como subordinado inmediato de otro involucrado.  En suma, la crítica del recurrente resulta suficiente para sostener la arbitrariedad de la decisión que revocó la condena y lo absolvió, pues demuestra que al dictarse esa decisión se ha prescindido de un argumento conducente para la adecuada solución del caso. Argumento que, por el contrario, fue considerado determinante para confirmar otra condena, al admitirse que la cadena de mando mediante la cual se emitieron las órdenes de cometer los hechos imputados se caracterizaba por la circunstancia según la cual, salvo quienes se encontraban en ambos extremos, todos sus componentes eran dadores y receptores de órdenes, de manera tal que a medida que un sujeto se alejaba del ejecutor se acercaba gradualmente a la fuente del poder de decisión y, por ello, su responsabilidad aumentaría en lugar de disminuir.  Por otro lado y en cuanto al otro imputado, aun de tenerse por probado, como lo hizo la mayoría del a quo, que no tuvo poder de mando sobre los ejecutores directos de los hechos, tal circunstancia no sería suficiente para excluir su responsabilidad, si se tiene en cuenta, como se ha dicho, que la fiscalía planteó como hipótesis que aquél, al menos, intervino en la comisión de tales hechos en el rol de planificador. En efecto, correspondía analizar si la conducta del imputado se adecua a algún otro tipo de intervención punible, pues la autoría no es sino el extremo más alto de una escala de responsabilidad dentro de la cual figuran otras formas de tal intervención, por lo que incluso cuando las circunstancias del caso impidieran considerarlo autor, de ello no se seguiría que también impedirían considerarlo, por ejemplo, partícipe, tal como resulta implícito en la pretensión acusatoria.  En conclusión, la decisión impugnada carece de fundamentación adecuada también en relación con el punto aquí examinado, al haberse omitido ponderar un argumento del recurrente que resulta conducente para la correcta solución del caso.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 35 – Imputado: P., Luis Abelardo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000007/2011/TO1/35/1/RH16, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Facultades del fiscal. Funcionarios públicos. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. 


    Tiene dicho la Corte que “es regla de interpretación de las leyes la de que los jueces deben atenerse al texto de las mismas, cuando es claro y no da lugar a dudas ", y que "cuando los términos de la ley son claros no corresponde a los jueces apartarse de sus propósitos so pretexto de evitar las deficiencias reales o presuntas que podrían resultar de su aplicación".  El texto del artículo 76 bis del Código Penal es claro en cuanto establece que “si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable, y hubiese consentimiento del fiscal, el Tribunal podrá suspender la realización del juicio”, y de esa manera invalida cualquier interpretación alternativa que no lo reconozca como requisito para la concesión del beneficio en examen.  Sin embargo, en el pronunciamiento impugnado se expresó, sin la mínima fundamentación, que la opinión del fiscal sólo tiene efecto vinculante cuando consiente la suspensión del juicio, pero no cuando se opone, y su intervención en tal supuesto quedó así caracterizada como un acto superfluo.  Esa interpretación no condice con la letra ni el espíritu de la disposición legal en examen, de los que surge con claridad que sin la aprobación del representante del Ministerio Público Fiscal no podrá concederse la suspensión del juicio.  No se encuentra en el pronunciamiento apelado ni en la transcripción parcial que hizo de la resolución del tribunal oral, explicación alguna que permita concluir válidamente que la suspensión podría ser concedida a pesar de que, conforme destacó el fiscal recurrente, en ambas decisiones y en una más, relativa a otro acusado, afirmó que funcionarios públicos, en el ejercicio de sus funciones, participaron en el delito. El texto del artículo 76 bis del Código Penal no deja lugar a duda. No dice que únicamente el funcionario estará impedido de acceder a la suspensión del juicio. Se refiere directamente al hecho íntegro, en su totalidad, comprendiendo todos sus aspectos y características, y establece que en tal supuesto no procederá la suspensión y todos los acusados –“sin que corresponda hacer al respecto distinciones entre particulares o funcionarios públicos” (conf. res. PGN 97/2009)- deberán enfrentar el juicio oral y público en el que el caso será examinado de manera exhaustiva y completa.  No se pasa por alto que el principio pro homine obliga a privilegiar la inteligencia legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal. Sin embargo, la exégesis de la ley no puede exceder el límite de razonabilidad, y la elección de la más favorable debe darse siempre dentro de lo que la norma admite. Así, en el sub examine ni el tribunal oral ni el a quo expusieron una interpretación que cumpliera con tal exigencia.


    Recurso queja N° 1 – Legajo N° 52 – Imputado: T., Jorge y otros s/ Legajo de casación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8145/2003/TO2/52/1/RH3, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Facultades del fiscal. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio.  Ello es lo que ocurrió en el sub examine, desde que en el planteo casatorio el fiscal recurrente argumentó de manera fundada la equiparación de la sentencia impugnada a definitiva, con base en las consideraciones expuestas por la Corte en el citado pronunciamiento de Fallos: 320:1919, en el que expresó que la resolución que hace lugar a la suspensión del proceso a prueba es equiparable a definitiva, puesto que la tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior, dado que la citada decisión impide que el proceso continúe hasta el dictado de la sentencia definitiva, con la consecuencia de que se extinguirá la acción penal al cumplirse las condiciones establecidas en el cuarto párrafo del artículo 76 ter del Código Penal. Ese razonamiento, cabe añadir, fue reiterado en el pronunciamiento de Fallos: 330:5108 -en el que se recordó que la posibilidad de equiparar la resolución que hace lugar a la suspensión del juicio a prueba a una sentencia definitiva, por sus efectos, había sido ya reconocida en la sentencia de Fallos: 327:423 (conf. considerando 4°)- y en el de Fallos: 336:392 (“Góngora”), entre otros.  Resulta pertinente remitirse, por razones de brevedad, al dictamen emitido por esta Procuración General en la causa G. 61, L. XLVIII, “Góngora, Gabriel Arnaldo s/ Causa n° 14.092”, en el que se explicó que el artículo 76 bis del Código Penal claramente prevé el consentimiento del Ministerio Público como requisito ineludible para la concesión del beneficio en examen, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal , sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio.  Se agregó en tal sentido, que el Congreso no es el único poder ni el único organismo del Estado con facultades en materia de política criminal, y que en la disposición en examen los legisladores han efectuado una remisión a las que posee el Ministerio Público Fiscal, vinculadas con su función de promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 3 – E., Ricardo Segundo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32360/2018/3/1/RH1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Torturas. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El examen de las actuaciones permite advertir que el cuestionamiento a la pena impuesta a los coimputados, dadas las particularidades de la etapa recursiva en este caso, no se dirige contra la sentencia definitiva, ya que actualmente tramita ante la sala VI la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional el así llamado recurso de apelación horizontal -casación que fue interpuesto por sus abogados defensores y concedido por la Sala V con base en la doctrina sentada a partir de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso n° 11.618 “Mohamed vs. Argentina”, y conforme lo establecido en Fallos: 337:901; y lo que resulte de esa impugnación puede tener incidencia directa en las cuestiones aquí planteadas por la parte querellante.  No presenta esta particularidad el reclamo referido a la absolución del tercer imputado, que el a quo fundó en los siguientes argumentos. En primer lugar, sostuvo que no existió evidencia directa ni indicios suficientes que probaran más allá de toda duda razonable la actuación del imputado como instigador del delito de tortura previsto en el artículo 144 tercero del Código Penal; y que el argumento de las partes acusadoras solo expresaba una responsabilidad de carácter objetivo derivada de su rol como jefe de la dependencia donde tuvo lugar el hecho. En segundo lugar, afirmó que sostener la acusación bajo esos términos lesionaba la defensa en juicio, ya que no guardaba congruencia con la intimación del hecho en el momento de prestar su declaración como imputado, en la que se lo señaló responsable de una omisión por negligencia, adecuada a la figura del artículo 144 quinto del Código Penal.  El recurso extraordinario carece, en este aspecto, de la fundamentación que es requerida como condición de admisibilidad, ya que, según la doctrina de la Corte, tal recaudo no se satisface con la sola afirmación de una solución jurídica determinada si ella no está razonada y constituye la derivación concreta de las circunstancias del caso, ni contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse todos y cada uno de los argumentos en que se apoya.  Los agravios referidos al modo en que los tribunales valoraron circunstancias fácticas o los elementos de prueba no justifica el otorgamiento del recurso extraordinario, salvo que, a diferencia de este caso, se demuestre la existencia de un supuesto excepcional cubierto por la doctrina de la arbitrariedad.  Los señalados defectos de fundamentación impiden la demostración arbitrariedad en la determinación de los hechos o la valoración de las pruebas, a la vez que dejan incólume un argumento independiente de la sentencia que da apoyo a la solución adoptada.


    Recurso de queja N° 19- Imputado: D., René Jesús y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36466/1996/19/RH4, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio. Recusación. Deber de imparcialidad. Falta de fundamentación autónoma. Derecho a ser oído. Debido proceso. Jueces naturales. Inadmisibilidad del recurso. 


    El agravio por la falta de respuesta al planteo relativo a la lesión de la garantía de imparcialidad por el prejuzgamiento en que habrían incurrido los jueces laborales al haber rechazado el sobreseimiento por ne bis in idem y plazo razonable, carece de la fundamentación autónoma exigida por el artículo 15 de la ley 48 en tanto la defensa no rebate los argumentos por los cuales el a quo no ingresó al examen de la cuestión y se limita a proponer un criterio interpretativo distinto del seguido en la decisión.  Aplica al sub judice lo resuelto en Fallos: 344:81 donde la Corte consideró que es inadmisible el recurso extraordinario si los agravios de la recurrente carecen de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48, por lo que fallan en demostrar la afectación a los derechos y principios constitucionales invocados, o la configuración de un supuesto de arbitrariedad de sentencia, y solo traducen su desacuerdo con el criterio adoptado por el tribunal superior provincial, respecto de cuestiones de derecho común y derecho procesal local, fundado en razones que acuerdan sustento bastante a su decisión.  Es pertinente señalar que los artículos 8. 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagran el derecho a ser oído por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, cuyos textos no prevén en forma expresa el derecho del imputado a ser juzgado por tribunales integrados por jueces de la especialidad.  Tampoco la recurrente ha fundamentado porqué, aun así, debería dársele el alcance que pretende.  Asimismo, desatiende la interpretación de la Corte que ha establecido que la garantía del "juez natural" expresa la contundente prohibición de que los habitantes de la Nación puedan ser juzgados por comisiones especiales o ser sacados de los jueces legítimamente nombrados (art. 18 de la Constitución Nacional); que esa garantía, como las del debido proceso y de la defensa en juicio, exigen tanto que el tribunal se halle establecido por ley anterior al hecho de la causa, cuanto que haya jueces que hagan viable la actuación de aquél en las causas en que legalmente se le requiera y le corresponda, y tiende a impedir la sustracción arbitraria de una causa al tribunal que continúa teniendo jurisdicción para casos semejantes, con el fin de atribuir su conocimiento a uno que no la tiene. Ninguna de esas situaciones se presenta en el sub judice.   La Corte recordó, con cita de los precedentes de Fallos: 219:400 y 311:2478, que es facultad no delegada por las provincias al Gobierno Nacional la de organizar su administración de justicia y legislar sobre procedimientos judiciales, sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias que sancione el Congreso Nacional cuando considere el caso de prescribir formalidades especiales para el régimen de determinados derechos establecidos en los códigos fundamentales. Se circunscribe así la facultad de las provincias en materia procesal a señalar las reglas de acuerdo con las cuales los procesos vinculados a los códigos fundamentales han de sustanciarse y terminarse; el ejercicio de esa facultad resultará inconstitucional si impide a los magistrados locales aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional, las leyes que en su consecuencia se dicten por el Congreso a las que las autoridades de cada estado están obligadas a conformarse, no obstante cualquier disposición en contrario que contengan sus constituciones o leyes.  Por su parte, la nueva ley orgánica del Poder Judicial local (nº 5190) –en lo que aquí interesa– establece cuatro circunscripciones, cada una con un foro de jueces penales divididos en “de garantías” y “de juicio”; y que éstos intervienen en la sustanciación de los juicios de acción pública o privada (art. 58). Los integrantes del foro ejercen su competencia sobre los delitos cometidos dentro de la circunscripción judicial asiento de sus funciones o cuyos efectos se produzcan en ella y para la función que han sido designados. No obstante, pueden comisionarse a otra circunscripción para integrar el foro correspondiente ante la ausencia, inhibición, recusación o excusación de los jueces (art. 60). Prevé un orden de subrogancias, para esos casos u otros impedimentos, por los integrantes del foro de las cuatro circunscripciones: 1) que ejerzan la misma función, 2) distinta función o 3) por conjueces (art. 22, inc. c). En su artículo 183 establece que las causas que hubieren sido elevadas a juicio, aquellas en que el debate oral se hubiese iniciado pero no concluido y aquellas en las que se hubiese dictado sentencia definitiva y no se encontrare firme, continuarán tramitando conforme a las normas del antiguo código –ley P 2107– hasta la culminación del proceso, con la intervención de sus jueces y juezas naturales.  Es aplicable el criterio expuesto en los autos “Deutsch, Gustavo Andrés s/ Recurso extraordinario”. Allí, con remisión al dictamen de la Procuración General, la Corte resolvió que corresponde desestimar el agravio referido a que la integración del tribunal de juicio con un juez subrogante habría constituido una violación a las garantías de debido proceso y juez natural (prohibición del juzgamiento por comisiones especiales) derivadas del artículo 18 de la Constitución Nacional, si el fallo no sólo ha exhibido las razones legales que sustentaron la decisión sino que además, se ajustó a la doctrina de la Corte Suprema según la cual las garantías mencionadas exigen tanto que el tribunal esté establecido por ley anterior al hecho de la causa, cuanto que haya jueces que hagan viable la actuación de aquél en las causas en que legalmente se le requiera y le corresponda.  Por último, el temperamento que se postula también observa la doctrina del Tribunal que establece la interpretación restrictiva de las causales de recusación o excusación.


    Q., Néstor Omar s/ Homicidio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1785/2018/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación o retardo de justicia


    Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Morosidad del proceso. Debido proceso. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    Es procedente el recurso de queja por retardo de justicia.  Ante todo cabe advertir que la garantía constitucional de defensa en juicio, que ampara a todas las partes por igual, incluye el derecho a obtener un pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable, pues la dilación injustificada de la solución de los litigios implica que los derechos puedan quedar indefinidamente sin su aplicación con arreglo a derecho, con grave e indebido perjuicio de quienes los invocan.  En el sub lite, ese plazo está regulado en el código de forma y con independencia de su carácter ordenatorio o perentorio, no ha sido observado por la Cámara Federal de Casación Penal y está holgadamente vencido, con menoscabo de garantías constitucionales. Si bien el ordenamiento no prevé en forma expresa un plazo para resolver el recurso de reposición (arts. 446 y 447 del CPPN), rige la regla general de tres días (art. 161); por su parte el artículo 127 dispone que vencido el término en que deba dictarse una resolución, el interesado podrá pedir pronto despacho y, si dentro de tres días no lo obtuviere, podrá denunciar el retardo al tribunal que ejerza la superintendencia.  La Corte ha sostenido que la queja por retardo de justicia promovida –con sustento en lo previsto en el artículo 24, inc. 5°, del decreto-ley 1285/58– resulta únicamente procedente cuando las cámaras nacionales o federales de apelaciones no han dictado el pronunciamiento correspondiente al estado de la causa, a pesar de haber transcurrido el plazo legalmente previsto y de no concurrir ninguna circunstancia que justifique esa demora.  En consideración –mutatis mutandis– de la doctrina del Tribunal en cuanto a que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas aun cuando sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, resulta pertinente señalar que no obstante que ya fue resuelto por la Sala el expediente CFP 14305/2015/TO1/26 mencionado por el recurrente, la posterior interposición de recursos de casación de las partes acusadoras contra la sentencia dictada por el Tribunal Oral Federal en los autos principales a los que se vincula esta queja, constituye un hecho nuevo público y notorio que mantiene vigente la necesidad de la determinación que el fiscal general persigue con la presentación aún irresuelta, cuyos efectos tienen la entidad suficiente para alcanzar a todas las partes del proceso.  Por último y en atención a los deberes que le incumben al Ministerio Público de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y la observancia de la Ley Fundamental y los instrumentos internacionales de derechos humanos, la situación suscitada también puede afectar el derecho que le acuerda, a las otras partes del proceso, el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  En ese sentido la Corte Interamericana ha señalado que uno de los alcances del derecho a ser oído establecido en esa norma implica un ámbito formal y procesal de asegurar el acceso al órgano competente para que determine el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías procesales.


    Presentaciones varias con retardo de justicia N° 1 – Legajo N° 2 – Imputado: F. de K., Cristina y otros s/ Legajo de actuaciones complementarias/ Peticiones


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14305/2015/TO1/24/1/2/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: S. de M. y T. de T. S.A.


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 39866/2019/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Dictamen fiscal. Interpretación de la ley. Principio pro homine. Oposición del fiscal. Política criminal. Finalidad de la ley. Facultades del fiscal. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. 


    Remisión al apartado II del dictamen de la causa “Góngora” (Fallos: 336:392).  Acto jurisdiccional inválido.


    El principio pro homine obliga a privilegiar la inteligencia legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal. Sin embargo, la exégesis de la ley no puede exceder el límite de razonabilidad, y la elección de la más favorable debe darse siempre dentro de lo que la norma admite. En el sub examine ni el tribunal oral ni el a quo expusieron una interpretación que cumpliera con tal exigencia.  En ese sentido, el Ministerio Público Fiscal no igualó, como pretende presentar la mayoría del pronunciamiento apelado, el requisito del ofrecimiento de reparación del daño en la medida de lo posible, previsto en el artículo 76 bis del Código Penal, a la indemnización del daño material y moral causado a la víctima, a su familia o a un tercero, que el artículo 29 de ese código sustantivo establece como cuestión sobre la que debe pronunciarse la sentencia condenatoria.  Tal aseveración, constituye una mera afirmación dogmática que formuló la mayoría del pronunciamiento apelado, y no se ajusta a la opinión que expuso la auxiliar fiscal en la audiencia en que se evaluó el beneficio en cuestión ni en las sucesivas instancias de impugnación.  En efecto, cabe ver en la oposición a la suspensión del juicio un expreso rechazo al ofrecimiento de reparación del daño por su clara contradicción con el espíritu de ese requisito legal, teniendo en cuenta, además de su insignificancia en relación con el monto de los tributos cuyo pago aquél habría evadido, el hecho de que, precisamente, se le atribuye haber provocado de manera dolosa su insolvencia para impedir que ese organismo pudiera cobrárselos. Tales consideraciones no pueden ser razonablemente entendidas como la asimilación que parece haber visto el a quo; por el contrario, constituye una expresión de política criminal con base en la valoración de las concretas circunstancias del caso. De ese modo, fue el propio acusado quien, según la imputación que se le formuló, de manera calculada se ubicó en esa situación que ahora pretende invocar para alegar una supuesta restricción de su derecho. El Ministerio Público, cumpliendo su función, elaboró su dictamen a partir de ello, procurando además evitar hechos como el presente, en el que la conducta presuntamente delictiva torna inoperante, por sí misma, una de las condiciones del beneficio en cuestión. La opinión contraria, incluso podría significar un incentivo para situaciones extremas como la sub examine.  En consecuencia, la referencia que la opinión mayoritaria hizo al requisito legal en cuestión carece de relación con las concretas circunstancias de la causa y con los términos de la oposición que la fiscal ante el tribunal oral había expresado en la audiencia en que se evaluó la suspensión del juicio a prueba.  Al así decidir, el pronunciamiento apelado se apartó también de la disposición del artículo 76 bis del Código Penal que establece el carácter vinculante del dictamen fiscal en las condiciones del sub lite.  En ese sentido, tiene dicho la Corte que es regla de interpretación de las leyes que los jueces deben atenerse al texto de las mismas, cuando es claro y no da lugar a dudas y que cuando los términos de la ley son claros no corresponde a los jueces apartarse de sus propósitos so pretexto de evitar las deficiencias reales o presuntas que podrían resultar de su aplicación.  El texto del citado artículo es claro en cuanto establece que “si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable, y hubiese consentimiento del fiscal, el Tribunal podrá suspender la realización del juicio”, y de esa manera invalida cualquier interpretación alternativa que no lo reconozca como requisito para la concesión del beneficio en examen.  Sin embargo, en el pronunciamiento impugnado el juez que presidió el acuerdo expresó, sin la mínima fundamentación, que la opinión del fiscal sólo tiene efecto vinculante cuando consiente la suspensión del juicio, pero no cuando se opone, y su intervención en tal supuesto quedó así caracterizada como un acto superfluo.  Esa interpretación, no condice con la letra ni el espíritu de la disposición legal en examen, de los que surge con claridad que sin la aprobación del representante del Ministerio Público Fiscal no podrá concederse la suspensión del juicio.  Tal inteligencia tampoco se ajusta a la misión del Ministerio Público, que es la defensa de la legalidad y los intereses generales de la sociedad, y su función, en ese marco y de conformidad con los artículos 5 del Código Procesal Penal de la Nación y 29 y 3 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, en cuanto establecen que corresponde exclusivamente a éste la promoción y el ejercicio de la acción penal pública en causas criminales y correccionales, la que deberá iniciar de oficio siempre que no dependa de instancia privada, y su ejercicio no podrá suspenderse, interrumpirse ni hacerse cesar excepto en los casos y bajo las formas expresamente previstas en la ley.  No se advierte que el a quo haya expuesto alguna explicación que razonablemente pudiera llevar a entender que por medio de la sanción del artículo 76 bis del Código Penal se pretendió limitar las facultades del Ministerio Público Fiscal, lo que resultaba de especial significación teniendo en cuenta que, además del texto legal, los antecedentes parlamentarios llevan a una conclusión opuesta.  Resulta ajustada a derecho, asimismo, la objeción que el fiscal apelante formuló respecto de la invocación que en el primer voto se hizo del precedente de la Corte publicado en Fallos: 327:5863, pues fue realizada de manera genérica, sin explicar por qué cabría reconocerle a la expresión transcripta la significación que el magistrado pretendió atribuirle, lo que resultaba especialmente exigible teniendo en cuenta que la cuestión examinada aquí es distinta de la que se planteó en dicho pronunciamiento, pues mientras que en aquella oportunidad se debatía si los jueces podían impulsar de oficio la acción penal en contra de la opinión del fiscal, el sub examine versa sobre la posibilidad de que el tribunal oral suspenda el curso del proceso, sin que concurra una excepción que lo afecte ni exista una decisión sobre el mérito de la acusación, en contra de la pretensión de la fiscal de impulsar su avance hacia la realización del juicio oral.   En consecuencia, la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Principal en Tribunal Oral TO01 – Imputado: K., Alejandro s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000440/2009/TO1/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa FSA 15742/2019/3/1/RH1, “M., Gimena Estefanía s/ Audiencia de sustanciación de impugnación –art. 362–”.


    Aun cuando los fundamentos, de hecho y de derecho común, por regla resultan ajenos a la apelación federal, su referencia en el sub judice es pertinente en tanto acreditan que, además de la afectación que de las funciones del Ministerio Público implica el criterio que se cuestiona, la oposición al acuerdo tuvo sustento en la razonable inteligencia de las circunstancias del caso, que el a quo dejó de lado al decidir, lo cual concurre en abono de la impugnación que se pretende.  Por lo expuesto, y lo demás desarrollado por el señor Fiscal General, se mantiene la queja y se solicita a la Corte que declare procedente el recurso extraordinario, deje sin efecto la resolución impugnada y ordene el dictado de una nueva conforme a derecho.


    L., Lucas Mauro y otros s/ Audiencia de sustanciación de impugnación (Artículo 362)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1058/2020/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Tareas comunitarias. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones relativas a la admisibilidad o procedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, este criterio admite excepciones cuando la sentencia impugnada conduce sin fundamentos adecuados a una restricción sustancial de la vía utilizada y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio.  El fiscal recurrente argumentó de manera fundada que la sentencia impugnada es equiparable a definitiva, destacando en tal sentido que la tutela de los derechos que se invocan no podrá hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior, por cuanto la decisión que rechazó la posibilidad de controlar el cumplimiento de las pautas de conducta bajo las que fue dispuesta la suspensión del juicio a prueba y, sin más, las tuvo implícitamente por satisfechas, impide la continuación del proceso y conduce indefectiblemente a la declaración de extinción de la acción penal .  No obstante, el a quo omitió toda consideración de esos fundamentos, que resultaban conducentes para la solución a adoptarse, y rechazó la vía recursiva mediante la invocación de una fórmula dogmática por la que achacó al impugnante no haber sustanciado de manera suficiente aquella alegada equiparación, lo que, no se conformó a los términos del planteo formulado por el Ministerio Público en esa instancia.  Ninguna razón se encuentra en los pronunciamientos que permita sostener la proposición de la que partieron, según la cual el control del cumplimiento de las reglas de conducta bajo las que se concede la suspensión del juicio a prueba sólo podría efectuarse durante el lapso de duración del beneficio, y caducaría la posibilidad de hacerlo en el instante en que éste se agotara. Tampoco se aprecia que así lo establezcan las normas pertinentes del Código Penal ni del Código Procesal Penal de la Nación. (Artículo 76 ter del CP y Artículo 515 del CPPN).   En el presente, los términos de la ley son claros, y la interpretación que tanto la juez como la cámara de apelaciones postularon, superó ese límite e importó, además, una contradicción con la lógica más elemental y el sentido común, en la medida en que obstó al examen que aquellas disposiciones imponen acerca de las pautas que el acusado debe observar desde el comienzo hasta el final del plazo de suspensión, y que por lo tanto sólo puede ser realizado cabalmente, mediante las pertinentes consultas y la debida intervención de las partes, una vez vencido aquél.  Esta última inteligencia -según la cual corresponde analizar el cumplimiento de todos los requisitos o condiciones bajo las que se concedió la suspensión del juicio a prueba luego de vencido su lapso de duración -, se ajusta además, conforme lo destacó el fiscal impugnante con base en el análisis de las disposiciones en conjunto con el artículo 27 bis del Código Penal, el artículo 174 de la ley 24.660, el decreto PEN 807/2004 y los artículos 1.2 y 2.1 de las “Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de Tokio)”, al espíritu y la finalidad del beneficio en cuestión, que consiste en una medida alternativa a la continuación del proceso y la eventual aplicación de una pena privativa de la libertad, por la que se procura fomentar en el acusado el sentido de su responsabilidad hacia la sociedad.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: L., Damián Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPN-Cámara Nacional de Apelaciones de Casación Penal, 169483/2017/EP01/1/1/RH1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Actos u omisiones que infringen el régimen cambiario. Resoluciones equiparables a definitiva. Retroactividad de la ley. Ley penal más benigna. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien el pronunciamiento impugnado no es la sentencia definitiva a la que alude el artículo 14 de la ley 48, pues revoca la absolución dictada por el juez de sección y ordena la continuación del procedimiento “según su estado”, la Corte ha admitido, por vía de excepción, que resulta equiparable a tal a los efectos de la apelación extraordinaria, un pronunciamiento que frustra la pretensión de la defensa de clausurar el proceso mediante la invocación del derecho a la aplicación retroactiva de una ley penal más benigna que la vigente al momento de los hechos del caso, que garantizan los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.   En cuanto a la cuestión federal planteada, como se ha sostenido en múltiples ocasiones a partir del dictamen in re CPE 340/2014/CS1, “C. C. S.A. —Sucursal Argentina— y otro”, el marco regulatorio que introdujo el decreto 893/2017 es idéntico al que estableció el decreto 530/1991, del 28 de marzo de 1991, cuyas consecuencias para casos análogos al sub judice interpretó la Corte al dictar la sentencia registrada en Fallos: 329:1053. La doctrina de ese precedente es, por lo tanto, incuestionablemente aplicable al caso en examen.  A ello sólo cabe agregar, que la declaración de invalidez sobre la que apoyó su decisión la mayoría del a quo parte de la premisa manifiestamente errónea de que es la ley 19.359 la que dispuso el deber de ingresar al país las divisas obtenidas de operaciones de exportación que derogó el decreto 893/2017, cuando ese régimen fue originariamente creado por el decreto 2581/1964 y restablecido por el decreto 1606/2001.


    Banco Central de la República Argentina – Expediente 100.923/08 - Fernando Ernesto R. y otro s/ Infracción Ley 19.359


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 11122/2014/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Muerte del paciente. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En el caso, resulta acertado tachar de arbitraria la decisión, en la medida en que ha omitido analizar agravios conducentes para la correcta resolución del asunto, lo que implicó, en definitiva, que no se cumpliera con la revisión integral y exhaustiva del fallo condenatorio en los términos establecidos en el precedente publicado en Fallos: 328:3399, que también tiene vigencia en el ámbito local.  Con base en ello, debe ser descalificada igualmente la resolución mediante la cual se rechazó la impugnación extraordinaria local contra aquella decisión. En efecto, frente a la materia federal así presentada ante sus estrados, la respuesta del a quo en cuanto a que la cámara de casación había efectuado un estudio integral de la cuestión sometida a su consideración y que el recurrente se había limitado a expresar su disconformidad con el pronunciamiento impugnado, no satisface –más allá de la inteligencia que quepa asignar a la ley local 10.317 que regula el recurso en cuestión– el estándar constitucional de los precedentes “Strada” y “Di Mascio”.   Ello así pues, la cámara de casación omitió por completo el análisis del agravio referido a la imputación objetiva del resultado, en particular a la causa de muerte de la damnificada y a la evolución de su estado de salud con posterioridad a la intervención quirúrgica y su internación en la unidad de terapia intensiva. Esa deficiencia, tampoco fue enmendada por el a quo en su pronunciamiento.  Por todo ello, la Corte debe hacer lugar al recurso extraordinario federal interpuesto y revocar la decisión impugnada para que, por intermedio de quien corresponda, se dicte un nuevo fallo que garantice el derecho constitucional del condenado a la revisión integral de la sentencia, de acuerdo con los estándares establecidos en Fallos: 308:490, 311:2478 y 328:3399.


    N., Carlos Guillermo s/ Impugnación extraordinaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 297/2020/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Oposición del fiscal. Prescripción de la acción penal. Interrupción de la prescripción de la acción penal. Secuela de juicio. Non bis in idem. Revocación de sentencia. 


    Denegatoria de la extradición. Actos interruptivos de la prescripción. Proceso penal en trámite.


    Es doctrina del Tribunal que el planteo de prescripción constituye un tema de orden público, cuya declaración es válida en cualquier momento del proceso a pedido de parte o, inclusive, de oficio.  El Tratado de Extradición celebrado entre Argentina y Brasil, consagra que no se concederá la extradición “cuando la acción o la pena ya estuviera prescripta de acuerdo con las leyes del Estado requirente o requerido”.  Con anterioridad al dictado de la ley 25.990, la Corte había definido que constituían secuela de juicio “sólo aquellos actos que impulsan el procedimiento, tienden a la prosecución del proceso, o implican el avance cualitativo en la causa”.  Posteriormente, sostuvo que a fin de interpretar ese concepto correspondía atenerse a los términos de la ley 25.990, a la que consideró como más benigna, pues consagra una enumeración taxativa de cuáles son los que asumen tal naturaleza, superándose así la imprecisión que la anterior ley podría presentar.  Con anterioridad al dictado de la ley 25.990, había señalado en “Fabbrocino” que constituyen ‘secuela del juicio’ el pedido de extradición, el auto de prisión o el sometimiento del requerido al procedimiento de extradición, e incluso el pronunciamiento en esta sede. En supuestos ajenos al proceso de extradición, aunque no excluyentes de éstos, también ha otorgado entidad interruptora del curso de la prescripción de la acción penal nacida de un delito a la orden de captura.  La Corte mantuvo, aun después del dictado de la ley 25.990, el criterio expuesto en Fallos 323:3699 “Frabbocino”, al pronunciarse en “Fabbrocino, Mario” (expte. F.9. XLIII), y en “Machado”. Incluso el carácter interruptor de la solicitud de extradición también ha sido reconocido al resolver el caso “Griffo”.  Asimismo, ha asimilado el pedido formal de extradición al instituto de la requisitoria de elevación a juicio, razón por la cual cabría asignarle efectos a los fines del inciso c) del actual sexto párrafo del artículo 67.  La ley 25.990 –como tampoco el texto anterior del artículo 67– no mencionan el “pedido de extradición” como acto interruptor de la prescripción, lo cual responde a que esa norma regula una cuestión en principio ajena a esta materia. No obstante , no es posible presumir que el legislador haya omitido considerar la jurisprudencia de la Corte que asimiló la solicitud de extradición al requerimiento de elevación a juicio. No es un método recomendable de interpretación de las leyes el que supone la imprevisión del legislador.  El Tribunal ha señalado que la ‘resolución judicial' extranjera que dispone el libramiento del pedido de extradición constituye la máxima expresión del interés de la autoridad judicial extranjera con competencia penal en el caso para lograr el sometimiento a su jurisdicción de una persona hallada en el extranjero, impulsando a la autoridad ejecutiva del país requirente a trasladar, al ámbito internacional y en el marco de las relaciones internacionales que lo unen con la República Argentina, el pedido de extradición activa de quien es ubicado en el foro.  Circunscribir la aplicación de la regla de prescripción bajo examen lisa y llanamente a las causales de ‘interrupción’ de la acción penal contempladas en el artículo 67, párrafo cuarto, del Código Penal argentino conduciría a ignorar la significación propia que tiene, en el ámbito de la cooperación penal internacional, el pedido de extradición’ en tanto fundamento de la consecuente decisión del país requerido de dar curso a esa petición, como cabal reflejo del interés estatal de este último de cooperar con aquel para hacer efectivo el interés en la persecución.  Una interpretación diversa implicaría frustrar el objeto y la finalidad de un tratado internacional, y limitaría los propósitos de cooperación que instrumentó la ley 24.767.   Una inteligencia armónica de la ley 25.990 exige considerar determinados actos procesales del Estado requirente como asimilables a los descritos en actual artículo 67 del Código Penal, entre los que cabe citar al pedido de extradición.  En “Endler”, la Corte sostuvo que aquel efecto asignado al pedido de extradición no implica desatender el principio de máxima taxatividad que debe regir en la aplicación de las causales de “interrupción” del plazo de prescripción de la acción penal, en tanto ha de ser el que guíe la valoración del extremo de la prescripción de la acción penal, según el derecho argentino. Sin embargo sólo podría tener eficacia para examinar lo actuado en el proceso extranjero en tanto y en cuanto el artículo 67 del Código Penal argentino rige el proceso en la faz de juzgamiento sobre la culpabilidad o inocencia de la persona imputada. De allí que la “orden de rebeldía” y/o de captura en consecuencia dictada por autoridad jurisdiccional extranjera, respecto del aquí requerido, no podría revestir vocación interruptiva para ponderar el extremo de la prescripción de la acción penal, según el derecho argentino, sino sólo el acto que le dio sustento, cual es el “primer llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de recibirle declaración indagatoria por el delito investigado. Y si bien se desconoce cuál fue ese acto, como asimismo la fecha en que fue dictado, lo cierto es que cabe razonablemente inferir que el plazo de 6 años habría transcurrido luego de ese acto interruptivo, que ciertamente tuvo que ser previo a la declaración de rebeldía.  Siendo que el hecho imputado ocurrió el 7 de octubre de 2012, y que el primer pedido formal de extradición tuvo lugar el 24 de noviembre de 2017, mientras que la segunda solicitud ingresó con fecha 29 de noviembre de 2018, la acción penal se encuentra vigente tanto para el Estado requirente, como para la Argentina. De modo que el impedimento previsto en el artículo III, inciso c), del tratado bilateral no resultaría aplicable para denegar el extrañamiento.  El desistimiento de la primera solicitud no reviste entidad para privarlo de efecto interruptor, ya que ninguna norma autoriza a arribar a tal conclusión y mientras estuvo vigente aquél tuvo efectos en nuestro derecho interno y en sede judicial.  La prohibición ne bis in idem se expresa con la proposición de que “nadie puede ser perseguido penalmente más de una vez por el mismo hecho”. La Corte ha declarado que esa garantía no sólo veda la aplicación de una segunda pena por un mismo hecho ya penado sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante un nuevo sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho.  La Corte ha sostenido que “no se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones, pues debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno y otro suceso que, por lo demás, aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos”.  Añadió que, “dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, era imprescindible una resolución de mérito que desvinculara al prevenido del robo para poder imputar el encubrimiento, pero también concluyó que esa decisión no requería necesariamente un sobreseimiento, sino que bastaba con la atribución del segundo si así correspondiere, para luego resolver acerca de la competencia”.  Los fundamentos del tardío planteo introducido por la defensa determinan su improcedencia.  La circunstancia de registrar el requerido otro proceso pendiente de homologación del acuerdo de juicio abreviado, deberá ser tenida en cuenta a los fines de los artículos IX del tratado aplicable y 39, inciso a ) , de la ley 24.767.


    K. R., Cleomar s/ Extradición


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 16/2018/CS1, 04 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Restitución internacional de menores. Nulidad de la resolución. Interés superior del niño. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestión análoga a la causa de Fallos: 344:48, el cual se remite los fundamentos y conclusiones expuestos en el dictamen de esta Procuración General. Ese criterio también ha sido aplicado en los precedentes de Fallos: 324:3713; 327:304 y 329:5871.


    La decisión impugnada adolece de un vicio insalvable que acarrea su nulidad, en tanto el a quo rechazó la entrega reclamada apartándose de las reglas previstas por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, de aplicación supletoria, toda vez que el magistrado ha omitido la citación a juicio, de acuerdo con el artículo 30 de la ley 24.767, sin que se verifiquen las excepciones previstas en los artículos 28 y 29 de la misma ley, por lo que no estaba habilitado para pronunciarse sobre la procedencia o improcedencia de la extradición solicitada, según lo ha establecido la Corte en los precedentes citados.  Resulta prudente y necesario que, oportunamente, se consulte al Estado requirente si subsiste el interés en aquélla, al tener en cuenta el fallo de la jurisdicción mexicana con base en el cual, la conducta endilgada podría considerarse atípica o justificada.  Corresponde revocar la decisión impugnada, a fin de que las actuaciones regresen al juzgado de origen y se cumplan las etapas procesales del trámite judicial establecidas legalmente.  Corresponde revocar la decisión impugnada toda vez que el a quo ha fundado tal decisión con base en una interpretación errada del artículo 4, apartado “d”, del Tratado de Extradición entre la República Argentina y los Estados Unidos Mexicanos, porque el único sentido que cabe atribuir a esa norma es el resguardo de la garantía contra la múltiple persecución penal.  Al establecer el artículo 4, apartado “d”, que la extradición no será concedida si la persona reclamada ha sido sometida a proceso o juzgada y condenada o absuelta en el país requerido por los mismos hechos que originaron la solicitud, debe entenderse que se refiere únicamente a un proceso penal, ya que solo una persecución anterior de esa índole, en curso o ya concluida, impediría a nuestro Estado conceder la extradición, de acuerdo con el orden público local que contempla la garantía mencionada.  Los fallos emitidos por tribunales de otro fuero del país requerido y del requirente podrían considerarse, a lo sumo, como elementos a valorar para resolver el proceso penal en el que se ha librado el pedido de extradición.  No se advierte razón alguna por la cual la decisión de la jurisdicción familiar mexicana, o la dictada por la justicia civil de nuestro país deberían considerarse un obstáculo para la extradición.  Tiene dicho la Corte que el procedimiento de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no se dirige al conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido en los hechos que dan lugar al reclamo. Por ello, también se ha establecido que las razones que puedan hacerse valer como causas de justificación o causales de inculpabilidad, son aspectos propios del juzgamiento de fondo que el requerido tendrá oportunidad de esgrimir ante el juez extranjero que solicita su extradición.  La decisión impugnada debe ser revocada al carecer de fundamento idóneo para considerarla un acto jurisdiccional válido, según la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.  Se encuentra satisfecho el requisito de la procedencia de la extradición establecido en el artículo 2.1 del Tratado de Extradición entre la República Argentina y los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que el delito de tráfico de menores se encuentra previsto en los artículos 366 ter, tercer párrafo, y 366 quáter, segundo párrafo, del Código Penal Federal de los Estados Unidos Mexicanos, y reprimido con una pena de un año y seis meses a cinco años de prisión.  El hecho en cuestión resulta también delictivo para la legislación argentina, pues está tipificado, al menos, en el artículo 2 de la ley 24.270, y reprimido con pena privativa de la libertad cuyo término máximo no es menor de un año, de acuerdo con el art. 2.1 del tratado aplicable.  Tampoco se verifica la causal de denegación de la extradición prevista en el artículo 4, apartado “e”, del tratado aludido, según el cual basta para la concesión de la rogatoria con que la acción penal esté vigente de acuerdo con la legislación del Estado requirente. Las autoridades mexicanas explicaron que, de conformidad con su legislación, el plazo de prescripción de la acción se cumpliría el 1° de junio de 2025.  Se encuentran acreditados los requisitos previstos en el Tratado de Extradición entre la República Argentina y los Estados Unidos Mexicanos para la procedencia del pedido de extrañamiento formulado por los Estados Unidos Mexicanos, sin perjuicio de la necesidad de corroborar si subsiste el interés en la extradición.  Si bien está fuera de discusión que la existencia de un hijo menor de edad no está contemplada como causal que impida la extradición de su progenitor, ni en el tratado de extradición aplicable, ni en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la Corte ha establecido que no solo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del “interés superior del niño” al estudiar sistemáticamente cómo los derechos y los intereses del menor pueden verse afectados por las decisiones y las medidas que se adopten.  Cada una de las autoridades a las que quepa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición, en las sucesivas decisiones y medidas que adopte, debería estudiar, en la oportunidad y bajo la modalidad que mejor se ajuste a las particularidades del caso y de forma sistemática, cómo los derechos y los intereses del hijo del requerido podrían verse afectados, recurriendo a los mecanismos que brinda el ordenamiento jurídico argentino para reducir, al máximo posible, el impacto negativo que sobre la integridad del menor pudiera generar, a todo evento, la eventual concesión de la extradición de su progenitor.


    B., D. A. s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1111/2020/CS1, 31 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Aplicación de tratados internacionales. Tráfico de estupefacientes. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al recurso ordinario interpuesto, más allá de su texto formal, no cumple con la exigencia establecida por el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuerpo legal que la Corte ha declarado de aplicación a la especie, ya que los agravios en los que intenta fundarse constituyen una mera reiteración de los ya ventilados durante el proceso –incluso con anterioridad al ofrecimiento de prueba al solicitar prematuramente el rechazo de la extradición– y en el debate, que fueron considerados por el a quo de forma ajustada al Tratado de Extradición con la República de Italia y, en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, limitándose la parte a insistir en su planteamiento, lo que determinaría, sin más, su rechazo.  A similar conclusión corresponde arribar respecto al agravio que dice que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 2° de nuestro Código Penal, correspondería privilegiar la aplicación de la ley argentina al caso, ya que la italiana castiga la asociación de tipo mafiosa con una pena más grave, recién introducido en la presentación ante la Corte, que no fue propuesto al examen del magistrado de la causa, haciendo impertinente su invocación en esta instancia.  Según la doctrina de la Corte, la doble incriminación no exige identidad normativa entre los tipos penales en los que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan el pedido de extradición, pues lo relevante es que las normas del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal.  También la Corte ha reiterado que los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente. Por ello, debe confrontarse su descripción del hecho con el ordenamiento penal argentino, a fin de determinar si aquél es subsumible en algún tipo penal conminado con una pena, sin que para esta constatación el juez de la extradición esté afectado por el nomen iuris del delito.  Dicho criterio responde a que la tarea de subsunción en la legislación nacional presenta ciertas características peculiares, específicas de la naturaleza del proceso de extradición. En efecto, la doble subsunción no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que ese país pretende probar, el examen de su adecuación a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de considerar que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo su ley.  En lo que se refiere específicamente a las entreayudas con el país aquí reclamante, el acuerdo aplicable establece que "la extradición se admitirá exclusivamente por los delitos punibles, según las leyes de ambas partes, con una pena privativa de libertad personal no inferior en su máximo a dos años, o con una más severa”. Es oportuno recordar que, ante la existencia de un tratado, son sus disposiciones las que deben privilegiarse para regir el pedido de extradición frente a las contenidas en la legislación interna, ya que lo contrario importaría apartarse del texto de un acto emanado del acuerdo de dos Estados.  Es, pues, desde esa regla expresamente convenida por las partes que debe verificarse si los hechos, tal como están relatados, son subsumibles en alguna de las figuras de nuestro ordenamiento penal.  Al resolver en el precedente publicado en Fallos: 320:1775, también referido a una solicitud de la República de Italia, la Corte desestimó el agravio fundado en la múltiple tipificación que consagra la legislación penal de ese país respecto de una misma acción de asociarse –“en cuanto pena simultáneamente esa conducta tanto cuando tiene por finalidad el tráfico de estupefacientes como cuando se dirige a la comisión de delitos de tipo mafioso” –, por considerar que la objeción importaba cuestionar la legalidad de los tipos penales de asociación ilícita de la ley extranjera, lo cual constituía una defensa de fondo que debía ser interpuesta en la causa que motivaba el pedido. En esa ocasión, añadió que el principio de doble subsunción no se ve afectado cuando el tipo penal extranjero incluye mayores elementos que el nacional, pues –en el caso– ello se vinculaba con la aplicación de agravantes del tipo penal básico de asociación ilícita para la comisión de los delitos previstos en la ley de estupefacientes en los que habían sido subsumidos los hechos. Este último criterio fue reiterado en Fallos: 329:1425.  Tampoco asiste razón a la defensa en cuanto a que, de existir por parte de su defendido la comisión de un delito –esto es, haber actuado como front office de la asociación ilícita–, éste debería ser investigado por la justicia argentina en virtud del principio de territorialidad, lo cual determinaría el rechazo de la extradición en aplicación de la cláusula del artículo 7°.a. del tratado.  En relación con esta modalidad delictiva, la Corte ha tenido oportunidad de sostener que el tráfico ilícito de estupefacientes, que afecta a la comunidad de las naciones, requiere razonablemente de un proceso multijurisdiccional basado en la cooperación internacional atento que, dada la modalidad en que se lleva a cabo, es común la presencia de jurisdicciones concurrentes para juzgar un mismo hecho o tramos típicos de un mismo hecho.  Agregó que la aplicación de una regla sobre la concurrencia de jurisdicciones, lejos de atentar contra la cooperación penal, la refuerza; ya que procura  hacer frente con mayor eficacia a los diversos aspectos del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas que tengan dimensión internacional, desde que la declaración de la competencia está basada en la proximidad con el hecho.  Ése ha sido, además, el propósito explícito que proclamó en su artículo 4° la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, suscripta en Viena el 20 de diciembre de 1988, que prevé que cada Estado parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los delitos tipificados por su artículo 3°, párrafo 1), como la participación en la comisión de alguno de ellos, la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa de realizarlos, y la asistencia, la incitación, la facilitación o el asesoramiento en relación con su comisión, cuando se cometa fuera de su territorio con miras a perpetrar en él alguno de los injustos prohibidos por el instrumento internacional.  Ese instrumento internacional, que constituye derecho interno en nuestro país, también ha sido ratificado y aprobado por la República de Italia el 31 de diciembre de 1990.  Estos antecedentes, vigentes para la represión del narcotráfico internacional, sumados a las características de la organización y de las conductas que se describen en la solicitud de entreayuda, que claramente exceden el territorio de la República Argentina, como así también al compromiso de entrega fijado en el artículo 1° del tratado bilateral, obstan a encuadrar el sub judice en el impedimento de su artículo 7°, inciso a), y determinan el criterio adverso indicado.  En lo que respecta al gravamen que postula el recurrente por haber dado cuenta el Estado requirente, dentro del pedido formal, del antecedente penal extinguido que el requerido registra en su país de origen, su sola mención impide afirmar la expectativa de afectación alguna a sus garantías fundamentales pues, no existe ningún elemento objetivo que permita sustentarlo.  En este sentido, el artículo 12 del tratado bilateral establece que el pedido de extradición deberá acompañarse, entre otras constancias, con “…los datos disponibles descriptivos de la persona reclamada y cualquier otra información apta para determinar su identidad y nacionalidad…”. Frente a los términos abiertos de la cláusula, los antecedentes del requerido pueden resultar un elemento adecuado para contribuir a establecer ese recaudo.  Por otra parte, tampoco es posible inferir que la sola condición de contar con procesos anteriores, cuando ellos no dan sustento al requerimiento, permita concluir que exista una especial animosidad contra el requerido por parte de las autoridades de un Estado que  tradicionalmente mantiene estrechas vinculaciones diplomáticas, culturales, económicas y sociales con el nuestro, sobre la base del reconocimiento de los derechos humanos que integran el acervo común y la condena de las discriminaciones de cualquier especie.  Lo dicho basta para desestimar el agravio que, sobre esa base, pretende encuadrar esa mera referencia en los supuestos impedientes del artículo 8°, incisos d) y e), de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal.  Por último, más allá de su extemporaneidad y falta de fundamentación, excede el alcance de las cuestiones a debatir en el sub lite la pretensión de hacer valer, a los fines de este trámite, el artículo 210 del Código Penal argentino por aplicación del principio de benignidad de su artículo 2°. Pues, a excepción de la limitación que en cuanto a la pena capital han convenido los Estados parte en el artículo 9° del tratado bilateral, no se ha establecido –una vez superado el umbral de dos años y acreditado el principio de doble identidad– restricción ni efecto alguno con relación a la escala de las penas privativas de la libertad con que sus respectivas leyes repriman la conducta en que se funda la solicitud. Similar situación describe el artículo 8°, inciso f), de la ley 24.767, supletoriamente aplicable.  En tales condiciones, al no corresponder aquí añadir requisitos a lo expresamente acordado, pues ello iría en contravención a la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, que expresamente impide invocar disposiciones de derecho interno como justificación del incumplimiento, el criterio que postulado también se ajusta a la especial naturaleza de las normas que regulan la extradición, pues no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, en tanto no es la finalidad de estos procedimientos la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita, sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país, garantías respecto de las cuales ningún extranjero tiene derecho irrevocablemente adquirido.  Este temperamento deriva, a su vez, del principio según el cual, en esta clase de procesos, no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables lo cual sella la suerte adversa del agravio.  En mérito a lo expuesto, la Corte debe confirmar la sentencia apelada.


    D. P., Giovanni s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18700/2020/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cooperación internacional. Prescripción de la acción penal. Prescripción de la pena. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es conveniente recordar lo previsto en el artículo 5 inciso b de la Convención Interamericana sobre Extradición celebrada en Montevideo en 1933, que reza que debe acompañarse a la solicitud de entreayuda, en el supuesto de que la persona sea solamente una acusada, “una copia auténtica de la orden de detención, emanada de juez competente; una relación precisa del hecho imputado, una copia de las leyes penales aplicables a éste así como de las leyes referentes a la prescripción de la acción o de la pena”.  Si bien en estos autos la descripción del hecho, su calificación legal, el llamado a prestar indagatoria y la disposición de la detención provisional del imputado surgen de resoluciones dictadas por el Ministerio Público panameño, ello no obsta al criterio expuesto, pues el tratado multilateral se limita a exigir “una relación precisa del hecho imputado”, sin designar qué autoridad debe formularla, recaudo que sí se encuentra definido con respecto a la exigencia de “la orden de detención emanada de juez competente”. Por lo demás, es oportuno recordar que la Corte ha advertido que la existencia de diferencias en el modo de regular un instituto no implica necesariamente que esas soluciones diversas sean contrarias al orden público criminal de la Nación, ya que postular que en todos los casos en que la ley extranjera es diferente a la nacional ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica consagrar que la única legislación aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas internas.   También se verifica, en el caso, que el injusto por el cual se requiere la extradición tiene su correlato en la legislación nacional con el del artículo 303, inciso 1º, del Código Penal, que establece una pena de tres a diez años de prisión.  De esta forma, se cumple la exigencia de que el hecho constituya un delito en los Estados requirente y requerido, que supere el umbral punitivo mínimo de un año de privación de la libertad previsto por el artículo 1º, inciso b, de la Convención Interamericana sobre Extradición celebrada en Montevideo en 1933.  Por lo demás, el artículo 3º del citado contrato multilateral estipula que el Estado requerido no estará obligado a conceder la extradición cuando estén prescriptas la acción penal o la pena, según las leyes de ambos países, con anterioridad a la detención del individuo inculpado (inciso a). En ese sentido, el ius puniendi se encuentra plenamente vigente en ambas potencias.  El tratado internacional y la ley nacional no prevén como impedimento para conceder la extradición que la persona requerida tenga una familia, ni aún por caso una hija menor de edad, máxime si se advierte que ni siquiera vive en nuestro país, pues lo hace en Brasil dónde, además, se encuentra al cuidado de su abuela; en tales condiciones no se aprecia circunstancias excepcionales que, a criterio de esta Procuración, aconsejen apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en “Caballero de López”.


    Requerido: D. S., Liz Helena s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 36177/2019/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Non bis in ídem. Aplicación de tratados internacionales. Lavado de activos. Financiación del terrorismo. Opción de competencia. Facultades del Poder Ejecutivo. Condiciones de detención. Cuestión abstracta. Pacta sunt servanda. Delito político. Agravio extemporáneo. Falta de fundamentación. Disconformidad del recurrente. Confirmación de sentencia. 


    Los recursos ordinarios interpuestos, más allá de su texto formal, no cumplen con la exigencia establecida por el artículo 265 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuerpo legal que la Corte ha declarado de aplicación a la especie, ya que los agravios en los que intentan fundarse constituyen una mera reiteración de los ya ventilados a lo largo del proceso y particularmente en el debate, argumentos que fueron considerados por el a quo de forma ajustada a la Convención Interamericana sobre Extradición de 1933 y, de forma supletoria, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, limitándose la parte a insistir en su planteamiento, lo que determinaría, sin más, su rechazo.  Desde otra perspectiva y sin perjuicio de que los términos de su posterior presentación podrían importar su virtual desistimiento, es preciso advertir que el agravio introducido exclusivamente por el extraditurus en cuanto al carácter político del delito resulta improcedente por extemporáneo, pues recién fue incorporado en esta instancia, sin que haya sido señalado al momento de ofrecer prueba ni tampoco en la audiencia de debate.  La garantía contra el doble juzgamiento en el marco de la extradición ha sido reconocida con alcances diversos en los tratados en los que nuestro país es parte y en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. En efecto, los acuerdos con los Estados Unidos de América, Bélgica, Países Bajos, Suiza, Reino Unido, Brasil, España, Italia, Paraguay y Uruguay, limitan la improcedencia de la extradición al caso de juzgamiento anterior en el Estado requerido; pero también se ha reconocido el alcance amplio de la garantía en cuanto también se contemplan los efectos de sentencias pronunciadas por un tercer Estado. Ésta es la solución que consagra la ley 24.767.  En el caso de autos, la vigencia de la garantía en cuestión ha sido establecida en el artículo 3°, inciso c), del tratado multilateral aplicable, en cuanto prevé que el Estado requerido no estará obligado a conceder la extradición cuando el individuo inculpado haya sido o esté siendo juzgado en el Estado requerido por el hecho que se le imputa y en el cual se funda el pedido de extradición.  Según ha recordado la Corte, debe entenderse configurada la violación a la prohibición de la doble persecución penal cuando concurren las tres identidades clásicas: de la persona perseguida, del objeto de la persecución y de la causa de la persecución. Afirmó allí que el objeto es idéntico cuando se refiere al mismo comportamiento, atribuido a la misma persona, cualquiera que sea el nomen juris empleado para calificar la imputación o designar el hecho, sobre un acontecimiento real que sucede en un lugar y en un momento o período determinado (considerando 10). No es ésa la situación que aquí se presenta.  El inciso c) del artículo 3° del tratado aplicable, al indicar que el país requerido no estará obligado a conceder la entreayuda cuando el individuo inculpado haya sido o esté siendo juzgado ante sus tribunales por el hecho que se le imputa y en el cual se funda el pedido de extradición, exige dos condiciones.  La primera se refiere a una situación procesal, cual es la del sometimiento a proceso de la persona requerida, pues de otra forma no podría sostenerse que el individuo haya sido o esté siendo “juzgado”, en tanto sin ese presupuesto ninguna resolución podría adoptarse a su respecto.  La segunda de ellas, referida a la identidad de objeto y causa, solo puede examinarse luego de comprobada la primera, lo que no ocurre en el caso.  Sobre tal base, en un supuesto incluso más restringido, como ocurre cuando existen jurisdicciones concurrentes, el Máximo Tribunal ha decidido que corresponde confirmar la sentencia que declaró procedente la extradición y no hacer lugar a la solicitud de que se rechace la solicitud por existir causa pendiente de tramitación en nuestro territorio por los mismos hechos que se formularan en el requerimiento extranjero si, aun cuando se configurara la concurrencia jurisdiccional invocada, no está controvertido que el requerido no fue sometido a ninguna de las causas en cuestión y debiéndose señalar que, a todo evento, aun en la hipótesis esgrimida por el recurrente, el archivo dispuesto en los procesos iniciados en sede argentina permitiría su reapertura sin violentar el principio ne bis in ídem.  Por otra parte, es evidente que existen estrechas relaciones entre los fenómenos del blanqueo y la financiación del terrorismo. La realidad práctica muestra que el blanqueo y la financiación del terrorismo aparecen en ocasiones entremezclados, pero es sobradamente conocido que en ocasiones el blanqueo puede ser un delito cometido con el fin de allegar fondos a las organizaciones terroristas, pero también lo es que el origen del financiamiento puede ser lícito en la medida en que la colaboración con bienes o dinero por parte de un tercero provenga de una actividad no delictiva.  Es así que en el ámbito de la Organización de Estados Americanos se ha concluido que es importante mencionar que no hay vínculos automáticos entre lavado de dinero y financiamiento del terrorismo, porque se trata de delitos distintos y que además, del delito de lavado de dinero no se deben descuidar otros delitos potencialmente ligados al financiamiento del terrorismo.  Cabe concluir, pues, que la acreditada inexistencia de un acto que someta al requerido a proceso alguno en la jurisdicción argentina sobre cuya base pueda invocarse eficazmente la afectación de la garantía que impide la doble persecución por el mismo hecho, determina que el agravio aquí examinado debe ser desestimado.  En cuanto a las razones de los apelantes en torno a la errónea aplicación de los artículos 12 y 36 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal respecto del momento y jurisdicción en que debe resolverse sobre el ejercicio del derecho de opción del extraditurus para ser juzgado en la Argentina, tampoco les asiste razón.  La Convención de Montevideo de 1933, al referirse a esta cuestión establece que cuando el individuo fuese nacional del Estado requerido, por lo que respecta a su entrega, ésta podrá o no ser acordada según lo que determinen la legislación o las circunstancias del caso a juicio del Estado requerido. Si no entregara al individuo requerido, el Estado queda obligado a juzgarlo por el hecho que se le imputa, en las condiciones establecidas por el inc. b) del artículo anterior y a comunicar al Estado requirente la sentencia que recaiga.  El reenvío estipulado en esos términos en el tratado de 1933, ratificado en 1956 por nuestro país, determinaba la interdicción de la extradición de nacionales en virtud de la normativa interna anteriormente aplicable, que establecía que si el nacional requerido prefería ser juzgado por las leyes y los tribunales argentinos, el país solicitante estaba facultado a suministrar los antecedentes a tal fin.  Así, de conformidad con el artículo 648 de la citada ley procesal y salvo previsión expresa en los tratados que rigieran la entreayuda la cuestión se dirimía con arreglo al derecho interno vigente en virtud de la cláusula de reenvío del citado artículo 2°.  Ese fue el temperamento que la Corte siguió en el precedente publicado en Fallos: 282:259, que se regía por la Convención de Montevideo de 1933. En esa ocasión decidió que en virtud de la previsión del artículo 2° de dicho instrumento y de la opción que el nacional requerido había ejercido para ser juzgado en nuestro país, correspondía su enjuiciamiento por los tribunales argentinos de acuerdo con lo que disponía el artículo 669 del código procesal.  Aún vigente este último precepto, en Fallos: 318:79 estimó que adoptar un sistema mixto en el cual el derecho a opción que la legislación interna prevé en favor del requerido sea preterido en favor del Poder Ejecutivo importaría crear un tercer sistema que llevaría a la indebida asunción de facultades legislativas por parte del Poder Judicial, mediante la creación jurisprudencial de un nuevo orden normativo, diverso tanto del que estatuye el tratado a título de excepción como de las leyes internas que rigen la materia (considerando 16).  Precisamente, la posterior derogación del citado artículo 669 y la sanción de la ley 24.767, determinan que en el sub examine resulte aplicable esta última como ley interna que rige la materia, sin que se advierta la incidencia que al respecto pueda tener la no ratificación de la invocada cláusula opcional de aquél tratado, pues no afecta en nada la vigencia de su artículo 2° ni la consecuente inteligencia que la Corte ha efectuado en función de la actual regulación del instituto, con arreglo a los artículos 12, último párrafo, y 36, primer párrafo, de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, en tanto determinan que la decisión acerca de la opción del nacional es competencia del Poder Ejecutivo en la etapa de decisión final del trámite.  En las condiciones reseñadas, el criterio del a quo resulta ajustado a derecho, sin que las razones alegadas por los recurrentes alcancen a conmover la inteligencia de la cláusula del citado artículo 2° con arreglo al derecho nacional vigente en la materia, en tanto se dirigen a postular la ultraactividad de una norma que ha sido expresamente derogada. Por lo demás, frente a la específica previsión normativa actual, tampoco se aprecia que la decisión jurisdiccional que se pretende respecto al ejercicio de la opción del nacional pueda bastar a tales efectos, en tanto no solo implicaría apartarse de la letra de una previsión legal cuya constitucionalidad no ha sido discutida, sino que también pasa por alto que el instituto de la extradición involucra las relaciones con las naciones extranjeras, que es atribución del Poder Ejecutivo.  El agravio omite, a su vez, que por esa misma razón es en ese ámbito donde también se decide la introducción de la solicitud de entreayuda y que, por la naturaleza mixta de la materia, es la autoridad que interviene en la etapa final para resolver no sólo en cuanto a la opción del nacional si la sentencia judicial ha declarado procedente la solicitud, sino acerca de la existencia de otros impedimentos que afecten la soberanía nacional, seguridad, orden público o intereses esenciales para la República Argentina.  Con relación a las condiciones del sistema penitenciario en el Estado requirente, el planteo de la defensa deviene abstracto toda vez que el 21 de agosto de 2020 se recibió en esta Procuración General por intermedio de la Secretaría del Tribunal, un oficio de Cancillería dirigido al juez a quo con la nota de la Embajada de la República de Colombia que adjuntó el oficio del fiscal, a cargo de la Dirección Especializada contra Organizaciones Criminales de ese país, donde en respuesta a lo solicitado hizo saber al magistrado que, en caso de concederse la extradición, se le podrá otorgar al requerido la prisión domiciliaria en atención a su edad y estado de salud. También allí se aseguró que le sería computado el tiempo de privación de su libertad en este proceso.  Sin perjuicio de ello, en cuanto a la preocupación de la defensa y del propio extraditurus por las patologías que lo afectan, si bien resulta razonable y atendible, ello no puede concluir en alguna suerte de excepción contra la entrega puesto que esa solución implicaría apartarse del texto del instrumento internacional, lo que constituye una violación al principio pacta sunt servanda, expresamente previsto en los artículos 26 y 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.  Lo dicho no implica de ningún modo que el Estado argentino pueda desentenderse de preservar la salud del extraditable, compromiso que ha asumido en diversos instrumentos de derechos humanos que gozan de jerarquía constitucional. Esta obligación, por otra parte, no se contrapone con los compromisos internacionales asumidos, en especial con el propósito de beneficio universal en la persecución y juzgamiento de criminales y presuntos criminales.  En consecuencia, el Poder Ejecutivo, encargado de formalizar e instrumentar la entrega del reo, deberá velar para que el traslado se haga en condiciones que resguarden debidamente la salud del extraditable, cuidando de no entorpecer los tratamientos médicos a los que pueda encontrarse sometido. En este sentido, los agravios de la defensa relacionados a que la entrega del requerido acarrearía la suspensión de su atención personal y de su sistema de salud son, cuando menos, meramente hipotéticos. No es posible suponer, sin más, esa negligencia por parte de los funcionarios nacionales o del Estado colombiano, más aún si se tienen en cuenta, respectivamente, los fines que inspiraron la mencionada resolución 135/2020 del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, y las seguridades brindadas por la justicia extranjera en el punto “f” de la comunicación supra citada, en la cual también se ha garantizado el cumplimiento de las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas.  En cuanto al agravio interpuesto por el requerido relativo a que los hechos constituirían delitos políticos o conexos a ellos, no puede prosperar ya que, más allá de su extemporaneidad, el solicitado no brindó fundamentos que lo apuntalen.  Por el contrario, se limitó únicamente a exponer consideraciones generales y a citar disposiciones legales del país requirente, sin señalar de qué forma compatibilizarían con las que conforman la requisitoria.  Asimismo, si se tiene en cuenta que, la caracterización de qué debe entenderse por delito político está lejos de ser clara, sí lo es que la ley 24.767 fija ciertas limitaciones a esa categoría. Entre ellas se encuentra la del inciso g) del artículo 9°, que establece que no se considerarán políticos los delitos respecto de los cuales la República Argentina hubiera asumido una obligación convencional internacional de extraditar o enjuiciar.  La Argentina como el Estado requirente han ratificado la Convención Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo cuyo propósito es intensificar la cooperación internacional entre los Estados con miras a elaborar y adoptar medidas eficaces y prácticas para prevenir ese delito, así como para reprimirlo mediante el enjuiciamiento y el castigo de sus autores . Con ese objetivo, dicho instrumento prevé que se lo considerará incluido en los tratados de extradición celebrados con anterioridad y que no se le podrá asignar carácter de delito político o conexo, ni inspirado en motivos políticos.  En suma, este agravio sólo constituye su disconformidad con la solución del litigio y, en razón de lo expuesto, la pretendida calificación del hecho como conexo con un delito político debe ser rechazada.


    R., Roberto Jorge s/ Extradición


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 50155/2019/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Nulidad procesal. Agravio concreto. Hijos a cargo. Interés superior del niño. Rechazo de la prueba. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa “Gómez Gómez”, “Crousillat Carreño”, “Acosta González”, “Alfaro Muñoz” y “Jerez Egea”.


    Corresponde recordar, en primer lugar, el criterio restrictivo que rige en materia de nulidades procesales, que también es de aplicación en actuaciones de esta naturaleza, según el cual su procedencia reclama que exista un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma. Además, debe demostrarse de qué modo los intereses concretos del encausado han resultado afectados por los actos que pretende impugnar, o qué derechos se ha visto privado de ejercer.  En las condiciones del caso, no se observa gravamen alguno que amerite tal sanción.  Con relación al planteo acerca de la detención del solicitado por parte de la autoridad policial de la provincia del Neuquén, en primer lugar y en coincidencia con lo expuesto por la juez federal, que su desestimación se encuentra firme en virtud de lo oportunamente resuelto en el incidente de nulidad que corre por cuerda a estas actuaciones. Más allá de su reedición contra lo así decidido, también resulta oportuno agregar a la luz de la prueba documental incorporada posteriormente, que según surge de los cargos judiciales, la fuerza de seguridad había informado a la magistrada el 3 de enero de 2019, primero a las 10.30 y a las 11.30, que la Oficina Central de Interpol en nuestro país había recibido en esa fecha la orden de captura internacional del imputado, lo cual es consistente con el asiento del respectivo libro de guardia de la dependencia. El asiento siguiente, de las 12.20, da cuenta de la notificación al imputado de su detención por disposición de la titular de ese tribunal.  Esta breve descripción resulta relevante en orden a la insistencia sobre la supuesta ilicitud de la detención del extraditurus previa al inicio de este proceso y abona el criterio de la juez a quo, pues si se computan las dieciocho horas que prevé el artículo 9°, inciso b), de la ley local 2081 desde que se lo había notificado de su demora para la averiguación de antecedentes, la primera intervención judicial a los fines de estas actuaciones fue anterior a la expiración de ese plazo.  Por otra parte, en lo que hace a la nulidad por la falta de intervención del Ministerio Pupilar y la omisión de dar ocasión a los hijos menores del imputado de ejercer su derecho de ser escuchados por sí o por medio de un representante, es del caso señalar que el convenio aplicable y la ley nacional no prevén como impedimento para conceder la extradición que el requerido tenga a su cargo hijos menores de edad, ni la intervención de éstos. En cuanto a esto último, es oportuno mencionar que el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño reconoce que ese derecho puede ejercerse en consonancia con las normas de procedimientos de la ley especial.   En este orden de ideas, la separación temporal de los hijos menores respecto de su padre por causas legales como la del sub judice es una situación expresamente contemplada por el citado instrumento, que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14.  Sin perjuicio de lo expuesto, la Corte ha sostenido reiteradamente que no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal, en cumplimiento de su deber de hacer un control oficioso de convencionalidad sobre las situaciones jurídicas que debe resolver, ha de aplicar el principio del interés superior del niño, estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten.  En ese sentido, cabe recordar que el ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de los menores pudiera eventualmente generar la entrega de su progenitor. A ello debe añadirse que, de confirmarse la resolución recurrida, podrían quedar al cuidado de su madre o hermanos mayores.  En relación con la pretensión de nulidad sustentada en la existencia de prueba ofrecida por la defensa y no sustanciada, cabe recordar que el Código Procesal Penal de la Nación, establece que el magistrado puede rechazar las pruebas que considere impertinentes o superabundantes.  El ejercicio de esa potestad no implica, por sí, una afectación a la garantía de la defensa en juicio, desde que no es obligación del juez conformar su decisión a las pretensiones de las partes, sino velar para que éstas cuenten con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas.  El recurrente no ha podido demostrar, con el rigor exigido para sustentar la nulidad que impetra, que la prueba rechazada fuera adecuada a los efectos del juicio de extradición, esto es, para la determinación de la identidad del requerido o para el cumplimiento de las condiciones establecidas en el tratado que rige la entrega.  La directa relación de la prueba por cuya omisión se agravia la defensa con el estado carcelario que en general se registra en el Estado requirente, también desvirtúa el planteo en atención al tenor de las citas que el recurrente ha efectuado en el memorial en respaldo de su reclamo acerca de la causal impediente del artículo 8°, inciso e), de la ley 24.767, sin que se advierta que la decisión que cuestiona haya podido comprometer la situación del imputado ante la ausencia de un gravamen personal al respecto.  En efecto, la pretensión del recurrente se dirige a cuestionar las instituciones carcelarias de la República de Chile al sostener que se hallan en un grado de deficiencia tal que, el mero hecho de que su asistido sea alojado en ellas,  importaría una violación a la prohibición de conceder la extradición cuando existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Sin embargo, ello no basta para acreditar que se verá expuesto a un peligro cierto y actual.  Es oportuno agregar respecto del alegado hacinamiento y sobrepoblación de las cárceles del Estado requirente, que la Corte ha sostenido in re “Aquino” que tales circunstancias han sido incluidas entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas, pero que ello no conduce per se a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo cierto y actual de condiciones inhumanas de detención. Estos conceptos, de aplicación al sub judice, abonan el temperamento adverso postulado.  Este criterio resulta consistente con el favorable a la entrega que el Tribunal ha resuelto recientemente en pedidos también formulados por el vecino país.


    Requerido: L. G., Héctor Eduardo s/ Extradición


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 16/2019/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Administrativo


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Industria Argentina de la Indumentaria S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 599/2017/04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Vacuna COVID 19. Competencia nacional. Competencia contencioso administrativa. 


    En primer lugar, la contienda de competencia no ha sido correctamente trabada, toda vez que la magistrada a cargo del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal no estaba facultada para declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto, en el caso, el del fuero en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, pues esa es una atribución excepcional de que goza esa Corte como órgano supremo de la magistratura.  La Corte es el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos y no la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal (art. 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58).  En efecto, al haber intervenido en el conflicto un magistrado del fuero en lo contencioso administrativo y tributario local, no resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual "todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal".  En estas circunstancias, en atención a que la pretensión formulada en este caso remite a la presunta afectación de derechos por el ejercicio de una función administrativa del Estado Nacional -Ministerio de Salud-, se considera prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo en el que deben dirimirse las cuestiones de competencia, que este proceso puede considerarse comprendido en las causas contempladas en el art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Cedrun, Bibiano ((MC)) c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud de la Nación y otro s/ Amparo Ley 16.986


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3747/2021/CS1, 05 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Personas refugiadas. Extranjeros. Remisión del expediente. Cámara federal de apelaciones. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver dado de que el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a aquellos trabados “entre jueces nacionales de primera instancia” cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a dicha solución la circunstancia de que se trate –como en el caso– de magistrados federales con asiento en distintas provincias.


    Incidente Nº 1 – Actor: Cheikh, Diagne Demandado: Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda de La Nación s/ Incidente


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1113/2018/1/CS1, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Medida cautelar autónoma. Servicios eléctricos. Afectación al servicio público. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Resulta aplicable en autos el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal.  Asimismo, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Más allá de que el presente caso implique la solicitud de suspensión de la ejecución de la “garantía de mantenimiento de oferta” otorgada en orden a la eventual suscripción de un contrato de abastecimiento de energía eléctrica renovable entre dos sociedades anónimas, la decisión que se adopte podría incidir en la prestación del servicio público de electricidad, por lo que su juzgamiento atañe al fuero de excepción.  Pudiéndose encontrar afectado, directa o indirectamente, el servicio de energía eléctrica y tratándose de un litigio que versa sobre situaciones jurídicas que, en principio, podrían ser alcanzadas por reglas de índole federal, corresponde dar intervención a dicho fuero ratione materiae.


    Helios Río Diamante PV-VI S.A. c/ Cammesa - Compañía Administradora del Mercado Mayorista Electrico S.A. s/ Medida cautelar autónoma


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 5899/2021/CS1, 09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Protección del medio ambiente. Facultades del gobierno provincial. Competencia provincial. 


    La Corte Suprema dejó establecido que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo las autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución Nacional la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en su art. 41, anteúltimo párrafo, a las jurisdicciones locales en la materia, que por su condición y raigambre no pueden ser alteradas.  Además, el ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción.


    Corrado Soto, Guillermo Cristian y otros c/ Los Grobo Agropecuaria S.A. y otros s/ Acción preventiva – daños


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 349/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Recurso directo. Acto administrativo. Disposiciones (administrativo). Bancos. Entes autárquicos nacionales. Multa. Procedimiento administrativo. Actuaciones administrativas. Competencia por la persona. Competencia por la materia. Competencia contencioso administrativa. Competencia provincial. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal, y en uno u otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.  En el precedente “Flores Automotores S.A.” el Tribunal, con remisión al dictamen de este Ministerio Público, estableció un criterio general para interpretar el art. 45 de la ley 24.240, que dispuso el procedimiento de aplicación de sanciones a las infracciones producidas a dichas disposiciones, y afirmó que si la sanción administrativa era impuesta por una autoridad administrativa nacional, el recurso correspondía a la competencia de las cámaras federales de apelación con asiento en las provincias; en cambio, si lo era por una autoridad administrativa provincial, resultaba competente el fuero ordinario local.  En el caso, la autoridad administrativa que aplicó la sanción recurrida es provincial. Atañe a cuestiones de derecho público local, lo referido a la alegada existencia de vicios en el procedimiento que antecedió a la sanción aplicada, y de derecho común, como es la ley nacional de defensa del consumidor 24.240 y sus modificaciones, sin que se advierta que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.  En cuanto a la competencia federal en razón de las personas, si bien el Banco de la Nación Argentina es una entidad autárquica nacional que goza del fuero federal según lo establece su carta orgánica, es jurisprudencia reiterada de la Corte que cuando el fuero federal está establecido ratione personae puede ser declinado y que su renuncia puede ser explícita o surgir implícita de la postura que asuma en el proceso aquel a cuyo favor se establece, y que esa renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea expresa o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.  También ha dicho la Corte que la competencia federal establecida para los supuestos en que la Nación o una de sus entidades autárquicas sean parte en un pleito es renunciable a favor de la justicia provincial.  El Banco de la Nación Argentina al interponer el recurso directo previsto por el art. 45 de la ley 24.240, nada objetó respecto de la competencia de la justicia de la Provincia del Chaco para conocer en la cuestión.  La intervención del fuero federal es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.


    Defensa del Consumidor c/ Banco de la Nación Argentina y otro s/ Recurso directo Ley 24.240


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 4017/2020/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    Los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, como ocurre en este caso, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  Por otro lado, el Tribunal ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  Es decir que, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.  Las vicisitudes procesales ocurridas en torno del cumplimiento de las previsiones del artículo 9° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no impiden aplicar las referidas pautas de esa Corte, razón por la cual corresponde mantener la competencia del juzgado federal.


    General Motors De Argentina S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63670/2017/CS1-CA1, 09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Actos jurisdiccionales. Radicación del expediente. Competencia federal. 


    Cabe recordar que las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, según surge de las constancias del sistema de consultas web del sitio oficial.  En virtud de lo expuesto, la justicia federal correntina debe seguir interviniendo en este proceso, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Defensor del Pueblo c/ Estado Nacional (Ministerio de Hacienda de la Nacion) - Secretaría de Gobierno de Energía s/ Amparo


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 194/2019/CA2-CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Inspección General de Justicia. Resoluciones generales. Nulidad de la resolución. Inconstitucionalidad. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión.  El fuero contencioso administrativo federal resulta competente para conocer en este proceso, en el cual se pretende la nulidad por inconstitucionalidad de las resoluciones generales de la Inspección General de Justicia nº 5, 9, 17, 20, 22 y 23/2020 y, en forma subsidiaria para el caso de su posterior publicación en el Boletín Oficial, la resolución general 4/2020, por cuanto, por un lado, un órgano de la administración pública es parte sustancial en el litigio. Además, para resolver la controversia será necesario aplicar normas y principios del derecho público, que se relacionan con las facultades y deberes propios de la administración, en los que resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos del derecho administrativo asumen para su solución. En este punto, es oportuno mencionar que la SAS fue creada en el marco de la Ley 27.349 de Apoyo al Capital Emprendedor, cuya autoridad de aplicación es la Secretaría de Emprendedores y de la Pequeña y Mediana Empresa, que actúa dentro del Ministerio de Producción.  Por lo demás, en nada obsta a la adopción de tal criterio, la particularidad de que resulten aplicables al caso normas derivadas del derecho comercial. En efecto, el Tribunal ha señalado que si de las circunstancias de la causa resulta con meridiana claridad la aplicación de aspectos propios del derecho público, ello no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, normativas o institutos derivados del derecho común.


    Recurso de queja 2 - ASEA-Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo s/ Queja


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5026/2020/1/2/RH1/CS2, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. Competencia contencioso administrativa. 


    Los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, como ocurre en este caso, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.   Por otro lado, el Tribunal ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  Es decir que, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Promedon S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Administración Gubernamental de Ingresos Públicos - Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 70878/2017/CS1-CA2, 09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, como ocurre en este caso, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  Por otro lado, el Tribunal ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  Es decir que, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Firmenich S.A.C.I. y F. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Administración Gubernamental de Ingresos Públicos - Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 70877/2017/CS2, 09 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Contaminación ambiental. Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    Tiene dicho la Corte que la materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal (art. 116), y en uno y otro supuesto dicha jurisdicción no responde a un mismo concepto o fundamento, sino que en el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes al almirantazgo y jurisdicción marítima, mientras que en el segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión, la armonía nacional y las buenas relaciones con los países extranjeros.  El caso en examen se enmarca en la segunda hipótesis de las enunciadas, toda vez que el Estado Nacional ha sido citado a integrar la litis y comparecer al pleito.


    Oviedo c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Daños y perjuicios


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 9816/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Sentencia no firme. Competencia federal. 


    Recursos pendientes de resolución.


    Cabe advertir que, según las constancias obrantes en la causa, existe un recurso pendiente de resolución, razón por la cual resulta prematura la intervención de la Corte en esta oportunidad, pues en casos similares al presente ha dicho que corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    Cassio, José c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Daños y perjuicios


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 45658/2019/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable.  Este último supuesto es el que se verifica aquí, toda vez que se encuentra en cuestión la autonomía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho invocado por el apelante, al obligarlo a litigar ante un tribunal que no es su juez natural.  Vale recordar que, según lo ha establecido el Tribunal, la Ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción, y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, en su caso, posee el mismo derecho a la competencia originaria de esa Corte.  Resulta de aplicación la doctrina del precedente de Fallos: 340:819, “Esnaola”, donde se expuso que atañe a los jueces locales con competencia en lo contencioso administrativo conocer en los casos en los que se debate la responsabilidad del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, como consecuencia de supuestas omisiones en su actividad administrativa –falta de control–.


    Aragón, Maximiliano c/ Club Atlético River Plate s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 35157/2019/2/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Medicina prepaga. Habeas data. Competencia por la materia. Cuestión federal. Competencia federal. 


    En autos se conduce, prima facie, al estudio de las obligaciones y procedimientos estipulados en la ley 26.682, que establece el marco regulatorio de medicina prepaga y rige, entre otras cuestiones, los modelos de contrato, las prestaciones, y la determinación de las cuotas de los planes, cuya fijación y aumento es fiscalizada y autorizada por la autoridad de aplicación a fin de garantizar su razonabilidad, así como también para verificar que los incrementos en los aranceles estén fundados en variaciones de la estructura de costos y el razonable cálculo actuarial de riesgos (ver en especial, art. 5, incisos f, y g , 7 y 17 de la ley 26.682).  A su vez, y en cuanto se vincula a la pretensión de autos, cabe destacar que es esa autoridad pública la que debe implementar los mecanismos necesarios en cada jurisdicción para garantizar la disponibilidad de información actualizada y necesaria para que las personas puedan consultar y decidir sobre las entidades inscriptas en el Registro Nacional de Entidades de Medicina Prepaga (R.N.E.M.P.), sus condiciones y planes de los servicios brindados por cada una de ellas, como así también sobre aspectos referidos a su efectivo cumplimiento (art. 5, inciso i, de la ley 26.682).  Por todo ello, más allá de los aspectos contractuales y de consumo eventualmente involucrados en el convenio entre particulares al que el accionante pretende acceder, resulta aplicable la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Ferri, Edgardo Enrique c/ Asociación de Comercio Industria y Producción y Afines de Neuquén s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 658/2021/CS1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa. 


    Actos típicamente jurisdiccionales.


    Cabe señalar que los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, como ocurre en este caso, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  Por otro lado, el Tribunal ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  Es decir que, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley-, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Plastar Buenos Aires S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 25182/2018/CS1, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Casinos. Buque casino. Licitación pública. Agencia de juegos. Ampliación del plazo. Medidas cautelares. Recurso extraordinario. Gravamen irreparable. Gravedad institucional. 


    Casino Buenos Aires S.A., a través de la resolución 292 de 1999 dictada por Lotería Nacional del Estado S.E., fue seleccionado como agente operador de las salas de casino que, actualmente, funcionan en los buques “Estrella de la Fortuna” y “Princess”, ubicados en el Río de la Plata.   El art. 3° del Pliego de Bases y Condiciones que rigió el proceso de selección,  señalaba que la explotación otorgada a Casino Buenos Aires S.A. tenía como fecha de finalización el mes de octubre del año 2019.  En el año 2016 se firmó el acuerdo por el cual la Ciudad Autónoma de Buenos Aires asumió la competencia en materia de juego de azar.   La cláusula sexta de este convenio señala que: “En lo que hace a las Salas de Casino ubicadas en los buques denominados ‘Princess’ y ‘Estrella de la Fortuna’, situados en el Puerto de Buenos Aires, se realizarán los actos jurídicos necesarios y suficientes a los fines que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires asuma y ejerza en plenitud los derechos otorgados a Lotería en el Pliego de Bases y Condiciones aprobado por Resolución de Lotería N° 212/99 y demás normas reglamentarias detalladas en el Anexo III, sobre todas las actividades que se desarrollan en dichos buques, según lo establecido en el Cronograma”.  En ese ámbito, se creó Lotería de la Ciudad de Buenos Aires Sociedad del Estado que tiene por objeto la autorización, organización, explotación, recaudación, administración y control de los juegos de azar, destreza y apuestas mutuas existentes en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  El acuerdo mencionado mantuvo las condiciones estipuladas en el Pliego que había sido aprobado por la resolución LNSE 212/99. El ejercicio del poder de policía sobre los buques que explota Lotería Nacional SE corresponde, actualmente, a Lotería de la Ciudad de Buenos Aires Sociedad del Estado.   Es doctrina de la Corte que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten no revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario.  Dicho principio cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando configuran un supuesto de gravedad institucional.  También se asimilan a definitivas, a los fines del recurso extraordinario, las medidas cautelares que eventualmente pueden enervar el poder de policía, o exceden el interés individual de las partes y afectan de manera directa el de la comunidad.  La resolución apelada es asimilable a definitiva en tanto la decisión del a quo de otorgar la medida cautelar solicitada por el actor ocasiona a Lotería de Buenos Aires SE un agravio de imposible o de insuficiente reparación ulterior, pues la medida precautoria posee los mismos alcances y efectos que tendría una eventual sentencia definitiva favorable a la actora, aparte de que media en el caso gravedad institucional porque el tema excede el mero interés de las partes, al afectar directamente las instituciones republicanas del país.  La Corte advirtió que un avance del Poder Judicial en desmedro de las facultades de los demás revestiría la mayor gravedad para la armonía constitucional y el orden público.  La medida cautelar ordenada por la cámara, en cuanto dispuso que Lotería de Buenos Aires S.E. “se abstenga de innovar o permitir a terceros que innoven la situación jurídica creada a partir de la designación de Casino de Buenos Aires S.A. como agente operador de la sala de casinos que funciona en un buque de bandera Argentina en aguas del Río de la Plata hasta tanto se dicte sentencia definitiva en este proceso” implicó, en los hechos, extender el plazo de la autorización oportunamente otorgado a Casino Buenos Aires S.A. para la explotación de las salas de casino ubicadas en los buques “Estrella de la Fortuna” y “Princess”, más allá del límite temporal fijado en el Pliego de Bases y Condiciones que rigió esa operatoria, que, con la ampliación dispuesta, la explotación debió expirar en el mes de octubre del año 2019.  Los jueces sustituyeron a la Administración, en el caso a Lotería de la Ciudad de Buenos Aires S.E., en la determinación de las políticas relativas a la organización de los juegos de azar.   La Corte señala que "siendo un principio fundamental de nuestro sistema político la división del Gobierno en tres departamentos, el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, independientes y soberanos en su esfera, se sigue forzosamente que las atribuciones de cada uno le son peculiares y exclusivas; pues el uso concurrente o común de ellas haría necesariamente desaparecer la línea de separación entre los tres altos poderes políticos, y destruiría la base de nuestra forma de Gobierno".  Debe distinguirse, por un lado, la facultad de dictar medidas cautelares que corresponde al Poder Judicial y, por otro, la atribución para designar al agente operador de una o más salas de casino y determinar el plazo de duración de ese vínculo jurídico, cuyo ejercicio no compete a los jueces.  La decisión de la alzada implicó una intromisión indebida en cuestiones propias del poder administrador.  La Corte ha señalado en reiteradas oportunidades que la misión más delicada del Poder Judicial es la de mantenerse dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los otros poderes ni suplir las decisiones que aquellos deben adoptar, criterio que resulta aplicable no sólo al control de constitucionalidad sino también al dictado de medidas cautelares.   El a quo, al ordenar la medida precautoria impugnada por la recurrente, ha ejercido poderes y funciones atribuidas a las autoridades administrativas por las leyes que las instituyen y les confieren sus competencias respectivas. Ello afecta a Lotería de Buenos Aires SE en el ejercicio de la política estatal en el área de su competencia, motivo por el cual la resolución cautelar recurrida, al prorrogar el plazo de la designación de Casino Buenos Aires S.A. como agente operador de los buques casinos más allá del término fijado en el Pliego Bases y Condiciones, implicó un significativo grado de injerencia en las facultades de la recurrente.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Casinos de Buenos Aires S.A. y otros c/ Lotería Nacional S.E. y otros s/ Incidente de medida cautelar


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40575/2017/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Régimen de redeterminación de precios de contratos de obra pública y de consultoría de obra pública. Certificados de obra. Intereses. Intereses moratorios. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Emisión de certificados de adecuación provisoria y redeterminaciones definitivas de precios.


    Dos recaudos deben cumplirse, necesariamente, para que resulte viable la redeterminación de precios. Por una parte, la solicitud de la contratista para dar inicio al procedimiento y por la otra, la existencia, verificación y corroboración por parte de la Administración de la efectiva variación de los costos de los factores principales que componen el precio, según las condiciones determinadas en el decreto 1295/2002 y sus disposiciones complementarias.   Se ha previsto un procedimiento reglado para la redeterminación de precios, el cual debe ser sometido a prueba y cuya operatividad no resulta automática como pretende la actora. La Administración no se encuentra obligada a aprobar los certificados por los cuales se reconocen tales variaciones de precios, en el mismo momento en que se expiden los certificados de obra básicos.   La actora interpreta que deben aplicarse -respecto de los certificados de adecuaciones provisorias y de redeterminación de precios- los arts. 7º inc. c) y 8º in fine, del anexo de la resolución conjunta 396/2002 y 107/2002 del Ministerio de Economía y de la Secretaría de Obras Públicas, según los cuales estos certificados “estarán sujetos al mismo régimen de los certificados de obra a todos los efectos”, debiéndoselos emitir al mismo tiempo que los certificados básicos o para tener efectos a partir de que estos últimos fueron expedidos.   La inconsecuencia o la falta de previsión nunca se supone en el legislador y por esto se reconoce como principio inconcuso que la interpretación de las leyes debe hacerse siempre evitando darle un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras; y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto.  Una interpretación razonable permite concluir que las disposiciones de los arts. 7º inc. c) y 8º in fine, del anexo de la resolución conjunta 396/2002 y 107/2002, según los cuales dichos certificados “estarán sujetos al mismo régimen de los certificados de obra a todos los efectos” deben compatibilizarse con aquellas normas que regulan positivamente los certificados básicos y, en este caso puntual, los intereses por la mora en el pago prevista en el art. 48 de la ley 13.064, el cual dispone que “si los pagos al contratista se retardasen de la fecha en que, según contrato, deban hacerse, éste tendrá derecho a reclamar intereses a la tasa fijada por el Banco de la Nación Argentina, para los descuentos sobre certificados de obra”. De tal modo, la norma contempla una mora legal y automática en caso de retardo en “el pago contractualmente acordado por las partes”, lo que, aun cuando difiere claramente de un retardo en la emisión de los certificados como los cuestionados en estas actuaciones, podría aplicarse a la demora en el pago de los ya aprobados y expedidos según el trámite establecido en las normas aplicables al caso.  Con respecto a la dilucidación de cuestiones de orden fáctico, tales como los presupuestos de hecho que debían demostrar acabadamente la existencia de la demora en la emisión de los certificados provisorios y de redeterminación de precios, resultaba necesario determinar la oportuna solicitud de la contratista y la demostración de la efectiva variación de los costos de los factores principales que componen el precio en las condiciones que tornaran aplicable el régimen, pero que “dichas actuaciones si bien fueron ofrecidas como prueba, su producción fue desistida por la actora”. Ello, además de constituir una cuestión de hecho, prueba y de carácter procesal ajena al recurso extraordinario, ha sido resuelto por el a quo sin arbitrariedad. Correspondería desestimar su agravio referido al modo en que la cámara resolvió el planteamiento sobre el silencio de la Administración ante los reclamos que efectuó en esa sede.  Tampoco puede admitirse su planteo de arbitrariedad en el proceder del a quo por aplicación de la jurisprudencia de la Corte que señala que no abre la instancia extraordinaria el hecho de que la solución acordada se encuentre en contradicción con precedentes emanados de otros tribunales o aún dictados por el mismo tribunal, mientras no se demuestre que los jueces hayan actuado en forma irrazonable o discriminatoria.


    Recurso queja N° 2 - Equimac S.A. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Vialidad – Resolución 777/01 y otras (Expediente 17.123/10) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17680/2011/2/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia —como sucede en el sub lite— no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  Sin embargo, en el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla.


    Recurso queja Nº 1 – Coto Centro Integral de Comercialización S.A. s/ Apelación de resolución administrativa


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2288/2020/1/RH1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar, en orden a verificar las condiciones para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48 que, en principio, es ajeno a esta instancia el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público local, porque ellas son privativas de los tribunales provinciales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo cuando medien supuestos de arbitrariedad.  También ha dicho el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  Así, para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican tan excepcionalísima conclusión. En tal sentido, la arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino que requiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de argumentación jurídica.  Los agravios de la apelante no habilitan la apertura de esta instancia de excepción, pues sólo controvierten la interpretación que asignó el Superior Tribunal de Justicia a diversas normas que integran el derecho público local, como son las que rigen el procedimiento administrativo, y a la apreciación de los hechos y las pruebas rendidas en el expediente.  Por otro lado, tampoco se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, pues el pronunciamiento que se cuestiona, además de versar sobre una cuestión propia del derecho provincial y procesal, cuenta con suficientes fundamentos de igual carácter que lo ponen a salvo de la tacha que se endilga.  En lo que atañe a la decisión del Superior Tribunal de Justicia de considerar firme la designación del organismo local, el recurrente no ha demostrado un apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes o la irrazonabilidad de las conclusiones.  En definitiva, el pronunciamiento impugnado, se sustenta en la apreciación de las constancias de la causa y en la aplicación de normas de derecho público local, razonablemente interpretadas, cuyo error o acierto no corresponde juzgar a la Corte sin alterar su cometido fundamental de tribunal de garantías constitucionales, máxime cuando no se advierte un grosero apartamiento de la solución normativa prevista para el caso o un defecto grave en su fundamentación.


    Vicente Robles S.A.M.C.I.C.I.F c/ Provincia de Río Negro s/ Contencioso administrativo s/ Apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1698/2019/RH1, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Empleo público. Estabilidad laboral. Despido. Falta de sumario administrativo. Admisibilidad del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Revocación de sentencia. 


    Resulta arbitrario el pronunciamiento que omitió analizar si las prescripciones de la resolución ANSES 55/2007, que implementó en el ámbito del organismo demandado el Reglamento de Investigaciones Administrativas aprobado por el decreto 467/1999 del Poder Ejecutivo Nacional, resultaban aplicables al caso, y que limitó su análisis al modo por el que el actor ingresó a la ANSES, sin examinar ni evaluar mínimamente si el Reglamento de Investigaciones Administrativas incorporado al ámbito de la accionada e invocado por el recurrente se aplica o no al vínculo laboral que unió a las partes, ni tampoco se expidió con relación a la resolución 659/12 de la ANSES, cuestiones cuyo tratamiento resultaba indispensable a los fines de desentrañar adecuadamente el asunto controvertido.   La sentencia carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.  La Corte tiene dicho que es descalificable con base en la doctrina de la arbitrariedad, la sentencia que omitió el tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por el recurrente, pues ello se traduce en la falta de fundamentación adecuada del pronunciamiento con la consiguiente afectación de los derechos de defensa en juicio y del debido proceso legal.  Al guardar relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen afectadas, corresponde descalificar el pronunciamiento apelado de acuerdo con la reiterada doctrina del Tribunal en materia de arbitrariedad de sentencias.


    Recurso queja N° 1 – Fino, Daniel Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social - ANSES s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 48251/2018/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Policía. Personal policial. Retiro policial. Beneficios previsionales. Personas con discapacidad. Accidente en acto de servicio. Apreciación de la prueba. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. 


    El recurso interpuesto por la actora es formalmente inadmisible, pues si bien el recurrente alega que en autos se encuentra en juego la inteligencia de normas de carácter federal, como lo son las leyes 16.443 y 20.774, los agravios vertidos en el recurso extraordinario sólo trasuntan su discrepancia con el criterio del juzgador en aspectos de naturaleza no federal, como es la valoración de los elementos probatorios agregados a la causa para calificar las lesiones sufridas por el actor.   La Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las cuestiones de hecho y prueba constituyen una materia propia de los jueces de la causa y no son, como regla, susceptibles de revisión por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48. Máxime cuando el pronunciamiento cuenta con suficientes fundamentos de la citada índole que, al margen de su acierto o error, bastan para sustentarlo y excluir su descalificación en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.  Asimismo, también ha sostenido la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.  El actor no logró demostrar que las lesiones que sufrió (cuando ya se encontraba en situación de retiro obligatorio) hubieran sido “consecuencia directa o inmediata del ejercicio de la función policial, como un riesgo específico y exclusivo de la misma, o con motivo de su condición de policía, aunque no estuviere cumpliendo servicio o actos relativos a sus funciones, esto es que no hubieran podido producirse en otras circunstancias de la vida ciudadana”, tales las condiciones que exige el art. 696, inc. 1°), del anexo I del decreto 1866/83 para calificarlas como ocurridas “en y por acto del servicio” en los términos del art. 98, inc. a), de la ley para el personal con estado policial de la Policía Federal Argentina, lo cual le permitiría acceder a los beneficios previstos por las leyes 16.443 y 20.774.  El recurrente sólo expresa su disconformidad con las apreciaciones efectuadas por el a quo acerca de la escasa actividad probatoria desplegada en la causa para desvirtuar la calificación como “desvinculadas del servicio” de las lesiones padecidas por aquél, sin haber demostrado apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes, o la irrazonabilidad de las conclusiones de la cámara.  La decisión del tribunal apelado encuentra fundamento suficiente en la consideración de que las pruebas producidas en la causa no desvirtuaron las que habían sido colectadas durante el sumario administrativo y las que fueron tenidas en cuenta en el proceso seguido ante la justicia nacional en lo criminal de instrucción.   Los argumentos del apelante carecen de entidad suficiente para abrir una instancia que tiene carácter excepcional y que no busca sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas.


    Recurso Queja Nº 1 – Acuña Mario Ricardo c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia – Policía Federal Argentina y otros y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5510/2003/1/RH1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Resolución administrativa. Nulidad de la resolución. Reclamo administrativo previo. Transporte de gas. Reembolso de gastos. Compensación. Precio. Vicios del acto administrativo. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Revocación de sentencia. 


    Acuerdo de estabilidad de precios.


    En el “Acuerdo de Estabilidad de Precios del Gas Licuado de Petróleo (GLP) Envasado en Garrafas de 10, 12 y 15 kg. de Capacidad”, aprobado por la resolución 1071 del Ministerio de Energía y Minería el 19 de septiembre de 2008, celebrado entre la Secretaría de Energía y diversas empresas y agrupaciones de productores, fraccionadores y distribuidores de GLP, entre las que se halla la actora, se dejó debida nota en el anexo III del anexo de dicho convenio, tras formularse los cuadros de compensaciones y el precio acordado de comercialización de garrafas de fraccionadores a distribuidores (punto B), de que “los valores a compensar en el punto B antedicho, no incluyen ajuste para compensar diferencias por T1 para Butano vendido en las Provincias de Chaco, Misiones, Corrientes, Formosa, norte de Santa Fe, Ruta 96, Reconquista, Tostado al norte” y que “la Comisión de Seguimiento del Acuerdo estudiará esta situación y oportunamente decidirá las acciones a seguir según corresponda”.   Con arreglo al art. 16 de dicho convenio las partes acordaron “la creación de una Comisión de Seguimiento del Acuerdo, que estará integrada por dos representantes de cada una de las partes firmantes” y establecieron que “la constitución, operatoria y funcionamiento de la Comisión será instrumentada por la Secretaría de Energía”. Asimismo, en el punto 19.3 del anexo de la resolución SE 1083/08 se detalla la conformación de la citada Comisión la que estará integrada por: “a) el Secretario Ejecutivo; b) dos representantes de la Secretaría de Energía; c) dos representantes de la Subsecretaría de Coordinación y Control de Gestión; d) dos representantes de la Subsecretaría de Combustibles; e) un representante de la Subsecretaría Legal; f) un representante de la Subsecretaría de Defensa al Consumidor; g) dos representantes por cada una de las Cámaras que nuclean a las partes intervinientes en la cadena de comercialización de GLP; h) un representante por empresa adherida que no se encuentre nucleada en las Cámaras antes mencionadas; i) un representante del Consejo Federal del Consumo (COFEDEC); j) un representante de la Federación Argentina de Municipios (FAM)”. En el punto siguiente 19.4 del mencionado anexo se establece su metodología de trabajo que consistiría en llevar “a cabo el encuentro de la Comisión al menos cada diez días hábiles” y entre otras pautas se previó que “la convocatoria la realizará la Subsecretaría de Combustible, por correo electrónico y será reenviada a cada representante, informando horario y fecha de la misma. En oportunidad de celebrarse las reuniones de la Comisión de Seguimiento del Acuerdo de Estabilidad del Precio del Gas Licuado de Petróleo (GLP) envasado, se procederá a labrar un Acta, dejando constancia de los temas tratados por los integrantes de la Comisión, así como del Orden del Día a ser considerado en la próxima convocatoria. El Acta será suscripta por el Secretario Ejecutivo o la persona que este último designe, y por todos los integrantes de la Comisión enumerados en el punto 19.3 del presente Reglamento, dejando constancia, en su caso, de la negativa a suscribir la misma”.  En la motivación del acto administrativo aquí impugnado se argumenta que “ante los reclamos formulados por la recurrente, la Autoridad de Aplicación mediante Notas Nros. 630/2012 y 3039 de fecha 19 de mayo de 2014 ambas de la citada ex Secretaría, hizo saber a la actora que atento la complejidad que reviste lo planteado, que implica básicamente el análisis y evaluación de cuestiones tales como las distancias entre las zonas involucradas, volúmenes transportados y comercializados; y costos de transporte, entre otras, se procedería a dar traslado del tema planteado a la Comisión de Seguimiento del Acuerdo a los efectos de que proceda a estudiar el mismo, de manera tal de arribar a una solución adecuada y representativa de la realidad imperante en el mercado”.  Mediante la NOTA ENRG/GAL/GCEX/1 Nº 11.571 de fecha 29 de septiembre de 2014, el entonces Secretario Ejecutivo de la Comisión de Seguimiento del Acuerdo se expidió al respecto aludiendo al informe del “equipo técnico interviniente en las tareas de la Comisión” y concluyó que “por todo lo reseñado, teniendo en cuenta que las consideraciones vertidas en el informe de la Comisión de Seguimiento del Acuerdo, y a la luz de los acontecimientos, resulta claro que la ex Secretaría no consideró oportuno, conveniente, ni necesario durante la vigencia de “EL ACUERDO”, determinar los parámetros y/o metodologías a aplicar a los fines de determinar los criterios de evaluación en relación a los eventuales costos del Transporte Primario de Producto (T1) para todas las regiones del país”.   La apelante aduce que dicho acto se halla viciado porque no se respetó lo establecido en el Acuerdo en lo relativo a la intervención de la Comisión de Seguimiento para que considerara y determinara las acciones necesarias a fin de compensar el T1.   En el recurso directo, aquélla expresó que “la participación del interventor del Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS), nunca puede suplir a la intervención de la Comisión de Seguimiento, que es un órgano colegiado integrado por las empresas del sector y los organismos estatales competentes” y prosiguió “menos aún puede suplir esta intervención, la participación de gerencias del ENARGAS que carecen de toda competencia al efecto, no existiendo acto administrativo alguno que las faculte a dicho cometido”. Similares agravios a los reseñados esgrime en el recurso extraordinario contra la sentencia que convalidó la legitimidad de la resolución transcripta.  Los jueces de la causa tuvieron por cumplida la intervención de la Comisión de Seguimiento de Acuerdo, aludiendo al informe del interventor del ENARGAS en calidad de Secretario Ejecutivo de aquélla, sin advertir que no obraban en las actuaciones administrativas el Acta, ni informe alguno de dicha Comisión como tampoco del equipo técnico al que refiere aquél.  La mera nota del Secretario Ejecutivo de la Comisión, sin advertirse que no se menciona que lo allí consignado haya sido fruto de lo debatido en el seno de la Comisión de Seguimiento constituida en los términos del art. 16 del anexo del Acuerdo y punto 19.3 del anexo de la resolución 1083/08 y con la metodología de trabajo del punto 19.4 de tal anexo de esta última resolución, no constituye una motivación válida de la causa del acto administrativo impugnado, ni de la sentencia cuya validez convalida.   Los vicios apuntados constituyen causa de nulidad del acto emitido con tales defectos, pues la resolución que desestimó el reclamo administrativo de la apelante no puede quedar exenta de cumplir con los recaudos de legitimidad que en el caso han sido vulnerados.


    Recurso queja Nº 1 - Amarilla Gas S.A. c/ Ministerio de Energía y Minería s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 88240/2017/1/RH1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Despido. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 


    Remisión al fallo de la causa causa G.78, L.XLV, “Gómez, Susana Gladys c/ Golden Chef S.A. y otros s/ Despido”.


    Recurso Queja Nº 1 – Montenegro, Carlos c/ Ministerio del Interior y Transporte y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 7836/2013/1/RH1, 13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Decreto de necesidad y urgencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Recurso Queja Nº 1 - Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Recurso directo Ley 24.240 - Artículo 45


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4771/2021/1/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa CAF 2505/2018/CS1-CA1, “Sigma S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso Directo de Organismo Externo”.


    Recurso queja Nº 1 – Sigma S.A c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2505/2018/1/RH1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 46353/2012/1/RH1, “Recurso de queja Nº 1 - PBB Polisur S.A. c/ EN-DGA Resol. 465/12 BABL (Expte. 664/12) s/ Dirección General de Aduanas”.


    Recurso queja Nº 1 – PBB Polisur S.R.L.  TF 37552-A c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 67/2019/1/RH1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Acceso a la información pública. Juicios contra el Estado. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 72376/2017/CA3-CS1, “AMX ARGENTINA c/ EN – Mº PRODUCCION – SC s/ Amparo Ley 16.986”.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Estado Nacional – Ministerio de Producción – Secretaria de Comercio s/ Amparo Ley 16.968


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 91699/2017/CA1-CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Pequeña y mediana empresa. Comercialización de combustibles. Biodiesel. Regulación económica. Cupos de producción. Poderes del Estado. División de poderes. Administración pública. Facultades de la administración. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. 


    Recategorización de empresas.


    En cuanto a los agravios del Estado referidos al exceso de jurisdicción en que habría incurrido el tribunal apelado al declarar el derecho de las actoras a ser categorizadas como empresas medianas y obtener, cada una de ellas, la asignación de un cupo de producción de 50.000 toneladas anuales o el correspondiente a aquella categoría, vale recordar que el Máximo Tribunal ha señalado que "siendo un principio fundamental de nuestro sistema político la división del Gobierno en tres departamentos, el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, independientes y soberanos en su esfera, se sigue forzosamente que las atribuciones de cada uno le son peculiares y exclusivas; pues el uso concurrente o común de ellas haría necesariamente desaparecer la línea de separación entre los tres altos poderes políticos, y destruiría la base de nuestra forma de Gobierno".  Asimismo en Fallos: 329:366, indicó que “cuando la ley delega en las autoridades del Poder Ejecutivo la determinación de las políticas y el dictado de las regulaciones que a su juicio resulten más adecuadas para cumplir los cometidos preestablecidos por aquél, los jueces no pueden ex-post facto sustituir el criterio adoptado por las autoridades administrativas, al considerarlas inconvenientes, juzgarlas según su propia discreción sustituyendo indebidamente la que es propia del Poder Ejecutivo Nacional.  La atribución para asignar los cupos de producción de biodiesel entre las distintas elaboradoras que se encuentren debidamente inscriptas, como así también el establecimiento de los criterios de prioridad entre ellas, recae en la Secretaría de Energía de la Nación.  La cámara, al declarar el derecho de las accionantes a ser categorizadas como empresas medianas y determinar el volumen de elaboración de biodiesel que les corresponde, incursionó en materias que no son de su jurisdicción. Tal decisión implicó el ejercicio de una atribución que el ordenamiento jurídico confirió a la administración pública.  El Estado Nacional arguyó, desde su primera presentación, que las empresas se encontraban emplazadas en forma contigua, adyacente e interconectada, en un mismo predio del Parque Industrial COMIRSA, ubicado en San Nicolás, Provincia de Buenos Aires y, además, que Biocorba S.A. brinda a las restantes demandantes diversos servicios necesarios para que éstas puedan llevar a cabo la elaboración y comercialización de sus productos. Por dichas razones, el Estado había indicado que las actoras no podían ser categorizadas como empresas medianas y que, en consecuencia, correspondía asignarles un único cupo de elaboración para todas ellas. Tales manifestaciones, no fueron rebatidas por las accionantes ni tampoco consideradas por la cámara en su sentencia.   Así, resulta evidente que la sentencia apelada sustituyó a la Administración en la determinación de políticas públicas en materia de biocombustible, y también en la apreciación de criterios de oportunidad, mérito o conveniencia en cuestiones que presentan un importante contenido técnico, reemplazando así la actividad del organismo competente mediante directivas concretas que impactan en forma directa en la distribución y asignación de volúmenes de producción entre las distintas empresas que elaboran biodiesel.  Debe distinguirse, por un lado, el control jurisdiccional sobre las actuaciones llevadas a cabo por la Secretaría de Energía como autoridad de aplicación de la ley 26.093 que corresponde al Poder Judicial y, por otro, el ejercicio mismo de la potestad para categorizar a las elaboradoras y distribuir los cupos de producción de biodiesel, que no compete a los jueces. Esta última situación es la que se presenta en el sub examine, razón por la cual la decisión de la alzada implicó una intromisión indebida en cuestiones propias de la autoridad administrativa.  La Corte ha señalado en reiteradas oportunidades que la misión más delicada de la justicia radica en mantenerse dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que le incumben a los otros poderes.  El a quo ha ejercido indebidamente poderes y funciones atribuidos a las autoridades administrativas por las leyes que las instituyen y les confieren sus competencias respectivas. Ello afecta al Estado Nacional en el ejercicio de la política estatal en materia de biocombustibles, motivo por el cual la sentencia recurrida debe ser revocada, en tanto ordena la categorización y el volumen que debe otorgarse a las actoras, lo que importa un significativo grado de injerencia en las facultades de aquél.


    Recurso queja Nº 9 - Biocorba S.A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio Energía y Minería de la Nación s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19323/2017/9/RH2, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    AFIP. Resoluciones generales. Inconstitucionalidad. Percepción de impuestos. Impuesto a las ganancias. Operaciones aduaneras. Exportación. Facultades delegadas. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Al estudiar el art. 7° de la ley 11.683, de redacción sustancialmente análoga al art. 7º del decreto 618/97, la Corte sostuvo que aquél acordaba a la entonces Dirección General Impositiva la facultad de impartir normas generales obligatorias para los responsables y terceros, en las materias que las leyes autorizan para reglamentar la situación de aquéllos frente a la administración. Agregó que dicha autorización constituye una delegación en el órgano administrativo de facultades legislativas limitadas a determinados aspectos de la recaudación y fiscalización del cumplimiento de las obligaciones tributarias, lo que impone reconocer que las normas que se dicten en su ejercicio integran el conjunto de disposiciones imperativas que instituyen y regulan la percepción de impuestos y que poseen la misma eficacia en tanto respeten su espíritu, por lo que sólo cabe omitir su aplicación cuando ha mediado un amplio y explícito debate sobre su validez.  Forzoso es reconocer que el Administrador Federal, al sujetar las operaciones de exportación de la actora a un régimen de percepción en el impuesto a las ganancias -en este caso, fijado en la resolución general (AFIP) 3.577-, actuó sin exceder sus facultades legales, limitadas a determinados aspectos de la recaudación de las obligaciones tributarias, la que integran el conjunto de disposiciones imperativas que instituyen y regulan la percepción de los gravámenes, motivo por el cual el agravio fundado en la incompetencia del órgano recaudador debe ser rechazado.  Tampoco existe violación del principio de reserva de ley pues el reglamento impugnado se limitó a disponer la forma de abonar el gravamen, sin crear un nuevo tributo ni modificar los elementos estructurales del impuesto a las ganancias.  La percepción del impuesto a las ganancias se practica en aquellas operaciones de exportación definitiva para consumo que efectúen los contribuyentes o responsables, respecto de las cuales la AFIP verifique que los países de destino físico de la mercadería difieren de los países o jurisdicciones donde se encuentran domiciliados los sujetos del exterior a quienes se le facturaron dichas transacciones.  El importe a percibir se calcula, en cada operación de exportación, sobre el valor imponible definido para la liquidación de los tributos aduaneros, esto es, el valor FOB, FOT o FOR en operaciones efectuadas entre un comprador y un vendedor independiente, o los precios oficiales FOB.  Dicha percepción se encuentra directamente vinculada con la fuente productora de renta, esto es, la exportación de bienes producidos, manufacturados, tratados o comprados en el país, cuyas ganancias son totalmente de fuente argentina.  Cierto es que la percepción tiene el carácter de un ingreso a cuenta del resultado final del período fiscal en que se efectúa, ya que en el caso de los tributos denominados “de ejercicio”, como lo es el impuesto a las ganancias, la percepción sobre el sujeto pasivo se basa en una presunción de capacidad contributiva que sólo adquirirá certeza al completarse el hecho imponible. Aquí también puede afirmarse que se es deudor sin ser aún, en un sentido estricto, contribuyente, en cuanto no se ha verificado, a su respecto, el hecho imponible.  Pero no menos cierto es que ello resulta insuficiente para negar el vínculo que une la percepción aquí cuestionada con la fuente productora de renta argentina, o para afirmar que se trata de un derecho de exportación adicional, como sostiene la actora.   Tales percepciones no constituyen pagos a cuenta de tributos cuyos hechos imponibles recaigan sobre las operaciones de importación o exportación. En efecto, también aquí el régimen establecido por la resolución general (AFIP) 3.577 constituye una forma de anticipar la futura -y eventual- obligación en el impuesto a las ganancias que pudiera nacer en cabeza del contribuyente por todas sus rentas obtenidas y sujetas a dicho gravamen, distinta de la obligación de pago de los derechos aduaneros.  El art. 6 de la ley 21.453 se limita a implementar un régimen que permite que las operaciones registradas queden sujetas al tratamiento tributario aduanero vigente a la fecha de cierre de cada venta, sin que dicha ley contemple un trato similar para el impuesto a las ganancias.   En estos términos, extender las disposiciones del régimen de la ley 21.453 a hipótesis distintas de las allí contempladas, como lo pretende el contribuyente, implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron.  Lo resuelto por el a quo al desestimar los agravios del recurrentes al no quedar demostrado el gravamen causado por la resolución general (AFIP) 3.577 y tener por válidos los hechos y las pruebas valoradas por la sentencia de primera instancia, no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional.   Tiene dicho el Tribunal que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  Los agravios del recurrente sólo traducen una mera discrepancia con la valoración del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal,  cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso.


    LDC Argentina S.A. c/ Estado Nacional – Administración Federal Ingresos Públicos s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 647/2015/CA2-CS1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Empleo público. Juicios contra el Estado. Cobro de sumas de dinero. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 37159/2014/CA2-CS1, “Jodice, Esther c/ EN-M Economía y FP-Secretaria de Hacienda s/ Proceso de conocimiento”.


    Caporale, Roxana y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Finanzas Públicas s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38107/2014/CA1-CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Migrantes. Inmigrante. Extranjeros residentes. Residencia transitoria. Expulsión de extranjeros. Facultades discrecionales. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido. Dispensa por razones de reunificación familiar.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible por cuanto en el caso se encuentra en juego la interpretación de una norma federal –ley 25.871- y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que en ella fundó el apelante.  De acuerdo con los términos expresados en el art. 29, in fine de la ley migratoria, la dispensa por razones de reunificación familiar no constituye sino una facultad discrecional de la Administración de carácter excepcional y restrictivo, lo cual presupone necesariamente la existencia de una solicitud concreta por parte del interesado ante la autoridad migratoria y su correspondiente fundamentación.  El migrante no invocó en momento alguno ante la DNM la referida dispensa y no fue sino hasta la interposición del recurso judicial cuando se refirió a dicho instituto por lo que mal pudo aquélla haber tenido la oportunidad de ponderar dicho extremo.  No obstante ello, el a quo decidió anular el acto impugnado, al afirmar de forma dogmática que “la dispensa solicitada a la Dirección Nacional de Migraciones se fundó tanto en la reunificación familiar como en aspectos laborales” y sostener que en el caso “no existió ninguna valoración por parte de la Administración” al respecto y que, por lo tanto, aquél “presenta una carencia absoluta de fundamentación”, todo lo cual da cuenta de un apartamiento de las constancias de la causa que da lugar a la descalificación del pronunciamiento como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Recurso Queja Nº 1 – Qiu, Wenzhan c/ Dirección Nacional de Migraciones s/ Impugnación de acto administrativo


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 28817/2018/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Pequeños contribuyentes. Monotributo. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    La ley 26.565, en su anexo, determina las categorías de contribuyentes de acuerdo a sus ingresos brutos anuales, la superficie afectada y la energía eléctrica consumida anualmente, a la vez que obliga al responsable a recalcular cuatrimestralmente sus ingresos, la superficie afectada a la actividad y la energía eléctrica consumida en los últimos doce meses anteriores, previendo que dichos parámetros, cuando superen o sean inferiores a los límites de su categoría, quedarán encuadrados en la categoría correspondiente.  Dicha legislación establece que los contribuyentes quedarán excluidos de pleno derecho del RS cuando “el importe de las compras más los gastos inherentes al desarrollo de la actividad de que se trate, efectuados durante los últimos 12 meses, totalicen una suma igual o superior al ochenta por ciento (80%) en el caso de venta de bienes o al cuarenta por ciento (40%) cuando se trate de locaciones y/o prestaciones de servicios, de los ingresos brutos máximos fijados en el art. 8° para la categoría I o, en su caso, J, K o L, conforme a lo previsto en el segundo párrafo del citado artículo”.  La AFIP, a partir de la información obrante en sus registros o de las verificaciones que realice, cuando constate que un contribuyente adherido al Régimen se encuentra comprendido en alguna de las causales referidas de exclusión previstas en el art. 20, labrará el acta de constatación pertinente y comunicará al contribuyente la exclusión de pleno derecho; los contribuyentes excluidos serán dados de alta de oficio o a su pedido en los tributos del régimen general de los que resulten responsables de acuerdo a su actividad, no pudiendo reingresar al régimen hasta después de transcurridos 3 años calendarios posteriores a la exclusión.  La actuación de la AFIP a efectos de excluir al actor del monotributo se sustentó y llevó a cabo con arreglo a la ley 26.565, de conformidad con las normas señaladas del capítulo VIII - “Exclusiones” del “Régimen Simplificado – Monotributo”.  Tales normas representan una decisión del Congreso de ejercer las funciones que le encomienda el art. 75, inc. 2°, de la Constitución Nacional y que, en principio, sin mediar declaración de inconstitucionalidad por el a quo, resultaban aplicables al sub lite.  La Corte desde antiguo ha enfatizado que no cabe admitir una interpretación de las disposiciones legales o reglamentarias que equivalga a la prescindencia de su texto, si no media debate y declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su letra y de su espíritu.  La Corte ha enfatizado que siendo facultad del Congreso legislar, corresponde a éste apreciar las ventajas e inconvenientes de las leyes que dictare, siendo la misión del poder judicial la de pronunciarse según lo establecido por la ley, aun en la hipótesis de que se arguyera o pretendiera que la ley es dura o injusta.  La decisión de la alzada, al revocar la resolución (DI CRSS) 443/2014 y ordenar a la demandada a mantener al actor en el Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes no se encuentra respaldada por fundamento legal alguno.   Tal omisión, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por el Tribunal, privan al fallo de fundamentos suficientes que lo sustenten y bastan para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.


    Recurso queja Nº 1 – González, Juan Martin c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Contencioso administrativo – varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 26092/2014/1/RH1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Profesor universitario. Cesantía. Ausencias injustificadas. Resolución administrativa. Recursos administrativos. Recurso de reconsideración. Recurso jerárquico. Revisión judicial de actos administrativos. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Resultan aplicables las consideraciones expuestas en el dictamen de la causa B. 674, L. XLVII, “Biosystems S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Salud Hospital Posadas s/ Contrato administrativo”.


    Como consecuencia de la autonomía consagrada a partir de la reforma constitucional de 1994, las universidades nacionales deben disponer de todas las potestades necesarias para llevar a cabo su gestión, y una de las formas de garantizar que se respete su contenido esencial es permitir a sus órganos de conducción el conocimiento y la decisión de todas aquellas cuestiones que se encuentran bajo su dirección y control.  El desconocimiento de los preceptos que regulan los medios de impugnación de los actos administrativos que se dictan en el ámbito universitario a los efectos de acceder a la instancia judicial mediante el recurso previsto por el art. 32 de la ley 24.521, no contribuye al cumplimiento de los objetivos para los cuales fueron creadas las universidades, logro que depende en parte de que sus órganos de gobierno estén habilitados a ejercer plenamente las facultades asignadas por el ordenamiento jurídico.  De los términos del art. 32 de la ley 24.521 surge claramente que a los fines de revisar judicialmente la actuación de la universidad por la vía especial allí prevista, la norma requiere la obtención de un acto de la máxima autoridad universitaria con competencia para resolver la cuestión planteada.  El recurso directo interpuesto es formalmente inadmisible toda vez que no se ha configurado un acto susceptible de ser impugnado por la vía judicial del art. 32 de la ley 24.521, pues el Consejo Superior de la UNNE -en su carácter de máxima autoridad universitaria con competencia para resolver en ese ámbito- no ha dictado una resolución expresa que dirima la impugnación planteada por el recurrente en sede administrativa.  Aun de considerarse que se ha configurado el silencio denegatorio de la Administración por haber transcurrido el plazo establecido para la resolución del recurso jerárquico sin que el máximo órgano universitario se hubiera expedido, no corresponde encuadrar el sub examine en las previsiones del art. 32 de la ley 24.521, sino que, a fin de que sus derechos puedan ser adecuadamente protegidos, lo razonable es acudir a los tribunales de primera instancia con competencia en el caso.  En el dictamen de la causa B. 674, L. XLVII, “Biosystems S.A.”, se sostuvo que el art. 26 de la LNPA establece que la demanda podrá iniciarse en cualquier momento y sin perjuicio de lo que corresponda en materia de prescripción, cuando se verifique el silencio negativo previsto en el art. 10 de la LNPA. Es decir que, cuando la Administración deja transcurrir los plazos legales o reglamentarios sin resolver de modo expreso, no se aplica el plazo del art. 25 de la LNPA sino los correspondientes a la prescripción de las respectivas acciones.  Asiste derecho al actor a entablar la acción judicial ante los juzgados de primera instancia en cualquier momento sin perjuicio de los plazos de prescripción, solución que, por lo demás, se compadece con la garantía constitucional de acceso a la justicia, razón por la cual no hay agravio, en el caso, a la garantía de defensa en juicio.  Pierde relevancia la alegada autocontradicción en que habría incurrido la cámara y, por lo tanto, resulta innecesario el tratamiento de los restantes agravios deducidos por el recurrente.


    Espíndola, Jorge Horacio c/ U.N.N.E. (Universidad Nacional del Nordeste) s/ Recurso directo Ley de Educación Superior Ley 24.521


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 7653/2015/CS1-CA1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remuneración. Salario básico. Adicionales de la remuneración. Policía federal. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    El Artículo 2° del decreto 380/17 creó, en el ámbito de la Policía Federal Argentina, el Programa de Alta Dedicación Operativa (P.A.D.O.), “destinado a la formación del personal policial en tareas de alta especialidad operativa y que requieran de un riguroso adiestramiento, y la posterior afectación de ese personal a tareas vinculadas con la investigación, prevención y combate de delitos federales complejos”.  Asimismo, se introdujeron diversas modificaciones al decreto 1866/83, y se crearon: 1) el suplemento particular por “alta dedicación operativa”. Su percepción sería incompatible con la percepción del suplemento por “función policial operativa” y el suplemento por “función técnica de apoyo”  (Art. 4º, que incorporó el Art. 396 sexies al decreto 1866/83); 2) el suplemento por “zona”  (Art. 5º, que incorporó el Art. 396 septies al decreto 1866/83); 3) el suplemento por “función policial operativa”. Su percepción sería incompatible con la percepción del suplemento de “alta dedicación operativa” y del suplemento por “función técnica de apoyo”  (Art. 6º, que incorporó el Art. 396 octies al decreto 1866/83); 4) el suplemento por “función técnica de apoyo”. Su percepción sería incompatible con la percepción del suplemento de “alta dedicación operativa” y el suplemento por “función policial operativa”(Art. 7º, que incorporó el Art. 396 nonies al decreto 1866/83); 5) la compensación por “custodia” (Art. 8º, que incorporó el Art. 409 bis al decreto 1866/83); y 6) el suplemento particular por “especialidad de alto riesgo” (Art. 9º, que sustituyó el Art. 396 bis al decreto 1866/83).  Entre otras disposiciones, se derogaron los Arts. 391, 392, 393, 396 ter, 396 quater y 397 de la reglamentación aprobada por el decreto 1866/83 y sus modificatorios. Mediante el Art. 6º del decreto 463/17, se fijaron nuevos importes –a partir del 1º de julio y del 1º de agosto de 2017– para los suplementos particulares por “zona”, “alta dedicación operativa”, “función técnica de apoyo” y por “función policial operativa”; posteriormente, sucesivas resoluciones del Ministerio de Seguridad fijaron nuevos montos –con vigencia a partir de las fechas precisadas en ellas– para aquellos suplementos, y lo mismo se hizo mediante el decreto 819/20; de igual manera, se fijaron nuevos valores hora para la compensación por “custodia”.  En atención a que las sentencias de la Corte deben reparar en las modificaciones introducidas por nuevas normas que se dicten durante el proceso en tanto configuran circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, cabe señalar que por medio del Art. 5º del decreto 491/19 se sustituyó el Art. 396 octies de la reglamentación aprobada por el decreto 1866/83 y sus modificatorios, y se determinó que el suplemento por “función policial operativa”, de carácter remunerativo y no bonificable, sería percibido –en montos fijos por grados– por el personal policial al que se asignen funciones de naturaleza operativa, consideradas como tales las que se vinculen directamente con la prevención y el combate del delito. Su percepción sería incompatible con la de los suplementos de “alta dedicación operativa”, por “función técnica de apoyo” y por “función de investigaciones”.  Este último suplemento fue creado por el Art. 6º del mismo decreto, que incorporó el Art. 396 decies a la reglamentación aprobada por el decreto 1866/83 y sus modificatorios. Se dispuso que tendría carácter remunerativo y no bonificable, que sería percibido –en montos fijos por grados– por el personal policial al que se le asignen funciones de investigaciones, consideradas como tales aquellas funciones que se vinculen directamente con la investigación criminal, investigación cibercriminal, investigación electrónica o investigación científica, y que su percepción sería incompatible con la de los suplementos de “alta dedicación operativa”, por “función técnica de apoyo” y por “función policial operativa”.  El Art. 75 de la ley 21.965, establece que “el sueldo básico y la suma de aquellos conceptos que perciba la generalidad del personal policial en servicio efectivo, cuya enumeración y alcances determine la Reglamentación se denominará ‘haber mensual’. Cualquier asignación que en el futuro resulte necesario otorgar al personal policial en actividad y la misma revista carácter general, se incluirá en el rubro del ‘haber mensual’ que establezca la norma legal que la otorgue”.   El Art. 77 de la misma ley dispone: “Los suplementos particulares para el personal en servicio efectivo, los percibirá quien desarrolle actividades que impliquen normalmente un riesgo o peligro o provoquen un deterioro físico o psíquico, en el monto y condiciones que fije la Reglamentación. El Poder Ejecutivo Nacional podrá crear, además, otros suplementos particulares en razón de las exigencias a que se vea sometido el personal, como consecuencia de la evolución técnica de los medios que equipan a la Institución, o de las zonas, ambientes o situaciones especiales en que deba actuar”.  La Corte tiene dicho que el carácter general de una asignación determina indudablemente su inclusión en el haber mensual, sin que sea óbice para ello su calificación normativa, en la medida en que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados la percibe.  De los términos de los decretos 380/17 y sus modificatorios no surge que el suplemento cuya naturaleza se discute en esta causa haya sido otorgado a todo el personal policial en actividad; antes bien, el suplemento por “función policial operativa” es definido como suplemento particular y su goce está sujeto al cumplimiento de ciertas condiciones.  Ello no obstante, lo cierto es que, según lo expresado en el informe de la Dirección General de Inteligencia Criminal de la Policía Federal Argentina (producido con anterioridad a que se dictara el decreto 491/19), la generalidad del personal en actividad percibe, o bien el suplemento por “función policial operativa”, o bien el suplemento por “función técnica de apoyo”, lo cual pone de manifiesto el carácter generalizado con el que se han otorgado los mencionado suplementos, circunstancia que evidencia que ellos no reúnen, en la práctica, ninguna de las características descriptas en el art. 77 de la ley 21.965 para ser considerados como suplementos particulares, sino que comportan lisa y llanamente un aumento en la remuneración de la generalidad del personal policial en actividad.  Las sumas fijadas por los citados decretos representan entre un 15,68% y un 30,68% del haber mensual bruto, según el grado de que se trate; asimismo, que, en el caso del actor el monto que percibe en concepto de suplemento por “función policial operativa” alcanza a un 38,54% de su sueldo básico y constituye un 18,06% de su remuneración bruta mensual.   Todo ello determina que se trata de una parte sustancial de la remuneración, al punto que, de no ser así entendida, la expresión “haber” dejaría de tener una verdadera significación real, desde que la exclusión de asignaciones que por su entidad conforman una parte importante de él, tiene el efecto de transformar la remuneración principal en accesoria. Ello, con el consiguiente trastocamiento de la función primordial que el haber cumple, cual es la de servir de base para el cálculo de otros suplementos, lo que es contrario a la finalidad perseguida por el art. 75 de la ley 21.965.  No corresponde negar el carácter general del suplemento por “función policial operativa” que percibe el actor y, por ende, es menester reconocer su condición de parte integrante del haber mensual, lo cual viene impuesto por aplicación del citado Art. 75 de la ley 21.965, en cuanto norma superior que, al expresar la voluntad del legislador en el punto, constituye una garantía para los integrantes de esa fuerza de seguridad, a la que deben ceñirse sus reglamentaciones.


    Di Nanno, Camilo c/ Estado Nacional – Ministerio de  Seguridad – Policía Federal Argentina s/ Personal Militar y Civil de Las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 18184/2018/CA1-CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Resolución administrativa. Migraciones. Expulsión de extranjeros. Interpretación de la ley. Facultades discrecionales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 52989/2017/CS1-CA1, “Funez López, Charles c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior, Obras Públicas y Viviendas - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso de directo DNM”. Dispensa por reunificación familiar.


    De acuerdo con lo previsto en el último párrafo del art. 29 de la ley 25.871, “la Dirección Nacional de Migraciones, previa intervención del Ministerio de Interior, podrá admitir, excepcionalmente, por razones humanitarias o de reunificación familiar, en el país en las categorías de residentes permanentes o temporarios, mediante resolución fundada en cada caso particular, a los extranjeros comprendidos en este artículo”; términos estos que permiten concluir que el referido instituto no constituye, pues, sino una facultad discrecional de la Administración de carácter excepcional y restrictivo.


    Galindo Ramírez, Merleny c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34209/2017/CS1-CA1, 05 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Nulidad de la resolución. Migrantes. Expulsión de extranjeros. Reincidencia. Falta de fundamentación. Improcedencia del recurso. 


    La apelación deducida por la Dirección Nacional de Migraciones no rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal por medio de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, pues se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.  El recurrente se limita a reiterar lo expresado en las anteriores presentaciones respecto de la alegada “errónea fundamentación del fallo” de primera instancia, al sostener, una vez más, que “la magistrada de Grado refiere a los ‘impedimentos para el ingreso y permanencia de los extranjeros’, del inciso c) del artículo 29, cuando aquí se procedió a la CANCELACIÓN de residencia, que el migrante se halla inmerso en las previsiones señaladas en el primer párrafo del art. 62, inc. b)” y al afirmar, asimismo, que “pasa inadvertido que la Disposición 93454, confirma la Disposición 64325, que había aplicado a la situación migratoria del actor el art. 62 b) y nunca el art. 29 c)”.  Desatiende, así, los fundamentos de la decisión apelada como sustento de la aplicación al caso del art. 29, inc. c, de la ley migratoria, esto es, que fue la propia DNM en la citada disposición 93454 del 12/5/2017 la que sostuvo que “resulta insoslayable que en el caso de marras se encuentra configurado uno de los impedimentos previstos en el art. 29 de la Ley 25.871”, postura que asimismo mantuvo al evacuar el informe del art. 67 septies de la ley en cuestión.  Los agravios contenidos en el escrito recursivo no constituyen sino una mera repetición de afirmaciones que no logran desvirtuar los argumentos esgrimidos por la cámara para resolver del modo en que lo hizo.


    V. A., J. C. c/ Estado Nacional – Ministerio de Interior Obras Públicas y Vivienda – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34191/2017/CA2-CS1, 19 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Tribunal fiscal. AFIP. Determinación de oficio. IVA. Ingreso de divisas. Exteriorización de capitales. Beneficios tributarios. Exenciones impositivas. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    Liberación de impuestos. Cuestión análoga a la resulta en el dictamen de la causa CAF 55700/2016/CS1-CA1, “Copparoni S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    La ley 26.476, en su Artículo 32 libera del "impuesto al valor agregado" que oportunamente se omitió declarar, si la contribuyente dio cumplimiento a los requisitos exigidos por el régimen -la exteriorización de fondos y el pago del tributo especial- para que proceda la liberación, sin distinguir si aquél se origina en débitos o en créditos fiscales impugnados por la presentación de facturas apócrifas.   Por lo tanto, la interpretación propuesta por la AFIP en pos de limitar el beneficio en el IVA únicamente al débito fiscal omitido no resulta de la letra de la ley en examen. Al respecto, ha sostenido la Corte que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y que cuando ésta es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.  Es claro el principio hermenéutico que postula que no cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador, quien podría haber excluido de la liberación al crédito fiscal del IVA proveniente de facturas consideradas apócrifas por parte de la AFIP, tal como lo reguló en otros regímenes y, sin embargo, no lo hizo.   No tuerce a este razonamiento la interpretación que propone la AFIP, en cuanto busca limitar el beneficio en el IVA únicamente al débito fiscal omitido, pues considera que sólo en estos supuestos pudo obtenerse un capital oculto susceptible de posterior exteriorización.  Ello así porque dicho capital oculto puede originarse tanto en ventas omitidas cuanto en compras ficticias, puesto que por cualquiera de las dos vías el contribuyente declara un IVA menor al realmente adeudado y obtiene un capital que permanece oculto al Fisco, cuya exteriorización procura el régimen instituido por la ley 26.476.   Ello adquiere especial relevancia puesto que uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma y su congruencia con el resto del sistema en que está engarzada, es la consideración de sus consecuencias y la verificación de los resultados a que su exégesis conduce en el caso concreto.


    Sigma S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso Directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 2505/2018/CS1-CA1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Civil  y Comercial


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 110/2015, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza – repetición de impuesto”.


    Austin Powder Argentina S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2233/2017/14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Angiord S.A.C.I. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 72915/2017/CS1, 16 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016 “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Gualtieri Hnos. Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 947/2021/23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Estado de incertidumbre. Tasas. Impuestos provinciales. 


    Remisión al dictamen de las causas L. 238, L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”; CSJ 834/12, “Milkaut S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; y CSJ 890/2011 “Molfino Hermanos Sociedad Anónima c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, y CSJ 788/2012 “Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, con argumentos compartidos por el Tribunal en sus sentencias.


    Existe una controversia definida, concreta, real y sustancial sobre el alcance de las leyes provinciales que admite remedio específico por medio de una decisión de carácter definitivo de la Corte.  La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.  Ha mediado una conducta estatal explícita de la demandada dirigida a la "percepción" de la tasa que aquí la actora cuestiona.  La actividad desplegada por la Provincia de Mendoza la cual, a través de la Dirección Provincial de Ganadería del Ministerio de Producción, Tecnología e Innovación de la Provincia de Mendoza labró actas de inspección y de determinación de deuda en las que se dejaba constancia de la inspección de la carga, de la liberación de los vehículos y se determinaba la tasa, cuyo pago la actora estaba obligada a acreditar tempestivamente ante las autoridades fiscales de la provincia, posee entidad suficiente para sumir a la actora en un estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica, respecto de la cual se ha producido la totalidad de los hechos concernientes a su configuración, por lo que la controversia es actual y concreta.  Como claramente advirtió la Corte en Fallos: 310:606, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa impediría esgrimir la aptitud de otros medios legales para poner término inmediatamente a la controversia.  La acción declarativa de certeza constituye la vía legal más idónea de la cual dispone la actora para proteger su derecho y que, además, se encuentra reunida la totalidad de los recaudos fijados por el art. 322 del CPCCN para su procedencia.


    Refinería del Centro S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 93/2018/16 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Falta de causa. Denegatoria del recurso. 


    Liminarmente, corresponde señalar que la circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados de la Corte (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional) no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demanda cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas.  Dichos requisitos resultan incluso revisables de oficio, porque lo contrario importaría permitir que se contraríe lo preceptuado en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional en cuanto a que la Justicia federal actúa exclusivamente ante “causas”, sin que le quepa la misión de emitir opiniones en abstracto.  Sobre la base de estos asentados principios, es importante recordar que el Tribunal ha señalado, en reiterados precedentes, que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.


    Manfrey Cooperativa de Tamberos de Comercialización e Industrialización Limitada c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2120/2017/31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidente in itinere. Remisión del expediente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Aplicación de lo resuelto en el fallo de la causa CNT 37.294/2008/2/CS1, “Manfredi, Vicente Américo c/ Talleres Gráficos Morales e hijos SACIFI s/ Despido”.


    Fewkes, Sandra Nancy c/ Zaidenberg, Carlos Rodolfo s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37937/2015/CS1, 23 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Aplicación de lo resuelto en el fallo de la causa CNT 37.294/2008/2/CS1, “Manfredi, Vicente Américo c/ Talleres Gráficos Morales e hijos SACIFI s/ Despido”.


    Fornillo, Luis Pablo c/ Mapfre Argentina A.R.T. y otros s/ Accidente - Ley especial


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 93616/2013/CS1, 23 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Ley de accidentes de trabajo. Comisiones médicas. Agotamiento de la instancia administrativa. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 044843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente-ley especial”.


    Quiroz, Analía Valeria c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 36586/2019/CA1/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Aplicación de lo resuelto en el fallo de la causa CNT 37.294/2008/2/CS1, “Manfredi, Vicente Américo c/ Talleres Gráficos Morales e hijos SACIFI s/ Despido”.


    Fleitas Barrios, Jacinta c/ Los Milagros S.R.L. s/ Accidente - Ley especial


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 3289/2020/CS1, 23 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Asistencia médica. Declaración de incompetencia. Declaración de oficio. Presentación extemporánea. Cámara de apelaciones. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas circunscripciones territoriales deben ser resueltas por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos.  La decisión del tribunal local resulta extemporánea pues fue adoptada luego de haberse dictado sentencia de primera instancia, con lo cual se superaron los límites dispuestos para el planteo de este tipo de cuestiones.  La oportunidad de los magistrados de origen para declarar su incompetencia solo puede verificarse de oficio al inicio de la acción, o bien al tiempo de resolver una excepción de tal índole, lo cual reconoce basamentos vinculados con la seguridad jurídica y la economía procesal.  Corresponde remitir la causa a la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Bahía Blanca, que no podía en esta instancia procesal declararse incompetente, máxime tratándose de una acción de amparo en la que se solicitan prestaciones de salud.  Tiene dicho la Corte Suprema, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia, la misma condición tienen los preceptos legales establecidos en pos de la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se contrapongan a principios de rango superior.


    T. O., B. M. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1295/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cobertura médica. Aumento de la cuota. Medicina prepaga. Ley federal. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en la demanda e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.  Los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones regidas por normas federales deben tramitar ante el fuero federal en razón de la materia.


    Torres López, Juan Bautista y otro c/ Casa Salud - Sistema Asistencial s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1618/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Educación presencial. Inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Radicación de expediente. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  El Tribunal ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  Es decir que las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que de por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley-, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Verdi Brusati, Alberto c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo- Incidente de apelación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1390/2021/CS1, 05 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Internación. Entes autárquicos. Competencia por la materia. Competencia civil y comercial federal. 


    La competencia atribuida a la justicia civil por la ley 23.637 es exclusiva y excluyente en cuestiones de familia y capacidad de las personas. Por ello, corresponde estar a la doctrina según la cual los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero en razón de la materia.


    S., N. E. c/ IOSFA s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3247/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Litisconsorcio pasivo. Sociedades comerciales. Lealtad comercial. Competencia desleal. Competencia federal. Falta de servicio público. Municipalidad. Código de Planeamiento Urbano. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La acumulación subjetiva de pretensiones resulta inadmisible. El hecho de que se atribuya responsabilidad a las dos personas jurídicas demandadas no exige que las cuestiones deban ser necesariamente acumuladas en un mismo expediente, ya que no se advierte razón para afirmar que no se puedan pronunciar dos sentencias útiles en cada uno de los procesos que se instruyan. Las diversas conductas a juzgar -esto es, la falta de actuación del municipio, por un lado, y la competencia desleal de la sociedad comercial, por otro- impiden concluir que los sujetos procesales pasivos estén legitimados sustancialmente en forma inescindible, de modo tal que la sentencia de mérito deba ser pronunciada indefectiblemente frente a todos ellos.  No existen, en principio, motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídica que vincula a las contrapartes no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En esa inteligencia, puede el actor demandar a cada una de aquéllas en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso.   La solución propiciada tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.  El reclamo interpuesto contra la Municipalidad debe continuar su trámite ante la justicia provincial, mientras que la pretensión formulada contra la empresa comercial debe hacerlo ante el juzgado federal correspondiente.


    Supermax S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Corrientes y otro s/ Incidente de incompetencia – amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 548/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Medicamentos. Competencia provincial. 


    Programa Incluir Salud. Cobertura de medicamento. Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1128/2018/CS1, "B, E. N. c/ Estado Nacional - Presidencia de la Nación - Agencia de Discapacidad s/ Amparo de salud".


    Si bien el Programa fue instituido en la esfera del Ministerio de Salud Nacional, algunas provincias se adhirieron al sistema para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas o graciables, reciban atención médica, situación que se da en el supuesto al haberse transferido el sistema a la órbita provincial.


    Incidente n° 1 - Actor: D., S. V. - Demandado: Programa Incluir Salud y otro s/ Incidente


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 30541/2019/1/CS1, 02 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Medida de no innovar. Saneamiento de la cuenca hídrica Matanza Riachuelo. Competencia federal. 


    Resultan aplicables los criterios sentados por la Corte en Fallos: 331:1622 y 332:2522, y M. 1569, L. XL, “Mendoza, Beatriz Silvia y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Para dilucidar las cuestiones de competencia debe estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que la actora invoca como sustento de su petición así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.   En Fallos: 331:1622 a fin de garantizar la inmediatez de las decisiones y el efectivo control jurisdiccional, la Corte atribuyó competencia al Juzgado Federal de Quilmes para conocer en todas las cuestiones concernientes a la ejecución de ese pronunciamiento y en la revisión de las decisiones finales tomadas por la Autoridad de la Cuenca.  En Fallos: 332:2522, y con el propósito de evitar el planteamiento de conflictos de competencia que comprometan directamente la pronta terminación de los procesos, la Corte también determinó la competencia de ese juzgado federal, para conocer en los asuntos de diversa índole que fueron agrupados en tres categorías: a) los concernientes a la ejecución de sentencia condenatoria de los mandatos contenidos en el programa, en el marco del plan integral de saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo, dictado exclusivamente sobre las pretensiones que tuvieron por objeto la prevención y la recomposición del medio ambiente dañado en la cuenca hídrica; b) los promovidos con el objeto de obtener la revisión judicial de las decisiones tomadas por la Autoridad de la Cuenca y c) los litigios relativos a la ejecución del plan, por acumulación; y tras declarar que este proceso produce litispendencia, la radicación de aquellos otros que encaucen acciones colectivas que tengan por objeto una controversia sobre el mismo bien jurídico, aunque sean diferentes el demandante y la causa petendi.  En la causa “Mendoza”, la Corte escindió la competencia establecida en Fallos: 331:1622, con las aclaraciones definidas en Fallos: 332:2522, distribuyendo transitoriamente la ejecución del pronunciamiento entre dos magistrados de la siguiente forma: l) El control de los contratos celebrados o a celebrarse en el marco del plan de obras de provisión de agua potable y cloacas (a cargo de AySA, ABSA y ENOHSA), del tratamiento de la basura (a cargo de CEAMSE), así como su nivel de ejecución presupuestaria, quedarán transitoriamente bajo la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal Correccional Federal n° 12, a cargo del doctor Sergio G. Torres; 2) Todas las restantes competencias atribuidas en la sentencia del 8 de julio de 2008 –con las aclaraciones definidas el 10 de noviembre de 2009– que comprenden la cuenca baja (Avellaneda, Lanús, Lomas de Zamora la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), media (Almirante Brown, Esteban Echeverría, Ezeiza, La Matanza, Merlo, Morón) y alta (Cañuelas, Presidente Perón, San Vicente, Las Heras, Marcos Paz), quedarán transitoriamente bajo la competencia del Juzgado Federal en lo Criminal Correccional n° 2 de Morón, a cargo del doctor Jorge E. Rodríguez.   La limpieza de las márgenes del río fue una de las situaciones especialmente contempladas por el tribunal para dictar en Fallos: 332:2522, aclaratorio de la competencia asignada al juzgado federal de ejecución en la sentencia definitiva de Fallos: 331:1622 y de la división de competencias dispuesta en la causa CSJ 1569/2004 (40- M)/CS2–, por lo que corresponde atenerse a la nítida diferenciación mantenida entre las acciones que tienen por objeto la tutela del ambiente como bien colectivo de aquellas otras que solo persiguen la satisfacción de intereses individuales según la precisión efectuada en los considerandos 4 y 5 de la resolución citada. En este sentido, en Fallos: 331:1622 esta Corte señaló que uno de los objetivos del Programa de Saneamiento Ambiental es la limpieza de las márgenes del río Matanza-Riachuelo.  A su vez, en el precedente de Fallos: 332:2522, el tribunal indicó que se había atribuido competencia al juzgado federal en asuntos concernientes a la ejecución de la sentencia condenatoria, en los términos del artículo 499 del ordenamiento procesal, de los mandatos contenidos en el programa de saneamiento ambiental, establecido en el pronunciamiento final, dictado exclusivamente sobre las pretensiones que tuvieron por objeto la prevención y la recomposición del medio ambiente dañado en la cuenca hídrica.  Finalmente, en la sentencia de la causa “Mendoza”, la Corte Suprema destacó la importancia de relocalizar barrios de emergencia y asentamientos poblacionales precarios, de las márgenes del río Matanza-Riachuelo. De esta manera, indicó: “deberá instarse el efectivo y completo cumplimiento del plan de erradicación y relocalización de aquellos que se encuentran ubicados sobre el denominado 'camino de sirga', aprobado por el juez de ejecución el 22 de febrero de 2011”.   En definitiva, la acción intentada (amparo con medida cautelar de no innovar) tendría una relación -directa o indirecta- con el programa integral de saneamiento de la cuenca, cuyo control se encuentra precisamente a cargo del magistrado federal de ejecución, ya que se dirige a evitar la relocalización de los actores sin contar con los servicios públicos elementales y a suspender la obra de Saneamiento del Canal Mujica llevada adelante por organismos nacionales y municipales en el marco de la causa “Mendoza”.  No obsta a la solución propuesta, que el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional Morón sea ajeno a la presente controversia, pues atañe al Máximo Tribunal, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    Ferreyra, Julio Domingo y otros c/ Municipio de Lomas de Zamora s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1040/2021/CS1, 30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción de reintegro. Obras sociales. Cobertura médica. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión, así como indagar en su origen y en la relación jurídica existente entre las partes.  Dado que el reclamo de la actora contra la Obra Social de Empleados Municipales –D.O.S.E.M.– por repetición del dinero abonado, ante la negativa de la demandada de brindarle la cobertura integral, conduciría a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médico, procede estar a la doctrina según la cual los casos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    Soberon, Laura Fabiana c/ D.O.S.E.M. s/ Cobro sumario sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 360/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Acervo sucesorio. Adquisición del dominio. Prescripción adquisitiva. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    La Corte ha explicitado que la solución del derogado artículo 3.284 del Código Civil se ajusta a lo dispuesto por el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación.   El fuero de atracción no procede respecto de las acciones tendientes a determinar la existencia de derechos reales –entre ellas, la usucapión de inmuebles–, ya que no se trata de las acciones personales de los acreedores del difunto, ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre coherederos.  El sucesorio no ejerce fuero de atracción en este litigio, habida cuenta que su objeto es la adquisición de la parte indivisa del inmueble registrado a nombre del causante, por la vía de la prescripción adquisitiva.


    Ulo Churata, Ana Agustina y otros c/ Demattei y Raccone, Luis y otros s/ Prescripción adquisitiva larga


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 44/2021/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Aplicación e interpretación de la ley. Competencia ordinaria. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Surge nítido de las constancias de la causa que aquí no se cuestiona la normativa aduanera o la actuación de la autoridad pública sino la falta de cumplimiento por parte de los demandados de una obligación que surge de un acuerdo contractual entre las partes, sin que se advierta, dentro del limitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia, que se encuentre en juego la aplicación e interpretación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata.


    Galetto, Fabian Eduardo y otro/a c/ Sea Brokers S.A. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1370/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 2589/2018/CSl, “Fantini, Leandro Adrián c/ Obra Social del Personal de Edif. de Renta y Horiz. de la Rep. Arg. s/ Cobro sumario sumas de dinero (exc. alquileres, etc.)”; y sus citas.


    Se ha configurado un conflicto negativo de competencia que debe resolver la Corte.  Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y, a esos efectos, debe atenderse a los hechos que se relatan en la demanda, y en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  Con relación a la cláusula decimoquinta del contrato firmado por los litigantes, en la que se pactó la jurisdicción federal, no cambia la solución propuesta dado que ese fuero es de excepción y no puede ser establecido por la voluntad de las partes.  Por lo expuesto, y dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deciden estas cuestiones, el proceso debe continuar su trámite ante el Juzgado Civil y Comercial de Pergamino, al que habrá de remitirse, a sus efectos.


    Asociación de Anestesiología del Norte de la Provincia de Buenos Aires c/ Obra Social del Personal de la Industria del Vestido s/ Cobro sumario sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 960/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Redeterminación de precios. Intervención de terceros. Estado Nacional. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que cuando el Estado Nacional es citado y comparece al juicio, aunque lo sea como tercero, procede que la causa continúe ante la jurisdicción federal, sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal y aun cuando intervengan otras personas no aforadas.


    José Cartellone Construcciones Civiles S.A. Iecsa S.A. Union Trans c/ Municipalidad de Vicente López s/ Pretensión anulatoria - otros juicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1651/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Contrato de transporte. Transporte aéreo de pasajeros. Incumplimiento del contrato. Competencia civil y comercial federal. 


    Puesto que la disputa se vincula con el comercio aéreo, corresponde estar a los dictámenes de esta Procuración General, a los que remitió la Corte en los autos Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.  Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.


    Zizzias, María Alejandra y otro c/ LAN Argentina S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6157/2021/CS1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Puesto que la disputa se vincula con el comercio aéreo, corresponde estar a los dictámenes de esta Procuración General, a los que remitió la Corte en los autos Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.  Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.


    Frohlich, Fernando Daniel y otros c/ Aerovías de México S.A. de C.V. s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1802/2021/CA1-CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Contrato social. Nulidad del contrato. Herencia. Acervo hereditario. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Contrato de transferencia de cuotas parte de una sociedad comercial.


    En el caso no se configura el fuero de atracción previsto por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación, toda vez que la demanda no se dirige contra la sucesión, ni se trata de alguno de los supuestos previstos en dicho cuerpo legal. El instituto del fuero de atracción sólo resulta aplicable respecto de aquellas acciones donde el causante resulta demandado, es decir en forma pasiva, como un modo de concentrar ante el juez de la sucesión, todos los juicios seguidos contra él que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio.


    Álvarez Borda, Juan José c/ Álvarez, Juan José y otros s/ Nulidad de acto jurídico


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1700/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Contratos comerciales. Plan de ahorro previo. Medidas cautelares. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1251/2020/CS1, “Ojeda, Francisco José Antonio y otros c/ FCA S.A. de Ahorro para Fines Determinados y otros s/ Medida cautelar”.


    La Acordada CSJN 12/2016 exige que el expediente sea remitido sin demora al juez ante el cual tramita el proceso inscripto con anterioridad, y que presente una sustancial semejanza en la afectación de los derechos de incidencia colectiva. Ello contribuye a despejar el peligro de sentencias contradictorias, y la posibilidad de que dentro de idéntico conjunto de beneficiarios del sistema, algunos obtengan el beneficio de ciertas pretensiones y otros resulten excluidos.


    Almeida, Cecilia Alejandra y otros c/ FCA S.A. Ahorro para Fines Determinados y otros s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1118/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Curatela. Sentencia condenatoria. Prisión. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    En consonancia con lo decidido en los antecedentes de Fallos: 323:1531, "Alonso" y 332:908, "A. R.", corresponde conferir intervención al foro del lugar de residencia del causante.  No obsta a la solución propuesta que los tribunales de Mercedes sean ajenos a la presente controversia, pues atañe a la Corte Suprema, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    L., J. A. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1772/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y, a esos efectos, debe estarse a los hechos que se relatan en la demanda, y en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  El forum conexitatis estatuido por el artículo 6° del Código ritual posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales sobre competencia e importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro órgano, dada la conveniencia de concentrar en un tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica.  La Corte ha indicado que, si las acciones se originan en un mismo hecho, un accidente de tránsito, razones de conexidad y seguridad jurídica aconsejan que ambos litigios tramiten ante un mismo tribunal, aunque no se configure estrictamente la triple identidad que requiere el artículo 188 del Código Procesal, al concurrir ciertos elementos objetivos comunes que tornan aconsejable que un solo juez intervenga en ellos a fin de conjurar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.  El artículo 189 del Código Adjetivo determina que: “La acumulación se hará sobre el expediente en el que primero se hubiese notificado la demanda”.


    Abiricha, Gabriela Leila y otro c/ Ferrandi, Mariana y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91528/2015/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Primera instancia. Juez previniente. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Con arreglo a lo establecido en el art. 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, el órgano legalmente facultado para dirimir la contienda es la Cámara Nacional en lo Civil, la cual reviste la calidad de tribunal de alzada del magistrado que previno.


    Rodríguez, Cristian Héctor c/ Neologística S.R.L. s/ Otros reclamos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 90825/2018/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cobertura médica. Cuestión de derecho público local. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.  Si bien el Programa Incluir Salud fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, adhirieron al régimen para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que incumbe al ámbito de esta ciudad, la resolución 1862/11 del Ministerio de Salud de la Nación, aprobó la transferencia de los recursos financieros para la ejecución del Programa Incluir Salud para la atención de los beneficiarios residentes en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En ese marco, fue creada la FACOEP en el ámbito del Ministerio de Salud de la Ciudad de Buenos Aires que gestiona el convenio antes referido.  En consecuencia, el sujeto pasivo de la relación jurídica resulta ser la unidad de gestión de la jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y no la Agencia Nacional de Discapacidad, organismo descentralizado en la órbita de la Secretaría General de la Presidencia de la Nación al que por decreto 160/18 se le transfirió el Programa Federal Incluir Salud, que no sería parte sustancial en el juicio.   En cuanto a la competencia por la materia, la Corte ha sostenido que la materia del debate es propia del derecho público local. Se excluye del concepto de “causa civil” a los supuestos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los perjuicios derivados de la presunta “falta de servicio” de un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación concierne al derecho administrativo. Es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en tales casos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria normas de derecho común o principios generales del derecho.  La causa debe tramitar ante los tribunales con competencia ordinaria de la ciudad, donde, por otro lado, tuvo lugar la denegatoria de la prestación de la afiliada que originó la presente demanda de daños y perjuicios, y donde, además, se domicilian las demandadas.  La justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulta competente para asumir el conocimiento de la presente causa, en razón de la persona aquí demandada y por la materia en debate.  No obsta a la solución que se propicia, que los tribunales en lo contencioso administrativo y tributario de la ciudad sean ajenos a la presente controversia, pues atañe a la Corte, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.


    F, N. c/ T., R. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 83333/2019/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Contrato de distribución. Gas licuado. Cuestión de derecho común. Competencia nacional. 


    Cabe precisar que para dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como sustento de la pretensión.  Corresponde a la justicia ordinaria conocer en la causa, en virtud de que el reclamo no se sustenta en el régimen específico de la ley 24.076 –que regula el transporte y distribución del gas natural- sino que la solución del asunto requerirá, sustancialmente, la interpretación y aplicación de normas de derecho común.


    Distribuidora Pereyra S.A. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales GAS S.A. s/ Rescisión de contrato


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 2667/2020/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Contrato de transporte. Transporte aéreo de pasajeros. Incumplimiento del contrato. Competencia federal. 


    Puesto que la disputa se vincula con el comercio aéreo, corresponde estar a los dictámenes de esta Procuración General, a los que remitió la Corte en los autos Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.  Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.


    Bengalea, Adrián c/ Aerovías del Continente Americano S.A. AVIANCA s/ Daños y perjuicios incumplimiento contractual (exc. Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2272/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Puesto que la disputa se vincula con el comercio aéreo, corresponde estar a los dictámenes de esta Procuración General, a los que remitió la Corte en los autos Comp. 973, L. XLIV, “Civelli, Silvia c/ Iberia Línea Aérea de España s/ Daños y perjuicios”; y CSJ 3953/2015/CS1, “Zulaica, Alberto c/ Air Europa Líneas Aéreas SA y otro/a s/ Cumplimiento de contrato”.  Atañe al fuero federal el juzgamiento de los asuntos relacionados principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o de cosas, de un aeródromo a otro y sujetas a los preceptos del Código Aeronáutico, su reglamentación y las disposiciones operativas de la autoridad aeronáutica.


    Goya, Rocío Ayelén y otro c/ Aerovías de México S.A.C. de C.V. s/ Daños y perjuicios


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 11006/2020/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Daño moral. Daño punitivo. Cobertura médica. Medicina prepaga. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como apoyo de la pretensión, así como indagar en el origen y la relación jurídica existente entre las partes.  Sin perjuicio de que la acción se haya formalizado por la vía de un reclamo de daños y perjuicios, los extremos disputados conducirán, en suma, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud organizado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. Así, procede estar a la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por preceptos federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.  La circunstancia de que a través del reclamo se persiga la reparación de los daños derivados de la negativa de suministrar la cobertura médica solicitada, a los que se alude en la demanda como “daño moral” y “daño punitivo”, no obsta a la solución propuesta, pues ello no permite desnaturalizar la relación de derecho existente entre las partes, la que trasciende a la relación de consumo.  Razones de economía procesal y seguridad jurídica determinan que sea un solo tribunal el que entienda en este proceso y en el de autos “Burla, María Raquel c/ OSDE s/ Leyes Especiales”, en trámite ante la justicia federal de Mar del Plata, ya que tienen como común denominador el contrato de la medicina prepaga, a fin de conjurar el peligro de sentencias contradictorias o que las que recaigan en uno de ellos hagan cosa juzgada respecto de cuestiones ya planteadas en el otro.


    Incidente Nº 1 - Actor: Burla, María Raquel Demandado: OSDE s/ Incidente


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22373/2019/CS1, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Préstamo bancario. UVA. Competencia nacional. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen y la relación jurídica existente entre las partes.  Prima facie, la relación jurídica que da origen al conflicto se vincula con obligaciones de la entidad bancaria en relación con el consumidor financiero y en el marco de un contrato de préstamo bancario. En ese sentido, de la exposición de los hechos realizada en el escrito de inicio resulta, en suma, que lo que aquí se cuestiona es la conducta y la responsabilidad del banco en el contexto de una relación jurídica entre particulares de naturaleza eminentemente comercial y con sustento principal en la Ley de Defensa al Consumidor y en las normas del Código Civil y Comercial que rigen la materia.  Por lo demás, resulta prematura la declaración de incompetencia en razón de la persona, en tanto esa prerrogativa sólo puede ser ejercida por aquél en cuyo favor se ha establecido, si así lo estimare oportuno, al momento de contestar la demanda.


    Giacinto, Yesica Maida c/ Banco de la Nación Argentina s/ Daños y perjuicios


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22663/2019/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Mala praxis. Domicilio del demandado. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, para esclarecerlos, es preciso atender a la exposición de los hechos incluida en la demanda y, en tanto se adecue a ellos, al derecho invocado.  El litigio debe tramitar ante el fuero nacional, toda vez que se demanda a una clínica y a tres médicos por una supuesta mala praxis profesional y al menos uno de ellos se domicilia en esta Ciudad.  La conexidad configura una excepción a las reglas generales sobre competencia contenidas en el código ritual, desde que importa el desplazamiento del juez natural en favor de otro magistrado, y se funda en la necesidad de conjurar el escándalo jurídico que podría implicar el dictado de sentencias contradictorias en causas relacionadas. De ello se sigue, por un lado, que su aplicación debe llevarse a cabo con criterio riguroso y, por otro, que no procede una vez finalizado el litigio conexo ya que la reasignación carecería de sentido práctico e incumbe rechazarla cuando no apareja economía procesal ni se ve beneficiada la actividad de los litigantes y de sus letrados y resulta inocua para morigerar los gastos causídicos.  La diligencia del secuestro de la historia clínica, llevada a cabo en el foro provincial, no autoriza a concluir, sin más, que este litigio deba quedar radicado en aquella jurisdicción por motivos de conexidad o que se hallaba precluida la etapa para replantear la competencia. La actora, ofreció el expediente preliminar como una prueba informativa y en función del domicilio de uno de los demandados, optó por los tribunales con sede en esta Ciudad.  La eventual existencia de una vinculación instrumental, debida al material probatorio que la medida previa pueda aportar a esta causa, no alcanza para justificar su desplazamiento, pues bastará que el juez requiera las copias autenticadas correspondientes o la remisión del expediente ad effectum videndi et probandi, sin que por ello se vea afectado el principio de economía procesal.  Si bien el artículo 6, inciso 4, del Código ritual subordina la determinación de la competencia en las diligencias preliminares a la del juez que debe entender en el proceso principal, lo concreto es que el diligenciamiento de estas medidas no define la jurisdicción del magistrado interviniente pues, cuando los hechos de la causa así lo justifican, pueden iniciarse, incluso, ante un tribunal incompetente y del resultado de ellas podría surgir que sea otro órgano a quien incumba intervenir en la futura pretensión.


    M., D. y otros c/ C. M. L. C. y otros s/ Daños y perjuicios responsabilidad de profesionales médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 75551/2019/CS1, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Obras sociales. Prestaciones de la obra social. Conservación del empleo. Indemnización por despido. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    La solución de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión, su origen y la relación jurídica existente entre las partes.  Incumbe a la justicia federal entender en la causa, en tanto resulta accionada una obra social comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1 y 2 de la ley 23.660 y 2,15 y 38 de la ley 23.661, y puesto que el actor la demanda por no haber cumplido, en tiempo y forma, las prestaciones médico-asistenciales a las que, según argumenta, estaba obligada, lo que habría desencadenado la pérdida de su empleo sin indemnización, con lo cual el reclamo involucra la inteligencia de las leyes federales referidas.


    Sánchez Gutiérrez, Jorge Milton c/ OSPERYH s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 100542/2019/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Servicios de comunicación audiovisual. Servicio de radiodifusión. Competencia federal. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellas, el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.   Más allá de que el actor pretenda un resarcimiento económico cuyo reconocimiento se basa en la aplicación de normas de derecho común, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige determinar, en forma previa, lo vinculado a las licencias que se habrían otorgado y al modo en que las demandadas ejercen los derechos que derivan de ellas, lo que requiere interpretar las normas de naturaleza federal que regulan todo lo atinente a la prestación de servicios de comunicación audiovisual, para así verificar si las demandadas incurrieron en alguna conducta ilícita que justifique la pretensión indemnizatoria.  Ello es así, en virtud de la reiterada jurisprudencia que sostiene la procedencia del fuero de excepción ratione materiae, cuando la pretensión esgrimida por la actora se relaciona con el sentido, alcance y aplicación de normas federales como son las que regulan los servicios de radiodifusión.


    Muñoz, Vicente Braulio c/ Chomicki, Claudia s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 659/2021/CS1, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Servicios eléctricos. tarifa de servicios públicos. Facturación de servicios públicos. Facturación errónea. Facturación excesiva. Medidor de luz. Competencia civil y comercial federal. 


    La solución de los conflictos de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial, e indagar sobre la naturaleza de la pretensión.  La cuestión debatida no se reduce a la relación contractual entre particulares ni se trata de una mera desavenencia comercial entre un usuario y una prestadora de un servicio público, desde que la solución del pleito requiere el análisis del alcance de las normas que conforman el marco regulatorio de la actividad –ley 24.065, decreto 1398/92 y resolución 525/2017 del Ente Nacional Regulador de la Electricidad–.  Corresponde a la competencia del fuero de excepción en tanto se alegan presuntas irregularidades en el funcionamiento en las instalaciones de suministro de luz lo cual condujo a facturación sin causa.


    Texeira, Gimena c/ Edesur S.A. s/ Daños y Perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1677/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Deber de prevención del daño. Publicación o reproducción de ofensas. Redes sociales. Facebook. Competencia civil y comercial federal. 


    Redes virtuales interjurisdiccionales. Cuestión análoga a Fallos: 328:1252, “Svatzky”; 328:4087, “P., S. A.”; 330:249, “Rondinone”; 340:39, “Vecchi”; 340:815, “Brusco”; y Comp. 712, L. XLIX, “Pérez Redrado”, –entre otros-.


    A los fines de dilucidar las cuestiones de competencia corresponde atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  Ha resuelto la Corte que en los casos en los que se pretende eliminar datos que obran en bases de información de internet –interconectadas en redes virtuales interjurisdiccionales–, resulta competente la justicia federal, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 36, inciso b), de la ley 25.326.  Cuando la competencia de la justicia federal surge en función de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria.


    Acin, Walter Hernán c/ Belaustegui, Martín Alberto s/ Acción preventiva de daños


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2544/2021/CS1/CA1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Derechos del consumidor. Contratos comerciales. Compraventa de automotores. Plan de ahorro previo. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La pretensión tiene sustento en los derechos de los actores como consumidores, por lo que resulta competente la justicia provincial dado que la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, derivadas de un vínculo contractual de índole comercial que vincula a los accionantes con la compañía oferente de planes de ahorro previo demandada. En ese sentido, no se advierte, prima facie, que la resolución del caso exija necesariamente precisar el sentido y alcance de normas contenidas en leyes federales.  La causa no presenta los elementos de interjurisdiccionalidad que pueden surtir la competencia federal, pues se trata de una acción de alcance individual, basada en la relación contractual de índole comercial que mantienen los actores con las firmas demandadas, no obstante que el sistema de ahorro previo utilizado se integre con otros ahorristas, extraños a esta litis, domiciliados en distintos puntos del país.


    Fernández, Juan José y otros c/ Volkswagen S.A. Ahorro para Fines Determinados s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1575/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Plan de ahorro previo. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La pretensión tiene sustento en los derechos del actor como consumidor, por lo que resulta competente la justicia provincial dado que la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común derivadas de un vínculo contractual de índole comercial que vincula a los accionantes con la compañía oferente de planes de ahorro previo demandada. En ese sentido, no se advierte, prima facie, que la resolución del caso exija necesariamente precisar el sentido y alcance de normas contenidas en leyes federales.   La causa no presenta los elementos de interjurisdiccionalidad que pueden surtir la competencia federal, pues se trata de una acción de alcance individual, basada en la relación contractual de índole comercial que mantiene el actor con las firmas demandadas, no obstante que el sistema de ahorro previo utilizado se integre con otros ahorristas, extraños a esta litis, domiciliados en distintos puntos del país.


    Alcaraz, Cristian Darío c/ Plan Rombo S.A. de Ahorro para Fines Determinados s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1576/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Despido. Liquidación final. Certificado de trabajo. Rubros indemnizatorios. Litispendencia. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.  Corresponde estar a lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, en cuanto prevé que “la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y “se requerirá… que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia.  Las cuestiones debatidas son exclusivamente de naturaleza laboral. Ambos procesos, tanto el radicado en jurisdicción bonaerense por consignación de liquidación final y certificados laborales, como el sustanciado en el fuero nacional en que se reclama el pago de indemnizaciones y rubros derivados del despido y certificados del artículo 80 de la Ley de Contrato de Trabajo, deben seguir su trámite en sede provincial.


    Ferreyra, Maximiliano Armando c/ Queija S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 75872/2016/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Distribución de gas. Cobro de sumas de dinero. Cuestión de derecho común. Competencia ordinaria. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y solo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Corresponde a la justicia ordinaria conocer en el reclamo formulado por la actora en su condición de licenciataria del servicio de distribución de gas natural por redes, quien pretende que AXXE S.A. (subdistribuidora de gas natural) le abone una cierta suma de dinero, que tiene origen en diversas facturas liquidadas con motivo de la prestación del aludido servicio público, que se encontrarían impagas, en virtud de que no se sustenta en el régimen específico de la ley 24.076 -que regula el transporte y distribución del gas natural- sino que, por el contrario, la solución del asunto importará esencialmente la interpretación y aplicación de normas de derecho común.   Tampoco se ha demostrado que el incumplimiento del pago de las facturas afecte o haya podido afectar, de modo alguno, el servicio público que presta la demandante.


    Camuzzi Gas Pampeana S.A. c/ AYTE S.A. s/ Ordinario


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6395/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Docentes. Universidades. Horas cátedra. Liquidación de haberes. Excusación. Declaración de oficio. Competencia por el territorio. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    El conocimiento del asunto corresponde a la justicia federal en razón de la materia y de la persona.   Según lo dispuesto por los arts. 1° y 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la competencia territorial en asuntos exclusivamente patrimoniales puede ser prorrogada por acuerdo de las partes, expresión de la voluntad que puede surgir de convenio escrito mediante el cual los interesados hayan manifestado explícitamente su decisión de someterse a la competencia del juez a quien acuden, o bien del hecho de que el actor entable la demanda y el demandado la conteste, deje de hacerlo u oponga excepciones previas sin articular la declinatoria. Asimismo, el art. 4° del mismo cuerpo legal establece que en los asuntos exclusivamente patrimoniales no procederá la declaración de incompetencia de oficio, fundada en razón del territorio.  Tales disposiciones resultan de aplicación al caso, toda vez que la pretensión del actor consiste en obtener el reconocimiento y pago de la carga de cincuenta horas semanales por las que prestó servicios en dicha institución universitaria, por todos los períodos no prescriptos, considerando las actividades y la carga horaria desarrollada como equivalentes a una dedicación exclusiva más una dedicación simple y, asimismo, solicitó que ellas se acumulen al cargo de profesor asociado en el que se desempeña, lo cual demuestra que el objeto del juicio tiene un contenido esencialmente patrimonial. En tales condiciones, la inhibición decretada de oficio por la Cámara Federal de Bahía Blanca resulta improcedente.


    Molina, Alejandro Hector c/ Universidad Tecnológica Nacional s/ Educación Superior - Ley 24.521 - Artículo 32


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16554/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Empresa telefónica. Telecomunicaciones. Justicia nacional en lo comercial. 


    De las constancias de la causa no surge que ha quedado debidamente trabada en este caso una contienda negativa de competencia, que corresponda dirimir a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.  Corresponde señalar que, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  La pretensión se circunscribe a un reclamo dinerario centrado en aspectos propios del derecho comercial, con fundamento prioritario en la ley 24.240 y modificatorias, que integran el derecho común, sin advertir, dentro del limitado marco cognoscitivo en que se resuelven las cuestiones de competencia, que sea necesario interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal como las leyes 19.798, 27.078 o sus normas reglamentarias, regulatorias del servicio de tecnologías de la información y las comunicaciones.  Ello así, toda vez que la jurisdicción federal es un fuero de excepción y, al no constatarse en autos una causa específica que lo haga surgir, opino que el pleito debe proseguir su trámite ante la justicia nacional en lo comercial.  Cabe recordar que es conocida la facultad de esa Corte para declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en el conflicto, pues esa es una atribución excepcional de que goza como órgano supremo de la magistratura.


    Serra, Rodolfo Alberto C/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Incumplimiento de servicio de telecomunicaciones


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 20445/2021/CS1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Escrituración. Quiebra. Fuero de atracción. Interpretación de la ley. Justicia nacional en lo comercial. Competencia comercial. 


    El artículo 132 de la ley 24.522 adopta la regla del fuero de atracción al disponer que la declaración de quiebra atrae al juzgado en el que ella tramita todas las acciones judiciales iniciadas contra el fallido por las que se reclamen derechos patrimoniales. Luego, excluye de esa regla a “los casos indicados en el artículo 21 inciso 1) a 3) bajo el régimen allí previsto ".  En especial, el artículo 21, inciso 2), contempla la situación de los procesos de conocimiento “en trámite” y de los juicios laborales. El régimen que prevé para esos supuestos –al que remite el artículo 132– implica exceptuarlos de la suspensión del trámite del juicio, de la radicación en el juzgado del concurso y de la imposibilidad de iniciar nuevas acciones. Para el caso de los procesos de conocimiento, a diferencia del supuesto de los juicios laborales, el legislador consideró dirimente para apartarse del principio de universalidad que guía el principio general receptado en los artículos 21 y 132, el hecho de que se trate de un juicio “en trámite”.


    Mendoza, Marta Gladys c/ Los Bordos S.A. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 616/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Exhortos. Contratos de consumos. Incumplimiento del contrato. Designación de perito. Cuestión de derecho común. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene dicho que en el exhorto, medio de comunicación entre órganos judiciales, debe existir, como regla, identidad o analogía entre la competencia por razón de la materia del exhortante y del exhortado.  Corresponde conocer al juzgado con competencia ordinaria, por cuanto el exhorto fue librado por el juzgado con competencia análoga de la provincia de Misiones, ante quien tramita el proceso principal. Además, el objeto del juicio no excede el marco del derecho común, en tanto versa sobre el alegado incumplimiento de un contrato de consumo entre particulares.


    Telecom Argentina S.A. c/ Silva, Luis Carlos s/ Exhorto


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 79072/2019/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Hábeas data. Banco de datos. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa CCF 012181/2019/CA1-CS1, “Saqueta Melo Escobar, Matías Sebastián c/ Edesur S.A. y otros s/ Amparo”.


    La Ley de Protección de Datos Personales 25.326 establece la competencia federal sólo en los casos en los que se persigue acceder a datos o contenidos que constan en bases públicas de información o interconectadas en redes interjurisdiccionales.  El uso de las herramientas digitales que indica el juez local –portal y correo electrónico– no alcanza para determinar la existencia de bases de información vinculadas a redes que integren diversas jurisdicciones.   El fuero federal es de carácter excepcional, y se encuentra circunscripto a los casos que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, cuya interpretación debe ser restrictiva.


    Grasso, Adrián Carlos c/ Círculo de Inversores S.A. de Ahorro para Fines Determinados s/ Hábeas Data


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1864/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Información errónea o desactualizada. Base de datos. Ley de protección de datos personales. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga a Fallos: 328:1252, “Svatzky”.


    El artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, prevé que intervendrá el fuero federal si los datos que se pretenden suprimir constan en archivos interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Castro Paredes, Carlos Alberto c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A.U. s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6579/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Hospitales militares. Asistencia médica. Derecho a la salud. Muerte del paciente. Cuestión abstracta. Competencia civil y comercial federal. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.  El reclamo por atención médica ajustada a la patología que presenta el paciente, a fin de garantizar su derecho a la salud, son aspectos que se hallan regidos por normas de índole federal concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, por lo que el caso debe tramitar ante el fuero civil y comercial federal ratione materiae.  La supervisión de la calidad de la atención y las prestaciones brindadas por los hospitales militares a los afiliados del Instituto de Obra Social de las Fuerzas Armadas (IOSFA), dentro de los cuales se halla Hospital Militar Central demandado, es competencia del Director Asociado designado por el Directorio del IOSFA. Dicho instituto se ubica en el ámbito de fiscalización y control del Ministerio de Defensa, que actúa como autoridad de aplicación y garantiza a sus afiliados las prestaciones que tienen como base de referencia el catálogo del Programa Médico Obligatorio. Ello refuerza la improcedencia de la competencia de la justicia local, toda vez que el nosocomio en cuestión no depende del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  La muerte del paciente, si bien sobreviniente a la remisión del expediente a esta Procuración General, podría tornar abstracta la cuestión debatida en autos, por lo que se sugiere la inmediata remisión del expediente al tribunal competente, a sus efectos.


    B., G. A. c/ Hospital Militar Central Cirujano Mayor Dr. Cosme Argerich s/ Amparo – salud - medicamentos y tratamiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 691/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Incumplimiento de contrato. Plan de ahorro previo. Competencia provincial. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, sólo en la medida en que se adecue a ellos, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  Resulta competente la justicia provincial para conocer de la pretensión que tiene sustento en los derechos del actor como consumidor, dado que la controversia planteada involucra cuestiones que no exceden el ámbito del derecho común, derivadas de un vínculo contractual de índole comercial que vincula al accionante con la compañía oferente de los planes de ahorro previo. No se advierte, prima facie, que la resolución del caso exija necesariamente precisar el sentido y alcance de normas contenidas en leyes federales.  La causa no presenta los elementos de interjurisdiccionalidad que pueden surtir la competencia federal, pues se trata de una acción de alcance individual, basada en la relación contractual de índole comercial que mantienen los actores con las firmas demandadas, no obstante que el sistema de ahorro previo utilizado se integre con otros ahorristas, extraños a esta litis, domiciliados en distintos puntos del país.


    Berenguel, Germán Rodrigo c/ Chevrolet S.A de Ahorro para Fines Determinados y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1446/2021/CS1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Buque de bandera nacional. Competencia federal. 


    Los conflictos de competencia entre los tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos mediante la aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar, inicialmente, la exposición de los hechos efectuada en la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.  En ese contexto, resulta aplicable la doctrina del Tribunal erigida sobre la base, principalmente, de los artículos 610 y 616 de la Ley 20.094 y 116 de la Constitución, que asigna competencia a los tribunales federales para conocer en las acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional, toda vez que se acciona a raíz del supuesto infortunio sufrido por el reclamante mientras prestaba tareas a bordo de una embarcación destinada a la navegación interjurisdiccional.


    Beván, Sergio Daniel c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2160/2021/CS1, 13 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Internación. Menores. Competencia provincial. 


    El proceso autónomo de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del sitio en el que se cursa la internación. Es doctrina de la Corte que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado, a la par de que favorece la concentración de las diligencias dirigidas a determinar el estado de salud, con lo que elimina las gestiones procesales superfluas y onerosas y evita demoras en la adopción de decisiones relativas a la libertad ambulatoria del interesado.  Si el imputado ingresó en una Comunidad Terapéutica, sita en la localidad de Olavarría, a fin de realizar un tratamiento integral por sus adicciones, resulta aconsejable, en pos de una mayor eficacia de la tarea de supervisión, que los jueces de ese foro lleven adelante el pertinente control legal.


    E., B. M. s/ Control de internación Ley 26.657


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 71040/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Obras sociales. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSS 28736/2008/CS1, "Rojas, Juan Ramón y otros c/ EN - M. de Defensa - EMGE - IOSE s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg.”.


    Merlo, Silvia Susana c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Sumarísimo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5873/2020/CS1, 23 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Legitimación pasiva. Competencia civil y comercial. 


    No resulta aplicable el fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la ley 24.522, pues la sociedad concursada reviste -en el caso- el carácter de actora y no de demandada, tal como requiere el artículo citado para su procedencia.  En efecto, la atracción del concurso respecto de los juicios de contenido patrimonial, opera sólo en forma pasiva, o sea, respecto de acciones iniciadas contra el concursado y no por las que éste pudiera promover.  El Tribunal sostuvo que el fuero de atracción del proceso universal es un instituto que produce el desplazamiento de la competencia natural, razón por la cual su aplicación queda habilitada para los supuestos que taxativamente reconoce la norma concursal, o en circunstancias excepcionales que permitan -fundadamente- modificar dicha regla.


    PCSJB S.A. c/ Méndez, Miguel Leandro y otros s/ Medidas cautelares (traba/ levantamiento)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1810/2020/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Contenido de sitios de Internet. Competencia federal. 


    La cuestión principal resulta análoga a los Fallos: 328:1252, “Svatzky”; 328:4087, “P., S. A.”; 330:249, “Rondinone”, 340:39, “Vecchi”; 340:815, “Brusco”, y, más recientemente, CIV 28340/2019/CS1, “Camargo, Julieta Lorena c/ Valles, Pablo Luis s/ Daños y perjuicios”.


    A los fines de dilucidar las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  En los casos en los que se pretende eliminar datos que obran en bases de información de internet –interconectadas en redes virtuales interjurisdiccionales–, resulta competente la justicia federal, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 36, inciso b), de la ley 25.326.  En este punto, cuando la competencia de la justicia federal surge en función de la materia, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria.


    D. S. C., A. T. y otro c/ F., S. M. s/ Medidas cautelares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 49006/2021/CS1, 05 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Herrera, Eduardo Adrián y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 902/2021/CS1, 21 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor proveer.


    Carlome, Gabriela Alejandra y otros c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 749/2021/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Mutuo comercial. Incumplimiento contractual. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Las reglas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público puesto que tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario, tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, y no pueden ser dejadas de lado ni siquiera por convención de las partes.  La sucesión atrae las acciones por deudas personales del difunto mientras subsista la indivisión hereditaria, cuyo cese se produce con la partición de los bienes debidamente inscripta.  Dado que en el caso se persigue el cobro de un crédito de fecha anterior al deceso de la causante y que el último trámite cumplido en la sucesión se dirige a notificar el proveído por el cual se cita al comparendo de los presuntos herederos, sin que hasta la fecha se haya verificado una eventual partición de la herencia, continúa operando el fuero de atracción y procede remitir el caso al tribunal donde tramita el sucesorio de la firmante del título cuya ejecución se pretende.


    Ferrante, Norma Susana c/ Dellagogna, Fernando Oscar s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1777/2021/CS1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Régimen de retiros. Fuerzas de seguridad. Competencia federal. Seguridad social. 


    Para determinar la competencia se debe atender a la exposición de los hechos realizada en la demanda y luego, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como apoyo del planteo, así como a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.  De la exposición de los hechos que la parte actora hace en su demanda no surge que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires resulte parte en el sub lite, en tanto no resulta demandada, ni fue resuelta la citación como tercero solicitada por la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal. Este requisito resulta ineludible, a la luz de lo establecido por los artículos 1 y 2 del Código Contencioso Administrativo y Tributario local, para que proceda la competencia del fuero local.  Sentado ello, resulta competente el fuero federal de la seguridad social para conocer en la presente demanda que versa sobre la aplicación de los regímenes de retiro y jubilaciones de las fuerzas de seguridad, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 2, inciso c), de la ley 24.655.   No obsta a la solución propuesta lo convenido por la Ciudad de Buenos Aires y la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina, en el Acta Acuerdo 132, respecto de la jurisdicción de la justicia contencioso administrativo federal para entender en conflictos derivados de la interpretación y ejecución de ese contrato, pues esa disposición tiene efectos entre las partes que suscribieron el acta.


    Osorio, Marcelo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1198/2021/CS1, 13 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Internación. Principio de inmediación. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    El artículo 36 del Código Civil y Comercial establece que la solicitud de declaración de incapacidad o de restricción de la capacidad se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se inicia el juicio o ante el tribunal del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento.  En ese marco interpretativo y aun cuando el proceso se inició en 1996 ante el foro donde entonces residía la causante, adquiere una singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que la Corte Suprema ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional.  El Código Civil y Comercial de la Nación asigna al juez la obligación de revisar periódicamente la sentencia sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y de garantizar la inmediatez con el interesado, entrevistándolo personalmente y salvaguardando la accesibilidad y los ajustes razonables que requiera. Asimismo, según el artículo 35, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al interesado.  La cercanía física facilita la concreción del fin de la norma e incide en la concentración procesal y en los demás aspectos prácticos característicos de este tipo de causas, que exigen particular celeridad y eficacia. Es que la labor atribuida a los jueces por el código va más allá de una aproximación para tomar vista, pues implica un ejercicio de evaluación y de seguimiento cuyo adecuado despliegue está, en principio, vinculado con el lugar en donde habita establemente la persona; máxime, cuando el desenvolvimiento de los profesionales involucrados podría verse dificultado fuera del ámbito territorial para el que fueron designados.  No se advierte que un cambio en la competencia vaya a generar perjuicio alguno a la interesada, ni a sus posibles apoyos.  Atendiendo al alcance del principio de inmediatez que integra la garantía constitucional de acceso a una tutela judicial efectiva, el Juzgado de Familia de San Isidro, es el que se halla en mejores condiciones para continuar el proceso de determinación de capacidad.  En cuanto a la conexidad con relación a la causa “M., D. s/ internación”, expediente 145/2021, las razones de conexidad resultan evidentes ya que la decisión que se adopte en la presente causa tendrá consecuencias directas sobre el control de internación, a la vez que ese proceso corresponde al juez del sitio en el que esta se cursa.


    M., D. M. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 89565/1996/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Seguro de caución. Medidas cautelares. Inhibición general de bienes. Contrato de suministros. Policía federal. Juicios en que la Nación es parte. Competencia contencioso administrativa. Cámara nacional de apelaciones. Competencia federal. 


    De conformidad con la jurisprudencia de la Corte en relación con la aplicación del artículo 20, segundo párrafo, de la ley 26.854, todo conflicto de competencia planteado entre un juez nacional en lo contencioso administrativo federal y un juez de otro fuero debe ser resuelto por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Tutelar Seguros S.A. c/ Ipstream S.A. y otros s/ Medida cautelar (autónoma)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4300/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Técnicas de reproducción humana asistida. Obras sociales. Cobertura médica. Gastos médicos. Reintegro de gastos. Ley federal. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    En la tarea de esclarecer la contienda es necesario atender a los hechos que se relatan en la demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como indagar en su origen y naturaleza y en la relación de derecho existente entre las partes.  La determinación de la pertinencia de la cobertura y, por ende, del reintegro del dinero oportunamente erogado por la actora, conduce, en definitiva, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. Así, corresponde estar a la doctrina según la cual los casos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    G., M. B. c/ Sancor Salud S.A. s/ Civil y comercial - varios


    FSA-Justicia Federal de Salta, 2494/2019/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    



    Transferencia del automotor. Competencia civil. 


    Para determinar la competencia se debe atender, principalmente, a la exposición de los hechos realizada en la demanda y después, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  Corresponde conocer en autos al fuero nacional en lo civil, toda vez que el actor pretende que se conmine al demandado a cumplir con las obligaciones establecidas para la transferencia del rodado, cumplir con las cargas derivadas del contrato de compraventa celebrado por las partes.  El reclamo no se dirige contra el Registro Nacional de la Propiedad Automotor ni cuestiona acto alguno emanado de ese órgano de aplicación en la materia.  Por lo expuesto, y dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deciden estos conflictos, las actuaciones deben quedar radicadas ante el Juzgado Nacional en lo Civil, al que habrán de remitirse, a sus efectos.


    Sánchez, Cristian David c/ Rodríguez Gramigni, Omar Eduardo s/ Transferencia e inscripción automotor


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 49184/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Usurpación. Ferrocarriles nacionales. Dominio del Estado. Competencia federal. 


    Según se desprende de lo informado por la Administración de Infraestructura Ferroviaria S.E. en la causa FCB 924/2019, lo cierto es que se trataría de un inmueble del Estado nacional, tal como reconocen los jueces que participan en la contienda, por lo que, de momento, no puede descartarse que la supuesta usurpación investigada afecte de manera directa el patrimonio de la Nación, lo que hace surtir la jurisdicción de la justicia de excepción.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Guillermo – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1397/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Decretos provinciales. Coronavirus. Control sanitario. Inhibitoria. Superior Tribunal de Justicia. Juzgados federales. Sentencia definitiva. Desplazamiento de la competencia. Cosa juzgada. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Radicación del expediente. 


    Programa de Ingreso Ordenado y Administrado de Personas a la Provincia de Formosa.


    La resolución que debe ser considerada como la definitiva a los fines de la traba del conflicto positivo de competencia promovido por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Formosa es el fallo 12.148 dictado el 13 de noviembre de 2020, mediante el cual dicho órgano judicial local individualizó concretamente las causas respecto de las cuales pretendía que los juzgados federales con asiento en aquella provincia se inhibieran de seguir conociendo.   La existencia de una contienda positiva de competencia presupone que el tribunal requirente se atribuya el conocimiento de una causa concreta en trámite ante el tribunal requerido, en cuyo marco este último pueda resolver si acepta, o no, la inhibición pretendida.  Las decisiones del Superior Tribunal de Justicia formoseño anteriores al fallo 12.148 carecieron de la individualización concreta de los procesos judiciales respecto de los cuales se afirmaba la competencia de la justicia provincial para entender en ellos.  La Corte tiene dicho que las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, lo cual responde a la necesidad de fijar límites a los desplazamientos de jurisdicción, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviar los derechos de defensa y de propiedad, siempre que haya mediado la tramitación de un proceso judicial en que los interesados tuvieran oportunidad de audiencia y prueba.  Ello es lo que sucede en relación con las causas FRE 3639/2020, “Beneficiario: habeas corpus pluriindividual y otro s/ Hábeas corpus”; FRE 2082/2020, “Beneficiario: Andrés, Diego Daniel y otro s/ Hábeas corpus”; FRE 3010/2020 “Beneficiario: Brito, Manuel de Jesús s/ Hábeas corpus”; FRE 3185/2020 “Beneficiario: Masaron, Alfredo Alberto y otros s/ Hábeas corpus”; FRE 3661/2020 “Beneficiario: Cantero, Emmanuel y otros s/ Hábeas corpus”; y FRE 3674/2020 “Beneficiario: Sanabria, Julio Bonifacio y otros s/ Hábeas corpus”, en las cuales recayeron sentencias definitivas antes de que el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Formosa hiciera saber al juez a cargo del Juzgado Federal de Formosa Nº 2 lo resuelto mediante el Fallo 12.148 del 13 de noviembre de 2020.  El Tribunal ha sostenido que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  Resulta inoficioso que la Corte se pronuncie respecto de la cuestión de competencia promovida por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Formosa en relación con los autos FRE 2774/2020 “Lee, Carlos Alberto y otros c/ Consejo de Atención Integral de la Emergencia COVID-19 s/ Amparo colectivo”, toda vez que, con anterioridad a que el máximo tribunal provincial afirmara su competencia para entender en ellos, el juez federal interviniente se había desprendido del conocimiento de la cuestión, con fundamento en que ella correspondía a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y tales actuaciones se encuentran actualmente tramitando ante esa Corte, la que aún no se ha pronunciado sobre su aptitud jurisdiccional para entender en ellas en instancia originaria.  Con carácter previo a resolver la contienda positiva de competencia suscitada respecto de los procesos de hábeas corpus de las causas FRE 3672/2020 “Beneficiario: hábeas corpus pluriindividual y otros s/ Hábeas corpus” y FRE 3676/2020 “Beneficiario: hábeas corpus pluriindividual y otros s/ Hábeas corpus”, resulta necesario –para asegurar que la sentencia del Tribunal se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso– que las partes informen si los beneficiarios de esos procedimientos fueron autorizados a ingresar a la Provincia de Formosa como consecuencia de lo resuelto por la Corte el 19 de noviembre de 2020 en la causa “Lee, Carlos Alberto”, en su caso, la fecha en que se produjeron los respectivos ingresos al territorio provincial.


    Guialluca, José Leonardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1570/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Reintegro de gastos. Cobertura médica. Leyes federales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    La decisión de las contiendas de competencia exige atender al relato de hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza de la pretensión y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.  Sin perjuicio de que la pretensión de las actoras haya sido formalizada por la vía de la acción de daños y perjuicios, los extremos disputados conducirán, en suma, a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que comprende a las obras sociales y a las restantes prestadoras de servicios médicos. Así, procede estar a la doctrina según la cual los casos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.  La circunstancia de que a través de la demanda se persiga adicionalmente la reparación de los daños derivados de la negativa de brindar la cobertura médica asistencial solicitada, a los que se alude en el escrito inicial como “daño extrapatrimonial” y “daño punitivo”, no obsta a la solución propuesta, pues ello no permite desnaturalizar la relación de derecho existente entre las partes que trasciende a la relación de consumo.  El reclamo por el reintegro de las erogaciones efectuadas en concepto de gastos médicos afrontados en el pasado y, asimismo, que se les brinde a futuro la cobertura de una serie de prestaciones y cuidados acordes a la patología, a fin de garantizar su derecho a la salud, son aspectos que, prima facie, se hallan regidos por normas de índole federal pues tienen virtualidad para afectar la organización, la instrumentación o la planificación de las prestaciones relativas al Sistema Nacional de Salud.


    Segalerba, Sofía c/ ACA Salud Cooperativa de Prestación de Servicios Médico Asistenciales Limitada y otro s/ Daños y perjuicios - Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1204/2021/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Ingresos públicos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ley procesal. Radicación del expediente. Competencia federal. 


    En autos ha quedado trabado un conflicto positivo de competencia entre la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal y el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que corresponde zanjar a esa Corte, en virtud de lo establecido por el art. 24, inc. 7º, del decreto-ley 1285/58.  Cabe señalar que los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, como ocurre en este caso, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  Cabe señalar que las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley, deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó.  La Corte tiene dicho que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado “actos típicamente jurisdiccionales”, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  Por tanto, esta causa debe continuar su trámite por ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Compañía Industrial Cervecera S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 73414/2017/CS1-CA2, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Inhibitoria. 


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.  El trámite de inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Estado de la Provincia de Corrientes c/ Dahlgren Eric c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Inhibitoria


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 3015/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.  El trámite de inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Molinos Río de La Plata S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3581/2017/CS1-CA1, 04 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Inspección General de Justicia. Resolución administrativa. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    La cuestión debatida encuentra adecuada respuesta en el  dictamen de la causa COM 5026/2020/CS1, “ASEA-Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo”.


    Inspección General de Justicia c/ Cámara Empresaria de Transporte Urbano de Buenos Aires s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 579/2021/CS1-CA1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    La cuestión debatida encuentra adecuada respuesta en el  dictamen de la causa COM 5026/2020/CS1, “ASEA-Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo”.


    Inspección General de Justicia c/ Línea Expreso Liniers S.A. Industrial y Comercial y otros s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16557/2020/CS1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Nulidad del acto jurídico. Fuero de atracción. Sucesiones. Competencia nacional. 


    El instituto del fuero de atracción sólo opera respecto de las acciones donde el causante es demandado, es decir, en forma pasiva, como un modo de concentrar ante el juez del sucesorio todos los juicios seguidos contra él que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio.  Ahora bien, tiene dicho la Corte que cuando fallece más de un demandado, como aquí, el fuero de atracción pierde su operatividad, pues no es posible otorgar preeminencia a una sucesión sobre otra, toda vez que no habría un motivo valedero para preferir a alguna de ellas, desde que el fuero de atracción tutela igual interés en ambas.


    Reynal, Jaime María y otro c/ Scaturchio, Miguel y otros s/ Nulidad de acto jurídico


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 110334/2003/CS1-CA3, 13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Recurso de apelación (procesal). Recusación por juicio pendiente. Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    En las condiciones del caso, no corresponde la intervención actual de esa Corte pues se encuentran pendientes las apelaciones deducidas y procede entonces, con carácter previo, que la cámara se expida sobre ellas.


    Z., F. L. c/ T., T. E. s/ Plan de parentalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1721/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Remisión al dictamen de la causa CIV 16765/2021/CS1, “K., M. A. c/ G., R. H. s/ Divorcio”.


    K., M. A. c/ G., R. H. s/ Ejecución incidente civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16765/2021/1/CS2, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 16765/2021/CS1, “K., M. A. c/ G., R. H. s/ Divorcio”.


    K., M. A. c/ G., R. H. s/ Liquidación de régimen de comunidad de bienes


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16794/2021/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 16765/2021/CS1, “K., M. A. c/ G., R. H. s/ Divorcio”.


    K., M. A. c/ G., R. H. s/ Rendición de cuentas – familia


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16800/2021/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 940/2021/CS1, “S., S. B. c/ C., L. M. s/ Incidente de incompetencia”.


    S., S. B. c/ C., L. M. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 938/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 940/2021/CS1, “S., S. B. c/ C., L. M. s/ Incidente de incompetencia”.


    S., S. B. c/ C., L. M. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 939/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En autos, resulta erróneo el trámite conferido a la cuestión por el juez nacional en lo civil, en tanto que la declinatoria dispuesta por él, luego de la intervención sobreviniente –como tercero– de la Policía Federal, invocando el fuero respectivo, significó la promoción de una nueva contienda que sólo en el caso de rechazo por el fuero en lo contencioso administrativo federal y de la posterior insistencia de quien la planteara, habrá quedado debidamente trabada.


    Mesa, Alejandro Daniel c/ Prevención A.R.T. S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 28886/2015/CS1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cobertura médica. Declaración de incompetencia. Presentación extemporánea. Recursos. Cámara de apelaciones. Competencia provincial. 


    Las contiendas de competencia planteadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos.  La oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al resolver una excepción de esa naturaleza, lo cual reconoce fundamentos vinculados a la seguridad jurídica y a la economía procesal.  En autos, de acuerdo con las pautas previstas en los artículos 4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es extemporánea la declaración de incompetencia adoptada por la cámara provincial luego de haber recaído sentencia de primera instancia que pone fin al proceso y sin que el aspecto de la competencia haya sido objeto de agravio por los apelantes.


    Batastini, Juan Carlos c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quirno (CEMIC) s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1778/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Obras sociales. Afiliación a obras sociales. Aumento de cuota. Derecho administrativo. Competencia civil y comercial federal. 


    El estudio de la causa incumbe a la justicia en lo civil y comercial federal, al estar en juego un conjunto de normas y de principios institucionales y constitucionales de prioritaria trascendencia para la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, lo cual excluye la competencia del fuero en lo contencioso administrativo, que se define, no por el órgano emisor del acto, ni porque intervenga en juicio el Estado, lato sensu, sino por la materia en debate, por su contenido jurídico y por el derecho que se intenta hacer valer, esto es, por la subsunción del caso en el derecho administrativo.  La Corte tiene dicho que, en el ámbito de la justicia federal, cuando no prevalecen aspectos relativos al derecho administrativo, procede declarar la competencia del fuero civil y comercial federal, y en autos se trata de una cuestión vinculada con el financiamiento de prestaciones médico-asistenciales cuya provisión atañe a un agente del sistema de salud.


    OSECAC c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 65143/2019/CA1-CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Ley provincial. Control sanitario. Control de productos alimenticios. Juicios en los que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Control de tránsito interjurisdiccional. Remisión al dictamen de la causa CSJ 2713/2017, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad”.


    Cedisur S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 19/2020/17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Alimentos. 


    Remisión al dictamen de la causa CIV 16765/2021/CS1, “K., M. A. c/ G., R. H. s/ Divorcio”.


    K., M. A. c/ G., R. H. s/ Alimentos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16789/2021/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Amparo de salud. Personas con discapacidad. Cobertura médica. Prestaciones de la obra social. Ley federal. Competencia federal. 


    Los extremos disputados en las presentes actuaciones conducirán a la interpretación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, por lo que cabe estar a la doctrina según la cual los casos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.  Las reglas de atribución fijadas por las normas que rigen la cuestión planteada remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado. Por ello, resulta competente la justicia federal con asiento en la provincia de Buenos Aires, toda vez que las prestaciones son requeridas para ser ejecutadas en las localidades de San Miguel y Moreno, de esa provincia.  No obsta a esa solución que la justicia federal sea ajena a la controversia pues incumbe a esa Corte, como órgano supremo de la magistratura, declarar la competencia de un tercer magistrado que no participó en el conflicto.  Es criterio de la Corte que la alzada del juez ante el cual vino a quedar radicada una causa, está llamada a juzgar en los recursos de apelación planteados contra medidas cautelares dictadas por el juzgado incompetente que previno en el proceso.


    B., S. A. c/ OSADEF s/ Amparo de salud


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 5405/2020/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas circunscripciones territoriales deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.  El juez federal no se encontraba habilitado para reexaminar su competencia pues ya mediaba un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, y el planteo a raíz del cual declinó seguir entendiendo es una prolongación del objeto de las actuaciones sustanciadas ante el tribunal.  La Corte ha sostenido que estas contiendas no pueden prosperar después de dictada la sentencia e, incluso, que las causas en que ha recaído un acto jurisdiccional definitorio deben seguir su trámite hasta concluir ante el fuero que lo dictó.  El tribunal federal que previno debe continuar entendiendo en los aspectos relacionados con la ejecución de la sentencia, lo que favorece la seguridad jurídica y la economía y concentración procesal, más aun, tratándose de un amparo en el que se debatieron prestaciones de salud para un menor con discapacidad.  Por último, cabe recordar que si bien el artículo 352, 2ª parte, del Código Procesal autoriza a los jueces federales a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, el ejercicio de esa facultad deviene impropio cuando el litigio ha concluido mediante el dictado de la sentencia, pues sin perjuicio del orden público implicado en las normas que rigen la competencia federal, la misma índole revisten los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    L., A. E. en representación de su hijo M. L. B. A. c/ Estado Nacional – Programa Federal de Salud - Dirección Nacional de Prestaciones Médicas y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 28963/2018/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Aportes sindicales. Interpretación de la ley. Competencia federal. 


    Impugnación de deuda.


    No está establecido expresamente el procedimiento ni la competencia para los recursos de apelación contra las determinaciones de deudas del ente sindical, por lo que resulta aplicable el principio hermenéutico sentado por la Corte Suprema, que sostiene que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias, son indicativas de una especialización que el ordenamiento legal les reconoce y constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta.  Por ello, toda vez que la ley 24.642 fija las reglas de competencia respecto de la ejecución de las deudas por aportes determinadas por los sindicatos, la presente acción que tiene por objeto la impugnación de esa determinación de deuda, debe tramitar ante la justicia federal de Necochea, jurisdicción especial prevista como opción por la norma, que corresponde al domicilio de la entidad sindical en esa ciudad, y que además previno en la causa.


    Asociación de Cooperativas Argentinas LTDA. c/ Sindicato de Empleados de Comercio s/ Otros reclamos


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 2972/2017/CS1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Acompañamiento terapéutico. Asistencia médica. Obras sociales. Competencia nacional. 


    A los fines de dilucidar las cuestiones de competencia debe atenderse a los hechos que se relatan en la demanda, y en tanto se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.  La actora inició demanda por cobro de pesos contra la Obra Social del Personal de Dirección Acción Social de Empresarios, basada en facturas impagas por honorarios profesionales derivados de los servicios de acompañante terapéutico que prestó para una persona menor de edad, afiliado de la obra social. Fundó su reclamo en la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor.  En tales condiciones, la situación así presentada requiere principalmente estudiar aspectos propios del derecho privado. En ese mismo entendimiento, aun cuando el problema pudiere eventualmente incluir ribetes que excedan ese ámbito específico, no se advierte que la materia propuesta a debate tenga virtualidad para afectar la organización, instrumentación o planificación de las prestaciones médico - asistenciales regidas por la ley 23.661, alterando el funcionamiento de la obra social en su calidad de proveedora de servicios a sus afiliados, en los términos de la norma citada. De tal suerte, no corresponde dar intervención al fuero de excepción.


    Nogueira, Daiana Belén c/ Acción Social de Empresarios s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 441/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Comisión médica central. Determinación de la incapacidad. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central”.


    Gómez, Edgar David c/ Swiss Medical A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 24945/2019/CA1-CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central”.


    Lezcano, Luis Alfonso c/ Interacción A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 83148/2017/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia previsional. 


    En autos, la apelante inició las actuaciones administrativas ante la comisión médica respectiva antes de la entrada en vigor de la ley 27.348. En consecuencia, el conflicto encuentra adecuada respuesta en el dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”, por lo que corresponde acudir, en lo pertinente, a los fundamentos allí expresados. Por ello, corresponde conocer en la causa a la Sala 2 de la Cámara Federal de la Seguridad Social.


    Fiaschi, Sabrina Victoria c/ Federación Patronal A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 24955/2019/CA1-CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    En autos, la apelante inició las actuaciones administrativas ante la comisión médica respectiva antes de la entrada en vigor de la ley 27.348. En consecuencia, el conflicto encuentra adecuada respuesta en el dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    López, Miguel Ángel c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 79977/2017/CS1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda. Recursos pendientes de resolución.


    En autos, no se encuentra planteado un conflicto de competencia que deba zanjar la Corte Suprema en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. Ello es así, por cuanto la alzada local debió resolver las apelaciones presentadas por la parte actora.  En este sentido, esa Corte ha establecido que cuando se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta –en el caso, contra la decisión de incompetencia– corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    Dacromar S.A. c/ Meritar S.A. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 433/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestión sustancialmente análoga al fallo de la causa CSJ 2362/2019/CS1, “Municipalidad de Vicente López c/ Comisión Arbitral del Convenio Multilateral y otro s/ Pretensión anulatoria (374)”.


    Municipalidad de Vicente López c/ Comisión Arbitral del Convenio Multilateral y otro/a s/ Pretensión anulatoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 397/2021/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia laboral. Competencia provincial. 


    El conflicto halla adecuada respuesta en el dictamen de la causa, al que remitió la Corte en los autos CNT 44843/2018/CS1, “Giammarrusco, Domingo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente - Ley especial”.


    Burgos, Esteban Miguel c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Accidente-Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 39456/2019/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Consignación. Despido. Certificado de trabajo. Acumulación de procesos. Competencia por la materia. Competencia provincial. 


    Conflicto de competencia entre jueces de distinta jurisdicción.


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.  Corresponde estar a lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, en cuanto prevé que “la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda” y “se requerirá… que el juez que deba entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia”.  Las cuestiones debatidas son exclusivamente de naturaleza laboral y el proceso radicado en jurisdicción bonaerense por consignación de liquidación final y certificados laborales se inició el 26 de abril de 2017, mientras que el sustanciado en el fuero nacional por indemnizaciones y rubros derivados del despido y certificados del artículo 80 de la Ley de Contrato de Trabajo se promovió el 13 de septiembre de 2017.


    Consorcio de Propietarios Indio Cua Golf Club S.A. c/ Lozano, Darío s/ Consignación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1659/2020/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuidado personal compartido. Interés superior del niño. Residencia habitual del niño. 


    Razones de economía procesal y de mejor administración de justicia aconsejan que la Corte Suprema ejerza la atribución del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708 y se expida sobre la radicación del asunto.  El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los litigios relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia.  Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.


    B., C. I. c/ S., A. N. s/ Cuidado personal del hijo (tenencia)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1821/2020/17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Muerte de las partes. Sucesiones. Recurso de apelación. Cámara nacional de apelaciones. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    No existe un conflicto de competencia que deba zanjar la Corte si subsiste un recurso de apelación concedido, que debe ser resuelto por el superior del magistrado ante el cual se dedujo, toda vez que cuando una causa se encuentra en ese estado, es aquél quien debe entender en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Saldaneri, Hernán Fernando c/ Curcio, Antonio s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 49868/2012/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Accidente de trásito. Seguridad vial. Sociedad anónima con participación estatal mayoritaria. Cuestión de derecho público local. Juez previeniente. Competencia contencioso administrativa. 


    Pese al modo defectuoso en que quedó trabado el conflicto en el que participaron tres juzgados, desde que no media atribución recíproca de la competencia ni ratificación de la postura por el juzgado nacional, razones de economía y celeridad procesal y de buen servicio de justicia autorizan a dejar de lado esos reparos y a dirimirlo sin más trámite.  La causa debe tramitar ante la justicia provincial en lo contencioso administrativo, ya que la discusión entablada involucra aspectos propios del derecho público local y la competencia en razón de la materia es de orden público y por lo tanto improrrogable.  En efecto, atañe a los jueces locales conocer en los casos en que se inicia una acción contra las provincias, dirigida a obtener una reparación de los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, pues ello configura una causa regida por el derecho público local que no reviste carácter civil, según lo ha definido esa Corte, en punto a su jurisdicción originaria.  En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48. De allí que, como ha señalado la Corte Suprema, la opción prevista en el artículo 5, inciso 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y en el artículo 118 de la ley 17.418 en el sentido de otorgar varias posibilidades al demandante respecto del lugar de radicación de la causa, halla su lógica limitación en el ámbito de los privilegios constitucionales de los Estados provinciales en cuanto a los tribunales en los que pueden litigar, que se verían desvirtuados en el caso de admitirse la opción por el domicilio de la citada en garantía o de la propietaria del ómnibus.  Por lo demás, el artículo 166 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y los artículos 1 y 4 de la ley local 12.008 prevén que corresponde al fuero en lo contencioso administrativo el conocimiento y decisión en las acciones que versen sobre la responsabilidad patrimonial originada por la actividad lícita o ilícita, en el ejercicio de funciones administrativas, de los órganos de la provincia y sus entes descentralizados, aun cuando se invoquen normas del derecho privado.


    Domínguez, Oscar Mario c/ Autopistas de Buenos Aires S.A. y otros s/ Daños y perjuicios automotor con lesiones o muerte (excluida responsabilidad del Estado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1301/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Buques. Navegación interprovincial. Transporte marítimo. Competencia federal. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlos es necesario valorar, inicialmente, la exposición de hechos efectuada en la demanda y luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.   Asiste razón al Sr. fiscal pues se reclama, en definitiva, el daño patrimonial resultante de una presunta maniobra ejecutada por un barco dedicado al transporte comercial en aguas navegables interjurisdiccionales, lo que determina que intervenga el fuero federal en tanto que la pretensión concierne a la navegación marítima o fluvial de un buque.   Las relaciones jurídicas originadas en la navegación por agua se rigen por las disposiciones de la ley federal 20.094, por las de las leyes y reglamentos complementarios y por los usos y costumbres; y que, en ausencia de normas de derecho de la navegación, y en cuanto no se pudiere recurrir a la analogía, se aplicará el derecho común.  Además, incumbe al conocimiento de los jueces federales las causas que versen, en general, sobre todo hecho o contrato concerniente a la navegación y al comercio marítimo; y que ellos son competentes para entender en los casos emergentes de la navegación interjurisdiccional, o que puedan entenderse conexos a ésta.   La jurisdicción marítima está concebida de modo tan amplio, que toda excepción a su carácter integral ha de hallarse expresa en la ley, y no debe ser objeto de interpretación extensiva.   Por lo demás, la oportunidad de los magistrados de origen para declarar su incompetencia sólo puede verificarse de oficio, al inicio de la acción, o bien al tiempo de resolver una excepción de esa índole.  En autos, si bien el capitán del buque compareció tras ser emplazado a estar a derecho y dedujo excepción de arraigo, la que fue sustanciada y resuelta, lo cierto es que el juez provincial declinó su competencia al expedirse sobre la excepción introducida por esa parte al contestar el traslado de la demanda. De modo que la alegación de incompetencia, admitida por el juez y confirmada por la cámara, no luce inoportuna.


    Wingeyer, Carlos Erico c/ Aimé, Oscar Reinaldo y otros s/ Daños y perjuicios


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12650/2019/CS1, 23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Escrituración. Derecho privado. Competencia civil. 


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes.   La competencia debe determinarse atendiendo a las pretensiones invocadas en la demanda y a las normas que, con sujeción a los hechos que la sustentan y al derecho en que ellos deben ser encuadrados, rigen la cuestión, y no por las defensas invocadas por la demandada.  Desde que la escrituración que pretenden obtener los accionantes como objeto principal de la demanda se sustenta en instrumentos celebrados entre particulares que se hallan regidos por normas del derecho civil y, como así también el resarcimiento de los daños y perjuicios reclamados, y en atención a la prórroga de jurisdicción a favor a la justicia ordinaria de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires convenida entre las partes en cada boleto de compraventa, no encontrándose comprometida en el caso cuestión alguna de orden público, corresponde que siga entendiendo en la causa el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Renaud, Giuliana Barbara y otros c/ Ak Fiduciaria S.A. s/ Escrituración


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 17448/2019/CS1, 24 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Litisconsorcio. Competencia provincial. 


    Las contiendas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos, como único medio razonable de mantener la coexistencia de las diversas jurisdicciones en una organización federal, y, en la tarea de esclarecerlas, es necesario valorar inicialmente la exposición de los hechos que el actor efectúa en la demanda y, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado en respaldo de su pretensión.  Ha puntualizado la Corte que, de los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se colige que la decisión atinente a la aptitud jurisdiccional de un tribunal no puede ser adoptada en cualquier estado del proceso, sino que debe ceñirse a las ocasiones así establecidas, lo cual reconoce fundamentos relacionados con la seguridad jurídica y la economía procesal.  También ha dicho que la exigencia, explicitada desde antiguo, de establecer límites a las declaraciones de incompetencia, atiende a la necesidad de lograr una administración de justicia rápida dentro de lo razonable, que impida que los litigios se prolonguen indefinidamente.  Y es que, si bien las normas que rigen la competencia ostentan naturaleza de orden público, igual condición reviste la preceptiva que propende a lograr la pronta terminación de los litigios, en tanto no se oponga a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  En el caso de existir una pluralidad de litigantes que conformen un litisconsorcio activo, pasivo –como aquí– o mixto, para que proceda el fuero federal es necesario que cada uno de los pretensores y de los demandados, individualmente considerados, puedan invocar respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, el fuero de excepción, ya sea por la distinta vecindad o nacionalidad, lo que no se verifica si tanto el actor como alguno de los accionados son vecinos de la misma provincia.


    Banco de Santa Fe SAPEM c/ IBM Argentina S.A. s/ Traslada acción civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 37/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Mala praxis. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 339:1261, “Anabalon”; 340:812, “Zayas”; CSJ 2325/2017/CS1, “Paiva, Luis y otros c/ Sanatorio Bernal SRL Clínica Privada y otros s/ Daños y perjuicios”; y FRO 42536/2019/CS1, “Torres, Oscar c/ Renzi, Diego y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es menester valorar, inicialmente, la exposición de los hechos efectuada en la demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.


    G., L. A. y otro c/ Instituto Médico de Obstetricia y otros s/ Daños y perjuicios - Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1455/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Médicos. Asistencia médica. Hospitales públicos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ Daños y perjuicios resp. prof. médicos y aux. ordinario".


    S., L. D. c/ F. B., A. M. y otros s/ Daños y perjuicios – responsabilidad profesional de médicos y auxiliares


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 52048/2018/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Prueba anticipada. Fuero de atracción. Sucesiones. Competencia provincial. 


    Si bien la correcta traba de la cuestión de competencia supone, por un lado, una atribución recíproca y, por otro, que el tribunal que la inició tome conocimiento de las razones que informan lo decidido por el otro órgano para que declare si sostiene su posición, y ello, en rigor, no ocurrió aquí, razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo formal y expedirse sobre la contienda suscitada.  Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar el relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la índole y el origen de la pretensión.  En las medidas preliminares será competente el juez que deba conocer en el proceso principal.  Cabe recordar que el fuero de atracción procede respecto de las acciones personales promovidas con anterioridad al fallecimiento, como un modo de concentrar ante la sucesión los procesos contra el causante que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio.


    Villafañe, Claudia Rosana c/ BTF Media S.A. y otros s/ Diligencias preliminares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1973/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Divorcio. Fuero de atracción. Sucesiones. Acciones personales. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Resulta aplicable el precedente de esa Corte Suprema dictado en los autos CIV 12515/2006/CS1, "Vilchi de March, María Angélica c/ PAMI y otros s/ daños y perjuicios", ocasión en la que se señaló que la regla según la cual el proceso sucesorio atrae las acciones personales iniciadas con anterioridad al deceso del causante se ajusta a lo dispuesto por el artículo 2.336 del Código Civil y Comercial.


    Las disposiciones que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas o de orden público y tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión, por lo que no pueden ser dejadas de lado ni aun por convenio entre las partes.  Tal como han quedado planteados, todos los pleitos –vinculados con el divorcio del causante– conciernen a deudas personales de éste –además de tener evidente conexión entre sí–, por lo que deberán ser evaluados por el juez de la sucesión.


    K., M. A. c/ G., R. H. s/ Divorcio


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 16765/2021/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Internación. Cuota alimentaria. Competencia por conexidad. Juzgado de familia. 


    Para la correcta traba de la cuestión de competencia debe ser la cámara que confirmó la declinatoria la que insista en su criterio.  Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción territorial deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento y en la tarea de esclarecerlas es preciso atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la índole de la pretensión, su origen y la relación jurídica existente entre las partes.  La admisión del forum conexitatis previsto en el artículo 6 del código ritual posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas y constituye una causal de excepción a las normas que rigen la competencia pues importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural a favor de otro juez, con base en la conveniencia de concentrar ante un juzgado las acciones ligadas por la misma relación jurídica y evitar así el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.  Toda vez que la eventual restricción de la capacidad de quien promovió el divorcio y reclamó una compensación económica y la fijación de alimentos tramita en sede provincial, y que la resolución que allí se dicte puede producir efectos de cosa juzgada respecto de la promoción o contenido del proceso de divorcio, procede que estas actuaciones se radiquen sin acumular en el Juzgado de Familia de San Isidro.  Nada obsta a lo anterior que no se configure aquí una estricta identidad en orden a los sujetos y al objeto inmediato de los litigios, pues resulta razonable su radicación ante un único tribunal para evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias y para favorecer una correcta administración de justicia.  Es que la exigencia de tramitar en forma previa o coetánea o, en su caso, conjuntamente estos juicios, si median razones de conexidad suficientes, surge ante la necesidad de conjurar el peligro de pronunciamientos contradictorios y el consiguiente escándalo jurídico que sobrevendría del tratamiento autónomo de pretensiones que se encuentran relacionadas entre sí, así como también de lograr la economía procesal que mejor se acomode a un ajustado servicio de justicia.


    B., D. E. c/ N. M., C. s/ Divorcio


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12702/2018/CS1, 17 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Epilepsia. Cannabis medicinal. Obra social provincial. Recurso de apelación. Cámara Federal de Apelaciones. 


    Valorando que la medida cautelar solicitada por la parte actora fue concedida por el Juzgado Federal en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo en su pronunciamiento del 2 de julio de 2021, no corresponde la intervención actual del Máximo Tribunal, pues se encuentra pendiente de decisión la apelación deducida –en el caso, contra la declinatoria de la competencia del fuero de excepción–, por lo que incumbe, con carácter previo, que efectivamente se resuelva ese recurso.


    A., P. F. c/ Instituto de Obra Médica Asistencial de la Provincia de Buenos Aires -IOMA- s/ Prestaciones médicas


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 9089/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Excusación. Plan de parentelidad. Residencia habitual del menor. Interés superior del niño. Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.  Cuando ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la persona menor y en esa tarea, no puede soslayarse que ella reside hace casi tres años en la ciudad de Puerto Rico junto a su madre y familia materna, ámbito en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva, sin que ello implique un anticipo sobre la suerte que deben correr las pretensiones, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.   El artículo 706 del Código Civil y Comercial consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.


    C., S. M. s/ Pedido de inhibición – régimen de visitas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 183/2021/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Regulación de honorarios. Perito tasador. Competencia provincial. 


    El instituto del fuero de atracción sólo procede respecto de las acciones donde el causante es demandado, como un modo de concentrar ante la sucesión todos los procesos contra el extinto que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio. En ese contexto, son atraídos aquellos reclamos que involucran deudas personales del difunto, entre los que se encuentran los dirigidos al cobro de honorarios profesionales.  Vale recordar que en el caso CIV 12515/2006/CS1 ''Vilchi de March, María Angélica y otros c/ PAMI-INSSJP y otros s/ daños y perjuicios" la Corte afirmó que la solución según la cual el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, se ajusta a lo dispuesto por el Código Civil y Comercial.  En los autos, habiéndose dictado sentencia sobre el fondo del asunto contra el codemandado con costas a su cargo, se persigue la ejecución de los honorarios profesionales regulados a un perito tasador. En tales términos, con arreglo a la doctrina referida, el juez que sustancia la sucesión debe conocer en el reclamo por el cobro de los honorarios.


    Gandulfo, Pablo Andrés c/ Franzetti, Osvaldo Orestes y otros s/ Nulidad de escritura - instrumento


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 94212/2005/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Procesos de conocimiento. Competencia nacional. 


    El juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal reeditó un conflicto positivo de competencia entre ese tribunal y el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad que ya se encontraba definitivamente resuelto por la Corte, motivo por el cual no existían razones, para que la causa fuera nuevamente elevada a la Corte.


    Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27358/2012/CA1-CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Habeas data. Cuestión federal. Competencia federal. 


    El asunto resulta análogo al examinado por la Corte en el antecedente de Fallos: 328:1252, “Svatzky”, resuelto por aplicación del artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, en cuanto prevé que intervendrá el fuero federal si los datos que se pretenden suprimir constan en archivos interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Iglesias, Ignacio Javier c/ Creditia Fideicomiso Financiero s/ Amparo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 8769/2020/CS1, 26 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Información crediticia. Ley de protección de los datos personales. Competencia civil y comercial federal. 


    Datos interconectados en redes interjurisdiccionales. Cuestión análoga al fallo de la causa Fallos: 328:1252, “Svatzky”.


    El artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, dispone que intervendrá la justicia federal si los datos que se pretenden eliminar obran en archivos interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.


    Piciocchi, Nicolás Alejandro c/ Comafi Fiduciario Financiera S.A. s/ Hábeas data (Artículo 43, Constitución Nacional)


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 8572/2020/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Incidentes. Inhibitoria. Residencia habitual del menor. Interés superior del niño. Competencia de paz. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06. En varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.  Cuando ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la menor, y en esa tarea, no puede soslayarse que ella reside hace un año en la ciudad de Punta Alta junto a sus dos hermanas que estaban a cargo de su padre, ámbito en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva, sin que ello implique un anticipo sobre la suerte que deben correr las pretensiones, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.  El artículo 706 del Código Civil y Comercial consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.  La Corte Suprema tiene dicho que los niños no solo requieren una particular atención de quienes están directamente obligados su cuidado, sino también los jueces. En esa línea, la consideración primordial de su interés resulta una exigencia ineludible, conforme la expresa directiva de la Convención sobre los Derechos del Niño.


    P.F.V.R. c/ P.H.G. s/ Incidente (inhibitoria)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 10/2021/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Acción de amparo. Medicina prepaga. Cobertura médica. Ley federal. Competencia federal. 


    Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar el relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la índole y el origen de la pretensión.  Toda vez que el tema objeto del litigio conduce -prima facie- al estudio del alcance de las obligaciones impuestas a las empresas de la medicina prepaga por la ley 26.682, en tanto que la amparista pretende, en definitiva, su reafiliación y la cobertura de las prestaciones que requiere su patología, corresponde estar a la doctrina según la cual los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por reglas federales deben tramitar ante ese fuero en razón de la materia.


    Carmona, Gabriela Angelina c/ Avalian s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1532/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa COM 5026/2020/CS1, “ASEA-Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo”.


    Inspección General de Justicia c/ ASEA - Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10445/2020/CA1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia.  Se ha reiterado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada proceso, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.  En tanto las partes sostienen versiones enfrentadas y han iniciado diferentes procesos en los que se persiguen condenas contrapuestas, no resulta apropiado, en este estadio, expedirse sobre el centro de vida de la menor.  Dado que ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de la niña y, en esa tarea, no puede soslayarse que ella reside desde hace más de tres años en Santo Tomé, ámbito en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar. Desde esa perspectiva, es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos.  El artículo 706 del Código Civil y Comercial, consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios que deben regir los juicios de familia.  Los niños no solo requieren la particular atención de quienes están directamente obligados a su cuidado, sino también la de los jueces. El juez competente siguiendo los principios de oficiosidad, oralidad e inmediación, deber hacer partícipe a la menor de edad para alcanzar la solución más respetuosa de sus derechos.


    P. E., F. c/ P., S. C. s/ Cuidado personal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 234/2021/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Principio de inmediación. Interés superior del niño. Domicilio del menor. Competencia de familia. 


    El Código Civil y Comercial asigna el conocimiento de los litigios relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia.  En varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.  Las partes sostienen versiones enfrentadas y persiguen condenas contrapuestas. Corresponde valorar especialmente las declaraciones efectuadas por los niños, como así también la constatación de su estado general y el contexto socio-ambiental en el que se sitúan.    No resulta adecuado, en este estadio, pronunciarse sobre el centro de vida de estos niños.  Dado que ambos jueces en conflicto se encontrarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales de estos niños y en esa tarea, no puede soslayarse que los menores residen establemente en la provincia de Tucumán a cargo de su madre, marco en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales, constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar.  Es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. En consecuencia, ponderando que no es posible esclarecer aquí la concurrencia de impedimentos al contacto y la supervisión de la madre o de restricciones infundadas en el ejercicio de su derecho de defensa, en función de la distancia, los tribunales tucumanos están en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos de los menores, puesto que sus jueces poseen, dentro de su propio ámbito territorial, acceso directo a la persona de los afectados.  Este enfoque guarda coherencia con la directiva del artículo 706 del Código Civil y Comercial de la Nación, en cuanto consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.


    G., N. M. V. c/ L., J. R. s/ Cuidado personal de hijos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1883/2020/01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Vínculo filial. Interés superior del niño. Principio de inmediación. Competencia provincial. 


    El Código Civil y Comercial de la Nación, en su art. 716, asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida, entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.  No obstante, resulta necesario examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.  Las partes sostienen versiones enfrentadas con relación a la revinculación del padre con el niño en un contexto de procesos de violencia iniciados por la madre. Frente a esos elementos antitéticos, no se cuenta con bases suficientes respecto de la irregularidad de la permanencia del menor en la ciudad de Villa Gesell, en los términos en los que se ha solventado la cuestión de competencia.  Al no existir certeza en cuanto a las razones que originaron la actual situación, ni a sus concretos alcances, pues las explicaciones que las partes ofrecen resultan discordantes, no resulta apropiado, en este estadio, pronunciarse sobre el centro de vida de este niño.  Dado que ambos jueces en conflicto se hallarían en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse sopesando cuál de ellos estará en las mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos fundamentales del niño y en esa tarea no puede soslayarse que cuando tenía 4 meses de vida sus progenitores dejaron de convivir, que desde ese entonces vive con su madre y que hace 6 meses vive en la ciudad de Villa Gesell, ámbito en el cual la proximidad de la que gozan los jueces locales constituye un arbitrio ciertamente relevante en el plano de la efectividad de la labor tutelar.  Es necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de aquellos derechos. Se suma a lo anterior que el niño se encontraría escolarizado y que la distancia no le ha impedido al progenitor el ejercicio de su derecho de defensa, a la vez que continúa vigente una prohibición de acercamiento con relación a su hijo.  El artículo 706 del Código Civil y Comercial consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.  Sujetar a la víctima a cumplir en el foro del eventual agresor las diligencias propias de este tipo de asuntos, atento al tenor de las denuncias de violencia formuladas y que en la causa penal iniciada en consecuencia se decretó el procesamiento del padre y posterior elevación a juicio, expondría a la damnificada a su revictimización, lo cual es repudiado por la ley.  El expediente conexo en trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, deberá también ser remitido a la justicia de Villa Gesell.  La jueza de la causa debe ponderar la necesidad de designar a un letrado o letrada especialista en la materia, para que patrocine al menor, atento a las finalidades protectorias que caracterizan a estos autos, con el propósito de que se atienda primordialmente al interés superior del niño, y se garantice su escucha.


    A. E. D. c/ S. J. I. s/ Protección contra la violencia familiar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 536/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Ley de defensa del consumidor. Domicilio del demandado. Orden público. Domicilio real. Defensa en juicio. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Para dilucidar las cuestiones de competencia es preciso atender, de modo principal, a la exposición de los hechos de la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho alegado. También se torna imprescindible indagar en la naturaleza y el origen de la pretensión y en la relación de derecho existente entre las partes.  Dadas las particulares circunstancias del caso resulta de aplicación del artículo 36 de la ley 24.240, en cuanto prevé la competencia de los jueces del domicilio del demandado en las operaciones vinculadas a un crédito para el consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda. En este sentido, es oportuno recordar que la declaración de incompetencia de oficio en los supuestos en los que deviene aplicable el artículo 36 de la ley 24.240 encuentra sustento en el carácter de orden público que reviste dicha norma.  Entonces, teniendo en cuenta que el domicilio real del demandado corresponde a la justicia de esta ciudad conocer en la causa. En tales condiciones, es necesario agregar que no obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Pilman S.A. c/ Britez, Omar Alejandro s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 363/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Operaciones financieras. Domicilio del demandado. Competencia provincial. Competencia civil. 


    El artículo 36 de la ley 24.240, prevé la competencia de los jueces del domicilio real del demandado en los litigios relativos a contratos de operaciones financieras para consumo y de crédito para consumo, norma que prevalece más allá de la naturaleza del instrumento en que se funda la demanda.  No obsta a la solución propuesta el estado procesal de la causa –donde se dictó sentencia y se encuentra en etapa de ejecución–, ni que haya mediado notificación al consumidor demandado de las decisiones judiciales adoptadas, ya que su conducta procesal se vincula estrechamente con la efectiva aplicación del artículo 36 mencionado, que posee una finalidad tuitiva de sus derechos de defensa en juicio.


    Banco Santander Río S.A. c/ Ranz Álvarez, Nuria s/ Ejecutivo y medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 627/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Rectificación de datos. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    El forum conexitatis estatuido por el artículo 6 del Código ritual posibilita la sustanciación ante un mismo juez de causas vinculadas, y su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales sobre competencia e importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro órgano, dada la conveniencia de concentrar en un tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica.  Los incidentes y medidas cautelares deben tramitar ante el juez de la causa principal.  La Corte ha señalado que en los casos en los cuales las acciones se originan en un mismo hecho, razones de conexidad y seguridad jurídica aconsejan que ambos litigios tramiten ante un mismo tribunal, pues concurren elementos comunes que hacen aconsejable que sea un solo juez el que conozca en sendos procesos, a los fines de evitar el dictado de sentencias contradictorias.  La estrecha vinculación entre la medida solicitada en autos y la cuestión de fondo discutida en los expedientes, surge con nitidez al advertir que el magistrado sujetó la vigencia de la cautelar dispuesta en este incidente al dictado de la sentencia definitiva en las referidas causas.  Existe conexidad entre este proceso y los expedientes referidos, y es el juez local quien debe continuar entendiendo en las presentes actuaciones.


    Garay, Gonzalo Emmanuel c/ Toyota Financiera de Argentina S.A. c/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 930/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Nulidad del despido. Ferrocarriles nacionales. Empresas del Estado. Cuestión de derecho público local. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    Proceso de transferencia de los servicios públicos ferroviarios al Estado Nacional. Remisión al dictamen de la causa CNT 01139/2019/CS1, “Menghi, Andrés c/ Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción de amparo”; CNT 0017874/2019/CA1-CSl, “Montonatti, Marta C. c/ Desarrollo del Capital Humano Ferroviario SA y otros s/ Acción de amparo”; y CNT 001129/2019/CS1, “González, Hugo A. c/ Administradora de Recursos Humanos Ferroviarios SA y otros s/ Acción de amparo”.


    En cuestiones regidas por el derecho público local o por el derecho común, sin que exista vecindad o extranjería las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, dado que la prerrogativa del artículo 121 de la Constitución Nacional no ha sido delegada al gobierno federal. Además, la solución del pleito exige un examen previo del alcance de las normas dictadas por la provincia en el contexto del proceso de transferencia de los servicios públicos ferroviarios al Estado Nacional, interpretándolas con el sentido y alcance que la soberanía local ha querido darles.


    Doffo, Beatriz Rosa c/ Ministerio de Economía del Gobierno de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Otros reclamos


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38486/2019/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Proceso de transferencia de los servicios públicos ferroviarios al Estado Nacional. Remisión al dictamen de la causa CNT 01139/2019/CS1, “Menghi, Andrés c/ Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ Acción de amparo”; CNT 0017874/2019/CA1-CSl, “Montonatti, Marta C. c/ Desarrollo del Capital Humano Ferroviario SA y otros s/ Acción de amparo”; y CNT 001129/2019/CS1, “González, Hugo A. c/ Administradora de Recursos Humanos Ferroviarios SA y otros s/ Acción de amparo”.


    En cuestiones regidas por el derecho público local o por el derecho común, sin que exista vecindad o extranjería las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, dado que la prerrogativa del artículo 121 de la Constitución Nacional no ha sido delegada al gobierno federal. Además, la solución del pleito exige un examen previo del alcance de las normas dictadas por la provincia en el contexto del proceso de transferencia de los servicios públicos ferroviarios al Estado Nacional, interpretándolas con el sentido y alcance que la soberanía local ha querido darles.


    Lemos, Ernesto Ramón c/ Administradora de Recursos Humanos Ferroviarios S.A.C.P.E.M. y otros s/ Juicio sumarísimo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 45618/2019/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Préstamo bancario. Unidad de valor adquisitivo. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Prima facie, la relación jurídica que da origen al conflicto se vincula con obligaciones de la entidad bancaria en relación con el consumidor financiero y en el marco de un contrato de préstamo bancario. En ese sentido, de la exposición de los hechos realizada por los magistrados intervinientes resulta, en suma, que lo que aquí se cuestiona es la conducta y la responsabilidad del banco en el contexto de una relación jurídica entre particulares de naturaleza eminentemente comercial y con sustento principal en la Ley de Defensa al Consumidor y en las normas del Código Civil y Comercial que rigen la materia.


    Almendras Vargas, Fredy c/ Industrial and Comercial Bank of China y otro s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1609/2020/CS1-CA1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Ingresos públicos. Ley procesal. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia federal. 


    Cabe señalar que los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, como ocurre en este caso, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  Por otro lado, la Corte ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  En virtud de lo expuesto, la causa debe continuar su trámite en el fuero federal, por intermedio del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal que intervino en la contienda.


    GEN ROD S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Administración Gubernamental de Ingresos Públicos – Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 70664/2017/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de familia. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Principio de inmediación. Competencia provincial. Competencia de familia. 


    En lo que aquí interesa, el Código Civil y Comercial de la Nación asigna el conocimiento de los procesos relativos a niños, niñas y adolescentes, al juez del foro en el cual se sitúa su centro de vida (art. 716), entendido como el lugar donde la persona menor de edad hubiese transcurrido, en condiciones legítimas, la mayor parte de su existencia, conforme disponen el artículo 3, inciso f, de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y su decreto reglamentario 415/06.  Por lo demás, en varias ocasiones se ha señalado la necesidad de examinar prudencialmente los elementos configurativos de cada supuesto, en la convicción de que así lo reclama el mejor interés que consagra la Convención sobre los Derechos del Niño.  El artículo 706 del Código Civil y Comercial consagra la necesidad de valorar el mejor interés de la persona menor de edad involucrada, así como el respeto de la tutela judicial efectiva y la inmediación, como principios generales que deben regir los procesos de familia.


    S., S. B. c/ C., L. M. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 940/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de inconstitucionalidad. Cámara nacional de apelaciones. Superior Tribunal de justicia. Organización de la justicia. Transferencia de competencias. 


    Competencia del Superior Tribunal de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de revisar sentencias dictadas por la Cámara Nacional de Apelaciones. Precedente de Fallos: 342:509, “Bazán”.


    Para que la Corte Suprema ejerza la potestad que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58 debe existir una contienda negativa o positiva de competencia entre jueces o tribunales judiciales que carezcan de órgano superior jerárquico común, o bien un conflicto jurisdiccional en el que resulte imprescindible hacerlo con el fin de evitar una efectiva privación de justicia.  Se verifica un conflicto jurisdiccional que determina la intervención de la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, en tanto se discute la competencia del Superior Tribunal de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para revisar una sentencia dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, en un proceso judicial en el que no se controvierte la competencia de este último tribunal.   La correcta traba de la contienda de competencia exige el conocimiento por parte del órgano que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro tribunal, para que declare si sostiene su posición.  No existe base legal para atribuir al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la potestad de revisar una sentencia dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil con asiento en esta ciudad.  El recurso de inconstitucionalidad previsto en el artículo 113 de la Constitución de la ciudad y reglamentado en los artículos 27 y siguientes de la ley local 402 no procede contra las sentencias de las cámaras nacionales con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ese recurso está previsto en todos los casos que versen sobre la aplicación o interpretación de la Constitución Nacional o la Constitución local. A su vez, el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé únicamente la apelación de las sentencias de las cámaras nacionales a través del recurso extraordinario federal.  La admisión de una vía recursiva ante un tribunal local contra las decisiones dictadas por jueces que integran la justicia nacional ordinaria modifica la estructura del Poder Judicial de la Nación definida en los artículos 1 y 32 del decreto-ley 1285/58 y en las leyes 48 y 4055. Además, contradice el artículo 8 de la ley 24.588 que dispone la preservación de este fuero en la esfera de la justicia nacional.  El precedente de Fallos: 342:509, “Bazán”, no contempla una solución para regir el conflicto de autos ni expresa fundamentos jurídicos suficientes para sostener las competencias que el tribunal local se atribuye en esta causa. Esta Procuración General ha fijado un criterio diverso al de la Corte en “Bazán”, sosteniendo que es la Corte Suprema el órgano competente para conocer en los conflictos de competencia que se susciten entre dos órganos jurisdiccionales con competencia no federal con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que carecen de un superior jerárquico común, según lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.  Con anterioridad y en línea concordante, esta Procuración General había señalado que hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, correspondía mantener el criterio tradicional de la Corte, conforme al cual, a los efectos de examinar si mediaba denegatoria del fuero federal, debía tenerse en cuenta que todos los tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal revisten el mismo carácter nacional.  No cabe extender el alcance del caso “Bazán” a las cuestiones fácticas y jurídicas debatidas en el presente caso. Por el contrario, la solución definida por la Corte en ese caso debe ser interpretada estrictamente en relación con la contienda que se examinaba, en cuyo marco asignó al Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la potestad de dirimir conflictos entre dos órganos jurisdiccionales con competencia no federal con asiento en esa ciudad, según las facultades establecidas por el decreto-ley 1285/58 en su artículo 24, inciso 7. Según surge de su considerando 17 -voto mayoritario-, la Corte sólo resolvió, en ejercicio de las atribuciones que le confiere esa norma, cuál era el órgano jurisdiccional que debía conocer en el conflicto jurisdiccional entonces suscitado, más no acerca de su competencia en materia recursiva.  La atribución judicial al tribunal superior local de la facultad de revisión de las sentencias de las cámaras nacionales de apelación representa una transferencia de competencias jurisdiccionales a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que, en principio, sólo podría ser efectuada por el Congreso de la Nación.  En el ejercicio de esas atribuciones constitucionales le corresponde al Poder Legislativo de la Nación alcanzar un justo equilibrio entre el respeto de la autonomía jurisdiccional de la Ciudad de Buenos Aires y la garantía del interés federal. En este marco, debe interpretarse la ley 24.588, cuyo artículo 8 determina que “La justicia nacional ordinaria de la ciudad de Buenos Aires mantendrá su actual jurisdicción y competencia continuando a cargo del Poder Judicial de la Nación. La ciudad de Buenos Aires tendrá facultades propias de jurisdicción en materia de vecindad, contravencional y de faltas, contencioso-administrativa y tributarias locales”. En la causa “L., Patricia y otros s/ Coacción (art. 149 bis C.P.) y lesiones leves (art. 89 del C.P.)”, esta Procuración General reafirmó la validez constitucional de esa norma.  El Congreso de la Nación ha ejercido esas facultades especiales a través de la celebración de diversos convenios por los cuales se han ido transfiriendo competencias parciales de la justicia nacional ordinaria a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  Los proyectos de leyes 0609-D-20, 0559-D-20 y 0763-D-21 actualmente en trámite ante la Cámara de Diputados de la Nación y el proyecto de “Ley de organización y competencia de la justicia federal con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en las provincias” (CD -106/20), cuenta con media sanción del Senado de la Nación, y dispone la transferencia de la competencia para investigar y juzgar la totalidad de los delitos cometidos en territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con excepción de la materia federal, a la justicia local y encomienda al Poder Ejecutivo Nacional suscribir los acuerdos y convenios necesarios para implementar dicha transferencia en el plazo de 3 años, ratificando el mecanismo contemplado en la ley 24.588.  No incumbe al Poder Judicial realizar por vía pretoriana traspasos de competencias nacionales a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, lo que equivale a arrogarse mayores facultades que las que le han sido conferidas expresamente, e invadir de ese modo la órbita de competencias exclusivas del Congreso de la Nación, al que los constituyentes encomendaron expresamente esa misión. Ello es así, pues la esencia de nuestro gobierno radica en la limitación de los poderes de los distintos órganos y en la supremacía de la Constitución Nacional. Ningún departamento del gobierno puede ejercer lícitamente otras facultades que las que le han sido acordadas.  El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires no tiene competencia para revisar la sentencia dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.


    Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros ( recurso de inconstitucionalidad denegado)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 325/2021/CS1, 28 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Competencia ordinaria. 


    Para resolver las cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y, después, en tanto se adecue a ellos, al derecho que se alega en la pretensión. Asimismo, debe indagarse su origen y naturaleza y la relación de derecho habida entre las partes.  No corresponde a la jurisdicción federal, por su naturaleza excepcional e improrrogable, entender de la demanda promovida por regulación de honorarios profesionales por una actuación profesional en un expediente administrativo tramitado ante la ANSeS, dada la naturaleza de la acción, derivada de una relación jurídica entre particulares, y los hechos que dan lugar al reclamo.


    Bonnot, Pamela Beatriz c/ Carcacha, Ricardo Alberto s/ Regulación de honorarios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1775/2021/CS1, 30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Restitución de menores. Desistimiento de la acción. Pronunciamiento inoficioso. 


    Habiendo el actor desistido del planteo de restitución, ha tornado inoficioso un pronunciamiento del Tribunal en el caso.


    C., C.I. s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 35/2021/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Cuestión federal. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia federal. 


    El tema objeto del litigio conduce al estudio de los derechos del usuario del servicio de telecomunicaciones y de los deberes de los prestadores, regidos por un marco regulatorio de índole federal (leyes 19.798 y 27.078 y normas reglamentarias). Ese cometido se encuentra reservado a la jurisdicción federal en razón de la materia, tal como lo ha resuelto esa Corte cuando la pretensión involucra la inteligencia de las disposiciones federales mencionadas y se encuentra en juego la suspensión del servicio de telefonía.  Sentado ello, corresponde anotar que las reglas de atribución fijadas por las normas que rigen la cuestión planteada remiten coincidentemente al lugar en el que deba cumplirse la obligación y exteriorizarse o tener efectos el acto objetado (arts. 5, inc. 3°, CPCCN; y 4, ley 16.986).


    B., Carlos Pablo y otro c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Amparo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3431/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Excusación


    Alimentos. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 183/2021/CS1, “C., S. M. s/ Pedido de inhibición – régimen de visitas”.


    C., S. M. s/ Pedido de inhibición – alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 182/2021/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Alende Serra, Diego Aníbal y otros c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1144/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Alvelo Juárez, Silvina Marina y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1101/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Andrioli Sergio, Gustavo c/ Volkswagen Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 42468/2014/1/RH1, 05 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banchio, Lucía Belén y otros c/ Grondona, Mariano y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 84116/2005/1/RH1, 05 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Bigio, Alfredo c/ Banco Central de la República Argentina – Resolución 265/00 (Expediente 100.511/99 SUM FIN 971)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36080/2000/CA2-CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Bordón Arrua, Osvaldo Ranulfo c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente de trabajo - acción especial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1406/2021/CS1, 16 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G. c/ Gobierno de Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27358/2012/CA1-CS1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Colegio de los Santos Padres c/ Poder Ejecutivo Provincial s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 812/2021/CS1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Consorcio de propietarios del Golf Chascomús Country Club c/ Secretaría de Energía de la Nación y otro s/ Acción mere declarativa de inconstitucionalidad


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 62009687/2008/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Ferreyra, Rafael c/ Volkswagen Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22783/2014/1/RH1, 05 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Galeano, Horacio Ramón c/ Administradora de Recursos Humanos Ferroviarios S.A. y otros s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 46291/2019/CS1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Juzgado de la Familia de Caleta Olivia s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1097/2021/CS1, 06 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Martín, Silvina Fernanda c/ Couceiro S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 89657/2011/2/RH1, 21 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Monti, Eduardo Francisco y otro c/ Caminos de América S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 85124/2009/2/RH2, 09 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Picón, Florencia c/ Purita, Leonardo Daniel s/ Nulidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48341/2013/1/1/RH2, 08 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Picón, Florencia c/ Purita, Leonardo Daniel s/ Nulidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48341/2013/1/RH1, 08 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de queja n° 1 – Luchetti, Mariano y otros c/ Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) y otro s/ Prestaciones quirúrgicas


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31551/2018/1/RH1, 16 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de Queja Nº 1- Gómez, Julio c/ Productora Everworoks Cuatro Cabezas y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 45415/2008/1/RH1, 22 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 1 - Empresa Constructora Delta S.A. y otro c/ Fisco Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20132/2004/1/RH1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 1 - Estado Nacional – Estado Mayor General del Ejercito c/ Cencosud S.A. s/ Varios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29528/2014/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso Queja Nº 1 – Incidente Nº 1 – Senes de Arévalo, Concepción de La Piedad c/ Gobierno Nacional s/ Daños y perjuicios – Dr. Rene G. Hauteberque plantea nulidad de la notificación de demanda


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 710760/2006/1/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso Queja Nº 1 – Labatte, Silvia Liliana c/ Estado Nacional s/ Reajuste de haberes


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 710799/2006/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso Queja Nº 1 – Turk, César Enrique c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 710753/2006/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 2 – Da Rocha, Joaquin Pedro c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia - Consejo de la Magistratura y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35053/2012/2/RH2, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 2 – Estado Nacional – Administracion de Parques Nacionales c/ Antártida Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7943/2013/2/RH1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 3 – Pérez, Hugo Antonio c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11436/2006/3/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Sánchez Martínez, Leire Mariela y otros c/ Estado Provincial s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 741/2021/CS1, 12 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23979/2018/CS1, 20 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 14863/2019/CS1, 20 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7567/2019/CS1, 20 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 25961/2018/CS1, 13 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5727/2019/CS1, 20 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Sorrentino, Daniela Priscila c/ Volkswagen Argentina S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 33306/2014/1/RH1, 05 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor proveer.


    Espíndola, Jorge Horacio c/ U.N.N.E. (Universidad Nacional del Nordeste) s/ Recurso Directo Ley de Educación Superior Ley 24.521


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 7653/2015/CS1-CA1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor proveer.


    López Medrano, Santiago y otros c/ Estado Nacional de La Republica


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4523/2021/CS1, 19 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita se confiera vista de un expediente conexo.


    Recurso queja N° 2 - Nidera S.A. (TF 26938-I) c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva y otro


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36585/2012/2/RH2, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Impugnación de la maternidad. Determinación de la filiación. Filiación por técnicas de reproducción humana asistida. Voluntad procreacional. Gestación por sustitución. Desistimiento de recurso. 


    En tanto la interpretación de las normas de derecho común y de los principios constitucionales involucrados realizada por la cámara es consistente con la expresada por esta Procuración General en las causas CIV 14153/2017/CS1, “S.T., V. s/ Inscripción de nacimiento”, y CIV 86767/2015/2/RH2, “S., I. N. y otro c/ A., C. L. s/ Impugnación de filiación”, corresponde desistir del recurso del señor fiscal general.


    S., M.D. y otros c/ A., S.S. s/ Filiación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 55012/2017/1/RH1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Prescripción. Seguros. Ley de defensa del consumidor. Cuestión no federal. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia no firme. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso de queja no puede no puede prosperar pues, cabe recordar que es doctrina de la Corte que el pronunciamiento que desestima la defensa de prescripción no reviste el carácter de sentencia definitiva o equiparable a tal a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni la alegada arbitrariedad de la decisión pueda suplir la ausencia del mencionado requisito.  Los agravios referidos a la arbitrariedad en la que habría incurrido el a quo al desestimar la excepción de prescripción no tienen entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, en la medida que se trata de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal propias de los jueces de la causa, resueltas con fundamentos idóneos de igual naturaleza que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentar su pronunciamiento y excluir la aplicación de la doctrina excepcional sobre arbitrariedad.  Eliminado el plazo de prescripción del artículo 50 de la ley 24.240 con la vigencia del Código Civil y Comercial, se aplica el plazo genérico de 5 años previsto en el artículo 2560 del Código Civil y Comercial. En efecto, la sanción de la ley 24.240 implicó la aplicación del plazo de prescripción previsto por esa norma de orden público para las relaciones calificadas como de consumo, por sobre los plazos prescriptivos previstos en otros ordenamientos, incluido el del artículo 58 de la Ley de Seguros. El Código Civil y Comercial sistematizó y unificó la existencia de múltiples plazos prescriptivos y, como lógica derivación de ello, eliminó el régimen de la Ley de Defensa del Consumidor.  En ese contexto, la aplicación del régimen prescriptivo del código de fondo, se deriva del principio general de interpretación más favorable al consumidor previsto por el artículo 3 de la ley 24.240 y, más recientemente, en el artículo 1094 del Código Civil y Comercial de la  Nación, a la vez que responde al principio protectorio que plasma el artículo 42 de la Constitución Nacional.  En efecto, se incluyen una serie de principios generales que actúan como una “protección mínima”, lo cual tiene efectos importantes en materia de regulación ya que implica que no hay obstáculos para que una ley especial establezca condiciones superiores, pero no puede derogar esos mínimos sin afectar el sistema.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte  Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de tenor excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total falta de fundamento normativo, impiden reconocer en el pronunciamiento de los jueces ordinarios la sentencia fundada en ley a la que toda parte tiene derecho. La crítica del recurrente no supera su mera discrepancia con lo resuelto por el tribunal superior de la causa.  No se advierte que la sentencia sea contradictoria con aquella emanada de la Corte Suprema en Fallos: 337:329, “Buffoni”. Por un lado, porque las circunstancias de hecho en las que el tribunal basó su decisión, difieren de aquellas en las que se sustenta la presente causa. Por el otro, porque desde el punto de vista normativo, la sentencia recurrida no postula la existencia de un conflicto entre diversos plazos de prescripción que se resuelve con la derogación de disposiciones de la Ley de Seguros. Por el contrario, la alzada plantea que a fin de resolver conflictos de concurrencia de regímenes —en el caso, prescriptivos—, el artículo 1094 del Código Civil y Comercial de la Nación sienta un criterio de prelación de normas que obliga a dar preeminencia a aquéllas que sean más favorables para los derechos de consumidores y usuarios.  Esta regla es, a su vez, consistente con el principio protectorio que recepta el artículo 42 de la Constitución Nacional, y juega un rol fundamental en el marco de contratos de consumo donde, es preciso destacar, el consumidor se encuentra en una posición de subordinación estructural.


    Sittner, Nélida Élida c/ La Meridional Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 15767/2018/1/RH1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Acción procesal administrativa.


    El recurso extraordinario interpuesto resulta inadmisible, pues para que éste sea procedente resulta necesario que la sentencia recurrida sea definitiva o equiparable a tal, y dichos requisitos no se encuentran reunidos en autos.  Al respecto, cabe recordar que es doctrina de la Corte que se encuentra configurado el carácter de sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación y aquélla que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, si la resolución apelada clausura toda posibilidad de acceso a la justicia.  Además, tiene dicho  la Corte respecto a la decisión que rechaza la habilitación de la instancia que no constituye la sentencia definitiva a que se refiere el art. 14 de la ley 48, cuando el recurrente no demuestra la imposibilidad de lograr la tutela de su derecho mediante la vía que el a quo indica como idónea para la reparación del perjuicio que pudiera ocasionarle la resolución que se impugna.  Es doctrina de la Corte que la procedencia del recurso extraordinario está supeditada a la inexistencia de vía ordinaria para la tutela del derecho que pueda asistir al recurrente, pues es exigencia que el fallo judicial revista el carácter de definitivo, como son los que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Por último, procede recordar que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la alegación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la invocada interpretación errónea del derecho que rige el caso.   Por lo expuesto, corresponde rechazar el recurso de queja.


    Oikos Red Ambiental c/ Gobierno de La Provincia de Mendoza s/ Acción procesal administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 686/2019/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307, “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Benítez, Ezequiel Enrique c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37763/2018/1/RH1, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Instancia administrativa previa. Procedencia del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de Fallos: 344:2307, “Pogonza”, sentencia concordante de la Corte Suprema.


    Si bien la decisión impugnada no es la sentencia definitiva de la causa, resulta equiparable a ella por sus efectos, pues la tutela del derecho que invoca el recurrente a que se cumpla la instancia administrativa previa, prevista por la Ley 27.348, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Maldonado, Andrés Desiderio c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 8408/2019/1/RH1, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Muerte. Reparación integral. Daño moral. Pérdida de la chance. Procedencia del recurso. Procedencia parcial. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados ante los superiores tribunales de provincia no justifican como regla el otorgamiento de la apelación extraordinaria, cabe hacer una excepción y admitir la vía federal intentada, en tanto la sentencia frustra arbitrariamente el derecho de las víctimas a una reparación integral y no satisface la exigencia constitucional de adecuada fundamentación.  Tanto el derecho a una reparación integral como a la integridad de la persona en su aspecto físico, psíquico y moral y el derecho a la vida que enlaza a los dos primeros, se encuentran reconocidos por el plexo convencional incorporado al artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.  La Corte Suprema sostuvo que es la violación del deber de no dañar a otro lo que genera la obligación de reparar el menoscabo causado y tal noción comprende todo perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria que afecte en forma cierta a otro en su persona, en su patrimonio y/o en sus derechos o facultades. Dicha reparación no se logra si el resarcimiento —producto de utilización de facultades discrecionales de los jueces— resulta en valores insignificantes en relación con la entidad del daño resarcible. Concluyó que el principio de la reparación integral es un principio basal del sistema de reparación civil que encuentra su fundamento en la Constitución Nacional.  La cuantía del daño moral se sujetó porcentualmente al monto del daño material sufrido por la parte actora, es decir, que la pérdida económica directa constituyó la base para el cálculo del daño extrapatrimonial cuando, en el caso, el mayor padecimiento sufrido es la pérdida del hijo y, por tanto, el daño moral constituye el principal objeto del reclamo.  La pauta elegida para la estimación del daño moral presagiaba un resultado inequitativo, en tanto el daño material se determinó mediante una fórmula matemática que solo tuvo en cuenta la faz exclusivamente laboral de la persona, extremo que fue descalificado por jurisprudencia de la Corte Suprema con base en que ese método no satisfacía adecuadamente la finalidad resarcitoria. En igual sentido, la Corte que el valor de la vida humana no resulta apreciable tan sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales, ya que no se trata 'de medir en términos monetarios la exclusiva capacidad económica de las víctimas, lo que vendría a instaurar una suerte de justicia compensatoria de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según su capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, puesto que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres.  La lesión a los sentimientos afectivos que justifica la reparación del perjuicio moral se intensifica si se repara en la corta edad de la víctima (29 años), la cercana relación afectiva y de convivencia que tenía con sus padres, la entidad y duración de los padecimientos que precedieron a la muerte de la víctima y la dolorosa repercusión que importa la pérdida de un hijo, la mayor causa de aflicción espiritual.  La Corte destacó en Fallos: 338:652 que el evento dañoso constituyó una fuente de angustias y padecimientos espirituales que debe ser reparado judicialmente ya que la muerte de un hijo provoca uno de los mayores daños que el ser humano pueda sufrir. En lo concerniente a la fijación de su quantum, debe tenerse en cuenta el carácter resarcitorio de este rubro, la índole del hecho generador de la responsabilidad, y la entidad del sufrimiento causado, aunque sea de dificultosísima cuantificación.  En Fallos: 334:376, “Baeza”, señaló que “El dolor humano es apreciable y la tarea del juez es realizar la justicia humana; no se trata de una especulación ilícita con los sentimientos sino de darle a la víctima la posibilidad de procurarse satisfacciones equivalentes a lo que ha perdido. Aun cuando el dinero sea un factor muy inadecuado de reparación, puede procurar algunas satisfacciones de orden moral, susceptibles, en cierto grado, de reemplazar en el patrimonio moral el valor que del mismo ha desaparecido. Se trata de compensar, en la medida posible, un daño consumado. En este orden de ideas, el dinero es un medio de obtener satisfacción, goces y distracciones para restablecer el equilibrio en los bienes extra patrimoniales”.  La reparación por daño moral no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material pues no se trata de un daño accesorio a éste.  El superior tribunal analizó en forma dogmática las circunstancias comprobadas de la causa dando sustento sólo aparente a su decisión, pues la determinación del daño moral en un porcentaje del daño material, calculado éste a su vez sobre la base de una fórmula financiera basada exclusivamente en los ingresos y el tiempo de vida laboral de la víctima, conduce a desnaturalizar la finalidad de la reparación, y convierte, virtualmente, en inoperante la indemnización prevista en el artículo 1078 del Código Civil, entonces vigente.  Los agravios de la recurrente vinculados con el rechazo de la indemnización por la pérdida de la “chance” también resultan procedentes en tanto la sentencia en crisis frustró, con manifestaciones puramente dogmáticas, el derecho de las víctimas a una reparación integral y sólo satisface en apariencia la exigencia constitucional de adecuada fundamentación.  La Corte ha admitido el rubro tanto para el fallecimiento de hijos mayores como menores de edad, es decir, cuando la víctima no tenía un trabajo ni capacitación profesional. En ese sentido, sostuvo que no corresponde excluir este rubro de la reparación integral en función de la corta edad del fallecido pues, aun en esos casos es dable admitir la frustración de una posibilidad de futura ayuda y sostén para los progenitores, expectativa legítima y verosímil según el curso ordinario de las cosas.  Ante la muerte de un hijo, los progenitores pierden la expectativa cierta de una ayuda económica futura. La sola pérdida de ese posible sostén constituye una presunción de la existencia de daño patrimonial.  La sentencia en crisis se apartó de las constancias de la causa pues rechazó el rubro por la pérdida de la chance con base en afirmaciones dogmáticas que dan un fundamento sólo aparente, cuando existían elementos suficientes para brindar la certeza necesaria para justificar su resarcimiento.  El tribunal, al rebajar los montos por los gastos de traslado, omitió ponderar las particulares circunstancias del caso y las constancias obrantes en autos que acreditan que el padre presenta un conjunto de enfermedades graves que demandan apoyo para su movilidad.  Los agravios que cuestionan la categoría laboral reconocida y el rechazo de los gastos por tratamiento psicoterapéutico remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba y normas de derecho común ajenas a la instancia federal, y que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial.  La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  Con respecto al agravio que atribuye exceso de jurisdicción y reformatio in pejus en relación con la fecha de inicio del cómputo de intereses, además de no constituir cuestión federal susceptible de habilitar la instancia extraordinaria, no se configura en el caso el vicio endilgado.


    A., Elvio Ramón c/ Emmi S.R.L. y otros s/ Ordinario - accidente con fundamento en el derecho común


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 608/2020/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cobertura médica. Enfermedades poco frecuentes. Improcedencia del recurso. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones de derecho común. Cuestiones procesales. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    La interpretación expuesta se encuentra en línea con la propiciada por la Corte en el precedente FPA 006633/2018/CS001, “C. M. L y B. H. M. en nombre de su hija menor, V. A. B. c/ Obra Social de Conductores Camioneros y Personal del Transporte Automotor de Cargas s/ Amparo ley 16.986”.


    La queja interpuesta por OSPEGAP no puede prosperar, toda vez que los agravios referidos a la arbitrariedad en que habría incurrido la cámara al no valorar los estados contables aportados no tienen entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, en la medida que se trata de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal que, como regla, son propios de los jueces de la causa y ajenos al recurso previsto por el artículo 14 de la ley 48, máxime cuando los apelantes no rebaten debidamente las razones fácticas y de derecho no federal en las que el tribunal sustentó lo decido ordenando la cobertura solicitada en un 100% a su cargo de la medicación que requiera el tratamiento de la enfermedad de Atrofia Muscular Espinal tipo II (AME II).  Esta Procuración General ha sostenido reiteradamente que, frente a las exigencias de coberturas de salud, resultan insuficientes las alegaciones genéricas de la demandada referida a la imposibilidad de afrontar los gastos exigidos, y recalcó que resulta necesario aportar información relativa al compromiso patrimonial de la que surja con nitidez las consecuencias que produciría la condena en la estructura financiera, el equilibrio presupuestario, o bien en la atención particular de otros afiliados. Estos criterios sobre la carga probatoria se acentúan frente al deber de suministrar cuidados paliativos pediátricos con el fin de mejorar la calidad de vida de las personas, mediante el alivio del dolor, de los síntomas y del sufrimiento asociados a enfermedades.  El recurso debe ser desestimado por no contener argumentos que cumplan con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que el agravio que critica la decisión del a quo por prescindir de la normativa aplicable al caso, se limita a disentir con la estructura argumental del fallo sin siquiera proponer alguna alegación relativa a su adecuación constitucional.  La cámara concluyó que es obligación de OSPEGAP afrontar el costo del tratamiento y la recurrente no ha rebatido eficazmente el razonamiento que conduce a ello, más allá de reeditar los planteos referidos a cuestiones de hecho y prueba ajenas a esta instancia, como la situación patrimonial de la entidad y las deudas del Fondo Solidario de Redistribución. Estas variables económicas, por lo demás, no están previstas como excepción de cumplimiento en la normativa aplicable.


    S. C., J. L. c/ Obra Social del Petróleo y Gas Privados y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 16636/2017/3/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    personas mayores. Medicina prepaga. Antigüedad en la afiliación. Aumento de cuota. Discriminación por edad. Carga probatoria. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 


    La sentencia apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, se sustenta en motivos eminentemente formales y prescinde del examen de elementos de prueba conducentes, lo cual conduce a frustrar el esclarecimiento de los sucesos investigados y vulnera el derecho del debido proceso.  La cámara al concluir que la actora no acreditó la antigüedad de la afiliación a la empresa de medicina prepaga ni la existencia de un incremento de la cuota mensual en razón de la edad, -que está prohibido por la ley 26.682-, omitió ponderar elementos conducentes para resolver el litigio lo que torna descalificable la solución.   Pasó por alto que la demandada no controvirtió la antigüedad de la afiliación, y reconoció que se habían efectuado aumentos, aun cuando expresara que eran los autorizados por el ente regulador y no obedecían a razones etarias.  El tribunal, si bien entendió que la relación contractual entre las partes se rige por la ley 24.240, inaplicó el régimen de cargas probatorias del artículo 53 de esa norma, que imponía a la empresa de medicina prepaga aportar todos los medios de prueba que estén en su poder, conforme a las características del bien o servicio, prestando la colaboración necesaria para el esclarecimiento de la cuestión debatida en el juicio. La demandada, no sólo omitió aportar prueba sobre la causa de los aumentos de cuota efectuados a la actora, sino que se rehusó a colaborar con la determinación de estos hechos, y se ausentó de la audiencia convocada por el tribunal.  La cámara debió valorar la conducta procesal de la demandada a la luz de lo previsto en los artículos 163, inciso 5, y 356, inciso 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  La cámara omitió merituar que la previsión del artículo 12 de la ley 26.682, que prohíbe aplicar aumentos en razón de la edad a las personas mayores de 65 años con más de diez años de afiliación, estipula una protección específica para este grupo etario que, en la actualidad, operativiza una norma de mayor jerarquía, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, en sus arts. 1, 5, 6 y 19. Tampoco consideró que, al atribuirse a la demandada un aumento en razón de la vejez, su conducta puede configurar un trato discriminatorio prohibido por el orden constitucional. El tribunal debía aplicar las reglas que rigen la carga de la prueba para estos casos, lo que no hizo. En ese sentido, esta Procuración General puntualizó que la condición de vejez constituye una categoría sospechosa, de modo que si una diferencia de trato está basada en ella se invierte la carga de la prueba y es el demandado quien tiene que probar que esa diferenciación se encuentra plenamente justificada por ser el medio menos restrictivo para cumplir un fin sustancial.  La ley 26.682 justamente busca evitar ese trato diferenciado en razón de la edad, cuando una persona mayor de 65 años se encuentra hace más de 10 años aportando a una misma empresa de medicina prepaga.  Correspondía a la cámara valorar los diferentes montos de las cuotas afrontadas por la actora y sus hijos y los hechos no controvertidos por la demandada quien, por otra parte, tenía el deber de acreditar todos los aspectos fácticos debatidos.  La sentencia recurrida no dio un adecuado tratamiento a las cuestiones planteadas, omitió ponderar elementos de prueba conducentes para la solución del litigio, y desconoció los criterios de carga probatoria derivados de la ley y del marco constitucional.


    Seidenari, Edelweis Irene Eulogia c/ Galeno Argentina S.A. s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 665/2019/1/RH1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Prestaciones básicas para personas con discapacidad. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Estado Nacional. Agencia Nacional de Discapacidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien las cuestiones de competencia no habilitan la vía del artículo 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de la sentencia definitiva, esa regla admite excepción cuando, como en el caso, media una denegatoria del fuero federal.  La inhibitoria dispuesta por la cámara resultó extemporánea y carente de justificación. En efecto, al momento en que las actuaciones fueron elevadas en grado de apelación, el juez de primera instancia había asumido expresamente su jurisdicción y se había pronunciado sobre el fondo del asunto. En tales condiciones, el tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que había quedado oportunamente definida.  Si bien el artículo 352, 2ª parte, del Código Procesal autoriza a los jueces federales a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, el ejercicio de esa facultad deviene impropio cuando el litigio ha concluido mediante el dictado de la sentencia, pues sin perjuicio del orden público implicado en las normas que rigen la competencia federal, la misma índole revisten los preceptos legales que tienden a lograr la pronta conclusión de los litigios, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.  Por lo demás, corresponde poner de resalto que en el caso corresponde la competencia del fuero federal. Es que, en primer lugar, el amparo se dirige contra el Estado Nacional, ANDIS y contra el Programa Federal Incluir Salud.  En segundo lugar, el reclamo conduce al estudio de las obligaciones de financiamiento impuestas al Estado Nacional, así como a la determinación de la validez de una regla dictada por la administración federal, de lo que se desprende que la solución del caso conlleva la interpretación de preceptos correspondientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, en tanto se cuestiona las obligaciones de la Agencia con relación a la ley 24.901, entre otras.


    P., S. B. c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 29642/2019/1/RH1, 13 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Amparo por mora. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que el pronunciamiento atacado es arbitrario pues, incurriendo en un excesivo rigor formal, omitió dar un adecuado tratamiento a la controversia de acuerdo con las constancias de la causa.  La ley 27.275 de Derecho de Acceso a la Información Púbica consagra una vía judicial rápida y expedita para la impugnar las decisiones que denieguen el acceso a la información pública.  Así, la norma establece: “El reclamo promovido mediante acción judicial tramitará por vía del amparo…”, al tiempo que precisa que no podrá ser exigido el agotamiento de la vía administrativa ni serán de aplicación “…los supuestos de inadmisibilidad formal previstos en el artículo 2º de la ley 16.986”.  En virtud de lo expuesto, corresponde la descalificación de la decisión atacada como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, sin que lo dicho implique abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto.  Por lo tanto, corresponde hacer lugar a la queja interpuesta, dejar sin efecto la sentencia apelada en cuanto fue materia de recurso extraordinario y devolver las actuaciones al tribunal de procedencia a fin de que se dicte una nueva conforme a derecho.


    Recurso queja Nº 3- Consejo de Docentes e Investigadores de la Universidad Nacional del Nordeste c/ (Instituto de Servicios Sociales de la Universidad Nacional del Nordeste) - y/o Universidad Nacional del Nordeste s/ Amparo por mora de la Administración


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 5955/2016/3/RH3, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia. Suspensión del proceso judicial. Inconstitucionalidad. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible dado que las decisiones dictadas en la etapa de ejecución no revisten el carácter de definitivas a los fines del artículo 14 de la ley 48, siendo que, además, la decisión recurrida no resulta equiparable a tal en tanto no causa al apelante un gravamen de insusceptible reparación ulterior.   Resultan en esta instancia inadmisibles los agravios tendientes a cuestionar la competencia del tribunal para entender en la causa. La demandada había consentido la jurisdicción y que ese aspecto llega firme a este estado del proceso, lo cual no fue debidamente rebatido por la demandada. La sentencia se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentarla, e impiden su descalificación como acto judicial.  La decisión recurrida rechazó el pedido de suspensión del trámite del proceso hasta que la Corte Suprema de Justicia se pronuncie sobre el recurso de queja que tramita bajo el número COM 16637/2010/2/RH2. Los agravios introducidos versan centralmente sobre cuestiones invocadas en dicho expediente, cuyo tratamiento en estos autos implicaría una reedición improcedente de cuestiones que ya se encuentran sometidas a estudio del Tribunal.  El planteo de inconstitucionalidad del artículo 285 in fine del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación constituye una reflexión tardía, dado que el planteo fue introducido en oportunidad de contestar el traslado de la liquidación practicada por el actor. Sin embargo, el cuestionamiento constitucional de esa norma debió haber sido articulado en la primera oportunidad que tuvo, esto es cuando presentó el recurso de queja que tramita bajo el número COM 16637/2010/2/RH2.  Resulta inadmisible el planteo de inconstitucionalidad, dado que fue efectuado en forma extemporánea al no haber sido introducido en la primera oportunidad procesal que tuvo el recurrente.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur (PROCONSUMER) c/ Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 16637/2010/3/RH3, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Verificación de créditos. Homologación del acuerdo preventivo. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es requisito de procedencia del recurso extraordinario que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tales las que ponen fin al pleito o hacen imposible su continuación, como así también las que causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. Ello, no ocurre en el caso en que el tribunal tras constatar que aún no se encuentra cumplido el acuerdo preventivo homologado en los términos del artículo 59 de la Ley 24.522, se limitó a sostener que el crédito deberá ser verificado en el concurso de la demandada.  Para más, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.  En el caso, el crédito laboral no fue incluido en el acuerdo preventivo homologado en el concurso de la demandada, por lo que, en los propios términos del artículo 57 de la Ley 24.522, el acreedor podrá ejecutar la “sentencia de verificación” ante el juez que corresponda. En igual sentido, el artículo 21, cuarto párrafo, de la ley citada prevé que la sentencia dictada en los procesos laborales excluidos del fuero de atracción, valdrá como título verificatorio en el concurso, reafirmando la necesidad de insinuar el crédito ante el juicio universal.


    Medina, Hugo Rubén c/ Vieira Argentina S.A. y otro. s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19718/2009/1/1/RH2, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Despido. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    El recurso intentado es inadmisible porque las resoluciones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias excepcionales tales como la denegatoria del fuero federal o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.  Esas excepciones no se presentan aquí pues, por un lado, la decisión convalidada por la juzgadora no deniega el fuero federal ni la parte actora solicitó su intervención. Por otro lado, el fallo cuestionado -que emana del superior tribunal de provincia, encargado, en su caso, de dirimir una contienda de competencia entre los órganos inferiores- no coloca al apelante en una situación de privación de justicia que afecte en forma actual, directa e inmediata, su defensa en juicio. Ello es así, puesto que no clausuró la vía promovida en tanto se atribuye competencia a una jurisdicción determinada, la que deberá decidir tanto sobre su propia aptitud para intervenir, como, llegado el caso, sobre la normativa procesal y sustantiva aplicable, pudiendo plantear el actor las defensas e impugnaciones que considere pertinentes ante ese fuero.  La ausencia de una sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso, y que no procede la invocación de gravedad institucional carente de un serio y concreto desarrollo que la patentice.  Los pronunciamientos de los más altos tribunales provinciales que deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no justifican, por principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria y la tacha de arbitrariedad es particularmente restrictiva a su respecto.


    Wisdom, Guillermo Bernardo c/ Municipalidad de Malvinas Argentinas s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2818/2019/CS1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Denegatoria del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CIV 71831/2006/3/RH2, “Recurso Queja Nº 3- Salomón, Beatriz Raquel y otros c/ Rial, Jorge y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Recurso Queja Nº2 - Salomón, Beatríz Raquel y otros c/ Rial, Jorge y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 71831/2006/2/RH1, 11 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización. Accidente de tránsito. Apreciación de la prueba. Regulación de honorarios. Recurso extraordinario. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.  Los agravios referidos a la incorrecta valoración de la prueba y a la regulación de honorarios, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común.  Las críticas de los apelantes a la decisión de la alzada que tuvo por no acreditado el siniestro, sólo traducen discrepancias respecto de la ponderación de la prueba efectuada por los jueces de la causa, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido.  La conclusión de la alzada en cuanto a que no fue debidamente acreditado el hecho ilícito no luce irrazonable, lo cual descarta la arbitrariedad invocada.   La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley.  Son ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte las cuestiones concernientes a la interpretación de las disposiciones arancelarias y, en general, todo lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias. Ello máxime cuando la ley 27.423 que se estimó aplicable fue dictada con anterioridad a la sentencia de primera instancia, cuando aún se estaba produciendo prueba en estos autos, y no fue invocada confiscatoriedad en los montos regulados.


    Kechiyan, Inés Silvia y otro c/ Heredia, Sergio Osvaldo y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42047/2014/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Estado Nacional. Servicios públicos. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Procedencia del recurso. Devolución del expediente. 


    Si bien, en principio, el examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común constituye materia propia de los jueces de la causa y ajena al recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48, ello no constituye óbice para habilitar tal instancia cuando el tribunal a quo prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a las constancias del expediente y a las normas aplicables y la decisión se apoya en afirmaciones dogmáticas que le dan un fundamento sólo aparente.  Resultaba necesario acreditar, tanto si se responsabilizaba al Estado dentro de la teoría del riesgo o por su responsabilidad extracontractual por actividad ilícita, la concurrencia de los presupuestos que la doctrina y la jurisprudencia han establecido para que aquélla resulte procedente, recaudos que operan en los supuestos de responsabilidad del Estado.  A fin de decidir si concurren los presupuestos fácticos y jurídicos que hacen viable dicha responsabilidad, se ha exigido la presencia ineludible de requisitos de orden genérico, consistentes en la existencia de un daño actual y cierto, la relación de causalidad directa entre la participación del Estado y el perjuicio y la posibilidad de imputarle jurídicamente esos daños.  El a quo prescindió de ponderar la existencia de tales presupuestos de responsabilidad, omitiéndose puntualizar cuál fue la participación del Estado Nacional en el accidente, cuya relevancia fue puesta de manifiesto por este último en su recurso.  En cuanto al incumplimiento del deber de seguridad que la cámara endilga al demandado, corresponde recordar que el vocablo seguridad incorporado por el art. 42 de la Constitución Nacional, si bien es un valor que debe guiar tanto la conducta de los organizadores de los servicios públicos como la del Estado, ello por sí solo, no es suficiente para condenar a este último, pues la responsabilidad del Estado únicamente puede surgir de la efectiva concurrencia de los recaudos y presupuestos que le dan origen.  La solución dada por la Cámara desatiende las circunstancias concretas de la causa.  La sentencia se apartó de la solución normativa prevista para el caso, descartó la jurisprudencia inveterada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la materia y soslayó los argumentos vertidos por el Estado Nacional en relación con el contenido de las cláusulas de los contratos públicos de concesión en juego, lo cual conduce a tacharla de arbitraria.


    Recurso queja N° 1 – Flores, Pedro Rolando c/ Tufesa y otro s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3422/2000/1/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Acuerdo de partes. Pago. Desistimiento tácito de la acción. Tasas de interés. Intereses moratorios. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Cuestión sustancialmente análoga a los dictámenes de las causas CIV 114052/2010/RH1, “Leiva, Fernando Ramón c/ Mesa, Diego Adrián u otro s/ Daños y perjuicios”, y CIV 4659/2011/1/RH1, “Pereyra Néstor Rubén c/ UGOFE SA Línea San Martín s/ Daños y perjuicios”.


    La suscripción del acuerdo de pago sin reserva traduce una conducta incompatible con el sostenimiento de su recurso e importa su desistimiento tácito.  Los agravios relativos a la tasa de interés moratorio fijada involucran cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional.  Si bien el excepcional supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a la Corte a revisar decisiones de los jueces de la causa en materia de derecho común, la intervención en esos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que le son privativos ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales. En virtud de ello, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes.  La tasa debe evitar la indeseable consecuencia de que el deudor moroso se beneficie del tiempo que insume el trámite del litigio. En ese marco, la tasa adecuada es el doble de la activa.  La sentencia recurrida realizó una interpretación de las normas de derecho común en relación con las circunstancias particulares del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta un apartamiento inequívoco de la solución normativa, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Más aún cuando los fundamentos de hecho y de derecho considerados en la sentencia no fueron debidamente controvertidos en el recurso bajo examen. En particular, la recurrente no acreditó que la tasa cuestionada se aparte de la finalidad de los intereses moratorios, esto es, castigar la mora del deudor y reparar el daño que esa mora provoca en el derecho del acreedor en un contexto inflacionario, como así tampoco controvirtió la conclusión del tribunal respecto a que la tasa activa nominal es insuficiente para satisfacer esos fines.  La genérica invocación de normas federales es insuficiente para habilitar la instancia extraordinaria puesto que el artículo 15 de la ley 48 demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado.  La sentencia fijó los intereses sobre la base de una interpretación de normas de derecho común, considerando las circunstancias concretas de la causa, sin que el recurrente haya acreditado la existencia de un supuesto excepcional que justifique descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido en los términos de los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Lenti, Braian Emanuel c/ González, Javier Rubén y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de tránsito con lesiones o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 9161/2016/2/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Muerte. Cáncer. Radiación ionizante. Central nuclear. Relación de causalidad. Aplicación de tratados internacionales. Principio de congruencia. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Aun cuando los agravios formulados por los apelantes remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso cuando en la resolución se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que si los argumentos expuestos por la cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  La conclusión de la cámara acerca de que no hubo relación de causalidad entre las radiaciones ionizantes a la que estuvo expuesto el causante mientras se desempeñó en la CNEA y el cáncer de colon que derivó en su fallecimiento, carece del debido rigor de fundamentación.  La especialización universitaria en medicina del trabajo, enfermedades infecciosas y clínica médica del perito oficial es la más adecuada para determinar si la causa de un cáncer está relacionada con las tareas laborales desempeñadas por la víctima de tal enfermedad, en la medida en que es la que resulta apta para desentrañar los hechos desde la perspectiva de las normas y de los principios protectorios y de prevención de los riesgos del trabajo.  No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba.  La inclinación a favor del informe del consultor médico de la demandada en desmedro del presentado por el perito oficial, sin el paralelo y proporcionado estudio de las pruebas rendidas y de las normas aplicables, implica un insuficiente estudio de la cuestión.  La acertada interpretación de los elementos fácticos con las normas aplicables a la causa habrían contribuido a la correcta precisión de la causalidad adecuada que se requiere para determinar la responsabilidad del Estado, imprescindible para lograr el punto de partida de una estructura de razonamiento lógico que valide la línea argumental de la decisión.  En ese entendimiento no resultó razonable la descalificación por el a quo del informe pericial médico sin ponderar, a la luz de las pruebas aportadas a la causa, lo señalado por los actores en punto a cómo podía el perito médico analizar si existían o no otros factores causales endógenos o exógenos productores del cáncer de colon padecido por la víctima si la demandada no cumplía con las disposiciones legales, pues no realizaba los exámenes semestrales reglamentarios, no llevaba una historia clínica en regla, no contaba con un examen preocupacional adecuado, ni con los requerimientos regulares de aptitud psicofísica para autorizaciones específicas.  Si bien los magistrados no están obligados a ponderar todos y cada uno de los elementos que se aportan al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.  Se soslayó el informe técnico confeccionado por el perito ingeniero laboral sobre los reparos y dudas que se le presentaban al experto en orden a los datos del dosímetro, protocolo y sistema de recolección de muestras, equipo de evaluación de dosis, calibrado y certificado del dosímetro y, por ende, la credibilidad de los registros de dosis de radiaciones aportados por la demandada. Todo ello importa, de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que exige el deber jurisdiccional para dictar una decisión válida.  Los argumentos esgrimidos en la sentencia para desestimar la aplicación de la Convención de Viena sobre Responsabilidad Civil por Daños Nucleares, 1963, resultan arbitrarios, al margen de si su aplicación resulta o no pertinente al caso.  En orden al primer argumento esgrimido por el a quo para descartarla, basado en la afectación al principio de congruencia, al no haber sido desarrollados en la demanda los motivos para su aplicación, cabe recordar que los jueces no sólo tienen la facultad sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos con ajuste al derecho aplicable, valorando autónomamente la realidad fáctica y encuadrándola en las normas jurídicas con prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes, facultad que deriva del ejercicio de la regla iura novit curia. Ello es así en tanto no se alteren las bases fácticas del litigio o la causa petendi. Desde esa perspectiva, resultó desacertado invocar la violación del principio de congruencia para descartar las disposiciones del Convenio citado, máxime cuando él, contrariamente a lo sostenido por la cámara, fue mencionado como soporte de la pretensión de los actores en la demanda, no obstante haberse invocado en ella, también, otras normas.  Del mismo modo, tampoco resultó acertado el segundo argumento empleado por la alzada para desestimar la aplicación de dicha Convención, al considerar que el caso no podía ser encuadrado en ella, frente a la omisión por parte de los actores de probar que el Centro Atómico Ezeiza reuniera las condiciones para ser considerado una instalación nuclear o un reactor nuclear en los términos de sus disposiciones. Ello, toda vez que este tema no fue objeto de controversia entre las partes durante el proceso, además de surgir tal circunstancia fáctica del reconocimiento de la demandada, de la pericia técnica, del informe de la Autoridad Regulatoria Nuclear y de la prueba documental, particularmente, de las autorizaciones específicas expedidas por la demandada para que el trabajador se desempeñara como su jefe de mantenimiento, las que no hubieran sido necesarias si el reactor nuclear no hubiera sido una instalación nuclear.   La sentencia apelada se ha sustentado en afirmaciones dogmáticas, al haberse efectuado apreciaciones sesgadas de los elementos de juicio obrantes en la causa -sin haber integrado y armonizado las pruebas en su conjunto como es exigible a los pronunciamientos judiciales- y haberse prescindido de cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la correcta solución del litigio.  La decisión de la alzada no constituye una derivación razonada del derecho vigente.


    Recurso Queja Nº 1 – Galarza Delia Beatriz y otros c/ Comisión Nacional de Energía Atómica – Dardo Tello y otros s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46795/2010/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Libertad de prensa. Derecho a la privacidad. Derecho a la imagen. Derecho al honor. Daño moral. Legitimación procesal. Apreciación de la prueba. Recurso extraordinario Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Falta de legitimación de los damnificados indirectos para reclamar reparación por daño moral. Remisión al dictamen de la causa CSJ 132/2014 (50- 2)/C81, “Lima, Maira Joana y otros c/ Agon, Alfredo: Sastre, María Patricia y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Corresponde denegar el recurso extraordinario si los agravios concretos planteados por los recurrentes se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, por principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional.  La sentencia que rechaza la procedencia del daño moral reclamado por las hijas de los actores, fundamentando que ellas solamente habrían sufrido un daño moral indirecto que, en virtud de lo dispuesto por el artículo 1078 del derogado Código Civil, no les confiere acción, realiza de esta manera una interpretación de las normas de derecho común en relación con las circunstancias particulares del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta un apartamiento inequívoco de la solución normativa, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Más aún cuando los fundamentos de hecho y de derecho desplegados en la sentencia no fueron debidamente controvertidos en el recurso bajo examen, que se limita a afirmar que la decisión recurrida se aparta de la solución normativa prevista para el caso sin esgrimir las razones por las que considera inválido el razonamiento de la cámara.   La genérica invocación de garantías constitucionales es insuficiente para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48 puesto que el artículo 15 demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado.  La Corte Suprema ha expuesto que las cuestiones relativas al monto de la indemnización son ajenas a la instancia extraordinaria, máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial.  El agravio referido a la omisión del tribunal a quo de considerar la pericia realizada por el experto en marketing y rechazar la procedencia del rubro pérdida de chance, no demuestra más que una mera discrepancia sobre la valoración realizada por el tribunal de una constancia probatoria, sin lograr acreditar la arbitrariedad de la decisión, pues el tribunal consideró que la actora no probó que los hechos cuestionados le hayan frustrado alguna contratación, trabajo o ganancia; y explicó las razones por las cuales otorgó escaso valor probatorio a la pericia debido a la falta de imparcialidad del profesional y a que las conclusiones expuestas por el perito configuran apreciaciones personales que carecen de sustento, así como avanzan sobre las facultades propias del juez.   Las aseveraciones realizadas en el recurso con relación a la supuesta connivencia entre los demandados y a la falta de consentimiento de la actora a la exposición de aspectos de su vida íntima se desentienden de los fundamentos esgrimidos en la sentencia apelada.   La impugnación de la accionante, lejos de realizar una crítica concreta y razonada del fallo, se limita a expresar su disconformidad con el a quo de manera dogmática, incumpliendo de ese modo el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48.  Corresponde denegar la queja interpuesta frente a la existencia de un supuesto excepcional que justifique descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido en los términos del artículo 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Recurso Queja Nº 3 - Salomón, Beatríz Raquel y otros c/ Rial, Jorge y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 71831/2006/3/RH2, 11 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Pandemia. Coronavirus. Cuasidelitos. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al requisito de sentencia definitiva para la procedencia formal del recurso intentado, se cumple en autos, toda vez que la fundación actora se vería privada de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer los derechos que invoca y, por consiguiente, de obtener el eventual acceso a la instancia federal por los agravios de naturaleza constitucional que esgrime.   En cuanto al fondo del asunto, la Cámara ha resuelto en forma adecuada los planteos formulados por la actora con respecto a la incompetencia de los tribunales de nuestro país para decidir en el sub lite.  En este sentido, en materia de demandas promovidas contra un estado extranjero, como principio, éste no se halla sometido a las jurisdicciones de otros estados conforme a una sólida y aceptada norma de Derecho Internacional, sin perjuicio de que ello pueda ser dejado de lado en algunos supuestos. Tal inteligencia ha sido sostenida por la Corte en la causa “Manauta” y, posteriormente adoptada en la ley 24.488.  Dicha ley establece, que la inmunidad de jurisdicción sigue siendo el principio (art. 1° de la ley) aunque restringida a los actos iure imperii, mientras que sus excepciones se encuentran expresamente previstas en el art. 2° de ese cuerpo normativo.  En el presente caso, la Fundación reclama los daños y perjuicios por actos lícitos (cuasidelitos consistentes en omisiones) cometidos por la demandada dentro de sus límites territoriales.  Tales hechos no pueden ser incluidos entre las excepciones previstas en el art. 2° de la ley 24.488, en especial, la del inc. e) dado que el supuesto allí establecido se refiere únicamente a los delitos y cuasidelitos cometidos en el territorio nacional y, por lo tanto, no puede extenderse a los supuestamente producidos en el territorio extranjero, como plantea la actora en el presente caso.  Por otra parte, si bien el principio de inmunidad jurisdiccional de los Estados extranjeros no alcanza a su actividad comercial (actos iure gestionis) ello no comprende situaciones como la de autos, pues las acciones aquí denunciadas no pueden ser consideradas como parte de aquélla.  Antes bien, los hechos aquí cuestionados trasuntan el ejercicio de imperium por parte del Estado y, por lo tanto, están comprendidos en el art. 1° de la ley 24.488, de tal forma que verificar el examen de los actos de un estado soberano por los tribunales de otro y, acaso, declarar su invalidez mediante una sentencia contra la voluntad del primero llevaría sin duda a poner en peligro las relaciones entre los gobiernos y turbaría la paz de las naciones.


    Recurso Queja Nº 1 - Fundación Óbolos c/ República Popular de China s/ Daños y perjuicios


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 8704/2020/1/RH1, 13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Defensa del consumidor. Gratuidad del procedimiento. Ley de defensa del consumidor. Acceso a la justicia. Beneficio de litigar sin gastos. Procedencia del recurso. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho común. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Si bien las objeciones vinculadas a cuestiones procesales y de derecho común, son propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando el pronunciamiento no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa.  El alcance del beneficio de gratuidad previsto en la ley 24.240 fue analizado por la Corte en la causa CAF 17990/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA SA y otro s/ proceso de conocimiento”, en sentido concordante con el dictamen de esta Procuración. Allí, el Tribunal entendió que el beneficio de justicia gratuita exime a los consumidores y a las organizaciones que los representan de los costos y costas del proceso judicial.  En este sentido, la Corte recordó la importancia del beneficio de gratuidad para hacer efectiva la protección constitucional que se confiere a los consumidores (art. 42, Constitución Nacional) y entendió que la voluntad del legislador en la norma reglamentaria (arts. 53 y 55, ley 24.240) ha sido la de eximir a quienes inician una acción en los términos de la Ley de Defensa del Consumidor del pago de las costas del proceso, y que ese beneficio opera automáticamente, sin que se requiera para su procedencia la demostración de una situación de pobreza.   Esta interpretación constitucional del alcance del beneficio de gratuidad en el proceso de consumo, en particular en cuanto se refiere al artículo 53 de la ley 24.240, ha sido defendida por esta Procuración General de la Nación en varios casos  En esos precedentes se entendió que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, el beneficio de gratuidad garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.   En consonancia con ello, esta Procuración considera que, en las acciones iniciadas de conformidad con la Ley de Defensa del Consumidor, el beneficio de justicia gratuita está dispuesto por mandato legal (art. 53, ley 24.240), lo que exime al consumidor de tramitar el beneficio de litigar sin gastos en los términos del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  En esa misma línea, la Corte sostuvo en “ADDUC” que el beneficio de gratuidad tiene el mismo alcance jurídico que el beneficio de litigar sin gastos concedido.  Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.  En asuntos vinculados a una relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas.   Toda vez que lo que se pretende resguardar mediante este beneficio es el acceso a la justicia de los consumidores, no resulta determinante el resultado del pleito. La interpretación de la sentencia recurrida no solo no tiene sustento en la letra de la ley, sino que se desentiende de su propósito protectorio. En el citado caso “Consumidores Financieros”, la Corte Suprema, en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del código procesal, dijo que “el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé ?para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos’. Una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir allí donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores -y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses–a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”.  El vicio de arbitrariedad invocado guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso.


    Berón, María Elena c/ BAPRO Mandatos y Negocios S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 34491/2018/1/RH1, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Relación de consumo. Caducidad de instancia. Costas al vencido. Principio objetivo de vencimiento. Beneficio de litigar sin gastos. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Beneficio de justicia gratuita.


    Si bien lo atinente a la imposición de costas se vincula con cuestiones procesales y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para habilitar la instancia extraordinaria cuando el pronunciamiento no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas en la causa y desatiende la finalidad tuitiva de la legislación en la materia debatida en autos, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.  Esta Procuración tiene dicho que el artículo 53 de la ley 24.240 otorga el beneficio de justicia gratuita a las acciones judiciales iniciadas de conformidad con esa ley en razón de un derecho o interés individual. Asimismo, dispone que la parte demandada podrá acreditar la solvencia del consumidor y, en ese caso, cesará el beneficio. Por otra parte, se advirtió que la ley 24.240, reglamentaria del artículo 42 de la Constitución Nacional, es caracterizada como una norma de orden público.  La Corte Suprema entendió que no corresponde la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores.  Dispuso la Corte la restitución del depósito previsto en el artículo 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación con fundamento en la exención del artículo 26 de la ley 26.361, que sustituyó el texto del artículo 53 de la ley 24.240. Más recientemente, en el precedente registrado en Fallos: 338:1344, “Consumidores Financieros”, señaló que “la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo”.  Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.  En asuntos vinculados a una relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas.  Toda vez que lo que se pretende resguardar mediante este beneficio es el acceso a la justicia de los consumidores, no resulta determinante el resultado del pleito. La interpretación de la sentencia recurrida no solo no tiene sustento en la letra de la ley sino que se desentiende de su propósito protectorio. En el caso “Consumidores Financieros”, la Corte, en ocasión de resolver una petición relativa a la exención del depósito previsto por el artículo 286 del código procesal, dijo que “el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos. Una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir allí donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores y de las asociaciones que pretendan proteger sus intereses a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”.  El vicio de arbitrariedad señalado guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso.


    Sgaramello, Rubén Daniel c/ Coca Cola FEMSA de Buenos Aires S.A. s/ Interrupción de la prescripción (Artículo 3986 Código Civil)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 47566/2015/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Despido. Cuestiones de competencia. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es jurisprudencia de esa Corte que las decisiones en materia de competencia no configuran los pronunciamientos definitivos a los que se refiere el artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.  Esas circunstancias excepcionales no se configuran en el caso pues, por un lado, la decisión no deniega el fuero federal y, por otro, tampoco la coloca en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, su defensa en juicio, pues no clausuró la vía promovida y, en consecuencia, aquélla quedó sometida a la jurisdicción de la justicia nacional del trabajo, en la que podrá ejercer las defensas que considere pertinentes.  A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas o por la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso, a lo que se suma que no procede la invocación de gravedad institucional carente de un serio y concreto desarrollo que la evidencie.  En esas condiciones, la apelante no logra acreditar el carácter definitivo de la sentencia recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Recurso de Queja Nº 1- Dealecsandris, Ricardo c/ Alumasa S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 6652/2019/1/RH1, 13 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación, tales como, la denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia.  Esas excepciones no se presentan en el caso pues, por un lado, la sentencia en crisis no deniega el fuero federal ni el recurrente solicita su intervención; por el contrario, la decisión atribuye competencia a la justicia en lo contencioso administrativo federal y el actor pretende la nacional del trabajo. Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca al impugnante en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida en tanto atribuye competencia al fuero de excepción, donde puede ejercer la acción planteada.  A su vez, la ausencia de una decisión definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    Di Blasi, Adrián Fabio c/ La Corte S.A. y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47854/2017/1/RH1, 05 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Gastos de proceso. Tasa de justicia. Sujetos obligados. Actor procesal. Cuestión federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El remedio extraordinario es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de la ley 23.898, de carácter federal, y la sentencia recurrida, si bien fue dictada en el trámite de ejecución, es equiparable a definitiva por causar al recurrente un agravio que no es susceptible de reparación ulterior.  En la tarea de establecer la inteligencia de normas federales, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.   Según la ley 23.898 de tasas judiciales, el obligado al pago de la tasa de justicia es la parte actora, sin que interese, a tal fin, que se hubieran impuesto un porcentaje de las costas a la demandada y reste ingresar, en todo o en parte, el mencionado tributo.  El mismo principio rige para los juicios en los que se reclaman sumas de dinero cuyo monto no resulta posible de determinar al momento de su inicio, supuestos en los cuales debe abonarse, inicialmente y como pago a cuenta, la suma correspondiente a los procesos no susceptibles de apreciación pecuniaria y, luego de terminado el proceso por un modo normal o anormal, la parte actora debe completar el ingreso del tributo.  Tiene dicho el Tribunal que “el hecho imponible que origina la obligación de pagar la tasa de justicia es la prestación de un servicio por parte del órgano jurisdiccional respecto de la pretensión deducida y pesa sobre quien inicia las actuaciones la carga de afrontarla, más allá de que la interesada pueda reclamarle a su contraria el reintegro de las sumas pagadas y que sea ella la que la soporte en definitiva en la proporción que corresponda”. “La relación de los artículos 9° y 10 de la ley 23.898, solo autoriza a afirmar que es aquel que promovió la actuación o requirió el servicio de justicia el que debe pagar la tasa, sin perjuicio de que, ‘en definitiva’, sea soportada en la proporción de la condena pertinente”. “La salvedad resaltada exige concluir que la ley sólo reconoce la posibilidad de repetir lo que se pague, pero no libera a la actora de ese pago aun cuando se haya determinado la proporción en la que se deben afrontar las costas del proceso”. “Esa es la interpretación adecuada del texto legal, en la medida en que de lo contrario no se entendería la razón de ser de esa salvedad, sino que habría bastado con señalar que la tasa de justicia integrará las costas del juicio y será soportada por las partes en la misma proporción en que dichas costas debieron ser satisfechas”.  La intimación dirigida a la parte demandada por el juzgado de primera instancia para que abonara una parte de la tasa de justicia, no resultaba ajustada a lo dispuesto por la ley 23.898.  El legislador ha previsto, como regla general para los juicios en los cuales se reclamen sumas de dinero, que la tasa de justicia debe calcularse sobre “el monto de la pretensión al momento del ingreso de la tasa, comprensivo del capital y, en su caso, de la actualización, multa e intereses devengados, que se hubieren reclamado”.  Si en la demanda en la que se pretende el pago de una suma de dinero se reclaman también intereses, el monto imponible a los fines del cálculo de la tasa de justicia incluirá los accesorios que se hubieran devengado hasta el momento del ingreso del tributo. Normalmente, será hasta el inicio de las actuaciones, que es la oportunidad que la ley prevé para el pago de la tasa judicial. Sin embargo, bien podría suceder que el obligado al pago no cumpla en término e ingrese la gabela con posterioridad a haber promovido la demanda o reconvención; en este supuesto, si su pretensión incluye el pago de intereses, los que se hubieren devengado con posterioridad al inicio del proceso y hasta el momento del ingreso de la tasa judicial deberán formar parte de la base para el cálculo de ella, de conformidad con lo dispuesto por el art. 4º, inc. a).  De la misma manera, en los casos en los que se reclama el pago de una suma de dinero aunque su monto resulta indeterminable al inicio de la demanda, y en los que el pago completo de la tasa de justicia se difiere hasta que concluye el juicio por un modo normal o anormal -art. 5°-, la base imponible a los efectos de determinar este tributo también debe incluir los intereses devengados hasta el momento del ingreso de la tasa que resta abonarse, siempre que estos accesorios hubieran formado parte de la pretensión.   Una interpretación acorde con la intención del legislador en relación con los juicios en que se reclaman sumas de dinero lleva a concluir en que, cuando el art. 5º menciona el “valor reclamado en la demanda o reconvención, actualizado a la fecha de dicha estimación”, hace alusión (con la expresión “valor reclamado”) al “monto de la pretensión” al que refiere el inc. a) del art. 4º, el cual es “comprensivo del capital y, en su caso, de la actualización, multa e intereses devengados, que se hubieren reclamado”; estimación que debe hacerse “al momento del ingreso de la tasa”.  De no ser así, se establecería una injustificada distinción entre aquellos supuestos en que el valor reclamado es conocido al deducirse la pretensión y los casos en que, a pesar de reclamarse lo mismo, su monto dinerario no es determinable al inicio de las actuaciones, sino solo al concluir el proceso.  Esa diferencia de trato no podría encontrar sustento en los términos empleados por el art. 5º, toda vez que esa cláusula legal está destinada a reglar la oportunidad en que corresponde afrontar el pago de la tasa de justicia en los juicios en los que se reclaman valores no cuantificables dinerariamente al inicio del proceso, pero no establece un régimen diferenciado para ese tipo de actuaciones en lo que se refiere al modo en que debe calcularse el monto imponible. La única distinción relevante que realiza esta norma es la aclaración de que “el valor reclamado en la demanda” debe ser “actualizado a la fecha de dicha estimación”.  El Tribunal ha sostenido que los textos legales no deben ser considerados, a los efectos de establecer su sentido y alcance, aisladamente, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto y teniendo en cuenta la finalidad perseguida por aquellos.  El hecho de que la ley 23.898, que instituyó un nuevo régimen legal de tasas judiciales para los tribunales nacionales y federales en reemplazo del establecido por la ley de facto 21.859, no incluyó una cláusula como la prevista por el art. 9º de la ley hasta entonces vigente, el cual disponía que “para determinar el valor del juicio no se tomarán en cuenta los intereses ni las costas, salvo en el caso de las ejecuciones fiscales”, lo que resulta un indicio de que el legislador, en el marco de las modificaciones introducidas en el régimen legal de la tasa de justicia, tuvo la intención de que los intereses que se devengaran hasta el momento del pago de la tasa de justicia constituyeran uno de los elementos integrantes de la base de cálculo del gravamen.  Conforme el art. 4º, inc. i), cuarto párrafo, de la ley 23.898, no siempre debe tomarse en cuenta, a los fines de liquidar la tasa de justicia adeudada, el mismo monto que el utilizado para regular los honorarios, sino que únicamente debe procederse de ese modo en el caso de que dicha base regulatoria fuese de mayor valor que la obtenida a los fines de la determinación del tributo.  La Corte sostuvo que “a los efectos del cálculo del monto imponible, el capital reclamado se integra con los intereses devengados al momento del ingreso de la tasa (art. 4, inc. a). La circunstancia de que no se hubieran computado a los fines de la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes, no constituye un argumento válido para no considerarlos, pues ello se debe a la aplicación del precedente C. 1235, L. XXXI, “Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecutivo”, que no resulta extensivo a la tasa de justicia”.


    Recurso queja N° 2 – Sominar Sociedad Minera Argentina S.A. c/ YPF S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 10216/1999/2/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Honorarios del abogado. Regulación de honorarios. Representación del Estado en juicio. Empleo público. Resoluciones administrativas. Universidades nacionales. Interpretación de la ley. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario es admisible toda vez que se encuentra en discusión la interpretación y validez de disposiciones de carácter federal, como lo son las dictadas por las autoridades de la UBA, y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la recurrente fundó en ellas.   En la tarea de establecer la interpretación de actos y normas de aquella naturaleza, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de los jueces o de la recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  En la doctrina del Tribunal si los argumentos relativos a la arbitrariedad de la sentencia no fueron objeto de rechazo expreso en el auto de concesión del recurso y aparecen inescindiblemente unidos a la cuestión federal, corresponde que la Corte los trate con la amplitud que exige la garantía de defensa en juicio.  Los honorarios judiciales provenientes de los juicios en los que el Estado es parte no pertenecen a los profesionales que trabajan en relación de empleo público con él, sin perjuicio de que tengan, sí, un derecho a percibir un estímulo consistente en la participación, de acuerdo con las reglamentaciones que la Administración fije.   En Fallos: 306:1283, se afirmó que en supuestos en que una repartición del Estado Nacional designa a uno de sus agentes para que lo represente en un proceso judicial, éste no ejerce su actividad en función de un contrato de derecho privado, como los de mandato o locación de servicios, sino en virtud de la relación de empleo público que lo une con el organismo, siendo que, por principio, el cumplimiento de la función pública es remunerado con un sueldo previsto como erogación en el presupuesto. Tal circunstancia llevó a la Corte a declarar que los agentes públicos que gozan de aquél no son acreedores de honorarios por los servicios que prestan en el desempeño de su cargo, y tienen por única remuneración la retribución que las leyes les asignen.  Se aclaró que, no obstante, nada impide que, cuando se lo estime conveniente, la Administración pague a algunos funcionarios con sumas no provenientes del tesoro público, como, por ejemplo, las cantidades reguladas en calidad de honorarios en procesos judiciales, salvedad hecha de que la citada modalidad no implica transformar la relación de empleo público en una regida por el derecho privado.  Es doctrina del Tribunal que, “por principio, el cumplimiento de la función pública es remunerado con un sueldo previsto como erogación en el presupuesto” y que “los agentes públicos que gozan de aquél no son acreedores a honorarios por los servicios que prestan en el desempeño de su cargo, teniendo por única remuneración de ellos la retribución que las normas les asignen, sin perjuicio de “que una norma específica prevea, en situaciones como la de autos, el derecho a cobrar un honorario complementario de terceros”.  Si bien no se discute aquí que la demandante tiene un derecho a gozar de la percepción que le corresponda tanto por el convenio de participación y distribución de los honorarios suscripto el 11 de mayo de 2001 (homologado por la disposición 12/05) como por lo dispuesto en la resolución (R) 944/08 proveniente de los honorarios cobrados a los particulares en los juicios en los que haya participado o participe, de allí no se deriva que goce del derecho adquirido a cobrar la totalidad de los honorarios regulados a su favor, ni a desconocer la competencia que tiene el rector para establecer -dentro del marco legal de lo dispuesto en el art. 103 inc. j) del Estatuto Universitario y de las atribuciones otorgadas por el Consejo Superior mediante la resolución 2/86- lo atinente al destino de los fondos que perciba por medio del tesorero y suscribir todas las resoluciones que sean necesarias, relacionadas con las áreas específicas de cada Secretaría, en pos de lograr una gestión eficiente en los juicios en los que la UBA sea parte.  La resolución 89/78 dictada por el entonces Rector de la UBA y que la actora cita a su favor, estableció que “los letrados o apoderados de la Universidad no percibirán de ella honorarios por trabajos profesionales, judiciales o extrajudiciales y en representación de la misma apelarán toda regulación que aun eventualmente sea a su cargo. Los honorarios que en calidad de costas se regulen judicialmente o que en otra forma se determinen, a cargo de la contraparte, en favor de alguno de los letrados, serán distribuidos de la manera que convencionalmente establezcan los profesionales de la dependencia”.  La letra de la norma es su primera fuente de interpretación, y ésta debe llevarse a cabo sin violentar su significado específico, máxime cuando aquél concuerda con la acepción corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento jurídico vigente.  Lo acordado en oportunidad de suscribirse el convenio del 11 de mayo de 2001 en tanto se estableció en su encabezado que “los honorarios que se hayan devengado con anterioridad a la fecha de vigencia de este convenio, serán de propiedad del o de los abogados que hayan resultado beneficiarios de la regulación” no puede ser escindido de la distribución que se dispuso en su cláusula quinta, puesto que su antecedente la resolución 89/78 había condicionado la convencionalidad a la “distribución” de los honorarios percibidos.  El único derecho de la actora se limita al sueldo previsto como erogación en el presupuesto de la Universidad, que no resulta menoscabado por el hecho de haberse acordado en el convenio del 11 de mayo de 2001 que los honorarios devengados con anterioridad a su vigencia serían propiedad de los abogados beneficiarios de ellos pues, como ha quedado expuesto, no le pertenecían ni le pertenecen a la actora sino a la Universidad.  Las resoluciones 944/08 y 694/09 del Rector de la UBA no han vulnerado los derechos que la actora invoca como adquiridos.


    Recurso queja N° 2 – Navas, Marta Laura c/ Universidad de Buenos Aires s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32942/2009/2/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Inspección General de Justicia. Resolución administrativa. Competencia. Denegatoria del recurso. 


    La cuestión debatida encuentra adecuada respuesta en el  dictamen de la causa COM 5026/2020/CS1, “ASEA-Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo”.


    Recurso de queja n° 1 - Inspección General de Justicia c/ Cámara Empresaria de Transporte Urbano de Buenos Aires s/ Recurso de queja (organismo externo)


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10124/2020/1/RH2, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    La cuestión debatida encuentra adecuada respuesta en el  dictamen de la causa COM 5026/2020/CS1, “ASEA-Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo”.


    Recurso de queja n°1 - Inspección General de Justicia c/ Haras Pino Solo S.A. s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15015/2020/1/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    La cuestión debatida encuentra adecuada respuesta en el  dictamen de la causa COM 5026/2020/CS1, “ASEA-Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo”.


    Recurso de queja n°1 - Inspección General de Justicia c/ Haras Pino Solo S.A. s/ Recurso de queja (organismo externo)


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 7002/2020/1/RH2, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    La cuestión debatida encuentra adecuada respuesta en el  dictamen de la causa COM 5026/2020/CS1, “ASEA-Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo”.


    Recurso de queja n°1 - Inspección General de Justicia c/ Línea Expreso Liniers S.A.I.C. s/ Recurso de queja (organismo externo)


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10097/2020/1/RH2, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Medidas cautelares. Productos agroquímicos. Revocación de sentencia. Mantenimiento del recurso. 


    Esta Procuración General comparte el criterio del fiscal general adjunto en cuanto reclama que se revoque la resolución recurrida, en tanto rechaza la medida cautelar solicitada por la actora sin considerar todas las circunstancias particulares del caso a pesar del gravamen irreparable que podría irrogar su negativa, por lo que, en tales condiciones, corresponde sostener el recurso extraordinario interpuesto por el fiscal general adjunto ante la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y la queja deducida ante la denegación parcial del mencionado remedio federal.  En relación con el recurso extraordinario interpuesto por la parte actora y concedido parcialmente por la cámara, al haber tomado este Ministerio Público intervención como parte en las presentes actuaciones no corresponde emitir opinión a su respecto.


    Giménez, Alicia Fany y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Agroindustria y otros s/ Medida cautelar (autónoma)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 22336/2014/CA1-CS2, 30 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Obras artísticas. Valor del bien. Mandatario. Obligaciones del mandatario. Rendición de cuentas. Obligaciones de dar sumas de dinero. Intereses. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia definitiva. Discrepancias del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Procede el recurso extraordinario federal, pues ha sido interpuesto contra la sentencia definitiva dictada por el superior tribunal de la causa, tal como requiere el artículo 14 de la ley 48.  La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues para su procedencia se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.  Las críticas del demandado a la decisión de la alzada que desestimó la rendición de cuentas efectuada por su parte, solo traducen discrepancias respecto de la ponderación de la prueba efectuada por los jueces de la causa, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido.  La imposición de rendir cuentas de manera documentada resulta de una sentencia que se encuentra firme y configura la obligación principal de todo aquel que colabora en un negocio ajeno como mandatario.  No habiéndose acreditado debidamente la venta de las obras de arte, las conclusiones de la alzada en cuanto a la improcedencia de  la deducción de comisiones y gastos no deviene irrazonable, sin que los planteos del apelante referidos a la falta de consideración del informe de la Asociación Argentina de Galeristas de Arte logren conmover los fundamentos de la sentencia.  En cuanto a la moneda en la que debe ser considerado el valor de los dibujos en cuestión, cabe señalar que el tribunal ponderó que en los remitos firmados por el artista, se hace referencia a valores en dólares estadounidenses y a otros valores sin especificación de moneda; y que en el formulario de la AFIP los precios fueron indicados en dólares y se señaló el valor de cotización a esa fecha. Asimismo, los jueces resaltaron que considerando ese valor de cotización, los precios en pesos señalados en la factura pro-forma 154/08 coinciden con los valores indicados en la divisa extranjera, todo lo cual descarta la arbitrariedad invocada.  Los accesorios por mora deben empezar a computarse, según lo aclara la sentencia, desde el incumplimiento de la intimación realizada por el dueño de las obras mediante carta documento. Las consideraciones vertidas por la cámara bastan para sostener la solución que propicia y descartan la existencia de arbitrariedad que se fundamenta en una mera discrepancia sobre cuestiones no federales.  Corresponde rechazar el cuestionamiento deslizado por el recurrente en el recurso en relación con el encuadramiento de la acción de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 652 del código de procedimientos. Ello pues, el alcance de la pretensión de los actores se circunscribe a la devolución de las obras de arte o, en su defecto, la rendición de las cuentas de la gestión efectuada en el marco del mandato conferido al demandado. Así, el cálculo del capital presentado por la parte actora, que fue aprobado en la causa, resulta de la valuación de las obras de arte objeto de litigio.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley.


    Recurso Queja nº 1 – Ferrari, María Alicia y otro c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Rendición de cuentas


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 78500/2015/1/RH1, 28 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Quiebra. Actos perjudiciales a los acreedores. Declaración de ineficacia. Oposición del fiscal. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Cuestión de derecho común. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte Suprema ha admitido recursos extraordinarios contra sentencias definitivas fundados en la arbitrariedad en la aplicación de normas de derecho común concursal cuando, al igual que en este caso, se encuentran seriamente afectados los derechos de los acreedores en el marco de un concurso preventivo o quiebra.  En Fallos 332:2339 el máximo tribunal admitió el recurso por arbitrariedad de la sentencia al considerar que, en el procedimiento seguido para la aprobación de la propuesta, operaron una serie de factores que confluyeron en la limitación de las facultades de los acreedores. Asimismo, en Fallos: 336:908 la Corte también hizo excepción —con base en la doctrina de la arbitrariedad— al principio en razón del cual las cuestiones de derecho común no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria. En esa oportunidad, se había puesto en tela de juicio la pertinencia del mecanismo de notificación a los acreedores laborales en la quiebra previsto en el ordenamiento concursal, con fundamento en que su aplicación era contraria al principio protectorio del trabajador.


    Recurso de queja nro. 4 – Incidente nro. 54 en Veinfar ICSA s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 13417/2014/54/4/RH28, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Base regulatoria. Recurso extraordinario. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones que deciden cuestiones de hecho y procesales, como son las atinentes al monto de los honorarios regulados en las instancias ordinarias, la apreciación de los trabajos profesionales cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son insusceptibles de tratamiento por la vía extraordinaria, en particular, cuando la discrecionalidad judicial se ha ejercido teniendo en cuenta las normas que rigen las regulaciones y se ha hecho un razonable ejercicio de aquélla.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto constituir a la Corte Suprema en una tercera instancia ordinaria que sustituya a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son propias, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional, en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la sentencia fundada en ley a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  La queja no puede prosperar, en tanto el recurrente no logra demostrar circunstancias relevantes que autoricen un apartamiento de tales principios, en tanto la sentencia se funda en consideraciones fácticas y jurídicas que, si bien son genéricas, bastan para excluir la arbitrariedad alegada por los apelantes.   La cámara realizó una regulación de honorarios que exhibe un grado de discrecionalidad que no excede los límites dispuestos por la ley aplicable en la especie. Teniendo en cuenta la base de cálculo que la norma establece, sobre la cual se deben aplicar las reducciones previstas para los juicios ejecutivos en los que no se plantearon excepciones, en el marco de una cuestión incidental y por una actuación llevada a cabo por el profesional en segunda o ulterior instancia, la suma apelada constituye una determinación de honorarios posible a la luz del rango arancelario.  El a quo fundamentó haber ponderado que se trataba de una actuación en el contexto de una incidencia, además de la naturaleza del asunto, el resultado obtenido, la trascendencia económica de la cuestión en debate, así como también el motivo, extensión y calidad jurídica de la entidad del trabajo cumplido en esa instancia, lo cual no fue adecuadamente rebatido por la quejosa, toda vez que las críticas que ensaya sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, que no resultan suficientes para descalificar el pronunciamiento bajo análisis.   No se ajusta a las pautas establecidas en la ley 27.423 que los honorarios del letrado se deban determinar en función del monto de una liquidación no aprobada en la causa.  La ley arancelaria contiene preceptos específicos que permiten calcular los honorarios debatidos en la causa.  La queja resulta inadmisible, pues para la procedencia del remedio federal por arbitrariedad, las resoluciones apeladas deben prescindir inequívocamente de la solución prevista en la ley o adolecer de una manifiesta falta de fundamentación.


    AFIP c/ Organización Coordinadora Argentina S.R.L. s/ Ejecución fiscal - AFIP


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 24276/2018/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Relación de consumo. Consumidores. Derechos de incidencia colectiva. Tasa de justicia. Beneficio de litigar sin gastos. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Beneficio de justicia gratuita.


    La cuestión vinculada a los alcances del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva, ha sido analizada por esta Procuración General en las causas CAF 17990/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento”; y COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos”. Allí, se postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso; y se puntualizó que la Corte entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores.  En idéntico sentido se expidió la Corte, quien señaló además que “...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo”. Además, el máximo tribunal expuso que “...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé ‘para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos''' y que “una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”.  Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.  En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.  El vicio de arbitrariedad alegado por la representante del Ministerio Público Fiscal guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur — Proconsumer c/ South Net Turismo S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3449/2019/1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Beneficio de justicia gratuita.


    La cuestión vinculada a los alcances del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva, ha sido analizada por esta Procuración General en las causas CAF 17990/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento”; y COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos”. Allí, se postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso; y se puntualizó que la Corte Suprema entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores.  En idéntico sentido se expidió la Corte, quien señaló además que “...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo”. Además, el máximo tribunal expuso que “...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé ‘para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos’” y que “una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”.  Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.  En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.  El vicio de arbitrariedad alegado guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur –PROCONSUMER– c/ RailEurope4A S.N.C. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 24352/2018/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    Beneficio de justicia gratuita. Remisión al dictamen de la causa CCF 4840/2014/1/1/RH1, “Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telefónica Móviles Argentina SA s/ Proceso de conocimiento”


    El recurso es inadmisible toda vez que, por un lado, las objeciones planteadas no constituyen cuestión federal pues las garantías constitucionales invocadas no tienen relación inmediata y directa con la cuestión controvertida. Por otro lado, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto cubrir las discrepancias de las partes con lo resuelto, sino que requiere demostrar que el fallo contiene defectos graves de fundamentación o que en él se ha omitido el tratamiento de cuestiones conducentes planteadas en la instancia ordinaria.  La cuestión vinculada a los alcances del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva, ha sido analizada por esta Procuración General en las causas CAF 17990/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento”; y COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos”. Allí, se postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 21598/2018/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Publicación de edictos. Beneficio de litigar sin gastos. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Beneficio de justicia gratuita. Publicidad en los litigios colectivos.


    La cuestión vinculada a los alcances del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva, ha sido analizada por esta Procuración General en las causas CAF 17990/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento”; y COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos”. Allí, se postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.   En idéntico sentido se expidió la Corte, quien señaló además que “...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo”. Además, el máximo tribunal expuso que “...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé ‘para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos’” y que “una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”.  Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.  En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.  En la determinación de los mecanismos a través de los cuales se instrumentará la publicidad en los litigios colectivos se debe balancear, por un lado, el carácter esencial que reviste la adecuada notificación de los usuarios que puedan tener un interés en el resultado del litigio y, por el otro, el acceso a la justicia sin obstáculos de índole económica. Ello supone privilegiar la elección de mecanismos que articulen ambos extremos —amplia difusión y gratuidad— por sobre otros abiertamente más gravosos, como son los avisos en un diario de máxima circulación.  En esa línea se encuentran mecanismos tales como la publicación de banners en las páginas web y cuentas en redes sociales de las partes o cartelería en puntos de venta de entradas a recitales. Además, existen otros canales complementarios de difusión de igual eficacia como el envío de correos electrónicos, la publicidad en redes sociales o medios digitales.  El vicio de arbitrariedad alegado por la representante del Ministerio Público Fiscal guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ D.G. Medios y Espectáculos S.A. s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10510/2018/2/RH2, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Beneficio de justicia gratuita. Publicidad en los litigios colectivos. Remisión al dictamen de la causa COM 10510/2018/2/RH2, “Usuarios y Consumidores Unidos c/ D.G. Medios y Espectáculos SA s/ Sumarísimo”.


    La cuestión vinculada a los alcances del artículo 55, último párrafo, de la ley 24.240 que establece el beneficio de justicia gratuita para las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva, ha sido analizada por esta Procuración General en las causas CAF 17990/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA S.A. s/ Proceso de conocimiento”; y COM 38707/2007/1/RH1, “Asociación Civil C. Civ. P. la D.D. los C. y U. de S.P. c/ Ford Credit Compañía Financiera S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos”. Allí, se postuló que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, esa norma garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso; y se puntualizó que la Corte entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de recursos llevados a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de usuarios y consumidores.  En idéntico sentido se expidió la Corte, quien señaló además que “...la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trata de reclamos originados en la relación de consumo”. Además, el máximo tribunal expuso que “...el otorgamiento del beneficio no aparece condicionado por el resultado final del pleito, pues la norma lo prevé ‘para todas las acciones iniciadas en defensa de intereses colectivos''' y que “una interpretación que pretenda restringir los alcances del precepto no sólo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir donde la ley no distingue sino que conspiraría contra la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores a fin de posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos”.  Esta Procuración General afirmó que el beneficio de litigar sin gastos, como instituto procesal, encuentra sustento constitucional en los derechos de defensa en juicio y de igualdad ante la ley.  En asuntos vinculados a la relación de consumo, el adecuado resguardo de esos derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas. De este modo, el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 55 de la ley 24.240 con el alcance que aquí se propicia, similar en amplitud al beneficio de litigar sin gastos, configura el mecanismo procesal particular elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.  En la determinación de los mecanismos a través de los cuales se instrumentará la publicidad en los litigios colectivos se debe balancear, por un lado, el carácter esencial que reviste la adecuada notificación de los usuarios que puedan tener un interés en el resultado del litigio y, por el otro, el acceso a la justicia sin obstáculos de índole económica. Ello supone privilegiar la elección de mecanismos que articulen ambos extremos —amplia difusión y gratuidad— por sobre otros abiertamente más gravosos, como son los avisos en un diario de máxima circulación.  En esa línea se encuentran mecanismos tales como la publicación de banners en las páginas web y cuentas en redes sociales de las partes o cartelería en puntos de venta de entradas a recitales. Además, existen otros canales complementarios de difusión de igual eficacia como el envío de correos electrónicos, la publicidad en redes sociales o medios digitales.  El vicio de arbitrariedad alegado por la representante del Ministerio Público Fiscal guarda relación directa e inmediata con la afectación de las garantías constitucionales que se alegan vulneradas, en particular, con la de acceso a la justicia de los usuarios y consumidores y el debido proceso.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ D.G. Medios y Espectáculos S.A. s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10510/2018/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Ley de defensa del consumidor. Constitución Nacional. Beneficio de litigar sin gastos. Ley vigente. Aplicación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El alcance del beneficio de gratuidad previsto en la ley 24.240 fue analizado por la Corte en la causa CAF 17990/2012/1/RH1, “ADDUC y otros c/ AYSA SA y otro s/ Proceso de conocimiento”, en sentido concordante con el dictamen de esta Procuración General. Allí, el Tribunal entendió que el beneficio exime a los consumidores y a las organizaciones que los representan de los costos y costas del proceso judicial.   Allí se recordó la importancia del beneficio de gratuidad para hacer efectiva la protección constitucional que se confiere a los consumidores y entendió que la voluntad del legislador en la norma reglamentaria ha sido la de eximir a quienes inician una acción en los términos de la Ley de Defensa del Consumidor del pago de las costas del proceso, y que ese beneficio opera automáticamente, sin que se requiera para su procedencia la demostración de una situación de pobreza. Esta interpretación constitucional del alcance del beneficio de gratuidad en el proceso de consumo, en particular en cuanto se refiere al artículo 53 de la ley 24.240, ha sido defendida por esta Procuración en varios casos.  En esos precedentes se entendió que, de modo similar al beneficio de litigar sin gastos, el beneficio de gratuidad garantiza el acceso a la jurisdicción a través de la eximición no solo del pago de las tasas, sellados u otros cargos, sino también de las costas frente a un eventual resultado adverso.   En las acciones iniciadas de conformidad con la Ley de Defensa del Consumidor, el beneficio de justicia gratuita está dispuesto por mandato legal, lo que exime al consumidor de tramitar el beneficio de litigar sin gastos en los términos del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  La Corte asimismo sostuvo que el beneficio de gratuidad tiene el mismo alcance jurídico que el beneficio de litigar sin gastos concedido -“ADDUC”-.  La normativa procesal local invocada por el tribunal a quo para la eximición de costas y tasas de justicia tiene un alcance claramente más restrictivo que el instituto definido en la legislación nacional.  La Corte destacó que si los legisladores descartaron la utilización del término “beneficio de litigar sin gastos” en la ley 24.240 no fue porque pretendieran excluir de la eximición a las costas del juicio, sino para preservar las autonomías provinciales en materia de tributos locales vinculados a los procesos judiciales. En el debate parlamentario se señaló que es cierto que la tasa de justicia es percibida por los gobiernos provinciales, y también que el principio establecido en la ley de fondo es la gratuidad. Además, entendió que no correspondía la imposición de costas en el marco de los recursos traídos a su conocimiento en acciones que propenden a la protección de derechos de consumidores -“ADDUC”-.  El Tribunal reconoció desde antaño que, si bien las provincias tienen la facultad de darse sus propias instituciones locales y, por ende, legislar sobre procedimientos, “ello es sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias que dicte el Congreso de la Nación cuando considere del caso prescribir formalidades especiales para el ejercicio de determinados derechos establecidos en los códigos fundamentales que le incumbe dictar”. En línea con esa doctrina, el Congreso de la Nación tiene la potestad de establecer la garantía de gratuidad aquí cuestionada con alcance obligatorio para las jurisdicciones locales pues ese instituto resulta esencial para el ejercicio efectivo de los derechos previstos por la ley 24.240 y la normativa sobre consumo del código de fondo.  Esta competencia reglamentaria del Congreso de la Nación se encuentra, además, reforzada cuando se sostiene en el propósito de implementar de forma directa garantías establecidas en la propia Norma Fundamental. Ello es lo que ocurre en esta materia, donde la Corte ha reconocido la base constitucional del beneficio de gratuidad en el ámbito de las relaciones de consumo.   En “Consumidores Financieros”, el tribunal recordó, de modo preliminar, que el artículo 42 de la Constitución Nacional establece que los consumidores y usuarios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno. En “Prevención, Asesoramiento y Defensa del Consumidor” entendió que los constituyentes decidieron otorgar una especial protección a los usuarios y consumidores en razón de ser sujetos particularmente vulnerables. En “CEPIS” precisó que la reforma constitucional reconoció las hondas desigualdades inmanentes al mercado y al consumo en atención a la asimetría real en que se encuentra la persona que acude al mercado en aras de satisfacer sus necesidades humanas.  En “Consumidores Financieros” precisó que “la efectiva vigencia de este mandato constitucional, que otorga una tutela preferencial a los consumidores, requiere que la protección que la Constitución Nacional encomienda a las autoridades no quede circunscrita solo al reconocimiento de ciertos derechos y garantías sino que además asegure a los consumidores la posibilidad de obtener su eficaz defensa en las instancias judiciales”. La Corte consideró que ese es el propósito de las modificaciones introducidas, con posterioridad a la reforma constitucional, por la ley 26.361 a la Ley de Defensa del Consumidor en relación con el beneficio de justicia gratuita.   El Tribunal enfatizó que “los claros términos del precepto reseñado permiten concluir que, al prever el beneficio de justicia gratuita, el legislador pretendió establecer un mecanismo eficaz para la protección de los consumidores, evitando que obstáculos de índole económica pudieran comprometer su acceso a la justicia y, en consecuencia, privarlos de la efectiva tutela de los derechos consagrados en el texto constitucional. No es posible soslayar que, en el marco de las relaciones de consumo, el consumidor se encuentra en una situación de debilidad estructural, por ello, y en orden a preservar la equidad y el equilibrio, resulta admisible que la legislación contemple previsiones tuitivas en su favor. En este sentido, la gratuidad del proceso judicial configura una prerrogativa reconocida al consumidor dada su condición de tal, con el objeto de facilitar su defensa cuando se trate de reclamos originados en la relación de consumo.”   La Corte juzgó que el beneficio de justicia gratuita previsto en la ley 24.240 persigue la efectiva concreción de las garantías constitucionales establecidas a favor de los consumidores al posibilitar el acceso a la jurisdicción en defensa de sus derechos.  Este enfoque de la cuestión es coherente con la postura adoptada por ese tribunal en otras situaciones vinculadas a la protección judicial efectiva del derecho a la igualdad. Así en “Pellicori”, destacó la importancia de los medios procesales destinados a la protección de los derechos y libertades, y enfatizó que la existencia de esas garantías constituye uno de los pilares básicos del Estado de Derecho en una sociedad democrática, y que “no basta con que los recursos existan formalmente, sino es preciso que sean efectivos, es decir, se debe brindar a la persona la posibilidad real de interponer un recurso […] que permita alcanzar, en su caso, la protección judicial requerida”. El tribunal destacó en esa oportunidad que la efectividad de los recursos judiciales depende de la naturaleza del derecho que se pretende proteger y de la realidad que lo rodea.   En sentido similar, esta Procuración General entendió que el beneficio de justicia gratuita previsto en el artículo 53 de la ley 24.240 reglamenta en forma directa el artículo 42 de la Constitución Nacional, en línea con la tutela judicial efectiva prevista en los instrumentos internacionales que integran el bloque de constitucionalidad federal. En concreto, sostuvo que ese mecanismo procesal fue elegido por el legislador para asegurar el acceso a la jurisdicción en condiciones de igualdad en asuntos de consumo.   Resaltó además que, en cuestiones vinculadas a una relación de consumo, la tutela efectiva de los derechos fundamentales debe contemplar especialmente las desventajas estructurales que enfrentan los usuarios y consumidores al procurar el acceso a los tribunales de justicia. Por ello, corresponde al Estado, en cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 42 de la Constitución Nacional, brindar los mecanismos idóneos y efectivos para nivelar y compensar esas desventajas.  El vínculo inescindible entre el reconocimiento de los derechos de los consumidores y los medios procesales destinados a su protección surge del propio artículo 42 de la Constitución Nacional, que prevé expresamente que “la legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos”.  En “CEPIS”, la Corte enfatizó que, en aras de compensar las desigualdades que enfrentan los consumidores, los constituyentes no solo impusieron deberes sustantivos en cabeza del Estado, sino también de orden participativo, entre ellos, “la consagración de un derecho a una jurisdicción propia en favor de consumidores y usuarios, con el reconocimiento de actores procesales atípicos en defensa de sus derechos como son el Defensor del Pueblo y las organizaciones no gubernamentales de usuarios y consumidores, la disponibilidad de la vía del amparo y el otorgamiento a esas instancias de efectos expansivos para que sus decisiones alcancen a todos los integrantes del mismo colectivo”.  El Congreso de la Nación dictó el artículo 53 de la ley 24.240 en ejercicio de la facultad de dictar las normas que aseguren la eficacia de los derechos de los consumidores regulados por las leyes y códigos de fondo y esta potestad tiene, a su vez, una clara base constitucional. Además, el Congreso de la Nación procuró cumplir su deber de legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos constitucionales en las relaciones de consumo. Con ese entendimiento y de conformidad con el artículo 31 de la Constitución Nacional, el Congreso Nacional dispuso que se trata de una ley de orden público que rige en todo el territorio nacional.   El beneficio de gratuidad de la ley nacional de consumo no puede ser encuadrado, tal como interpreta el a quo, como una norma de naturaleza tributaria, sino que es un instituto de garantía para el efectivo ejercicio de derechos fundamentales. En efecto, el Congreso de la Nación definió herramientas procesales aptas para asegurar el acceso a la justicia de un grupo estructuralmente subordinado, aún cuando este mecanismo tenga por consecuencia la eximición o postergación del pago de impuestos locales, entre otros gastos del juicio. Ello es coherente con la doctrina de la Corte Suprema según la cual el Congreso de la Nación recibe de la Constitución Nacional el mandato de reglamentar el ejercicio de los derechos constitucionales mediante el dictado de leyes.  El deslinde de competencias aquí expuesto no implica desconocer la autonomía de las provincias en materia impositiva, sino que es consistente con los límites establecidos por el orden constitucional al ejercicio de esas facultades locales. La Corte ha entendido que “si bien la potestad fiscal que asiste a las provincias es una de las bases sobre las que se sustenta su autonomía, inconcebible si no pudieran éstas contar con los medios materiales que les permitieran autoabastecerse, debe recordarse que, como en materias semejantes lo estableció esta Corte, el límite a esas facultades viene dado por la exigencia de que la legislación dictada en su consecuencia no restrinja derechos acordados por normas de carácter nacional”. En efecto, la competencia tributaria de las provincias, así como la de organizar su propio sistema de justicia, no puede ser ejercida de modo tal de conducir a una incompatibilidad manifiesta e insalvable con el ejercicio de facultades reconocidas al Congreso de la Nación.  La normativa local invocada para la eximición de los gastos y tasas judiciales es restrictiva y menos favorable para los consumidores que el instituto de gratuidad establecido por la legislación nacional, de modo que el ejercicio de la competencia provincial no apunta a optimizar la eficacia de los derechos establecidos en el artículo 42 de la Constitución Nacional.  El Congreso de la Nación actuó en el ejercicio de sus facultades previstas en los artículos 42 y 75, incisos 12 y 23, de la Constitución Nacional, sin vulnerar la autonomía provincial, al establecer el beneficio de justicia gratuita con alcance en todo el territorio nacional. Por ello, el beneficio de gratuidad es plenamente aplicable en los procesos que tramitan ante la justicia provincial.


    Carulla, María Lucrecia s/ Beneficio de litigar sin gastos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1080/2019/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Responsabilidad del proveedor. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa COM 23997/2012/3/RH3, “Proconsumer c/ Shell CAPSA y otro s/ Sumarísimo”.


    Proconsumer c/ Shell C.A.P.S.A. y otro s/ Sumarísimo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23997/2012/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Restitución internacional de menores. Retención del menor. Residencia habitual del niño. Interés superior del niño. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El Convenio sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores de La Haya (en adelante, CH 1980), aprobada por la ley 23.857 y ratificada el 1 de junio de 1991, y, a su vez, ratificada por Estados Unidos de América el 1 de julio de 1988, dispone que el mecanismo de reintegro opera siempre que el traslado o la retención de un niño sean ilícitos y que ello ocurre cuando esto último se haya producido con infracción de un derecho de custodia atribuido, con arreglo al derecho vigente en el Estado en que el menor de edad tenía su residencia habitual, inmediatamente antes de su traslado o retención.  Para precisar el alcance del concepto de residencia habitual que utiliza la CH 1980, ha de tenerse en cuenta que la Corte ha señalado que debe interpretarse como residencia habitual a la situación de hecho que supone estabilidad y permanencia y alude al centro de gravedad de la vida del niño, el cual no puede ser establecido por uno de los padres ni puede identificarse necesariamente con el domicilio real de ellos.  De tal forma, la residencia habitual debe ser evaluada teniendo en cuenta el lugar donde la niña conforma su vida y sus vínculos, tomando como premisa el interés superior de la niña, y el compromiso de asegurar la protección y el cuidado necesario para su bienestar.  Nuestro Código Civil y Comercial de la Nación, en el art. 2642 primera parte, establece que en materia de desplazamientos, retenciones o sustracción de menores de edad, que den lugar a pedidos de localización y restitución internacional, rigen las convenciones vigentes y que fuera de su ámbito de aplicación, los jueces argentinos deben procurar adaptar al caso los principios contenidos en tales convenios, asegurando el interés superior del niño. Además, los arts. 2613 y 164 de ese ordenamiento jurídico prevén que el concepto jurídico de residencia habitual al que se refieren los instrumentos internacionales mencionados debe ser entendido como el lugar en el cual viven y poseen vínculos durables por un tiempo prolongado. En línea similar, la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes delinea la noción de centro de vida como el lugar donde ellos hubiesen transcurrido legítimamente la mayor parte de su existencia.   A su vez, en el derecho comparado europeo también se utiliza la noción de residencia habitual como aspecto central para definir la licitud de un traslado o una retención. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea señaló que el concepto de “residencia habitual” exige permanencia y regularidad, y debe interpretarse en el sentido de que dicha residencia se corresponde con el lugar en el que el niño tenga cierta integración con el entorno social y familiar, teniendo en cuenta a los efectos de su determinación, el conjunto de circunstancias de hecho particulares en cada caso. A tal fin, consideró como pautas a valorar: la duración, la regularidad, las condiciones y razones de la permanencia en el territorio de un Estado y del traslado de la familia a dicho Estado, la nacionalidad del menor de edad, el lugar y las condiciones de escolarización, los conocimientos lingüísticos, así como las relaciones familiares y sociales que el menor mantiene en el referido Estado.  La Corte ha señalado que la determinación de la residencia habitual resulta de suma relevancia en procesos de restitución de niños y niñas, pues constituye el punto de conexión con la normativa aplicable a los efectos de evaluar el derecho de custodia y, en definitiva, definirá la jurisdicción ante la cual deberán debatirse las cuestiones de fondo que se encuentran excluidas en este tipo de procesos. Por tal motivo, señaló que debe encontrarse acreditado de manera fehaciente e indubitada y no cabe tenerla por configurada a partir de un concepto de “simple residencia”, sino que debe tener un grado suficiente de continuidad que permita otorgarle el exigido carácter de “habitual”. Esto es, que habilite a concluir que en dicho lugar el niño desarrollaba con naturalidad su vida.  Debe rechazarse el pedido de restitución de la niña, toda vez que la acotada estadía en la casa de sus abuelos paternos (6 semanas) es insuficiente para atribuir estabilidad y permanencia en condiciones legítimas, y no puede razonablemente fundar la constitución de su residencia habitual en ese país. La permanencia de la demandada junto a su hija menor en el refugio para mujeres que sufren violencia no tiene aptitud para consolidar la residencia habitual que requiere la CH 1980, por cuanto esa situación, por demás grave, evidencia que ya no existía voluntad de convivir con el actor en Estados Unidos.   La Corte ha señalado que para que el consenso de los progenitores acerca del lugar de residencia familiar adquiera relevancia jurídica, debe tratarse de una clara intención compartida de trasladar la residencia, que debe ser demostrada cabalmente. La prueba debe superar el plano de una simple posibilidad, no bastando un panorama de ambigüedad.  Ni de las manifestaciones de las partes, como tampoco de las pruebas agregadas, es razonable considerar fehaciente e indubitablemente acreditado que hubiese existido una clara decisión consensuada de abandonar la residencia que la familia tenía hasta entonces y mudarla al país natal del actor.  Aun cuando los progenitores hubiesen conversado inicialmente sobre la posibilidad de vivir en Estados Unidos, lo cierto es que la situación de violencia que se desprende de los informes policiales, impidió la consolidación de la residencia en aquél país extranjero.  La residencia habitual de la niña es en la República Argentina, donde, en los términos de la Corte Suprema, se configura una situación de hecho de estabilidad y permanencia, y donde ha nacido y vivido la mayor parte de su vida.   El artículo 20 CH 1980 establece que la restitución del menor de edad de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12 de esa Convención, podrá denegarse cuando no lo permitan los principios fundamentales del Estado requerido en materia de protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales.


    K., K. J. c/ P., C. S. s/ Restitución internacional p/ Recurso extraordinario provincial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 544/2020/RH1, 01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Seguridad social. Acción meramente declarativa. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva.  Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado resulta inadmisible.  Asimismo, cabe recordar que el apartamiento de las sentencias de la Corte sólo suscita cuestión federal si se trata del pronunciamiento dictado en la misma causa, circunstancia que no acontece en este caso.  Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.  A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso Queja Nº 1 - Boggiano, Norberto Oscar c/ ANSES s/ Acción meramente declarativa


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 16337/2020/1/RH1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de Justicia. Tasas de interés. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


    Cabe recordar que la Corte Suprema ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales provinciales deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.  Sentado ello, cabe apuntar que los argumentos del recurrente se vinculan, con cuestiones que resultan ajenas por su naturaleza a esta instancia extraordinaria.  Por un lado, los agravios relativos a la determinación de la tasa de interés involucran cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional.   En efecto, si bien el excepcional supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a la Corte Suprema a revisar decisiones de los jueces de la causa en materia de derecho común, la intervención en esos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que, como el indicado, le son privativos ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales. En virtud de ello, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes.  La sentencia recurrida realizó una interpretación de normas de derecho común en relación con las circunstancias particulares del caso que, más allá de su grado de acierto o error, no resulta un apartamiento inequívoco de la solución normativa, sin que la mera discrepancia de la recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Más aún cuando los fundamentos de hecho y de derecho considerados en la sentencia no fueron debidamente controvertidos en el recurso bajo examen, que se limita a afirmar que la decisión recurrida se aparta de la solución normativa prevista para el caso sin esgrimir las razones por las que considera inválido el razonamiento del superior tribunal provincial.  En particular, la impugnante omite arrimar cálculos concretos que revelen que la cifra que arroja la liquidación resulta excesiva para reparar los daños ocasionados hace más de diez años. Tampoco acreditó que la tasa cuestionada se desentienda de la finalidad de los intereses moratorios, esto es, castigar la mora del deudor y reparar el daño que esa mora provoca en el derecho del acreedor en un contexto inflacionario, ni controvirtió la conclusión del tribunal respecto a que la tasa activa nominal es insuficiente para satisfacer esos fines.  Por otro lado, tampoco pueden prosperar los agravios relativos a que en el caso se aplicó solapadamente la ley 26.773 en contraposición con el precedente “Espósito”, pues se descartó expresamente que la mencionada norma fuera aplicable. Para más, ese pronunciamiento de la Corte se circunscribió al análisis de la aplicación temporal de aquella ley, supuesto que difiere de la cuestión que aquí se examina.  Por último, los agravios relativos a la prohibición de indexar prevista en el artículo 7 de la ley 23.928, no evidencian una cuestión federal pues carecen de relación directa e inmediata con la materia controvertida. En efecto, a través de la fijación de intereses el a quo procuró preservar el valor económico del crédito, pero no corrigió el valor de una variable monetaria mediante la aplicación de índices, que es lo prohibido por esa norma.  En conclusión, la sentencia del superior tribunal local fijó los intereses sobre la base de una interpretación de normas de derecho común ajustada a las circunstancias concretas de la causa, y la recurrente no acreditó la existencia de un supuesto excepcional que autorice a descalificar esa decisión como acto jurisdiccional válido.


    Torres, Luis Ángel c/ Policía de la Provincia de Jujuy - Estado provincial s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 774/2019/RH1, 13 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Responsabilidad de los establecimientos educacionales. Cuestiones de hecho y prueba. Relación de causalidad. Caso fortuito. Discrepancia del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. Apreciación de la prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible, ya que los agravios de la apelante remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba y a la aplicación de derecho común y procesal, relativos al resarcimiento de los daños y perjuicios que derivan del fallecimiento del menor al salir del establecimiento educativo, sin que sus críticas alcancen a rebatir adecuadamente los argumentos en que se sustenta el pronunciamiento, ni a demostrar su arbitrariedad.  En efecto, la actora se agravia de que los magistrados intervinientes no han valorado que quedó debidamente probada la existencia del nexo causal entre el fallecimiento del menor y las agresiones que sufrió en el ámbito escolar y que, por el contrario, no quedó acreditado el caso fortuito como eximente, pues la demandada no habría aportado elementos que permitan llegar a la conclusión de que el niño padecía una afección cardíaca. Sin embargo, se desprende del fallo que los jueces de la causa, teniendo en cuenta la prueba producida en sede penal, consideraron que quedó demostrado que la causa del fallecimiento fue la muerte súbita derivada de una falla cardíaca. El tribunal tampoco encontró arbitrariedad en el análisis efectuado con respecto a la relación de causalidad, que consideró interrumpida en un 70% por la falla cardíaca que sufrió el niño, eximiendo de responsabilidad a la demandada en ese porcentaje por haberse demostrado la existencia de caso fortuito. Tal conclusión fue producto del examen de la prueba obrante en la causa, sin que resulte procedente invalidar los estudios, las declaraciones y los informes médicos obrantes en la causa penal por la sola circunstancia de que se trata de elementos probatorios que no fueron aportados o producidos por las demandadas.  En consecuencia, no es correcto afirmar que los magistrados ignoraran las pruebas producidas y los hechos invocados, sino que en su pronunciamiento efectuaron un análisis razonable de ellos para concluir que la conducta de las demandadas tuvo una incidencia causal del 30% en el hecho que dio origen al litigio, lo que llevó al tribunal a confirmar lo resuelto en la instancia anterior.  La Corte tiene reiteradamente dicho que las discrepancias del apelante con el criterio de selección y apreciación de las pruebas no autoriza a la Corte a sustituir a los jueces en la decisión de cuestiones que, por su naturaleza, le son privativas. Ello es así, en razón del carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad, que no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales a raíz de su mera discrepancia con el criterio de selección y valoración de las pruebas, incluso presunciones, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional y exige que medie un inequívoco apartamiento de las normas que rigen el caso o una decisiva carencia de fundamentación. Máxime cuando, como ocurre en el sub lite, la lectura del recurso lleva a concluir que la apelante sólo reitera argumentos ya vertidos en instancias anteriores y que sus críticas no rebaten los fundamentos en que se apoya el pronunciamiento recurrido.  Sobre la base de tales principios, los agravios de la apelante referidos a que las demandadas no aportaron elementos probatorios tendientes a demostrar la interrupción del nexo causal, al igual que los dirigidos a cuestionar el análisis efectuado por el a quo acerca de las constancias de la causa para responsabilizarlas en un 30% por el fallecimiento del menor, sólo traducen sus discrepancias con relación a cuestiones de hecho y prueba extrañas al remedio federal que se intenta y revelan, una apreciación diferente sobre el criterio de selección y evaluación de los extremos aportados a la causa, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, falta de fundamentación en los hechos conducentes, o la irrazonabilidad de las conclusiones.


    Gómez, Julio César y otro c/ Dirección General de Escuelas s/ Recurso extraordinario de inconstitucionalidad – casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1224/2019/RH1, 23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Juicios contra el Estado. Procesos de conocimiento. Medidas cautelares. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente declarado que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario.  No obstante, dicho principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando exista gravedad institucional.  En primer lugar, es menester señalar que, de los diversos criterios y alcances con que la jurisprudencia de la Corte Suprema hizo uso de la pauta valorativa de la gravedad institucional como medio para admitir el recurso extraordinario, es posible reconocer, como principio, que se ha entendido aludir a aquellas situaciones que exceden el interés de las partes y atañen al de la comunidad o que ponen en juego instituciones básicas de la Nación, o la buena marcha de las instituciones, o cuando la cuestión incide en la prestación de un servicio público o lo decidido puede afectar la percepción de la renta pública.  Sobre tales bases es que han de valorarse las circunstancias que el Estado Nacional aduce como configurativas de gravedad institucional que habilite la actuación de la Corte.


    Recurso Queja Nº 1 – Empresa San Jose S.A. y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Transporte de la Nación – Comisión Nacional de Regulación del Transporte y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 6858/2019/28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Prescripción. Seguros. Asegurador. Ley de seguros. Sentencia no firme. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que es doctrina de la Corte Suprema que el pronunciamiento que desestima la defensa de prescripción no reviste el carácter de sentencia definitiva o equiparable a tal a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni la alegada arbitrariedad de la decisión pueda suplir la ausencia del mencionado requisito.  Además, los agravios referidos a la arbitrariedad en la que habría incurrido el superior tribunal provincial al confirmar la decisión que desestimó la excepción de prescripción, no tienen entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria. Al respecto, es necesario precisar que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local, en principio, no son revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.  Por lo demás, se trata de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal propias de los jueces de la causa, resueltas con fundamentos idóneos de igual naturaleza que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentar su pronunciamiento y excluir la aplicación de la doctrina excepcional sobre arbitrariedad.  La sanción de la ley 24.240 implicó la aplicación del plazo de prescripción previsto por esa norma de orden público para las relaciones calificadas como de consumo, por sobre los plazos prescriptivos previstos en otros ordenamientos, incluído el del artículo 58 de la Ley de Seguros. El Código Civil y Comercial sistematizó y unificó la existencia de múltiples plazos prescriptivos y, como lógica derivación de ello, eliminó el régimen de la Ley de Defensa del Consumidor.  En ese contexto, la aplicación del régimen prescriptivo del código de fondo, como destacó el maximo tribunal provincial, se deriva del principio general de interpretación más favorable al consumidor previsto por el artículo 3 de la ley 24.240 y, más recientemente, en el artículo 1094 del Código Civil y Comercial de la Nación, a la vez que responde al principio protectorio que recepta el artículo 42 de la Constitución Nacional.  En efecto, tal como se señaló en los Fundamentos del Código Civil y Comercial, ese cuerpo normativo incluye una serie de principios generales que actúan como una “protección mínima”. Ello posee efectos importantes en materia de regulación, ya que implica que no hay obstáculos para que una ley especial establezca condiciones superiores, pero no puede derogar esos mínimos sin afectar el sistema.  No es ocioso recordar que, como lo ha reiterado el Máximo Tribunal, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de tenor excepcional en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total falta de fundamento normativo, impiden reconocer en el pronunciamiento de los jueces ordinarios la sentencia fundada en ley a la que toda parte tiene derecho. De acuerdo con lo expuesto en los párrafos precedentes, esa situación no acontece en el supuesto de autos, desde que la crítica no supera la mera discrepancia con lo resuelto por el tribunal superior de la causa.  Finalmente, no se advierte que la sentencia sea contradictoria con aquella emanada de la Corte Suprema en el precedente de Fallos: 337:329, “Buffoni”. Por un lado, porque las circunstancias de hecho en las que el tribunal basó su decisión, difieren de aquellas en las que se sustenta la presente causa. Por el otro, porque desde el punto de vista normativo, la sentencia recurrida no postula la existencia de un conflicto entre diversos plazos de prescripción que se resuelve con la derogación de disposiciones de la Ley de Seguros. Por el contrario, el tribunal local plantea que a fin de resolver conflictos de concurrencia de regímenes —en el caso, prescriptivos—, el artículo 1094 del Código Civil y Comercial de la Nación sienta un criterio de prelación de normas que obliga a dar preeminencia a aquéllas que sean mas favorables para los derechos de consumidores y usuarios.  Esta regla es, a su vez, consistente con el principio protectorio que recepta el artículo 42 de la Constitución Nacional, y juega un rol fundamental en el marco de los contratos de consumo donde, es preciso destacar, el consumidor se encuentra en una posición de subordinación estructural.


    Olivera, Ariadna Nerina c/ Triunfo Seguros s/ Recurso extraordinario federal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 471/2021/RH1, 13 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Remisión al dictamen de la causa FLP 31551/2018/1/RH1, “Luchetti, Mariano y otros c/ Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) y otro s/ Prestaciones quirúrgicas”.


    Recurso de queja n° 2 – Luchetti, Mariano y otros c/ Organización de Servicios Directos Empresarios (OSDE) y otro s/ Prestaciones quirúrgicas


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31551/2018/2/RH2, 16 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Sustanciación del recurso. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 - Gómez, Carlos María c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 358/2019/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Jiménez, Daniel Walter c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1677/2019/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 - Luna, Manuel Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes Varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 356/2019/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 - Paz, Juan Carlos c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otros s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1656/2019/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Tabaco. Impuestos internos. Poder Judicial de la Nación. Facultades del Poder Judicial. Cuestión no justiciable. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Medidas económicas para desalentar el consumo de productos elaborados con tabaco.


    Es asentada doctrina de la Corte que la demanda declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un “caso”, ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo, ni importa una indagación meramente especulativa. La acción debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un acto en ciernes -al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto.  El Tribunal ha exigido que medie: a) actividad administrativa que afecte un interés legítimo; b) que el grado de afectación sea suficientemente directo; c) que aquella actividad tenga concreción. Estos requisitos resultan incluso revisables de oficio, porque lo contrario importaría permitir que se contraríe lo preceptuado en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional en cuanto a que la Justicia federal actúa exclusivamente ante “causas”, sin que le quepa la misión de emitir opiniones en abstracto.  No ha existido actividad administrativa alguna como para poner en tela de juicio el derecho que se invoca, por lo que dichos requisitos no son cumplidos. El agravio traído a juicio del Tribunal resulta conjetural e hipotético, ya que no se alegó, ni mucho menos probó, comportamiento de la AFIP configurativo del requisito del preceptivo e ineludible “acto en ciernes”, que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta con la demandada.  La acción deducida tendiente a obtener una declaración general y directa de inconstitucionalidad de los Impuestos Internos a los Tabacos, no constituye un “caso contencioso” o “causa” que justifique la intervención del Poder Judicial de la Nación.  Se excedería en mucho la función que a este Poder del Estado le ha sido encomendada si, sin acto del Administrador que tenga concreción directa, actual y bastante, se emitiera un pronunciamiento por medio del cual se juzgasen, en definitiva, las bondades del sistema cuestionado.  Si bien resulta indudable que la interpretación de normas federales suscita cuestión apta para la apertura del recurso extraordinario cuando la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a la pretensión fundada por la apelante en normas de dicha categoría, la procedencia de esa apelación se encuentra liminarmente subordinada a la existencia de un “caso” o “controversia” que determine la jurisdicción de los tribunales federales.  La actora, de considerar que le asiste la razón en cuanto a la inteligencia de las normas federales involucradas, puede plantear el asunto por los medios legales idóneos para aventar la falta de certidumbre que alega sobre la procedencia del tributo, entre las cuales se cuenta la vía de la repetición de los arts. 81 y cc. de la ley de rito fiscal.


    Tabacalera Sarandí S.A. c/ Dirección General de Aduanas y otro s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 56389/2015/CA8-CS1, 15 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14604/2018/1/RH1, “Pogonza, Jonathan Jesús c/ Galeno ART S.A. s/ Accidente – Ley especial”.


    Ríos, Juan Marcelo c/ Swiss Medical A.RT S.A s/ Accidente - ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 16542/2018/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Combustibles. Decreto de necesidad y urgencia. Ejecución del contrato. Cuestión federal. Derivación razonada del derecho vigente. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En nuestro sistema constitucional, el Congreso Nacional es el único órgano titular de la función legislativa; por lo cual, la admisión de facultades legislativas por parte del Poder Ejecutivo se hace bajo condiciones de excesiva rigurosidad y con sujeción a exigencias formales.  La reforma constitucional llevada a cabo en el año 1994 enunció entre sus objetivos el de “atenuar el presidencialismo”, al mismo tiempo que consignó la necesidad de “modernizar y fortalecer el Congreso” y “fortalecer los mecanismos de control”, todo ello directamente relacionado con el fin de “perfeccionar el equilibrio de poderes”. La metodología a la que se acudió fue la de incorporar ciertas facultades excepcionales de los poderes constituidos, con el fundamento de que aquello significaba la institucionalización de los mecanismos de control a los que se los sometía.  A través del artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional, se admite en forma expresa la posibilidad de que el Poder Ejecutivo ejerza facultades legislativas bajo la condición sustantiva de que ocurran circunstancias excepcionales que hagan imposible seguir los trámites ordinarios previstos para la sanción de las leyes. En particular, para el ejercicio de esta facultad de excepción, la Constitución Nacional exige que exista un estado de necesidad y urgencia. En ese contexto, el Poder Judicial debe evaluar si las circunstancias invocadas son excepcionales, o si aparecen como manifiestamente inexistentes o irrazonables, en cuyo caso la facultad ejercida carece del sustento fáctico constitucional que lo legitima.  En el precedente “Verrocchi” la Corte sostuvo que para que el Poder Ejecutivo pueda ejercer facultades legislativas es necesario que ocurra alguna de estas circunstancias: (i) que sea imposible dictar una ley mediante el trámite previsto constitucionalmente, es decir, que las cámaras del Congreso Nacional no puedan reunirse por circunstancias de fuerza mayor; o (ii) que la situación que requiera solución legislativa sea de una urgencia tal que deba ser solucionada inmediatamente, en un plazo incompatible con el que demanda el trámite normal de sanción de leyes.  La actora recurrente no ha controvertido debidamente la existencia de circunstancias excepcionales bajo las cuales el Poder Ejecutivo se halla habilitado para ejercer las potestades normativas que prevé la Constitución Nacional.  La materia involucrada en el decreto 1060/2000 es de naturaleza comercial, por lo cual no se trata de una de las prohibidas por el texto constitucional.  El decreto 1060/2000 no ha sido objeto de rechazo expreso mediante el procedimiento del artículo 22 de la ley 26.122 de Régimen Legal de los Decretos de Necesidad y Urgencia, de Delegación legislativa y de Promulgación Parcial de Leyes, y fue dictado con posterioridad a la creación de la Comisión Bicameral Permanente a la que se refiere el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional, y tratado por ella.  Mediante el decreto 1060/2000, el Poder Ejecutivo introdujo modificaciones que afectaron el régimen del mercado de combustibles al fijar: (i) plazos máximos de duración para los contratos de abastecimiento exclusivo de combustibles, (ii) porcentajes máximos en la cantidad de estaciones de servicio integradas verticalmente, y (iii) la opción irrevocable de compra del equipamiento dado en comodato a favor de los estacioneros.  El incremento del precio del petróleo no fue gradual y continuo en el período 1999-2000.  Para determinar con mayor precisión el comportamiento del precio del petróleo crudo es dable considerar un período más extenso y los meses inmediatos anteriores al dictado de la norma cuestionada.  En el período de 2 años comprendido entre enero de 1997 y enero de 1999 el precio mostró una tendencia descendente, por debajo de los U$S 20. Recién en el mes de julio de 1999 se posicionó ligeramente por encima (U$S 20,10) y, un año más tarde, registró un aumento cercano al 50% de su valor al alcanzar U$S 29,70.  El decreto 1060/2000 fue dictado el 14 de noviembre del 2000, mes en el cual, tal como indicó la propia recurrente, se registró un pico de U$S 34,4.  El incremento de la cotización internacional del petróleo no reveló la gradualidad señalada por la accionante, a poco que se repare que en el período enero 1999 ? noviembre 2000 la variación fue del 174,9%. Tampoco fue continuo si se toma en consideración la evolución del precio entre los años 1997 y 2000 y se verifica, además, que el pico coincidió con el momento del dictado del decreto 1060/2000.  El Poder Ejecutivo sustentó la urgencia en el hecho de que se encontraban próximos a vencer un importante número de contratos de abastecimiento, de acuerdo a la información obtenida del Registro de Contratos que regula la relación entre Compañías Proveedoras de Combustibles Líquidos y Empresarios Operadores de Bocas de Expendio de Combustibles creado por la resolución 25/2000 dictada por la Secretaría de Energía de la Nación. De este modo, reflexionó que el tiempo que demandaría el proceso de sanción de leyes por parte del Congreso Nacional resultaba incompatible con la premura que requería el dictado de medidas que incidían directamente sobre las condiciones de esos contratos de abastecimiento de vencimiento inminente.   Al respecto, la argumentación del Poder Ejecutivo resulta razonable pues las cuestiones que se abordaron en el decreto 1060/2000 se hallan estrechamente vinculadas a aspectos contemplados en los contratos de abastecimiento como una vía escogida para paliar el desborde de los precios. Las medidas buscaron impactar de manera directa e inmediata en la emergencia económica del sector, por la modificación de las condiciones de competencia del mercado derivadas del cambio de las reglas de contratación. En efecto, cabe recordar que se regularon los plazos de duración de los contratos de abastecimiento exclusivo, el destino del equipamiento dado en comodato a los estacioneros, y la concentración de la propiedad de la comercialización minorista en manos de las compañías petroleras. La adopción de estas modificaciones estaba destinada a incidir en las negociaciones en curso de nuevos vínculos comerciales, y en las renovaciones y prórrogas derivadas de los contratos que se encontraban próximos a vencer.  En cuanto al alcance de la medida, esta integra una estrategia económica que apunta a superar una determinada situación crítica del mercado, más allá de que sus efectos sobre los contratos de suministro de combustible puedan dilatarse en el tiempo. En efecto, la controversia entre las partes de esta causa se suscita varios años después del dictado del decreto, en virtud de la finalización del plazo máximo legal del contrato. Sin embargo, no se encuentra acreditado que al momento de la prórroga automática del acuerdo en 2004, cuando el plazo abreviado de cinco años cobra plena operatividad en esa relación, hubieran cesado las circunstancias de emergencia en el sector energético que justificaron el dictado de la norma. Adicionalmente, cabe señalar que la Subsecretaria de Combustibles emitió en 2006 la Disposición 157 que, entre sus fundamentos, hace mención del decreto, y también que el Congreso Nacional, como fuera dicho, abordó el tratamiento del decreto en ambas Cámaras en 2007, sin pronunciarse expresamente por su rechazo.  El Poder Ejecutivo dictó el decreto 1060/2000 como norma de necesidad y urgencia ajustándose a los términos del artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional.  En cuanto a los planteos vinculados a los perjuicios económicos generados por la falta de renovación del contrato y corte anticipado del suministro de combustible, la recurrente no refutó adecuadamente la aplicación al caso del decreto 1060/2000, ni la argumentación de la sentencia de que existía un impedimento de índole legal para proceder a la renovación del vínculo en el modo pretendido por la accionante. Por lo demás, sustentó los alegados daños en un presupuesto generador de responsabilidad (interrupción unilateral e ilegítima del suministro) que no se corresponde con las circunstancias del caso, y en aspectos de hecho y prueba no revisables en esta instancia, como son los relativos al precio de adquisición, comisiones de venta y cantidad de litros de combustible vendidos.  En lo referente al planteo de la falta de autorización expresa por parte de la autoridad de aplicación para el corte del suministro de combustible, la solución del caso no exige la aplicación o interpretación de esas normas. En efecto, la resolución 187/2005 de la Secretaría de Energía establece que las firmas refinadoras de combustibles con contratos de exclusividad deberán asegurar el suministro para el mercado interno en forma continua, confiable, regular y no discriminatoria mientras que, la disposición 157/2006 de la Subsecretaria de Combustibles prevé las medidas que deberán observar las estaciones de servicio que posean contratos vigentes con algún grado de exclusividad con una empresa refinadora y/o distribuidora de combustibles y que, por cualquier motivo, pretendan finalizar el vínculo contractual. En este aspecto, la sentencia apelada constituye entonces una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    San Antonio S.R.L. c/ Petrobras Energía S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10183/2014/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia. Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 4007/2020/CS1, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0005013) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de Ejecución”.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0002214) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Ejecución Fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4147/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCF 4007/2020/CS1, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0005013) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de Ejecución”.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0004995) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4006/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCF 4007/2020/CS1, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0005013) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de Ejecución”.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0005061) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Ejecución Fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4253/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCF 4007/2020/CS1, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0005013) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de Ejecución”.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004-0005031) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de Ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4013/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCF 4007/2020/CS1, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0005013) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de Ejecución”.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004-0005053) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Ejecución Fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4247/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CCF 4007/2020/CS1, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0005013) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de Ejecución”.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004-0005062) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Ejecución Fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4106/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Reembolso de gastos. Denegatoria del fuero federal. Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Personería jurídica. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso resulta formalmente admisible pues, aunque las cuestiones de competencia no habilitan la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, tal regla admite excepción en los asuntos en los cuales, como ocurre en el sub lite, media denegación del fuero federal.  Como bien observa el Fiscal General en su dictamen, corresponde a la justicia en lo civil y comercial federal entender en la causa. En efecto, más allá de que la acción que inició el Fisco de la Provincia de Buenos Aires, tenga su origen en normas de procedimiento local, se advierte que, por un lado, la demandada es una entidad de derecho público, con personalidad jurídica e individualidad financiera y administrativa, que está sometida al fuero federal, salvo cuando actúa como parte actora y opta por sujetarse al juicio de los tribunales ordinarios.  Por otro lado, el objeto del proceso es, en definitiva, obtener el reembolso de un crédito que la Provincia de Buenos Aires tiene con el INSSJP por servicios médicos brindados en hospitales provinciales, que estarían normativamente a cargo de la demandada en su condición de agente de salud, por lo que estos aspectos, en último término, versan sobre situaciones alcanzadas por normas federales que deben tramitar ante dicho fuero en razón de la materia. Al respecto, cabe recordar que esa Corte Suprema ha sostenido que el INSSJP encuadra en lo establecido por el artículo 12, inciso b, de la ley 23.660.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires (004 0005013) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Proceso de Ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4007/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Consumidores. Actuaciones administrativas. Cuestiones de competencia. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa FLP 43106734/2009/CS1, “Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de La Plata s/ Acción meramente declarativa”.


    La Corte tiene dicho que las resoluciones dictadas en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, sin embargo, cabe apartarse de dicho principio cuando la decisión apelada deniega el fuero federal reclamado por el recurrente.


    Demandado: Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Expedientes civiles


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 81135098/2012/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Acción de amparo. CUIT. AFIP. Medidas cautelares. Concursos. Conexidad. Fuero de atracción. Admisibilidad del recurso. Competencia federal. 


    Aunque las cuestiones de competencia no habilitan la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, tal regla admite excepción en los asuntos en los cuales media denegación del fuero federal.  No se encuentra controvertida la competencia federal para entender en la presente causa por la materia y por la persona demandada –AFIP–. No resulta aplicable el fuero de atracción reglado por el artículo 21 de la ley 24.522, pues la sociedad concursada reviste la calidad de pretensora y el contenido de la acción excede lo meramente patrimonial. La atracción del concurso respecto de los juicios de contenido patrimonial, opera sólo en forma pasiva, o sea, respecto de acciones iniciadas contra el concursado y no por las que éste pudiera promover.  No se verifica un supuesto de conexidad que habilite el desplazamiento de la competencia al proceso universal, pues los aspectos en debate en esta causa no se vinculan directamente con el patrimonio de la concursada, prenda común de los acreedores, ni con el alcance del crédito de la demandada.


    Pequeña Marina S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva / Incidente de apelación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9958/2019/1/CS1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Admisibilidad del recurso. Competencia provincial. Confirmación de sentencia. 


    El recurso resulta formalmente admisible pues, aunque las cuestiones de competencia no habilitan la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, tal regla admite excepción en los asuntos en los cuales media denegación del fuero federal.  Tiene dicho la Corte que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse en primer lugar, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda, y después, solo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la acción. También ha dicho que se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes.  En función de la naturaleza de las pretensiones, que remiten al examen de normas de derecho común vinculadas al incumplimiento de obligaciones contractuales, corresponde sean los tribunales con competencia ordinaria de la provincia los que entiendan en el caso, pues si bien la competencia federal ratione personae procede en aquellas causas civiles en que sean parte vecinos de diferentes provincias, esta solución procura asegurar, entre otros aspectos, la imparcialidad de la decisión en amparo del vecino extraño, por lo cual, para que proceda, debe ser invocada por el interesado.


    Trans Gol S.R.L. c/ Orica Argentina S.A.I.C. s/ Daños y perjuicios


    FSA-Justicia Federal de Salta, 16998/2019/CA1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Incumplimiento del contrato. Daños y perjuicios. Contratos comerciales. Plan de ahorro previo. Competencia provincial. Confirmación de sentencia. 


    En primer término, la causa no presenta los elementos de interjurisdiccionalidad que pueden surtir la competencia federal, pues se trata de una acción de alcance individual, basada en la relación contractual de índole comercial que mantiene la actora con las firmas demandadas, no obstante que el sistema de ahorro previo utilizado se integre con otros ahorristas, extraños a esta litis, domiciliados en distintos puntos del país.  En segundo término, no se encuentran reunidos los extremos que justifican la competencia federal por distinta vecindad. Al respecto la jurisdicción federal en este supuesto procura asegurar, sustancialmente, la imparcialidad de la decisión del magistrado actuante, y, por tal razón, constituye una prerrogativa en cabeza de la persona aforada.  En ese marco, y aun valorando que las demandadas no posean establecimiento, sucursal o sede social en San Juan, lo cierto es que no invocaron su condición de aforadas y, en línea con ello, omitieron apelar la declaración de incompetencia de la cámara federal. Esta solución, no le causa perjuicio alguno a la accionante quien puede continuar el trámite del proceso ante la justicia con asiento en la provincia en la que reside, donde además las partes prorrogaron la competencia a los tribunales ordinarios.


    Sosa, Sonia Gladys c/ Volkswagen S.A. de Ahorro Para Fines Determinados y otro s/ Incidente de medida cautelar


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 1790/2020/1/CA1-CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Depósito judicial. Dólares. Tasas de interés. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    La decisión recurrida, que ordenó calcular los intereses del depósito judicial redolarizado, invertido a plazo en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, por el período comprendido entre el 21 de febrero de 2002 al 11 de julio de 2008, a una tasa de interés puro del 6%, no capitalizable, con sustento en la aplicación analógica de los accesorios previstos en las comunicaciones A 3507 y 3561 del Banco Central de la República Argentina para las obligaciones alcanzadas por la pesificación dispuesta por el decreto 214/02, si bien reconoce que la Corte Suprema había ordenado unificar en orden a la moneda el capital nominal del depósito y sus accesorios, y había señalado que la tasa pasiva aplicada a la imposición en dólares estadounidenses resultaba muy superior a las tasas que imperaban en el mercado en el período señalado, fija una tasa del 6% que denomina “interés puro” con sustento en las comunicaciones A 3507 y 3561 del Banco Central, que se refieren a obligaciones derivadas de financiaciones pactadas originariamente en moneda extranjera y convertidas a pesos.   Esa decisión importa un nuevo apartamiento de las directivas de la Corte, ya que determina una tasa que supera en un 400% la de mercado para plazos fijos en dólares para el período en cuestión, e incluso supera la tasa pasiva promedio que pagaban las entidades financieras para depósitos en pesos. El Tribunal en su precedente de Fallos: 342:1769 estableció que no se ha demostrado en la causa que la tasa de 1,25% anual en concepto de interés, que pretende abonar en total el banco depositario resulte inferior a los intereses que habría producido una imposición en dólares en el lapso que va del 21 de febrero de 2002 al 11 de julio de 2008.  En línea con lo anterior, la Corte en el precedente “Algodonera Lavallol”, sostuvo que el porcentaje para el cálculo de los intereses de un depósito judicial invertido a plazo en moneda extranjera debe adecuarse a las tasas que pagaban las entidades financieras durante el período reclamado para operaciones de idénticas características, permitiendo así que el depositante obtenga los réditos que hubiese generado el capital en la moneda de origen.


    Incidente de Apelación c/ Banco Caseros S.A. s/ Otros - quiebra s/ Incidente de apelación


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 39912/2008/CS2, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Honorarios. Liquidación. Base imponible. Reconvención. Coeficiente de estabilización de referencia. Procedencia del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Aplicación errónea de la ley. Revocación de sentencia. 


    La resolución del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Chubut, que denegó el recurso de casación interpuesto por el Estado Nacional en los términos del artículo 291, inciso e, del Código Procesal en lo Civil y Comercial de esa provincia, es descalificable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.  En primer lugar, el tribunal sostuvo que el Estado Nacional no invocó de qué modo la liquidación de los honorarios regulados en porcentajes se apartó o alteró lo decidido en sentencias que adquirieron el carácter de cosa juzgada. Sin embargo, uno de los agravios del Estado Nacional es, precisamente, que no se cumplió con la decisión firme de la Sala B de la Cámara de Apelaciones de la Circunscripción Judicial de Comodoro Rivadavia.   Esa sentencia estableció la aplicación del trámite previsto en el artículo 22 de la Ley XIII n° 4 a los fines de la estimación de la base de cálculo de los honorarios por la admisión de la consignación. La norma en cuestión dispone, en caso de bienes muebles, una vista al letrado y al obligado al pago por 3 días para que estimen su valor y la intervención de un perito en caso de falta de acuerdo. Surge la inobservancia de la vista prevista en la ley arancelaria, que incluso fuere conocida por el letrado de la parte actora.  El Estado Nacional argumentó también que las razones para rechazar su impugnación se sustentaron, por un lado, en la impropia consideración de su presentación como tardía y, por el otro, en la circunstancia de una inexistente omisión de valuar las acciones consignadas, siendo que en su presentación había postulado tomar el valor nominal de $1 por acción. Ninguno de estos planteos recibió tratamiento.   Esta circunstancia, sumada al apartamiento del procedimiento previsto en la ley arancelaria y establecido para el caso en una sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada, conduce a descalificar al fallo como acto judicial válido con menoscabo del derecho de defensa garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional.  En lo referente a la base regulatoria de la reconvención y excepciones opuestas, los argumentos en los cuales el Estado Nacional sustentó la improcedencia de la aplicación del CER no fueron tratados o fueron arbitrariamente rechazados.  Padece de excesivo rigor formal imputarle al Estado Nacional no haber precisado en su recurso los términos de la reconvención, la cual obra en estos actuados y a la que reenviaron las sentencias de primera instancia y la alzada al determinar como base regulatoria “el monto reclamado”.  Respecto a la adición de intereses al capital reclamado, la sentencia luce adecuada a derecho a la vez que no se advierte que haya mediado un apartamiento de las constancias de la causa. En efecto, aun cuando el Estado Nacional invoca precedentes jurisprudenciales en los que su inclusión ha sido rechazada y postula su irrazonabilidad sobre el presupuesto de que el crédito del Estado Nacional no fue admitido, la procedencia de los intereses en el cálculo de la base regulatoria se encuentra firme.  Idéntico temperamento merecen los agravios vinculados a la aplicación del artículo 30 de la Ley XIII n°4 y su remisión a topes de la ley concursal. La mencionada decisión de la Cámara de Apelaciones consideró esas normas a los efectos de determinar las pautas regulatorias, encontrándose firmes y consentidas las cuestiones vinculadas a la interpretación y aplicación de esas disposiciones normativas al caso.


    Alcalis de la Patagonia S.A. (ALPAT) c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Incidente (demanda por consignación) en autos: Alcalis de la Patagonia Sociedad Anónima s/ Acuerdo Preventivo Extrajudicial – APE Ley N° 24.522 (Expediente 487-2014)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1051/2018/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1051/2018/CS1, “Alcalis de la Patagonia S.A. (ALPAT) c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía s/ Incidente (demanda por consignación) en autos: “Alcalis de la Patagonia Sociedad Anónima s/ Acuerdo Preventivo Extrajudicial – APE Ley N° 24.522 (Expte 487-2014)”.


    Alcalis de la Patagonia S.A. (ALPAT) c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía s/ Incidente (demanda por consignación) en autos: Alcalis de la Patagonia Sociedad Anónima s/ Acuerdo Preventivo Extrajudicial – APE Ley 24.522 Expediente 1686/09 (Expediente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1050/2018/CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Cobro de sumas de dinero. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Decreto 1568/79; Decreto de necesidad y urgencia 324/2011.


    El a quo omitió brindar las razones concretas por las cuales la compensación reclamada constituía un “pago extraordinario” que, como tal, no integraba el sueldo normal, regular, habitual y permanente percibido por los agentes dependientes de la Oficina Nacional de Presupuesto. Dicho análisis era necesario a los fines de dilucidar si el concepto reclamado por la actora se hallaba alcanzado por lo dispuesto en el primer párrafo del art. 8° del decreto 324/2011 y, en su caso, si la autoridad competente había observado el procedimiento previsto en la norma para su convalidación. Por otra parte no resulta razonable, como pretende el a quo, poner en cabeza de la recurrente la obligación de acreditar si la demandada convalidó el pago dispuesto por el decreto 1568/79.  La sentencia atacada ha omitido considerar elementos conducentes para la solución del litigio, y ha realizado afirmaciones dogmáticas que dan fundamento solo aparente a su resolución, con menoscabo de la garantía de debido proceso y defensa en juicio de la recurrente (art. 18 de la Constitución Nacional).  En virtud de lo expuesto, lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Jodice, Esther c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Finanzas Públicas - Secretaria Hacienda s/ Proceso de conocimiento


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 37159/2014/CA2-CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Restitución internacional de menores. Aplicación de tratados internacionales. Interpretación de la ley. Carácter taxativo. Interpretación restrictiva. Residencia habitual del niño. Admisibilidad del recurso. 


    El caso está regido por la Convención de La Haya, aprobada por ley 23.857 y ratificada el 1 de junio de 1991, y, a su vez, que entró en vigor en España el 1 de septiembre de 1987. Ese instrumento dispone que el mecanismo de reintegro opera siempre que el traslado o la retención de una persona menor de edad sean ilícitos y que ello ocurre cuando esto último se haya producido con infracción de un derecho de custodia atribuido, con arreglo al derecho vigente en el Estado en que el menor tenía su residencia habitual, inmediatamente antes de su traslado o retención.  Es jurisprudencia de la Corte Suprema que la anuencia al traslado a la Argentina para que constituya el destino para que la familia viva en forma permanente, con la modificación de la residencia habitual, debe ser concluyente y la prueba debe superar el plano de una simple posibilidad, suscitando un nivel de certidumbre sobre la voluntad del solicitante de la restitución, sin que baste un panorama de ambigüedad.  Entonces, si bien la salida de España contó con la autorización materna, lo cierto es que, por un lado, no fue rebatido que tanto el padre como las niñas se fueron de Barcelona rumbo a Francia en auto, como así tampoco que no llevaron sus pertenencias. Es más, las niñas manifestaron que sus juguetes, ropa y su computadora estaban en España, lo cual da cuenta de que el traslado de la residencia no era una decisión conjunta de los progenitores.  Por otro lado, aun admitiendo la existencia de una autorización para realizar el viaje a la Argentina, la permanencia de las niñas allí no puede considerarse consentida por la madre, valorando que de forma inmediata hizo la denuncia e inició la restitución internacional de las niñas.   Así las cosas, al descartarse la existencia de una autorización para trasladar la residencia de las niñas a la Argentina, ha quedado verificada la ilicitud a la que la Convención de La Haya supedita la operatividad del dispositivo de restitución.  El artículo 13, de la Convención de La Haya establece que la autoridad judicial o administrativa del Estado requerido no estará obligada a ordenar la restitución del menor si la persona, institución u otro organismo que se opone a su restitución demuestra que existe un grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga a un peligro físico o psíquico o que de cualquier otra manera ponga al menor en una situación intolerable y agregar que la autoridad judicial podrá asimismo negarse a ordenar la restitución del menor si comprueba que el propio menor se opone a su restitución, cuando el menor haya alcanzado una edad y un grado de madurez en que resulta apropiado tener en cuenta sus opiniones.   La Convención de La Haya determina como regla la inmediata restitución de la persona menor de edad al país de su residencia habitual, motivo por el cual las excepciones a dicha obligación son de carácter taxativo y deben ser interpretadas de manera restrictiva a fin de no desvirtuar la finalidad del convenio.   En ese contexto, la excepción prevista en el artículo 13, inciso b, como ha interpretado esa Corte Suprema, sólo procede cuando el traslado le irrogaría a las personas menores de edad un grado de perturbación muy superior al impacto emocional que normalmente deriva de un cambio de lugar de residencia o de la ruptura de la convivencia con uno de los padres.  La Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores Parte VI Artículo 13(1) (b), realizada en el marco de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado celebrada en el año 2020, establece pautas interpretativas para la excepción prevista en el artículo 13, inciso b, de la Convención de La Haya. Este instrumento contiene reglas de soft law de carácter orientativo y consultivo, respecto del umbral de gravedad requerido para la procedencia de la excepción.  En este sentido, señala que el riesgo debe ser real y alcanzar cierto “grado de seriedad” para ser calificado de “grave”, y debe representar una “situación intolerable”, esto es, una situación que no se debería esperar que un niño tolere.   Examinadas las circunstancias del caso desde la perspectiva rigurosa que imponen los criterios interpretativos enunciados, asiste razón a la recurrente en este punto. En efecto, en primer lugar, la integración de las niñas al nuevo ambiente no resulta razón suficiente para rechazar la restitución, cuando en el caso no se presenta la particular situación prevista en el artículo 12, segundo párrafo de la Convención de La Haya, ya que la restitución internacional fue solicitada por su madre en término. En relación con ello, la Corte Suprema ha establecido que la integración conseguida en el nuevo medio no constituye un motivo autónomo de oposición, ni es decisivo para excusar el incumplimiento de aquél, aun cuando un nuevo desplazamiento fuere conflictivo. En esta línea, el Tribunal ha señalado en forma reiterada que la estabilidad lograda como consecuencia de un traslado ilícito a otro país por parte de cualesquiera de los progenitores, no es idónea para sustentar una negativa a la restitución.  Al margen de que el demandado no ha invocado argumentos de entidad que resulten suficientes para apartarse de dicha regla, no puede ser desconocido para ninguna de las partes ni para quienes tienen el deber de resolver el conflicto, que la permanencia de las niñas en el Estado requerido ha sido consecuencia de la demora que insumió la tramitación del pleito, en el que no se han respetado los plazos establecidos tanto en la Convención de La Haya como en el Protocolo de Actuación para el Funcionamiento de los Convenios de Sustracción Internacional de Niños, afectando gravemente los derechos de las niñas.  En este punto, es necesario destacar que en la causa tanto en primera como en segunda instancia se hizo lugar a la restitución internacional que no logró ejecutarse en tanto el demandado interpuso recurso extraordinario local ante el superior tribunal. En función de todo ello, no cabe admitir que el paso del tiempo, en el caso, pueda dar lugar a la configuración de la excepción pretendida, pues de lo contrario la finalidad del CH 1980 se frustraría por la propia conducta de quien sustrajo o retuvo ilícitamente a las niñas.  En segundo lugar, y en orden a analizar la existencia de un grave riesgo para las niñas que torne improcedente la restitución internacional en los términos del artículo 13, inciso b, de la Convención de La Haya mencionado, es necesario hacer referencia a la pericia psicológica efectuada en autos y a la audiencia convocada por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. En ambos informes periciales, tal como también destaca el dictamen de la Defensoría General de la Nación, se despejó la existencia de riesgo y se resaltó que ambas niñas cuentan con los recursos y mecanismos psicológicos para afrontar su regreso a España.  Tampoco fueron invocados por el progenitor situaciones o hechos que permitan concluir que el retorno a España implique exponer a las niñas a un riesgo grave.  El punto 62 de la Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores Parte VI Artículo 13(1) (b) señala que cuando lo que se encuentra en peligro es la salud del niño, el juez debe centrar el análisis en la disponibilidad del tratamiento en el Estado de residencia habitual, y no en una comparación entre la calidad de atención de cada Estado. Es decir, que el grave riesgo exigido para que concurra la excepción solo se produce en aquellos casos donde un tratamiento es o sería necesario con urgencia y no se encuentra disponible o del todo accesible en el Estado de residencia habitual. En el caso de autos, al momento de este dictamen se encuentran autorizados los viajes a España, por lo que no habría imposibilidad material de realizar el traslado, y el acceso a las vacunas y el nivel de vacunación en el Estado requirente no se discute en esta instancia.  En atención a que el superior tribunal local en la sentencia recurrida valoró como circunstancia determinante para rechazar la restitución solicitada, que la actora tenía una tarjeta de residencia que vencía en mayo del 2019, es preciso señalar que fue acreditada la obtención de la tarjeta de residencia vigente en España al momento de presentar el recurso extraordinario, por lo que deviene inconducente el análisis de tal fundamento. En efecto, las sentencias de la Corte Suprema deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, incluso si estas son sobrevinientes al recurso extraordinario.   La excepción prevista en el artículo 13, cuarto párrafo, de la Convención de La Haya en cuanto se refiere a la opinión de los niños, sólo procede frente a una verdadera oposición, entendida como un repudio genuino, coherente e irreductible a regresar, y no como una mera preferencia o negativa.  Bajo tales premisas, y en tanto no consta agregada a la causa acta o registro que dé cuenta de las manifestaciones concretas de las niñas en la audiencia celebrada ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, no es posible determinar la existencia de una verdadera oposición en los términos requeridos por la Convención para la procedencia de la excepción. En tales condiciones, y teniendo en cuenta la carencia apuntada, de estimarlo pertinente esa Corte Suprema, podría convocarse a las niñas a efectos de que sean oídas en su caso con la intervención de la Defensoría General de la Nación y de esta Procuración General.


    A. G., L. I. c/ R. M., G. H. s/ Restitución internacional de menores


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 982/2021/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Resolución denegatoria. Violencia familiar. Situación de vulnerabilidad. Interés superior del niño. Cuestión federal. Interpretación de tratados internacionales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario federal es formalmente admisible por cuanto se encuentra en tela de juicio la interpretación y aplicación de instrumentos internacionales que regulan la restitución trasnacional de personas menores de edad y la decisión impugnada es contraria al derecho que la recurrente pretende sustentar en sus cláusulas.  El artículo 3 de la Convención de La Haya dispone que el mecanismo de reintegro opera siempre que el traslado o la retención de un niño sean ilícitos y que ello ocurre cuando esto último se haya producido con infracción de un derecho de custodia atribuido, con arreglo al derecho vigente en el Estado en que la persona menor de edad tenía su residencia habitual, inmediatamente antes de su traslado o retención.  No obstante ello, según lo estipulado en el artículo 13, inciso b, de la Convención de La Haya (y art. 11, inc. b, de la CIDIP IV), las autoridades del país de refugio no están obligadas a implementar el retorno, cuando se verifica “grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga a un peligro físico o psíquico o que de cualquier otra manera ponga al menor en una situación intolerable”.  Se encuentra configurada la excepción prevista en el artículo 13, inciso b, referido, que obsta a la restitución solicitada por el padre, puesto que de los elementos obrantes en la causa surge que de operarse el retorno al Estado mexicano, la niña se vería sometida a un grave riesgo de exposición a un serio peligro físico y psíquico.  Esta excepción, como ha interpretado la Corte Suprema, sólo procede cuando el traslado le irrogará al niño un grado de perturbación muy superior al impacto emocional que normalmente deriva de un cambio de lugar de residencia o de la ruptura de la convivencia con uno de los padres. La norma prevé que la restitución internacional cede ante el interés del niño a no ser sometido a un daño psíquico o físico intolerable, por lo que el derecho del progenitor requirente a que cesen las vías de hecho, queda subordinado al derecho del niño, niña o adolescente a ser protegido ante la existencia de esas circunstancias.   La Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores Parte VI Artículo 13(1) (b), establece pautas interpretativas para la excepción prevista en el artículo 13, inciso b, de la Convención de La Haya. Señala que el riesgo debe ser real y alcanzar cierto “grado de seriedad” para ser calificado de “grave”. “El daño al padre o a la madre ya sea físico o psíquico, podría, en ciertas circunstancias excepcionales, crear un grave riesgo de que la restitución exponga al niño a un peligro físico o psíquico o lo ponga de cualquier otra manera en una situación intolerable.” De allí que la excepción del artículo 13, inciso b, no requiere, por ejemplo, que el niño sea la víctima directa o principal del daño físico si existe prueba suficiente de que, como consecuencia del riesgo de daño dirigido al padre o madre sustractor, existe un grave riesgo para el niño.  Es obligación del Estado actuar con debida diligencia en la prevención de riesgos ciertos y particularizados de violencia en perjuicio de personas en situación de extrema vulnerabilidad. Esta obligación se proyecta, a su vez, en mandatos específicos sobre la administración de justicia al momento determinar, en base a la valoración de la prueba y la ponderación de las circunstancias particulares de una causa, la existencia de un peligro de violencia que afecta a un niño o niña en caso de procederse a su restitución internacional. Ello, en virtud de las características especiales que presentan los conflictos de esta índole, tales como la celeridad de su resolución, la inexistencia de testigos presenciales, y las dificultades que experimentan las víctimas para denunciar la agresión.  Se verifican los extremos que según la Convención justifican la excepción a la restitución internacional, pues se ha logrado establecer la existencia de un grave riesgo de que la niña resulte expuesta al peligro de sufrir violencia, o bien a afrontar una situación intolerable, y corresponde al sistema de justicia actuar con diligencia para prevenir la materialización de ese riesgo.


    P. S., M. c/ S. M., M. V. - Restitución internacional de menores de edad. Expediente N° 9193105


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1003/2021/CS1, 05 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Verificación de créditos. Vistas y traslados. Falta de traslado. Sustanciación del recurso. Debido proceso. Devolución del expediente. 


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso —particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación— tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.  Por tal motivo, el citado precepto establece que la notificación a las partes interesadas deba efectuarse personalmente o por cédula, es decir, determina un mecanismo fehaciente de notificación. Así las cosas, la sustanciación del recurso extraordinario deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos allí introducidos.  A la luz de tales pautas, en el presente caso, el tribunal apelado concedió parcialmente el remedio federal presentado por la AFIP sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado a la empresa en quiebra que determina la norma y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión.


    Incidente N° 4 – Incidentista: AFIP s/ Incidente de revisión de crédito


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 27097/2009/4/CS1, 23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Restitución internacional de menores


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1003/2021, “P. S., M. c/ S. M., M.V. – restitución internacional de menores de edad”.


    P.S., M. c/ S.M., M.V. s/ Restitución internacional de menores


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 640/2021/RH1, 05 de julio de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Constitucional


    Acción de amparo


    Remisión al dictamen de la causa CAF 5027/2021/CS1, “Ocantos, Jorge y otros c/ Estado Nacional – DNU 241/21 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Colson, Romina y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - DNU 241/2021 s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5600/2021/CS1, 04 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 5027/2021/CS1, “Ocantos, Jorge y otros c/ Estado Nacional – DNU 241/21 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Eiras, Jorge Gustavo y otro c/ Estado Nacional - DNU 241/21 s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5330/2021/CS1, 04 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 5027/2021/CS1, “Ocantos, Jorge y otros c/ Estado Nacional – DNU 241/21 s/ Amparo Ley 16.986”.


    PRO – Propuesta Republicana c/ Estado Nacional - DNU 235/21 - DNU 241/21 s/ Amparo Ley 16.986


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5157/2021/CS1, 04 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 413/2002 (38-N)/CS1, “Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional (MEI-Secretaría de Transporte-CNRT) s/ Acción declarativa”.


    Municipalidad de Lomas de Zamora y otra c/ Ferrosur Roca S.A. y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 453/2003/(39-M)/CS1, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 634/2021, “Aragone Bargo, Juan Manuel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo”.


    Eisenberg, Bárbara y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 687/2021/04 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 634/2021, “Aragone Bargo, Juan Manuel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo”.


    Pedalino, Mauro Horacio c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 684/2021/04 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 638/2021, “Bovcon, Luciano Martín y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Medida cautelar”.


    Gras Buscetto, Mariana y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 688/2021/04 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Caducidad. Explotación de hidrocarburos. Decretos provinciales. Apreciación de la prueba. Vista de las actuaciones. 


    La determinación de si efectivamente la actora ha incumplido las obligaciones asumidas en el contrato de concesión y en el Acta Acuerdo suscripta con posterioridad al acordar la prórroga del plazo en los términos de la ley 17.319, lo que daría sustento al decreto local 563/12, son aspectos que resultan ajenos al dictamen de este Ministerio Público, toda vez que, si bien tales cuestiones se plantean en un marco normativo con preponderancia de disposiciones de carácter federal, lo cierto es que su dilucidación remite ineludiblemente a la valoración de los elementos probatorios acompañados al proceso.


    Pampa Energía S.A. (antes Petrobras Argentina S.A.) c/ Neuquén, Provincia del s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 287/2012/(48-P)/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Comunidad Mapuche Tehuelche. Proyecto de ley. Minería. Explotación de minerales. 


    En atención a las circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario –sanción de la ley XVII N° 149 y promulgación por decreto provincial 1285/21- corresponde otorgar traslado a las partes, a fin de que formulen las manifestaciones que estimen pertinentes.  Sin perjuicio de ello, en tanto la legislación antes aludida modifica las normas de autorización minera en los Departamentos de Gastre y Telsen, donde están ubicadas las comunidades aborígenes actoras, el particular contexto del caso y el gravamen irreparable que podría irrogarse, habilitarían a adoptar medidas tendientes a evitar los efectos nocivos que la eventual explotación podría generar para la cultura y la vida indígenas, en caso de que la Corte lo considere necesario.


    Comunidad Mapuche Tehuelche Mallín de los Cual y otras c/ Provincia de Chubut s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2409/2021/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Servicios eléctricos. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Conforme a la doctrina de la Corte, las sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas pues, como órgano judicial, tiene vedado expedirse sobre planteos que devienen abstractos, en tanto todo pronunciamiento resultaría inoficioso al no decidir un conflicto litigioso actual.  La cuestión controvertida ante la instancia de la Corte ha devenido abstracta. Por un lado, según el informe de Empresa Distribuidora de Energía se dio cumplimiento a la sentencia de la cámara en cuanto había ordenado que se dispusieran las medidas pertinentes para que los usuarios recibieran el servicio de energía eléctrica en forma directa, colocando un medidor en cada unidad habitacional.  Por el otro, el cumplimiento de la sentencia del modo como allí se había ordenado, y en concordancia con lo sugerido por el Estado Nacional en su recurso extraordinario,  introdujo modificaciones sustanciales en el proceso, sin que este último haya manifestado si persistía o no su interés en mantener el recurso federal planteado, aun cuando se le otorgó oportunamente la posibilidad para ello. Estas razones inhiben la intervención de la Corte conforme a la doctrina según la cual los órganos judiciales sólo pueden decidir conflictos actuales, sobre la base de los perjuicios concretos invocados por los interesados.  En las condiciones descriptas, la ejecución del acuerdo según los términos ordenados por los jueces traduce la superación del conflicto en los términos en que había sido sometido al Tribunal, razón por la cual el caso ha devenido abstracto y carece de objeto que la Corte emita pronunciamiento


    Consorcio de Propietarios del Golf Chascomús Country Club c/ Secretaría de Energía de La Nación y otro s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 62009687/2008/CS1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Pernod Ricard Argentina S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2313/2018/26 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1281/2017, “Laboratorios Bernabó S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1305/2017/02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Petroquímica Cuyo S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2193/2017/14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Acción de repetición. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CSJ 505/2012(48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte, y CSJ 1281/2017, “LaboratoriosBernabó S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    No resulta de aplicación el criterio sostenido por esta Procuración General en las causas CSJ 2715/2017, “Freddo S.A. c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de repetición” y CSJ 2716/2017, “ZF Argentina S.A. c/ Buenos Aires Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición” pues aquí la actora no plantea la inconstitucionalidad de las normas locales que establecen la tasa de interés aplicable para la repetición de las sumas que intenta, sino que se limita a solicitar que a tales montos se añadan “los intereses que la Corte Suprema disponga”.


    Electrofueguina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 643/2017/01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) /CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    SNA-E (Argentina) S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad y repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2317/2016/14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016 “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Dulcor S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2095/2017/14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48 – B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Fideos Don Antonio S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1163/2019/28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48 – B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”; cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Royal Canin Argentina S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2665/2017/29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Dilucidar si la conducta de la demandada evidencia que no existe actividad actual del Estado provincial encaminada a reclamar el impuesto sobre los ingresos brutos de los períodos fiscales 2/2016 a 1/2017 cuya intimación de pago dio origen a la situación de incertidumbre con el alcance que ha sido denunciado por la actora en este expediente, remite, ineludiblemente, al estudio de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, ajenas a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa.


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2599/2018/01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte.


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 808/2017/04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Competencia provincial. 


    No es la Corte el tribunal llamado a resolver la cuestión de competencia planteada en autos. En efecto, ésta quedó dilucidada por la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo. Ese tribunal, competente para resolver la apelación interpuesta por la actora contra la sentencia del juez provincial que declaró la competencia de la justicia federal, entendió que debe conocer en autos la justicia ordinaria, razón por la cual remitió la causa al Juzgado de Responsabilidad Penal Juvenil. Tal pronunciamiento se dictó después de que la parte actora ampliara la demanda, solicitando en aquella oportunidad la declaración de inconstitucionalidad de los artículos 1° del DNU 381/2021; 1°, 2° y 3° del decreto provincial 361/2021; 3° y 4° de la resolución del Ministerio de Jefatura de Gabinete de Ministros 2239/2021. En tales condiciones, este proceso debe continuar su trámite ante la justicia de la Provincia de Buenos Aires, por intermedio del Juzgado de Responsabilidad Penal Juvenil.


    García Ortiz, Grisela Alejandra y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1628/2021/CS1, 23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Obras sociales. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    La situación planteada encuentra suficiente respuesta en el pronunciamiento de la Corte Suprema en autos CSJ 1728/2020/CS1, “R., P. del C. c/ IOMA s/ Amparo”, a cuyos términos cabe acudir.


    La decisión de las contiendas de competencia exige atender al relato de los hechos contenido en el escrito inicial e indagar acerca de la naturaleza y el origen de la pretensión.   Los procesos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadas por normas federales, deben tramitar ante ese fuero por razón de la materia.


    E. M. A. c/ I.O.M.A. s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1511/2021/CS1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión a Fallos: 330:3904.


    S., Roberto Carlos s / infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 472/2020/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Contrabando de armas. Competencia federal. 


    Falta de atribución recíproca.


    No se verifica en el caso el presupuesto de atribución recíproca necesaria para una concreta contienda de competencia, pues el juzgado federal no cuestionó la materia, sino que rechazó la atribución por considerarla prematura en orden a cuestiones territoriales, a lo que cabe agregar que incluso resolvió de acuerdo con el dictamen del fiscal, quien opinó que con motivo de los hechos se habría visto afectado el control aduanero y destacó el interés federal en la persecución de los delitos de contrabando agravado de armas.


    N.N. s/ Incidente de competencia – Denunciante: R., José Luis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1889/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Celeridad procesal. Remisión del expediente. 


    No ha quedado debidamente trabada una contienda negativa de competencia que corresponda dirimir a la Corte en uso de las facultades que le acuerda el art. 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que la cámara interviniente decidió la incompetencia de la justicia provincial para conocer en el sub lite y elevó directamente el expediente al Tribunal, sin dar oportunidad al juez federal de insistir en su postura.   De las constancias de la causa, no surge la notificación a la parte actora de la resolución del juez federal, concerniente a la falta de legitimación pasiva respecto del Estado Nacional, por lo que se solicita la remisión de aquella actuación, con el objeto de obtener un acabado y completo análisis de la cuestión debatida.


    Ambrosini, Silvia Mónica y otros c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1230/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Facultades de la Cámara de Apelaciones. Tribunal de alzada. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia.


    La Corte no resulta competente para resolver el conflicto negativo de competencia suscitado. Ello así, toda vez que, conforme a la normativa aplicable, al mediar un conflicto de competencia “entre jueces nacionales de primera instancia”, debe intervenir “la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido” (art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58).


    Lisazo, Vanina Elizabeth y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 565/2021/CS1, 06 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. Remisión del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Aloia, Sandra Mariel y otros c/ Gobernación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1229/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Ballester, Macarena s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1183/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 860/2021/CS1, “N.N. y otro s/ Incidente de competencia”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 624/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    El conflicto de competencia se ha tornado abstracto, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    Incidente N° 5. Solicitante: Fiscalía Federal N° 1 de Córdoba s/ Pedido en caso 55.995/2019. Infracción Ley 23.737 “N”. Imputado: O. R., Fernando y otros s/ Incidente de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 50585/2019/5/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Embajadores. Delitos contra la integridad sexual. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Es pacífica la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que la competencia originaria de la Corte Suprema en materia penal, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse por las leyes que la reglamentan.  En este contexto, el presente caso es ajeno a la competencia originaria de la Corte, pues no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.


    F., P. A. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 157/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Habeas corpus colectivo. Juicios en que es parte una provincia. Actos jurisdiccionales. Competencia provincial. 


    Cabe señalar que los conflictos de competencia suscitados entre tribunales de distintas jurisdicciones, como ocurre en este caso, deben ser resueltos por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.  Por otro lado, el Tribunal ha dicho que el límite para la transferencia de expedientes está dado por el principio de radicación, el cual se consolida con el dictado de "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.  Es decir que, las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional de ese tipo -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley-, deben continuar su trámite por ante el juez que lo dictó.


    Grabre, Natalia Dominga y otros c/ Estado Provincial de Corrientes y/o Poder Ejecutivo de Corrientes s/ Hábeas corpus colectivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1847/2020/CS1, 04 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Programas de salud. Acción de amparo. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimiento y, en la tarea de esclarecerlos, es necesario valorar, inicialmente, la exposición de los hechos que el actor efectúa en su demanda y, luego, en tanto se ajuste al relato, el derecho invocado.  En numerosos casos donde los actores, como beneficiarios del Programa Incluir Salud de la provincia de Buenos Aires, iniciaron una acción similar a la aquí intentada, esa Corte ha concluido que corresponde entender a la justicia provincial. En esos precedentes se sostuvo, en suma, que, si bien el aludido programa fue instituido en la esfera del Ministerio de Salud Nacional, algunas provincias adhirieron al sistema para que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas o graciables, reciban atención médica, situación que se da en este supuesto al haberse transferido el sistema a la órbita local.


    S., S.A. c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires - Incluir Salud UGP Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 798/2021/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal). Inhibitoria. Devolución del expediente. 


    Recursos pendientes de resolución.


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se decida acerca del recurso deducido.


    Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación c/. s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5150/2021/CS2-CS1, 26 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de inconstitucionalidad. Superior Tribunal de Justicia. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.


    Para que la Corte Suprema ejerza la potestad que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958 debe existir una contienda negativa o positiva de competencia entre jueces o tribunales judiciales que carezcan de órgano superior jerárquico común, o bien una contienda jurisdiccional en la que resulte imprescindible hacerlo con el fin de evitar una efectiva privación de justicia.  En ese marco, en autos se verifica un conflicto jurisdiccional que determina la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958, en tanto el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dejó sin efecto el auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad de la sociedad dictado por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial y ordenó que ese tribunal nacional se pronuncie sobre la admisibilidad del recurso de inconstitucionalidad. Por su parte, el tribunal nacional rechazó la intervención de ese superior tribunal local en estas actuaciones.  Por otro lado, la correcta traba de la contienda de competencia exige el conocimiento por parte del órgano que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro tribunal, para que declare si sostiene su posición, y ello no ha ocurrido en el caso, pues sin perjuicio de haber sido notificado el superior tribunal local de la decisión del 1 de julio de 2021, el expediente fue elevado directamente a la Corte Suprema. No obstante lo anterior, razones de economía y celeridad procesal y de mejor servicio de justicia tornan aconsejable que el Tribunal ejerza la atribución procesal que emana del artículo 24, inciso 7 del decreto-ley 1285/58 y se expida sobre el conflicto suscitado.


    Incidente n° 87 – Incidentista: Socma Americana S.A. s/ Incidente de recusación con causa


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 94360/2001/87/CS2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 325/2021/CS1, “Ferrari, María Alicia c/ Levinas, Gabriel Isaías s/ Incidente de incompetencia – Levinas, Gabriel Isaías s/ SAG – otros (recurso de inconstitucionalidad denegado)”.


    Para que la Corte Suprema ejerza la potestad que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958 debe existir una contienda negativa o positiva de competencia entre jueces o tribunales judiciales que carezcan de órgano superior jerárquico común, o bien una contienda jurisdiccional en la que resulte imprescindible hacerlo con el fin de evitar una efectiva privación de justicia.  En ese marco, en autos se verifica un conflicto jurisdiccional que determina la intervención de la Corte Suprema en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958, en tanto el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dejó sin efecto el auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad de la sociedad dictado por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial y ordenó que sus integrantes se pronunciaran sobre la admisibilidad del recurso de inconstitucionalidad. Por su parte, la cámara rechazó la intervención del superior tribunal local en estas actuaciones.  Por otro lado, la correcta traba de la contienda de competencia exige el conocimiento por parte del órgano que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro tribunal, para que declare si sostiene su posición, y ello no ha ocurrido en el caso, pues sin perjuicio de haber sido notificado el superior tribunal local de la decisión del 1 de julio de 2021, el expediente fue elevado directamente a la Corte Suprema. No obstante lo anterior, razones de economía y celeridad procesal y de mejor servicio de justicia tornan aconsejable que el la Corte ejerza la atribución procesal que emana del artículo 24, inciso 7 del decreto-ley 1285/58 y se expida sobre el conflicto suscitado.


    Incidente n° 88 – Incidentista: Socma Americana S.A. s/ Incidente de recusación con causa


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 94360/2001/88/CS3, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Incidentes


    Archivo del expediente. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C. T. de V. y O. S. P. D. V. Limitada s/ Incidente


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1539/2021/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    A., Agustín Alejandro otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2126/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Cladd Industria Textil S.A. c/ Estado Nacional - Superintendencia de Riesgo de Trabajo s/ Medida cautelar (autónoma)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 61156/2019/CS1-CA1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Incidente Nº 2 - Imputado: P., Oscar Benjamín s/ Incidente de incompetencia


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3846/2020/2/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Monteverde S.A. c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -Administración Gubernamental de Ingresos Públicos - Dirección General de Rentas s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 65816/2017/CS1-CA1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 1. Imputado: V. Z. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12012201/2008/1/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso Queja Nº 1 – Instituto Cibernos S.A. c/ Universidad Nacional de Formosa s/ Recurso Directo Ley de Educación Superior Ley 24.521


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 81044846/2007/1/RH1, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso Queja Nº 2 – Flor Pereira, Félix c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo - Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 90257/2017/2/RH1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de queja Nº 2 - CODEC c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Ley de defensa del consumidor


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51436/2014/2/RH1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 1 – Fernández, Francisco Bernabeu y otros c/ Universidad Nacional de Formosa s/ Recurso directo Ley de Educación Superior Ley 24.521


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 81449778/2007/1/RH1, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: La C. de V, S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 2402/2020/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 1. Incidente Nº 1 – N.N.: O. Agropecuaria S.A s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 63979/2017/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Requerido: C., Lider y otros s/ Extradición


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3593/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    YPF S.A. c/ Asociación Mutual Personal de YPF y otro s/ Cobro de pesos / sumas de dinero


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 21000553/1993/1/RH1, 06 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Bigio, Alfredo c/ Banco Central de la República Argentina - Resolución265/00 (Expediente 100511/99 SUM 971 s/)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36080/2000/CA2-CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Formosa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2599/2018/31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    A. C., Alcides Ramón s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 12/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Blousson, Barbara y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1011/2021/CS1, 16 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Cirillo, Antonio c/ Coasin Comunicaciones S.A. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 15466/2011/2/RH2, 20 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Cisneros, Luis Eduardo c/ Hospital Británico de Buenos Aires s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34056/2012/1/RH1, 14 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Giulioni, Néstor Raúl c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Policía de Seguridad Aeroportuaria s/ Reclamos varios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 28712/2014/CS1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Instituto Rosenbusch S.A. de Biología Experimental Agropecuaria y otros c/ Ministerio de Hacienda Comisión Nacional de Valores s/ Apelación de resolución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7622/2018/1/RH1, 02 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación c/. s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5150/2021/CS2-CS1, 26 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Lezcano, Luis Alfonso c/ Interacción A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 83148/2017/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Merlani, Patricio Ezequiel c/ Fondo Financiero para el Desarrollo de la Cuenca del Plata s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 32770/2019/1/RH1, 25 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    N.N.: Banco Central de la República Argentina. Expediente: 100923/08 (Fernando Ernesto R.) y otro s/ Infracción Ley 19.359


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 11122/2014/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Pinillos, Cristina Teresa y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Empleo público


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 22099/2016/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de queja Nº 1 – Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social c/ Sindicato Obreros de Estaciones de Servicio, Garajes, Playas de Estacionamiento y otros s/ Ley de asociaciones sindicales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 61434/2015/1/RH1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 139 – Imputado: B. R., Rafael Francisco y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 93002704/2010/TO1/139/1/RH7, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1 – Saban, José Daniel c/ Estado Nacional – Poder Judicial de la Nación - Obra Social del Poder Judicial de la Nación – Resolución 6/12 s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 48476/2012/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Soruco, Aldo Roque c/ Estado Nacional y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 813/2021/CS1, 15 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15719/2018/CS1, 06 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23974/2018/CS1, 06 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 20803/2018/CS1, 06 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 19408/2018/CS1, 06 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán s/ Organismos externos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 23836/2018/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    R. R. D., E. s/ Homicidio agravado (Artículo 80 inciso 7°), robo con armas y portación de arma uso civil condicional


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38256/2010/TO2/7/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Coleff, Juan Carlos c/ Municipalidad de Rada Tilly s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2407/2017/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Incidente N° 1. Denunciante: A., Rubén Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1421/2021/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1 – La Segunda A.R.T. S.A.  c/ Superintendencia Riesgos Trabajo -Resolución conjunta 39/98 y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21892/2013/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A., Rafael Omar s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 15707/2017/TO1/6/1/1/1/RH4, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Personas refugiadas. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 2 – Iqbal, Asdaj c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo - Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32711/2018/2/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: U. B. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1541/2017/2/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1 – Maxicambio S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3080/2020/1/RH1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H)/CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Kentec Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Administración Gubernamental de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 89788/2018/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidentes de trabajo. Incapacidad laboral. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Sentencia no firme. Recurso extraordinario. Improcedencia del recurso. 


    El recurso intentado no resulta procedente ya que es jurisprudencia de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación, tales como la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia.  El pronunciamiento no deniega el fuero federal ni las partes solicitaron su intervención. Tampoco coloca a la apelante en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata su defensa en juicio pues no clausuró la vía intentada en tanto atribuye competencia a una jurisdicción donde puede seguir ejerciendo su derecho.  La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse, aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.  El actor no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión recurrida en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Paviglianiti, Antonio Juan José c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 53040/2017/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 12739/2019/CS1-CA1, “Sicopro S.R.L. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Recurso queja Nº1 – Sicopro S.R.L. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12739/2019/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 5894/2014, “Telefónica de Argentina S.A. c/ EN-AFIP-DGI s/ Dirección General Impositiva”.


    Recurso queja Nº 1 - Telefónica de Argentina - Dirección General Impositiva s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5894/2014/1/RH1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CIV 50016/2016/CS1, “Denegri, Natalia Ruth c/ Google Inc. s/ Derechos personalísimos: acciones relacionadas”.


    Denegri, Natalia Ruth c/ Google Inc. s/ Derechos Personalísimos: acciones relacionadas


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 50016/2016/1/RH1, 01 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Universidades nacionales. Profesor universitario. Nombramiento. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene establecido que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados estén afectados por arbitrariedad manifiesta.  Son inadmisibles los agravios del recurrente basados en la arbitrariedad de la sentencia que rechazó la acción de amparo iniciada por él, contra la Universidad con el objeto de que se ordene disponer su promoción transitoria en el cargo de profesor adjunto regular pues, dicha decisión constituye un legítimo control de la legalidad y de la razonabilidad de lo actuado en el seno de la universidad demandada.   En efecto, el recurrente no alcanza a rebatir los fundamentos expuestos por el tribunal en el tratamiento de su reclamo tendiente a que se lo designe en forma interina en el cargo de profesor titular, pues los argumentos esgrimidos en la apelación extraordinaria sólo trasuntan una mera discrepancia con el criterio adoptado por el tribunal en cuanto a la legislación aplicable al caso en razón del tiempo y a la valoración de los extremos conducentes para resolver el litigio, sin demostrar un apartamiento de las normas aplicables ni una decisiva carencia de fundamentación.   Tampoco son atendibles los agravios relativos a que el a quo se pronunció sobre cuestiones que no fueron introducidas en la litis pues, el propio apelante es quien pone de manifiesto una incongruencia al sostener que no impugnó la resolución (CD) 1111/12 y, al mismo tiempo, afirmar que, si se hubiera hecho un análisis exhaustivo de su legitimidad, se habría concluido en que dicho acto era nulo y carecía de eficacia.  El actor pudo válidamente iniciar este proceso ante la falta de respuesta de las autoridades universitarias, con el objeto de ser designado transitoriamente en el cargo que había quedado vacante. Sin embargo, una vez que tomó conocimiento de que se nombró en forma interina a otro profesor en el cargo pretendido, era menester que impugnara el acto de designación, en virtud de que gozaba de presunción de legitimidad.   El actor debió impugnar en tiempo propio la resolución (CD) 1111/12 mediante la cual se resolvió aprobar el plan de trabajo y designar interinamente al ingeniero Inaudi en el cargo de profesor titular en la asignatura Mecánica Analítica del Departamento de Física.   Esta perspectiva en el examen de las cuestiones en debate resulta ajustada a derecho, pues reclamar una designación transitoria en un cargo que ha quedado vacante con sustento en normas que carecían de vigencia y en la práctica consuetudinaria sólo evidencia que el recurrente concibe la revisión judicial con un alcance que llevaría a los jueces a interferir en ámbitos típicamente académicos comprendidos en el marco de la autonomía de las universidades nacionales y ajenos al control jurisdiccional, salvo en los supuestos de arbitrariedad manifiesta.  La decisión apelada cuenta con fundamentos suficientes basados en argumentos no federales que autorizan a descartar la tacha de arbitrariedad invocada por el recurrente, pues no se advierte un apartamiento de la solución legal ni una apreciación irrazonable de los elementos probatorios agregados a la causa.


    Recurso queja N° 1- Abud, Daniel Juan Alberto c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ Amparo Ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12494/2013/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Tasas. Aseguradora por riesgos del trabajo. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha resuelto en forma reiterada que, en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, uno de los cuales es la arbitrariedad, corresponde examinar éste en primer término pues, sin perjuicio de la existencia de materia federal estricta, de constatarse esa tacha no habría en rigor sentencia propiamente dicha.  La sentencia recurrida omitió considerar que, durante los períodos aquí reclamados (abril de 1998 hasta febrero de 2011), el art. 37 de la ley 24.557, en su versión original, había sido sustituido por el art. 74 de la ley 24.938 (BO 31/12/1997), que aprobó el Presupuesto General para el ejercicio del año 1998.  Concretamente, dicha disposición señaló: “Sustitúyese el artículo 37 de la ley 24.557 por el siguiente: Artículo 37: Financiamiento: Los gastos de los entes de supervisión y control se financiarán con aportes de las Aseguradoras de Riesgos de Trabajo (ART) y empleadores autoasegurados conforme la proporción que aquellos establezcan”.  Posteriormente, la SRT y la SSN dictaron la resolución conjunta 39/98 y 25.806/98, que expresamente citó como antecedente normativo la sustitución efectuada por la ley 24.938. Mediante aquella disposición, las entidades demandadas dispusieron que el aporte a realizar por las aseguradoras de riesgos del trabajo se fijaba en el 3%, calculado sobre las cuotas que recaudasen cada una de aquéllas.   En virtud de lo prescripto por estas normas y en el marco de la causa “La Segunda ART S.A. c/ Superintendencia Riesgos Trabajo-Resols. 39/98 y 25806/98 y otros s/ Proceso de conocimiento”, fundamento de la presente acción de repetición, esa Corte y los tribunales que intervinieron con anterioridad, declararon la inconstitucionalidad del tantas veces citado art. 74 la ley 24.938 y la nulidad de la mencionada resolución conjunta.  Carece de todo sustento la invocación por parte de la alzada del art. 37 de la ley 27.554 en su versión original, ya que no es el precepto legal que resulta aplicable a la presente controversia, lo que tiñe de arbitraria a la sentencia apelada.  El pronunciamiento recurrido no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.


    Recurso Queja Nº 1 – La Segunda A.R.T. S.A. c/ Superintendencia Riesgos Trabajo – Resolución Conjunta 39/98 y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 21892/2013/1/RH1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas CNT 48916/2017/1/RH1, “Unión del Personal Civil de la Nación - UPCN c/Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas s/ Cobro de aportes o contribuciones”, y CNT 06008/2015/1/RH1, “Unión del Personal Civil de la Nación c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Unión del Personal Civil de la Nación - UPCN c/ Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto s/ Cobro de aportes o contribuciones


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4407/2019/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Archivo del expediente. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    En autos se presenta una situación sustancialmente análoga a la decidida por la Corte en las sentencias publicadas en Fallos: 316:331 y 330:1389, entre otras.  En tal oportunidad, se sostuvo que si bien el art. 354, inc. 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación disponía el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente fuera de distinta jurisdicción, la Corte ha resuelto que dicha norma no podía extenderse más allá de aquellos supuestos en que fuera admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud.


    Compañía de Transportes de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Comuna de Barracas s/ Recurso contencioso administrativo queja por denegación de recurso de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1157/2020/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Acumulación de procesos. Resoluciones equiparables a definitiva. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que medie una denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada afecta un específico privilegio federal de manera irreparable.  Este último supuesto es el que se verifica aquí, toda vez que se encuentra en cuestión la autonomía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho invocado por el apelante, al obligarlo a litigar ante un tribunal que no es su juez natural.  Según lo ha establecido el Tribunal, la Ciudad de Buenos Aires, tal como sucede con las provincias, ve afectada su autonomía cuando es forzada a litigar ante jueces de extraña jurisdicción, y ocupa el mismo puesto que aquéllas en el sistema jurídico que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, en su caso, posee el mismo derecho a la competencia originaria de esa Corte.  La prórroga de la competencia por razón de las personas resulta válida, en tanto constituye una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada expresa o tácitamente.  Dado que el recurrente consintió la competencia de la justicia nacional como así también la acumulación de las causas, su planteo de incompetencia resulta inconsistente con su conducta procesal. El propio Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires solicitó la acumulación ante la evidente conexidad entre ambos procesos, por lo que corresponde que el presente juicio continúe su trámite ante la justicia nacional en lo civil.


    Marchese, Quimey Melany c/ Bazán, Cristian Darío y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 47931/2018/2/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización. Muerte del padre. Víctima menor de edad. Responsabilidad extracontractual del Estado. Estado Nacional. Estado Provincial. Autonomía provincial. Excepción de incompetencia. Falta de servicio público. Poder Judicial. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Cuestión de derecho público local. Causas civiles. Competencia provincial. Revocación de sentencia. 


    Doctrina del fallo “Barreto”, “Aguilar” y “Mendoza”.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, salvo que medie denegación del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal.  Este último supuesto se presenta en autos, puesto que se encuentra en juego el principio de autonomía provincial y la resolución que se impugna resulta contraria al derecho invocado por la recurrente, con fundamento en los arts. 1°, 4°, 5° y 121 de la Constitución Nacional.  Para determinar la competencia corresponde atender, de modo principal, a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, después, solo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la acción. También se ha dicho que, a tal fin, se debe indagar la naturaleza de la pretensión, examinar su origen, así como la relación de derecho existente entre las partes.  El reclamo de indemnización por los daños y perjuicios ocasionados, imputándole responsabilidad extracontractual al Estado Nacional y a una provincia por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido los órganos policiales dependientes de aquélla, es materia regida por el derecho público local que no ha sido delegada a la Nación y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, de conformidad con la doctrina sentada por la Corte en las causas “Barreto” y “Aguilar”, con independencia del factor de atribución que se invoque.  A partir del caso “Barreto”, la Corte modificó su doctrina sobre el concepto de “causa civil”, al que se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, coincidiendo de ese modo con la postura invariablemente sostenida desde hace más de veinte años por el Ministerio Público Fiscal que actúa ante el Tribunal.  De acuerdo con el criterio que surge de ese precedente, se excluye del concepto de causa civil a los casos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al derecho administrativo y, por ende, es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en aquéllos, aunque eventualmente se invoquen o apliquen de manera subsidiaria o analógica disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.  Ello tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de la causa que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender estos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  El reclamo de la actora deberá ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según la persona demandada, puesto que la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar resulta inadmisible a la luz de las razones expuestas en el caso “Mendoza”, toda vez que no existen, en principio, motivos suficientes para concluir que el litisconsorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que, por el contrario, la accionante pretende obtener una sentencia condenatoria que exija a los demandados el cumplimiento de dar sumas de dinero, cuyas pretensiones tolerarían un tratamiento procesal independiente. En esa inteligencia, la acción dirigida contra el Estado provincial deberá seguir su trámite ante la justicia local.


    Recurso queja Nº 1 – S., A. E. c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 41046590/2008/1/RH1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Despido indirecto. Indemnización. Diferencias salariales. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso extraordinario fue bien denegado ya que no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal en los términos del artículo 14 de la ley 48. Es doctrina de la Corte que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos excepto que denieguen el fuero federal o se produzca una efectiva privación de justicia.  Lo decidido no importa una denegación del fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por el recurrente, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juez nacional con asiento en la Capital Federal.  En el caso no media denegación del fuero federal, en tanto se declina la competencia de los tribunales provinciales en favor de la justicia nacional del trabajo.  La sentencia en crisis no coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, pues no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, quedó sometido a la jurisdicción de la justicia nacional del trabajo, en la que podrá ejercer las defensas procesales que considere conducentes.  La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso queja N° 1- Rodríguez, María Paula c/ Provincia Microempresas y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40632/2019/1/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Fiscal de Estado. Sentencia no firme. Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Conforme la doctrina de Fallos: 311:1232; 323:2339; 330:520, el recurso debe ser desestimado por no dirigirse contra la sentencia definitiva o un auto a ella equiparable.


    Recurso de queja n° 1-Incidente n° 1. Presentante: Petcoff Naidenoff , Luis y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 36/2021/1/1/1/RH1, 08 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El recurso intentado es inadmisible porque las resoluciones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.  La decisión del tribunal nacional no deniega el fuero federal, en tanto lo que se encuentra en discusión es la competencia en razón del territorio. Por otro lado, no coloca al apelante en una situación de privación de justicia que afecte en forma actual, directa e inmediata, su defensa en juicio, puesto que, no obstante los planteos del recurrente en orden a la imposibilidad de iniciar otra acción, lo cierto es que la interposición de la demanda interrumpe la prescripción, aun cuando se deduzca ante juez incompetente.  La ausencia de una sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.


    Brite, Ángel c/ Mapfre Argentina A.R.T. S.A. y otro s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 32583/2014/1/RH1, 30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada del Máximo Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.  A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Recurso queja Nº 1 – Jumbo Retail Argentina S.A. c/ Estado Nacional Ministerio de Desarrollo Productivo s/ Apelación de resolución administrativa


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5110/2021/1/RH1, 30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Demanda. Fisco municipal. Recurso jerárquico. Agotamiento de la instancia administrativa. Recurso extraordinario. Inadmisibilidad del recurso. Cuestión no federal. Interpretación de normas y actos locales. Cuestión de derecho público local. Cuestiones de hecho y prueba. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso presentado es inadmisible en cuanto pretende controvertir la decisión de la corte provincial, basada en la exégesis de normas locales, de declararse incompetente para intervenir en una causa contencioso administrativa en razón de que la actora no había cumplido el recaudo de agotar la vía administrativa. Es que la admisibilidad o inadmisibilidad de la acción de que se trata es un punto regido por normas de derecho constitucional y procesal locales, cuya interpretación y aplicación son ajenas a los alcances del art. 14 de la ley 48. Máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales suficientes para excluir la tacha Sostiene la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido".   Para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal, se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican tan excepcionalísima conclusión. La arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino que requiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de argumentación jurídica, extremos que no aparecen configurados en el caso.  Los agravios de la apelante no habilitan la apertura de esta instancia de excepción. Se trata de una cuestión de derecho público local y procesal, cuya resolución compete al máximo órgano judicial provincial. El pronunciamiento que se cuestiona cuenta con suficientes fundamentos de igual carácter que lo ponen a salvo de la tacha que se endilga.  El agravio referido a que el recaudo de agotamiento de la instancia administrativa fue interpretado de modo irrazonable, no tiene entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria. La actora sólo manifiesta una mera discrepancia de criterio con la solución y omite hacerse cargo de los distintos argumentos que sustentan el pronunciamiento apelado y que lucen suficientes para dar respuesta a su pretensión sin arbitrariedad.  El tribunal apelado valoró los antecedentes administrativos de la causa y entendió que la actora había acudido a la jurisdicción revisora de ese tribunal sin cumplir los extremos impuestos por el código de rito.   Los fundamentos del tribunal, basados en la exégesis de normas de derecho procesal y público local bastan para sustentar el pronunciamiento y excluir la aplicación de la doctrina excepcional sobre arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en una materia que, por su naturaleza, es propia de los jueces provinciales.  La solicitud de la recurrente de que se declare la inconstitucionalidad del recaudo exigido en la sentencia como condición de acceso a la justicia, por entender que la etapa administrativa se había cumplido y, por lo tanto, intentar otro recurso en esa sede, tal como decidió el a quo, constituía un “ritualismo inútil”.  La decisión apelada no resulta pasible de tales reproches pues se encuentra en sintonía con la doctrina de la Corte, que establece que el procedimiento administrativo tiene por finalidad producir una etapa conciliadora anterior al pleito que dé a la administración la posibilidad de revisar el caso, salvar algún error y promover el control de legitimidad de lo actuado por los órganos inferiores. Debe sustraerse a los entes estatales de la instancia judicial como medida compatible con la integridad de los derechos, aunque cabe prescindir de ese requisito en supuestos justificados.  La corte provincial procuró garantizar el cumplimiento del requisito de agotamiento de la vía administrativa para acceder a la instancia judicial precisamente, exigiendo que la decisión de la administración que se cuestione en su seno emane de la autoridad máxima administrativa municipal.  Para la admisión del recurso extraordinario sobre la base del art. 18 de la CN, se requiere que medie privación efectiva de la defensa o restricción sustancial de ella, lo que no ocurre cuando la indefensión alegada proviene de la conducta discrecional del apelante.  La garantía de la defensa en juicio no ampara la negligencia de las partes, pues quien ha tenido oportunidad para ejercer sus derechos responde por la omisión que le es imputable.   El pedido de declaración de inconstitucionalidad del recaudo exigido en la sentencia a la luz de lo establecido en el art. 8° de la CADH tampoco basta para habilitar este remedio federal, porque no se acompaña de una demostración fundada de que la acción constituye la única vía a disposición de los justiciables para atender la pretensión que invoca.  Los agravios de la actora fundados en que la imposición del gravamen municipal viola sus derechos constitucionales; y que durante el trámite del presente proceso judicial, el municipio derogó el tributo cuya discusión pretende en sede judicial, tampoco permiten la apertura del remedio federal porque constituyen una mera repetición de afirmaciones vinculadas con el fondo del asunto y no logran desvirtuar cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.


    Cabal Cooperativa de Provisión de Servicios Limitada c/ Municipalidad de San Fernando del Valle de Catamarca s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2365/2018/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Indemnización. Tribunal extranjero. Sentencia extranjera. Ejecución de sentencia extranjera. Reconocimiento de sentencia extranjera. Cosa juzgada. Orden público laboral. Debido proceso adjetivo. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Interpretación de normas federales. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La alzada, al omitir el examen de las constancias probatorias acompañadas por las codemandadas, consistentes en una copia de la sentencia extranjera dictada por el Tribunal de Trabajo 7 de Boulogne Billancourt, cuyo reconocimiento se pretende, el 10 de febrero de 2011; una copia de una sentencia posterior del mismo tribunal francés, dictada el 1 de marzo de 2012,  que fue dictada en virtud de una nueva demanda presentada por la aquí actora; y  un “certificado de no apelación” que refleja que no se presentó ninguna apelación que impugne la sentencia que se pretende reconocer, se apartó de los términos que impone la ley 24.107.   Dichas constancias probatorias fueron admitidas por el juez de grado y lucen conducentes para documentar el carácter de cosa juzgada de la sentencia foránea.  Resulta erróneo el razonamiento de la alzada al entender que la decisión francesa vulneró el orden público laboral argentino ya que admitió el pago de la condena mediante un cheque que no estaba dirigido nominalmente a la trabajadora y no hay una constancia documentada que dé cuenta de su efectiva percepción por ella, porque el pago o la ejecución de la sentencia constituyen actos autónomos e independientes de la decisión de fondo, por lo que lo relativo a su cumplimiento o incumplimiento no afecta su firmeza ni su alcance de cosa juzgada. El fallo condenatorio data del 10 de febrero de 2011 y la demandada entregó el cheque el 22 de febrero de 2011, ante la ejecución de sentencia instada por la trabajadora. Sobre esa base, el cuestionamiento de la cámara sobre la aceptación de la forma de pago objeta un acto del tribunal francés posterior e independiente de la decisión de fondo.   Respecto de la vulneración del orden público, la Corte Suprema sostuvo que el artículo 517 del código adjetivo, de similar contenido que la regla del art. 2, inc. 4, ley 24.107, “… sujeta el reconocimiento de la fuerza ejecutoria de una sentencia extranjera a que ésta "no afecte los principios de orden público del derecho argentino". Por ello, como principio, el examen de compatibilidad propio del exequátur no puede llegar al extremo de reeditar todas las cuestiones que ya fueron sometidas a decisión judicial foránea, como tampoco a equiparar aquel control con el propio de una revisión judicial ordinaria”.  A su vez, señaló que el principio del debido proceso adjetivo integra el orden público internacional argentino y a él debe conformarse no sólo todo procedimiento judicial que se lleve a cabo en su ámbito, sino también todo procedimiento que concluya en la sentencia o resolución dictada por autoridad judicial extranjera con efectos extraterritoriales en la República. Añadió que a él alude expresamente el art.2, inciso f, de la Convención Interamericana sobre eficacia extraterritorial de las sentencias y laudos arbitrales extranjeros cuando establece, como condición del reconocimiento de eficacia: “que se haya asegurado la defensa de las partes”.  La falta de impugnación de la sentencia francesa dictada el 10 de febrero de 2011, y el inicio de un nuevo reclamo ante el mismo tribunal alegando una deficiencia de la sentencia, pero sin cuestionar su contenido, ni el monto de condena ni su forma de pago, no evidencia, en este punto, la afectación del orden público que la norma federal exige para descartar el reconocimiento de la decisión foránea.   Si bien las actuaciones administrativas locales -SECLO- precedieron a la demanda promovida en el extranjero, el reclamo ante la jurisdicción nacional es posterior. En ese sentido, el texto del artículo 2, inciso 6, de la ley 24.107 es claro al requerir que no se haya iniciado un procedimiento previo, con igualdad de partes, hechos y objeto, “… ante cualquier autoridad judicial del estado requerido”.  El artículo 1 de la ley 24.635 crea una etapa administrativa, previa a la judicial, que depende de un ministerio del Ejecutivo Nacional, ajeno al Poder Judicial de la Nación. Además, los conciliadores que dirigen el servicio son seleccionados de un registro dependiente del Ministerio de Justicia, y no a través de los mecanismos para la selección de jueces, por lo que no podrían ser equiparados a las autoridades judiciales en los términos de la ley 24.107.  La resolución de la juzgadora, que pretende equiparar las actuaciones administrativas ante el SECLO a las judiciales para descartar el reconocimiento de la sentencia extranjera, se aparta del texto del precepto federal bajo análisis.   Los argumentos de la sentencia atacada dirigidos a rechazar la excepción de cosa juzgada no se corresponden con las constancias de la causa ni con los términos de la ley 24.107.


    Franco, Ana del Valle c/ Dominique Maciet y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 24094/2010/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Distribución de competencias. Juzgados nacionales. Denegatoria del fuero federal. Cuestiones procesales. Privación de justicia. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Aplicación de los fundamentos establecidos en los dictámenes COM 12593/2014/2/RH1, “Blue Steel S.A. c/Correo Oficial de la República Argentina s/ Ordinario”; y CNT 85098/2016/1/RH1, “Rolón, Romina E. c/ Autoridad Cuenca Matanza Riachuelo s/ Despido”.


    En los dictámenes citados en referencias, se sostuvo que el recurso no puede prosperar porque las resoluciones que deciden sobre la distribución de competencia entre los tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, no importan la sentencia contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. Se resaltó, asimismo, que determinar cuál de esos tribunales es competente para entender en el litigio constituye una cuestión procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, no justifica el ejercicio de la jurisdicción extraordinaria. También se dijo que el fallo no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en modo directo la defensa en juicio, dado que no clausuró la vía intentada y, por ende, la demandada quedó sometida a un fuero determinado en el que podrá ejercer su derecho. Se recordó, además, que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.  Por último, se dijo que lo anterior no importó desconocer que esa Corte, en Fallos: 340:103, “Sapienza”, abandonó la doctrina reseñada y ratificó el criterio de Fallos: 338:1517, “Corrales”; 339:1342, “N.N.”; 341:611 “José Mármol 824”, sino considerar que, hasta tanto se transfieran las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, procede mantener el criterio tradicional supra referido.


    Chaves, Florencia Pilar c/ Bare International Chile Ltda. s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 8464/2019/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Docentes. Fondo Nacional de Incentivo Docente. Estado Nacional. Legitimación pasiva. Denegatoria del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CAF 31135/2015/CS1 “Peralta, Silvio Ángel y otros c/ EN - M° Educación de la Nación s/ Empleo público –competencia-”.


    En el dictamen de la causa CAF 31135/2015/CS1 “Peralta, Silvio Ángel y otros”, se resolvió que en razón de la situación controvertida, existe una relación jurídica común e indivisible con respecto a la pluralidad de sujetos involucrados, que no tolera un tratamiento procesal por separado, con lo cual resulta imposible buscar una solución útil, que garantice el derecho de las partes y que se restituya el derecho que se pretende tutelar sin la participación de todas ellas, por lo que se considera que existe un litisconsorcio pasivo necesario, en los términos del art. 89 del CPCCN.  En igual sentido se resolvió en el dictamen de la causa CSJ 404/2017/RH1 “Bruno, Marcelo José y otro s/ Queja”, del que surge la necesaria integración de la litis con el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.   No resulta aplicable el precedente “Avanzatti” al presente proceso porque los casos se diferencian en el objeto de la pretensión. En aquél se impugnaban las resoluciones dictadas por la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la provincia de Entre Ríos –ente provincial- y los decretos del poder ejecutivo local mediante los cuales les fue denegado el pedido de reajuste en sede administrativa. Por el contrario, aquí se cuestiona el modo de liquidación del Fondo Estímulo, su aplicación, los tiempos y las demoras, lo que justifica la intervención del Estado Nacional como parte en el proceso.


    Recurso Queja Nº 1 – Varela Laura Karina y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Educación - Ley 25.053 y otro s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 31928/2011/1/RH1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Enfermedad profesional. Denegatoria del fuero federal. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto al debate sobre la competencia material que motiva la queja en examen, es jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia.  En el caso, no se presentan esas excepciones. Por un lado, la sentencia no deniega el fuero federal ni las partes solicitaron su intervención. Por otro lado, la decisión cuestionada no coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio pues no clausuró la vía procesal promovida en tanto atribuye competencia a la justicia nacional del trabajo, donde puede ejercer las restantes defensas planteadas.  A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Araujo, Andrés c/ Digital Med S.A. y otro s/ Accidente - acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 82545/2017/CA2, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Expulsión de extranjeros. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    La queja en examen no puede prosperar. Ello, toda vez que el agravio relativo a la alegada errónea aplicación efectuada por la DNM del referido art. 62, inc. b, de la ley migratoria sobre el que se funda el remedio extraordinario, no fue invocado sino hasta el momento de la interposición de la apelación contra la sentencia de primera instancia.  Ello habilita de por sí su rechazo, conforme a la tradicional doctrina de la Corte que sostiene que, al no haber sido sometida la cuestión al conocimiento de todos los tribunales de las instancias anteriores, el planteo formulado en el recurso extraordinario constituye el fruto de una reflexión tardía que no puede ser considerado en esta instancia.


    Recurso Queja Nº 2 – R. S., W. M. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16279/2018/2/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que aquí nos ocupa, la denegatoria del fuero federal o una efectiva privación de justicia. En el caso, no se presentan esas excepciones.  Toda vez que la apelación y, por ende, la admisibilidad de la vía intentada aún se encuentra pendiente de resolución, el recurrente no logra acreditar el carácter definitivo de la decisión impugnada en los términos del artículo 14 de la ley 48.  A su vez, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Accinelli, Ricardo Alberto c/ Consolidar A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 46832/2012/1/RH1, 15 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Ley de contrato de trabajo. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso fue bien denegado puesto que los agravios planteados en el remedio federal se ciñen a la interpretación y aplicación del artículo 66 de la LCT, lo que remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; salvo que el recurrente acredite que el pronunciamiento, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no puede adquirir validez jurisdiccional, lo que no sucede en estos autos. Resta agregar que no se encuentra en tela de juicio el alcance de la ley 19.032; y que la resolución 1492/2016 dictada por el INSSJP no configura una norma de carácter federal. Al respecto, la Corte Suprema ha dicho que la naturaleza de ente público no estatal impide encuadrar al INSSJP dentro de la Administración Pública centralizada o descentralizada y que los actos de sus órganos no constituyen actos administrativos. En oportunidad de expedirse acerca del régimen jurídico aplicable a su personal, la Corte Suprema sostuvo que las relaciones laborales que se desarrollan en su ámbito se rigen por la Ley de Contrato de Trabajo.  Si bien el excepcional supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a la Corte Suprema a revisar decisiones de los jueces de la causa en materia de derecho común, la intervención en esos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que, como el indicado, le son privativos ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales. En virtud de ello, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte Suprema habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución Nacional y las leyes.


    Rearte, Viviana Edith c/ INSSJP - PAMI s/ Reclamos varios


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 9996/2016/2/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Integración del tribunal. Subrogancia del juez. Competencia. Deberes y facultades del fiscal. Facultades jurisdiccionales. Partes del proceso. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Defensa en juicio. Cuestión federal. Gravedad institucional. Mantenimiento del recurso. 


    Resulta procedente el recurso extraordinario toda vez que se encuentran en tela de juicio las funciones atribuidas al Ministerio Público Fiscal por el art. 120 de la Constitución Nacional y por las leyes 24.946 y 27.148, y la decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente fundó en ellas.  La gravedad institucional del caso justifica la intervención de la Corte Suprema, puesto que, como se dijo en el caso “Lamparter”, existe “un interés institucional de orden superior que radica en la necesidad de procurar una recta administración de justicia, para lo cual es indispensable preservar el ejercicio de las funciones que la ley encomienda al Ministerio Público, a fin de custodiar el orden público y la defensa del orden jurídico en su integralidad”.  El representante del Ministerio Público Fiscal, en ejercicio de expresas facultades constitucionales y legales, planteó sus agravios con respecto a la conformación del tribunal por entender que se encuentra vencida la designación de dos conjueces en carácter de subrogantes y al considerar que, por aplicación de la ley 25.269, la cámara que intervino no resulta competente para resolver las apelaciones deducidas contra las sentencias dictadas por el juez federal de primera instancia de Santiago del Estero.   El planteo se fundó en la defensa de la legalidad y los intereses generales de la sociedad pues, ante la afectación de derechos y principios constitucionales, el representante del Ministerio Público Fiscal consideró que su defensa exigía el ejercicio de atribuciones propias para promover la actuación de la justicia, en particular su facultad para apelar decisiones judiciales.   A fin de que los fiscales puedan cumplir su misión constitucional de defender la legalidad y los intereses generales de la sociedad, el art. 120 de la Constitución Nacional les otorga la atribución de “promover la actuación de la justicia”, esto es, peticionar ante un juez todas las pretensiones jurídicas que fueren necesarias para alcanzar su cometido.   El art. 31, inc. b), de la ley 27.148 otorga amplias facultades a los fiscales no penales para “peticionar en las causas en trámite” en los conflictos donde estén involucrados los intereses a su cargo y, en el inc. c), prevé expresamente que pueden “plantear inconstitucionalidades, interponer recursos, interponer las acciones previstas en la ley 24.240 y realizar cualquier otra petición tendiente al cumplimiento de la misión del Ministerio Público Fiscal de la Nación y en defensa del debido proceso”.  La oportunidad y el modo de ejercicio de tales facultades por parte del Ministerio Público Fiscal corresponden a la esfera de autonomía funcional y no pueden resultar condicionadas por el accionar de las partes, motivo por el cual puede articular la vía recursiva con independencia de la postura que adopten las restantes partes del litigio. Esta circunstancia ha sido admitida por la Corte en el caso “Clínica Marini S.A.”, en el que reconoció la legitimación procesal del Ministerio Público Fiscal para deducir recurso extraordinario federal en casos donde, como ocurre en el presente, las partes no habían intentado esta vía recursiva, con fundamento en “que tanto la Constitución Nacional en su artículo 120, como la ley que rige su actuación, encomiendan al Ministerio Público la función de defender el orden jurídico en su integridad”, criterio que fue reiterado en las causas “AESA Aceros Especiales S.A.” y “Dolce Pasti S.A.”.  En autos se ha omitido dar traslado a las partes a fin de que tengan la posibilidad de expresar lo que estimen pertinente en defensa de sus derechos con antelación al dictado de un pronunciamiento que resuelva las cuestiones en debate, puesto que, en caso de hacerse lugar a los planteos formulados por el Fiscal General en el remedio federal, se declararía la nulidad de la sentencia apelada.  Si bien es doctrina del Alto Tribunal que sus sentencias deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional, no podría ser confirmada por las sentencias ulteriores.  Al haberse rechazado in limine el recurso extraordinario deducido por el Fiscal General, no se ha otorgado participación a la actora ni a la demandada en los autos principales en los cuales se solicitó la nulidad de la sentencia definitiva. No debe soslayarse que lo que se encuentra en juego es nada menos que la garantía constitucional de la defensa en juicio, sobre cuyo contenido la Corte ha señalado que requiere que se otorgue al interesado ocasión adecuada para su audiencia y prueba en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes procesales.


    Recurso queja Nº 1 – Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 32782/2018/1/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acceso a la información pública. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar, corresponde recordar que la doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales pues, para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.  También ha dicho el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  Así, para descalificar una sentencia por causa de arbitrariedad en el razonamiento legal se debe efectuar un análisis de los defectos lógicos que justifican tan excepcionalísima conclusión. En tal sentido, la arbitrariedad no puede resultar de la sola disconformidad con la solución adoptada, sino que requiere la constatación de un apartamiento de los criterios mínimos de argumentación jurídica, extremos que no aparecen configurados en autos.


    Recurso queja N° 2 – Equity Group Consultores S.R.L. y otro c/ Estado Nacional – Poder Judicial Nacional - Consejo Magistratura s/ Diligencia preliminar


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 50156/2011/2/RH2, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Llamamiento de autos. Suspensión del proceso judicial. Inadmisibilidad del recurso. Agravio extemporáneo. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    En autos no sólo se omitió impugnar oportunamente la resolución que dio origen a los agravios que aquí esgrime la apelante, sino que además ha recurrido de modo extemporáneo una decisión que se limita a reiterar el criterio antes adoptado y que ni siquiera emana de los integrantes del tribunal interviniente. Tales circunstancias impiden la apertura de la instancia extraordinaria, en tanto el recurso deducido no se dirige contra una sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, ni contra una que pueda equipararse a tal, sin que pueda soslayarse dicho requisito invocando la violación de garantías constitucionales.


    Bigio Alfredo c/ Banco Central de la República Argentina - Resolución 265/00 - (Expediente 100511/99 Sumario Financiero 971)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36080/2000/CA2-CS1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13.590”.


    Recurso queja Nº 1 Imputado: G., Paulo Gastón s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 431/2019/11/1/1/RH5, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, ”T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso N° 1. Incidente N° 1. N.N.: Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva formula denuncia I. A. S.A.


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 51099/2019/1/1/1/RH2, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Aybar, Dora del Valle c/ Estado Nacional – ANSES s/ Reajustes por movilidad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 38240/2018/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Polti, Jaime Arturo c/ ANSES. s/ Contencioso administrativo – varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 71009539/2004/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 2- Chamorro, Nora Edith y otro c/ ANSES s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 18345/2014/2/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Sustanciación del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1- Cabrera, Rosa Elena c/ Estado Nacional – ANSES s/ Hábeas data


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 8482/2011/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Partes del proceso. Ministerio Público Fiscal. Mantenimiento del recurso. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Cisneros, Roque Alfredo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo Ley 16.986


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 32305/2017/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Depompa, Gustavo Adolfo c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción de amparo Ley 16.986 c/ Cautelar


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 28142/2019/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Espeche, Marcos Lindor c/ Estado Nacional – ANSES s/ Reajustes por movilidad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 10078/2017/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Gómez, Arminda Mercedes c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) s/ Amparo Ley 16.986


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 17951/2019/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Herrera, María Estela c/ Estado Nacional – ANSES y otro s/ Reajustes por movilidad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 32474/2017/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Monasterio, Antonio Ramón Benito c/ ANSES s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11908/2016/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1 – Pereyra, Arturo César c/ ANSES s/ Mora administrativa


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4642/2019/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja N° 1- Piccione, Guillermo Rubén c/ Estado Nacional – ANSES s/ Reajustes por movilidad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 35198/2018/2/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Sustanciación del recurso. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso de queja Nº 1- Gómez, María Magdalena c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajuste varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 15956/2017/1/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Acuña, Roberto y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 14005/2014/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Astrada, Elba Rosa y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 11464/2017/1/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Baigorri, Francisco Orlando y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 26568/2017/1/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Barquet, Juan Elías c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) – Udai Santiago del Estero s/ Impugnación de acto administrativo


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 71009675/2004/1/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Bravo, Pedro Horacio y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otros s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 6712/2015/1/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Carrizo, Luis Beltrán c/ Estado Nacional - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes por movilidad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 39259/2018/1/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Chaparro, Antonio Eusebio y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 28531/2017/1/RH1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Prisión. Peculado. Inadmisibilidad formal. Reexamen de la admisibilidad formal. Medida para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    La recurrente no ha dado cumplimiento al recaudo establecido en el artículo 7, inciso “c”, de la acordada 4/2007 de la Corte, por lo que correspondería declarar inadmisible la queja interpuesta.  Ese defecto formal es particularmente relevante en este caso, ya que la resolución mediante la cual se declaró inadmisible el recurso federal deducido remite a los fundamentos del dictamen del Ministerio Público Fiscal, emitido tras la vista establecida en el artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y la apelante no ha reproducido sus términos en la queja, ni se ha referido a ellos para refutarlos de forma concreta y razonada, por lo que tampoco ha cumplido con lo previsto en el artículo 6 de la citada acordada, ni resulta posible evaluar si la declaración de inadmisibilidad de aquel recurso federal se basa en fundamentos suficientes.  Para el caso de que la Corte entendiera que el incumplimiento señalado no constituye un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva, esta Procuración General considera oportuno añadir lo siguiente.  La Corte tiene dicho que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales locales no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, pero que ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso.  En conclusión, de acuerdo con lo expuesto primeramente en este dictamen, corresponde desestimar la presente queja.


    V., Oscar s/ Recurso de queja en causa N° 64.306 del Tribunal de Casación Penal -Sala IV-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1695/2018/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Sustanciación del recurso. Procedencia del recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que la sustanciación que establece el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Recurso queja Nº 1 - Recurso queja Nº 2 – Cassio, José c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Daños y perjuicios


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 45658/2019/2/1/RH3, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Accidentes de trabajo. Incapacidad laboral. Indemnización por accidente de trabajo. Mensajería en moto. Relación de causalidad. Trabajo riesgoso. Responsabilidad del empleador. Responsabilidad objetiva. Ley sobre riesgos del trabajo. Inconstitucionalidad. Reparación integral. Asegurador por riesgos del trabajo. Tope indemnizatorio. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario de la empleadora fue bien denegado toda vez que los agravios traídos remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.  La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  Esas circunstancias excepcionales no concurren en el presente caso, donde la cámara atribuyó la responsabilidad objetiva a la demandada, en los términos del artículo 1113 del Código Civil, al entender que existió un nexo causal entre las tareas laborales a cargo del trabajador y el accidente vial.   Los planteos de la demandada en orden a que no está controvertido que medió culpa de un tercero que rompió el nexo causal, no rebaten las premisas de las que parte la alzada.   La cámara consideró que el hecho dañoso constituyó un accidente vial propio del riesgo al cual el trabajador se encuentra permanentemente expuesto en el cumplimiento de sus tareas laborales y, en esa línea, concluyó que la intervención del tercero en el accidente no desvirtuaba el nexo de causalidad entre la actividad y el accidente.   La mera invocación del hecho del tercero resulta ineficaz para lograr la exención de responsabilidad si no se configuran los extremos propios del caso fortuito, que atañen a la imprevisibilidad e inevitabilidad del hecho.  Es sobre esa base que la cámara indicó que le correspondía a la demandada desarrollar una mayor actividad probatoria para demostrar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder, con sustento en la doctrina del precedente de la Corte Suprema en autos “Machicote” publicado en Fallos: 315:854.   Tampoco se aprecia una autocontradicción en los términos del fallo que justifique la apertura del recurso. El razonamiento lógico expuesto por la cámara resulta coherente pues consideró que el hecho consistió en un accidente vial propio de la actividad riesgosa, sin perjuicio de la invocación del hecho del tercero.   El pronunciamiento cuenta con suficientes argumentos de índole no federal, sustentados en una interpretación de las normas de derecho común aplicables y de las pruebas producidas en la causa que, más allá de lo opinable de la solución, no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.   Los agravios traídos por la aseguradora de riesgos del trabajo carecen del requisito de adecuada fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48. Es doctrina de la Corte que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica cuando no se vincula directamente al contenido del fallo que resuelve las respectivas cuestiones.  El agravio de la recurrente que plantea que, conforme surge de la doctrina “Espósito”, corresponde que se aplique el límite previsto en el decreto 1278/2000, en razón de que la derogación de ese tope fue establecida por un decreto posterior al accidente, resulta ineficaz toda vez que la cámara no aplicó retroactivamente el decreto 1694/2009, sino que declaró inconstitucional el tope indemnizatorio previsto por decreto 1278/2000 con sustento en consideraciones que no fueron refutadas.   La cámara ratificó la aplicación temporal del decreto 1278/2000, pero descartó el límite allí previsto por estimarlo inconstitucional.   Misma conclusión merecen los agravios traídos tardíamente en la queja, relativos a la prohibición de indexar pues tampoco guarda relación adecuada con lo decidido en la causa.  Ni lo sostenido por la Corte en “Espósito” ni la prohibición de indexar guardan relación adecuada con lo decidido en la causa, pues la cuestión gira en torno a la no rebatida inconstitucionalidad del tope establecido por el decreto 1278/2000, aspecto que, a su vez, fue abordado por la cámara en línea con lo sostenido por el Tribunal, en autos CSJ 111/2010 (46-I), “Irisarri, Carlos Ariel c/ Liberty ART S.A. s/ Accidente – Ley especial”.


    Medina, Pablo Ezequiel c/ Gestión Buenos Aires S.A. y otro s/ Accidente


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14860/2013/2/RH2, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Cabe recordar que es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia -como sucede en el sub lite- no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.  Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado resulta inadmisible.  Ello es así, toda vez que la resolución aquí impugnada, al disponer la remisión de los autos a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal, mal puede configurar supuesto alguno capaz de ocasionar un agravio federal definitivo que justifique el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta.  Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.  A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Recurso Queja Nº 1 – Rutschi, Alejandro Alfredo c/ Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación y otros s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 40986/2017/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Sistema previsional. Inconstitucionalidad. Fondo de garantía de sustentabilidad del sistema integrado previsional argentino. Prueba. Gravedad institucional. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Para la procedencia del recurso extraordinario el pronunciamiento apelado debe cumplir con el requisito de sentencia definitiva, entendiéndose como tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.  La Corte ha considerado que las resoluciones que ordenan la admisión o denegación de una prueba no constituyen sentencia definitiva.   El recurso fue correctamente denegado, toda vez que el pronunciamiento de la cámara no es definitivo o equiparable a tal, ya que no se expidió sobre el fondo del asunto, sino que, en rigor, se limitó a ordenar la producción de la prueba solicitada por los accionantes y el análisis posterior de la información pública específica que resulte de esa prueba a fin de juzgar sobre la procedencia de la acción.   La resolución tampoco ocasiona al apelante un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, pues más allá de invocar de manera genérica la afectación de su derecho de defensa y las consecuencias de índole jurídica, institucional y económico-financiera que el decisorio implicaría para el Estado Nacional y para la sociedad en su conjunto, lo cierto es que existe la posibilidad de que la sentencia definitiva disipe los agravios que en la actualidad se alegan, los cuales, a su vez, pueden ser eventualmente replanteados por la vía recursiva ante las instancias superiores. Así, un pronunciamiento sobre tales aspectos deviene prematuro en el estado en que se encuentran las actuaciones.  Tampoco se justifica la aplicación de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre sus instituciones. Ello, máxime cuando la sustanciación del presente proceso no obstaculiza el desarrollo de las funciones estatales comprendidas en las normas impugnadas, pues en autos se ha rechazado la medida cautelar requerida por los actores en el escrito inicial, tendiente a la suspensión de la aplicación del plexo legal cuestionado, y esa resolución se encuentra firme.


    Asociación de Trabajadores del Estado y otro c/ Anses y otro s/ Amparos y sumarísimos


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 7266/2019/RH1, 30 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Traslado. Medidas para mejor proveer. Remisión del expediente. 


    Toda vez que después de la interposición del recurso de queja la Secretaría de Energía de la Nación dictó la resolución 414/2021 que puede incidir sustancialmente en este proceso, se solicita a la Corte que, en ejercicio de las facultadesque le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la nueva situación que plantea aquella norma.


    Recurso queja N° 1 – Audiconser S.R.L. c/ Estado Nacional – Ministerio de Planificación - Resolución 266/08 -1065/10 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 45361/2010/1/RH1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Toda vez que después de la interposición del recurso de queja la Secretaría de Energía de la Nación dictó la resolución 414/2021 que puede incidir sustancialmente en este proceso, se solicita a la Corte que, en ejercicio de las facultadesque le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la nueva situación que plantea aquella norma.


    Recurso queja N° 1 – Axle S.A. y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Planificación - Resolución 266/08 (Expediente S01 4203/08) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30997/2008/1/RH1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Toda vez que después de la interposición del recurso de queja la Secretaría de Energía de la Nación dictó la resolución 414/2021 que puede incidir sustancialmente en este proceso, se solicita a la Corte que, en ejercicio de las facultadesque le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la nueva situación que plantea aquella norma.


    Recurso queja N° 2 – Audiconser S.R.L. c/ Estado Nacional – Ministerio de Planificación – Resolución 266/08 -1065/10 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 45361/2010/2/RH2, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Remisión a lo solicitado en el dictamen de la causa CAF 35053/2012/2/RH2, “Recurso Queja Nº 2 – Da Rocha Joaquín Pedro c/ EN - M° Justicia - Consejo de la Magistratura y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Recurso queja Nº 1 – Da Rocha Joaquin Pedro c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia - Consejo de la Magistratura y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35053/2012/1/RH1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 5150/2021, “Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Inhibitoria”.


    Recurso Queja Nº 1 – Fundación Centro de Estudio en Políticas Públicas s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5150/2021/1/CS3-RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 57064/2013/CA1-CA2, “Volkswagen Argentina SA (TF 30954-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Recurso queja N° 1 – Volkswagen Argentina S.A. (TF 30954-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 57064/2013/1/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que las resoluciones en materia de competencia no autorizan, como norma, la apertura de la instancia extraordinaria, por no estar satisfecho el recaudo de la sentencia definitiva. Ello es así, salvo que medie una denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos.  Este último extremo es el que se verifica en el sub lite.   Atendiendo a las particulares circunstancias expuestas en la demanda, a cuyos términos corresponde estar para resolver estos conflictos, el asunto debe ventilarse ante el fuero federal.  Es que, en primer lugar, la demanda se dirige exclusivamente contra la Agencia Nacional de Discapacidad –organismo descentralizado inserto en la órbita de la Secretaría General de la Presidencia de la Nación, a cuyo ámbito se transfirió el Programa Federal Incluir Salud dependiente del Ministerio de Salud; arts. 1, dec. 698/17; y 1° a 4°, dec. 160/18-, y excluye a toda entidad dependiente de la Provincia de Salta.  En segundo lugar, si bien el amparo persigue el suministro de prestaciones concretas, en esencia, pone en tela de juicio la actuación de la ANDis, al solicitar que se decrete la inconstitucionalidad de la resolución 453/18, así como el ajuste de los importes a la realidad de los costos y la normalización del flujo de fondos que el Estado Nacional proporciona al Programa Federal Incluir Salud, en orden a la provisión de las prácticas cuya continuidad estaría aquí en riesgo.  En esas condiciones, la acción conduce -prima facie- al examen de las obligaciones de financiamiento impuestas al Estado Nacional; así como a la determinación de la constitucionalidad de una regla dictada por la administración federal, de la que dependería, en la causa, la integralidad prestacional consagrada por la ley 24.901, todo lo cual torna aplicable la doctrina según la cual atañen al fuero federal los procesos que versan, en último término, sobre la aplicación de normas de ese.  Por lo expuesto, corresponde hacer lugar a la queja, declarar admisible el remedio federal y revocar el pronunciamiento con el alcance indicado.


    Z., A. L. y otro c/ Agencia Nacional de Discapacidad s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5424/2019/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Evasión simple. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Imputado: F., Daniel Ángel s/ Evasión simple tributaria


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 556/2019/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 6 Imputado: C., Jorge Daniel y otro


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1092/2015/TO1/6/1/RH3, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: L., Héctor Evelio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 2208/2019/1/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Imputado: P., Bruno s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32656/2014/3/1/RH2, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: C., Guillermo Federico y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27907/2017/2/1/1/RH2, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 1. Imputado: R. C., Carlos Alberto y otro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 8423/2016/1/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Contrato de ajuste. Accidentes de trabajo. Buque de bandera nacional. Denegatoria del recurso. 


    El recurso intentado es inadmisible porque las resoluciones en materia de competencia no configuran pronunciamientos definitivos con arreglo al artículo 14 de la ley n° 48, excepto que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal o una privación de justicia de imposible o dificultosa reparación ulterior.  Esas excepciones no se presentan aquí pues, por un lado, la decisión convalidada por el Superior Tribunal provincial no deniega el fuero federal ni la parte actora solicitó su intervención; y, por otro, ella no coloca al impugnante en una situación de privación de justicia que afecte de manera actual, directa e inmediata su defensa en juicio. Ello es así, puesto que, como lo admite el propio actor, no clausuró la vía promovida dado que se atribuye competencia a una jurisdicción federal determinada, la que deberá decidir acerca de su propia aptitud para conocer y de la normativa aplicable, pudiendo plantear el actor las defensas e impugnaciones que estime pertinentes ante ese foro.  Interesa recordar que la ausencia de una sentencia definitiva no puede ser suplida por la alegación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad del fallo o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso.  También interesa recordar que las decisiones de los más altos tribunales de las provincias que resuelven acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de naturaleza local no justifican, por principio, el otorgamiento de la apelación federal y la tacha de arbitrariedad es particularmente restrictiva a su respecto.


    Schmitt, Julio Horacio c/ Galeno A.R.T. S.A. s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1306/2021/RH1, 23 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Expropiación irregular. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1266/2019/RH1, “Siete de Diciembre S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación inversa”.


    Malianni, Gloria Carmen c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación inversa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 846/2019/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n°13590”.


    G. M., María Clara s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 316/2016/1\1\1\RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Sustanciación del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Acevedo, Carlos Alberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y otros s/ Reajuste de haberes


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 31539/2013/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Ávila, Nelda Agle del Valle c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4666/2019/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Castaño, Graciela Beatriz c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y otros s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 50176/2013/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso Queja Nº 1 - Fernández, Casimira Heriberta c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1663/2019/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Herrera, Nelly Rosa c/ Estado Nacional – Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes por movilidad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 2403/2017/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Lazarte, Ramona Antonia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4670/2019/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Ojer, Roberto Jacinto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y otro s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4679/2019/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 - Ortega, Beatriz Rosario c/ Estado Nacional - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes por movilidad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 29831/2018/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo Ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 - Tarantino, José Rodolfo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 25176/2018/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FTU 32782/2018/1/RH1, “Martínez, Raquel Liliana c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo ley 16.986”.


    Recurso queja Nº 1 – Yocca, Livio Norberto c/ Administración Nacional de La Seguridad Social (ANSES) s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 25787/2018/1/RH1, 11 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 11986/2019/1/RH1 “Recurso de Queja N° 1 – Cía. Sudamericana de Dragados S.A. c/ Consorcio de Gestión del Puerto de Bahía Blanca S/ Medida cautelar”.


    Recurso queja N° 3 – Compañía Sud Americana de Dragados S.A. c/ Consorcio de Gestión del Puerto Bahía Blanca s/ Medida cautelar


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 11986/2019/3/RH3, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 17680/2011/2/RH1 “Recurso de Queja N° 2 – EQUIMAC S.A. c/ EN-DNV-RESOL. 777/01 y otras (Expte. 17123/10) s/ Proceso de conocimiento”.


    Recurso queja N° 1 – Fontana Nicastro S.A. de Construcciones c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Vialidad s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37285/2013/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 17680/2011/2/RH1 “Recurso de Queja N° 2 – EQUIMAC S.A. c/ EN-DNV-RESOL. 777/01 y otras (Expte. 17123/10) s/ Proceso de conocimiento”.


    Recurso queja N° 1 – Luciano S.A. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Vialidad – Resolución 777/01 (Expediente 1083/11) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20237/2012/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 17680/2011/2/RH1 “Recurso de Queja N° 2 – EQUIMAC S.A. c/ EN-DNV-RESOL. 777/01 y otras (Expte. 17123/10) s/ Proceso de conocimiento”.


    Recurso queja N° 1 – Luis Losi S.A. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Vialidad – Resolución 777/01 y otras (Expediente 13.274/10) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 19046/2011/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Puertos. Medidas cautelares. 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 11986/2019/1/RH1 “Recurso de Queja N° 1 – Cía. Sudamericana de Dragados S.A. c/ Consorcio de Gestión del Puerto de Bahía Blanca s/ Medida cautelar”.


    Recurso queja N° 2 – Compañía Sud Americana de Dragados S.A. c/ Consorcio de Gestión del Puerto Bahía Blanca s/ Medida cautelar


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 11986/2019/2/RH2, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: S. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1254/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Debe estarse a la solución propuesta en el dictamen de la causa COM 94360/2001/87/CS2, “Incidente n° 87 – Incidentista: SOCMA AMERICANA S.A. s/ Incidente de recusación con causa”.


    SOCMA AMERICANA S.A. S/ Queja por Recurso de Inconstitucionalidad Denegado (Comercial) en Correo Argentino S.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de Recusación con Causa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2718/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Debe estarse a la solución propuesta en el dictamen de la causa COM 94360/2001/88/CS3, “Incidente n° 88 – Incidentista: SOCMA AMERICANA S.A. s/ Incidente de recusación con causa”.


    SOCMA AMERICANA S.A. s/ Queja por Recurso de Inconstitucionalidad Denegado (Comercial) en Correo Argentino S.A. s/Incidente de Recusación con Causa (Expediente. N° 94.360/2001/88)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2720/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    La cuestión suscitada guarda identidad con lo tratado en el dictamen de la causa 12099/1998/TO1/12/2/1/3/RH15, “Recurso de queja n° 3 - Incidente n° 1 Procesado: C , Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario”.


    Recurso de queja N° 5 - Incidente N° 1 - Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12099/1998/TO1/12/2/1/5/RH17, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    La situación suscitada en el sub lite guarda identidad con lo tratado en el dictamen de la causa CFP 12099/1998/TO1/12/2/1/3/RH15, “Recurso de queja n° 3 – Incidente n° 1 – Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario” y su cita.


    Recurso de queja N° 1 - Incidente N° 1 - Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12099/1998/TO1/12/2/1/1/RH13, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    La situación suscitada en el sub lite guarda identidad con lo tratado en el dictamen de la causa CFP 12099/1998/TO1/12/2/1/3/RH15, “Recurso de queja n° 3 – Incidente n° 1 – Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario” y su cita.


    Recurso de queja N° 4 - Incidente N° 1 - Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12099/1998/TO1/12/2/1/4/RH16, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    La situación suscitada guarda identidad con lo tratado en el dictamen de la causa 12099/1998/TO1/12/2/1/3/RH15, “Recurso de queja n° 3 - Incidente n° 1 Procesado: C , Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario”.


    Recurso de queja N° 7 - Incidente N° 1 - Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12099/1998/TO1/12/2/1/7/RH20, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    La situación suscitada guarda identidad con lo tratado en el dictamen de la causa 12099/1998/TO1/12/2/1/3/RH15, “Recurso de queja n° 3 - Incidente n° 1 Procesado: C , Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario”.


    Recurso de queja N° 8 - Incidente N° 1 - Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12099/1998/TO1/12/2/1/8/RH21, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    La situación suscitada guarda identidad con lo tratado en el dictamen de la causa CFP 12099/1998/TO1/12/2/1/3/RH15, “Recurso de queja n° 3 – Incidente n° 1 – Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario” y su cita.


    Recurso de queja N° 2 - Incidente N° 1 - Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12099/1998/TO1/12/2/1/2/RH14, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 38801/2013/CA2-CS2, “Nidera SA c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Recurso queja Nº 1 – Nidera S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38801/2013/1/RH1, 24 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 46795/2010/1/RH1, “Recurso de Queja N° 1 – Galarza, Delia Beatriz y otros c/ Comisión Nacional de Energía Atómica – Dardo Tello y otros s/ Daños y perjuicios”.En virtud de los fundamentos allí expuestos, corresponde declarar procedente el recurso extraordinario.


    Galarza, Delia Beatriz y otros c/ Comisión Nacional de Energía Atómica y otros s/ Daños y perjuicios


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46795/2010/CA1-CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 79411/2018/CA1-CS1, “Cosméticos Avon S.A.C.I. TF 29069-1 c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Recurso queja N° 2 – Cosméticos Avon S.A.C.I TF 29069-I c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 79411/2018/2/RH2, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 79411/2018/CA1-CS1, “Cosméticos Avon S.A.C.I. TF 29069-1 c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Recurso queja N° 1 – Cosméticos Avon S.A.C.I TF 29069-I c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 79411/2018/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1266/2019/RH1, “Siete de Diciembre S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación inversa”.


    Kusayu S.A. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Expropiación inversa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1784/2018/RH1, 13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1847/2020/CS1 “Grabre, Natalia Dominga y otros c/ Estado provincial de Corrientes y/o Poder Ejecutivo de Corrientes s/ Habeas corpus colectivo”.


    Incidente Nº 1 Actor: Estado de la Provincia de Corrientes Demandado: Grabre, Natalia y otros c/ Estado Provincial de Corrientes y/o Poder Ejecutivo de Corrientes s/ Hábeas corpus colectivo


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 3050/2020/1/CS1, 04 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Mastellone Hermanos S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1316/2018/13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Rieles y Cosas S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1876/2017/13 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Unidad fiscal para la investigación de delitos contra la integridad sexual de niñas y niños. Imputado: C., G. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51563/2018/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    Incidente N° 3 – Damnificado: G., Francesca. Imputado: V., Juan Manuel Diego s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16385/2018/3/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    Incidente N° 3 – Damnificado: R., Daiana Marlene. Imputado: S., Claudio Fabián s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45179/2013/TO1/3/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. 


    Remisión al dictamen de la causa CNT 14860/2013/2/RH2, "Medina, Pablo Ezequiel c/ Gestión Buenos Aires S.A. y otro s/ Accidente".


    Medina, Pablo Ezequiel c/ Gestión Buenos Aires S.A. y otro s/ Accidente


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14860/2013/1/RH1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Alícuota. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1, “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Red Surcos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1049/2018/17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 2315/2016, “Milkaut S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Mastellone San Luis S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1988/2018/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) / CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Industrias Frigoríficas Recreo S.A.I.C. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 879/2017/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) / CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Peugeot Citroen Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1077/2018/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 114/2014 (50-H) / CS1, “Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza”.


    Johnson & Son de Argentina S.A.I.C. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2232/2017/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) / CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Holcim (Argentina) S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 483/2018/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B) / CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”, cuyos términos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Vanoli y Compañía S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2099/2017/29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 59570/2015/1/RH1, “Consejo Profesional de Médicos Veterinarios c/ Estado Nacional-Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Consejo Profesional de Médicos Veterinarios c/ Estado Nacional - Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca y otros s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 59570/2015/CS1-CA2, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CNE 7809/2016/1/CS1 “D., Luis Juan s/ Recurso de apelación”.


    Incidente N° 1 – Ciudadano: K., Eduardo Emilio s/ Recurso de apelación


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 7755/2016/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cobertura médica. Afiliación a obras sociales. Personas con discapacidad. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe recordar que lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal. No obstante, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos.  Asimismo, si bien las decisiones de la Corte Suprema están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido.  En ese sentido, corresponde señalar que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales o aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas. Asimismo, todo pronunciamiento constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. En ese orden, cabe destacar que no es, pues, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances de la resolución: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión.


    C., J. M. c/ Swiss Medical s/ Ley de discapacidad


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33889/2017/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    La cuestión se ha tornado abstracta.


    Recurso queja N° 1. Incidente n°1. Denunciado: E. A. X. S.A. s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1507/2017/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior.   En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.  A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrollo al que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.  Por ello, corresponde desestimar la queja interpuesta.


    Recurso queja Nº 4 – Ochocientoseis S.R.L.  c/ Estado Nacional Argentino Secretaría de Gobierno de Energía y otros s/ Amparo Ley 16.986


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 15773/2019/4/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones judiciales en materia de competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia extraordinaria, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, salvo que concurran circunstancias excepcionales que autoricen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio de ese tenor o una efectiva privación de justicia de imposible reparación ulterior.  La sentencia recurrida no deniega el fuero federal, ni las partes solicitaron su intervención en las presentes actuaciones. La sentencia sostuvo la competencia de los tribunales argentinos, donde el recurrente puede hacer valer sus derechos y, por consiguiente, obtener el eventual acceso a la instancia federal por los agravios de naturaleza constitucional; sin que el rechazo de la jurisdicción extranjera torne definitiva la sentencia.  La decisión cuestionada no coloca a la sociedad recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, la somete a la jurisdicción federal de la provincia de San Luis, donde puede ejercer las defensas procesales pertinentes.  La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse a través de la invocación de garantías constitucionales supuestamente quebrantadas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso, el recurso planteado resulta inadmisible.


    Tomografía Computada Rioja S.R.L. c/ General Electric Company y otro s/ Proceso de conocimiento - ordinarios


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 61000123/2004/CA1-CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Acción de amparo. Inspección General de Justicia. Resoluciones generales. Nulidad de la resolución. Inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.  Lo decidido no importa una denegación del fuero federal, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juez nacional con asiento en la Capital Federal.  No desconoce esta Procuración General que en el precedente de Fallos: 340:103, “Sapienza”, la Corte Suprema abandonó la doctrina señalada en el párrafo anterior y ratificó el criterio sentado en la sentencia registrada en Fallos: 338:1517, “Corrales”, que establece que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”.  No obstante ello, atento a la vista conferida en el marco del recurso interpuesto por la Inspección General de Justicia, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener el citado criterio tradicional.  La sentencia tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio. Ello así, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, las partes quedaron sometidas a la justicia nacional en lo comercial ante quien pueden ejercer su derecho de defensa respecto de las controversias que se susciten en relación con el planteo de inconstitucionalidad de las Resoluciones Generales de la IGJ n° 5, 9, 17, 20, 22 y 23; y 4/2020.  La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    ASEA - Asociación Emprendedores Argentinos Asociación Civil y otros c/ Inspección General de Justicia s/ Amparo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5026/2020/CS1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen su equiparación, como la denegatoria del fuero federal o de un específico privilegio federal, o una privación de justicia de imposible reparación ulterior.  Lo decidido no importa una denegación del fuero federal, cuya intervención tampoco fue solicitada por el recurrente, ya que la resolución apelada establece la competencia de un juez nacional con asiento en la Capital Federal.  No desconoce este Ministerio Público que la Corte, en el precedente dictado en autos “Sapienza, Matías Ezequiel y otros c/ Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual y otro s/ Acción de amparo”, abandonó la doctrina señalada en el párrafo anterior y ratificó el criterio sentado en la sentencia registrada en Fallos: 338:1517, “Corrales”, que establece que “no corresponde equiparar a los tribunales nacionales ordinarios con los federales para dirimir cuestiones de competencia ya que no puede soslayarse que el carácter nacional de los tribunales ordinarios de la Capital Federal es meramente transitorio”.  No obstante ello, hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias que actualmente ejerce la justicia nacional ordinaria, corresponde mantener el citado criterio tradicional.  La sentencia tampoco coloca al recurrente, a los efectos de la intervención de la Corte en los términos del artículo 14 de la ley 48, en una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, en consecuencia, las partes quedaron sometidas a la justicia nacional en lo comercial en la que pueden ejercer su derecho de defensa respecto de las controversias que se susciten en relación con el funcionamiento de la asociación gremial.  La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Trenes de Buenos Aires c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 50719/2015/1/RH1, 18 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Notificación. Traslado. Sustanciación de recurso. Concesión errónea del recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso -particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación— tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.  Corresponde dejar sin efecto el auto de concesión del recurso extraordinario, toda vez que el tribunal apelado resolvió conceder parcialmente el remedio federal presentado por la empresa sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión.


    Directv Argentina S.A. c/ Municipalidad de San Antonio de Areco s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 27510/2019/CS1, 17 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Empleo público. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 32942/2009/2/RH1, “Recurso de Queja N° 2 – NAVAS, MARTA LAURA c/ UBA s/ Empleo público”.


    Navas Marta Laura c/ Universidad de Buenos Aires s/ Empleo público


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32942/2009/CA5-CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Hábeas Corpus. Gendarmería Nacional. Insuficiencia del agravio. Apreciación de la prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    Carece de fundamentación el reclamo de las partes que insiste, en contradicción con esas afirmaciones del tribunal, que lo resuelto priva a otra rama del gobierno del ejercicio regular de sus funciones en contravención del principio de división de poderes.  Cabe recordar, al respecto, que la Corte tiene establecido que la reiteración de argumentos sin desvirtuar los fundamentos del fallo evidencia que los agravios reflejan una mera expresión de disconformidad con lo decidido, inidónea para sustentar el recurso.  Con respecto a si en el caso se verificó un supuesto contemplado por la ley 23.098, los recurrentes basan su agravio en una diferente valoración de la prueba que los lleva a concluir que no existió, de hecho, una restricción actual o inminente de la libertad ambulatoria de los beneficiarios de la acción de hábeas corpus, aspectos que por su carácter fáctico probatorio resultan ajenos a la competencia de la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en especial cuando el cuestionamiento se refiere exclusivamente a las acciones de la Gendarmería Nacional -cuyos efectos cesaron en ese momento y no podrían dar lugar ahora a un pronunciamiento con efecto útil en el marco de un proceso de hábeas corpus- y no toma en consideración que la acción había sido iniciada en carácter “preventivo”, es decir, para evitar en el futuro nuevas limitaciones a la libre circulación que los tribunales de la causa entendieron amenazada a partir de la apreciación de las pruebas aportadas a la causa y en ejercicio de sus facultades privativas en la materia. Todo ello, más allá de que el considerable plazo transcurrido y las cambiantes circunstancias hacen en la práctica muy difícil advertir la subsistencia de una cuestión sustancial y trascendente que también resulta necesaria para la procedencia del remedio intentado.


    Beneficiario: C. L. C. M. (Loma de Campana) y otros s/ Hábeas corpus


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 11180/2017/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Habeas data. Interpretación de leyes federales. Rectificación registral del sexo. Rectificación de partida. Partida de bautismo. Libertad de cultos. Derecho canónico. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte tiene establecido que en la tarea de esclarecer la interpretación de las normas federales, no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaración sobre la cuestión disputada.  Una caracterización correcta de la cuestión que se suscita en autos debe partir del reconocimiento de que existe un conflicto entre la actora y la asociación religiosa organizada a la que ella pertenece, ya que ambas sustentan sus respectivas posturas en derechos de la misma jerarquía derivados de su autonomía. Ello es así, en tanto la conducta que se estima violatoria de los derechos de la demandante es justificada por el demandado en motivaciones estrictamente religiosas y este supuesto se encuentra, en principio, cubierto por las disposiciones de la Ley Fundamental sobre libertad religiosa, de las que se deriva la prohibición de que las autoridades estatales abran juicio sobre el acierto o error de una creencia o impongan a través de una sentencia una interpretación determinada de cierta doctrina de fe.  Con referencia a los artículos 9 y 11 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha sostenido que la autonomía de las comunidades religiosas es indispensable para el pluralismo en una sociedad democrática y se encuentra en el centro mismo de la protección ofrecida por el artículo 9 del Convenio. Presenta un interés directo, no solamente para la organización de estas comunidades como tal, sino también para el goce efectivo del derecho a la libertad de religión del conjunto de sus miembros activos.  Si la organización de la vida de la comunidad no estuviera protegida por el citado artículo 9, todos los demás aspectos de la libertad de religión del individuo se encontrarían debilitados.  El respeto a la autonomía de las comunidades religiosas reconocidas por el Estado implica, en particular, la aceptación por parte de éste del derecho de estas comunidades a reaccionar conforme a sus propias reglas e intereses frente a los eventuales movimientos disidentes que pudieran surgir en su seno y que podrían representar un peligro para su cohesión, su imagen o su unidad. No compete, por tanto, a las autoridades nacionales el erigirse en árbitro entre las organizaciones religiosas y las diferentes entidades disidentes existentes o que pudieran nacer en su ámbito.  En particular, el mismo tribunal ha dicho que el convenio no garantiza ningún derecho a la disidencia en el interior de un organismo religioso en caso de desacuerdo doctrinal u organizativo entre una comunidad religiosa y uno de sus miembros.  Por ello, salvo en casos muy excepcionales, el derecho a la libertad de religión excluye toda valoración por parte del Estado sobre la legitimidad de las creencias religiosas o sobre las modalidades de expresión de éstas.  El mismo principio de neutralidad religiosa del Estado encuentra fundamento en nuestro sistema constitucional tanto en las normas que consagran la inviolabilidad del ámbito privado y los derechos de libre asociación y expresión, como en la declaración de la libertad de cultos y de conciencia, de conformidad con el artículo 14 de la Ley Fundamental; y ello con independencia del Acuerdo entre la Santa Sede y la República Argentina aprobado por la ley n° 17.032, cuyo reconocimiento y garantía a la Iglesia Católica Apostólica Romana del libre y pleno ejercicio de su poder espiritual, el libre y público ejercicio de su culto, así como de su jurisdicción en el ámbito de su competencia, para la realización de sus fines específicos, no es más que la conclusión que se deriva de los anteriores principios.  El ejercicio de esa autonomía se encuentra garantizado a las asociaciones religiosas sólo en tanto los miembros de la comunidad no sean forzados a unirse o permanecer en ella, y siempre que la conducta que haya dado lugar al litigio esté efectivamente ligada a las creencias que sostiene el grupo, no persiga un objetivo ajeno al mantenimiento de su integridad y no genere un daño innecesario a terceros que no lo consientan. La definición de daño excluye, por razones evidentes, las molestias o el disgusto que pueda causar a una persona que exista o se practique un culto que no tolera o ha dejado de tolerar. Además, para considerarse tal, el daño no debe ser únicamente de orden religioso, es decir, debe proyectarse fuera ámbito de la comunidad religiosa concernida.  Esta reserva vinculada a los límites a la autonomía de las confesiones, ya reconocida en la jurisprudencia de la Corte, implica que ni aun el mayor cuidado que se ponga en la división de las cuestiones relativas a la esfera pública y las que deben quedar preservadas de la injerencia estatal es capaz de evitar cierta dificultad, cuando el examen se aplica a la cambiante variedad y complejidad de los diferentes aspectos de la vida en sociedad. Así es que pueden ocurrir casos como el presente, en el que aparece a priori un conflicto entre un determinado interés legítimo tutelado por el Estado y esas garantías de autonomía y libertad religiosa, que debe ser resuelto mediante un balance guiado por los criterios hasta aquí expuestos.  En la medida en que una sociedad democrática se define también por el respeto al pluralismo religioso, no parece haber lugar aquí para interpretar lo establecido por la ley 26.743 como una restricción legítima a la autonomía de la iglesia basada en las necesidades de una sociedad democrática. Es que la postura de la organización religiosa sólo tiene efectos al interior de la comunidad de fe a la que pertenece la actora, sin repercusión alguna en la esfera de sus derechos civiles, y, por lo tanto, sin que los fines legítimos de promoción social y protección que persigue el Estado a través de la ley 26.743 sufran una mengua desproporcionada que permita tener por acreditada la existencia de una necesidad social imperiosa que justifique la injerencia estatal. La misma consideración cabe hacer con respecto al interés legítimo amparado por la ley 25.326 y que da fundamento al agravio basado en el concepto de autodeterminación informativa, pues la inscripción bautismal cumple una función religiosa importante y se trata de una constancia de carácter reservado, conforme surge del canon 535 del Código de Derecho Canónico, incorporada a un libro que lleva en forma descentralizada cada parroquia y que no contiene información organizada en base a criterios que faciliten la búsqueda o tratamiento sistemático de los datos, todas condiciones que hacen muy improbable y dificultoso el acceso a terceros.  En consecuencia, y más allá de los equívocos a que puede dar lugar la terminología utilizada en la sentencia apelada sobre la ausencia de materia justiciable o la carencia de competencia del tribunal para resolver, la decisión de rechazar la demanda en atención a que no corresponde a las autoridades civiles injerirse en esta materia, es el resultado de una razonable ponderación de los derechos en juego.


    R. A. c/ Arzobispado de Salta s/ Habeas data


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 61637/2018/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Inconstitucionalidad. Cuestiones de competencia. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Competencia federal. 


    Si bien las decisiones sobre cuestiones de competencia no constituyen sentencia definitiva, ni pueden ser equiparables a ella y, por lo tanto, no son apelables por la vía del art. 14 de la ley 48, al mediar en el caso denegatoria del fuero federal y encontrarse discutidos temas que remiten a la consideración de puntos regidos por la Constitución Nacional y otras normas de carácter federal, el recurso intentado resulta formalmente admisible.  Cuando se solicita la declaración de inconstitucionalidad del Adicional del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, establecido en la ley impositiva 15.170 (reglamentado por la resolución normativa 31/2020) de la Provincia de Buenos Aires, por operar en los hechos como un verdadero derecho aduanero sobre las mercaderías que ingresan y egresan por las terminales portuarias ubicadas en puertos de la Provincia de Buenos Aires, afectando al transporte y la circulación interjurisdiccional, materia regida exclusivamente por normas federales, no existe obstáculo para que el fuero federal conozca en la causa.  Ello es así, pues el conflicto no involucra cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, más allá de la naturaleza de las normas que confrontan con las cláusulas constitucionales y las leyes federales que rigen el tema.


    Asociación de Cooperativas Argentinas Cooperativa Ltda. y otros c/ ARBA s/ Medida cautelar


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 16536/2020/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Notificación. Falta de traslado. Sustanciación de recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.  Corresponde dejar sin efecto el auto que denegó el recurso extraordinario deducido por la Organización de Ambientalistas Autoconvocados Asociación Civil, sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y remitir las actuaciones al tribunal de origen para que se sustancie la apelación extraordinaria, de conformidad con lo que dispone el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y, oportunamente, por quien corresponda, se resuelva sobre su procedencia.


    Recurso queja N° 1 – Organización de Ambientalistas Autoconvocados c/ Araucaria Energy Sociedad Anónima s/ Daños y perjuicios


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 106233/2018/1/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Per saltum. Haber jubilatorio. Reajuste jubilatorio. Solidaridad previsional. Inconstitucional. Cuestiones de competencia. Eficacia del recurso. Superior Tribunal de la causa. Gravedad institucional. Cuestión federal. 


    La Corte ha dicho recientemente que el recurso extraordinario por salto de instancia reglado por los artículos 257 bis y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación constituye una vía procesal excepcionalísima para acceder al Máximo Tribunal argentino, lo que exige que deba ser interpretada y aplicada de modo restringido. Estos aspectos emergen expresamente del párrafo tercero del artículo citado, cuando enuncia que "La Corte habilitará la instancia con alcances restringidos y de marcada excepcionalidad".  Añadió que la naturaleza excepcional de la vía en estudio demanda que, para su admisibilidad, se exija el cumplimiento de diversos requisitos formales y sustanciales cuya verificación deba ser realizada con particular estrictez. Entre ellos, resulta específicamente relevante en el presente caso el requisito que demanda que el recurso extraordinario por salto de instancia constituya "el único remedio eficaz para la protección del derecho federal comprometido, a los fines de evitar perjuicios de imposible o 'insuficiente reparación ulterior'. O sea que el per saltum puede no ser el único remedio previsto por la reglamentación procesal, pero debe ser el único remedio "eficaz".   Asimismo, sostuvo que la finalidad de este recurso, según surge del propio texto de la ley, es prescindir del recaudo de tribunal superior en aquellas causas de competencia federal en las que se acredite que entrañen cuestiones de notoria gravedad institucional, cuya solución definitiva y expedita sea necesaria, y que el recurso constituye el único remedio eficaz para la protección del derecho federal comprometido, a los fines de evitar perjuicios de imposible o insuficiente reparación ulterior.  Habiéndose dictado el pronunciamiento definitivo del superior tribunal de la causa mediante el que se dirimieron las cuestiones de fondo y, asimismo, se rechazaron los argumentos esgrimidos por el Fiscal General, se ha tornado innecesario mantener esta apelación excepcional. Ello es así, en virtud del reiterado criterio del Tribunal en el sentido de que las sentencias de la Corte deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan, aunque hayan sobrevenido a la interposición del recurso respectivo.


    Recurso salto instancia Nº 2 – Silva, Darío Whashington C/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9365/2014/2/RS1, 26 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 39800/2019/CS1-CA1, "Yacylec S.A. TF 24786-I c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Recurso Queja Nº 2 - Yacylec S.A. TF 24786-I c / Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39800/2019/2/RH1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CAF 88240/2017/1/RH1, “Recurso de Queja N° 1 – Amarilla Gas c/ M° de Energía y Minería s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Amarilla Gas S.A. c/ Ministerio de Energía y Minería s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 88240/2017/CS1-CA1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 17680/2011/2/RH1 “Recurso de Queja N° 2 – EQUIMAC S.A. c/ EN-DNV-RESOL. 777/01 y otras (Expte. 17123/10) s/ Proceso de conocimiento”.


    Equimac S.A. c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Vialidad – Resolución 777/01 y otras (Expediente 17.123/10) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17680/2011/CA1-CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Tarifa de servicios públicos. Rebaja arancelaria. Cuestión de derecho común. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario fue bien denegado toda vez que los agravios traídos a estudio remiten, en última instancia, al examen de cuestiones fácticas y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.  Además, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.  La imputación de pago como acto propio, argumento autónomo no federal que sustenta la sentencia atacada, no fue cuestionado por la apelante, quien se limita a asignarle un significado jurídico distinto lo que no constituye cuestión federal bastante.  Lo mismo ocurre, a mi entender, con la alegada omisión del marco de orden público, toda vez que la apelante no se hace cargo del argumento del a quo, relacionado con la interpretación del artículo 42 de la ley 23.696, y su armonización con la norma convencional, tema sobre el cual este ministerio ha tenido oportunidad de expedirse –en lo que es análogo– en el mismo sentido que la sentencia. De otro lado, tampoco fundamenta cuestiones que hacen al núcleo de su planteo, tal el caso del procedimiento especialmente previsto por el artículo 68 del decreto 1757/90 para suspender la vigencia del beneficio aquí cuestionado, del que nada se dice en el recurso.  En conclusión, el pronunciamiento se sostiene en suficientes argumentos de índole no federal, basados en una interpretación razonable de las normas en juego y de las pruebas producidas en la causa, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.  Finalmente, cabe consignar que no serán atendidos los agravios relativos a la calidad de jubilados de los accionantes ni los atinentes a la imposibilidad de continuar con la rebaja de tarifas, por no haber sido traídos en queja. De otro lado, la invocación de la doctrina de la gravedad institucional también debe ser desestimada, pues sólo faculta a la Corte a prescindir de ciertos requisitos formales, pero no a suplir la inexistencia de cuestión federal.


    Berros, Menace Ignacio c/ Agua y Energía s/ Reclamos varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 11422/2013/1/RH1, 23 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Vistas y traslados. Traslado. Debido proceso. 


    Se solicita a la Corte que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre la situación que plantea la ley 25.871 en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal y, por el otro, la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en el que se dicten, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 2 – Yapari, Leonidas c/ Estado Nacional – Dirección Nacional de Migraciones s/ Recurso directo - Dirección Nacional de Migraciones


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 63125/2017/2/RH1, 15 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Penal


    Abuso sexual


    Torturas. Abuso deshonesto. Homicidio calificado. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El a quo confirmó la absolución de tres acusados y revocó la condena de otros dos en relación con los hechos calificados como abuso deshonesto, al considerar que no había prueba suficiente para tener por demostrado que los imputados hubieran intervenido con su propio cuerpo en los sucesos que constituyen ese crimen; por lo que al tratarse el abuso deshonesto, según la cámara, de uno de los llamados “delitos de propia mano”, correspondería excluir la responsabilidad penal de aquéllos.  Con base en esas consideraciones de la cámara, el recurrente cuestiona la absolución de los nombrados, sin mengua de la crítica dirigida a la calificación del abuso deshonesto como delito de propia mano, por los abusos cometidos en perjuicio de quienes fueron privadas de su libertad y mantenidas en esa condición con el aporte determinante de aquéllos. En efecto, recuerda que no está en discusión que tales abusos sexuales fueron cometidos como parte del mismo plan generalizado y sistemático en ejecución del cual se consumaron las privaciones ilegales de la libertad y los tormentos infligidos a las damnificadas. Luego, afirma que ya en su recurso de casación el Ministerio Público Fiscal había sostenido que resultaba contradictorio condenar a tres de los acusados por haber contribuido de modo decisivo a tales privaciones de la libertad y tormentos, y absolverlos por los abusos sexuales que se consumaron en el mismo contexto, ya que el aporte de los imputados a la detención de las damnificadas fue una condición necesaria tanto para los tormentos como para los abusos sexuales que se cometieron en su perjuicio, en el marco del mismo plan de ataque. En suma, el recurrente señala con razón, que ese argumento, conducente para la adecuada solución del caso, fue omitido por el a quo, en tanto, como se ha dicho, al confirmar las absoluciones de los imputados se limitó a recordar que el tribunal oral fundó tal temperamento en la falta de prueba sobre la intervención de aquéllos en la comisión de los abusos, como si no fuera posible considerarlos responsables con base en un aporte previo.  Tal infundada falta de consideración de un aspecto fundamental en la alegación central de la acusación invalida la decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. Pues de acuerdo con la afianzada jurisprudencia del Tribunal, es insostenible el fallo que carece de fundamentación u omite valorar sustancialmente planteos serios y conducentes de las partes, al conculcar la garantía constitucional del debido proceso.  El recurrente también considera arbitraria la absolución de uno de los acusados dictada por el a quo, en relación con el hecho calificado como tormentos, y la confirmación de las absoluciones de otros dos respecto de los hechos calificados del mismo modo.  Aun cuando se admitiera que no existe prueba suficiente para sostener la hipótesis de que el acusado tuvo el dominio del curso causal de los tormentos que se le imputaron, lo cierto es que si se acepta, como resulta lógico, que la privación ilegal de la libertad del damnificado fue el antecedente inmediato y necesario de aquel delito, de ello se sigue que quienes prestaron su aporte para el primer hecho, también contribuyeron a la consumación del segundo.  Afirma que el tribunal oral, en relación con la situación de otros imputados, señaló que dicho delito debe considerarse consumado si los detenidos ilegales fueron sometidos a condiciones de cautiverio como las mencionadas, independientemente de que también hubieran sido sometidos a otro tipo de tortura más grave, por lo que no se advierte el fundamento –ni el tribunal tampoco ofrece alguno-.por el cual no corresponde aplicar la misma tesis al evaluar la responsabilidad de dos de los acusados.  La decisión impugnada mediante recurso federal, en lo que respecta a la cuestión analizada en este apartado, se basa en consideraciones en las que se omite la ponderación de argumentos conducentes para la correcta solución del caso, todo lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.  Por otro lado, el a quo revocó la condena y dictó la absolución de uno de los acusados respecto de dos homicidios. Igual temperamento adoptó respecto de otro de los acusados en relación con el homicidio.  Tal como lo sostiene el recurrente, la decisión impugnada mediante recurso federal debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido pues, con base la doctrina de arbitrariedad de sentencia citada supra, es inadmisible tanto la resolución que se basa en consideraciones parciales e inadecuadas de las circunstancias fácticas derivadas de la causa, como aquella que omite valorar argumentos conducentes para la correcta solución del caso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1 - F., E. R. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 93001103/2011/T01/69/1/1/RH10, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 505/2012 (48-B)/CS1 “Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”.


    Biofarma S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 28/2017/23 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Abandono de personas. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede en el caso, en el que el magistrado provincial devolvió las actuaciones al juez que previno, pese a considerar que debía intervenir la justicia de excepción.  No obstante ese defecto formal, y más allá de los escasos elementos agregados al legajo, en atención a que el fallecimiento de la víctima ocurrió en territorio bonaerense, tal como lo reconoce el juez provincial, de acuerdo con la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado de esa jurisdicción investigar las circunstancias de la muerte de la víctima, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    Instituto Nacional de Seguridad Social s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1382/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


    Toda vez que del legajo no surge que en función de lo considerado por la fiscalía general de la provincia se haya desvinculado a la acusada con relación al delito de abandono de persona denunciado en su contra, la investigación se centraría, entonces, en el reproche que podría caberle a ella en ese sentido, y al personal del Hospital Municipal con respecto a la atención presuntamente irregular que se habría brindado al hijo de la misma desde diciembre de 2019 hasta su fallecimiento, y durante el tratamiento de sus restos, e inclusive con relación al desempeño de funcionarios locales en materia asistencial, según advirtió la parte acusadora. De momento, no se advierte ningún elemento indicativo de un delito federal ni, por cierto, de la hipótesis delictiva de la trata de personas con la finalidad de explotación prevista en el artículo 1°, inciso “f”, de la ley 26.364 (según texto de la ley 26.842).


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 764/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Muerte. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1126/2020/CS1, “Agencia Nacional de Discapacidad s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público”.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1205/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Abogados. Colegio Público de Abogados. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La denuncia por las presuntas conductas atribuidas a un abogado de la matrícula, que se dirige contra las autoridades del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, entidad de carácter local con los derechos y obligaciones de las personas de derecho público, no justifica la intervención de la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., María Claudia Daniela. Denunciado: A., Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 499/2021/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Abuso de autoridad. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que la presente causa se inició a raíz de diversas imputaciones contra funcionarios y agentes locales, no cuestionándose la validez de normas prevención sanitaria nacional sino su aplicación por esas autoridades y en ausencia de alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al juzgado provincial, conocer en la presente causa.


    N.N. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1606/2020/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por acceso carnal. Menores. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado aún el lugar de presunta comisión del abuso sexual con acceso carnal de una menor de edad, que sería objeto de investigación, en atención a que la conexión a la plataforma de videojuegos en la que fue revelado ese hecho se habría realizado desde una dirección IP con función estática que tendría alcance dentro del partido de Quilmes, corresponde al juzgado de Florencio Varela asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación.


    Incidente N° 1 – Denunciante: División Delitos Cibernéticos contra la Niñez y Adolescencia de la Policía Federal Argentina - Sumario 452/2019 y otros. N.N: N.N s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60440/2019/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual de menores. Investigación inconclusa. Residencia habitual del niño. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron la presente causa y su consecuente encuadre legal, lo que impide formar un fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.  En consecuencia, corresponde proseguir la investigación al colegio de jueces que previno, y en cuyo ámbito reside la menor con la denunciante.


    O., J. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1274/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado. Corrupción de menores. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Más allá de que, en efecto, los antecedentes remitidos no cuentan con la transcripción del testimonio de la víctima bajo la modalidad Gesell, solicitada junto con el examen psicológico por la fiscalía actuante, lo cierto es que del análisis integral de las constancias, en particular sobre la base de los testimonios recabados a partir de lo manifestado por las víctimas y lo declarado por una de ellas durante la entrevista surge que los hechos objeto de investigación habrían sucedido en esta ciudad. En efecto, con relación a los que se le imputan al padre de las dos menores, éstos habrían tenido lugar cuando el grupo familiar residía en un domicilio del barrio porteño de Villa Lugano, ámbito donde continuaron viviendo las menores, al menos hasta marzo de este año; y respecto del tío de ambas niñas, en ocasión de las visitas que la víctima habría realizado a su casa, ubicada en cercanías del anterior, poco tiempo antes de que se iniciara esta causa.  Por tal razón, y de acuerdo con la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional de esta Capital, asumir su jurisdicción para continuar la investigación, con el debido resguardo de la salud psicofísica de las víctimas y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos.


    O., C. R. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1821/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual de menores. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que la víctima refirió inicialmente a los profesionales de su establecimiento educativo que había sido abusada por una expareja de su madre en Viedma, y que tal hipótesis aún no habría sido confirmada ni descartada, por tratarse de hechos que, en parte, se enmarcarían en un mismo contexto familiar de extrema vulnerabilidad, y que posiblemente habrían sucedido en distintas jurisdicciones, resulta más conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados, que su investigación continúe ante la justicia en cuyo ámbito residen los interesados, y que resulta competente, además, para conocer respecto del ataque sexual habría sufrido la otra víctima en la vía pública, por parte de un joven de dieciséis o diecisiete años.  Esta solución, atiende también a la protección de los derechos e intereses de las menores, pues procura evitar la reedición de una misma situación traumática y su posible revictimización en otra sede judicial.


    G., N. G. c/ N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 119/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Defensa en juicio. Competencia provincial. 


    En atención a que los hechos objeto de contienda formarían parte del mismo contexto familiar en el que habrían sucedido los abusos sexuales en la ciudad de Rosario, resulta que de acuerdo con la doctrina establecida por la Corte deben ser investigados por un mismo tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


    A., D. A. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1769/2021/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Interés superior del niño. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio del incipiente estado en que se encuentra esta investigación, en atención a lo manifestado por la menor a los especialistas del Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes del gobierno porteño, y de acuerdo con la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al Juzgado de Garantías asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir el trámite de las actuaciones, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima.  Por lo demás, en autos no se verifican aquellas circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del interés superior del niño, autorizarían a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde reside la menor víctima, supuesto que tiende a evitar la traumática reiteración de procedimientos idénticos cuando los hechos sexualmente abusivos se hayan cometido en distintas jurisdicciones.


    Incidente N° 1 – Damnificado: G., B. – Imputado: A., E. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19417/2020/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Previo a cualquier decisión conclusiva en orden a la competencia territorial, es necesario que el trámite de la causa prosiga ante el juzgado preventor para establecer, al menos, la situación de la víctima con posterioridad a la denuncia, si efectivamente optó por residir con su hermana en un puesto rural de una localidad provincial y si ocurrieron nuevos hechos en este ámbito, dada la relación de convivencia manifestada con la pareja de su madre y en tanto del incidente no surge que se hubiera adoptado medida urgente alguna de restricción de contacto para preservar la integridad sexual de la joven.


    G., O. A. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 929/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez preveniente. 


    Más allá de la forma defectuosa en la que ha tramitado el presente incidente que se corre en vista y su agregado, razones de economía, celeridad procesal y mejor administración de justicia, tornan aconsejable dirimir el fondo de la cuestión para ambos conflictos.  En ese sentido, tanto la controversia originada en la IPP 03-02-007894-19/00, como en aquella correspondiente a la IPP n° 03-02-007522-19/00, no se encuentran precedidas de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.  En tales condiciones, corresponde a la justicia que previno en ambas causas, proseguir su investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Código Penal - Artículo 119 - Abuso sexual - Artículo 119 1° párrafo - Denunciante: I., I. R.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1139/2020/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En tanto no se advierten circunstancias que permitan afirmar la jurisdicción federal, que es de naturaleza exclusiva, excluyente y excepcional, y que de acuerdo a las constancias de la causa la conexión a internet del usuario cuestionado habría ocurrido en territorio provincial, corresponde al juzgado de garantías provincial continuar con el trámite de la causa que la contienda, aunque no hayan sido parte en la contienda.


    V., J. D. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 317/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Incidente N° 1 – Denunciante: División Protección Familiar de la Policía de la Ciudad de Buenos Sumario N° 521183/2020, y otros. Imputado: F., R. F. s/ incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39949/2020/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartieron los archivos de pornografía infantil, en atención que de las constancias obrantes en el incidente surge que las conexiones a internet rastreables de los usuarios denunciados se habrían registrado en jurisdicción provincial, donde además tiene domicilio de facturación el abonado telefónico asociado a uno de ellos y donde además residiría el sospechoso, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    V., R. L. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 189/2021/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Amenazas. Fraude. Planes sociales. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual, si las declaraciones de las denunciantes son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.  En tales condiciones, no se aprecia en autos que se haya determinado aún ninguna circunstancia concreta que pueda provocar la intervención del fuero de excepción, ya que de las constancias del incidente no se desprende que con motivo de los hechos descriptos en la denuncia, se haya producido un perjuicio –efectivo y directo– al Estado nacional o en el servicio de sus empleados, como lo exige la doctrina de la Corte para atribuir la competencia federal, de naturaleza excepcional y restringida.


    Incidente N° 1 - Imputado: J., J. A. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1835/2021/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Estupefacientes. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Corresponde señalar que si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que la investigación de los delitos que no hubieran sido incluidos por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019.


    Incidente N° 1. Imputado: G., P. S. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34560/2020/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    En atención a que de conformidad con los dichos verosímiles y no controvertidos de la denunciante, surge que los hechos denunciados –que fueron calificados como abuso sexual- habrían sucedido en territorio bonaerense, corresponde a la justicia provincial, en cuyo ámbito, además, se domicilia la presunta víctima, asumir su jurisdicción en la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Incidente N° 1 – Damnificado: A., M. – Imputado: G., H. S. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40993/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Amenazas calificadas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso el criterio establecido por la Corte en Fallos: 311:695, 312:645 y 313:970, entre otros, según el cual los delitos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos.  Es oportuno recordar, además, que tal como concluyó el Tribunal, ello es así pues la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre éstas y la Nación -materia regida por la Constitución Nacional- escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad que sólo pueden ser invocadas en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción, provincial o nacional.


    N.N. J. I. y otro s/ Abuso sexual agravado, amenazas agravadas, encubrimiento agravado por delito grave – Denunciante: M. G., F. S.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1373/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Fuerza Aérea. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  En ese sentido, también tiene dicho que, en razón del carácter excepcional y estricto que corresponde a la justicia federal, se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.  En esa inteligencia, toda vez que los hechos habrían sucedido en el marco de las funciones que la víctima desempeñaba como soldado voluntaria a la orden de un funcionario de mayor jerarquía de la Fuerza Aérea Argentina, no puede descartarse que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación, por lo que corresponde a la justicia federal asumir su jurisdicción en la presente causa.


    Incidente N° 1 – Damnificado: V., M. J. G. – Imputado: V., M. R. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52412/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Lugar de hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    De acuerdo con la doctrina del Tribunal, la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se consumó el delito.  Corresponde a la justicia nacional asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación, toda vez que el abuso sexual denunciado habría ocurrido en un hotel de esta Capital.


    C., F. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 891/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. 


    De acuerdo con la doctrina del Tribunal, la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se consumó el delito.  Corresponde al Juzgado de Garantías asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir el trámite de las actuaciones, con el debido resguardo de la integridad psicofísica de la joven.  No se verifican aquellas circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del interés superior del niño, autorizarían a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde reside la víctima, supuesto que tiende a evitar la traumática reiteración de procedimientos idénticos cuando los hechos sexualmente abusivos se hayan cometido en distintas jurisdicciones.


    A., Guillermo Fabián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1059/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En atención a que de las manifestaciones de la denunciante se desprende que los hechos sexualmente abusivos que son objeto de esta controversia, habrían sucedido en el ámbito provincial, le corresponde asumir su jurisdicción al juzgado bonaerense e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de la cuestión que pueda plantear con otro tribunal de su misma provincia de acuerdo con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Incidente N° 1 – Imputado: A., A. G. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74173/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Teniendo en cuenta que la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al Juzgado de Garantías n° 1 de Quilmes, en cuya jurisdicción territorial, además, residiría el denunciado, incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, con el debido resguardo de la salud psicofísica de la víctima y sin reiterar procedimientos que podrían resultar traumáticos.


    Un tal R. (abuelo) s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1657/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Publicaciones obscenas. Víctima menor de edad. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    La contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.  No ha podido establecerse ningún hecho concreto en relación con el que corresponde pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo.   Corresponde a la justicia de esta ciudad asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    P., J. O. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2692/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Víctima menor de edad. Competencia nacional. 


    Al haberse producido toda la prueba en esta ciudad, donde residiría la joven en la actualidad, y frente a la necesidad de evitar la eventual reedición de una misma situación traumática para la víctima en otra jurisdicción, resulta pertinente concluir en la conveniencia de que la causa finalice en sede nacional.  La radicación ante sus tribunales es la solución más aconsejable para asegurar, a la vez, mejores condiciones de economía procesal y defensa en juicio del imputado, principios rectores a los que cabe atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos.  Tal postura también aparece como la más adecuada para resolver la cuestión, frente a la probabilidad de que junto con el abuso investigado se hayan cometido otros hechos en perjuicio de la misma víctima o de su hermana menor en esta ciudad. Este criterio también favorece la pronta terminación del proceso en línea con lo requerido por una buena administración de justicia.


    V., J. J. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 52/2021/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Las constancias del incidente permiten inferir razonablemente que las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de su hija para entonces menor de edad, tanto en esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires como en la provincia de Buenos Aires, se encuentran enmarcadas en el seno familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.


    E., J. A. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 76/2021/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Las constancias remitidas permiten inferir que las conductas sexualmente abusivas de las que habría sido víctima la denunciante habrían sucedido en más de una jurisdicción. A su vez, ellas se encuentran enmarcadas en un mismo vínculo familiar y forman parte de un único contexto delictivo, por lo que deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo más conveniente para una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.  Teniendo en cuenta que la denunciante brindó su testimonio en sede tucumana, ámbito donde reside con su familia y también lo harían las principales testigos que presentó a la justicia, corresponde al juzgado de esa jurisdicción proseguir con la sustanciación de la causa.


    B., J. C. s/ Incidente de incompetencia – Víctima: G., P. S.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1555/2020/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Lugar de hecho. Competencia por la materia. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Incidente N° 1 – Damnificado: G. A., I. y otro. Imputado: G., J. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21691/2020/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Violencia de género. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de la escasez de elementos reunidos y las calificaciones legales que puedan darse al hecho denunciado, lo cierto es que teniendo en cuenta los antecedentes que obran en el incidente con respecto a los anteriores abusos sexuales perpetrados contra la víctima y el vínculo que ésta y su madre mantendrían con el imputado y el hermano de éste, -también imputado en la causa bonaerense- no es posible descartar que ambas conductas respondan a un mismo contexto de violencia de género, por lo que corresponde su tratamiento conjunto en sede provincial.


    B., J. A. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 729/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Víctima menor de edad. Protección de la víctima. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de su nieta y su sobrina cuando éstas eran menores de edad, se encuentran enmarcadas en el seno familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.  Corresponde a la justicia nacional, que previno, en cuyo ámbito se domicilian las denunciantes y ante cuyos estrados acudieron en procura de sus derechos, continuar conociendo en la causa, en tanto esta solución también es la que mejor evita la posible reedición de una misma situación traumática en otra sede.


    Incidente N° 1- Damnificado: D. N., N. A. – Imputado: D. N., M. A. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73772/2017/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Muerte. Transporte de carga peligrosa. Juez previniente. 


    Más allá de si los elementos transportados pueden ser considerados como residuos peligrosos en los términos de la ley 24.051, y en tanto no se encuentran agregados informes técnicos sobre las sustancias encontradas en el lugar, cabe señalar que los alcoholes y el metanol, identificados en la documentación e indicados por los bomberos, constituyen una mercancía peligrosa regulada, entre otras, por la Resolución 195/97 de la Secretaría de Obras Públicas y Transporte, que incorpora el Anexo I y los apéndices al reglamento general para el transporte por carretera (decreto 779 del 20/11/95), por la ley nacional de alcoholes 24.566 e incluidos en las recomendaciones de la Organización de Naciones Unidas relativas al transporte de mercancías peligrosas.  Por lo tanto, teniendo en cuenta que el suceso se habría focalizado en el lugar del siniestro, sin que se advierta derramamiento o pérdida en su recorrido por otras provincias, corresponde al magistrado que previno proseguir la investigación a fin de determinar la configuración de algún ilícito penal o si corresponde remitir los antecedentes recabados a los organismos administrativos pertinentes.


    Comisaría segunda s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1294/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Accidente ferroviario. Competencia federal. 


    Al resultar de los antecedentes que conforman el legajo que como consecuencia del accidente aquí investigado la formación debió detener su marcha, cabe inferir que más allá del tiempo en que se mantuvo la interrupción, primordialmente en razón de las tareas de rescate de las víctimas y la remoción del rodado, y las calificaciones legales que en definitiva quepa dar al hecho, éste tuvo entidad suficiente para entorpecer el tráfico ferroviario en una vía de comunicación por la cual se cumple con un servicio de transporte público interjurisdiccional.


    Incidente N° 3 – Imputado: Z. Z. Jhonny s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 107798/2017/3/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Economía procesal. Competencia criminal. 


    Si bien de las constancias incorporadas en la presente no es posible establecer el vínculo invocado por el tribunal oral, toda vez que no se encuentran incorporados los elementos de juicio que lo acrediten, es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad contenidas en el Código Procesal Penal sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces del mismo fuero.  Por aplicación de este principio y a los efectos de evitar dilaciones innecesarias, atendiendo a razones de economía procesal y una mejor administración de justicia, debe continuar con la presente investigación el Tribunal Oral en lo Criminal de Quilmes.


    I., Sebastián Emilio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1699/2020/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Competencia federal. 


    El informe de la AFIP, emitido el 19 de junio de 2018, refiere que el Plan Mis Facilidades n° 1474867 regularizó los pagos de los períodos fiscales abarcados en la denuncia y mediante un trámite que fue iniciado ante la AFIP recién en marzo del año siguiente, que fue cancelado unos meses después, con el pago de los correspondientes intereses por retraso.  Esas circunstancias, resultan suficientes al menos para considerar que con motivo de los hechos pudo verse afectado el normal desarrollo del organismo nacional ante el cual tramitó el expediente por el que se subsanaron las irregularidades en las que habría incurrido el consorcio como consecuencia de la mala administración del imputado, que incluyó lo correspondiente a las obligaciones previsionales y de la seguridad social, lo que en definitiva hace surtir la jurisdicción federal.


    F., Mauricio Pascual s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 399/2021/1/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Balance o informes falsos. Concurso de delitos. Régimen penal tributario. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta oportuno recordar el criterio de Fallos: 295:358, que establece que –aun cuando los delitos de defraudación y de balance falso pudieran ser investigados separadamente por los tribunales a los que la ley asigna competencia– si el segundo aparece como medio usado para cometer el primero, se impone en principio el juzgamiento conjunto de ambos hechos, lo que ha de quedar a cargo del fuero con más amplia competencia.   Por esos motivos, corresponde que la justicia ordinaria que previno continúe conociendo respecto de ambos delitos, sin perjuicio de lo que pudiera resultar del posterior trámite.  Por lo demás, el estado embrionario en que aún se encuentra la pesquisa, obsta la posibilidad de individualizar correctamente los hechos sobre los cuales versa la vaga consideración del declinante relativa a eventuales infracciones al régimen penal tributario, máxime cuando su resolución omite brindar las precisas circunstancias en las que supone que habrían ocurrido, sin que surjan siquiera de ella las conclusiones finales de la fiscalización de la AFIP sobre la cual pretende apoyar su incompetencia, tal como incluso lo señaló el tribunal especial en su rechazo.  Solo a partir de la profundización de la pesquisa es posible establecer el verdadero alcance y la real naturaleza de los hechos que relata el tribunal ordinario en orden a un aparente resultado pasivo que en relación con los socios habría arrojado el análisis de los datos contables realizado por dicho organismo y su falta de correlato con sus respectivas declaraciones juradas.  En definitiva, en atención a las consideraciones realizadas también corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, continuar conociendo respecto de tales acontecimientos, para que, en su caso, incorpore los elementos necesarios que le otorguen precisión a su declinatoria en tal sentido.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M. Gloria y otros – Imputado: A. A., Alfredo y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12095/2019/1/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juzgado de garantías. Competencia provinial. 


    Sin perjuicio de advertir el embrionario estado en que se encuentra la presente investigación, así como también que las reglas de acumulación por conexidad que prevén los códigos de procedimientos sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción, provincial o nacional, esta Procuración General entiende que según surge de la lectura del incidente, los hechos objeto de controversia guardarían íntima vinculación con la causa que también se sigue en la provincia de Río Negro pues, en ambos procesos se encuentra cuestionada su actuación en la disposición de bienes de la empresa que no habrían formado parte de los destinados a subasta, sea de mejor calidad o mayor precio.  En tales condiciones, y dado que ante las particularidades que presenta el caso, las manifestaciones de los nombrados podrían aparecer, de alguna manera, como parte de una versión exculpatoria sobre la imputación de los hechos denunciados en la jurisdicción provincial por parte de la sindicatura resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, y a fin de favorecer la eficacia de su investigación, que la presente causa quede a cargo de aquella sede.


    Incidente N° 1 – Imputado: Q., Ismael Alberto y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23692/2019/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que el delito de administración fraudulenta debe estimarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y en caso de no conocerse, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    Incidente N° 1 – Denunciante: B., Natali y otros. Imputado: W., Ricardo y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51282/2019/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Obligación de restituir. Competencia provincial. 


    El dinero recaudado por la distribuidora se depositaba en la cuenta corriente abierta en el Banco de Galicia de la ciudad de Mar del Plata, ámbito territorial en el que se emplazaba la sede de la distribuidora encargada de la comercialización de los productos editoriales, a cuyo domicilio fueron dirigidas las cartas documentos que la intimaron a cancelar la deuda, la que fue rechazada por la socia gerente quien, a su vez, reclamó a la firma querellante el pago de una indemnización por la ruptura intempestiva del contrato de trabajo.  Resulta conveniente desde el punto de vista de una mayor eficacia y celeridad de la investigación, que sea la justicia provincial la que conozca en estas actuaciones, máxime cuando el propio encargado de negocios de la firma querellante reconoce que en ciudad bonaerense tramitan juicios laborales que fueron iniciados por personal de la distribuidora contra esa sociedad.


    Denunciante: G., Diego s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56232/2019/1/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Obras sociales. Competencia criminal y correccional. 


    Tiene resuelto la Corte que la administración fraudulenta de los fondos de una obra social no perjudica el patrimonio nacional.  En atención a que por el momento no se advierte la participación de funcionarios públicos nacionales en los sucesos, ni es posible apreciar la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que haga surgir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Incidente N° 1 – Denunciante: F., Juan Pablo. Imputado: Obra Social del Personal de Seguridad Comercial, Industrial e Investigaciones Privadas y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4630/2020/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Adulteración de cheque. Uso de documento adulterado. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, por lo que al momento del suceso debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del ejercicio de aquellas funciones de esa naturaleza, lo que no se advierte en la presente, por lo que corresponde al juzgado local continuar con la investigación del hecho.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: Banco de la Nación Argentina y otros s/ Incidente de incompetencia


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1517/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Cédula verde. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia ordinaria. 


    Criterio expuesto por el Tribunal en el precedente CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Dado que el vehículo presentaba colocadas placas falsas, el juzgado de excepción que asumió la competencia en orden a la cédula de identificación automotor apócrifa, deberá investigar también la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, en razón a la estrecha vinculación que existiría entre ese hecho y la falsedad de ese instrumento registral, pues desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta aconsejable que la investigación de ambos delitos quede a cargo de un único tribunal.  Es doctrina de la Corte que que cuando existe una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  No es posible determinar aún, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en la que los imputados habrían incurrido. Se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados por parte del juzgado nacional en lo criminal y correccional a cuyo cargo se encuentra la instrucción de ese delito contra la propiedad, a fin de que puedan ser indagados respecto de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían conseguido tener el automóvil en su poder, lo que contribuiría no sólo a definir su situación jurídica respecto del delito contra la propiedad en el sentido establecido en Fallos: 317:499, 325:950, y 326:908 y Comp. 1379, L. XXXIX, “Amarilla, Roberto Ramón; Cristian, Raúl; Sastre, Horacio Ramón s/ Robo agravado”, sino también, y según el caso, a identificar a sus autores.


    Incidente N° 1 - Denunciante: M. L., Alberto y otros. Imputado: R., Moira Belén y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6728/2021/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia oridinaria. Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    Las hipótesis delictivas a considerar son dos.  La primera de ellas se refiere a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal. En tal sentido es doctrina de la Corte que esta figura es de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Respecto de la segunda hipótesis, relacionada con el secuestro de las armas, tiene resuelto la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. Cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley n° 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e) , del Código Procesal Penal de la Nación.


    Incidente N° 3. Imputado: O. M., Hemerson y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 9611/2019/3/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3 del Código Penal, corresponde investigarla al tribunal, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 623/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de la chapa patente, corresponde investigarla al tribunal provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    Incidente N° 2 – Denunciante: P., Norma Alicia. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13305/2020/2/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia ordinaria. 


    Para la efectiva traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.  Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al juzgado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 435/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. Encuadramiento legal de los hechos. Compraventa de automotores. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  La Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.  No puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre la sustitución de las chapas patentes del vehículo y la falsificación de la documentación registral atento la coincidencia entre la numeración identificatoria de dominio colocada con las que constan en esa documentación.  Desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso deberá ser la justicia federal de la sección en la que se incautó la documentación registral apócrifa, aunque no haya sido par te en la contienda.  Hasta el momento, no ha sido suficientemente profundizada la pesquisa en orden a individualizar al vendedor del bien, lo que resulta indispensable para calificar los hechos en una figura legal determinada.  Corresponde a la justicia nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la adquisición del vehículo y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    Incidente N° 1 - Denunciante: C., Raúl Norberto y otros. Imputado: P., Walter Marcelo s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68107/2018/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia de instrucción. 


    En primer lugar, cabe recordar que es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.  En ese sentido, respecto a la sustitución de las placas, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.  Sin embargo, habida cuenta de que la magistrada federal, al menos en su resolución declinatoria, no cuestiona la estrecha vinculación que existiría entre ese delito y la falsificación de la documentación registral atento la coincidencia que existiría entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en esa documentación, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser la justicia federal.  Por otro lado, acerca de la sustracción del rodado, resulta de aplicación al caso el criterio del Tribunal según el cual, mientras no resulte con claridad que el imputado por el posible encubrimiento haya sido ajeno a la comisión del delito encubierto, corresponde que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    Incidente N° 3 - Imputado: L., Siyu s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71605/2019/3/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia federal. 


    Tiene establecido el Tribunal, que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Sin embargo, de las constancias agregadas del expediente surge la comisión del delito de falsificación de cédulas de identificación vehicular, cuyo conocimiento corresponde a la justicia federal, por tratarse de un documento de carácter nacional.  En tales condiciones, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, es conveniente que las presuntas falsificaciones investigadas en la presente pesquisa queden a cargo de un único tribunal.


    A., Esteban Roberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1500/2020/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Falta de prueba. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.  En lo concerniente a la sustitución de las chapas patentes colocadas en el vehículo, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.  Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre ese delito y la falsificación de la documentación registral atento la coincidencia existente entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en esa documentación. Por ello, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser el federal.  Ahora bien, en lo atinente al hallazgo de las placas de dominio que habrían sido sustraídas en la localidad bonaerense, esta Procuración no advierte que se hayan efectuado las diligencias necesarias a fin de certificar debidamente las actuaciones que originaron su solicitud de secuestro, lo que imposibilita, por el momento, fundar adecuadamente un criterio en torno al tema de la competencia, y por tal razón, a su respecto,  procede devolver el presente incidente al juzgado nacional de instrucción, a sus efectos.  Por otro lado, en función de la calificación legal propuesta por la juez declinante, que más allá de lo que resulte del curso de la investigación, el presunto comprador del vehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluiría la comisión del primero.   En ese sentido, hasta el momento se desconocen los pormenores que rodearon a la adquisición del vehículo, por lo que, los escasos elementos reunidos al respecto no alcanzan para calificar el hecho con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere.  Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia de instrucción, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la adquisición del vehículo y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    Incidente N° 1 - Querellante: C., Pablo Alejandro. Imputado: C., Alejandro Jorge y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9078/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    Denunciado: N.N. s/ Falsificación, alteración o supresión de número de registro. Damnificado: G., Carolina Ana y otro


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 392/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    La presente causa no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  No puede descartarse que se haya incurrido en un error en el procesamiento de la infracción habida cuenta de que la fotografía del vehículo en infracción ilustra que puede tratarse de un moto vehículo, motivo por el cual, corresponde al Juzgado de Garantías n° 2 de Pergamino, que previno, aclarar ese aspecto.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1211/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3º del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Habida cuenta de que según las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al juzgado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Incidente N° 1 – Denunciante: R., Gustavo Hernán. Imputado: F., Juan José y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17508/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Aeronaves. Aterrizaje. Competencia federal. 


    Seguridad de la aeronavegación.


    Es doctrina de la Corte que la comisión de un delito en ocasión de la operación de aeronaves no provoca, por sí sola, la intervención de la justicia federal, sino que, conforme lo que establece el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo surten esa jurisdicción aquellos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos.  Más allá de que no surge del legajo la realización del respectivo peritaje, toda vez que de acuerdo con los dichos del denunciante -únicos a partir de los cuales puede dirimirse esta contienda- el proyectil pudo haber impactado al momento del aterrizaje, no puede descartarse que este hecho haya implicado un riesgo para la seguridad de la aeronavegación.


    N.N: N.N. s/ Averiguación de delito – Denunciante: M., Pablo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 39930/2020/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Afiliación partidaria. Competencia provincial. 


    No se encuentra controvertido por los jueces que participan en este conflicto que las irregularidades denunciadas no habrían afectado el servicio de organismos vinculados a elecciones nacionales. En tales condiciones, es dable recordar que, de conformidad con la doctrina de la Corte, la elección de cargos nacionales se rige por normas y autoridades federales y la de cargos locales por normas y autoridades provinciales.  Con independencia de la calificación legal que en definitiva quepa dar a los hechos objeto de controversia y del temperamento que corresponda adoptar, no es posible apreciar la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, pues las cuestiones vinculadas con aspectos directamente relacionados con una elección local, versan sobre aspectos propios del derecho público local.  En mérito a lo expuesto, corresponde asignar competencia a la justicia provincial para conocer en estas actuaciones.


    M., Natalia s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 752/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    AFIP. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    Las maniobras denunciadas –que tratan de la presentación ante la AFIP de facturaciones duplicadas– poseen entidad para producir un perjuicio a ese organismo nacional, ante el cual fueron ingresadas fraudulentamente. Esas circunstancias determinan la jurisdicción federal.  Por otra parte, en cuanto a la competencia territorial, para determinarla corresponde estarse al lugar donde el órgano fiscalizador ejerce su control, lo que cabe presumir que sucede en el sitio en el que el contribuyente inspeccionado posee su domicilio fiscal.  Por esas razones, más allá del estado embrionario de la pesquisa le incumbe a la justicia federal con jurisdicción territorial en Pergamino que inicialmente intervino en el conflicto, continuar entendiendo en estas actuaciones.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 516/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Embajadores. Misión oficial. Valija diplomática. Dólares. Aeropuerto Internacional Ministro Pistarini. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Archivo del expediente. 


    Ausencia de conducta que pueda ser perseguida penalmente.


    Cuando el imputado reviste status diplomático, el caso incumbe a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.  En atención a que el diplomático se encontraba en poder de una Nota Verbal de la Embajada, en la cual se le encomendaba una misión oficial consistente en trasladar una valija diplomática que contenía el dinero destinado a los pagos de las operaciones específicas de la legación, en virtud de las garantías consagradas en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, no se verificaría en el caso una conducta que pueda ser perseguida penalmente. En esta inteligencia, y a fin de resguardar el delicado trato que la Corte está llamada a preservar con las potencias extranjeras, corresponde archivar estas actuaciones.


    S., John Shamah s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1847/2019/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Aislamiento social, preventivo y obligatorio. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Robo. Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Encubrimiento real con receptación de cosas de procedencia sospechosa. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado nacional conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Al momento en que ocurrieron los hechos objeto de esta contienda, el 28 de febrero de 2020, no se hallaba en vigencia el decreto de necesidad y urgencia 297/2020, que fue publicado en el Boletín Oficial el 20 de marzo de ese mismo año, por lo que los hechos que se investigan no habrían provocado la comisión de algún otro delito contra la seguridad pública derivado de la transgresión a esa resolución como lo propone el magistrado de instrucción.  Debe darse cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre la sustracción y la infracción prevista en el artículo 12 de la ley 25.891, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal, que impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de esos delitos contra la propiedad. El titular del juzgado federal deberá resolver atendiendo a esa jurisprudencia y, en su caso, proveer lo que corresponda.


    Incidente N° 1. Denunciante: M., Estela Mercedes y otro Imputado: C., Roberto Horacio s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1023/2020/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Allanamiento domiciliario. Armas. Robo. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte que sostiene que la competencia penal por razón del territorio se establece a tendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  Por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia bonaerense, en cuya jurisdicción se secuestró el arma, para conocer respecto de su tenencia.


    Imputado: A., Ezequiel Hernán y otro s/ Robo con armas. Damnificado: C., Lifang y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37894/2018/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Allanamiento. Policía federal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que el carácter excepcional y estricto del fuero federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, lo que no se verifica en este caso.  Más allá de los escasos antecedentes remitidos, de los dichos no controvertidos del denunciante surge que los hechos objeto de esta controversia se atribuyen a personal de la Policía Federal Argentina que habría actuado en el marco de una investigación que tendría a su cargo la justicia nacional ordinaria de esta ciudad, por lo que no se descarta su afectación. De ahí que, resulta de aplicación al presente caso el criterio de la Corte según el cual, los delitos ejecutados en perjuicio de la administración de justicia nacional de esta Capital son, en principio, de competencia de los tribunales nacionales ordinarios.


    Incidente N° 1 – Denunciante: A., Carlos Ariel – Denunciado: Policía Federal Argentina s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5550/2020/1/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Almacenamiento de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Por ello, teniendo en cuenta la gran cantidad de material estupefaciente secuestrado y que, de acuerdo con la forma en que estaba acondicionado, no puede afirmarse que estuviera destinado a un consumo inmediato, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


    V. A., Armando s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 446/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Surge del acta de secuestro que los estupefacientes no se encontraban fraccionados, tal como lo establece expresamente el artículo 2, inciso 1°, de la Ley n° 26.052, para hacer excepción al principio de la competencia federal respecto de los delitos de la ley de estupefacientes. Asimismo, en el presente caso no puede afirmarse que las sustancias estuvieran destinadas a la venta para su consumo inmediato, pues, más allá del hallazgo de una balanza, no consta que se hubieran secuestrado otros elementos destinados a su fraccionamiento y distribución.  Por tales razones, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia (artículos 3 y 4 de la Ley n° 26.052).


    L., Franco Ezequiel s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 11/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Amenazas calificadas. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta las circunstancias en las que se produjo la detención del imputado y las características de los elementos incautados, no puede descartarse por el momento que el arma no estuviera íntimamente vinculada con la tenencia de los estupefacientes, y su posible comercio, cuya investigación se encuentra a cargo del magistrado federal, actividad que cabe presumir, se intentaba proteger de ese modo.  Por ello, la contienda debe ser resuelta a partir del criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 452, L. XLIII, “González, Bernardino y Condori, Jorge David s/ Infracción a la ley 23.737”.


    P., José Oscar s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 393/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Delitos comunes. Competencia nacional. 


    Atento que no se encuentra cuestionada la calificación que a su respecto realizó el declinante es aplicable al caso la doctrina del Máximo Tribunal que establece que cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3 de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria.


    Incidente N° 1 – Denunciante: R., Gisela Marina s / Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8501/2020/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Amenazas. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los dichos de la denunciante surge que fue en esta ciudad donde habría recibido las amenazas, debe ser el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional el que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.


    Incidente N° 1 - Denunciante: O. C., Deborah María Paz - Imputado: F., Juan Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37713/2020/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de los dichos de la denunciante -que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente- surge que fue en territorio provincial donde habría recibido las amenazas, debe ser la justicia bonaerense la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 568/2021/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Hostigamiento o maltrato. Redes sociales. Competencia ordinaria. 


    Es criterio de la Corte que resulta de competencia ordinaria conocer respecto de los hechos de amenazas y hostigamiento a través de diferentes redes sociales por parte de integrantes de dos agrupaciones sindicales, cuando lo actuado revele de manera inequívoca estricta motivación particular y, además, no exista la posibilidad de que resulte afectado la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  De las constancias de la causa no surge que las conductas investigadas hayan puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal.


    Incidente N° 1: Denunciante: F., Juan Pablo s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9043/2020/2/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En tanto el juzgado provincial no controvierte el carácter común del hecho denunciado, teniendo en cuenta el criterio rector sobre la competencia territorial, y habida cuenta de que de los dichos de la damnificada -no desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente- surge que el imputado desarrollaría actividades como prestamista y comerciante en Avellaneda, que las amenazas se enmarcan en el contexto de una operación inmobiliaria que habría quedado trunca con relación a un inmueble ubicado en esa ciudad, donde vive la denunciante, y que su hijo tiene domicilio en Villa Domínico, donde habría recibido las amenazas, es la justicia bonaerense la que debe conocer en la investigación de los hechos allí ocurridos.


    M., Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 45/2021/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Apropiación de cosa perdida. Competencia provincial. 


    El Máximo Tribunal tiene dicho que el delito de apropiación de cosa perdida no se consuma con el hallazgo sino con los actos de apropiación, que son, según los casos, la falta de cumplimiento oportuno de la obligación de dar aviso al dueño de la cosa extraviada, y cuando éste no es conocido, los actos de disposición, consumo o destrucción de la cosa.  De conformidad con esa doctrina y en tanto de los dichos del damnificado, ponderados en el auto de procesamiento, se desprende que apenas descendió del vehículo realizó quince llamados a su teléfono, que sonaba sin ser atendido hasta que en los dos últimos figuraba como apagado, sumado a que luego el imputado habría negado el hallazgo del celular al ser requerido por la empresa, cabe concluir que allí habría tenido lugar la acción de apropiación al incumplirse la obligación de dar aviso al dueño y vulnerar su derecho a que la cosa se le restituyera.


    Incidente Nº 2 –Imputado: O. V., Kaleb Ibrahim s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54241/2020/2/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Asistencia médica. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Si bien asiste razón al fiscal y a la magistrada federal acerca de las medidas probatorias que restan realizar para demostrar que la atención recibida en el nosocomio municipal que dispuso el alta de la víctima habría provocado su fallecimiento y la propagación de la enfermedad entre sus familiares, esas circunstancias no obstan a que esos sucesos sean juzgados por la justicia provincial en cuya jurisdicción recayó inicialmente el conocimiento del caso.


    Hospital de Boulogne s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 156/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Si bien la justicia de instrucción procesó a los encausados por considerarlos coautores del delito de encubrimiento agravado tipificado en el artículo 277, inciso 1, apartado c, del Código Penal, lo cierto es que la conducta que se les endilga se encuentra especialmente regulada por el artículo 12 de la ley 25.891.  Como bien lo entendieron los jueces del tribunal ordinario en su resolución declinatoria, la infracción descripta en esa ley especial de Servicios de Telecomunicaciones Móviles, es asimilable a la figura de receptación dolosa definida en el Código Penal. La resolución del 12 de mayo dictada por los integrantes de la Sala de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, que confirmó los procesamientos de los imputados, ha dado cumplimiento al auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre las sustracciones de los dispositivos y la infracción descripta en el artículo 12 la ley 25.891. El juzgamiento de este último delito, como lo establece la regla explícita del artículo 15 de esa ley, concierne al tribunal federal.  Más allá de que la Corte tiene dicho que el delito de asociación ilícita es independiente de los que refiere su tipo legal como uno de sus elementos constitutivos, también ha sostenido que ante la necesidad de no arribar a pronunciamientos contradictorios a fin de lograr una mejor y más expedita administración de justicia, resulta aconsejable que un único tribunal asuma el juzgamiento de la totalidad de los acontecimientos. Por ello, y en tanto, todos ellos integran un contexto delictivo común que determina la necesidad de que su investigación sea llevada a cabo por el tribunal federal, máxime cuando, además de los delitos de índole común a los que aluden sus integrantes, y de las infracciones a la ley 25.891 de competencia federal, existirían otros de orden migratorio, que deben ventilarse ante ese fuero de excepción.


    Imputado: R. P., Milagros y otros s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69726/2019/TO1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 589/2020/CS1, “A., Fabián Alejandro y otros s/ Asociación ilícita”.


    P., Andrés Darío y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1881/2020/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Licencia de conducir. Emisión de títulos. Cédula verde. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    La presente no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del Decreto-Ley 1285/58, pues tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D., Azul Reina y otros s / Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1580/2020/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Denegatoria del beneficio. AFIP. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.   No se advierte en el caso que se encuentren tales exigencias satisfechas, pues de las escasísimas constancias agregadas al incidente no es posible establecer con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance de los hechos y las concretas circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido, lo que resulta imprescindible a fin de discernir aquellos aspectos para sustentar la declinatoria, en la que por otra parte, ni siquiera se observa una mínima descripción de acontecimientos perfectamente definidos que permitiera ensayar una hipótesis delictiva concreta.   La denuncia y su ratificación no se presentan suficientemente concluyentes a los fines señalados, sino que por el contrario sus términos se tornan imprecisos y vagos respecto de las imputaciones que allí se realizan de modo genérico e indeterminado.  Esas deficiencias impiden resolver la cuestión mediante la aplicación del criterio establecido por el Tribunal en Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867, máxime cuando tampoco se aprecia en autos que se hubiera realizado alguna medida tendiente a constatar la realidad de los hechos.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., Ángel Eusebio – Imputado Administración Nacional de la Seguridad Social y otro s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56380/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Beneficios sociales. AFIP. Datos personales. Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Las escasísimas constancias agregadas al incidente impiden establecer –con el grado de certeza que esta etapa exige– las verdaderas circunstancias en que habrían ocurrido los episodios para calificarlos en alguna conducta penal concreta, lo que resulta imprescindible para sustentar la declinatoria en orden a la materia, sin que se aprecie en ella que se hubiera realizado una mínima descripción de acontecimientos definidos en cuando al modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido.  No obstante, en el marco de los hechos denunciados, se habrían ingresado ante la AFIP datos erróneos o falsos, lo que –más allá de las razones por las cuales sucedieron– impide descartar que se hubiera generado algún perjuicio en el normal funcionamiento de ese organismo nacional o de sus empleados. Esas circunstancias hacen surtir la jurisdicción de excepción.


    Incidente N° 1 – Denunciante: A., Analía Adriana. Denunciado: M., Mirna Adriana s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5517/2020/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Bienes inmuebes. Terrenos. Usurpación. Circulación aérea. Competencia federal. 


    No obstante la incertidumbre que los escasos antecedentes remitidos exhiben en torno a la titularidad del inmueble afectado, los hechos aquí en disputa y los denunciados por las autoridades del aeródromo estarían circunscriptos a un mismo conflicto motivado en denuncias recíprocas, cuyos efectos, atento que en el predio se encuentran pistas de aterrizaje, no permiten descartar una afectación directa a la navegación aérea.


    Incidente N° 1 – Denunciante: B., Rosanna Lía. Denunciado: I., Tomás y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9354/2019/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Calificación legal. Economía procesal. Nombramiento. Lavado de activos. Competencia federal. Administración fraudulenta. Obras sociales. Firma falsa. Abuso de autoridad. Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Amenazas. Competencia provincial. 


    Si bien las cuestiones de competencia exigen para su correcta promoción que los magistrados que en ella intervienen establezcan la calificación que prima facie pudiera corresponder a los sucesos, lo que no se observa en la declinatoria, razones de economía procesal, que a mi juicio concurren en el caso, aconsejan dejar de lado esta exigencia cuando existen en la causa elementos de juicio que resultan suficientes para el discernimiento de la competencia.   Ha sostenido el Máximo Tribunal, a través de numerosos precedentes, que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal; y que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Al respecto, la Corte tiene resuelto que es función específica del fuero federal prestar resguardo y tutela a las instituciones nacionales y juzgar la validez de los actos de sus funcionarios.  Por aplicación de esos principios, las observaciones realizadas en el requerimiento fiscal de instrucción con relación a la omisión de la expedición de certificados de autoridades de FEIA que había sido solicitada al Ministerio de Trabajo y luego a la Superintendencia de Servicios de Salud, y la posterior intimación a OSPIA por el organismo nacional para que la asociación gremial presentase la copia del certificado de autoridades gremiales, y que su imposible cumplimiento habría justificado la designación del administrador provisorio, habilitan la jurisdicción de la justicia de excepción con competencia en el territorio de la ciudad, donde los hechos se han llevado a cabo.   Asimismo, atento que luego de la designación del administrador provisorio los denunciantes le atribuyen al secretario general su posible participación en operaciones para dar apariencia de licitud a fondos obtenidos de manera ilegal que podrían haber tenido lugar en la ciudad tucumana de Concepción, lo que podría lesionar de manera autónoma los bienes jurídicos que protege el artículo 303 del Código Penal, el Juzgado Federal de Tucumán deberá profundizar la pesquisa en relación con la supuesta comisión del delito de lavado de activos, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.  Por lo demás, la Corte tiene resuelto que no corresponde a la jurisdicción federal conocer acerca de la administración fraudulenta de una obra social, pues los fondos que le son remitidos por la Nación quedan incorporados a su patrimonio, motivo por el cual la damnificada directa por la conducta denunciada resulta ser la misma obra social y no el Estado nacional. Además, es también doctrina de la Corte que conforme a las previsiones de la ley 23.660 las obras sociales son patrimonio de los trabajadores que las componen, y poseen individualidad jurídica, financiera y administrativa.  Del mismo modo, en cuanto a la supuesta maniobra fraudulenta consistente en la falsificación de la firma de la denunciante en un formulario de traspaso a la obra social de Yacimientos Carboníferos, y en los documentos de autorización de OSPIA respecto a su tratamiento médico, como así también del presunto delito de abuso de autoridad denunciado, y la posible violación a la medida restrictiva denunciada, no se aprecia que los hechos objeto de juzgamiento hayan afectado el normal desenvolvimiento de las funciones de órganos nacionales, ni se presentan elementos que hagan presumir que los hechos hayan puesto en peligro intereses pecuniarios nacionales, sin que tampoco se aprecien por el momento otras circunstancias que motiven la intervención de la jurisdicción federal, condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.  Por esas razones, el juzgado provincial es quien resulta materialmente competente para conocer de aquellos sucesos denunciados en esta causa, como así también respecto a la presunta administración fraudulenta de la obra social, al supuesto enriquecimiento ilícito atribuido al administrador provisorio, y el posible delito de amenazas.


    Incidente N° 2 – Denunciante: Q., Verónica Cecilia y otro. Denunciado: Taricco, Sandro y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 21500/2018/2/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la jurisdicción federal es de naturaleza excepcional y restrictiva.  No obstante, no puede pasarse por alto que también es doctrina del Tribunal que, para el correcto planteamiento de una cuestión de incompetencia, la resolución que la declara debe encontrarse precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los que concretamente versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, desde que sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Esas exigencias no se encuentran satisfechas en el caso, pues en el incidente se observa una ausencia absoluta de elementos que permitan dilucidar el verdadero alcance de los episodios y su real naturaleza, lo que impide establecer una correcta significación jurídica sobre cuya base sustentar la competencia material de la causa.  Ello se ve corroborado en la propia declinatoria, donde se omite la realización de un concreto encuadre jurídico que sustente la incompetencia con respaldo en los antecedentes de la causa. Por el contrario, la resolución se limita a señalar que no surgirían de la denuncia delitos federales, sin que conste que se hubieran realizado al menos las necesarias medidas de investigación tendientes a delimitar, principalmente, el concreto objeto procesal de la causa.  En efecto, no surge siquiera en el legajo que se hubieran requerido informes al organismo nacional que realizó la inspección a partir de la cual se advirtieron irregularidades, las que, por otra parte, no constan aún especificadas.  A ello cabe agregar que, pese a tales deficiencias, tampoco se aprecia que se hubiera escuchado en declaración al denunciante, máxime cuando éste mismo señaló que al momento de ratificar su denuncia se explayaría sobre las anomalías advertidas por la autoridad de contralor.  Por esas razones, tampoco es posible resolver la cuestión mediante la aplicación de la doctrina de Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867.  En definitiva, corresponde al juzgado federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión, continuar con la investigación y resolver, luego, con arreglo a lo que de ella surja.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., Adrián Sergio y otro. Denunciado: F. Hugo y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4179/2021/1/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Calumnias. Injurias. Redes sociales. Competencia provincial. 


    Ha sostenido el Tribunal que corresponde entender en la querella por injurias, al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información injuriante.   Asimismo, es doctrina de la Corte que los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas.  Al respecto, cabe observar que si bien las expresiones se reprodujeron en medios gráficos radicados en esta ciudad Capital, en atención a que aquellas se habrían efectuado primariamente desde el domicilio de la imputada a través de sus cuentas de Twitter y Facebook, lo que posibilitó el desarrollo instantáneo en diferentes jurisdicciones, corresponde al magistrado provincial entender en las presentes actuaciones.


    Incidente N° 1 - Querellante: D. C. de J. M., Cesar Santos. Querellado: W., Clara Ermelinda s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37579/2020/TO2/1/CS2, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces federales. Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Al haberse suscitado esta contienda entre dos magistrados federales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley n° 1.285/58 y 44 del Código Procesal Penal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende el que conoció primero.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 36622/2019/1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7) del Decreto- ley n° 1285/58, la presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por la alzada del tribunal que intervino primero; que en el caso resulta la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal.


    Incidente N° 1. Denunciante: C., Antonio Rafael y otro. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19280/2018/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cédula verde. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal el conocimiento de la falsificación de la cédula de un automotor por tratarse de un documento de carácter nacional.


    Incidente N° 1 – Damnificado: M., Melina Daniela s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21788/2020/1/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia federal el conocimiento de la falsificación de la cédula de un automotor por tratarse de un documento de carácter nacional.


    O. L., Luca c/ M., Horacio Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1571/2021/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Certificado único de inspección técnica vehicular. Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp.  CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de la oblea de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B., Fernando Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2435/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp.  CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de la oblea de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V., Fabio Oscar, s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2383/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp.  CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de la oblea de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V., Ramón Donato s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2464/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de la oblea de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B., Horacio Ramón s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2438/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme surge de los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de la oblea de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo que el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    D. M., Carlos Enrique s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2434/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B., Roberto Andrés s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2162/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    D. B., Alejandro Martín s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2394/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    D., Renzo Gustavo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2248/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    G., Julio César s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2247/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    G., Martín Sebastián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2324/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    G., Milton Andrés s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2326/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    L. D., Cleto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2231/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    N. S., Ángelo Arturo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2323/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    P. R., Jhon Bryan s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2348/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    P., Alejandro Javier s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2185/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    P., Ángel Ramón s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1590/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    P., Fabián Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2422/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    P., Horacio Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2497/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Alcides Omar s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2233/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Cristian Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2446/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Daniel Roberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2405/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Jorge Enrique s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2445/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V. G., Jorge Fabián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2372/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V., Diego Esteban s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2382/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Daniel Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2365/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Pablo Sebastián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2368/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    O., Marcos Eladio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2334/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Juan Manuel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2342/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Rubén Darío s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2388/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia.


    H., Jorge Daniel s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2026/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia.


    H., Juan Francisco s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2124/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia.


    H., Rocío s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2116/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia.


    I., Alberto s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2182/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia.


    P., Gerardo David s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2050/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia.


    S., Marcelo Adolfo s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2333/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de la provincia.


    V., Denis Gabriel s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2322/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de las provincias.


    T., Raúl s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2332/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia de las provincias.


    U. M., Elvis Luis s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2329/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    De acuerdo a lo establecido en los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal, en tanto la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia de la provincia.


    R., Ángel Ramón s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2335/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia en lo penal económico. 


    Teniendo en cuenta que se trata de cheques de pago diferido, sus causales de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia de instrucción y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley n° 24.452.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Christian Alejandro y otro Imputado: C., Fernando Martín s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40563/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Teniendo en cuenta que se trata de cheques de pago diferido, sus causales de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia de instrucción y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juzgado en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Matías y otros. Imputado: P., Santiago s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55397/2019/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Teniendo en cuenta que se trata de un cheque de pago diferido, su causal de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia criminal y correccional y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6º de la Ley nº 24.452.


    Incidente N° 1 – Denunciante: A., Gastón Oscar N.N.: N.N. s/ Incidente d incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47443/2017/1/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Estafa. Domicilio del banco. Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    La Corte tiene resuelto que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Corresponde a la justicia nacional en lo penal económico, aunque no haya participado en la contienda, en tanto en esta ciudad se encuentran los bancos girados.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: W., Arturo Ignacio y otros. Imputado: B., Diego Gastón y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40799/2018/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Fraude. Competencia en lo penal económico. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 627/2018/1, “Incidente n° 1: N.N. y otros s/ Incidente de incompetencia”.


    No se encuentra controvertido por los jueces que participan de la contienda, que los mismos hechos serían objeto de investigación en ambas actuaciones. Por ello, resultan aplicables al caso las observaciones que han sido consideradas en el dictamen de la referencia.   A los efectos que la Corte estime que correspondan, la demora que se aprecia entre la recepción de la causa, su declinatoria, y luego la devolución de las actuaciones a la justicia ordinaria, sin que en el lapso de más de un año se observe actuación alguna que la justifique. Tal situación importa, un perjuicio a la buena administración de justicia que debe ser evitado.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., Néstor Omar y otros. Imputado: C., Miguel Enrique y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78389/2018/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Rechazo del cheque. Bancos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar denuncias referidas al recibimiento de cheques de pago diferido que al ser presentados al cobro fueron rechazados, es aquél con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    Incidente N° 1. Denunciante: P., Carlos Alberto. Denunciado: F C. S.R.L. s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1510/2019/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Teniendo en cuenta que se trata de cheques de pago diferido, sus causales de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia de instrucción y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juzgado en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 24.452.


    Incidente Nº 1 – Pretenso Querellante: B. M. S.A. Imputado: B., Gustavo s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 96436/2019/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Tratándose de cheques de pago diferido, su causal de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia nacional ordinaria y que no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 24.452, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Incidente n° 1 – Denunciante: D. M., Damián Javier. Denunciado: G., Luis Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40638/2019/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Tratándose de cheques de pago diferido, sus causales de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia de instrucción y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez provincial conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: I., Néstor Jesús y otro Imputado: B., Emilio Walter y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12296/2018/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia ordinaria. 


    Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar en casos en que se denuncian pagos mediante cheques de pago diferido que al ser presentados al cobro son rechazados por carecer las cuentas de fondos suficientes, es aquel con jurisdicción en el domicilio de banco girado.


    Incidente Nº 1 – Imputado: R. de A. S.A. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21063/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar denuncias referidas al recibimiento de cheques de pago diferido que al ser presentados al cobro son rechazados por carecer la cuenta de fondos suficientes,  es aquél con jurisdicción en el domicilio de los bancos girados.


    Incidente Nº 1 – Imputado: S., Pablo Miguel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33243/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Es criterio de la Corte que, en los supuestos de entrega de cheques de pago diferido de terceros, que al ser presentados al cobro fueron rechazados, el tribunal competente para investigar es aquel con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    Incidente Nº 1 – Denunciado: B., Gustavo Leonardo s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1903/2018/1/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar supuestos como el que originó esta incidencia es aquél con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    Incidente N° 1 - Denunciado: C., Milton Javier s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1647/2019/1/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia en lo penal económico. 


    Teniendo en cuenta que se trata de cheques de pago diferido, su causal de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia criminal y correccional y que no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley n° 24452, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: A., Gonzalo Darío Imputado: K., Carlos Abraham s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25155/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia en lo penal económico. 


    Teniendo en cuenta que se trata de cheques de pago diferido, su causal de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia local y que no existen, hasta el momento, elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde al juez en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24452, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Unidad de orientación y denuncias N° 4 y otros. Imputado: G., Silvia Viviana y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37023/2017/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Teniendo en cuenta que se trata de cheques de pago diferido, sus causales de rechazo, que la estafa fue descartada por la justicia criminal y correccional, y que no existen elementos suficientes para modificar ese criterio, corresponde a la juez en lo penal económico conocer en esta investigación y evaluar si es aplicable al caso la figura penal subsidiaria prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: B., Abel Mariano y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40841/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Competencia de instrucción. 


    Acerca de la cuestión planteada, en tanto el juez en lo penal económico descartó la comisión de alguno de los delitos de su especialidad, corresponde al magistrado de instrucción continuar interviniendo en la causa, desde que cuenta con la competencia más amplia, y resolver eventualmente sobre la existencia de una maniobra delictiva.


    Incidente Nº 1 - querellante: O. B., Sandra- Imputado: L., Eduardo Horacio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25881/2019/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Bancos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar supuestos como el que originó esta incidencia es aquél con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    Incidente Nº 1. Imputado: S., Ariel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38789/2019/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cheque. Hurto. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto reiteradamente que la sustracción de cheques constituye un hecho distinto al uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos.   Sin embargo, no es posible para la Corte ejercer en este caso las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley n° 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos objeto de la presente controversia.  En caso de que la profundización de la pesquisa en ese sentido, pudiera eventualmente derivar en la individualización de los tenedores del documento, el magistrado de esta Capital deberá expedirse con relación a la posible participación de estos últimos en el robo, para dar cumplimiento a la doctrina de Fallos: 315:1617 y 318:182, entre otros.


    Incidente N° 2 - Querellante: C. S.A. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40248/2018/2/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Circunvención de incapaz o menor. Delito de peligro concreto. Administración fraudulenta. Administración de la sociedad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que la circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo, pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz, razón por la cual corresponde al juez del lugar donde se otorgó el instrumento conocer en esos casos. También tiene resuelto el Tribunal que a los fines de la competencia, el delito de administración fraudulenta se reputa cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    Incidente N° 1 – Denunciante: F., M. y otro. Imputado: F., F. N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66728/2019/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Coacción calificada. Competencia provincial. 


    En tanto de las constancias remitidas y de la relación de los hechos y antecedentes efectuada por la fiscalía en su requisitoria se desprende que la presencia de los imputados en el lugar se enmarcaría en un conflicto por la propiedad del inmueble, que habría originado la radicación de diferentes denuncias ante la justicia provincial, la motivación de los imputados, con respecto a la coacción presuntamente ejercida sobre los trabajadores y que son objeto de este proceso penal, no excedería de lo estrictamente particular y tampoco se advierte, en ese aspecto, la posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del estado nacional o alguna de sus instituciones.  Por lo demás, cabe consignar que el fiscal provincial reseña el trámite que siguieron las denuncias por los presuntos delitos de usurpación e infracción a la ley 24.051, sin que se advierta de qué manera la intrusión de personas que aquí se investiga puede asimilarse a la interrupción de un servicio público interjurisdiccional, como lo afirma el tribunal provincial en su declinatoria, sin apoyo alguno en constancias concretas del caso. El convenio al que refiere consiste en un acuerdo de colaboración celebrado entre el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y la Cámara Argentina de Industrias de Tratamiento para la Protección Ambiental con la finalidad de adecuar, en el marco de la emergencia sanitaria, el plan de contingencias como mecanismo para prevenir un eventual colapso de las capacidades de los tratadores de desechos clínicos provenientes de la atención médica. Con independencia de la relevancia que ello tendría para la definición de la competencia en el caso, no hay ningún fundamento en el legajo que permita postular que los hechos sobre los que versa esta controversia hubieran afectado el desenvolvimiento de tal plan de contingencias.


    B., Armando Alfredo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1913/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Coacción. Amenazas. Facebook. Redes sociales. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que el juez provincial no cuestiona la competencia local, sino que entiende que la materia contravencional corresponde a otro órgano provincial, es el Juzgado de Garantías del departamento judicial de Quilmes, el que debe continuar con la presente investigación, sin perjuicio de que si considera que debe intervenir otro órgano, se las remita de conformidad con las normas de derecho procesal local.


    N.N. s/ Infracción Artículo 149 bis -coacción-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2561/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    La presente contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, en tanto a pesar del tiempo transcurrido, no se han arrimado al legajo otros elementos de juicio, más allá de la propia denuncia.   En consecuencia, corresponde al juzgado provincial proseguir la investigación.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1771/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Planes sociales. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva.  En ese sentido, asiste razón al juez federal en cuanto a que las cuestiones ventiladas en la causa no perjudican directa y efectivamente a la Nación sino, contrariamente, a los intereses particulares de quienes cobraron el subsidio. Así surge de las propias manifestaciones de la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias, en relación con la presunta exigencia indebida del dinero percibido por los beneficiarios de los planes sociales. Además, resulta del informe agregado al expediente que el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación no ha realizado donaciones ni entregas de alimentos a la organización social, en atención a la vigencia del programa Tarjeta Social ejecutado por la provincia.


    R., Azucena del Carmen c/ Q., Silvia s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 919/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Comercialización de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia de armas. Competencia ordinaria. 


    En relación con el comercio de estupefacientes, cabe recordar que si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Si de la investigación realizada se infiere que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que estarían identificados los presuntos proveedores de esas sustancias, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca al respecto.  La infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda en este sentido.


    Incidente n° 23. Imputado: P., Leonardo Fabio s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27845/2018/23/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Acopio de municiones. Competencia federal. Portación ilegítima de armas. Competencia ordinaria. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.  Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  En relación con las armas incautadas en poder de los imputados, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.  El gran número de municiones halladas podría configurar el delito de acopio, de exclusiva competencia federal.


    Incidente N° 30. Imputado: R., Elvio Ramón y otros s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 10168/2016/30/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Apreciación de la prueba. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Teniendo en cuenta que los estupefacientes incautados no se encontraban fraccionados en dosis -tal como lo establece el artículo 2, inciso 1, de la Ley n° 26.052-, en el presente caso no puede afirmarse que estuvieran destinados a la venta para su consumo. Ello es así pues tampoco consta que se hubiera secuestrado algún otro elemento destinado a su fraccionamiento y distribución.


    M., Marcelo Gabriel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 964/2021/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero de excepción es prioritaria en la materia.  De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 26.052, debe declararse la competencia federal teniendo en cuenta que de la descripción de los hechos imputados no puede advertirse aún cuál era el fin último de las sustancias incautadas en la vía pública.


    Incidente n°1. Imputado: G., Brian Damián y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3148/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Si bien la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  En ese sentido, de la investigación hasta ahora realizada podría inferirse no solo que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, sino que también podría estar desarrollándose en distintas jurisdicciones territoriales.  Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley n° 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo al respecto, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.  Tales circunstancias también determinan, la conveniencia de que la investigación de la totalidad de la causa quede a cargo de la justicia nacional, atento la estrecha vinculación que presentan todos los hechos ventilados en ella.


    G. G., Edwin Santty s/ Infracción Ley N° 23.737 (Artículo 5 Inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1142/2020/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infracción ley 23.737”.


    Incidente N° 1. N.N.: Ministerio de Seguridad de la Nación s/ Incidente de incompetencia


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2532/2018/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Las hipótesis delictivas a considerar son tres. La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por el imputado en infracción al artículo 5, inciso c), de la ley 23.737.  Cabe recordar que tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando surge de la requisitoria fiscal que el imputado sería proveedor de sustancias prohibidas.  Por ello, debe ser la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia, la que continúe conociendo al respecto.  En relación con el delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la ley 23.737, de acuerdo con lo establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, corresponde a la justicia local conocer en tal sentido.  Por último, en relación con la tercera hipótesis, relacionada con el arma incautada, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, también corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.


    Incidente N° 24. Imputado: A., Víctor Salvador y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 101729/2018/TO1/24/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Cuestión federal. Competencia federal. 


    En autos, las hipótesis delictivas a considerar son tres.  La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción a la ley 23.737. De acuerdo con lo que surge del requerimiento de elevación a juicio, el Ministerio Público Fiscal habría apoyado su imputación en una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, por lo que debe declararse la competencia de la justicia local para que conozca al respecto.  En relación con la segunda hipótesis delictiva, referida a las armas incautadas en poder de los imputados, no se puede dejar de advertir que presentaban su numeración registral erradicada.  En tal sentido cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.  Finalmente, no se puede dejar de advertir que en el marco de esta pesquisa se secuestraron en un vehículo en la vía pública estupefacientes y una gran cantidad de armas, muchas de ellas también con sus números de serie limados. En tales condiciones, independientemente de la calificación legal que en definitiva corresponda adoptar respecto de este suceso, también debe ser la justicia de excepción, que previno en el caso, la que profundice la investigación respecto de esta última hipótesis.


    Incidente N° 14. Imputado: B., Luis Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 101887/2019/TO1/14/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    De acuerdo con las constancias del incidente las hipótesis delictivas a considerar son tres.  Respecto de la primera de ellas, referida al comercio de estupefacientes, si bien la ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley n° 26.052, y teniendo en cuenta que estas actuaciones ya se encuentran en estado de juicio, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo al respecto.  En relación con la segunda hipótesis delictiva a considerar, referida a las armas incautadas, cabe poner de resalto que según se advierte del informe pericial agregado al incidente, el rifle hallado y el arma secuestrada tendrían su numeración registral erradicada. En este sentido, se ha de recordar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, esa infracción también se encuentra incluida entre aquellos delitos que debe investigar la justicia de excepción, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.  Por último, respecto del otro arma secuestrada es oportuno resaltar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda en tal sentido.


    Incidente N° 1. Imputado: S., Ariel s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27134/2019/TO1/19/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Armas. Competencia provincial. 


    En autos, las hipótesis delictivas a considerar son cinco.  La primera de ellas se refiere a la infracción al artículo 5, inciso c), de la ley 23.737. De acuerdo con lo que surge de la resolución de la Sala II de la Cámara Federal, puede inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al menudeo.  Por ello, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en ese sentido.  Respecto de la segunda hipótesis, relacionada con las armas incautadas, no se puede dejar de advertir que presentaban su numeración registral erradicada.  A ese respecto, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.  A su vez, en relación con el tercer supuesto en estudio, referido a otras armas halladas, surge que también una de ellas poseía su numeración registral suprimida. Por ello, la justicia federal también deberá continuar con la investigación respecto de estos hechos.  La cuarta hipótesis se vincula con el delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la ley 23.737. En este sentido, de acuerdo con lo establecido por la Corte, corresponde declarar la competencia de la justicia local.  Finalmente, en relación con la última hipótesis delictiva, relacionada con las armas incautadas, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, corresponde a la justicia local continuar conociendo al respecto.


    Incidente N° 33. Imputado: M., Ramona Angélica y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 68490/2019/33/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º , del decreto-ley 1285/58.  A su vez, tiene establecido que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 600/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del Decreto-Ley n° 1285/58.  A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en estos actuados.


    H., Carlos Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1882/2020/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    No es posible resolver sobre el fondo de la cuestión, pues las piezas del incidente no satisfacen el criterio de la Corte según el cual resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Braian Daniel s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 968/2020/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052).  Por ello, si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, ni se ha dilucidado cuál era el fin último de su transporte, la cantidad de sustancias secuestradas y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en este hecho.  Por otra parte, respecto del arma incautada en poder del prevenido, teniendo en cuenta las circunstancias en las que se produjo su detención no puede descartarse, por el momento, que el arma no estuviera íntimamente vinculada con la tenencia de los estupefacientes y su posible comercio, al que cabe presumir se intentaba proteger de ese modo.


    A., Leonardo Maximiliano y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1896/2020/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Por imperio de los artículos 3 y 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo respecto de la infracción a la ley 23.737, atento que su intervención es prioritaria en la materia.   Al no surgir con la claridad que esta etapa procesal requiere, cuál era el fin último de las sustancias incautadas, a lo que debe sumarse el estado avanzado en que se encuentra el proceso, cuyo inicio y desarrollo se produjo en esa sede, dicha solución resulta ser la más favorece en el caso el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.  De luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.  Corresponde a la justicia de excepción conocer respecto de la portación y la tenencia de las armas secuestradas, y de la supresión de la numeración de una de ellas o su posible encubrimiento.


    Incidente n° 9. Imputado: W., Weilong y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 357/2020/TO1/9/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal). Excusación por pleito pendiente. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde devolver la causa a la justicia local, a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre el recurso interpuesto y, posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    Incidente N° 1. Imputado: B., Maximiliano y otros s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 2899/2021/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Tenencia de estupefacientes. Competencia provincial. 


    En cuanto al delito de comercio de estupefacientes, no se presenta en el caso una cuestión de competencia que corresponda a la Corte resolver, en tanto la resolución adoptada es de las que cierra definitivamente la causa.  Por otra parte, respecto al delito de tenencia simple de estupefacientes, corresponde declarar la competencia de la justicia local de acuerdo a lo establecido en el artículo 34, inciso 4, de la Ley n° 23.737, según Ley n° 26.052.


    Incidente N° 5. Imputado: O., Maximiliano Hernán y otro s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 16108/2017/5/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia provincial. Tenencia ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Las hipótesis delictivas a considerar son tres.  La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción al artículo 5, inciso c) de la Ley n° 23.737. De acuerdo con lo que surge del requerimiento de elevación a juicio, el Ministerio Público Fiscal habría apoyado su imputación en una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, por lo que se considera que debe declararse la competencia de la justicia local para que conozca al respecto.  Respecto del delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la Ley n° 23.737, de acuerdo a lo establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, también corresponde a la justicia local conocer en sentido.  Por último, en relación con la tercera hipótesis, relacionada con las armas incautadas en poder de los prevenidos, no se puede dejar de advertir que presentaban su numeración registral erradicada.  En tal sentido cabe destacar que luego de la reforma introducida por la Ley n° 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.  Por tal motivo, la justicia federal debe continuar con la investigación a ese respecto.


    Incidente N° 28. Imputado: V., Patricia Elizabeth y otros 21 s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 128762/2018/TO1/28/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    La primera de las hipótesis delictivas a considerar se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción al artículo 5, inciso c), de la ley 23.737. De acuerdo con lo que surge del requerimiento de elevación a juicio, el Ministerio Público Fiscal habría apoyado su imputación en una base fáctica referida al último eslabón de la cadena de comercialización, por lo que debe declararse la competencia de la justicia local para que conozca al respecto.  Respecto del delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la ley 23.737, de acuerdo con lo establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, también corresponde a la justicia local conocer en tal sentido.  Por último, en relación con la tercera hipótesis, relacionada con las armas incautadas en poder de los prevenidos, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, también corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.


    Incidente N° 39. Imputado: A. L., Aron Marios y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 180353/2018/TO1/39/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 130, L. XLII, “Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737”


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Lo dispuesto en el artículo 3 responde a ese principio, en tanto la aplicación de las reglas de acumulación por conexidad, están dirigidas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal.  Sin embargo, en el presente conflicto la acumulación de ambos procesos no resulta posible en tanto habría cesado la vinculación que existía entre ellos.  En consecuencia, toda vez que la actividad desplegada por los imputados en infracción a la ley 23.737 sería la tenencia de sustancias prohibidas con fines de comercialización al menudeo, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.  La infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, también corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.


    Incidente N°1. Imputado: M., Sergio Fabián y otro s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 127262/2018/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 183781/2018/2/CS1,  “Incidente n° 2 – Imputado: G., Gustavo Javier s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente N° 2 – Imputado: R., Hugo Daniel s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 8069/2019/2/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 40799/2018/1/CS1, “B., Diego Gastón y otros s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente Nº 2. Denunciante: Juzgado de Garantías N° 8 Cañuelas del departamento judicial de La Plata C. 2766/2018. Imputado: B., Diego Gastón y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40799/2018/2/CS2, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Más allá del incipiente estado de la investigación, no se encuentra controvertido por los jueces que participan en esta contienda que el denunciado es el representante del gobierno nacional en el directorio de la Corporación del Mercado Central de Buenos Aires.  Habida cuenta, entonces, de la inequívoca relación existente entre los hechos investigados y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de carácter federal que el imputado cumpliría al momento de los sucesos, resulta evidente que el delito presuntamente cometido es de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48.


    L., Nahuel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1661/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 18378/2018/2/CS1, “Incidente n° 2 – Imputado: G., Gustavo Javier s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente N° 3 – Imputado: G., Oscar Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 84357/2019/3/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 183781/2018/2/CS1, “Incidente n° 2 – Imputado: G., Gustavo Javier s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente N° 2 – Imputado: B. P., Michael Mark s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 85094/2019/2/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 183781/2018/2/CS1, “Incidente n° 2 – Imputado: G., Gustavo Javier s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente N° 2 – Imputado: N., Leonel s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FSM-Justicia Federal de San Martín, 89295/2019/2/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    Incidente N° 1 - Denunciante: D. V., Christian Alberto. Imputado: A., Matías Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26622/2020/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    Incidente N°1 - Denunciante: D. T., Gabriela y ot ros. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34200/2020/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 225/2018/CS1, “Di Paola, Miguel Ángel y otro s/ Homicidio culposo”.


    Incidente N° 1 – Imputado: C., Antonela s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 14852/2020/2/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia CCC 14141/2018/ 1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción Ley 22.632 (art . 31 inc. b) ”.


    Incidente N° 1 - Denunciante: Z., Pablo Leonel N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4053/2021/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1435/2019/CS1 “N.N. s/ Artículo 54- según Ley 566 y modif. Denunciante: María Eugenia Camino”.


    N.N. / Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1452/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Resulta aplicable el criterio establecido por la Corte en Fallos: 338:1517.


    Incidente N° 1 – solicitante: P., Marcelo Nicolás y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22656/2021/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático Art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente N° 1 – Damnificado: V., María Del Carmen


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38591/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    Incidente Nº 24 – Imputado: Z., Claudio Alberto y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8384/2016/24/CS2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, “N.N. s/ Incidente de competencia. Querellante: Coronel, Augusto Ricardo y otro”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., Augusto Ricardo s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12410/2020/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia. Querellante: C., Augusto Ricardo y otro”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., Augusto Ricardo y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4244/2021/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 30083/2018/1/CS1, “N.N. s/ Incidente de incompetencia. Querellante: C., Augusto Ricardo y otro”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., Augusto Ricardo y otros. - N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22625/2020/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1 “N.N. s/ Violación sist. informático art . 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente Nº 1 – Pretenso Querellante: L., Eduardo Mario y otro. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8793/2020/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 29113/2019/1/CS1, “N.N. s/ Estafa e infracción ley 22.362 (art. 31 inc. b)”.


    Incidente N° 2 - Damnificado: L., Martín Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30017/2020/2/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    Incidente N° 1 - Imputado: B., Roxana María s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 1608/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Consumación del delito. Competencia provincial. 


    En virtud de lo que se desprende de las constancias de la causa, especialmente del peritaje médico forense, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.   En ese sentido, y dado que las manifestaciones de los familiares del occiso no se encuentran controvertidas por los restantes elementos de la causa, en el sentido de que si bien el fallecimiento de la víctima ocurrió en un nosocomio de esta ciudad, el suceso que lo desencadenó habría ocurrido en las instalaciones de la clínica psiquiátrica sita en la localidad bonaerense, ámbito en el que recibió los primeros auxilios, y desde donde luego se dispuso su traslado a esta ciudad, corresponde al juzgado provincial conocer en el caso.


    Incidente N° 1 - Damnificado: M. B., Raúl Enrique NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15301/2020/1/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P., Mirta Cecilia s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1491/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Artículo 205)”.


    D. G., Gabriel Darío y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1757/2020/31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    No media en el caso, en sentido estricto, un conflicto de competencia ya que la Corte tiene dicho que para la correcta traba de una contienda resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión.  El tribunal provincial resolvió su incompetencia para conocer en el caso y elevó directamente el expediente al Tribunal, sin dar oportunidad al juez federal de insistir en su postura.   A su vez, la digitalización incompleta de la declinatoria del juez federal, hace imposible resolver sobre el fondo, pues las piezas del incidente no satisfacen el criterio del Tribunal en Fallos: 308:275; 315:312 y 323:171, entre muchos otros.


    B., Néstor José s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1285/2021/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. , Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: A., José Enrique s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 2616/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. , Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: M., Julio César y otro s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 2617/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    B., Carlos Leandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 773/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    B., Manuel Miguel y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1037/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    D., Nadia y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 823/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 - Imputado: F. F., Joan Manuel s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 6111/2021/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente Nº 1 - Imputado: B., Adriana Gisela y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1478/2021/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1035/2021/1035, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: L., Diego


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 899/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 977/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Artículo 205)”.


    F., Carlos Ramón y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1741/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Artículo 205)”.


    M., Esteban Ismael s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1284/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Artículo 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1497/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Artículo 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1740/2021/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 - Imputado: M., Oscar Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1139/2020/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 - Imputado: B., Lucas s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4725/2020/1/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente Nº 1 - Imputado: P., Eduardo Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1143/2020/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    T.., Rodrigo Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1813/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    A., Nicolás y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 824/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    D. R., Richard Emanuel y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 390/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 2. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 1058/2021/2/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1,“P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    L., Maximiliano y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2387/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Imputado: F., Horacio Roberto s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13601/2020/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: L., Agostina Rocío y otros s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3918/2021/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente Nº 1 - Imputado: M., Eduardo y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 733/2021/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1921/2021/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia".


    Propietarios del domicilio, Monteagudo 1XXX - San Miguel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2672/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación pandemia (Art. 205)”.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1758/2020/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente Nº 1 - Imputado: L., Ignacio Manuel Enrique s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4932/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente Nº 1 - Imputado: V., Maximiliano Agustín s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 4671/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente Nº 2 - Solicitante: H., Aurora Cordero. Imputado: V., Santiago y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2189/2021/2/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.


    V., Maximiliano Raúl y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2346/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa FSM 66998/2017/1/CS1, “N.N. s/ Lesiones leves y amenazas. Denunciante: Becerra Aguirre, Carlos Alexis”.


    Incidente N° 1 – Imputado: O., Gonzalo Ezequiel y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 17868/2020/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Compraventa. Depósito de sumas de dinero. Redes sociales. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, en el que más allá de su defectuosa digitalización, lo que imposibilita en ocasiones su lectura, no se ha indagado sobre la titularidad del usuario de la red social que publicó a la venta el aparato ni del lugar desde el que accedió a internet, así como tampoco se ha investigado respecto del destino final del dinero, teniendo en cuenta lo observado por la fiscalía provincial, en cuanto al ingreso y la posterior transferencia de los fondos a una tercera cuenta bancaria.  En tales condiciones corresponde a la justicia de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: División Investigación de Delitos Tecnológicas Policía Federal Argentina Sumario N° 364/2020 y otro N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21834/2020/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Redes sociales. Depósito de sumas de dinero. Internet. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.   En esta inteligencia, más allá de que el envío del dinero fue efectuado desde esta ciudad, tanto la sucursal de la empresa en la que fue retirado el dinero como el lugar desde el que se accedió a internet para lograr el engaño a la víctima se encuentran en territorio provincial, razón por la cual corresponde declarar la competencia del juez bonaerense, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa. Sin perjuicio de recordar que si su titular entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas de derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena al Tribunal.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: A., Patricia Mariana. Imputado: A. R. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60663/2019/1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los antecedentes no resultan suficientes como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues no se cuenta con elementos de prueba que permitan individualizar con razonable certidumbre los hechos de la causa y, consecuentemente, determinar su significación penal y encuadre legal para discernir luego el tribunal al que corresponde investigarlos.   Saber hacia dónde fue girado el dinero, así como quién es titular de la cuenta de Mercado Pago en la que fue depositado, son circunstancias importantes para determinar cuál es la sede que se encuentra en mejores condiciones de proseguir la investigación y dirimir el conflicto con base en ello.  Corresponde al juzgado nacional, que previno y a cuya sede acudió la denunciante en procura de sus derechos, incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente N° 1 Denunciante: S., Carolina Daniela – N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18814/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Homicidio calificado. Tráfico de estupefacientes. Competencia provincial. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.  En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque medie entre ellos una relación de conexidad.  En consecuencia, en atención a que la infracción al artículo 80 del Código Penal es un delito de naturaleza local, y que el presunto “móvil delictual” no alcanza para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215, a lo que debe sumarse que tampoco se vislumbra que los homicidios se hayan producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender a su respecto.


    Incidente N° 18. Imputado: C. A., Genaro y otros s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 26736/2018/TO1/18/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Condiciones de detención. Servicio penitenciario provincial. Funcionarios públicos provinciales. Cuestión no federal. Competencia provincial. 


    Toda vez que los hechos objeto de la contienda habrían ocurrido dentro de un establecimiento penitenciario bonaerense, por parte de funcionarios del mismo carácter, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción y proseguir la investigación.


    Incidente N° 1 – Denunciante: D., Edgar Ariel L. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1279/2020/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Conexión clandestina de electricidad. Servicio público. Competencia ordinaria. 


    Si no se ha interrumpido el suministro de energía ni se ha afectado el servicio público interjurisdiccional de electricidad, en los términos de la doctrina de la Corte de Fallos: 328:880 y Comp. 750, L. XLIV, “Stelmak, Giuliano s/ Den. interrup. en vías de comunicación”, corresponde a la justicia nacional ordinaria continuar el trámite de la causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Z., Mirta Ramona – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27188/2020/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Contravenciones. Pelea. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que el juez provincial no cuestiona la competencia local, sino que entiende que la materia contravencional corresponde a otro órgano provincial, es el Juzgado de Garantías del departamento judicial de Lomas de Zamora, el que debe continuar con la presente investigación, sin perjuicio de que si considera que debe intervenir otro órgano, se las remita de conformidad con las normas de derecho procesal local.


    M., Romina Alicia s/ Pelear, tomar parte en una agresión en lugar público o de acceso público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2305/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Convenios con los municipios. Concurso de delitos. Delitos contra la Administración Pública. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CFP 16728/2016/1/CS1 "Nivello, Germán Andrés s/ Abuso de autoridad, violación de deberes de funcionario público, malversación de caudales públicos dte: Revelli, María Claudia Ángela y otro".


    Tiene resuelto la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal, de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    Incidente N° 3 – N.N.: N.N. / Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27233/2018/3/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Obra de infraestructura. Delitos contra la Administración Pública. Competencia federal. 


    Desde el punto de vista formal, no se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión.   Más allá de las calificaciones legales que en definitiva quepa asignarles a los hechos, en la medida en que se habría denunciado la participación de funcionarios nacionales, así como el posible perjuicio al patrimonio de la Nación, corresponde mantener la competencia de la justicia federal, que deberá profundizar la investigación respecto a los hechos a partir de los elementos recabados en los informes agregados, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    D., Nicolás José y otros/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 85091/2019/8/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    Incidente Nº 1 - Denunciante: Q., Luis Eduardo Aureliano N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 71503/2019/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    La contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta.


    Incidente Nº 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 16003/2020/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    La cuestión se ha tornado abstracta.


    Incidente Nº 3 – Denunciante: S., Sergio y otros – Imputado: M. A., Kleyver y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2971/2021/3/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    La presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta.


    I., Leonel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 368/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cultivo de estupefacientes. Tenencia de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    En atención a las particularidades del caso en relación con la cantidad y la infraestructura montada para el cultivo de los estupefacientes, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la Competencia nº 392 L. XLIX “Aguirre, Pablo Alberto s/ Siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”.   También corresponde a la justicia de excepción conocer respecto de la tenencia de las armas secuestradas, y de la posible supresión de la numeración de dos de ellas, dado que luego de la reforma introducida por la Ley nº 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5, del Código Penal, se encuentra incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


    Incidente N° 1 – Imputado: P., Víctor Hugo y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 932/2020/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Daño calificado. Servicio Penitenciario Federal. Personas privadas de la libertad. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    En las presentes actuaciones se plantea, un conflicto entre un tribunal federal y otro provincial, y respecto de hechos cometidos por detenidos en un establecimiento del Servicio Penitenciario Federal radicado fuera de los límites de esta capital, que exigen ser analizados a la luz de la tradicional jurisprudencia que para estos supuestos ha trazado el Tribunal.  En este sentido, en lo que respecta a los hechos objeto de contienda, cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  Tales extremos, concurren en el sub júdice, según puede apreciarse de las circunstancias en que se desenvolvieron los acontecimientos. Por ello, y toda vez que los daños materiales causados sobre los bienes del establecimiento federal también justifican la intervención de esa jurisdicción, de acuerdo con el criterio seguido en Fallos: 327:861, compete al Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional provincial proseguir con el trámite de la causa.


    Incidente N° 3 – Querellante: A., Walter – Imputado: R., Dilan y otro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 15951/2018/3/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    En lo que respecta a los hechos objeto de contienda, cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  Toda vez que de los elementos agregados al expediente surge que si bien la conducta atribuida al imputado no habría afectado la prestación del servicio penitenciario, sí provocó daños materiales sobre bienes del establecimiento federal, de acuerdo con el criterio seguido en Fallos: 327:861, compete a la justicia de excepción su conocimiento.


    Incidente N° 2 – Imputado: G., Gustavo Javier s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 183781/2018/2/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Daño simple. Establecimientos penitenciarios. Competencia federal. 


    En lo que respecta a los hechos objeto de contienda, cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  De acuerdo con ese criterio, no puede descartarse que los hechos de autos hayan afectado la normal prestación del servicio de vigilancia y guarda que le cabe a la unidad residencial, en la medida en que el correcto funcionamiento de la cámara de video instalada en la celda del imputado resultaba necesario para el mantenimiento de su seguridad dentro del programa de protección al que se encuentra adherido, más allá, por cierto, del daño material que habría provocado a un bien del establecimiento federal y del gasto que su reposición insumió para el Estado nacional. A su vez, de los elementos remitidos se advierte también que el daño acaecido formaría parte de una conducta habitual del detenido, quien habría llegado a quemar hasta dos cámaras en un mismo día, y que por sucesos similares tramitan otras causas iniciadas con posterioridad a la presente en la misma jurisdicción federal bonaerense.  Por lo tanto, y dado el avanzado estado en que se encuentra esta causa en sede federal, con la investigación concluida, citadas las partes a juicio y ofrecidas las pruebas, sumado a que se encontraría pendiente de celebración un acuerdo conciliatorio con el imputado, en el marco de las disposiciones del Código Procesal Penal Federal de la Nación implementadas por la Comisión Bicameral de Monitoreo, corresponde a esa jurisdicción completar el trámite de estas actuaciones.


    Incidente N° 2 – Imputado: P. C., Ibar s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 150679/2018/2/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Daño. Amenazas. Telefonía celular. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia de instrucción. 


    En función de las calificaciones de las conductas efectuadas por los magistrados intervinientes y la forma en que prima facie se desarrollaron los hechos, no se verifican las circunstancias excepcionales que habilitarían la intervención del fuero federal.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: C., Juan Paulo N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7547/2020/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Decomiso. Arma de fuego. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Sustracción de arma de fuego. Secuestro de arma de fuego.


    El pedido de secuestro del arma motivo de la declinatoria ya no se encontraría vigente al momento de su incautación, pues la pistola habría sido decomisada por la justicia bonaerense y entregada al Servicio Penitenciario provincial siete años antes de su hallazgo, sin que se haya podido establecer aún que la aparición del arma en ese contexto sea el resultado de una sustracción u otra conducta delictiva previa ni, por ende, puede afirmarse hipótesis alguna para discernir la competencia territorial. Teniendo en cuenta que el secuestro de la pistola se produjo en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional, que previno, profundizar la investigación de la posible sustracción del arma, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    Incidente Nº 4 - Imputado: B., Ramón Luis s/ Incidente de Incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52219/2017/4/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Defraudación informática. Cuentas bancarias. Tarjeta de débito. Economía procesal. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.  En esta inteligencia, más allá de que la cuenta bancaria a la que se transfirieron los fondos se encuentra en Capital Federal, corresponde declarar la competencia de la juez de garantías, pues en su ámbito territorial se encuentra la cuenta de origen, lugar en el que habrían obtenido los datos de la tarjeta de débito de la víctima y donde se llevaron a cabo las extracciones y el giro del dinero mediante un cajero automático.


    N. N. s/ Defraudación informática – N., Sandra Beatríz (Denunciante)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2834/2019/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Consorcio de propietarios. Competencia ordinaria. 


    De las constancias de la causa, no se puede descartar que los hechos objeto de esta investigación integren actos en fraude cometidos contra el consorcio de propietarios por parte de quien habría ejercido la administración y disposición de sus bienes, circunstancia que da sustento a la hipótesis de la comisión del delito de administración fraudulenta, por lo que corresponde que continúe interviniendo en la causa el magistrado de competencia ordinaria.


    Incidente Nº 1 – Querellante: S., Marcela Viviana y otro Imputado: G., Alejandro Sebastián s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58213/2018/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Bienes nacionales. Servicio Penitenciario Federal. Proveedor. Compraventa de mercaderías. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las escasas constancias remitidas y la ausencia de mínimas diligencias en torno a la posible afectación a las rentas de la Nación que postula el declinante, cuando además el servicio de proveeduría sería brindado por una empresa privada, impiden, al menos de momento, formar acabado criterio acerca del hecho denunciado y su significación penal, y de tal suerte asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia.   Corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, incorporar los elementos de juicio necesarios para darle precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N°1: Denunciante: G., Alejandro. Imputado: Servicio Penitenciario Federal s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 86633/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Siendo que se denuncia que en dos oportunidades se ha comprado prendas de vestir sin recibir la mercadería, y que tramita una causa ante los tribunales de Dolores en la que se investiga a los mismos imputados por hechos de similares características, corresponde al juzgado de garantías continuar interviniendo en las presentes actuaciones.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: L. G., María Martina y otro. Imputado: S., Martiniano y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54481/2020/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Domicilio del imputado. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.  En esta inteligencia, más allá de que se procedió a la apertura de una cuenta bancaria en esta ciudad, donde además se encuentra la casa central de la entidad afectada, corresponde declarar la competencia del juez bonaerense, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentra la sucursal en la que se abrieron las restantes cuentas, donde se extrajo el dinero y se domicilian los imputados.


    Incidente Nº 1. Denunciante: L., Héctor Marcelo y otro imputado: G., Ángel Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1015/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. 


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, en tanto de las particularidades del caso se advierte que todos los hechos formarían parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente Nº 8 – Imputado: B., Florencia Agostina y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47342/2017/8/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Transferencia de saldo. Sucursales bancarias. Domicilio del imputado. Competencia nacional. 


    La causa iniciada con la denuncia de quien bajo la creencia de que estaba adquiriendo una cámara fotográfica publicada en un sitio de internet, efectuó el pago mediante un depósito bancario, pero el producto jamás le fue entregado, debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.  Toda vez que la sucursal a la que fue destinado el dinero se encuentra en esta ciudad, lugar desde el que se accedió a internet para ingresar a la cuenta ofertante del sitio de compraventa de artículos y donde se domiciliarían los imputados, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, pues es la que se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1702/2020/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Evasión fiscal. Retención indebida. Acumulación de procesos. Competencia en lo penal económico. 


    Las actuaciones agregadas al incidente, que remiten a la causa CFP 1236/2020, permiten apreciar que en la presentación del denunciante recibida por la justicia de excepción, y a cuyo respecto entiende en la actualidad el tribunal especial que es parte en este conflicto, concretamente se denunció que la actividad desplegada para cometer las evasiones fiscales, por los mismos imputados que aquí se investigan, consistía en no entregar el instrumento original suscripto tanto por el denunciante como por otros damnificados, ni ningún otro comprobante que revelara la realidad de los montos que en verdad se cobraban.  Tales situaciones, que no han sido cuestionadas por el tribunal en lo penal económico, sumadas a las particulares circunstancias en que se han desarrollado los hechos objeto de la declinatoria, autorizan a considerar que el sumario CFP 1236/2020 se sustanciaría en el marco de los mismos antecedentes fácticos que constituyen la presente causa.  Esas razones determinan la necesidad de que la investigación de ambos procesos quede a cargo de un mismo tribunal; solución que mejor se compadece con los criterios de mayor eficacia y celeridad en la investigación y que, además, contribuye a evitar que se dicten en distintas jurisdicciones circunstanciales pronunciamientos que pudieran eventualmente resultar contradictorios.


    Incidente n° 1 – P., Rafael Francisco y otros. Imputado: B. , Julio Roberto y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40603/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La controversia no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.   Tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.   Tiene resuelto la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.   En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional de esta Capital, que previno y a cuyos estrados acudieron los denunciantes en procura de sus derechos, proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Incidente N° 2 – Denunciante: N., Vanesa Ester Soledad y otros. Imputado: G., Jorge Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56245/2019/2/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Libro de actas. Inspección General de Justicia. Facultades de control. Fiscalización de sociedades. Competencia ordinaria. 


    Ausencia de perjuicio a la Nación, o a sus empleados.


    No surge que se haya acreditado hasta el momento ninguna circunstancia concreta que pueda provocar la intervención del fuero de excepción, en tanto no se advierte que los sucesos hubieran producido en el Estado nacional o en el normal desenvolvimiento de sus empleados, un perjuicio –efectivo y directo– como lo exige la doctrina de la Corte para hacer surgir la competencia federal, de naturaleza excepcional y restringida.   En atención a que las irregularidades denunciadas podrían afectar las funciones de control y fiscalización de carácter local atribuidas a la Inspección General de Justicia, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    Incidente n° 1. Imputado: G., Rodrigo Ezequiel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23483/2019/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que cualquiera que sea el vínculo de conexidad que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos; pues la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad.   En tanto los magistrados que participan en la contienda coinciden en la calificación legal del hecho que habría perjudicado al denunciante, respecto al cual el juez provincial asumió su competencia por razón del territorio, la justicia bonaerense debe conocer a su respecto.


    G., Sebastián Darío s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1709/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Mutuo comercial. Mutuo dinerario. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Esta contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del Decreto Ley 1285/58, dado que los escasos elementos incorporados al expediente -denuncia, su ratificación y la declaración testimonial del actual apoderado de la firma prestamista- no alcanzan para delimitar las características de los hechos objeto de investigación.


    Incidente N° 1 - Denunciante: B., Mariano Ramón y otro. Imputado: D. V., Enrique Hugo y otros s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48805/2018/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Patrimonio. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuando las constancias agregadas al legajo son escasas, la Corte se ve impedida de dar un pronunciamiento, en los términos del decreto ley 1285/58, en tanto resultan insuficientes para formar una acabada opinión sobre los hechos y su posible calificación legal, para luego discernir la competencia territorial.   No aparece individualizado el perjuicio ocasionado a la denunciante, ni el lugar donde habría ocurrido.  Corresponde al juzgado de garantías bonaerense, que previno y ante cuyos estrados acudió la denunciante en procura de sus derechos, continuar conociendo en el caso y recabar todos los elementos de prueba que le den precisión al objeto de la investigación, para luego resolver en base a lo que de ello surja.


    C., María Celeste s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1530/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio y que cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente Nº 1. Denunciante: E., Diego Leonardo. Imputado: Tapia, Maximiliano s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73754/2019/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual en función del carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunto uso.


    Incidente Nº 3 - Imputado: E. G., Rosendo Bernabé s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42242/2015/TO1/3/CS2, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Tarjeta de débito. Cuentas bancarias. Competencia provincial. 


    En atención a que todas las operaciones cuestionadas ocurrieron en territorio provincial, corresponde a éste continuar interviniendo en la causa, sin perjuicio de recordarle que, si entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Incidente N° 1 – Damnificado: G. L., Jorge s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17624/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Hechos que forman parte de un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal.


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente Nº 1 – Damnificado: F., Néstor s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28258/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: S. y S., Maia N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52902/2020/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Extravío de tarjeta de débito. Hechos que forman parte de un único contexto delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal.


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: G. C., Silvia Virginia N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8025/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Uso indebido de tarjeta de crédito. Competencia nacional. 


    Considerando el amplio marco de competencia que le cabe a la justicia ordinaria de la Capital sobre la materia en discusión, y la necesidad de que en esa sede se adopten las medidas de investigación imprescindibles para esclarecer el modus operandi de las defraudaciones denunciadas, la intervención de quienes serían sus presuntos responsables y el supuesto consorcio delictivo que, por cierto, también podría incluir la falsificación o duplicación de las tarjetas utilizadas tanto en el país como en el extranjero, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional proseguir con el trámite del expediente, sin perjuicio de cuanto pudiera resultar de su avance posterior.


    Incidente N° 3 – Querellante: C. A. Sociedad Anónima y otro – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 929/2020/3/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio y que cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: M., Gabriel Alejandro y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76396/2018/1/CS2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Hechos que forman parte de un único contexto delictivo.


    Si bien la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio (Fallos: 326:912), las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: L., Marcelo David y otros. Imputado: E., María Laura s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27928/2017/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio y que cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.   Desde esta perspectiva y habida cuenta que de los dichos del denunciante, quien afirma que los datos de su tarjeta de crédito habrían sido obtenidos en jurisdicción provincial, territorio en el que se encuentra el domicilio cuyos servicios básicos fueron abonados con ese plástico, en el que además fue entregada mercadería adquirida por ese medio, corresponde a la juez de garantías seguir entendiendo en la causa.


    Incidente N°1. Denunciante: M., Guillermo Gabriel. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28706/2018/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.  Desde esta perspectiva y habida cuenta que de los dichos del denunciante surge que los datos necesarios para la utilización ilegítima de las tarjetas de crédito habrían sido obtenidos en un único local comercial ubicado en territorio provincial, corresponde declarar la competencia de la justicia de garantías para seguir entendiendo en la causa.


    Incidente N° 1. Denunciante: Unidad Fiscal Especializada en Ciberdelincuencia legajo N° 1.734/20, y otros. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21538/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.  Habida cuenta de que de los dichos del denunciante surge que los datos necesarios para la utilización ilegítima de las tarjetas de crédito habrían sido obtenidos en un único local comercial ubicado en territorio provincial, corresponde declarar la competencia de la juez de garantías para seguir entendiendo en la causa.


    N.N: N.N. s/ Defraudación (Artículo 173 inciso 15) Denunciante: Unidad Fiscal Especializada en Ciberdelincuencia - Legajo Nº 1093/2018 y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 82335/2018/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Hechos que forman parte de un único contexto delictivo.


    La Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio y que cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente Nº 1 – Damnificado: L., Pablo Martín Imputado: M., Ailén Noelí Elizabeth s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15471/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.   Habida cuenta que de los dichos del denunciante surge que los datos necesarios para la utilización ilegítima de las tarjetas de crédito habrían sido obtenidos en un único local comercial ubicado en territorio provincial, corresponde declarar la competencia de la justicia de garantías para seguir entendiendo en la causa.


    Incidente N° 1 – Denunciante: A., Horacio J. y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 82481/2018/1/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda, la reglamentación vigente al momento del hecho no exigía certificación médica alguna para el traslado interjurisdiccional de los pasajeros de la empresa de transporte denunciada. Tampoco requería la intervención de funcionarios públicos para autorizarlo, ni surge de las constancias del incidente que el suceso haya provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional.  No se observan otras circunstancias que puedan hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva.


    Incidente N° 1 – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6816/2020/1/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Establecimientos penitenciarios. Personas privadas de la libertad. Competencia provincial. 


    En primer lugar, cabe señalar que el precedente de Fallos: 343:300 fue resuelto en el marco de un conflicto negativo trabado entre juzgados nacionales asentados en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y con base en la doctrina de la Corte según la cual, a pesar de su carácter nacional, no debe entenderse que en los establecimientos penitenciarios de esta ciudad se cumplan funciones de específica naturaleza federal, criterio que permanece incluso en casos en los que el delito sea cometido por agentes del Servicio Penitenciario Federal en ese ámbito, o bien contra esos mismos agentes.   En las presentes actuaciones se plantea, en cambio, un conflicto entre un tribunal federal y otro provincial, y respecto de hechos cometidos por detenidos en un establecimiento del Servicio Penitenciario Federal radicado fuera de los límites de esta Capital, que exigen ser analizados a la luz de la tradicional jurisprudencia que para estos supuestos ha trazado el Tribunal.  En suma, -y salvo la mejor interpretación que la Corte pueda hacer de su propia jurisprudencia- el presente caso queda abarcado por esa doctrina.  En este sentido, en lo que respecta a los hechos objeto de contienda, cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  De acuerdo con ese criterio, se desprende de los elementos remitidos que los hechos denunciados no habrían representado ni provocado una alteración al normal desarrollo de las funciones ni del servicio que allí prestan los agentes nacionales, así como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir de modo directo la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, dado que los agravios del interno se dirigieron exclusivamente contra la población carcelaria. Sus reclamos fueron oportunamente puestos en conocimiento del tribunal oral respectivo y se cumplió con la reubicación solicitada, con el objetivo de resguardar su integridad física.


    Incidente N° 1 – Denunciante: P., Víctor Iván s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59636/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Delitos aduaneros. Juicio de menores. Competencia federal. Competencia en lo penal económico. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia federal –que incluye, por cierto, a la justicia en lo penal económico– se encuentra en condiciones de alcanzar la protección integral de los derechos del menor en conflicto con el delito mediante la adecuada aplicación de las normas correspondientes del derecho nacional e internacional que rige la materia.


    Incidente N° 5 – Imputado: F., Abel s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 899/2017/TO1/5/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Delitos al orden migratorio. Permanencia ilegal de extranjeros. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva pudiera corresponderle a los sucesos con el devenir de la investigación, lo único cierto hasta el momento es que de las constancias del trámite efectuado por Dirección Nacional de Migraciones surge que los menores ingresaron al país, en virtud de que las autoridades migratorias concedieron su desembarco provisorio, por razones humanitarias y en calidad de "residentes transitorios turistas", como consecuencia de una sentencia de adopción plena dictada en la República de Guinea Bissan, que no había sido legalizada por el consulado argentino con competencia en ese país.  Asimismo se verificó que desde ese momento hasta la entrega de los niños en la comisaría de la mujer, los denunciados tampoco habían solicitado el reconocimiento de esa sentencia ante la justicia de familia, lo que, en definitiva, habría provocado la permanencia irregular de los menores en el país, en infracción a las disposiciones reguladas por la ley 25.871.  Sobre la base de esas consideraciones, corresponde asignar el conocimiento de estas actuaciones a la justicia de excepción de la sección bonaerense de Ezeiza, en la que las autoridades nacionales de migraciones admitieron el ingreso provisorio de los niños al territorio argentino, al que también corresponde analizar la autenticidad de la documentación que aparece cuestionada, aunque no haya sido parte de la contienda.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1091/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra el estado civil. Supresión del estado civil. Documento nacional de identidad. Falsedad ideológica. Concurso ideal. Competencia federal. 


    En la medida en que la inserción de datos falsos en el acta de nacimiento habría importado la expedición, sobre esa base, de un documento nacional de identidad, circunstancia que, en el caso, permite profundizar la pesquisa en orden a los delitos de supresión o alteración de la identidad de un menor de diez años y falsedad ideológica de instrumentos destinados a acreditar la identidad de las personas, que concurrirían en forma ideal, cabe a la justicia de excepción su conocimiento, atento el carácter nacional que reviste aquel documento.


    Incidente N° 1- L., R. E.  s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27132/2020/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra el orden público. Apología del delito. Competencia provincial. 


    Atento que esta investigación se refiere a la supuesta comisión de delitos de naturaleza común en ocasión de manifestaciones de una legisladora provincial y que, por otra parte, no surge que se haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar ninguna otra circunstancia que determine la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    R., Miguel Eduardo c/ D. F., Patricia s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 754/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra la Administración Pública. Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que el carácter excepcional y estricto del fuero federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, lo que no se verifica en este caso pues las irregularidades en la expedición de licencias de conducir han sido atribuidas a funcionarios de la Dirección General de Habilitación de Conductores y Transportes del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, ni se habría entorpecido así el normal funcionamiento de un organismo nacional.  Por lo expuesto, y en tanto no es posible apreciar otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva, si bien el Congreso de la Nación dictó la ley n° 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley n° 5.935 de la legislatura local estableció que los delitos que no hubieran entrado en vigencia por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de marzo de 2018.  En tales condiciones, teniendo en cuenta que la presente causa reconoce su origen en el procedimiento efectuado el día 24 de abril de 2017, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de esta Capital para que continúe con esta investigación, aunque no haya sido parte en esta contienda, pues a la fecha de su inicio aún no había operado el traspaso de competencia penal que surge del convenio en estudio.


    Incidente N° 1. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3035/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La presente contienda negativa de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  Cabe señalar que tiene resuelto el Tribunal que para discernir la competencia resulta necesario precisar el hecho y su encuadre en una figura penal concreta, regla que no se habría cumplido en autos, pues el juez que promovió la contienda no lo determinó correctamente.


    P., Carmen Gloria y otro s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: Gregorio H. M.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1187/2021/01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra la integridad sexual. Exhibiciones obscenas. Publicaciones obscenas. Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Redes sociales. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartieron los archivos de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes en la causa surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, donde además tiene domicilio de facturación el abonado telefónico asociado al usuario de la red social, inmueble en el que viviría una persona en una relación laboral con uno de los establecimientos desde los que se ingresó a “Facebook”, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    B., G. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 230/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Las circunstancias puestas de manifiesto por el juez local no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, por lo que, sin perjuicio de la significación jurídica de los hechos, corresponde a aquél continuar entendiendo en la presente causa.


    Incidente Nº 1. Presentante: Fiscalía Federal N° 1, Caso 30.727/2020 s/ Incidente de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6077/2020/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Las constancias remitidas no resultan bastantes para justificar la calificación jurídica sobre cuya base se ha planteado la declinatoria, y es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Incidente N° 1 – Imputado: T., P. C. s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 74/2020/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Pornografía infantil. Redes sociales. Facebook. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que, de las constancias de la causa surge que el domicilio del usuario denunciado se encontraría en una localidad pampeana, corresponde declarar la competencia del juzgado de control para continuar con la investigación de la causa.


    C., H. D. s/ Investigación pornografía infantil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 194/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que, de las constancias de la causa surge que el abonado telefónico asociado a uno de los usuarios de “Facebook” tiene domicilio de facturación en jurisdicción provincial, inmueble en el que viviría una persona con la misma fecha de nacimiento y el mismo nombre que el utilizado para ingresar a la red social, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    H., C. s/ Delitos atinentes a la pornografía


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 195/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Prostitución. Competencia contravencional y de faltas. 


    Los elementos de juicio remitidos con el incidente no resultan suficientes, de momento, para vislumbrar la presencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil el delito de trata de personas al que se refiere la Ley n° 26.364.


    Persona no identificada s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1675/2020/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Trata de personas. Explotación laboral. Menores. Competencia federal. 


    El presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con la doctrina establecida en las Competencias n° 538, L. XLV “Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública”; y n° 1016, L. XLVI “Abratte, Gloria Liliana s/ denuncia”


    Es dentro del contexto de vulnerabilidad y subordinación coactiva que, además el imputado habría promocionado el ejercicio de la prostitución de dos de sus empleadas, de “escasos dieciocho años”, por lo que sin perjuicio del carácter común que en sí reviste la figura del artículo 125 bis del Código Penal, y de que esta controversia excede a los hechos calificados bajo esa norma, no puede pasar inadvertido que las circunstancias de modo, tiempo, lugar y condiciones de explotación en las que se habría consumado, impiden desconocer la estrecha vinculación existente entre ese delito y la trata de personas, además de la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y defensa del imputado, de que su investigación y juzgamiento quede a cargo de un único tribunal, en este caso, de la justicia federal.  Tal temperamento es, el que mejor se adecua al espíritu que guio a los legisladores al sancionar la ley 26.364, de dotar a los tribunales de mayor eficacia para la investigación del delito de trata, pues previene los inconvenientes que, eventualmente, podrían derivarse de una investigación no integral de todos los aspectos con relevancia jurídica para resolver luego sobre la existencia de un hecho de esa naturaleza y el que, por otra parte, también se compadece con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 261:215 y 271:60, al permitir al juzgador una confrontación conjunta de todos los delitos para apreciar, finalmente, su verdadero alcance.  Por lo demás, cabe poner de relieve, que la escisión de la investigación y su posterior juzgamiento, expondría a las víctimas de trata (con protección legal especial y específica por parte de la ley 26.364, según texto de la ley 26.842) a someterse a dos procesos diferentes, con los efectos adversos que, eventualmente, podría acarrear esa circunstancia, tanto para ellas como para el imputado, quien se encuentra en prisión preventiva.


    E., M. F. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1335/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra la libertad individual. Vejaciones. Funcionarios públicos. Gendarmería Nacional. Competencia ordinaria. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58, pues las escasas constancias remitidas y la ausencia de mínimas diligencias impiden formar acabado criterio acerca del hecho denunciado, sus circunstancias, posibles autores y su significación penal, y de tal suerte asignar la competencia al magistrado que corresponda en razón de la materia.   Toda vez que de momento no surgen elementos demostrativos de que el hecho objeto de contienda hubiese sido cometido en el marco del desempeño de funciones federales o bajo la orden de una autoridad de esa naturaleza, corresponde a la justicia local, que previno, incorporar los elementos de juicio necesarios para darle precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Personal de la Gendarmería Nacional s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1631/2020/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra la propiedad. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de que los hechos de la causa también puedan abarcar un delito contra la propiedad como es el del artículo 174, inciso 2°, del Código Penal, existen elementos de convicción que, de momento, impiden descartar la presencia de un cuadro situacional compatible con conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas, por lo que corresponde mantener el conocimiento de esta causa en la jurisdicción federal.


    Incidente N° 8 – Damnificado: identidad reservada y otro – Imputado: B., E. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17525/2017/8/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Frente a la posibilidad de que el imputado haya tenido algún grado de participación en el delito contra la propiedad acaecido en territorio bonaerense, la resolución de la justicia provincial no cumple con la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en casos como el presente, la declinatoria debe hallarse precedida de una adecuada investigación que permita desvincular al prevenido de la sustracción.


    Incidente N° 1 - Imputado: A. B., Juan Carlos s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19551/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Las circunstancias puestas de manifiesto por el juez nacional en lo criminal y correccional no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, por lo que, sin perjuicio de la significación jurídica de los hechos, corresponde a aquél continuar entendiendo en la presente causa.


    Incidente nº 1 - Denunciante: C., Francisco Denunciado: P., Claudio David y Otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 396/2021/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. 


    En atención a que del informe confeccionado por la División Verificación Vehicular de la Policía de Ciudad se desprende que todas las identificaciones del rodado son originales y se corresponden con el vehículo sustraído al denunciante, y frente a la fuerte presunción sobre la participación de los imputados y el joven en el robo acaecido en jurisdicción provincial, que se desprende de las circunstancias antes expuestas, concierne a la justicia bonaerense asumir su conocimiento, y luego de una adecuada investigación resolver la situación procesal tanto de los imputados mayores como del joven respecto de ese delito contra la propiedad.


    Incidente N° 1 - Damnificado: C., Nicolás Ariel. Imputado: C., Miguel Ángel y otros s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16486/2021/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual la distribución de la competencia entre las provincias, o entre éstas y la Nación, es una materia regida por la Constitución Nacional y escapa a las regulaciones locales, en el sentido de que no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que solo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.   Por lo tanto, cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.   La circunstancia de que los hechos ilícitos hayan sido cometidos en infracción al artículo 205 del Código Penal, no obsta que sean juzgados también a ese respecto por la justicia provincial en cuya jurisdicción recayó inicialmente el conocimiento del caso.  Sobre la base de esas consideraciones, y dado que de las resoluciones de los tribunales contendientes no es posible apreciar alguna circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para juzgar los hechos objeto de la presente causa.


    P., Gastón Armando s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1658/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra la salud pública. Farmacias. Competencia ordinaria. 


    Teniendo en cuenta que el Ministerio Público Fiscal apoyó la imputación en una base fáctica referida a la infracción a los artículos 200 y 201 del Código Penal, cuya investigación pertenece a la órbita de la justicia ordinaria, y que no se advierte en el objeto de esta causa, tal como ha quedado delimitado, elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, corresponde al tribunal local conocer en estas actuaciones.


    Incidente N° 11. Imputado: A. R., Sandra Natasha y otros s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20313/2017/TO1/11/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Los elementos de juicio remitidos no resultan suficientes para dar fundamento a la calificación jurídica sobre cuya base se ha planteado la declinatoria ni –al menos por el momento- ninguna otra del catálogo penal. Pues es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    F., Rosa s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 350/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Suministro infiel de medicamentos. Investigación inconclusa. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida, de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto –ley 1285/58.  En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: R., Patricia Liliana


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 437/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Explosivos. Competencia federal. 


    Tiene dicho la Corte, en reiterados precedentes, que las declaraciones de la denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.  Teniendo en cuenta ese principio, de los dichos no controvertidos del padre del niño y las manifestaciones del oficial a cargo surge que habría sido utilizada pólvora, cuya calidad de explosivo surge de su inclusión como tal en la clasificación del capítulo I, artículo 2°, del Decreto Ley n° 302/83, reglamentario de la Ley n° 20.429 y que de conformidad con el artículo 33, apartado 1, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, se encuentra entre aquellos de competencia federal, sin que la reforma introducida por la Ley n° 25.886 haya importado una modificación a ese criterio.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 47/2021/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra le fe pública. Competencia contravencional y de faltas. Competencia penal. 


    Habida cuenta de que el magistrado federal dispuso el sobreseimiento en orden al delito por el cual tomó conocimiento, la valoración de los hechos independientes a los que se refieren los testimonios remitidos según el derecho contravencional pertenece al juez local.


    F. D. l. C., Salomé s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 535/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos electorales. Obras públicas. Cámara federal de apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Al haberse suscitado esta contienda entre dos magistrados federales, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley n° 1.285/58 y 44 del Código Procesal Penal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende el que conoció primero.


    Incidente N° 1 – Denunciante: T., Nora Marta. Imputado: P., Manuel s/ Incidente de incompetencia


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 39793/2019/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos informáticos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al sub judice la doctrina del Tribunal de Fallos: 293:485 y 304:949, según la cual si las resoluciones de incompetencia carecen de la descripción particularizada de los sucesos delictivos sobre los cuales se basa la calificación o ésta parece imprecisa o inadecuadamente sustentada en aquéllos -requisitos indispensables para dirimir el conflicto suscitado- corresponde devolver las actuaciones al juez provincial, que previno, para que incorpore al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    c/ P., María Luján s/ Supuesta denuncia (declaración de incompetencia)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1565/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Operaciones bancarias. Competencia nacional. 


    En tanto no se advierte prima facie de la prueba recabada que la vulneración al sistema informático, por sus características, pueda afectar las actividades de interés público desplegadas por las empresas prestatarias de las “Tecnologías de la Información y las Comunicaciones”, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar con la investigación.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Marina s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30270/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con la identidad de las personas. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia federal. 


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  La propia declinatoria prescinde de un encuadre jurídico sobre cuya base sustentar la incompetencia.  Tampoco se observa en autos que se hayan realizado las necesarias medidas de averiguación tendientes a establecer la realidad de los hechos y, en tal caso, el modo en que habrían ocurrido, a fin de delimitar, además, el concreto objeto procesal de la causa.  Solo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar los defectos indicados, lo que es indispensable para discernir la competencia en la causa, en la que tampoco es posible descartar aún la eventual existencia de conductas que habiliten la jurisdicción federal.  Al respecto, cabe señalar que la presunta inserción de datos falsos en un acta de nacimiento podría importar la expedición de un documento nacional de identidad espurio, lo que determinaría la competencia de la justicia de excepción en atención al carácter nacional que reviste ese documento.  Inclusive, de corroborarse tales supuestas circunstancias, podría también determinarse la competencia federal en orden a investigar la hipótesis de supresión o alteración de identidad del menor que, en su caso, concurriría con la presunta falsedad ideológica del instrumento nacional destinado a acreditar la identidad de las personas.


    Incidente N° 1 – Denunciante: S., S. s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7251/2019/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia criminal y correccional. 


    La evitación de la instalación de la estructura de telecomunicaciones en los lugares denunciados podría degradar el servicio e imposibilitar futuras conexiones, por lo que, más allá de la calificación que en definitiva se adopte a su respecto, los hechos objeto de investigación obstruyeron el desarrollo de una actividad en beneficio del interés nacional que suscita la prestación del servicio interjurisdiccional de telecomunicaciones.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1070/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    En atención a que la Ley n° 25891 establece la competencia de la justicia federal para conocer en las conductas que la infrinjan, circunstancia no desconocida por el magistrado de ese fuero, y que prima facie las maniobras se habrían desarrollado en un mismo contexto delictivo, corresponde a aquél continuar interviniendo en la causa.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: A., Fadi s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33097/2020/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Teléfono celular. Telefonía celular. Tarjetas de telefonía celular. Competencia federal. 


    El secuestro de 4 celulares en poder de los imputados da fundamento a la imputación de los delitos de adquisición o utilización de una terminal móvil a sabiendas de su procedencia ilegítima y su posible aprovechamiento posterior con ánimo de lucro de los artículos 12 y 13, inciso a), de la Ley 25.891, al que la propia ley, en su artículo 15, reconoce carácter federal.  La resolución del juzgado nacional de menores equivale al auto de mérito exigido por la jurisprudencia de la Corte en esta materia, y por lo tanto, de ese modo se habría dado cumplimiento a la doctrina del Tribunal relativa a la relación de alternatividad existente entre la sustracción y la infracción prevista en aquella norma de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1999/2021/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  En efecto, la circunstancia de que se hubiera constatado la existencia en varios comercios de gran cantidad de dispositivos en aparente infracción a alguno de los artículos de la Ley n° 25.891, no basta aún para corroborar la hipótesis de una receptación dolosa de los aparatos móviles o de alguna de sus partes, dado que esas circunstancias no han sido suficientemente esclarecidas.


    Incidente N°1. Imputado: B. C., Ester y otros s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32077/2017/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Evasión fiscal. Competencia en lo penal económico. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca.


    Para una concreta contienda de competencia es necesario que se verifique en el caso el presupuesto de atribución recíproca.  El juzgado en lo penal económico no cuestionó la materia, sino que admitió que los episodios pudieron haber constituido infracción al régimen penal tributario, pues limitó su rechazo a estimar que los montos evadidos no alcanzarían a cubrir la condición objetiva de punibilidad que establece el tipo penal de evasión.  Corresponde que el juzgado en lo penal económico asuma su jurisdicción en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del posterior trámite.


    Incidente n° 1 – Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional n° 31 – Imputado: G., Delia Ruth s/ Incidente de competencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 262/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Denuncia anónima. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, dado que los imputados estarían identificados como presuntos proveedores de esas sustancias.  Por otra parte, surge del incidente que los estupefacientes incautados no se encontraban fraccionados, tal como lo establece expresamente el artículo 2, inciso 1°, de la Ley n° 26.052, para hacer excepción al principio de la competencia federal respecto de los delitos de la ley de estupefacientes. Asimismo, en el presente caso no puede afirmarse que las sustancias estuvieran destinadas a la venta para su consumo inmediato, pues, no consta que se hubieran secuestrado elementos destinados a su fraccionamiento y distribución.  Por tales razones, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en estas actuaciones.


    B. L., Mirtha Elizabeth s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 731/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra la integridad sexual. Pornografía. WhatsApp. Competencia provincial. 


    En atención a que de las constancias de la causa surge que el titular del número de teléfono celular desde el que se enviaron los mensajes vive en la provincia de Buenos Aires, debe continuar interviniendo el juzgado de esa jurisdicción.


    N.N. s/ Acoso sexual a menores por comunicaciones electrónicas – Artículo 131 del Código Penal – Denunciante: Anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 222/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Investigación del hecho. Competencia nacional. 


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley nº 1285/58, pues la escueta denuncia anónima y las resoluciones remitidas con el incidente impiden individualizar con razonable certidumbre los hechos de la presente causa, conocer sus pormenores y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que compete investigarlos.   Toda vez que de momento no se cuenta en autos con elementos suficientes que hagan verosímil la hipótesis delictiva sobre la trata de personas, corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, incorporar a la investigación las pruebas necesarias para conferir precisión a la notitia criminis.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34063/2020/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Trata de personas. Competencia federal. 


    En primer término, cabe recordar que las reglas de acumulación por conexidad que prevén los códigos de procedimientos sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción, provincial o nacional.  En cuanto al fondo, la denuncia anónima y las tareas investigativas requeridas a la división específica de la Policía Federal Argentina, no resultan elementos suficientes para individualizar los hechos con razonable certidumbre, atento que no surge aún la realización de otras medidas que permitan identificar a las posibles víctimas con el resguardo que este tipo de casos exige, en tanto no se descarta la presencia de mujeres de nacionalidad extranjera en el lugar, y con ello la existencia de un proceso de ofrecimiento, traslado, acogida, captación o reclutamiento previos.  En tal sentido, no debe pasarse por alto la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la promoción o facilitación de la prostitución y la explotación económica del ejercicio de la prostitución -así como otras formas de intervención en la prostitución ajena reprimidas en el artículo 17 de la ley 12.331- en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley.


    Incidente N° 2 – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1567/2021/2/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Denuncia. Abuso sexual. Victima menor de edad. Amenazas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a que de los dichos del denunciante surge que los presuntos abusos sexuales cometidos en perjuicio de su hijo y el delito de amenazas que lo tendría a él como víctima, habrían sucedido en la localidad bonaerense, donde residirían los niños y el adulto denunciado, de acuerdo con la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al Juzgado de Garantías asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación con respecto a los hechos de su competencia material. Ello, sin perjuicio de la cuestión que, con relación al hecho restante, éste pueda plantear con otros tribunales de su misma provincia de conformidad con las reglas del proceso local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M. R., J. P. E. y otro – Imputado: J. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59494/2019/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    En tanto el magistrado provincial no controvierte la calificación legal del hecho como administración fraudulenta, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual ese delito debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.  Aclarado por el denunciante que el domicilio registrado en el INAES correspondería a la gestoría interviniente y que las actividades y la administración de la empresa se desarrollaban en la provincia, donde también tendría su domicilio el imputado, compete a la justicia provincial reunir los elementos de juicio necesarios para dar precisión a los hechos y proseguir la investigación.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: V. S., Oscar y otro - Imputado: P., Mario s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 95824/2019/1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    En primer término, desde el punto de vista formal, no se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. A tal efecto, correspondía a la cámara de apelaciones mantener el criterio expuesto en su oportunidad.   Sin perjuicio de ello, en primer lugar, es doctrina dela Corte que, cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad; la presunta conexidad que pudiera existir entre las infracciones no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.  En el caso, no existe controversia entre los jueces que participan del conflicto respecto de la independencia de los hechos que son objeto de investigación en ambas jurisdicciones, valoración también compartida por la Sala de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.  En tales condiciones, de las constancias agregadas a la causa no surge que la presunta defraudación en perjuicio de las empresas extranjeras por la venta de las acciones de la firma, guarden relación con la presentación del instrumento presuntamente, que investiga la magistrada federal, habida cuenta de que habrían ocurrido en momentos distintos e involucrado bienes diferentes.  Por las consideraciones expuestas, sin que se advierta la concurrencia de los hechos pesquisados con otro delito de índole federal, corresponde al juzgado nacional de esta Capital proseguir la investigación, pues es el tribunal que previno y a cuyos estrados acudieron las denunciantes en procura de sus derechos, sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda y de cuanto resulte con posterioridad.


    Incidente n° 3 – Denunciante: M., Pablo Eugenio y otros. Imputado: L., Santiago Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58626/2019/3/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Amenazas. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Toda vez que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones, y que tampoco es posible apreciar, por otro lado, alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la presente causa.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: L., Luciano Martín N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 69472/2019/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Buques. Puertos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Los hechos objeto de investigación y contienda responderían a conflictos entre particulares, y no surge del incidente que, en el contexto en que se desarrollaron, y una vez que el buque se hallaba amarrado en el puerto, hayan podido afectar la navegación interjurisdiccional, la actividad portuaria o la seguridad de la navegación, como tampoco otra circunstancia que permita habilitar la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, pues está condicionada a la existencia de delitos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.   Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial, que además previno, continuar con el trámite de la causa.


    C., Luis s/ Incidente de incompetencia – Denunciante.: M., Maximiliano Daniel


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 407/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 29113/2019/1/CS1 “N.N. s/ Estafa e infracción Ley 22.362”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: D., Francisco y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9969/2020/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    No hallándose controvertida la competencia en razón del territorio, y en tanto el denunciante refiere que el hecho ocurrió en la provincia, es en ese ámbito donde debe proseguir la investigación, de conformidad con el principio rector emanado del artículo 118 de la Constitución Nacional que, en materia penal establece que la competencia por razón del territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  Por lo demás, más allá del incipiente estado de la investigación y en tanto de las constancias reunidas en el incidente no surge, al menos de momento, que el hecho investigado se encuentre comprendido en alguna de las categorías que habilitan la jurisdicción federal, es a la justicia local a la que compete conocer en estas actuaciones.  Por lo tanto, corresponde al juzgado provincial incorporar al proceso los elementos de juicio que estime necesarios y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente Nº 1 Denunciante: R., Elvis Jhojan s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3271/2021/1/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Contaminación ambiental. Competencia provincial. 


    Corresponde a la justicia provincial continuar a cargo de la causa que originó la contienda, pues de los términos de la denuncia no surge ningún elemento que suscite la competencia federal, sea en razón de la materia o de las personas, ya que no se afirma en esa presentación una posible afectación al medio ambiente que transcienda la jurisdicción local y las personas eventualmente responsables de habilitar el emprendimiento cuestionado serían autoridades del gobierno municipal.


    Incidente N°1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 75769/2019/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Defraudación. Subsidios de la Seguridad Social. Ingreso Familiar de Emergencia. Competencia nacional. 


    Atento que los jueces que participan en esta contienda coinciden en que no habrían intervenido funcionarios públicos nacionales en los hechos ni se habría causado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar el trámite de las presentes actuaciones, en las que tampoco es posible advertir la eventual afectación al normal desenvolvimiento del organismo nacional ni la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    Incidente N° 1 – Denunciante: V., Olga Edith. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27336/2020/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Residuos domiciliarios. Competencia provincial. 


    En tanto el conflicto entre ambos magistrados se refiere a la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, cabe recordar que en un reciente fallo del Tribunal (Fallos:343:396) se señaló que la ley 24.051 delimita su aplicación, y por ende la competencia federal en los términos del artículo 58, a aquellos supuestos de “generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos [...] cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado”.  Por su parte, la ley 25.675 establece en su artículo 7 que “la aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el territorio, la materia, o las personas. En los casos que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia será federal”. De tal manera, de la lectura de la norma citada se concluye que la regla es la competencia ordinaria y la excepción, la competencia federal para aquellos casos en que, efectivamente, se verifique una afectación interjurisdiccional.  Con ese marco normativo, la Corte también subrayó, a partir del caso “Lubricentro Belgrano”, la exigencia de interjurisdiccionalidad de la contaminación, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.  Por otro lado, la Corte tiene dicho que, en principio, son las autoridades administrativas y judiciales locales las encargadas de valorar si un lugar de disposición final de residuos domiciliarios compromete aspectos propios del derecho local, como lo es lo concerniente a la afectación del medio ambiente, en la medida en que éste es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción.  En tales condiciones, toda vez que la actividad presuntamente generadora del daño ambiental denunciado se produce dentro de la jurisdicción del Municipio de Necochea, corresponde a las autoridades locales valorar y juzgar si ello afecta aspectos propios del derecho provincial, como lo es, todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. Sobre todo porque el propio municipio cuenta con regulaciones en la materia, y fue el que autorizó el uso del predio, e incluso el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible emitió la Declaratoria de Impacto Ambiental.  Todo ello en uso de la facultad que les corresponde de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido, sin que se advierta una afectación ambiental que exceda los límites provinciales y que de tal suerte habilite el conocimiento de la justicia de excepción.  Y ello no solamente desde el punto de vista territorial, sino también porque, no se ha profundizado la investigación sobre la identificación y análisis de los presuntos residuos peligrosos por parte de expertos en la materia, de manera de poder evaluar el eventual impacto ambiental y su trascendencia fuera de los límites locales en los términos de la jurisprudencia de la Corte.  Por todo ello, y sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad, corresponde a la justicia local conocer del presente caso.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1750/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Infracción Ley 23.737. Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde devolver la causa a la justicia local, a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre el recurso interpuesto y, posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    L., Santiago y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1934/2021/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Delitos relacionados con la identidad de las personas. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción. Por aplicación de tales principios y considerando que el magistrado federal no desconoce esta situación, corresponde declarar su competencia para conocer en la causa.


    Incidente N°1. Damnificado: L., Ignacio Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30130/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Estafa. Circulación de moneda extranjera falsa. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    En el caso, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, en la medida en que no se cuenta con elemento probatorio alguno que permita corroborar la falsedad de los billetes, por lo que la cuestión aún carece de la investigación suficiente para conocer los pormenores de los hechos denunciados con la certeza necesaria que esta etapa requiere para subsumirlos prima facie en alguna figura penal determinada y, finalmente, resolver respecto del juez materialmente competente para investigarla.  En efecto, la declaración del denunciante no basta para tener por configurados los delitos de estafa y puesta en circulación de moneda extranjera falsa y, por lo tanto, corresponde al juzgado provincial, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la denuncia.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1124/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.  En este sentido, corresponde al juzgado provincial continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones toda vez que fue allí donde se perfeccionó el engaño, mediante comunicación telefónica, con su consecuente disposición patrimonial y, además, se domicilia la denunciante.


    Incidente n° 1- Damnificado: M., María Soledad N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21687/2021/1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia provincial. 


    La ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes.  En particular, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización.  Por lo expuesto, la justicia local debe continuar conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Presunta comisión de delito. Denunciante: Policía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 540/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cultivo de estupefacientes. Plantas de marihuana. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individual izar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7), del Decreto-Ley n° 1285/58.  A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los sucesos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.  Ello es así pues aún no se han real izado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, cuáles serían los delitos a investigar, lo que resulta indispensable para determinar la competencia material.  En tales condiciones, corresponde al juez local, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos, y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante: Prefectura Naval Argentina


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 741/2020/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Evasión agravada. Competencia en lo penal económico. 


    Las escasas constancias agregadas al expediente no resultan suficientes para establecer el verdadero alcance de los hechos, lo que es indispensable para determinar su correcta significación jurídica y la materia de la que tratan.   El juzgado penal económico señaló, que ante el Ministerio Público Fiscal de su mismo fuero, tramita otro sumario de similares características en el que se halla involucrado uno de los contribuyentes aquí imputados, y que, una vez esclarecido su concreto objeto procesal –y en caso de que la pertinente investigación en esta causa determine su jurisdicción material– correspondería además su acumulación a dichas actuaciones. Esas contingencias hacen a la propia especialidad de aquel tribunal y las diligencias que se sugieren en su resolución se encuentran dirigidas a establecer o descartar la eventual existencia de una posible infracción al régimen penal tributario y a la eventual conexión con otras pesquisas de la misma índole.  Esas razones autorizan a dejar de lado los reparos formales que exige la doctrina de la Corte de Fallos 308:275; 315:312 y 323:171, entre otros, máxime cuando los términos de la denuncia, que pueden ser tenidos en cuenta como base para resolver la contienda, en tanto han sido acompañados por documentación que los respalda comprenden maniobras que podrían haber tenido como finalidad la eventual evasión de tributos nacionales.  En definitiva, corresponde que el juzgado en lo penal económico asuma su jurisdicción y continúe con la investigación a fin de dilucidar la existencia de alguna infracción a la ley penal tributaria en esta causa, sin perjuicio de lo que pudiera resultar del posterior trámite, incluso en orden a cuestiones de conexidad.


    Incidente N° 1 – Denunciante: S., Carlos Serafín – Imputado A. 1. V. S.A. y otros s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28565/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Personas privadas de la libertad. Servicio Penitenciario Federal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    El relato que contiene la denuncia -único elemento de juicio remitido con el incidente- no ha sido seguido por investigación alguna dirigida a individualizar mínimamente los hechos relevantes, de manera que puedan ser encuadrados en alguna figura determinada.  En tales condiciones, la Corte se encuentra imposibilitada de ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues sólo en orden a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo.


    Incidente N° 1 – Imputado: N.N, N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53890/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Instrucción. Investigación del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    No se encuentran satisfechos en el caso los requisitos que exige la doctrina de Fallos: 303:634, 304:949, 308:275, 315:312 y 323:171, entre otros. Ello así, desde que la escasísima investigación llevada a cabo hasta el momento no permite establecer con el grado de certeza necesario la real naturaleza de los hechos y su significación jurídica, indispensables para discernir la competencia material en la causa. En efecto, no consta que se hayan realizado siquiera las mínimas diligencias de verificación, tendientes a conocer la realidad de los episodios y delimitar el concreto objeto procesal de la causa.   Las deficiencias señaladas se ven corroboradas por la propia declinatoria, donde el juez federal declara su incompetencia material sin suficiente motivación, ya que sólo realiza una transcripción de los hechos que se denunciaron en distintas oportunidades, sin efectuar una descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido, lo que resulta necesario para sustentar una concreta hipótesis delictiva y su consecuente significación jurídica.  En tal sentido, ni siquiera es posible subsanar aquellas carencias solo a partir de las denuncias, cuyas completas presentaciones no constan incorporadas y las transcripciones de sus términos –que realizaron ambos magistrados contendientes– tampoco se muestran suficientemente concluyentes a los fines señalados.  Tales situaciones impiden resolver la cuestión mediante la aplicación del criterio establecido por el Tribunal en Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867, máxime cuando tampoco consta que se le haya solicitado a la querella que brinde al menos precisiones sobre las conductas que le atribuye al imputado y a los demás mencionados en sus presentaciones.  En razón de las consideraciones señaladas, sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible determinar el verdadero alcance de los hechos y establecer concretamente de qué delitos trata esta causa, en la que la multiplicidad de circunstancias que componen los acontecimientos denunciados podría dar lugar a distintas hipótesis delictivas, algunas de las cuales con eventual incidencia en orden a la competencia por la materia.   En definitiva, corresponde que la justicia federal –que previno en los hechos y que se declaró incompetente sin darle precisión a la declinatoria– continúe conociendo en estas actuaciones sin perjuicio de lo que pudiera resultar de su trámite, y para que, en su caso, resuelva, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N° 5 – Querellante: N. S., M. B. S. Querellado: C., C. P. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8312/2019/5/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente. 


    La contienda se encuentre precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7, del decreto-ley n° 1285/58.  Ello es así, pues con los elementos acumulados en el legajo no ha podido establecerse todavía ningún hecho concreto en relación con el que corresponde pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo. En este sentido, no surge del incidente que se hayan practicado las medidas indispensables a ese fin.  En tales condiciones corresponde a la justicia provincial, que previno, asumir su  jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: F., Joaquín Nicolás


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1860/2020/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron la presente contienda, ni la forma en que se habrían producido.  En consecuencia, corresponde al juzgado de la provincia de Córdoba, que previno, continuar con la investigación a fin de darle precisión a los sucesos, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante. M. U., Gustavo y otro


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1308/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  En el caso no concurren los elementos señalados, pues no se han practicado las diligencias necesarias para darle precisión a los hechos que relata y que, frente a la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible, especialmente cuando sólo se cuenta con una denuncia que se refiere genéricamente a diferentes hechos y que, además, podría contribuir a dilucidar la competencia material.  Por lo tanto corresponde a la justicia federal, que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis.


    Incidente N°1. Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9763/2020/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    De los propios términos de la declinatoria surge que a esta altura de la investigación es prematuro negar el encuadre de los hechos en la figura del artículo 172 —que desplazaría la aplicación del artículo 302 por regla expresa—, ya que ha sido el propio juez de instrucción quien sostuvo no poder afirmar ni descartar una posible connivencia entre imputado y denunciante para defraudar a terceros receptores de los cheques cuyo pago se habría frustrado dolosamente, o bien que el imputado, engañado por el denunciante, hubiera entregado esos instrumentos de buena fe.  Por lo tanto, corresponde al tribunal que previno continuar a cargo de la causa y resolver lo que eventualmente proceda en función los resultados que se obtengan de la investigación.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: R., Pablo Guillermo- Imputado: D., Martín s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34914/2017/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Lavado de activos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene resuelto que para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada, regla que no se habría cumplido en autos, pues el juez que promovió la contienda no los determinó correctamente.  Advierto que la cuestión aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida, de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.   En ese sentido, más allá de la hipótesis planteada por el declinante en su resolución con respecto al objeto procesal de la pesquisa, aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, si el dinero procedería de una actividad ilícita o del giro comercial de la empresa lo que resulta indispensable para determinar la calificación del hecho y, consecuentemente, la competencia material.  En esa inteligencia, corresponde al juez nacional de esta Capital, que previno, subsanar las deficiencias señaladas e incorporar los elementos necesarios para darle precisión al suceso y la calificación legal que le puede ser atribuida, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    Incidente n° 1 – Denunciante: L., sociedad. Imputado: H., Taiel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25928/2021/1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Prostitución. Competencia federal. 


    Investigación a cargo de un único tribunal.


    En el caso, el magistrado federal no cuestiona los aspectos fácticos que motivaron el conflicto, que sostenían la hipótesis del lavado de activos respecto a la cual asumió su competencia para investigar la adquisición de bienes y la gestión de emprendimientos comerciales mediante la introducción en el mercado de dinero procedente de presuntas estafas, actividades de apuestas de juego no autorizadas y explotación económica del ejercicio de la prostitución.  En ese sentido, los acontecimientos que motivaron el conflicto, según lo que resulta de las manifestaciones de los denunciantes que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, integran un contexto delictivo común, lo que aconseja, que su investigación sea llevada a cabo por un mismo tribunal.  En tales condiciones, el magistrado federal deberá asumir su jurisdicción y profundizar la investigación respecto no solo a las defraudaciones que motivaron este conflicto sino también a los delitos de explotación económica del ejercicio de la prostitución y las apuestas de juegos de azar no autorizados, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Incidente N° 1 – Denunciante: L., E. y otro. Imputado: M., H. A. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35859/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones. Maltrato infantil. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina la Corte, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  En ese sentido, los magistrados en conflicto no discuten que los sucesos que motivan la controversia habrían ocurrido en territorio provincial de Buenos Aires. En efecto, si bien todavía no se han determinado con precisión las circunstancias en que habrían tenido lugar los episodios que, en definitiva, provocaron los graves padecimientos físicos detectados y, en su caso, la significación jurídica que podría corresponderles, se desprende del legajo que el niño fue llevado al hospital porteño por indicación del centro de salud de Belén de Escobar, donde fue inicialmente atendido; y que en esa localidad bonaerense es donde residía junto con sus progenitores, tres tíos menores de edad y sus abuelos maternos. Dadas las circunstancias del caso, cabe presumir que es allí donde habrían acontecido los hechos objeto de la denuncia.  Por lo tanto, conforme al criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 495; L. XLIV, “Méndez Lynch, Martín Raúl s/ Lesiones”, corresponde otorgar el conocimiento de esta causa al juzgado bonaerense sin perjuicio de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Imputado: F., L. y otro s/ Averiguación de delito. Denunciante: B., S. S. y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31886/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.   Por aplicación de este principio, corresponde a la justicia provincial, donde cesó la privación ilegal de la libertad y se consumó el desapoderamiento de las pertenencias de los damnificados, continuar con el trámite de las presentes actuaciones.


    Incidente Nº 2 – Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4024/2019/2/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Sindicatos. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Por lo tanto, corresponde al juez federal que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Osvaldo. Denunciado: Sindicato de Trabajadores Recuperadores de Artículos de Desuso y Afines s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 714/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Usurpación de predio público. Transporte ferroviario. Juez previniente. Competencia federal. 


    El terreno cuya ocupación ilegal se denuncia sería propiedad del Estado nacional. En consecuencia, los hechos objeto de contienda serían susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones. A ello cabe sumar, atento la cercanía que presenta la zona usurpada al área operativa del ferrocarril, la posible afectación del normal desenvolvimiento de esa actividad.  Por lo expuesto, corresponde a la justicia de excepción, que además previno, continuar el trámite de las actuaciones.


    Incidente N° 1 – Denunciante: A., Raúl Jorge y otro N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 10414/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Usurpación. Competencia federal. 


    En atención a las actuaciones agregadas con la información de la Agencia de Administración de Bienes del Estado, y al informe social ambiental realizado a las familias que viven en el predio cercano a las vías del tren que fue concesionado, aun cuando las ocupaciones denunciadas alcancen también a un terreno perteneciente a la provincia y otro a un particular, no puede pasarse por alto que se trataría en el caso del delito de usurpación, que al recaer en parte sobre un inmueble de propiedad del Estado nacional, es de aquéllos que pueden provocar perjuicio directo a su patrimonio.  En estas condiciones, atento que las conductas denunciadas forman parte de un mismo contexto delictivo, deben ser juzgadas por un único tribunal para una eficaz investigación, y corresponde al juzgado federal continuar conociendo en estas actuaciones.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 763/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia”.


    Dado que, el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la causa compete al juzgado nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., Augusto Ricardo y otro – Denunciado: R., Adriana


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4818/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Derecho ambiental. Desechos peligrosos. Desechos líquidos y aguas servidas. Competencia provincial. 


    En tanto el conflicto entre ambos magistrados se refiere a la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, cabe recordar que en un reciente fallo del Tribunal se señaló que la Ley n° 24.051 delimita su aplicación, y por ende la competencia federal en los términos del artículo 58, a aquellos supuestos de “generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos... cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado”.  Sobre esa base, y en atención a lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley n° 25.675 General del Ambiente que establece que “la aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el territorio, la materia, o las personas” y que cuando “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia será federal” – la Corte concluyó que la regla en estos casos es la competencia ordinaria y la excepción es la competencia federal para aquellos supuestos en que, efectivamente, se verifique una afectación interjurisdiccional.  Con ese marco normativo, recordó también la Corte, a partir del caso “Lubricentro Belgrano”, que la interjurisdiccionalidad de la contaminación, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, es un presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.  Tras destacar la trascendencia del concepto de cuenca hidrográfica y la noción de unidad ambiental de su gestión, la Corte concluyó en que resulta dirimente en la solución de conflictos de competencia como el presente la existencia de elementos de los que pueda razonablemente derivarse, con cierto grado de probabilidad, que la contaminación investigada es capaz de afectar otros cauces de aguas interjurisdiccionales, y que a ello podría arribarse a partir de aspectos tales como el grado de contaminación registrado, las características del curso de agua receptor de la contaminación, el elemento contaminante de que se trate, la distancia que este debe recorrer, su volumen, u otros datos que se estimen pertinentes a los fines de determinar la potencialidad señalada.  En tal contexto, de las constancias del legajo no surgen elementos que permitan inferir, razonablemente y sin desconocer la interdependecia entre los componentes de una cuenca hídrica, que el Río de La Plata pueda convertirse en receptor del efluente líquido, en principio contaminante del río Reconquista; y de tal suerte habilitar la competencia federal, de reconocida naturaleza excepcional y restrictiva.  Cabe recordar, además, que toda la extensión de la cuenca del río Reconquista está ubicada en la provincia de Buenos Aires -que en el año 2001 creó el Comité de Cuenca del río Reconquista (COMIREC) para su gestión integral y la preservación del recurso hídrico- y que la contaminación denunciada también encontraría su origen en ese territorio, factores que refuerzan la necesidad de establecer que efectivamente se provoque degradación o contaminación ambiental, o que por lo menos tal posibilidad cuente con firmes indicios de su ocurrencia, lo que no se advierte que se verifique en este caso.  Por todo ello, y sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad, compete a la justicia local proseguir la presente investigación.


    Incidente N° 1 – Denunciante: G., Ramiro – Imputado: F. B. SAIC s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 108460/2019/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, que sostiene que el delito de defraudación por desbaratamiento de derechos acordados, se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido.  La Corte también tiene dicho, que aquel es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente víctimas no solo de un segundo convenio, sino de la posterior escrituración del bien a nombre de la pareja del imputado, y su inscripción en el Registro de la Propiedad Inmueble de la provincia de Buenos Aires, lo que, en definitiva, frustró el cumplimiento de la promesa inicial en las condiciones pactadas.  Por último, también es doctrina de la Corte en casos que guardan similitud con el presente, que el desbaratamiento de derechos instrumentado mediante escritura traslativa de dominio celebrada en esta ciudad respecto de inmuebles ubicados en territorio provincial, debe reputarse cometido en ambas jurisdicciones y la competencia discernirse con base en razones de economía procesal.  Por aplicación de esos principios, y habida cuenta de que los boletos de compraventa se suscribieron en territorio bonaerense, donde se encuentra emplazado el inmueble, se domicilian tanto el denunciado y su pareja como los damnificados, y a cuyos estrados acudieron estos últimos a hacer valer sus derechos, corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en estas actuaciones.


    Z., Víctor Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1612/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Industria petroquímica. Cuencas hídricas. Contaminación ambiental. Competencia federal. 


    Con posterioridad a la elevación del presente conflicto, la Corte dictó la sentencia publicada en Fallos: 344:1642, fechada el 1º de julio de 2021, relativa a un conflicto suscitado en la causa en que se investiga una supuesta infracción a la ley 24.051, por parte de las empresas Fábrica Militar Río Tercero y Petroquímica Río Tercero, a raíz de la descarga de emanaciones gaseosas con concentraciones superiores a los límites permitidos y el vuelco de efluentes líquidos sin el adecuado tratamiento al río Tercero, afluente del río Carcarañá, que desemboca en el río Paraná.  A partir de los informes allí recabados el Tribunal consideró que era suficiente para determinar que existían razones para concluir que los ríos Carcarañá y Paraná podrían, razonablemente y en el marco de la interdependencia que se verifica entre los elementos de una cuenca hídrica, convertirse en cuerpo receptor del efluente contaminante que prima facie afectaría al río Tercero.  Concluyó entonces que, “con los estándares de ponderación provisorios y restringidos característicos de esta etapa inicial del proceso, se considera que se encuentra configurada, con carácter provisorio, la presencia de elementos que permiten razonablemente colegir el requisito de afectación interjurisdiccional, lo que hace surtir la competencia de la justicia federal”; por lo que remitió el expediente al Juzgado Federal de Villa María.  Las consideraciones desarrolladas en ese precedente se aplican en lo pertinente a los sucesos que motivan el presente conflicto. En efecto, el incidente que dio origen a estas actuaciones se habría producido en el mismo polo químico y afectaría idéntico curso de agua, por un efluente que también requeriría la categorización dentro de la corriente Y34 de la ley 24.051, lo que la Corte tuvo en cuenta para evaluar la interjurisdiccionalidad del daño en aquel litigio.  Por otra parte, en cuanto a la incompetencia en razón del territorio que postuló el fiscal federal de Bell Ville, cuya actuación de oficio se habría ceñido a establecer si la filtración de ácido alcanzaba a esa ciudad, cabe señalar que la petroquímica se encuentra en la ciudad de Río Tercero, en la sección correspondiente al Juzgado Federal de Villa María.  Por todo ello, y sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad, corresponde asignar la competencia al Juzgado Federal de Villa María, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante.: Danilo Diego C.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1477/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Límites jurisdiccionales. Competencia provincial. 


    En Fallos: 343:396 se señaló que la ley 24.051 delimita su aplicación, y por ende la competencia federal en los términos del artículo 58, a aquellos supuestos de “generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos [...] cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado”.  De la lectura del art. 7 de la ley 25.675, se concluye que la regla es la competencia ordinaria y la excepción, la competencia federal para aquellos casos en que, efectivamente, se verifique una afectación interjurisdiccional.  La Corte también subrayó, a partir del caso “Lubricentro Belgrano”, la exigencia de interjurisdiccionalidad de la contaminación, aun cuando se trate de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.  No se advierten elementos de prueba suficientes para presumir una afectación ambiental interjurisdiccional. Sin dejar de reconocer que el río Arrecifes forma parte de la cuenca del río Paraná, y su consabido carácter interprovincial como integrante de la cuenca del Plata, lo cierto es que, como el propio magistrado provincial lo admite, no se cuenta con la identificación y análisis de los presuntos residuos peligrosos por parte de expertos en la materia, de manera de poder evaluar el eventual impacto ambiental y su trascendencia fuera de los límites locales en los términos de la jurisprudencia de la Corte.  Al respecto cabe recordar que en el precedente publicado en Fallos: 344:1642, la Corte estableció que resulta dirimente en la solución de conflictos de competencia como el presente la existencia de elementos de los que pueda concluirse, con cierto grado de razonabilidad, que la contaminación investigada pueda afectar otros cauces de aguas interjurisdiccionales. A tal conclusión podría arribarse a partir de aspectos tales como el grado de contaminación registrado, las características del curso de agua receptor de la contaminación, el elemento contaminante de que se trate, la distancia que este debe recorrer, su volumen, u otros datos que se estimen pertinentes a los fines de determinar la potencialidad señalada.  No puede soslayarse en el presente conflicto el respeto a las autonomías provinciales, que deriva de nuestro sistema federal, en tanto la materia de que se trata -tratamientos para el control de plagas y el uso de productos fitosanitarios- también se encuentra regulada por el derecho público local, tanto a nivel de la provincia de Buenos Aires, como del municipio de Arrecifes, aspectos reservados al conocimiento y decisión de los jueces locales.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 978/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    En tanto el conflicto entre ambos magistrados se refiere a la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, cabe recordar que en un reciente fallo del Máximo Tribunal se señaló que la Ley n° 24.051 delimita su aplicación, y por ende la competencia federal en los términos del artículo 58, a aquellos supuestos de generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado.   Sobre esa base, y en atención a lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley n° 25.675 General del Ambiente la Corte concluyó que la regla en estos casos es la competencia ordinaria y que la excepción es la competencia federal para aquellos supuestos en que, efectivamente, se verifique una afectación interjurisdiccional.  La Corte también subrayó, a partir del caso “Lubricentro Belgrano”, la exigencia de interjurisdiccionalidad de la contaminación, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.   En ese contexto no se advierte, al menos de momento, que en el caso se verifique un supuesto de interjurisdiccionalidad que autorice el conocimiento de la justicia de excepción, en tanto se trataría de diferentes predios ubicados en el partido de Pilar donde se acumularían los desechos de la gestión municipal de los residuos urbanos y suburbanos.  A su vez, de los análisis realizados por expertos no surgen elementos para avalar la hipótesis de afectación del ambiente más allá del territorio provincial, ya que si bien, entre las muestras sólidas, se identificaron hidrocarburos aromáticos contemplados en el Anexo I de la ley, las muestras obtenidas en el río Luján arrojaron valores normales para cursos de agua de la zona.


    Incidente Nº 2 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37522/2019/2/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Desobediencia a un funcionario público. Cobertura médica. Beneficiarios previsionales. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso el criterio sostenido por la Corte en el precedente de Fallos: 342:692 en el que se señaló que el sistema de cobertura para la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al programa, había sido transferido al ámbito provincial por aplicación del convenio celebrado entre la Nación y la provincia de Buenos Aires.  Con base en esas consideraciones, compete a la justicia provincial conocer en la causa, en tanto esa jurisdicción asumió la atención médica integral de los beneficiarios de pensiones no contributivas afiliados al PROFE que residen en el ámbito territorial de la provincia.


    Agencia Nacional de Discapacidad s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1126/2020/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    El presente incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia suscitada, en tanto se cuenta únicamente con la resolución por la que el magistrado de instrucción insiste en los argumentos esgrimidos en su primigenia declinatoria. Corresponde devolver al Tribunal las presentes actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    Incidente Nº 1. Querellante: M.. Mauro Leonel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31750/2019/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Los documentos digitalizados que integran la incidencia por la que se le corre vista resultan insuficientes para proceder al análisis de la contienda, toda vez que no se han registrado debidamente en el sistema informático del Tribunal el escrito que se identifica con la descripción/detalle: “Denuncia delito de acción pública”, incorporado el 28 de octubre del 2021, ni la resolución de rechazo de la competencia por parte del Juzgado de Garantías del departamento judicial de una ciudad bonaerense, los que resultan imprescindibles para pronunciarse en el conflicto suscitado entre éste tribunal y el Juzgado Federal de otra localidad provincial.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 11052/2021/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Discriminación. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Competencia ordinaria. 


    La presente cuestión de competencia no se encuentra precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º del Decreto Ley n° 1285/58.  Más allá de lo argumentado por la justicia federal en cuanto a la determinación del domicilio del imputado, lo cierto es que no se encuentra agregada al legajo constancia alguna que permita determinar, o al menos inferir, el lugar desde donde se habrían efectuado las publicaciones de presunto contenido racista, xenófobo o discriminatorio.  Cabe observar que si bien las expresiones cuestionadas se habrían difundido a través de internet, lo que permite su desarrollo instantáneo en diferentes lugares, en estos casos resulta importante determinar el lugar donde se originaron las publicaciones o, al menos, desde donde se realizaron las conexiones a través de los números de IP asignados, pues a partir de ese dato concreto podrá profundizarse la investigación y evaluar, llegado el caso, las razones de economía procesal, de una mejor administración de justicia y defensa de los imputados, que han de informar una resolución sobre la competencia.


    G., Miguel Andrés s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 21/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Falsificación de instrumento público. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: L., Yamila Esther y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 801/2021/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Utilización de fotocopias del documento nacional de identidad.


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación y uso, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    Legajo N° 1 – Damnificado: L., Sebastián N.N.: N.N. s/ Legajo de investigación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74418/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Uso de documento adulterado. Tarjeta de crédito. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que, en función del carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: E., Ingrid Roxana y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13481/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual en función del carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su uso.


    Incidente N° 1 – Imputado: H., Natanael Esteban s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59047/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte de la juez que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.  No consta si efectivamente se habría utilizado un documento nacional de identidad ajeno para adquirir múltiples líneas de telefonía celular, aspecto relevante para establecer su competencia material en la presente causa, por lo que, previo a dar intervención al fuero de excepción, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, esclarecer esa circunstancia.


    N.N. s/ Legajo de apelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9028/2019/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Ejecución de la pena. Libertad condicional. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que el criterio para discernir la jurisdicción no debe atender al lugar del cumplimiento de la pena sino al del tribunal que la haya impuesto, en tanto que otra interpretación llevaría a supeditar la intervención del juez de ejecución en cada uno de los casos, a la distribución que la autoridad penitenciaria realice en todo el territorio del país de los penados, o al domicilio que éstos escojan, o al lugar dónde deban cumplir las reglas de conducta impuestas de conformidad con el artículo 27 bis del Código Penal.


    D., Mario Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 300/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que para determinar la competencia resulta necesario precisar el hecho y su encuadre en una figura penal determinada, regla que no se habría cumplido en autos, pues el juez que promovió la contienda no lo determinó correctamente.  En ese sentido, más allá de la hipótesis jurídica planteada por el declinante en su resolución, respecto al presunto hecho que originó la controversia, aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el suceso que podría inferirse del primer apartado del correo electrónico remitido con la denuncia, lo que resulta indispensable para determinar las calificaciones legales y, consecuentemente, la competencia material.  Sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar las deficiencias señaladas, pues el planteo de competencia requiere que se precise mínimamente la existencia de algún delito.   Por las consideraciones expuestas, corresponde al juzgado federal, que previno, continuar con la investigación en estas actuaciones.


    R. C., Marcos Ernesto s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 39669/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Trata de personas. Competencia federal. 


    Los antecedentes remitidos no permiten individualizar con razonable certidumbre los hechos de esta causa y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Por tal razón, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto Ley nº 1285/58.  En atención al conocimiento prioritario que compete a la justicia de excepción, en los supuestos que describe la Ley nº 26.364, conforme a la doctrina desarrollada por la Corte al respecto, corresponde al juzgado federal continuar conociendo en la causa.


    Incidente N° 2 – Denunciante: Juzgado Federal N° 11 – Imputado: Avenida Santa Fe 8xx 9° x (ocupantes de la finca)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6526/2020/1/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento real con receptación de cosas de procedencia sospechosa. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza de delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  La infracción descripta en el artículo 12 de la ley 25.891, de la ley especial de Servicios de Telecomunicaciones Móviles, es asimilable a la figura de receptación dolosa definida en el artículo 277 del Código Penal.  Existe una relación de alternatividad existente entre la sustracción y la infracción al artículo 12 de la ley 25.891.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: M., Rubén Fernando. Imputado: S., Karina Alejandra s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5844/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    D., Patricio Lautaro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1897/2020/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo con la doctrina de la Corte en los fallos de las causas n° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    R. D., Martín Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 125/2021/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia Nº CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 2 Imputado: G., Alan Miguel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77527/2019/2/CS2, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia Nº CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.  De conformidad con la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. Nº 602, L. XLIV, “Galarza, Juan Josés/ denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Incidente N° 2 – Imputado: L., Germán Darío s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24972/2018/2/CS2, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia Nº CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.  De conformidad con la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia Nº 602, L. XLIV, “Galarza, Juan Josés/ denuncia” y Fallos: 328:3960, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    G., Ariel Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1414/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación del hecho. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    I., Julio María s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 473/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. Incompetencia. 


    Aplicación de los principios desarrollados en el fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 1 - Imputado: L. O., Jorge Agustín s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51386/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente Nº 1 Imputado: N., Walter Omar y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14631/2021/1/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    De conformidad con lo resuelto por la Corte en la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, corresponde a la justicia provincial conocer con relación al delito de encubrimiento.


    Incidente N° 1 Denunciante: Juzgado de Garantías N° 3 Morón C-28988 y otro – Imputado: P. E.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6439/2018/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    A., Lucas Ezequiel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1457/2020/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 1 - Imputado: S., Diego s / Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 90819/2019/1/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 1 Imputado: G., Cristian Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 49158/2015/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., Marcos Antonio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1455/2020/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 1 Imputado: C., Gerónimo Cristian s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 79804/2019/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia Nº CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (artículo 277, inciso 1°)”.


    Damnificado: L., Rubén Oreste. Imputado: Á., Santiago y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 94260/2019/1/CS1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, pues, no se ha verificado la procedencia presuntamente ilícita de los elementos secuestrados, de manera tal que pueda determinarse la naturaleza de los delitos eventualmente imputados y su lugar de comisión.


    Incidente Nº 1 – N.N.: Monoblock 1X, barrio Ejército Argentino Ciudadela s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27794/2021/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. Juzgado de menores. 


    Resulta oportuno señalar que por aplicación de los principios desarrollados por el Tribunal, en el precedente CCC 65897/2015/1/CS1 in re “Galarza, Leandro Gastón s/ encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, ha quedado excluida la competencia del fuero federal para conocer en el delito de encubrimiento de delito investigado por los juzgados nacionales de instrucción con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que deberá sujetarse a las normas de competencia pertinentes a la naturaleza del delito en cuestión.  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación corresponde a la justicia nacional de menores, aunque no haya sido parte en la contienda, expedirse acerca de la situación procesal de los imputados y de la joven, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior, razón por la cual el titular del juzgado nacional en lo criminal y correccional debe ceder su intervención con relación al delito contra la propiedad.


    C., Néstor Iván y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 280/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Lavado de activos. Competencia federal. 


    Cabe hacer aplicación de la conocida doctrina del Tribunal según la cual, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, por cuanto las reglas de acumulación por esta causa solo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen jueces nacionales.  En efecto, los hechos que resultan objeto de las actuaciones en las que se trabó el presente conflicto, que involucran supuestas maniobras específicas de lavado de dinero –materia cuya investigación compete a la justicia federal–, son, en principio, distintos del enriquecimiento injustificado que los imputados pueden haber evidenciado durante el cumplimiento de la función del primero como intendente de un municipio mendocino, lo que resultaría punible en los términos del artículo 268 (inciso 2°) del Código Penal, cuyo juzgamiento corresponde a los tribunales provinciales.  En tales condiciones, el magistrado federal deberá continuar conociendo en esta causa, no solo porque es a él a quien le corresponde incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos de su exclusiva competencia, sino porque al tratarse de hechos aparentemente distintos de los que son objeto del proceso a cargo de la magistrada local, su investigación por cada una de las jurisdicciones no importaría, por el momento, la posibilidad de violar la prohibición de la doble persecución penal.


    s/ Infracción Artículo 303 e infracción Ley 24.769 Denunciante: T. C., Federico César y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 39652/2014/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Entorpecimiento de comunicación telegráfica o telefónica. Competencia federal. 


    Toda vez que en autos no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de la interrupción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, y en atención a que dicha obstrucción tendría su origen en la actividad ilícita denunciada, corresponde a la justicia federal asumir su investigación, sin perjuicio de los eventuales planteos que en el futuro puedan suscitarse con otras jurisdicciones.


    Incidente N° 1: Denunciante: P., José Enrique y otro – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5566/2020/1/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Establecimientos penitenciarios. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  En el caso de autos, no puede descartarse que se haya entorpecido el normal desenvolvimiento del organismo penitenciario, atento la envergadura que adquirieron los disturbios.


    Incidente N° 4 – Imputado: D., Guillermo Nicolás y otros s/ Incidente de competencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 150788/2018/4/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Estafa procesal. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta las declaraciones vertidas por el denunciante, el objeto de la presentación se centra en la presunta maniobra de la abogada que afirmó ser apoderada de la Sociedad Anónima mediante un título irregular, retiró y luego falsificó varios libros societarios de la fiscalía de Mercedes; pues presentó un poder en el que se designó a sí mismo como presidente de esa sociedad, nombramiento que fue declarado nulo por el juzgado en lo civil de Mercedes con anterioridad a la presentación efectuada en la fiscalía de aquella localidad.   Sobre esta base y habida cuenta de que es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la presentación surge que todos los sucesos ocurrieron en la localidad bonaerense de Mercedes donde, además, tramitan los distintos procesos judiciales que se relacionan con la presente denuncia, corresponde al juzgado provincial continuar con las presentes actuaciones.


    Incidente N° 1 – Denunciante: H., Carlos Enrique. Imputado: M., Edgar Eberhard y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59516/2017/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque de pago diferido. Competencia de instrucción. 


    Acerca de la cuestión planteada, por las características de los hechos objeto de investigación no puede prima facie descartarse la comisión del delito de estafa, en atención a que surge que es el imputado quien denunció el extravío de un cheque de un tercero que entregó al denunciante, y que se desprende que los documentos extraviados se encontraban a nombre de una empresa.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: N., Moira y otros Imputado: A., Eduardo Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11196/2019/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cheque. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Es criterio de la Corte que el tribunal competente para investigar supuestos como el que originó esta incidencia es aquél con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    C., Diego s/ Infracción Ley 24.769


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1570/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Circulación de moneda extranjera falsa. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Las particulares circunstancias en que se desarrollaron ambos sucesos cometidos por una mujer aún no identificada, mediante el mismo modus operandi y en contextos similares, determinan la existencia de una íntima vinculación entre ambas pesquisas, cuya investigación debería acumularse ante la justicia de excepción.  Ello es así, en la medida en que resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que tiene establecido que los delitos de estafa y puesta en circulación de moneda extrajera falsa concurren idealmente, pues ambas conductas constituyen aspectos distintos de un mismo hecho, al constituir la segunda el ardid sin el cual no puede darse la primera, por lo que debería entender la justicia federal en razón de la materia de esta última infracción.


    Incidente N° 1 - Damnificado: P., Alejandro Guido y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49342/2020/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por la materia. Competencia federal. 


    El Tribunal tiene establecido que los delitos de estafa y puesta en circulación de moneda extranjera falsa concurren idealmente, pues ambas conductas constituyen aspectos distintos de un mismo hecho, al constituir la segunda el ardid sin el cual no puede darse la primera, por lo que debe entender la justicia federal en razón de la materia de esta última infracción.


    L., Mariana s/ Estafa


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9029/2020/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    A tenor de la denuncia presentada y los resultados de las averiguaciones practicadas hasta el momento, resulta que los hechos no encuadran prima facie en delito alguno cuya investigación corresponda a la justicia federal de conformidad con los artículos 3 de la ley 48 y 33 del Código Procesal Penal u otra norma especial que así lo establezca, ni se advierte afectación que transcienda a la víctima o peligro efectivo para la seguridad de la Nación o sus instituciones.


    Incidente N° 1 –Denunciante: D. P., Miguel. Imputado: C, Ignacio s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8992/2020/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Atento que esta investigación se refiere a la presunta defraudación en perjuicio del denunciante, y en virtud de no verificarse ninguno de los supuestos que justifican la competencia del fuero de excepción, corresponde atribuir la competencia al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional para conocer en estas actuaciones.


    Incidente N° 1. Denunciante: G., Ricardo Alberto. Denunciado: S., Pablo s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18334/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez de instrucción. 


    En tanto no puede descartarse, por las particularidades de los hechos objeto de investigación, la comisión del delito de estafa, corresponde que el magistrado de instrucción continúe interviniendo, ya que cuenta con la competencia más amplia, y sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    Incidente Nº 1 - Damnificado: L., Sebastian Héctor N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74240/2017/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. Documento nacional de identidad. Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Corresponde al magistrado de instrucción nacional en lo criminal y correccional continuar con la investigación del delito de estafa, en tanto el documento nacional de identidad no habría sido utilizado como medio para inducir a error a la víctima para lograr el desapoderamiento patrimonial.  Teniendo en consideración que corresponde al fuero de excepción conocer acerca de la presunta falsificación y/o uso de aquel instrumento destinado a acreditar la identidad de las personas, que fue exhibido luego de la consumación de la maniobra ardidosa, correspondería extraer testimonios de la causa y remitirlos al fuero federal a fin de que se valore ese extremo.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: P., Juan Eduardo Imputado: V., Javier Antonio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27963/2020/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tiene establecido el Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias, o entre ellas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo son aplicables entre jueces nacionales.


    G. F., Agustín y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50755/2017/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte, en numerosos precedentes, que cuando se investiga una pluralidad de delitos, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, corresponde separar el tratamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, debido a que las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por dicho motivo sólo pueden invocarse en procesos en los que intervienen jueces nacionales.  Con base en estos principios, atento que no se advierte en la causa la eventual existencia de ningún hecho vinculado a la compraventa del automotor en el que pueda verse afectado el normal desenvolvimiento de una institución nacional o de sus empleados o algún otro interés de la Nación que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, debe ser la justicia provincial la que conozca respecto al suceso que originó esta contienda, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    Incidente N° 1. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 108/2020/6/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° CSJ 1565/2021/CS1, “N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia”.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1566/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Consumación del delito. Competencia provincial. 


    Si se consideró insuficiente para afirmar la competencia del juzgado de Cruz del Eje el hecho de que el llamado a la víctima proviniese de esa ciudad; pero al mismo tiempo se valoró como especialmente relevante que la consumación del delito haya ocurrido en la ciudad de Córdoba, lugar donde se encuentra el banco al que fue girado el dinero de la víctima y donde se domicilia la titular de la cuenta respectiva, corresponde al tribunal cordobés continuar a cargo de la causa, sin perjuicio de recordarle que si entiende que debe intervenir otro juez de la misma provincia, puede remitirla con arreglo a lo que disponga el derecho público local.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: S., Claudia Fabiana


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 406/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Débito automático. Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En atención a que el dinero fue debitado de una cuenta bancaria radicada en esta ciudad y que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado nacional asumir su competencia y continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 514/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-.


    Incidente Nº 1. Denunciante: D. S., Hagni. Imputado: R. R., Rosa María s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50974/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. 


    Tal como refiere el juez provincial, se encuentra a consideración de la Corte, en el expediente CCC 76270/2017/1/CS1, un conflicto de competencia trabado en esta misma causa entre el juzgado nacional de instrucción y el juzgado federal n° 5 de esta Capital, que no ha sido expresamente desistido por el magistrado que lo inició, motivo por el cual existen razones de economía procesal y buen servicio de justicia que no autorizan la proliferación de otros trámites de ésta índole.


    Incidente N° 2. Denunciante: A., Florinda Rosa. Imputado: G., Pablo Cristian y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76270/2017/2/CS2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Pese a que para la correcta traba de una contienda de competencia, debe ser la cámara que resolvió la declinatoria la que insista o no en su criterio, en el caso la Corte puede prescindir de ese reparo procedimental, atento las razones de economía procesal que concurren en el presente y así lo aconsejan.  Abordando este cometido y toda vez que tanto el lugar donde se realiza el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia, corresponde al magistrado nacional continuar interviniendo en la investigación de la causa, en tanto en esta ciudad se encuentran las entidades a las que fueron transferidos los fondos y se domicilian los titulares de esas cuentas.


    N. N. s/ Estafa – Denunciante: G., Ricardo Lorenzo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 255/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación de la conducta denunciada, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.  Al resultar de los dichos del denunciante que la mayor parte de la maniobra se desarrolló en jurisdicción bonaerense, donde también se encontrarían los elementos probatorios, además de tener allí su domicilio la empresa damnificada, razones de economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan asignar la competencia al juzgado provincial para conocer en la causa.


    Incidente N° 1 – Denunciante: G., Pablo Javier y otro. Imputado: A., Ezequiel Enrique s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49421/2020/1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que debe existir una atribución recíproca de competencia entre los tribunales que carecen de un superior común para que la Corte Suprema resuelva la contienda, lo que no sucede en el caso, toda vez que el juez local devolvió las actuaciones a su par nacional, pese a considerar que correspondía intervenir a la justicia de la provincia.  Sin embargo, razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.  Habida cuenta de que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación de los hechos a investigar, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquellos en los que se verifican el error y la consecuente disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    Incidente N° 1. Damnificado: C., Alejo Sebastián y otros. Imputado: H., Germán Abel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41376/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 775, L. XXXII, “Canovas, Carlos Edgardo s/ Denuncia tentativa de estafa”.


    N. N s/ Estafa – Denunciante: S., Fernando


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 628/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que no surge el lugar en que habría sido entregado el cheque extraviado, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia, corresponde a la justicia que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta del documento.


    N.N. s/ Estafa – Denunciante: Alejandro S.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 847/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. 


    Cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N s/ Estafa – Denunciante: L., Luciano Ricardo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 842/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. Hurto. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que, si la falsificación o el uso de instrumentos espurios habría sido el ardid que indujo a error al denunciante motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común que conforman una única conducta –en los términos del art. 54 del Código Penal - insusceptible de ser escindida.  Asimismo, es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, tal como ocurrió, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.  Con respecto al hurto del automóvil, resulta aplicable la doctrina de la Corte sobre pluralidad de delitos, según la cual corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  En este sentido, al ser este último hecho prima facie independiente, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, continuar con su investigación, pues resulta ajeno a la competencia material del fuero federal.


    Incidente N° 1. Damnificado: S., Miguel Ángel. Imputado: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38621/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Tiene resuelto el Tribunal que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento del delito previsto en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, así como de la estafa cometida mediante el uso de un documento nacional de identidad ajeno, que concurriría en forma ideal con aquél y del que resultaría procesalmente inescindible. También cabe recordar que tiene establecido la Corte que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal.


    Incidente N° 1 - Querellante: S., Alberto Uriel Denunciado: V., Enrique Orlando y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8423/2019/1/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Atento al carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso –delitos no escindibles en el caso de la estafa–, a lo que se agrega que la utilización de copias de aquel instrumento habilita de igual modo esa jurisdicción.  Considerando que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal, corresponde conocer en la causa a la justicia federal.


    Incidente N° 1 Denunciante: A., Martín. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38662/2020/1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para determinar la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.  Conforme se desprende de las constancias remitidas, si bien el poder especial de venta habría sido confeccionado en una escribanía situada en la provincia de Mendoza, los jueces que participan en esta contienda coinciden en que el presunto instrumento apócrifo donde el imputado habría hecho valer su falsa representación para instrumentar la venta simulada de los inmuebles en perjuicio de los intereses del fisco provincial, ha sido en presencia de la notaria en una escribanía de esta ciudad, configurándose así lo que sería el ardid propio de la estafa y el principio de ejecución de la maniobra, cuya comisión continuó luego con la inscripción de las escrituras en el Registro de la Propiedad Inmueble bonaerense, momento a partir del cual se tornó oponible a terceros.   Por las consideraciones expuestas, en atención al trámite de la causa en esta jurisdicción, que incluyó el procedimiento intermedio y la elevación a juicio, que es donde además residen los procesados, por aplicación de los principios de celeridad y economía procesal corresponde al tribunal nacional de esta Capital proseguir con estas actuaciones.


    Incidente N° 5 – Querellante: Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires. Imputado: S., Rubén Darío y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13975/2016/TO1/5/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Fideicomiso. Competencia provincial. 


    Si bien no se encuentra controvertido entre los magistrados intervinientes que la escritura traslativa de dominio del inmueble de la planta procesadora de pescado, se suscribió circunstancialmente en una provincia, ese antecedente, por sí solo, no resulta suficiente para discernir adecuadamente la competencia, dado que aún no ha sido debidamente precisada la supuesta connotación delictiva que habría tenido ese evento, no han sido esclarecidas las circunstancias de modo, tiempo y lugar, ni determinado quiénes habrían sido sus autores y la responsabilidad que podría caberle a cada uno de ellos.  Desde ese punto de vista, debería ahondarse la pesquisa en ese sentido, e inclusive en orden a determinar si la supuesta venta simulada de aquel inmueble habría podido eventualmente integrar el mismo contexto fáctico de aquel en el que se produjo la insolvencia fraudulenta en la que se habrían visto implicados tanto los denunciantes como algunos de los imputados, y por el cual fueron indagados, o si en su defecto, sólo se circunscribiría a un hecho ilícito aislado de aquél cuyo conocimiento se reservó la judicatura bonaerense.


    B., Eugenia Nadia y otro s/ Estafa


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1365/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  La Corte tiene resuelto que para determinar la competencia resulta necesario precisar el hecho y su encuadre en una figura penal determinada, regla que no se habría cumplido en autos, por cuanto el juez que promovió la contienda no lo determinó correctamente, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere la posible participación de agentes del organismo nacional, lo que resulta indispensable para determinar las calificaciones legales y, consecuentemente, la competencia material.  Al respecto, el Máximo Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1565/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que si las resoluciones de incompetencia carecen de la descripción particularizada de los sucesos delictivos sobre los cuales se basa la calificación o ésta parece imprecisa o inadecuadamente sustentada en aquéllos -requisitos indispensables para dirimir el conflicto suscitado- corresponde devolver las actuaciones al juez que previno, para que incorpore al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    D. P., Carlos y otros s/ Estafa y extorsión


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57415/2018/1/CS1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La declaración de incompetencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita establecer los hechos que motivan su objeto y determinar las concretas circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido, lo que impide discernir su verdadero alcance y real naturaleza, elementos indispensables para dilucidar la competencia en orden a la materia.   En primer lugar, la propia resolución del declinante corrobora esas deficiencias, desde que omite la realización de una mínima descripción de los episodios que pudieran ser relevantes para sostener la calificación sobre cuya base se declara incompetente, la que debe encontrar sustento en los antecedentes de la causa.  En tal sentido, no se advierten en la declinatoria concretas referencias a constancias que permitan respaldar la genérica hipótesis que allí se ensaya, sino que el tribunal ordinario se apoyó en una conjetura propiciada por la querella, sin realizar ninguna de las medidas que esa misma parte solicitó con el fin de establecer las concretas circunstancias que podrían avalar su incipiente sospecha.  Por otra parte, tampoco se observa en el legajo que el declinante hubiera efectuado algunas de las diligencias sugeridas por la PROCELAC, a quien se le solicitó colaboración.  Tras analizar los elementos incautados en autos, aquella procuraduría especializada informó que éstos autorizaban a profundizar la pesquisa en orden a conformar un cuadro fundamental de la situación concreta de los investigados con el fin de establecer un perfil patrimonial puntual y específico, para lo cual sugirió medidas que no constan realizadas.  El informe advirtió además sobre la existencia de presuntas irregularidades en relación con operaciones que involucrarían a las empresas que se mencionan en la documentación secuestrada, una de las cuales relacionada con el funcionamiento de actividades ligadas a la construcción. Finalmente concluyó en la necesidad de profundizar también esa línea de investigación.  Sin embargo, no se aprecia que se haya dirigido la pesquisa en tal sentido, ni con el fin de determinar algún manejo específico de activos cuyo origen se encuentre concretamente cuestionado o que se trate de los bienes sustraídos a la víctima, cuyo destino tampoco consta aún establecido.  En tales condiciones, cabe concluir que las deficiencias señaladas impiden discernir de qué modo cabría considerar eventualmente afectado algún interés nacional que justifique la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restrictiva.  Por esas razones, con carácter previo a establecer la competencia material en la causa, corresponde discernir su concreto objeto de investigación y su real naturaleza y verdadero alcance.  Por lo tanto, corresponde que la justicia ordinaria que previno y que se declaró incompetente sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión a su resolución, continúe con el trámite de la investigación teniendo en cuenta las consideraciones realizadas.


    Incidente N° 1 - Querellante: B. L., Claudia. Imputado: C., Nazareno Maximiliano José s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9327/2020/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  En este sentido, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente.  En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite, aunque no hayan sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Artículo 172 Código Penal - Estafa - Denunciante: A., Lorena Paola


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 185/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa – N., José Martín (Víctima denunciante)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2936/2019/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Atento que el juez local no cuestiona la competencia de su provincia para conocer respecto de los delitos de estafa, sino que, por el contrario, la reconoce expresamente, corresponde al juzgado provincial continuar con la investigación de tales infracciones, sin perjuicio claro está, de que si considera que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a la normativa local.


    Incidente N° 2. Denunciante: S., C.. Imputado: A., Candela s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 73827/2019/2/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Más allá de la significación penal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, en tanto ambos tribunales se refieren al delito de estafa, cabe recordar que la Corte tiene dicho que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de esa figura como aquel en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    M., Juan Martín s/ Incidente de competencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1454/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    La contienda debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares en que se desarrollaron actos con relevancia típica.


    D., Miriam c/ C., Agustín s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 428/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    A., Héctor Ariel s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 464/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Transferencia de saldo. Sucursales bancarias. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica, como lo son el lugar donde se desarrolla el ardid o aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, y para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.  Corresponde declarar la competencia de la justicia de la provincia de Neuquén, aunque no haya sido parte en la contienda, pues es la se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentra la sucursal a la que se transfirió el dinero y a la cual habrían concurrido los victimarios para extraerlo.


    B., Jorge Alberto c/ V., Mariela s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 427/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Operaciones bancarias. Documento nacional de identidad. Uso de documento falso. Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Uso de documento nacional de identidad que corresponde a otra persona.


    Atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de copias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    Incidente Nº 1. Damnificado: B., Patricia Beatriz s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37156/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Concurso de delitos. Competencia federal. 


    Delitos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones nacionales.


    Más allá del acierto o error en el sobreseimiento dictado por la alzada al imputado, en orden al delito de estafa lo cierto es que la registración falsa efectuada por la imputada ante el R.N.P.A. habría comprometido el normal desenvolvimiento de un organismo de la Nación y el normal desempeño de sus empleados.  Por ello, el juzgamiento de ese suceso no puede escindirse del correspondiente a los eventos posteriores dado que no podría descartarse que constituyan una pluralidad de actos que responden a un plan común, de modo que puedan conformar un único hecho en los términos del artículo 54 del Código Penal, que abarcaría distintas maniobras ilícitas dirigidas a frustrar la normal circulación y disposición del rodado.


    Imputado: M., Débora Pamela s/ Estafa y falsedad ideológica. Denunciante: B. B., Alejo Nelson s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18570/2020/TO1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Robo. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Cabe señalar que de acuerdo con las constancias remitidas, la presente causa se circunscribiría a la investigación de la presunta estafa cometida mediante el cobro de dos cheques que previamente fueron sustraídos a un empleado del correo postal, sin que se pueda afirmar o descartar aún, a partir del análisis del único cartular agregado a este legajo, su posible falsificación o adulteración.  Por otro lado, la causa por el robo al distribuidor del correo se encontraría actualmente archivada en razón de que sus autores permanecerían ignorados, y según destacó el juez federal, al momento de su denuncia el damnificado refirió que solo había sido atacado por un hombre.  De tal manera, más allá de la coincidencia en las fechas en que habrían sucedido los hechos, estimo que de momento no hay elementos suficientes para establecer, con la certeza que esta etapa requiere, un contexto delictivo común entre ellos que justifique la intervención de la jurisdicción federal, limitada y de aplicación restrictiva.


    Incidente N° 1 – Denunciante: L., Mónica Gabriela – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2495/2019/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Tarjeta de débito. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En atención a que la extracción de dinero ocurrió en esta ciudad, circunstancia reconocida por el juez nacional, le corresponde continuar interviniendo en la investigación de la causa.


    R., María Alejandra s/ Su denuncia - Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2708/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Uso de documento nacional de identidad que corresponde a otra persona.


    Tiene resuelto el Tribunal que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad.


    Incidente N° 1. Denunciante: S., Theo. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23604/2020/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Concurso ideal. Competencia federal. 


    El Tribunal tiene resuelto que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias, por lo que corresponde a la justicia federal continuar la investigación de la causa, en atención al carácter inescindible de la conducta a investigar con las estafas cometidas mediante el uso del documento nacional de identidad ajeno, que concurrirían en forma ideal.


    Incidente N°1 Denunciante: L., Máximo Rubén N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42426/2020/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia federal. 


    En atención a los nuevos elementos incorporados al legajo y al carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción continuar entendiendo acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles cuando concurren con la estafa-.


    Incidente N° 1 – Damnificado: L., Janina Carla. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50762/2018/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de copias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    Incidente Nº 1. Denunciante: A., Mauro. Denunciado: S., Matías s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55351/2019/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Tentativa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que no surge el lugar en que habría sido entregado el cheque extraviado, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de la Competencia N° 775, L. XXXII, y de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia provincial que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta del documento.


    N., Mirta Beatriz c/ N.N. s/ Estafa en grado de tentativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 9/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Competencia federal. 


    Atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.  Los sucesos del caso responden a un plan común que conformarían una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal y, en consecuencia, no susceptible de ser escindida, por lo que también corresponde al fuero de excepción conocer de la tentativa de defraudación y uso de los documentos privados falsificados.


    Incidente N° 1 - Denunciante: C., María Laura. Imputado: L. M., Camila Noelia y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1730/2021/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23.737”.


    Incidente n° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 931/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Por ello, si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, la gran cantidad de sustancias secuestradas y la forma en que estaban acondicionadas no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


    A., Carlos Ariel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 534/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Si bien la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la Ley n° 26.052).  Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado a los prevenidos no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en su poder, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 26.052, debe ser la justicia federal, que primero conoció en esta causa, la que continúe con su investigación.


    P., Marcos s/ Tenencia simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 887/2020/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Si bien la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en esta causa.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1692/2020/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Si bien la Ley nº 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley nº 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.   Si bien no se han advertido por el momento movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, ni se ha dilucidado cuál era el fin último de su transporte, la gran cantidad de sustancias secuestradas y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones.


    S., José Jesús y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1880/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Surge de los elementos agregados a la causa que los estupefacientes incautados no se encontraban fraccionados, tal como lo establece expresamente el artículo 2, inciso 1, de la ley 26.052, para hacer excepción al principio de la competencia federal respecto de los delitos de la ley de estupefacientes. En tales condiciones, en el presente caso no puede afirmarse que las sustancias estuvieran destinadas a la venta para su consumo inmediato, pues no consta que se hubieran secuestrado elemento alguno destinado a su fraccionamiento y distribución.   En consecuencia, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.


    R., Ramona Ceferina s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1817/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Robo. Competencia ordinaria. 


    Tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. El vínculo que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.


    Incidente N° 31. Querellante: C., Rubén Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 25885/2019/31/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Remisión del expediente. Competencia contravencional y de faltas. 


    Lo establecido en el artículo 3, segundo párrafo, de la Ley 26.052, en cuanto a que la investigación de una causa quedará a cargo de la justicia federal hasta que se resuelva una contienda de competencia que hubiera sido planteada, se refiere a los supuestos en los que, tal como lo señala esa misma norma en su primer párrafo, el conflicto se hubiera suscitado por razones de conexidad subjetiva y/u objetiva.  En tales condiciones, y atento a que esa circunstancia no se presenta en el caso, deberá ser el tribunal que primero conoció en la contienda el que continúe con esta investigación, de acuerdo con lo normado por el artículo 49, inciso a) del Código Procesal Penal de la Nación.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 75/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes.  De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización.  De acuerdo con ello, en la medida en que no surge de las constancias agregadas al incidente, que el fin del cultivo fuera el de su comercialización, corresponde devolver las actuaciones a la justicia local a fin de que continúe conociendo en ellas.


    M., Axel Luciano y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1561/2020/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cultivo ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    En atención a las particularidades del caso en relación con la infraestructura montada para el cultivo de los estupefacientes, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la causa Comp. 392, L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto s/ Siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”. Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.


    B., Jonatan Matías s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1686/2020/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es oportuno señalar que si bien el Congreso de la Nación dictó la ley 26.702 por la cual se transfirió al fuero penal de la ciudad la competencia para juzgar los delitos incluidos en su anexo, la ley 5.935 de la legislatura local estableció que la investigación de los delitos que no hubieran sido incluidos por expresa resolución conjunta del Ministerio Público, entre los cuales se encuentra la infracción a la ley 23.737, serían asumidos plenamente por el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del 1 de enero de 2019.


    Incidente N° 1. Imputado: B., R. A. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8204/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Fraccionamiento de estupefacientes. Competencia contravencional y de faltas. 


    De acuerdo a lo resuelto en el fallo de la causa Comp. 1002, L. LXLVII, “Frías, Martín Fernando y Ozuna, Emilia Debora Silvana s/ Inf. Ley 23737”, la justicia local debe continuar conociendo en esta causa.


    La Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes. En particular, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización.


    B. A., Juan Ramón s/ Infracción Ley 23.373


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 707/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la ley 26.052).  Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado a los prevenidos no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    Incidente N° 1 – Imputado: M. P., Brayan Alejandro y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9253/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Si bien la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (arts. 3 y 4 de la Ley n°  26.052).  Por ello, y habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cuál era el fin último del material estupefaciente que se encontraba en su poder, resulta que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    E., Cristian Adrián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1817/2020/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. Asociación ilícita. Extorsión. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Respecto de los sucesos en infracción a la Ley n° 23.737 considero que aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que las personas aquí involucradas tengan alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la calificación del hecho y, consecuentemente, la competencia material.  En tales condiciones, corresponde a la justicia federal que previno en la contienda, y cuya competencia además es prioritaria en la materia incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.  Por otra parte, tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, sostiene que el vínculo que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.  Por todo lo expuesto, corresponde a la justicia local conocer respecto de los sucesos vinculados con los delitos de asociación ilícita, extorsión y tenencia ilegítima de arma de uso civil.


    Incidente N° 8. Imputado: C., Ángel Néstor Eduardo y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 18722/2020/8/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Lugar del hecho. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La cuestión no se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del Decreto-Ley n° 1285/58.   Ello es así, pues los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.   En tal sentido, la justicia local que previno no ha practicado diligencia alguna que permita, por una parte, darle precisión a los hechos y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1434/2020/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Averiguación presunta infracción Ley 23.737”.


    Incidente N° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 390/2021/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Semillas de marihuana. Investigación inconclusa. Competencia contravencional y de faltas. 


    En el caso, la cuestión no está en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.  En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos.  Por todo lo expuesto, esas deficiencias deben ser suplidas por el magistrado de esta ciudad que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    Masculino a determinar s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1682/2020/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia ordinaria. 


    De acuerdo con el criterio que la Procuración General mantuvo en el dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205) ”, corresponde a la justicia ordinaria la investigación de la totalidad


    A., Gustavo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 361/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Evasión fiscal. Trabajo prohibido. Explotación laboral. Declinatoria. Investigación inconclusa. Competencia ordinaria. 


    La declinatoria del juzgado ordinario resulta prematura. En tal sentido, cabe recordar, que tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Resulta imprescindible establecer el verdadero alcance de los hechos y las concretas circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido, a fin de discernir aquellos aspectos para sustentar la declinatoria, en la que tampoco se observa al menos una descripción de acontecimientos suficientemente definidos que permitiera ensayar una hipótesis delictiva concreta.   La trascripción de lo manifestado en la presentación anónima, de manera imprecisos y con imputaciones vagas y genéricas, no pueden ser tenidos en cuenta como base exclusiva para resolver la cuestión de conformidad con la doctrina de Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867.   No consta que se hubiera realizado alguna medida tendiente a constatar la realidad de los hechos allí referidos y –de verificarse– el momento concreto en que hubieran ocurrido, así como también a hacer cesar al mismo tiempo sus efectos, especialmente en lo relativo al aparente taller clandestino donde se desarrollarían eventuales conductas de explotación laboral de personas.


    Incidente n° 1 - Denunciante: Denuncia Anónima. Imputado: C., Byung Hee s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15582/2020/1/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Competencia nacional. 


    Más allá de la significación penal que quepa dar a los hechos objeto de contienda, y si bien pudo establecerse la oferta y promoción de servicios sexuales, los antecedentes remitidos no resultan suficientes para vislumbrar la presencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil el delito de trata de personas al que se refiere la Ley n° 26.364.


    Incidente N° 1 – Imputado: G., C. P. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43887/2020/1/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta las constancias de la causa, razones derivadas de la necesidad de asegurar una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejores condiciones para la defensa del imputado aconsejan que el trámite de la causa prosiga ante la justicia de Paraná, que previno y ante la cual acudió la denunciante para hacer valer sus derechos.


    R., F. L. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 515/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Extorsión. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.  No existe en el caso, por el momento, ninguna circunstancia que justifique la intervención de la justicia de excepción, desde que los términos de la denuncia permiten considerar que el hecho, que configuraría el delito de extorsión, versaría sobre cuestiones de mera índole particular y no habría sido cometido por personal de fuerzas federales.


    Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 36458/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Daño informático. Competencia provincial. 


    No existe por el momento ninguna circunstancia que justifique la intervención de la justicia federal, desde que los términos de la denuncia y su posterior ratificación permiten considerar que los hechos, que configurarían los delitos de extorsión y daño informático, versan sobre cuestiones de mera índole particular.   En tanto no se advierte prima facie de la prueba recabada que la vulneración al sistema informático, por sus características, pueda afectar las actividades de interés público desplegadas por las empresas prestatarias, corresponde al juzgado de garantías continuar con la investigación.


    Incidente N°1 Denunciante: S. A. S.R.L y otro N.N. s/ Extorsión


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 89626/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Cheque de pago diferido. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En tanto no surge el lugar en el que habría sido entregado el cheque extraviado o sustraído, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia bonaerense, que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con la pesquisa sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta de los documentos.


    M., Bettina Elizabeth s/ Averiguación de ilícito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2487/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Es criterio de la Corte que no resulta admisible modificar las decisiones sobre la competencia a menos que se presenten o sean descubiertas nuevas circunstancias relevantes.  En consecuencia, corresponde a la juez en lo penal económico continuar con el trámite de la causa.


    Incidente N° 9 - Querellante: S., Eduardo Alejandro Imputado: L., Guillermo Gabriel Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1164/2016/9/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que no surge el lugar en que habría sido entregado el cheque extraviado, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de la Corte en la causa Comp. 775, L. XXXII, “Canovas, Carlos Edgardo s/ Denuncia tentativa de estafa”, y de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia nacional que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta de los documentos.


    Incidente Nº 1 – Damnificado: L., María Luisa N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38543/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que no surge el lugar en que habría sido entregado el cheque extraviado, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia, corresponde a la justicia provincial que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta del documento.


    O. B., Agustín s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2005/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Presentación al cobro. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que no surge el lugar en que habrían sido entregados los cheques extraviados, lo que resulta relevante a los efectos de determinar la competencia de acuerdo a la doctrina de la Corte de la causa Comp. 775, L. XXXII, “Canovas, Carlos Edgardo s/ Denuncia tentativa de estafa”, y de Fallos: 328:315, corresponde a la justicia nacional que primero conoció en los hechos y declinó la competencia sin incorporar los elementos necesarios, continuar con esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega fraudulenta de los documentos.


    Incidente N° 1 – Damnificado: D. A., María Ximena N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72327/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Factura falsa. AFIP. Competencia federal. 


    Tal como lo indica el tribunal ordinario, las maniobras denunciadas –que consistirían en la presentación ante el sistema informático de la AFIP de facturaciones cuestionadas en su legitimidad y a nombre de la denunciante– poseen entidad suficiente para producir un perjuicio a ese organismo nacional.  Esas circunstancias determinan en consecuencia la jurisdicción federal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: N., Mónica Edith. Imputado: Del R., Gabriela Vivian s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43130/2020/1/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Factura. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Régimen penal tributario. Competencia en lo penal económico. 


    Le asiste razón al juzgado en lo penal económico en lo atinente a que todavía no se cuenta en autos con suficientes elementos que permitan establecer –con la certeza necesaria– la real naturaleza de los hechos y su verdadero alcance, lo que resulta indispensable para determinar la correcta calificación jurídica e impide, a su vez, poder establecer la concreta existencia de un delito específico de su competencia.  Sin embargo, no se puede dejar de advertir que ese mismo tribunal admite que a tales fines deberían realizarse otras tantas medidas propias de su especialidad, las que incluso sugiere.  Tales diligencias sugeridas por el propio tribunal especial, se encuentran dirigidas a establecer o descartar la eventual existencia de una posible infracción al régimen penal tributario. Por ello, es posible dejar excepcionalmente de lado los reparos formales que exige la doctrina de la Corte de Fallos 308:275; 315:312 y 323:171, entre otros.


    Incidente N° 1 – Denunciante: S., Claudia y otros – Imputado: L., Adrian Darío s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40985/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Facultades de la Cámara de Apelaciones. Competencia federal. 


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre el Juzgado Federal n° 1 de la provincia de Córdoba y el Juzgado Federal de Dolores, provincia de Buenos Aires, resulta que, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley n° 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que intervino primero; en el caso resulta la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: R. G., Luciano Hernán


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 20355/2019/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Extorsión. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio del embrionario estado en que se encuentra la presente investigación, y de que las conductas extorsivas habrían sucedido en esta ciudad, de acuerdo con lo que resulta de la lectura del incidente, los hechos objeto de controversia guardarían íntima vinculación con la causa que también se sigue en contra del imputado en la ciudad de Alta Gracia, cuyas manifestaciones podrían aparecer, de alguna manera, como parte de una versión exculpatoria sobre la imputación de los hechos denunciados en su contra, en esa jurisdicción.  Por lo tanto, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, y a fin de favorecer la eficacia de su investigación, la presente causa debe proseguir a cargo de la justicia provincial.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: C. D. P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 603/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 292 del Código Penal, corresponde investigarla a la justicia nacional de esta ciudad, en cuya jurisdicción se descubrió la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda.


    R., Matías Alejandro s\ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 222/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que las probanzas del expediente no indican dónde se cometió la presunta infracción al artículo 292 del Código Penal, corresponde investigarla a la justicia nacional de esta Capital, en cuya jurisdicción se descubrió la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda.


    V., Daniel Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1310/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual es privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671 y sus modificatorias. También tiene establecido la Corte que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal.


    Incidente N° 3. Denunciante: D., Clorinda Paula y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9772/2013/3/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Estafa procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Corresponde al magistrado bonaerense entender en el asunto, el que deberá también conocer acerca de lo vinculado a la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, que concurre formalmente con este último delito, pues ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado ese instrumento.


    B., Gustavo s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1130/2020/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Licencia de conducir. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    S., Rogelio Reimundo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1564/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.  Por ello, corresponde al Juzgado de Garantías conocer en la presente causa.


    B. R., Marcial s/ Uso de documento adulterado o falso (Artículo 296)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1495/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Revisión técnica vehicular. Competencia provincial. Juzgado de garantías. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 in re “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Horacio Roberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 780/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 in re “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B., Nahuel Iván s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 736/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 in re “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Guillermo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 799/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 in re “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Miguel Ángel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 802/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 in re “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    L., Emiliano Antonio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 737/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 in re “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Fernando s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 738/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 in re “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Julio César s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 803/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Cirilo Ismael s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1456/2020/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Emilio Marcelo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 832/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Gastón Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 779/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Raúl Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 769/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Walter Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 765/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B. C., Jonathan Sebastián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 778/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B., Axel Walter s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 845/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B., Néstor Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 751/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Fernando Ariel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 777/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Fernando Julián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 772/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Juan Ariel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 806/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Ricardo Fabián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 828/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    D., Marcos Antonio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 838/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    F. B., Michael Jordan s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 716/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    F. C. N., Francisco s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 757/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    F. R., Catalino Julio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 858/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    F., Fabián Ernesto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1592/2020/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    I., Juan Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 714/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    J., Carlos Roberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1591/2020/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    L., Pablo Ariel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 760/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    M., Marcelo Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 770/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    N., Mario Rito s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 715/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    N., Miguel Ángel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 739/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    P., Sergio Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 771/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    Q, Iván Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 776/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Juan Carlos s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 725/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Julio Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 767/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Néstor Aníbal s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 759/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Roberto Ramón s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 808/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Sebastián Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 756/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Alejandro Javier s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 703/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Ernesto Rafael s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 698/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Fernando Javier s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 701/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Iván s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 713/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    D., Aldo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 712/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    D., Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 699/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    D., Enciso Beato s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 706/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Edgardo Román s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 707/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Maximiliano Iván s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 674/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    T., Alfonso s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 705/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    Y., José Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 702/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Único tribunal a cargo.


    Es doctrina de la Corte, que la infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Sin embargo, de las constancias agregadas del expediente surge la comisión del delito de falsificación de una cédula de identificación vehicular, cuyo conocimiento corresponde a la justicia federal, por tratarse de un documento de carácter nacional.  En tales condiciones, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, es conveniente que las presuntas falsificaciones investigadas en la presente pesquisa queden a cargo de un único tribunal dada la estrecha vinculación que presentan ambas infracciones ya que se buscó respaldar las alteraciones físicas en los códigos que identifican el vehículo mediante la creación de un documento falso en el que constan los datos alterados.


    L. E., Bernabé Horacio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1237/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Cédula verde. Motocicleta. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente Nº 1. Denunciante: G. H., Ezequiel Alfredo. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16289/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Es oportuno de destacar que a partir de la resolución de la Secretaría de Transporte Nacional 417/92 se creó la Consultoría Ejecutiva Nacional del Transporte (C.E.N.T), concediéndole la facultad de otorgar, a través de los talleres especializados, los respectivos certificados de revisión técnica obligatoria para el transporte vehicular interjurisdiccional de cargas y pasajeros. Por ello, por tratarse de un documento expedido por cuenta de un órgano nacional, su falsificación debe ser investigada por la justicia federal.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1833/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Tiene establecido la Corte que si la falsificación o el uso de instrumentos espurios habría sido el ardid que indujo a error al denunciante y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, se trataría de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del art. 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida.  Por otra parte, es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, tal como ocurrió en el caso, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    Incidente N° 4 – Imputado: R., Carlina s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 3656/2014/4/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Uso de documento adulterado. Competencia federal. 


    Utilización de fotocopias del documento nacional de identidad.


    Es doctrina de la Corte que, atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    Incidente Nº 1 – Damnificado: Z., Hugo Luis Ismael s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56681/2018/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Pensiones. Excombatientes de Malvinas. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Los resultados de las medidas a los que se alude en la declinatoria, no determinan un cambio sustancial respecto de la materia que permita sustentar un temperamento distinto al que sostuvo la justicia federal.  Se permite concluir que las maniobras tendientes a defraudar al instituto se habrían llevado a cabo mediante el uso de instrumentos en los que se colocó un sello y una firma apócrifa para aparentar la certificación de un funcionario público nacional, autorizan a determinar la jurisdicción federal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Z., Adolfo Gabino (Secretaria Electoral de la provincia de Buenos Aires) y otro s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 133882/2018/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    V., Arlindo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2347/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Tiene establecido el Tribunal que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de documentos como el que fue objeto del delito en esta causa mientras no se haya presentado en alguna institución nacional con posibilidad de afectar su servicio.


    S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 180/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    C, Julio César s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2337/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    C., Yoana Pamela s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2349/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    G. S., Flaminio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2330/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    L., Darío Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2327/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    M., Darío Rubén s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2328/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S.G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    V., Carlos Ariel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2341/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Habida cuenta de que el instrumento apócrifo no constituye un documento nacional y que por otra parte no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, corresponde conocer en la presente causa a la justicia nacional de esta ciudad, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Incidente N° 1 – Imputado: D. Evaristo s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8428/2020/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Licencia de conducir. Competencia nacional. 


    Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 292, segundo párrafo del Código Penal, corresponde investigar la presente causa al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional n° 45, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja de su trámite ulterior.


    Incidente Nº 4. Imputado: C., Cristian Darío s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 86331/2019/4/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si, como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.


    Incidente N° 1 – Imputado: B., Luis Ángel s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 182172/2018/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal. Competencia nacional. 


    En primer lugar, cabe destacar que la Corte tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, circunstancia que no se verificó en autos, en la medida en que el juez federal no atribuyó el conocimiento de la causa a la justicia nacional de instrucción, sino que fundamentó su rechazo en que los documentos aquí cuestionados serían otorgados por un organismo de la ciudad, por lo que su conocimiento sería competencia de la justicia local.  Es doctrina de la Corte que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.   Por otra parte, se ha traspasado a la justicia en lo penal, contravencional y de faltas, la investigación de algunos delitos claramente enumerados en los respectivos convenios celebrados entre la Ciudad y la Nación, entre ellos, los delitos contra la fe pública que se incluyeron en la ley 26.702 de transferencia de competencias, entre los que quedaron comprendidos los instrumentos emitidos, o cuya competencia para emitirlos sea de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  Sin perjuicio de ello, habida cuenta de que los informes de dominio e inhibiciones apócrifos relativos a un inmueble sito en esta Capital, son de aquellos cuya competencia para expedirlos concierne únicamente al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal, aún bajo la órbita del gobierno nacional, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional asumir el conocimiento de las presentes actuaciones.


    Incidente N° 1. Denunciante: H. de P., María Cecilia y otro. N.N:N.N s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58955/2019/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Resolución administrativa. Ministerios. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Afectación de la administración de la justicia nacional.


    Habida cuenta de que los magistrados que participan en la contienda coinciden con relación a las circunstancias del hecho que originara la controversia, en cuanto a que la presunta falsificación de la resolución presentada constituiría también el delito de estafa procesal, o su tentativa, ambas infracciones deben ser investigadas por la justicia de excepción, atento que la conducta fue realizada en el marco de un proceso en trámite ante el Juzgado Federal de Rosario de manera que pudo afectar la administración de justicia de la Nación.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 434/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Revisión técnica vehicular. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley 13.927, de la Provincia de Buenos Aires, la verificación y expedición de los respectivos certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B., Gabriel Gustavo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1838/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley 13.927, de la provincia de Buenos Aires, la verificación y expedición de los respectivos certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1850/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1 “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley 13.927, de la Provincia de Buenos Aires, la verificación y expedición de los respectivos certificados de verificación técnica vehicular es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    T., Matías Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1849/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley  13.927, de la provincia de Buenos Aires, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Ariel Nicolás Guido s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1839/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley  13.927, de la provincia de Buenos Aires, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    P., Jonathan Yoel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1848/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley  13.927, de la provincia de Buenos Aires, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S. O., Edgar Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1853/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley  13.927, de la provincia de Buenos Aires, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Carlos Diego s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1852/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. Competencia federal. 


    En atención a que es doctrina de la Corte que incumbe a la justicia de excepción investigar los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, extremo que al presente no puede descartarse sobre la base de las constancias remitidas, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal asumir el conocimiento de esta causa, sin perjuicio del eventual planteo de conexidad que pudiera suscitarse con su par del Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional de Lomas de Zamora, donde se investigaría a otros imputados por idénticos sucesos, pero respecto de treinta y un suboficiales de la misma institución nacional.


    P., Miguel Ángel s/ Falsedad ideológica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1295/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Transferencia de dominio. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con él lo se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    Incidente N° 1 – Denunciante: L., Claudia Carina. Denunciado: D. T., Máximo Daniel s\ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 96994/2019/1/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Más allá de las escasas constancias que integran el legajo, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.


    Incidente N° 1. Denunciante: B., Lorena Patricia. Imputado: Frías, Rodrigo Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21066/2017/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. Robo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Atento que la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero a su respecto.  Por otra parte, con relación al robo, asiste razón al juez federal en cuanto a que la investigación de ese delito corresponde a la esfera de la justicia provincial.


    M., Gabriel Sebastian s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1748/2021/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. Robo con armas. Tentativa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Atento que tanto la supresión de la numeración del arma de fuego como su encubrimiento surten la jurisdicción federal que corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero a su respecto.  Por otra parte, asiste razón al juez federal en cuanto a que corresponde a la esfera de la justicia provincial entender en el delito de robo con armas en grado de tentativa.


    V., Ariel Fernando s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1413/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Lesiones. Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Abuso sexual de menores. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos denunciados, lo cierto es que de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse para resolver la competencia cuando, como en este caso, no se encuentran controvertidos por otras constancias del legajo, se desprende que el conflicto familiar se ventila ante los estrados judiciales de la provincia de Buenos Aires, con intervención de la justicia civil y penal de ese ámbito territorial, en tanto lugar de residencia de los padres y los niños al iniciarse las desavenencias conyugales, que involucran también presuntos abusos sexuales en perjuicio de los menores.  En consecuencia, corresponde asignar la competencia al Juzgado de Garantías, sin perjuicio de recordar que si su titular entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Incidente N° 1 – Denunciante: A., Sebastián Osvaldo y otros – Imputado: B., Cristina


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46738/2020/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Falta de atención médica. Personal penitenciario. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Más allá de la adecuación legal que en definitiva se de a los hechos objeto de contienda, y de la relación de causalidad que pudiera existir con relación al deceso de la víctima, lo cierto es que se denunció la intervención en ellos de personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones, por lo que de momento no se descarta, teniendo en cuenta el estado inicial en que se encuentra la causa, que se hubiese afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación en el sentido que supo establecer el Tribunal.  Dado que las conductas habrían ocurrido tanto en jurisdicción bonaerense como en esta ciudad, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo con lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación y mayor economía procesal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: V., Norma Alicia y otro – Imputado: Servicio Penitenciario Federal s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 34569/2020/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Extranjeros. Menores. Competencia provincial. 


    Las constancias remitidas no resultan suficientes para vislumbrar la concurrencia de extremos que justifiquen que la investigación continúe ante los estrados federales, cuya competencia es de consabido carácter restrictivo y naturaleza excepcional, ni que hagan verosímil la hipótesis a que se refiere la Ley n° 26.364 -texto según Ley n° 26.842-. Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de la causa, más allá de la relevancia penal que quepa darle a los hechos y de la decisión que a su juicio corresponda adoptar sobre el fondo.


    Incidente N° 1 – N.N.: Requerimiento de instrucción penal s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 11230/2020/1/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La controversia no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En efecto, en atención a la precaria e inestable situación ambiental a la que estarían expuestas la presunta víctima menor y su madre, sumado a que ésta padecería de trastorno de la personalidad, los dichos del denunciante –únicos elementos de juicio incorporados al incidente- no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron la presente causa y su consecuente encuadre legal, lo que impide, de momento, formar un criterio fundado acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    Incidente N° 1 – Damnificado: T., A. G. – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44835/2020/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Coronavirus. Aislamiento social y preventivo obligatorio. Competencia provincial. 


    Más allá del criterio expuesto por la Procuración General en el dictamen Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”, cabe poner de resalto que es doctrina de la corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º , del decreto-ley 1285/58.  Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan real izado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.


    C., Hernán Bernardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 660/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa lo que no sucede en el caso, pues el juez bonaerense devolvió las actuaciones a la magistrada de esta ciudad pese a considerar que debía intervenirla justicia federal.  Si bien podría prescindirse de ese reparo formal por razones de economía procesal,  tampoco la cuestión se encuentra en condiciones de ser resuelta pues, no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.  En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, los que, no pueden ser apreciados con la exactitud necesaria a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde investigarlos.


    A., Matías s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 840/2021/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia penal. Competencia contravencional y de faltas. 


    Incorrecta traba de la contienda


    Se advierte que de los escasos elementos remitidos que más allá de lo informado por al Cuerpo de Investigaciones Judiciales de la Ciudad, en cuanto a la vigencia del perfil denunciado, no surge la realización de ninguna otra medida tendiente a averiguar, por lo menos, y a los efectos de establecer la competencia territorial en el caso, la localización del usuario que utilizaría falsamente la imagen de la damnificada y desde dónde accedería a la red social.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1178/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia federal. 


    No se encuentran satisfechos en el caso los requisitos que exige la doctrina de Fallos 303:634, 304:949, 308:275, 315:312 y 323:171, entre otros, pues la escasísima investigación llevada a cabo hasta el momento no permite establecer –con el grado de certeza necesario– la real naturaleza de los hechos y su correcta significación jurídica, elementos indispensables para discernir la competencia material en la causa.  En tal sentido, cabe advertir que no se aprecian realizadas ni las mínimas diligencias de verificación tendientes al menos a delimitar el concreto objeto del proceso.  Esas deficiencias se ven corroboradas por la propia declinatoria, donde el juez federal declara su incompetencia material sin suficiente motivación.  En efecto, sólo realizó transcripciones de los hechos que se denunciaron en distintas oportunidades, sin efectuar una mínima descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habrían ocurrido, lo que resulta imprescindible para sustentar una concreta consideración fáctica y su consecuente significación jurídica.  Además, ese mismo magistrado desechó de plano la hipótesis delictiva de índole federal, sin realizar una previa investigación de cuyo resultado obtener elementos idóneos para otorgar fundamento a tal resolución.  Por otra parte, no se advierte que resulte posible subsanar las carencias mencionadas sólo a partir de los términos de las denuncias, desde que sus completas presentaciones no constan incorporadas al incidente y las transcripciones que de ellas realizaron ambos tribunales contendientes, no se muestran suficientemente concluyentes a los fines señalados.  Esas razones impiden resolver la cuestión mediante la aplicación del criterio establecido por el Tribunal en Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867, sin que tampoco surja que el magistrado declinante les haya requerido a los denunciantes que brinden suficientes precisiones al respecto, en particular sobre la presunta utilización en los hechos de fondos de procedencia ilícita, máxime cuando aquel mismo magistrado consideró que la denuncia sobre la existencia de lavado de activos se encontraba aún indeterminada.  En tales condiciones, habida cuenta de que es el propio juzgado federal –que incluso consideró que esa hipótesis era prematura– el que en definitiva posee competencia para investigar su eventual comisión, corresponde que ese tribunal –que además previno y se declaró incompetente sin darle precisión a la declinatoria– continúe con la investigación de esta causa, sin perjuicio de lo que de ello pudiera resultar.


    Incidente N° 1 – Denunciado: C., Alejandro Augusto y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10045/2020/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La presente contienda carece de los elementos necesarios para conocer, con la certeza que esta etapa requiere, los pormenores y el alcance de los hechos investigados, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7 º, del decreto-ley 1285/58.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: M., L. V. y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41538/2020/1/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del Decreto Ley n° 1285/58.  En este sentido, cabe señalar que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Estafa – Denunciante: D., Gonzalo Alberto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 621/2020/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    La presente causa no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.  En tal sentido, tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 774/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Personas con discapacidad intelectual. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Los elementos incorporados al incidente no resultan bastantes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa y su consecuente encuadre legal, lo que impide, de momento, formar un criterio fundado acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    Incidente N° 1 – Damnificado: S., N. y otro – Imputado: Q., W. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46268/2020/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Vacuna COVID 19. Juez previniente. Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


    La presente contienda no se encuentra precedida de la investigación suficiente para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, por lo que la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto–ley 1285/58.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1062/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Obras municipales. Registro de la propiedad inmueble. Competencia por la materia. Competencia provincial. 


    En primer término, es oportuno observar, a los efectos que pudiera corresponder, que la demora en el trámite que le imprimió el juzgado nacional a este conflicto no solo actuó en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, sino que, además, habría puesto en riesgo la vigencia misma de la acción penal, por lo que corresponde, si la Corte así lo estima adecuado, llamar su atención, para que en el futuro evite actitudes como la presente que solo redundan en perjuicio de esta administración de justicia.  Es conveniente recordar que es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.  De acuerdo con ese criterio y sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva quepa asignar a los sucesos, la investigación sustanciada ante la justicia federal habría determinado que la obra fue habilitada por una ordenanza del municipio bonaerense y realizada por una empresa privada contratada por particulares, cuyo cobro se persigue ante la justicia provincial competente y su legitimidad es cuestionada por los vecinos, quienes encuentran en el reclamo de la firma un perjuicio directo contra sus intereses.  Con base en estas consideraciones, en atención a que no se advierte la participación de funcionarios públicos nacionales en el hecho, como así tampoco surge de las constancias del incidente que el suceso haya provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, ni es posible apreciar la puesta en peligro de intereses federales o alguna otra circunstancia que haga surgir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia provincial continuar el trámite de las presentes actuaciones.


    Incidente N° 2 – Denunciante: Comisión Nacional de Lucha contra la Impunidad, República Argentina. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 60000863/2008/2/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Ferrocarriles nacionales. Hurto. Vías férreas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa FCB 1397/2021/1/CS1. “Incidente n°1 - Denunciante: M., Guillermo - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia”.


    Incidente N° 1 – Imputado: R., Lucas Javier s/ Incidente de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 924/2019/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Fideicomiso. Defraudación. Incidente de competencia. Competencia en lo penal económico. 


    Los últimos hechos denunciados por la querella guardan cuanto menos una íntima vinculación con aquella base fáctica que integra el objeto del proceso que tramita ante la justicia en lo penal económico, lo que autoriza a que sean investigados en forma conjunta.  Ello es así, desde que se habrían llevado a cabo en el marco del mismo fideicomiso, en plena vigencia de sus mandas contractuales, con perjuicio de sus beneficiarios.  Frente a las consideraciones realizadas y en atención a las particulares circunstancias que surgen de las denuncias, la íntima vinculación que existen entre ellas, aconsejan que los hechos que motivan este conflicto también queden a cargo del mismo tribunal.  Esa es la solución que permitiría un análisis integral de los acontecimientos, sus implicancias y consecuencias, y redundaría en una mayor, más efectiva y eficaz administración de justicia, que además contribuya a evitar circunstanciales pronunciamientos que pudieran eventualmente resultar contradictorios en distintos procesos.


    Incidente N° 1 – Denunciante: F. B., Carlos. Imputado: F., Javier s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23069/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Fondo de comercio. Compraventa comercial. Cesión de cuota social. Cuentas bancarias. Operaciones bancarias. Competencia provincial. 


    En atención a que tanto el fondo de comercio como las operaciones de cesión habrían ocurrido en territorio provincial, donde además se domiciliaría el imputado, quien habría accedido desde ese lugar al sitio de internet del banco para efectuar transferencias no autorizadas, corresponde al juzgado de garantías continuar interviniendo en la causa.


    Incidente N° 1 – Denunciante: P. H., Osvaldo Norberto. Imputado: G., Franck Laurent Raymond s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37376/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Fondo de reserva de la ley sobre riesgos del trabajo. Superintendencia de riesgos del trabajo. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    No se advierte en autos una investigación suficiente que permita establecer el verdadero alcance de los hechos y el modo en que habrían ocurrido. Esto es necesario para determinar una correcta significación jurídica lo que es además indispensable para discernir la competencia material en la causa.  No se aprecia en el legajo que se hubieran realizado las necesarias diligencias de investigación, tendientes a esclarecer los hechos denunciados y sus pormenores.  La falta de investigación tampoco permite descartar por el momento que se haya visto perjudicado algún interés federal, pues más allá de que una eventual afectación al Fondo de Reserva de la Ley de Riesgos de Trabajo no redunde en un efectivo y directo menoscabo de las rentas nacionales, los términos de la denuncia permiten sin embargo considerar que con motivo de los hechos pudo haberse entorpecido el normal desarrollo de una institución de la Nación, o el de sus empleados, pues se cuestiona a la titular de la Superintendencia de Seguros de la Nación en orden al cumplimiento de deberes inherentes a las funciones de ese organismo a su cargo.


    Incidente N° 1. Denunciante: I., Pablo Néstor y otro - Denunciado: Guida, Mirta Adriana y otro s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2205/2021/1/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Fraude. Tentativa. Cuentas bancarias. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.  En ese sentido, y dado que no se encuentra discutido que todos los llamados telefónicos efectuados con la finalidad de obtener engañosamente información de las cuentas bancarias de los denunciantes habrían sido efectuados con el mismo modus operandi y desde la misma línea telefónica ubicada en una localidad bonaerense, todos ellos formarían parte de un mismo contexto delictivo.  Sobre la base de esas consideraciones, y en aras de lograr una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones.


    Denunciante: Unidad Fiscal para la averiguación de delitos relativos a la Seguridad Social y otros s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38090/2020/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Funcionarios públicos federales. Competencia federal. 


    La Corte tiene decidido que en los casos que involucran a un funcionario federal, la competencia del fuero de excepción solo se halla justificada cuando los hechos aparecen vinculados al desempeño de sus funciones como tal.


    Principal en Tribunal Oral TO01 – Querellante: P., Manuel y otro s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54567/2020/TO1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Hábeas corpus colectivo. Servicio Penitenciario Federal. Protocolo. Competencia nacional. 


    Siendo que el presente habeas corpus colectivo interpuesto se fundamenta en actos lesivos emanados a partir de la implementación de protocolos de ingreso al Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para continuar el trámite de estas actuaciones conforme lo establece el artículo 8° de la ley 23.098.


    Incidente N° 2 - Presentante: Procuración Penitenciaria de la Nación Beneficiario: G., Alejandro y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4426/2020/2/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Habeas corpus preventivo. Detenido. Servicio penitenciario provincial. Coronavirus. Control sanitario. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Si bien el trámite dado al incidente es erróneo, puesto que para la existencia de una correcta cuestión de competencia, debió ser la cámara federal de apelaciones que confirmó la declinatoria, la que insistiera  en ella, la Corte puede exceptuar ese óbice formal, desde que tal exigencia no obsta el pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen, tal como, ocurre en casos de esta índole.  Conforme surge de las constancias agregadas, el presente habeas corpus interpuesto se fundamenta en la petición de adopción de medidas sanitarias ante el contexto de pandemia del Covid-19, en dos Unidades penitenciarias, ambas dependientes del Servicio Penitenciario Bonaerense; por consiguiente, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial de conformidad con lo establecido por e l artículo 2° de la ley 23.098.


    C. C., Santos Pedro y otros s/ Habeas corpus


    COMP..FLP-Justicia Federal de La Plata, 11938/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Habeas corpus. Servicio Penitenciario Federal. Competencia nacional. 


    Más allá de los escasos antecedentes remitidos y de la calificación legal que quepa dar a los hechos investigados, toda vez que no se encuentra controvertido que éstos tendrían como autor a un agente del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de funciones propias en un establecimiento penitenciario de la ciudad de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional, resulta que, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la Capital continuar con el trámite de estas actuaciones.


    Incidente N° 1 – Imputado: Jefe de la Dirección del Área de Trabajo del Servicio Penitenciario Federal del Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12932/2021/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Espectáculos deportivos. Competencia provincial. 


    Más allá del marco penal dado por la justicia provincial a la desaparición del caso -y de la falta de determinación de los elementos que sustentarían la hipótesis delictiva formulada-, no es posible advertir a partir de las constancias que forman el legajo que ese hecho haya afectado el normal funcionamiento de alguna terminal portuaria, ni la navegación marítima o la fluvial. Por cierto, las necesarias maniobras de supervisión de las operaciones de tráfico de dos embarcaciones extranjeras realizadas por la Prefectura Naval Argentina durante el transcurso del evento, sobre las cuales la fiscalía provincial basó el pedido de incompetencia receptado luego por el juzgado, no tienen vínculo alguno con el suceso objeto de esta controversia.  En consecuencia, y en tanto tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, dado que, por otra parte, la competencia deportiva no habría superado la franja del mar territorial adyacente a las costas hasta las tres millas marinas, reservada a la provincia, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de la causa.


    N.N. s/ Averiguación de delito –Denunciante: B., Ezequiel Julián


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1242/2020/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.  En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre el los una relación de conexidad.  En consecuencia, en atención a que el presunto móvil delictual esbozado por el juez declinante no alcanza, por el momento, para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215, y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente N° 1 – Damnificado: Identidad reservada N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40981/2020/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    En primer lugar, la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley n° 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley n° 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.  En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre el los una relación de conexidad.   En consecuencia, en atención a que el presunto móvil delictual esbozado por la magistrada declinante no alcanza, por el momento, para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que ni el delito contra la vida, ni los otros sucesos en estudio se hayan producido con el objeto de interferir en alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo al respecto a la justicia local.  Por otra parte, respecto del material estupefaciente secuestrado, cabe poner de resalto que la ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  En este sentido el artículo 3 de esa ley -antes y después de su modificación por la ley n° 27.502- establece inequívoca y expresamente que conocerá la justicia federal cuando la causa tuviera conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero.  Por todo lo expuesto, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción para que conozca respecto del hecho imputado en infracción a la ley n° 23.737.


    H., Daniel Orlando s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1674/2020/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Delitos comunes. Delitos federales. Competencia ordinaria. 


    La competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la Ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la Ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.   Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.   En consecuencia, en atención a que el presunto móvil delictual esbozado por el juez declinante no alcanza, por el momento, para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215; y habida cuenta de que tampoco se vislumbra que el delito contra la vida en estudio se haya producido con el objeto de interferir alguna investigación de índole federal, corresponde seguir conociendo en esta causa a la justicia nacional en lo criminal y correccional.


    Incidente n° 1 – Damnificado: Identidad reservada N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61132/2019/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Hostigamiento o maltrato. Acción contravencional. Redes sociales. Facebook. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que el magistrado provincial no cuestiona su competencia en razón del territorio, sino que sólo observa su competencia material en lo que respecta a contravenciones como el hostigamiento digital imputado, corresponde Juzgado de Garantías conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de que si considera que debe intervenir otro juez de la misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 438/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Policía federal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Más allá del encuadre penal que corresponda dar a los hechos denunciados y de la calidad funcional de sus presuntos autores, la ausencia de constancias y mínimas diligencias que se advierte, no solo con relación a la suficiente comprobación de los dichos de la denunciante sino también en torno a la posible afectación a la prestación del servicio de la Policía Federal Argentina y de las rentas de la Nación, que postula el declinante, impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 y, por consiguiente, delimitar la elección del juez que en razón de la materia deba conocer en su investigación.  Por lo que corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, continuar el trámite de la presente causa y resolver, luego, con arreglo a lo que pueda surgir ulteriormente.


    Incidente N° 1 – Imputado: K., Walter y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47825/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Redes sociales. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Habida cuenta de que el juez provincial no cuestiona la competencia territorial, sino que en virtud de lo que establece el artículo 106 del Código de Faltas de la provincia de Buenos Aires, sostiene que correspondería a la justicia correccional el conocimiento de las contravenciones, es aquél quien debe continuar con la investigación de los hechos allí ocurridos, sin perjuicio de recordarle que si entiende que le incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    U., Johana Denise s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 205/2021/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Violencia de género. Acceso a la justicia. Economía procesal. Competencia contravencional y de faltas. 


    En autos, la elección del tribunal que corresponda juzgar los hechos objeto de esta contienda debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal, mejor defensa del imputado y en especial, si se trata, como en el caso, de conflictos de violencia de género, garantizar un adecuado acceso a la justicia por parte de la víctima.


    C., M. s/ Hostigar, intimidar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1324/2020/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Atento que el juez de garantías ha admitido la jurisdicción provincial al sostener que la competencia territorial debía discernirse a partir del lugar de restitución del bien fijado en la respectiva intimación, sito en una localidad bonaerense, corresponde asignarle el conocimiento de la causa.


    Incidente N° 1 - Denunciante: A., Lorena y otro. Imputado: P., Fernando Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27638/2020/1/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Hurto. Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte en Fallos 328:3960 y sus citas, y Comp. 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial conocer en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de hurto y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base.


    J. P., Jean Jefferson s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1048/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    En primer lugar, por aplicación de los principios desarrollados por la Corte en la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, ha quedado excluida la competencia del fuero federal para conocer del encubrimiento de un delito investigado por los juzgados nacionales de instrucción con asiento en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el que deberá sujetarse a las normas de competencia pertinentes a la naturaleza del delito en cuestión.  En atención a que el juez capitalino no desconoce la estrecha vinculación que se presenta entre los hechos investigados por la justicia federal con el que ha sido objeto de la causa originada en esa sede, en aras de una mejor administración de justicia y para evitar el posible dictado de resoluciones contradictorias en distintas jurisdicciones, corresponde al juzgado nacional de instrucción, que conoció de la denuncia de hurto, asumir el conocimiento de la presente causa, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.  Por otra parte, la justicia federal que verificó la autenticidad del título del motovehículo, debe extraer testimonios de la causa a fin de proseguir únicamente con la investigación referida a la documentación registral que restaría analizar.


    Incidente N° 1 - Imputado: M., Alexis Fernando y otros s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FSM-Justicia Federal de San Martín, 134288/2018/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Tal como lo sostiene el juez nacional de esta Capital, frente a la posibilidad de que el imputado haya tenido algún grado de participación en el delito contra la propiedad acaecido en territorio bonaerense, la resolución de la justicia provincial no cumple con la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en casos como el presente, debe hallarse precedida de una adecuada investigación y un auto de mérito que permita desvincular al imputado de la sustracción.  En ese sentido, cabe observar que no surge del legajo que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar la posible participación del imputado en el hurto, sobre todo ante el exiguo tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de la moto y su incautación.   En ese orden de ideas, tampoco surge que se hubiera escuchado al imputado acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que entró en posesión de la cosa.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado provincial que se encuentra entendiendo en la sustracción, profundizar su investigación respecto de la posible participación del imputado, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en esta ciudad, sin perjuicio de cuanto pudiere surgir del trámite ulterior.


    Incidente Nº 1 – Damnificado: L., Jorge Omar y otro – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78958/2019/1/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Acerca del hallazgo del rodado en poder del imputado, no es posible determinar aún con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en la que habría incurrido.   Por lo que resulta indispensable que la justicia provincial realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, sin que las consideraciones acerca de la carencia de elementos pudiera hacer variar esa solución, en tanto es al titular del juzgado provincial que tuvo a su cargo la instrucción, a quien corresponde discernir a su respecto.   En consecuencia, corresponde al juzgado provincial profundizar la investigación con relación al desapoderamiento del bien en esa sede, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en esta ciudad, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.   Por otra parte, en lo atinente a la infracción al artículo 289, inciso 3 del Código Penal de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas; y Comp. 602, L. XLIV; su conocimiento y juzgamiento corresponden a la justicia nacional.


    Incidente N° 1 - Imputado: F., Alfredo Fabián s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 78737/2019/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia federal. 


    Aplicación de la doctrina de Fallos: 293:485 y 304:949.


    La contienda no se encuentra precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley n° 1285/58, pues con los elementos acumulados en el legajo no ha podido establecerse todavía ningún hecho concreto en relación con el que corresponde pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo.


    Incidente Nº 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 24/2020/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Libramiento de cheque en formulario ajeno. Juez previniente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Investigación a cargo de un único tribunal.


    En tanto los hechos denunciados formarían parte de un único contexto delictivo, razones de una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación esté a cargo de un único tribunal, por lo que corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías, que previno y en cuya jurisdicción se encuentra la investigación del hurto y se domicilia la denunciante, para que continúe entendiendo en el objeto del incidente.


    L., Fernando Mauro s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 96/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Planes sociales. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Atento que esta investigación se refiere al presunto hurto de las tarjetas emitidas a beneficiarios del programa que se encontraban en una dependencia de un organismo provincial, como así también respecto a las observaciones formuladas respecto a la implementación del plan nacional, y que de las constancias del incidente no surge que los hechos hayan provocado un perjuicio directo al patrimonio del Estado nacional, ni tampoco es posible apreciar la puesta en peligro de intereses nacionales o alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia local continuar el trámite de la presente causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1207/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Teléfono celular. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que existe una relación de alternatividad entre la sustracción y la infracción prevista en el artículo 12 de la Ley 25.891, de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c) , del Código Penal.  Se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados.  Corresponde al juzgado nacional profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del dispositivo en territorio bonaerense pues, en definitiva, es a él a quien corresponde dilucidar la posible participación de los aquí imputados en el delito contra la propiedad.


    G., Andrea Elizabeth y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 54/2021/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Teléfono celular. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  Más allá de que la justicia nacional de instrucción no ha delimitado adecuadamente los sucesos objeto de investigación, en lo que respecta al hurto del dispositivo que habría sido utilizado para consumar el delito de estafa y otro en grado de tentativa- no  se advierte que se hubiera dado cumplimiento a la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre la supuesta sustracción y la infracción prevista en el artículo 12 de la ley 25.891, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal.  La circunstancia de que se hubiera constatado una aparente infracción a los artículos 12 y 13 inciso a) de la ley 25.891, no basta aún para corroborar la hipótesis de una receptación dolosa de los aparatos móviles o de alguna de sus partes, dado que no han sido mínimamente corroboradas.  A ese respecto, cabe señalar, a partir de los argumentos expuestos por el juez nacional de instrucción, que la invocación de supuestas causas en curso contra los prevenidos ante la justicia de excepción, carece de suficiente sustento para habilitar su intervención, sin antes constatar a través de los correspondientes informes periciales sobre cada uno de los dispositivos su identificación IMEI a fin de determinar debidamente su origen, como así también contar con los informes de las empresas licenciatarias de servicios de telecomunicaciones que determinen la titularidad de las líneas a través de sus módulos de identificación removible, que posibiliten establecer la existencia de denuncias anteriores por robo o extravío, y de ese modo, descartar o confirmar luego la posible intervención de los aquí implicados en los correspondientes delitos contra la propiedad.  En consecuencia, dado que, por el momento, la calificación legal propuesta por la justicia nacional de instrucción no se apoya razonablemente en las constancias del expediente, corresponde a esa sede, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente N° 1. Denunciante: S., Daniela Alejandra. Imputado: V. G., Pedro Richard s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51116/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    A los fines de dirimir esta contienda cabe estar a los dichos verosímiles y no controvertidos de la denunciante, único elemento con el que se cuenta hasta el momento.  En consecuencia, toda vez que el impedimento denunciado tendría o habría tenido lugar en una localidad de la provincia, donde según aquélla se domiciliaría el menor víctima, corresponde a la justicia provincial asumir su conocimiento e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    D. V., R. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 748/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    En cuanto se refiere al presunto delito de impedimento de contacto, cabe señalar que de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para resolver la competencia, y que son consistentes con las constancias del parto informadas por el hospital, se desprende que la niña vive en una ciudad bonaerense, donde se la privó de su contacto con la denunciante y a ésta del ejercicio de sus derechos y obligaciones. Por ello, corresponde al juzgado bonaerense continuar conociendo en el caso.


    M., Hugo y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 51/2021/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  Es de recordar, que el lugar de remoción de la custodia donde el padre no conviviente es privado del contacto con su hija y del ejercicio de sus derechos y obligaciones, es el que determina la competencia territorial en estos casos.  En consecuencia, corresponde al juzgado de esta ciudad, que previno y ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    C., R. V. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1013/2021/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Violencia domestica. Obligación alimentaria. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    En tanto de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para resolver la competencia, se desprende que el menor vivía con ella en una localidad bonaerense, ante cuyos estrados judiciales se ventilan asuntos relativos a la prestación alimentaria y episodios de presunta violencia doméstica, y teniendo en cuenta que en situaciones como las de este caso el criterio de conveniencia predominante ha de ser el de la protección del interés del niño, el cual debe prevalecer sobre los otros, incluyendo los intereses de su padre y madre, corresponde a la justicia provincial continuar con esta investigación.


    M., F. F. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 566/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Incidente de competencia. Calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La presente contienda negativa de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley n° 1285/58.  Las cuestiones de competencia exigen para su correcta promoción que los magistrados que en ella intervienen establezcan la calificación que prima facie pudiera corresponder a los sucesos, lo que no se observa en la declinatoria.  Cabe recordar que tiene resuelto la Corte que sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Por lo expuesto, corresponde a la justicia provincial, que previno y a la que acudió la denunciante para hacer valer sus derechos, continuar con la investigación en estas actuaciones para resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 48/2021/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. 


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entre el Juzgado Federal de la provincia de Córdoba y el Juzgado Federal de la provincia de Tucumán, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7) del decreto Ley n° 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que intervino primero; en el caso resulta la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba.


    Incidente N° 1. Denunciado: De T., Sebastián Andrés s/ Incidente de incompetencia


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1138/2020/CS2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    La ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  En este sentido el artículo 3 de esa ley -antes y después de su modificación por la ley n° 27.502- establece inequívoca y expresamente que conocerá la justicia federal cuando la causa tuviera conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero.


    F., Alexis David y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 331/2021/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1832/2020/CS1, “U.F.T. 5 (Y.P.F. S.A.) s/ Incidente de incompetencia”.


    L., Maximiliano Ezequiel y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 77/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción Ley 22.632 (Artículo 31 inciso b)”.


    A., Emanuel Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22283/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción Ley 22.632 (Artículo 31 inciso b)”.


    I. C. del N. S.R.L. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39306/2020/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción Ley 22.632 (Artículo 31 inciso b)”.


    Incidente N° 1 – Damnificado: B. Á., Paola Alejandra. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36244/2020/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción Ley 22.632 (Artículo 31 inciso b)”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: G., Alfredo Javier y otros N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47102/2020/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art . 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente N° 1 - NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9074/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1 párrafo”.


    Incidente N° 1 - Denunciante: V., Mariano Hernán y otros N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8458/2020/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Devolución del expediente. 


    La cuestión se ha tornado abstracta, por lo que corresponde devolver las actuaciones al declinante a sus efectos.


    Incidente N° 34. Imputado: F., Félix Maximiliano y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 62699/2019/TO1/34/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Denuncia. Obras artísticas. Competencia nacional. 


    Toda vez que los hechos investigados en la presente son de competencia de la justicia ordinaria, ya que de las constancias agregadas al incidente no es posible apreciar, alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, continuar con el trámite de estas actuaciones.


    Incidente N° 1 – Denunciante: T. de P., Tamara y otros. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6268/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Robo. Teléfono celular. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Sin perjuicio de que la Corte tiene resuelto que la forma defectuosa en que se ha planteado la contienda no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal, lo cierto es que el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  En consecuencia, dado que la calificación legal propuesta por la justicia nacional de instrucción, por el momento no se apoya razonablemente en las constancias del expediente, corresponde a esa sede, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    L. G., Linzmaier Aldhair y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8521/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    En tanto el conflicto entre ambos magistrados se refiere a la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, cabe recordar que en un reciente fallo de la Corte se señaló que la ley n° 24.051 delimita su aplicación, y por ende la competencia federal en los términos del artículo 58, a aquellos supuestos de “generación, manipulación, transporte, tratamiento y disposición final de residuos peligrosos... cuando se tratare de residuos generados o ubicados en lugares sometidos a jurisdicción nacional o, aunque ubicados en territorio de una provincia estuvieren destinados al transporte fuera de ella, o cuando, a criterio de la autoridad de aplicación, dichos residuos pudieren afectar a las personas o el ambiente más allá de la frontera de la provincia en que se hubiesen generado”.   Sobre esa base, y en atención a lo dispuesto en el artículo 7° de la ley n° 25.675 General del Ambiente – según el cual “la aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según corresponda por el territorio, la materia, o las personas” y que cuando “el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia será federal” – la Corte concluyó que regla en estos casos la competencia ordinaria y la excepción es la competencia federal para aquellos supuestos en que, efectivamente, se verifique una afectación interjurisdiccional .  Con ese marco normativo, la Corte también subrayó, a partir del caso “Lubricentro Belgrano”, la exigencia de interjurisdiccionalidad de la contaminación, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal, con la precisión de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.


    Incidente Nº 1 – N.N.: Ministerio Público Fiscal s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 10718/2020/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1°).


    Incidente N° 1 – Imputado: Z., Carlos Mauricio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9788/2014/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Exacciones ilegales. Impuesto sobre los ingresos brutos. Agentes de precepción. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.  Sentado este principio, y habida cuenta de que la entidad bancaria situada en esta ciudad habría actuado en su calidad de agente recaudador para ARBA, más allá de la significación jurídica que, en definitiva, pudiera constituir el suceso a investigar, corresponde asignar su conocimiento al juzgado provincial que intervino en el conflicto, pues tiene establecido la Corte que la competencia del fuero federal, es excepcional y está circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes, las cuales son de interpretación restrictiva.


    Incidente N° 3 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7348/2019/3/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 32009066/2012/9/CS1, “N.N. s/ Infracción ley 24.051”.


    Incidente N° 1. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 55/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Obra social provincial. Denuncia. Competencia de instrucción. 


    Más allá de las escasas constancias reunidas en el incidente y de la valoración que pudiera efectuarse acerca de los hechos, en caso de existir algún hecho con relevancia típica, en principio, abarcaría delitos de acción pública de índole común que involucrarían a funcionarios de una obra social a la provincia de Chubut, o bien, posibles irregularidades administrativas que podrían haber sucedido en el domicilio de aquélla en esa provincia, en cuyo ámbito residía la damnificada y realizaba el tratamiento de salud cuya continuidad habría sido interrumpido por razones que no han sido esclarecidas.   En tales condiciones, y dado que, por el momento esta Procuración General no advierte otros motivos que pudieran justificar la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde al juzgado de instrucción conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Incidente N° 1 - Denunciante: A., Marta Lorena s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9179/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    Incidente N° 1. Denunciante: L., Julio César. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4990/2020/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia provincial. 


    Atento a lo que surge de los antecedentes agregados al incidente, al imputado se le imputó el delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la ley n° 23.737. Por ello, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, corresponde a la justicia local conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    Incidente N° 7. Imputado: T., Ariel Arnaldo y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 58020/2019/7/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de funcionario público. Abuso de autoridad. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 47825/2020/1/CS1, “Incidente n° 1 – Imputado: K , Walter y otro s/ Incidente de incompetencia”.


    Más allá del encuadre penal que corresponda dar a los hechos denunciados y de la calidad funcional de sus presuntos autores, la ausencia de constancias y mínimas diligencias que se advierte, no sólo con relación a la suficiente comprobación de los imprecisos dichos de la denunciante, sino también en torno a la posible afectación a la prestación del servicio de la Policía Federal Argentina que postula el declinante, impiden que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 y, por consiguiente, delimitar la elección del juez que en razón de la materia deba conocer en su investigación.


    Incidente N° 1 – Denunciante: A., Susana Andrea y otro. Imputado: S., Matías y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48185/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Abandono de personas. Falsedad ideológica. Estafa procesal. Personal penitenciario. Competencia nacional. 


    Más allá de señalar que de los escasos antecedentes remitidos, los cuales se limitan exclusivamente a las resoluciones judiciales, no es posible conocer con detalle los hechos que serían objeto de investigación, lo cierto es que al no encontrarse controvertido que éstos tendrían como autores a agentes del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de funciones propias en un establecimiento penitenciario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la capital continuar con el trámite de estas actuaciones.


    Incidente N° 1 – Damnificado: I., Ramón Javier y otro. Imputado: B, Horacio y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11259/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Con independencia de la calificación legal que en definitiva quepa dar a los hechos objeto de controversia y del temperamento que corresponda adoptar, más allá de las consecuencias indirectas que habría tenido respecto del correcto desempeño de los demás organismos nacionales involucrados, la conducta omisiva de la Policía Federal Argentina afectó el normal desarrollo de una diligencia ordenada por la justicia nacional de instrucción, por lo que resulta de aplicación al caso el criterio de la Corte que establece que los delitos ejecutados en perjuicio de la administración de justicia nacional de esta capital son, en principio, de competencia de los tribunales nacionales ordinarios.


    Incidente N° 1 - N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 93678/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Injurias recíprocas (penal). Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, circunstancia que no se verificó en el caso. En efecto, el magistrado federal no atribuyó el conocimiento de la causa a la justicia de instrucción, sino que fundamentó su rechazo en el entendimiento de que la investigación del suceso podría corresponder le a su colega del mismo fuero, o bien a la justicia bonaerense del ámbito en que se denunció.  Las imputaciones recíprocas entre el denunciante y el imputado no pueden ser juzgadas separadamente, dado que se presentan como distintos aspectos integrantes de un mismo suceso y la dilucidación de la verdad de alguna de ellas depende del juicio acerca de la falsedad de la otra.  Dado que el esclarecimiento de los hechos objeto de controversia produciría sus efectos en la causa nº 987/2 020 en trámite ante el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, en el que fueron vertidas primigeniamente las imputaciones reputadas como falsas, y se dictó el procesamiento en orden al delito previsto por el artículo 292 del Código Penal, su conocimiento corresponde al juzgado federal que tuvo a su cargo esa investigación, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Denunciante: P., Alejandro Alfredo. Imputado: P., Martín s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30295/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Injurias. Internet. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte ha establecido que cuando una expresión injuriante se difunde por internet, por las características propias de ese medio se puede entender que el delito se ejecuta instantáneamente en diversas jurisdicciones, por lo que si se tiene en cuenta que la damnificada tomó conocimiento del suceso en la localidad de San Isidro, donde además, tramita la causa judicial que dio origen a los hechos denunciados, por razones de economía procesal, debe ser la justicia provincial la que debe conocer en estas actuaciones.


    P., G. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1732/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Inspección General de Justicia. Competencia nacional. 


    Más allá del estado embrionario en el que todavía se encuentra la pesquisa, e independientemente de la significación penal que en definitiva pudiera asignársele al hecho denunciado, en el caso no se advierte por el momento ninguna circunstancia que justifique la jurisdicción federal, de carácter excepcional y restringida.  En tal sentido, no se desprende del legajo que con motivo de los hechos descriptos en la denuncia pudiera haberse producido, en el Estado Nacional o en el normal desenvolvimiento de sus empleados, un perjuicio como lo exige la doctrina de la Corte para hacer surtir la competencia federal.  En consecuencia, habida cuenta del carácter local de la incumbencia funcional de la Inspección General de Justicia, corresponde al tribunal ordinario conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente resultar del posterior curso de la investigación.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N° 5 s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5037/2021/1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Sistema informático. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    No se aprecia en autos que se haya determinado aún ninguna circunstancia concreta que pueda provocar la intervención del fuero de excepción, ya que de las constancias del incidente no se desprende que con motivo de los hechos descriptos en la denuncia, se haya producido en el Estado Nacional o en el normal desenvolvimiento de sus empleados, un perjuicio –efectivo y directo– como lo exige la doctrina de la Corte para hacer surtir la competencia federal de naturaleza excepcional y restringida.  Por ello, habida cuenta del carácter local de la incumbencia funcional del organismo en cuestión –más allá de la posibilidad de actuación fuera de ese ámbito en algunos casos específicos- corresponde que el tribunal ordinario que previno continúe conociendo en estas actuaciones sin perjuicio de lo que pudiera surgir del posterior trámite.


    Incidente n° 1. – Denunciante: P. M., Luis Ernesto y otro. N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48287/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Instrucción. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Dado el estado embrionario en que aún se encuentra el trámite de esta causa, ello impide individualizar concretamente los hechos sobre los cuales versa su objeto y las precisas circunstancias en que habrían ocurrido, lo que obsta la realización de una correcta calificación legal sobre cuya base sustentar una resolución sobre la competencia.  En definitiva, por esas razones corresponde que el juzgado nacional ordinario, que previno, continúe conociendo en estas actuaciones a fin de subsanar las deficiencias señaladas, y para que –en caso de verificar su hipótesis tras una adecuada investigación– actúe de acuerdo con el procedimiento que establece la ley penal cambiaria, en cuanto habilita la intervención judicial tras la clausura del sumario que debe tramitar previamente ante el BCRA.


    Incidente N° 1 – Imputado: B., Carlos Ariel y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71186/2019/1/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Intermediación financiera. Grupo financiero. Cheque. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia en lo penal económico. 


    Multiplicidad de hechos.


    Sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible establecer con el grado de certeza necesaria la real naturaleza de los hechos que integran estas actuaciones y su verdadero alcance, especialmente cuando la multiplicidad de circunstancias que comprenden los acontecimientos que se ventilan en autos podrían dar lugar a considerar distintas hipótesis delictivas.  Ahora bien, los acontecimientos que integraron la declinatoria y que no constan claramente circunscriptos, no se observan debidamente investigados en autos a fin de incluirlos en el preciso objeto procesal de esta causa, el que, en definitiva –y tal como quedó expuesto– no se aprecia correctamente establecido aún.  En tales condiciones, cabe concluir que la mencionada declinatoria no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita conocer la real naturaleza de los hechos y las verdaderas circunstancias en que habrían ocurrido, resorte imprescindible para encuadrarlos en una conducta penal concretamente determinada y para discernir finalmente la materia de la que tratan.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 627/2018/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    No se encuentran satisfechos en el caso los requisitos que exige la doctrina de Fallos 303:634; 304:949 y 308:275, 315:312 y 323:171, entre otros, desde que el estado embrionario de la pesquisa impide establecer el verdadero alcance de los hechos y su real naturaleza, así como también dilucidar si existió una afectación a algún interés de la Nación, lo que en definitiva impide determinar su significación jurídica y consecuentemente la competencia material de esta causa.  Al respecto, no consta que se hubieran realizado ni las mínimas diligencias de verificación tendientes a delimitar el concreto objeto procesal.  En tales condiciones, sólo a partir de la profundización de la pesquisa será posible establecer con el grado de certeza necesaria la real naturaleza de los hechos, especialmente cuando tampoco es posible descartar aún las consideraciones que realiza el tribunal ordinario en orden al artículo 310 del Código Penal.  Al respecto, es criterio del Tribunal que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión de delitos de intermediación financiera no autorizada, resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los supuestos inherentes al delito en cuestión, la justicia federal no pueda declinar su competencia ni rechazar la que se le pretende atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si éste se halla configurado.  En razón de las consideraciones realizadas, corresponde al juez federal que previno y que declinó su competencia sin darle precisión a su resolución, incorporar los elementos necesarios para subsanar los defectos señalados y –en su caso– resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    Incidente N° 1 – Denunciante: S., Caterina Antonella. Denunciado: T., Víctor Javier s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 985/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Internación. Obras sociales. Medicamentos. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Economía procesal. Competencia federal. 


    Más allá de la calificación legal que en definitiva quepa dar al hecho denunciado, de los escasos antecedentes remitidos surge que la orden judicial habría sido dictada por un juzgado federal para ser plenamente acatada por un organismo de esa naturaleza.  En lo que concierne al lugar en el que debió cumplirse con el mandato judicial parcialmente omitido, toda vez que no se cuenta con la resolución del Juzgado Federal en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo Federal bonaerense, y su respectiva notificación a la obligada, circunstancia que impide conocer con certeza de qué manera y dónde debía ser materializada la orden impartida, de momento, cabe estar al lugar en el que, de acuerdo con los dichos de la denunciante debía hacerse efectiva la entrega de los medicamentos e insumos médicos, esto es, en el domicilio de su madre.


    Incidente N° 1 – Denunciante: P., Dora Beatriz y otro – Denunciado: Obra Social del Personal de la Policía Federal Argentina s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69310/2019/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación del hecho. Competencia federal. 


    Más allá de pertenecer a la fuerza de seguridad local, y de que los escasos antecedentes remitidos no permitan precisar qué autoridad habría dispuesto su intervención en el sumario, no es posible descartar en esta etapa inicial de la investigación, que el imputado actuara como auxiliar de la justicia de excepción y que, por consiguiente, el hecho objeto de contienda hubiese afectado el normal desenvolvimiento de la administración de justicia federal. Tanto es así que, precisamente, el titular del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal remitió los respectivos testimonios para que se iniciara una investigación en el mismo fuero, luego de considerar que el desempeño del imputado en el procedimiento había sido irregular y tardío, dado que habría auscultado a la víctima al día siguiente de su designación y se habría limitado a un examen macroscópico corporal, pese a estar debidamente informado de los delitos que ésta habría sufrido.  En razón de lo expuesto, corresponde al juzgado federal declinante continuar el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Incidente N° 1 – Imputado: N., Guillermo s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3697/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Calificación legal. Competencia nacional. Juez previniente. 


    El relato que contiene la denuncia no ha sido seguido por una investigación dirigida a individualizar mínimamente los hechos relevantes, de manera que puedan ser encuadrados en alguna figura determinada. Esa exigencia no se encuentra satisfecha en el caso por la ausencia de elementos de convicción que permitan dilucidar el verdadero alcance del suceso y su real naturaleza, lo que impide establecer una correcta significación jurídica sobre cuya base sustentar la competencia material de la causa.  Ello se ve corroborado en la declinatoria, pues el encuadre jurídico que allí se ensaya no encuentra acabado respaldo en los antecedentes de la causa y la descripción del suceso que constituye el objeto de la pesquisa.  En tales condiciones, la Corte se encuentra imposibilitada de ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues sólo en orden a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo.  Por ello, corresponde al juzgado nacional de esta Capital, que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N° 1 – Denunciante: S., Gerónimo Pablo Augusto y otro. Imputado: I. L. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22248/2021/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.   La investigación llevada a cabo hasta el momento no alcanza para establecer, con el grado de certeza necesario, la real naturaleza de los hechos y discernir la competencia material en la causa, donde hasta el momento no se verifican concretas circunstancias que habiliten el fuero de excepción.  No se cuenta en el expediente con elementos bastantes para precisar el verdadero alcance del hecho, sin que ni siquiera consten realizadas las mínimas diligencias de investigación tendientes a acreditar al menos las circunstancias de tiempo, modo, lugar y ocasión respecto a los elementos secuestrados y atribuidos al imputado, lo que en consecuencia impide encuadrarlos en alguna figura penal correctamente determinada.  Corresponde a la juez nacional de esta Capital que previno continuar con la investigación y, en su caso, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a su declinatoria, sin perjuicio de lo que de ello pudiera resultar.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional N° 62 Imputado: M., Brian Tomás s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 937/2021/1/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del Decreto Ley n° 1285/58.  Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, en tanto no se ha citado a la denunciante a ratificar sus dichos ni, consecuentemente, se ha averiguado respecto de las circunstancias en que habría ocurrido la sustracción al chofer del camión y si éste o el dueño de la empresa de transporte efectuaron la respectiva denuncia.  En tales condiciones corresponde a la juez que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y, eventualmente, resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Robo. Denunciante: C., Sonia Marisa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1143/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Las circunstancias puestas de manifiesto por el juez local, quien  rechazó intervenir por entenderlo prematuro, en tanto no se habrían realizado las medidas de investigación necesarias para verificar la existencia del hecho denunciado y, eventualmente, las circunstancias de su comisión, no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, por lo que, sin perjuicio de la significación jurídica de los hechos, corresponde a aquél continuar entendiendo en la presente causa.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: Juzgado de Garantías N° 4 de Lomas de Zamora s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 22764/2020/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Juez preveniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. No se encuentran identificadas las piezas presuntamente faltantes ni obran constancias que permitan reconstruir, siquiera hipotéticamente, el recorrido del expediente hasta que se advirtió esa situación, como tampoco se conoce su valor probatorio o la posible afectación de la investigación.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1643/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58, pues, no surge de las constancias remitidas que la víctima haya brindado su versión de lo sucedido, como tampoco se han recabado otros datos que permitan verificar, mínimamente, el tiempo de evolución de la herida advertida por el médico, la previa atención hospitalaria en la provincia o la existencia del hecho ilícito relatado.  En consecuencia, al juzgado de esta ciudad, que previno, corresponde proseguir la investigación y reunir los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y luego resolver de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1708/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Denuncia anónima. Juez previniente. Competencia contravencional y de faltas. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del Decreto Ley nº 1285/58.  Tiene establecido el Máximo Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Sin embargo, esas exigencias no se encuentran satisfechas en el caso, desde que se observa en el incidente una ausencia absoluta de elementos de convicción que permitan dilucidar el verdadero alcance de los episodios y su real naturaleza, lo que impide establecer una correcta significación jurídica sobre cuya base sustentar la competencia material de la causa.   No se observa que se hubieran realizado las mínimas tareas de verificación tendientes a constatar algunos de los datos que surgen de los términos de tal manifestación anónima especialmente cuando la multiplicidad de circunstancias que comprende permitirían conjeturar distintas modalidades delictivas con eventual incidencia en la cuestión de competencia en orden a la materia.  En lo que respecta a la referencia al precedente de Fallos: 198:438, en cuanto a que es la “naturaleza del hecho denunciado” la que determina la jurisdicción competente, es precisamente esa “naturaleza del hecho denunciado” la que no ha sido aún determinada en autos con el grado de convicción que exige un pronunciamiento sobre la cuestión en disputa.


    P., Carlos Matías s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1799/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia nacional. Juez previniente. 


    En el presente conflicto negativo de competencia no es posible para la Corte ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  Ello es así, en razón de que no se encuentran satisfechas las exigencias de Fallos: 308:275, 315:312, 323:171 y 3867, en cuanto establecen que es indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión competencia, que las resoluciones que las declaren contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  En tal sentido, no se advierte en la declinatoria encuadre jurídico alguno, ni la descripción de los acontecimientos que constituirían el motivo de la pesquisa.  En efecto, aquélla se limita a mencionar que la denuncia daba cuenta de que se había intentado reeditar ante el fuero local una investigación que ya había sido concluida, sin precisar el objeto de ese proceso, ni especificar su identidad con los supuestos hechos que habrían sido nuevamente denunciados; los que tampoco se describen en dicha resolución, ni surgen circunstanciados en el requerimiento fiscal al que se remite.  Allí se aprecian apenas transcripciones de aislados fragmentos de la denuncia. Además, si bien se menciona que, en una de las causas a las que ésta refiere, caratulada “Jiménez Poveda, José Cristian y otros s/ Estafa” se habría sobreseído a los imputados por inexistencia de delito, no se observan descriptas las circunstancias por las que cabría considerar que los hechos que habrían motivado ese pronunciamiento se ventilan nuevamente en los expedientes provinciales a los que también hace referencia el dictamen; sin que finalmente se desprendan esos elementos de la certificación del 19 de junio de 2019, a la que se alude en sus argumentos.  Por esas razones, es indispensable subsanar las deficiencias señaladas con carácter previo a discernir la competencia en la causa, máxime cuando tampoco se presentan claros y precisos los términos de la denuncia formulada por el abogado, en contra de su colega y de otros imputados lo que impide resolver la cuestión mediante la aplicación de la doctrina de Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867.  En definitiva, corresponde que el juzgado nacional, que previno, continúe con la investigación a fin de darle precisión a la notitia criminis y para que resuelva, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N° 1. Denunciante: B., Fernando Andrés. Imputado: N. B., Moisés Michael s/ Incidente de Incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80845/2018/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    La presente contienda negativa de competencia no se halla precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.  Al respecto, el Máximo Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Si bien el magistrado que previno realizó ciertas medidas de prueba, de las constancias agregadas no surgen los elementos necesarios para valorar si la conducta que motivó la disposición patrimonial es adecuada a alguna figura penal y tampoco se aclaran algunos aspectos del relato del denunciante, tales como la promesa de devolución del dinero una vez concluido el transporte, entre otras circunstancias que pueden incidir en la correcta valoración de los hechos.  En tales condiciones, corresponde al magistrado de Río Negro que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darles precisión y resolver, luego, con arreglo de lo que de ello surja.


    G., Hugo Carlos c/ N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1870/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Esta incidencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Los procedimientos que, como el presente, conducen a deducir contiendas insustanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia.  Por lo tanto, corresponde al juzgado de instrucción, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente N° 1 - Denunciante: Policía de la Ciudad de Buenos Aires Sumario 507.931/2019 y otros. Imputado: V., Brian Sebastián s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59033/2019/1/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juegos de azar prohibidos. Redes sociales. Competencia provincial. 


    Toda vez que las magistradas intervinientes en el presente conflicto de competencia coinciden en la calificación legal de los hechos, y que la juez provincial no cuestiona que las gestiones vinculadas a la presunta explotación de juegos de azar habrían tenido lugar en territorio bonaerense, donde también podría domiciliarse la titular de la cuenta de la red social, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de que si entiende que el conocimiento de la causa corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo a la normativa local.


    T. I. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1752/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Más allá del estado incipiente en que se encuentra la investigación, las diligencias practicadas hasta el momento permitieron comprobar que desde el perfil de la red social de Facebook se habría implementado un sistema de captación de apuestas de bingos virtuales y otros juegos de azar, en los que se apostaría dinero a través de transferencias realizadas por medio de la aplicación Mercado Pago a una cuenta que estaría vinculada al correo electrónico de la acusada, con domicilio en una localidad bonaerense, sin la debida autorización legal. Por lo tanto, de acuerdo al principio de territorialidad de Fallos: 327:6068, entre otros, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa.


    M., Any s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 936/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. 


    Conflicto entre dos tribunales de la misma provincia.


    En atención a que la presente contienda negativa quedó trabada entre dos tribunales de la misma provincia, no es de aquellas que corresponde a la Corte resolver.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 811/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1. Denunciante: L., Patricia y otro. Imputado: C. P. M. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1988/2021/1/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Lavado de activos. Competencia federal. 


    Multiplicidad de hechos en distintas jurisdicciones.


    La Corte tiene establecido que a partir de la sanción de la ley 26.683, la figura de lavado de dinero ya no es tratada como un encubrimiento calificado en perjuicio de la administración pública sino como un delito autónomo contra el sistema financiero nacional. Por lo tanto, las conductas que por su forma de ejecución, los medios utilizados, su relativa complejidad y demás circunstancias resultan capaces de lesionar de manera autónoma los bienes jurídicos que protege el artículo 303 del Código Penal, suscitan la competencia de la justicia de excepción.  Por lo demás, toda vez que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y se encuentra acreditado que los hechos tuvieron lugar en diferentes jurisdicciones territoriales, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.  En ese sentido, cabe destacar que en el requerimiento de elevación a juicio se atribuye la compra de un predio en el partido bonaerense de Esteban Echeverría mediante la participación de una sociedad comercial que habría sido constituida en ese territorio, y la adquisición de unos de los vehículos en una agencia de automóviles, situada también en ese lugar, que pertenecería a uno de los imputados, además de los inmuebles que habrían sido adquiridos en el partido bonaerense de Lanús y en esta ciudad. Según mi parecer estos hechos, que podrían haber ocurrido dentro de un contexto delictivo común, deben ser juzgados de acuerdo con el criterio antes señalado por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal del departamento judicial de La Plata en favor de una mayor, más efectiva y eficaz administración de justicia.


    Incidente N° 44 – Imputado: B., Adrián Francisco y otros s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 64049/2017/TO1/44/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Delito autónomo. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que a partir de la sanción de la Ley n° 26.683, la figura de lavado de dinero ya no es tratada como un encubrimiento calificado en perjuicio de la administración pública, sino como un delito autónomo contra el sistema financiero nacional. Por lo tanto, las conductas que por su forma de ejecución, los medios utilizados, su relativa complejidad y demás circunstancias capaces de lesionar de manera autónoma los bienes jurídicos que protege el artículo 303 del Código Penal, suscitan la competencia de la justicia de excepción.  En consecuencia, al no haber cuestionado la magistrada federal su competencia material en el hecho, ya que alegó que las pruebas colectadas no bastaban para demostrar el origen de las apuestas, circunstancia que resulta una cuestión de conocimiento exclusivo de ese fuero, corresponde a esa sede asumir su jurisdicción para continuar conociendo en esta causa.


    G., María Noel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 402/2021/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley n° 1285/58.  Ello porque aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la presunta falsedad de los contratos de mutuo que fundamentan los reclamos judiciales o la causa de los préstamos, y, en ese caso, la efectiva entrega del dinero y su origen, lo que resulta indispensable para determinar la calificación de los hechos y, consecuentemente, la competencia material.


    V., Daniel Oscar y otro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4190/2020/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Legisladores. Redes sociales. Discriminación. Violencia de género. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Las escasas constancias agregadas al expediente no resultan suficientes para establecer el verdadero alcance de los hechos, lo que es indispensable para determinar su correcta significación jurídica y, consecuentemente, la competencia material en la causa.  No consta todavía producido el resultado de las medidas ordenadas por el juez federal atinentes al pedido de información sobre los suscriptores de las cuentas involucradas, el que resultaría indispensable conocer con carácter previo a resolver la competencia, a fin de precisar el concreto objeto procesal de la causa, su alcance y la materia de la que trata.  La profundización de la pesquisa contribuiría incluso a establecer –o descartar– que los eventos denunciados como fuertes ataques contra una legisladora expresados en mensajes agresivos y violentos a través de la red social Twitter, que responderían a patrones de violencia de género e incitarían a la comisión de delitos, pudieran encontrarse alcanzados por las previsiones de la ley 23.592, que reprimen a quienes por cualquier medio alentaren o incitaren a la persecución o al odio contra una persona o grupos de personas por sus ideas políticas, entre otras razones.   El conocimiento de la causa corresponde a la justicia de excepción, que tomó conocimiento de la notitia criminis sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión, atento que las infracciones previstas en el artículo 3° de la ley 23.592 son competencia del fuero federal en razón de la naturaleza de la ley que reglamenta directamente un principio constitucional que excede el interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad, toda vez que no es posible descartar todavía que los hechos en estudio no hayan tenido entidad suficiente para alentar o incitar a la persecución o al odio contra una legisladora de la CABA por sus ideas políticas.


    Incidente N° 1 N.N: N.N. s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3501/2020/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Competencia provincial. 


    Toda vez que de los dichos del denunciante, que sí fueron ampliados mediante comunicación telefónica según consta en el legajo digital, a los que cabe atenerse para resolver la competencia, se desprende que efectivamente recibió la inyección en la provincia, donde también fue hospitalizado con posterioridad, corresponde al juzgado bonaerense asumir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver, eventualmente, de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.


    C. N., Andreina Marilyn y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1712/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Policía Provincial. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Competencia provincial. 


    En la medida en que el objeto de esta contienda es el de investigar un posible delito común que habría cometido un funcionario provincial que no actuaba como auxiliar de la justicia federal, no resultan aplicables al caso las disposiciones del artículo 33, inciso 1º, del Código Procesal de la Nación.


    V., Raúl Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1552/2020/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Violencia de género. Concurso ideal. Amenazas simples. Concurso real. Amenazas calificadas. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que según la doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de las constancias del expediente se desprende que los hechos restantes tuvieron lugar en territorio bonaerense, corresponde que sean juzgados por la justicia provincial.


    Incidente Nº 2 - Imputado: C., W. R. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 81276/2018/2/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones. Investigación del hecho. Competencia provincial. 


    Toda vez que los dichos de los familiares dan cuenta de que el damnificado fue trasladado en una ambulancia desde su domicilio en Wilde, donde fue encontrado con la casa a oscuras, desordenada y con los muebles revueltos, es al juzgado provincial que le corresponde proseguir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver, eventualmente, de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente N° 1 Damnificado: C., Víctor – N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24743/2020/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    De las constancias incorporadas al incidente, no es posible apreciar alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.  Asimismo, habida cuenta que según la doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia local conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 326/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Violencia de género. Competencia por el territorio. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Toda vez que según la doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de los términos de la denuncia -que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa- se desprende que las lesiones tuvieron lugar en Capital Federal, corresponde a la justicia de esa ciudad, aunque no haya sido parte en esta, conocer en estas actuaciones.


    C., E. C. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1214/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Licencia de conducir. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la justicia de excepción no es competente para conocer en relación con la falsificación de la licencia de conducir si , como en este caso, no surge que se haya presentado en alguna institución nacional, porque no se ha entorpecido así el normal funcionamiento de organismos federales.  También tiene dicho la Corte que resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.   En este sentido y habida cuenta de que según las constancias agregadas al incidente surge que el operativo de control vehicular se llevó a cabo en la ciudad bonaerense de La Plata y que se desconoce el lugar de creación del documento público, corresponde a la justicia provincial continuar con estas actuaciones.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1622/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° CFP 16728/2016/1/CS1 "Nivello, Germán Andrés s/ Abuso de autoridad, violación de deberes de funcionario público, malversación de caudales públicos dte: Revelli, María Claudia Ángela y otro".


    Incidente N° 1 – Imputado: S., Marcelo s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 114836/2017/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Marcas. Propiedad intelectual. Logotipo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa FCR 62000715/2011/1/CS1, "Márquez, Oscar Julián s / Inf. Ley 11.723 y 22.362".


    La utilización y reproducción ilegal de marcas registradas para promocionar la difusión, a través de un sitio de internet de acceso libre, de contenido licenciado a los titulares de esas marcas constituye, por su potencial lesividad a la competencia leal, una infracción a las leyes 22.362 y 11.723.


    Incidente N° 1. D. A. S.A. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8720/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Material de abuso sexual de niños, niñas y adolescentes. Pornografía infantil. Publicaciones obscenas. Correo electrónico. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a que de las constancias obrantes en la causa, surge que el domicilio vinculado al correo electrónico gratuito, asociado al usuario de Mercado Libre y también al teléfono celular de la compañía Claro se encuentra en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    H., Y. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2538/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Internet. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes en la causa surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    S. S. J., M_SSJ s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2607/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias de la causa surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    D. R., F. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2009/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Por no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias de la causa surge que la totalidad de las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. A., P. s/ Infracción Artículo 128 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2535/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía, en atención a que de las constancias de la causa surge que el domicilio de la persona que habría compartido el archivo se encuentra en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    L., I. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2702/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Pornografía infantil. Redes sociales. Internet. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes en la causa surge que las conexiones a internet rastreables de los usuarios denunciados se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de recordarle que si entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. J. – Denunciante: Missing & Exploited Children s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 265/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Medicamentos. Farmacias. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida, de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto -ley 1285/58.  En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso y el lugar de su comisión; y ese déficit, no permite discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponde investigarlos.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Carlos Alberto y otro. Imputado: Monasterio, Julio David s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66118/2019/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Menores. Restricción de acercamiento. Morosidad del proceso. Competencia provincial. 


    Las dilaciones por los sucesivos planteos en torno al tema de la competencia producen un notable perjuicio para la buena administración de justicia.  En el supuesto de la desobediencia, el conocimiento del asunto corresponde al juez del lugar donde se ha infringido la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    Incidente N° 1 – Imputado: B., M. G. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74051/2018/1/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Motovehículo. Orden de secuestro. Hurto. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    En primer lugar, frente a los argumentos esgrimidos por la magistrada nacional, conviene reseñar los numerosos precedentes de la Corte, en el sentido de aclarar que no se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones sino que debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno y otro suceso, pues éstos aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos.  Por lo demás, toda vez que el juez provincial inicialmente había archivado las actuaciones debido a la ausencia de elementos para investigar la sustracción, y dado que la juez nacional procesó al imputado por considerarlo responsable del delito de encubrimiento, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, corresponde a la justicia nacional juzgar a su respecto; y de acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Comp. N° 602, L. XLIV, deberá también asumir la investigación acerca de la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -supresión de placas- verificado en esa sede.


    Incidente N° 2 – Imputado: A., Juan Ignacio s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17609/2020/2/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Muerte. Negligencia. Cuidador de ancianos. Investigación del hecho. Competencia provincial. 


    Si el eventual accionar negligente o inadecuado por parte del personal o los profesionales que velaban por el cuidado de la víctima se habría producido en la provincia, corresponde al juzgado bonaerense proseguir la investigación y determinar las circunstancias en que se produjo la caída y si el paciente recibió los cuidados debidos correspondientes a su condición.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 252/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Narcotráfico. Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    Las hipótesis delictivas a considerar son dos.  La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los imputados en infracción a la ley 23.737. Por ello, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en ese sentido.  Respecto de la segunda hipótesis, relacionada con las armas incautadas, cabe recordar que si bien la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, habida cuenta de que todas fueron secuestradas en el mismo allanamiento y que una de ellas presentaba su numeración registral erradicada -hecho por el cual el juez federal inició una causa por separado- es la justicia de excepción la que deberá conocer respecto del hallazgo de todas las armas.  Esa es, la solución que más favorece en el caso el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    Incidente N° 11. Imputado: L., P. E. s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10975/2017/11/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para la efectiva traba de competencia resulta necesario el conocimiento por parte de la Corte que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o modifica su anterior posición.


    Incidente N° 3 Imputado: Y., Nadia Carolina y otro s/ Incidente de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 39408/2019/3/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo a las constancias del legajo las hipótesis delictivas a considerar son dos.   La primera de ellas se refiere a la actividad desplegada por los imputados en la infracción a la ley 23.737. Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.   Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca al respecto.   Respecto de la segunda hipótesis, referida al hallazgo del arma en poder de los prevenidos, de acuerdo a las circunstancias en las que se produjo su detención y las características de los elementos incautados, no puede descartarse por el momento, que el arma no estuviera íntimamente vinculada con la tenencia de los estupefacientes y su posible comercio, al que cabe presumir se intentaba proteger de ese modo.   Por tal motivo, y sin desconocer la solución adoptada por la Corte en la causa Comp. CSJ 2523/2017/CS1, esta contienda debe ser resuelta a partir del criterio establecido en la Comp. 452, L. XLIII, pues tiende a una mejor administración de justicia en el caso.  En consecuencia corresponde a la justicia de excepción conocer en la totalidad de la causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    Imputado: M., Darío Andrés y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6140/2020/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Operaciones bancarias. Cuentas bancarias. Competencia provincial. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.  Más allá de la cuenta bancaria de la que salieron los fondos se encuentra en esta ciudad, corresponde declarar la competencia del juez provincial, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentra la sucursal a la que se destinó el dinero y donde se domicilia su titular, quien además, habría utilizado los fondos indebidamente recibidos.


    Incidente N°1 – Damnificado: B., Ethel María. Imputado: V., Roxana Elizabeth s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 77251/2018/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos de relevancia típica.   Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad, corresponde declarar la competencia del juez de garantías, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentra la sucursal a la que se destinó el dinero y donde se domicilia su titular, quien además, no habría desconocido las transferencias.


    Incidente N° 1 – Querellante: S., Leonor Imputado: D., Andrea Vanesa s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39157/2018/1/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Economía procesal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollan actos con relevancia típica.   Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad, corresponde declarar la competencia del juez de garantías, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentra la sucursal a la que se destinó el dinero y donde se domicilia su titular, quien además, extrajo el dinero transferido.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., José Félix Imputado: M., Eva Nélida s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65308/2018/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Estafa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.  En esta inteligencia, más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encontraría en la provincia de Córdoba, y la cuenta de destino en esta ciudad, corresponde declarar la competencia del juez bonaerense, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentra el domicilio vinculado a la cuenta bancaria de destino y al número de teléfono con el cual se llevaron adelante las negociaciones.


    N.N. s/ Estafa – Denunciante: G., Danilo Edgardo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 244/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Transferencia electrónica. Cuentas bancarias. Sucursales bancarias. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia.  La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.  Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad y que el lugar desde el que se habrían efectuado las transferencias se encontraría en la provincia de Córdoba, corresponde declarar la competencia del juez de garantías, pues es quien se encuentra en mejores condiciones para continuar con la causa, en atención a que en ese ámbito territorial se encuentra la sucursal a la que se destinó el dinero y donde se domicilia su titular, quien además, no habría desconocido las transferencias.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: V., Graciela Beatriz y otros N.N.: B., Elías Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4019/2019/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Policía Federal. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses nacionales o la prestación del servicio de un organismo de esa naturaleza.  También tiene resuelto que el carácter excepcional y estricto de la competencia federal exige para su procedencia que el funcionario, autor, o víctima del delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.   Toda vez que los hechos objeto de contienda habrían sido cometidos por agentes de la Policía Federal Argentina en perjuicio de otros de la misma institución y en ejercicio de funciones propias, no es posible descartar que se haya obstruido el normal desenvolvimiento de un organismo de la Nación o de sus empleados.


    Incidente N° 1 – Damnificado: C., Vanina Daniela – Imputado: L., Johana Daniela y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2026/2021/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos comunes. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en aquellos casos en los que un agente policial habría cometido un delito en el marco del cumplimiento de una diligencia ordenada por un juez, dado que ese agente, en tales circunstancias, actúa como auxiliar de esa autoridad, la investigación del supuesto delito corresponde a la jurisdicción con la misma competencia sustancial de aquel juez.  Ahora bien, en atención a que de los antecedentes remitidos surge que el objeto de controversia versaría, en principio, sobre un delito común, que los agentes federales denunciados actuaron por orden de la magistrada a cargo del Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas de esta ciudad, y que por imperio de la Ley n° 26.702 esta jurisdicción sólo interviene en aquellos supuestos de hechos ilícitos cometidos por funcionarios locales, corresponde a la justicia nacional ordinaria proseguir el trámite de la presente causa.


    Incidente N° 1 – Denunciante: P., Marcos Nicolás – Denunciado: Policía Federal Argentina s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12025/2020/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Pornografía infantil. Redes sociales. Internet. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 126/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia federal. 


    En atención a la estrecha vinculación que existe entre la portación ilegítima del arma de guerra y la erradicación de su numeración o su posible encubrimiento, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que, en el caso, debe ser la justicia federal, pues a ésta concierne conocer no sólo respecto del delito del artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal sino también del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


    R., Lara Narela Catalina s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1342/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Encubrimiento. Competencia federal. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    En atención a la estrecha vinculación que existe entre la portación ilegitima del arma de guerra y la erradicación de su numeración o su posible encubrimiento, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal que, en el caso, debe ser la justicia federal, pues a ésta concierte conocer no sólo respecto del delito del artículo 189 bis, inciso 5º, del Código Penal sino también del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.   Los motivos expuestos por el magistrado federal para afirmar que no se habría configurado el delito previsto por el artículo 189 bis inciso 5, del Código Penal, carecen de sustento en tanto del informe pericial efectuado surge que la numeración individualizadora del arma en su parte externa había sido intencionalmente erradicada, por lo que aun cuando pudiera llegar a considerarse que el imputado no habría sido el autor de esa supresión, lo cierto es que de ese modo tampoco se pondría fin a la persecución penal respecto de cualquier otro sujeto que hubiera tomado intervención, aunque aún no se encuentre individualizado, ni tampoco a la referida a los hechos de encubrimiento de ese delito y portación indebida del arma estrechamente vinculados a aquél.  En lo atinente a los restantes sucesos dado que las reglas de acumulación por conexidad solo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, la justicia provincial debe proseguir conociendo a su respecto.


    M., Cristian Avelino s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1763/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones. Competencia provincial. 


    Investigación a cargo de un único tribunal.


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  En atención a la estrecha vinculación que existe entre la portación ilegítima del arma de guerra y la erradicación de su numeración o su posible encubrimiento, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que, en el caso, debe ser la justicia federal, pues a ésta concierne conocer no sólo respecto del delito del artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal,  sino también del encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.  En ese sentido, aun cuando pudiera llegar a considerarse que el imputado no habría sido el autor de esa supresión, tampoco se pondría fin a la persecución penal respecto de cualquier otro que hubiera tomado intervención, aunque aún no se encuentre individualizado, ni tampoco a la referida a los hechos de encubrimiento de ese delito y portación indebida del arma estrechamente vinculados a aquél según quedó antes expuesto.  Sobre esa base, y en atención a que el magistrado federal no cuestionó su competencia material sino que se limitó a rechazarla en razón del territorio, no corresponde promover cuestiones insustanciales que, en este caso particular, debieron ser debidamente encausadas de acuerdo a lo dispuesto en la ley 12.716 de organización de la justicia federal, a fin de no provocar un daño a la buena administración de justicia.  Por último, acerca del delito de lesiones que habría sufrido el damnificado por el disparo, la justicia provincial debe proseguir conociendo a su respecto.


    G., Adolfo Edmundo s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1356/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Tentativa de homicidio. Violación de medidas de sanitarias contra epidemias. Concurso de delitos. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (art. 205)”.


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Esa es la regla aplicable al caso con relación a la portación ilegítima del arma de uso civil, la tentativa de homicidio agravada por el uso de arma y las amenazas, en tanto corresponden a la esfera de la justicia provincial.


    L., Carlos Alberto s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 962/2020/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Violación de domicilio. Violación de medidas de sanitarias contra epidemias. Concurso de delitos. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (art. 205)”.


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Esa es la regla aplicable respecto de la portación ilegítima del arma de uso civil y a la violación de domicilio, en tanto su investigación corresponde a la esfera de la justicia provincial.


    S. A., Franco Daniel s/ Amenazas calificadas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 907/2020/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Presentación al cobro. Adulteración de cheque. Competencia provincial. 


    En tanto no se advierten circunstancias que permitan afirmar la jurisdicción federal, que es de naturaleza exclusiva, excluyente y excepcional, corresponde al magistrado local continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de recordarle que si entiende que la investigación incumbe a otro juez de su misma provincia, se la remita de acuerdo a las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: B.N.A. NN: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 39462/2020/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad cometida por funcionario público. Amenazas. Delitos comunes. Establecimientos penitenciarios. Competencia nacional. 


    De acuerdo con las constancias remitidas al presente, el objeto de conflicto versaría sobre delitos de índole común, presuntamente cometidos en una unidad penitenciaria de la ciudad de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional, y no se advierten, por el momento, otros elementos que justifiquen la competencia de excepción, como tampoco aprecio otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C. M., Ariel y otro. Imputado: Unidad 21 del Servicio Penitenciario Federal s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43656/2019/1/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    El Máximo Tribunal tiene dicho que corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que tal como se verifica en autos, la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5º, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe la posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    Incidente N° 3 – Querellante: A., María de Lourdes, averiguación privación ilegítima de la libertad PEX 285.021. Imputado: C., Facundo Nahuel s/ Incidente de incompetencia


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 15821/2020/3/CS2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Es doctrina de la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.  Por aplicación de este criterio, atento que de los dichos de la víctima, no desvirtuados por otras constancias del legajo, se desprende que el robo habría sucedido en territorio bonaerense, compete a la justicia provincial proseguir la investigación.


    Incidente Nº 1 – Damnificado: M., Julio Martín - N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3436/2021/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Violencia sexual. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta la multiplicidad de lugares de perpetración del presunto delito de privación ilegal de la libertad, corresponde aplicar al caso la doctrina de la Corte según la cual resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    Incidente N° 1 – Damnificado: P., V. S. Imputado: M., O. O. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26468/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    La presente contienda negativa de competencia se ha tornado abstracta, por lo que corresponde devolver las actuaciones al declinante, a sus efectos.


    F., Ricardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1899/2020/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Encuadramiento legal de los hechos. 


    En casos similares en el que un hecho único encuadra en más de una figura penal, la Corte ha sostenido que constituye un error de procedimiento dictar el sobreseimiento por una calificación y declararse incompetente por la otra, pues este tipo de resolución implica el cierre definitivo de la causa con respecto al hecho objeto del proceso.


    Incidente N° 3. Imputado: S., Georgina Julieta s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 24638/2018/3/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Prostitución. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Tras la recepción de la notitia criminis no se han recabado más elementos de juicio que permitan individualizar los hechos con razonable certidumbre e identificar a las posibles víctimas con el resguardo que este tipo de casos exige, y mucho menos a otros posibles responsables de la actividad ilícita, teniendo en cuenta, además, que no se descarta la presencia de mujeres de nacionalidad extranjera en el lugar, y con ello la existencia de un proceso de ofrecimiento, traslado, acogida, captación o reclutamiento previos.


    Incidente N° 1- N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3716/2020/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Trata de personas. Explotación sexual. Competencia federal. 


    No se han recabado otros elementos de juicio que permitan individualizar los hechos con razonable certidumbre e identificar a las posibles víctimas con el resguardo que este tipo de casos exige, y mucho menos a los presuntos responsables de la actividad ilícita, teniendo en cuenta, además, que no se descarta la presencia de mujeres de nacionalidad extranjera en el lugar, y con ello la existencia de un proceso de ofrecimiento, traslado, acogida, captación o reclutamiento previos.   Es estrecha la relación que existe entre la trata de personas y la explotación económica del ejercicio de la prostitución –así como otras formas de intervención en la prostitución ajena reprimidas en el artículo 17 de la Ley 12.331- en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley.


    Incidente n° 1 – N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1133/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Protección de la flora y fauna silvestre. Juez previniente. Competencia provincial. 


    De acuerdo con los términos de la denuncia y la calificación dada al hecho denunciado, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.  En atención a ese principio, y más allá de señalar que el presente difiere en lo sustancial de las especiales circunstancias contempladas en los casos “Club de Caza de Tandil s/ Infracción ley 22.421 (art. 25)” -Fallos: 339:160- y “Fothy” (Competencia n° 431, L. XLIX, resuelta el 27 de noviembre de 2014), los escasos antecedentes remitidos resultan insuficientes para establecer, solo a partir de la mera información sobre los lugares que habitarían las especies protegidas objeto del delito, que, efectivamente, éstas hayan sido cazadas dentro o fuera de los límites de la provincia de Buenos Aires, así como también el destino que se les habría dado.  Por lo tanto, al no verificarse de momento elementos susceptibles de justificar la intervención del fuero federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia bonaerense, que previno, y en cuyo ámbito, además, residiría el presunto imputado, proseguir la pesquisa e incorporar los elementos necesarios para profundizarla, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    M., Luis Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 292/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Transporte interno. Tratados internacionales. Competencia federal. 


    Enmarcados los hechos en la ley 22.421 y su decreto reglamentario 666/97, y en tanto en ambas ocasiones el imputado dijo proceder de la ciudad de Gualeguaychú, provincia de Entre Ríos, con destino a la localidad bonaerense de Merlo, donde reside y donde también guardaría las aves, debe considerarse que el transporte y el almacenamiento de los ejemplares, e inclusive su presunta caza tendrían carácter interprovincial, más allá del lugar donde luego se concretaría su comercialización.  Por consiguiente, y en atención a que además, entre las aves incautadas se halló a la especie Carduelis carduelis, incluida en el Apéndice III de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre, aprobada por ley 22.344, corresponde a la justicia federal asumir el trámite de la presente causa y su acumulada.


    M., David Maximiliano y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1956/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Publicaciones obscenas. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que el abonado telefónico asociado al usuario de la red social tiene domicilio de facturación en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    F., F. s/ Artículo 128 Código Penal – Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 27/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que la totalidad de las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    J., B. s/ Publicaciones, reproducción y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2452/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que la totalidad de las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    N.N., L. N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1997/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    C. A. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2737/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    V., C. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2830/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a que el magistrado de Moreno no desconoce que los hechos habrían sido cometidos en su territorio provincial y que de acuerdo con la doctrina del Tribunal la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, es a él a quien le corresponde continuar la presente investigación.


    R., L. A. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2543/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se almacenó el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    L., A. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 72/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables de los usuarios investigados se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    C., S. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    H. Y. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 109/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    M. M., M. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 110/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. K. s/ 128 1° párrafo - delitos atinentes a la pornografía (producir/publicar imágenes pornográficas con menores 18)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias obrantes surge que las conexiones a internet rastreables del usuario denunciado se habrían registrado en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Artículo 128 Código Penal - Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas Denunciante: Missing & Exploited Children


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 160/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Material de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Pese a no haberse identificado el lugar preciso desde el que se compartió el material de pornografía infantil, en atención a que de las constancias de la causa surge que el domicilio del usuario denunciado se encuentra en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia del juzgado de garantías para continuar con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Artículo 128 Código Penal – Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas – Denunciante: P. C. Z.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 26/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Redes sociales. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa, con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, el Tribunal se encuentra impedido de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.  Al respecto, el declinante no ha realizado la correcta individualización del hecho y la calificación jurídica que le puede ser atribuida, cuando sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  En tales condiciones, corresponde al magistrado nacional de esta Capital que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a los resultados obtenidos.


    Incidente N° 1 – Denunciante: División Conductas Informáticas ilícitas de la Policía de la Ciudad sumario 212.572/2021 Imputado: A. S. M., John Walter s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23183/2021/1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    El estado embrionario en que aún se encuentra el trámite de esta causa, impide individualizar concretamente los hechos sobre los cuales versa su objeto y las precisas circunstancias en que habrían  ocurrido, lo que obsta a la realización de una correcta calificación legal sobre cuya base sustentar la resolución de incompetencia.  Ello se ve corroborado en la propia declinatoria, donde se omite realizar una precisa descripción de los hechos que la motivan y el modo en que habrían ocurrido, en tanto que además se ensayan hipótesis abstractas de supuestas infracciones a los regímenes penales cambiario y tributario, sobre la única base del hallazgo de un cuaderno con anotaciones de aparentes sumas de dinero de distintas monedas.  Resulta necesario que, con carácter previo a establecer la competencia material de esta causa, se establezca concretamente el objeto de su investigación, para discernir luego, y en su caso, la real naturaleza de los acontecimientos y el verdadero alcance de los hechos que la componen.  Corresponde que la justicia ordinaria que previno y que se declaró incompetente sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión a su resolución, continúe conociendo en es tas actuaciones a fin de subsanar las deficiencias señaladas y para resolver luego de acuerdo con lo que de ello surja; e incluso para que se actúe al respecto de acuerdo con el procedimiento que establece el artículo 8 de la ley 19.359 en cuanto habilita la intervención judicial tras la clausura del sumario que debe tramitar previamente ante el Banco Central de la República Argentina.


    Incidente N° 1 – A., Lautaro Martín s / Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1412/2021/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Régimen penal tributario. Delitos tributarios. Factura falsa. CUIT. AFIP. Estafa. Competencia en lo penal económico. 


    Los episodios que motivan el conflicto podrían haber originado operaciones irregulares ante la AFIP mediante facturaciones cuestionadas en su legitimidad y con el uso indebido del número de CUIT de la denunciante; y hasta con eventual perjuicio para el ente recaudador, cuya investigación al respecto excede la competencia del fuero ordinario.   Corresponde que el juez en lo penal económico asuma su jurisdicción y continúe con la pesquisa a fin de establecer o descartar alguna infracción a la ley penal tributaria en esta causa, sin perjuicio de lo que pudiera resultar del posterior trámite, incluso en orden al territorio.  En caso de que ese magistrado, luego de una adecuada investigación, decida excluir fundadamente la tipicidad de alguna conducta de su competencia, frente al eventual entorpecimiento del normal desarrollo del organismo nacional o el de sus empleados que con motivo de los hechos pudiera haberse ocasionado, deberá estarse al criterio establecido en Fallos: 308:487 y Comp. 119, L. XLVI, “Blanco Estela Maris s/ Estafa”, y CSJ 4/2017/CS1, “Matonti, Luciano s/ Estafa”, lo que en definitiva podría hacer surtir la jurisdicción federal.


    Incidente n° 1 – Damnificado: Z. Haihong. – N.N.; N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64825/2019/1/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Infracciones tributarias. Evasión fiscal. AFIP. Competencia en lo penal económico. 


    Asiste razón al juzgado en lo penal económico en cuanto a que las escasas constancias agregadas al expediente no resultan suficientes para establecer el verdadero alcance de los hechos, lo que es indispensable para determinar su correcta significación jurídica y la materia de la que tratan.  Sin embargo, las medidas que sugiere ese mismo tribunal hacen a su propia especialidad y se encuentran mayormente dirigidas a establecer o descartar la eventual existencia de una posible infracción al régimen penal tributario.  Esas razones autorizan a dejar de lado los reparos formales que exige la doctrina de la Corte de Fallos 308:275; 315:312 y 323:171, entre otros, especialmente cuando los términos de la denuncia comprenden maniobras que podrían haber tenido como finalidad la eventual evasión de tributos nacionales.   En definitiva, corresponde a ese magistrado en lo penal económico asumir su jurisdicción y continuar con la investigación de los hechos a fin de establecer o descartar alguna infracción a la ley penal tributaria en esta causa.   Ante el supuesto caso de que dicho tribunal descarte fundadamente la tipicidad de alguna figura penal de su competencia especial, atento a que entre las maniobras denunciadas también se integra la eventual presentación ante la AFIP de facturaciones que desconoce el denunciante por irregularidades que podrían producir un perjuicio a ese organismo nacional correspondería, en su caso, estarse a los fundamentos que informaron los precedentes de Fallos: 302:358; 314:1143; 315:275 y 323:777 y Competencia nº 614, L. XLII y, eventualmente, asignarle intervención a la justicia federal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: E., Sebastián Rubén – Imputado: L., Alejandro s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 80935/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Reglas de conducta. Sentencia condenatoria. Acuerdo de juicio abreviado. Explotación sexual. Tribunal oral en lo criminal. 


    La Corte tiene resuelto que debe rechazarse que la jurisdicción provincial sea la competente para el contralor de las medidas impuestas por la justicia nacional. Dicha conclusión deriva de la interpretación armónica de los artículos 30, 293, 490, 493, 498 y 515 del Código Procesal Penal de la Nación, y de los artículos 72 a 76 de la ley 24.121. La legislación nacional no le asigna la función de control a los jueces locales, ni distingue entre el carácter ordinario y federal del delito investigado, aspecto sobre el que fundamentó su incompetencia el tribunal federal.  Por aplicación de esa doctrina, corresponde al tribunal que impuso la pena el control del cumplimiento de las reglas de conducta de conformidad con el artículo 27 bis del Código Penal.


    Incidente N° 1 – Imputado: B., Florentina Ramona s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 10907/2017/TO1/25/1/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Responsabilidad médica. Mala praxis. Muerte del paciente. Violación al deber de cuidado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que en el caso de muerte de una persona por el supuesto accionar negligente e inadecuado por parte de los profesionales médicos, corresponde conocer al juez del lugar donde se habrían omitido los deberes de cuidado que habrían desencadenado el fallecimiento en esta ciudad.


    Incidente Nº 1 - Damnificado: G., C. A. - N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55174/2018/1/ CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Restricción de acercamiento. Incumplimiento de resolución judicial. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la investigación de la desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha infringido la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    L. Á., Martín Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1859/2020/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Es doctrina del tribunal que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor.  Habida cuenta de que de la lectura de las actuaciones no surge que haya existido acuerdo alguno entre las partes sobre la restitución del bien, sin que a ese fin pueda ser tenida en cuenta la manifestación unilateral por parte de la denunciante, en el sentido esbozado por el juez provincial, a él corresponde proseguir la investigación, por ser en su ámbito territorial donde tiene su domicilio el imputado.


    Incidente Nº 1 Denunciante: B., Sebastián y otro – Imputado: P., Maximiliano s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14281/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Revisión técnica vehicular. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa CSJ 180/2021/CS1, “Sacco Godoy, Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    B., Lucas Adrián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2519/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Eugenio Patricio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 856/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., José Walter s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 844/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Raúl Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 837/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    B., Néstor Adrián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 814/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Fernando Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 825/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    G., Agustín Vicente s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 786/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    L. H., Jimmy Demetrio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 787/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    L., Ramón Ariel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 791/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    M., Cristian David s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 826/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    S., Luciano s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 766/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V., Carlos Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 850/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V., Jorge Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 857/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V., Miguel Ángel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 796/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los certificados en cuestión es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    P., Juan Antonio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 797/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Benito Julio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 881/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Brian Leonel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 848/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Rómulo Víctor Orlando s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 875/2021/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    G., Ángel Nahuel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 879/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    H. C., Rubén s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 882/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V., Eduardo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 866/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    A., Nehemías Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 867/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Balta s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 865/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    C., Narváez Arturo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1249/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    L. B., Rudy Rafael s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 849/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    L., Martín Emanuel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 864/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    M., Diego Sebastián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 909/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    M., Emiliano Diego Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 815/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    N., Leonardo Daniel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 880/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    R., Mariela Andrea s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 878/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    T. O., Jesús Arturo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 877/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    V., Jonatan Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 855/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 180/2021/CS1, “S. G., Lucas Joel s/ Incidente de incompetencia”.


    Conforme establecen los artículos 2 y 16 de la ley provincial n° 13.927, la verificación y expedición de los respectivos certificados es competencia provincial, por lo cual el caso no versa sobre la falsificación de un documento nacional que habilite la intervención del fuero federal.


    Y., Fabián Norberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 830/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Robo automotor. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    En tanto no resulta con claridad que el imputado por encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del presunto delito encubierto, resulta conveniente que entienda el juez que intervino en la denuncia por la sustracción, en razón de la alternatividad existente entre ambas infracciones.


    S., Rubén Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 294/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Robo calificado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Legajo N° 2 – Damnificado: S., Pablo Gabriel – Imputado: L., Nicolás Aníbal s/ legajo de investigación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51006/2021/2/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Robo con armas. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare conexidad entre ellos, desde que esa relación no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.  La estricta motivación particular y la ausencia de un marco fáctico que permita habilitar la competencia excepcional en los términos del precedente “Izquierdo”, conllevan a que al declinante corresponda proseguir la investigación. Sobre todo cuando la totalidad del plan delictivo transcurrió en esta ciudad y el consabido principio de territorialidad indica que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Incidente N° 1 – Damnificado: B. D., Enrique Alejandro - Imputado: C. R., Rafael Ángel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14778/2021/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N s/ robo con armas – Denunciante: Q. C., César Smith


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1253/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Portación ilegítima de armas. Concurso de delitos. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Esa es la regla aplicable al caso con relación a los delitos de portación ilegítima del arma de guerra, la resistencia a la autoridad, las lesiones y el robo con armas, en tanto corresponden a la esfera de la justicia provincial.


    B., César Adrián y otro s/ Robo calificado con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1150/2020/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Municiones. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Juez previniente. 


    No están dadas las condiciones para que la Corte ejerza las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley.  En ese sentido, al menos, de las resoluciones de los jueces intervinientes en el conflicto no surge que la justicia provincial hubiera certificado la causa que instruye el robo del vehículo en cuestión, lo que resulta imprescindible en razón de la relación de alternatividad existente entre ese delito y su posible encubrimiento, a fin de que, en primer lugar, el tribunal que conoce del desapoderamiento realice una adecuada investigación y dicte un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al delito contra la propiedad.  Por otra parte, no se advierte que aquél haya sido indagado acerca de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en el que consiguió tener en su poder el rodado ni que hubiera sido profundizada la pesquisa en orden a precisar los pormenores que rodearon a la operación comercial efectuada que habría sido concretado con documentación registral aparentemente apócrifa como así tampoco, ha sido debidamente comprobada la autenticidad de todas ellas a través de un informe pericial. Esas insuficiencias, en definitiva, obstan la posibilidad de precisar adecuadamente los hechos, y las tipificaciones que puedan ser atribuidas, los que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación y, por ende, impiden la apropiada resolución de la controversia a la luz de la doctrina de la Corte de Fallos: 326:1926, 327:918, 328:4680 y 4686, entre otros.  En función de lo manifestado por el magistrado federal en cuanto a que su par provincial se habría reservado el conocimiento del delito de encubrimiento de la sustracción del vehículo, más allá de lo que resulte del curso de la investigación, el presunto comprador del vehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluiría la comisión del primero.  Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia provincial, que previno, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en el sentido señalado y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.  Por último, en lo concerniente a las municiones secuestradas, en virtud de la cantidad y características de aquéllas, en principio, no se trataría del delito de acopio por lo que el juzgado provincial también debe continuar con su conocimiento.


    D. B., Lucas s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1578/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Robo en poblado y en banda. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Limitación de la circulación. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    B., Francisco Andrés y otros s/ Robo en poblado y en banda. Damnificado: P., Ana Alejandra


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22202/2020/TO1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Robo. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Sin perjuicio de los hechos de similares características informados en el incidente y de las medidas investigativas que restarían por cumplir, atento el incipiente estado de la causa, lo cierto es que de conformidad con lo que se desprende del acta de siniestro de la empresa, el suceso aquí investigado habría provocado el corte del servicio en la fuente de la red aérea de la firma involucrada, que brinda el servicio de televisión por cable e internet. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para continuar el trámite de las presentes actuaciones.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1705/2020/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. CSJ 889/2011 (47-C)/CS1,  "Santa Cruz, Santos s/ Denuncia".


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1361/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Correspondencia. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 19, L. XLIV, “Delmas, Carlos Alberto s/ Denuncia robo”.


    Incidente N° 1 – Damnificado: R., Claudio Fernando y otro – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12501/2021/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Frente a la posibilidad de que los imputados hayan tenido algún grado de participación en el delito contra la propiedad ocurrido en territorio bonaerense, la resolución de la justicia provincial no cumple con la doctrina de la Corte en el sentido de que, en estos casos, debe hallarse precedida de una adecuada investigación y un auto de mérito que permita desvincular a los imputados del robo.  Al no resultar con claridad que los imputados han sido ajenos al delito de robo, corresponde asignar la competencia al juzgado provincial que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la alternatividad existente entre ésta y su encubrimiento.


    Incidente N° 1 – Damnificado: O., Humberto. Imputado: E. A., Luis Albero y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38224/2020/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia federal. 


    Investigación a cargo de un único tribunal.


    El trámite impreso al expediente no cumple con la doctrina de la Corte en el sentido de que, en estos casos y en virtud de la relación de alternatividad existente entre la sustracción y su encubrimiento posterior, debe hallarse precedida de una adecuada investigación y un auto de mérito que permita desvincular al imputado del robo.  En lo que se refiere al título de propiedad automotor, que la Corte tiene dicho que de acuerdo a su carácter nacional, la investigación sobre su falsedad concierne a la justicia federal de la sección donde se la descubrió.  Asimismo, con relación a la infracción al artículo 289 del Código Penal, y aunque no haya sido materia de controversia, también corresponde asignar su conocimiento a esa sede, debido a la estrecha vinculación existente entre esos delitos y el título del automotor falso, en tanto el documento espurio y la restante documentación falsa que también fue secuestrada, contiene las mismas numeraciones que presentaba colocadas el vehículo al momento de su secuestro, y ya que desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que la investigación de todos ellos queden a cargo de un único tribunal.


    Incidente N° 3 – Imputado: A., Juan José y otro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 126722/2018/3/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Teléfono celular. Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia federal. 


    En lo atinente al teléfono celular propiedad de la víctima que se determinó que habría estado en poder del imputado con posterioridad a la sustracción, esa conducta se hallaría enmarcada en la posible adquisición o utilización de una terminal móvil, con ánimo de lucro, a sabiendas de su procedencia ilícita, que se encuentra especialmente regulada por el artículo 12 de la Ley nº 25.891, de carácter federal.   En ese sentido, la resolución del juzgado de instrucción, equivale al auto de mérito exigido por la doctrina de la Corte relativa a la relación de alternatividad existente entre la sustracción y alguna de las infracciones previstas por esa ley especial se Servicio de Telecomunicaciones Móviles, que es asimilable a la figura de receptación dolosa definida en el artículo 277, inciso 1º, apartado c) del Código Penal.


    Incidente N° 1 - Damnificado: G., Jorge Daniel. Imputado: Acevedo, José Luís s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21451/2020/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de instrucción. Encubrimiento real con receptación. Acusación alternativa. Competencia federal. 


    Dado que la calificación legal propuesta por el titular del juzgado de instrucción respecto de los imputados no se apoya razonablemente en las constancias del expediente, corresponde a esa sede, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios en lo concerniente al grado de participación que pudieron haber tenido en la sustracción y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.  Sin perjuicio de ello, se advierte que la resolución de la justicia ordinaria en lo concerniente a otro imputado, equivale al auto de mérito exigido por la jurisprudencia de la Corte en esta materia, y por lo tanto, sólo a su respecto, se habría dado cumplimiento a la doctrina del Tribunal relativa a la relación de alternatividad existente entre la sustracción y la infracción al artículo 12 de la ley 25.891 de carácter federal, que es asimilable a la figura de receptación dolosa tipificada en el artículo 277, inciso 1°, apartado c), del Código Penal.


    Incidente N° 1 - Damnificado: Néstor S. Imputado: O., Marcos Javier y otros s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44172/2020/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones. Consumación del delito. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Incidente Nº 1 - Damnificado: B., Lucas N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2879/2020/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto el Tribunal que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, es materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    N.N. Denunciante: R., Fabián Alberto s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 622/2021/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Universidades nacionales. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.  Al respecto, por tratarse de un suceso recaído sobre un bien de la Universidad Nacional de Buenos Aires el hecho objeto de contienda resulta susceptible de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones.


    Incidente Nº 2. Denunciante: R., Carlos Alberto. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11761/2021/2/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Concurso ideal. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)".


    Incidente n° 3 - Damnificado: M., Nelson Omar. Imputado: B., Julio César s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42097/2020/TO1/3/CS2, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Salud pública. Vacuna COVID 19. Coronavirus. Tesoro nacional. Competencia provincial. 


    Ausencia de daño económico directo al erario público nacional.


    La ley 27.491, de control de enfermedades prevenibles por vacunación, además de establecer el interés nacional en la vacunación, sostiene que la autoridad que designe el Poder Ejecutivo Nacional, en coordinación con las autoridades jurisdiccionales competentes y organismos con incumbencia en la materia, son responsables de la aplicación de la ley. Es función de la autoridad nacional definir los lineamientos técnicos de las acciones de vacunación a los que deben ajustarse las jurisdicciones locales.   En ese marco, el Ministerio de Salud de la Nación elaboró el Plan Estratégico para la Vacunación contra la Covid-19 en la República Argentina, sancionado por resolución 2883/2020, que establece tales lineamientos técnicos y estipula que en el nivel local “los ministerios de salud provinciales serán los responsables de la conducción la implementación de la estrategia”.  En particular, se contempla que cada provincia debe elaborar un plan de acción que incluya la planificación por componente, organización, ejecución y evaluación de la introducción de la vacuna contra SARS - CoV-2 según objetivos. Asimismo, los planes provinciales deben consolidar las acciones por municipios y considerar las siguientes acciones: a) Análisis e identificación de la población objetivo según condiciones de riesgo; b) Elaboración de estrategias individualizadas acordes a la población a vacunar para realizar un abordaje integral e intensivo; c) Programación, cronograma y distribución de vacunas e insumos relacionados; d) Requerimiento y disponibilidad de recursos humanos, físicos y financieros para la implementación de las tareas de vacunación, registro y supervisión; e) Tareas de supervisión provincial, departamental y municipal.   Las cuestiones referidas a la ejecución cotidiana, continua y particularizada del plan por parte de efectores de salud sometidos a la jurisdicción local corresponden a la competencia de las autoridades de ese nivel, en consonancia con el tradicionalmente reconocido poder de policía local en materia de salud pública.  Los hechos objeto del proceso no provocan perjuicio económico directo y, eventualmente, tampoco resultaría afectado el patrimonio nacional al tratarse de cosas definitivamente puestas en poder de los gobiernos de provincia.


    N.N. y otro s/ Incidente de competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 860/2021/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Secuestro de estupefacientes. Control policial. Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Por ello, y habida cuenta de que de la lectura del incidente que personal de Gendarmería Nacional Argentina, en el marco de un procedimiento de prevención del Escuadrón Seguridad Vial, secuestró debajo de un asiento de un vehículo de transporte de pasajeros, una bolsa que contenía aproximadamente trescientos setenta gramos de marihuana, no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en esta causa.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 1096/2021/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    En el precedente “Izquierdo”, la Corte mantuvo el criterio de priorización federal en la materia, en el sentido de que los casos de secuestro extorsivo deberán ser inicialmente investigados por la justicia de excepción, con la precisión de que “durante el transcurso de esa etapa de instrucción deberá verificarse la existencia de circunstancias que justifiquen mantener dicha competencia”, y verificada la ausencia de estas circunstancias corresponderá declarar la incompetencia del fuero de excepción.


    Incidente N° 2 - Imputado: V. R., Jorge Javier s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5682/2018/TO1/2/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    En el precedente “Izquierdo”, la Corte mantuvo el criterio de priorización federal en la materia, en el sentido de que los casos de secuestro extorsivo deberán ser inicialmente investigados por la justicia de excepción, con la precisión de que “durante el transcurso de esa etapa de instrucción deberá verificarse la existencia de circunstancias que justifiquen mantener dicha competencia”, y verificada la ausencia de estas circunstancias corresponderá declarar la incompetencia del fuero de excepción.


    Incidente N° 2 – Imputado: I., Cristian Omar s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 13193/2017/TO1/2/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1 “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”,


    En tanto la controversia se refiere al delito de secuestro extorsivo, no hallándose controvertido el carácter común de las restantes imputaciones, cabe recordar que en el precedente “Izquierdo”, la Corte mantuvo el criterio de priorización federal en la materia, en el sentido de que los casos de secuestro extorsivo deberán ser inicialmente investigados por la justicia de excepción, con la precisión de que durante el transcurso de esa etapa de instrucción deberá verificarse la existencia de circunstancias que justifiquen mantener dicha competencia, y comprobada su ausencia corresponderá declarar la incompetencia del fuero de excepción.


    Incidente Nº 4 – Imputado: A., Brenda Elizabet s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9086/2019/TO1/4/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ secuestro extorsivo”.


    En el precedente “Izquierdo”, la Corte mantuvo el criterio de priorización federal en la materia, en el sentido de que los casos de secuestro extorsivo deberán ser inicialmente investigados por la justicia de excepción, con la precisión de que “durante el transcurso de esa etapa de instrucción deberá verificarse la existencia de circunstancias que justifiquen mantener dicha competencia”, y verificada la ausencia de estas circunstancias corresponderá declarar la incompetencia del fuero de excepción.


    Incidente Nº 8 – Imputado: A., Ramona Alicia s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 52066/2014/TO1/8/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    En tanto la controversia se refiere al delito de secuestro extorsivo, cabe recordar que en el precedente “Izquierdo”, la Corte mantuvo el criterio de priorización federal en la materia, en el sentido de que los casos de secuestro extorsivo deberán ser inicialmente investigados por la justicia de excepción, con la precisión de que durante el transcurso de esa etapa de instrucción deberá verificarse la existencia de circunstancias que justifiquen mantener dicha competencia, y verificada su ausencia corresponderá declarar la incompetencia del fuero de excepción.


    P., Lucía y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1976/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Crimen organizado. Competencia federal. 


    La profusión de resoluciones en torno al tema de la competencia que se observa en este caso, habría actuado en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia.  Convergen en el presente una serie de particularidades que indican, más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable a los hechos, la conveniencia de que el proceso continúe su tramitación en los estrados federales de la provincia, pues al margen de la prevención inicial de la justicia local en ese territorio, las diferentes constancias que se observan agregadas, permiten advertir no solamente una serie de hechos que sucedieron  contemporáneamente en el transcurso de algunos meses, sino también el despliegue logístico y de recursos con que contaban los imputados, con múltiples automotores de alta gama -robados inclusive en la misma época-, comunicaciones que captaban la frecuencia de la policía, armas de fuego, y diversos teléfonos, solo por mencionar algunos a modo ejemplificativo.  Puede colegirse la existencia de una organización delictiva destinada a cometer secuestros extorsivos y otros delitos en distintas jurisdicciones, en los términos referidos por la Corte en el precedente “Izquierdo” para justificar el conocimiento de la justicia de excepción.


    Incidente Nº 1 – Imputado: D., Alan Ezequiel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69172/2018/1/ CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Si bien de la descripción fáctica no surgen elementos que según la jurisprudencia de la Corte determinan la jurisdicción federal, lo cierto es que, se advierte que se encuentran pendientes de resolución dos impugnaciones interpuestas, por un lado, contra la declaración de incompetencia ordenada por la justicia de excepción y por otro, contra la resolución que dictó la falta de mérito de uno de los imputados. Por ello, resulta aplicable al caso la doctrina según la cual corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelvan los recursos deducidos.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde devolver las actuaciones a la justicia federal a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre los recursos interpuestos y, posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    Incidente N° 3. N.N.: Sumario Averiguación (víctima: W., Jorge Francisco) y otro s/ incidente de incompetencia


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 2287/2020/3/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FSM 4431/2016/TO4/14/CS1, “M., Gabriel Ricardo y otros s/ Secuestro extorsivo”.


    En tanto la controversia se circunscribe al delito de secuestro extorsivo, cabe recordar que en el precedente “Izquierdo”, la Corte mantuvo el criterio de priorización federal en la materia, en el sentido de que los casos de secuestro extorsivo deberán ser inicialmente investigados por la justicia de excepción, con la precisión de que “durante el transcurso de esa etapa de instrucción deberá verificarse la existencia de circunstancias que justifiquen mantener dicha competencia”, y verificada la ausencia de estas circunstancias corresponderá declarar la incompetencia del fuero de excepción.


    Principal en Tribunal Oral TO02 – Imputado: P., Claudio Gastón y otros s/ Secuestro extorsivo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5505/2019/TO2/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Personal penitenciario. Apremios ilegales. Competencia nacional. 


    Más allá de la presunta participación de un mismo imputado en hechos que, en principio, serían independientes, al tratarse el objeto de esta controversia de un delito que tendría como autores a agentes del Servicio Penitenciario Federal en pleno desempeño de funciones propias en un establecimiento penitenciario de la ciudad de Buenos Aires, que administra en ese territorio una autoridad nacional, con arreglo a la doctrina que para casos de esta naturaleza ha desarrollado la Corte, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la Capital continuar con su investigación.


    Incidente N° 2 – Imputado: Funcionario del Servicio Penitenciario Federal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44707/2020/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Es doctrina del Máximo Tribunal que los agentes del Servicio Penitenciario Federal que se desempeñan en establecimientos ubicados en la Capital Federal, aun cuando allí se alojan detenidos a disposición de magistrados federales, no cumplen, por ello, funciones específicamente de ese carácter.   En ese sentido, tiene dicho la Corte que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3º, de la Ley nº 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 92827/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Coronavirus. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Con independencia de la calificación legal que en definitiva quepa dar a los hechos objeto de controversia y del temperamento que corresponda adoptar, la Corte ha mantenido en el tiempo el criterio de que, a pesar de su carácter nacional, no debe entenderse que en los establecimientos de la ciudad de Buenos Aires donde se alojen detenidos se cumplan funciones de específica naturaleza federal, solución que no sufre alteración en los casos en que el delito sea cometido por agentes del Servicio Penitenciario Federal.


    Legajo N° 1 – Imputado: Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad de Buenos Aires s/ Legajo de investigación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11202/2021/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Silencio de la administración. Investigación inconclusa. Funcionarios públicos provinciales. Competencia provincial. 


    Más allá del incipiente estado de la causa y de la calificación legal que corresponda dar en definitiva, en la medida que compete al Estado provincial investigar los hechos que involucran a sus autoridades, y en tanto la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, circunstancia que no se advierte en autos, corresponde al Juzgado de Garantías y Transición n° 1 de Gualeguaychú asumir el conocimiento de la causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir su trámite, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Incidente N° 1 – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4682/2020/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    El presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para establecer prima facie cuáles son los delitos que corresponde atribuir, por lo que la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Incidente N° 1 - Denunciante: C. K., D. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 21321/2020/1/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Retención del menor. Ocultamiento del menor. Supresión del estado civil. Falsedad ideológica. Delito continuo. Competencia federal. 


    Resulta prematuro el desprendimiento del caso de la jurisdicción excepcional, en la medida en que la presunta inserción de datos falsos en el acta de nacimiento confeccionada ante las autoridades del Registro Civil habría importado la expedición, sobre esa base, de un documento nacional de identidad, circunstancia que permite profundizar la pesquisa en orden a los delitos de sustracción, retención y ocultamiento de menores de diez años, supresión o alteración de la identidad de un menor de diez años y falsedad ideológica de instrumentos destinados a acreditar la identidad de las personas, que concurrirían en forma ideal y respecto de los que cabe a la justicia de excepción su conocimiento, atento el carácter nacional que reviste aquel documento.   En lo que refiere a la cuestión territorial de la controversia, por el carácter permanente del delito previsto y reprimido en el artículo 146 del Código Penal, el lapso de consumación, y en particular el resultado del análisis de ADN, sus efectos comisivos aún persistirían en el ámbito de Neuquén, dado que la identidad de la víctima aún no pudo ser develada y, por ende, tampoco habría finalizado su situación de ocultamiento.


    Incidente N° 1 – Damnificado: M., Diego Eduardo y otro - N.N. s/ Incidente de competencia


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 6800/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Violencia de género. Juez previniente. Competencia federal. 


    La presunta sustracción de las menores se inserta en un contexto de violencia de género prolongada a lo largo del tiempo, que incluyó el sometimiento de la víctima a un régimen de trabajo doméstico con características de explotación sexual y abuso psicológico, desde su arribo al país a los 18 años, en un estado de vulnerabilidad signado no solamente por su condición de migrante sino también por ser madre soltera a causa de los abusos sufridos y la dependencia económica con su explotador.  En ese sentido, no puede pasarse por alto las constantes amenazas, intimidaciones y situaciones violentas padecidas en torno a sus hijas, referidas por la víctima al presentarse ante la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte, y que son materia de análisis conjunto en el informe interdisciplinario agregado al legajo digital, que valora la situación como de alto riesgo para la madre y sus hijas.  Todos los factores aconsejan, al menos de momento y sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad, que la investigación continúe ante la justicia federal, que aparece en mejores condiciones de satisfacer la necesidad de una respuesta judicial efectiva, la integral protección de las víctimas, la economía procesal y el análisis conjunto del caudal probatorio reunido y su significación en el caso. A lo que cabe agregar el aspecto considerado por el juez federal en el punto III de la providencia que ordena la extracción de testimonios, en el sentido de que se desconoce el lugar de residencia actual del imputado.


    Incidente N° 1 Denunciante: Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal Nº 12. C-4.475/2017. Imputado: A. Q., R. M. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19668/2021/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Sustracción del menor. Menores. Domicilio de menor. Competencia provincial. 


    En tanto de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse para resolver la competencia, se desprende que el menor vivía con ella en la sede del hogar monoparental en la ciudad de Ituzaingó, donde se habría removido al niño de la custodia de su madre, privándola del contacto con él y del ejercicio de sus derechos y obligaciones, corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en el caso y recabar todos los elementos de prueba que considere conducentes para proseguir la investigación.


    C. M., C. R. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 256/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Encubrimiento real con receptación. Competencia federal. 


    Cabe poner de resalto que es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Si bien la justicia de instrucción procesó a dos personas por considerarlos coautores del delito de encubrimiento agravado tipificado en el artículo 277, inciso 1, apartado c, del Código Penal, lo cierto es que la conducta que se le endilga -posible adquisición o utilización de una terminal móvil, con ánimo de lucro, a sabiendas de su procedencia ilícita- se encuentra especialmente regulada por el artículo 12 de la Ley n° 25.891, al que la propia ley, en su artículo 15, reconoce el carácter federal.  Ahora bien, la infracción descripta en esa ley especial de Servicios de Telecomunicaciones Móviles, es asimilable a la figura de receptación dolosa del Código Penal, propuesta como calificación legal por el magistrado de instrucción.


    Incidente N° 3 - Damnificado: F., Néstor Raúl. Imputado: V. G., Juan Daniel y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39971/2019/3/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.


    P. L., Facundo Leonardo y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70388/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia provincial. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    La infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.  Si bien la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  El hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas. De acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal de esa sección la que conozca en este hecho, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    Incidente N° 5 – Imputado: B., Desiderio y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 119562/2018/5/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia provincial. 


    Atento que, a partir de la sanción de la ley 25.886 tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la causa.


    N.N. s/ Infracción Artículo189 bis apartado (2) 2° párrafo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 872/2020/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Competencia provincial. 


    Cabe recordar que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes.  De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización.


    Incidente N° 2. Imputado: C., Daniel Héctor s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116323/2019/2/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia contravencional y de faltas. 


    De acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, corresponde a la justicia local conocer en este hecho.


    Incidente N° 2. - Imputado: M. G., Geovana Yanet s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9159/2019/2/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Atento a lo que surge de los antecedentes agregados al incidente, a los procesados se les imputó el delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la ley 23.737. Por ello, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, corresponde a la justicia local conocer en esta causa.


    Incidente N° 9. - Imputado: B., José Enrique y otro s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8623/2015/9/CS2, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Conexidad subjetiva. Competencia nacional. 


    Es oportuno mencionar que la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  En este sentido el artículo 3 de esa ley -antes y después de su modificación por la Ley n° 27.502- establece inequívoca y expresamente que conocerá la justicia federal cuando -como ocurre en el sub examine y no desconoce el tribunal federal- la causa tuviera conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero.


    A. F., Francisco Jesús s/ Tenencia de estupefacientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1376/2020/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto -ley 1285/58.  A su vez, tiene establecido la Corte que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en estos actuados.  Ello es así pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, cuáles serían los delitos a investigar, lo que resulta indispensable para determinar la competencia material.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 615/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.  En atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.  Atento que a partir de la sanción de la ley 25.886 la tenencia de municiones ya no resulta incriminada, corresponde devolver el incidente al juzgado nacional, a sus efectos.


    Incidente Nº 1- Imputado: B. M., Christoffer Anderson y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26943/2021/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Estado Nacional. Economía procesal. Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


    Delitos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones nacionales.


    Dado que de los antecedentes remitidos surge que entre los elementos secuestrados, se habrían encontrado un fusil que podría pertenecer al Estado nacional y otras armas del calibre correspondiente a las de guerra con su numeración registral suprimida, así como también un explosivo, la estrecha vinculación que presentan aquellos hechos con las figuras previstas en el artículo 189 bis, incisos 1° y 5°, del Código Penal, de jurisdicción federal, permite sostener, desde el punto de vista de la economía procesal y una mejor administración de justicia, que su juzgamiento corresponde a un único tribunal, más allá de la calificación que en definitiva se adopte al respecto.  Tampoco puede desconocerse que de acuerdo con las descripciones fácticas efectuadas por algunos testigos, al momento de llevar a cabo los falsos operativos los acusados habrían usado vestimenta, calzado y accesorios pertenecientes a la Gendarmería Nacional, simulando de esa manera ser autoridad nacional uniformada en ejercicio de funciones que les son propias, de manera tal que, además, no se descarta en el caso una afectación al buen servicio de esa Institución.


    D. l. S., Alcino s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2115/2021/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    El delito de uso y/o falsificación de documentos nacionales de identidad ajenos es de exclusiva competencia del fuero de excepción –artículos 33, inciso d) y 42 de la ley 17.671 y sus modificatorias-.


    Incidente n° 1 – Denunciante: P., C. M. y otro. Imputado: A., Rocío s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 75725/2019/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    En función del carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: B., Federico Agustín N.N.: N.N. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31958/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Tentativa de homicidio. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia nacional. 


    Resulta oportuno destacar que la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.  En tal sentido, cabe recordar que cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    Incidente N° 1. Imputado: F. C., Basilio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12353/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Al exceder el hecho investigado la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, dado que estarían identificados quienes proveerían, distribuirían y comercializarían esas sustancias, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley 26.052, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en esta causa.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 211/2021/1/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cultivo de estupefacientes. Cantidad de estupefacientes. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. 


    Respecto a la infracción a la Ley 23.737, de acuerdo a las particularidades del caso en relación con la cantidad y la infraestructura montada para el cultivo de los estupefacientes, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la causa Comp. 392 L. XLIX, “Aguirre, Pablo Alberto s/ Siembra, cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”. Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.  En relación con el secuestro de las armas incautadas, cabe recordar que tanto la infracción al artículo 189 bis del Código Penal, como la posible sustracción del arma -o su encubrimiento- son delitos de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional. Por tal motivo, corresponde su conocimiento a la justicia local.


    O., Nahuel Benjamín y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 154/2021/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Narcotráfico. Comercialización de estupefacientes. Competencia federal. Tenencia de estupefacientes. Tenencia de armas. Competencia ordinaria. 


    La Corte tiene establecido que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquella ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal.   Si es posible afirmar que no se trata del último eslabón de la cadena de comercialización, pues se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga; y siendo una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires, como en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, resulta conveniente que la justicia federal de San Martín continúe conociendo al respecto.   La tenencia simple de sustancias prohibidas, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en Comp. 130, L. XLII, “Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737”, deberá conocer la justicia local.  Razones de economía procesal hacen apartar el caso del criterio establecido en la Comp. 338 L. XLIV, “Serantes, Juan Pablo y otros s/ Av. pta. inf. ley 23.737”, atento que desdoblar esta investigación no obstaría a una más expedita y uniforme administración de justicia, en tanto la pesquisa respecto de la organización delictiva seguiría su curso ante la justicia federal.  La infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia ordinaria.


    Incidente n° 30. N.N.: J. P., Sebastián y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 119461/2017/TO1/30/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Economía procesal. Competencia federal. 


    Para que la contienda de competencia se encuentre correctamente trabada, resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.  Ha resuelto el Tribunal que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal.  Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal.  Atento el modo de operar de los aquí involucrados, no puede afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.   Teniendo en cuenta que el objeto de esta investigación se refiere a una actividad que se desarrollaría tanto en la provincia de Buenos Aires, como en la de Santa Fe, resulta conveniente que la justicia federal de Rosario conozca en esta causa, que ya es parte en esta contienda y en su jurisdicción se encontraría el proveedor de las sustancias prohibidas.


    A. C., Gonzalo y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 511/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Tráfico de medicamentos o mercaderías peligrosas. Interpretación de la ley. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Competencia provincial. 


    Sin perjuicio de las consideraciones expuestas por el magistrado nacional, cabe poner de resalto que la infracción al artículo 204 quinquies del Código Penal no se encuentra incluida en la ley 23.737.  En consecuencia, teniendo en cuenta que ésa es la calificación legal atribuida a los hechos en análisis, y que no se advierte en esta causa elemento alguno que haga surtir la jurisdicción federal, y de acuerdo a lo resuelto por la Corte, corresponde a la justicia local continuar con esta investigación.


    L., Eduardo Alberto s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1485/2020/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Transferencia electrónica. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En atención a que el dinero fue transferido desde y hacia cuentas bancarias radicadas en jurisdicción provincial y que la competencia penal en razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al magistrado local asumir su competencia y eventualmente resolver sobre la existencia de alguna maniobra delictuosa.


    Incidente Nº 1 - Damnificado: A., Emiliano Javier y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48793/2020/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Competencia federal. 


    Si bien la Ley nº 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley nº 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.   Habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado a los prevenidos no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley nº 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    Incidente N° 1 – Imputado: A., Javier Fernando y otro s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21500/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Si bien la Ley nº 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley nº 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.   Habida cuenta de que de la descripción del hecho imputado al prevenido no surge cual era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley nº 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa.


    P., José Luis s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 12/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Trata de personas. Explotación laboral. Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    No se han recabado elementos que permitan individualizar los hechos con razonable certidumbre e identificar a las posibles víctimas con el resguardo que este tipo de casos exige, y mucho menos a los presuntos responsables de la actividad ilícita.   Existe una estrecha relación entre la trata de personas y la explotación económica del ejercicio de la prostitución, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley.


    Incidente N° 1 - N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20846/2018/1/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Explotación sexual. Extranjeros. Competencia federal. 


    Toda vez que algunas de las mujeres procederían del extranjero, de momento, no puede descartarse la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas y a la ley de migraciones.  El presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en Comp.538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”, por lo que corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 810/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    El conflicto debe resolverse de acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Comp. 538, L. XLV, “Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública” y Comp. 1016, L. XLVI, “Abratte, Gloria Liliana s/ Denuncia”.


    Los elementos remitidos no permiten soslayar, de momento y en esta etapa primigenia de la investigación, la hipótesis delictiva sobre la trata de personas, en la medida en que tampoco se ha descartado un posible esquema delictivo de larga data, que tendría a la víctima en situación de extrema vulnerabilidad, y posible nexo con integrantes de la fuerza policial.


    Incidente N° 1 – N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8637/2020/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Reducción a servidumbre. Competencia provincial. 


    Más allá de reconocer la estrecha relación que existe entre el delito de trata y el de reducción a la servidumbre u otra condición análoga, en tanto constituye uno de los supuestos de explotación expresamente previstos en el artículo 2, inciso a), de la ley 26.364, las calificaciones asignadas por el juez federal a los hechos objeto de conflicto encuentran adecuado sustento en las conclusiones y los elementos reunidos en la causa que la Procuraduría de Trata y Explotación de Personas, organismo especializado en la materia, tuvo a la vista y pudo valorar.


    Incidente N° 1 - Denunciante: M., L. C. s/ Incidente de competencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 6976/2019/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Los antecedentes del legajo permiten advertir que con independencia de las tareas investigativas requeridas a la división específica de la Policía Federal Argentina sobre los domicilios denunciados, no se han recabado otros elementos de juicio que permitan individualizar los hechos con razonable certidumbre e identificar a las posibles víctimas (más allá de los nombres de fantasía que utilizarían) con el resguardo que este tipo de casos exige, teniendo en cuenta que éstas no poseerían llave propia y ejercerían la prostitución en ambos domicilios, con lo cual no podría descartarse un sistema de rotación compatible con las conductas que reprime la Ley n° 26.364 (según texto de la Ley n° 26.842).  En tal sentido, no debe pasarse por alto la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la promoción o facilitación de la prostitución, la explotación económica y la intervención en la prostitución ajena, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley.


    Incidente N° 1 – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6981/2020/1/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia federal. 


    Si bien de la certificación de la fiscalía federal se desprende que la causa conexa del registro del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal n° 3 fue archivada en marzo de 2018, los demás antecedentes del legajo permiten advertir que más allá de las tareas investigativas requeridas a la división específica de la Policía Federal Argentina, no se han recabado otros elementos que permitan individualizar los hechos con razonable certidumbre e identificar a las posibles víctimas con el resguardo que este tipo de casos exige, teniendo en cuenta que se denunció la presencia de una menor de edad en el lugar así como la presunta connivencia policial, extremos que aún no han sido dilucidados.  En tal sentido, no debe pasarse por alto la estrecha relación que existe entre la trata de personas y la explotación económica del ejercicio de la prostitución, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 197/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Competencia nacional. 


    El Máximo Tribunal se encuentra impedido de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues las resoluciones judiciales remitidas impiden individualizar con razonable certidumbre los sucesos que serían objeto de investigación, conocer sus pormenores y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y discernir el tribunal al que compete investigarlos.   Toda vez que de momento no se cuenta en autos con elementos suficientes que hagan verosímil la hipótesis delictiva sobre la trata de personas, corresponde a la justicia nacional ordinaria incorporar a la investigación las pruebas necesarias para conferir precisión a la notitia criminis, y resolver luego con arreglo a lo que de ello resulte.


    Incidente N° 2 – Denunciante: R., M. E. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31547/2020/2/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia federal. 


    Más allá de los dichos de la denunciante y la prueba aportada por ésta, aún no se han incorporado a la causa otros elementos de juicio suficientes que permitan corroborar o descartar la presunta comisión del delito de trata de personas, teniendo en cuenta que las posibles víctimas habrían sido menores de edad al momento de los sucesos, y es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Incidente N° 1 – Pretenso querellante: identidad reservada s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6452/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento a las Personas Damnificadas por el Delito de Trata. Competencia federal. 


    Las escasas constancias del legajo permiten advertir que más allá de las discretas tareas investigativas requeridas a la división específica de la Policía Federal, no se han recabado otros elementos que permitan individualizar los hechos con razonable certidumbre e identificar a las posibles víctimas, y mucho menos a los presuntos responsables de la actividad ilícita, más todavía cuando no puede descartarse la presencia de, al menos, una mujer de origen extranjero en situación de prostitución y con ello la existencia de un proceso de ofrecimiento, traslado, acogida, captación o reclutamiento previos.  Por lo tanto, de acuerdo con el criterio establecido en las Competencias n° 538, L. XLV, “Fiscal s/ av. presuntos delitos de acción pública” y n° 1016, L. XLVI, “Abrate, Gloria Liliana s/ denuncia”, respectivamente, opino que corresponde al juzgado federal proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Incidente N° 1 – N.N: N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3752/2020/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    WhatsApp. Sistema informático. Competencia ordinaria. 


    No se verifica circunstancia alguna que, de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”, suscite la competencia federal, y, por otra parte, de momento tampoco surgen elementos suficientes que hagan verosímil la hipótesis a que se refiere la Ley 26.364.


    Incidente N° 1 - N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46121/2020/1/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Competencia contravencional y de faltas. 


    Habida cuenta de que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 292 del Código Penal, corresponde investigarla a la justicia nacional de esta Capital, en cuya jurisdicción se descubrió la anomalía, aunque no haya sido parte en la contienda, toda vez que ese delito, en el supuesto del sub lite no fue transferido a la competencia de la justicia local de la Ciudad de Buenos Aires.


    Z. V., Gualberto s\ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 210/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La investigación llevada a cabo hasta el momento no alcanza para establecer con el grado de certeza necesario la real naturaleza de los hechos y discernir la competencia material en la causa, donde hasta el momento no se verifican concretas circunstancias que habiliten el fuero de excepción.  Ello se ve corroborado en la propia declinatoria, donde no sólo se realiza un encuadre jurídico relativo a conductas de índole común, sino que además, se apoya la decisión de incompetencia material en meras conjeturas no corroboradas acerca de la utilización de documentos federales falsos o ajenos, pese a que existirían posibles indicios en la causa que permitirían además considerar lo contrario.  De la misma manera señala la declinatoria que los hechos habrían afectado el régimen penal tributario, sin referir de qué modo habría sucedido, ni ninguna otra circunstancia que pudiera sustentar tal afirmación general e indeterminada que pretende sostenerse en la mera referencia a un informe de la AFIP, el que solo dio cuenta de que su sistema registral arrojaba la inscripción de una firma que no poseía el nombre exacto de la aquí en cuestión y que solicitaba que en caso de no corresponder se suministrasen mayores datos para una mejor averiguación.  Por lo demás, aun en el caso en que tras una adecuada averiguación se hubiera determinado una hipótesis fáctica concreta que pudiera encuadrar en algún supuesto de aquel régimen penal especial, correspondería inclusive establecer el lugar de su comisión con carácter previo a resolver qué juez debería investigarlo, desde que, en esta ciudad, resulta competente al respecto el fuero nacional en lo penal económico.  En definitiva, las consideraciones realizadas llevan a concluir que la declinatoria no se sustenta en elementos que hasta el momento demuestren que se haya visto afectado algún interés nacional concreto en los términos del artículo 3, inciso 3º, de la ley 48.  En tales condiciones, resulta imprescindible dirigir la pesquisa en torno a discernir la real naturaleza de los episodios, especialmente cuando la jurisdicción federal es de naturaleza excepcional y restrictiva.  Por lo tanto, corresponde a la justicia nacional ordinaria que previno, continuar con la investigación y, en su caso, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a su declinatoria.


    Incidente N° 1 – Damnificado: A., Hernán Mariano y otro – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36173/2020/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Uso indebido de tarjeta de crédito. Uso de documento falso. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual en función del carácter que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunto uso.


    Incidente N° 3 – Imputado: D. B., Leslie Frangelys s/ Inhibitoria/ Excusación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20316/2019/TO1/3/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Usura. Lavado de activos. Asociación ilícita. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1019, L. XLIX, "N.N. s/ Infracción Ley n° 23.737".


    Las particulares circunstancias que surgen del incidente determinan la conveniencia –desde el punto de vista de una mejor administración de justicia– de que la investigación quede a cargo del tribunal federal.  Corresponde que el juzgado federal continúe con la investigación de todos los hechos atribuidos a los imputados, pues más allá de la calificación jurídica que en definitiva quepa encuadrarlos, no es posible descartar aún que no integren un único accionar delictivo complejo.   Esa solución permitiría un análisis integral de los acontecimientos, sus implicancias y consecuencias, y redundaría en una mayor, más efectiva y eficaz administración de justicia que además contribuiría a evitar circunstanciales pronunciamientos que pudieran eventualmente resultar contradictorios en distintos procesos.


    William C. G. s/ Usura agravada, lavado de activos, asociación ilícita


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2940/2019/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Usurpación de predio público. Cuestión federal. Competencia federal. 


    El objeto de esta contienda se encuentra constituido por una presunta ocupación irregular de tierras nacionales afectadas a un proceso de eventual traspaso al ámbito local.  Por esas razones, atento que tampoco fue cuestionada en autos la calificación de los hechos que motivaron la declinatoria –en orden al delito de usurpación- corresponde aplicar al presente caso los fundamentos que –en lo pertinente– informaron el dictamen al que remitió la Corte en la Competencia CSJ 310/2016/CS1, “N.N. s/ Averiguación de ilícito en galpón 1 y 2 sitos en la calle Ramos Mejía - terminal Retiro-“, en cuanto establecen que –independientemente de que una contienda se haya suscitado a partir de un conflicto entre particulares– al tratarse de una presunta ocupación irregular de tierras del Estado nacional, pudo verse eventualmente perjudicado su patrimonio, lo que hace surtir la jurisdicción federal.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: F., Aldana Janette


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 425/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Más allá de los escasos elementos remitidos, en atención a los términos de la denuncia y a lo que se desprende del contrato de comodato aportado, en cuanto a que la empresa resulta ser concesionaria del Estado nacional, el hecho objeto de contienda sería susceptible de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante.: T., José Ignacio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 369/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Expendio de combustibles. Competencia federal. 


    En atención a los fundamentos que se desprenden de Fallos: 338:1258, en cuanto a la naturaleza jurídica de la empresa YPF S.A., de la cual resulta que la composición mayoritaria de su patrimonio accionario se encuentra controlada por el Estado nacional, así como también que su funcionamiento se halla bajo jurisdicción del Poder Ejecutivo Nacional, corresponde aplicar la jurisprudencia del Tribunal según la cual, es competencia de la justicia federal investigar el delito de usurpación con relación a tierras de propiedad del Estado nacional, puesto que puede provocar perjuicio directo a su patrimonio.


    Unidad Fiscal Temática Nº 5 (Yacimientos Petrolíferos Fsicales S.A.) s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1832/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho en Fallos: 323:2074, entre otros, que compete a la justicia federal el conocimiento de la sustracción de una pieza postal, si al momento del hecho ésta se encontraba bajo la custodia o servicio del correo, en tanto ello supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso 1°, apartado “c”, del Código Procesal Penal de la Nación.  Ahora bien, más allá de que la fecha de cobro de los cheques coincidiría con el lapso de procesamiento de entrega de la correspondencia que supuestamente contenía esos valores, según lo que se desprende de la denuncia, los elementos de juicio con los que se cuenta para decidir la controversia impiden, al menos de momento, establecer con la certeza necesaria aquel presupuesto, por lo que no resulta posible para la Core ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  En consecuencia, y toda vez que la jurisdicción federal es limitada y de aplicación restrictiva, corresponde a la justicia nacional ordinaria, que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Incidente N° 1 – Denunciante: D. T., María Clara y otro. Imputado: D. P., Edgardo y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50685/2020/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Es apropiado recordar que ya desde la sanción de la ley 48, se dispuso que los jueces de sección conocerán en todas las causas criminales que “violenten o estorben la correspondencia de los correos” (artículo 3, inciso 3), siempre que la violación de la comunicación haya sido cometida mientras la respectiva pieza postal se hallaba bajo la custodia o servicio del correo, y sea éste prestado por una empresa de carácter público o privado.


    Incidente Nº 1. Denunciante: G., Cecilia Ivonne y otro. Imputado: F., Néstor y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18902/2018/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Servicio postal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal según la cual en casos de esta índole no corresponde la intervención de la justicia de excepción si la correspondencia, al momento del hecho, había dejado ya de estar bajo la custodia o servicio del correo.  Por lo tanto, toda vez que no se habría afectado la normal prestación del servicio postal, en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, artículo 33, inciso 1°, apartado c), del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde a la justicia provincial, que además previno, continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1801/2020/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Sistema informático. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: D., Ismael N.N.: N.N. s / Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45172/2020/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: M., Lorena y otro N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72023/2019/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    La competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Incidente N° 1 - Denunciante: R., Trinidad María s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2704/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    La competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    V., Pablo s/ Violación sistema informático Artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 477/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    V., Carmen s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 500/2021/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: Municipalidad de Viedma


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1553/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Violación de domicilio. Usurpación de inmueble. Concesión de inmuebles. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Los escasos elementos remitidos no resultan suficientes para resolver sobre la competencia material en esta causa. En efecto, los dichos del denunciante no resultan bastantes para conocer con mayor amplitud y precisión los pormenores de los hechos objeto de investigación, la real situación de los inmuebles que habrían sido usurpados, y los términos contractuales vigentes sobre los que la empresa reclama sus derechos como cesionaria del Estado nacional, entre otras cuestiones administrativas que podrían ser de utilidad a fin de despejar dudas sobre la posible afectación de intereses federales.   Esas deficiencias, sin que del incidente surja una mínima investigación en ese sentido, impiden, de momento, que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, máxime cuando no puede descartarse aún, con el grado de certeza necesario en esta etapa, que los hechos que lo motivaron no resulten susceptibles de causar algún perjuicio directo al Estado nacional.


    Incidente N° 1- Denunciante: F., Alberto Guillermo y otro. Denunciado: M., Ernesto y otros s/ Incidente de competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 214/2020/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    J., Analía s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 152/2021/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1: Denunciante: S., Florencia. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14127/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1,  "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Legajo N° 1 – Imputado: T., Maximiliano Omar Elías s/ Legajo de investigación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2900/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Avenida Juan Bautista Alberdi catastral 2XXX D. M. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 403/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)".


    D., Maximiliano s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 213/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    B., Ana y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1863/2020/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    División Despacho de Móviles, Policía de la Ciudad s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1271/2021/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    G. O. M. s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1325/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    L., Carlos s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 184/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    M., Marta s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1215/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    M., Mercedes s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1598/2020/CS1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    N.N s/ Artículo 205 - Violación de medidas de propagación epidemia (Artículo 205) - Denunciante: A., Claudio - Denunciado: F. M.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 728/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    O., Paula Andrea s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1280/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    S. C. y otros s/ Violación de medidas - propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 465/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    T. Q. s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1216/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas - propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    Incidente N° 1 – Damnificado: A., Alexandra Cecilia - Imputado: Martínez, Olga Nélida s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3773/2021/1/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    C. S.R.L. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 16/2021/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    U., Adrián Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 573/2021/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    G. A., Martín Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1288/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    L. b. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1935/2021/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    P., María Laura s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1152/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1,“P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido aún a la justicia local, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por turno corresponda, conocer en las presentes actuaciones aunque no haya sido parte en esta contienda.


    B., Enrique Francisco s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1548/2020/01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    G., Sócrates s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1159/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    Incidente N° 1 – Imputado: C. A., Lourdes y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2269/2021/1/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    B. L. P. R. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1711/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    Incidente Nº 1- Denunciante: C., María Dolores. Imputado: P. B. X de J. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6180/2020/1/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que por sorteo corresponda, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    Incidente Nº 2 – Denunciado: M. A., Jorge s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2843/2021/2/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1263/2021/22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    P., Ariel Agustín s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1604/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 4 – Imputado: C., Viviana Noemí y otro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 31668/2020/4/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1,“P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1100/2020/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1,  “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    S., Brian Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 513/2021/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    C., Gonzalo y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1281/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Imputado: C., Marcos Ariel y otros s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 427/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Imputado: M., Rocío Paola y otros s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 425/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Imputado: R., Brian Dioel s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 429/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: P., Fernando Alejandro y otros s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3521/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: Z., Araceli Magalí y otros s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3520/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia – Denunciante: C., Liliana Haydé


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1396/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    T., Micaela Xiomara s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1036/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: A., Mario Ignacio y otro - Imputado - J., Guillermo s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3430/2020/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: P., Jorge Oscar s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4939/2020/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1. Imputado: P., Manuel Antonio s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1147/2020/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art . 205)".


    A., Emiliano y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1814/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Denunciado: F., Dante y otros s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205). Denunciante: P., Fabiana María


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3371/2020/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    G., Carolina y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1717/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Imputado: A., Camilo Leonel y otros s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 528/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: B., Antonio s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2730/2020/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: B., Fernando y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 130/2021/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: G., Nicolás y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 324/2021/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: Mariano Gustavo, P. y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2275/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: P., Mercedes del Pilar s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3634/2020/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: S., Daniel Fabián s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1913/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: S., Mauro s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3908/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: T., Santiago y otros s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2401/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1. Imputado: O., Jorge Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 3466/2020/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1. Imputado: P., Gastón Eduardo s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1693/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1. R., Juan Pablo s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1338/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N°1. Imputado: A., Maira Alexandia s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 506/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente. N°1. Imputado: G., Kevin Ezequiel y otros s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1380/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    L., Claudia Marcela s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1505/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    P., Leandro Ariel y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1462/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    T., Walter Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1508/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    B., Víctor Hugo y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1196/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1. Imputado: B., Griselda Magalí s/ Incidente de incompetencia


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 1586/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1. Imputado: V., María Marcela s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2014/2021/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    L., Gonzalo Fabián y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 593/2021/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    L., Marcelo Alcides s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1283/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    M., Ezequiel Héctor s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 946/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 762/2021/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1398/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    P., Antonella Belén s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1350/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1,“P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: F., Agustín s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4672/2020/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: S., Mateo Exequiel s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1613/2020/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Artículo 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    A., Mariano Raúl s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1603/2021/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”.


    Descartada la competencia federal, y en tanto el delito previsto en el artículo 205 del Código Penal ha quedado al margen de aquellas figuras traspasadas al ámbito de competencias de la justicia de la ciudad, corresponde a la justicia nacional ordinaria de la ciudad proseguir la investigación, aunque no haya sido parte en la contienda, y más allá de cuanto surja con posterioridad.


    G. N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1986/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P. , Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    N.N.: N.N. s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205) Querellante: A., Sixto


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 13423/2020/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    G., Ignacio Pedro y otro s/ Violación de medidas de propagación epidemia (Artículo 205)


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8457/2020/2/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    M., Tomás s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 547/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1,“P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Incidente N° 1 – Imputado: F., Pablo Gabriel y otro s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2182/2021/1/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    A. G. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1690/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205).


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    N.N s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1769/2020/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Artículo 205)”.


    Habida cuenta de que el conocimiento de la infracción al Artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    O. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1478/2020/01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    El conocimiento de la infracción al artículo 205 del Código Penal no fue transferido a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por lo que corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional, conocer en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C., María Esther N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4383/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Competencia ordinaria. 


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    C., Angélica Noemí s/ Denuncia


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 1481/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    D. S. A,, Lucas s/ Denuncia


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 1676/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    P. V., José Ignacio s/ Denuncia


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 1211/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa nº CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    G., Camila s / Denuncia


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 1482/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Establecimientos asistenciales. Coronavirus. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de instrucción. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Dado que la denuncia involucraría a funcionarios de un nosocomio dependiente del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y del Ministerio de Salud de esta ciudad, no se advierte circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva. En consecuencia, corresponde al juzgado de instrucción continuar conociendo en la causa.


    Incidente N° 2 - Denunciante: A., Franco José. Denunciado: Hospital Bernardino Rivadavia y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31905/2020/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Estafa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Habida cuenta de que respecto a la infracción al artículo 174 del código penal tampoco es posible verificar alguna circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde conocer en la presente causa al Juzgado de Garantías.


    P., Andrea s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 253/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrar los prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7), del decreto-ley n° 1285/58.  Tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.  Aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los sucesos expuestos por la denunciante, a fin de acreditar mínimamente quiénes serían las personas involucradas y cuáles serían los delitos a investigar, lo que resulta indispensable para determinar la competencia material.


    Incidente N° 1. Denunciante: L., Sheila Elizabeth. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7398/2020/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia ordinaria. 


    Con independencia de los fundamentos expuestos por esta Procuración en el dictamen de la causa Competencia CSJ 1237/2020/CS1 “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”, es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.  Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.


    Incidente N° 1. Denunciante: Identidad Reservada y otros. Denunciado: Y., Ignacio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44216/2020/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    No se cuenta en el expediente con elementos bastantes para precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance de los sucesos denunciados. En tal sentido, si bien la hipótesis fáctica sobre la cual la juez local ensayó la calificación en la que basa su declinatoria, concuerda en principio con algunas circunstancias que invoca en referencia a lo que surge de las denuncias con relación a la presunta infracción al artículo 205 del Código Penal en el edificio donde vive el denunciado, no resultan determinados otros hechos que también fueron llevados a su consideración por los vecinos y la administración del consorcio respecto a problemas de convivencia por ruidos molestos, la sustracción de bienes del inmueble, daños y otros posibles delitos atribuidos al mismo individuo.


    G., Ángel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1718/2020/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    Habida cuenta de que no se ven afectados intereses federales en las conductas denunciadas ni alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal , de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde conocer en la presente causa el Juzgado de Garantías.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2281/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Violación de domicilio. Resistencia a la autoridad. Coronavirus. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.  Por lo tanto, y más allá de haberse traspasado los delitos de violación de domicilio y resistencia a la autoridad a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los hechos presuntamente delictivos atribuidos en esta causa sean juzgados por el juzgado nacional en lo criminal y correccional, aunque no haya sido parte en esta contienda y que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    H., Nicolás Maximiliano s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 639/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medios de prueba, registros y documentos. Competencia por el territorio. Consumación del delito. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Si bien no ha podido establecerse con precisión que el vehículo incautado en jurisdicción provincial era el mismo que el que había sido sustraído en esta ciudad, lo cierto es que el primero ha sido destruido e inutilizado cuando se encontraba bajo custodia de funcionarios de la policía bonaerense del partido de La Matanza, mientras era objeto de análisis en el marco de la causa instruida por la sustracción ante la justicia nacional, por lo que, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  Asimismo, con relación a las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, que habían sido constatadas en territorio bonaerense al momento en que se examinó el vehículo con anterioridad a su destrucción, de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, L. XLIV, in re “Galarza, Juan José s/ denuncia”, su investigación concierne a la justicia provincial.


    Incidente N° 1 - Denunciante: Fiscalía Criminal y Correccional Nº 42 C-548/2019, y otro Imputado: Centro de Compactación Nº 2 La Matanza s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 89848/2019/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Violación de secretos. Sistema informático. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: T., Adrián R. y otros Denunciado: A., Juan Luis s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34975/2020/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Violencia de género. Competencia nacional. Juez previniente. 


    Surge de las declaraciones agregadas a las presentes actuaciones, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, que las amenazas recibidas circunstancialmente en la localidad de Lanús formarían parte del mismo conflicto familiar junto con los demás hechos acaecidos en esta ciudad.  Por lo tanto, teniendo en cuenta que la mayoría de las escenas de violencia de género ocurrieron en esta capital, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la Competencia n° 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Artículo 149 bis”, y Fallos 339:652, corresponde conocer en esta causa al juzgado de esta ciudad, que previno.


    R., C. I. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1705/2021/CS1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El suceso ocurrido en esta ciudad es parte del mismo conflicto de violencia de género junto con los demás hechos investigados en el territorio provincial, pues no puede pasarse por alto que viene sucediéndose a lo largo del tiempo y con la participación del mismo imputado.   Resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y Fallos 339:652.


    S., M. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1347/2021/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa nº 475, L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis”, y Fallos: 339:652.


    Incidente N° 1 - Damnificado: C., A. F. Imputado: N., M. S. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18162/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia federal. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    En atención a las particularidades del caso en relación con la cantidad de plantas secuestradas, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en la causa Comp. 392, L. XLIX.  Por tal motivo, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia.   Respecto del encubrimiento, cabe recordar que tiene resuelto la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  También tiene dicho que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.   En tal sentido, esta Procuración General advierte que, de las constancias agregadas a la causa no surge que el delito de índole local, guarde relación alguna con la presunta infracción a la Ley 23.737. Por todo lo expuesto, corresponde a la justicia provincial conocer en ese hecho.


    P., G. H. s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 3)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1099/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Criterio establecido por la Corte en la causa Comp. 475, L. XLVIII, "Cazón, Adel la Claudia s/ Art. 149 bis", y Fallos 339:652.


    La agresión física ocurrida circunstancialmente en la ciudad de El Bolsón formaría parte de un mismo conflicto de violencia junto con los demás acaecidos en la ciudad de El Hoyo, provincia de Chubut.  La elección del tribunal al que corresponde juzgar los hechos objeto de esta contienda debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente para una eficaz investigación, mayor economía procesal,  mejor defensa del imputado y en especial, si se trata, como en el caso, de conflictos de violencia de género, garantizar un adecuado acceso a la justicia por parte de la víctima.  Corresponde continuar conociendo en esta causa al juzgado chubutense, que previno, en cuyo ámbito se domicilia la denunciante y ante cuyos estrados acudió en procura de sus derechos.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia - Denunciante: Z., N. A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1280/2021/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Hurto. Pasaporte. Competencia criminal y correccional. 


    Hurto de pasaporte extranjero. Ausencia de afectación de intereses federales.


    Atento que de las constancias de la causa no surge que la conducta investigada haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción de excepción, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional, para conocer en la presente investigación.


    E., D. E. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10019/2020/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Violencia familiar. Abuso sexual. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Tal como ha quedado planteada esta controversia, y más allá de que no surge agregada al incidente la denuncia de la damnificada, toda vez que de los antecedentes remitidos sobre la base de sus dichos, verosímiles y no controvertidos, se desprende que el abuso sexual habría ocurrido en el partido de La Matanza, de acuerdo con la doctrina de la Corte según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde al juzgado bonaerense asumir su jurisdicción e incorporar los elementos necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Incidente N° 1 – Damnificado: E. M., A. A. – Imputado: S. F., B. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55015/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Amenazas. Acopio de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Amas de guerra. Competencia federal. 


    En primer término, esta Procuración General puntualiza que la profusión de decisiones jurisdiccionales en torno del tema de la competencia, que se observa de los distintos criterios adoptados en las resoluciones del juzgado de la ciudad con dos juzgados de distinto fuero, actuó en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, pues los procedimientos que conducen a deducir contiendas insustanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia.  Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Teniendo en cuenta la multiplicidad de armas y municiones secuestradas del domicilio allanado, en principio, podría configurarse el delito de acopio de exclusiva competencia federal. A ello se añade que algunas de esas armas tendrían su numeración erradicada, y esa infracción, luego de la reforma introducida por la ley n° 25.886, se encuentra incluida entre aquellos delitos que debe investigar la justicia de excepción, de acuerdo a lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.  Asimismo, no podría descartarse la posibilidad de que además se hubiera configurado el delito previsto en el artículo 189 bis, inciso 1 del Código Penal, dado que según emerge de los informes periciales, también se incautaron tres municiones de artillería, en condiciones de ser utilizadas, que son de uso exclusivo de las fuerzas armadas de la Nación, cuyo conocimiento también surte la competencia de la justicia federal.


    F. C., R. A. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1635/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Competencia nacional. 


    No se verifica circunstancia alguna que, de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen emitido por esta Procuración en FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”, suscite la competencia federal.   Por otra parte, la víctima decidió instar la acción penal por el delito de lesiones leves vinculadas por el contexto de violencia doméstica con los demás hechos materia de investigación, por lo que corresponde al Juzgado Nacional continuar interviniendo en la causa, en tanto su competencia es más amplia, y aunque no haya participado de la contienda.


    C., D. S. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 538/2018/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  De los dichos de la denunciante surge que los hechos habrían ocurrido en el domicilio del imputado, en una localidad bonaerense, por lo que debe ser la justicia de la provincia de Buenos Aires la que debe conocer en estas actuaciones.


    P., F. A. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1125/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Abuso de armas. Comercialización ilegal de estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia federal. 


    En primer lugar, es oportuno destacar que la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la Ley n° 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la Ley n° 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación.  Cuando existe una pluralidad de delitos, corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Sin embargo, en este caso, la estrecha vinculación que se presenta entre los hechos investigados por la justicia local con los que se encuentran en trámite ante la justicia de excepción, es suficiente para motivar la aplicación del criterio excepcional previsto en Fallos: 261:215, 271:60 y 308:1720.   Ello es así, pues no puede descartarse que el móvil de los sucesos de naturaleza local esté relacionado con el control del comercio de estupefacientes.


    Incidente N° 1. Denunciante: A., Elena Beatriz. Denunciado: N.N. masculino s/ Incidente de inhibitoria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 44374/2019/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Delitos contra la integridad sexual. Funcionarios públicos. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses nacionales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.  También tiene resuelto que el carácter excepcional y estricto de la competencia federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.  Considerando los términos de la denuncia y las circunstancias en las que habrían sucedido los hechos que se investigan en autos, no puede descartarse que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación en el sentido de Fallos: 295:595, 306:1681 y 307:2418.  Por lo tanto, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de la presente causa.


    Incidente N° 1 – Víctima: A., L.F. – Imputado: M., C. s/ Incidente de competencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22605/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. 


    La Corte puede acumular las actuaciones y tener por contestada la vista con lo expresado en por esta Procuración General en el dictamen de la causa CSJ 2048/2019/CS1.


    M. C., Carlos José s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1498/2020/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Acopio de armas. Conexidad subjetiva. Conexidad objetiva. Competencia federal. 


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.   El artículo 3 de esa ley -antes y después de su modificación por la ley 27.502- establece inequívoca y expresamente que conocerá la justicia federal cuando la causa tuviera conexidad subjetiva y/u objetiva con otra sustanciada en dicho fuero.   La gran cantidad de sustancias estupefacientes secuestradas, y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a la venta para su consumo inmediato por lo que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que conozca en estas actuaciones.  El gran número de municiones halladas podría configurar el delito de acopio, de exclusiva competencia federal.  Las figuras de naturaleza ordinaria abarcadas en la investigación, tales como abuso de armas, amenazas, daños y lesiones, se encuentran estrechamente vinculadas con las infracciones a la ley 23.737, sin que el juez federal haya efectuado reparo alguno en tal sentido al insistir en la inhibitoria respecto de toda la causa, lo cual torna aplicable el criterio excepcional de Fallos: 261:215, 271:60 y 308:1720, máxime cuando, en definitiva, ambos tribunales coinciden en la conveniencia de que su sustanciación quede a cargo de un único magistrado.


    Incidente n° 6. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 20197/2018/6/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Denuncia. Personal policial. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Abuso de autoridad. Competencia federal. 


    La Corte ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y contravenciones, y sancionarlas con alcance puramente local, siempre y cuando los hechos no caigan en la órbita de la legislación penal nacional, razón por la cual cabe concluir que en caso de conflicto existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.  En tales condiciones, puesto que las infracciones contravencionales supuestamente cometidas por los denunciantes son objeto de investigación en su respectiva jurisdicción, que compete a la justicia provincial investigar los hechos delictivos de carácter común que involucran a sus autoridades y que no surge de las constancias remitidas ninguna circunstancia que justifique la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde rechazar la inhibitoria promovida y devolver las presentes actuaciones al Juzgado Federal, a fin de que determine la existencia o no de delito con respecto a la denuncia recibida contra la policía local y, eventualmente, resuelva de conformidad a lo que de ello resulte.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 3316/2020/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, es materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces de una misma jurisdicción.  Por lo demás, las condiciones a las que supedita la ley 27.319 la prórroga de jurisdicción invocada por el juzgado nacional no aparecen cumplidas en el caso, ni la magistrada explica por qué se encontrarían satisfechas.  Por aplicación de estos principios, corresponde a la justicia provincial continuar con el conocimiento de las actuaciones referidas a los sucesos que tuvieron lugar en el ámbito del departamento judicial de San Isidro.


    C., Héctor Alfredo s/ Incidente de inhibitoria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 845/2021/7/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Competencia federal. 


    De acuerdo a lo que surge de los escasos elementos agregados al incidente, los estupefacientes secuestrados no se encontraban fraccionados, tal como lo establece el artículo 2, inciso 1), de la Ley n ° 26.052, por lo que en el presente caso no puede afirmarse que estuvieran destinados a la venta para su consumo inmediato. A ello debe sumarse la gran cantidad de material incautado. Por otra parte, tampoco consta que se hubieran secuestrado junto a ellos elementos destinados a su fraccionamiento y distribución.  Por último, también podrían encontrarse involucradas distintas jurisdicciones territoriales y por lo tanto, la cadena de tráfico podría ser mayor y más abarcativa que la simple comercialización al consumidor final.  En consecuencia, a fin de asegurar una mayor eficacia de la investigación y, con ello, de los fines que inspiraron la sanción de la Ley n° 23.737, corresponde declarar la competencia de la justicia federal que, además, ha reclamado conocer en el caso, razón por la cual el juzgado local deberá ceder su intervención en él.


    Incidente N° 1. Imputado: C., Gregorio s/ Incidente de incompetencia


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2689/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Abastecimiento. Ley de abastecimiento. Compra de mercaderías. Alcoholes. Personal municipal. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    Esta Procuración General ha sostenido en conflictos de competencia anteriores sobre causas por el delito del artículo 205 del Código Penal en el contexto de la pandemia, que en la situación actual correspondía, en principio, intervenir a la justicia provincial, salvo que concurriese alguna circunstancia excepcional que justificara la restrictiva competencia federal.  El origen nacional de las normas dirigidas a evitar la introducción o propagación de una epidemia que complementan la formulación “en blanco” del artículo 205 del Código Penal, no constituye una de esas posibles excepciones, sino más bien la circunstancia que se presenta con mayor frecuencia, dado que el Poder Ejecutivo Nacional ha establecido las pautas básicas con alcance en todo el país, dejando a salvo la facultad de cada provincia para hacerlas cumplir en el ámbito de sus respectivas competencias, tal como efectivamente ocurre en el supuesto de la norma administrativa que fijó un precio máximo para el alcohol en gel.   El actual proceso penal no puede ni debe reemplazar el debido proceso adjetivo que prevé la ley 20.680 para determinar las infracciones a sus normas y aplicar las correspondientes sanciones; y, en especial, que ni siquiera esa tarea suscitaría la competencia de una autoridad nacional en un caso como el presente, ya que según el artículo 18 de la ley citada “las infracciones cometidas en las provincias y que afecten exclusivamente el comercio de sus respectivas jurisdicciones serán juzgadas en sede administrativa por los organismos que determinen cada una de ellas”.  La posible adecuación del caso al artículo 300, inciso 1°, del Código Penal enfrenta el obstáculo de que la narración de los hechos efectuada en ese mismo escrito no incluye ninguna referencia a que haya ocurrido el resultado típico de esa figura (un alza general del precio de una mercancía) y mucho menos que fuera el resultado directo de la utilización por parte del imputado de alguno de los medios comisivos allí enumerados (noticias falsas, negociaciones fingidas, reunión o coalición entre los principales tenedores de una mercancía), lo que además luce improbable, a partir de la evidencia que se recolectó sobre el volumen de la operación que se investiga y la calidad de las personas que intervinieron en ella.


    Incidente n° 1: N.N. s/ Incidente de competencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2585/2020/1/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Coronavirus. Aislamiento social preventivo y obligatorio. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (Art. 205)”


    Incidente de inhibición y cuestión de competencia con habilitación de Feria Judicial : “J., Víctor Nazir Rolando s/ Denuncia”


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 1210/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Abuso sexual de menores. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    No obstante que entre los antecedentes remitidos no figura incorporada la denuncia de la madre del menor, atento que de la reseña que de sus dichos se hace en la declinatoria, sin que hayan sido controvertidos, surge que los hechos objeto de esta contienda habrían ocurrido en territorio de la provincia de Buenos Aires, en cuyo ámbito, por otra parte, residen tanto el imputado como la víctima menor. En consecuencia, de acuerdo con la doctrina del Tribunal según la cual la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, es la justicia bonaerense a la que compete asumir su jurisdicción en esta causa e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    G., V. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 362/2021/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Domicilio del imputado. Víctima menor de edad. Residencia habitual. Competencia nacional. 


    En atención al estado en que se encuentra la causa, en la que todavía restaría prueba pendiente de producción, y más allá de que según lo extractado de la entrevista en cámara Gesell, la joven manifestó respecto del hecho sucedido en territorio cordobés que fue “esa vez solamente”, aún no ha sido descartada la posibilidad de otro hecho anterior en su perjuicio, del que no se conoce el lugar de presunta comisión, conforme se desprende de lo relatado inicialmente por su abuela al equipo de contención y asistencia a las víctimas de violencia familiar y sexual, corresponde a la justicia nacional, en cuyo ámbito reside la damnificada y el imputado, proseguir con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Incidente N° 1 – Denunciante: E., M. E. y otro – Imputado: C., H. G. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 91655/2019/1/CS1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Amenazas calificadas. Agresión con arma. Comercialización ilegal de estupefacientes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto -ley 1285/58.  A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso.  En tales condiciones, corresponde al juzgado nacional en lo criminal y correccional, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para dar le precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N° 1. Damnificado: identidad reservada. Imputado: B., A. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3593/2019/1/CS2, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Embajadores. Misión oficial. Valija diplomática. Dólares. Aeropuerto Internacional Ministro Pistarini. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Archivo del expediente. 


    Ausencia de conducta que pueda ser perseguida penalmente.


    Cuando el imputado reviste status diplomático, el caso incumbe a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.  En virtud de las garantías consagradas en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, no se verificaría en el caso una conducta que pueda ser perseguida penalmente.   En esta inteligencia, y a fin de resguardar el delicado trato que la Corte está llamada a preservar con las potencias extranjeras, corresponde archivar estas actuaciones.


    Incidente N° 1. Imputado: O., Vitalis Onyeoziri s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 894/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Archivo del expediente. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737 – Denunciante: anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 479/2020/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M., Aldo Daniel – N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3130/2021/1/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Auto de quiebra. Embargo. Competencia penal. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FCB 5650/2014/49/CS1, “R., Eduardo Daniel y otros s/ Asociación ilícita”.


    Incidente N° 215 s/ Incidente de conflicto de competencia


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 3995/2017/215/CA56-CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Calumnias. Injurias. Redes sociales. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte sostuvo que la divulgación de expresiones agraviantes por internet hace posible la consumación instantánea del delito en diferentes jurisdicciones y determinó que, en tal supuesto, resulta competente el juez del lugar en que la publicación fue generada.


    M. C., María Victoria s/ Injurias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1260/2020/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Calificación legal. Competencia federal. 


    Si bien la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia materia l para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  De la investigación hasta ahora realizada en esta causa puede inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto estaría identificada la presunta proveedora de las sustancias prohibidas. Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley n° 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en esta causa, independientemente de la calificación legal que le asignen al suceso los jueces en conflicto.


    C., Ramona Gregoria y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1546/2020/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Si bien la Ley nº 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley nº 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.   De la investigación realizada en esta causa puede inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final. Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la Ley nº 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en este hecho.


    Incidente N° 28 – Imputado: L., Walter Francisco y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70646/2018/TO1/28/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Averiguación presunta infracción ley 23.737”.


    Incidente Nº 1. N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 1630/2018/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia provincial. 


    Respecto de las conductas relacionadas con la infracción a la Ley n° 23.737 imputadas, cabe recordar que tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en aquel la ley, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal.  Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando surge de la requisitoria fiscal que, al menos, una de ellas sería proveedora de estupefacientes.  Por ello, debe ser la justicia federal, cuya intervención es prioritaria en la materia, la que continúe conociendo al respecto.  Por otra parte, la actividad desplegada por los otros dos involucrados en el caso -tal como lo postula el tribunal declinante y no lo cuestiona su par local- sería la tenencia simple de sustancias prohibidas. En tal sentido, de acuerdo al criterio establecido por la Corte en la Competencia n° 130, L. XLII, “Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737”, deberá conocer al respecto la justicia local.


    Incidente N° 16. Imputado: G., Fiorella Lizeth y otros s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 51848/2019/TO1/16/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Conexidad subjetiva. Competencia federal. 


    Resulta oportuno mencionar que la Ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, pero que ello no importa en modo alguno desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  Lo dispuesto en el artículo 3 responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad tienen por fin asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal.  Esa norma, cabe recordar, expresamente establece en su artículo 3 que conocerá la justicia federal cuando la causa tuviere conexidad subjetiva u objetiva con otra sustanciada en dicho fuero.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 13/2021/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Conexidad subjetiva. Competencia nacional. 


    Resulta oportuno mencionar que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  En este sentido el artículo 3 de esa ley -antes y después de su modificación por la ley 27.502- establece inequívoca y expresamente que conocerá la justicia federal cuando -como ocurre en el sub examine y no desconoce el tribunal federal- la causa tuviera conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero.


    Un tal P. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 96/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto -ley 1285/58.   A su vez, tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso.  Ello es así, pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los hechos manifestados por el prevenido, a fin de acreditar mínimamente quiénes y de qué manera estarían comercializando estupefacientes, lo que considero resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1815/2020/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley n° 1285/58.  A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.


    A., Santiago s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 574/2020/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individual izar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7), del decreto-ley 1285/58.  A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia. Denunciante: UFIJ Drogas Vicente López


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 356/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sistema informático artículo 153 bis 1° párrafo”.


    En atención a que la competencia para investigar a los delitos previstos en los artículos 153 y 153 bis del Código Penal no fue traspasada a los tribunales de esta ciudad, considero que corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo criminal y correccional para entender en la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N. N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 269/2021/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de faltas. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 860/2021/CS1, “N.N. y otro s/ Incidente de competencia”.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1164/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 11761/2021/2/CS1, “Incidente N° 2. Denunciante: R., Carlos Alberto. N.N. s/ Incidente de incompetencia".


    Incidente N° 1 – Denunciado: S., Cristian s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14030/2021/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 14141/2018/1/CS1 “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción Ley n° 22.632 (art. 31 inc. b)”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: H. S., Diego y otro s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6337/2020/1/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp CSJ 339/2018/CS1, "N.N. s/ Intimidación pública" y CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 33328/2019/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Incidente N° 1 – Imputado: S., Héctor Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1150/2020/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMP 95/2018/1/CS1, “N.N. s/ Violación sist. informático art. 153 bis 1° párrafo”.


    A., Sergio y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 313/2021/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    De conformidad, en lo pertinente, con lo resuelto en el fallo de la causa Comp. 755/2005 (41-C)/CS1, “Hames Fahmy, Antonio Walid s/ Coacción agravada”, el presente conflicto se ha tornado abstracto y resulta inoficioso un pronunciamiento del Tribunal.


    Incidente Nº 1 – Querellante: A., Ezequiel Imputado: L. J. R. B. i. S.A. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8617/2021/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El presente conflicto se ha tornado abstracto y por esa razón, ya no corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


    M., Luis Antonio s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 293/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    El presente conflicto se ha tornado abstracto y, por esa razón, ya no corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M. P., Elizabeth y otros - Imputado: M., Luis Antonio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30644/2020/1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente N° 2 – Damnificado: Identidad reservada y otro. Imputado: O., Marcos y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50446/2020/2/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Atento el criterio establecido en el fallo de la causa Comp. N° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento",el presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1886/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento.


    Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 18479/2020/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    El presente conflicto de competencia se ha tornado abstracto, por lo que un pronunciamiento de la Corte resulta inoficioso atento el criterio establecido en la Comp. N° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    Incidente N° 1. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 71410/2019/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    La presente contienda se ha tornado abstracta.


    O., Paula Andrea s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1754/2020/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente N° 1. Denunciante: identidad reservada. Imputado: R., Andrea Celeste s / Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10031/2020/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406; L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente N° 2. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2898/2021/2/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cultivo de estupefacientes. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Es doctrina del Máximo Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7) , del Decreto-Ley n° 1285/58.  También tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en el caso.  Ello es así pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los sucesos expuestos por el denunciante anónimo, a fin de acreditar mínimamente quiénes serían las personas involucradas y cuáles serían los delitos a investigar, lo que resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial.   En tales condiciones, corresponde al juez local, que previno en la contienda, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Infracción Ley 23.737. Denunciante: anónimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 630/2020/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Defraudación. Aportes sindicales. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Pluralidad de delitos.


    La presente contienda no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del Decreto-Ley 1285/58.  Más allá de la hipótesis planteada por el declinante en su resolución respecto a la posible disputa por el control de la agrupación sindical en cuestión, que perjudicaría patrimonialmente a dicha institución, aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, los actos de administración y disposición de los recursos que habrían sido obtenidos a través de las presuntas maniobras defraudatorias denunciadas, lo que resulta indispensable para determinar las calificaciones de los hechos y, consecuentemente, la competencia material.   Sólo a partir de la profundización de la pesquisa es posible subsanar las deficiencias señaladas de modo que, a su vez, el magistrado que promovió la contienda pueda evaluar su eventual vinculación con las actuaciones que tramitan en el fuero de excepción.  Es doctrina del Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Asimismo, la Corte ha resuelto que la presunta conexidad que pudiera existir entre unos y otros no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica, atento que la competencia federal es limitada y de aplicación restrictiva.  Corresponde al juez nacional de esta Capital, que previno, y a cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con la investigación en estas actuaciones, para resolver, luego, de acuerdo con los resultados obtenidos.


    Incidente N° 3 – Denunciante: L., Ezequiel y otros. Querellado: R. G., Leónidas y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24715/2020/3/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Lavado de activos. Competencia nacional. 


    Es criterio de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza de los hechos y las circunstancias especiales en que se hayan producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, les atribuyan los jueces en conflicto.  Más allá de las calificaciones legales que puedan corresponder a los hechos objeto de pesquisa, atento que de los antecedentes y las resoluciones judiciales agregadas no surgen elementos suficientes que hagan verosímil la hipótesis delictiva a la que se refiere el artículo 303 del Código Penal, ni la justicia nacional ordinaria aportó otros que, por ese motivo, justifiquen la continuidad de la investigación ante los estrados federales, cuya competencia es de carácter restrictivo y naturaleza excepcional, corresponde a la justicia nacional proseguir el trámite de la causa.


    Incidente N° 3 – Denunciante L., Adriana Marcela y otro. Imputado: L., Matías s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38377/2016/3/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Delitos comunes. Competencia nacional. 


    Con independencia de la calificación legal que en definitiva quepa dar a los hechos objeto de controversia y del temperamento que corresponda adoptar, es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, lo que no ocurre en el caso, en el que se investigan delitos de naturaleza común ocurridos entre particulares que no habrían afectado, en principio, el normal funcionamiento de un organismo nacional o el adecuado desempeño de sus agentes.


    T., Raúl y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17088/2017/1/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Delitos económicos. Competencia por la materia. Competencia en lo penal económico. 


    Los dichos del denunciante y la documentación aportada, no han sido controvertidos en autos, por lo que permiten considerar que los episodios que motivaron el conflicto –que tratan de maniobras que perjudicarían al denunciante– habrían originado operaciones irregulares ante la AFIP mediante facturaciones cuestionadas en su legitimidad, lo que incluso reconoce el juez nacional en lo penal económico.  En tales condiciones, le corresponde a ese mismo magistrado continuar conociendo en estas actuaciones, especialmente cuando –más allá de su criterio sobre el alcance de los montos eventualmente evadidos– no cuestionó la materia.  Por lo demás, en caso de que luego de una adecuada investigación el tribunal especial decida excluir fundadamente la tipicidad de alguna conducta de su competencia, frente al eventual entorpecimiento del normal desarrollo del organismo nacional o el de sus empleados, deberá estarse al criterio de Fallos: 308:487 y Competencias n° 119, L. XLIV, “Blanco, Estela Maris s/ Estafa”, y CSJ 4/2017/CS1, “Matonti, Luciano s/ Estafa”, lo que en definitiva podría hacer surtir la jurisdicción federal.


    Incidente N° 1 - Denunciante: G., Alfredo Marcelo y otro - N.N.: C. Martín Gonzalo s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57766/2019/1/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Economía procesal. 


    Aceptación tácita de la competencia. Inexistencia de conflicto.


    En autos, la circunstancia de que con posterioridad al rechazo de su declinatoria la justicia ordinaria reasumiera su jurisdicción –delegando la investigación en la fiscalía- importó una tácita aceptación de la competencia.  Además se advierte que en esa oportunidad y de acuerdo con la opinión fiscal, el tribunal de origen finalmente archivó las actuaciones y remitió sus testimonios al BCRA en orden a lo establecido por la ley 19.359; la que en definitiva determina la intervención judicial solo después de la clausura del sumario que debe tramitar previamente ante la mencionada entidad.  En tales condiciones, la resolución en cuestión carece de motivos que justifiquen la promoción de un nuevo planteo. Debe recordarse a este respecto la jurisprudencia de la Corte que condena la profusión de actos jurisdiccionales superfluos, especialmente cuando es también criterio del Tribunal que no es posible modificar las decisiones de aceptación de competencia cuando no se presentan nuevas circunstancias relevantes.


    Incidente N° 4 – Imputado: S. A., Estéfano Galo s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28432/2020/4/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia ordinaria. 


    Es doctrina del Tribunal que, si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie, en alguna figura penal, la Corte se halla impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  Ésa es la situación que aquí se presenta, pues los escasos elementos agregados al incidente no permiten conocer con el grado de certeza que esta etapa exige el verdadero alcance de los hechos a investigar y el modo en que habrían ocurrido, lo que impide realizar una correcta evaluación jurídica que encuentre sustento en los antecedentes de la causa.


    Incidente N° 1 - Querellante: F., Hugo Ezequiel y otro. Imputado: E., José Hugo y otros s / Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49914/2020/1/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Denuncia. Afiliación a obras sociales. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 158/2018/1/CS1, “Obra Social de la Cámara de Agencia de Remises de Argentina s/ Falsificación de documentos”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: R., Antonio. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8969/2018/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    En razón de lo resuelto por el Tribunal en la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves”, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.


    Incidente n° 4. Imputado: D., Franco León s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26729/2020/4/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Ejecución de la pena. Robo seguido de homicidio. Condena anterior. Unificación de penas. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que el tribunal al que corresponde la unificación prescripta en la primera hipótesis del artículo 58 del Código Penal –cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto- se constituye ipso facto como juez competente de la ejecución de esa pena única de acuerdo a la modalidad con que la imponga, y convierte a esa jurisdicción en sede de la ejecución penal, con competencia para entender en los futuros planteos que se hicieren respecto de aquélla.


    S., Ary Manuel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1208/2021/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Más allá de la oportuna identificación fehaciente que corresponda realizar sobre la motocicleta referida por el denunciante, lo cierto es que de sus dichos, a los que cabe atenerse para resolver la competencia, se desprende que la motocicleta se encontraba en un taller ubicado en la provincia, por lo que en esa sede corresponde proseguir la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver, eventualmente, de acuerdo a lo que resulte de ese trámite.  Por lo demás, también al juzgado provincial corresponde conocer respecto de la presunta infracción al artículo 289, inciso 3º, del Código Penal, referida a la sustitución o supresión de la numeración, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”.


    Incidente Nº 1 – Denunciante: Z., Adrián - N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33327/2020/1/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 1 - Imputado: R., Oscar s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70660/2017/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. Por ello, corresponde a la justicia provincial juzgar respecto del delito de encubrimiento que ha sido objeto de controversia.


    S., Carlos Daniel s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 829/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde al juzgado provincial asumir además el conocimiento de las infracciones al artículo 289, inciso 3, del Código Penal -supresión de placas y adulteraciones de las numeraciones identificatorias de chasis y motor-.


    Incidente N° 3 - Imputado: Á., Mercedes Elena s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66722/2014/TO1/3/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.  Corresponde a la justicia provincial conocer con relación al delito deEncubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.Corresponde a la justicia provincial conocer con relación al delito de encubrimiento y también, aunque no fue materia de controversia, profundizar la investigación a fin de determinar si en el caso se verifica una infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, de conformidad con la doctrina de Fallos: 328:3960 y sus citas, y Competencia N° 602, XLIV, in re “Galarza, Juan José s/ denuncia”.


    P., Carlos Leonel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1025/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia Nº 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir la investigación referida a la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal.


    Incidente N° 1- Imputado: F., Walter Guillermo s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 76/2017/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia Nº CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia Nº 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir la investigación referida a la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal.


    Incidente N° 1 - Imputado: J., Julián Horacio s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 107739/2017/1/CS1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia Nº CCC 65897/2015/1/CS1 “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia Nº 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir la investigación referida a la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal.


    Incidente N° 3 – Damnificado: O., Kevin Taiel. Imputado: R., Gian Franco s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14109/2018/3/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia Nº CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”. De acuerdo a la doctrina de la Corte de Fallos: 324:1617 y 3651 y Competencia Nº 602, L. XLIV, “Galarza, Juan José s/ Denuncia”, corresponde a la justicia provincial asumir la investigación referida a la infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal.


    C., Alexis s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1213/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    De las constancias remitidas no surge, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción, de conformidad con la tradicional doctrina de la Corte al respecto, en tanto no se ha dado intervención al juzgado nacional que conoció del hurto del vehículo.  De acuerdo a ese criterio, si no resulta con claridad que el imputado por encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, resulta conveniente que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la alternatividad existente entre ambas infracciones.


    D. C., Martín Pablo Gustavo s/ Encubrimiento (Artículo 277, inciso 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1098/2020/CS1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Descartada por la justicia nacional de esta ciudad la posibilidad de endilgarle al imputado la sustracción de la motocicleta, y habiéndose decretado en sede provincial la prisión preventiva con relación al delito de encubrimiento cometido en esa jurisdicción, compete al Juzgado de Garantías proseguir la presente investigación.


    L., Eduardo César s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2436/2021/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    De conformidad con lo resuelto por la Corte en la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”, corresponde a la justicia provincial conocer con relación al delito de encubrimiento.


    Incidente N° 1 Damnificado: G., Esteban Alejandro - Imputado: P., Sebastián Jorge Ariel s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18489/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 35, L. XLVIII,  “Romero, Pablo s/ Encubrimiento” y CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento”.


    P., Yael Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 204/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “G., Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)".


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 614/2021/CS1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1 °)”.


    Incidente N° 1 - Imputado: P., Axel Matías s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19352/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    C., Kevin Ezequiel s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1203/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente Nº 2 – Damnificado: P., Hugo - Imputado: G., Lucas Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22752/2020/2/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 2 - Imputado: R., Jorge Horacio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72625/2019/14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    M., Ale Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1363/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    En atención a que la Corte tiene establecido que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, que ambos magistrados se refieren a la hipótesis delictiva de la estafa, y que no se encuentra controvertido que los pagos que habrían perjudicado a las víctimas tuvieron lugar en esta ciudad, donde los denunciantes habrían mantenido reuniones con el imputado para acceder al plan de viviendas, corresponde a la justicia nacional de esta Capital proseguir la investigación.


    Incidente N° 1 – Damnificado: S., Norma Nélida y otros. Imputado: G., Roberto y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 55903/2019/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia nacional. Evasión fiscal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Por aplicación de esta regla, existen en el sub judice dos hipótesis delictivas a considerar con el objeto de fijar la competencia.  En primer término, y en la medida que los hechos calificados en el delito de estafa, se refieren a los contratos de compraventa de acciones preferidas de la empresa suscriptos por los inversores con el objeto de ejercer sus derechos al uso y goce de un espacio exclusivo para la guarda de embarcaciones náuticas, compete al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional n° 7 continuar su trámite, donde tramita la otra causa contra los directores denunciados por una presunta maniobra fraudulenta relacionada con los sucesos materia de esta controversia.  Respecto a la presunta evasión fiscal en relación con el cobro de las expensas comunes en efectivo por la medida cautelar trabada a favor de la Administración  Federal de Ingresos Públicos, corresponde a la justicia federal profundizar la pesquisa ante la posible afectación de intereses federales por la obstrucción al normal funcionamiento de ese organismo nacional, sin perjuicio de lo que pueda surgir de esa investigación que, eventualmente, autorice a atribuir el conocimiento de los hechos a la justicia en lo penal económico por la infracción al régimen penal tributario.


    Incidente N° 1 Pretenso querellante V. S.A. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6401/2020/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Compraventa de mercaderías. Uso indebido de tarjeta de crédito. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58.   Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las resoluciones contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Corresponde a la justicia nacional de esta Capital, que previno, continuar la investigación e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios, y eventualmente resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Incidente N° 1 – Denunciado: D., Vanina Candela s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42529/2018/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Préstamo bancario. Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Uso de documento nacional de identidad que corresponde a otra persona.


    Tiene resuelto el Tribunal que resulta privativo del fuero de excepción el juzgamiento del delito previsto en el artículo 33, inciso d), de la Ley 17.671 y sus modificatorias, así como de la estafa cometida mediante el uso de un documento nacional de identidad ajeno, que concurriría en forma ideal con aquél y del que resultaría procesalmente inescindible. También cabe recordar que tiene establecido la Corte que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal.


    Incidente N° 1 – Denunciante: R., Oscar Francisco. Imputado: R. D., Rosa s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40209/2017/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23.737”.


    Incidente N° 1. Identidad Reservada N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1323/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    En atención a las particularidades del caso en relación con la cantidad y características de las plantas secuestradas, no puede afirmarse que se den los supuestos previstos en el fallo de la causa Comp. 392, L. XLIX “Aguirre, Pablo Alberto s/ Siembra cultivo y guarda de plantas y semillas utilizables para producir estupefacientes, tenencia de materia prima para la producción de estupefacientes y tenencia simple de estupefacientes”.  Por otra par te, teniendo en cuenta que los estupefacientes incautados no se encontraban fraccionados en dosis -tal como lo establece el artículo 2, inciso 1, de la ley 26.052 -, en el presente caso no puede afirmarse que estuvieran destinados a la venta para su consumo. Ello es así pues tampoco consta que se hubiera secuestrado algún otro elemento destinado a su fraccionamiento y distribución.


    G., Luis Sebastián s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 104/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la venta de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal.  Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.


    A., Gustavo Leonel y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 78/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Armas. Competencia provincial. 


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario el conocimiento por parte de quien promovió el conflicto de las razones que informaron lo decidido por el otro tribunal, para que declare si mantiene su anterior posición o si la cambia en respuesta a ese rechazo.  Sin embargo, también ha resuelto la Corte que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.  Respecto del fondo del asunto, de acuerdo con las constancias del incidente las hipótesis delictivas a considerar son dos.  Acerca de la primera de ellas, referida a la siembra y al comercio de estupefacientes, si bien la ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  En ese sentido, de la investigación realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final dado que, según surge de la investigación practicada, los imputados serían vendedores y proveedores de sustancias prohibidas que luego comercializarían otras personas.  Por ello, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley n° 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca al respecto.  En relación con la segunda hipótesis, referida al secuestro de las armas incautadas, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde a la justicia local continuar conociendo al respecto.


    C., Cintia Yanina y otros s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 79/2021/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En primer término, no se presentan nuevas circunstancias que autoricen a modificar la decisión por la cual la justicia provincial oportunamente aceptó su competencia respecto de la causa cuyo desprendimiento dio origen a estas actuaciones.  Por otra parte, además de no advertir de la lectura de la causa ningún elemento que amerite la intervención de la justicia de excepción, habida cuenta de que la conducta que se le atribuye al imputado integra los hechos que fueron objeto de pronunciamiento en las sentencias condenatorias dictadas por el Tribunal Oral, debe declararse la competencia de la justicia local para que conozca en esta causa.


    Incidente N° 1. Imputado: V. R., Pedro s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24270/2018/1/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Investigación inconclusa. Competencia contravencional y de faltas. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58.  A su vez, tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una determinada infracción penal.


    N.N. Vecino s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1822/2020/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7), del decreto-ley 1285/58.  A su vez, también tiene establecido la Corte que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.  Ello es así pues aún no se han realizado medidas tendientes a establecer, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la veracidad de los sucesos expuestos por los denunciantes anónimos, a fin de acreditar mínimamente quiénes serían las personas involucradas y cuáles serían los delitos a investigar, lo que resulta indispensable para determinar tanto la competencia material como territorial.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 153/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Explosivos. Investigación inconclusa. Cuestión federal. Competencia federal. 


    Independientemente del resultado negativo de las pericias realizadas, frente al embrionario estado en el que se encuentra la investigación, no es posible descartar aún que el hecho no haya tenido vinculación directa con el desempeño de las funciones estrictamente federales de la titular del domicilio.


    N.N. s/ Intimidación pública Incidente de Competencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9252/2019/1/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Extorsión. Estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 398, L. XLII, “Conte, Gabriel s/ Av. presunta infracción ley 23.737”.


    Incidente N° 1 – N.N.: N.N s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7623/2020/1/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley n°1285/58.  Ello es así, en tanto resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Babou s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 607/2021/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Inhibitoria. Cámara de apelaciones. Juez de instrucción. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    De acuerdo a la jurisprudencia del Tribunal, si ha sido una cámara la que tomó la decisión sobre la competencia objeto de la cuestión, es ese tribunal el que debió considerar el planteo inhibitorio y no el juez de primera instancia.  Es necesario que con carácter previo a determinar la competencia sean resueltas las apelaciones pendientes.  La resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito.


    Incidente n° 2: Petkoff Naidenoff, Luis s/ Incidente de inhibitoria


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 36/2021/2/CS1, 04 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Incendio. Protección del medio ambiente. Daño ambiental. Ley nacional. Competencia provincial. 


    Si bien es cierto que los efectos de este tipo de incendios pueden alcanzar otras jurisdicciones por la acción del viento, en particular en la región del delta del río Paraná donde se habría producido el hecho, no lo es menos que en este caso no se encuentra acreditada, siquiera mínimamente, una conducta delictiva pasible de análisis desde la perspectiva de una cuestión de competencia criminal.   En ese sentido, no toda conducta de la que puede derivar un daño al medio ambiente es necesariamente un delito y, cuando lo es, no siempre es de índole federal. Ello sin perjuicio de las acciones de naturaleza preventiva o reparatoria a que pueda haber lugar ante las autoridades administrativas o judiciales, nacionales o provinciales, según lo que corresponda de acuerdo a las leyes vigentes en la materia.  Es por ello que la invocación genérica a la infracción de leyes nacionales relacionadas a la protección del medio ambiente no alcanza para sostener, a esta altura del proceso, la existencia probable de un delito de exclusiva naturaleza federal.


    N.N. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1454/2021/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Incidente de competencia. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/ 1/CS1 “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción ley 22.632 (Art. 31 inc. b)”.


    Incidente N° 1 – N.N: N.N  s\ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 578/2018/CA1/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. CCC 14141/2018/1/CS1, “Amstrong, Richard s/ Estafa e infracción Ley 22.632 (Artículo 31 inciso b)”.


    Incidente N° 1 – Denunciante: M. F., Federico s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48641/2020/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Con relación a los hechos motivo de esta contienda, la Corte ya se expidió con fecha 17 de septiembre de 2020, sin que, de los elementos ahora acompañados surja circunstancia alguna que torne necesario modificar aquella decisión.


    Incidente N° 2. Damnificado: A. R., Marco Antonio. N.N.:N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65644/2017/2/CS2, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa CCC 65897/2015/1/CS1, “Galarza, Leandro Gastón s/ Encubrimiento (art. 277, inciso 1°)”.


    Incidente N° 1 Imputado: C., Javier David s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13343/2020/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Compraventa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto de competencia trabado, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley n° 1285/58.  En consecuencia, corresponde al juez provincial que previno, y ante cuyos estrados acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, incorporar los elementos necesarios para dar le precisión a la denuncia y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    F. de La C. S.A. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1501/2020/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juzgado de faltas. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 860/2021/CS1, “N.N. y otro s/ Incidente de competencia”.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia- Denunciante. S., Lucas Ángel


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1082/2021/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Transferencia de fondos del Estado. Competencia criminal y correccional. 


    Es doctrina de la Corte que si los fondos públicos fueron transferidos de la órbita nacional a otra entidad en cuyo patrimonio quedaron incorporados, su presunta afectación o uso indebido no perjudicaría las rentas del Estado nacional, sin que a dicha conclusión pueda obstar la subsistencia a favor de la administración federal del derecho de requerir rendición de cuentas y vigilar el cumplimiento de los fines para los que fue otorgado el beneficio.  Por aplicación de estos principios, en atención a que no habrían participado funcionarios públicos en los hechos ni se aprecia alguna otra circunstancia que motive la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional continuar el trámite de las presentes actuaciones.


    Incidente N° 1 - Denunciante: M., Patricio y otros Denunciado: T., Lucas Joaquín Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8935/2019/1/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    Sin perjuicio de las consideraciones realizadas, en lo pertinente, en el dictamen de la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, "L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves",en razón de lo allí resuelto por la mayoría no corresponde a la Corte dirimir la presente contienda de competencia.


    Incidente N° 1. Imputado: B., Valentina s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1064/2021/1/CS1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Internación psiquiátrica. Economía procesal. Principio de inmediación. Residencia habitual. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que la medida de internación coactiva es, en su aspecto material, equivalente en el régimen civil y penal. En esa inteligencia, la cuestión debe resolverse conforme el criterio establecido por el Máximo Tribunal en el sentido de que la intervención del juez del lugar donde habita el paciente coadyuva el contacto directo personal del órgano judicial con el afectado, favorece la concentración de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud y, finalmente, propende a eliminar trámites y procesos superfluos y la prolongación excesiva de plazos, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal.


    R., Eric Cristian s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 510/2021/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Intimidación pública. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Remisión al fallo de la causa CFP 12267/2017/1/CS1, “N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Establecimiento Comercial n° 19, Juan Montalvo y otros”.


    Incidente n° 3 – N.N.: N.N. s/ Intimidación pública. Damnificado: Escuela de educación media n° 4 Homero Manzi


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3186/2019/3/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La presente cuestión de competencia no se encuentra precedida de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley n° 1285/58, en tanto de las constancias remitidas no surgen elementos que permitan definir, con el grado de certidumbre exigible a fin de resolver el conflicto, la adecuación legal de los hechos y, de tal suerte, dirimir la competencia material.  De los antecedentes remitidos, al menos de momento, elementos que justifiquen el conocimiento de la justicia de excepción de acuerdo con la doctrina que la Corte tiene establecida con respecto a la competencia federal para el juzgamiento de las conductas previstas en el artículo 3° de la Ley n° 23.592, sin perjuicio de las agravaciones que corresponda aplicar  conforme lo previsto por el artículo 2 de esa ley para la comisión de otros delitos, cuya naturaleza -común o federal-, en principio, no modifica.


    Incidente Nº 2 – Denunciante: U., Francisco José y otros – N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47810/2020/2/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Competencia nacional. Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley n° 1285/58.  Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal (Fallos: 340:722 y sus citas), lo que no se advierte en el caso.


    Incidente N° 1 – Denunciante: C. M., Mercedes. N.N: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58131/2019/1/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia nacional. Juez previniente. 


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58.   Al respecto, tiene establecido el Máximo Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Por lo tanto, la circunstancia alegada por el magistrado nacional en cuanto a que la competencia debería dirimirse a favor de la justicia provincial con jurisdicción sobre el lugar en el que tramita la sucesión, sin que hubieran sido debidamente delimitadas las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que sucedieron los hechos que rodearon a la supuesta creación del testamento falso, el que, además, ni siquiera ha sido presentado en ese expediente civil, carece de sustento en las constancias de la causa. Por lo tanto, corresponde a la justicia nacional, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de darle precisión a los sucesos denunciados y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Incidente N°1 - Denunciante: C., Marcelo Antonio Imputado: B., Susana Marta s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29580/2020/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley n° 1285/58.  Tiene establecido el Tribunal, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos objeto del proceso y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.   Tiene resuelto el Tribunal que sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Corresponde a la magistrada nacional de esta Capital, que previno y a la que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, continuar con la investigación en estas actuaciones, para resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    Incidente N° 1 – Denunciante: Z., Analía Luján. Imputado: C., Mónica s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42745/2019/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del Decreto Ley n° 1285/58.  Ello es así, en tanto resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 355/2021/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  En autos, esas deficiencias deben ser suplidas por el juez que conoció de la notitia criminis y que declinó las actuaciones, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    O., Ángel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 574/2021/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Juicio abreviado. Uso de documento falso. Concurso de delitos. Condena anterior. Sentencia firme. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que el artículo 58 del Código Penal responde al propósito de establecer real y efectivamente la unidad penal en el territorio de la Nación, mediante las medidas necesarias para que ésta no desaparezca en razón del funcionamiento de las distintas jurisdicciones; y que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme, en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal.  Ahora bien, en las constancias de autos se advierte que el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Mar del Plata, no ha cumplido con la regla de la primera parte de aquel la norma   por no haber sido pactado por las partes en la propuesta de juicio abreviado presentada para su homologación y atento a que entendió que no podía adoptar una decisión ajena al acuerdo.  En virtud de ello, se impone ahora la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado del artículo 58 del ordenamiento de fondo y que, en consecuencia, corresponde que el Tribunal Oral en lo Criminal de Mercedes, que impuso la pena mayor, se pronuncie en ese sentido.


    Incidente N° 1 – Imputado: A. S., Claudio Ricardo s/ Incidente de incompetencia


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 36665/2017/1/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Lavado de activos. Economía procesal. Competencia federal. 


    El magistrado federal deberá asumir su jurisdicción y continuar conociendo en esta causa, pues las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Incidente N° 2 – Denunciante: G., Pablo Marcelo y otros. Imputado: G., Rafael Augusto y otros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73513/2017/2/CS1, 17 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 


    La investigación llevada a cabo hasta el momento resulta insuficiente para establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el verdadero alcance y la significación jurídica de los acontecimientos a investigar, y su real naturaleza, lo que impide discernir la competencia material.


    Incidente N° 3. M. T., Luis Alberto y otros s/ Incidente de incompetencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 684/2019/3/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones. Amenazas. Agentes diplomáticos extranjeros. Embajadas extranjeras. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Al resultar de las constancias del expediente que el acusado revestiría status diplomático, correspondería a la jurisdicción originaria de la Corte intervenir a su respecto, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, previo requerimiento por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, de la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para que pueda ser sometido a juicio.


    Incidente Nº 1 - Denunciante: M., Franca Imputado: I., Alexandros s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 90198/2019/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    M., Juan Manuel s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2189/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Personal Policía Federal y de Córdoba s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2217/2021/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Q. U. S. R. L. s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2561/2021/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Incidente N° 1 - Damnificado: P., Alejandro Guido y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49342/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Muerte. Coronavirus. Tratamiento médico. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El presente conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.   La Corte tiene resuelto que paran determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y su encuadre en una figura penal determinada, regla que no se habría cumplido en autos, pues el juez que promovió la contienda no los determinó correctamente.


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23130/2021/1/CS1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Narcotráfico. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Es oportuno recordar que la ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  Si bien existiría en este caso una relación de conexidad subjetiva con el proceso que tramita actualmente ante la justicia provincial de Salta atento al estado avanzado en que se encuentra ese proceso, no corresponde la acumulación de ambas causas toda vez que el la contravendría el propio fin de las reglas de conexidad, que es el de asegurar una más expedita administración de justicia.  Por otra parte, más allá de la calificación legal practicada por la magistrada local, tiene establecido la Corte que es competente la justicia local para investigar la venta de estupefacientes al menudeo, ya que la ley n° 26.052 modificó la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley n° 23.737, al asignar su conocimiento a las provincias, siempre que adhieran a ese régimen legal.  Al no advertirse en autos que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían droga, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de Jujuy en cuya provincia se domicilia el principal proveedor de las sustancias en cuestión.


    Imputado: P., Abel Andrés s/ Infracción Ley 23.737


    FSA-Justicia Federal de Salta, 1942/2019/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    Si bien la ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.  Por ello, si bien por el momento no se han advertido, respecto de las imputadas, movimientos compatibles con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, la gran cantidad de sustancias secuestradas, y la forma en que estaban acondicionadas, no permiten afirmar que estuvieran destinadas a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4 de la ley n° 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones, independientemente de lo que surja de la posterior investigación.


    R. G., Luis Alberto s/ Infracción ley 23.737 (Artículo 5 Inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5/2020/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la venta de estupefacientes al menudeo, ya que la ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley n° 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.  Por todo lo expuesto, debe ser la justicia federal la que entienda en esta causa.


    C. A., Martín Javier y otros s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización agravada por la participación de tres o más personas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 906/2020/CS1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta. Sobreseimiento. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”.


    Incidente n° 1 – Damnificado: C. de P. L. P. y otro. Imputado: G., Federico Oscar s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20372/2020/1/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Prostitución. Trata de personas. Explotación sexual. Competencia federal. 


    Los elementos reunidos hasta el momento en la causa no permiten descartar aún la hipótesis federal de la trata de personas que reprime la ley 26.364, según texto de la ley 26.842, en tanto no puede obviarse que la explotación allí prevista se configura en cualquiera de los supuestos establecidos, sin perjuicio de que estos constituyan delitos autónomos respecto de aquel otro.  Dada la estrecha relación entre la trata de personas, la promoción o facilitación de la prostitución ajena y su explotación económica en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano expresamente definido como tal por la ley, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal continuar el trámite de esta causa, sin perjuicio de la imputación provisoria dada al resolver la situación procesal del único imputado y de cuanto pudiera resultar con posterioridad.


    Incidente N° 6 – Imputado: P., P. A. y otros s/ Incidente de incompetencia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 18276/2018/6/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Robo. Agentes diplomáticos. Embajadas extranjeras. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Ya sostuvo el Tribunal que para promover su competencia originaria, en las causas concernientes a delitos perpetrados prima facie en perjuicio de agentes diplomáticos, es indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, lo que no ha ocurrido hasta ahora en la presente.  Por otra parte, no se aprecia de lo actuado, ni existe manifestación alguna que autorice a concluir que el suceso haya afectado el desempeño de sus actividades oficiales, así como tampoco que el hecho pudiera haber interferido en las funciones propias de la embajada, sin que baste la mera posibilidad de tal afectación para hacer surtir su competencia excepcional.  Por ello, en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


    N.N. s/ Robo


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3234/2020/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Robo. Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Legajo N° 1 – Imputado: I., Rodrigo Ezequiel y otro s/ Legajo de investigación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9931/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Extinción de la acción penal. Cuestión abstracta. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento”. Por lo tanto, ya no corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


    Imputado: B., Nazareno y otro s/ Infracción Ley 22.421 (Artículo 25) e infracción Ley 22.421 (Artículo 27)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10724/2021/1/CS1, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Suministro infiel de medicamentos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.  A su vez, también tiene establecido que, para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal, lo que no se advierte en el caso.


    D. T., Guillermo s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 449/2021/1/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Competencia nacional. 


    La ley n° 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley n° 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  En este sentido el artículo 3 de esa ley -antes y después de su modificación por la ley n° 27.502- establece inequívoca y expresamente que conocerá la justicia federal cuando  la causa tuviera conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero.  Por todo lo expuesto, debe declararse la competencia de la justicia nacional para que conozca en estas actuaciones, la que en caso de ser necesario, adecuará su trámite a las reglas de procedimiento que rigen en esa jurisdicción, lo que permitirá el apropiado ejercicio de los derechos que pudieran considerarse afectados.


    A., Edgar Javier s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1704/2020/CS1, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Atento lo que surge de los antecedentes agregados al incidente, al acusado se le imputó el delito de tenencia simple de estupefacientes previsto en el artículo 14, primera parte, de la Ley n° 23.737. Por ello, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 329:6047, corresponde a la justicia local conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    Incidente N° 3. N.N.: R., Ignacio Pablo s/ Incidente de incompetencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116271/2019/3/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Conexidad subjetiva. Competencia federal. 


    La Ley nº 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley nº 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  El artículo 3 de esa ley establece inequívoca y expresamente que conocerá la justicia federal cuando la causa tuviera conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero.


    A. F., Francisco Jesús s/ infracción Ley 23.737 (Artículo 2)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 393/2020/CS1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Competencia por conexidad. Incompetencia. Competencia provincial. 


    Resulta oportuno recordar que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, lo que de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en las reglas de los artículos 3 y 4.  Si bien existiría en este caso una relación de conexidad subjetiva con el proceso que tramita actualmente ante la justicia federal -consideración que, en efecto, motivó la declinatoria del magistrado provincial en los términos del artículo 3 de la ley 26.052 - ésta estaría limitada a sólo uno de los imputados en la investigación en estudio, la que refiere, a su vez, a hechos completamente independientes de los que son objeto de aquella instrucción.  En tales condiciones, no corresponde la acumulación de ambos procesos, toda vez que ella contravendría el propio fin de las reglas de conexidad, que es el de asegurar una más expedita administración de justicia.


    P., Darío Tomás y otro s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 181/2021/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia provincial. Estupefacientes. Competencia federal. 


    Respecto al secuestro del arma, cabe recordar que la infracción al artículo 189 bis del Código Penal es un delito de índole común, y toda vez que no se advierte en estos hechos ninguna circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, corresponde declarar la competencia de la justicia local para que entienda al respecto.   En relación con la infracción a la Ley n° 23.737, si bien la Ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la Ley n° 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.   En este sentido, de la investigación realizada en esta causa puede inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, en tanto estarían identificados los presuntos proveedores de las sustancias prohibidas. Por ello, de acuerdo a lo establecido en el art. 4° de la Ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en este hecho.


    Incidente N° 8. Imputado: T., Néstor Fabio y otro s / Incidente de incompetencia


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53676/2017/8/CS1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Unificación de penas. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. La segunda parte de la norma no tiene otro objeto que solucionar los casos en que no haya sido posible evitar que se dicten dos sentencias condenatorias firmes.  En consecuencia, corresponde a la justicia nacional que, impuso la pena mayor pronunciarse sobre la unificación de las sanciones oportunamente impuestas al condenado, sin perjuicio de que, salvo mejor criterio de la Corte deba dirigirse al magistrado federal similar observación a la de Fallos: 324:4245, atento que al momento de dictar sentencia le constaba la condena dictada con anterioridad.


    Legajo N° 5 – Imputado: S., Guillermo Eduardo s/ Legajo de ejecución penal


    FSA-Justicia Federal de Salta, 8832/2019/TO01/5/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Violación de medidas sanitarias contra epidemias. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    P., Giselle s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 181/2021/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    C., Carolina s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FPA-Justicia Federal de Paraná, 4982/2020/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    G., Joaquín y otros s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FPA-Justicia Federal de Paraná, 2347/2021/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    Imputado: S., Mirta Liliana s/ Violación de medidas – propagación epidemia (Artículo 205)


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 1343/2021/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)".


    M., Diego Nicolás s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FPA-Justicia Federal de Paraná, 1557/2020/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    D., Laureano s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FPA-Justicia Federal de Paraná, 4095/2020/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    G., Santiago Gabriel s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FPA-Justicia Federal de Paraná, 4163/2020/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1237/2020/CS1, “P., Gastón Alejandro s/ Violación medidas propagación epidemia (art. 205)”.


    M., Iván Jorge y otro s/ Incidente de incompetencia


    COMP..FPA-Justicia Federal de Paraná, 3961/2020/1/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa CSJ 1237/2020/CS1, "Paoli, Gastón Alejandro s/ Violación medidas-propagación epidemia (Art. 205)".


    N.N. s/ Incidente de incompetencia


    COMP..CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1395/2021/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Calificación legal. Competencia por la materia. Competencia nacional. Juez previniente. 


    Es doctrina del Máximo Tribunal que, si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal, la Corte se halla impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  Ésa es la situación que aquí se presenta, no sólo porque los elementos del incidente impiden conocer con el grado de certeza necesaria el verdadero alcance de los hechos y el modo en que habrían ocurrido, sino porque no logran siquiera verificar mínimamente los términos de la denuncia, algo que admite el propio juzgado ordinario en su declinatoria.  En tales condiciones, es necesario profundizar la investigación a fin de establecer la real naturaleza de los hechos y su verdadero alcance, y el concreto objeto procesal de estas actuaciones.  En definitiva, cabe concluir que es menester subsanar las deficiencias indicadas con carácter previo a establecer la competencia en orden a la materia, para obtener una correcta calificación jurídica que encuentre sustento en los antecedentes de la causa.   Atento a las razones señaladas, y habida cuenta de que la jurisdicción federal es además de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde devolver las actuaciones al fuero ordinario que previno, donde deberá continuar con la investigación a fin de incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y, consecuentemente, establecer luego las concretas calificaciones que le puedan ser atribuidas.


    Incidente N° 1 – Denunciante C. Z., Guillermo. N.N.: N.N. s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73567/2018/1/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra la propiedad


    Minería. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio de la Corte que las decisiones que declaran la inadmisibilidad de los recursos ante los tribunales de la causa, por su carácter fáctico y de derecho procesal, no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria y no se encuentra que en este caso quepa exceptuar esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, pues los agravios del recurrente, sólo expresan una discrepancia sobre el alcance del principio  accusatus non potest reaccusare —según el cual no puede ser desempeñado simultáneamente en el proceso el rol de querellante y acusado— que, en la opinión de los tribunales de la causa, debía alcanzar a la empresa en función de determinadas circunstancias de hecho y derecho común  que impedían descartar por el momento la responsabilidad de la persona jurídica.  En la medida que tales cuestiones, por su materia propias de los jueces de la causa , han sido resueltas con fundamentos idóneos que bastan para dar sustento al pronunciamiento, el reclamo resulta ajeno a la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Recurso de Queja n° 1—Incidente n° 8. Denunciado: M. L. P. y otro s/ Incidente de falta de acción


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 6003/2015/8/1/RH5, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente


    En razón de lo resuelto por el Tribunal en la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves”, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.


    Incidente N° 3. F. G., Ángelo Álvaro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33923/2020/TO1/3/CS1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    En razón de lo resuelto por el Tribunal en la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves”, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.


    Incidente nº 1- Denunciante: Oficina de violencia doméstica y otro. Imputado: G. C., Y. y otro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44945/2020/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    En razón de lo resuelto por el Tribunal en la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves”, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.


    Incidente nº 2- Denunciante: Juzgado de Ejecución Penal nº 4 C.54208/2017, y otro. Imputado: B., Mariano Maximiliano s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31539/2020/2/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Extradición


    Homicidio calificado. Poder Ejecutivo Nacional. Estados extranjeros. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Estado requirente. Confirmación de sentencia. 


    Si bien el agravio fundado en el incumplimiento del recaudo contemplado por el art. 13, inciso a, de la ley 24.767 sólo fue planteado en la instancia ante la Corte Suprema, debe ser igualmente tratado ya que se trata de una cuestión susceptible de afectar el orden público argentino y el mencionado requisito es un presupuesto necesario para que el Estado Nacional conceda la extradición.  En relación con la falta de ofrecimiento de reciprocidad la juez señaló que el artículo 30, último párrafo, de la ley 24.767 excluye en forma expresa del debate –en lo que aquí interesa– la condición que surge del artículo 3° en cuanto prevé que “en ausencia de tratado que lo prescriba, la ayuda estará subordinada a la existencia u ofrecimiento de reciprocidad” y, con cita de precedentes del Tribunal, recordó que la cuestión es competencia del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, y que la apreciación de aquella circunstancia y de las consecuencias que su configuración o ausencia pueden generar en el campo de las obligaciones convencionales internacionales en juego, constituye una atribución política del Poder Ejecutivo Nacional, en consonancia con las cláusulas constitucionales que confían a éste el manejo de las relaciones exteriores (arts. 75, incs. 22 y 26, y 99, inc. 11, de la Ley Fundamental). Aun cuando la juez dejó constancia de que el ofrecimiento de reciprocidad fue efectuado por la máxima instancia judicial del país requirente en lugar del Poder Ejecutivo como responsable de las relaciones exteriores según su esquema constitucional, en sintonía con nuestro país y la costumbre internacional, ello no obsta a la procedencia del pedido de extradición por no ser una cuestión judiciable conforme precedentes del Tribunal.  Empero, consideró que la cuestión debía ser valorada en la etapa siguiente de “decisión final” a cargo del Poder Ejecutivo Nacional, en el marco del artículo 3° de la ley 24.767.  Al responder la juez a quo la oposición de la defensa a la extradición basada en el artículo 8°, inciso e), de la ley 24.767 y fundada en los términos que se reproducen en el memorial, consideró que la vulneración de los derechos humanos en el país requirente no es meramente declamada sino que ha sido denunciada y verificada tanto por organizaciones no gubernamentales como por organismos internacionales y regionales, lo cual tornaría verosímil el riesgo e inspiraría temor fundado sobre la concreción futura de tales excesos en perjuicio del involucrado en caso de ser extraditado. Recordó que el Tribunal ha establecido que no basta la mera invocación de la existencia de prácticas aberrantes por parte de las autoridades del país extranjero sino que, al margen de esas referencias genéricas, debe tenerse en cuenta si “en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente tanto en lo que se refiere no solo a sus derechos y garantías como a la seguridad y custodia de su persona”, como también que en Fallos: 333:1205 se le indicó al juez que, previo a la entrega, recabe de su par extranjero las condiciones a las que estará sometido en el marco de los estándares de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos de las Naciones Unidas y le solicite las debidas garantías para preservar su vida y seguridad personal.  Por último, la defensa alegó que el proceso en el país requirente evidencia propósitos persecutorios por razones políticas y existen motivos fundados para suponer que aquéllos pueden perjudicar su derecho de defensa (art. 8, inc. d, ley 24.767).  Por ello mutatis mutandi, es aplicable al sub judice, el criterio de Fallos:331:2249, resuelto por la Corte con remisión al dictamen de esta Procuración General donde se sostuvo que si, ni de los hechos tal cual fueron expuestos en el pedido formal de extradición, ni de las pruebas incorporadas en el debate, se puede inferir alguna intención maliciosa por parte del Estado requirente, resulta acertado el criterio del juez de no considerar probada la excepción, por cuanto no parecen existir elementos que sustenten la tesis de la defensa referida a que el Estado extranjero busque con la extradición perseguir a los requeridos por el solo hecho de pertenecer a una determinada agrupación política, o adscribir a determinado ideario.


    Requerido: Q. C., Giovanni Isai s/ Extradición


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 56060/2019/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Personas refugiadas. Facultades del fiscal. Suspensión del proceso judicial. 


    En virtud de las funciones que asigna a este Ministerio Público el artículo 120 de la Constitución Nacional por sobre las de la ley 24.767, en atención a que, con arreglo a lo previsto en los artículos 5 del tratado bilateral que rige el caso (ley 25.302) y 15 de la ley 26.165, los efectos de la nueva situación jurídica de la involucrada en la República Argentina tienen directa incidencia sobre el expediente de su extradición, en aplicación supletoria del criterio de Fallos: 330:3977, 331:439 y 769, entre otros, corresponde suspender el trámite de la presente queja (en la que se plantean cuestiones vinculadas a la admisibilidad de la prueba ofrecida por la defensa) hasta tanto el juez federal provea lo que corresponda conforme a derecho y a la condición actual que registra la extraditurus.


    G., Idalina s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 20133/2016/12/1/1/RH3, 13 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Robo calificado. Cónsules. Tratados internacionales. Apreciación de la prueba. Confirmación de sentencia. 


    Con relación al primero de los agravios, como lo señala la defensa en su memorial ante la Corte, no consta en autos que el requerido haya sido notificado en los términos previstos en el artículo 36.1.b, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. Sin embargo, la nulidad que a partir de esa omisión se postula pasa por alto que, no obstante, el tribunal a quo en dos ocasiones dio noticia de la situación del imputado al cónsul de la República de Chile en la provincia del Neuquén.  Lo hasta aquí expuesto, despeja cualquier menoscabo al derecho de defensa en juicio y deja sin sustento el planteo de invalidez introducido ante la Corte, máxime cuando no se han indicado motivos sustanciales que permitan advertirlo.  Respecto del alegado incumplimiento de recaudos previstos en la Convención de Montevideo de 1933 en cuanto al proceso en trámite por el que también se ha pedido la entrega, los señalados por el recurrente se encuentran debidamente satisfechos.  En cuanto al reclamo por la omisión de explicaciones sobre el régimen de libertad condicional vigente en la República de Chile eventualmente aplicable, tampoco se trata de un recaudo exigible según el convenio que rige el sub judice, lo cual determina su desestimación.  Resta mencionar en relación con el déficit que alega la defensa con respecto al recaudo del artículo 1°, inciso b), del tratado, que la conducta por la cual se ha solicitado la entrega del nombrado en calidad de imputado ha sido calificada por la justicia requirente como robo con violencia e intimidación en las personas consumado, delito previsto en el artículo 436, primer párrafo, en relación con el 432, del Código Penal chileno y cuya escala penal ya ha sido referida, el cual -como juzgó el a quo encuentra incuestionable identidad con lo previsto en los artículos 164 y 167, inciso 4°, en función del 163, inciso 4°, de nuestro Código Penal -este último, en razón del escalamiento que integra el formal pedido de extradición y obra en el agregado- que prevé pena de reclusión o prisión de tres a diez años.  En tales condiciones, resulta incuestionable la existencia del requisito de doble subsunción, como así también que la pena de privación de la libertad prevista en la ley penal de ambos Estados supera el mínimo de un año que establece el inciso b) del artículo 1° del Tratado Interamericano de Extradición.  En relación con la prueba ofrecida por esa parte y no sustanciada, cabe recordar que el Código Procesal Penal de la Nación -aplicable al presente en la medida en que el artículo 30 de la ley 24.767 remite a las normas del juicio correccional- establece que el magistrado puede rechazar las pruebas que considere impertinentes o superabundantes (art. 356, en función del 405). El ejercicio de esa potestad no implica, por sí, una afectación a la garantía de la defensa en juicio, como lo estima el recurrente, desde que no es obligación del juez conformar su decisión a las pretensiones de las partes, sino velar para que éstas cuenten con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas.  En el sub lite el recurrente no demostró que la prueba rechazada fuera adecuada a los efectos del juicio de extradición, esto es, para la determinación de la identidad del requerido -sobre cuyos datos personales no existe controversia- o para el cumplimiento de las condiciones establecidas en el tratado que rige la entrega.  La pretensión del recurrente ante la Corte reitera su cuestionamiento sobre las instituciones carcelarias de la República de Chile y aduce que se hallan en un grado de deficiencia tal, que el mero hecho de que su asistido sea alojado en ellas, importaría una violación a la prohibición de conceder la extradición cuando existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (art. 8°, inc. “e”, de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal). Sin embargo, ello no basta para acreditar que se verá expuesto a un peligro actual y cierto   De reafirmar el Tribunal la procedencia del pedido, eventualmente habrán de confluir en el ámbito del Poder Ejecutivo, en materias propias de su competencia, los efectos del pronunciamiento judicial sobre la extradición (arts. 35 y sgtes. de la ley 24.767, y 1° y 11 del tratado aplicable) y de la citada decisión administrativa.


    G. G., Aníbal Adrián s/ Extradición


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 40818/2018/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Incidente de competencia


    Devolución del expediente. 


    En razón de las consideraciones realizadas en el dictamen de la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves”,concordantes con los argumentos desarrollados en los votos disedentes del fallo de la causa CSJ 4652/2015/CS1, "Bazán, Fernando s/ Amenazas”, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.


    Incidente N° 2. Imputado: P., Marcelo Alejandro s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69598/2019/TO1/2/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    En razón de lo resuelto por el Tribunal en la causa CCC 22901/2013/TO1/9/CS2, “L., Patricia y otros s/ Coacción y lesiones leves”, se remite en devolución las presentes actuaciones, a sus efectos.


    Incidente N° 1. Denunciante: G., Mariana y otros. Imputado: M., Gabriel Silvio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25587/2020/1/CS1, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Investigación del hecho


    Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo N° 14 – Imputado: K., Carolina y otros s/ Legajo de investigación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1652/2014/14/CS3, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo N° 49 - Imputado: H., César y otros s/ Legajo de investigación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1652/2014/49/CS4, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso


    Remisión al dictamen de la causa FRE 2699/2015/TO2/33/2/1/RH5, “R.V, José Francisco s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 2 - Imputado: R. V., José Francisco s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 16000047/2011/TO1/11/2/1/RH7, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13590”.


    Recurso queja N° 1 - incidente N° 1- imputado: G., Norberto Benjamín y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 11018526/2007/1/1/RH1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    S., Héctor Andrés s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1197/2021/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    C., Miguel Ángel y otros s/ Formula petición


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 8993/2018/CS1, 15 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Incidente N° 1 – Imputado: C., Delia Ester s/ Incidente de incompetencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 2180/2021/1/CS1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de queja N° 1. Legajo N° 1. Denunciado: C. S.R.L. s/ Legajo apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 968/2019/1/1/RH2, 23 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de queja N° 2. Denunciado: G. S. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 79/2019/2/RH2, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso de queja N° 3. Principal en Tribunal Oral. Imputado: N., Oscar Alejandro s/ Falso testimonio


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 83000002/2006/TO1/3/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – N.N.: N.N. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 151175/2018/3/1/1/RH2, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: M., Juan Pablo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55652/2017/TO2/5/1/1/RH14, 03 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: M. G., Luis Fernando s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 44477/2018/TO1/2/3/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    P., Guillermo Fernando s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2262/2021/29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor proveer.


    Recurso de queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: M. C. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1224/2019/2/1/1/RH3, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    C., Eduardo Javier y otros s/ Vejaciones, allanamiento ilegal de domicilio, privación ilegal de la libertad y vejaciones en concurso real


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1814/2020/22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Nueva vista. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    D. l. C. A., Cristian Alejandro Wilber s/ Incidente de incompetencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2097/2021/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Pena privativa de la libertad


    Debido proceso. Defensa en juicio. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


    La Corte tiene establecido que el recurso extraordinario es por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; sin embargo, también se ha sostenido que es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, que amparan a todas las partes por igual, cuando la decisión apelada frustra el alcance de la vía utilizada por el recurrente sin fundamentación idónea o suficiente.  El sub examine es uno de esos casos de excepción, en tanto el señor fiscal general plantea que el a quo habría resuelto el caso con desapego a las circunstancias de la causa y de acuerdo con una interpretación irrazonable del derecho aplicable.  Además, el recurso federal se interpuso contra una decisión que si bien, por su naturaleza, no pone fin al pleito, causa un perjuicio de imposible reparación ulterior al apelante, ya que, como se ha dicho, el a quo confirmó el auto que suspendió el proceso por incapacidad del imputado con base en un informe médico según el cual las patologías que determinan tal incapacidad son irreversibles, evolutivas y progresivas, por lo que resulta evidente que, de quedar firme tal decisión, la parte ya no podría volver a introducir su planteo referido al estado de salud de aquél, con la pretensión de que se reinicie el trámite de la instrucción, la que quedaría, entonces, irremediablemente interrumpida.  En consecuencia, la queja es procedente, dado que el recurso federal se interpuso contra una decisión equiparable a sentencia definitiva, dictada por el superior tribunal de la causa, y se basa en una fundamentación autónoma mediante la cual se mantiene un planteo que suscita cuestión federal suficiente, toda vez que se denuncia la afectación del debido proceso, por lo cual, como lo ha resuelto la Corte en casos análogos, su tratamiento resulta pertinente por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 2. Imputado: B., R. R. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 401015/2004/36/90/5/2/1/RH41, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Abandono de personas. Privación ilegal de la libertad. Lesiones agravadas. Coautoría. Concurso real. Principio de inmediación. Apreciación de la prueba. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Sala de ese tribunal ha dado tratamiento a todos los agravios que en forma oportuna fueron llevados a esa instancia y los ha rechazado sin arbitrariedad y de modo ajustado al estándar establecido en el precedente citado. En consecuencia, la queja por recurso de inaplicabilidad de ley ha sido bien denegada por el superior tribunal y la impugnación federal intentada contra esa decisión tampoco es admisible en tanto los antecedentes del sub examine no suscitan, el gravamen federal invocado pues insiste en cuestiones que han sido resueltas –con fundamentos razonables y en materia que le es propia– en la jurisdicción provincial.  Al tratar esos agravios, el tribunal de casación hizo una revisión integral de la sentencia condenatoria que incluyó un reexamen crítico de la prueba producida en el debate con el único límite derivado de la inmediación.  Es doctrina de la Corte que los agravios vinculados a la valoración de la prueba de la participación del imputado en el delito, por tratarse de cuestiones de hecho y prueba son ajenos al recurso extraordinario federal, excepto arbitrariedad. La sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. En esas condiciones y tal como juzgó el a quo al desestimar la queja por la inadmisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley, no se suscita ninguna de las cuestiones federales invocadas por la defensa para intentar habilitar la jurisdicción de la corte provincial a través de esa impugnación ni, consecuentemente, esta instancia por vía de la apelación federal.  En el sub judice los tribunales de la causa tuvieron por acreditados, de un modo que no puede censurarse en esta instancia conforme lo supra expuesto, todos los presupuestos para responsabilizar a la imputada.   El tribunal de casación local y, a su turno el a quo, también revisaron en el ámbito de sus respectivas competencias los restantes agravios conforme al estándar establecido en Fallos: 328:3399 y los desecharon con argumentos que no pueden ser descalificados a la luz de la doctrina de la arbitrariedad.}  La cuestión fue resuelta a partir de la interpretación que el tribunal hizo del derecho procesal provincial, cuya inteligencia corresponde fijar en forma privativa a la justicia local y, descartada la arbitrariedad, resulta ajena a la competencia de la Corte, que sólo puede examinar si tal decisión produjo un menoscabo a la garantía constitucional de la doble instancia. En ese orden, el Tribunal ha considerado que los pronunciamientos que declaran extemporáneos los agravios introducidos fuera del plazo legal no son, por sí mismos, contrarios al derecho a obtener la revisión de la condena por parte de un tribunal superior, pues el hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitud como para justificar su procedibilidad.   En estas condiciones, el recurso extraordinario intentado resulta inadmisible en tanto los antecedentes del sub examine permiten considerar razonable el temperamento del a quo al juzgar que los agravios llevados a su conocimiento eran insuficientes para demostrar la existencia de la arbitrariedad de la sentencia allí denunciada y la falta de revisión integral de la condena conforme la doctrina de Fallos: 328:3399. Así, su decisión de no hacer lugar a la pretensión de la defensa de habilitar la instancia local de excepción en su carácter de tribunal intermedio, precisamente por la ausencia de cuestión federal, no puede ser descalificada como acto judicial válido.   Por último, el criterio postulado observa la doctrina que indica que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente y tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.


    V., M. E. s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 253/2019/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por ultrajes a la víctima. Sentencia absolutoria. Violencia de género. Concesión parcial del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1341/2017/RH1, “S., A.E. y otros s/recurso de inconstitucionalidad”.


    La Corte ha establecido que las cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, son materia propia de los jueces de la causa y ajenas -como regla y por su naturaleza- a su revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, excepto cuando el decisorio apelado carece de los requisitos que lo sustenten como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia. Al respecto ha señalado que ésta no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional; en virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación.  Bajo esas pautas, resultan inadmisibles los agravios del apelante vinculados a la materialidad del hecho y la autoría del imputado.  La conducta atribuida configura un supuesto de violencia contra la mujer en los términos de los artículos 1° de la Convención de Belem do Pará y 4° de su ley reglamentaria n° 26.485. En esta ley el principio de libertad probatoria ha sido expresamente consagrado por su artículo 16, que establece que la mujer víctima de violencia de género tiene el derecho y la garantía “a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos”, y en su artículo 31 que dispone que en las resoluciones “regirá el principio de amplia libertad probatoria para acreditar los hechos denunciados, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo con el principio de la sana crítica”. Cabe mencionar que este último principio procesal ha sido incorporado a la jurisdicción salteña a través del artículo 15 de la ley provincial 7888, dictada con arreglo al artículo 19 de la norma nacional citada.  Esas previsiones legales, por lo tanto, otorgan un resguardo específico a la declaración de la mujer que alega haber sido víctima de violencia de género, que debe ser especialmente atendida por los jueces en consideración a que los hechos de esta naturaleza habitualmente se cometen en un ámbito de privacidad y sin la presencia de testigos directos. En sub lite dichas directrices fueron observadas, a su turno, por el tribunal de impugnación y por el a quo que revisó la condena.  Por lo demás es oportuno recordar que la Corte ha resuelto que lo atinente a la forma en que fue apreciado el hecho reprochado y las pruebas acumuladas en el proceso, así como también la aplicación del favor rei, excepto arbitrariedad, constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia extraordinaria.  En definitiva, en ese aspecto, corresponde desestimar la arbitrariedad alegada y que el a quo ha dado cumplimiento a la garantía constitucional de revisión de la condena con el alcance establecido en Fallos: 328:3399.  Diferente solución propone este Ministerio Público respecto del agravio relativo a la omisión de la audiencia de visu previo al dictado de la condena. La vía extraordinaria resulta parcialmente admisible pues controvierte el alcance del derecho a ser oído otorgado en la decisión que ha sido contraria a la pretensión que la apelante fundó en esas cláusulas.  La situación guarda similitud con la examinada al dictaminar en la causa CSJ 1341/2017/RH1. En efecto, la corte salteña desestimó el planteo de un modo formalista al señalar que el ordenamiento procesal local no exige audiencia alguna previo a resolver el recurso de casación y señaló que en los supuestos que sí se requiere puede obviarse si, como en el sub lite, se impone el mínimo de la escala penal aplicable o pena perpetua.


    T., E. R. s/ Abuso sexual gravemente ultrajante


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 561/2019/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado. Non bis in ídem. Discrepancia del recurrente. Apreciación de la prueba. Derivación razonada del derecho vigente. Falta de fundamentación. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Superior Tribunal de Justicia. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La apelación no satisface los estándares de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, según la jurisprudencia de la Corte en la materia, puesto que la sentencia impugnada contiene suficientes fundamentos que excluyen los vicios que invoca la defensa.  En efecto, la exposición del agravio concerniente a la transgresión del principio non bis in idem, se apoyó en una argumentación que no es más que la reedición de la que sustentó en la apelación ordinaria, lo cual conspira contra el debido fundamento exigido a esta clase de recursos, pues no constituye una crítica concreta ni razonada del pronunciamiento recurrido. Por lo demás, se trata de una cuestión que ya fue adecuadamente respondida por los jueces intervinientes en las instancias locales, sin que se pueda apreciar que la impugnación se dirija a refutar las consideraciones que el a quo efectuó al tratarlos y sustentar su rechazo.  Al respecto, en oportunidad de resolver el recurso de casación, los magistrados pusieron de manifiesto que el planteo de la defensa ya había sido rechazado cuando dedujo recurso extraordinario federal contra la sentencia que había revocado la absolución, por lo que su firmeza impide la revisión “so pena de transgredir la garantía de cosa juzgada” ; asimismo, expresaron que si bien existió una sentencia absolutoria anterior, ésta fue revocada con distinta integración del tribunal y se ordenó la realización de un nuevo debate, lo que implica que la decisión desvinculatoria no adquirió el carácter de firme. Es pertinente agregar que, contra el rechazo de aquel recurso extraordinario, la parte dedujo recurso de hecho ante la Corte que fue desestimado.  Tanto la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establecen la protección contra una nueva persecución penal sólo cuando la sentencia adquiera firmeza, y que la Comisión Interamericana ha manifestado que por sentencia firme debe entenderse “sólo aquella expresión del ejercicio de la jurisdicción que adquiera las cualidades de inmutabilidad e inimpugnabilidad propias de la cosa juzgada”.  Aun cuando la palmaria ausencia de ese requisito basta para la improcedencia del agravio, en esa misma sentencia, además, se puso de resalto que los acontecimientos finalmente endilgados en el nuevo juicio mutaron de la acusación original en virtud de la aplicación del “hecho diverso” que recién pudo apreciarse durante la audiencia de juicio, lo que determina también la improcedencia de este planteo de la defensa, dada la ausencia de una persecución duplicada en lo relativo al aspecto temporal de los hechos imputados. A este respecto, allí se expresó que la intimación inicial a los acusados fue por hechos cometidos con posterioridad al 2002 y que la acusación posterior fue por sucesos acaecidos durante los años 2003, 2004 y 2005, “siendo las circunstancias de modo y lugar las mismas que se enunciaron en la acusación original”. Asimismo, se hizo mención de que la parte ejerció su derecho de defensa en el debate mediante planteo de nulidad que, por mayoría, fue resuelto desfavorablemente.  Con relación a este tópico, y en lo atinente a la reiterada crítica específica respecto de la intervención de la asesora de menores e incapaces de General Alvear, Mendoza, al impugnar mediante recurso de casación la sentencia absolutoria, la corte suprema provincial, en oportunidad de anular ese fallo y disponer el reenvío para la realización de un nuevo debate, brindó suficientes fundamentos asentados en normativa local, nacional, constitucional e internacional, referida a los niños víctimas de delito y su interés superior, que desautorizan toda censura; de igual forma, sustentó válidamente el rechazo del recurso extraordinario deducido por la defensa como consecuencia de esta decisión. En tales condiciones, el planteo bajo examen, además de pretender volver sobre una cuestión ya firme, no logra demostrar el agravio invocado, teniendo en cuenta, en adición, que el imputado fue sometido a un juicio en el que pudo ejercer eficientemente todas sus facultades defensivas, y la condena dictada tras la revocación de su absolución no importó restringirlas ni privarlas de efecto.  En lo relativo a las citas de los precedentes "Polak" y "Sandoval", entre otros, que en apoyo de su postura trae la defensa, vale aclarar que la Corte ha establecido que se descarta la afectación de la garantía cuando la decisión de retrotraer el proceso obedece a la existencia de vicios esenciales en esa sentencia, como ha sucedido en el sub examine, y tampoco es factible considerar que dicha invalidez se verificó por una nulidad instituida en beneficio del imputado.  En cuanto a las discrepancias que expone el recurrente en torno a la valoración de la prueba, sus críticas configuran un nuevo disenso con el mérito asignado al material probatorio con base exclusiva en su disconformidad con las conclusiones a las que arribaron los magistrados en forma contraria a sus pretensiones, sin que se adviertan, ni se haya logrado demostrar, los vicios alegados que habilitarían su descalificación.  La Corte ha establecido que el recurso extraordinario no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas por la discrepancia de la parte con la selección y valoración de la prueba realizada, ya que no incumbe al Tribunal juzgar sobre el acierto o el error de la decisión con respecto al valor o alcance de la prueba, facultad ésta que es propia de aquéllos.  Se observa que contrariamente a lo que sostiene el recurrente y tal como hasta aquí se ha expuesto, en el fallo se efectuó un adecuado tratamiento de las cuestiones propuestas que satisface lo exigido a los pronunciamientos judiciales de tal naturaleza, pues cuenta con fundamentación suficiente y constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.  En efecto, el reclamo relativo a la incorporación por lectura de la manifestación de la víctima fue reiteradamente desechado tanto en la audiencia de juicio como en la instancia de casación, con suficiente y razonable basamento argumental. Obsérvese que la prueba testimonial fue ofrecida en su oportunidad y debidamente incorporada por lectura en el curso del debate, habida cuenta que la menor se hallaba imposibilitada por cualquier causa para declarar y, al postular el recurrente que no se comprobó que esta imposibilidad fuera absoluta, agrega un requisito que no está en la norma y omite controvertir las circunstancias de bloqueo psicológico y dificultad de comunicación oral, que determinaron los resultados adversos de las dos audiencias mediante modalidad cámara Gesell que oportunamente ordenara el tribunal de juicio.  Por otra parte, en lo concerniente a la alegada insuficiencia probatoria respecto de la autoría del imputado y que a este respecto, en todo caso, se imponía la aplicación del principio in dubio pro reo, no concilia con la doctrina sentada por la Corte según la cual la mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide per se obtener el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena.  En este sentido, no se advierte, ni el recurrente ha logrado demostrar, que de un examen racional y objetivo de las constancias del proceso pueda derivar en el estado de duda que reclama;  antes bien, su pretensión se erige sobre un único argumento, que contrasta con la restante comunidad probatoria obrante en autos.  En consecuencia, y como tiene dicho la Corte, la pretendida absolución con sustento en el principio favor rei supone que luego de la consideración de las pruebas del caso se genere la falta de certeza que lleve a esa conclusión, actividad ésta propia de los jueces de la causa y que no puede ser suplida por la Corte al modo de un tribunal de tercera instancia; por lo que en este aspecto la vía extraordinaria tampoco puede prosperar.  Por ello, la apelación carece de la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que para la procedencia del recurso extraordinario no basta la aserción de una determinada solución jurídica si ella no está razonada, constituye agravio concretamente referido a las circunstancias del caso y contempla los términos del fallo impugnado, del cual deben rebatirse, mediante una prolija crítica, todos y cada uno de los argumentos en que se apoya y da lugar a agravios.  En lo que concierne al agravio referente a la violación a la garantía del plazo razonable de juzgamiento, también el remedio federal intentado es improcedente. En primer lugar, la cuestión en la que el recurrente funda su impugnación es inadecuada para pretender abrir la instancia extraordinaria ante la Corte en virtud de que no ha sido sometida previamente a la decisión de las instancias locales ni, por lo tanto, debatida en ellas; es doctrina del Tribunal que no procede el recurso del artículo 14 de la ley 48 que se funda en la alegada violación de una norma constitucional cuando ésta no ha sido materia de discusión ante el tribunal superior de provincia cuya resolución se recurre.  Por otro lado, y sin perjuicio de ello, el planteo de la cuestión federal alegada, a su vez, carece de la fundamentación suficiente por cuanto se ha basado en la reseña temporal de determinados actos del proceso, sin ninguna referencia a las características del trámite del caso, su complejidad y los demás parámetros específicos que el instituto requiere, que permitan concluir que el imputado ha sido víctima de la injusticia de una indefinición que atenta contra la garantía constitucional de la defensa en juicio.  A este respecto, la parte reconoce implícitamente que no se han vencido los plazos que la ley establece para la prescripción de la acción, no ha objetado frente al propio tribunal provincial la demora en resolver su impugnación, ni ha articulado cuestión alguna sobre esa base, y tampoco aduce la ocurrencia de retrogradaciones sorpresivas o caprichosas del procedimiento o de manipulaciones abusivas de los regímenes de suspensión e interrupción de la prescripción de la acción penal sobre la base de las cuales la Corte ha ofrecido, desde el precedente de Fallos: 272:188, la tutela al derecho invocado. En tales condiciones, la mera alegación de una demora aparentemente injustificada no es motivación suficiente.  Por todo lo expuesto, a partir de las consideraciones realizadas es posible concluir que el fallo impugnado goza de suficiente fundamentación para ser considerado un acto jurisdiccional válido, y que la parte apelante no ha logrado demostrar la afectación de los derechos de naturaleza federal invocados, ni ninguna de las demás cuestiones planteadas con base en la excepcional doctrina de la arbitrariedad.


    V., A. y otro s/ Abuso sexual agravado por el vínculo y el acceso carnal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2278/2018/RH1, 28 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Acuerdo de juicio abreviado. Tráfico de estupefacientes. Cocaína. Resoluciones equiparables a definitiva. Sistema acusatorio. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    En lo referente a la definitividad del fallo impugnado, aun cuando no haya puesto fin a la cuestión en debate en forma expresa ni implícita, la resolución del a quo es equiparable a sentencia definitiva, temperamento que se ajusta al determinado por la Corte al resolver in re “Taranto, Jorge Eduardo”; donde  se estableció que el pronunciamiento impugnable mediante recurso federal es la decisión que de modo definitivo adjudica la cuestión en disputa, y no la sentencia que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en esa misma decisión.  En aplicación de la citada doctrina de la Corte y sin perjuicio de aquélla que indica que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento de resolver aunque sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, esta Procuración General entiende que no ha perdido actualidad el agravio federal que aquí se invoca, en tanto el hecho consumado de una sentencia dictada prematuramente no puede impedir que la Corte ejerza la jurisdicción revisora que este Ministerio Público reclama sobre justa base.  En cuanto al fondo del asunto traído a conocimiento de la Corte, la opinión de esta Procuración General, coincidente con la que ha invocado el fiscal general, en el sentido de que la interpretación adoptada por el a quo configura una comprensión irrazonable de la norma y la desvirtúa al apartarse inequívocamente de la finalidad perseguida mediante su sanción, sin ofrecer más razones que la sola voluntad de los magistrados.  En efecto, la aserción de que “si ambas partes arribaron a un acuerdo, ello constituía, en principio, el límite fijado por el cual, el magistrado está vedado en ir más allá de la pretensión concreta del Fiscal en función del principio acusatorio y la garantía de imparcialidad”, colisiona con la propia redacción del artículo 431 bis del Código Procesal Penal de la Nación y no encuentra sustento en otras de sus disposiciones.  En este sentido, cabe recordar que la exégesis de la ley requiere la máxima prudencia y que a tal fin la Corte ha sostenido, como principio, que la primera regla de interpretación es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe determinarse conforme al sentido propio de las palabras que emplea sin violentar su significado específico, máxime cuando aquél concuerda con la acepción corriente en el entendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento jurídico restante.  Por lo demás, la solución a la que arriban los votos coincidentes de la Cámara de Casación se basa en la evocación de un “modelo de proceso acusatorio que diseña nuestra Constitución Nacional”, pese a que la legislación procesal en vigencia y aplicable a estas actuaciones lo caracteriza como un sistema mixto en el que se combina una etapa con principios de puro cuño acusatorio con otras cuyas regulaciones no se ajustan en su totalidad a esa denominación.   En refuerzo de lo dicho, es oportuno destacar por su atingencia a esa dogmática calificación del procedimiento penal nacional, que al resolver in re “Quiroga”, la Corte reconoció que “la estructuración de un sistema procesal en el que el fiscal es verdaderamente titular de la acción penal supone una arquitectura legislativa compleja, que sin lugar a dudas no ha sido realizada hasta hoy. Frente a esta situación, sólo queda a los jueces intentar solucionar con prudencia la difícil convivencia entre el art. 120 de la Constitución Nacional, la ley orgánica del Ministerio Público y un código procesal en que perduran innumerables elementos inquisitivos, pero que no podrían considerarse tácitamente derogados…”.  Si bien la sanción del Código Procesal Penal Federal ha modificado ese estado normativo, su inaplicabilidad al sub judice hace que esas consideraciones de la Corte mantengan vigencia a los fines de la impugnación que intenta el Ministerio Público.  Por lo expuesto, la resolución apelada posee en este aspecto una fundamentación defectuosa que la transforma en arbitraria.  Con relación a la afirmación de la mayoría de la Sala de la Cámara de Casación en cuanto a que sus conclusiones “resultan concordantes con los lineamientos sentados por los doctores Ricardo Luis Lorenzetti y E. Raúl Zaffaroni in re “Amodio, Héctor Luis”; importa brindarles un alcance y un rendimiento que no se desprende de su lectura.  En este sentido, pretender sobre esa base que el fiscal puede privar a los jueces del ejercicio de su jurisdicción forzaría a interpretar que el magistrado del tribunal oral se habría visto obligado al apartamiento del ejercicio de su jurisdicción y despojado del control de legalidad que, por imperio normativo, le corresponde esencialmente. Sin perjuicio de la gradual entrada en vigencia del Código Procesal Penal Federal y del sistema acusatorio que establece, el criterio del a quo constituye un expreso apartamiento de la ley aquí aplicable.  Por ello, y más aún cuando tiene dicho la Corte que en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio, como natural corolario del principio de congruencia. Por estas razones, no puede válidamente sostenerse que en este caso el tribunal de juicio haya decidido de manera ultra o plus petita.  En tales condiciones, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del proceso y debe ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: H. F., Kendy Reinoso s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 15011/2017/T01/8/1/1/RH4, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Allanamiento ilegal. Privación ilegal de la libertad calificada. Sentencia absolutoria. Procedencia del recurso. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución que corresponde dar al caso, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos.  Ese vicio afecta la certeza jurídica de la decisión impugnada, entendida como expresión final del derecho a la jurisdicción, así como el debido proceso legal y el derecho de defensa en juicio, consagrados en el artículo 18 de nuestra Constitución Nacional, que amparan a todas las partes por igual.  En particular, la Corte ha señalado que, en el caso de los tribunales pluripersonales, los jueces profesionales tienen el deber de asegurar una clara y explícita mayoría sustancial de fundamentos en sus decisiones ya que, de lo contrario, se correría el riesgo de incurrir en el absurdo de suponer que, para impugnar, sean las partes del proceso quienes deban escoger cualquiera de los fundamentos de los votos individuales que confluyeron en la decisión, de modo que sea el propio recurrente quien le atribuya al pronunciamiento un fundamento que aquel, como tal, no tuvo.  Si bien lo afirmado en la sección anterior es suficiente para mantener la queja del recurrente y hacer lugar a su petición, este Ministerio Público cree apropiado añadir que, , las objeciones dirigidas por los magistrados de la mayoría del a quo a la declaración indagatoria –así como la declaración de nulidad dispuesta por el tribunal oral– carecen de fundamento suficiente de acuerdo con la doctrina de la Corte, salvo una mejor interpretación que de sus propios fallos pudiera hacer la Corte, en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y solo cabe anular las actuaciones cuando un vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable. La nulidad por vicios formales carece de existencia autónoma dado el carácter accesorio e instrumental del derecho procesal; por ello exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho.  De lo contrario, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público.  Por ello, “no debe confundirse el respeto a los recaudos que tienden a asegurar la protección del ejercicio de una garantía constitucional con la incolumidad de la garantía misma”, pues lo opuesto implicaría convertir a los medios encaminados a proteger el ejercicio de aquella garantía en una garantía en sí misma, con olvido del carácter meramente instrumental que tales medios revisten.  En conclusión, como lo postula el recurrente, la sentencia impugnada carece de fundamento suficiente que la Corte requiere como condición de validez de las decisiones judiciales, por lo que corresponde dejarla sin efecto en lo que respecta al agravio aquí considerado.


    Recurso queja N° 2 – Incidente N° 3 – Imputado: R., Santiago Omar –caso 135– y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 449/2010/TO1/3/2/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Lesiones leves. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso federal interpuesto es procedente y, en consecuencia, la Corte debe abrir la queja.  En efecto, si bien el remedio del artículo 14 de la ley 48 es por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que ampara a todas las partes por igual. Este es uno de esos casos.  El remedio federal interpuesto se dirige contra una decisión que, si bien, en rigor, no pone fin al pleito, es equiparable a sentencia definitiva, ya que el criterio confirmado mediante ella, en cuanto a la insuficiencia de la prueba obtenida hasta ahora para ordenar la medida en cuestión, no podría ser impugnado en una etapa ulterior, por lo que lo resuelto genera un agravio irreparable al recurrente.  Ello basta, para que la Corte declare admisible el recurso extraordinario y revoque la decisión apelada, en tanto resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio”, conforme a la cual siempre que se invoquen agravios que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de “tribunal intermedio”.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: F., Eduardo Horacio Juan s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 14807/2017/4/1/1/RH4, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Arresto domiciliario. Crímenes de lesa humanidad. Intención de eludir la acción de la justicia. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al precedente publicado en Fallos: 336:2392, y a los fallos de las causas C. 902, L. XLVIII, “Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario”, y C. 129, L. XLIX, “Caggiano Tedesco, Carlos Humberto s/ Causa n° 14.569”.


    El a quo no ha logrado controvertir, por un lado, la objeción del recurrente referida a la existencia de otros familiares que podrían colaborar en el cuidado del hijo necesitado, ni, por otro lado, que el condenado, al haberse mantenido prófugo durante más de siete años, ya ha demostrado su capacidad y su voluntad de eludir la acción de la justicia, a pesar de que ello importara estar alejado de su hijo, y de que, hasta ahora, haya observado las condiciones que se le impusieron como condición de la detención morigerada, según lo señalado en la decisión impugnada.  La posibilidad de que un condenado a prisión cumpla la pena en su domicilio, según la posición sentada por esta Procuración General, está prevista como una medida extraordinaria que solo puede fundamentarse en la existencia de razones humanitarias, en particular, en la afectación de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, y que en casos en los que el interesado ha sido condenado por delitos calificados como de lesa humanidad, pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga.  En cuanto a tal deber, en su anterior pronunciamiento sobre la misma cuestión debatida en esta ocasión la sala tuvo especialmente en cuenta que el condenado había logrado evadirse por varios años. Sin embargo, en su nuevo pronunciamiento asume sorpresivamente una postura distinta, al señalar que el cumplimiento de las condiciones que le fueron impuestas al concedérsele la detención domiciliaria demostrarían, sin más, que el riesgo de que se fugue otra vez ya no existe.  Al resolver de ese modo el a quo no sólo desconoció las razones de su pronunciamiento anterior, sino que se apartó de la jurisprudencia de la Corte, según la cual la ausencia de maniobras elusivas desde que se lo excarcelara no es por sí suficiente para neutralizar el riesgo procesal que cabe inferir a partir de su fuga anterior.  El a quo ha incurrido en arbitrariedad al haber mutado su criterio sin apoyo en fundamentos idóneos para justificar el cambio.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. D., H. R. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 33000200/2006/TO1/8/1/1/RH11, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Crímenes de lesa humanidad. Salud del imputado. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al precedente publicado en Fallos: 336:2392, y a los fallos de las causas C. 902, L. XLVIII, “Comes, César Miguel s/ Recurso extraordinario”, y C. 129, L. XLIX, “Caggiano Tedesco, Carlos Humberto s/ Causa n° 14.569”.


    La mayoría del a quo no ha puesto en discusión que el requisito etario no es insuficiente para conceder la detención domiciliaria.  No existen las razones humanitarias que justifican la concesión de la medida. En el establecimiento en el que se encuentra detenido están vigentes todas las medidas de higiene y prevención requeridas por los protocolos elaborados por las autoridades competentes, y el sector en particular en el que aquél está alojado presenta una situación de subocupación que aumenta significativamente, en relación con otros encarcelados, la eficacia de las medidas de protección de su salud.  Tal déficit de argumentación en el voto de la mayoría de la sala resulta especialmente criticable si se recuerda la jurisprudencia de la Corte según la cual al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado, como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.  La decisión impugnada mediante recurso federal carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. F., Julio Héctor s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 85000124/2010/23/1/1/RH10, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. Desistimiento del recurso. 


    Teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, los razonables argumentos planteados por el señor fiscal general en el recurso extraordinario, vinculados a la arbitraria interpretación de lo previsto en el artículo 32 de la ley 24.660, han perdido vigencia y la cuestión así introducida se ha vuelto abstracta.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: S., Mauricio Oscar s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 3284/2014/TO01/5/2/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. Superior Tribunal de la Causa. Vía recursiva. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 958/2014//39/1/RH2, punto V.


    Las cámaras de apelaciones no deben ser consideradas como tribunal superior de la causa a los fines del recurso extraordinario federal en los procesos tramitados bajo la ley 23.984.   Ante la eventualidad de que la Corte resolviera lo contrario y a fin de garantizar al Ministerio Público el ejercicio de su facultad recursiva, se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General en atención a sus fundamentos y demás consideraciones concordantes expresadas por la Procuración General en la Resolución PGN 104/2011 y en el dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13590”.


    Recurso de queja N°1 – Incidente N° 9 Imputado: S., Juan Carlos s/ Incidente de prescripción de acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2371/2011/9/1/RH4, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Cómputo de la pena. Libertad condicional. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    El representante del Ministerio Público sostiene —con razón— que la decisión de la mayoría de la sala es arbitraria. En efecto, como lo expone en el escrito de interposición de su apelación del artículo 14 de la ley 48, el pronunciamiento impugnado prescinde de la regla explícita del artículo 15, segunda oración, del Código Penal con base en una interpretación del régimen de revocación de la libertad condicional que, al exigir sentencia condenatoria firme dictada por el segundo delito antes del vencimiento de la pena correspondiente al primero, desvirtúa y torna inoperante la letra de la ley, lo que invalida la decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.  A su vez, la resolución expresa el absurdo de negar la vigencia de la pena cuya propia vigencia, empero, presupone, al descontar la parte del tiempo que el condenado habría cumplido de ella en el cálculo de lo que le resta ejecutar de la pena única que la incluye. Una contradicción de esa naturaleza hace al pronunciamiento ininteligible, lo que impide considerarlo como la derivación razonada del derecho vigente a la que toda parte tiene derecho.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: F. U., Alejandro Iván s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10173/2016/TO1/13/1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Prueba prohibida. Admisibilidad de la prueba. Interpretación de la ley. Denegatoria del recurso. 


    Cabe destacar que en la resolución cuestionada el juez se remitió a las constancias obrantes en el sumario prevencional y, por estimar reunidos los requisitos exigidos por el artículo 216 del código procesal local, ordenó la intervención, lo cual satisface el requisito de fundamentación con arreglo a precedentes del Tribunal en la materia. En efecto, en el de Fallos: 330:3801, si bien referido a la fundamentación de las órdenes de allanamiento, diligencia que exige similares recaudos constitucionales que la aquí examinada, la Corte consideró que para determinar la concurrencia de tal requisito los jueces deben examinar las constancias del proceso y valorar la concatenación de los actos de acuerdo con la sana crítica racional y las reglas de la lógica, las que se verían alteradas de anularse un procedimiento por la supuesta falta de fundamentación del auto que ordena el allanamiento cuando ese respaldo está dado o puede encontrarse –como en el sub lite– en las constancias de la causa anteriores al decreto cuestionado.  La postura de la defensa exige un grado de convencimiento sobre la comisión del delito en curso de investigación diferente al sustentado por esta Procuración General. Se consideró, con referencia a la expresión “auto fundado” del artículo 236 del Código Procesal Penal de la Nación, equivalente al “decreto fundado” exigido por el mencionado artículo 216 del ordenamiento local, que aun cuando quepa efectuar una inteligencia restrictiva de la norma en tanto su aplicación importa limitar el derecho a la intimidad de las comunicaciones que garantiza la Constitución Nacional, no cabe considerar que exige recaudos que conducen a su virtual inoperancia; que no es admisible una interpretación que equivalga a la prescindencia del texto legal, ya que la primera fuente de hermenéutica de las leyes es su letra y su exégesis no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone.  Se observa, además, que el grado de conocimiento o convencimiento pretendido por la defensa es impropio de la etapa inicial de la instrucción, sumado a que la Corte ha reconocido que pruebas de esa naturaleza "parten precisamente de un campo de ignorancia que ellas están destinadas a eliminar”.


    M., Uriel Eduardo s/ Atentado y resistencia a la autoridad, lesiones leves calificadas en concurso ideal y tenencia de estupefacientes con fines de comercialización simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 622/2018/RH1, 01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Contrabando calificado. Escala penal. Bien jurídico protegido. Suspensión del juicio a prueba. Inconstitucionalidad. Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 


    Es pertinente recordar que, de acuerdo con reiterada doctrina del Tribunal, “la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional, ya que las leyes debidamente sancionadas y promulgadas, esto es dictadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Ley Fundamental, gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. De lo contrario, se desequilibraría el sistema constitucional de tres poderes, que no está fundado en la posibilidad de que cada uno de ellos actúe destruyendo la función de los otros, sino en que lo haga con la armonía que exige el cumplimiento de los fines del Estado, para lo cual se requiere el respeto de las normas constitucionales y del poder encargado de dictar la ley”.  En ese sentido, también ha expresado que en virtud de la facultad que le otorga el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, “resulta propio del Poder Legislativo declarar la criminalidad de los actos, desincriminar otros e imponer penas, y asimismo y en su consecuencia, aumentar o disminuir la escala penal en los casos en que lo estima pertinente; de tal suerte que el único juicio que corresponde emitir a los tribunales es el referente a la constitucionalidad de las leyes, a fin de discernir si media restricción de los principios consagrados en la Carta Fundamental; sin inmiscuirse en el examen de la conveniencia, oportunidad, acierto o eficacia del criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus funciones”.  En dicho pronunciamiento, la Corte señaló que “no ha rechazado la posibilidad de introducir una cuestión constitucional cuando se imputa a la ley crueldad o desproporcionalidad respecto de la ofensa atribuida, lo que equivale a cuestionar su razonabilidad, sin embargo, el juicio sobre tal razonabilidad no puede fundarse exclusivamente en la comparación de las penas conminadas para los distintos delitos definidos en el catálogo penal, pues el intérprete sólo puede obtener, como resultado de tal comparación, la convicción de que existe un tratamiento distinto de los bienes; pero de ningún modo decidir cuál de las dos normas de igual jerarquía legal comparadas es la que no respeta la proporcionalidad, ya que tan imperfecto método de interpretación lo levará al dilema insoluble de saber si la una es desproporcional por exceso o si la otra lo es por defecto ” (ídem, considerando 7°). Y destacó que, ante la invocación de desproporcionalidad entre la pena conminada y la ofensa cometida, en el juicio de razonabilidad corresponde atenerse al criterio que se deriva de la propia naturaleza garantizadora del principio de proporcionalidad “que opera únicamente para limitar los excesos del poder punitivo estatal respecto de eventuales transgresores a las leyes, y que determina que la proporcionalidad no puede resolverse en fórmulas matemáticas, sino que sólo exige un mínimo de razonabilidad para que la conminación penal pueda ser aceptada en un Estado de Derecho. En ese sentido, son incompatibles con la Constitución las penas crueles o que consistan en mortificaciones mayores que aquellas que su naturaleza impone (art. 18 de la Constitución Nacional), y las que expresan una falta de correspondencia tan inconciliable entre el bien jurídico lesionado por el delito y la intensidad o extensión de la privación de bienes jurídicos del delincuente como consecuencia de la comisión de aquél, que resulta repugnante a la protección de la dignidad de la persona humana, centro sobre el que gira la organización de los derechos fundamentales de nuestro orden constitucional.  La Corte ha señalado que el bien jurídico tutelado mediante la incriminación del contrabando excede a la integridad de la renta aduanera, y ha concebido a ese delito como una conducta que va más allá del mero supuesto de defraudación fiscal, pues lo determinante para la punición es que se tienda a frustrar el adecuado ejercicio de las facultades legales de la aduana para el control sobre las importaciones y las exportaciones.  Cabe recordar la doctrina del Tribunal de acuerdo con la cual la garantía de igualdad ante la ley que enuncia el artículo 16 de la Constitución prohíbe la adopción de normas que consagren un tratamiento distinto a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, pero no impide que el legislador contemple de manera distinta situaciones que considere diferentes, en la medida en que dichas distinciones no expresen criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal o clase, ni importen ilegítima persecución de personas o grupos de ellas.  En el sub lite, sin embargo, el recurrente omitió analizar de manera completa las reglas que rigen la suspensión del juicio a prueba y argumentar que tuvieran alguna incidencia frente a delitos como el atribuido en el presente, que el legislador dejó fuera del universo de los que admiten el beneficio mediante aquella especial limitación prevista de manera específica y lógicamente previa a todo análisis -lo que también ocurre en otros supuestos, por ejemplo en los delitos en que hubiese participado un funcionario público en el ejercicio de sus funciones-.


    R., Ángel Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1373/2014/TO2/2/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia absolutoria. Apreciación de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Sana crítica racional. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien la apreciación de la prueba constituye, por vía de principio, facultad propia de los jueces de la causa y no es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad ya que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.  El a quo coincidió con la juez del tribunal oral en cuanto a que “no era posible hallar adecuado correlato entre la conducta delictiva planteada en la requisitoria del fiscal y la prueba reunida en el legajo, al menos, en cuanto a que el dinero incautado fue ingresado al territorio argentino por los tres imputados”. En ese sentido, sostuvo que “no hay posibilidad en el caso de determinar asertivamente circunstancias relevantes para establecer los extremos de la imputación, como es el modo en que ingresó el dinero secuestrado al territorio nacional; las coordenadas espacio-temporales de las distintas secuencias hasta la detención de los encausados; el tiempo preciso transcurrido desde que estos atravesaron la frontera hasta el momento en que fueron requisados y el de la espera en La Quiaca y San Salvador de Jujuy; y la forma en que fueron trasladadas las divisas”.  Sin embargo, esa alegada incertidumbre no es resultado de una apreciación de las pruebas en conjunto según la sana crítica racional, con observancia de las reglas de la lógica y las máximas de la experiencia, tal como lo exige el artículo 10 del Código Procesal Penal Federal.  En efecto, en el juicio declararon el jefe del puesto de control donde requisaron y detuvieron a los acusados, y testigos de ese procedimiento, los que dijeron haber escuchado que aquéllos expresaron que el dinero que transportaban era producto del ahorro de treinta años y que lo llevaban desde Bolivia hacia Buenos Aires para comprar aquí una vivienda. En ese sentido, el apelante precisó, con indicación de minutos y segundos, el pasaje de la filmación del debate oral en el que puede apreciarse tal expresión.  Sin embargo, el a quo efectuó un análisis parcial de esos testimonios y los mencionó únicamente para plantear una supuesta ambigüedad sobre la actividad comercial de los acusados en Bolivia, aspecto distinto que, por lo demás, de ningún modo logra poner en cuestión lo declarado en relación con la procedencia y el destino del dinero.  Sumado a ello, el magistrado admitió que no existía constancia de que los acusados ejercieran el comercio o algún trabajo en Argentina. No obstante, de inmediato agregó que ello no eliminaba la posibilidad de que hubieran tenido ingresos a partir de alguna actividad, y puso como ejemplo el alquiler de dos habitaciones de un inmueble que surgiría de los informes socioambientales. Sin embargo, no se observa que, más allá de esa mera afirmación dogmática, el tribunal oral o el a quo hubiesen examinado algún elemento que permitiera suponer fundadamente que de aquel modo hayan tenido la capacidad de ahorrar la suma incautada, que excede el centenar de miles de dólares. Es por ello que, tal supuesto no controvierte de manera razonable y suficiente el origen que el fiscal atribuyó al dinero incautado, al que consideró como el producto de la explotación de una librería de la que los acusados serían propietarios en la ciudad de Potosí, según se dejó constancia en un informe ambiental a partir de lo expresado por una tía de aquéllos.  Ahora bien, sin perjuicio de las consideraciones hasta aquí expuestas respecto de la defectuosa valoración de la prueba y los argumentos insustanciales sobre los que se apoyó el a quo, no se debe perder de vista que con éstos se pretendió validar una hipótesis que carece de sentido. En efecto, incluso suponiendo que ese dinero hubiera sido producto de una actividad desarrollada en la ciudad de Buenos Aires, cabría preguntarse por qué los acusados lo habrían llevado en el viaje hacia el extranjero si en definitiva no lo utilizarían allí y volverían con él nuevamente hacia esta ciudad. No se encuentra que tal supuesto tenga algún sentido, ni se advierte en la decisión del tribunal ni en la del a quo respuesta alguna que permita explicar semejantes traslados de esa suma de dinero en efectivo, máxime ante los riesgos que ello implica.  La magistrada del tribunal oral consideró también otra situación, distinta de aquélla, con base en el planteo que hizo la defensa, en el sentido de que algún familiar o amigo pudo haberles dado el dinero a los acusados en La Quiaca o mientras aguardaban transbordar en la ciudad de San Salvador de Jujuy. Sin embargo, además de no concordar con lo que escucharon los testigos, resulta abiertamente en contradicción con la pretensión de así acreditar que ese dinero fue producto del trabajo de sus asistidos en Buenos Aires, y además no cuenta con el mínimo sustento en las constancias de la causa, de la que no surgiría información que permita considerar seriamente ese supuesto.  El estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto. La mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide, per se, obtener razonablemente, a través de un análisis detenido de toda la prueba en conjunto, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena.  El concepto “más allá de duda razonable” es, en sí mismo, probabilístico y, por lo tanto no es, simplemente, una duda posible, del mismo modo que no lo es una duda extravagante o imaginaria. Es, como mínimo, una duda basada en razón.  No se ha configurado una duda de esa naturaleza en torno de las circunstancias que mencionó el a quo. Conforme lo expuesto hasta aquí, ninguna situación alternativa concreta y razonable ha sido planteada, con base en las constancias de la causa, respecto del ingreso del dinero a nuestro país desde el Estado Plurinacional de Bolivia por parte de los acusados y en las condiciones en que les fue incautado horas después. Asimismo, la supuesta incertidumbre acerca de las coordenadas espacio-temporales de las distintas secuencias hasta la detención de los encausados no constituye más que una afirmación dogmática sobre aspectos que el a quo no se ocupó de precisar ni de explicar su relevancia para la determinación del hecho atribuido. Del mismo modo, incurrió en dogmatismo al invocar como cuestiones dudosas el tiempo preciso transcurrido desde que estos atravesaron la frontera hasta el momento en que fueron requisados y el de la espera en La Quiaca y San Salvador de Jujuy; y la forma en que fueron trasladadas las divisas, con tal vaguedad que impide determinar su significación respecto del hecho concreto que ha sido objeto de acusación, sin perjuicio de que dichas circunstancias surgen al detalle de la propia resolución.   En tales condiciones, el fallo apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, y debe entonces ser descalificado como un acto jurisdiccional válido.


    E., Juan Carlos y otros s/ Audiencia de sustanciación de impugnación (Artículo 362 Código Procesal Penal Federal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1387/2020/RH1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Contrabando de estupefacientes. Mantenimiento del recurso. 


    Aun cuando con arreglo a la doctrina de Fallos: 321:3646; 329:297 y su cita, entre muchos otros, pueda considerarse que el tratamiento de la cuestión resulta inoficioso, en tanto la Sala finalmente se pronunció de conformidad con lo solicitado por la fiscalía y tuvo por desistido el recurso de su especialidad, es evidente la utilidad de un pronunciamiento del Alto Tribunal sobre el fondo del asunto –esto es, el apartamiento de oficio del fiscal interviniente por disentir con el criterio de su dictamen– ante la razonable expectativa de que continúen produciéndose impugnaciones frente a resoluciones similares a la que motivó el recurso aquí examinado.   Sobre la cuestión aquí examinada, lo resuelto por la cámara de casación significó una extralimitación en el ejercicio de su jurisdicción que cercena la autonomía de este Ministerio Público establecida en la Ley Fundamental. Es que, los jueces no tienen potestades para apartar a los fiscales salvo en los casos expresamente previstos por la ley, aspecto que, ya había sido puesto de resalto por el entonces Procurador General, en la Resolución MP N° 36/06.  En este sentido, sin perjuicio de que el apartamiento aludido resulta arbitrario pues carece de toda fundamentación, en tanto el a quo limitó sus argumentos a cuestionar el contenido del dictamen, sin efectuar consideración alguna que pudiera justificar el reemplazo del fiscal de casación, aquella disposición tampoco encuentra sustento en la legislación, pues tal como sostuve en la Resolución MP N° 170/21, en el Código Procesal Penal Federal, no existe norma que faculte o justifique al órgano jurisdiccional a decidir oficiosamente acerca de la intervención o no de un integrante de este Ministerio Público Fiscal de la Nación como consecuencia de un dictamen anulado, dado que al ser un órgano independiente, ejerce sus funciones con autonomía funcional, sin sujeción a instrucción o directivas emanadas de órganos ajenos a su estructura.  En ese orden de ideas, esa extralimitación en sus funciones por parte del a quo es aún más notoria si se tiene en cuenta que, a diferencia del sistema regido por el ordenamiento anterior, donde el juez era investigador e impulsor del proceso, el nuevo código instaura un sistema acusatorio cuya característica principal es que, tanto los roles de investigación y acusación, como determinadas potestades legales de disposición de la acción penal o de ejecución del castigo, se encuentran en cabeza del Ministerio Público Fiscal y no de los jueces. De tal modo, y aun cuando la legislación vigente tuviera alguna disposición en el sentido mencionado, no puede soslayarse que la Corte –al resolver en el citado precedente “Quiroga”– consideró, para declarar la inconstitucionalidad del procedimiento del artículo 348 del código procesal  que permitía a la cámara de apelaciones apartar al fiscal en caso de desacuerdo con su pedido de sobreseimiento, que el control jurisdiccional de los actos del Ministerio Público solo puede realizarse en el estricto límite trazado por la autonomía funcional de los fiscales, que veda a los jueces determinar el contenido de tales actos.  En efecto, en esa oportunidad la Corte acordó con la interpretación de esta Procuración General, en cuanto dictaminó –con remisión a lo dicho en la causa B.320, L. XXVII “Banco de la Nación Argentina s/ Defraudación”– que "…permitir que el órgano encargado de dirimir el pleito se involucre con la función requirente, que exclusivamente se encuentra en cabeza del Ministerio Público Fiscal, deriva necesariamente en la pérdida de toda posibilidad de garantizar al imputado un proceso juzgado por un órgano imparcial que se encuentre totalmente ajeno a la imputación"; a la vez que “…desconoce la autonomía funcional del Ministerio Público Fiscal, como órgano requirente y titular de la acción penal pública, que impide postular su sometimiento a las instrucciones de otros poderes del Estado”.  En el mismo sentido, “el deber del Ministerio Público de actuar en coordinación con las demás autoridades de la República no puede ser convertido en subordinación, a riesgo de neutralizar el sentido mismo de su existencia”. De tal forma, con el apartamiento arbitrariamente dispuesto, la cámara de casación se arrogó funciones que le son ajenas, lo cual, suscita la materia federal aquí expuesta, cuya eventual reedición determina la necesidad de un pronunciamiento de la Corte que defina la cuestión para lo sucesivo. Por ello y, en lo pertinente, por los demás fundamentos desarrollados por el señor Fiscal General se mantiene la queja.


    F., Juan s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 961/2021/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Contrabando. Egreso de divisas. Archivo del expediente. Resoluciones equiparables a definitivas. Non bis in ídem. Mantenimiento del recurso. 


    El recurso extraordinario fue erróneamente denegado, como lo sostiene con razón el recurrente en su presentación directa.  En efecto, una decisión de archivo de las actuaciones de un procedimiento penal puede ser equiparable a sentencia definitiva, o no serlo, según los motivos en virtud de los cuales se la adopta. Cuando, como en el caso en examen, el fundamento de la decisión hace jurídicamente imposible la reanudación del proceso —pues, a juicio de la Corte, eso implicaría la violación del derecho fundamental del imputado a no ser perseguido más de una vez por un mismo hecho—, el archivo resuelto, en esa medida, frustra definitivamente la pretensión punitiva de la parte acusadora y es, por ello, con ese alcance, equiparable a sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario ante la Corte.  Por otro lado, el recurrente funda su planteo en la inteligencia que debe otorgarse a la garantía ne bis in idem, que reconocen expresamente los artículos 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y a las disposiciones penales del Código Aduanero, por lo que se configura en el caso cuestión federal suficiente, al haber decidido el a quo en contra de lo pretendido por esa parte con base en tales normas.  Una consideración especial merece la decisión de la cámara en cuanto reclama para sí el carácter de superior tribunal de la causa del que debe provenir la resolución apelada para que proceda su impugnación por la vía del artículo 14 de la ley 48, en lugar de reconocérselo a la Cámara Federal de Casación Penal, como lo postula el representante de este Ministerio Público con base en el precedente de Fallos: 328:1108.  Como el artículo 54 del régimen de la ley 27.063 no incluye, entre las funciones de los jueces de casación, la revisión de los pronunciamientos de las cámaras de apelaciones, el a quo extrae la conclusión de que sus decisiones ya no son impugnables por la vía del recurso de casación, según el régimen establecido por el Código Procesal Penal de la Nación y que, por lo tanto, han de ser consideradas, en su caso, como sentencias definitivas del tribunal superior de la causa a los fines de un eventual recurso del artículo 14 de la ley 48.  Es cierto que el Código Procesal Penal Federal prevé expresamente, en su artículo 350, último párrafo, que cuando las decisiones de los jueces de revisión involucren cuestiones federales, “éstos serán considerados como el tribunal superior de la causa y su decisión será considerada sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación”.  Sin embargo, esa disposición no fue implementada por la Comisión Bicameral en la resolución 2/19 para los procesos en trámite bajo la ley 23.984, de modo que ese régimen no rige en la jurisdicción que corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico y no regulan, por tanto, la actividad de las partes del proceso actual.  En este sentido cabe señalar que el fundamento de la implementación de las reglas procesales contenidas en el artículo 54, conforme surge de los considerandos de la resolución 2/2019 de la Comisión Bicameral, fue el de evitar situaciones de desigualdad en relación con el alcance de la protección que brinda una misma garantía constitucional en procesos de similares características en trámite ante un mismo tribunal, especialmente la de una revisión judicial amplia, lo que no importa alterar el requisito de tribunal superior a los efectos del recurso extraordinario federal.  Tanto es así, que seguidamente la comisión aclara que la aplicación de esas pautas a los procesos en trámite bajo la ley 23.984 “no encuentra impedimento, pues no afecta en modo alguno el sistema y orden de los pasos procesales fijados por esa ley para arribar al dictado de una decisión definitiva, ni altera los roles funcionales que esa ley le asigna a cada uno de los órganos en el proceso”.  Los términos de la voluntad así expresada por el legislador bastan para desvirtuar el criterio del a quo, en tanto no sólo implica considerar tácitamente derogado el artículo 30 bis del Código Procesal Penal de la Nación, en cuanto confiere a la Cámara Federal de Casación Penal la calidad de tribunal superior para entender en los recursos contra las resoluciones y sentencias dictadas por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, sino también estimar del mismo modo la entrada en vigor del citado artículo 350, último párrafo, del régimen de la ley 27.063.  Tal inteligencia del derecho aplicable desatiende la doctrina de la Corte en cuanto a que, “en lo relacionado con los métodos de interpretación de la ley, la primera regla consiste en respetar la voluntad del legislador y, en tal sentido, cabe estar a las palabras que ha utilizado. Si la ley emplea determinados términos, la regla de interpretación más segura es la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, por cuanto, en definitiva, la misión de los jueces es dar pleno efecto a las normas vigentes sin sustituir al legislador ni juzgar sobre el mero acierto o conveniencia de disposiciones adoptadas por aquél en el ejercicio de sus propias facultades”.  Ha de notarse que el temperamento de la cámara impugnado por este Ministerio Público significó también el cercenamiento de una instancia recursiva que el actual sistema procesal le reconoce, lo que por sí mismo concurre a descalificar su pronunciamiento como acto jurisdiccional válido a la luz de la doctrina de la Corte en la materia.  Si, como aquí se sostiene, la mera implementación del artículo 54 del Código Procesal Penal Federal no importa, por sí sola, la pérdida de vigencia del régimen establecido en el artículo 30 bis del código sancionado por ley 23.984, ni tampoco, de la doctrina de Fallos: 328:1108, entonces el recurso extraordinario interpuesto sería inadmisible. Empero, así cabría concluir no por los fundamentos equivocados por los que fue denegado por la cámara, sino en virtud de que no sería ella el tribunal superior de la causa del que debe provenir la decisión impugnada para la procedencia de la apelación del artículo 14 de la ley 48. La presente queja debería ser, por lo tanto, desestimada.  No obstante, correspondería que la Corte se expidiera sobre el asunto para así aclarar, en el sentido indicado, la situación de incertidumbre que a ese respecto ha producido la lectura favorecida por el a quo de la adopción para el ámbito de su jurisdicción de la regla del repetidamente referido artículo 54. Pues la cuestión en debate excede el interés individual de las partes y se proyecta a numerosas causas, a punto de generar la afectación de todo un fuero.  Por otro lado, como lo ha desarrollado la Corte en su jurisprudencia en materia de extradición y ne bis in idem, a partir de la disidencia del juez Petracchi en Fallos: 325:2777, cuando una multiplicidad de imputaciones responde sólo a la aplicación de una pluralidad de normas que criminalizan distintas etapas, de progresiva gravedad, de una única lesión, y la punición del grado más avanzado comprende el contenido del injusto de los pasos previos, sólo corresponde la imputación del último y no procede la persecución adicional por los previos.  Así, de acuerdo con esa doctrina, la persecución penal en el país por el delito de tráfico organizado de estupefacientes vedaría la imputación del delito de confabulación para cometer aquel crimen en otro proceso en el extranjero.  Como lo ha afirmado la Corte, al interpretar la ley federal en materia de contrabando, “lo determinante para la punición es que se tienda a frustrar el adecuado ejercicio de las facultades legales de las aduanas”, por lo que la conducta criminalizada por el artículo 863 del Código Aduanero está constituida por “los hechos que impiden u obstaculizan el adecuado ejercicio de las funciones que las leyes acuerdan al servicio aduanero para el control sobre las importaciones y las exportaciones”.  El comportamiento que da fundamento a la sanción prevista en esa norma se limita a ese atentado al control aduanero de la autoridad local y todo su ilícito, y el reproche que por él corresponde, se agota en la frustración de esa actividad pública; es por ello, distinto e independiente de la eventual infracción que su autor pueda realizar respecto de las facultades semejantes de control aduanero de otra jurisdicción nacional. No sólo no compete a los tribunales de la Nación juzgar por esas eventuales infracciones cometidas en territorio extranjero, sino que su posible realización, actual o intentada, no juega ningún papel en la criminalización de la conducta de contrabando que reprime el Código Aduanero, en el injusto propio de su artículo 863, ni en el reproche que su comisión culpable justifica de parte de las autoridades de la República Argentina.   La solución propuesta, en línea con lo argumentado en igual dirección por el fiscal recurrente, no importa la adhesión a la que ha dado en llamarse doctrina de la soberanía múltiple, o de los múltiples soberanos, según la cual el sólo hecho de que una pluralidad de procesos penales provenga de distintos Estados soberanos, que aplican legislaciones sustantivas propias, validaría por sí mismo la persecución múltiple e impediría el agravio a la luz del principio ne bis in idem, aun cuando ellos se refiriesen a un idéntico individuo por un mismo suceso.  Antes bien, la tesis que defendida por esta Procuración General resulta de la aplicación de la hermenéutica tradicional de la garantía, que atiende a que los objetos de los procesos penales del presente caso refieren a sucesos distintos, constituidos por conductas bien diferenciadas, cometidas en lugares diversos, en momentos separados y que han involucrado autoridades aduaneras también distintas. Cada una de esas conductas configuraría por sí misma un delito de contrabando independiente del otro, lo que daría lugar, en su caso, a un supuesto de concurso real de delitos, en el sentido del artículo 55 del Código Penal, lo que de conformidad con la doctrina tradicional, autoriza por ello la persecución penal plural.  Pero incluso si, como sugiere el razonamiento del a quo en la resolución impugnada, las características del comportamiento del imputado llevaran a concebir esa multiplicidad de hechos como una única conducta compleja, a la que sería aplicable, en su caso, la regla de concurso del artículo 54 del Código Penal, la persecución penal múltiple sería de todas maneras válida, en razón de las normas jurídicas de competencia territorial que impedirían unificar procesalmente las distintas pretensiones punitivas a las que dan fundamento cada uno de los delitos aduaneros cometidos, uno en el país, el otro en la República del Ecuador.  En conclusión, la cámara ha clausurado indebidamente el actual proceso penal en virtud de una interpretación errónea del derecho federal aplicable al caso y su pronunciamiento debe, por ello ser revocado.


    Recurso queja N° 1 – Legajo N° 39 – Imputado: Actuaciones IP N° 1/2014 – Averiguación respecto al posible accionar delictivo Buenos Aires y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 958/2014/39/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Auto de sobreseimiento. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Debido proceso. Ministerio Público Fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    En lo concerniente a la procedencia formal del remedio federal deducido, la errónea interpretación del a quo respecto de la limitación que impone el artículo 355, inciso “a”, del código ritual, priva de razón lo establecido en el artículo 350, párrafo 3°, en cuanto a que “cuando las decisiones de los jueces con funciones de revisión señalados en el artículo 53 de este Código involucren cuestiones federales, estos serán considerados como el tribunal superior de la causa y su decisión será considerada sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación”. Por ello, el impedimento recursivo solo puede hacer referencia a las impugnaciones dirigidas contra resoluciones que no impliquen cuestiones de esta índole, lo cual no sucede en el presente caso.   Asimismo, la juez fundó la denegación en el precedente "Arce" (Fallos: 320:2145) en cuanto la Corte sostuvo "que el Estado –titular de la acción penal– puede auto limitar el ius persequendi en los casos que considere que no revisten suficiente relevancia como para justificar su actuación. En tales condiciones, el fiscal debe ejercer su pretensión en los términos que la ley procesal le concede".  Al respecto, sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público según lo decidido en el precedente "Arce", corresponde agregar que en su considerando 12 el Tribunal precisó que “la procedencia del remedio federal exige un agravio concreto y actual y dado que el presente recurso se basa en consideraciones generales sin contener una mínima referencia a las constancias de la causa que permitan inferir que en autos se ha configurado una situación de tal naturaleza, corresponde desestimar este planteo pues no reviste interés jurídico suficiente para justificar la intervención de esta Corte”. A contrario sensu, en el caso traído a estudio, el recurrente no se ha limitado a manifestar una diversa valoración de la prueba sino una franca violación a la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional -que involucra la inteligencia de las normas federales en juego y la arbitrariedad-, fundamentos que tornan formalmente admisible la vía intentada.     El juez de la audiencia de control de la acusación sobreseyó al imputado, en la etapa intermedia previa al juicio, con base en una aplicación arbitraria del artículo 269, inciso “e”, del Código Procesal Penal Federal, cercenando la potestad del fiscal de producir y valorar la prueba colectada. En efecto, corresponde hacer notar que la norma inmediata anterior a la citada (artículo 268, “Cierre de la investigación preparatoria”) expresa que “…el representante del Ministerio Público Fiscal declarará cerrada la investigación preparatoria, y podrá: a. Solicitar el sobreseimiento; b. Acusar al imputado”.  Si bien el artículo 279 (“Audiencia de control de la acusación”) establece en su inciso c) que “como cuestión preliminar, el acusado y su defensa podrán:…instar el sobreseimiento” –lo que sucedió en este caso-, a continuación dispone que “resueltas las cuestiones preliminares, cada parte ofrecerá su prueba para las dos etapas del juicio y formulará las solicitudes, observaciones e instancias que estimare relevantes con relación a las peticiones realizadas y las pruebas ofrecidas por los demás intervinientes”.  Frente a ese claro esquema normativo, no se advierte cómo en esta fase preliminar el magistrado arribó a la certeza de que –según lo determina el inciso “e” del artículo 269 en que fundó la decisión impugnada– no existía razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos elementos de prueba. Pues ese criterio omitió considerar que, en observancia de la ley procesal, al formular la acusación el fiscal general había efectuado el ofrecimiento de prueba testimonial y documental, lo cual basta para desvirtuar de modo categórico la hipótesis del citado inciso “e” en que se ha fundado la temprana clausura del proceso.   Delimitado este marco normativo, y con referencia específica a la causal de sobreseimiento en la que el juez fundó su resolución, corresponde indicar que el mentado inciso “e” del artículo 269 reza que éste procede si: “Agotadas las tareas de investigación, no existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos elementos de prueba y no hay fundamentos suficientes para requerir la apertura del juicio”. Pero si bien corresponde al juez la decisión de elevar o no el caso a la etapa de juicio, debe hacerlo fundadamente, es decir, bajo este supuesto, indicar las razones por las que concluyó que se encontraba agotada la investigación y no era factible incorporar otras evidencias, lo que no se observa en la resolución aquí cuestionada y, por ello, luce arbitraria.  En esas condiciones, lo resuelto ha dejado de lado el criterio de la Corte en cuanto a que el dictado del sobreseimiento reviste en la etapa de instrucción carácter excepcional, desde que su efecto es cerrar de forma definitiva e irrevocable el proceso penal, por lo que debe provenir de una instrucción completa capaz de producir en el juzgador la certeza de la concurrencia de alguna de las causales enumeradas en el código procesal penal.  Asimismo, también ha desconocido que la etapa del debate materializa claramente principios de puro cuño acusatorio dada la exigencia de oralidad, continuidad, publicidad y contradictorio, los cuales no sólo responden a un reclamo meramente legal sino que configuran verdaderos recaudos de orden constitucional.  Ello constituye, un caso de arbitrariedad que habilita la competencia extraordinaria de la Corte de conformidad con su doctrina según la cual el apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso debe conducir a la descalificación de la resolución como acto judicial, a efectos de asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan al Ministerio Público Fiscal, que exigen que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.


    Incidente N° 3. Imputado: L., Brihan Cecilio s/ Audiencia de sustanciación de impugnación (Artículo 362)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1151/2020/RH1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Crímenes de lesa humanidad. Falta de fundamentación. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene establecido que el recurso extraordinario resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; sin embargo, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que también ampara a este Ministerio Público. El sub examine es uno de esos casos de excepción.  En efecto, la mayoría del a quo incurrió en arbitrariedad al declarar inadmisible el recurso de casación deducido pues, se limitó a recordar que la decisión que confirmó el sobreseimiento cuestionado valoró que el imputado era el oficial a cargo de la logística del regimiento cuyos agentes intervinieron en el secuestro de la damnificada, y que no tenía “tropa a su cargo”, sin brindar las razones por las cuales esas circunstancias serían suficientes para excluir la responsabilidad penal de aquél.  Aun cuando se admitiera que el acusado no tenía poder de mando sobre quienes ejecutaron el hecho, como lo afirman la cámara de apelaciones y la mayoría del a quo, ello no sería un fundamento suficiente para eximirlo de responsabilidad, como si, una vez descartada la caracterización del caso como una instancia de coautoría funcional o autoría mediata, no hubiera más contenido en la pretensión acusadora que corresponda resolver al tribunal. La autoría, en efecto, no es sino el extremo más alto de una escala de responsabilidad dentro de la cual figuran otras formas de intervención punible, por lo que incluso cuando las circunstancias del caso impidieran considerar al imputado como autor, de ello no se seguiría que también impedirían considerarlo, por ejemplo, partícipe.  Tal infundada falta de consideración de aspectos centrales en la alegación de la fiscalía invalida la decisión del a quo a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. Pues de acuerdo con la afianzada jurisprudencia del Tribunal, es insostenible el fallo que carece de fundamentación u omite valorar sustancialmente planteos serios y conducentes de las partes, al conculcar la garantía constitucional del debido proceso.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: S., Alfredo Alberto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 600809/2000/15/1/1/1/RH6, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Hijos de desaparecidos. Retención del menor. Prescripción de la acción penal. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Falta de fundamentación. Mantenimiento del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es procedente pues, si bien la decisión impugnada dispone el reenvío de la causa para que se dicte un pronunciamiento acerca de la vigencia de la acción, en ella se descarta definitivamente que el hecho investigado pueda calificarse como un delito de lesa humanidad.   Suscita cuestión federal suficiente, el agravio del recurrente que alega que medió arbitrariedad al resolverse que el hecho no se subsume en el tipo de crímenes de lesa humanidad, lo que pone en riesgo los compromisos asumidos por el Estado argentino frente a la comunidad internacional para la investigación y sanción de sus responsables; por lo que su tratamiento resulta pertinente por la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48.   Un eventual recurso contra la declaración de prescripción de la acción que resultara del procedimiento de reenvío tal y como ha sido ordenado por el a quo sería irremediablemente tardío de acuerdo con la doctrina de la Corte, según la cual el pronunciamiento impugnable mediante recurso extraordinario federal es la decisión que resuelve de modo definitivo la cuestión en disputa en el proceso, y no la que se dicta tras la conclusión del procedimiento de reenvío ordenado en aquella decisión.  El a quo ha afirmado implícitamente, de forma definitiva, que el hecho no podría subsumirse en el tipo del artículo 146 del Código Penal. En consecuencia, el juez del reenvío debería analizar la posible prescripción de la acción al tener en cuenta sólo la calificación provisoria del hecho efectuada en el requerimiento de instrucción, acto procesal que, por lo demás, ni siquiera es necesario que contenga esa calificación, dado el incipiente estado de la investigación en el que se realiza.  El remedio federal interpuesto se dirige contra una resolución que, si bien, en rigor, no pone fin al pleito, suscita cuestión federal suficiente y es equiparable a sentencia definitiva, en la medida en que el criterio fijado por el a quo en cuanto a la calificación del hecho no podría ser impugnado en una etapa ulterior, por lo que lo decidido genera un perjuicio irreparable al recurrente.   Resulta arbitraria la decisión del a quo por haber descartado prematuramente que el hecho pueda constituir un delito de lesa humanidad.   La prueba del cotejo de las muestras de ADN de la presunta damnificada y de aquellas de víctimas de delitos de lesa humanidad y de sus familiares, custodiadas en el Banco Nacional de Datos Genéticos, por sí sola, no puede llevar a excluir, definitivamente, que la víctima sea descendiente de alguna de tales víctimas. Aquel banco nacional contiene una base de datos parcial en relación con el universo de las víctimas de delitos de lesa humanidad durante el último gobierno militar, por lo que resulta necesario profundizar la investigación con la finalidad de examinar exhaustivamente los indicios que surgen de la causa y que llevaron, en un comienzo, a atribuirle competencia a la jurisdicción federal por la posible comisión de un delito de tal índole.  El a quo descartó la posibilidad de que el hecho pudiera quedar subsumido en la categoría de crímenes de lesa humanidad sin ponderar circunstancias conducentes para la adecuada solución del caso, por lo que corresponde descalificar la decisión impugnada como acto jurisdiccional válido, de acuerdo con la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.  No se advierte la razón por la cual el a quo descartó que la imputada pudiera ser responsable del delito previsto en el artículo 146 del Código Penal, lo cual, al tener en cuenta que tal delito es de comisión permanente, y que su ejecución finaliza al momento de determinarse la verdadera identidad del damnificado, resulta decisivo para poner en crisis el fundamento de la decisión impugnada mediante recurso federal.  El a quo se ha basado en argumentos que brindan a su fallo una fundamentación sólo aparente, lo cual lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    Recurso Queja n° 1 – Incidente n° 2 – N.N.: N.N. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 9636/2014/2/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.


    Recurso queja N° 1. Incidente N°2. Imputado: R. V., José Francisco s/ Incidente


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2699/2015/TO2/33/2/1/RH5, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Rechazo al pedido de prisión domiciliaria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, XLIX, “Araujo, Ricardo César s/ Causa n° 15.858”.


    De acuerdo con consolidada jurisprudencia de la Corte, en casos como el sub examine pesa sobre los magistrados un especial deber de cuidado para neutralizar toda posibilidad de fuga.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: O., Jorge Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 54004613/1976/TO2/128/1/1/RH5, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Debido proceso. Prisión preventiva. Arresto domiciliario. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/recurso de casación”, y FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    El remedio del artículo 14 de la ley 48 resulta por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza procesal; pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Éste es uno de esos casos de excepción.  Cabe recordar que es doctrina de la Corte que los jueces deben explorar la posibilidad de aplicar medidas privativas de la libertad menos lesivas que el encarcelamiento, como la detención domiciliaria, cuando fueran pertinentes para asegurar la conclusión del proceso, pero no correspondiera mantener la prisión preventiva.   No está en discusión que el imputado se comunicó e intimidó a una testigo con posterioridad a su excarcelación, lo que es suficiente para tener por demostrado su voluntad de entorpecer el debate, y que la medida adoptada no basta para garantizar la seguridad y tranquilidad de los testigos, pues él ha realizado aquella conducta cuando ya sabía que su obligación era conformar su comportamiento a las normas que condicionan la libertad provisional.   La decisión impugnada mediante recurso federal carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    C., Juan Carlos s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15000165/2013/TO1/25/1/1/RH13, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Abuso sexual calificado por parentesco. Abuso sexual de menores. Denegatoria del recurso. 


    La pretensión de la defensa no puede prosperar por cuanto la resolución impugnada ha sido sustentada razonablemente y cuenta con los fundamentos jurídicos suficientes frente a una posible descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad; y porque sus planteos evidencian sólo una opinión diversa sobre la cuestión tratada y resuelta.  En igual sentido, tampoco pueden tener favorable recepción las críticas dirigidas a que la realización de un nuevo juicio constituye una violación de la garantía que prohíbe el doble juzgamiento, en tanto la resolución en este aspecto no reviste el carácter de sentencia definitiva, ni el recurrente ha logrado comprobar la existencia de un agravio de imposible o tardía reparación que autorice equipararla a tal. Por el contrario, la queja en esa línea no pasa de una mera afirmación genérica carente de un desarrollo argumental que le sirva de sustento.  Ello es así, toda vez que la Corte tiene dicho que corresponde descartar la afectación de la garantía que impide la persecución penal múltiple –ne bis in idem– cuando la decisión de retrotraer el proceso obedece a la existencia de vicios esenciales en la sentencia.  Por otra parte, en cuanto a la pretendida afectación del derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable en los términos en los que se ha formulado el agravio tampoco puede tener favorable acogida, pues el recurrente no ha alcanzado acreditar de qué manera se habría visto afectado su derecho a obtener un pronunciamiento sin dilaciones indebidas más allá de la restricción que comporta, en sí mismo, el enjuiciamiento penal.   Por último, sobre el cuestionamiento de que para la querella no existe un recurso amplio –como sí tiene el condenado en función del artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos– por lo que la revisión a la que puede acceder frente a una absolución debe ser restrictiva para casos de arbitrariedad manifiesta, aun cuando se trata de un tema de derecho procesal que es, en principio, propio de los jueces de la causa e irrevisable en la instancia extraordinaria, el recurrente omite considerar que el derecho de la víctima o su representante a recurrir de la sentencia fue reconocido por el Tribunal a partir de las normas internacionales sobre garantías y protección judicial previstas en los artículos 8, apartado 1°, y 25 del citado instrumento internacional.  En este sentido, resulta de interés recordar que la Corte tiene dicho que “todo aquel a quien la ley le reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ella garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento -civil o criminal- de que se trate”; criterio que, además, ha sido sostenido por la Corte, con remisión al dictamen de esta Procuración General, en Fallos 327:608.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 4 – Imputado: B., N. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15483/2010/TO1/4/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Delitos cometidos durante actividades antisubversivas. Sentencia arbitraria. Debido proceso. Defensa en juicio. Apreciación de la prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Es razonable sostener que el acusado, debido a su edad y las demás características personales, tenía menos información que el resto de los oficiales del batallón acerca del operativo ejecutado, e incluso del ataque del que ese operativo fue parte. Sin embargo, ello parece insuficiente para concluir que desconocía la verdadera motivación de tal operativo, al haberse admitido que esa circunstancia era conocida, en cambio, por todos los oficiales que integraban el mismo batallón que él; que resultaba inusitado y desmedido, al tener en cuenta la cantidad de hombres, el armamento y la violencia utilizados, como procedimiento de identificación y control de la población, y que las órdenes que guiaron la conducta de los efectivos se correspondían con las reglas que regulaban las operaciones contra la denominada subversión, cuya ejecución clandestina llevaba ya un tiempo considerable.  Además, cabe recordar, que los Elementos de los Crímenes, que complementan el Estatuto de la Corte Penal Internacional, establecen que el conocimiento del ataque, como elemento subjetivo del tipo de los crímenes contra la humanidad, no debe interpretarse como la exigencia de que el agente conozca todas sus características, ni todos los detalles del plan o política del Estado, así como tampoco es necesario, según lo ha afirmado aquel tribunal internacional, que haya adherido a tal plan o política, sino que basta con que hubiera sabido que el acto en el que intervino fue parte de su ejecución.  A lo que la doctrina especializada añadió que basta con que el agente sepa que existe el riesgo de que su conducta pueda ser considerada objetivamente como parte de un ataque más amplio o, dicho de otro modo, que sea consciente de que su conducta puede estar relacionada con un ataque que incrementa su peligrosidad para las víctimas o la convierte en una contribución a los crímenes de otros.   Por otro lado, al afirmar que el acusado estaba subordinado a las órdenes de sus superiores y que su posición jerárquica debía distinguirse de aquella de los condenados como coautores por los mismos hechos, el a quo ha omitido explicar por qué esas circunstancias son suficientes para eximirlo de responsabilidad.  En efecto, aun cuando se admitiera que, el acusado no habría intervenido en la planificación, organización, dirección, coordinación o supervisión del operativo, como sus coimputados condenados, lo cierto es que se tuvo por probado que estuvo al frente de la tercera sección de la Compañía “B” del Batallón de Comunicaciones Comando n° 601 del Ejército Argentino, y que tal compañía actuó en el domicilio en el que se encontraban los damnificados, por lo cual, según surge de la decisión impugnada mediante recurso federal, contribuyó a la consumación de los hechos. En particular, según la acusación, su rol no fue menor ni aislado, porque intervino como jefe de una de las secciones de apoyo del personal que rodeó e irrumpió en la vivienda atacada.  En consecuencia, el fundamento de la mayoría del a quo no logra dar una respuesta acabada al argumento de la fiscalía, porque aun cuando se aceptara que la intervención comprobada en los hechos del sub examine no es calificable como coautoría, sería necesario explicar por qué tampoco correspondería calificarla de acuerdo con los otros grados de intervención punible previstos en nuestro código penal.  En efecto, la autoría no es sino el extremo más alto de una escala de responsabilidad dentro de la cual figuran otras formas de intervención, por lo que incluso cuando las circunstancias del caso impidieran considerar al imputado como autor, de ello no se seguiría que también impedirían considerarlo, por ejemplo, partícipe. En conclusión, tal infundada falta de consideración de aspectos centrales en la alegación de la fiscalía invalida la decisión del a quo a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. Pues de acuerdo con la afianzada jurisprudencia del Tribunal, es insostenible el fallo que carece de fundamentación u omite valorar sustancialmente planteos serios y conducentes de las partes, al conculcar la garantía constitucional del debido proceso.  Por todo lo expuesto, y los demás argumentos y conclusiones desarrollados por el señor fiscal general, se mantiene la queja interpuesta.


    Recurso Queja n° 3 – Incidente n° 36 – Imputado: L., Eduardo Antonio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 34000243/2011/TO1/36/3/RH10, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Delitos contra la Administración Pública. Peculado. Extinción de la acción penal. Debido proceso. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Procedencia del recurso. 


    Las cuestiones planteadas en el sub judice resultan sustancialmente análogas a las examinadas al dictaminar en el día de la fecha en los autos mencionados. En consecuencia y en razón de brevedad, se remite –en lo pertinente– a los argumentos allí desarrol


    Recurso de queja N° 2 – Incidente N° 13 – Imputado: M., Carlos Saúl y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6219/2001/TO1/13/2/RH8, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CPE 33008830/1997/8/1/2/RH3, “S., Luis Eustaquio Agustín y otros s/ Infracción ley 22.415”.


    El a quo ha concluido que ha sido vulnerada la garantía en cuestión sin atender a la doctrina la Corte que establece que no existen plazos automáticos ni absolutos, sino que la duración razonable de un proceso depende de diversas circunstancias propias de la causa y por ello la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible. En primer lugar, el cómputo debió comenzar desde que se dirigió la persecución penal contra una persona determinada.   Entre los criterios que conforme a la doctrina de la Corte deben relevarse a los fines de establecer la razonabilidad del plazo, la causa reviste complejidad no obstante que el a quo relativizara ese aspecto al calificarla como de “cierta complejidad” para luego concluir que la duración “obedeció a la desidia por parte de las autoridades que debían investigar y juzgar”. En ese sentido no pueden soslayarse las decenas de cuerpos, incidentes y expedientes que conllevó; la cantidad de personas investigadas, entre ellos la máxima autoridad del país, ministros, funcionarios y representantes de la sociedad agrícola-ganadera que intervino en la compra del inmueble; la realización de complejos peritajes para establecer el carácter dominial del bien enajenado y contables. Asimismo, que las defensas coincidieron en lo voluminoso y la complejidad de la causa y así lo invocaron al solicitar numerosas prórrogas para formular sus oposiciones a la elevación a juicio.  Si el Tribunal consideró que el plazo que insumió la instrucción no fue irrazonable, menos aún puede serlo el de la etapa siguiente que incluyó debate, sentencia y recursos. Cabe poner de relieve que desde que las actuaciones fueron elevadas a juicio hasta que la sala de casación, en ocasión de revisar la condena, declaró la insubsistencia de la acción penal, transcurrieron cuatro años y seis meses término que, en las condiciones del sub judice, no compromete la garantía constitucional.  Por último, resulta aplicable lo resuelto en la causa “Espíndola”. Allí la Corte estableció que la razonabilidad del plazo se debe apreciar en relación con la duración total del procedimiento –incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse– hasta que se dicte sentencia definitiva y firme, con lo cual se agota la jurisdicción, criterio que reiteró en “Escudero”. En ambos precedentes se trataba de ilícitos comunes que no presentaban mayores complejidades probatorias, y habían transcurrido dos y un año –respectivamente– hasta la condena, pero la etapa recursiva se había extendido doce y veintiún años sin alcanzar pronunciamiento definitivo. La situación difiere de la suscitada en sub lite no solo porque, se trata de una causa compleja, sino porque habían transcurrido solo siete meses desde el inicio de la etapa recursiva, hasta que el a quo declaró que había sido lesionado el derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Tampoco la situación se asemeja a la analizada en el precedente “Farina”, donde el proceso recursivo en una causa sin complejidad se prolongó durante catorce años, que continuó pese a estar prescripta la acción penal de acuerdo a los artículos 62 y 67 del Código Penal y en virtud de una interpretación contra legem.  Por lo expuesto, corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario interpuesto, dejar sin efecto la sentencia apelada y ordenar el dictado de una nueva conforme a derecho.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 13 – Imputado: M., Carlos Saúl y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6219/2001/TO1/13/1/RH7, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Delitos tributarios. Allanamiento. Acción de nulidad. Facultades del fiscal. Admisibilidad del recurso. 


    Sobre la cuestión que aquí se debate, no puede soslayarse el criterio de interpretación restrictiva que rige en materia de nulidades, en cuanto la Corte ha establecido que, en atención al carácter accesorio e instrumental del derecho procesal, se exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho –lo que no se verifica en el caso–, porque “de otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público".  A mayor abundamiento, es pertinente recordar que pretender que el fiscal instructor puede apartar a los magistrados del ejercicio de su jurisdicción, desplegando un poder vinculante como el que sugiere la mayoría de la Sala I, importa no sólo reconocer al acusador una facultad de disposición sobre la acción pública que no surge del ordenamiento, sino que al mismo tiempo es despojar al juez del control de legalidad que, por imperio normativo, le corresponde esencialmente (artículo 168 del Código Procesal Penal de la Nación); contralor que, al haber sido invocado en el recurso por el fiscal general al expresar sus agravios, habilitaba la intervención de la cámara a quo en ese sentido.  A su vez, la actuación de la fiscalía en la anterior instancia encuentra también sustento en que no existe sostén normativo ni jurisprudencial para esgrimir que la falta de impulso fiscal de la instancia previa frustre la posibilidad de actuación de otro fiscal de mayor jerarquía por las vías procesales regularmente abiertas.  Por otro lado, en cuanto a la nulidad decretada, la forma de proceder obedeció a una adecuada valoración de las constancias del expediente, temperamento que además se ajusta al criterio establecido por la Corte, en cuanto consideró que “el hecho de que los motivos de un allanamiento consten o no en el acta respectiva – más allá de la eventual infracción procesal– no resulta en modo alguno suficiente para determinar si en un caso concreto han concurrido o no los casos y justificativos que exige la Constitución Nacional, pues lo que resulta esencial para que un allanamiento se ajuste a las pautas constitucionales es que del expediente –es decir, de las actuaciones públicas referidas a la investigación y sanción de una conducta presuntamente delictiva– surjan los motivos que le dieron sustento”.  Por último, no puede pasarse por alto que el criterio adoptado por la cámara resulta contrario a lo dicho por la Corte, en cuanto también ha sostenido que la descalificación de elementos probatorios referidos a la posible comisión de delitos por exceder la competencia del magistrado que dispuso el allanamiento, equivaldría a exigir que los jueces conociesen –y calificasen en consecuencia– el resultado de medidas investigativas, las que parten precisamente de un campo de ignorancia que ellas están destinadas a eliminar.  Es doctrina del Tribunal que, así como es exigible la existencia de elementos objetivos para evaluar la razonabilidad de la sospecha necesaria para el dictado de una medida que pueda afectar garantías fundamentales, ese mismo parámetro debe aplicarse cuando los jueces resuelven invalidar diligencias que, por haber sido dispuestas con acreditación de esos requisitos, no merecen reparos constitucionales.


    Recurso de queja N° 1 – Recurso de queja N° 8 – Imputado: P., Pedro Pablo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 454/2017/8/1/RH4, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Evasión fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    En atención a los fundamentos que la fiscalía ha desarrollado en su recurso y a los presentados al dictaminar en el caso “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene esta queja.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: B. M. S.R.L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1170/2019/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara al Ministerio Público Fiscal.  También lo es que las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario y que dicha regla cede en caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, extremo que se verifica en las presentes actuaciones, en la medida en que lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso, o cuando –como sucede en el sub lite– la sentencia omite el examen y resolución sobre alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa (Fallos: 339:1530).  Por otra parte, ha señalado que le corresponde al Tribunal decidir si existe o no el supuesto de arbitrariedad de sentencias, lo cual no releva a los órganos judiciales de resolver circunstanciadamente si la apelación federal, prima facie valorada, cuenta con fundamentos suficientes para dar sustento a la invocación de un caso de excepción, ya que de ser seguida la orientación opuesta, debería admitir que su jurisdicción extraordinaria se viese, en principio, habilitada o denegada sin razones que avalen uno u otro resultado, lo cual irroga un claro perjuicio al derecho de defensa de los litigantes y al adecuado servicio de justicia de la Corte Suprema.  La vía extraordinaria federal intentada es formalmente admisible.  En efecto, en el recurso de casación se había argumentado en forma fundada por qué la decisión que confirmó el sobreseimiento era arbitraria, cuestión que debió ser tratada por el a quo de acuerdo a lo previsto en los artículos 456 y 457 del Código Procesal Penal de la Nación y en su carácter de tribunal intermedio a los efectos del artículo 14 de la ley 48. Por ello, al cerrar en forma dogmática su jurisdicción y dejar sin respuesta esos atendibles argumentos, su decisión configuró un supuesto que habilita la apelación extraordinaria.  En el sub examine existen sobrados motivos para concluir que los directivos de la empresa llevaron a cabo esas transacciones de triangulación simulada, con el propósito de alterar la base imponible de sus tributos, obteniendo así un beneficio económico indebido al evadirse de las obligaciones fiscales que le correspondían a la firma local, por lo cual el sobreseimiento dictado por ausencia de delito resulta arbitrario, como así también las ulteriores resoluciones judiciales.  En ese orden de ideas, es oportuno recordar que la Corte ha sostenido que el efecto del sobreseimiento es cerrar de forma definitiva e irrevocable el proceso penal y su dictado en la etapa de instrucción reviste carácter excepcional, por ello debe provenir de una instrucción completa susceptible de producir en el juzgador la certeza de la concurrencia de alguna de las causales previstas en el código procesal.  En suma, desarrollada de modo suficiente la arbitrariedad alegada para que la cámara de casación pudiera asumir el conocimiento propio de su competencia, al rehusar dogmáticamente –por mayoría– pronunciarse frente a planteos de aquella naturaleza, corresponde que la decisión puesta en crisis sea descalificada como acto judicial válido por apartarse de la doctrina sentada en el precedente “Di Nunzio” conforme la cual, siempre que se invoquen en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento, deben ser revisados previamente en aquella instancia intermedia.


    Recurso de queja N° 8 – Imputado: P. & G. S.R.L. s/ Infracción a la Ley 22.415 Denunciante: Fiscalía Nacional de Primera Instancia en lo Penal Económico N°1


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1514/2014/8/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Excarcelación. Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 


    Así las cosas, teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, los razonables argumentos oportunamente planteados por el señor fiscal general en el recurso de hecho han perdido vigencia y la cuestión así introducida se ha vuelto abstracta.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: M., Cristian Isidoro Jesús s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55652/2017/TO2/36/2/1/RH15, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Emergencia sanitaria. Coronavirus. Debido proceso. Circunstancias que impiden la excarcelación. Insuficiencia del agravio. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Es doctrina del Tribunal que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, que esta regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  En el sub judice es uno de los supuestos de excepción que justifican la intervención del Tribunal ya que la mayoría de la cámara de casación hizo un análisis fragmentario de los argumentos vertidos por el magistrado del tribunal oral que, aplicando correctamente la ley que regula el instituto de la excarcelación y valorando las particulares circunstancias de la causa, había decidido denegarla ante los riesgos procesales subsistentes.  En este contexto, en torno al riesgo de fuga, el a quo sostuvo, como única argumentación, que el inferior en grado se había limitado a reiterar la gravedad del hecho y su pena en expectativa y a inferir así la existencia de riesgos procesales cuando ello, por sí solo, no constituye contramotivo suficiente para cercenar la libertad del imputado.  Se observa que, como expresan los impugnantes, tal afirmación es genérica pues la denegatoria se había basado en una correcta aplicación, a partir de aquellos elementos, de la presunción iuris tantum –completando su análisis con otros que reforzaron la imposibilidad de aplicar otra medida de coerción– y no pueden ser descartados como datos de relevancia a fin de analizar en concreto el mentado peligro y, sobre esa base, determinar la adecuada solución del caso.  Dadas las características de los hechos que se juzgan y de la víctima, señalaron con énfasis los acusadores públicos que, al resolver, los jueces del a quo no tomaron en consideración el posible contacto con ésta para influir en su testimonio, tanto por la circunstancia de que el imputado se haya vinculado con el menor por medios digitales –de difícil control por parte del Estado–, como por el hecho de que la víctima ya cuenta con más de dieciséis años de edad por lo que, en principio, debería declarar en el debate (de conformidad con lo dispuesto en el art. 250 bis, a contrario sensu, y con la salvedad que dispone el art. 250 ter del Código Procesal Penal de la Nación), con riesgo de que pueda llegar a ser influenciado o coaccionado por el imputado –lo que también había sido valorado por el juez de instrucción–.  La decisión de la mayoría de la cámara de casación resulta carente de una debida fundamentación, lo que la torna arbitraria, pues si bien no desconozco que los jueces no están obligados a tratar todos y cada uno de los argumentos de las partes, sino sólo aquéllos que estimen pertinentes para la resolución del caso, el Tribunal ha resuelto que son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.  Si bien este criterio resulta de aplicación más rigurosa aun en casos como el presente, donde los agravios se encuentran vinculados a resoluciones que deciden sobre el derecho a permanecer en libertad mientras dure el proceso al que el Tribunal le ha reconocido jerarquía constitucional, las razones supra desarrolladas muestran que las características del sub judice permiten sostener que se encuentran acreditados los riesgos procesales que contemplan los artículos 221 y 222 del Código Procesal Penal Federal, y así, autorizan la restricción cautelar que se reclama.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: I., D. M. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67091/2019/TO1/2/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa O. 296, L. XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”, y al dictamen de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “Aguilera, Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    D. l. I., Rodolfo Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 44591/2017/5/1/1/RH3, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Explotación laboral. Trata de personas. Situación de vulnerabilidad. Personas migrantes. Violencia de género. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    En primer lugar se observa que en el fallo apelado no han sido examinadas las pruebas bajo las pautas específicas correspondientes para sucesos como el de autos que, oportunamente, habían sido tenidas en cuenta de manera adecuada en la sentencia del tribunal oral.  En ese sentido, es importante recordar que el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente de mujeres y niños, complementario de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, postula en su artículo 3° que "a) por 'trata de personas' se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos", precisando a continuación que, en hechos –como el presente– en que la víctima es menor de edad, c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de explotación se considerará trata de personas incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios enunciados en el apartado a) ”Dicha especificación tiene su razón de ser en la más gravosa situación de vulnerabilidad que la minoridad conlleva en esta clase de sucesos, circunstancia a la cual, en el presente, debe agregarse también la condición de mujer y migrante de la damnificada”.  La Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva n° 13/03 –con remisión a la resolución sobre "Protección de los Migrantes" de la Asamblea General de las Naciones Unidas– hizo especial referencia a la situación de vulnerabilidad en que suelen encontrarse los migrantes “debido, entre otras cosas, a que no viven en sus Estados de origen y a las dificultades que afrontan a causa de diferencias de idioma, costumbres y culturas, así como las dificultades económicas y sociales y los obstáculos para regresar a sus Estados de origen a que deben hacer frente los migrantes sin documentación o en situación irregular".  Por su parte, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (de Belém do Pará) aprobada por la Ley n° 24.362, establece en su artículo 7° que los Estados Partes deben adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, y “e) tomar las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer”, directrices que fueron receptadas por nuestra legislación en la Ley n° 26.485, que en su artículo 16 determina que los organismos estatales deben garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento judicial o administrativo, el derecho –entre otros– “i) a la amplitud probatoria para acreditar los hechos denunciados, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus naturales testigos”.  En tales condiciones, si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de la prueba constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 7 – Imputado: F. C., Guadalupe y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37700/2016/TO1/7/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto al fondo del asunto, se reproducen los argumentos vertidos en el dictamen de la causa FMZ 32018975/2009/TO1/1/1/1/RH1, “R. R., José Eduviges s/ Incidente de recurso extraordinario”. Por ello, se mantiene la presente queja.


    Recurso de queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: R. N., Jorge Marcelo s/ Recurso de casación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 91002322/2009/TO1/1/1/1/RH2, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Fraude a la administración pública. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 


    El recurrente lleva razón en lo que respecta a la impugnabilidad de la resolución apelada. Si bien con ella no se pone fin al pleito resulta equiparable a sentencia definitiva, a los fines del artículo 14 de la ley 48, con arreglo a una asentada jurisprudencia de la Corte.   En efecto, la resolución apelada, por su índole y consecuencias, puede frustrar los derechos federales invocados por el recurrente, y acarrear perjuicios de imposible o tardía reparación ulterior. Como lo ha formulado la Corte en el precedente de Fallos: 272:188, “debe reputarse incluido en la garantía de la defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional el derecho de todo imputado a obtener —luego de un juicio tramitado en legal forma— un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre y de innegable restricción a la libertad que comporta el enjuiciamiento penal”. Y, de conformidad con esa misma doctrina, la alegación razonable de que este derecho ha sido conculcado exige tutela inmediata.  Sin embargo, el postulado del recurrente, en el sentido de que la continuación de este proceso supondría la violación del derecho del acusado a ser juzgado dentro de un plazo razonable, carece de la fundamentación suficiente que exige un planteo de esa naturaleza.  El plazo razonable que garantizan la Constitución Nacional y los artículos 7.5 y 8.1 de la  Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ha de ser determinado judicialmente en cada litigio, tomando en consideración los rasgos particulares del caso concreto. Y si bien cualquiera que fuera el lapso que de esa manera se fijara, su cumplimiento determinaría la extinción de la pretensión punitiva a pesar de que los términos de prescripción dispuestos en la ley ordinaria indicaran lo contrario, lo cierto es que éstos deben ser tenidos particularmente en cuenta. Pues debe recordarse, como lo ha afirmado la Corte en muchos de sus precedentes relevantes para la cuestión, la estrecha relación que guarda el derecho a ser juzgado en un plazo razonable con el régimen de prescripción de la acción penal que establecen las leyes. Esa reglamentación no agota el derecho que la Constitución garantiza, pero constituye el vehículo prioritariamente idóneo para tutelarlo.  En ese contexto, la Corte ha afirmado, en línea con lo sostenido por esta Procuración General, la especial importancia que reviste la regla del artículo 67, segundo párrafo, del Código Penal a la luz de los compromisos internacionales del Estado argentino en materia de lucha contra la corrupción.  Sentado lo anterior, corresponde observar que la determinación judicial de que en un caso concreto se ha violado el derecho fundamental de una persona a ser juzgada en un plazo razonable no es el resultado de un simple cotejo con un término elegido en abstracto. Antes bien, ella exige una indagación detallada de los pasos de tramitación concretos que explican el retraso del procedimiento a fin de evaluar si el acusado ha sido víctima de “la injusticia de una indefinición que atenta contra la garantía constitucional de la defensa en juicio”.  Como lo ha establecido la jurisprudencia citada de la Corte, la de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y otros tribunales internacionales, esa evaluación obliga a tomar en consideración, entre otros elementos, la naturaleza de los delitos imputados en el proceso, la complejidad de la persecución penal y la prueba, la actividad procesal de la parte  interesada y la conducta de las autoridades responsables de la administración de justicia.  La cuestión federal aducida ha sido formulada sin la fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48 y la doctrina constitucional específica en lo que respecta al derecho invocado, y en consecuencia, la presentación directa en estudio no es procedente, por lo que, corresponde desestimar la queja.


    Recurso queja N° 1 – Recurso queja N° 18 – Imputado: A., Ernesto s/ Defraudación contra la administración pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11663/2000/18/1/RH7, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Sentencia no firme. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Debe recordarse que pronunciamientos como el impugnado, que revocan el sobreseimiento y ordenan la continuación del trámite de la causa, no reúnen, como regla, la calidad de sentencia definitiva que exige el artículo 14 de la ley 48. La sola carga de seguir sometido a un proceso criminal —ha sostenido reiteradamente la Corte— no constituye por sí misma un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior que autorice asignar carácter final a una decisión que no lo tiene.  Asimismo, tal como lo ha sostenido reiteradamente el Tribunal, el recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas de prueba y de derecho común, que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de tal gravedad extrema, que no pueda predicarse de sus fallos que son la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución, lo que no ocurre en el sub examine.


    L. A., Marcelo Alberto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 8720/2002/11/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Funcionarios públicos. Interpretación amplia. Escribano de registro. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los argumentos reproducidos en el dictamen de la causa FMZ, 32018975/2009/TO1/1/1/1/RH1, “R. R., José Eduviges s/ Incidente de recurso extraordinario”


    Tiene dicho la Corte que cualquiera sea la generalidad de los conceptos empleados en sus fallos, ellos no pueden entenderse sino en relación con las circunstancias del caso que los motivó, siendo máxima de derecho que las expresiones generales empleadas en las decisiones judiciales deben tomarse siempre en conexión con el caso en el cual se usan.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 2 – Imputado: Á., Miguel Alfredo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12000106/2005/2/1/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Recusación. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 


    De acuerdo con la doctrina de la Corte las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales locales no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, pero ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso. Pues bien, esta Procuración General no advierte que éste sea uno de esos casos de excepción, por lo que la queja es improcedente.  No son equiparables a sentencia definitiva las decisiones adoptadas con motivo de la recusación de los jueces, ya que la posibilidad de sentencia adversa es una mera hipótesis que puede llegar a acaecer o no.


    S., P. J. s/ Homicidio doblemente calificado-recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1513/2019/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    En el sub examine se configura la excepción que justifica la intervención del Tribunal con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, en tanto la decisión no es una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa y propone una exégesis irrazonable de la norma aplicada que la desvirtúa y la torna inoperante.  La Corte ha señalado que son descalificables aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hagan mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, o utilizando pautas de excesiva latitud en sustitución de normas positivas inmediatamente aplicables, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.  Es doctrina del Máximo Tribunal que “la inadecuada inteligencia del derecho común, capaz de dejar en letra muerta las disposiciones penales constituye una causal de arbitrariedad”.


    B., Claudia Alejandra Beatríz s/ Homicidio agravado (Artículo 80 inciso 7)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2335/2017/RH1, 01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Superior Tribunal de Justicia. Doctrina de la arbitrariedad. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Debido proceso. Aplicación analógica de la ley. Interpretación restrictiva. Preclusión. Nulidad absoluta. Testigos de actuación. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal.   Aun cuando esto pueda rozar la inteligencia de normas de derecho local, ese rigor formal, en tanto involucra la garantía fundamental de defensa en juicio, bien pudo atenuarse con base en el propio código procesal provincial, con la interpretación in bonan partem del citado artículo 166 a la luz de los principios que fijan sus artículos 3 y 114, que permitían hacer lugar a la petición de la nueva defensa. En efecto, el primero de ellos prevé que toda limitación al ejercicio de un poder a los sujetos del proceso debe interpretarse restrictivamente; en tanto que el segundo establece que en supuestos de abandono de la defensa el nuevo letrado puede solicitar hasta tres días de prórroga para el inicio o continuación de la audiencia de debate.  El criterio ritualista con que el tribunal oral rechazó la solicitud, y la fórmula estereotipada y dogmática con que el a quo omitió revisar el agravio que al respecto planteó la defensa en el recurso de casación, permiten advertir que, efectivamente, ha existido una respuesta insuficiente al cercenamiento que de esa garantía alega el recurrente, la cual no configuraba una mera disconformidad con la decisión del tribunal de mérito. Este déficit adquiere mayor entidad ante el temperamento de facto adoptado respecto del tardío ofrecimiento de prueba del acusador particular, con marcado detrimento de la igualdad de armas que debe regir en el proceso.  Este proceder denotó no solo un excesivo rigor formalista del tribunal de mérito en perjuicio de la defensa, sino también un notorio desequilibrio en favor de la parte acusadora particular al admitirse la prueba que ofreció extemporáneamente. Es que tal como se señaló en Fallos: 310:1797, en una materia tan delicada como es la que concierne a la defensa en sede penal, los juzgadores están legalmente obligados a proveer lo necesario para que no se produzcan situaciones de indefensión.  En similar sentido, al resolver en Fallos: 315:1043, la Corte reiteró que, desde los inicios de su actividad dejó sentado que era de equidad y aun de justicia apartarse del rigor del derecho para reparar los efectos de la ignorancia de las leyes por parte del acusado o del descuido de su defensor. Por lo tanto, no basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso, que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, sino que es menester además que aquél reciba una efectiva y substancial asistencia de parte de su defensor. Por su parte, al votar en disidencia el juez Petracchi también invocó ese criterio y recordó la doctrina de la Corte según la cual la negligencia del abogado defensor no puede acarrearle perjuicios al procesado, ni se puede sancionar la falta del defensor en cabeza del defendido (considerando 6° y sus citas).  Lo hasta aquí expuesto, permite concluir que lo referido al agravio sobre la limitación al ejercicio del derecho de defensa en juicio ha sido resuelto por el a quo con un criterio ritualista en detrimento de las garantías del justiciable sin que, en las condiciones descriptas, la invocación de los principios de preclusión y progresividad resulte aplicable, pues ellos requieren la observancia de las formas sustanciales del juicio y no rigen ante supuestos de nulidad.   Es criterio de la Corte que si bien sus pronunciamientos deben limitarse a lo peticionado por las partes, constituye un requisito previo emanado de la función jurisdiccional, el control, aún de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional no podría ser confirmada.   Sobre la nulidad planteada por el defensor, la Corte ha resuelto que si bien la ausencia de testigos de actuación al tiempo de confeccionarse el acta de procedimiento tachada de inválida puede no importar la violación concreta de alguna garantía constitucional atinente a los sujetos involucrados, ya que la función primordial que poseen las nulidades en el proceso es privar a un acto de eficacia como consecuencia de un vicio que lo desnaturaliza, la invalidez absoluta de ese acto solo puede encontrar motivo en defectos sustanciales y no en vicios meramente formales, salvo si se ocasiona una flagrante violación de garantías constitucionales de imposible reparación ulterior, verbigracia, el ejercicio de la defensa en juicio.   El derecho a interrogar a los testigos configura una garantía judicial fundamental que asegura el artículo 8.2.f de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; mientras que el artículo 14.2.e del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos lo prevé en cuanto a los testigos de cargo y de descargo. Es evidente que, en las condiciones del caso, la tensión entre ese derecho y la identidad reservada de los testigos que, horas después del hecho, fueron invocados por el personal policial para identificar al autor y enderezar hacia él la pesquisa, ha sido apta para afectar sus garantías.  Estas solas referencias, bastan para advertir que la nulidad de esa diligencia que introdujo el letrado al inicio de la audiencia, involucraba una cuestión de orden público con directa incidencia en la defensa del acusado y el debido proceso que asegura el artículo 18 de la Constitución Nacional, lo cual desvirtúa de manera rotunda la ausencia de perjuicio, vicio, defecto u omisión que juzgó el a quo para su rechazo.  Es doctrina de la Corte que aun cuando en materia de nulidades debe primar un criterio restrictivo, procede su declaración cuando el vicio causa un perjuicio irreparable que tenga trascendencia sobre la garantía de defensa en juicio o se traduzca en el menoscabo de algún otro derecho.


    A., Juan José Andrés s/ Robo calificado por el uso de arma en grado de tentativa en concurso real con homicidio criminis causa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 712/2018/RH1, 15 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Incapacidad sobreviniente. Defensa en juicio. Cuestión abstracta. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Interpretación de ley. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas aun cuando sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.  Los agravios que el recurrente pretende someter a conocimiento de la Corte, relativos a la afectación del derecho de defensa en la etapa recursiva por no aplicarse el artículo 77 del código procesal, devienen abstractos en virtud de haber concluido aquella fase y existir sentencia condenatoria firme.  La Corte tiene establecido que las decisiones relativas a la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, el otorgamiento de la apelación extraordinaria y corresponde hacer excepción a tal regla sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando la decisión apelada frustra el alcance de la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente.  La vía federal intentada no es admisible en tanto el agravio remite a la interpretación del artículo 77 del Código Procesal Penal de la Nación, materia reservada a los jueces de la causa y ajena como regla a la vía extraordinaria, que fue resuelta con fundamentos suficientes que no fueron rebatidos por el recurrente, que solo se limitó a proponer una exégesis distinta sin demostrar que aquélla comprometa gravemente las garantías invocadas que justifique la intervención de la Corte por arbitrariedad de sentencia.  Frente al texto del artículo 77 del Código Procesal Penal de la Nación, la inteligencia asignada por el tribunal de juicio y convalidada por el a quo sigue las pautas fijadas por la Corte conforme a las cuales la primera fuente de interpretación de ley es la que emerge de su letra de manera que cuando ésta no exige esfuerzo de comprensión debe ser aplicada directamente sin que resulte admisible efectuar consideraciones ajenas al caso que aquélla contempla, pues su exégesis debe practicarse sin violencia de su letra y de su espíritu; aun con el fin de adecuación a garantías y principios constitucionales, debe practicarse sin violación de su letra o de su espíritu.


    A. C., S. s/ Incidente recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68664/2018/TO1311RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Libertad provisional. Torturas. Crímenes de lesa humanidad. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Mantenimiento del recurso. 


    Acierta el recurrente al tachar de arbitraria la nueva decisión del a quo. En efecto, la mayoría sostuvo, en primer lugar, que debía pronunciarse sobre aquella cuestión pues, si bien en la resolución de segunda instancia no se habían considerado las circunstancias señaladas en la impugnación de la fiscalía como demostrativas de la existencia de riesgo procesal, tal pronunciamiento resultaba necesario con base en los principios de economía procesal y preclusión. Sin embargo, al brindar los fundamentos de su decisión, volvió a omitir el análisis de tales circunstancias, pues ponderó únicamente “el estado de las actuaciones [que ya fueron remitidas a juicio], las constancias hasta ahora arrimadas al proceso, la calificación escogida y, especialmente, que el imputado siempre se ha mantenido a derecho”.  Tal infundada falta de consideración de circunstancias relevantes para la adecuada solución del caso, según lo resuelto por la Corte en su sentencia dictada en el sub examine, invalida la decisión impugnada mediante recurso federal a la luz de la consolidada doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 2 – Imputado: S., Jorge Osvaldo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 24000638/2005/2/2/1/RH4, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa "D., Horacio Pedro y otro s/ Legajo de apelación".


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 3. Denunciado: D., Horacio Pedro y otro s/ Legajo de Apelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1610/2015/3/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Recurso de queja N° 1 -Incidente N° 1– Imputado: C., Cristian Darío s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70579/2019/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    En atención a los fundamentos desarrollados por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal en su impugnación, se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: D., Matías Rodolfo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5591/2017/TO1/1/1/1/RH1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    La presente queja plantea una cuestión apta para ser sometida a la consideración del Tribunal por la vía del artículo 14 de la ley 48, tal como lo ha entendido la Procuración General en el dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S , Alan s/ Causa n° 13590”.


    Recurso de queja N° 1-Incidente N°1: Imputado: D., Adolfo Antonio y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1191/2015/6/1/1/RH5, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión mutatis mutandis al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13.590”.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: R., Esteban Luis y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 476/2013/17/1/1/RH6, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: C. de B. A. S.R.L s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1291/2017/TO1/5/1/1/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 4. Denunciado: L. C. S.A  s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 65046/2017/4/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas CCC 74061/2016/TO1/12/1/RH2, “M. Z., Ezequiel Rodrigo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario”; y CCC 56523/2014/TO1/3/1/RH1, “A., César Ariel s/ Robo con armas”, este último resuelto por la Corte en sentido a


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 6 – Imputado: G., Paula Alejandra s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66482/2017/TO1/6/1/RH1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    M., Carina Fabiola s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1502/2018/RH1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Peculado. Resoluciones equiparables a definitiva. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Nulidad procesal. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    La queja debe ser desestimada, ya que la parte se ha limitado a reiterar en su recurso federal los agravios ya planteados ante el a quo, sin refutar todos y cada uno de los argumentos en los que se basa la decisión impugnada, por lo que el recurso carece del requisito de fundamentación suficiente requerido por el artículo 15 de la ley 48 y, en consecuencia, resulta improcedente.  La Corte ha señalado, salvo la mejor interpretación que pudiera hacer de sus propios fallos, que si bien un auto que resuelve una recusación basada en el temor objetivo de parcialidad no pone fin al juicio, ni se pronuncia de modo final sobre el hecho imputado, resulta equiparable a sentencia definitiva. Ello es así, en tanto un auto de aquella índole produce un perjuicio de tardía e insuficiente reparación ulterior, pues al cuestionarse la imparcialidad objetiva del juzgador se pretende que el proceso no avance ante el juez sospechado, dado que de tener que pronunciarse la Corte luego de llevado a cabo el juicio y agotados los recursos pertinentes, se produciría una dilación indebida del proceso, como así también un dispendio jurisdiccional innecesario, al tener en cuenta que de resolverse favorablemente la pretensión de la defensa, se debería realizar un nuevo juicio.  Por otro lado, en el mismo precedente, la Corte sugirió, al definir el alcance de la doctrina que allí sentaba, que el derecho en cuestión exige el planteo oportuno, de acuerdo con los remedios procesales disponibles, de parte de quien teme la parcialidad del juzgador en razón de las intervenciones previas que éste pueda haber tenido.  Esta Procuración General no pretende desconocer que, en sentencias posteriores a la citada, la Corte resolvió revocar condenas con la sola invocación de tal precedente y del registrado en Fallos: 329:3034, a pesar de que las objeciones a la imparcialidad del tribunal habían sido invocadas tardíamente.  En rigor, esta Procuración General sostiene que tal jurisprudencia no es aplicable al sub examine, ya que aquí no se trata de la omisión de plantear el agravio o de su introducción inoportuna, sino de un caso en el que la cuestión fue resuelta mediante un auto que la parte no impugnó.  En cuanto al invocado vencimiento del plazo razonable del proceso, el recurrente introdujo esa cuestión sin atender a la doctrina de la Corte que establece que los apelantes deben demostrar lo irrazonable de la prolongación, pues en esta materia no existen plazos automáticos o absolutos y, en consecuencia, la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible.  A ese respecto tal remedio extraordinario carece de fundamentación suficiente.  Lo mismo opina este Ministerio Público en relación con los agravios referidos a las garantías de la determinación de la acusación y la correlación entre la acusación y la sentencia, tal como ya concluyo al expedirse en relación con similares críticas al emitir dictamen en este mismo proceso con fecha 6 de diciembre de 2016.  La Corte ha afirmado que en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando un vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable. La nulidad por vicios formales carece de existencia autónoma dado el carácter accesorio e instrumental del derecho procesal; por ello exige como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho. De lo contrario, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público.  En consecuencia, “no debe confundirse el respeto a los recaudos que tienden a asegurar la protección del ejercicio de una garantía constitucional con la incolumidad de la garantía misma”, pues lo opuesto implicaría convertir a los medios encaminados a proteger el ejercicio de aquella garantía en una garantía en sí misma, con olvido del carácter meramente instrumental que tales medios revisten.  En cuanto a las críticas de la parte acerca de la calificación legal del hecho, esta Procuración General no advierte que el fallo apelado exceda la interpretación posible de normas de derecho común al adscribir a una postura que cuenta con apoyo en la doctrina y la jurisprudencia, lo que traduce el carácter opinable de la solución adoptada y obsta a su impugnación con base en la arbitrariedad de la sentencia, sin que la invocación de preceptos constitucionales baste para la debida fundamentación del recurso, puesto que, de otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional. Por ello, el recurso extraordinario interpuesto resulta formalmente improcedente a ese respecto.  En cuanto a la alegada arbitrariedad en la determinación de la pena, resulta aplicable al sub examine la doctrina de la Corte según la cual el ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas no suscita cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común, sin que se advierta, ni la parte ha demostrado, la arbitrariedad invocada.


    R. F., Raúl Orlando y otros s/ Peculado capital s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 594/2021/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Pena. Libertad asistida. Cuestión federal. Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 


    Con posterioridad a la interposición del recurso fiscal, venció la pena impuesta al acusado, cuya modalidad de ejecución motivó la impugnación.  Habida cuenta de que esa situación sobreviniente ha tornado abstracto el agravio de naturaleza federal y, por lo demás, bien planteado por el representante del Ministerio Público, de conformidad con el criterio de Fallos: 324:1096 y 325:1440, entre otros, se desiste del recurso interpuesto.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: I., Gonzalo Fabián s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12333/2016/TO1/5/1/1/RH1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13590”.


    Recurso de queja N° 1-Incidente N°1- Contribuyente: G. T. G. S.A.C.I.F. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2371/2011/12/1/1/RH5, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CFP 6082/2007/TO1/35/CS1, “P., Enrique José y otros s/ Defraudación contra la administración pública y asociación ilícita”.


    Si bien las decisiones que rechazan la prescripción de la acción penal no constituyen sentencia definitiva, no cabe duda que según la doctrina actual de la Corte resultan a ella equiparables a los fines del recurso extraordinario cuando el agravio se basa en la garantía a ser juzgado en un plazo razonable y la duración de la persecución penal permite considerar, prima facie, la posibilidad de su afectación.


    Recurso de queja N° 3 - Incidente N° 1 - Procesado: C., Ricardo Juan Alfredo y otros s/ Recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 12099/1998/TO1/12/2/1/3/RH15, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Crimines de lesa humanidad. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”, T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838” y B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”, y A. 57, XLIX, “Araujo,


    B., Luis Enrique s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615/2010/T01/34/5/1/1/RH50, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 54004613/1976/TO2/39/3/1/1/RH3, “D.M., Gustavo Ramón s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    D. M., Gustavo Ramón s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 54004613/1976/TO2/39/2/1/1/RH4, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Oposición del fiscal. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina del Tribunal que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, ha hecho ceder esta regla cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Se justifica la intervención de la Corte, ya que la decisión de la cámara de casación, que otorga el arresto domiciliario, posee un fundamento aparente, con apoyo en afirmaciones meramente dogmáticas, es decir, no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.   El fiscal general planteó debidamente la arbitrariedad de lo resuelto por el a quo y la consecuente afectación de la garantía constitucional del debido proceso, que ampara a todas las partes por igual, lo que suscita cuestión federal suficiente.  Existían circunstancias objetivas de relevancia que no debían ser soslayadas por el a quo al momento de ponderar la existencia de peligro procesal.  El a quo no podía dejar de ponderar las circunstancias, sin incurrir en arbitrariedad, al no tener en cuenta que la salud del imputado se encontraba debidamente atendida por parte del Servicio Penitenciario Federal y, al resolver de esa manera, descartó la existencia de los riesgos procesales que, por mandato legislativo, deben ser considerados.   Lo resuelto debe descalificarse como acto jurisdiccional válido.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: C., Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1646/2015/TO4/6/1/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Otorgamiento del beneficio. Oposición del fiscal. Recurso. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Falta de fundamentación. Defectos en la fundamentación de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina del Tribunal que la tacha de arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, tampoco para abrir una tercera instancia para debatir temas no federales ni para la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Asimismo, que esta regla puede ceder cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  La mayoría de la decisión de la cámara de casación posee un fundamento aparente, apoyada en afirmaciones meramente dogmáticas, por lo que no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.  Las deficiencias surgen palmarias del propio texto del primer voto de la sentencia impugnada, en cuanto allí se reconoce de modo expreso que la beneficiada con la prisión domiciliaria no integra el listado de personas en situación de riesgo confeccionado por el Servicio Penitenciario Federal, no obstante lo cual tuvo en cuenta su “particular estado de vulnerabilidad, desprotección y peligro frente a los efectos y derivaciones de la pandemia originada por la propagación del virus COVID-19” en consideración a su “especial situación de encierro” y su alegado estado de salud, afirmaciones que no solo resultan infundadas, sino incluso, en cuanto a lo segundo, contradictorias con lo expuesto por el juez que quedó en minoría.  La sentencia se limitó a invocar de modo genérico el interés superior del niño, sin correlación con las concretas circunstancias comprobadas en autos por parte del tribunal que había denegado la excarcelación pues “no se había comprobado que su hijo menor de edad estuviera en una situación de desamparo que requiriera la presencia de su madre, ni tampoco si la re-vinculación con el menor resultaba aconsejada por los profesionales intervinientes, por cuanto la tutela de sus derechos y su desarrollo psicofísico estaba garantizado por el cuidado que le dispensaba su hermana mayor, circunstancias éstas que resultaban conducentes para evaluar la necesidad –o no– de que se le morigerara su encierro a la luz de la emergencia sanitaria frente a la pandemia declarada por la aparición del Coronavirus (COVID 19 o SARS-COV-2)”.  La decisión impugnada prescindió de ponderar que el tribunal oral había verificado que se encontraba a resguardo el interés superior del hijo menor de la imputada, pues al momento de resolver había tenido en consideración que se encontraban pendientes de producción el informe social relacionado con la constatación del vínculo filial con la madre, por parte de Servicio Local de Promoción y Protección del Niño, Niña y Adolescentes del Municipio de Hurlingham, así como también la evaluación del Programa de Asistencia de Personas Bajo Vigilancia Electrónica de la Dirección de Readaptación Social del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos a fin de determinar si el domicilio aportado para el usufructo del beneficio resultaba apto para la implementación de un dispositivo de vigilancia electrónica.  La decisión adoptada por la mayoría de la Sala de Feria soslayó la existencia de las circunstancias objetivas que habían conducido al tribunal de juicio a fundar una alta prognosis respecto de la frustración de los fines del proceso, dada no solo por la gravedad del hecho imputado sino fundamentalmente porque la imputada registra un antecedente condenatorio, en el cual se le había concedido, oportunamente, la libertad condicional, por lo que en caso de recaer condena en este proceso sería de efectivo cumplimiento y se proyectaría sobre una eventual declaración de reincidencia.  La decisión de la cámara de casación resulta carente de una debida fundamentación, por cuanto desatendió la consideración de extremos oportunamente invocados y atendibles, habida cuenta la obligación de analizar en concreto la existencia de los riesgos procesales, prima facie acreditados. La decisión de la mayoría del a quo es arbitraria, ya que resulta insostenible tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso.


    Recurso de queja n°1 – Incidente n°1 – Imputado: M., Stella Maris s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 41231/2018/TO1/6/1/1/RH5, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Salud del imputado. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas O. 296, XLVIII, “Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación”; T. 13, XLIX, “Torra, Miguel Ángel s/ Causa n° 15.838”; B. 106, XLIX, “Bossié, Antonio Federico y otro s/ Causa n° 16.486”; y A. 57, XLIX, “Araujo, R


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 2. Imputado: L., Juan d. l. C. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 16000047/2011/TO1/12/2/1/RH6, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Prisión preventiva. Gravamen actual. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal.  De acuerdo al artículo 2º de la ley 24.390 en cuanto dispone que “los plazos previstos en el artículo precedente no se computarán a los efectos de esta ley, cuando los mismos se cumplieren después de haberse dictado sentencia condenatoria, aunque la misma no se encontrare firme”, los agravios invocados con base en el principio de inocencia y en los derechos al recurso y libertad ambulatoria han perdido virtualidad, por lo que la apelación extraordinaria que aquí intenta la defensa oficial carece de la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 19. Imputado: G., José Fabián y otros s/ Infracción Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42096/2016/TO1/19/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad calificada. Perseguido político. Sustracción de menores. Ocultamiento del menor. Retención de menor. Doctrina de la arbitrariedad. Errónea apreciación de la prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CFP 16964/2008/TO1/16/RH4, “B., R.B.A. y otros s/ Sustracción de menores de 10 años”.


    M., R. E. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9243/2007/TO1/7/1/RH3, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad cometida por funcionario público. Mantenimiento del recurso. 


    Cabe recordar que si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución que corresponde dar al caso, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos.  Ese vicio afecta la certeza jurídica de la decisión impugnada, entendida como expresión final del derecho a la jurisdicción, así como el debido proceso legal y el derecho de defensa en juicio, consagrados en el artículo 18 de nuestra Constitución Nacional, que amparan a todas las partes por igual.  En particular, la Corte ha señalado que, en el caso de los tribunales pluripersonales, los jueces profesionales tienen el deber de asegurar una clara y explícita mayoría sustancial de fundamentos en sus decisiones, pues, de lo contrario, se correría el riesgo de incurrir en el absurdo de suponer que, para impugnar, sean las partes del proceso quienes deban escoger cualquiera de los fundamentos de los votos individuales que confluyeron en la decisión, de modo que sea el propio recurrente quien le atribuya al pronunciamiento un fundamento que aquel, como tal, no tuvo.  Esta Procuración General no pasa por alto que las decisiones de la Corte están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, pero la Corte ha establecido que constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la existencia de un vicio capaz de provocar la nulidad absoluta del fallo no podría ser confirmado por sentencias ulteriores.


    F. G., Fabián Uriel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27004012/2003/355/1/2/RH56, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Torturas. Concurso real. Perseguido político. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La apelación federal resulta formalmente admisible pues, aun cuando el planteo del recurrente pueda ser considerado de hecho y prueba, materia regularmente ajena a esta instancia, ello no es óbice para que el Tribunal conozca en los casos que, como el sub examine, constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.  El presente es uno de esos casos de excepción porque, como lo señala el recurrente, la decisión impugnada se fundó en un análisis parcial de la prueba obtenida y desatendió planteos conducentes para la adecuada solución del caso, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 28 – Imputado: C., Antonio Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 33008736/2005/TO2/28/1/RH8, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Torturas. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Prueba de cargo. Mandato de certeza. Crímenes de lesa humanidad. Mantenimiento del recurso. 


    Tal como se ha señalado en el recurso de casación, los argumentos expuestos en la decisión confirmada por el a quo no permiten descartar, en esta etapa del proceso, la intervención en los hechos de los integrantes del área de inteligencia con competencia en el territorio en el cual residía el damnificado y se realizaron su secuestro y las tareas previas dirigidas a consumarlo. Tales argumentos, de acuerdo con lo expuesto, únicamente apoyan la hipótesis, no negada por la acusación pública, de que el secuestro de la víctima interesaba a las autoridades de facto con asiento en La Plata, a donde sería trasladado tras su detención; pero ello no es suficiente para considerar rebatida la otra hipótesis, sostenida por la fiscalía, según la cual los imputados contribuyeron a la comisión de los hechos. En particular, esta hipótesis resulta apuntalada sólidamente por los elementos de convicción valorados por el recurrente, cuya ponderación, en cambio, ha sido omitida por el a quo.  De las pruebas expuestas, omitidas en las decisiones impugnadas, surgen indicios serios y concordantes de que los imputados, quienes se desempeñaban en el área de inteligencia, intervinieron al menos en la selección e identificación como blanco del damnificado y en la ejecución de su secuestro y posterior traslado a los centros de detención clandestina en los que estuvo cautivo.   Como lo afirma el representante de este Ministerio Público, a pesar de la falta de precisión en el testimonio del damnificado, ya fallecido, lo cierto es que sus dichos constituyen otra prueba de la que puede inducirse, razonablemente, la realización de actividades de inteligencia por personal de la subzona 5.1, dirigidas a contribuir a la comisión de los hechos, lo que socaba la hipótesis de la exclusiva intervención de personal ajeno a esa subzona.  En conclusión, la resolución del a quo, se aparta arbitrariamente de las constancias de la causa, en especial de la declaración del damnificado y de las directivas y normas citadas, cuya valoración conjunta no permite descartar, por lo menos en el estado actual de la investigación, la reconstrucción de lo ocurrido en la que se basa la acusación.  Cabe recordar que la Corte ha descalificado los pronunciamientos que, como consecuencia de una valoración fragmentaria de la prueba de cargo, han desconocido el valor de elementos de juicio, aun indiciarios, cuando, integrados en su conjunto con los demás antecedentes de la causa, sean decisivos para la adecuada solución del caso.  Por otro lado, la mayoría del a quo sostuvo que el fiscal no había observado lo dispuesto en el artículo 3 del código procesal aplicable, al afirmar que, con base en las pruebas analizadas, existe en la causa un estado de duda que obsta al sobreseimiento dictado. Sin embargo, es doctrina de la Corte que el sobreseimiento de un imputado requiere certeza negativa, mandato que no sólo surge de las normas procesales, sino también, de modo preponderante en los procesos cuyo objeto son delitos calificados como de lesa humanidad, del deber internacional que tiene el Estado Argentino de investigar los crímenes de esa índole cometidos en su territorio.


    C., Norberto Eduardo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 6449/2013/1/1/1/RH1, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Procedimiento policial. Estupefacientes. Requisa personal. Debido proceso. Ministerio Público. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte tiene establecido que el recurso extraordinario es por regla improcedente cuando se pretende revisar las decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de los recursos, por tratarse de un aspecto de naturaleza; sin embargo, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, garantía que también ampara al  Ministerio Público.  El sub examine es uno de esos casos de excepción, en tanto el recurrente plantea que el a quo habría resuelto el caso con desapego a las circunstancias efectivamente comprobadas de la causa y de acuerdo con una interpretación irrazonable del derecho aplicable.  En consecuencia, la queja es procedente, dado que el recurso federal se interpuso contra una decisión de carácter definitivo, dictada por el superior tribunal de la causa, y se basa en una fundamentación autónoma mediante la cual se mantiene un planteo que suscita cuestión federal suficiente, toda vez que se denuncia la afectación del debido proceso, por lo cual, como lo ha resuelto la Corte en casos análogos.  De la normativa aplicable, en particular del artículo 230 bis del código de forma, surge que el legislador autorizó la realización de una requisa personal sin orden judicial siempre que existan determinadas circunstancias previas que generen un grado de sospecha razonable para llevarla a cabo.  Es claro que tales circunstancias permitirían sospechar a cualquier persona –no sólo a efectivos policiales con capacitación y experiencia para prevenir y reprimir delitos– que el imputado portaba cosas probablemente provenientes o constitutivas de un hecho ilícito o elementos para cometerlo, y que su voluntad era la de ocultarlos o descartarlos para que no fueran hallados por los agentes que, en ejercicio de sus funciones legítimas, lo habían sorprendido haciendo uso de algunos de ellos en la vía pública.  Por lo demás, de lo ya expuesto surge claramente que el sub examine no es uno de los casos de detención y requisa, reprobados por la Corte Interamericana, en el que esas medidas se basan en un supuesto “olfato policial” que trasuntaría, en rigor, motivaciones discriminatorias o, en todo caso, ampliamente discrecionales, tales como la forma de vestir y las “actitudes sospechosas” del sujeto de las medidas, sino que los preventores invocaron circunstancias para justificar su proceder que pueden ser valoradas por cualquier persona como razonables y objetivas.


    Recurso de queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: G., Joaquín Javier s/ Incidente de nulidad


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 30915/2017/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de casación. Prisión domiciliaria. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones derivadas de la interpretación de las normas de derecho común y su aplicación a los hechos del litigio constituyen, en principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a la instancia excepcional; no obstante, ha sostenido que debe hacerse excepción con base en la doctrina de la arbitrariedad cuando la decisión impugnada no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, y consagra asimismo una interpretación de esas normas en términos que equivalen a su prescindencia.  Asimismo, ha establecido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional; en virtud de ello, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación.  Bajo esas pautas, la vía intentada ha sido bien denegada.  Las cuestiones de hecho y derecho común, que son materia propia de los jueces de la causa, han sido resueltas con fundamentos idóneos de igual naturaleza que más allá de su posible acierto o error para sustentar el pronunciamiento y excluir la tacha de arbitrariedad invocada.  Por lo demás, esta Procuración General ha sostenido que la prisión domiciliaria es una excepción a su cumplimiento en una unidad penitenciaria. Al dictaminar, entre otras, en la causa FTU 401015/2004/57/1/1/RH39, se señaló que el requisito etario previsto en el artículo 32, inciso d), de la ley 24.660, es una condición necesaria pero no suficiente para la procedencia del instituto en tanto la ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de concederla, entre otros, a los mayores de setenta años.  Dado que el legislador no aclaró qué otros requisitos deberían considerarse, a fin de impedir arbitrariedades cabe atender a los objetivos del instituto, es decir, evitar el trato cruel, inhumano o degradante del encarcelado o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar.  Ese sentido de la ley surge también del precedente de Fallos: 340:493, en tanto estableció que al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar –además de su avanzada edad– si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.   El criterio ha sido receptado en forma expresa en Fallos: 342:1057 cuando, con remisión al dictamen de la Procuración General, la Corte sostuvo que la detención domiciliaria es una medida excepcional dirigida a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del privado de su libertad o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud.   En esas condiciones la vía intentada es inadmisible en tanto no ha sido demostrado que se configure alguna causal de arbitrariedad que habilite la instancia extraordinaria federal, conclusión que también alcanza a la insistencia respecto de la situación residencial de la madre del condenado.


    Recurso queja N° 1 – Legajo N° 1 – Imputado: F., Carlos Jorge s/ Legajo de casación


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53030004/2004/TO3/17/1/1/RH8, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Resoluciones anteriores a la sentencia. Gravamen irreparable. Facultades del fiscal. Sentencia absolutoria. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Apartamiento de la doctrina de la corte. Cámaras de casación. Superior Tribunal de la Causa. Admisibilidad del recurso. 


    Una reiterada jurisprudencia del Máximo Tribunal afirma que no procede el recurso extraordinario deducido contra la decisión cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal ya que no reúne, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. No obstante, ha considerado como definitivas las resoluciones anteriores a la sentencia que, por su índole y consecuencias pueden llegar a frustrar el derecho federal invocado, acarreando perjuicios de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior.  La facultad del Ministerio Público para impugnar sentencias absolutorias se encuentra reconocida por la ley procesal aplicable y además la interpretación restrictiva que la defensa propone del artículo 458 citado no se hace cargo de la doctrina de la Corte de numerosos precedentes que la ha reconocido de modo expreso.  Ahora bien, surge de las actuaciones que, como lo alega el recurrente, los planteos vinculados a la prohibición de la doble persecución penal y a la lesión del derecho a ser juzgado en un plazo razonable, fueron formulados durante el término de oficina por la parte, es decir en tiempo y forma, y el a quo no dio tratamiento alguno a los puntos federales propuestos.  En ese sentido, la situación suscitada en el sub lite se asemeja a la examinada, entre otros, en Fallos: 333:433 y 335:1467. En estos precedentes la cámara de casación había omitido examinar el agravio relativo a la garantía a ser juzgado en un plazo razonable consagrada en los artículos 8, inciso 1°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, inciso 3°, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Consideró la Corte que ese tribunal se había apartado de la doctrina del precedente "Di Nunzio" que estableció que siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia de la Corte, por vía extraordinaria en el ámbito de la justicia penal nacional conforme el ordenamiento procesal vigente, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara de Casación en su carácter de tribunal intermedio, constituyéndose en tribunal superior de la causa.


    Recurso de queja N°1 –Principal en Tribunal Oral– Imputado: V., Jesús Antonio s/ Tenencia simple


    FSA-Justicia Federal de Salta, 71003520/2011/TO1/1/RH1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Resoluciones recurribles. Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Doble instancia. Integración del tribunal. Mantenimiento del recurso. 


    Casación horizontal.


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión y de ese modo destrabar el avance del proceso, en atención a la novedad que se suscita en torno al control jurisdiccional de la casación horizontal a partir de la doctrina sentada en el fallo “Duarte” (Fallos: 337:901) en supuestos regidos por el Código Procesal Penal Federal (Ley 27.063), y ante la factible reedición de casos como el presente, se mantiene la queja.


    L., Gladis Liliana y otra s/ Impugnación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1257/2020/RH1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Revocación del sobreseimiento. Malversación de caudales públicos. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    La jurisprudencia de la Corte afirma que no procede el recurso extraordinario deducido contra la decisión cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal ya que no reúne, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48. No obstante, ha considerado como definitivas –aunque sin serlo en estricto sentido procesal– las resoluciones anteriores a la sentencia que, por su índole y consecuencias pueden llegar a frustrar el derecho federal invocado, acarreando perjuicios de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior.   Ceñido a esas pautas, el recurso extraordinario que se intenta resulta inadmisible en tanto la decisión del a quo que rechazó la impugnación contra el auto de procesamiento no  constituye sentencia definitiva o equiparable. Tampoco resulta arbitraria ni suscita cuestión federal.  Debe tenerse presente que el procesamiento es un auto provisorio, que se dicta durante la instrucción si se reúnen elementos de convicción suficientes para estimar prima facie que existe un hecho delictuoso y que el imputado intervino en él y que al respecto la Corte ha establecido que la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias debe ser cuidadosamente restringida cuando se trata de decisiones que no exigen una fundamentación basada en la certeza, a la que solo se puede llegar una vez tramitado el juicio en el que ha mediado acusación, defensa, prueba y sentencia.  Tampoco es admisible el agravio relativo al derecho consagrado en el artículo 8, apartado 2, inciso h), de la Convención Americana de Derechos Humanos, que el recurrente funda en el Informe 55/97 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en tanto señala que el derecho de recurrir el fallo ante un tribunal superior comprende no solo a éste sino también a los “autos procesales importantes”, categoría en la que, por su trascendencia, la parte incluyó a la resolución de mérito.  En ese sentido en primer término, con apego al artículo 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, que el texto de la norma en cuestión consagra el derecho de recurrir del “fallo” ante juez o tribunal superior y no incluye a los “autos procesales importantes”, y que su antecedente, el artículo 7.2.i del anteproyecto preveía que, en materia penal, el proceso debido comprende, entre otras garantías mínimas, el derecho de recurso del fallo de primera instancia ante un tribunal superior.  Sobre esa base y según los fundamentos expuestos en el dictamen emitido en la causa A. 378, XLV; esta Procuración ha concluido que sólo el derecho a recurrir la sentencia condenatoria tiene jerarquía constitucional.


    Recurso queja N° 2. Legajo N° 3. Denunciado: D., Horacio Pedro y otro s/ Legajo de apelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 1610/2015/3/2/RH2, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia absolutoria. Encubrimiento. Oposición del fiscal. Prueba. Comunicación telefónica. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Mantenimiento del recurso. 


    Las cuestiones de hecho y prueba resultan ajenas a la instancia extraordinaria, no obstante cabe hacer excepción en los casos de arbitrariedad de sentencia, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.  La sentencia impugnada resulta arbitraria, toda vez que se fundó en un análisis parcial de la prueba obtenida y desatendió planteos conducentes para la adecuada solución del caso, introducidos en el recurso de casación, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.  El a quo afirmó que de la conversación telefónica no se seguiría que el intendente imputado en esta causa haya encubierto al por entonces imputado de delitos de lesa humanidad, pero no tuvo en cuenta que, aun cuando así fuera, al apreciar el contenido de tal conversación ya no parece posible sostener el supuesto desconocimiento del funcionario municipal de la situación de prófugo de imputado por lesa humanidad.  El fiscal recurrente no negó que el contenido de las conversaciones telefónicas que se realizaron tras la detención del imputado no son prueba decisiva del encubrimiento, pero también recordó que ya se  había señalado en los alegatos durante el juicio y en el recurso de casación que tales conversaciones fueron valoradas por la acusación como indicios reveladores de la ayuda prestada por el intendente al imputado mientras éste estuvo prófugo. A ese respecto, en relación con la llamada telefónica que habrían mantenido el hermano y la esposa de del imputado, aclaró que si bien la conversación expuso, entre otras cosas, la preocupación del  detenido y sus familiares por sus condiciones de encarcelamiento, la insistencia del hermano del interesado en que su esposa hable con el intendente se debía a que éste ya lo había ayudado mientras se estaba evadiendo.  El fiscal recurrente sostuvo, razonablemente, que las circunstancias comprobadas de que el imputado pudo mantenerse prófugo durante un año, sin privarse ni siquiera de cierta actividad pública en el municipio en el que se domiciliaba, y que interactuó de manera muy frecuente con el intendente, quien no desconocía su situación de prófugo, según la prueba valorada, e incluso le suministró dinero en más de una ocasión, son las que deben tenerse en cuenta al apreciar aquella conversación telefónica entre el intendente y el imputado que constituyó la base de la hipótesis acusatoria.  El a quo, por el contrario, sostuvo que no se probó que el intendente hubiera ayudado al imputado en el sentido típico del artículo 277 del Código Penal, pues ni siquiera se logró demostrar, a su entender, que hubiera sabido que aquél estaba prófugo, sin ponderar tales circunstancias, ni refutar los argumentos elaborados por el recurrente.   La decisión impugnada mediante recurso federal se basa en conclusiones que sólo fueron posibles merced a una consideración  parcial e inadecuada de las constancias de la causa, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Procesado: P., Luis Abelardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 17254/2003/TO1/1/1/1/RH1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de Justicia. Fiscales. Derecho al recurso. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Derivación no razonada del derecho vigente. Debido proceso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte ha establecido que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es especialmente restrictiva, la regla puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal.  Se justifica la intervención de la Corte, en tanto la sentencia impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada por la acusación pública.  La decisión que declaró inadmisibles las impugnaciones extraordinarias locales no constituye un acto judicial válido en tanto la acusación pública había fundamentado de manera suficiente porqué la absolución en el juicio de los acusados eran arbitrarias, por lo cual, la omisión de considerar sus atendibles argumentos, más allá de una aprobación genérica e imprecisa del examen realizado por los tribunales respectivos, descalifica lo resuelto por el a quo.  La arbitrariedad invocada encuentra razonable sustento en las circunstancias reseñadas en el recurso que acreditan la responsabilidad de los acusados y, a partir de ello, que las decisiones exculpatorias no cumplen con la exigencia que las sentencias deben estar fundadas y constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas, configurando una excepción que habilita la intervención de la Corte que se reclama con base en la doctrina aludida.  Se ha cercenado de manera arbitraria la vía recursiva intentada por la acusación pública, y si bien ello involucra la inteligencia de normas procesales locales, las razones invocadas por el magistrado recurrente lucen atendibles en la medida que lo resuelto ha significado una apariencia de examen de sus razonados planteos, circunscripto a la mera mención de que la cuestión había sido resuelta conforme a derecho en las anteriores instancias, sin efectuar consideración alguna para justificar, respecto de las impugnaciones extraordinarias, la inobservancia del trámite de la audiencia entre las partes que determina el artículo 385, segunda parte, del Código Procesal de la provincia.  Los fundamentos del superior tribunal frente a la reseña de los agravios que el procurador general local efectúa en la apelación federal han obturado una adecuada respuesta jurisdiccional, cuya consecuencia directa es la afectación de la garantía del debido proceso tal como se reclama en esta instancia, la cual también ampara al Ministerio Público Fiscal.  Se ha limitado arbitrariamente el derecho al recurso de la parte acusadora en contra de la doctrina de la Corte que, en “Garipe” determinó –con remisión al dictamen de esta Procuración General– que “…todo aquel a quien la ley le reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ella garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento -civil o criminal- de que se trate”.  Existe a su vez una injustificada y arbitraria privación de la garantía de la doble instancia, la cual si bien a criterio de la Corte no reviste jerarquía constitucional para el Ministerio Público Fiscal, en tanto el adecuado respeto a la garantía del debido proceso sólo exige que el litigante sea oído con las formalidades legales y no depende del número de instancias que las leyes procesales establezcan a tal fin según la naturaleza de las causas, ha hecho excepción a esa regla cuando la ley procesal aplicable confiere ese derecho a la parte acusadora, supuesto en el cual le ha reconocido aquella jerarquía, pues en tales casos no puede suprimirse arbitrariamente.


    Provincia del Chubut c/ M. T., Fernando Andrés s/ Impugnación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1755/2018/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Confirmación de sentencia. Amenazas. Apreciación de la prueba. Ley procesal. Ley provincial. Derecho al recurso. Principio de inmediación. Principio de oralidad. Lesividad. Recurso extraordinario. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho común. Falta de fundamentación. Inadmisibilidad del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios de la recurrente referidos al mérito de la prueba que hicieron los jueces de la causa, y a la aplicación de las normas del procedimiento penal local, acerca de cómo han de registrarse las audiencias y de las formas en que los tribunales revisores han de ejercer sus funciones de control jurisdiccional de los pronunciamientos dictados en procesos orales, hacen que el recurso intentado sea inadmisible, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas de prueba y de derecho común que son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de tal extrema gravedad que sus pronunciamientos no puedan ser tenidos como la sentencia fundada en ley que la Constitución asegura.  Es criterio de la Corte que la doctrina de la arbitrariedad no puede ser invocada a fin de provocar un nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los tribunales de provincia, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento; pues esa doctrina no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera o cuarta instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, sino que sólo pretende remediar defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como el acto jurisdiccional al que toda parte en un proceso tiene un derecho constitucional.  El planteo recursivo vinculado con la alegada privación del derecho a una revisión amplia de la sentencia condenatoria no ha sido formulado con la fundamentación requerida por el artículo 15 de la ley 48.  El mismo no refleja lo actuado por el tribunal supremo, o lo hace de modo parcial o inexacto, pues el a quo evaluó la sustancia de la decisión de condena al sostener la credibilidad de los testimonios con base en la ausencia de interés o circunstancia alguna que hubiese podido influir sobre la voluntad de los deponentes para conducirlos a formular una falsa denuncia en perjuicio de la imputada, lo que, junto con el asiento de la llamada en el parte diario policial, es suficiente para tener por acreditadas las amenazas.  Los argumentos del a quo dieron razonable respuesta en rechazo del planteo de la defensa referido a una posible afectación a principios vinculados con la oralidad y la inmediación requeridas por el procedimiento penal local. Se estimó que ninguna de las consideraciones que había realizado la Cámara de Casación Penal en torno a la valoración probatoria se había inferido de las “impresiones” que pudo tener el tribunal de la instancia anterior luego del debate, sino de la prolija y detallada transcripción de las actas de aquél. Asimismo, se resaltó el contrasentido de requerir la amplia revisión de la sentencia y al mismo tiempo invocar la imposibilidad de así hacerlo por violación a la oralidad e inmediación. Se agregó que al no haberse dado cuenta en la sentencia de mérito de que se fundaba en la impresión causada por los testigos en la audiencia oral, tal como para esos supuestos la Corte lo estimó pertinente en el precedente “Casal”, el control en casación “respondió a los parámetros fijados por la Corte Federal en cuanto a la exigencia de agotar la revisión de lo revisable que allí impone”.  El postulado de la defensa respecto a la utilización como fundamento de la condena del parte diario policial, en el que se registró la llamada de la acusada y su contenido amenazante, lo cual constituiría una violación a su derecho de defensa en virtud de que no fue mencionado por las partes acusadoras en sus argumentos durante el juicio, tampoco satisface el estándar mínimo de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48.  Es doctrina constitucional de la Corte que no puede invocarse una afectación del derecho de defensa si la apelante no indica cuáles han sido las defensas o pruebas de las que se habría visto privada como consecuencia del trámite impreso a la causa, o de la decisión adoptada, ni tampoco señala cómo tales defensas habrían incidido en la solución del caso.  La regularidad de la incorporación de la prueba cuestionada al proceso, la accesibilidad de su contenido para las partes, y el hecho de que refería a un punto en disputa, impiden sostener que su utilización por la cámara de casación haya sido sorpresiva, más aún si se tiene en cuenta que la absolución se apoyó explícitamente en esa prueba, bien que con un reporte erróneo acerca de su contenido. La defensa tuvo ocasión de alegar acerca de su valor como prueba de cargo al recurrir el fallo condenatorio de la cámara de casación ante el tribunal supremo de la provincia.  Como en esa oportunidad, al interponer su recurso extraordinario, la apelante sólo manifestó que si los acusadores hubieran mencionado en el juicio el registro incluido en el parte diario policial en cuestión, “habría ejercido su derecho de defensa, argumentado sobre su valor jurídico y probatorio en el momento de nuestros alegatos”, sin consignar siquiera mínimamente cuáles habrían sido esos argumentos o defensas y cuál su impacto posible en el desenlace del litigio.  Carece de la fundamentación exigida por el artículo 15 de la ley 48 la posición en cuanto a que la lectura del artículo 149 bis del Código Penal que hicieron los magistrados de la cámara de casación y que convalidó el tribunal supremo —en el sentido de que no exige el éxito del amedrentamiento intentado para que se tenga por consumado el delito de amenazas— “implica renunciar al principio constitucional de lesividad” que la recurrente asocia al artículo 19 de la Constitución Nacional.   La presentación de la recurrente no da cuenta del argumento del a quo que juzgó que la objeción formulada carecería de eficacia para alterar la resolución del litigio.   Tampoco la objeción que despliega la apelante contra la exégesis del artículo 149 bis según la cual la consecución efectiva del estado de alarma o amedrentamiento sería innecesaria para la configuración completa del delito, depende de premisas controversiales en cuyo favor no ha ofrecido argumentación alguna. La inteligencia que cuestiona la defensa se ajusta estrictamente al texto de la cláusula legal y a la interpretación de doctrina autorizada en la materia.  La objeción presupone que la “lesividad” a la que aludiría el principio invocado consiste en el requisito de que la acción particular por la que se impone una condena cause ella misma una lesión a otra persona en lugar de que, por ejemplo, sea suficiente que per se la clase de actividad que la ley penal aplicada criminaliza sea lesiva, aunque algunos casos particulares no resulten serlo, o que simplemente la legislación penal que infringe la conducta que se condena esté razonablemente dirigida a prevenir daños. Asimismo, la crítica asume, también sin fundamentos evidentes, la postura igualmente discutible de que el principio referido forma parte, con el singular alcance propuesto, del artículo 19 de la Constitución Nacional.


    S. de N., Amalia Ángela s/ Por supuesta autoría de amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2474/2019/RH1, 01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Sobreseimiento. Crímenes de lesa humanidad. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    El a quo no logró refutar una tesis implícita en la alegación central de la fiscalía, por lo que resulta prematuro descartar, tal como lo hizo, que los imputados hayan realizado algún comportamiento punible.  La tesis de la acusación fue que los imputados, al desempeñarse en los cargos de la plana mayor de la policía, debían cooperar con la ejecución del plan de represión ilegal mediante la recolección de información, la determinación de los “supuestos elementos subversivos”, la contribución para la formación de los “grupos de tareas” y el suministro de los elementos necesarios.  Las circunstancias señaladas por el recurrente son suficientes para sustentar la sospecha de que los imputados habrían contribuido a la comisión de los hechos, pues éstos se cometieron como parte del plan de represión ilegal que se estaba ejecutando, y la función específica que habría desempeñado cada uno en la policía, según los cargos que ostentaban en ese momento y los antecedentes de la actuación que venían manteniendo desde tiempo antes, todo lo cual permite concluir que les correspondía cooperar con la fuerza a la que pertenecían cada vez que ésta tuviera que intervenir en pos de tal ejecución, y no hay fundamento para postular que no lo hayan hecho.  Es el debate oral la etapa del proceso adecuada para dilucidar satisfactoriamente las incógnitas aludidas, de acuerdo con las reglas constitucionales que definen las condiciones estructurales del juicio previo, pues la responsabilidad de los acusados, tal como ha sido planteada por el recurrente, no puede lograrse con rigor epistemológico en un contexto, como la etapa de instrucción, en el que las partes sólo se confrontan de forma indirecta mediante la presentación de sus escritos, sino que la tarea requiere un amplio análisis fáctico que sólo puede tener lugar en el marco de un procedimiento plenamente contradictorio.   La decisión impugnada mediante recurso federal se basa en conclusiones que sólo fueron posibles merced a una consideración parcial e inadecuada de las circunstancias señaladas por los representantes de este Ministerio Público, lo cual presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: A., Roberto Rodolfo y otros s/ Recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18509/2015/1/1/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Funcionarios públicos. Datos personales. Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Sentencia arbitraria. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    En cuanto a la procedencia formal del remedio federal, la errónea interpretación del a quo respecto de la limitación que impone el artículo 355, inciso “a”, del código ritual, priva de razón lo establecido en el artículo 350, párrafos 2° y 3°. Por ello, el impedimento recursivo mencionado solo puede hacer referencia a las impugnaciones dirigidas contra resoluciones que no impliquen cuestiones de esta índole.  Sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público según lo decidido en el precedente "Arce", en el considerando 12ª el Tribunal precisó que “la procedencia del remedio federal exige un agravio concreto y actual y dado que el presente recurso se basa en consideraciones generales sin contener una mínima referencia a las constancias de la causa que permitan inferir que en autos se ha configurado una situación de tal naturaleza, corresponde desestimar este planteo pues no reviste interés jurídico suficiente para justificar la intervención de esta Corte”. A contrario sensu, el recurrente no se ha limitado a manifestar una diversa valoración de la prueba sino una franca violación a la garantía del debido proceso legal consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, fundamentos que tornan formalmente admisible la vía intentada.  El recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia la apreciación otorgada a hechos y pruebas incorporados al proceso o la interpretación asignada a normas de derecho común y procesal que es propia de los jueces de la causa; no obstante ha admitido excepciones a tal criterio cuando la decisión cuestionada no cumple con los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.  El temperamento restrictivo invocado por el a quo desatiende los términos del artículo 350 y hacen aplicable respecto del Ministerio Público el criterio de la Corte, según el cual, cuando la ley procesal confiere el derecho al recurso –incluso a la parte acusadora– no puede suprimirse arbitrariamente.  Las deficiencias que describe el magistrado recurrente surgen de la resolución que declara la inadmisibilidad de los recursos extraordinarios planteados en cuanto la juez de revisión expresa que confirmó el sobreseimiento en función del principio de legalidad, debido a que el artículo 157 del Código Penal se refiere al término "ley" y no a una ''norma" –como habrían aducido la fiscalía y la querella–, lo que “impide extender la figura delictiva hacia supuestos captados por una reglamentación de un organismo que no tiene el mismo rango o jerarquía que una ley”.  Tal razonamiento aparece infundado al observar que en la audiencia de control de acusación el Ministerio Público Fiscal imputó al Supervisor técnico del Área de Conducción de la ANSES, el haber revelado datos referidos a los haberes de la víctima, guardados en la base de datos del organismo, además de otros datos personales de la damnificada, tratándose de datos resguardados por la Ley de Protección de los Datos Personales 25.326.  Si bien mediante resolución 204/2018 la ANSES regula la política de protección de datos personales, de acceso a la información pública y de intercambio de información con organismos de control, entre cuyas reglas se encuentran las circunstancias que deben verificarse para que esa institución autorice la cesión o comunicación a otros organismos del Estado o a particulares de los datos que recolecta, ello no modifica las condiciones de licitud que establecen las leyes 25.326 y 27.275, que no se evidencian en el presente caso.  El artículo 2º de la ley 25.326 define a los “datos personales” y a los “datos sensibles”. Si bien estas razones no han sido invocadas al momento de la acusación, adquieren el carácter de secreto en los términos de los artículos 157 y 157 bis del Código Penal en virtud de lo que establece el artículo 10 de la citada ley que, al definir el deber de confidencialidad, establece que “el responsable y las personas que intervengan en cualquier fase del tratamiento de datos personales están obligados al secreto profesional respecto de los mismos”, habida cuenta que tampoco en el presente caso se verifica el requisito del consentimiento o el de la ausencia de su necesidad.  También luce incorrecta la mención de la juez a la “publicación” de dicha información, en cuanto aludió a su divulgación en un medio periodístico, puesto que lo investigado es la “revelación” por parte de un funcionario público de datos que por ley deben ser secretos, requisito normativo que juzgó ausente.  Si bien “no es fácil determinar el concepto de lo secreto”, no es necesario que se trate de un hecho ilícito o inmoral, basta que se trate de un hecho no conocido en general, y sobre cuya reserva recaiga el interés expreso o presunto de la persona”. “El secreto es un concepto de contenido negativo: es secreto lo que no puede ser conocido ni por todos ni por un círculo indeterminado de personas, sino solamente por una o por algunas”. “La acción constitutiva del delito consiste en revelar el secreto sin justa causa”.  No se encuentran acreditadas en autos las excepciones al deber de confidencialidad que establece la ley 25.326 ni un supuesto incluido en las previsiones de la Ley de Derecho de Acceso a la Información Pública 27.275 que “tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública”, así como tampoco se ha cumplimentado con el mecanismo de presentación de la solicitud de información ante el sujeto obligado que la posea, quien la debe remitir al responsable de acceso a la información pública para su tramitación y entrega, entre otras funciones de los responsables de acceso a la información pública que enumera la normativa.  En la decisión impugnada se descartó el carácter secreto de los datos en cuestión por juzgarse que no están específicamente “nomenclados” en dicha categoría. Esa interpretación no se ajusta a la normativa mencionada, por cuanto tal carácter viene dado por ser datos no públicos, que estaban reservados, en este caso, a un círculo de legítimos poseedores funcionarios de la ANSES y que fueron revelados con prescindencia de las herramientas legalmente establecidas para su cesión o difusión.   Esta última argumentación también condujo a la magistrada a descartar el delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público por considerar que “no se trata de una situación que el imputado haya hecho o dejado de hacer en virtud de un mandato legal”.  En lo referente a este tipo penal, delineada previamente la base normativa que fundamenta las atribuciones y deberes legales que, en su carácter de funcionario público le incumbían al imputado al momento del suceso investigado, no se vislumbra en el sobreseimiento impugnado argumentación suficiente para afirmar que el hecho no encuadra en una figura legal penal, es decir, de qué manera obró conforme a lo que la ley le manda expresamente dentro de su órbita funcional.  El temperamento que se impugna también ha significado una inteligencia arbitraria de la ley procesal aplicable en tanto concluyó en la atipicidad del hecho investigado dejando de lado la producción de prueba relevante que habían ofrecido el fiscal y la querella al acusar en una investigación que en modo alguno podía estimarse razonablemente agotada. Esta circunstancia permite afirmar que no solo se encuentra infundada la invocación del supuesto del inciso “b” del artículo 269, sino que el estado de las actuaciones también impedía subsumir su clausura en la hipótesis de su inciso “e”.  Lo resuelto ha dejado de lado el criterio del Tribunal en cuanto a que el dictado del sobreseimiento reviste en la etapa de instrucción carácter excepcional, desde que su efecto es cerrar de forma definitiva e irrevocable el proceso penal, por lo que debe provenir de una instrucción completa capaz de producir en el juzgador la certeza de la concurrencia de alguna de las causales enumeradas en el código procesal penal. Asimismo, también ha desconocido que la etapa del debate materializa claramente principios de puro cuño acusatorio dada la exigencia de oralidad, continuidad, publicidad y contradictorio, los cuales no sólo responden a un reclamo meramente legal sino que configuran verdaderos recaudos de orden constitucional.  En abierta violación del procedimiento legal aplicable, se dictó un pronunciamiento conclusivo liberatorio que, de forma infundada y anticipada, clausuró la motivada pretensión acusatoria del Ministerio Público y de la parte querellante, lo que constituye un caso de arbitrariedad que habilita la  competencia extraordinaria de la Corte de conformidad con su doctrina según la cual el apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso debe conducir a la descalificación de la resolución como acto judicial, a efectos de asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan al Ministerio Público Fiscal, que exigen que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.


    A. R., Ramiro Ernesto s/ Audiencia de sustanciación de impugnación (Artículo 362)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 942/2020/RH1, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de Justicia. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Defensor. Procedencia del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48 y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva; empero admite excepciones cuando la decisión impugnada revela la existencia de un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración a los derechos federales invocados.  En la decisión impugnada por la vía extraordinaria federal el superior tribunal provincial desestimó la queja presentada por los letrados de confianza de los imputados por inobservancia de lo estatuido en el artículo 484 del código procesal provincial; a ese respecto y aun cuando la cuestión pueda rozar la inteligencia de normas de derecho provincial que corresponde a la justicia local, al examinar los requisitos para habilitar su jurisdicción el a quo resolvió con un criterio ritualista susceptible de menoscabar el derecho de defensa invocado por el apelante que conduce a su descalificación con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.   La Corte ha establecido que en materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa. La tutela de dicha garantía ha sido preocupación del Tribunal desde sus orígenes, así ha dejado sentado que es de equidad y aun de justicia apartarse del rigor del derecho para reparar los efectos de la ignorancia de las leyes por parte del acusado o del descuido de su defensor. Asimismo, que el ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal que le asegure la realidad sustancial de la defensa en juicio, por lo tanto no basta para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, sino que es menester además que aquel haya recibido una efectiva y sustancial asistencia de parte de su defensor.  La protección de la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional no es función exclusiva de la Corte, sino que debe ser resguardada por los jueces de las diferentes instancias, incluidos los tribunales locales al conocer respecto de la procedencia de los recursos previstos en los ordenamientos provinciales. Es que tal como se señaló en Fallos: 310:1797, en una materia tan delicada como es la que concierne a la defensa en sede penal, los juzgadores están legalmente obligados a proveer lo necesario para que no se produzcan situaciones que la frustren.  En ese marco, se ha configurado un estado de indefensión. No se trata de una mera negligencia de los letrados que interpusieron el recurso extraordinario local y luego la queja respectiva, aspecto que por regla, no ampara la garantía de la defensa, o un desacierto en la estrategia defensiva que no implica necesariamente una lesión a la garantía consagrada en el artículo 18 de la Ley Fundamental, sino de reiterados déficits formales en la actuación profesional de entidad suficiente como para conculcarla. A ese respecto cabe recordar que el a quo hizo énfasis en que en la presentación de hecho ante esa instancia la parte enunció vulneraciones genéricas, transcribió nuevamente el acto procesal que dio inicio al debate ignorando por completo el auto que impidió la progresión del carril extraordinario, al cual pretendía acceder para que se dejase sin efecto el rechazo del recurso de casación contra la condena a la pena de prisión perpetua de los imputados.  En abono de ello, resulta elocuente la presentación oportunamente efectuada por el defensor particular en virtud de la intimación que se le había cursado para que informara cómo había canalizado la voluntad de sus asistidos de impugnar la sentencia que aquí viene recurrida. Allí expresó que “atento el estado procesal de la misma, al menos para esta parte no habría más recursos conducentes, en relación al propósito que ellos pretenden, bajo pena de si persisten con esa intención, esta parte ante ello, y a fin de no quedar incumpliendo una voluntad imposible de llevar adelante en la práctica al menos para esta parte, me veré obligado a renunciar a esos actuados, por lo que solicito se me conceda un plazo excepcional, al menos hasta la semana venidera, para hacer llegar su desistimiento, caso contrario y a fin de no incumplir con las obligaciones a mi cargo, presentaré la renuncia al cargo conferido”.  Refuerza esa conclusión el hecho que el superior tribunal resolviera no regular honorarios a los letrados particulares en los términos del artículo 30 de la ley 14.697, que dispone que “los trabajos y escritos notoriamente inoficiosos no serán considerados a los efectos de la regulación de honorarios, en tanto y en cuanto sean así declarados por resolución judicial debidamente fundamentada”, lo cual permite inferir que, para el a quo, los escritos presentados por los letrados eran “notoriamente inoficiosos”. No obstante, con olvido de la jurisprudencia de la Corte en la materia que impone extremar los recaudos que garanticen la realidad sustancial de la defensa en juicio, omitió reparar el estado de indefensión y con excesivo rigor formal se limitó a desestimar la queja, lo cual descalifica la decisión impugnada a la luz de la doctrina de la arbitrariedad.


    G., Carlos Alberto y otro s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2460/2019/RH1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de la Causa. Vía recursiva. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 958/2014//39/1/RH2, punto V.


    Las cámaras de apelaciones no deben ser consideradas como tribunal superior de la causa a los fines del recurso extraordinario federal en los procesos tramitados bajo la ley 23.984.   Ante la eventualidad de que la Corte resolviera lo contrario y a fin de garantizar al Ministerio Público el ejercicio de su facultad recursiva, se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General en atención a sus fundamentos y demás consideraciones concordantes expresadas por la Procuración General en la Resolución PGN 104/2011 y en el dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13590”.


    Recurso de queja N° 1-Incidente N° 7-Imputado: K., Joaquín Isidoro y otros s/ Incidente de prescripción de la acción penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1652/2014/76/7/1/RH37, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CPE 958/2014//39/1/RH2, punto V.


    Las cámaras de apelaciones no deben ser consideradas como tribunal superior de la causa a los fines del recurso extraordinario federal en los procesos tramitados bajo la ley 23.984.   Ante la eventualidad de que la Corte resolviera lo contrario y a fin de garantizar al Ministerio Público el ejercicio de su facultad recursiva, se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General en atención a sus fundamentos y demás consideraciones concordantes expresadas por la Procuración General en la Resolución PGN 104/2011 y en el dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “S., Alan s/ Causa n° 13590”.


    Recurso de queja N°1 – Contribuyente: G. T. G. S.A.C.I.F. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1191/2015/5/1/RH4, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Funcionarios públicos. Escribanos públicos. Acuerdo del fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas FMZ 32018975/2009/TO1/1/1/1/RH1, “R.R., José Eduviges s/ Incidente de recurso extraordinario” y FCB 12000106/2005/2/1/RH2, “Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 2 - Imputado: Á., Miguel A


    Es oportuno recordar que aun en el ámbito del derecho administrativo se ha aceptado que las funciones públicas puedan ser ejercidas por personas que no integran las estructuras de la administración ni reciben un estipendio de ella, como ocurre en la figura de la delegación transestructural de cometidos, que se reconoce –por ejemplo– en el ejercicio de facultades de policía de la profesión de abogados por parte del Tribunal de Disciplina del Colegio Público de Abogados o en el Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires.  Al respecto, la Corte ha resuelto que “el Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires es el ente que –en el ámbito de la delegación transestructural de las funciones estaduales– ha sido revestido de naturaleza pública para llevar adelante el cumplimiento de un cometido público, cual es el de controlar el ejercicio de la profesión y de las funciones notariales con arreglo a las pautas allí preestablecidas, en resguardo de los intereses, no de los escribanos individual y sectorialmente, sino de la comunidad toda”.  Sin perjuicio de ello, y cualquiera fuera la postura que pudiera adoptarse acerca de los elementos del concepto de funcionario público en el ámbito del derecho administrativo, el Código Penal adoptó un concepto propio que no podría tergiversarse con afirmaciones dogmáticas y que soslayan tanto los contenidos concretos de la legislación aplicable, como los citados precedentes de V.E. en la materia.


    Recurso queja N° 1 – Imputado: D. C., Fernando s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 33010321/2012/4/1/1/1/RH1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Sentencia condenatoria. Recurso de casación penal. Improcedencia del recurso. Debido proceso. Instrucción. Juez de instrucción. Notificación de la sentencia. Plazos procesales. Nulidades. Participación criminal. Principio de inmediación. Pena privativa de la libertad. Multa. Cumplimiento de la pena. Sentencia arbitraria. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de las causas “Lemos” (Fallos: 338:1504); A. 1491, L. XL, "A., Orlando Daniel s/ Causa n° 5019".


    La Corte ha dicho reiteradamente que si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, se reconoce excepción a ese principio cuando la decisión frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Las actuaciones fueron iniciadas conforme a uno de los modos alternativos válidos previstos en la ley. El artículo 195 del Código Procesal Penal de la Nación, establece que la instrucción será iniciada en virtud de un requerimiento fiscal, o de una prevención o información policial, según lo dispuesto en los artículos 188 y 186, respectivamente, y se limitará a los hechos referidos en tales actos. La cuestión fue examinada en el precedente “Lemos”. El código procesal luego de prescribir cuál es objeto de la instrucción, pone en cabeza del juez la dirección de la investigación, quien puede delegarla en el fiscal y luego reasumirla, es decir que en esa etapa el sistema procesal no es acusatorio en forma plena.  No configura una lesión constitucional el hecho de que la parte dispositiva y los fundamentos de la sentencia hayan sido dados a conocer ocho días después de concluido el debate. Se trata de una cuestión de hecho y derecho procesal propia de los jueces de la causa, resuelta por el a quo con fundamentos suficientes que impiden su descalificación como acto judicial válido.  En Fallos: 334:1054, se sostuvo que los pronunciamientos que declaran la extemporaneidad de los agravios no son, por sí mismos, contrarios al derecho a obtener una revisión de la condena ya que el acceso a esa instancia no es incondicionado y los Estados pueden subordinarlo al cumplimiento de determinados requisitos formales. La Corte ha resuelto que la extensión de la garantía de la revisión del fallo condenatorio reconocida en Fallos: 328:3399 no obliga al tribunal interviniente a tratar los motivos introducidos luego de interponer el recurso de casación, en tanto en ese precedente no se examinó la constitucionalidad de las normas relativas a los plazos y oportunidad en que aquéllos deben ser formulados. El recurso carece del requisito de adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que en su crítica sólo se limita a sostener un determinado criterio sobre aspectos no federales, sin rebatir los argumentos de esa misma naturaleza que sustentan la decisión. El criterio de interpretación que rige en materia de nulidades es restrictiva. El Tribunal ha establecido que en atención al carácter accesorio e instrumental del derecho procesal se exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho, porque “de otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público".  La prueba de la participación en la comisión del delito no puede prosperar por tratarse de una cuestión de hecho y prueba ajena a la vía federal intentada, en tanto no ha sido demostrada la arbitrariedad. El criterio sostenido por el a quo no se aparta de los límites incluso reconocidos en Fallos: 328:3399 en el sentido de que el artículo 456 del código procesal habilita a una revisión amplia de la sentencia, todo lo extensa que sea posible al máximo esfuerzo de revisión de los jueces de casación, conforme a las posibilidades y constancias de cada caso particular y sin magnificar las cuestiones reservadas a la inmediación, sólo inevitables por imperio de la oralidad conforme a la naturaleza de las cosas.   No existe afectación del principio acusatorio por la imposición de la pena de multa pese a que no fue requerida por el fiscal en su alegato, ya que los acusados fueron condenados por el delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización previsto y reprimido en el artículo 5º, inciso c, de la ley 23.737 con penas de prisión y multa. Ambas especies de pena son principales y se aplican en forma conjunta por lo cual el tribunal no puede condenar solo a prisión porque la otra no fue requerida por el acusador. Las dos son efecto de la sentencia condenatoria y, dada esa condición, proceden por imperativo legal.  La decisión del tribunal de juicio, convalidada por el a quo, deriva de una interpretación y aplicación razonable de la cláusula que no se aparta en forma inequívoca de la finalidad perseguida mediante su sanción ni afecta el principio de contradicción, por cuanto la ausencia de solicitud expresa del órgano acusador no puede vedar la imposición de la pena que emana de la norma aplicable. Ello es así pues los jueces no están sujetos a las pretensiones punitivas del fiscal, sino sólo limitados por los topes máximo y mínimo establecidos en la ley penal. En el dictamen de la causa A. 1491, L. XL, "A., Orlando Daniel" se concluyó que no existía impedimento constitucional a que se imponga una pena mayor a la requerida siempre que exista una adecuada correlación entre el hecho que fue objeto de acusación y el que fue considerado en la sentencia, pues el juez tiene la facultad, dentro de ese límite fáctico, de modificar la sanción requerida por el órgano acusador.  La graduación de la pena dentro de los límites previstos en las leyes respectivas constituye una facultad propia de los jueces de la causa, que no suscita cuestión federal, salvo arbitrariedad.  La omisión de la audiencia de visu no acarrea la consecuencia que pretende la defensa con base en los precedentes de Fallos: 328:4343 y 330:393. En efecto, en ambos casos, como también en el registrado en Fallos: 343:938, se impugnaron pronunciamientos que habían aumentado la pena impuesta sin realizar la audiencia de visu y se consideró que era descalificable la condena impuesta sin cumplir con la exigencia prevista por el artículo 41, inciso 2º, in fine, del Código Penal, regla destinada a garantizar el derecho del condenado a ser oído antes de que se lo condene, así como a asegurar que una decisión de esta trascendencia no sea tomada por los tribunales sin un mínimo de inmediación. Por lo demás, la defensa no logró acreditar el compromiso directo de garantías constitucionales ni el gravamen concreto o la incidencia que la audiencia reclamada pudo haber tenido en el pronunciamiento que se limitó a confirmar la sentencia sin practicar una nueva individualización de la pena en tanto la norma y su inteligencia en los precedentes citados, sólo obliga a los magistrados que impongan o agraven una sanción penal.  En cuanto a la modalidad de cumplimiento de la pena de tres años de prisión impuesta a quien fuera partícipe criminal, corresponde tener presente que en el precedente “Squilario”, sostuvo la Corte que si bien los jueces de la mayoría del fallo de casación habían argumentado que sólo la aplicación de la condenación condicional debía ser fundada por ser la excepción a la pena de encierro, no era menos cierto que la opción inversa, en casos donde aquella hipótesis podría ser aplicada, también debería serlo, puesto que de otro modo estaría privando a quien la sufre la posibilidad de conocer los pronósticos negativos que impiden otorgarle un trato más favorable. En tales circunstancias, juzgó que los condenados se verían impedidos de ejercer una adecuada defensa en juicio ante la imposibilidad de refutar decisiones basadas en criterios discrecionales de los magistrados que la disponen. La ausencia de consideraciones de ese tenor tanto en la sentencia del Tribunal Oral Federal como en la del a quo, determina la descalificación de este aspecto de lo resuelto con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad.


    M., Fernando José María y otro s/ Infracción Ley 23.737


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 19718/2015/TO1/7/1/RH1, 01 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Sana crítica racional. Principio de congruencia. Insuficiencia del agravio. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    En el recurso, el defensor transcribió textualmente la sentencia de la Sala y afirmó –de manera genérica– que esos argumentos constituyen una mera referencia, sin detalle alguno, de la fundamentación efectuada por el tribunal de juicio.   A ese respecto, no es posible sostener que la circunstancia de considerar correctos los argumentos del fallo cuando estos resulten razonables implique una inadecuada revisión pues, si así fuera, los jueces de casación estarían obligados a discurrir su razonamiento por un camino distinto, aun cuando el seguido por el tribunal de la instancia anterior resulte acertado lógicamente.  Precisamente, no se exige al revisor que incorpore argumentos o valoraciones distintas que puedan corroborar la decisión apelada, sino que, analice si aquellos resultaron acertados desde la sana crítica racional. Cabe recordar, además, que la parquedad de fundamentos no constituye causal de arbitrariedad, en la medida que no se deriva de ello lesión a la garantía del debido proceso.  En otras palabras, el procedimiento que empleó la casación, consistente en repasar en detalle los argumentos del tribunal oral y las constancias de la causa, seguido de la fundada conclusión de que lo resuelto era ajustado a derecho no significa, sin más, un incumplimiento de su función revisora, y la defensa no ha alcanzado a acreditar por qué esa respuesta resultaría insuficiente para resolver sus planteos, por lo que la apelación intentada carece de fundamentación en los términos en que lo ha entendido la Corte. Si bien esa omisión impide contrastar la posición de la defensa con lo resuelto por la cámara y desvirtúa su impugnación, aun haciendo una lectura de la sentencia en crisis sin esta dialéctica no se observa la ausencia de una respuesta adecuada por parte del a quo.     Respecto del otro punto referido por la defensa, relativo a las objeciones contra la veracidad de la denuncia anónima, con sustento en que habría tenido lugar ante la falta de resultados de las medidas intrusivas ordenadas, se observa que -más allá de que se trata de una mera conjetura sin prueba alguna- dicho agravio también obtuvo suficiente contestación en la sentencia de la cámara.   En efecto, no puede soslayarse que el mismo magistrado recordó que la posibilidad de comenzar investigaciones en materia de estupefacientes con denuncias anónimas se encuentra expresamente prevista en el artículo 34 bis de la Ley 23.737, que se trata de un mero anoticiamiento, constitutivo de una fuente de conocimiento extraprocesal que habilita el inicio de la investigación que, en el caso, fue llevada a cabo conforme a la normativa ritual y permitió a las autoridades obtener datos certeros sobre la actividad delictiva llevada a cabo por los imputados.  De lo señalado se colige que, al contrario de lo sostenido por la defensa, este agravio planteado en el recurso extraordinario fue debidamente atendido en la instancia de casación, y su reedición implica únicamente la expresión de una opinión discrepante con la razonable valoración de la prueba efectuada por el tribunal de juicio y la cámara revisora, cuyo examen, por regla –y en las condiciones descriptas– resulta ajeno al conocimiento de la Corte, por lo que corresponde su desestimación.  Por otra parte, idéntica situación advierto respecto del planteo referido a que la pretendida vulneración del principio de congruencia no fue debidamente atendida en la anterior instancia.   En relación con ello, no puede soslayarse que la Corte tiene dicho que, cualquiera sea la calificación jurídica que en definitiva efectúen los jueces, el hecho que se juzga debe ser exactamente el mismo que el que fue objeto de imputación y debate en el proceso, es decir, aquel sustrato fáctico sobre el cual los actores procesales desplegaron su necesaria actividad acusatoria o defensiva.  Teniendo en cuenta que las razonables y fundadas respuestas de la casación permiten descartar que dicho tribunal haya incumplido con su labor revisora, los agravios de la defensa quedan reducidos a una reiteración de los articulados en el recurso ante esa instancia y, por otro lado, sólo trasuntan meras discrepancias en relación con la valoración de circunstancias de hecho y prueba, cuya apreciación constituye facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción.


    Recurso Queja n° 18 – Principal en Tribunal Oral 0 – Imputado: G. V., Aníbal Samuel y otros s/ Infracción Ley 23.737 (Artículo 5° Inciso c)


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 9824/2014/TO1/1/8/RH3, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Lesiones. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1513/2019/RH1, “S., P. J. s/ Homicidio doblemente calificado – recurso extraordinario”.


    C., José Luis y otro s/ Lesiones culposas agravadas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1518/2019/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 


    Según ha sido informado por el Fiscal General de la Unidad Fiscal Federal correspondiente a una provincia, la intervención de la justicia federal en esta causa cesó luego de dictar el auto. En consecuencia, la cuestión aquí planteada ha devenido abstracta y, por tal motivo, se desiste de la queja interpuesta.


    Z., Gustavo Alberto y otros s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1544/2020/RH1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal. Sobreseimiento. Pronunciamiento inoficioso. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1. Incidente N° 1. Imputado: S., Rafael y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 325/2019/8/1/1/RH2, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    En virtud de los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público que han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente en sus presentaciones, se mantiene la queja interpuesta.


    Recurso de queja N° 1 -Incidente N° 1– Imputado: R. G., Jorge Luis s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2547/2019/1/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    En virtud de los argumentos que sustentan la posición de este Ministerio Público que han sido suficientemente desarrollados por el señor Fiscal General recurrente en sus presentaciones, se mantiene la queja interpuesta.


    Recurso de queja N° 1 -Incidente N° 2– Imputado: N., Juan Alberto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35675/2019/1/1/2/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso de queja N°1. Incidente N° 14. Imputado: D., Alberto Oscar y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 12000494/2007/14/1/RH2, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Denunciado: G., Nicolás s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 29736/2019/1/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Denunciado: H. S.A: H. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1590/2019/3/1/1/RH2, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: R. M. S.R.L s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 601/2020/1/1/1/RH2, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: R. P. B. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 673/2020/1/1/1/RH2, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: H. S.R.L. y otros


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 2939/2021/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: B., César Aníbal s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1459/2017/2/1/1/RH1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: L. R. S.A.I.C.F.E.I.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 494/2017/3/1/1/RH2, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 S., María Gabriela s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 25511/2019/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1 – s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 937/2021/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: A. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 954/2020/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. H. C. S.A.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64560/2019/1/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: C. G. E. C. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 32164/2019/11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. N.N.: Sumario averiguación (desprendimiento 18.564/2017)


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 20316/2019/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Néstor Horacio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 14798/2019/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: A. de P. de S.A y otros


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 8338/2015/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: S. M. S.A y otros


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21237/2013/2/1/1/RH3, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: B., Isabel y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 89858/2018/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: M., Gustavo Antonio s/ Incidente de recurso


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 75227/2018/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 2. Denunciado: A., Juan Manuel s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 36566/2017/2/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 2. Denunciado: B., Juan Pablo s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 77055/2018/1/2/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: A.B.D S.R.L s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 94200/2018/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: B. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 241/2020/2/1/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: G. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 244/2020/1/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1. Incidente Nº 1. Denunciado: N. H. A. S.R.L s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1687/2019/1/1/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otro s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”.


    Recurso de queja N°1 Incidente N° 1 Imputado: G., Rolando David s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 5616/2015/TO1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Juan José y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9792/2016/2/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Lucas Martín s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 44304/2019/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. C. T. I. V. A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 278/2017/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Cooperativa de Trabajo O. U. de S. L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 47808/2016/2/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Darío s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 18990/2016/2/1/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H., Reynaldo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 58920/2019/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. D. A. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 20369/2020/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: R. S.A s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 35628/2020/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: S. C. de las T. S.R.L y otro s/ Incidente recurso


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 4213/2014/4/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: P., Alfredo Oscar y otros s/ Incidente de recurso


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 43232/2016/5/1/1/RH3, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de queja N°1 Incidente N° 1 Imputado: S., Víctor Américo Antonio y otros


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000755/2007/TO1/2/1/1/RH3, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A., Adolfo Ignacio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 31681/2020/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso N° 1. Incidente N° 1. Imputado: R., Ariel Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 8333/2015/1/1/ RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso N° 1. Incidente N° 1. Imputado: T., Mirta Susana y otros s/ Incidente de recurso


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12011216/2004/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: E. 2x S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1897/2019/1/1/1/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – N.N.: Sumario Averiguación Desprendimiento de 18.564/2017


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 44121/2019/1/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 Q., Víctor Hugo y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 30462/2016/2/1/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: D. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 220/2020/2/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: R. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 7536/2021/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: S. P. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1402/2018/3/1/1/RH2, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: L. P. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1554/2018/7/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Imputado: M. M. y S. I. S.R.L. y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 55715/2019/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 Imputado C., Marcelo Antonio y otros


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 83000070/2012/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1- Incidente N° 1 N. C. S.A.


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 11842/2019/1/1/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 T. A. S.A. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 16484/2019/1/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: S. C. S.A y otros


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22312/2019/1/1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: B. B. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 277/2021/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: C. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 243/2021/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: P., Federico s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 78353/2019/1/1/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: P., Francisco s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 4129/2021/1/1/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 2. Legajo N° 1. Denunciado: P., N. S.A.


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 24394/2019/1/2/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Contribuyente: C. T. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1156/2021/1/1/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: A. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 599/2020/1/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: B., Santiago s/ Incidente recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7908/2017/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: L. O. de H. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 518/2020/1/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: L. S.A. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 770/2019/3/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: S. C, S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1916/2019/1/1/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: C. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 283/2015/1/1/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: C. A. de N. S.A / Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 77866/2019/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: G. E. S.A. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14233/2016/1/1/1/RH2, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: S de A. T. S.R.L. y otros


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 144451/2018/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: A. C. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1664/2019/2/1/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: B., Rolando Omar s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 48360/2016/1/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: K., María Cristina s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 17852/2019/1/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: R. de M. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1008/2016/12/1/1/RH5, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: Y. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 71319/2018/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: A. M. P. S. de T. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1042/2018/9/1/1/RH2, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: B., Alfredo Alejandro y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 66669/2014/2/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: M., Silvana y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1104/2014/5/1/1/RH2, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: R. H., Isaac s/ Incidente recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14862/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: S., Fernando Javier y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 174333/2018/1/1/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: T., Juan Bartolomé y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 33317/2015/2/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: V. de Z. e H. S.R.L. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 4713/2016/1/1/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 2. Imputado: G. S.A y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000341/2008/2/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 2. Imputado: R., Miguel Javier y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 14910/2016/2/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Legajo Nº 1. Contribuyente: M. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 46139/2018/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Recurso queja Nº 2. Denunciado: M. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 765/2019/2/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 2. Imputado: L. G. M. S.A s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 134075/2018/2/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Alberto Abel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 65505/2017/4/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: A., Graciela Mónica y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 7169/2020/1/1/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. A. P. de S. F. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 93460/2018/1/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. de M. y C. S.A. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 95625/2017/4/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. H. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 190543/2018/2/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21516/2014/2/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N.: sumario averiguación (desprendimiento FRO 913/2017) s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23041/2019/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R. S.R.L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 37468/2018/1/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de queja N°1. Incidente n° 14. Imputado: D., Alberto Oscar y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 12000494/2007/14/1/RH2, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 7. Denunciado: M., Mariano Esteban


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 7856/2020/1/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 M., Pablo Andrés Luciano s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 64536/2017/3/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1- Incidente N° 1 O. S.R.L. y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 6029/2016/3/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: C. B. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 597/2017/7/1/1/RH3, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: C. C. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2029/2017/7/1/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: C. S.R.L s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 980/2019/2/1/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: S. F. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14782/2020/1/1/1/RH2, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: D., Paola Mariela s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 32016975/2006/TO1/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 6. Imputado: A., Carlos s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 18549/2013/TO1/6/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 2 - Recurso queja Nº 9. Imputado: P. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 581/2017/9/2/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Daniel José y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 27613/2016/1/1/1/RH3, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Guillermo Heraldo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 121941/2018/2/1/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Javier Marcelo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 19739/2019/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: C. S.A. y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 58016/2018/1/1/1/RH2, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: R. S.A.I.I.C.F. y A. - N. C.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 573/2020/2/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: T. B. S.R.L. y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 15129/2019/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 7. Imputado: B., Fabio Darío s/ Incidente recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12577/2018/7/1/RH5, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 2 Gendarmería Nacional Argentina


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 30044/2016/2/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: B & A. S.R.L. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 115663/2019/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: H. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 115668/2019/1/1/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: Dingduan, J. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 960/2019/1/1/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, “T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: V. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1817/2019/1/1/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, ”T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Contribuyente: La M. S. A. S.R.L.


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 16242/2016/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, ”T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: V. S.A.C.I.F. s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14735/2020/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, ”T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: E. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2319/2021/1/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa CPE 5162/2015/6/1/RH1, ”T. T. S.A. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la seguridad social”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: V., Claudio Alejandro y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 3298/2017/1/1/1/RH1, 01 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 742/2018/2/1/RH3, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. A. E. S.R.L. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 144/2015/6/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. de I. M. Dr. M. C. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1579/2016/3/1/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., David Darío s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31263/2016/TO1/2/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. P. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18056/2019/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F., Raúl Alberto y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000555/2012/3/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Miguel Orlando y otro s/ Encubrimiento de contrabando Artículo 874, inciso 1, apartado d) – Código


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 3700/2016/1/1/RH2, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H. C., Mirta Elena s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1353/2013/TO1/2/1/1/RH3, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. G., Jorge Ariel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 4249/2017/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M. M., Angélica s/ Encubrimiento de contrabando Artículo 874, inciso 1, apartado d) – Código Aduanero


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4945/2016/1/1/RH2, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Elsio José s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 49087/2017/1/1/1/RH2, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Jorge Elías y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 10183/2014/1/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. R., Elida Ramona s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 24834/2016/2/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Natalia Andrea s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 814/2020/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Legajo N° 3. Imputado: O., Tomás Ignacio y otro s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 8375/2016/3/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Contribuyente P. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 171026/2018/1/2/1/1/RH1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Imputado: L. D. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2488/2021/1/1/1/RH1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Contribuyente: B. I. S.A.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116602/2019/1/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: C., Alejandro y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 371/2015/1/1/1/1/RH1, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: Centro de Diagnóstico y Tratamiento Ambiental


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 24883/2016/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 4 – N.N.: C., Héctor Celso y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 15557/2013/4/1/RH2, 22 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: A. S. S.R.L s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 53031372/2007/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: I. C. S.A s/ Incidente de recurso


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33816/2020/2/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: S. S. S.R.L y otros s/ Incidente de recurso


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 144448/2018/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: C., Marcela María s/ Incidente de recurso


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 6269/2019/3/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: R. C. S.R.L y otros s/ Incidente de recurso


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 11375/2019/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: C. C., Octavina s/ Incidente de recurso


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 393/2016/TO1/5/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: C., Daniel Alejandro s/ Incidente de recurso


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 85462/2018/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: S. A. G. S.R.L y otro s/ Incidente de recurso


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 115124/2019/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: S., Luis Jorge s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 22994/2016/2/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: S., Pedro David y otro s/ Incidente de recurso


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 29730/2017/4/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: V., María Marta s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 114495/2019/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. N.N: Sumario averiguación (Desprendimiento 18564/2017)


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 35917/2019/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 10. Imputado: L., Héctor Amado y otros s/ Incidente de recurso


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 11009715/2011/3/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 5. Contribuyente: T. P. S. L. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14230/2016/5/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Legajo N° 1. Contribuyente: G. A. S.A s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 29051/2019/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Legajo N° 1. Denunciado: D., Roberto s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 20909/2019/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 3. Imputado: F., Eduardo Francisco y otro


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 55018231/2012/TO1/3/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Contribuyente: L. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43903/2019/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: L. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 18060/2015/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: M., María Verónica y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1290/2019/1/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: G., Carlos Adrián y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 1141/2016/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: H., Evangelina Inés s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38260/2019/2/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: C. P. S.A y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 59116/2014/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: I. Y. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 9518/2019/1/1/1/RH2, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: C. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1595/2019/2/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: L. del P. S.A. y otro s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 958/2019/2/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: A. M., Sergio Gabriel y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31015711/2012/TO1/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: E. N., Silvia Soledad y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 29860/2016/TO1/2/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: G., Diego y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5764/2020/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: R., Alberto y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 13377/2015/2/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: S., Manuel s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55738/2019/3/1/1/RH3, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: S., Nicolás Ariel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 27828/2019/1/1/Rh1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 3. Imputado: E., Diego Ramón y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 27054/2017/3/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 2. Denunciado: P. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 357/2018/2/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. H. S.R.L. y otros s/ Legajo de apelación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 114404/2018/4/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S. M. L. C. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116017/2019/1/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Alejandro Héctor y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 23279/2018/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    U. C. S.R.L y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 35455/2018/2/1/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, "F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria". Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Z., Mario Gustavo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 15560/2013/2/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F. Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: C., Atilio Amadeo y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 72000661/2012/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Contribuyente: S. C. and C. S.A.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 38469/2020/1/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: C. N. S.R.L.


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 75544/2018/2/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: D. A. S.A. y otros


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 7144/2019/2/1/1/RH3, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: D. y D. S.A y otros


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 71323/2018/2/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: E., Sebastián Pablo


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 7144/2019/3/1/1/RH4, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: M., Paula Carolina


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 8402/2014/3/1/1/RH3, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: R., Pablo y otro


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53318/2019/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 4. Imputado: S. A. T. S.A.


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24026/2016/4/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Legajo N° 1 Contribuyente: L. S.A y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53017059/2012/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1- Denunciado: C. A. de A. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 86921/2017/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Denunciado: S. F. S.A y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1685/2017/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1- Incidente N° 1 B. W. A. S.A y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 190546/2018/3/1/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 Denunciado: S. Y., Estanislao y otro


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 13284/2018/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 Imputado: F., Sergio Marcelo


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 15920/2013/1/1/1/RH2, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 Imputado: G. F., Jorge Isaac


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 2862/2014/TO1/2/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 M., Andrea Elizabeth s/ Recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 23294/2019/1/1/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 M., Diego Javier


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 8494/2019/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1. Imputado: D. R., María


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33251/2020/1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Incidente N°1 Imputado: P. S.A y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 2104/2014/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 1 Imputado: D. N., Marcos José s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 2629/2016/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 1 Imputado: H., He y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 393/2015/1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 2 Denunciado: H. A. S.A. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40388/2016/27/2/1/RH28, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 2 G. S.A. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40388/2016/12/2/1/RH25, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 3 C. A. s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40388/2016/52/3/1/RH26, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 3. S. I. C. de M. S.R.L. y otro


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40388/2016/34/3/1/RH27, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 3. Z., Carlos Rafael s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 13798/2017/3/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 7 Imputado: D. P., Fabián Alejandro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2569/2011/7/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. A., Alberto Rafael y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 9524/2014/1/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Contribuyente: P. S.R.L y otros y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1017/2014/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1 M. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 38097/2017/3/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: T. C., Pedro y otros


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27907/2017/1/1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 2. Imputado: B., Cristian y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000512/2008/2/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 4. Denunciado: P., H. S.A y otro s/ Incidente de recurso


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 28555/2017/4/1/RH2, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N°1. Denunciado: C. I. e H. S.R.L. y otros s/ Incidente de recurso


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 6031/2016/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N°1. Denunciado: G. R., Estanislao y otros s/ Incidente de recurso


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 13681/2016/2/1/1/RH2, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N°1. Imputado: L., Rosana Carmen s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 114701/2019/1/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 1. G. C. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 85156/2017/1/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 1. I., Domingo s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 67716/2018/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 1. S. H. S.A.C.I.F.E.I. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 70821/2016/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Q. S., Marcelo Daniel s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 959/2019/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Sucesión de Amanda Elvira R. de F. y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 32132/2017/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 2 C. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 54785/2019/2/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 2. P., Mariano Manuel s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4896/2017/2/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N°1. Incidente N° 1. Denunciado: M., Gabriela Adriana s/ Incidente de recurso


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 57862/2017/2/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: A. C. S. D. de G.


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 28714/2019/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: L. F. S. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37767/2020/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: M. O. S. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5214/2020/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: R., Nélida Beatriz y S. Ángel


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 38467/2020/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: D., Guillermo Ariel s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 41231/2019/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: C., Juan Francisco s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 20169/2013/TO1/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: C., Oscar Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 6734/2016/1/1/1/RH2, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: D. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2641/2020/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: D., José Alberto y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 39891/2015/1/1/1/RH2, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: F., Florencia Adriana s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 39928/2020/1/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: L., Ricardo Félix Salvador y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 91589/2018/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: N., Analía Noemí y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 336/2017/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: Q., Pablo Alberto y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22129/2019/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: R., Víctor y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 62496/2017/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: S. L. E. e H. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33333/2020/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: S., Alejandro José y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 114009/2019/23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: S., José Daniel y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 47736/2017/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: S., Luis Alberto y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 33812/2020/2/1/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: S., Nicolás s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 628/2019/11/1/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 1. N.N: Srio. Av. (Desprendimiento: FRO 913/2017)


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23044/2019/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 2. Imputado: A. P. S.R.L. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1735/2018/2/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 3. Denunciado: A. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 89110/2017/3/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 3. Imputado: B., Enrique Pascual s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31001096/2010/3/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº 4. Denunciado: I. 3 G.A.B.A S.A s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 89100/2017/4/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Incidente Nº1. Contribuyente: E. M. S.R.L. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 19511/2016/3/1/1/1/RH2, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Legajo Nº 1. Imputado: C., Carlos Dante y otro s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 35230/2017/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Legajo Nº 4. Imputado: S., Alfredo César s/ Legajo de Apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000971/2009/4/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”, se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso Queja Nº 1 - Recurso Queja Nº 3. Contribuyente: M. H. S.A. y otro


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 10739/2013/3/1/RH3, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 -  Recurso queja N° 2. Imputado: A. T. S.A y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 899/2016/2/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Denunciado: P. A. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 975/2019/2/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: S. E. D. S.R.L. Empresa de Servicios y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 948/2019/2/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: A. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1666/2019/2/1/1/RH2, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: C., Armando Juan


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 57625/2018/1/1/1/RH2, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: I. S.R.L s/ Incidente recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9432/2015/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: D., Norberto s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000034/2013/3/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: De O., David y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 29828/2015/2/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: F., Alejandro José s/ Recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 20641/2017/1/1/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: G., Néstor y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 4149/2014/4/1/1/RH3, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: M., Juan s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 40813/2019/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: T., Diego y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 63978/2017/10/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Legajo N° 1. Denunciado: L., Nicolás Ángel s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 58074/2017/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 - Recurso queja N° 4. Imputado: T., Juan Carlos s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 957/2015/4/1/RH3, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: A. I. S.R.L.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 35792/2020/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: Á., Julio Luis s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 19491/2016/2/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: C., Stella Maris y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 84185/2018/1/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: M., Ricardo Mario s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32000544/2012/2/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. N.N: Sumario averiguación (Desprendimiento 913/2017)


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23050/2019/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. de F., Griselda Antonia s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53010002/2007/TO1/4/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. L. H. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1045/2015/1/1/1/RH4, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Gonzalo y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18050/2019/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Luis Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 25745/2019/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Pablo Andrés s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 35235/2017/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A., Víctor Eduardo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 38490/2017/1/1/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. O., Leonardo Álvaro y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 64363/2014/TO1/6/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Claudio y otros s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 126/2016/2/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. C., Andrés y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 52001920/2012/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1119/2016/2/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Hugo Celso s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 17776/2017/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C., Roberto Pablo y otro s/ Encubrimiento de contrabando Artículo 874, inciso 1 apartado d) - Código Aduanero


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 45262/2017/2/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. B., Alberto s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 22086/2016/1/1/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E., Alfredo Raúl y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 1040/2016/2/1/1/RH2, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    F. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 49626/2015/3/1/1/RH3, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Lucas Bernardo s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 45056/2017/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    H. S.R.L. s/ Evasión simple previsional


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 72971/2019/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. M. A. de B. S.A. y otros s/ Evasión simple previsional


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 14522/2016/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    I. T. y otros s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 727/2016/3/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 581/2019/1/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    L., Hugo Omar s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 1152/2019/1/1/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Germán y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 31184/2016/2/1/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Manlio José y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 45358/2018/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Marcos Abel y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 89831/2018/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Pablo César s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 44368/2016/1/1/1/RH2, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N.: Sumario Averiguación (desprendimiento FRO 913/2017) s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 36739/2019/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    O. O. de I. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 17518/2017/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P., Ricardo Pedro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 115671/2019/1/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    R., Walter Alfredo y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 16063/2017/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de queja N° 1 s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 270/2019/1/1/RH2, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso de Queja N° 1. Incidente N° 3. Imputado: A. El .T. S.A y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 64970/2019/3/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja  N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: P. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1654/2016/14/1/1/RH3, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Denunciado: A., Luis Jorge s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 726/2020/2/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: G. S. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 79/2019/1/1/RH3, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: L. E. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1041/2019/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: P. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 502/2018/3/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Denunciado: R. L. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1710/2019/2/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Denunciado: S. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1437/2019/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: T. F. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1259/2019/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: T., Miguel Oscar s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 9212/2016/1/1/1/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: C., María Isabel s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 32287/2020/1/1/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: D. del P. Cooperativa de Crédito, Consumo y Vivienda Limitada s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1156/2016/37/1/1/RH6, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: L. S.A s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1781/2019/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: P., Nicolás s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000863/2009/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: S. S. V. S.A. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1480/2017/1/1/1/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: S., Nelson Mario s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 10732/2013/TO1/1/1/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 Z., Roberto Francisco s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 28715/2019/1/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Contribuyente: V. S.A. I.Y.C. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 92562/2018/1/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: A. S.A.C.I.F.I.A S.R.L. y otros


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91078/2017/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: A., Juan Ignacio


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1578/2019/2/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: A., Viviana


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 70951/2018/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: B. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 937/2020/1/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: B. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 684/2020/1/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: C. G. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 690/2020/2/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: C. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 380/2020/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: C., Andrea s/ Incidente recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 4654/2020/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: C., María Fernanda


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 28092/2019/1/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: E. M. M. S.A.


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 15366/2020/1/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: F. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1734/2019/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: G., Carlos Martín y otros


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000462/2001/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: L. A. S.A. y otros


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 32011/2015/3/2/1/1/1/RH4, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: L., Juan Cruz


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 7070/2020/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: L., Marcela Noelia s/ Recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 114010/2019/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: Mario H. s/ Recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40388/2016/119/1/1/1/RH31, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: T. M. G. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1685/2019/2/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: V. T., Sinesio


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1583/2019/1/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: W. G. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 546/2020/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: A., José Antonio s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1707/2018/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: F., Pablo Mariano


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 112089/2018/1/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: K. C. S.A. y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 48/2019/2/1/1/RH2, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: L., Daniel Domingo y otros


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21685/2016/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: M., Julio s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 87214/2018/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: N. T. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 1679/2019/2/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: P. y D. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1915/2019/2/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: S., José Francisco y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 55295/2013/8/1/1/RH2, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: S., Marcos s/ Incidente recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 7706/2020/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: T., Oscar Elías y otro


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 21108/2016/2/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: U., Ismael y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 518/2016/6/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: Z., Ricardo Emilio s/ Recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 61000801/2010/4/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. N.N.: G., Nidia Cristina s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31293/2015/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 2. Denunciado: P. H. S.A. s/ Recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 14062/2016/2/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 3 Imputado: C., Miguel Ángel s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 7668/2014/TO1/3/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 3. Imputado: A., Eduardo y otros


    FSA-Justicia Federal de Salta, 12000763/2011/TO1/3/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 – Legajo N° 1 – Denunciado: La M. S.A. y otros s/ Legajo de Casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 54487/2018/1/1/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Legajo N° 1. N.N. s/ Legajo de apelación


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12322/2017/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Recurso queja N° 1 – Denunciado: D. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1066/2019/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Recurso Queja N° 1. Imputado: ESIMET S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1961/2018/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 – Recurso queja N° 2 - s/ Evasión agravada tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32748/2019/2/1/RH2, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 A. G. S.A. s/ Evasión simple tributaria


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32744/2019/2/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 B., Fabio Eugenio y otro s/ Recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 4292/2014/14/1/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 Imputado: M., Oscar Luis


    FSA-Justicia Federal de Salta, 14885/2016/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 R. C., Carlos Alberto


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 12881/2017/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1- Incidente N° 1 Sumario averiguación (Desprendimiento FRO 913/2017)


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23045/2019/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 2 Averiguación Ley 22.415 s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 23928/2017/2/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 K., Isaac y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 13285/2018/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 1 Imputado: P., Carlos Alberto y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 46536/2019/1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 1 M., Horacio Enrique s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 27537/2017/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 M., Luis Alberto s/ Infracción Ley 22.415


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 4194/2016/1/1/RH2, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Recurso queja N° 4 R., Eduardo Manuel y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 42019798/2012/4/1/RH4, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Contribuyente: B., José Narciso s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 1907/2019/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Denunciado: G. H. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 7244/2014/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Denunciado: G., Mariano s/ Infracción Ley 24.769


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 57177/2017/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Imputado: C., Estela Isabel s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 20557/2018/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: R. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37761/2020/1/1/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: G. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 118/2021/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: M., Carlos Dante s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 37101/2014/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Denunciado: T. S.R.L y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5762/2020/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A. E. S.A y otros s/ Incidente  de recurso


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116006/2019/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: A., Gustavo Javier y otros s/ Incidente de recurso


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000326/2011/5/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: C. S. de C. S.A.


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42812/2020/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: C., Alicia Gladys s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5204/2020/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: D., Javier y otro s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 9409/2020/1/2/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: F., Álvaro Gabriel y otro s/ Incidente de recurso


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 53010069/2008/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: F., Edgar Alejandro y otros s/ Incidente de recurso


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12461/2019/1/1/1/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: F., Sebastián Esteban s/ Incidente recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 16888/2017/1/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: I. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 28365/2019/1/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: M., Carlos s/ Incidente recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5195/2020/1/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: M., Oscar Enriques/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 97379/2019/3/1/1/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: N., Jorge Gabriel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27403/2020/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja n° 1. Incidente n° 1. Imputado: N., Rosana Leticia s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 63938/2017/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: R. A., Tito y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14509/2015/2/1/1/RH2, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: S. A., Luis s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 37040/2019/2/1/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: S., Omar Carlos


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 367/2015/7/1/1/RH3, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: V. B. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 13900/2019/1/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: V., Pablo Ariel y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 52000757/2010/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 10. Imputado: M., Tomás Adrián y otro s/ Incidente de recurso


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 15032/2017/5/1/1/RH4, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 10. Imputado: V., Carlos Alberto y otros s/ Incidente de recurso


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1240/2009/10/1/RH4, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 2. Denunciado: T., Raúl Orlando y otro s/ Incidente de recurso


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 15418/2016/2/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 2. Imputado: M., Carlos Alberto s/ Incidente de recurso


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5195/2020/2/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 3. A., Javier José y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 618/2020/TO1/3/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 3. Denunciado: CIA. La P. A. M. S.A.C.I.F.I.


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53017314/2013/3/1/RH1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° 3. Denunciado: T., René Eduardo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 83407/2017/3/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 3. Denunciado: Transportadora S. M. S.A. y otro E. M. s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 63077/2018/3/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 1. Incidente N° N. Denunciado: C. de T. y D. S.A


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 58633/2018/1/1/1/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja n° 1. Incidente n°1. Contribuyente: P. M. S.A. s/ Incidente de recurso


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 22000123/2008/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja n° 1. Incidente n°1. Contribuyente: S., Luis Oscar s/ Incidente de recurso


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 19840/2019/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N°1. Imputado: A., Carlos Alberto y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 20960/2016/1/1/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja n° 1. Incidente n°1. Imputado: C. S. A. S.A s/ Incidente de recurso


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 324/2019/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja n° 1. Incidente n°1. Imputado: D., Claudio Daniel y otros s/ Incidente de recurso


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 56006498/2011/2/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja n° 1. Incidente n°1. Imputado: I., Héctor David s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 17757/2019/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja n° 1. Incidente n°1. Imputado: S., José Alfonso s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5045/2020/1/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 20. Imputado: G., Dalila Sandra y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 20097/2015/20/1/RH5, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 3. Imputado: G., Juan De La Cruz y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 15521/2014/3/1/RH1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja n° 1. Legajo n° 4. Imputado: O., Ignacio s/ Legajo de casación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1488/2012/TO1/4/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Recurso queja N° 1. Denunciado: Las C. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 70083/2018/1/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Sumario Averiguación (desprendimiento FRO 913/2017) s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23047/2019/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: Y., Mei Hung s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1451/2019/2/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 2. Denunciado: C. H. S.A. s/ Evasión agravada tributaria


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1622/2019/2/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 3 A. A., Roberto Fabián y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 13783/2013/3/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja N° 3. Incidente N° 1. Imputado: F., Roberto Hugo y otro s/ Incidente de falta de acción


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 51005089/2011/1/3/RH2, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Contribuyente: B. T. S.A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 14818/2017/2/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: G., Irma Mabel y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 58921/2019/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: R., Eduardo Daniel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 11718/2019/1/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: T., Edgardo Cecilio s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 48803/2019/1/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: S. C. I. S.R.L.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37772/2020/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Contribuyente: Sindicato Personal de Industrias Químicas y Petroquímicas


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 144453/2018/1/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: S. de P. A. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1720/2019/2/1/1/RH2, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: M. A., Néstor Fabián s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 3929/2013/TO1/1/1/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: R., Nancy Noemí y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 63/2015/10/1/1/1/RH10, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 2. Denunciado: F. S.A. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 924/2019/2/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Legajo Nº 1. Denunciado: B., Darío Carlos s/ Legajo de Apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 29178/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso Queja Nº 1 - Legajo Nº 1. Denunciado: I. S. S.R.L. y otros s/ Legajo de Apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 25129/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Recurso queja Nº 1 - Denunciado: M. S. S. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 806/2019/1/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T. S.A. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 8534/2013/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V. M., Santiago Enrique s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 2541/2016/2/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    V., Hernán Sergio s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2039/2017/2/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    W., Ter Martin y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 44516/2019/2/1/1/RH2, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. M. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 40388/2016/31/2/1/RH24, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    A. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1553/2017/TO1/3/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B. H. S.A. y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 130136/2017/4/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    B., Julio Alberto y otro s/ Infracción Ley 22.415


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 503/2017/2/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    C. de V. C. y C. 2. de J. LTDA y otro s/ Infracción Ley 24.769


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 48963/2019/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D. R. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 18235/2019/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    D.T. S.R.L s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 27406/2020/1/1/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    E. A. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1836/2018/1/1/1/RH2, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    G., Roberto Alfredo y otros s/ Legajo de casación


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 72000607/2012/2/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    K., Jaime Elías s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 17212/2014/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    M., Patricio y otros s/ Infracción Ley 24.769


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 9960/2011/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N. S.R.L. (Emanuel Eduardo S.) s/ Infracción Ley 24.769


    FSA-Justicia Federal de Salta, 8438/2019/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N., Cesar Antonio y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 7260/2019/1/1/1/RH2, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    N.N. s/ Infracción Ley 22.415


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 12452/2017/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    P. M. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1272/2019/2/1/1/RH3, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Denunciado: F. B. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1403/2018/2/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Imputado: G., Dalila Sandra y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 20097/2015/33/1/1/RH6, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Contribuyente: A. S. S.A.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 103969/2019/1/1/1/1/RH1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Denunciado: L. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 134/2020/1/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: C., Oscar Ángel s/ Incidente recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 17790/2017/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: F. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 516/2020/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: F., Nancy s/ Incidente recurso extraordinario


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 22373/2018/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: L. S.R.L. y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 377/2020/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. N.N.: N.N. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32745/2019/2/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 – Legajo N° 1 – Denunciado: S. S.A. s/ Legajo de Apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1914/2019/1/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 – N.N: Sumario averiguación (Desprendimiento FRO 913/2017) s/ Infracción Ley 24.769


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23048/2019/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Recurso queja N° 1 – Denunciado: U., Daniel Horacio s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1171/2019/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Imputado: R., Ernesto Adán y otros s/ Contrabando


    FSA-Justicia Federal de Salta, 15305/2017/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 C. C., Rene s/ Incidente recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 13552/2017/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1- Incidente N° 1 F. L., Jorge s/ Incidente de falta de acción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43488/2018/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 G. A., Héctor Efrain s/ Incidente recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 13890/2017/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 Imputado: G. C., Rodolfo


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 32020040/2011/TO1/1/1/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1 P., Ismael Alfredo y otro


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32000930/2008/1/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Incidente N° 1. C. H., María Elena y otros


    FSA-Justicia Federal de Salta, 9543/2015/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 1 T., Aníbal Fabián s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 71235/2018/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 N.N. y otros s/ Apropiación indebida de recursos de la Seguridad Social


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 33787/2016/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Contribuyente: O. G. S.A. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 116718/2019/1/1/1/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 2. Denunciado: C., Carlos Horacio s/ Incidente recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 33746/2017/2/1/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 7. Imputado: C., Jorge Constantino y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1522/2013/TO1/7/1/RH6, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 1. F., Silvia Beatriz s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 71318/2018/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 1. Imputado: A., José María V. y otros s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 59878/2016/1/1/RH1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 3. R, José Luis Fernando y otro s/ Apropiación indebida


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 41000313/2011/3/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: A. S.R.L. s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 36403/2016/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: B., Sonia y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 37502/2016/1/1/1/RH2, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: N., Francisco Juan s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 46309/2017/1/1/1/RH2, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: L. S.A. y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1227/2019/2/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 2 - Incidente Nº 2 – Denunciado: P., José Luis y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 9862/2019/2/2/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    S., Marcos Héctor s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 28124/2020/1/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    T., Vicente s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 12007820/2007/2/1/RH1, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Y., Alejandro Miguel s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 32973/2016/2/1/1/RH3, 23 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Denunciado: H. de E. B. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 34896/2018/1/1/1/RH2, 01 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1. Imputado: M., Silvio y otro


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 12012110/2007/1/1/1/RH1, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1- Incidente N° 1 L., Mara Paola y otro s/ Legajo de casación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 169777/2018/3/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1 Legajo N° 1 B. C. S.R.L. y otro s/ Legajo de casación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31588/2017/1/1/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 1. Imputado: P. A. S.R.L. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 79960/2015/3/1/1/RH2, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja N° 1. Legajo N° 5. Imputado: G., Emmanuel s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1484/2013/5/1/RH2, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: I. A. S.R.L. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 48490/2019/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja interpuesta, se hace lugar al recurso.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: B., Pablo Javier y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 75598/2019/1/1/1/1/RH1, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    C. de A. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1316/2014/1/1/RH1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: A., Carlos Humberto s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 39931/2020/1/1/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: F., Noelio Alejandro s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1394/2014/4/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: M. Alberto Jorge y otro s/ Incidente recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 8539/2017/1/1/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”. Se mantiene la queja y se hace lugar al recurso extraordinario.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: N., Carlos Alberto s/ Incidente recurso extraordinario


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 27489/2015/1/1/1/RH1, 23 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Transporte de estupefacientes. Debido proceso. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien no escapa que -en principio- las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte tiene dicho que cabe hacer excepción a ello cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara al Ministerio Público Fiscal.  En el particular, debe remarcarse que el magistrado recurrente planteó la cuestión federal con estricto apego a las disposiciones del artículo 14, inciso 3°, de la ley 48, por lo que resulta de aplicación la doctrina establecida en Fallos: 338:1021 citada en la apelación, según la cual la Corte sostuvo –con remisión al dictamen de la Procuración– que más allá de la validez de las restricciones a las facultades recursivas de la fiscalía dispuesta en Fallos: 320:2145 ("Arce") respecto de cuestiones de derecho común o meros errores in procedendo, cuando está en juego el examen de un agravio de carácter federal, no es posible soslayar la intervención de la Cámara Federal de Casación Penal como tribunal intermedio.  En tales condiciones, sin perjuicio de la validez de las restricciones a las facultades recursivas del Ministerio Público, dado que se planteó una agravio de naturaleza federal que habilitaba la competencia del Tribunal por la vía del artículo 14 de la ley 48, y que la cámara rehusó pronunciarse en una materia propia de su competencia mediante un rigor formal excesivo y con la simple invocación de lo dispuesto en el artículo 458 del Código Procesal Penal, su decisión debe ser descalificada como acto judicial válido con arreglo a la doctrina de Fallos: 328:1108 y 329:6002.


    Recurso de queja – Imputado: R. C., Eduardo Ernesto s/ Legajo de casación


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 12000127/2009/TO1/5/1/RH2, 12 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal)


    Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo N° 1 - Denunciado: C. S.A. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 554/2017/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo N° 1 - Denunciado: T. B. S.R.L. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2047/2017/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo N° 1 - Denunciado: Xiaohua C. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2043/2017/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo N° 4 - Imputado: S., Gabriela Esther s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 766/2016/4/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 5 - Imputado: G. G. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 883/2017/5/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: E. S. y A. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 811/2019/2/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Comercialización ilegal de estupefacientes. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Por los fundamentos del Fiscal General se mantiene la queja interpuesta.


    Recurso queja N° 1 – Recurso queja N° 77 – Imputado: V., Jonatan Nicolás s/Infracción Ley 23.737 (Artículo 5 inciso C)


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32001194/2012/77/1/RH18, 06 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Mantenimiento del recurso. 


    En atención a la nueva vista corrida a esta Procuración General, y de lo informado por el Juzgado Penal Económico, la cuestión referida a los períodos fiscales diciembre/2011, junio/2012, diciembre/2012, diciembre/2012, junio/2013, diciembre/2013, julio/2014 a enero/2015, y abril/2015 a noviembre/2015, diciembre /2015 y enero 2016, se ha tornado abstracta.


    En relación con los restantes períodos fiscales, esta Procuración General está a lo dictaminado el 14 de febrero de 2020.


    Recurso de queja N° 1. Legajo N° 1. Imputado: A. S.R.L y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1753/2017/1/1/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Excarcelación. Reincidencia. Denegatoria del recurso. 


    La solicitud de excarcelación que dio lugar a la sentencia contra la que se dirige el recurso extraordinario sobre cuya denegación versa la queja sub examine, fue deducida durante la tramitación de esa presentación directa que sería más tarde desestimada el 15 de julio de 2021. La defensa introdujo en esta ocasión las objeciones que no había incluido en la impugnación federal contra la sentencia de casación del 4 de septiembre de 2019. Por ello, el a quo afirma —en mi entender con razón— que los agravios que pretende introducir el recurrente por esta vía son tardíos, pues ya han sido contestados al revisar la sentencia de mérito con argumentos que la parte, en ese momento, no impugnó.  Si bien ese defecto es, fatal para la admisibilidad del recurso intentado, cabe también observar que los agravios formulados, por las razones que indico brevemente a continuación, son por sí mismos inidóneos para determinar la intervención del a quo que el apelante pretende a la luz de la doctrina de Fallos: 328:1108.  Por una parte, la petición de declaración de inconstitucionalidad del régimen de agravación penal por reincidencia, en virtud del cual se ha denegado la excarcelación solicitada, es insustancial y no refuta los argumentos en virtud de los cuales se ha sostenido la doctrina constitucional opuesta a la esgrimida por el recurrente en el precedente de Fallos: 337:637 y sus citas que son, a su vez, los argumentos en los que basó el a quo su pronunciamiento del 4 de septiembre de 2019 en ese punto.  Por otro lado, con relación a la alegada declaración errónea de reincidencia, el agravio remite a la interpretación del alcance del artículo 50 de Código Penal y, como tal, por tratarse de un asunto limitado a la hermenéutica del derecho común, es, como principio, ajeno a la competencia extraordinaria de la Corte. A ese defecto debe agregarse que la parte no refuta en su impugnación el argumento central que opuso el a quo en su sentencia del 4 de septiembre de 2019, en cuanto a que sería la ejecutabilidad de la pena anterior —y no la inmutabilidad de la sentencia que la dispuso— el criterio pertinente para juzgar como reincidente a quien, como el acusado mientras cumplía una pena con ese carácter cometió un nuevo crimen.  El apelante se limitó a enunciar una lectura distinta del derecho común en juego, por lo que su petición incumplió con la exigencia de fundamentación del artículo 15 de la ley 48, lo que la hacía inadecuada para instar la competencia extraordinaria de la Corte y, por la misma razón, incapaz de generar la intervención del a quo por la vía del precedente de Fallos: 328:1108.


    Recurso queja N° 1. Incidente N° 16. Imputado: V., Roberto s/ Incidente de excarcelación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5776/2013/TO1/16/1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    En atención a los fundamentos desarrollados por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal en su impugnación, se mantiene el recurso de queja interpuesto.


    M. y otro s/ Infracción Artículo 309, 1 inciso b del Código Penal según Ley 26.733


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1470/2017/2/1/1/RH2, 04 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas CSJ 380/2014 (50-S)/CS1, “Steding, Jorge Osvaldo s/ Causa n°1037/2013”; CSJ 253/2014 (50-S)/CS1, “Steding, Jorge Osvaldo y otros s/ Causa n° 364/2013” y al dictamen de la causa FCR 91001251/2013/TO1/11/1/RH1.


    C., Humberto Valentín y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 750017/2007/TO1/7/1/1/RH2, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 54004613/1976/TO2/128/1/1/RH5, “O., Jorge Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: O., Jorge Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 41001077/2011/TO1/TO1/1/1/RH18, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 54004613/1976/TO2/128/1/1/RH5, “O., Jorge Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 – Imputado: O., Jorge Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 41001077/2011/TO1/113/1/1/RH17, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, liibro XLVIII,“S., Alan s/ Causa n° 13.590 ”.


    P., Josefina y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 54005092/2013/5/1/1/RH1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa FBB 31000615/2010/TO1/33/1/1/RH27, “A Omar y otros s/ Asociación ilícita y otros”.


    M., Ángel Custodio y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400795/2004/T01/4/1/1/1/RH73, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Retroactividad de la ley penal. Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: C. o. l. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 612/2019/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: R. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1270/2017/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: S. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1382/2019/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Imputado: B., Axel s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1086/2019/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente Nº 1 - Denunciado: N. S. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1051/2018/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 - Denunciante: Administración Federal de Ingresos Públicos - Imputado: D. S. E. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1057/2018/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 - Imputado: R., Francisco Federico s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 591/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 21 - Imputado: F., Roberto Oscar y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 977/2016/21/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: A. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 970/2019/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: L. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1341/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: M. L. A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1271/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Contribuyente: M. B.


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 568/2017/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: A. A. de S. e I.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1301/2019/4/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: B. C. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 956/2020/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Denunciado: C. o. l. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 612/2019/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: C. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1287/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: C. T. S.R.L. s/ Infracción Ley


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1891/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: L. U. S. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 623/2020/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: M. L. A. C.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1271/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: O. B. y otro


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 20078/2016/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: P. P. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 966/2019/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: P. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 138/2017/2/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: P., Silvia Viviana


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 71317/2018/1/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: R. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1270/2017/4/1/1/RH5, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: R., Francisco Federico


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 976/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: R., José Hernán y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 970/2017/8/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: S. A. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1109/2018/2/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: S. T. S.R.L. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1283/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: V. M. S.A y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 949/2017/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Imputado: B., Axel


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1086/2019/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: B., Fernanda Vanesa s/ Incidente recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 4794/2021/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: C., Analía Rita y otro


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32000701/2010/TO1/4/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: E A B. e H.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1074/2018/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: K., Bong Ho


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 65757/2019/1/1/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: P., Gabriel s/ Recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 10169/2021/1/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: A. S. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1089/2019/3/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: C., Stephanie s/ Recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5206/2021/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Imputado: G., César Javier s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 672/2013/4/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 2 - Imputado: E., Mauricio Esteban y otro


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 5743/2017/2/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 – Denunciado: A. A. de S. e I.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1301/2019/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 – Denunciado: C. A. R. P. A. C.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1007/2019/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 - Denunciado: C. de I. A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1093/2019/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 – Denunciado: H. A. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 978/2019/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 - Denunciado: M. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1337/2019/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1. Denunciado: P. M. S.R.L. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1272/2019/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: A. S. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1089/2019/2/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: A. V. S.R.L s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1410/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 – Denunciado: C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1287/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: C. T. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1891/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: S. T. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1283/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24.769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, L. XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones, con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 3 - Imputado: N. del C. S.A y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1102/2019/3/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: E. A. S.R.L s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1836/2018/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: I. I. S.A s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1891/2017/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente Nº 1 - Denunciado: I. F. S.A y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1281/2018/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente Nº 5 - Denunciado: C. C. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2029/2017/5/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 20 - Imputado: D. del P. C. de C., C. y V


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1156/2016/20/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 3 - Imputado: S. S.A. y otros s/ Recurso


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1276/2017/3/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: I. I. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1903/2019/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: I. I. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1903/2019/2/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: I. I. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1891/2017/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: N. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1260/2019/2/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: L., César


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1281/2018/2/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: N. del C. S.A y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1102/2019/2/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: P. I. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1917/2018/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: S. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1276/2017/2/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 – Denunciado: M. C. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1224/2019/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Recurso queja Nº 1 – Denunciado: F. N. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1828/2019/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que esta Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, caratulada “S., Diego s/recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, caratulada “F., Gastón Javier y otro s/ evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.   En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Recurso queja Nº 1 – Denunciado: S. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1826/2018/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Imputado: G. A. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 963/2019/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Imputado: Zhuping L. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 530/2018/CS1, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente N° 4 - Imputado: T. S. S.A.C.I.F.I.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 287/2018/4/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Denunciado: F. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1240/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Denunciado: U. S. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1106/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: A. A. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1245/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Denunciado: A. de S. U.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 849/2018/5/1/1/RH4, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: A. S.R.L.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 3301/2021/1/1/RH1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: D. G., Marisa Rossana y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 580/2019/2/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: E. S. y A. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 811/2019/1/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: L. A. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1425/2019/2/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: M. D. S. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1253/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 – Incidente N° 1 - Denunciado: N. S. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1051/2018/5/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: N. S. S.A. y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 109791/2019/3/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: O. y S. E. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 940/2020/3/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: S. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1254/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: T. B. S.R.L. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2047/2017/6/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: T. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 474/2020/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: U. S. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1106/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: V., Claudio Daniel


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 42754/2017/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: Xiaohua C.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 2043/2017/3/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Denunciado: Z. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1402/2019/2/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: C. R. I. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1918/2018/2/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: C., Ignacio Alejandro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 895/2019/2/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: D. P., Pablo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 42082/2016/3/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: F., María Marta


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26437/2019/1/1/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Imputado: G. Q. E. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 676/2019/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 – Imputado: K., Carolina y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1652/2014/104/1/1/RH44, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: M., Cristian Miguel y otro


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 17789/2017/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: P., Alejandra Daniela


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 2825/2021/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 - Imputado: R., Alfredo Juan y otro


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 46153/2018/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1 -Imputado: R., Francisco Federico


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 591/2016/2/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 1: C. G. de S. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 911/2018/3/1/1/RH4, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 2 - Imputado: F. B. S.A. y otro


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 24228/2020/2/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 3 - Denunciado: F. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1240/2019/3/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 8 - Imputado: V., Amelia Mercedes y otro


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 5925/2020/8/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Legajo N° 1 - Denunciado: A. T. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1185/2019/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Legajo N° 1. Denunciado: I. C. S.A. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1251/2019/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 – Recurso queja N° 2 - Denunciado: A. T. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1185/2019/2/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 – Recurso queja N° 5 - Imputado: A. C. 1XXX S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 766/2016/5/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1. Incidente N°1. Denunciado: M., Néstor s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1261/2019/1/1/1/RH3, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: A. A. en S. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1245/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: M. D. S. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1253/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: M., Néstor Fabián s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1261/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: S. C. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1263/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N°1 - Incidente N° 1 - Denunciado: S. S. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 469/2020/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1. Incidente Nº 1 - Denunciado: J. S.R.L. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1416/2019/2/1/1/RH3, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1. Incidente Nº 1. Denunciado: C. F., Mario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1406/2019/2/1/1/RH3, 22 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: A. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 970/2019/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: S. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1826/2018/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Imputado: C., Raúl Oscar s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 20/2018/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Imputado: S. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1639/2019/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente Nº 1 – Denunciado: P. S.A. y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 618/2019/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 - Denunciado: H. S. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1269/2017/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 - Denunciante: Administración Federal de Ingresos Públicos – Imputado: P. y otro s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 409/2017/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 – Imputado: D., Beatriz y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1579/2016/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 - Imputado: F., Guillermo Víctor y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1109/2018/1/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 - Imputado: L., Gustavo y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 521/2018/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 2 – Denunciado: Actuaciones por separado – V. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1677/2017/2/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Denunciado: A. D. S.R.L s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1573/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 1 - Legajo N° 1 - Denunciado: A. C. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1715/2019/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1464/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja N° 2 - Denunciado: M. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1619/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: C. F., Mario s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1406/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: C. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1288/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: I. A. de R. y T. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1490/2019/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: I. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1704/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: J. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1416/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: Q. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1068/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: S. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 763/2019/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente N° 1. Denunciado: I. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1704/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Contribuyente: N., San Luis S.A. y otro


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 911/2017/2/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: A. C. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1715/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: C. A. R. P. A. C.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1007/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: C. de M. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 694/2020/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: C. R. S. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 901/2019/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: C. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1464/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: C. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1702/2019/1/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Denunciado: F. L. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1520/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: H. A. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 978/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: H. S. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1269/2017/2/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: I. A. de R.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1490/2019/2/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Denunciado: I. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 554/2017/8/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: L. G. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 751/2020/1/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: L. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1341/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 – Denunciado: L. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 713/2019/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Denunciado: L., Gustavo y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 521/2018/2/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Denunciado: L., Luis y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1382/2019/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: N. A., Fernán y otros


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 3982/2020/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: N. C. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1609/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: O. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 931/2019/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: P. A. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1611/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: P. F. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91101/2017/4/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: P. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 600/2020/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Denunciado: P. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 618/2019/3/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: R. del R. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1808/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: T. H. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1697/2019/2/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: T. S.A. s/ Incidente recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1604/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: T., Enrique Adrián y otro


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 7077/2021/1/1/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: V. S.A y otros. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 957/2016/47/1/1/RH14, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: A. S.R.L. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 956/2017/15/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: A., S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1449/2015/6/1/1/RH4, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: C. de T. O. G.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 233/2019/3/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: C., Luis y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 52344/2017/12/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: C., Raúl Oscar


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 20/2018/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: G. A. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 963/2019/1/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: G. G. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 883/2017/6/1/1/RH3, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: I., Nahuel s/ Incidente recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 8654/2020/3/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: K., Ariel y otros s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1639/2019/1/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: L. Y. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 46543/2019/1/1/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: P. S.R.L y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 149/2018/7/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: P., María Gabriela y otros


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1157/2021/1/1/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: R., Laureano Javier y otros


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 35641/2017/8/1/1/RH5, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Imputado: S. C., Evaristo


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 279/2012/8/1/1/RH4, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: T. S. S.A.C.I.F.I.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 287/2018/8/1/1/RH2, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – N.N.: Sumario Averiguación (Desprendimiento FRO 913/2017)


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23046/2019/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 Denunciado: A. D. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1573/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 -Denunciado: G. y D. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1443/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: E, de L. F, y C,


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 602/2020/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: I. R. C. & A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 967/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: M. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1619/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1. Denunciado: Q. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1068/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 - Denunciado: F. L. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1520/2019/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 - Denunciado: T. H. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1697/2019/1/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Recurso queja Nº 1 - s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1582/2019/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Recurso queja Nº 2 - Denunciado: P. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 409/2017/2/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1. Incidente Nº 1. Denunciado: S. S.R.L. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 763/2019/2/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: A. V. S.R.L s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1410/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1702/2019/2/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: G. y D. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1443/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: I. R. C. & A. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 967/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: L. G. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 751/2020/2/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: L. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 869/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: N. C. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1609/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: N. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1773/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: P. A. S.R.L s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1611/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: P., Néstor Hugo. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1582/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: T. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1604/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: X. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1686/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Imputado: A. F. A. S.A y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 264/2016/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente Nº 1 - Imputado: M. H. S.A. y otro s/ Incidente de falta de acción


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 388/2018/1/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente Nº 7 – Imputado: T., Avetis Akopovich y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 736/2014/7/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 - Denunciado: Maximiliano G. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 259/2019/1/CS2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 2 - Denunciante: D. y otro. Imputado: G., César Javier


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 672/2013/2/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 6 - Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos - Denunciado: V. S.A. y otros. s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 957/2016/10/6/CS1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: G. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1770/2019/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Contribuyente: I. S.A. y otros s/ Incidente recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 50112/2014/3/1/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: C. I. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 229/2020/2/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: D. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1758/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: M. H. S.A. y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 388/2018/6/1/1/RH2, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: M., Sergio Enrique


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 341/2020/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: N. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1773/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 – Denunciado: R. S. D. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 606/2020/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Denunciado: X. S.A. s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1686/2019/1/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Imputado: M., Tomás Adrián y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1770/2019/2/1/1/RH3, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: W., Griselda y otro


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 284/2014/6/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: Z., Marcelo y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 323/2018/3/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Legajo Nº 1 - Denunciado: R. del R. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1808/2019/1/1/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: R., Francisco Federico s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 976/2019/2/RH2, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: S. N. A. S.A y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1290/2019/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Imputado: A., Claudio Osvaldo y otros s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1442/2015/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente Nº 2 - Imputado: T. S.A. y otros s/ Incidente de acogimiento a la Ley 27.260


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 431/2019/2/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 1 - Denunciado: P. S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 502/2018/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo Nº 5 - Imputado: A., S.A. y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1449/2015/5/CS, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: U. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1417/2019/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: D. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 568/2020/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: E. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1358/2019/2/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: K. S. A. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 478/2020/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: L. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1289/2019/1/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: U. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1417/2019/2/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Imputado: A., Claudio Osvaldo y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1442/2015/4/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Imputado: Z, Liu y otro s/ Recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 530/2018/3/1/1/RH4, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Denunciado: L. S.R.L. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1289/2019/2/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 2 - Recurso queja Nº 10 - Imputado: G., Paulo Hugo y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 431/2019/10/2/RH6, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Imputado: M. F., Raúl y otro s/ Infracción Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 450/2017/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Denunciado: H. S.A. s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 486/2020/1/RH1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 – Incidente Nº 1 - Denunciado: A. S.R.L.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 475/2020/1/1/1/RH2, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S.765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 del 2 de noviembre de 2021 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por el Tribunal.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Recurso queja Nº 1 - Incidente Nº 1 - Denunciado: H. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 486/2020/2/1/1/RH3, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas Fallos: 336:392, “Góngora”; Fallos: 327:5863, "Quiroga” y Fallos: 320:1919, "Menna".


    Recurso queja N° 1 - Incidente N° 2. Imputado: R., Víctor Emiliano s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24038/2019/2/1/RH1, 11 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    Homicidio. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    En primer término se advierte que, en el recurso, el defensor transcribe textualmente la sentencia del a quo y afirma –de manera genérica– que sus argumentos constituyen una mera reiteración, sin detalle alguno, de la fundamentación efectuada por la Cámara de Apelación y Garantías.   No es posible sostener que la circunstancia de considerar correctos los argumentos del fallo cuando estos resulten razonables implique una inadecuada revisión pues, si así fuera, se estaría obligando a los jueces de la Corte provincial a discurrir su razonamiento por un camino distinto, aun cuando el seguido por el tribunal de la instancia anterior resulte ajustado a derecho y a las constancias de la causa. Es doctrina de la Corte que la remisión a fundamentos de la sentencia que se revisa no hace procedente la tacha de arbitrariedad.  El procedimiento que empleó la Corte provincial, consistente en repasar en detalle los argumentos de la cámara, seguido de la conclusión de que éstos son correctos, no significa sin más un incumplimiento de su función, a menos que se demostrara lo contrario, lo que no ha ocurrido en el caso, donde la defensa, incurriendo en el mismo defecto que enunciaba, no se ha hecho cargo de demostrar por qué esta respuesta resulta insuficiente para resolver sus planteos, por lo que la apelación carece de fundamentación suficiente.  Debe recordarse que la Corte ha establecido que el recurso extraordinario no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas por la discrepancia de la parte con la selección y valoración de la prueba realizada por los jueces de la causa, ya que no incumbe al Tribunal juzgar –tal como si fuera una tercera instancia ordinaria de revisión– sobre el acierto o el error de la decisión con respecto al valor o alcance de la prueba, facultad ésta que es propia de aquéllos.


    P., Víctor Hugo s/ Recurso extraordinario de nulidad e inaplicabilidad de la Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 959/2018/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Prisión perpetua. Homicidio criminis causa. Robo calificado. Defensa en juicio. Debido proceso. Nulidad procesal. 


    La Corte ha señalado en Fallos: 330:5052 que en materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, el que debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor asegurando, de este modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio, pues lo contrario no garantiza un verdadero juicio contradictorio.  Lo actuado en la causa, concurre a descalificar lo resuelto pues la contradicción de criterio entre pronunciamientos sucesivamente dictados en una misma causa no se compadece con la adecuada prestación del servicio de justicia, ya que la coherencia, que determina la validez lógica de cualquier expresión significativa, es particularmente exigible a los actos judiciales, entre otras razones, para evitar la perplejidad de los litigantes.  Bajo tales premisas, a fin de asegurar la garantía consagrada en los artículos 18 de la Constitución Nacional, 8.2.c y d de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.3.b y d del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y con arreglo al criterio de los precedentes de Fallos: 308:490 y 311:2478, corresponde que la Corte invalide lo actuado con posterioridad a la notificación de la sentencia que denegó el recurso de inaplicabilidad de ley respecto del recurrente y remita las actuaciones al tribunal a quo, a fin de que la defensa oficial le brinde una adecuada asistencia legal en aquella instancia y oportunamente corra nueva vista.


    P., Diego Jorge y otro s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1693/2019/RH1, 03 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Abuso sexual. Cuestión abstracta. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    Uno de los acusados falleció en julio de 2020, por lo cual, al tener en cuenta que los fallos de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, corresponde declarar abstracta la cuestión planteada respecto del fallecido.  En relación al otro de los acusados, la apelación federal resulta formalmente admisible pues, aun cuando el planteamiento del recurrente pueda ser considerado de hecho y prueba, materia regularmente ajena a esta instancia, ello no es óbice para que el Tribunal conozca en los casos que, como el sub examine, constituyen una excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa.


    Recurso queja N° 1. Incidente N°2. Imputado: G., M. R. y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FSA-Justicia Federal de Salta, 3617/2014/2/1/RH2, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Abuso sexual calificado por acceso carnal. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los argumentos que avalan la pretensión del recurrente han sido suficientemente desarrollados en el escrito que contiene su apelación federal, como así también en el voto del magistrado que se pronunció en disidencia, a cuyos términos,por razones de brevedad, corresponde remitirse, en lo pertinente.


    Incidente N° 1 – Denunciante: T., V. M. y otro – Procesado: C., W. E. s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 39194/2009/TO1/1/1/CS1, 08 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 


    Teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, los razonables argumentos oportunamente planteados por el señor fiscal general en el recurso extraordinario han perdido vigencia y la cuestión así introducida se ha vuelto abstracta.


    Incidente N° 2 – Imputado: B., Miguel Ángel s/ Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 835/2016/TO1/9/2/CS1, 27 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Excarcelación. Cuestión abstracta. Desistimiento del recurso. 


    Teniendo en cuenta que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se las dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, los razonables argumentos oportunamente planteados por el señor fiscal general en el recurso extraordinario han perdido vigencia y la cuestión así introducida se ha vuelto abstracta.


    Incidente N° 1 – Imputado: M., Juan Pablo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55652/2017/159/1/1/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal. Sobreseimiento. Pronunciamiento inoficioso. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 325/2019/8/1/1/RH2, “Recurso Queja n° 1. Incidente n° 1. Imputado: S., Rafael y otros s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    Legajo Nº 1. Imputado: S., Rafael y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 325/2019/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Homicidio calificado por el vínculo. Concurso ideal. Lesiones graves. Lesiones agravadas. Apreciación de la prueba. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    En cuanto al agravio referido a la valoración de la prueba, es conveniente señalar que no está en discusión que las lesiones por las que fue condenada una de las involucradas se hayan debido a la violencia física que sufriera su hija. En rigor, la recurrente objeta que no hay prueba suficiente para sostener, más allá de toda duda razonable, que aquélla hubiera estado presente en las ocasiones en que se ejerció tal violencia y que, en cualquier caso, habría debido advertir las lesiones que presentaba su hija.  Si bien es cierto que el tribunal oral admitió que no era posible determinar si fue el padre, la madre o ambos los que la agredieron, la mayoría del a quo sostuvo que resultaba razonable la conclusión desarrollada en la sentencia de condena, según la cual los imputados debieron advertir necesariamente el estado en el que se encontraba su hija, porque sería imposible que no hubieran notado sus manifestaciones de dolor o los signos corporales mediante los cuales se exteriorizan aquellas lesiones. A este respecto, se recordó que la damnificada, que para esa época no había cumplido los cinco meses de vida, tenía al menos siete fracturas, y que uno de los médicos que integró la junta encargada de realizar la necropsia sobre su cadáver, dijo en el juicio, con la aquiescencia de los otros cuatro facultativos que conformaron aquella junta, que las lesiones en cuestión, inevitablemente, debieron provocar llanto difícil de frenar, deformidad de los miembros afectados, inmovilidad ante el dolor e irritación frente a cualquier estímulo. A ello se añadió que el período en el que habrían sido causadas esas lesiones coincide precisamente con el momento en el que los padres de la víctima dejaron de llevarla a las consultas y controles médicos, a excepción del suministro de una vacuna en el mes de diciembre de 2010.  Por otro lado, la recurrente sostiene que las lesiones en cuestión se conocieron sólo a partir del aporte de los informes médicos, y que la afirmación del tribunal oral acerca de que el “terrible llanto” de la niña no pudo pasar desapercibido a la imputada, así como tampoco los signos exteriores de aquellas lesiones, carece de respaldo probatorio, máxime cuando el llanto de un bebé puede obedecer a distintas razones totalmente ajenas a las lesiones corporales.  Sin embargo, como se ha dicho, el tribunal oral, según lo señalado por el a quo, ponderó que uno de los médicos que integró la junta encargada de efectuar la necropsia sobre el cadáver declaró en el juicio, con la aquiescencia de sus colegas que lo acompañaron en esa tarea, que las graves fracturas que había sufrido la niña debieron provocar en ella llanto difícil de frenar, deformidad de los miembros afectados, inmovilidad ante el dolor e irritación frente a cualquier estímulo; en suma, manifestaciones que lejos están de corresponder a una situación que pueda confundirse con lo normal en un bebé de menos de cinco meses de edad. A lo que cabe agregar que, según los informes médicos ya aludidos, su cuerpo presentaba signos visibles de las lesiones, como el edema con tumefacción en el tercio inferior de la pierna izquierda, pese a lo cual, como se ha reseñado, los imputados dejaron de llevarla al pediatra a partir de octubre de 2010 hasta enero de 2011, cuando finalmente murió.  En conclusión, la recurrente no ha logrado demostrar la arbitrariedad invocada pues, más allá de su acierto o error, la sentencia del a quo no ha sido refutada en términos que alcancen a descalificarla como acto jurisdiccional válido, ni aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, en tanto no se basa en fundamentos aparentes, ni presenta contradicciones que impidan verificar de qué manera se han reconstruido los hechos.  En cuanto a la supuesta indeterminación fáctica de la imputación en la que se basó la condena, la parte reitera argumentos que ya tuvieron respuesta suficiente en la instancia anterior.  En efecto, en la sentencia del a quo se señaló que, al plantear ese agravio, la defensa evidenciaba una lectura parcial de la sentencia del tribunal oral, toda vez que allí no se sostuvo que los padres de la menor realizaron todas las conductas que se conjeturaron como posibles en relación con su intervención en los hechos –pues ello, como lo advertía aquella parte, resultaría materialmente imposible– sino que se concluyó, favor rei, que, como mínimo, consintieron, toleraron o no hicieron lo que estaba a su alcance para evitar las lesiones de su hija.  La sentencia impugnada satisface el requisito de unidad lógico jurídica entre sus fundamentos y su parte dispositiva, pues no debe atenerse a un criterio puramente formalista que implique exigir que las opiniones de cada uno de los miembros del tribunal colegiado resulten idénticas para tener por configurada la mayoría necesaria, toda vez que ello no se condice con la naturaleza plural y deliberativa de esta clase de tribunales.  En consecuencia, el recurso federal interpuesto, en lo que respecta al planteo analizado, importa una mera discrepancia que carece de argumentación suficiente y no refuta todos y cada uno de los fundamentos en los que se apoya la decisión apelada, por lo que debe ser desestimado.


    Incidente N° 6 – Procesado: M., A. S. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 460/2011/TO1/6/CS1, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Principio de legalidad. Improcedencia del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que su jurisdicción queda habilitada en la medida de la concesión del recurso extraordinario, en tanto la parte no haya deducido queja, por lo que se entiende que la Corte no debe pronunciarse en el sub examine acerca de los agravios referidos a la supuesta arbitrariedad en la valoración de la prueba con base en la cual se condenó a uno de los involucrados por el homicidio de su hija, y la invocada indeterminación de la base fáctica de la condena de ambos progenitores por lesiones.  En relación con los agravios sobre los cuales, ha quedado habilitada la jurisdicción del Tribunal, se debe pronunciar, en primer lugar, sobre la invocada afectación del principio de legalidad que se habría producido en el caso al haberse condenado a uno de los involucrados por ser coautor de lesiones por omisión, ya que si esta forma de imputación fuera inconstitucional, como lo propugna la recurrente, debería dejarse sin efecto la decisión del a quo sobre el punto, sin necesidad de analizar el resto de los agravios aludidos.  A ese respecto, se advierte que el planteo es una mera reiteración de argumentos que ya tuvieron respuesta suficiente en la instancia anterior. En efecto, en los votos que conformaron la mayoría, se sostuvo que el tipo penal de lesiones, a pesar de describir la conducta relevante con el verbo “causar”, no impide interpretar que también abarque la no evitación del resultado lesivo por quien pueda impedirlo y tenga una obligación especial para hacerlo. La imputación de lesiones por omisión, según el a quo, no implica, entonces, como sugiere la recurrente, la aplicación de un tipo penal no escrito, sino una interpretación razonable de un tipo que sí está escrito. En otras palabras, en la opinión de la mayoría aludida, para la concreción de tal imputación no es necesario convertir una acción en una omisión, sino entender que el tipo alcanza a toda no evitación de todo garante obligado a evitar.  En conclusión, el agravio debe ser desestimado, en tanto consiste en la reiteración de argumentos idénticos a los ya sometidos al juicio del a quo y éste fundamentó de modo suficiente y razonable la decisión, más allá de su acierto o error sobre una cuestión todavía muy discutida, sin que la parte –sin perjuicio de su mera discrepancia– haya logrado refutarla al no hacerse cargo de todos y cada uno de los motivos en los que se apoya.  Por lo demás, tampoco se advierte que el fallo apelado exceda la interpretación posible de una norma de derecho común al adscribir a una postura que cuenta con apoyo en la doctrina y la jurisprudencia, lo que traduce el carácter opinable de la solución adoptada y obsta a su impugnación con base en la arbitrariedad de la sentencia, sin que la invocación de preceptos constitucionales baste para la debida fundamentación del recurso, puesto que de otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.


    Incidente N° 7 – Procesado: M., A. S. y otro s/ Incidente de recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 460/2011/TO1/7/CS2, 10 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Incidente de excarcelación. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, la Corte ha sostenido que cabe hacer excepción cuando lo resuelto conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea o suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que también ampara a este Ministerio Público Fiscal.  También lo es, que las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal resultan ajenas al ámbito del recurso extraordinario y que dicha regla cede en caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte, extremo que se verifica en la medida en que lo resuelto no constituye una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso, o cuando la sentencia omite el examen y resolución sobre alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado sea conducente para la adecuada solución de la causa.  La resolución de la cámara de casación –así como la de la instancia anterior– carece de una debida fundamentación, puesto que desatendió la consideración de extremos oportunamente invocados que resultaban conducentes para la solución del caso, habida cuenta la obligación de analizar en concreto la efectiva existencia de los mentados riesgos procesales.  En síntesis, la decisión del a quo es arbitraria, ya que resulta insostenible  tanto el fallo que carece de fundamentación como el que omite valorar planteos serios y conducentes para la adecuada solución del caso y, de tal manera, ha privado al recurrente de la facultad de ejercer en plenitud su ministerio, al haberle impedido, indebidamente, que alegue ante él sobre el desacierto del pronunciamiento impugnado, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso.


    Incidente N° 26 – Imputado: N., Oscar Alberto s/ Incidente de excarcelación


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 2760/2018/26/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, “A., Sharon Mae c/ s/ Causa n° 15.507”; como en el fallo “Cantarell, Luis Adolfo” – CSJ 408/2014 (50-C)/CS1-.


    Incidente N° 6 –Imputado: M., Vitalijus s/ Incidente de recurso extraordinario


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1703/2018/TO1/6/CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa FMZ 41001077/2011/TO1/110/1/1/RH16, “D.M., Gustavo Ramón s/ Incidente de recurso extraordinario”.


    D. M., Gustavo Ramón s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 41001077/2011/TO1/TO1/3/2/1/RH1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.


    Legajo N° 1. Imputado; B., José Fernando y otro s/ Legajo de Apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 768/2010/6/1/CS1, 11 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Peculado. Funcionarios públicos. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Igualdad ante la ley. Gravedad institucional. Non bis in idem. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    La propia naturaleza del derecho de ser juzgado sin dilaciones indebidas impide determinar con precisión a partir de qué momento o bajo qué circunstancias comenzaría a lesionarse, pues depende en gran medida de diversas circunstancias propias de cada caso, por lo que no puede traducirse en un número de días, meses o años.  La Corte ha señalado que no existen plazos automáticos o absolutos y ningún lapso puede ser considerado per se violatorio de la garantía; y que si bien los jueces no pueden fijar con precisión matemática cuál es el plazo razonable de duración de un proceso, no equivale a eximirlos de profundizar y extender los argumentos de su decisión, para que la valoración pueda ser examinada críticamente y evitar que se convierta en la expresión de una pura subjetividad.   Sin perjuicio de esa dificultad, el Tribunal ha señalado que la Corte IDH consideró que el concepto de plazo razonable al que se hace referencia en el art. 8º, inc. 1º, de la CADH, debe medirse con relación a los siguientes factores: la complejidad del caso, la conducta del inculpado, la diligencia de las autoridades competentes en la conducción del proceso, y la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso.  El agravio presentado por la defensa no puede prosperar, por cuanto la cámara de casación no sólo analizó de manera pormenorizada y concreta las conclusiones del tribunal oral acerca de cuál fue el grado de intervención que tuvieron los imputados en el peculado investigado, sino que también fue precisa al examinar los argumentos sobre la afectación del plazo razonable por cuya supuesta desatención se insiste en esta instancia.   Es que si bien la parte esgrime que en la resolución no se aclaró de manera suficiente la dificultad que habría impedido la obtención de un pronunciamiento en esos términos, lo hace con sustento en precedentes de la Corte cuyas circunstancias fácticas son notoriamente disímiles a las de autos, a la vez que no da cuenta de cuáles habrían sido los avatares procesales demostrativos de una demora injustificada en el caso concreto.   Los argumentos del recurso se apoyan exclusivamente en la prolongación del período transcurrido desde el comienzo de la investigación –en abstracto, ciertamente largo–; mientras que la jurisprudencia constitucional invocada exige demostrar no sólo el mero paso del tiempo para alegar una violación a la garantía que lleve a la conclusión de un procedimiento por plazo razonable.  En la sentencia apelada se realizó un análisis global del procedimiento, tomando especialmente en cuenta los graves y múltiples hechos denunciados en la causa que dieron lugar a sucesivas medidas de prueba orientadas a determinar la real ocurrencia de los sucesos y la determinación de quienes habían sido los autores de una maniobra que duró 10 años en el marco de las más altas esferas del Poder Ejecutivo. El prolongado curso de la investigación se vio justificado en la multiplicidad de las acciones investigadas y la complejidad del caso.  El análisis del a quo implicó un examen pormenorizado de la cuestión, tomando especialmente en cuenta que ya existía condena respecto del encausado y que la duración del proceso obedeció no sólo al volumen de incidentes y expedientes, sino también a la importante cantidad de personas investigadas durante la instrucción, entre ellos la máxima autoridad del país, junto con varios de sus ministros y funcionarios; a la vez que fue necesaria la realización de diversos y complejos peritajes para determinar la existencia de las maniobras y quiénes intervinieron en ellas; elementos que llevan a descartar que el caso se reduzca a una mera verificación documental, y que además se ajustan a lo resuelto por la Corte en orden a que la mera prolongación del proceso no afecta por sí sola esas garantías –de defensa en juicio y debido proceso– sino en cuanto una mayor celeridad sea posible y razonable.  Es a partir de la indagatoria que opera el cómputo del plazo para la garantía en cuestión, de conformidad con lo juzgado por la Corte. Así, la fecha de la indagatoria, 28 de marzo de 2007, la que fue ampliada el 20 de mayo de 2009, la elevación a juicio el 17 de mayo de  2010, y el hecho que el recurrente fuera condenado en diciembre de 2015, constituyen fundamentos razonables para concluir que la garantía invocada no se ha visto cercenada en el caso; máxime si se tiene en cuenta que tal decisión obtuvo doble conformidad judicial con la sentencia de la Sala II del 12 de octubre de 2018.  Los sucesos investigados implican hechos de corrupción, materia sobre la que la Argentina ha asumido compromisos internacionales que la obligan a su persecución y sanción al suscribir la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción, que integran nuestro orden jurídico.  El carácter de funcionarios públicos de los encausados resulta relevante a los fines de evaluar el plazo del proceso. La percepción general de que el ejercicio de la función pública puede en los hechos inhibir u obstaculizar el desarrollo adecuado de la persecución penal, ha motivado la legislación nacional que la incluye como causal de suspensión de la prescripción de la acción penal; y si bien se encuentra fuera de controversia en autos que la acción penal no está prescripta, el fundamento de la norma prevista en el artículo 67 del Código Penal debió ingresar en el análisis de la garantía esgrimida.  Corresponde desestimar los agravios referidos a la excesiva duración del proceso, pues ellos fueron debidamente atendidos en la instancia de casación, y su reedición implica únicamente la expresión de una opinión discrepante con la valoración efectuada por el tribunal de juicio y la cámara revisora, cuyas adecuadas conclusiones se derivan de las pautas generales aludidas con referencia a las particulares circunstancias del caso.  Corresponde desestimar los agravios referidos a la  transgresión de la garantía del ne bis in idem. La Sala II se pronunció de manera clara y concreta sobre la cuestión, tomando en consideración que el tribunal oral requirió ad effectum videndi los expedientes invocados por la parte y los analizó en conjunto con la presente, para concluir razonablemente que no existe identidad objetiva que pudiera implicar afectación alguna del mencionado principio. La defensa sólo se limitó a reseñar las distintas causas que tuvieron a su asistido como imputado, particularidad que, a su vez, repitiera en términos análogos en esta instancia, donde insiste en la afectación de la garantía con argumentos semejantes a los que ya fueron oportunamente examinados y respondidos en forma adecuada tanto por el tribunal oral como por la Sala II.  El agravio que atañe a la alegada falta de fundamentación del voto de una de las juezas del tribunal de juicio resulta a todas luces improcedente, toda vez que el recurrente se limita a reiterar los argumentos que fueron rechazados en la instancia de casación. La Corte tiene dicho que lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal, y que corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatido.  La juez cuya opinión se insiste en descalificar en esta instancia se pronunció mediante una fórmula que da cuenta de su coincidencia con los pormenorizados fundamentos desarrollados por otro de sus colegas del tribunal oral, a los que remitió en razón de brevedad, sin que se advierta la existencia de vicio alguno que invalide la decisión en los términos pretendidos.  Los agravios de la defensa quedan reducidos a la reiteración de los articulados en el recurso ante esa instancia, insuficientes para demostrar el menoscabo al derecho federal invocado y, por lo tanto, sólo trasuntan meras discrepancias en relación con la valoración de circunstancias de hecho y prueba, cuya apreciación constituye facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia.  Si bien la Corte tiene resuelto que ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a aquella regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ella se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa, no es esa la situación que se configura pues, la resolución impugnada ha sido sustentada razonablemente y cuenta con fundamentos jurídicos suficientes frente a una posible descalificación en los términos de la doctrina aludida, y que los agravios de la recurrente evidencian sólo una opinión diversa acerca de la cuestión tratada y resuelta, en consonancia, por lo demás, con lo señalado por el representante de este Ministerio Público ante la Cámara Federal de Casación Penal.


    M., Carlos Saúl y otro s/Incidente de recurso extraordinario


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5926/2004/TO1/8/CS1, 17 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recusación. Apartamiento del juez. Deber de imparcialidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En primer lugar, el recurrente, que representa a la parte acusadora en el sub examine, esgrime una pretensión apoyada, sin embargo, en la doctrina de la Corte que interpreta el derecho del acusado a peticionar el apartamiento de magistrados en virtud del temor de parcialidad que puede razonablemente generar su intervención previa en el procedimiento.  Empero, que esa característica del planteo intentado no lo priva de fundamento. En efecto, en primer lugar, han sido los propios magistrados que se excusaron quienes invocaron como razón la probable afectación a su imparcialidad que se derivaría de su actuación anterior en el procedimiento de revocación del sobreseimiento que se había dictado durante la instrucción, precisamente en los términos de la jurisprudencia de la Corte en la materia que —el apelante aduce— el a quo desoyó injustificadamente.  Por otro lado, si bien el recurrente se agravia por la debilidad que, a la luz de la doctrina constitucional en juego, padecería una eventual sentencia confirmatoria de una sala conformada por dos de los jueces que concurrieron anteriormente.  En lo que respecta a la aplicación al caso de la sustancia de la doctrina constitucional invocada, el recurrente también lleva la razón, en tanto el trámite de las actuaciones respalda el temor de parcialidad alegado.  En virtud de distintos antecedentes del caso, aun bajo el criterio restrictivo que rige en materia de recusación y excusación de jueces, el a quo no ha observado, como debía, la jurisprudencia de la Corte referida a la garantía constitucional de imparcialidad del tribunal y su pronunciamiento debe, en consecuencia, ser revocado.


    A., Héctor Alberto y otros s/ Peculado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2497/2019/CS1, 24 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Personas privadas de la libertad. Prisión perpetua. Prisión domiciliaria. Pandemia. Coronavirus. Intención de eludir la acción de la justicia. Insuficiencia del agravio. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Cabe recordar que la Corte -salvo la mejor interpretación que de sus fallos pudiera hacer el Tribunal- ha fijado el estándar según el cual, antes de conceder la detención domiciliaria, los jueces deben analizar tanto el riesgo de fuga que importaría esa medida, cuanto la existencia en el caso de las razones humanitarias que la justificarían.  La detención domiciliaria no deja de ser “una forma de encarcelamiento”, aunque menos gravosa que la prisión, lo que no la privaría de su naturaleza de institución de neto corte “prisionizante”, y que, además, se trata de una medida que puede ser revocada en caso de que el interesado incumpla con las condiciones de su concesión. Sin embargo, ese argumento, no es idóneo para responder al agravio del recurrente, el cual plantea, con base en las circunstancias objetivas ya mencionadas, que la detención domiciliaria no sería suficiente para conjurar el riesgo de fuga, lo que justificaría el encarcelamiento independientemente de que la legislación aplicable prevea la revocación de aquella detención en caso de incumplimiento de sus condiciones. En efecto, antes de concederla, los jueces deben efectuar un pronóstico favorable sobre la sujeción del interesado a las condiciones de esa medida, sin perjuicio de que cuenten con aquella facultad para el supuesto de que quedara demostrado que su pronóstico fue errado.  El a quo no ha ponderado adecuadamente el riesgo de fuga que importa la concesión de la medida concedida, ni ha demostrado la existencia de las razones humanitarias que la justificarían, por lo que su decisión carece de la debida fundamentación y, en esa medida, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    D. M., Gustavo Ramón s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 41001077/2011/TO1/110/1/1/RH16, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Crímenes de lesa humanidad. Pandemia. Coronavirus. Insuficiencia del agravio. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Acierta el recurrente al sostener que la mayoría del a quo se fundó en informes médicos que no resultan suficientes para demostrar la existencia de las razones humanitarias que justifican la concesión de la detención domiciliaria.  En el sub examine no está en discusión que el requisito etario previsto en el artículo 32, letra “d”, de la ley 24.660, no baste para conceder la detención domiciliaria, en tanto aquella ley no establece la obligación, sino la facultad de los jueces de concederla, entre otros, a los mayores de setenta años. Ese sentido de la normativa aplicable, surge de la jurisprudencia de la Corte según la cual –salvo una mejor interpretación que de sus fallos pueda hacer el Tribunal– al pronunciarse sobre la procedencia de la detención domiciliaria los jueces deben ponderar tanto si, en función de las particulares circunstancias de salud que registra el interesado, además de su avanzada edad, la privación de libertad en un establecimiento penitenciario puede comprometer o agravar su estado como también si la unidad carcelaria correspondiente resulta apta para alojarlo, resguardarlo y tratarlo de forma adecuada.  Por lo demás, como también lo señala el recurrente, la mayoría del a quo consideró debidamente fundada la resolución del tribunal oral, incluso al tener en cuenta la calidad de persona vulnerable del condenado ante la pandemia declarada por el virus aludido, sin evaluar las medidas de resguardo adoptadas en la unidad de detención en la que se encontraba alojado, ni precisar cuál sería el riesgo concreto de contagio de permanecer en esa condición    En conclusión, descartado que el requisito etario sea suficiente para conceder la detención domiciliaria, y al no encontrarse debidamente justificada la existencia de las razones humanitarias que sustenten la medida, la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario carece de fundamento idóneo y, en esas condiciones, no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    O., Juan Antonio s/ Incidente de recurso extraordinario


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 16000577/2005/TO1/27/1/1/1/RH9, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad calificada. Violación de domicilio. Torturas. Homicidio calificado. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravio. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Según lo que surge del recurso federal, la pretensión del Ministerio Público de que se revoque la detención domiciliaria concedida al imputado se funda en que aquél habría incumplido reiteradamente la obligación de no ausentarse de su domicilio.   El juez de instrucción, de acuerdo con lo afirmado en el voto en minoría de la decisión del a quo, no habría adoptado las medidas necesarias para corroborarlas acabadamente, pese a resultar claro que lo que se estaba poniendo en su conocimiento era que el imputado habría violado, al menos en tres oportunidades, las condiciones de mantenimiento de su detención morigerada. En rigor, aquel magistrado se habría limitado a evaluar los dichos del agente policial encargado de constatar la presencia del imputado en su domicilio, sin recabar información de posibles testigos, ordenar la realización de informes socio ambientales, ni verificar el estado de las denuncias señaladas por el representante del Ministerio Público Fiscal para sostener su pretensión.  A ello cabe añadir que la mayoría del a quo tampoco dio respuesta al planteo del recurrente según el cual no existen en el sub examine las razones humanitarias que impedirían que el imputado cumpla su detención preventiva en un establecimiento penitenciario.   En síntesis, corresponde descalificar la decisión impugnada como acto jurisdiccional válido en tanto, de acuerdo con la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, carece de la debida fundamentación al omitir el análisis de extremos conducentes para la adecuada solución del caso.


    A., Segundo Benito s/ Incidente de recurso extraordinario


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 400795/2004/16/7/8/1/1/78, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Banco Central de la República Argentina. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    El recurso no es procedente en razón de la doctrina de la Corte según la cual no cumple con el requisito de fundamentación exigido para su admisibilidad la presentación que no refuta, clara y precisamente, todos y cada uno de los fundamentos en los que se apoya la sentencia impugnada.


    Legajo N° 2 - Imputado: E., Daniel Andrés y otros s/ Legajo de apelación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1300/2015/2/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Entidades financieras. Operaciones financieras. Cuestiones de hecho y prueba. Non bis in ídem. Falta de fundamentación. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Cuestión federal. Interpretación y aplicación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Concesión parcial del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CPE 328/2014/CS1, “O., Osvaldo Franciso”.  Acto jurisdiccional inválido.


    Los recursos llevan a la consideración de la Corte agravios que o bien no exhiben la fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48, o bien sólo suscitan el tratamiento de asuntos de hecho y prueba ajenos a la competencia extraordinaria del Tribunal.  Primero, son cuestiones de esta última naturaleza las referidas al cálculo del monto relevante de la operación mayor en infracción a los efectos de establecer el máximo punitivo, así como las aludidas en las objeciones que la defensa de uno de los imputados dirige al modo en el que el a quo confirmó la participación que le cupo a este acusado en los hechos de la causa. En esa medida, los recursos son inadmisibles.  En segundo lugar, las impugnaciones tampoco son procedentes, en virtud de su fundamentación insuficiente, en cuanto postulan la conculcación de derechos basados en el principio ne bis in idem. A ese respecto, el a quo sostuvo en la resolución en recurso que las operaciones cambiarias que son objeto del presente proceso son otras distintas de las que constituyeron la materia del procedimiento paralelo que concluyó con una resolución de sobreseimiento. Con base en esa determinación, la cámara rechazó el planteo de que los acusados estarían siendo víctimas de una persecución penal reiterada por hechos ya juzgados.  Los recurrentes disputan sólo parcialmente ese criterio y lo hacen con la sola alusión a una afirmación que toman de una peritación contable según la cual una parte de las operaciones sobre las que versó un proceso estarían comprendidas en las que son objeto del otro. Pero sólo indican un porcentaje global sin indicar cuáles de ellas habrían sido, en su opinión, materia de persecución penal múltiple y cuales no lo habrían sido.  Más allá de ese déficit de argumentación en lo relativo al requisito de identidad de objetos procesales el propio planteo reconoce abiertamente la ausencia de una persecución duplicada al afirmar que las personas que resultan imputadas en el presente litigio no lo habían sido en el anterior, pues en la primera se dirigió la imputación contra los cajeros y en esta contra los gerentes. Por cierto, ese defecto crucial, que impide llana e indiscutiblemente postular que tales imputados han visto afectado el derecho que invocan, no puede subsanarse mediante la sola afirmación, desprovista de toda explicación, de que tal falta de coincidencia de las personas imputadas carece de relevancia para la decisión del caso en atención a que en ambos litigios la sanción sería aplicable también a la persona de existencia ideal involucrada, en los términos del artículo 2, inciso f, de la ley 19.359.  En tales condiciones, en lo que hace al cuestionamiento vinculado con el principio ne bis in idem, no satisfacen la exigencia de fundamentación suficiente del artículo 15 de la ley 48.  Finalmente, también carece de la fundamentación necesaria la apelación de la defensa de uno de los imputados en lo que respecta al reclamo vinculado con la aplicación retroactiva de las regulaciones cambiarias adoptadas por la autoridad de aplicación en mayo y junio de 2017.  La cámara atendió la cuestión en la sentencia ahora en recurso, en la que rechazó la posición del apelante según la cual las regulaciones posteriores habrían implicado la desincriminación de comportamientos como los que conforman el objeto de esta causa. De acuerdo con la tesis de la sala, las infracciones imputadas en el sub judice consistieron, en esencia, en la simulación de la identidad de las personas realmente involucradas en las operaciones de cambio cuestionadas, lo que era ilícito bajo las regulaciones en vigor en 2002, cuando tuvieron lugar los hechos de la causa, y lo siguió siendo bajo las regulaciones invocadas por la defensa, las que continuaron obligando a los operadores de cambio a identificar a las partes de las compraventas de divisas. El hecho de que esa identificación se hiciera en un boleto de cambio físico que dejó de ser requerido por la reglamentación posterior, no constituye una refutación del argumento sustantivo del a quo.   Ahora bien, la primera de las objeciones esgrimidas por los recurrentes, la referida al rechazo del planteo sobre la violación del derecho a ser juzgados dentro de un plazo razonable, suscita cuestión federal bastante en la medida en que pone en cuestión el alcance que el a quo ha dado a ese derecho, de incuestionable naturaleza constitucional, y lo resuelto ha sido contrario a la pretensión que las defensas sostuvieron con base en una interpretación distinta de las normas federales en juego.  La cámara no ha dado adecuada respuesta al planteo formulado por las defensas. En primer lugar, el a quo desconoció llanamente la doctrina de la Corte en la materia, en cuanto descarta que el carácter no estrictamente judicial de un procedimiento pueda erigirse en un óbice para la aplicación del derecho fundamental a que el trámite por el que se busca la imposición de una sanción de naturaleza punitiva se resuelva dentro de un plazo razonable.   Cuando volvió sobre el punto, al dictar la sentencia ahora en recurso, la sala modificó su lectura errónea sobre el tema, admitió que el término pertinente al que aluden los artículos 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se aplica también a las actuaciones administrativas; pero limitó su consideración al período iniciado con la resolución del Superintendente de Entidades Financieras y Cambiarias que ordenó la instrucción formal del sumario del artículo 8 de la ley 19.359, dictada el 30 de abril de 2008, a pesar de que el expediente administrativo llevaba ya varios años de tramitación y había dado lugar al informe final del Departamento de Sustanciación de Sumarios Cambiarios casi un año antes, el 4 de mayo de 2007.   Asimismo, la cámara no pudo válidamente distinguir, en los términos en que lo hizo, el caso presente del procedimiento paralelo en el que los mismos tribunales declararon la extinción de la acción por violación al derecho de los imputados a ser juzgados dentro de un plazo razonable.  El a quo entendió que el fundamento con el que desestimaba el planteo de las defensas en el sentido de que el desarrollo del proceso actual violaría el derecho de los imputados a no ser perseguidos más de una vez por un mismo hecho, daría también sustento al rechazo de la petición de que se declarase la extinción de la acción en el sub judice tal como se lo había hecho en el procedimiento paralelo.  Ahora bien, las diferencias que la sala halló entre las operaciones cambiarias que constituyeron los objetos de uno y otro proceso pueden justificar su tesis de que los sucesos por los cuales se persiguió la imposición de una multa en un procedimiento no son los mismos que los que dieron lugar al otro y, sobre esa base, apoyar su conclusión de que la pluralidad de procesos emprendidos no implicaría una infracción al principio ne bis in idem. Sin embargo, si bien puede ser cierto que las operaciones de una y otra causa no son las mismas, ello no niega que unas y otras ocurrieron durante períodos del año 2002, en la misma entidad financiera, y que dieron lugar a la vez a las investigaciones del Banco Central que desembocaron, también contemporáneamente, en sumarios y procesos judiciales semejantes.  Si bien la evaluación de una eventual violación al derecho a ser juzgados en un plazo razonable depende decisivamente no sólo de las características de los hechos investigados sino, en especial, del comportamiento de las partes y los tribunales en el propio proceso, la identidad contextual entre ambos sumarios obligaba al a quo a brindar una explicación que diera cuenta de por qué la misma demora implicaba, en uno de ellos, una violación al derecho de los acusados a ser juzgados en un plazo razonable, mientras que en el otro no tendría ese carácter.  La total ausencia de una argumentación capaz de tornar comprensible para las partes el rechazo de su petición en el presente caso frente a la concesión de idéntico reclamo en el otro, priva a lo decidido, en ese aspecto, del fundamento mínimo necesario para que pueda contar como un acto jurisdiccional válido.  A este respecto, debe recordarse que, tal como lo ha sostenido reiteradamente la Corte, la coherencia, que determina la validez lógica de cualquier expresión significativa, es particularmente exigible a los actos judiciales, entre otras razones, tanto para evitar la perplejidad de los litigantes como porque el proceso judicial no puede ser un ‘juego de sorpresas’ que desconoce el principio cardinal de buena fe que debe imperar en las relaciones jurídicas.  Por otra parte, también es acertada la impugnación interpuesta en representación del banco y siete de los condenados en cuanto cuestiona la aplicación de la ley 19.359 que hizo el juez de sección, en cuanto fijó el monto de la multa en la suma de pesos argentinos equivalentes a USD 17.766.561,29 según el tipo de cambio del momento de su efectivo pago, y que el a quo omitió revisar.  La sala no pudo válidamente eludir el tratamiento de la cuestión, de indudable naturaleza federal en tanto implica la interpretación del alcance y aplicabilidad al caso de cláusulas de la ley 19.359, que reviste ese carácter.   Ello es así, en primer término, porque, al no dar respuesta a una petición de una de las partes relevante para la solución del caso, el a quo ha comprometido la calidad de lo resuelto como acto jurisdiccional válido a la luz de la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias; y, en segundo lugar, por imperio de la doctrina del Tribunal que surge, entre otros, del precedente de Fallos: 328:1108 que obliga a los magistrados que cumplen el papel procesal de tribunales intermedios a tratar aquellos agravios de naturaleza federal que las partes lleven oportunamente a su conocimiento y en virtud de los cuales podrían aspirar a que se habilite ulteriormente la instancia extraordinaria ante la Corte.


    B. de S. J. S.A. y otros s/ Infracción Ley 19.359


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 14418/2014/CS1, 18 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Reincidencia. Régimen penal cambiario. Denegatoria del recurso. 


    La cuestión que los recurrentes pretenden llevar a la consideración de la Corte, si bien tiene en abstracto naturaleza federal, resulta sin embargo, insustancial y, en todo caso, no ha sido formulada con la fundamentación mínima exigida para su admisibilidad.  Los recursos son inadmisibles, toda vez que la validez constitucional de las agravaciones punitivas en razón de la reincidencia de los condenados ha sido reiteradamente afirmada por el Tribunal con argumentos que se aplican a fortiori al régimen penal cambiario y que no han sido siquiera atendidos por las partes en sus impugnaciones, a pesar de que el a quo fundó explícitamente su decisión en ese precedente.  La crítica común a la agravación por reincidencia, en cuanto a que uno de los condenados habría sido erróneamente calificado como reincidente, pues “a diferencia del resto de los imputados no tiene ningún antecedente”, no solo remite exclusivamente a cuestiones de hecho y prueba, sino que tampoco fue llevado previamente al conocimiento del a quo.


    Legajo: 7. Querellante: C., Norberto A. Imputado: C., Carlos Hugo y otros s/ Legajo de apelación


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1833/2013/7/CS3, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Ministerio Público Fiscal. Superior Tribunal de la Causa. Régimen penal cambiario. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Mantenimiento del recurso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso se dirige contra una sentencia definitiva que frustra la pretensión punitiva que esgrime el Ministerio Público Fiscal en este litigio; y si bien, no proviene del superior tribunal de la causa en razón del criterio que esta Procuración General mantiene a tales efectos en los procedimientos regidos por la ley 19.359, ello no debería perjudicar al recurrente en este proceso.   A su vez, en la presentación del remedio del artículo 14 de la ley 48 el apelante cuestiona el alcance que los magistrados de la causa brindaron al derecho de los imputados a ser juzgados en un plazo razonable, de indiscutible naturaleza federal, con base en el cual resolvieron la clausura del proceso.


    C. A. de A. S.R.L. y otros s/ Infracción Ley 19.359


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 4890/2018/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Usurpación. Defensa en juicio. Voto de los jueces. Fundamentación de la resolución. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Debe recordarse que si bien lo referido a las formalidades de la sentencia y al modo en que los jueces de los tribunales colegiados emiten sus votos son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución que corresponde dar al caso, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos.  Ese vicio afecta la certeza jurídica de la decisión impugnada, entendida como expresión final del derecho a la jurisdicción, así como el debido proceso legal y el derecho de defensa en juicio, consagrados en el artículo 18 de nuestra Constitución Nacional, que amparan a todas las partes por igual.  En particular, la Corte ha señalado que, en el caso de los tribunales pluripersonales, los jueces profesionales tienen el deber de asegurar una clara y explícita mayoría sustancial de fundamentos en sus decisiones, pues, de lo contrario, se correría el riesgo de incurrir en el absurdo de suponer que, para impugnar, sean las partes del proceso quienes deban escoger cualesquiera de los fundamentos de los votos individuales que confluyeron en la decisión, de modo que sea el propio recurrente quien le atribuya al pronunciamiento un fundamento que aquel, como tal, no tuvo.  No se pasa por alto que las decisiones de la Corte están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, pero el Tribunal ha establecido que constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control –aun de oficio– del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la existencia de un vicio capaz de provocar la nulidad absoluta del fallo no podría ser confirmado por sentencias ulteriores.  La forma en que la mayoría del a quo ha resuelto el planteo de la recurrente afecta la función propiamente jurisdiccional de un tribunal colegiado que ha inspirado la citada doctrina de la Corte, en aras tanto de los derechos de las partes como del contralor que ejerce la Corte. Esta anomalía, que incluso procede señalar de oficio pues compromete el debido proceso por el que el Ministerio Público debe velar, impide, considerar lo resuelto como acto jurisdiccional válido.


    Incidente N° 93 – Víctima: S., Renee Rufino y otros. Imputado: M., Luciano Benjamín y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 93000136/2009/TO1/93/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Multa. Denegatoria del recurso. 


    Debe recordarse que la doctrina de la arbitrariedad de sentencias -a la luz de la cual pretenden formular sus agravios los recurrentes- es de naturaleza excepcional, pues no le corresponde a la Corte sustituir a los jueces de la causa en temas que, como la determinación de las penas dentro de los límites que fija la ley, son propios de éstos, salvo que hubieran incurrido en desaciertos u omisiones de tal gravedad extrema, que no pueda predicarse de sus fallos que son la sentencia fundada en ley que garantizan los artículos 17 y 18 de la Constitución, lo que no ocurre en el sub examine.


    Recurso queja N° 1 - Imputado: E., Daniel Andrés y otros s/ Infracción Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1300/2015/2/1/RH1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Robo calificado. Derechos humanos en la administración de justicia. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Régimen penitenciario. Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Derecho a la convivencia familiar. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al primero de los agravios, incumplimiento del plazo establecido en el artículo VIII.4 del acuerdo bilateral para la presentación del pedido formal de extradición, la Corte ha considerado que la introducción extemporánea de los recaudos correspondientes no constituye una excepción legal contra la extradición. En igual sentido, tanto esa cláusula del tratado bilateral como la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal –cuerpo legal al que corresponde acudir para interpretar el texto de ese convenio–, establecen que la única consecuencia que acarrea la presentación tardía del formal pedido es la liberación de la persona detenida preventivamente, sin que ello implique que no pueda ser nuevamente arrestada –aunque ya no de modo provisorio– en caso de recibirse más tarde la solicitud completa de extradición.  En similar sentido la Corte ya había definido, con criterio aplicable al caso, que la tardía introducción formal del pedido de extradición no puede invocarse como una excepción legal contra la entrega, toda vez que la fijación de un término para el mantenimiento del requerido bajo arresto provisorio, tiene por objeto impedir que, reclamada la detención sin prueba alguna, esa situación se prolongue más allá del plazo establecido si el Estado requirente no presenta antecedentes bastantes para justificar su solicitud.  No es posible soslayar que la finalidad que anima al artículo VIII.4 del convenio con Perú, al igual que el artículo 50 de la ley 24.767 y las normas coincidentes que registran otros tratados de extradición, radica en evitar la extensión inmotivada de la detención, o del sometimiento a  proceso, del extraditable sin que el Estado requirente exprese en forma fehaciente su interés por el extrañamiento.  Por lo demás, la voluntad positiva del país solicitante al haber pedido formalmente la entrega, en modo alguno puede considerarse tácitamente desistida por la demora invocada, máxime cuando el instrumento por el que se rige el caso sólo prevé un temperamento con efecto semejante para el supuesto en que, concedida la extradición, el Estado requirente no efectúe el traslado de la persona reclamada vencido el plazo previsto para ello.  Para concluir el tratamiento de este agravio, frente al reclamo de nulidad del debate que sobre igual base introdujo la defensa oficial durante la audiencia y en refuerzo de la improcedencia que propicio, que el criterio restrictivo propio de la materia también es de aplicación en los juicios de extradición.  En cuanto a la afectación a la garantía a ser juzgado en un plazo razonable en referencia al proceso en trámite ante la justicia de la República del Perú y a la fecha del hecho por el que se reclama al extraditurus, se trata de una cuestión que podría ser introducida con la debida fundamentación en esa jurisdicción.  En efecto, sin desconocer la vigencia de la garantía al plazo razonable en el ámbito internacional, su evaluación requiere el análisis de la complejidad del asunto, la actividad desarrollada por las partes y por las autoridades judiciales intervinientes y la afectación en la situación de la persona involucrada, circunstancias que no corresponde ponderar al país requerido pues ello implicaría una indebida injerencia en su orden interno, sin que pueda soslayarse, además, que no existen elementos suficientes en estas actuaciones para ponderar una circunstancia como la indicada, en atención a que se trata de una materia ajena a lo que constituye su naturaleza y objeto. La cuestión tampoco se encuentra contemplada entre los impedimentos previstos convencionalmente ni, por caso, legalmente.  En cuanto a la duración de estas actuaciones que también se invoca bajo este agravio, a la tardía presentación de los recaudos formales se sumó la frustrada obtención de una prueba de informes oportunamente ofrecida por la defensa que quedó sin respuesta a pesar de las sucesivas reiteraciones por parte del juez federal.  Frente a ello y después de disponer una nueva certificación ante el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto sobre el estado de ese trámite, cuyo resultado confirmó que la República del Perú continuaba sin contestarlo, el magistrado corrió traslado a la defensa y a la fiscalía. Esta última solicitó la realización de la audiencia de debate y el juez así lo dispuso al considerar el tiempo transcurrido desde aquel pedido de informes y para no dilatar más la prosecución de la causa. Ello no obstante haber señalado en los respectivos oficios librados, que la información en cuestión resultaba indispensable y urgente para proseguir el trámite.  Aun cuando al ordenar la producción de esa medida el a quo omitió fijar un plazo, pues solo indicó que se informe “a la mayor brevedad posible”, el propio tratado prevé que en caso de solicitarse pruebas o informaciones adicionales el Estado requirente deberá presentarlas dentro de un plazo  de treinta días, aunque tampoco contempla consecuencia alguna por su incumplimiento. Ello impide, asignarle efectos de lege ferenda.  Si bien había sido la defensa quien ofreció la prueba en cuestión, esencialmente dirigida a determinar el estado carcelario en Perú, al ser notificada del citado auto, además de guardar silencio, tampoco insistió en su producción, lo cual enerva en cierto grado la causal de arbitrariedad por autocontradicción que por ello atribuye al a quo en el memorial por haber convocado al debate sin esa respuesta.  Así las cosas, sin desconocer el extenso trámite de este proceso, e incluso el tiempo que lleva insumido lo actuado ante la justicia peruana, que, con arreglo al criterio de la Corte al resolver en la causa “Barczuk”, el agravio fundado en la afectación de la garantía alegada no alcanza a señalar las razones por las cuales el estado de situación que denuncia debería generar la consecuencia que deriva en favor de la improcedencia del pedido de extradición cuando no se trata de una causal prevista con ese efecto ni en el tratado aplicable ni en la ley interna.  Este temperamento se refuerza con observar, frente al orden público que involucra la materia, que no obstante la fecha del hecho por el que se reclama al nombrado, la circunstancia de regirse la vigencia del ius puniendi con arreglo a la ley peruana determina que no se ha extinguido. Este criterio se funda en la pena privativa de la libertad máxima (no mayor de veinte años) allí prevista para el delito de robo agravado por el que se reclama al extraditurus, y en las normas sobre extinción de la acción que rigen. En lo aquí relevante, el denominado plazo ordinario de prescripción es igual al máximo de la pena fijada para el delito, al que corresponde sumar el plazo extraordinario que, como límite, lo amplía en una mitad, lo cual determina la conclusión adelantada. Esta es la inteligencia que resulta aplicable y que coincide con la que la Corte ha asignado al instituto en precedentes también relacionados con pedidos de extradición de la República del Perú.  La previsión convencional en tal sentido impide pasar por alto dicha circunstancia al evaluar este agravio, máxime considerando que en su preámbulo se dejó constancia de que ambas repúblicas deseaban así estrechar sus relaciones con el propósito de facilitar la administración de justicia en la represión de los delitos y de evitar su impunidad. Por lo demás y aun tratándose del régimen legal del Estado requirente, es relevante recordar el criterio de la Corte en cuanto a que una vía idónea para evaluar la razonabilidad del plazo es la vigencia de la acción penal.  En efecto, la omisión de la recurrente de considerar esta específica manifestación de voluntad de su asistido en sentido contrario a este agravio adquiere mayor significado si se tiene en cuenta, por ejemplo, que el consentimiento del requerido es relevante a los fines del trámite abreviado previsto en los artículos XIV y 28 del acuerdo bilateral y de la ley 24.767, respectivamente, e incluso que la Corte ha considerado que la voluntad del condenado es preponderante respecto de la de su defensor. Lo hasta aquí expuesto, basta para dar respuesta negativa al planteo examinado.  Con relación a la cuestión referida al estado del sistema carcelario del país requirente, entiende la defensa que resulta llamativo que luego de dar trámite a la prueba que ofreció en tal sentido, cuya falta de respuesta paralizó de hecho el trámite del proceso por más de tres años, al momento de declarar procedente la entrega el a quo convirtió la medida en una alegación conjetural o hipotética.  Sin perjuicio de lo supra considerado sobre el trámite de esa medida probatoria, en cuanto a la sustancia del agravio, esto es, la alegación respecto a las malas condiciones del sistema carcelario peruano y la inseguridad que ello podría causar hacia la integridad psicofísica del requerido, su admisión requiere la acreditación de un riesgo “cierto” y “actual” que lo afecte.  El planteo, que también fue expuesto durante el debate, no acredita esos requisitos y alude solamente a una situación general del estado carcelario en aquel país, sin haberse logrado demostrar los extremos que la Corte ha considerado necesarios para activar la cláusula del artículo 8°, inciso “e”, de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, esto es, la existencia de un peligro “personal y presente” vinculado específicamente con el sujeto requerido.  No obstante todo ello, en la causa “Aquino”, al referirse al hacinamiento y sobrepoblación carcelarios, sostuvo la Corte que “… han sido incluidos entre los problemas más graves y extendidos en la región y entre los principales desafíos que enfrentan los sistemas penitenciarios de América Latina, sobre los cuales tienen dirigido su foco de atención y monitoreo desde hace décadas no solo el sistema interamericano de derechos humanos sino también el de la Organización de las Naciones Unidas” (considerando 5°), y que “sin embargo, ello no conduce per se, a que el requerido quedará expuesto, en las circunstancias del sub lite, a un riesgo “cierto” y “actual” de condiciones inhumanas de detención” (considerando 6°).  Los términos de esta valoración del Tribunal respecto de una cuestión análoga a la aquí invocada, determinan la improcedencia del agravio.  Por último, en lo que hace a los derechos del niño y la afectación de la integridad familiar, el tratado internacional aplicable y la ley nacional no prevén como impedimento para conceder la extradición que el requerido tenga hijos menores de edad, en especial si se constata, que de confirmarse la entrega del requerido, la menor quedaría, al menos, al cuidado de su madre, por lo que no se presentan circunstancias excepcionales que permitan apartarse de la jurisprudencia sentada por la Corte en la materia.  En este orden de ideas, no es posible soslayar que la separación temporal de los menores respecto de sus progenitores por causas legales como la de autos es una situación expresamente contemplada por la Convención sobre los Derechos del Niño,  que también ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC 21/14.  Sin perjuicio de ello y tal como lo pone de manifiesto la defensa, la Corte ha sostenido reiteradamente que, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del “interés superior del niño”, estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten.  En este sentido, el ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición –aun luego de adquirir firmeza su declaración de procedencia– podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de la menor pudiera eventualmente generar la entrega de su progenitor.  Lo expuesto, aun cuando no consta en las actuaciones documentación fehaciente que acredite el vínculo filial sobre el que se lo ha fundado, conduce a la improcedencia del agravio en cuanto a la afectación de los derechos del niño.   En mérito a lo expuesto, se solicita a la Corte que confirme la sentencia en todo cuanto fue materia de apelación.


    L. C., Lucio Depak s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 73001027/2013/CS1, 29 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Retroactividad de la ley penal


    Ley penal más benigna. Desistimiento del recurso. 


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: D. P. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 580/2019/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Denunciado: V. M. S.A. y otro s/ Infracción Ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 949/2017/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    G. Q. E. S.A. y otros s/ Infracción Ley 24.769. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 676/2019/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Incidente N° 1 - Denunciante: Administración Federal de Ingresos Públicos. IMPUTADO: C. G. de S. S.A.


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 911/2018/1/CS1, 15 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo N° 1 – Denunciante: UFISES Denunciado: P. S.A. y otros


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 138/2017/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    El temperamento adoptado por la Corte al fallar en la causa “Vidal, Matías Fernando Cristóbal y otros s/ Infracción Ley 24769”, ha importado la definición jurisdiccional de la cuestión federal que la Procuración General planteó, aunque en sentido contrario, al dictaminar en la causa S. 765, XLVIII, “S., Diego s/ Recurso de casación”, y en la similar FCB 12000093/2012/1/1/RH2, “F., Gastón Javier y otro s/ Evasión simple tributaria”.  El criterio seguido en dicho pronunciamiento ha determinado, por lo tanto, la suerte de la impugnación que el Ministerio Público presentó en estas actuaciones –y en las numerosas análogas– con arreglo a la instrucción general que, con base en la hermenéutica de sus antecedentes PGN 5/12 y PGN 1467/14, se había impartido oportunamente desde esta sede mediante la resolución PGN 18/18, la cual fue dejada sin efecto por la resolución PGN 87/21 al haberse agotado su finalidad con la sentencia dictada por la Corte.  En tales condiciones, interpretada como ha sido la aplicabilidad del principio que garantiza la retroactividad de la ley penal más benigna a casos como el sub judice, se desiste del recurso interpuesto por la fiscalía general.


    Legajo N° 1 – Querellante: M. S. F. Imputado: D. P., Pablo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 42082/2016/1/CS1, 29 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Vistas y traslados


    No se advierte que lo que surge de las actuaciones incorporadas al expediente digital CSJ 000067/2018-00 altere el criterio expuesto por esta Procuración General en el dictamen anterior.


    B., Jonathan Franco s/ Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 67/2018/RH1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Tributario y Aduanero


    Juicios contra el Estado


    Nulidad del acto administrativo. Dirección General de Rentas. Retención de impuestos. Impuestos sobre los ingresos brutos. Contribuyentes. 


    El art. 1° de la resolución general (DGR) 80/03 establece que quedan sujetos al régimen de retención que allí se establece los importes que sean “acreditados” en las cuentas abiertas en las entidades financieras y el art. 7° de dicho reglamento determina que estarán “excluidos” los importes que allí se enumeran, por lo cual forzoso es concluir que asiste razón al BNA cuando indica que no debe practicarse detracción sobre los importes “no acreditados” o “excluidos”.  Aquí no se ventila la situación de sujetos que poseen una “constancia de exclusión” o de retenciones erróneamente practicadas y ya ingresadas a la DGR, por lo cual asiste razón al BNA cuando sostiene que no debía practicarse la retención sobre importes “no acreditados” o “excluidos” o bien que, en estos casos y al advertir su error antes de depositar el importe retenido a la DGR, debía reintegrarlo a la cuenta del cliente y dejar sin efecto la detracción indebidamente realizada.  La tesis opuesta vacía de contenido a los arts. 1° y 7° de la resolución general (DGR) 80/03 y conduce a exigir la retención aun cuando se trate de importes “no acreditados” o “excluidos”, mediante una indebida extensión del mecanismo de reintegro previsto en sus arts. 5° y 6° que no se ajusta a la literalidad de sus términos ni tampoco a una hermenéutica razonable y sistemática del propio reglamento y del Código Fiscal.  En efecto, no puede pasar desapercibido que la exclusión prevista en el art. 7°, inc. 2), de la resolución general (DGR) 80/03 -importe recibido por una transferencia de fondos proveniente de una cuenta perteneciente al mismo titular no representa un ingreso por el ejercicio de la actividad gravada del contribuyente en los términos exigidos por el art. 221 del Código Fiscal, mientras que la exclusión del art. 7°, inc. 1), de la resolución general (DGR) 80/03 -devolución por reintegro de IVA- es un concepto que no integra la base imponible del tributo según lo dispuesto por el art. 222, inc. 5), del Código Fiscal.  La Corte sostiene que la interpretación y aplicación de las normas requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos se entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás y considerárselos como dirigidos a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger.  No son correctas las razones que brinda la demandada para justificar su proceder, al señalar el riesgo de una disminución indebida de la renta pública pues el contribuyente podría computar, como un pago a cuenta en su declaración jurada, los importes retenidos por la entidad financiera cuando, en realidad, ellos han sido restituidos por el banco y no ingresados al Fisco.  Tal argumento conduce a dos inaceptables conclusiones. En primer lugar, a desconocer que el Fisco cuenta con amplias facultades de verificación y fiscalización conferidas por el ordenamiento local para dilucidar la auténtica situación tributaria de los contribuyentes y perseguir el cobro de la acreencia que eventualmente le correspondiera, sin que pueda admitirse, como indebidamente lo pretende aquí para proteger la integridad de la renta fiscal, el ingreso de una retención que no debía practicarse.  En segundo término, implica admitir que el organismo recaudador pueda exigir, con el justificativo de un mejor desempeño de sus tareas de fiscalización, una suerte de empréstito forzoso, que solamente podría ser sancionado por ley del órgano habilitado por la Constitución para el ejercicio de tal competencia.  Verificar si las operaciones objetadas por el Fisco corresponden a cheques depositados al cobro por clientes del BNA que fueron posteriormente rechazados por el banco girado, a transferencias de fondos de una cuenta a otra pertenecientes al mismo titular, a devolución por reintegro de IVA, a depósitos ingresados en las cuentas de los titulares destinados a cubrir el pago de cuotas de préstamos o a devoluciones automáticas ordenadas por la DGR remite, ineludiblemente, al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos.


    Banco de La Nación Argentina c/ Tucumán, Provincia de s/ Nulidad de actos administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 416/2017/04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Acción meramente declarativa. Ordenanzas municipales. Contribución por ocupación o utilización de espacio público. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación de las leyes nacionales 14.772, 15.336 y 24.085, y decretos del Poder Ejecutivo Nacional 12.588/60, 1.247/1962 y 714/1992, que regulan la concesión del servicio público de electricidad, y la decisión ha sido contraria al derecho que en ellas funda la recurrente, conforme el art. 14, inc. 3º, de la ley 48.  Al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado.  El art. 132 de la ordenanza fiscal 4954/11 de la Municipalidad de Escobar, establece el tributo por ocupación del dominio público. De su lectura no surge que el legislador local haya diseñado el presupuesto de hecho para hacer nacer la obligación de pago tomando en cuenta la prestación a los particulares de un servicio a partir de una actividad concreta y efectiva, toda vez que ello no está establecido en la norma. Es decir, no se exhibe una vinculación directa entre el hecho imponible (en este caso, según afirma la Municipalidad de Escobar, la prestación de un servicio) y la obligación de pago del tributo.  En efecto, la mención de “La ocupación o uso del subsuelo o superficie” seguido de la especificación “…por empresas de servicios públicos o privados, con cables, cañerías, cámaras, etc." no puede ser entendida como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, sino que indica que la intención fue retribuir la ocupación o uso del subsuelo o superficie mediante la contribución, exhibiendo así la vinculación directa entre hecho imponible -dicha ocupación o uso- y una obligación tributaria extraña a la especie “tasa retributiva de servicios”.  Asiste razón a la sentencia recurrida, que revocó la sentencia de primera instancia y, en consecuencia, hizo lugar a la acción declarativa de certeza promovida por Edenor S.A., en cuanto a que el derecho por ocupación o uso del subsuelo o superficie previsto en el art. 132, inc. c), de la ordenanza fiscal 4954/11 del municipio demandado no puede ser clasificado como una tasa.  Como ha sostenido esta Procuración General en el dictamen vertido en el precedente de Fallos 332:1503, para que se configure la tasa se requiere la existencia de un “presupuesto de hecho adoptado por la ley, que consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado”.  En el art. 34 del contrato de concesión celebrado por la actora con el Estado Nacional se establece que: “Los bienes, actos, obras, usos u ocupación de espacios, actividades, servicios, ingresos, tarifas y/o precios de LA distribuidora están exentos de impuestos, tasas, contribuciones y demás gravámenes provinciales y municipales que incidan o interfieran sobre el cumplimiento del contrato, conforme lo dispone el Decreto aprobatorio del presente contrato. En sustitución de tales tributos provinciales y municipales, la distribuidora abonará …b) A las municipalidades de la Provincia de Buenos Aires, en cuya jurisdicción presta el servicio público, el seis por ciento (6%) de sus entradas brutas recaudadas por todo ingreso asociado al negocio de venta de energía eléctrica dentro de cada municipio”.  Sobre la base de la cláusula transcripta y del régimen aplicable a Edenor en tanto prestataria del servicio de energía eléctrica, se concluye que la pretensión fiscal de la recurrente resulta improcedente, porque de dicho régimen surge que la empresa actora ya paga una “contribución única” por el uso y ocupación del dominio público con las instalaciones para la prestación del servicio público de energía eléctrica, lo que incluye los postes de su propiedad situados en el ejido municipal de la comuna de Escobar, sin que de ello pueda colegirse que el mero hecho de haber otorgado a Teledifusora San Miguel Arcángel S.A., a título precario, el derecho de uso para el montaje de un cable portador, con su respectiva herrería de soporte, sus fuentes de poder y acometidas, acarrea la pérdida de la exención ya referida.  Esta solución es la que mejor se adecua a la intención del Congreso de ejercer sus facultades sobre la materia, de manera compatible con los preceptos constitucionales que lo autorizan para “Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas las provincias… por leyes protectoras de estos fines”, al establecer un régimen tributario que, sin desconocer facultades impositivas locales, tiene alcances que obedecen, según los considerandos del decreto 12.588/60, al propósito “de mantener la unidad tarifaria en todas las jurisdicciones territoriales a que corresponden los servicios públicos de que se trata”.


    Recurso queja Nº 2 – Edenor S.A. c/ Municipio de Escobar s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2439/2013/2/RH1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Inconstitucionalidad. Impuesto sobre los ingresos brutos. Impuestos provinciales. Inconstitucionalidad. Resolución administrativa. Nulidad de la resolución. Coparticipación federal. Convenio multilateral. Interpretación de la ley. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    La Corte hizo mérito respecto de la ley 23.548, de los pactos que constituyen manifestaciones positivas del llamado federalismo de concertación, tendientes a establecer, mediante la participación concurrente del Estado Nacional y de las provincias, un programa destinado a adoptar una política uniforme en beneficio de los intereses nacionales y locales. En Fallos: 322:1781 ponderó la vocación de la Constitución Nacional creadora de “una unidad no por supresión de las provincias... sino por conciliación de la extrema diversidad de situación, riqueza, población y destino de los catorce estados y la creación de un órgano para esa conciliación, para la protección y estímulo de los intereses locales, cuyo conjunto se confunde con la Nación misma", consagrando el principio “hacer un solo país para un solo pueblo”.   Este Ministerio Público sostuvo en el dictamen de Fallos: 327:1051, desde 1935 hasta 1973, esto es, a partir de la sanción de la ley 12.139, de unificación de impuestos internos, hasta la entrada en vigencia de su similar 20.221, de coparticipación tributaria unificada, que la política uniforme evidenciada por las distintas leyes-convenio consistía en coordinar la potestad tributaria nacional y provincial, para evitar los fenómenos de doble imposición vertical que la Corte advirtió en Fallos: 149:260, al decir que, no obstante el armónico equilibrio que doctrinariamente presupone el funcionamiento regular de dos soberanías, nacional y provincial, en sus actuaciones respectivas dentro del sistema rentístico de la Constitución, no puede desconocerse que su régimen efectivo determina una doble imposición de gravámenes con la que se afectan en determinadas circunstancias importantes intereses económicos y se originan conflictos de jurisdicciones fiscales que no siempre es dado dirimir con la eficacia debida. De ahí la constante requisición colectiva traducida en múltiples estudios y proyectos tendientes a la modificación o mejor aplicación del sistema rentístico, iniciativas que abarcan desde la reforma de la Constitución hasta la nacionalización de los impuestos en cuanto a su percepción, a base de coparticipaciones proporcionales y equitativas entre la Nación y los Estados Federales.  A partir de las reformas dispuestas por la ley 22.006 se intentó introducir una política uniforme adicional: armonizar la configuración técnica de los recursos tributarios reservados a las provincias, en particular los impuestos sobre los ingresos brutos y de sellos, sometiéndolos a una serie de directrices en cuanto a sus características básicas, a los cuales debían ajustarse las respectivas leyes provinciales que regularan tales gravámenes.   Tales directrices pasaron a integrar el capítulo II del actual “Régimen transitorio de distribución de recursos fiscales entre la Nación y las provincias”, instituido por la ley 23.548 y actualmente en vigor.   El art. 2º, inc. 2), de la ley 22.006 sustituyó el inc. b) del art. 9º de la ley 20.221 y dispuso: “I. En lo que respecta a los impuestos sobre los ingresos brutos, deberán ajustarse a las siguientes características básicas: Recaerán sobre los ingresos provenientes del ejercicio de actividades empresarias (incluso unipersonales), civiles o comerciales, con fines de lucro, de profesiones, oficios, intermediaciones y de toda otra actividad habitual, excluidas las actividades realizadas en relación de dependencia y el desempeño de cargos públicos".  Esta redacción subsiste inalterada a la fecha, al haber sido recogida, bajo idéntico número de artículo, inciso y acápite, por la ley 23.548.   La primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos.  La indicación “ejercicio de actividades empresarias (incluso unipersonales), civiles o comerciales” seguida de los términos “con fines de lucro” no puede ser entendida como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, sino que la sucesión entre ambos indica que lo decisivo es la “finalidad” perseguida al desarrollar la actividad, siendo irrelevante si ella es lucrativa o no, o si luego, en su efectivo desenvolvimiento, se obtiene un beneficio o un detrimento económico.   Carece de toda trascendencia el lucro o el quebranto, la ganancia o la pérdida, el beneficio o el perjuicio económico derivado del desarrollo de la actividad pues lo dirimente es el “propósito” perseguido por el sujeto al ejercerla.   Una postura contraria, que margine el “fin de lucro” perseguido al desempeñar la actividad, implicaría prescindir del requisito fijado en el art. 9°, inc. b), pto. I), de la ley 23.548 sin previo debate y declaración de su inconstitucionalidad o ilegalidad.  Cierto es que en ley de coparticipación se podría haber pactado la sujeción al tributo de toda actividad lucrativa o de la cual se derive un beneficio, prescindiendo del “fin” perseguido en su desarrollo pero, sin embargo, no se hizo. Y no puede atribuirse tal conducta a la imprevisión o impericia del legislador.  No corresponde a los jueces sustituir al legislador en su tarea, sino aplicar la norma tal como éste la concibió y el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de la solución legislativa así adoptada no es materia sobre la cual el Poder Judicial deba pronunciarse.  De la lectura del art. 116 del Código Tributario de la Provincia del Chaco se colige que dicha norma extiende el tributo a todas las actividades desarrolladas “a título oneroso” -esto es, cuando las ventajas que se procura a una de las partes les son concedidas por una prestación que ella ha hecho o se obliga a hacer a la otra-, con prescindencia del “fin de lucro” que resulta dirimente para la aplicación del tributo según la ley convenio.  Desde antiguo, la Corte ha definido el criterio interpretativo que debe presidir la consideración de las leyes que rigen un sistema politributario. En Fallos: 184:5 dijo que “debe tender al equilibrio y perfección del mismo; no puede interpretarse cada ley aisladamente, sino como parte de un conjunto armónico, y cada impuesto debe ser examinado o juzgado, no solamente por sí mismo, sino con relación a los otros impuestos que forman parte del conjunto impositivo”. De tal manera aquella interpretación “debe tender a que todos los impuestos se armonicen y llenen el fin para el que han sido creados”.   En ese marco conceptual se inscriben los propósitos enunciados en la ley 23.548, que une a los estados que la suscribieron en un plexo jurídico de derechos y obligaciones, las cuales están enunciadas, en lo que respecta a las provincias, en el art. 9º. Tal situación se configura en el caso respecto de la demandada, que al adherirse por medio de su ley local 3.375 sin limitaciones ni reservas aceptó la definición de actividad gravada en el impuesto sobre los ingresos brutos contenida en esa ley-convenio, que quedó así incorporada a su derecho público local y a la que no puede unilateralmente modificar o derogar.  El pronunciamiento recurrido, en cuanto considera ajustada a derecho la afirmación de la Cámara respecto de la constitucionalidad del art. 116 del CTP, no resulta derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias del proceso, en los términos de la conocida doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, lo cual impone su revocación.


    Cooperativa Farmacéutica de Provisión y Consumo Alberdi Limitada c/ Provincia del Chaco s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1490/2019/RH1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Exteriorización de capitales. Exenciones impositivas. IVA. Impuesto a las ganancias. Erogaciones no documentadas. AFIP. Resoluciones generales. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Doctrina de la arbitrariedad. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 55700/2016/CS1-CA1, “Copparoni S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Ha sostenido la Corte que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y que cuando ésta es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.   La ley exime del pago del “impuesto a las ganancias” que oportunamente se omitió declarar, sin distinguir si se trata del impuesto originado en “salidas no documentadas” o en otro concepto.   No cabe presumir la inconsecuencia o falta de previsión del legislador, quien podría haber excluido de la liberación al impuesto a las ganancias -salidas no documentadas- y, sin embargo, no lo hizo.   En tal sentido, dentro de la propia ley 26.860, el legislador ha sido claro respecto de otros supuestos que quedaban fuera de la regularización, tal como el previsto en el art. 11 de la mencionada norma, en el que fijó: “La liberación establecida en el inciso c) del artículo 9° no podrá aplicarse a las retenciones o percepciones practicadas y no ingresadas”.  La recurrente busca circunscribir el beneficio únicamente al impuesto a las ganancias que el contribuyente debió calcular e ingresar sobre su propia renta neta imponible, pues considera que sólo en este supuesto pudo obtenerse un capital oculto susceptible de posterior exteriorización.   Sin embargo, es claro que tal capital oculto puede originarse en la omisión de pago del impuesto a las ganancias adeudado tanto por su propia renta neta imponible cuanto por lo debido en concepto de “salidas no documentadas”. Es que, por ambas vías, el contribuyente declara un impuesto a las ganancias menor al realmente adeudado y obtiene así un capital que permanece oculto al Fisco y cuya exteriorización el régimen de la ley 26.860 procura.  En ambos supuestos es idéntico contribuyente quien debe hacer frente al pago del tributo pues, tal como se explicó en Fallos: 323:3376, el impuesto a las ganancias -salidas no documentadas- contemplado en el art. 37 de la ley 20.628 ha sido adoptado por el legislador para asegurar la íntegra percepción de la renta fiscal en una particular situación en la cual “...ante la falta de individualización de los beneficiarios, a cuyo cargo debiera estar el pago del impuesto al rédito percibido, quien hace la erogación queda obligado a abonar sobre ella el tributo y debe hacerlo a título propio...”.  Ello adquiere especial relevancia puesto que uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma y su congruencia con el resto del sistema en que está engarzada, es la consideración de sus consecuencias y la verificación de los resultados a que su exégesis conduce en el caso concreto.  No surge de la letra de la ley ni del espíritu del legislador que permita inferir que se admite la regularización del tributo adeudado por la propia renta neta imponible mientras se excluye el que tiene su origen en “salidas no documentadas”, cuando ambas arrojan un resultado idéntico.


    Sicopro S.R.L. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso Directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 12739/2019/CS1-CA1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Alícuota. Base imponible. Actividad comercial. Comercio interior. Principios tributarios. Progresividad tributaria. Proporcionalidad tributaria. Igualdad tributaria. Soberanía. Facultades tributarias nacionales. Facultades tributarias provinciales. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Comercio interprovincial.


    Desde el precedente registrado en Fallos: 151:359, la Corte convalidó la validez constitucional de los tributos progresivos, al explicar que “tanto los impuestos llamados proporcionales como los progresivos, son aceptados dentro del campo de las finanzas públicas y que ambos tienen fundamento científico con arraigo en la opinión de los autores y en la práctica de las Naciones, dividiéndose aquéllos, solamente, al apreciar las consecuencias y la justicia de su adopción, teniendo en cuenta que los primeros están caracterizados por la uniformidad y constancia de la tasa, en tanto que en los segundos el divisor es variable de acuerdo con la progresión establecida en las leyes respectivas, oponiéndose de esta manera, al sistema de la proporcionalidad material del impuesto la teoría de la proporcionalidad del sacrificio”.   Añadió allí el Tribunal que, establecido que la igualdad de una contribución no se ataca en el impuesto progresivo desde que este es uniforme dentro de las categorías que crea, por la misma razón, es también proporcional, toda vez que se mantiene el mismo porcentaje para las grandes divisiones que dan margen a la progresión, para concluir así que la proporción y la progresión no son términos opuestos, pudiéndose mantener aquella dentro de ésta.   En Fallos: 171:390, rechazó las impugnaciones constitucionales formuladas a un impuesto progresivo sobre los predios rurales, al señalar que siendo dicho tributo igual y uniforme para todos los propietarios que tienen igual superficie, la progresión establecida no es contraria al principio de igualdad consagrado en el art. 16 de la Constitución Nacional.  Es también inveterada doctrina de esa Corte que “de acuerdo con el sistema político adoptado por nuestra Constitución, los poderes de la soberanía se encuentran divididos entre el gobierno nacional y los gobiernos provinciales: los del primero revisten la calidad de supremos y absolutos y se aplican en todo el territorio de la República, es decir, aún dentro del perteneciente a las propias provincias; los de los segundos presentan los mismos caracteres, pero únicamente pueden ser ejercitados dentro de los límites territoriales de la provincia”.   “Ninguna provincia puede legislar si no es con referencia a las cosas y a las personas que se hallen dentro de su propia jurisdicción, pues los poderes conferidos por la Constitución son para ser ejercidos dentro de su territorio. Ha dicho la Corte que, la forma federal de gobierno supone la coexistencia de un poder general y de poderes locales que actúen en su esfera propia de acción y con imperio en toda la Nación el primero, y sólo en una provincia determinada el segundo, de manera que es dentro de sus respectivos límites que las últimas ejercen todo el poder no delegado al gobierno federal, con arreglo al art. 104 de la Constitución”.  Respecto a los poderes tributarios, ya había señalado la Corte que: “la creación de impuestos, elección de objetos imponibles y formalidades de percepción, son del resorte exclusivo de las provincias, cuyas facultades sobre este particular, dentro de sus respectivas jurisdicciones, tienen la propia amplitud que su poder legislativo, ya se trate de personas, propiedades, posesiones, franquicias, privilegios, profesiones o derechos; siendo indudable en la doctrina, que ellas pueden exceptuar de gravar a determinada clase de bienes, o a hacer que este recaiga de diversa manera sobre los distintos ramos del comercio, ocupaciones y profesiones; determinar el monto de dicho gravamen por el valor de la propiedad, su uso o poder de producción, y adoptar el valor nominal o real de los papeles comerciales para los mismos fines, así como otros sistemas tributarios razonables y conforme a los usos generales; sin que los Tribunales de la Nación puedan declararlos ineficaces a título de ser opresivos, injustos o inconvenientes, si no son contrarios a la Constitución General”.   Es por ello que las facultades de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña han de ser ejercidas por las provincias y sus municipios sobre aquellas actividades creadoras de riqueza que se producen dentro del ámbito físico de sus respectivos Estados pues, cuando ellas gravan operaciones realizadas fuera de sus territorios, exceden el ámbito de sus potestades e invaden otras jurisdicciones. Criterio que, implícita pero indudablemente, también surge de Fallos: 319:2211.   Con mayor precisión aún, remarcó el Tribunal que las provincias pueden elegir el método adecuado para la determinación del impuesto sobre las actividades lucrativas (antecedente del ISIB), pudiendo hacerlo por medio del precio de venta de los productos o cualquier otro “…que le permita establecer el quantum de la actividad desarrollada dentro de su territorio. Va de suyo, que la gabela así percibida será válida y legítima en tanto no grave específicamente actividades extraterritoriales”. Criterio reiterado en Fallos: 307:360, en el cual sostuvo: “Que, como corolario de los principios enunciados es que las provincias pueden elegir el método adecuado para la determinación del impuesto, a cuyo fin cabe que tomen en cuenta -a más de las locales- las ventas realizadas al exterior, toda vez que ese criterio constituye un razonable sistema de imposición que responde, en última instancia, a la actividad creadora de riqueza que se produce en el ámbito físico del Estado” .   Cada provincia puede cobrar el ISIB únicamente a la actividad ejercida dentro de su territorio y los ingresos formarán parte de su base imponible en tanto representan un “índice razonable para medir la riqueza producida” por la actividad desarrollada dentro de ese ámbito espacial.   En estas condiciones, forzoso es colegir que los ingresos generados por actividades desarrolladas fuera de la Provincia de Tucumán no pueden ser tenidos en cuenta para cuantificar el monto de la obligación tributaria devengada por la actividad desempeñada dentro de esa provincia, sea que pretenda considerárselos para formar la base imponible del ISIB o bien para graduar su alícuota.  La postura contraria encierra una insalvable contradicción: negar que los ingresos obtenidos por actividades desarrolladas fuera de la Provincia de Tucumán formen parte de la base imponible de su ISIB -dado que ellos no resultan un “índice razonable para medir la riqueza producida” en el territorio-, pero afirmar, en simultáneo, que son “un índice razonable para medir la riqueza producida” en el territorio a fin de graduar la intensidad de la alícuota.  Es que, tanto a fin de formar la base imponible cuanto de graduar la intensidad de la carga tributaria mediante el incremento o disminución de la alícuota, dichos ingresos generados por actividades desarrolladas fuera de la provincia son un baremo extraño para medir “la actividad creadora de riqueza que se produce en el ámbito físico del Estado”.   Ello no implica desconocer las amplias facultades provinciales para distribuir las cargas públicas ni cercenar sus legítimas atribuciones para gravar los actos, bienes y personas con la mayor o menor intensidad que se considere necesaria según la prudencia y sabiduría de cada gobierno, en tanto dicha intensidad no adopte como parámetro, tal como sucede en este caso, manifestaciones de capacidad contributiva ajenas a sus potestades territoriales, toda vez que ello constituye un inadmisible desborde de tales poderes de imposición.


    Petroarsa S.A. c/ Provincia de Tucumán s/ Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 225/2020/RH1, 02 de julio de 2021


    Ver dictamen


    IVA. Hecho imponible. Perfeccionamiento del hecho imponible. Concursos. Verificación de créditos. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte atribuyó el carácter de sentencias definitivas a aquellas decisiones recaídas en incidentes de revisión y de verificación de créditos en los procesos concursales cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o difícil reparación ulterior.  El recurso extraordinario resulta formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de las leyes 11.683 y 23.349, normas estas de carácter federal, y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la recurrente ha sustentado en ella.  El Tribunal ha sentado una clara pauta hermenéutica respecto de la mecánica del IVA cuando sostuvo: “Que el punto de partida en torno del cual deberá girar todo el esquema interpretativo en esta materia está constituido por dos circunstancias esenciales que han sido contempladas por el legislador: a) el nacimiento del hecho imponible (título I, art. 5); y b) la liquidación del tributo. En la solución de la controversia debe cuidarse el mantenimiento de la simetría y preservación de dichas circunstancias. Sólo así podrá realizarse plenamente el principio hermenéutico sentado firmemente por la Corte desde antigua data y con arreglo al cual el alcance de las leyes impositivas debe determinarse computando la totalidad de las normas que la integran, para que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con las reglas de una razonable y discreta interpretación.  El perfeccionamiento del hecho imponible se produce en las diferentes oportunidades que enumera el art. 5º de la ley. Pero -por la diferencia entre “nacimiento del hecho imponible” y “liquidación del tributo”- el acaecimiento del primero no genera, automáticamente, el impuesto resultante, el cual nace -en el mecanismo adoptado en nuestro país- recién cuando a los débitos fiscales del mes calendario se le sustraen los créditos fiscales del mismo período, como lo establece el art. 27 de la ley.  Como ya explicó el Tribunal: “para resolver la cuestión debatida ha de acudirse a las disposiciones de la ley 20.631 que fijan la naturaleza de los créditos y débitos fiscales, y en especial, al art. 8°, inc. a) que se refiere a la esencia del gravamen al establecer que para arribar al crédito fiscal computable deberá sustraerse del impuesto que resulta al aplicar la alícuota establecida sobre las operaciones gravadas en una determinada etapa del ciclo económico, el monto de impuesto que corresponda a las operaciones gravadas en la etapa precedente. Se logra así que en cada estadio el impuesto obtenido recaiga sólo sobre el valor añadido en él”.  Mediante su cotejo con la caracterización del “crédito fiscal”, forzoso es concluir que el denominado “débito fiscal” por impuesto al valor agregado no reviste el carácter de una verdadera deuda del sujeto pasivo de la obligación tributaria, cuya satisfacción pueda reclamar en todo supuesto el organismo recaudador, sino que constituye tan solo uno de los términos de la sustracción prevista por la ley dentro del sistema de liquidación del gravamen, lo que requiere, para su virtualidad que deba operar en relación necesaria con el elemento restante, constituido por el crédito, ya que sólo de la conjugación de ambos podrá resultar un saldo susceptible, en su caso, de exigibilidad por parte del Fisco.  Tal conjugación, según establece el art. 27 de la ley, se produjo recién al cierre del mes calendario y no, como erróneamente sostiene la AFIP, con anterioridad al 30 de agosto de 2009, fecha en que la empresa se presentó en concurso preventivo. Ello, sella la suerte adversa de su pretensión en este punto.  Deviene inoficioso el estudio de los agravios relativos al rechazo del crédito en concepto de multa, pues la AFIP denunció que dichas infracciones fueron condonadas por la ley 27.260.  Las explicaciones que da la AFIP al interponer el recurso de casación ante el STJ obsta a cualquier consideración sobre la procedencia del crédito debatido en concepto de multa, en la medida en que al Tribunal le está vedado expedirse sobre planteos que devienen abstractos, en tanto todo pronunciamiento resultaría inoficioso, al no decidir un conflicto litigioso actual.  El cuestionamiento fundado en el rechazo al pedido de verificación del crédito en concepto de intereses punitorios no tiene entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria, porque se trata de una cuestión de hecho, prueba, derecho común y procesal –propia de los jueces de la causa- que fue resuelta con fundamentos de igual naturaleza que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentar el pronunciamiento apelado y excluir la aplicación de la doctrina excepcional sobre arbitrariedad.  La recurrente no logra acreditar la arbitrariedad requerida para habilitar el remedio de excepción al no rebatir debidamente las razones fácticas y de derecho no federal en las que el tribunal apelado sustentó lo decidido. Por el contrario, en este tema, la AFIP se limita a reiterar que ciertas pruebas ofrecidas no fueron valoradas y no fundamenta de qué manera los extremos que invoca conducirían a modificar lo resuelto.  Los cuestionamientos que ahora reedita el Fisco enderezados a probar los juicios de ejecución fiscal en los que se habrían generados los intereses punitorios a cargo de la concursada solo traducen una mera discrepancia con la valoración del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, por lo que el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado en este punto.


    Administración Federal De Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva c/ Arce S.R.L. s/ Casación - incidente de revisión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 851/2019/RH1, 25 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Multa. Impuesto a las ganancias. Erogaciones no documentadas. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 66319/2017/1/RH1, “JBS Argentina S.A. C/ Direccion General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo”.


    La pretensión punitiva del Fisco se apoya en la inobservancia de la actora al mandato contenido en un reglamento inconstitucional, motivo por el cual, corresponde la revocación de la multa dispuesta.


    Recurso queja Nº 1 – Latin Lemon S.R.L. c/ Dirección general impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3760/2016/RH1, 25 de octubre de 2021


    Ver dictamen


    Precios de transferencia. Impuesto a las ganancias. AFIP. Procedimiento tributario. Tribunal Fiscal de la Nación. Apreciación de la prueba. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El art. 86, inc. b), de la ley 11.683 otorga carácter limitado a la revisión de la cámara y, en principio, queda excluido de ella el juicio del Tribunal Fiscal respecto de los extremos de hecho.   Si bien no se trata de una regla absoluta y, por consiguiente, la Cámara debe apartarse de las conclusiones del mencionado organismo jurisdiccional cuando éstas presentan deficiencias manifiestas, lo resuelto por el a quo -en cuanto desestimó los agravios del Fisco Nacional y tuvo por válidos los hechos y pruebas valorados por el Tribunal Fiscal- no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional.   La cámara tuvo en cuenta que dicho tribunal administrativo había ratificado la validez del método PDR usado por el contribuyente, cuyos resultados demostraban que los precios de las operaciones concertadas por la empresa actora durante el ejercicio 1999 se adecuaban a los de mercado estipulados entre partes independientes por la realización de actividades análogas.   No puede achacarse silencio u omisión a la cámara en pronunciarse respecto del método más adecuado (PDR o MNT) para determinar los precios de transferencia, ni tampoco en lo atinente a la validez del empleo de instrumentos estadísticos adicionales para determinarlos, toda vez que juzgó que dichas cuestiones habían sido resueltas por el Tribunal Fiscal con fundamentos suficientes de hecho y prueba, ajenos al alcance de la revisión limitada prevista en el art. 86, inc. b), de la ley 11.683.  Los planteos que formula el apelante, dirigidos a cuestionar las afirmaciones del informe pericial en torno a la validez de los precios declarados por la actora y su correspondencia con los pactados entre partes independientes, así como la corrección de los cálculos contenidos en el anexo III, remiten, ineludiblemente, a cuestiones de hecho y prueba, materia propia de los jueces de la causa y ajenas al remedio del art. 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia cuenta con motivaciones suficientes que, al margen de su acierto o error, le dan sustento como acto jurisdiccional.  Los agravios del Fisco, enderezados a defender la validez de su ajuste, que fue desechado tanto por el Tribunal Fiscal cuanto por la Cámara, sólo traducen una mera discrepancia con la valoración del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso, razones por las cuales el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado.


    Recurso queja Nº 1 – Productos Roche S.A. Química e Industrial c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 56807/2017/1/RH1, 24 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Determinación de oficio. Tribunal Fiscal de la Nación. Facultades de la Cámara de Apelaciones. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Medidas de variabilidad. Rango intercuartil.


    Cuando se cuestiona la inteligencia otorgada por el superior tribunal de la causa a la ley 20.628 t.o. por decreto 649/97, texto según su similar 25.063, sus normas reglamentarias y modificatorias, y la sentencia definitiva ha sido contraria al derecho que el recurrente funda en ella, el recurso extraordinario resulta formalmente admisible.   En la tarea de establecer el correcto sentido de esas normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de las partes ni del tribunal apelado, sino que le incumbe realizar “una declaratoria sobre el punto”, según la inteligencia que ella les otorgue.  El art. 15, primer párrafo, de la LIG establecía: “Cuando por la clase de operaciones o por las modalidades de organización de las empresas, no puedan establecerse con exactitud las ganancias de fuente argentina, la Administración Federal de Ingresos Públicos podrá determinar la ganancia neta sujeta al impuesto a través de promedios, índices o coeficientes que a tal fin establezca con base en resultados obtenidos por empresas independientes dedicadas a actividades de iguales o similares características”.   Agregaba que, para determinar si los precios de transferencia respondían a prácticas normales de mercado entre partes independientes, debía aplicarse el método más apropiado para el tipo de operaciones.  Al reglamentar esta disposición, la AFIP dictó la resolución general (AFIP) 702 (BO 15/10/1999), cuyo art. 4° estableció que los comprobantes y justificativos de los precios de transferencia consignados en el formulario 662 y de los criterios de comparación utilizados debían ser conservados hasta que opere la prescripción del gravamen. Entre otras, debía conservarse la documentación e información sobre los métodos utilizados para la determinación de los precios de transferencia, con indicación del criterio y elementos objetivos considerados para determinar el más apropiado para la operación o empresa.  Su art. 6° especificaba los aspectos que debían tenerse en cuenta para elegir el método más apropiado a fin de determinar si los precios de transferencia respondían a los precios normales de mercado entre partes independientes, mientras que su art. 8° regulaba los mecanismos de ajuste para eliminar las diferencias resultantes de la aplicación de los criterios de comparabilidad a que se refería el penúltimo párrafo del art. 15 de la LIG.  Sin embargo, la resolución general (AFIP) 702, no fijaba la obligación de determinar la mediana o el rango intercuartil de los precios, de los montos de las contraprestaciones o de los márgenes de utilidad. Tal circunstancia -como lo resalta la sentencia del Tribunal Fiscal- es reconocida por la propia resolución determinativa de oficio aquí cuestionada, cuando sostiene: “En el período bajo análisis (ejercicio 1999) estaba vigente el artículo 8 y 15 de la Ley del impuesto a las Ganancias y la Resolución General 702. Las normas citadas no contenían una definición específica del rango de mercado, ni fijan procedimientos para su determinación, ni estipulan si debe tomarse el rango completo o utilizar algún tipo de herramienta estadística (rango intercuartil)”.  Por el contrario, dichas herramientas fueron consagradas recién por la resolución general (AFIP) 1122/2001, cuyo artículo 12 estableció: “Cuando por aplicación de alguno de los métodos establecidos en el artículo 15 de la Ley de Impuesto a las Ganancias, t.o. 1997 y sus modificaciones, y su reglamentación, se determinen dos o más transacciones comparables, se deberá determinar la mediana y el rango intercuartil de los precios, de los montos de las contraprestaciones o de los márgenes de utilidad. Si el precio, el monto de la contraprestación o el margen de utilidad fijado por el contribuyente se encuentra dentro del rango intercuartil, dichos precios, montos o márgenes se considerarán como pactados entre partes independientes”.  Forzoso es colegir que la mediana y el rango intercuartil no resultan de aplicación para sustentar el ajuste practicado a la actora en el impuesto a las ganancias del período fiscal 1999.  No tuerce dicho razonamiento la “coincidencia”, apuntada por el Fisco, entre los elementos que la resolución general (AFIP) 702/99 ordena tener en cuenta para la comparabilidad con aquellos contenidos en las directrices de la OCDE vigentes desde 1995, toda vez que tal “coincidencia” no es apta para extender el derecho o imponer contribuciones más allá de lo previsto por el legislador.   Una conclusión contraria supondría un serio menoscabo de la seguridad jurídica, valor al que el Tribunal le ha reconocido jerarquía constitucional, e importaría prescindir de “la necesidad de que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones, para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria”.  Tampoco puede admitirse la defensa del Fisco Nacional en cuanto sostiene que usó dichas herramientas estadísticas en su ajuste para arribar a un análisis que permita establecer, con mayor exactitud, el intervalo de plena competencia, mejorar la calidad de la representatividad de los comparables, filtrar las posibles dispersiones existentes y eliminar valores extremos.  Es que permitir, con dichos fundamentos, el empleo de la mediana y el rango intercuartil en el ejercicio 1999 cuando su utilización no estaba legalmente habilitada, implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron.  El art. 86, inc. b), de la ley 11.683 otorga carácter limitado a la revisión de la cámara y, en principio, queda excluido de ella el juicio del Tribunal Fiscal respecto de los extremos de hecho.  Si bien no se trata de una regla absoluta y, por consiguiente, la Cámara debe apartarse de las conclusiones del mencionado organismo jurisdiccional cuando éstas presentan deficiencias manifiestas, lo resuelto por el a quo -en cuanto desestimó los agravios del Fisco Nacional y tuvo por válidos los hechos y pruebas valorados por el Tribunal Fiscal- no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional.  Contrariamente a lo sostenido por el recurrente, no puede achacarse a la cámara que, de manera arbitraria, no haya hecho mérito de sus agravios, toda vez que, luego de estudiarlos, juzgó que las cuestiones planteadas habían sido decididas por el Tribunal Fiscal con fundamentos suficientes de hecho y prueba, ajenos al alcance de la revisión limitada prevista en el art. 86, inc. b), de la ley 11.683.   Los planteos del Fisco enderezados a defender la validez de la resolución (DV DOGR) 107/05 en torno a la falta de realización de un ajuste de comparabilidad en concepto de diferencias por intereses implícitos a las empresas adoptadas como comparables del segmento químico y al cuestionamiento de CPF y Opal Technologies Inc. como comparables en el análisis del segmento agroquímicos, sólo traducen una mera discrepancia con la valoración del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso, razones por las cuales el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado en este aspecto.


    Recurso queja Nº 1 – Bayer Argentina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 34007/2019/1/RH1, 24 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Tributos. Facultades de la Municipalidad. Interpretación de la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    En primer lugar, en autos no se discute si la actora desarrolla actividades o posee bienes y elementos vinculados a la producción, comercialización, almacenamiento, transporte, circulación, venta, expendio o consumo de bienes sujetos a impuestos internos específicos a los consumos, que puedan ser sometidos a una imposición proporcionalmente mayor —cualquiera fuere su característica o denominación— que la aplicada a actividades, bienes y elementos vinculados con bienes y servicios análogos o similares y no sujetos a impuestos internos específicos a los consumos, en los términos establecidos en el art. 9°, inc. b), tercer párrafo de la ley 23.548. Por ende, el encuadramiento que, a los fines de resolver la controversia, realiza la sentencia recurrida en dicho precepto no resulta una derivación razonada del derecho vigente según las constancias de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.  En segundo término, en el precepto invocado por la cámara se establece lo contrario a su razonamiento, en cuanto se exige respecto de las tasas que sean “retributivas de servicios efectivamente prestados”, por lo que la sentencia también es arbitraria en este punto, en virtud de que efectuó una exégesis de la norma aplicable que desvirtúa su contenido.  Vinculado con lo anterior, la tesitura del a quo se evidencia contraria a todas luces a un requisito fundamental respecto de las tasas, reiteradamente exigido por la extensa y constante jurisprudencia del Tribunal antes citada, como es que al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio referido a algo no menos individualizado (bien o acto) del contribuyente.  Si bien cierto es que los jueces no están obligados a seguir todas las argumentaciones vertidas por las partes, ni a ponderar exhaustivamente cada una de las pruebas agregadas, no menos cierto es que no pueden prescindir de examinar las cuestiones oportunamente propuestas y de apreciar los elementos probatorios, susceptibles de incidir en una diversa decisión final del pleito.


    Recurso Queja Nº 1 – Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ Comuna de Delfín Gallo y otro y otro s/ Contencioso administrativo – varios


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 205/2008/1/RH1, 31 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Verificación de créditos. Verificación tardía. AFIP. Impuestos. Impuesto al valor agregado. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte atribuyó el carácter de sentencias definitivas a aquellas decisiones recaídas en incidentes de revisión y de verificación de créditos en los procesos concursales, cuando se demuestra que lo decidido causa un agravio de imposible o difícil reparación ulterior.  El recurso extraordinario resulta formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de las leyes 11.683 y 23.549, de carácter federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la recurrente ha sustentado en ella.  No resulta arbitraria la decisión del tribunal apelado en cuanto juzgó que, en el presente proceso, debía estudiarse la causa de la obligación cuya verificación se pretendía.  Al respecto, la sentencia apelada consideró que correspondía dilucidar, primordialmente, si existían “razones fundadas para considerar apócrifas las facturas emitidas por los proveedores del contribuyente”, para luego decidir sobre la admisión del crédito fiscal basado en las determinaciones de oficio acompañadas.  La concursada interpuso sendos recursos de reconsideración contra las impugnaciones hechas por el Fisco a las declaraciones juradas por ella presentadas en el IVA, las determinaciones de oficio a la gabela, los intereses y multa, que fueron rechazados por el Fisco, y la contribuyente no impugnó las decisiones allí recaídas.  En Fallos: 326:1774; 301:514; 310:735 y 320:1348 se indicó que, si una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez a quien finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.  No existe óbice para que el tribunal apelado haya revisado los actos administrativos en los que la AFIP sustentaba su pedido de verificación porque el objeto del incidente de verificación de créditos consiste en determinar la real existencia de la deuda invocada por el acreedor.  La interpretación y aplicación de las leyes - art. 12 de la ley 19.549 y los arts. 32 y 56 de la ley 24.522- requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos se entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás y considerárselos como dirigidos a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger.  Debe rechazarse la arbitrariedad endilgada al pronunciamiento, pues corresponde al juez del concurso revisar no sólo los títulos de los créditos presentados por el Fisco sino también sus causas para decidir acerca de su admisibilidad.  No existe precepto alguno que subordine el derecho al cómputo del crédito fiscal en el IVA al cumplimiento de las obligaciones sustantivas por parte de los terceros con los que la contribuyente operó.  Pretender ello conduce a dos inaceptables conclusiones. En primer lugar, equivale a constituir al contribuyente en una suerte de responsable del cumplimiento de la obligación sustantiva de otros, sin norma legal que así lo establezca. Y, en segundo término, lleva a que el Fisco se vea liberado de su inexcusable deber de verificar, fiscalizar y cobrar las sumas adeudadas por los contribuyentes, mediante la transferencia de esa responsabilidad a un tercero sin ley que así lo autorice.  El Fisco, al no localizar a los proveedores en su domicilio fiscal, no poder constatar su capacidad económica o no contar con la presentación sus declaraciones juradas, debió haber puesto en ejercicio las potestades y facultades conferidas por el ordenamiento -en particular, las de los arts. 33, 35 y cc. de la ley de rito fiscal-, para lograr dilucidar la auténtica situación tributaria de aquéllos y perseguir el cobro de la acreencia que le correspondiera, tal como lo obliga la Constitución Nacional en cuanto recaudador de las rentas públicas sin que pueda admitirse, como indebidamente lo pretende aquí, involucrar a un tercero en violación del principio de reserva de ley en materia tributaria.


    C.E.R.S.A. s/ Concurso preventivo – Incidente de verificación tardía promovido por AFIP


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1956/2018/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    AFIP DGI. Cobro de sumas de dinero. Base regulatoria. Honorarios. Interpretación de leyes federales. Denegatoria del recurso. 


    Las cuestiones vinculadas a la aplicación de la ley 11.683 fueron objeto de tratamiento en el dictamen que se emite en el día de la fecha en el expediente FMP 21099177/2012, en virtud de la naturaleza federal de sus disposiciones.   La Corte tiene reiteradamente dicho que, no mediando circunstancias excepcionales, son ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte las cuestiones concernientes a la interpretación de las disposiciones arancelarias  y, en general, todo lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, aun cuando se invoque su carácter nacional. Esta doctrina se funda en que los debates motivados por esos conflictos son de naturaleza esencialmente procesal, incluso cuando el trámite se haya consumado ante tribunales federales, en tanto las regulaciones se apoyan o vinculan con razones no federales, es decir, con circunstancias de hecho y prueba y de derecho procesal, local y común.  Sin embargo, aun cuando el remedio federal fue mal concedido en lo que se refiere al cálculo de los honorarios, al haber interpuesto la demandada la presente queja con sustento en la arbitrariedad de la sentencia, corresponde el tratamiento de los argumentos esgrimidos sobre este punto.  El Tribunal señaló, en primer lugar, que la ley 21.839 -y su ley modificatoria 24.432- se aplica a las regulaciones por tareas desarrolladas bajo su régimen y que la ley 27.423 sólo rige para aquellas que se llevaron a cabo luego de su entrada en vigencia, según los parámetros establecidos por la Corte en Fallos: 341:1063. Esta distinción no fue cuestionada por la recurrente.  La Corte ha establecido que los intereses no integran el monto del juicio a los fines regulatorios pues ellos son el resultado de una contingencia esencialmente variable y ajena a la actividad profesional. Este criterio fue confirmado tanto en los procesos de conocimiento como en los ejecutivos, desde que en ambos casos los intereses revisten los mismos caracteres con relación a la actividad profesional de cuya remuneración se trata.  Desde esta perspectiva, es claro que la sentencia impugnada no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser una derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido.  Finalmente, resultan inadmisibles los agravios formulados con relación al porcentaje del 11% aplicado para la regulación de los emolumentos y a la aplicación del art. 13 de la ley 24.432, que permite regular honorarios sin tener como obligatoria la aplicación de los porcentajes dispuestos en las leyes arancelarias.  Ello es así, toda vez que, con relación a este aspecto, la apelante no demuestra una arbitrariedad de lo decidido por el tribunal, sino solamente una mera discrepancia con el criterio expuesto por los jueces para fundar lo resuelto, lo que impide la apertura de la vía excepcional del art. 14 de la ley 48.  Por lo tanto, corresponde admitir la queja interpuesta en lo que se refiere a la base regulatoria adoptada para el cálculo, rechazarla en cuanto cuestiona el porcentaje aplicado y devolver las actuaciones al tribunal de procedencia a fin de que se dicte una nueva conforme a lo expuesto.


    Recurso Queja Nº 1 – Astillero Naval Federico Contessi S.A.C.I.F.A.N c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva s/ Cobro de pesos / sumas de dinero


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21099177/2012/1/RH1, 13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Obligación tributaria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El a quo invocó la respuesta brindada por el BCRA que obra a en la causa y el informe pericial contable –en especial el punto d)-, para concluir que las operaciones impugnadas por el Fisco no revestían carácter oneroso.  Tal razonamiento no resulta ajustado a derecho conforme a las constancias de la causa, lo que se traduce en una inadecuada ponderación de la prueba producida en autos y en un evidente menoscabo de la garantía de defensa en juicio del recurrente.  Por otro lado, el carácter oneroso de una operación se define por “…las ventajas que procuran a una u otra de las partes”, la cual “…no les es concedida sino por una prestación que ella le ha hecho, o que se obliga a hacerle”, circunstancia ajena a la existencia de resultados operativos en cabeza del sujeto que la realiza.  La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.


    Recurso Queja Nº 1 – Maxicambio S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3080/2020/1/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    Juicios en que es parte una provincia. Interpretación de leyes federales. Facultades tributarias provinciales. Policía ambiental. Recursos naturales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible, pues se encuentra en discusión el alcance e interpretación de normas federales, y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido favorable a la validez de la legislación provincial.  Por otra parte, al encontrarse en discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, circunstancia que impone examinar la interpretación que realizó el juzgador de las normas aplicables al litigio.  El tema decidendum consiste en determinar si la Provincia de Buenos Aires es competente para gravar con una tasa la prestación de los servicios destinados al control del funcionamiento y calidad de efluentes industriales y, en ese contexto, examinar la validez del acto impugnado en este caso.  De acuerdo con la distribución de competencias que emerge de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos, en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos. La Corte tiene dicho, desde antiguo, que es indudable la facultad de las provincias para “darse leyes y ordenanzas de impuestos locales...y en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el art. 108 (actual 126) de la Constitución Nacional”, toda vez que, “entre los derechos que constituyen la autonomía de las provincias, es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención alguna de autoridad extraña”. Y, de ello se sigue, como lógica consecuencia, que “los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas”.  Más recientemente, la Corte recordó que al ser el federalismo un sistema cultural de  convivencia, cuyas partes integrantes no actúan aisladamente, sino que interactúan en orden a una finalidad que explica su existencia y funcionamiento, el ejercicio de las competencias constitucionalmente asignadas debe ser ponderado como una interacción articulada, evitando que confronten unas con otras. En tal sentido, se dijo que la asignación de competencias en el sistema federal “no implica, por cierto, subordinación de los estados particulares al gobierno central, pero sí coordinación de esfuerzos y funciones dirigidos al bien común general, tarea en la que ambos han de colaborar, para la consecución eficaz de aquel fin; no debe verse aquí enfrentamientos de poderes, sino unión de ellos en vista a metas comunes".  Asimismo, la Corte tiene dicho que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido, pues si bien la Constitución Nacional establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconoce expresamente la jurisdicción local en la materia. Por ello, la Nación legisla las pautas mínimas de protección y, al ser esta una facultad compartida por su objeto, la autoridad provincial ejerce la porción del poder estatal que le corresponde con base constitucional; extremo que implica que la provincia en su ámbito propio realiza en plenitud una atribución que traduce un grado de valoración con relación al fin especial de carácter preventivo que persigue, la protección del medio ambiente.  Sentado lo expuesto, cabe señalar que la legislatura de la Provincia de Buenos Aires sancionó la ley 5.965, de “protección a las fuentes de provisión y a los cursos y cuerpos receptores de agua y a la atmósfera".   Asimismo, la ley bonaerense 11.723, con fundamento en el art. 28 de la Constitución local, tiene por objeto “la protección, conservación, mejoramiento y restauración de los recursos naturales y del ambiente en general en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, a fin de preservar la vida en su sentido más amplio; asegurando a las generaciones presentes y futuras la conservación de la calidad ambiental y la diversidad biológica”.  De este modo, toda vez que este caso implica el análisis del poder de policía ambiental y de salubridad, aparecen en escena atribuciones del gobierno nacional y de las autoridades provinciales en el marco de las que se denominan facultades concurrentes, las cuales se evidencian cuando esas potestades pueden ejercerse conjunta y simultáneamente sobre un mismo objeto o una misma materia, sin que de tal circunstancia derive violación de principios o precepto jurídico alguno.  Al respecto, la Corte ha expresado que las competencias concurrentes consagradas en los arts. 41, 43, 75 inc. 17, 19, 30, 125, entre otros, no implican enervar los ámbitos de actuación de ninguna órbita del gobierno, sino que importan la interrelación, cooperación y funcionalidad en una materia común de incumbencia compartida como es el caso de la salud pública, sin perjuicio del poder de policía de salubridad que, en primer término, está en cabeza de las provincias.  Por lo tanto, que corresponde declarar admisible el recurso extraordinario y confirmar la sentencia apelada.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Autoridades del Agua de la Provincia de Buenos Aires. s/ Pretensión anulatoria - Recurso extraordinario de inaplicabilidad de Ley


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1297/2020/CS1, 13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Tributos. Publicación de la ley. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 


    Corresponde descalificar el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe, que rechazó la queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad interpuesto por Telecom Personal S.A. contra la sentencia de la Cámara de lo Contencioso Administrativo N° 2 que, a su turno, había declarado la improcedencia del recurso contencioso administrativo deducido en autos, y de esa forma, quedó desestimado el agravio de afectación al derecho de defensa en juicio planteado por la empresa, basado en la falta de publicación de las normas en las que el municipio sustenta su pretensión tributaria.  El fallo de la Corte Provincial se apoya en afirmaciones dogmáticas, sin sustento legal para resolver un punto controvertido de derecho, al no analizar las circunstancias concretas del caso y las específicas de la legislación aplicable, así como tampoco las argumentaciones de la empresa que eran conducentes para la resolución del pleito.  El tribunal apelado afirma escuetamente que la jurisprudencia de la Corte Suprema, en la que la empresa fundaba su derecho, no resulta aplicable, al sostener que aquí se presentan “aspectos jurídicos y fácticos propios y diferenciables” pero ni siquiera menciona los extremos que justificarían el apartamiento de la doctrina del Tribunal.  No se advierten las mencionadas diferencias fácticas ni se encuentra disímil la cuestión allí debatida respecto de la que aquí se plantea. Por el contrario, tanto en esa causa como en el presente caso, se discute la debida publicación de las ordenanzas municipales que establecen tributos. Así lo manifestó la recurrente ante las distintas instancias -administrativas y judiciales- y también al presentar su recurso extraordinario.  No han sido tratados los agravios de índole federal oportunamente introducidos por la recurrente, fundados en la falta de publicación oficial válida de las ordenanzas en las que se establece el tributo aquí reclamado, requisito que, como lo sostuvo la Corte, arraiga en los arts. 4°, 17, 52, 75, incs. 1° y 2°, de la Constitución Nacional, en virtud de que allí se plasma el principio de reserva de ley en materia tributaria.  No obsta a ello la consideración efectuada por el a quo acerca de la notificación personal de las ordenanzas cuya debida publicación aquí se debate. Es que, más allá de que tal diligencia se haya efectivamente cumplido, ello no puede suplir la falta de publicación oficial válida de la ordenanza que establece el tributo con fundamento en los preceptos constitucionales señalados.  La misma suerte corre el argumento basado en el conocimiento del contenido de las normas a partir de la existencia de otros expedientes judiciales entre las partes, sean anteriores o posteriores a los períodos fiscales aquí debatidos. El “conocimiento acabado” de las disposiciones en cuestión, que infiere el tribunal apelado a partir de las presentaciones efectuadas por la empresa en otros procesos judiciales no suple la ausencia de publicación oficial requerida para las normas que establecen tributos.


    Telecom Personal S.A. c/ Municipalidad de Roldán s/ Recurso contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1608/2020/RH1, 04 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción meramente declarativa. Impuestos municipales. Facultades del gobierno nacional. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa L. 238, L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación, al prefijar el ámbito de actuación del municipio, ha expresado desde antiguo que "el régimen municipal que los constituyentes reconocieron como esencial base de la organización política argentina, al consagrarlo como requisito de la autonomía provincial (art. 5°), consiste en la administración de aquellas materias que conciernen únicamente a los habitantes del distrito o lugar particular, sin que afecte directamente a la Nación en su conjunto”.  En este marco, a la luz de las normas que rigen el sistema del control de la alimentos y, en particular, en virtud lo normado en el art. 19 del decreto 815/99, es el “control en las bocas de expendio” el que puede ser ejercido también por los municipios, siempre y cuando ello sea posible en virtud del ordenamiento provincial, entendiendo por tal el que puede realizarse en el momento en que las mercaderías abandonan su ubicación dentro del comercio interjurisdiccional y pasan a formar parte de la riqueza local, puesto que es ese el momento a partir del cual los entes locales (provinciales o municipales) podrán comenzar a ejercer sus potestades tributarias y de control.  Por otro lado, la percepción de la tasa de abasto por supuestos controles sobre la mercadería que ingresa al municipio, ya sea para consumo en el ejido o en tránsito, o cualquier otra etapa anterior al expendio colisiona con la normativa federal consignada y con la regulación que le compete a Nación en materia de comercio interjurisdiccional (conf. art. 75, inc. 13 de la CN). En tal sentido el Tribunal ha entendido que existe lesión a la referida cláusula constitucional en la medida que tal imposición “altera e interfiere la visión de mercado único que la cláusula comercial cristaliza en orden a la unidad del sistema federal”.  Así entonces se vislumbra una clara división de competencias entre las distintas jurisdicciones, en virtud de la cual la Corte ha expresamente señalado que la provincia –lo que resulta aplicable también a sus municipios- no puede interferir en las funciones a cargo del órgano nacional hasta el momento del expendio, y es recién una vez concluida la circulación territorial y, en consecuencia, el comercio interprovincial, que los bienes, mercaderías o productos podrán ser válidamente gravados por los gobiernos locales.


    Granja Tres Arroyos S.A.C.A.F.E.I. c/ Municipalidad de Rio Cuarto s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 34667/2016/CA4-CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    AFIP. Determinación de oficio. Impuesto a las ganancias. Intereses compensatorios. Multa. Resolución administrativa. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    En lo relativo al carácter “operativo” del resultado extraordinario de $177.822.875,85, obtenido por VWA como consecuencia de la condonación del préstamo efectuada por su sociedad controlante en el ejercicio 2001, cabe recordar que, al dictar la resolución (DV DEOB) 45/07, aquí cuestionada,  el ente recaudador puntualizó que la actividad de la actora era la de fabricación y comercialización de vehículos automotores, repuestos y accesorios, y que debían considerarse ingresos “operativos” los originados por esa actividad. Por ello, sostuvo que el resultado extraordinario obtenido por VWA como consecuencia de la condonación antes referida no ostentaba tal carácter y, por ende, no debía tenerse en cuenta para evaluar si el margen de utilidad operativo se encontraba dentro del margen del mercado.  Especificó que a fin de llegar al resultado final del ejercicio en el estado de resultados, los rendimientos financieros se exponen luego del “resultado bruto” y del “resultado operativo”.  Ni el Tribunal Fiscal ni la Cámara explican las razones por las cuales la actora no incluyó el rendimiento de la condonación para calcular su resultado operativo al confeccionar su Estado de Resultado, pero luego pudo válidamente modificar su postura y considerarlo como un resultado operativo en su estudio de precios de transferencia.  El informe contable producido en autos ratifica la postura fiscal, pues los peritos detallan que en el Estado de Resultados del ejercicio cerrado el 31 de diciembre de 2001, la actora expone el resultado bruto; luego consigna la pérdida neta del ejercicio antes de impuestos; en tercer lugar ubica la pérdida neta del ejercicio y finalmente añade el resultado de la condonación, para arribar así al resultado final.  El alegado estado de disolución en que encontraba VWA por la pérdida de su capital social en el ejercicio 2001 y la salida que permitió la condonación del préstamo por parte de su casa matriz, refuerza también la impugnación formulada por la resolución recurrida.  Los peritos informaron que los resultados no asignados negativos al 31 de diciembre de 2001, antes de la condonación, insumían el 111,45% del patrimonio neto de VWA a esa fecha y que, por aplicación de los arts. 94 –inc. 5°- y 206 de la ley 19.550, de no mediar la condonación del préstamo, la actora se encontraba en estado de disolución por pérdida de su capital social.  Ello abona el criterio fiscal en cuanto al carácter excepcional y extraordinario que atribuye a la condonación, de naturaleza no recurrente, cuyo resultado califica de ajeno al “operativo” propio de la empresa, toda vez que beneficiarse de la condonación de un préstamo -aun otorgado por su casa matriz- no puede ser considerado como una actividad comercial ordinaria del contribuyente.  Cierto es también que el Tribunal Fiscal admitió el carácter operativo del resultado de la condonación con sustento en el vínculo que dicho perdón tuvo con la cancelación de los préstamos financieros tomados por VWA. Pero no puede dejar de advertirse que se trata de dos momentos distintos: una primera etapa, cuando se financia la adquisición de capital de trabajo mediante préstamos financieros y no con aporte de capital y, una segunda, que consiste en el reemplazo de dichos préstamos de terceros por uno otorgado por la vinculada del exterior que, casi en forma inmediata, se condona.  La naturaleza de los préstamos contraídos en el primer momento carece de entidad para modificar el carácter excepcional y extraordinario de la condonación aquí en estudio, así como para afirmar que -aun cuando haya sido otorgada por la casa matriz- integra las operaciones ordinarias del contribuyente.  La sentencia resulta arbitraria, pues no se hace cargo de los argumentos expuestos en el acto administrativo recurrido y admite el carácter “operativo” de un resultado que el ente recaudador califica de excepcional y extraordinario, ajeno la actividad comercial normal del contribuyente, que ni siquiera había sido incluido con tal carácter por la propia actora en su Estado de Resultados y cuyas explicaciones lucen insuficientes para fundar el cambio de criterio operado al tratar dicho resultado en su estudio de precios de transferencia.  La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.  La sentencia recurrida, al admitir que VWA utilice en su estudio de precios de transferencia del período 2001 un promedio de su propia TRCE de los años 1999-2001, se aparta de lo dispuesto por los arts. 15, 17, 18 y 19 de la LIG y desconoce que la actora debe circunscribirse al resultado y a los activos del ejercicio 2001, adoptándolos como numerador y denominador, respectivamente, para el cálculo de la TRCE de ese año fiscal, en razón de ser la metodología alineada con el procedimiento para determinar el impuesto a las ganancias.  Sostener lo contrario implicaría desconocer que la base imponible -esto es, la ganancia neta- debe calcularse individualmente en cada año fiscal, siendo los precios y contraprestaciones pactados en dicho lapso, evaluados conforme al principio del operador independiente, los que exclusivamente tendrán incidencia en la determinación de la magnitud del impuesto a ingresar.  Sentado el recto sentido que cabe atribuir al régimen fijado por la LIG respecto de la imputación de rentas al período fiscal, resulta claro que el art. 17 del decreto 1.170/18 sólo ha hecho explícito el sistema ya previsto en la ley en cuanto a su intención de medir la renta en el lapso anual.  Por ello, si los textos legales no deben ser considerados aisladamente a los efectos de establecer su alcance y sentido, sino como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto, teniendo en cuenta, además de la letra, la finalidad perseguida por aquéllos, y adoptando un sentido que concilie y deje a todas sus disposiciones con valor y efectos, el mecanismo de la LIG de medir la renta en el lapso anual no se compadece con el empleo, por parte de la testeada, de diversos años fiscales para extraer de allí información propia destinada a la elaboración de su estudio de precios de transferencia.  A diferencia de lo que puede ocurrir con los valores de las compañías comparables, la contribuyente conoce con exactitud cuáles han sido los hechos inusuales, extraordinarios y relevantes que influyeron en la determinación normal de sus resultados, por lo que bien pudo segregarlos sin necesidad de recurrir a promedios generales que incluían resultados de años anteriores. Ello sustenta el tratamiento diferente que recibe la información de las comparables -admitiéndose un promedio basado en múltiples ejercicios- respecto de aquella proveniente de la propia parte testeada -donde recurrir a tal promedio no encuentra justificativo-.  El estudio de tales aspectos no ha sido abordado por la sentencia recurrida, razón por la cual resulta pertinente el agravio del organismo recaudador, ya que lo resuelto lo priva de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto.  Corresponde hacer lugar al agravio del Fisco Nacional respecto de la desestimación del ajuste “reclasificación de cuentas contables” ante la revocación de la sentencia que se propicia en este dictamen.  Corresponde dejar sin efecto la revocación de la multa dispuesta por la Cámara y ordenar que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento al respecto, toda vez que se encuentran configurados los elementos objetivo y subjetivo requeridos por la figura de omisión de impuesto descripta en el art. 45 de la ley 11.683, sin que se verifique la existencia de un error excusable.


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 30954-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 57064/2013/CA1-CA2, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Amortización. Impuesto a las ganancias. Determinación de oficio. Energía eléctrica. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 


    En los artículos 82 inc. f) y 84 se desprende que la LIG establece como principio general que el plazo de amortización de los bienes debe ser determinado de acuerdo a su “vida útil probable”.  En ese mismo sentido se ha expedido la Corte al señalar que aquel lapso debe fijarse según la duración de la vida económicamente útil del bien y con arreglo a criterios de carácter técnico.   En lo referente al concepto “vida útil probable”, la Corte indicó que alude “al lapso durante el cual el bien es utilizable en condiciones económicamente provechosas; es decir, no se trata de establecer el tiempo durante el cual el bien puede ser usado, sino aquel en el que su uso resulte eficiente desde el punto de vista económico. El tiempo que debe estimarse es el de la “vida económicamente útil”.  La Corte ha sido clara al señalar “que la determinación de la vida útil de los bienes de uso a los fines de la amortización ha sido deferida, en principio, a la estimación que razonable y ponderadamente efectúe el contribuyente. Si bien tal estimación se verá reflejada en el cálculo del impuesto contenido en la declaración jurada es innegable, por lo tanto, que la administración tributaria tiene facultades para impugnarla. Para descalificar el plazo de amortización establecido por el contribuyente, la AFIP debe apoyarse en motivos categóricos, que demuestren claramente la ausencia de razonabilidad en el cálculo de la vida útil efectuado por el contribuyente o su notorio apartamiento de los criterios contables usualmente seguidos tal fin.  El Fisco invocó razones categóricas, en los términos sentados por la jurisprudencia de la Corte, para descalificar el plazo de amortización impositivo empleado por Yacylec S.A. al fundar su postura en el informe técnico producido en sede administrativa por los ingenieros, quienes concluyeron que cabía atribuir a las líneas y subestaciones construidas y operadas por la empresa una “vida útil probable” de cincuenta años.   Asiste razón a la AFIP en cuanto afirma que ese informe fue el único instrumento producido en el marco del procedimiento de determinación de oficio y en la presente causa, que tuvo por objeto acreditar aquel extremo. Si bien la actora ofreció diversos medios probatorios, ninguno se dirigió a demostrar que la “vida útil probable” del bien amortizado fuera de quince años, como lo había exteriorizado en sus declaraciones juradas.   Lo afirmado por la cámara, en el sentido de que el Tribunal Fiscal de la Nación basó su pronunciamiento únicamente en el referido informe de los mencionados profesionales y “omitió realizar una evaluación profunda y pormenorizada de la totalidad de los elementos probatorios que se encuentran a disposición en el expediente” carece de sustento e implica una errónea valoración de las constancias rendidas de la causa, ya que ninguna de las pruebas que mencionó resultan idóneas para contradecir los términos de aquel documento en torno a la “vida útil probable” del bien.  La postura de la contribuyente, que  amortizó los activos en un período de quince años, al valorar que, en ese lapso, debía percibir el canon que retribuía la construcción de la obra y ello implicaba, por lo tanto, la recuperación de la inversión afrontada, carece de la razonabilidad exigida en Fallos: 335:680.  Pretender la total amortización del electroducto en el plazo de quince años implica no solo apartarse del lapso de “vida útil probable” acreditado en autos, sino también realizar una interpretación sesgada y parcial del contrato COM en su relación con el art. 74 de la LIG, pues la empresa pretende aplicar el art. 74 de la LIG para sujetar la amortización de las líneas de alta tensión y subestaciones a solo una parte de las “operaciones generadoras de beneficios” previstas en el contrato COM, cual es la “construcción” del electroducto, prescindiendo de las restantes prestaciones allí contempladas y por las que también obtiene rendimientos.  Luego del plazo de quince años y según lo previsto expresamente en el contrato COM, la empresa continuará utilizando el bien “en condiciones económicamente provechosas”, en los términos de Fallos: 335:680, por un lapso de “vida útil probable” que los expertos han fijado en cincuenta años. En tal sentido, no se encuentran elementos que permita apartarse de ese plazo fijado por los expertos, ni que permita calificar como un hecho aleatorio y fortuito la continuidad en la operación y mantenimiento del electroducto en virtud del contrato COM suscripto con el Estado Nacional.   No debe confundirse el “período de amortización” previsto en los arts. 14, 15, 17, 20, 22 y 27 del “Reglamento de Acceso a la Capacidad Existente y Ampliaciones del Sistema de Transporte” -creado por las resoluciones 61/92 y 137/1992 de la Secretaría de Energía de la Nación- con el concepto de depreciación de los bienes de uso en los términos de la LIG.  El reglamento citado establece “el período de amortización” como un criterio para determinar el modo de retribuir la actividad del contratista, mas no tiene incidencia alguna en el régimen de la LIG, en el cual el principio general reside en la probable “vida útil probable” del bien amortizable.


    Yacylec S.A. TF 24786-I c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 39800/2019/CS1-CA1, 14 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Comercio exterior. Operaciones aduaneras. Declaración de mercaderías. Infracciones aduaneras. Declaración inexacta de mercaderías. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Tiene dicho el Tribunal que el bien jurídico tutelado por el art. 954 del Código Aduanero -que sanciona las declaraciones inexactas-, es el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería objeto de una operación o destinación aduanera, pues en la confiabilidad de lo declarado mediante la correspondiente documentación, reposa todo un sistema dirigido a evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o perviertan.  Respecto del art. 954, ap. 1°, inc. c), del Código Aduanero, afirmó la Corte que “…la función primordial del organismo aduanero consiste en ‘ejercer el control sobre el tráfico internacional de mercaderías’, cometido para lo cual no puede resultar indiferente la fiscalización de la correspondencia entre los importes emergentes de las declaraciones comprometidas por quienes actúan en dicho ámbito y los atribuibles a las operaciones efectivamente realizadas. Es desde esta amplia perspectiva, que excede los fines estrictamente recaudatorios - tutelados por el inciso a) del art. 954- y se vincula y guarda coherencia con el ejercicio del poder de policía del Estado, como debe apreciarse lo establecido por el inciso c) del citado artículo, cuyo texto, por lo demás, no autoriza una interpretación contraria puesto que se refiere a importes distintos de los que efectivamente correspondieren -con lo cual obviamente abarca tanto a las diferencias en más como a las en menos- ya sea que se trate de operaciones o destinaciones de importación o de exportación.”   La afirmación realizada por la Cámara ha sido basada en la valoración de los elementos de hecho y prueba que obran el expediente, y es irrevisable en esta instancia pues el auto de concesión del recurso extraordinario fue suficientemente explícito en cuanto circunscribió la admisibilidad de la apelación a la cuestión federal y el recurrente no interpuso queja con relación a la arbitrariedad denegada.  No se reúnen los elementos necesarios de la infracción prevista en el art. 954, ap. 1°, inc. c), del C.A., toda vez que ha sido descartada la existencia de diferencias entre la declaración comprometida y el resultado de la comprobación de sus pagos a su proveedor, requisito ineludible para que se configure el tipo penal en examen.


    Pioneer Argentina S.R.L. TF 38718-A c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 20/2019/CA1-CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Egreso de divisas. Operaciones aduaneras. Mercadería aduanera. Declaración de mercaderías. Multa. Condonación de sanciones. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa CAF 44314/2017/CS1-CA1, “YPF S.A. C/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Argentine Breeders & Packers S.A. y otro c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 73495/2018/CA1-CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Tributos aduaneros. Bien jurídico protegido. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Principio de veracidad y exactitud.


    Tiene dicho el Tribunal que el bien jurídico tutelado por el art. 954 del Código Aduanero -que sanciona las declaraciones inexactas-, es, según su Exposición de Motivos, el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería objeto de una operación o destinación aduanera, pues en la confiabilidad de lo declarado mediante la correspondiente documentación, reposa todo un sistema dirigido a evitar que al amparo del régimen de exportación o importación, en su caso, se perpetren maniobras que lo desnaturalicen o perviertan.  Respecto del art. 954, ap. 1°, inc. a), del Código Aduanero, afirmó la Corte que “sólo resultan punibles las inexactitudes y diferencias susceptibles de configurar una transgresión al deber jurídico de veracidad y exactitud en la declaración, acerca de la naturaleza, calidad, cantidad o propiedades de las mercaderías que constituyen el objeto de la operación de importación, y en tanto revistan entidad suficiente para producir el efecto previsto, o sea, un perjuicio fiscal”.  En lo referido al art. 954, ap. 1°, inc. c), del citado Código, sostuvo la Corte que “…la función primordial del organismo aduanero consiste en ‘ejercer el control sobre el tráfico internacional de mercaderías’, cometido para lo cual no puede resultar indiferente la fiscalización de la correspondencia entre los importes emergentes de las declaraciones comprometidas por quienes actúan en dicho ámbito y los atribuibles a las operaciones efectivamente realizadas. Es desde esta amplia perspectiva, que excede los fines estrictamente recaudatorios -tutelados por el inciso a) del art. 954- y se vincula y guarda coherencia con el ejercicio del poder de policía del Estado, como debe apreciarse lo establecido por el inciso c) del citado artículo, cuyo texto, por lo demás, no autoriza una interpretación contraria puesto que se refiere a importes distintos de los que efectivamente correspondieren ya sea que se trate de operaciones o destinaciones de importación o de exportación”.  Lo resuelto por la Cámara, en cuanto desestimó los agravios del recurrente y tuvo por válidos los hechos y pruebas valorados por la sentencia de primera instancia, no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional.   Tiene dicho el Tribunal que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  El recurso extraordinario planteado resulta inadmisible y ha sido bien denegado pues, para convalidar lo resuelto por el pronunciamiento de grado, el a quo aportó fundamentos fácticos y probatorios que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias del recurrente resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada.  La Cámara concluyó que no se habían aportado constancias suficientes para contrarrestar la afirmación contenida en la resolución impugnada, la que había tenido por demostrado que “el giro de divisas mayor al declarado sólo responde a la cancelación de un Factura Comercial referida únicamente a la operación de importación. Frente a ello, señaló que la recurrente se había circunscripto a manifestar que el “pago anticipado se realizó no sólo a fin de abonar la factura involucrada […] sino que el mismo corresponde a pagos a cuenta”, pero, contrariamente a lo que era menester, dicha circunstancia nunca fue probada.   De esta forma, se tuvo por tipificada la infracción prevista en el art. 954, ap. 1°, inc. a), del Código Aduanero, la cual requiere que exista una declaración inexacta -en el caso, relativa a la falta de veracidad del precio declarado como definitivo- y que ella produjere o hubiere podido producir un perjuicio fiscal.  La sentencia recurrida tuvo por acreditado el encuadramiento de los hechos en la figura del art. 954, inc. c), del Código Aduanero, ante la constatación de un egreso de divisas por un importe distinto al contenido en la operación de importación.   Los agravios de la recurrente, enderezados a defender su postura con fundamento en lo dispuesto por la comunicación “A” 4605 del Banco Central de la República Argentina, no se hacen cargo del argumento central de la sentencia apelada en este aspecto, cual es la ausencia de prueba de las restantes operaciones de importación que habrían sido canceladas con el giro de divisas al exterior realizado.   Las críticas de la actora sólo traducen una mera discrepancia con la valoración del material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso, razones por las cuales el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado.  La determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal ajenos al recurso extraordinario.  Por ello, los agravios del apelante, enderezados a cuestionar que la Cámara -con fundamento en lo dispuesto por el art. 277 del CPCCN- se haya negado a examinar sus planteos fundados en: a) la obligación que tendría la Dirección General de Aduanas de demostrar la imputación al DI del importe total transferido en concepto de pago anticipado; b) la inexistencia de previsión, dentro de los elementos de la declaración aduanera, del egreso de divisas y; c) lo relativo a la improcedencia del cargo formulado en dólares estadounidenses; no son aptos para la apertura de la instancia extraordinaria, pues la doctrina establecida por esa Corte en materia de arbitrariedad de sentencias no autoriza a sustituir el criterio de los jueces de la causa en la decisión de temas que, por su índole no federal, le son privativos; ni tiene por objeto corregir en tercera instancia sentencias equivocadas o que se estimen tales según la divergencia del recurrente con la inteligencia de preceptos que no exceden el marco del derecho común o con la apreciación de los hechos o pruebas del proceso.


    Recurso queja Nº 1 – PBB Polisur S.A. c/ Estado Nacional – Dirección General de Aduanas - Resolución 465/12 BABL (Expediente 664/12) s/ Dirección General de Aduanas


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 46353/2012/1/RH1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Deducciones impositivas. Período fiscal de liquidación. Pagos a beneficiarios del interior. Asistencia técnica. Sanciones tributarias. Intereses compensatorios. Base imponible. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    La Cámara sostuvo que no le asistía razón a la actora en su memorial, en el sentido de que en el año 2001 tuvieron vigencia dos certificados emitidos por el INPI -Instituto Nacional de la Propiedad Industrial-, superponiéndose por el mismo período los Contratos de Licencia Reformulada 9.301 y 9.428 pues, de la letra empleada por las partes en el acuerdo, surge que el segundo extinguió al primero. Concluyó entonces que si el contrato 9.428 fue presentado en el INPI el 10/12/01, entre el 1/1/01 y el 9/12/01 ningún acuerdo se encontraba inscripto en los términos de la ley 22.426, lo que conducía a negar la deducción en el IG de los pagos efectuados en ese segmento temporal. Sin embargo, omitió dar respuesta al argumento de la actora fundado en que los pagos de marzo de 2001 a septiembre de 2001 fueron realizados en cumplimiento del contrato 9.301 y bajo el certificado (INPI) 143/2001, mientras que recién los pagos de octubre de 2001 fueron efectuados bajo su similar 9.428, según la información brindada por el perito de parte designado por el Tribunal Fiscal, en respuesta no impugnada por el Fisco.   En esa línea, la actora esgrime que el contrato 9.428, si bien posee efectos retroactivos al 01/01/01, recién se formalizó en octubre de 2001 y, por ende, no enervó la validez de los abonos ya realizados entre marzo de 2001 a septiembre de 2001 en cumplimiento del contrato 9.301 entonces vigente, conforme surge de la prueba instrumental acompañada.   Por toda respuesta, la sentencia manifiesta: “No obsta a esto la circunstancia de que el perito de la parte actora dictaminara que los pagos efectuados entre el 3/01 y el 9/01 hayan sido realizados en función del Contrato Nº 9301, y los realizados a partir de 10/01 en orden al Contrato Nº 9428, desde que dicha información fue extraída directamente de la propia comunicación brindada por la actora al contestar la vista.   Que los datos utilizados por el experto para brindar su contestación sean extraídos de la documentación o de las explicaciones brindadas por la actora no resulta un justificativo idóneo, por sí sólo, para restarle fuerza de convicción a su respuesta, de la cual sólo cabe apartarse ante la evidencia de errores manifiestos o insuficiencia de conocimientos científicos.   La omisión del tribunal en considerar esa cuestión sometida a fallo priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto, motivo por el cual debe ser revocado.  Respecto de los períodos 1/1/04 al 9/6/04, no constituye motivo de agravio por parte del Fisco Nacional que la sentencia considere deducibles en el IG los pagos efectuados por la actora a Avon Products Inc. en concepto de regalías durante tal lapso, cuestión que, por ende, deviene irrevisable en esta instancia.  En lo relativo a la base sobre las cuales corresponde aplicar las retenciones del IG por los pagos efectuados al beneficiario del exterior en el período 2001 y en el mes 2/04, la Cámara especificó que el Fisco Nacional consideró que Avon había practicado e ingresado en defecto las retenciones del IG con carácter de pago único y definitivo por los hechos imponibles que tuvieron lugar desde el período 03/01 al 10/01 y en el mes 2/04, puesto que los había calculado sobre el 80% de los importes pagados (por aplicación del art. 93, inc. a., pto 2°, LIG), en lugar del 90% que correspondía como consecuencia de la tardía registración de los contratos ante el INPI  (art. 93, inc. a., pto 3°, LIG).  Corresponde revocar la sentencia apelada en cuanto confirmó el ajuste en los períodos 03/01 al 10/0.  En lo atinente al mes 2/04, la Cámara evaluó que si bien Avon había presentado ante el INPI el contrato 10.587, se trataba de una mera renovación de su antecesor 9.428 del 1/1/01, respecto del cual las partes únicamente introducían una variable en las contraprestaciones a cargo de Avon, permaneciendo inalterado el resto del acuerdo anterior. Por ello, rechazó el ajuste fiscal pues consideró que, al encontrarse debidamente registrado ante el INPI el contrato 9.428, renovado por su similar 10.587, Avon había practicado e ingresado correctamente las retenciones del IG con carácter de pago único y definitivo por los hechos imponibles que tuvieron lugar en dicho mes, calculados sobre el 80% de los importes pagados.   El Fisco disiente de la sentencia recurrida pues sostiene que ella ignora que las prestaciones comprendidas en el contrato 9.428 y su renovación no revisten el carácter de “asistencia técnica” conforme la interpretación de la autoridad de aplicación en materia de transferencia de tecnología -el INPI- a los efectos de definir su alcance en materia fiscal, ya que ellas son de tracto sucesivo, se refieren a necesidades generales indeterminadas o eventuales, no parecen concretamente delimitadas en el acto jurídico y además se abonan mediante regalías, las que se calculan como un porcentaje del monto de las ventas, no teniendo dichas sumas una correspondencia clara y concreta con prestaciones técnicas específicamente convenidas, por lo que, según el art. 4° de la resolución (INPI) 213/87 y el art. 7° del anexo I de su similar 328/05, no encuadran en el art. 93, inc. a), “pto. 1°”, de la LIG.   La sentencia, en momento alguno, considera de aplicación la base prevista en el art. 93, inc. a), “pto. 1°” (60% de los importes pagados) para calcular las retenciones del IG por los hechos imponibles que tuvieron lugar en el mes 2/04, sino que aplica la base regulada en el art. 93, inc. a), “pto. 2°” (80% de los importes pagados) en lugar del 90% que pretendía el Fisco como consecuencia de la tardía registración de los contratos ante el INPI (art. 93, inc. a., “pto. 3°”, LIG).   Por ello, los agravios fundados en lo dispuesto en el art. 4° de la resolución (INPI) 213/87 y en el art. 7° del anexo I de su similar 328/05 no guardan relación con lo resuelto por la Cámara y su tratamiento resulta inocuo para modificar el resultado final al que arriba la sentencia.  En lo atinente a la deducción del 100% del gasto efectuado por Avon en concepto de regalías por “asistencia técnica”, abonadas a Avon Products en el período fiscal 2004 el Fisco reitera que tal “asistencia técnica” era accesoria a la licencia de utilizar las “marcas" y, por ende, sólo se podía deducir hasta el 80% del importe abonado, según lo establecido en el art. 146.1 del decreto reglamentario de la LIG.  Lo resuelto por la Cámara, en cuanto consideró, sobre la base de los contratos examinados y las prestaciones allí comprometidas, que la “asistencia técnica” pactada no era accesoria a la licencia para utilizar las “marcas", no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional.   La Corte tiene dicho que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  Los agravios del Fisco sólo traducen una mera discrepancia con la interpretación de los contratos y la valoración del material realizada por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso, razones por las cuales el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado.  Propiciandose la revocación total del ajuste practicado, deviene inoficioso el tratamiento de los agravios vertidos contra la intimación a ingresar los intereses resarcitorios y contra las multas aplicadas.


    Cosméticos Avon S.A.C.I. TF 29069-I c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 79411/2018/CA1-CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Exteriorización de capitales. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Es inveterada doctrina de la Corte que la inteligencia de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan, y la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos, de tal modo que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador. Corresponde estar a las palabras que éste ha utilizado y los términos deben ser comprendidos en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió. Tampoco corresponde a los jueces introducir distinciones cuando el precepto no lo hace pues, según el conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus.  Al redactar el art. 36, inc. a), de la ley 26.476, el legislador excluyó del beneficio al impuesto resultante de toda resolución determinativa de oficio, sin distinguir entre las dictadas o notificadas con “anterioridad” o “posterioridad” a la publicación de la ley bajo análisis.  Sostener lo contrario no resultaría una hermenéutica discreta y razonable que garantice, como tal, el hallazgo de la voluntad del legislador, acorde con los fines de la legislación específica del caso. Es que si la ley emplea determinados términos, corresponde suponer que ellos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito que debe ser atendido, pues es misión de los jueces dar pleno efecto a las normas vigentes sin juzgar sobre el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por el legislador en ejercicio de sus propias facultades.  En este orden, introducir una distinción entre resoluciones determinativas de oficio dictadas “antes” o “después” de la publicación de la ley 26.476 implicaría prescindir del texto de su art. 36, inc. a), sin que haya mediado un debate y declaración de su inconstitucionalidad o ilegalidad, debiendo recordarse que la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su letra y espíritu.  Dicha conclusión no se altera por lo dispuesto en el art. 83, inc. c), de la resolución general (AFIP) 2.650/2009, el cual establece: “La adhesión a alguno de los regímenes previstos en la Ley N° 26.476, implicará para el sujeto interesado: ...c) El desistimiento de las acciones y derechos invocados en aquellos procesos que se hubieren promovido a la fecha de adhesión”.  Sin perjuicio de que dicha previsión reglamentaria carece de la jerarquía necesaria para modificar el límite establecido en el art. 36, inc. a), de la ley 26.476, la inclusión del requisito transcripto debe ser entendida en virtud de aquellos regímenes contemplados en la ley que permiten la regularización de deudas en proceso de discusión administrativa o judicial.  No puede colegirse que la exigencia reglamentaria de “desistir” habilite también la inclusión, en el título III de la ley 26.476, de deudas determinadas de oficio, bajo el justificativo de que ellas se encuentran en curso de discusión administrativa, contencioso administrativa o judicial, toda vez que la ley lo prohíbe.  El requerimiento fijado en el art. 83, inc. c), de la resolución general (AFIP) 2.650/2009 no autoriza a prescindir de la restricción establecida en el art. 36, inc. a), de la ley 26.476, máxime cuando no cabe presumir la inconsecuencia o imprevisión del legislador, por lo cual debe evitarse dar a las normas aplicables un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras sino, por el contrario, interpretarlas en forma tal que todas conserven su validez y efecto.


    Winkelmann S.R.L. (TF 33129-I) c/ Dirección General Impositiva s/ Dirección General Impositiva - Tribunal Fiscal


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36541/2012/CS1-CA2, 13 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Ganancias de la tercera categoría. Fideicomisos. Responsables. Procedimiento tributario. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso resulta formalmente admisible, puesto que se halla en juego la inteligencia de la ley 20.628, sus normas reglamentarias y complementarias, las cuales son normas de carácter federal, y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria a los derechos que la vencida fundó en aquélla.  En su tarea de establecer la correcta interpretación de las normas de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado según la inteligencia que rectamente les otorgue.  De acuerdo a los los arts. 49, 50 y 69 de la ley del impuesto a las ganancias Nº 20.628 (vigente al momento de los hechos); el art. 6, inciso e), de la ley 11.683 (texto vigente al momento de los hechos, y que se corresponde con el art. 16, inc. e) mencionado por el art. 69 de la ley del impuesto a las ganancias); y el decreto 254/99, el fideicomiso, como responsable de deuda ajena, ha sido instituido como el sujeto que debe liquidar e ingresar el tributo a la alícuota del 35%, de acuerdo a lo previsto en el art. 69, apartado 6, de la ley 20.628.  En el supuesto de que el o los fiduciantes posean la calidad de beneficiarios y residan en territorio nacional, las rentas derivadas del fidecomiso serán consideradas como ganancias de tercera categoría y la gabela será liquidada y abonada por cada uno de ellos, si es que existe una pluralidad de sujetos individuales. Esta situación constituye una excepción a la regla mencionada en el párrafo anterior, ya que son los beneficiarios y no el fideicomiso los que deben tributar por los ingresos derivados de este último.  Para que ello sea posible, se requiere que los fiduciantes sean al mismo tiempo beneficiarios del fideicomiso y tengan residencia en el país.  Tal excepción no opera en el supuesto de que los fiduciantes asuman el rol de beneficiarios y residan en el exterior. En este último caso, será el fideicomiso el encargado de abonar el tributo en representación de aquéllos.  La postura asumida por la AFIP en el acto impugnado de gravar con la alícuota del 35% la totalidad de la renta obtenida por el fideicomiso, con el argumento de que el legislador ha dispuesto el tratamiento impositivo a otorgar al fideicomiso desde una óptica pura, no admitiéndose la tributación proporcional (o situaciones mixtas), de modo tal que si coexisten fiduciantes-beneficiarios residentes argentinos con otros no residentes, el sujeto pasivo (contribuyente del impuesto) es el fideicomiso”, se encuentra huérfana de todo sustento legal.  No se desprende de la normativa aplicable que la mecánica del impuesto establecida en relación con los fiduciantes-beneficiarios que residan en el país y que ha sido prevista fundamentalmente en el art. 49 de la ley 20.628, se encuentre condicionada a que todos los integrantes del fideicomiso tengan residencia dentro del territorio nacional.  La posición adoptada por el ente recaudador implica consagrar una exigencia a la liquidación y pago del tributo por parte de cada uno de los fiduciantes beneficiarios nacionales integrantes del fideicomiso actor, que no surge prescripta por el legislador.  La Corte ha señalado que “no puede entenderse que exista una redacción descuidada o desafortunada del legislador quien podría haber establecido el requisito de que ninguno de los integrantes de un fideicomiso sea beneficiario del exterior, como afirma la AFIP y sin embargo no lo hizo”, toda vez que “la inconsecuencia del legislador no se presume”.  La postura asumida por el Fisco carece de adecuado sustento legal por lo que resulta ajustada a derecho la sentencia de la cámara en cuanto revocó la resolución 158/2015 (DV RRR 1).


    Fideicomiso Edificio La Favorita de Rosario c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 58752/2019/CS1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Precios de transferencia. Impuesto a las ganancias. Determinación de oficio. Apreciación de la prueba. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Confirmación de sentencia. 


    Precios comparables externos.


    Resulta admisible el recurso extraordinario cuando se ha cuestionado la inteligencia otorgada por el superior tribunal de la causa a la ley 20.628, t.o. 1997, texto según su similar 25.063, sus normas reglamentarias y modificatorias, y la sentencia definitiva ha sido contraria al derecho que los recurrentes fundaron en ella.  En la tarea de establecer el correcto sentido de las normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de las partes ni del tribunal apelado, sino que le incumbe realizar “una declaratoria sobre el punto”, según la inteligencia que ella les otorgue.  Ni la prueba documental que aportó la actora ni los puntos de pericia contable ofrecidos y producidos, contienen elemento alguno enderezado a impugnar la validez de los comparables externos empleados por el Fisco, o bien identificar y cuantificar las diferencias para ajustar el posible efecto que éstas hubieran tenido en los precios empleados, orfandad probatoria que impone el rechazo de la arbitrariedad endilgada al pronunciamiento en este aspecto; y por ende, no resulta vulnerado el derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva, en los términos del art. 18 de la Constitución Nacional y el art. 8.1 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos.  El agravio fundado en la incorrecta utilización del método “precio comparable no controlado”, no determina la procedencia del recurso extraordinario, ya que el apelante no alega ni mucho menos demuestra la diferencia entre los precios promedios estadísticos fijados como valor de referencia por la SAGPyA, que habrían sido empleados en el ajuste, y los “precios comparables no controlados” correspondiente a las operaciones efectuadas por Alfred Toepfer S.A., La Plata Cereal S.A. y Louis Dreyfus S.A. que, según asevera, no fueron genuinamente tomados para el cotejo por el Fisco. No está acreditado que el tratamiento de este punto conduzca a modificar el resultado final que impugna.  El ajuste -en cuanto adoptó como válido el precio “comparable no controlado” únicamente en aquellas operaciones en las que éste resultaba mayor al “pactado”, mientras que no lo tuvo en cuenta cuando se encontraba debajo del declarado por la exportadora- no luce contrario al sistema adoptado por la ley 25.063, destinado a impugnar los precios de transferencia solamente cuando ellos resultaran inferiores a los obtenidos en “prácticas normales de mercado entre partes independientes”, con el fin de resguardar la integridad de la renta de fuente argentina.   Por el contrario, cuando el precio de la operación declarado por el exportador resulta superior al convenido en prácticas normales de mercado entre partes independientes, el Fisco nada debe objetar, toda vez que la renta de fuente argentina no se halla, en ese caso, comprometida. Ello no implica otorgar validez retroactiva a lo dispuesto en la ley 25.784, sino una lógica aplicación del mecanismo instaurado por el legislador al sancionar la ley 25.063 para impugnar los precios de transferencia con la finalidad de proteger la integridad de la ganancia de fuente argentina.  Uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma y su congruencia con el resto del sistema en que está engarzada, es la consideración de sus consecuencias y la verificación de los resultados a que su exégesis conduzca en el caso concreto.  No procede compensación alguna entre los precios “ajustados” y los “no ajustados”, toda vez que únicamente la validez de los primeros es puesta en tela de juicio al no respetar las “prácticas normales de mercado entre partes independientes” y lesionar la ganancia de fuente argentina que el mecanismo legal procura amparar.  Resulta inadmisible el planteo de la actora en cuanto a que la sentencia recurrida, al interpretar que la cuestión debatida en Fallos: 339:1066 es sustancialmente análoga a la de estos autos, incurre en un fundamento sólo aparente que la invalida como acto jurisdiccional, aseverando que los agravios, la prueba aportada y los comparables externos son sustancialmente diferentes en ambas contiendas, por lo cual su asimilación no resulta procedente. El alegado error que esgrime la actora sólo traduce sus discrepancias con el criterio de selección y valoración de las pruebas utilizado por los jueces de la causa, aspecto que no cubre la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso.  La ausencia de prueba que demuestre la invalidez de los comparables externos y el resultado diverso al que se arribaría de emplearse el método “precio comparable no controlado” según la postura que la actora sostiene, resulta sustancialmente análoga a la orfandad verificada en Fallos: 339:1066, lo cual conduce a descartar el vicio de fundamentación que se le achaca al pronunciamiento recurrido.  El pronunciamiento ahora recurrido se ha expedido respecto de la cuestión de fondo toda vez que defendió la aplicación del art. 15 de la LIG realizada por el Fisco Nacional, rechazó los planteos vinculados con la incorrecta o deficiente aplicación del método de “precio comparado no controlado”, sostuvo que el contribuyente no demostraba la diferencia entre los precios promedios de la SAGPyA y los de las operaciones tomadas como referencia por el organismo fiscal y, finalmente, consideró irrazonable tomar el “precio comparado no controlado” únicamente en aquellas operaciones en que éste resultaba mayor al “pactado” y no hacerlo cuando se encontraba debajo del declarado por la exportadora. Sin embargo, Cámara omite pronunciarse respecto de la alegada modificación, con carácter retroactivo, de los saldos a favor en el impuesto a las ganancias de los años 1999 y 2000, exteriorizados en las resoluciones determinativas de oficio (DV DEOA) 195/05 y 160/05.  La omisión de la cámara de considerar la cuestión sometida a fallo, priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la controversia, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto.  El Tribunal carece de jurisdicción para examinar los agravios fundados en la arbitrariedad endilgada a la sentencia, toda vez que la apelación extraordinaria deducida por el Fisco fue expresamente denegada por el tribunal recurrido en este aspecto, sin que exista constancia de que la demandada haya deducido la pertinente queja. Por lo tanto, el juicio formulado por la Cámara sobre las dificultades para fijar la procedencia de uno u otro método de cálculo de los precios de transferencia por lo cual, frente a los hechos del caso y su valoración, tuvo por acreditada la existencia de un error excusable eximente de responsabilidad, con abstracción de su acierto o de su error, no puede ser revisado por la Corte en esta instancia.


    Nidera S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38801/2013/CA2-CS2, 24 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Repetición de impuestos. AFIP DGI. Ley de orden público. Actualización monetaria. Cómputo de intereses. Interpretación y aplicación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Con respecto a la procedencia de la actualización monetaria, el planteo de la recurrente halla adecuada respuesta en la doctrina sentada por la Corte en el precedente publicado en Fallos: 333:447. Allí se sostuvo que las disposiciones de las leyes 23.928 y 25.561 son de orden público y que el art. 4º de la ley 25.561, al sustituir el texto de los arts. 7º y 10 de la ley 23.928, mantuvo vigente la prohibición de indexar que establecían dichas normas. En consecuencia, resulta improcedente aplicar la actualización prevista por el art. 142 de la ley 11.683 al monto de la repetición solicitada por la actora, pues ello importa desconocer la derogación dispuesta por las citadas normas de orden público.   En lo que concierne a la aplicación del art. 179 de la ley de rito fiscal, cabe recordar que esta norma dispone que, en los casos de repetición de tributos, los intereses comenzaran a correr contra el Fisco desde la interposición del recurso o de la demanda ante el Tribunal Fiscal de la Nación, según el caso, o bien, si fuere menester el reclamo administrativo previo, a partir de la fecha de éste.  Esta regla, propia del sistema fiscal, hace excepción a la norma general contenida en los arts. 509 y concordantes del Código Civil que establecía la mora automática, sin necesidad de que el acreedor interpele al deudor. En la órbita tributaria esta peculiaridad halla justificativo en la necesidad de que el Fisco, que por hipótesis ha cobrado una suma indebida, tenga la oportunidad de reparar tal obrar injusto devolviendo con diligencia y prontitud lo percibido en exceso.   De lo expuesto se desprende que, si bien es cierto que el citado art. 179 se inserta en el Título II de la ley 11.683 que se refiere al funcionamiento y a la competencia del Tribunal Fiscal de la Nación, no menos cierto es que su redacción regula el modo de cálculo de los intereses que se aplica a toda acción de repetición, sin distinguir entre las que tramitan en sede judicial y aquellas que se inician ante el Tribunal Fiscal de la Nación.  En este sentido, la Corte ha sostenido que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra y que cuando ésta es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.   Ello es así, máxime cuando el art. 81 de la ley de rito se halla inserto en el Título I, Capítulo IX y se refiere a las distintas alternativas de las cuales dispone el contribuyente para repetir los tributos y sus accesorios que hubieran abonado de más, ya sea espontáneamente o a requerimiento de la AFIP. Establece que, en el primer caso, se debe interponer reclamo ante ella y, contra la resolución denegatoria, puede interponer el recurso de reconsideración previsto en el artículo 76 u optar entre apelar ante el TRIBUNAL FISCAL DE LA NACION o interponer demanda contenciosa ante la Justicia Nacional de Primera Instancia.  En el segundo caso, esto es, si el tributo se pagó en cumplimiento de una determinación cierta o presuntiva de la repartición recaudadora, la repetición se deducirá mediante demanda que se interponga, a opción del contribuyente, ante el TRIBUNAL FISCAL DE LA NACION o ante la Justicia Nacional.  Sobre la base de estas pautas, se advierte que la aplicación del art. 179 de la ley 11.683 no puede verse condicionada por la vía que elige el contribuyente para reclamar la repetición de los tributos ingresados en exceso, pues una interpretación que pretenda limitar los alcances del precepto no solo desconocería la pauta interpretativa que desaconseja distinguir allí donde la ley no distingue, sino que restringiría indebidamente aquel modo de cálculo de los accesorios a los casos en que se acude al Tribunal Fiscal de la Nación.


    Astillero Naval Federico Contessi S.A.C.I.F.A.N c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva s/ Cobro de pesos / Sumas de dinero


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 21099177/2012/CS1, 13 de agosto de 2021


    Ver dictamen


    Resoluciones. Nulidad de la resolución. AFIP DGI. Impuesto a las ganancias. Devolución de los importes indebidamente percibidos en concepto de tributos. Intereses. Tasa pasiva. Actualización monetaria. Apreciación de la prueba. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de las causas CAF 49252/2011/1/RH1, “Telefónica de Argentina SA y otro c/ EN – AFIP DGI s/ Dirección General Impositiva”, y CAF 37527/2016/CA1-CS1, “Thomas de Sudamérica S.A. c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo”.


    Las diferencias entre los índices de precios del año 2002 y los correspondientes al año 2010 carecen de la relevancia que le atribuye la demandada, a poco que se repare que, como lo indica la inveterada doctrina del Tribunal, la confiscatoriedad acaece frente a una absorción, por parte del Estado, de una porción sustancial de la renta o del capital y ello requiere de una prueba concluyente a cargo de quien la alega.   Lo decisivo para la solución de la controversia aquí planteada no es la variación en los índices generales de precios de uno u otro año, sino la demostración, tan clara y precisa como sea posible, de que el pago del tributo resulta un exceso respecto del derecho de propiedad del contribuyente.  El pedido de considerar el informe final de inspección -introducido por la AFIP con posterioridad al dictado de la sentencia de primera instancia y cuando el expediente se encontraba ya radicado ante la Cámara- fue expresamente desestimado en la sentencia apelada, donde se sostuvo que lo solicitado excedía el marco del art. 260, inc. 3°, del CPCCN, ya que dicha documentación se refería a períodos fiscales diferentes de los aquí examinados y, además, implicaba reeditar en segunda instancia cuestiones técnicas no tratadas con anterioridad.   Tal aspecto de la sentencia no ha sido objeto de agravio alguno en el recurso extraordinario, como hubiera sido menester, motivo por el cual lo allí resuelto deviene irrevisable en esta instancia.  Lo resuelto por la Cámara, sobre la base de los hechos y las pruebas obrantes en la causa, no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional.  El Tribunal tiene dicho que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional.  El recurso extraordinario planteado resulta inadmisible y ha sido bien denegado pues, para convalidar lo resuelto por la sentencia de grado, el a quo aportó fundamentos de hecho y prueba que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias del recurrente resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada.  La Cámara afirmó que la prueba que avalaba la confiscatoriedad aquí controvertida era la pericial realizada en autos, basada en el específico saber técnico del experto designado, ajeno a la del juez, de la cual sólo cabía apartarse ante la evidencia de errores manifiestos o de insuficiencia de los conocimientos científicos, los que no habían sido denunciados ni tampoco parecían concurrir, al no observarse razones que desmerecieran sus conclusiones. Y concluyó que el organismo recaudador había contado con un proceso de amplio debate y prueba, en el que pudo desvirtuar las conclusiones del peritaje contable, no de un modo dogmático y genérico, como lo hizo, sino con la concreta expresión de los errores que pudiera advertir, o acercando otra liquidación acorde a su postura, lo que tampoco realizó, por lo que a sus consecuencias debe estarse.  Los cuestionamientos que ahora reedita el Fisco, enderezados a poner en duda la validez y eficacia de la prueba pericial contable, los que ya fueron desechados tanto por sentencia de primera instancia cuanto por la Cámara, sólo traducen una mera discrepancia con la valoración de dicho material probatorio utilizado por los jueces de la causa, no cubierta por la tacha de arbitrariedad que sostiene el remedio federal, cuyo carácter excepcional no tiende a sustituir a los magistrados cuando deciden cuestiones que le son privativas, aun cuando se invoque error en la solución del caso, razones por las cuales el recurso extraordinario interpuesto ha sido bien denegado.  Es doctrina de la Corte que la tacha de arbitrariedad no habilita a la Corte para conocer en todos los casos en que se la invoque, por cuanto su jurisdicción extraordinaria se halla limitada por los arts. 100, 101 y 67, inc. 11, de la Constitución Nacional, así como por las leyes que los reglamentan y, en consecuencia, la doctrina elaborada en la materia es de aplicación excepcional, limitada a los casos en que se demuestre la relación directa entre los agravios articulados y garantías federales.  En la sentencia de la causa “Candy” nada permite inferir que la Corte haya consagrado al título VI de la LIG como único mecanismo de ajuste permitido para demostrar la confiscatoriedad del tributo.  De la lectura de la LIG se desprende que, además del mecanismo previsto en su título VI, dicha ley permitía también reflejar las variaciones de precios para el cálculo de: a) las amortizaciones impositivas de bienes muebles, inmuebles e inmateriales; b) los costos impositivos computables correspondientes a los bienes muebles, inmuebles, llaves, marcas, patentes, derechos de concesión y otros activos similares enajenados; y c) los quebrantos.  Cierto es que dichos mecanismos se encuentran suspendidos por las leyes 24.073 y 25.561, pero no menos cierto es que ello no empece a su utilización para evaluar la confiscatoriedad del tributo que la actora alega.   La demandada no explica en qué forma la producción del punto de pericia en controversia puede torcer el resultado final que se impugna, toda vez que el título VI de la LIG no constituye el único mecanismo de ajuste permitido para demostrar la confiscatoriedad del tributo.   Este agravio no determina la procedencia del recurso extraordinario, ya que el apelante no acredita que el tratamiento de este punto conduzca a modificar el resultado final que impugna.  No se advierte cercenamiento alguno al derecho de defensa del Fisco Nacional en el presente proceso pues, fuera de sus alegaciones genéricas, el apelante no alcanza a demostrar que durante el desarrollo de este expediente se hayan producido irregularidades que vicien irreparablemente el procedimiento.  En sede judicial la demandada tuvo la oportunidad de ofrecer toda la prueba que hacía a su derecho y, aun, de proponer consultor técnico, lo que no hizo. Únicamente se limitó a proponer dos puntos de pericia adicionales, de los cuales uno de ellos carecía de relevancia para torcer el resultado del pleito.  El organismo recaudador tuvo oportunidad de ejercer las amplias facultades de verificación y control que le confiere el capítulo III de la ley 11.683 pero no lo hizo, ni tampoco admitió, en el trámite administrativo de la repetición solicitada por la actora, la prueba pericial contable allí ofrecida, manifestando que correspondía “prescindir” de su producción.  Con los fundamentos relativos al sustento fáctico y normativo del pronunciamiento recurrido y a la orfandad probatoria para sostener las supuestas arbitrariedades allí cometidas, queda en evidencia que las lesiones a las garantías constitucionales que el Fisco Nacional invoca no guardan relación directa e inmediata con la sentencia en cuestión y deben ser desestimadas.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5894/2014/CA1-CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Economía y Finanzas


    Acción meramente declarativa


    Exteriorización de capitales. Bienes inmuebles. Impuestos provinciales. Base imponible. Impuesto a los ingresos brutos. Convenio multilateral. Principio de legalidad. 


    Impuesto Especial por la Exteriorización de Obligaciones Fiscales Provinciales.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye “causa” en los términos de la Ley Fundamental.  La exigencia del pago del tributo provincial impugnado, tomando como base imponible todos los bienes y tenencias exteriorizados al amparo de la ley 27.260, y la nota 10/2018, emanada del organismo recaudador, que representa una actividad explícita de la DGR de la demandada dirigida a la “percepción” del impuesto que estima adeudado, poseen entidad suficiente para sumir a la actora en un “estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica”, entendiéndose por tal aquella que es “concreta” al momento de dictarse el fallo.  Se ha producido la totalidad de los presupuestos de hecho en que se apoya la declaración acerca de la existencia o inexistencia del derecho discutido, condición bajo la cual sólo podrá afirmarse realmente que el fallo pone fin a una controversia actual, diferenciándose de una consulta en la cual se contesta acerca de la eventual solución que podría acordarse a un supuesto de hecho hipotético.  Si bien la provincia esgrime que la actora se acogió voluntariamente al régimen de la ley local 2.936 toda vez que “calculó” el impuesto especial allí previsto y, por ende, reconoció su existencia y aplicación, tal hecho no puede erigirse en un valladar hábil para impedir la admisibilidad formal del camino procesal propuesto. En efecto, si bien es cierto que el voluntario sometimiento a un determinado régimen jurídico implica la renuncia al derecho de cuestionarlo con posterioridad, esta regla no es de aplicación al sub lite a poco que se repare que la exigibilidad de las obligaciones tributarias en cuestión tiene por fuente un acto legislativo y unilateral de la provincia, y que su cumplimiento se impone coactivamente a los particulares, cuya voluntad carece, a esos efectos, de toda eficacia, al tratarse de un acto de imposición, que implica el desarrollo de la fuerza compulsiva del Estado, siendo un acto de gobierno y de potestad pública.  No se advierte que el pago y posterior repetición resulte la vía específica para debatir el tema pues, como claramente señaló la Corte en Fallos: 310:606, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa. En efecto, dentro de ese marco, la exigencia del pago previo de lo que es el objeto de la controversia implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que, en casos como el presente, tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último.  No ha sido demostrado el carácter de contribuyente de la actora en el impuesto sobre los ingresos brutos de la Provincia de La Pampa ni su liberación de ese tributo en las condiciones fijadas por el art. 4°, inc. a), de la ley 2.936, por lo que no existe importe para integrar la base imponible de la gabela que la demandada exige, según la clara redacción empleada por legislatura local al definirla.  No cabe aceptar la analogía en la interpretación de las normas tributarias materiales, para extender el derecho más allá de lo previsto por el legislador, ni para imponer una obligación, habida cuenta de la reiterada doctrina en el sentido de que atendiendo a la naturaleza de las obligaciones fiscales, rige el principio de reserva o legalidad.  Dicha interpretación se corresponde de manera adecuada “con la necesidad de que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus respectivas conductas en materia tributaria”.  Si bien es cierto que debe preferirse la inteligencia que favorece y no la que dificulta los fines perseguidos por las normas, no lo es menos que el respeto debido a esta regla no puede llevar al intérprete al extremo de alterar las disposiciones de aquéllas, ya que el control que ejercen los magistrados de su validez no los autoriza a sustituir a un órgano de otro poder del gobierno en una función que le ha sido conferida por ser el más apto para cumplirla.  Según la doctrina de la Corte, el principio de legalidad como base de la imposición y las garantías constitucionales, son los límites en los cuales ha de detenerse el proceso interpretativo. Por consiguiente, el silencio o la omisión en una materia que como la impositiva requiere ser restrictivamente aplicada, no debe ser suplido por la vía de la interpretación analógica.  Al demostrarse que la actora no ha sido contribuyente del impuesto sobre los ingresos brutos provincial, forzoso será concluir que el criterio del organismo fiscal expresado en la nota 10/2018, del 13 de marzo de 2018, no puede tener cabida sin lesión al principio de legalidad fiscal.


    Simon, Juan Ernesto c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 701/2018/10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Exteriorización de capitales. Impuestos provinciales. Base imponible. Impuesto a los ingresos brutos. Convenio con las provincias. Convenio multilateral. Acuerdo sobre doble imposición. 


    Impuesto Especial por la Exteriorización de Obligaciones Fiscales Provinciales.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye “causa” en los términos de la Ley Fundamental.  La liquidación del tributo confeccionada por el organismo recaudador provincial, así como las resoluciones 578/2017 y 668/2017 de dicho ente, representan una actividad explícita de la DGR de la demandada, dirigida a la “percepción” del impuesto que estima adeudado; actos que poseen entidad suficiente para sumir a la actora en un “estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica”, entendiéndose por tal aquella que es “concreta” al momento de dictarse el fallo.  Se ha producido la totalidad de los presupuestos de hecho en que se apoya la declaración acerca de la existencia o inexistencia del derecho discutido, condición bajo la cual sólo podrá afirmarse realmente que el fallo pone fin a una controversia actual, diferenciándose de una consulta en la cual se contesta acerca de la eventual solución que podría acordarse a un supuesto de hecho hipotético.  No se advierte que el agotamiento de la vía administrativa y el posterior pago con su consecuente repetición resulte la vía específica para debatir el tema pues, como claramente señaló la Corte en Fallos: 310:606, la admisión de que concurren en la especie los presupuestos de la acción meramente declarativa constituye el primer obstáculo a la viabilidad de la defensa. En efecto, dentro de ese marco, la exigencia del pago previo de lo que es el objeto de la controversia implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que, en casos como el presente, tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último.  Según inveterada doctrina del Tribunal, no es objetable “la facultad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el artículo 108 -hoy art. 126- de la Constitución; siendo la creación de impuestos, elección de objetos imponibles y formalidades de percepción, del resorte propio de las provincias, porque entre los derechos que hacen a la autonomía de ellas es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña.  Empero, se destacó que estas facultades de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña han de ser ejercidas por las provincias sobre aquellas actividades creadoras de riqueza que se producen dentro del ámbito físico de sus respectivos Estados pues, cuando ellas gravan operaciones realizadas fuera de sus territorios, exceden el ámbito de sus potestades e invaden otras jurisdicciones.  Con mayor precisión aún, remarcó el Tribunal que las provincias pueden elegir el método adecuado para la determinación del impuesto sobre las actividades lucrativas (antecedente del impuesto sobre los ingresos brutos), pudiendo hacerlo por medio del precio de venta de los productos o cualquier otro “…que le permita establecer el quantum de la actividad desarrollada dentro de su territorio. Va de suyo, que la gabela así percibida será válida y legítima en tanto no grave específicamente actividades extraterritoriales”.  En nuestro país se han arbitrado dos mecanismos de coordinación financiera interjurisdicional; uno, de sentido vertical, es el de coparticipación federal, que vincula a la Nación y a las provincias, para disciplinar el ejercicio de sus respectivas atribuciones, especialmente en el amplio campo en el cual son concurrentes y para evitar superposiciones impositivas. Y el otro, de sentido horizontal, es el Convenio Multilateral para evitar que sus respectivos impuestos sobre los ingresos brutos, en los casos de actividades interjurisdiccionales, graven más de una vez la misma materia imponible.   Respecto del primer mecanismo, recordó la Corte que las reformas dispuestas por la ley 22.006 tendieron a ahondar en el objetivo de evitar superposiciones impositivas, procurando extender la política uniforme a la armonización de la configuración técnica de los medios tributarios reservados a las provincias, en particular en materia de ingresos brutos y de sellos.  En el caso del impuesto sobre los ingresos brutos, la ley convenio define que recaerá sobre el ejercicio de actividades empresarias y se determinará “sobre la base de los ingresos del período”.  Cuando esa actividad es ejercida por un mismo contribuyente en una, varias o todas sus etapas en dos o más jurisdicciones, y sus ingresos brutos provienen de un proceso único y económicamente inseparable, ellos deben atribuirse conjuntamente a todas ellas por medio del mecanismo previsto en el Convenio Multilateral.  “El Convenio Multilateral se inserta en el mecanismo del Código Fiscal de cada jurisdicción para posibilitar la determinación de la base imponible de los contribuyentes que realicen actividades -en una, varias o todas sus etapas- en dos o más jurisdicciones pero cuyos ingresos brutos, por provenir de un proceso único, económicamente inseparable, deben atribuirse conjuntamente a todas ellas”. Es decir, ante un hecho imponible idéntico, realizado en más de una jurisdicción de la República Argentina, el Convenio Multilateral se encarga de distribuir la base proveniente de ese hecho imponible entre cada una de ellas.  La Corte afirmó que el Convenio Multilateral tiene por finalidad “evitar la superposición tributaria respecto de aquellos contribuyentes que ejercen actividades en más de una jurisdicción fiscal”, fijando una determinada esfera de imposición para cada una de las jurisdicciones en las que la actividad se desarrolla. Es precisamente misión del citado Convenio ‘medir’ cuánto de la actividad corresponde a cada jurisdicción y ‘distribuirla’ entre ellas”.  La Provincia presume, sin admitir prueba en contrario, que todos los importes exteriorizados en el régimen de la ley nacional 27.260 tienen su origen exclusivo en el desarrollo de actividad gravada en su territorio y, por ende, integran la base imponible de su impuesto sobre los ingresos brutos del año 2010.   Dilucidar si la actora había desarrollado su actividad en varias provincias, y, por ello, sus ingresos debieron distribuirse conforme al régimen del Convenio Multilateral constituye un tema de hecho y prueba.   De resultar probado tal extremo, resulta evidente que la pretensión local de computar todos los importes exteriorizados en el régimen de la ley nacional 27.260 como base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos de la provincia en el año 2010 no reflejaría adecuadamente el quantum de la actividad desarrollada por la actora dentro del territorio pampeano e implicaría un inaceptable desborde de los límites territoriales de su poder de imposición.


    Distrizub Sociedad Anónima c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1582/2018/10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Fideicomiso financiero. Restructuración de entidades financieras. Moneda extranjera. Pesificación. Recurso extraordinario. Cuestión de derecho común. Cuestiones de hecho y prueba. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los argumentos presentados por el recurrente como de naturaleza federal, que se circunscriben a la supuesta omisión por parte de la alzada de lo dispuesto por el artículo 35 bis de la ley 21.526, remiten al examen de aspectos de derecho común vinculados a la ejecución del contrato de fideicomiso, como también fácticos y probatorios, los cuales resultan ajenos como regla y por su naturaleza a esta instancia extraordinaria. La sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten desestimar la tacha de arbitrariedad invocada.  El recurrente no rebate los fundamentos de la alzada tendientes a demostrar que los montos depositados a favor de los actores en las cuentas corresponsales del exterior del Banco Mayo fueron transferidos en dominio fiduciario al Banco Comafi en su carácter de fiduciario del Fideicomiso ACEX. En su recurso desestima expresamente la importancia de ese hecho, y circunscribe su crítica a que la sentencia no justifica la condena a su parte que no tenía responsabilidad respecto de los pasivos de la entidad reestructurada.  El instituto de la exclusión de activos y pasivos previsto en el artículo 35 bis de la ley 21.526 es un mecanismo destinado a la reestructuración de una entidad financiera en crisis, en resguardo del crédito y en defensa de los depositantes, cuando una entidad financiera está en condiciones de que se revoque su autorización para funcionar.  Los planteos del banco recurrente no deben ser acogidos, pues, los activos excluidos que constituían el patrimonio fideicomitido transferido al Banco Comafi en propiedad fiduciaria, sólo tenían por finalidad cancelar el pasivo excluido, entre cuyos importes debía existir equivalencia.  Estos aspectos, vinculados a la sistemática propia del procedimiento de exclusión de activos y pasivos, no fue objeto de cuestionamiento por parte del banco recurrente, por lo que no se encuentra en tela de juicio la interpretación y aplicación al caso del mencionado artículo 35 bis.  La finalidad del fideicomiso era proceder a la realización de los bienes fideicomitidos para la cancelación de los certificados de participación que fueron suscriptos por el Citibank N.A., que había asumido los pasivos excluidos, entre los que se encontraba el crédito con privilegio general de los actores.  De tal forma, y considerando que la función propia del fiduciario es la realización de los activos para saldar los certificados de participación que representaban los pasivos, la decisión del tribunal de declarar inoponible a los actores los eventuales reclamos que pudieren existir entre el fiduciario y el suscriptor de los certificados de participación, no puede reputarse arbitraria.  No obsta a lo expuesto que no fueron emitidos los certificados de participación correspondientes al pasivo en cuestión, ya que constituía una obligación legal la emisión de uno o más títulos de deuda por valores nominales equivalentes a los pasivos excluidos, entre los que debieron computarse los créditos de los demandantes. De tal forma, y teniendo en consideración que el fideicomiso ha concluido, la decisión de la alzada de condenar a los bancos que integran el fideicomiso a cancelar directamente el crédito de los actores, luce razonable.  El fiduciario debe cumplir con las obligaciones que surgen del contrato y de la ley con la prudencia y diligencia de una buena persona de negocios que actúa sobre la base de la confianza depositada en ella, lo cual constituye un standard de conducta que el fiduciario debe seguir a los efectos de evaluar su responsabilidad. Señala la Corte que la entidad que recibe los activos y pasivos excluidos no es continuadora del banco reestructurado y no asume la responsabilidad respecto de acreedores de éste, sí es responsable respecto de aquellos rubros excluidos y transferidos.  La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir supuestos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al fallo una sentencia fundada en ley.  La genérica invocación de garantías constitucionales es insuficiente para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48 puesto que el artículo 15 de ese ordenamiento legal demanda que la cuestión federal tenga relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Esa relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado.  En cuanto a los agravios vinculados con la moneda de pago, el recurso extraordinario fue mal denegado pues se encuentra en tela de juicio la inteligencia y aplicación de normas federales y la sentencia ha sido contraria al derecho que los apelantes fundaron en ellas. La Corte tiene dicho que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de este tipo de normas, no se encuentra limitada por las posiciones del a quo, ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre los puntos en debate, y al ser invocadas causales de arbitrariedad que se encuentran inescindiblemente vinculadas con los temas federales en discusión, deben ser examinadas en forma conjunta.  El decreto 410/02, en su artículo 1, estableció excepciones a la conversión a pesos dispuesta por la ley 25.561 y el decreto 214/02, incluyendo, en cuanto aquí interesa, a las obligaciones de dar sumas de dinero en moneda extranjera, contraídas por personas físicas o jurídicas residentes o radicadas en el extranjero, pagaderas con fondos provenientes del exterior, a favor de personas físicas o jurídicas residentes o radicadas en el país, aun cuando fuera aplicable la ley argentina (inc. g), incorporado por dec. 704/02.  Concurren en el caso los presupuestos establecidos legalmente para que opere dicha excepción, pues no se discute que los fondos fueron transferidos a cuentas en bancos de New York a favor de los actores por clientes residentes en el extranjero.  Si bien el pleito no se suscitó entre dichos clientes extranjeros y los actores, lo cierto es que el dinero en dólares estadounidenses depositados en las cuentas de los bancos UBS AG y Republic National Bank, fue recibido por la entidad Banco Mayo operando como mandataria de los actores, y no resultó transferido a la cuenta corriente que estos tenían en la referida entidad, en nuestro país, de modo que no ingresó en el sistema financiero local. Ello es así, al punto que esa suma fue recibida en esa moneda por el fiduciario -Banco Comafi-, a través de una sucursal en el extranjero.  No procede aplicar en autos la pesificación dispuesta por la ley 25.561, y corresponde preservar el crédito en su moneda original.


    Lesmi, Carlos Raúl y otro c/ Banco Comafi S.A. y otro s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 52240/2005/3/RH1, 02 de septiembre de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    IVA. Pago de tributos. Cancelación de deudas. Títulos de deuda pública. Reintegro. Valor nominal. Amortización de bonos. Tasas de interés. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    Deuda en dinero. Boden 2013.


    Es reiterada doctrina de la Corte que las leyes tributarias definen un presupuesto de hecho que, al verificarse en la realidad del caso concreto, da origen a la obligación de ingresar al erario público una suma de dinero, en las condiciones que establece el texto legal. Tal obligación tiene por fuente un acto unilateral del Estado -justificado por el poder tributario que la Constitución Nacional le otorga al Congreso-, y su cumplimiento se impone coactivamente a los particulares, cuya voluntad carece, a esos efectos, de toda eficacia.  En tal caracterización encuadra la obligación de la actora de abonar el impuesto al valor agregado por los períodos fiscales julio de 1998 a marzo de 1999, cuyo pago realizó el 19 de octubre de 2004 y cuya repetición ahora procura.  El decreto 905/02 y la resolución del Ministerio de Economía 303/02 fijaron los términos y condiciones para que la actora cancele una deuda en dinero correspondiente al impuesto al valor agregado de los períodos fiscales julio de 1998 a marzo de 1999, mediante la afectación de sus Boden 2013  El procedimiento empleado para dicha afectación ratifica la inferencia que aquí se sostiene, pues los citados bonos eran computados, a los fines de la cancelación del tributo, a su “valor técnico”, definido como la suma del valor nominal residual y los intereses corridos a una determinada fecha, importe que la Dirección de Administración de la Deuda Pública debía informar diariamente a la AFIP.  La actora cedió sus BODEN 2013 al Estado Nacional y, con el resultado de esa operación (“valor técnico”), canceló su obligación tributaria. Cedidos esos bonos, la actora se desprendió de su tenencia y, por ende, perdió su derecho al cobro de la amortización y de los intereses pendientes.   Si, con posterioridad, el pago de la obligación tributaria devino incausado, el Fisco deberá reintegrarlo en los términos establecidos en el Art. 81 de la ley 11.683, pero no se encuentra precepto alguno que sujete la validez de la cesión de los títulos BODEN 2013 a la suerte de la deuda cancelada mediante la afectación de su “valor técnico”. Una solución contraria llevaría a concluir que la cesión de los títulos se encontraba sujeta a una condición resolutoria, lo que no surge del texto legal. En tal sentido, es necesario recordar la reiterada doctrina del Tribunal que sostiene que las normas han de ser interpretadas considerando armónicamente la totalidad del ordenamiento jurídico y los principios y garantías de raigambre constitucional, para obtener un resultado adecuado, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común tanto de la tarea legislativa como de la judicial. Ello así, porque no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de un fallo toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma.  Lo atinente la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal ajenos al recurso extraordinario.  Lo resuelto acerca de la aplicación al caso de la tasa de interés fijada en el Art. 4° de la resolución (MEyP) 314/2004 ante la falta de impugnación constitucional no importó un claro apartamiento, por parte de la Cámara, de los términos en que había quedado trabada la controversia, situación inconcebible dentro de una racional administración de justicia, según clásica definición dada por esa Corte hace más de cincuenta años en Fallos: 247:713 y reiterada hasta sus pronunciamientos más recientes.  Los planteos de la actora enderezados a cuestionar este aspecto de la sentencia no son aptos para la apertura de la instancia extraordinaria, pues lo decidido al respecto por el tribunal no excede el marco de sus facultades ni exhibe una manifiesta arbitrariedad que permita descalificarlo como acto jurisdiccional.


    Recurso queja Nº 1 - San Cristóbal Sociedad Mutual de Seguros Generales c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 33699/2017/1/RH1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIII


    Salud Pública


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Cultivo de estupefacientes. Uso terapéutico de estupefacientes. Cannabis medicinal. Personas con discapacidad. Niños, niñas y adolescentes. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Principio de reserva. Autonomía de la voluntad. Derechos del niño. Revocación de sentencia. 


    Cultivo domiciliario de cannabis.


    La sentencia debe considerar las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de la litis, se deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir, de acuerdo con una inveterada doctrina de la Corte.  La ley 27.350 estableció un marco regulatorio para la investigación médica y científica del uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor de la planta de cannabis y sus derivados, garantizando y promoviendo el cuidado integral de la salud. A esos fines, creó el Programa Nacional para el Estudio y la Investigación del Uso Medicinal de la Planta de Cannabis, sus derivados y tratamientos no convencionales en la órbita del Ministerio de Salud.   El decreto 738/2017, limitó su uso a quienes padecían epilepsia refractaria y recibían la indicación de tratamiento por un médico especializado.  El decreto 883/2020, derogatorio del 738/2017, destacó que este resultaba restrictivo al limitar el uso de derivados a quienes padecían de epilepsia refractaria prescripta por médicos especialistas en neurología o neurología infantil. Remarca la necesidad de proporcionar una respuesta equilibrada entre el derecho de acceso a la salud y la seguridad sanitaria, para lo cual establece un registro específico de usuarias y usuarios que cultivan cannabis, y promueve la creación de una red de laboratorios públicos y privados asociados que garantice el control de los derivados producidos. Señala que el marco de seguridad y calidad, junto con el acompañamiento médico, reduce los daños potenciales que puede producir el uso del cannabis en un mercado no controlado. Por su parte, la reglamentación alude expresamente al carácter controlado del cultivo domiciliario de cannabis, conforme la modalidad que establezca la autoridad de aplicación.  El artículo 8 del anexo reglamentario establece que toda persona puede obtener autorización de cultivo para sí, a través de familiares, terceros u organizaciones civiles, siempre que cuente con indicación médica y haya brindado consentimiento informado, en las condiciones prescriptas por el programa, estableciendo de esta manera, un mecanismo para autorizar el cultivo de cannabis con fines medicinales.  Todos estos recaudos permiten aventar los riesgos vinculados a la elaboración, prescripción y administración del paliativo.  La existencia de aval médico suficiente y la vía delineada por la nueva reglamentación para conjurar eventuales riesgos y armonizar el marco aplicable tornan plenamente operativo el mecanismo previsto en el decreto 833/2020, en particular, cuando éste se presenta como la mejor vía para el resguardo del más alto nivel posible de salud física y mental del niño con discapacidad.   Cabe al Estado la obligación de brindar especial protección al interés superior del niño, derecho que merece el más alto reconocimiento normativo. También constituye un imperativo estatal impostergable asegurar la salud de los niños con discapacidad.  El Estado tiene el deber de suministrar cuidados paliativos con el fin de mejorar la calidad de vida de las personas, mediante el alivio del dolor, de los síntomas y del sufrimiento asociados a enfermedades. Resultan especialmente importantes los cuidados paliativos pediátricos como componente obligatorio de los servicios de salud infantil.  El mecanismo previsto en el decreto 833/2020 reglamenta de manera adecuada las previsiones del artículo 19 de la Constitución Nacional y normas concordantes, especialmente en lo relacionado con la libre elección de tratamiento médico, en favor de la salud del niño con discapacidad. Con esta nueva regulación se facilita la armonización de esos intereses protegidos por el marco constitucional con aquellos tutelados por la ley 23.737.   El principio de reserva del artículo 19 de la Constitución Nacional impide que las personas sean objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, tutela que a su vez se encuentra en los textos de diversos tratados internacionales incorporados al bloque constitucional.  Con fundamento en dicho artículo, la Corte ha resuelto el valor de la autodeterminación de la persona humana, no sólo como límite a la injerencia del Estado en las decisiones concernientes a su plan de vida, sino también como ámbito soberano de ésta para la toma de decisiones libres vinculadas a sí misma, lo cual comprende los sentimientos, hábitos y costumbres, las relaciones familiares, la situación económica, las creencias religiosas, la salud mental y física y, en suma, las acciones, hechos o datos que, teniendo en cuenta las formas de vida aceptadas por la comunidad, están reservadas a la propia persona. Ha destacado también que la intromisión en ese ámbito de libertad sólo podrá justificarse por ley, siempre que medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen.  Mientras una persona no ofenda el orden, a la moral pública, o a los derechos ajenos, sus comportamientos incluso públicos pertenecen a su privacidad, y es obligatorio respetarlos, aunque resulten molestos para terceros o desentonen con pautas del obrar colectivo. En esa línea, puntualizó que una conclusión contraria convertiría al artículo 19 de la norma fundamental en una mera fórmula vacía, que sólo protegería el fuero íntimo de la conciencia o aquellas conductas de tan escasa importancia que no tuvieran repercusión alguna en el mundo exterior.  En materia de hermenéutica normativa, la Corte ha expresado que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, que ellas deben entenderse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan, y de la manera que mejor se compadezcan con los principios y garantías constitucionales en tanto con ellos no se fuerce indebidamente la letra o el espíritu del precepto que rige el caso. Recordó que la observancia de esas reglas generales no agota la interpretación de las normas penales, puesto que el principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como la última ratio del ordenamiento jurídico; y con el principio pro homine que impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal.  En referencia a la derogada ley 20.771, y como ocurre ahora con la ley 23.737, puntualizó, que la especial construcción de ese tipo de normas, al prever una pena aplicable a un estado de cosas, y al castigar la mera creación de un riesgo, permite al intérprete hacer alusión simplemente a perjuicios potenciales y no a daños concretos a terceros y a la comunidad, y que el hecho de no establecer un nexo razonable entre una conducta y el daño que causa, implica no distinguir las acciones que ofenden a la moral pública o perjudican a un tercero, de aquéllas que pertenecen al campo estrictamente individual, haciéndose entonces caso omiso del artículo 19 de la Constitución Nacional, que obliga a efectuar tal distinción. Destacó las pautas interpretativas que tienden a evitar que la mera invocación de intereses colectivos sea utilizada arbitrariamente por el Estado para suprimir un derecho constitucional de carácter personal, o para desnaturalizarlo o privarlo de contenido real.  La letra del artículo 5, inciso a, de la ley 23.737 es inequívoca cuando determina, entre los elementos del tipo penal, que las conductas prohibidas son aquellas realizadas “sin autorización o con destino ilegítimo”. Estos elementos se encuentran ausentes en el presente caso, porque la acción de amparo pretende obtener una autorización judicial para el cultivo, con un destino terapéutico como lo es cubrir el tratamiento médico de un niño con una discapacidad que le genera graves padecimientos, y en tanto se mantenga dentro del marco de ese objeto. Por las mismas razones, tampoco se encuentran prohibidas las conductas posteriores vinculadas con el destino del cultivo, toda vez que ellas se dirigen a la elaboración de preparados y al tratamiento médico del niño.  La Corte IDH ha expresado que ni el Estado ni terceros ni la comunidad médica deben actuar mediante injerencias arbitrarias en la esfera de la integridad personal o privada de los individuos, especialmente en relación con el acceso a servicios de salud.  Las previsiones de la ley 27.350 y el decreto 833/2020 se encuentran en consonancia con el principio de reserva del artículo 19 de la Constitución Nacional y normas concordantes; y reflejan que cuando la finalidad del cultivo es estrictamente medicinal la conducta no se subsume bajo las previsiones de la ley 23.737.


    N, G. A. y su hijo B.A. y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    FSA-Justicia Federal de Salta, 21814/2017/CS1, 14 de mayo de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    CapítuloXIV



    Seguridad Social


    Contienda negativa de competencia


    Aseguradoras de riesgos del trabajo. Ley sobre riesgos del trabajo. Cámara federal de apelaciones. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisio´n de la Comisio´n Médica Central”.


    Se ha planteado un conflicto negativo de competencia que debe dirimir la Corte, con arreglo al artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Leiva, Andrea Fabiana c/ Provincia A.R.T. S.A .y otro s/ Ley 24.577


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 101763/2017/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Comisión médica central. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Escubilla, Pablo c/ QBE A.R.T. S.A. y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 101768/2017/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Comisión médica central. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Barreto, Cristian Darío c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 98787/2017/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Cárdenas, Rodolfo David Nazareno c/ Galeno A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13948/2018/CS1-CA2, 22 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Felicioni, Hugo Raúl c/ Galeno A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13791/2018/CA2-CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Martínez, Héctor Raúl c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 81315/2017/CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Ojeda, Lucía Concepción c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20275/2018/CA2-CS1, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión comisión médica central”.


    Sosa, Silvana c/ Asociart A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 47741/2018/CS1-CA2, 21 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Dictámenes. Recurso de apelación. Competencia previsional. 


    Procede acudir, en lo pertinente, a los fundamentos expresados en el dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Cabral, Andrés c/ Federación Patronal A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 79984/2017/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Procede acudir, en lo pertinente, a los fundamentos expresados en el dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Panisello, Matías Alberto c/ Galeno A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 81318/2017/CS1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Ariaz Zito, Florencia Romina c/ Experta A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 1890/2019/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Carmona, Ingrid Débora c/ Asociart A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 101423/2017/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Carriso, Néstor Orlando c/ Swiss Medical y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 100894/2017/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Domínguez, Ygnacio Ynocencio c/ Provincia A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 1891/2019/CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Godoy, Marcela Silvana c/ Provincia A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 34447/2019/CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Irala, Miguel Ángel c/ Omint A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 34538/2019/CA1-CS1, 10 de mayo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Moreno, Cristina del Valle c/ Experta A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 24958/2019/CS1-CA1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Panisello, Matías Alberto c/ Galeno A.R.T. y otro s/ Ley 24.557


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 79981/2017/CS1, 29 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, "Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Rodríguez, Silvia Alejandra c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. y otro s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14829/2018/CA2-CS1, 09 de abril de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Candia Escobar, Isidro c/ Swiss Medical A.R.T. S.A. s/ Ley 24.557


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20241/2018/CA2-CS1, 24 de febrero de 2021


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa CSS 83050/2017/CS1, “Pisani, Sebastián Javier c/ Provincia ART y otro s/ Recurso decisión de la Comisión Médica Central”.


    Cordon Labrit, Clive Gerardo c/ Galeno A.R.T. S.A. y otro s/ Recurso decisión Comisión Médica Central


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13919/2018/CA2-CS1, 17 de marzo de 2021


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Obras sociales. Alcance de la cobertura. Debido proceso. Sentencia ultra petita. Finalidad de la ley. Procedencia del recurso. 


    Cabe recordar que todo procedimiento judicial debe responder al imperativo del debido proceso (art.18, Constitución Nacional, art. 8, Convención Americana sobre Derechos Humanos, Fallos: 325:1649, doctrina de fallos “Banco Integrado”) que no se limita a l


    E., M.S. y otro c/ OSDE s/ Sumarísimo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 11135/2009/1/RH1, 14 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Pensiones. Pérdida del beneficio. Personas con discapacidad. Matrimonio. Estado de necesidad. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La finalidad del artículo 53 de la ley 24.241 que prevé el otorgamiento de la pensión derivada a los hijos e hijas hasta los 18 años y a los hijos e hijas con discapacidad sin límite de edad, luego del fallecimiento del progenitor o progenitora de quien d


    T., M. M. c/ ANSES s/ Amparo Ley 16.986


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 1790/2018/2/RH1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Verificación de créditos. Aportes de trabajadores autónomos. Apreciación de la prueba. Cuestión federal. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defensa en juicio. Debido proceso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha resuelto que, en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, uno de los cuales es la arbitrariedad, corresponde examinar éste en primer término pues, sin perjuicio de la existencia de materia federal estricta, de constatarse


    Caram, Cecilia Mónica del Valle s/ Incidente de revisión promovida por Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 622/2019/RH1, 24 de junio de 2021


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Privación de justicia. Medidas cautelares. Competencia previsional. 


    Ha reiterado la Corte Suprema que las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, salvo que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, en lo que nos ocupa, la


    Asociación Mutual para la Seguridad Social 13 de Mayo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Medidas cautelares


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 158260/2018/1/RH1, 03 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Indemnización. Impuesto a las ganancias. Determinación de oficio. Acción de repetición. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de hechos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho de manera reiterada que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal constituyen materia propia de los jueces de la causa y, por lo tanto, no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la l


    Recurso queja N° 2 – Borisenko, Carlos Alejandro c/ AFIP – DGI s/ Impugnación de acto administrativo


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 1370/2013/2/RH1, 14 de julio de 2021


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Jubilación de magistrados. Denegatoria del beneficio. Omisión de cuestión esencial. Igualdad ante la ley. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Asiste razón al recurrente en cuanto a que la sentencia es arbitraria, pues el a quo sustentó su decisión en argumentos dogmáticos, como la aplicación literal de un plexo legal comprendido, entre otras normas, por la nómina del Anexo “A” del Acta Compleme


    Noé, Néstor c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 10707/2015/CS1 - CA1, 12 de noviembre de 2021


    Ver dictamen


    Haber de retiro. Determinación del haber de retiro. Movilidad del haber jubilatorio. Servicio Penitenciario Federal. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Confirmación de sentencia. 


    El artículo 9 de la ley 13.018 establece que el importe del último sueldo será la base del haber de retiro. A su vez, el artículo 10 señala que “el haber de retiro será proporcional al tiempo de servicios computados y se graduará sobre el monto calculado


    Engel, Rodolfo Mario y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 30838/2008/CS1, 20 de diciembre de 2021


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     

  

OEBPS/Images/EBook_2021.jpg
2021

Dictamenes

de la Procuracion General de la Nacion

MINISTERIO PUBLICO

FISCAL

PROCURACION GENERAL DE LA NACION
REPUBLICA ARGENTINA






